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ADVERTENCIA 


El  presente  volumen  delDiGESTO de  los  Fallos  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  Federal  —  continuación  de 
la  obra  cuya  publicación  emprendí  en  1897,  junto  con 
mi  malogrado  compañero  y  amigo,  el  doctor  José  E. 
Domínguez  —  abarca  las  resoluciones  dictadas  por 
aquél  Tribunal  desde  1896  hasta  el  30  de  junio  del 
corriente  año. 

Los  fallos  pronunciados  de  1896  á  1899  han  sido  ya 
publicados  y  se  encuentran  en  los  volúmenes  63  á  82 
déla  colección.  No  así  los  posteriores,  ósea,  los  de 
1900, 1901  y  primer  semestre  de  1902,  que  he  creído 
conveniente  agregar  con  motivo  de  la  nueva  organi- 
zación que  la  ley  número  4055,  de  1 1  de  enero  último, 
ha  dadoá  los  tribunales  federales,  anticipando  así,  á 
la  aparición  de  esos  fallos,  un  extracto  ó  resumen  de 
sus  conclusiones,  el  cual,  para  mayor  facilidad  en  la 
consulta,  lleva  indicada  la  fecha  de  la  sentencia  v  los 
nombres  de  las  partes  en  la  causa. 

El  método  seguido  en  la  confección  de  este  volu- 
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men ,  es  análogo  al  de  los  anteriores,  sin  otra  modifica- 
ción que  la  de  preceder  la  palabra  que  por  su  extensión 
lo  requiera,  de  un  sumario  ó  Índice  alfabético  que  ex- 
presa sucintamente  los  puntos  discutidos  y  resueltos  en 
cada  materia,  facilitando  de  esta  manera  la  consulta  ó 
la  busca  del  caso  que  se  desea. 

Por  la  importancia  que  revisten  las  decisiones  rela- 
tivas á  la  Inconstitucionalidad  de  leyes,  Inmunidades 
parlamentarias j  competencia  ó  incompetencia  de  la 
Justicia  federal,  ñecur^so  extraordinario  establecido  por 
el  articulo  14,  ley  número  48,  de  14  de  septiembre  de 
1863,  y  jurisdicción  originaria  y  de  apelación  de  la 
Suprema  Corte,  he  incorporado  al  presente  volumen 
todas  las  que  se  hallan  en  tos  dos  tomos  anteriores, 
colocando  al  frente  de  cada  una  de  esas  materias,  el 
meacionado  sumario  que  suprimirá  los  inconvenientes 
ódiGcultades  observados  al  consultarlas  palabras  ó 
voces  que  respectivamente  comprenden  los  puntos  ex- 
presados. 

Por  último,  he  agregado  á  este  volumen  diversas 
notas  con  referencia  al  primero  y  segundo  y  á  la  colec- 
ción de  los  Fallos,  indicando  los  diversos  casos  en  que 
una  decisión  ha  sido  reiterada,  ó  á  las  leyes  dictadas 
con  posterioridad  y  que  han  venido  a  modificar  ó  alte- 
rar la  doctrina  establecida. 


José  A.  Frías. 


Buenos  Aires,  jalio  de  1902. 
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SUPREIA  CORTE  DE  JUSTICIA  FEDERAL 


Ministros 


Presidente :  D'  D.  Benjamín  Paz. 

D'  D.  Abbl  Bazán.  < 

D^  D.  Octavio  Bungb. 

D'  D.  Nicanor  González  del  Solar  (a). 

D*^  D.  Mauricio  P.  Daract  (5). 
Procurador  general :  D^  D.  Sabiniano  Kier. 

L  D'  D.  José  A.  Frías. 

f  D'  D.  Federico  Ibarguren  (c). 


Secretarios 


(a)  Nombrado  por  decreto  del  22  de  mayo  de  1901,  en  reemplazo  del  doctor 
Snrique  Hartinez,  designado  con  fecha  19  de  junio  de  1899,  en  sustitoción  del 
doctor  Luis  V,  Várela,  que  renunció.  El  doctor  Martínez  falleció  en  21  de  sep- 
tiembre de  1900. 

(b)  En  23  de  agosto  de  1901  fué  nombrado  en  reemplazo,  del  doctor  Juan  E. 
Torrent,  fallecido  en  2ü  de  julio  del  mismo  año. 

(c)  En  19  de  julio  de  1898  se  le  designó  para  reemplazar  al  doctor  Adolfo  F . 
Olivares,  que  falleció  en  9  de  junio  del  mismo  año.  El  doctor  Olivares  fué  nom- 
brado por  aouejdo  de  5  de  mayo  de  1898,  en  sustitución  del  doctor  José  E.  Do- 
jninguez,  fallecido  el  1*  del  mismo  mes. 


EXPLICACIÓN  DE  LAS  ABREVIATURAS 


CoQSt.  Nac Constitución  Nacional. 

Cód.  Civ Código  Civil. 

Cód.  Com.  ant.    Código  de  Comercio,   vigente  hasta  el  treinta 

de  abril  de  1890. 

Cód.  Com Código  de  Comercio,  vigente  desde  el   4"    de 

mayo  de  1890. 

Cód.  Pen Código  Penal. 

Ord Ordenanzas  de  aduana,  vigentes  desde  el  4<>  de 

enero  de  4877. 

Ley  Jurisd Ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribu- 
nales federales,  de  44  de  septiembre  de  4863. 

Ley  Proc Ley  de  procedimientos  de  los  tribunales  fede- 
rales, de  44  de  septiembre  de  4863. 

Ley  Pen Ley  designando  los  crímenes  cuyo  juzgamiento 

compete  á  los  tribunales  nacionales  y  esta- 
bleciendo su  penalidad,  de  44  de  septiembre 
de  4863. 

Ley  Exprop Ley  nacional  de  expropiación,  de  septiembre  4  3 

de  4866. 

Cód.  Proc.  Crim.    Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

Cód.  Proc Código  de  Procedimientos  de  los  tribunales  de 

la  Capital,  aplicable  en  los  juzgados  letrados 
de  los  territorios  nacionales.  Los  títulos  XIIÍ 
y  XVIII  se  aplican  en  virtud  de  la  ley  núme- 
ro 3375,  ante  los  tribunales  federales;  y  por 
la  ley  número  3984,  dicho  código  ha  sido  de- 
clarado supletorio  de  la  ley  de  procedimien- 
tos de  éstos. 
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(a)  Con  posieriorídad  éI  tomo  66  (16,  4*  serte),  se  adoptó  la  numeraciúa  ci 
da,  snpriniieDda  la  enanciación  de  la  serie. 
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ABOGADO. 

Véase  Costas  ;  Honorarios 

4 .  —  El  encargo  dado  á  un  abogado  para  la  defensa  de  uno  ó 
más  pleitos,  es,  por  su  naturaleza,  revocable.  —  T.  70,  p.  242. 
2.  —  El  abogado  y  procurador  que  han  convenido  en  desempe- 
ñar y  han  desempeñado  sus  funciones  con  sólo  la  remunera- 
ción de  los  honorarios  declarados  á  cargo  de  la  parte  con- 
i  traria,  no  tienen  derecho  para  cobrar  á  su  cliente  honorarios 

de  otra  clase  (art.  1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  348. 

3.  —  El  abogado  que  ha  defendido  su  propia  causa  no  tiene 
derecho  para  cobrar  honorarios  por  razón  de  costas  á  cuyo 
pago  haya  sido  condenada  la  contraparte;  pues  las  costas 
judiciales  consisten  en  los  gastos  que  los  litigantes  hacen 
en  autos  para  la  defensa  de  sus  derechos.  —  T.  73,  p.  8. 

4.  —  El  abogado  que  ha  aceptado  el  poder  y  el  sueldo  mensual 
fíjado  para  la  gestión  de  asuntos  judiciales,  no  puede  exigir 
que,  á  más  del  sueldo^  el  poderdante  le  pague  por  separado 
los  honorarios  que  en  el  desempeño  de  su  mandato  preten- 
da corresponderle  como  abogado.  —  T.  74,  p.  56. 

T.   lll  1 


ABO-ACC  —  2  — 

ABORDAJE. 

1.  —  Los  daños  causados  por  choque  ó  abordaje,  producido  en 
el  puerto  de  la  Capital,  deben  ser  resueltos  por  peritos  arbi- 
tradores  (art.  1269,  Cód.  Com.  Este  artículo  no  hace  excep- 
ción basada  en  el  lugar  en  que  el  choque  se  hubiese  produ- 
cido. Octubre  29  de  1901 ,  Martin  v.  Sarason  y  C» ;  octubre  29 
de  1901,  Orsini  v.  Samson  y  C»). 

2.  —  La  pericia  destinada  á  hacer  constar  las  averías  sufridas 
á  consecuencia  del  abordaje,  y  el  valor  de  ellas,  pedida  sin 
perjuicio  de  las  acciones  que  hubiere  contra  el  buque  cau- 
sante de  éste,  no  importa  el  juicio  á  que  se  reñere  el  artículo 
1269,  (lódigo  de  Comercio,  y  debe  constituirse  el  tribunal 
arbitral  que  éste  prescribe.  (Mayo  11  de  1901,  Hulsebucb 
V.  capitán  remolcador  Kraft.) 

ABSOLUCIÓN. 

1.  —  Debe  absolverse  al  procesado,  si  de  las  pruebas  produci- 
das no  resulta  ser  autor  del  delito.  —  T.  63,  p.  203. 

2.  —  No  probado  el  hecho  en  que  se  funda  la  acusación 
de  estafa,  procede  la  absolución  del  procesado.  —  T.  63, 
p.  264. 

3.  —  En  la  duda,  debe  absolverse  al  procesado.  —  T.  65,  p .  40. 

4.  —  Debe  absolverse  al  procesado,  si  en  autos  no  hay  elemen- 
tos suficientes  que  sirvan  á  demostrar  que  sea  el  autor  del 
delito,  materia  del  proceso.  — T.  67,  p.  429. 

ACCESORIOS  DE  INMUEBLE. 

£1  hecho  de  haber  el  propietario  alquilado  la  casa^  exis- 
tiendo en  ella  un  baño  unido  á  las  cañerías  del  agua,  y  un 
aparador  en  el  cuarto  de  la  despensa,  sin  contrato  especia) 
de  locación  de  estos  objetos,  y  el  de  haber  vendido  y  entre- 
gado la  casa  al  nuevo  propietario  sin  reserva  al  respecto,  si- 
guiendo el  mismo  inquilino  en  el  uso  y  goce  de  los  objetos 
mencionados,  sou  bastantes  para  considerar  á  éstos  como  ac- 
cesorios del  inmueble  con  arreglo  al  artículo  2316,  Código 
Civil,  y  debe  rechazarse  la  demanda,  que  sobre  su  entrega 
deduce  el  vendedor  (art.  1409,  Cód.  Civ.).  — T.  74,  p.  125. 


—  3  —  ACC 

ACCIDENTE. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios ;  Defecto  legal ;  Ferrocarril 

ACCIÓN  EX-MANDATO. 

Véase:  Competencia 

ACCIÓN  FISCAL. 

£1  fallecimiento  delinculpado  extingue  la.  acción  fiscal  y  hace 
.   cesar  la  contienda  de  competencia  suscitada  para  conocer 
en  ella.  —  T.  65,  p.  54. 

ACCIÓN  NEGATORIA. 

Las. disposiciones  relativas  á  la  acción  negatoria,  no  tienen 
aplicación  al  caso  del  Banco  Hipotecario  Nacional,  que,  por 
haberse  faltado  al  contrato  de  préstamo  hipotecario,  manda 
rematar  el  inn^ueble  hipotecado,  y  por  haber  desaprobado 
el  remate  practicado,  vuelve  á  ponerlo  en  venta.  —  T.  80, 
p.457. 

ACCIÓN  PAULIANA. 

I .  —  Debe  rechazarse,  si  no  se  justifica  que  el  acreedor  hipo- 
tecario tenía  conocimiento  de  la  insolvencia  del  deudor  á  la 
época  de  la  constitución  hipotecaria  hecha  á  su  favor  ;  sin 
que  puedan  invocarse  las  disposiciones  del  Código  de  Co- 
mercio, que  reglan  las  consecuencias  de  la  quiebra,  cuando 
el  deudor  no  ha  sido  declarado  en  ella,  antes  ni  después  de 
-los  actos  que  motivan  el  juicio  (art.  962,  968  y  969,  Cód. 
Civ).  —  T.  66,  p.  127. 

-2.  —  No  procede  la  acción  pauliana,  si  resulta  que  en  lo  concer-' 
niente  á  las  relaciones  de  derecho  entre  el  deudor  y  el  acree- 
dor demandante,  aquél  no  estaba  insolvente  en  la  fecha  del 
acto  atacado  ni  quedó  insolvente  por  efecto  de  ese  acto,  ni 
se  hallaba  en  estado  de  insolvencia  en  la  -época  de  la  de- 
manda  (art.  961  y  962,  Cód.  Civ).  —  T.  78,  p.  95. 

3,  —  La  acción  revocatoria  no  procede  si  resulta  que  el  enaje- 
nante no  quedó  insolvente  con  respecto  al  crédito  en  cuyo 
fraude  se  dice  hecha  la  enajenación  (art.  962,  Cód.  Civ.  ; 
agosto  28  de  1900,  Mendaza  en  autos  de  Palma  v.  Piróla). 
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4.  —  El  documento  de  crédito  posterior  á  la  fecha  de  la  cons- 
litación  hipotecaria,  no  puede  servir  de  base  parala  revoca- 
ción de  la  hipoteca,  máxime  cuando  no  se  ha  probado  que 
dicho  crédito  existiera  á  la  época  de  dicha  constitución  (art. 
962,  inc.  3",  Cód.  Civ.;  junio  18  de  1901,  Banco  Provincial 
de  Mendoza  v.  Moreno  y  Serpa). 

ACCIÓN  PERSONAL. 
La  demanda  deducida  haciéndose  valer  derechos  emergentes 
de  un  contrato  y  fundada  en  que  no  se  han  cumplido  las 
obligaciones  contraidas,  es  una  acción  personal ;  porque  se 
trata  de  relaciones  de  acreedor  y  deudor  y  porque  pidién- 
dose la  entrega  de  una  cosa  que  se  dice  no  haber  sido  en- 
tregada al  acreedor,  se  establece  que  no  se  ha  adquirido  so- 
bre la  misma  ningún  derecho  real  (art.  496,  497  y  577,  Cód. 
Civ. ;  marzo  21  de  1901,  Lubary  v.  Sil  vero). 

ACCIÓN  POSESORIA. 
Es  improcedente  la  deducida  reclamando  la  posesión  de   una 
cosa  mueble  (art.  2488,   Cód.   Civ.;  marzo  14  de  1901,  Sa- 
miñan  v.  Lobato). 

ACLARACIÓN. 

Véase  :  Apelación 

1.  —  No  procede  aclaratoria,  cuando  la  sentencia  pronunciada 
es  explícita  sobre  el  punto  consultado.  —  T.  73,  p.  364. 

2.  — No  procede  aclaración  de  la  sentencia  que  rechaza  en 
términos  explícitos  la  pretensión  del  solicitante,  declarando 
ilegítima  la  excepción  que  hacía  valer.  —  T.  75,  p.  386. 

ACTO  ILÍCITO. 

Véase  :  Competencia;  Daños  y  perjtiicios 

ACTOS  PREPARATORIOS. 
Los  actos  practicados  por  los  procesados,  que  no  tenían   los 
elementos  necesarios  para  llevar  á  cabo  el  delito,  sin  estar 
en  relación  directa  con  el  delito  mismo,  sólo  tienen  el  ca- 
rácter de  preparatorios  y  no  constituyen  una  tentativa  ;  sólo 


. 
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son  punibles  cuando  importan  una  contravención  (art.    8  y 
U,  Cód.  Pen.).  -T.  72,  p.  342. 

ACTUARIOS. 
El  servicio  de  actuación  en  las  causas  ante  los  juzgados  de 
sección  y  de  los  territorios  nacionales,  es  gratuito  para  los 
litigantes  y  no  puede  ordenarse  la  inclusión  y  pago  por  ellos, 
de  los  derechos  del  secretario  por  su  asistencia  al  inventa- 
rio de  los  bienes  de  una  sucesión  (art.  648,  Cód.  Proc. ; 
agosto  29  de  4 901,  juicio  sucesorio  de  Juan  C.  Hidalgo.  Igual 
h1   tomo  47,  p.  512;  Digesto,  t.  1,  p.  17). 

ACUMULACIÓN  DE  AUTOS. 

1.  —  Procede  la  acumulación  de  autos,  si  la  sentencia  que  se 
dicte  en  unos  puede  hacerse  valer  en  los  otros.  —  T.  79^ 
p.    107. 

2.  —  Procede  la  acumulación  de  autos,  en  los  que  la  acción 
en  litigio  y  las  cosas  á  que  ella  se  refiere,  son  las  mismas  en 
su  conjunto.  (Marzo  27  de  1900,  Prov.  de  Buenos  Aires  v. 
Multedo.) 

3.  ' —  La  acumulación  de  autos  no  es  procedente  sino  cuando, 
además  de  la  identidad  de  partes^  existe  la  de  acción  y  formas 
consiguientes  para  ejercitarla,  y  tiene  por  fundamento  pre- 
venirse contra  el  peligro  de  que  recaigan  sentencias  contra- 
dictorias enjuicies  seguidos  ante  diferentes  jueces,  de  modo 
que  la  una  pnede  tener  la  fuerza  de  cosa  juzgada.  Como  esto 
no  puede  ocurrir  en  tratándose  de  un  juicio  ejecutivo,  pues- 
to que  la  sentencia  dictada  en  él  no  causa  instancia,  no  pro- 
cede la  acumulación  de  él  al  juicio  ordinario  seguido  entre 
las  mismas  partes.  (Diciembre  lo  de  1901,  Levy,  Hayen.  y  C* 
con  Raffo.  Igual  al  t.  28,  p.  11  ;  t.  54,  p.  202  y  t.  60,  p.  208.) 

4.  — Deducida  ante  el  juez  federal  demanda  ordinaria  sobre 
chancelación  de  la  hipoteca,  por  el  deudor  hipotecario,  ar- 
gentino, contra  los  acreedores,  extranjeros,  y  promovido  por 
éstos  contra  aquél  juicio  ejecutivo,  ante  el  juez  local,  no 
procede  acumulación  de  autos.  (Diciembre  21  de  1901,  Levy, 
Hayen  y  C-  v.  Raffo.) 
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ACUSACIÓN. 

1.  —  Debe  considerarse  como  no  interpuesta  la  acusación  que 
el  ministerio  fiscal  ha  subordinado  á  la  no  existencia  de  un 
decreto,  que  ha  resultado  existente  (art.  460  y  46^,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  71,  p.  360. 

2.  ^—  Mientras  no  se  declare  por  el  juez,  cerrado  el  sumario,  no 
procede  la  presentación  del  escrito  de  acusación  por  el  fiscal 
(art.  442  y  457,  Cód.  Proc.  Crim;  noviembre  8  de  4 900,  Causa 
V.  Paolini). 

3.  —  Antes  de  que  el  juez  declare  cerrado  el  sumario,  no 
procede  la  presentación  de  la  acusación  fiscal  (art.  442  y 
457,  Cód.  Proc.  Crim;  diciembre  6  de  1900,  Causa  v.  Re- 
verter). 

ADHESIÓN.      ^ 

1 .  —  No  habiendo  expresado  agravios  el  representante  del  mi- 
nisterio público,  que,  por  el  contrario,  considera  que  debe 
confirmarse  la  sentencia  recurrida   y  así  lo   pide,  no  puede  , 
haber  adhesión  al  recurso  (art.  522,  Cód.  Proc.  Crim.)  — T. 
63,  p.  203. 

2.  -^  En  los  juicios  criminales  el  señor  Procurador  general 
puede  adherirse  á  la  apelación  al  contestar  la  expresión  de 
agravios,  y  pedir  que  se  aumente  la  pena  impuesta  al  proce- 
sado en  4>  injstancia  (art.  522  y  693,  Cód.  Proc.  Crim.). — 
T.  79,  p.  338. 

3.  —  En  las  apelaciones  en  relación,  no  procede  la  adhesión  al 
recurso  por  parte  del  apelado  en  segunda  instancia,  ni  es 
admijsiblela  interpuesta  en  primera  fuera  del  término  (art. 
208  y  216,  Ley  Proc).  —  T.  30,  p.  452  ;  t.  80,  p.  25. 

4.  —  La  adhesión  al  recurso  de  apelación  no  puede  tomarse  en 
consideración,  si  éste  ha  sido  declarado  desierto  y  sin  efecto. 
—  T.  80,  p.  127. 

5.  —  Declarado  desierto  el  recurso,  no  puede  tomarse  en  cuenta 
la  apelación  deducida  en  forma  de  adhesión.  (Febrero  28  de 
1901,  Latapié  v.Guzman;  véase  en  igual  sentido,  Digesto,  t. 
1,p.  20.) 
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ADMINISTRACIÓN. 

Debe  rechazarse  la  demanda  del  administrador  de  un  estable- 
cimiento de  campo,  por  cobro  de  sueldos,  gastos  hechos  en 
el  mismo  y  comisiones  de  venta  de  hacienda,  si  resulta  que 
los  primeros  han  sido  abonados,  que  no  se  han  acreditado 
los  segundos  ó  se  han  verificado  con  elementos  suministra- 
dos por  el  propietario,  y  que  la  venta  de  hacienda  entraba 
en  las  obligaciones  de  la  administración.  (Septiembre  21  de 
1901,  Castro  V.  Wenk.) 


ADUANA. 


Véase  :  Prescripción 


Sumario 


Adición,  1  á  2. 

Apelación,  3  á  12. 

Apelación  de  empleados,  13  á  17. 

Averias,  18. 

Clasificación,  19. 

Coniiao,  20  á  31.  (Véase  :  Contrabando; 

Diferencias). 
Competencia,  32. 
Contrabando,  33  á  47. 
Defraudación,  48  á  50. 
Dennnciante,  51  á  53. 
Derechos  menores,  54. 
Diferencias,  55  á  60. 
Distribución,  61. 
Dobles  derechos,  62  á  65.  (Véase  :  Di- 

m 

fer  encías J, 
Duda.  66. 
Embargo,  67. 
Embargo  preventivo,  68. 
Eqaipaje.  (Véase:  ComifO;  22, 27, 31  y  44). 


Exceso,  76  á  80. 

Falsa  manifestación,  81. 

Liquidación,  82  y  83. 

Materiales  para  ferrocarriles,  21  y  48. 

Mercaderías  nacionalizadas,  84. 

Multa,  85  á  87. 

Nulidad,  88. 

Pago  de  derechos,  89  y  90. 

Pena,  91. 

Personería,  92. 

Peso  (Véase  :  Diferencias ;  Exceso). 

Prueba,  93. 

Rancho,  94  á  99. 

Reembarco,  23  y  100. 

Rectificación,  101  y  102. 

Removido.  103  á  105. 

Sustitución  de  mercaderías,  106. 

Tolerancia. (Véase:  Diferencias;  Dobles 

derechos;  Exceso). 
Valor,  107. 


Error.  69  á  75. 

i .  Adición.  —  La  solicitud  de  adición  que  resulta  presentada 

en  la  misma  fecha  de  la  denuncia,  es  válida  y  debe  surtir  los 

efectos  legales,  si  aquella,  por  omisión  de  los  empleados  de 

aduana  carece  de  cargo,  y  si  la  última  no  pudo  ser  presentada 

en  la  hora  que  expresa,  porque  aparece  serlo  en  la  misma 
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hora  en  que  el  empleado  practicaba  la  visita  (art.  54  y  846, 
Ord.;  art.  43,  Cód.  Proc.  Crim.;  octubre  48  de  4904,  causa 
V.  Arija). 

2.  —  Según  la  ley  vigente  en  4894,  puede  sin  reato  adicionarse 
el  manifiesto  general  de  los  paquetes  de  vapor  mientras  dure 
la  descarga  (art.  847,  inc.  4,  Ord.).  —  T.  84,  p.  244. 

3.  Apelación.  —  La  resolución  de  aduana  que  clasifica  una 
mercadería  y  condena  al  pago  de  dobles  derechos,  es  apela- 
ble para  ante  el  juez  federal,  respecto  de  la  imposición  de  la 
pena  (art.  4063,  Ord.)  —  T.  63,  p.  470. 

4.  — No  existiendo  resolución  condenatoria  de  la  aduana,  no 
proceden  los  recursos  ala  justicia  federal  (art.  4063,  Ord.).— 
T.63,  p.  445. 

5.  —  Es  apelable  pare  ante  la  justicia  federal,  la  resolución  de 
aduana  por  la  cual  se  impone  la  pena  de  dobles  derechos.  — 
T.64,  p.  320. 

6.  —  De  las  resoluciones  administrativas  de  la  aduana,  no 
procede  recurso  directo  ala  Suprema  Corte.  —  T.  64,  p.  425. 

7.  De  las  resoluciones  administrativas  de  las  aduanas,  por 
las  que  no  se  imponen  pena,  no  corresponde  recurrir  á  los 
tribunales  federales.  — T.65,  p.  459. 

8.  — En  materia  de  derechos  de  aduana,  sólo  proceden  recur- 
sos á  la  justicia  federal^  cuando  existe  resolución  conde- 
natoria de  la  aduana.  — T.  69,  p.  434. 

9. — Es  apelable  la  resolución  del  administrador  de  aduana 
que  impone  una  pena,  aunque  se  funde  sobre  la  clasifica- 
ción de  mercaderías  hecha  por  la  Dirección  de  Rentas.  — 
T,  74,p.  99. 

40.  —  Es  apelable  la  resolución  de  aduana  que  impone  penas, 
aunque  se  funde  en  la  clasificación  inapelable  hecha  por  la 
Dirección  de  Rentas.  —  T.  74,  p.  498. 

44.  —  No  corresponde  al  administrador  de  rentas  del  Rosario, 
admitir  y  conceder  recursos  contra  las  resoluciones  de  la 
administración  de  rentas  de  la  Capital,  y  es  improcedente  el 
directo  que  se  deduzca  ante  el  juez  federal  dé  aquella  sec- 
ción.—T.  73,  p.  22. 
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i2.  —  En  cuestión  de  aforo,  en  que  la  aduana,  al  declararlo, 
impone  la  pena  de  dobles  derechos,  es  apelable  la  resolución 
en  esta  última  parte,  y  el  juzgado  federal  debe  conocer  en 
ella   (art.  437   y  1063,  Ord.).— T.  75,  p.  246. 

13.  Apelación  de  empleados.  — Las  resoluciones  condenato- 
rias del  administrador  de  aduana,  son  inapelables  para  el 
empleado  interesado,  y  es  nula  la  resolución  ministerial  que 
las  modifique  (art.  60,  Ley  de  aduana  para  1898).  —  T.  81 ,  p. 
58,  96  y  155. 

14. — La  apelación  interpuesta  por  el  empleado  denunciante, 
contra  la  resolución  absolutoria  del  administrador,  fuera  del 
término  señalado  por  el  artículo  21  déla  ley  de  aduana  para 
1895,  no  es  admisible;  y  debe  dejarse  sin  efecto  la  resolución 
ministerial  que,  en  virtud  de  aquella,  revoca  la  primera  y 
declararse  subsistente  ésta  (art.  1054,  1056,  1057  y  1072, 
Ord.;  diciembre  11  de  1900,  causa  de  Linck). 

15.  —  No  resultando  que  el  interesado  haya  apelado  de  la  reso- 
lución de  aduana,  al  ministerio  de  hacienda,  no  puede  dene- 
gársele la  apelación  interpuesta  para  ante  el  juzgado  federal. 
(Julio  9  de  1900,  Fisco  v.  Mensagerías  Marítimas.) 

16.  —  Con  arreglo  al  artículo  62,  Ley  de  aduana,  los  empleados 
pueden  apelar  para  ante  el  Ministerio  de  Hacienda,  no  sólo 
en  los  casos  previstos  por  los  artículos  1054  y  1057,  Ord., 
sino  también  en  el  del  artículo  1056,  que  prevee  una  dimi- 
nución de  la  pena  que  las  mismas  Ordenanzas  establecen  por 
efecto  de  laexistencia  de  causas  atenuantes.  (Julio25de1901, 
causa  de  Náñez  y  Cerro.) 

17.  El  derecho  que  la  Ley  de  aduana  concede  á  los  empleados 
que  se  consideren  perjudicados  por  las  resoluciones  absolu- 
torias de  la  administración  de  rentas,  debe  entenderse  no 
solamente  cuando  éstos  son  absolutorias  de  toda  pena,  sino 
también  cuando  aplican  una  pena  menor  de  la  prevenida 
por  las  ordenanzas  (art.  52,  Ley  de  aduana  para  1897;  art. 
1054,  1056  y  1057.  Ord.j  julio  14  de  1900,  causa  v.  capitán 
vapor  Bresce.) 

i  8.  Averias.  —  Deben   indemnizarse  las  averías  sufridas  por 


ADU  —  io  — 

las  mercaderías  depositadas  en  los  almacenes  fiscales,  con 
arreglo  al  artículo  289  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  cuando 
no  se  prueba  el  caso  fortuito  é  imposible  de  evitar.  (Véase  : 
Caso  fortuito),— T.  69,  p.  431. 
49.  Clasificación.  — Corresponde  al  administrador  de  rentas,  la 
clasificación  de  la  mercadería  y  penalidad  en  consecuencia 
aplicable.  — T.  65,  p.  28. 

20.  Comiso.  —  Caen  en  comiso  las  mercaderías  descargadas 
de  mis  sobre  las  manifestadas  (art.  846^  905,  1025,  1026  y 
1058,  Ord.).— T.  63,  p.  399. 

21 .  —  Caen  en  comiso  los  artículos  despachados  libres  de  de- 
recho para  las  empresas  de  ferrocarriles,  que  se  encuentran 
en  poder  de  personas  extrañas,  sin  que  se  haya  liquidado  y 
pagado  el  importe  de  los  derechos  fiscales  correspondien- 
tes (art.  3,  Ley  de  aduana  de  1891  ;  art.  1025y  1026,  Ord.).— 
T.  66,  p.  53. 

22.— Las  mercaderías  traídas  en  baúles,  manifestadas  por  el  in- 
teresado entregando  al  empleado  respectivo  las  facturas,  an- 
tes de  ninguna  verificación,  y  al  pedirse  su  despacho  como 
mercaderías  sujetas  al  pago  de  derechos^  no  caen  en  co- 
miso (art.  218,  Ord.)— T.  67,  p.  270. 

23. — La  sustitución  de  mercaderías  sacadas  para  reembarco, 
trae  la  pena  de  comiso  de  éstas  y  de  las  mercaderías  susti- 
tuidas (art.  976,  Ord.}.  —  T.  72,  p.  381. 

24.  —  No  procede  la  pena  de  comiso  cuando  el  error  cometido 
en  el  manifiesto  general  de  un  buque  con  privilegio  de  pa- 
quete, ha  sido  rectificado  en  tiempo,  sin  reato  (art.  846, 
Ord.).  — T.  72.  p.  392. 

25.  —  Debe  declararse  el  comiso  si  las  mercaderías  no  han  sido 
manifestadas,  y  se  ha  pedido  la  ampliación  fuera  del  término 
legal,  y  después  de  descubierta  su  existencia  á  bordo  (art. 
51  y  906,  Ord.).  —  T.  75.  p.  321 . 

26.  —Los  objetos  comisados  se  hallan  sujetos,  sin  distinción, 
al  pago  délos  derechos  debidos  al  tesoro  (art.  1029,  Ord.). — 
T.  77,  p.  311. 

27.  —Los  bultos  traídos  con  el  equipaje,  que  contengan  pura- 
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mente  mercaderías,  debeo  figurar  en  el  manifiesto  del  buque, 
V  la  omisión  de  esta  formalidad,  no  salvada  antes  del  desem- 
barco,  puede  ser  penada  con  el  comiso  de  las  mercaderías 
(art.  838,  846  y  847, 1025  y  1026,  Ord.;  diciemb  re  9  de  1899, 
causa  V.  Faibre;  julio  14  de  1900,  causa  v.  Grandinetí). 
£8.  —La  seutenc'^a  que  condena  á  comiso  la  niercadería  y  no 
al  pago  del  valor  de  ésta  según  tarifa,  se  cumple  entregando 
el  comerciante  ó  su  fiador,  la  misma  especie  y  cantidad,  en 
sustitución  de  la  embarcada  para  la  exportación  ;  y  debe  de- 
jarse sin  efecto  la  resolución  administrativa  que  ordena   á 
aquél  el  pago  de  la  diferencia  del  valor  entre  la*  liquidación 
según  tarifa  y  el  producto  del  remate  de  la  mercadería,  prac- 
ticado sin  su  consentimiento  é  intervención,  máxime  cuando 
no  consta  que  sea  de  inferior  calidad  que  la  exportada.  (Di- 
ciembre 4  de  1900,  causa  de  Omarini  Hermanos.) 
29.  — Caen  en  comiso  las  mercaderías  que  exceden  á  lo  mani- 
festado, aunque  se  alegue  error  en  la  manifestación,  si  dicho 
error  es  imposible  de  pasar  desapercibido  (art.  128,  930, 
4  025,  1026  y  1057,  Ord.;  abril  25  de  1901,  causa  de  Wilson 
Sons  y  C»). 
30. — La  inexacta  manifestación  hecha   por  el  interesado  de 
las  mercaderías  solicitadas  á  despacho,  hace  procedente  la 
aplicación  del   comiso,   aún    cuando    se  alegue  error,    si 
despachadas  en  confianza  se  hubiera  perjudicado  la  renta 
(art.  930,  1025,  1027,  Ord.;  mayo  28  de  1901,  causa  de  Co- 
metti). 
34.  —  La  introducción  de  una  partida  de  azufre  en  baúles  para 
equipajes,  con  infracción  de  las  disposiciones  legales,  ya  se 
trate  de  carga  ó  de  encomiendas,  debe  ser  castigada  con  la 
pena  de  comiso  (art.  1025  y  1026,   Ord.;  mayo  14   de  1901, 
causa  V.  Landrini). 
32.  Competencia.  —  No  habiendo  salido  las  mercaderías  de  la 
jurisdicción  de  la  aduana,  y  tratándose  de  transgresión  si- 
multánea á  las  leyes  de  ésta  y  á  las  comunes  á  que   se  re- 
fiere el  artículo  1060,  Ord.,  debe  aquella  substanciar»  admi- 
ni.<%trativamente  las  transgresiones  á  la  ley  de  la  materia, 
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pasando  después  los  antecedentes  á  la  justicia  ordinaria  para 
que  resuelva  sobre  el  delito  común  ó  las  penas  corporales 
que  correspondan  (art.  51 ,  Ley  de  aduana). 

33.  Contrabando.  —  No  puede  considerarse  como  importado 
clandestinamente  ó  por  puertos  no  habilitados»  un  tabaco 
que  resulta  de  la  guía  expedida  por  las  autoridades  provin- 
ciales, haber  sido  acopiado  en  el  país.  —  T.  63,  p.  310. 

34. — No  constando  que  se  haya  efectuado  el  contrabando 
denunciado,  y  resultando  que  no  puede  ser  autor  de  él  el 
procesado,  debe  éste  ser  absuelto  de  la  acusación.  —  T.  64, 
p.  25. 

35.  —  La  ley  de  aduana  de  1895,  que  manda  que  los  capitanes 
de  buques  procedentes  de  países  limítrofes,  presentarán  en 
el  primer  puerto  argentino  que  toquen,  el  manifiesto  de  la 
carga  que  conduzcan  para  ese  puerto,  nada  dice  respecto  de 
la  carga  que  conduzcan  para  los  otros  puertos;  y,  por  lo 
tanto,  la  no  manifestación  de  ésta,  no  puede  constituir  delito 
de  contrabando.  —  T.  64,  p.  104. 

36.  —  Las  mercaderías  introducidas  en  contrabando^  burlando 
las  leyes  y  la  vigilancia  de  la  aduana,  caen  en  comiso,  siendo 
ésta  la  pena  en  que  incurre  su  propietario.  El  patrón  del 
buque  que  ha  transportado  el  contrabando,  incurre  en  una 
multa  igual  al  valor  délas  mercaderías  (art.  1036  y  1037, 
Ord.).—  T.  66,  p.  245. 

37.  —  El  importe  del  comiso  de  las  mercaderías  y  de  la  multa 
impuesta  al  patrón  del  buque  que  las  transportó,  debe  ser 
depositado,  para  que,  deducidos  los  derechos  de  aduana, 
se  adjudique  el  remanente  á  quienes  corresponda  por  dere- 
cho (art.  1030,  Ord.).  —  T.  66,  p.  245. 

38.  —  Los  reos  de  delito  de  contrabando  son  pasibles  de  la 
pena  de  arresto  (art.  22,  Ley  de  aduana  de  1896).  —  T.  70, 
p.  166. 

39.  —  Durante  el  juicio  sobre  contrabando,  pueden  entregarse 
á  los  interesados  los  objetos  detenidos^  bajo  fianza  de  res- 
ponder, en  caso  de  condena,  al  monto  de  ésta  (art.  1044, 
1045  y  1046,  Ord.).  —  T.  72,  p.  133. 
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40.  —  Si  resulta  que  las  mercaderías  han  sido  robadas,  la  in- 
troducción clandestina  de  las  mismas  hecha  por  los  autores 
del  robo,  no  puede  importar  contrabando.  Ellas  deben  ser 
devueltas  al  propietario,  previo  pago  de  derechos,  si  fuese 
procedente.  ■—  T.  73,  p.  217. 

41  -  —  Siendo  libre  de  derechos  la  importación  de  buques  se- 
gún la  ley  de  aduana  de  1893,  el  deshactmiento  de  un  bu- 
que introducido  bajo  el  imperio  de  dicha  ley,  no  puede 
constituir  delito  de  contrabando.  —  T.  74,  p.  345. 

42.  ^-  La  introducción  clandestina  de  mercaderías  no  manifes- 
tadas, trae  el  comiso  de  éstas,  y  hace  pasible  al  capitán  de 
una  multa  igual  á  su  valor  (art.  838,  846  y  905,  Ord. ;  art. 
29,  Ley  de  aduana  para  1898).  —  T.  80,  p.  417. 

43.  —  El  hecho  de  introducir  mercaderías  de  calidad  superior 
á  ias  manifestadas,  dentro  de  las  piezas  ó  contenido  deéstas, 
importa  contrabando  (art.  1036,  Ord.;  junio  25  de  1901,  causa 
de  Petit  y  Piria). 

44. — La  manifestación  del  dueño  de  los  baúles  detraer  en 
éstos  mercaderías  sujetas  al  pago  de  derechos,  hecha  al  em- 
pleado de  aduana,  no  constituye  el  delito  de  contrabando 
previsto  por  el  artículo  1026,  Ord.  (Julio  2  de  1901,  causa 
V.  Bevilaqua.) 

45.  —  La  introducción  de  alhajas  en  un  baúl  de  doble  fondo, 
importa  el  delito  de  contrabando ;  y  su  autor  está  sometido 
á  la  pena  del  artículo  49  déla  Ley  de  aduana.  (Julio  4  de  1901 , 
causa  V.  Larruffa.) 

46.  —  Debe  declararse  caída  en  comiso  la  mercadería  introdu- 
cida de  contrabando  ;  y  si  los  presuntos  autores  de  éste  han 
sido  absueltos  en  primera  instancia,  y  el  ministerio  público 
no  pide  contra  ellos  pena  corporal,  no  puede  reformarse  la 
sentencia  en  sentido  desfavorable.  (Octubre  1**  de  1901,  causa 
del  pailebot  Dos  Hermanos.) 

kl,  —  La  infracción  del  artículo  890  de  las  Ordenanzas,  co- 
metida sin  que  hayan  ocurrido  alguna  de  las  circunstancias 
enunciadas  en  la  segunda  parte  del  mismo  artículo,  debe 
ser  castigada  con  el   comiso   de  la    mercadería  encontrada 
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á  bordo  del  buque  infractor,  y  el  capitán  dé  éste  con  una 
multa  igual  al  valor  de  la  mercadería  comisada  (art.  1024, 
Ord.;  diciembre  12  de  4901,  causa  v.  Amoretti;. 

48.  Defraudación.  —  La  enajenación  que  sin  las  formalidades 
debidas,  y  sin  la  intervención  de  la  aduana,  las  empresas  de 
tos  ferrocarriles  hagan  de  los  excesos  sobre  los  artículos  in- 
troducidos para  su  uso^  importa  defraudación  de  derechos 
fiscales,  y  es  pasible  de  pena.  No  así,  la  que  hagan  de  los 
artículos  viejos,  usados  ya  por  ellas.  (Decreto  de  o  de  marzo 
de  1884;  id.  de  25  de  octubre  de  1886).  —  T.  79,  p.  407. 

49.  — Comprobada  la  defraudación  al  fisco  por  medio  de  la 
sustitución  efectuada  en  los  depósitos  de  aduana,  de  merca- 
derías de  valor  por  otras  de  precio  insignificante,  correspon- 
de aplicar  la  pena  de  la  pérdida  de  las  mercaderías  substi- 
tuidas ó  su  valor,  y  de  las  que  sirvieron  para  la  sustitución 
(art.  960,  961,1027  y  1028,  Ord.;  diciembre  26  de  1899, 
causa  V.  Romero,  Díaz  y  Toresano). 

50.  — La  acusación,  haciendo  valer  hechos  que  reputa  de  de- 
fraudación á  !a  renta  de  aduana,  y  pidiendo  en  pena  el  pago 
de  sumas  mayores  de  mil  pesos,  no  puede  tramitarse  por  el 
procedimiento  establecido  para  los  juicios  correccionales. 
(Julio  5  de  1900,  Fisco  v.  González  y  C».) 

51.  Denunciante.  —  Según  la  Ley  de  aduana  para  1896  (ai*t. 
49),  el  denunciante  tiene  derecho  para  intervenir  como  parte 
en  el  juicio  sobre  defraudación  de  rentas  fiscales.  —  T.  7.3, 
p.  359. 

52.  —  El  denunciante  en  las  causas  de  aduana,  puede  hacerse 
parte  en  el  juicio  y  recurrir  de  la  sentencia  que  afecte  los 
derechos  que  pudiera  tener  (art.  65,  ley  aduana  de  1899; 
noviembre  28  de  1899,  causa  v.  Seyan). 

53.  —  £1  denunciante  de  infracciones  á  las  leyes  y  disposicio- 
nes de  aduana,  tiene  personería  para  intervenir  en  el  juicio 
respectivo.  (Abril  16  de  1901,  Sumario  v.  Ferrocarril  Buenos 
Aires  y  Rosario.) 

54.  Derechos  menores.  —  Mientras  el  comerciante  no  haya 
presentado  la  solicitud  de  despacho  de  las  mercaderías  fa- 
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vorecidas  con  derechos  menores  en  razón  de  su  destino  á  la 
industria,  no  puede  determinarse  cuál  sea  el  impuesto  que 
debe  abonar,  y  la  aduana  no  puede  imponerle  pena  cuando 
sólo  se  trata  de  manifiesto  para  el  depósito  de  las  mismas 
mercaderias,  pretendiendo  que  ha  habido  falsa  manifestación 
de  estas  (art.  13,  Decreto  reglamentario  de  la  ley  de  aduana ; 
diciembre  26  de  1901,  causa  de  Aischmann  y  C*). 

55.  Diferencias.  —  La  diferencia  de  peso  en  la  mercadería  pe- 
dida á  embarque,  autoriza  la  pena  de  dobles  derechos  (art. 
668,  inc.  4^  ylOII,  Ord.).  — T.  63,  p.  393. 

56.  —  No  tratándose  de  errores  que  no  puedan  pasar  desaper- 
cibidos, la  diferencia  de  cantidad  es  pasible  de  comiso,  y  la 
de  calidad,  de  dobles  derechos  (art.  128  y  930,  Ord.).  —  T. 
66,  p.  59. 

o7.  —  La  incorrecta  manifestación  de  la  calidad  de  la  merca- 
dería, hace  incurrir  en  la  pena  de  dobles  derechos  (art.  104, 
930  y  1025,  Ord.).  —  T.  69,  p.  415. 

58.  —  La  diferencia  en  la  manifestación  del  peso  de  la  mer- 
cadería, tiene  pena  de  comiso  (art.  930,  Ord.).  —  T.  69, 
p.  415. 

59.  —  Las  diferencias  mayores  del  seis  por  ciento  de  tole- 
rancia, que  resulten  en  la  verificación  del  despacho  directo, 
caen  en  comiso  (art.  930,  932,  1024  y  1028,  Ord.).  —  T.  77, 
p.  10. 

60.  Las  diferencias  de  calidad  que  resultan  al  verificarse  las 
mercaderías  en  depósito,  cuando  exceden  de  la  tolerancia 
acordada  por  el  artículo  128, Ord.,  deben  ser  condenadasála 
pena  de  dobles  derechos  (art.  31,  Ley  de  aduana  para  1899  ; 
art.  930,  Ord.;  mayo  9  de  1901,  causa  de  Olivier  y  C»). 

61.  Distribución.  —  En  la  aplicación  de  la  multa,  debe  sacar- 
se (le  ella  lo  necesario  para  satisfacer  los  derechos  debidos 
al  tesoro  y  los  gastos  ocasionados  por  el  embargo  de  las 
mercaderías  penadas,  si  los  hay,  distribuyéndose  el  resto  de 
acuerdo  con  los  artículos  1029  y  1030,  Ord.  —  T.  70,  p.  200. 

62.  Dobles  derechos.  —  Debe  confirmarse  la  pena  impuesta 
de  dobles  derechos,  si  la  sentencia  que  la  impone  no  ha  sido 
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recurrida,  aunque  pudiera  aplicarse  á  los  hechos  ocurridos  la 
decomiso.  —  T.  67,  p.  159. 

63.  —  No  pueden  embarcarse  artículos  de  exportación  sin  acre- 
ditar el  previo  pago  de  los  derechos  fiscales;  y  no  exime  de 
la  pena  de  dobles  derechos,  el  permiso  que  pueda  haber 
concedido  para  hacer  lo  contrario,  el  guarda  encargado  de 
recibir  las  mercaderías (art.  542  y  992,  Ord.).  —  T.  71,  p.  448. 

64.  —  No  se  puede  imponer  la  pena  de  dobles  derechos  al 
comerciante  que  ha  ajustado  sus  actos  del  manifiesto  á  la 
interpretación  y  aplicación  que  la  aduana  misma  hacía  de  la 
ley  en  relación  á  la  tarifa  establecida  para  el  aforo  y  pago 
de  las  mercaderías  que  comprende  aquel.  (Septiembre  27  de 
1900,  causa  v.  Ottone  Hermanos.) 

65. — La  diferencia  de  calidad  en  tos  bultos  pedidos  á  despacho 
no  comprendida  en  la  tolerancia  del  artículo  128  délas  Orde- 
nanzas, no  tratándose  de  un  error  evidente  é  imposible  de 
pasar  desapercibido,  es  pasible  de  la  pena  de  dobles  dere- 
chos (art.  379,  930  y  968,  Ord.;  abril  25  de  1901,  causa  de 
Willers). 

66.  Duda.  —  En  las  causas  penales  de  aduana  puede  invocar- 
se y  aplicarse  lo  dispuesto  en  el  artículo  13,  Cód.  Proc.Crim., 
no  habiendo  disposición  contraria  en  las  leyes  especiales 
sobre  la  materia.  —  T.  76,  p.  5. 

67.  Embargo.  —  Debe  ordenarse  el  levantamiento  del  embar- 
go sobre  mercaderías  introducidas  en  condiciones  legales, 
ordenado  por  la  aduana  en  virtud  de  seguirse  á  sus  con- 
signatarios, ante  la  justicia  federal,  causa  por  contraban- 
do (art.  1045,  Ord.;  marzo  28  de  1901,  Bigorra  yGanuzza). 

68.  Embargo  preventivo.  —  En  las  causas  por  defraudación 
á  la  renta  de  aduana,  tramitadas  con  sujeción  al  procedi- 
miento en  materia  criminal,  puede  ordenarse  el  embargo 
preventivo,  si  de  la  investigación  seguida  resulta  semiplena 
prueba  del  hecho  generador  del  proceso  (art.  411,  Cod.  Proc. 
Crim;  julio  5  de  1900,  Fisco  v.  González  y  C«). 

69.  Error.  —La  expresión  de  590  litros  manifestados  al  pedir 
el  depósito  de  diez  cascos  de  vino  con  598  litros  cada  uno,   ó 
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debe  entenderse  que  se  ha  referido  á  cada  casco^  ó  importa 
un  error  imposible  de  pasar  desapercibido  al  practicarse  el 
despacho  (art.  278  y  347,  Ord.).  —  T.  70,  p.  183. 

70.  El  error  que  no  es  evidente  y  puede  pasar  desapercibido, 
no  exime  de  pena.  —  T.  70,  p.  200. 

74 .  —  El  error  en  la  inexacta  manifestación,  que  no  sea  de  los 
mencionados  en  el  artículo  1057  délas  Ordenanzas  de  adua- 
na, no  exime  de  responsabilidad  (art.  1058,  Ord.).  —  T.  76, 
p.  5. 

72.  —  El  error  en  el  exceso  de  peso,  no  es' de  los  que  no  pue- 
den pasar  desapercibidos  (art.  1025y1026,  Ord.).  — T.  77, 
p.  333. 

73.  — El  error  en  la  manifestación  que  ha  podido  pasar  des- 
apercibido causando  una  diminución  en  la  renta  físcal,  some- 
te al  comerciante  á  la  pena  de  comiso  respecto  del  exceso 
(art.  1025  y  1026,  Ord. ;  julio  U  de  1900,  causa  v.  Challe 
y  Bonelli). 

74.  — No  es  justa  la  aplicación  de  pena  al  comerciante  que  ha 
incurrido  en  error  por  haber  seguido  las  indicaciones  y  pa- 
receres de  los  empleados  de  aduana,  especialmente  habilita- 
dos para  apreciar  la  calidad  de  las  mercaderías,  y  cuando 
esta  calidad  ha  sido  encontrada  conforme  con  la  tarifa,  por 
el  tribunal  de  vistas  en  mayoría.  (Marzo  21  de  1901,  E. 
Eggel.) 

75.  —  Si  el  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido, 
importa  una  circunstancia  que  exime  de  pena  (art.  1031, 
Ord.),  un  error  acompañado  de  circunstancias  menos  inten- 
sas pero  que  se  aproximan  en  sus  efectos  razonables,  debe 
motivar  una  atenuación  no  sólo  ante  las  reglas  del  derecho 
administrativo,  sino  aun  ante  los  principios  del  derecho  co- 
mún, según  la  doctrina  del  artículo  83,  inciso  1®,  Código  Pe- 
nal. (Julio  25  de  1901 ,  causa  de  Núñez  y  Cerro.) 

76.  Exceso.  —  El  exceso  de  lo  manifestado,  que  pase  de  la 
tolerancia  establecida  por  la  ley,  cae  en  comiso.  La  toleran- 
cia eximida  de  pena,  es  sólo  el  exceso  de  lo  manifestado  que 
no  supera  el  tanto  por  ciento  señalado  de  una  manera  ex- 

T.  m  2 
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presa  y  limitada  en  las  Ordenanzas.  Superando  ese  exceso, 
el  comerciante  no  puede  ampararse  de  las  disposiciones  que 
se  refieren  á  la  tolerancia  (art.  738,  Ord.).  —  T.  63,  p.  424. 

77.  —El  exceso  de  bultos  declarados  en  el  manifiesto  del  bu- 
que, somete  á  la  pena  de  veinte  pesos  por  cada  bulto  que 
haya  sido  descargado  de  menos  (art.  905,  Ord.). — T.  69, 
p.  423  y  427. 

78.  —  Cae  en  comiso  el  exceso  íntegro  de  peso  y  no  el  que  pasa 
de  la  tolerancia  acordada  por  la  ley  (art.  128  y  930,  Ord.). 
—  T.  77,  p.  3331 

79.  —  E\  exceso  de  peso  que  no  pasa  de  la  tolerancia  admitida 
por  las  Ordenanzas  de  aduana,  no  es  pasible  de  la  pena  de 
comiso  (art.  428,  934  y  980,  Ofd. ;  marzo  45  de  4900,  causa 
de  Couzier  y  C»). 

80.  —  Cuando  en  la  copia  de  la  factura  para  depósito,  se  hace 
la  manifestación  con  referencia  al  peso  total  de  la  partida, 
y  al  pedirse  el  despacho  parcial  quedaba  aún  en  depósito 
parte  de  las  mercaderías  manifestadas,  la  diferencia  de  falta 
ó  exceso  debe  ser  computada  por  el  total  que  resulte  en 
una  partida  (art.  354,  Ord  ;  diciembre  26  de  4904,  causa  de 
Pérez  y  C»). 

84.  Falsa  manifestación.  —  Debe  ser  penada  la  falsa  mani- 
festación que  ha  podido  pasar  desapercibida  (art.  428,  930 
y  4054,  Ord.).— T.  74,  p.  494. 

82.  Liquidación.  —  Cuando  las  mercaderías  introducidas  han 
sufrido  averías,  y  éstas  han  sido  manifestadas,  la  liquida- 
ción de  derechos  debe  hacerle  sobre  el  resultado  efectivo 
de  ellas  (art.  800  y  sig.,  Ord.).  —  T.  69,  p.  295. 

83.  —  Si  el  fallo  que  condena  al  pago  de  una  multa  igual  al 
valor  de  las  mercaderías  contrabandeadas,  resuelve  que  en 
su  adjudicación  se  observe  lo  dispuesto  en  el  artículo  4029 
de  las  Ordenanzas  y  lo  establecido  en  la  Ley  de  aduana  para 
el  año  1895,  en  la  liquidación  de  la  sentencia  C(mdenator¡a 
no  debe  incluirse  el  importe  de  los  derechos  de  las  merca- 
derías. (Agosto  2  de  4900,  Fisco  v.  Gana,  Cerro  y  Aven- 
daño.) 
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8 L  Mercaderías  na cionalizadaa. —  Las  mercaderías  nacio- 
nalizadas por  el  pago  de  los  derechos  de  importación,  pue- 
den circular  libremente  dentro  de  las  lineas  trazadas  por 
las  aduanas,  receptorías  ó  resguardos  (art.  699,  754  y  763, 
Ord.;  julio  24  de  190(y,  causa. v.Orsolini). 

85.  Multa.  —  Probado  el  exceso  de  artículos  de  exportación 
que  han  salido  sin  pagar  derechos,  la  multa  debe  compren- 
der solamente  los  artículos  que  fueron  incluidos  en  la  li- 
quidación de  la  aduana,  y  no  pagaron  derechos  (art.  4029, 
Ord.).  — T.  64,  p.  251. 

86.  —  La  multa  indebidamente  percibida  del  propietario  de  las 
mercaderías  caídas  en  comiso,  debe  serle  restituida.  — T.  66, 
p.  245. 

87.  ~  Conforme  al  artículo  48  de  la  ley  de  aduana  de  1897,  la 
facultad  del  administrador  de  ésta  para  aplicar  al  buque 
una  multa  igual  al  valor  de  las  mercaderías  no  manifestadas 
y  que  se  encuentren  abordo,  sólo  existe  cuando  esas  merca- 
derías se  hallen  en  poder  de  los  empleados  del  buque  ó  en 
los  compartimentos  que  le  son  reservados ;  y,  por  tanto, 
debe  dejarse  sin  efecto  la  resolución  administrativa  que  im- 
pone esa  multa  por  mercaderías  que  estuvieron  ocultas  entre 
las  colchonetas  de  las  tarimas  de  los  pasajeros  de  tercera 
clase,  sin  que  conste  que  el  capitán  ó  sus  empleados,  fue- 
ran cómplices  ó  hubiesen  participado  del  propósito  de  de- 
fraudar la  renta.  (Diciembre  20  de  1900,  causa  de  Del- 
fíno.) 

88.  Nulidad.  —  £1  agente  del  vapor  no  puede  alegar  nulidad 
contra  la  resolución  administrativa,  por  no  haber  sido  noti- 
ficada al  capitán,  si  ella  ha  sido  dictada  con  audiencia  de 
éste  ;  pues  que  aquél  es  responsable  ante  la  aduana  no  sólo 
de  las  diferencias  que  resulten  en  la  descarga,  sino  también 
de  las  responsabilidades  que  afecten  al  buque  (art.  824  y  847, 
inc.  3,  Ord.;  diciembre  20  de  1900,  causa  de  Delfino). 

89.  Pago  de  derechos.  —  £1  pago  de  una  liquidación  de  de- 
rechos de  aduana  que  resulta  equivocada,  no  exime  al  deu- 
dor de  la  obligación   de  abonar  la  diferencia  en  su  contra 
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que  arroja  la  liquidación   rectificada  (arl.   U8,  430  y  433, 
Ord. ;  junio  26  de  1900,  Fisco  v.  Orsolini). 

90.  Los  impuestos  de  aduana  deben  pagarse  sin  poderse  admi- 
tir reclamos,  sino  después  de  su  abono.  (Noviembre  7  de 
4899,  causa  v.  Schiffner  y  O,  sucesores  de  Mantels  y  Pei- 
fer,  quienes,  en  caución  de  derechos  de  aduana,  firmaron 
letras,  cuyo  pago  se  reclamaba  á  los  primeros). 

91.  Pena. —  No  puede  incurrir  en  pena  alguna  el  c(tmerciante 
que  ha  expresado  con  exactitud  la  especie,  calidad  y  canti- 
dad de  los  artículos,  y  ha  hecho  la  clasificación  de  estos, 
aceptada  como  suya  por  el  vista  (art.  404,  122,127  y  130, 
Ord.).— T.  63,  p.  111. 

92.  Personería.  —  El  que  no  aparece  ni  justifica  ser  propie- 
tario dalas  mercaderías,  no  tiene  personería  para  deducir 
recursos  contra  la  resolución  que  las  declara  caídas  en  co- 
miso. —  T.  68,  p.  109. 

93.  Prueba.  —  Las  causas  sobre  infracción  á  las  Ordenanzas 
de  aduana,  pueden  ser  recibidas  á  prueba,  si  el  juez  lo  con- 
sidera necesario  ;  y  en  este  caso  debe  darse  á  la  prueba  la 
amplitud  que  autoriza  el  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  sin  que  la  fijación  de  los  puntos  sobre  que  ha  de 
recaer  la  prueba  hecha  en  el  auto  respectivo,  deba  entender- 
se como  una  limitación,  sino  como  indicación  de  los  hechos 
que  el  juez  entiende  ser  necesaria,  y  sin  que  haya  de  repu- 
tarse inútiles  todos  los  demás  elementos  concurrentes  que 
las  partes  traigan  al  juicio,  cuyo  mérito  y  pertinencia  debe 
apreciarse  en  la  sentencia  definitiva  (art.  1070,  Ord.).  — 
T.  70,  p.  443. 

94.  Rancho.  —  El  exceso  en  el  rancho  no  manifestado,  cae  en 
comiso  (art.  930  y  1025,  Ord.).  — T.  68,  p.31. 

95.  —  Los  artículos  de  rancho  no  manifestados  caen  en  comiso 
(art.  54,  Ley  de  aduana  de  1896).— T.  73,  p.  283  y  301. 

96.  Caen  en  comiso  los  efectos  de  rancho   no   manifestados, 
una  vez  que  se  haya  descubierto  el  exceso  (art.  904,  Ord.;  ' 
art.  25,  Ley  de  aduana  de  1896).  —  T.  77,  p.  311. 

97.  Cae  en  comiso  el  exceso  de  rancho  no  manifestado,  aunque 
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la  falta  de  manifestación  se  atribuya  á  un  error  (art.  54,  Ley 
de  aduana  para  1899;  art.  905,  1025 y  1026,  Ord.).  —  T.  80, 
p.  141. 

98.  —  La  falta  de  manifestación  del  sobrante  de  rancho,  hace 
procedente  la  aplicación  de  la  pena  prevista  por  los  artícu- 
los 905  y  1000,  Ordenanzas  (art.  66,  Ley  de  aduana  de  1898  ; 
marzo  2  de  1901,  causa  de  D.  Lino  Solari). 

99.  —  Es  pasible  de  la  multa  prescrípta  por  el  articulo  943, 
Ordenanzas,  la  diferencia  ó  error  en  el  manifiesto  del  ran- 
cho. No  le  exime  de  pena,  la  rectificación  hecha  con  poste- 
rioridad á  la  denuncia  (art.  846,  Ord.  ;  art.  31,  Ley  3757; 
noviembre  19  de  1901,  causa  de  Messageries  Maritimes;  nor 
viembre  21  de  1901,  causa  de  Rivaille). 

100.  Reembarco.  —  Debe  aplicarse  la  pena  establecida  en  el 
articulo  974  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  si  se  prueba  que 
las  mercaderías  pedidas  á  reembarco  no  fueron  embarcadas 
en  el  puerto  donde  debían  serlo.  —  T.  75,  p.  82. 

101 .  Recttficacióii.  —  Según  la  Ley  de  aduana  vigente  en  1897 
(art.  25)  no  es  admisible  la  rectificación  del  manifiesto  para 
eximirse  de  pena,  después  de  denunciada  la  infracción.  — 
T.  82,  p.  66. 

102.  — La  rectificación  hecha  después  de  la  descarga  y  cuando 
el  fraude  ha  sido  descubierto,  no  permite  invocar  el  artículo 
846,  Ord.  (Mayo  4  de  1901,  causa  v.  Landrini.) 

103.  Removido. —  La  dif<M*encia  que  resulta  en  la  cantidad  de 
los  artículos  manifestados  en  la  guía  de  removido,  es  penada 
con  multa  igual  á  dobles  derechos  (art.  668,  inc.  4^,  1011  y 
1025,  Ord.)  —  T.  63,  p.  16. 

104.  —  Incurre  en  la  pena  de  dobles  derechos  el  que,  en  la  guía 
de  removido,  manifiesta  mayor  cantidad  de  la  que  contienen 
los  bultos  (art.  668.  inc.  4°,  y  10M,  Ord.).—  T.  63,  p. 
188. 

105.  —  Corresponde  aplicarla  pena  de  dobles  derechos,  cuando 
en  la  verificación  de  los  efectos  expresados  en  la  guía  de  re- 
movido, resultan  diferencias  de  cantidad  en  menos  de  la  con- 
tenida en  los  bultos,  que  excedan  de  la  tolerancia  acordada 
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á  la  introducción  extranjera  (art.  668  y  1041 ,  Ord.)  —  T.  64, 
p.  320. 

106.  Sustitución  de  mercaderías.  —  Las  defraudaciones  al 
fisco  cometidas  por  medio  de  sustitución  de  mercaderías,  so- 
meten á  pena  no  solamente  las  mercaderías  sustituidas^ 
sino  también  las  que  sirvieron  para  sustituirlas  (art.  289  y 
355,  Ord.)  —  T.  70,  p.  20ü.  ' 

107.  Valor.  —  Cuando  por  razón  de  infracción  á  la  Ley  de 
aduana,  se  condena  al  pago  de  una  multa  igual  al  valor  de  las 
mercaderías  denunciadas,  se  entiende  que  el  valor  de  éstas 
sea  el  que  representan  extraídas  de  los  depósitos.  (Marzo  17 
de  1900,  causa  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico.) 

AGRAVACIÓN  DE  PENA. 

Véase  :  Pena  (agratación  de) 

AGRAVIO. 

No  causa  agravio  al  apelante  la  sentencia  cuya  parte  dispo- 
sitiva es  substancialmente  idéntica  con  la  petición  formulada 
por  él,  al  contestar  la  demanda.  —  T.  79,  p.  327 

AGUAS. 
Acreditado  que  el  demandado  abrevó  en  la  represa  del  actor 
un  número  determinado  de  animales,  y  el  precio  corriente 
en  la  localidad,  debe  aquel  ser  condenado  al  pago  de  su  va- 
lor. (Noviembre  24  de  1900,  García  v.  Duflos). 

ALEGATO  DE  BIEN  PROBADO. 

Véase :  Apelación 

1.  —  No  procede  la  suspensión  del  término  para  alegar,  que  se 
pide  por  no  haberse  practicado  algunas  diligencias  proba- 
torias, cuando  consta  que  no  han  sido  urgidas  en  tiempo  por 
la  parte,  y  que  ésta  ha  consentido  el  auto  que  mandó  certi- 
ficar sobre  la   prueba  producida.  —  T,   63,  p.  7o. 

2. — El  juez  no  tiene  autorización  para  suspender  el  término 
que  la  ley  señala  para  alegar  sobre  el  mérito  déla  prueba  pro- 
ducida (art.  177,  LeyProc.)  —  T.  66,  p.  83. 

3.  —  No  puede  concederse  prórroga  para  alegar,  si  se  ha  pe- 
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dido  después  de  vencido  el  término  fijado  para  elM  por  la  ley. 
(Agosto  44  de  1900,  Ballesteros  con  el  jefe  de  la  oficina 
de  impuestos  internos). 

ALQUILERES. 

Véase  :  Competencia 
AI.EVOSÍA. 

El  no  haber  llevado  consigo  el  arma  con  que  se  cometió  el  ho- 
micidio excluye  la  premeditación,  y  el  haberlo  cometido  en 
pelea  excluye  la  alevosía.  — T.  75,  p^  iSI2. 

APELACIÓN. 

Véase:  Aduana;  Apremio;  Excarcelación;  Extradición 

Honorarios;  Juicio  ejecutivo 

Sumario  : 


Aclaración  1,  131  y  134. 

Alegato,  2  á  5. 

Ampliación  de  demanda,  6. 

Apercibimiento,  7  á  9. 

Arbitros  (nombramiento  de),  10. 

Arras,  11. 

Auto  consentido,  12  á  18. 

Antos  para  mejor  proveer,  19  á  26  y  46. 

Cargo,  27. 

Causa  de  mayor  cuantía,  28. 

Causa  de  menor  cuantía,  29  á  34. 

Citación  de  evicción,,  36  á  37  y  95. 

Compromiso,  38. 

Condenación  accesoria,  39  á  41. 

Considerandos,  42. 

Contestación  á  la  demanda,  43. 

Corrección  disciplinaria,  7  á  9  y  44. 

Cosa  juzgada,  4.'). 

Costas,  46  ériS. 

Cumplimiento  de  sentencia,  49. 

Decreto  de  trámite,  50. 

Denuncia,  &1. 

Devoinción  de  escritos,  52. 

Documentos  (agregación  y  exhibición 

de),  53  6  55. 
Efectos,  56  á  58. 
Embargo,  59. 


Embargo  preventivo,  60  á  62. 

Formas,  63. 

Incidentes,  64  á  67. 

Información,  68  y  69. 

Interposición  fuera  de  término,  70  á'/7. 

Interrogatorio  (presentación  de),  78. 

Intervención,  79  ú  81. 

Liquidación,  82  Á  84. 

Multa,  8. 

Nulidad,  85. 

Peritos,  86  y  87. 

Personería,  88  A  92. 

Posiciones,  93  á  96. 

Prisión  preventiva,  97. 

Prueba  (auto  y  diligencias  de),  98  á  116. 

Reconocimiento  de  Qrma,  117. 

Recusación  (con  ó  sin  causa),  118  á 

124. 
Reposición  con  apelación  subsidiaria, 

125. 
Reposición  sin  apelación  subsidiaria, 

126  á  128. 
Repreguntas,  129. 
Tercero,  130. 
Término,  131  á  136. 
Transacción,  137. 
Traslado,  138  á  143. 
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4 .  AclaMición.  —  Pedida  la  aclaración  de  uno  de  los  puntos 
de  la  sentencia,  la  apelación  interpuesta  después  de  la  acia- 
ración,  á  los  tres  días  de  ésta  y  á  los  seis  desde  la  notiFica- 
ción  de  la  sentencia,  sólo  puede  ser  concedida  respecto  del 
punto  materia  de  la  aclaración  (art.  208,  Ley  Proc  ;  Ley  15, 
tít.  23,  part.  3*)  —  T.  81,  p.  12. 

2.  Alegato.  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  agregar,  en 
juicio  sobre  defraudación  de  patente  de  invención,  un  escrito 
sobre  el  mérito  de  la  prueba  producida,  habiendo  la  parte 
contraria  presentado  el  «uyo.  Tal  auto  no  trae  gravamen  y  se 
limita  á  poner  á  las  partes  en  el  pie  de  igualdad  que  la  jus- 
ticia demanda  (art.  501,  Cód.  Proc.Crim.).  — T.  75,  p.  158. 

3.  —  Noes  apelable  la  providencia  que  no  bace  lugar  al  pedido  de 
nueva  audiencia  para  el  informe  del  artículo  492,  Código  Pro- 
cedimientos en  lo  criminal,  presentado  en  tiempo  inhábil,  ó 
sea  después  de  la  hora  señalada  para  la  audiencia  y  cuando 
ésta  ya  había  tenido  lugar  con  la  otras  partes.  (Tal  providen- 
cia no  causa  gravamen  irreparable.)  —  T.  77,  p,  149. 

4.  — Elauto  mandando  devolver  el  alegatodebien  probado,  en 
virtud  de  haberse  presentado  fuera  del  término,  no  es  ape- 
lable por  no  traer  gravamen  irreparable  para  la  definitiva. 
(Septiembre  3  de  1901,  Díaz  v.  Ferrocarril  Sud.) 

5.  —  No  es  apelable  el  auto  que  no  hace  lugar  á  la  suspensión 
del  término  para  alegar  de  bien  probado.  (Octubre  8  de  1901 , 
Enthoven  v.  Ludwig). 

6.  Ampliación  de  demanda.  —  Trae  gravamen  y  es  apelable 
el  auto  que  deniega  la  ampliación  de  la  demanda,  después 
de  contestada,  si  ésta,  según  sostiene  el  actor,  se  funda  en 
un  acuerdo  seguido  entre  los  abogados  de  las  partes  (art.  206, 
Ley  Proc).  —  T.  79,  p.  117. 

7.  Apercibimiento. —  Son  apelables  los  autos  sobre  apercibi- 
mientos ó  correcciones  impuestas  por  los  jueces  á  los  liti- 
gantes ó  abogados  (art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  76,  p.  259. 

8.  —  Es  apelable  el  auto  que  impone  multa  y  apercibimiento 
al  procurador  y  abogado  de  la  parte.  —  T.  79,  p.  241. 

9.  —  El  auto  conteniendo  apercibimiento  al  procurador  de  la 
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parte,  no  es  recurrible  por  ésta  sino  por  aquél!  (Abril  13  de 
4901,  Alvarado  v.  Banco  Nacional.) 
•10.  Arbitros.  —  No  es  apelable  el  auto  que  convoca  á  las 
partes  para  el  nombramiento  de  arbitros,  quedando  á  salvo 
los  derechos  para  hacer  valer  en  el  acto  de  la  audiencia,  los 
que  tuviere  para  oponerse  á  la  constitución  del  tribunal  ar- 
bitral. (Octubre  12  de  1901,  Zambrano  v.  Cibíls  Buxareo.) 

11.  Arras.  —  Si  el  vendedor  pide  la  rescisión  del  contrato  de- 
volviendo las  arras  dobladas,  es  apelable  el  auto  que  re^ 
chaza  el  pedido,  aunque  exista  cosa  juzgada  que  lo  condenó 
á  escriturar  la  venta  (art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  76,  p. 
388. 

12.  Auto  consentido.  —  No  es  recurrible  el  auto  que  importa 
el  cumplimento  de  otro  auto  ejecutoriado.  —  T.  65,  p.  183. 

43.  —  No  procede  recurso  de  la  providencia  dictada  en  ejecu- 
ción de  un  auto  consentido.  (Noviembre  21  de  1899,  Bates 
V.  Castro  Feijóo.) 

14.  —  Debe  declararse  bien  denegada  la  apelación,  si  el  auto 
recurrido  es  confirmatorio  de  otro,  que  no  fué  reclamado  en 
tiempo  y  quedó  consentido.  (Julio  12  de  1900,  De  la  Torre 
v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario.) 

15.  —  Debe  considerarse  bien  denegado  el  recurso  de  apela- 
ción que  se  interpone  después  de  consentido  el  auto  de  que 
se  reclama.  (Julio  31  de  1900,  Saint  hermanos  v.  Lusardi.) 

i 6.  —  No  es  apelable  el  auto  que  importa  dejar  subsistente  el 

que  ha  sido  consentido  por  las  partes.  (Septiembre  6  de  1 900, 

Unzué  V.  Febre.) 
\7.  —  No  procede  apelación  del  auto  que  manda  cumplir  lo 

ordenado  en  otro  que  se  halla  consentido.  (Septiembre  15  de 

1900,  Recurso  de  Rossi.) 
18.  —  No  procede  apelación  del  auto  que  ordena,  cumplir  lo 

dispuesto  en  otro  ya  consentido,  y  rechaza  peticiones  que 

no  entran  en  lo  mandado  por  éste.  (Mayo  21  de  1901 ,  Achaval 

V.  Smith.) 
49.  Autos  para  mejor  proveer.  —  Son  inapelables  los  autos 

dictados  para  mejor  proveer.  — •  T.  63,  p.  242. 
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so.—  No' son  apelables  los  autos  dictados  con  la  calidad  de 

para  mejor  proveer.  —  T.  70,  p.  362  y  440. 
2\,  —  No  es  apelable  el  ai^to  para  mejor  proveer,  en  que  el 
juez  ha  usado  de  las  facultades  que  le  acuerda  el  artículo  16, 
inciso  i«,  Ley  Proc.  -  -  T.  76.  p.  453. 

22.  —  No  debe  concederse  apelación  del  auto  que  mantiene 
otro,  que  se  halla  consentido  y  ha  sido  dictado  con  la  cali- 
dad de  para  mejor  proveer.  (Octubre  27  de  1900,  Banco  Hip. 
Nac.  en  autos  del  Banco  Nac.  v.  Escobio  Vega.) 

23.  —  No  es  apelable  el  auto  en  que,  con  calidad  de  para  mejor 
proveer^  se  ordena  la  presentación  de  un  documento  que 
el  juez  reputa  conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de 
los  litigantes;  y  si  la  parte  manifiesta  que  se  le  ha  extraviado 
y  llamado  á  ratificarse  bajo  juramento,  no  lo  hace,  tampoco 
es  apelable  el  auto  que  manda  reservar  la  causa  hasta  tanto 
se  efectúe  dicha  presentación.  (Noviembre  13  de  1900, 
Achával  v.  Dorignac.) 

24.  —  No  es  apelable  el  auto  dictado  para  mejor  proveer. 
(Junio  1»  de  1901,   Coppa  v.  Fábrica  nacional  dedinamita.) 

25.  —  No  es  apelable  el  auto  dictado  con  calidad  de  para  mejor 
proveer.  (Junio  8  de  1901,  Balestra  v.  Fangeaux.) 

26.  —  No  procede  apelación  del  auto  por  el  cual  el  inferior, 
en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  16,  Ley 
Proc,  exige  confesión  judicial  de  uno  de  los  litigantes  sobre 
hechos  que  estime  de  influencia  en  la  cuestión  y  no  resulten 
probados.  (Junio  27  de  1901,  Romero  v.  Roca.) 

27.  Cargo.  —  Debe  negarse  el  recurso  no  interpuesto  dentro 
del  término  ante  el  funcionario  federal  que  corresponda, 
sin  que  se  haya  alegado  causal  bastante  que  autorizara  para 
dejar  de  hacerlo  ante  él.  (En  el  caso,  el  escrito  de  apelación 
se  presentó  fuera  del  término  con  un  cargo  puesto  por  un 
escribano»  sin  hacer  constar  la  causa  porqué  no  se  presentó 
al  secretario  del  juzgado). — T.  75,  p.  231  (a). 

28.  Causado  mayor  cuantía. — La  demanda  por  la  que  se  pide 

(a)  Véase  Digetto,  tomo  1,  p.  105. 
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una  suma  que  pasa  de  ^00  pesos,  por  causas  ya  existentes  al 
tiempo  de  promoverla,  ya  no  es  de  menor  cuantía,  y  debe 
otorgarse  la  apelación  de  la  sentencia  que  la  rechaza.  —  T.  80, 
p.  65. 

29.  Caosade  menor  cuantía.  —  En  las  causas  de  menor  cuan- 
tía, no  procede  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  4, 
Ley  Jurisd).  —  T.  69,  p.  403;  t.  70,  p.  309. 

30.  — Consentida  por  el  actor  la  sentencia  que  condena  al  de- 
mandado al  pago  de  una  suma  de  menor  cuantía,  no  proce- 
de el  recurso  de  apelación  que  éste  interponga  (art.  4^  Ley 
Jurisd.).— t!  75,  p.  424.. 

31.  —  En  las  causas  que  no  exceden  de  200  pesos^no  debe  con- 
cederse apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  4,  Ley 
Jurisd.;  octubre  28  de  4899,  Cicarelli  v.  Macksen). 

32.  —  No  procede  apelación  de  las  resoluciones  dictadas  en 
causas  cuyo  valor  no  excede  de  200  pesos  (art.  4,  Ley 
Jurisd.;  noviembre  23  de  1899,  Lascano  v.  Ferrocarril  Central 
Argentino). 

33.  —  No  corresponde  conceder  apelación  de  la  sentencia  que 
rechaza  las  excepciones  opuestas  al  cobro  de  honorarios 
cuyo  valor  no  excede  de  200  pesos  (art.  4,  Ley  Jurisd.;  di- 
ciembre 23  de  1899,  Banco  Nacional  v.  Islas  y  C»). 

34.  —  Si  en  virtud  de  la  sentencia,  el  monto  del  pleito  ha  que- 
dado reducido  á  200  pesos  moneda  nacional,  no  procede 
apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  4,  Ley  Jurisd.;  di- 
ciembre 14  de  1901,  Gauna  v.  Vergara). 

35.  Citación  de  evicción.  —  El  auto  que  importa  la  prosecu- 
ción del  juicio  sin  haberse  dado  entrada  en  forma  legal  al 
citado  de  evicción,  trae  gravamen  á  la  parte  que  lo  pretende 
y  es  apelable.  (Mayo  19  de  1900,  Malecón  y  Puerto  Norte  v. 
Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario.) 

36.  —  Es  apelable  el  auto  que  versa  sobre  la  citación  de 
evicción  y  declara  qué  ésta  se  ha  hecho  en  forma.  (Septiem- 
bre 4  de  1900,  Malecón  y  Puerto  Norte  v.  Ferrocarril  Buenos 
Aires  y  Rosario,  sobre  citación  del  gobierno  nacional.) 

37.  —  Es  apelable  el  auto  que  manda  contestar  el  traslado  de 
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la  demanda^  al  citado  de  evicción  que  no  se  ha  pronunciado 
sobre  si  se  hace  parte  en  el  juicio.  (Septiembre  7  de  i  901, 
Suárez  v.  Ferrocarril  Oeste.) 

38.  Compromiso. — No  es  apelable  el  auto  que  se  limita  á 
convocar  á  nueva  audiencia,  para  formular  el  compro- 
miso arbitral  en  cumplimiento  de  la  cosa  juzgada.  —  T.  63, 
p.  432. 

39.  Condenación  accesoria.  —  No  es  apelable  la  condenación 
en  costas  dictada  en  auto  que  no  es  susceptible  de  recurso 
(se  trataba  de  un  auto  dictado  en  juicio  de  desalojo.  Art.  592, 
Cód.  Proc.  de  la  Capital ;  Ley  3375).  —T.  65.  p.  457. 

40.  —  El  auto  que  no  es  apelable  en  lo  principal,  no  puede 
serlo  por  la  omisión  de  condenaciones  accesorias,  como  son 
las  costas.  (Junio  9  de  1900,  Banco  de  la  Nación  v.  Bajol.) 

41 .  —  No  siendo  apelable  un  auto,  tampoco  puede  serlo  la  con- 
denación accesoria  que  él  contenga.  (Octubre  6  de  1900, 
Owen  y  C'  v.  Carlomagno.) 

42.  Considerandos.  —  No  procede  apelación  de  los  conside- 
randos de  una  sentencia,  que  no  constituyen  resolución. 
(Septiembre  24  de  1901,  Recurso  de  T.  R.  Sánchez.) 

43.  Contestación  á  la  demanda.  —  No  procede  recurso  de 
apelación  contra  el  auto  que  niega  la  revocatoria  de  la  pro- 
videncia admitiendo  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda 
(art.  205,  Ley  Proc,  Docks  de  tránsito  del  puerto  de  la  Plata 
v.  Leonchini  y  Gasatoli;  idem  v.  Baldoni  y  otro,  abril  26 
de  1900). 

44.  Corrección  disciplinaria.  —  El  auto  imponiendo  una  co- 
rrección disciplinaria  al  abogado  de  la  parte,  es  apelable. 
(Mayo  24  de  1900,  Rosas  con  Enthoven.) 

45.  Cosa  juzgada.  —  No  es  apelable  la  providencia  que  se 
ajusta  á  lo  resuelto  por  la  cosa  juzgada.  —  T.  75,  p. 
145. 

46.  Costas.  —  El  pronunciamiento  sobre  las  costas  causadas 
con  motivo  de  los  recursos  interpuestos  contra  un  auto  para 
mejor  proveer,  es  susceptible  de  apelación  (art.  206,  Ley 
Proc.)  — T.  63,  p.  242. 
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47.  —  Es  apelable  el  auto  que  exime  de  costas  en  un  inci- 
dente. —  T.  80,  p.  389. 

48.  —  Debe  declararse  mal  concedido  el  recurso  sobre  conde- 
nación en  costas,  que  no  afecta  al  recurrente.  (Julio  28  de 
4900  :  Rivas,  sobre  habeos  corpus.) 

49.  Cumplimiento  de  sentencia.  —  Es  apelable  el  auto  por 
el  cual  el  juez  de  primera  instancia  manda  ejecutar  la  sen- 
tencia apelada,  que  ordena  la  restitución  de  la  posesión.  — 
T.  64,  p,  463. 

50.  Decretos  de  trámite.  —  No  son  apelables  los  simples  de- 
cretos de  trámite  que  no  traen  gravamen  para  la  definitiva 
(art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  67,  p.  44. 

51 .  Denuncia.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  se  cita  al 
denunciante,  para  que  comparezca  á  hacer  la  denuncia  con 
los  requisitos  establecidos  en  la  ley  (art.  501,  Cód.  Proc. 
Crim.)  —  T.  77,  p.  409. 

52.  Devolución  de  escrito.  —  No  es  recurrible  por  no  tr^er 
gravamen,  el  auto  ordenando  la  devolución  del  escrito  en 
que  se  interpone  apelación,  por  fundarse  ésta.  —  T.  77, 
p.  269. 

53.  Documentos  (agregación  y  exhibición  de).  —  No  es  ape- 
lable el  auto  que  manda  agregar  y  reconocer  un  documento^ 
cuyo  mérito  probatorio  debe  apreciarse  en  la  definitiva  (art. 
206,  Ley  Proc).  —  T.  73,  p.  326. 

54.  —  No  es  apelable  el  auto  que  desestima  la  reposición  contra 
otro  que  manda  agregar  documentos  presentados  como 
prueba,  y  que  no  trae  perjuicio  para  la  definitiva  por  haberse 
reservado  apreciar  en  oportunidad  el  mérito  de  aquellos 
(art.  205  y  206,  Ley  Proc.).  — T.  75,  p.  328. 

55.  —  No  es  apelable  el  aulo  por  el  cual  el  juez  nianda  exhibir 
los  contratos  á  que  se  refiere  la  cuestión,  para  ilustrar  su 
criterio  á  los  electos  de  la  resolución  pendiente.  —  T.  80, 
p.  361. 

56.  Efectos.  —  Pendiente  un  recurso  de  apelación,  no  puede 
innovarse  en  la  cosa  que  es  materia  de  la  cuestión.  —  T.  65, 
p.159, 
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57.  —  Concedida  la  apelación  en  ambos  efectos,  no  puede  in* 
novarse  el  estado  de  las  cosas.  —  T.  66,  p.  287. 

58.  —  No  procede  la  apelación  en  el  efecto  suspensivo,  del  auto 
que  manda  poner  al  Banco  Hipotecario  Nacional  en  posesión 
de  fincas  rematadas  por  su  orden.  —  T.  80,  p.  52. 

59.  Embargo.  —  £1  auto  que  niega  el  embargo  que  se  pide, 
trae  gravamen  irreparable  yes  apelable  (art.  206,  Ley  Proc; 
junio  5  de  1900,  Banco  Hipoticario  Nac.  v.  Viera). 

60.  Embargo  preventivo.  —  £1  auto  que  ordena  ó  deniega  el 
embargo  preventivo,  decide  un  articulo  ;  y  si  el  que  lo  orde- 
na viene  á  ser  revocado,  la  revocación  es  susceptible  de  ape- 
lación. —  T.  64,  p.,418. 

61.  —  En  los  embargos  preventivos  que  el  embargado  puede 
sustituir  por  una  caución,  el  auto  que  admite  ésta  como  bas- 
tante, no  es  apelable  (art.  454,  Cód.  Proc). —  T.  80,  p.  69. 

62.  —  El  auto  mandando  cesar  el  embargo  preventivo,  dicta- 
^  tado  en  virtud  de  revocatoria  deducida  por  el  embargado, 

es  apelable  por  el  que  solicitó  y  obtuvo  aquél  (no  es  el  caso 
del  art.  205,  Ley  Proc:  Id.,  art.  206;  noviembre  16  de  1900, 
Banco  Nacional  v.  Plazaola). 

63.  Forma.  —  El  esciúto  deduciendo  el  recurso  de  apelación, 
debe  limitarse  á  la  interposici<3ñ  de  éste,  pues  la  ley  de  pro- 
cedimientos señala  el  estado  de  la  causa  en  que  las  partes 
pueden  hacerse  oir  en  defensa  de  sus  pretensiones,  alegan- 
do en  hecho  y  en  derecho  lo  que  conviniere  á  ese  tin.  (Mar- 
zo 23  de  1901,  Sarhy  v.  Municipalidad  del  Rosario.) 

64.  Incidentes.  —  Cuando  el  pleito  principal  es  de  mayor 
cuantía,  los  incidentes  que  se  susciten  en  él,  pueden  ser  lle- 
vados en  apelación,  cualquiera  que  sea  su  importancia. ~<T. 
66,  p.  429. 

65. — No  debe  concederse  apelación  del  auto  interlocu torio 
que  no  decide  artículo,  ni  causa  gravamen  irreparable  (art. 
206,  Ley  Proc).  —  T.  78,  p.  240. 

66. — En  lo  criminal,  no  son  apelables  las  providencias  interlo- 
cutorias  que  no  deciden  artículo  ó  que  no  causan  gravamen 
irreparable  (art.  561,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  78,  p.  444. 
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67.  — Esapeiabieel  auto  que  resuelve  un  incidente  promovido 
usando  del  derecho  dejado  á  salvo  por  sentencia,  y  que,  ade- 
más, causa  gravamen  irreparable  (se  pretendía  en  el  caso 
que  se  trataba  de  un  recurso  de  apelación  deducido  sin  el  de 
apelación  en  subsidio.  Diciembre  15  de  1900,  Nicolich 
V  C»  v.  Samson  v  C'). 

68.  Información.  —  No  es  apelable  el  auto  que  da  por  acredi- 
tado el  fuero  federal,  que  no  tiene  el  carácter  de  definitivo,  pu- 
diendo  destruirse  la  información  en  que  se  funda,  medíante 
el  uso  de  los  remedios  legales  en  la  forma  y  estación  opor- 
tuna del  juicio  (art.  206,  Ley  Proc).  •—  T.  79,  p.  384, 

69.  — No  es  apelable  el  auto  que  admite  la  información  pro- 
ducida al  efecto  de  justificar  el  fuero  federal  :  él  no  obsta  á 
que  la  parte  haga  valer  su  derecho  en  la  estación  oportuna 
del  juicio  y  en  la  forma  que  corresponda  (art.  206,  Ley  Proc; 
septiembre  l^  de  1900,  Simonazzi  v.  Amillach). 

70.  Interposición  fuera  de  término,  —  No  debe  ser  concedi- 
da la  apelación  de  sentencia  interpuesta  fuera  del  término. 
—  T.  63,  p.  43. 

71.  —  Consentido  el  auto  que  declara  válida  la  notificación  de 
una  sentencia,  no  pueden  concederse  los  recursos  que  se 
interpongan  contra  ésta,  después  del  término  legal,  contado 
desde  dicha  notificación*  (al  mes  y  medio  de  practicada  la 
notificación,  el  interesado  dedujo  nulidad  de  ésta  y  los 
recursos  de  apelación  y  nulidad  do  la  sentencia.  El  juez 
declaró  válida  la  notificación  y  concedió  los  recursos  inter- 
puestos; El  apelado  observó  ante  la  Corte  que,  consentido  el 
auto  declarando  válida  lo  notificación,  los  recursos  resulta- 
ban interpuestos  fuera  del  término,  y  que  debían  declararse 
mal  concedidos).  —  T.  63,  p.  98. 

72.  Debe  declararse  mal  concedido  el  recurso  de  apelación, 
cuando  resulta  haber  sido  interpuesto  fuera  del  término  le- 
gal. —  T.  64,  p.  372. 

73.  Debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  interpuesto  fue- 
ra del  término.  —  T.  73,  p.  95. 

74.  —  Debe  declararse  mal  concedido  el  recurso  de  apelación, 
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sise  interpuso  después  del  término  legal  (art.  208,Ley  Proc.)- 
—  T.  78,  p.  393. 

75.  Estando  vencido  el  término  que  la  ley  acuerda  para  inter- 
poner el  recurso  de  apelación,  debe  éste  ser  denegado.  (Fe- 
brero 20  de  1900,  Fisco  v.  Ferrocarril  Córdoba  y  Rosario.) 

76.  Deducido  el  recurso  después  del  término  establecido  para 
apelar,  debe  declararse  bien  denegado.  (Marzo  20  de  1900, 
Granel  v.  Boggiani). 

77.  No  debe  concederse  el  recurso  de  apelación  del  auto  de 
sobreseimiento  provisorio,  interpuesto  fuera  del  término  le- 
gal (art.  441,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  10  de  190!,  causa 
V.  Santos). 

78.  Interrogatorios.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  el 
juez  señala  audiencia  á  fin  de  abrir  los  interrogatorios  pre- 
sentados para  el  examen  de  testigos  fuera  del  lugar  del  jui- 
cio, y  darles  curso  si  sus  preguntas  fueran  admisibles  y 
pertinentes (art.  111,  Ley  Proc;  junio  15  de  1901,  Sauperin 
V.  Alanis). 

79.  Intenrención.  —  No  trae  gravamen  yes  inapelable,  el  auto 
que  no  niega  al  apelante  la  intervención  que  le  corresponde 
con  arreglo  á  derecho.  —  T.  64,  p.  432. 

80.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual,  desistiendo  la  mujer, 
se  admite  la  intervención  del  marido,  que  reproduce  lo  ex- 
puesto por  ella  (art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  72,  p.  386. 

81.  —  No  es  apelable  el  auto  que  niega  la  intervención  que  se 
pide  de  una  tercera  persona  extraña- al  juicio.  —  T.  76. 
p.  171, 

82.  Liquidación.  ^  El  auto  aprobando  '¿a  liquidación  de  lo  man- 
dado liquidar  y  pagar  por  sentencia  ejecutoriada,  es  apela- 
ble. (Se  trataba  de  sentencia  dictada  en  juicio  ordinario, 
habiéndose  practicado  la  liquidación  observada,  con  capi- 
talización de  intereses).  —  T.  63,  p.  5. 

83.  —  No  es  apelable  el  auto  aprobatorio  de  la  liquidación, 
cuyo  importe  no  alcanza  á  200  pesos  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  72.  p.  259. 

84.  —  Es  apelable  el  auto  que  en  el  juicio  sobre  cumplimiento 
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de  sentencia,  aprueba  la  liquidación  (no  es  el  caso  del  art. 
320,  Ley  Proc).  —  T.  84,  p.  88. 

85.  Nulidad.  —  La  declaración  de  quedar  sin  efecto  los  autos 
dictados  por  el  juez  que  se  ha  declarado  incompetente,  no 
causa  agravio  y  no  es  susceptible  dé  recursos  (la  parte  que 
apela  de  ella  queda  habilitada  para  hacer  valer  sus  derechos 
ante  el  juez  que  conozca  de  la  causa,  á  quien  se  manda  dar 
aviso  de  la  insubsistencia  de  lo  obrado  ante  el  juez  federal). 

—  T.  76,  p.  427. 

86.  Peritos.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  el  juez  fija 
término  para  que  se  expidan  los  peritos  nombrados  para  el 
reconocimiento  de  averias.  —  T.  64,  p.  127. 

87.  —  No  es  apelable  el  auto  dictado  de  conformidad  de  par- 
tes, que  en  cumplimiento  de  nina  transacción  las  convoca  á 
comparendo  para  proceder  al  nombramiento  de  peritos.  — 

—  T.  65,  p.  280. 

88.  PerBoneria.  —  El  que  no  es  parte  en  el  juicio  y  no  se  ha- 
lla comprendido  en  las  excepciones  de  la  ley  4^,  tít.  23, 
part.  3",  no  tiene  derecho  de  interponer  recursos  contra  las 
providencias  dictadas  en  él.  — T.  66,  p.  87. 

89.  —  El  auto  que  decide  un  incidente  sobre  personería,  es ' 
apelable.  —  T.  73,  p.  359. 

90.  —  No  tiene  derecho  para  deducir  apelación,  el  que  no  jus- 
tifica su  personería  en  la  causa.  —  T.  76,  p.  455. 

9! .  —  Los  recursos  tienen  que  ser  deducidos  por  parte  legíti- 
ma, y  no  por  terceros  que  no  tienen  representación  alguna 
de  las  partes  en  el  juicio.  (Abril  5  de  1900,  causa  v.  Vis- 
conti.) 

92. — No  puede  ser  tomado  en  consideración  el  recurso  que 
no  ha  sido  deducido  por  parte  legítima.  (Mayo  3  de  4900, 
Doudignac  v.  Mala  Real  Inglesa.) 

93.  PoBioioneB.  —  Consentido  el  auto  citando  á  absolver  po- 
siciones, y  firmada  por  el  interesado  la  cédula  de  citación 
sin  deducir  en  término  los  recursos  legales,  debe  declararse 
bien  denegada  la  apelación  de  dicho  auto.  (Abril  49  de  4900, 
Younger  v .  Lascano . ) 

T.  lll  3 
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94.  —  Es  inapelable  el  auto  ordenando  La  absolución  de  posi- 
ciones á  petición  de  parte  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  108,  ley  de  procedimientos ;  y,  en  su  consecuencia, 
corresponde  denegar  el  recurso  que  se  interpone  por  la 
condenación  en  costas  decretada  contra  el  recurrente  en  la 
revocatoria  que  dedujo  contra  dicho  auto.  (Abril  26  de  1900, 
Francioni  v.  Francioni.) 

95.  —  Es  apelable  el  auto  que  manda  absolver  posiciones  al 
citante  de  evicción,  habiéndose  hecho  parte  en  el  juicio  el 
citado,  y  sosteniendo  aquél  que  ha  cesado  su  personería  en 
el  juicio.  (Abril  27  de  1901,  Malecón  y  Puerto  Norte  y.  Fe- 
rrocarril Buenos  Aires  y  Rosario.) 

96.  —  No  causa  agravio  ni  gravamen  el  auto  rechazando  el 
pliego  presentado  por  la'parte,  cuando  su  contraria  ha  sido 
citada  para  absolver  posiciones  en  virtud  de  auto  del  juez 
dictado  de  acuerdo  con  el  artículo  16,  ley  de  procedimien- 
tos. (Id.,  art.  206  y  234  ;  septiembre  3  de  1901,  Romero  v. 
Roca.) 

97.  PrÍBión  preventiva.  —  £1  auto  que  ordena  la  prisión  pre- 
ventiva, es  apelable.— T.  49,  p.  174  ;  t.  67,  p.  40 ;  t.  72,  p.  86. 

98.  Prueba  (auto  j  diligenciaB  de).  —  No  trae  gravamen  y  es 
inapelable  el  auto  que  niega  la  modificación  de  un  certifica- 
do, cuando  éste  versa  sobre  actuaciones  mandadas  agregar 
como  parte  de  prueba,  que  deberán  apreciarse  en  definitiva. 

—  T.  63,  p.  7. 

99.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  el  juez  no  hace  lugar 
á  la  devolución  de  una  carta  reconocida,  reservando  para  la 
definitiva  la  apreciación  de  su  mérito  (art.  206,  Ley  Proc). 

—  T.  66,  p.  139. 

100.  —  Son  apelables  las  providencias  ordenando  pruebas,  de 
las  que  se  recurre  en  concepto  de  haber  sido  dictadas  en 
virtud  de  pedido  de  parte,  y  no  de  oficio  por  el  juez.  (Decre- 
tadas las  diligencias  á  pedido  de  una  de  las  partes,  la  otra 
reclamó  de  ellas  diciendo  que  habían  sido  solicitadas  des- 
pués de  vencido  el  término.  El  juez,  resolviendo  el  inciden- 
te, dispuso  que,  con  calidad  de  para  mejor  proveer,  se  ten- 
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gau  por  oi*denadas  dichas  diligencias,   por  lo  que  negó  el 
recurso  de  apelación  interpuesto).  —  T.  68,  p.  155. 
404.  —  Los   autos  denegatorios  de  diligencias  de  prueba  son 
apelables.  —  T.  70,  p.  443. 

402.  — Es  inapelable  el  auto  que  admite  diligencias  probatorias 
con  calidad  de  pronunciarse  en  definitiva  sobre  su  proce- 
dencia ó  improcedencia  (art.  206,  Ley  Proc). — T.  74, 
p.  280. 

403.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  el  inferior  se  reserva 
para  la  definitiva  el  juicio  sobre  el  mérito  de  los  informes' 
periciales  (art.  206,  Ley  Proc).  — T.  75,  p.  454 . 

404.  —  No  es  apelable  el  auto  que  abre  la  causa  á  prueba  (art. 
307,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  67. 

105.  —  Es  inapelable  el  auto  que  ordena  y  manda  agregar  dili- 
gencias probatorias  pedidas  practicadas  en  tiempo,  cuyo 
mérito  debe  apreciarse  en  la  sentencia  definitiva  (art.  206, 
Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  487. 

406.  —  Es  apelable  el  auto  que  deniega  una  prueba  (art.  206, 
Ley  Proc ;  marzo  6  de  4900,  García  v.  Campos). 

407.  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  agregar  una  pericia 
practicada  extrajudicíalmente,  cuyo  mérito  se  ha  de  apreciar 
en  la  definitiva  (art.  206,  Ley  Proc;  junio  28  de  4900, 
Gardella  y  C*  v.  Geiger,  de  Bary  y  C»). 

408.  —  No  trae  ningún  gravamen  y  no  es  apelable,  el  auto  que 
admite  la  prueba  testimonial,  con  calidad  de  apreciar  su 
mérito  al  dictarse  sentencia  definitiva.  (Julio  49  de  4900, 
Gardella  y  C«  v.  Geiger,  de  Bary  y  C».) 

409.  —  No  es  apelable  el  auto  haciendo  lugar  á  la  verificación 
de  una  diligencia  de  prueba,  con  reserva  de  pronunciarse  el 
juzgado  en  la  definitiva  sobre  su  fuerza  ó  valor  probatorio. 
(Julio  26  de  4900,  Gardella  y  C*  v.  Geiger,  de  Bary  y  C»^.) 

410.  —  Ordenada  la  compulsa  de  libros  con  respecto  á  los 
asientos  que  tengan  relación  con  la  materia  del  pleito,  y  con 
calidad  de  apreciar  su  mérito  probatorio  al  dictarse  senten- 
cia definitiva,  debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  de 
apelación  interpuesto  contra  el  auto  que  ordene  dicha  com- 
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pulsa.    (Julio    31    de  1900,   Saint  Hermanos  v.   Lusardi.) 

111.  —  El  auto  que  no  causa  gravamen,  por  dejar  á  salvo  el 
derecho  de  la  parte  para  pedirlo  que  corresponda,  no  es  ape- 
lable.   (Septiembre  25  de  1900,  Christophersen  v.  capitán 
Christian  Klarbor.)  * 

112.  —  No  causa  gravamen  y  no  es  apelable,  la  providencia 
que  manda,  previa  conformidad  de  la  contraparte,  librar  el 
oficio  pedido^  pues  nada  resuelve  para  el  caso  de  que  aquella 
no  se  preste.  (Octubre  1 8  de  1 900,  Ferrocarril  Central  Argentino 
V.  Gobierno  Nacional.) 

113.  —  No  es  apelable  la  providencia  que  ordena  la  prueba 
pericial  pedida  por  una  de  las  partes,  cuya  apreciación  ha 
sido  reservada  para  la  definitiva ;  sin  perjuicio  del  derecho  de 
la  contraria  para  concurrir  ó  no  al  nombramiento  de  peritos. 
(Abril  1 8  de  1 900,  Gardella  v.  La  Rosario.) 

114.  — El  auto  que  recibe  la  causa  aprueba  es  inapelable  (art. 
207,  Ley  Proc.  reformado  por  Ley  3981 ;  agosto  10  de  1901, 
Bell  con  Devoto). 

115.  — No  es  apelable  el  auto  que  manda  recibir  las  diligencias 
de  prueba  pedidas  por  una  de  las  partes  y  sobre  cuyo  mérito 
y  procedencia  el  inferior  se  reserva  juzgar  en  la  definitiva. 
(Noviembre  2  de  1901,  Correa  v.  Ferrocarril  Ensenada.) 

116.  —  Debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  interpuesto 
contra  el  auto  que  recibe  la  causa  á  prueba,  una  vez  conten- 
tada la  acusación  por  el  defensor  del  procesado,  quien  se  ha 
expedido  solicitando  el  sobreseimiento  (art.  501,  Cód.  Proc. 
Crim. ;  noviembre  14  de  1901,  causa  de  Rumbado). 

117.  Reconocimiento  de  firma.  —  No  es  susceptible  de  re- 
cursos, el  auto  que  ordena  el  reconocimiento  de  firma,  solici- 
tadopara  preparar  el  juicio(art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  77,  p.  39; 

118.  Recusación.  —  No  es  apelable  el  auto  que  no  hace  lugar 
á  la  recusación  deducida  contra  el  secretario  del  juzgado 
federal  (art.  42,  Ley  Proc;  diciembre  28  del  901 ,  recurso  de  José 
Ferraris).  —  T.  63,  p.  7;  t.74,  p.  194;  t.77,p.22p. 

119.  —  No  es  apelable  el  auto  que  rechaza  ó  no  hace  lugar  á  la 
recusación  sin  causa  (art.  31  y  32,  Ley  Proc.  ;  noviembre  8  de 
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1900,  CastaÍDg  v.  Banco  Hipotecario  Nacional).  —  T.  75,  p. 
327 ;  t.  80,  p.  386. 
420.—  No  es  apelable  el  auto  que  no  hace  lugar  á  la  recusa- 
ción, fundada  en  causal  no  admitida  por  la  ley  (art.  32,  Ley 
Proc. ;  art.  74,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  78,  p.  347. 

121.  —  No  es  apelable  el  auto  que  abre  á  prueba  sobre  una  cau- 
sal de  recusación,  y  desecha  otra  por  no  ser  de  lasenumeradas 
en  la  ley  (art.  32  y  207,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  138. 

122.  —  No  debe  concederse  apelación  del  auto  que  rechaza  la 
recusación,  si  ésta  ha  sido  deducida  sin  las  formalidades  pre- 
venidas por  el  artículo  26,  Ley  Proc.  (art.  31,  idem;  noviem- 
bre 26  de  1901,  Banco  Nacional  v.  Plazaola). 

123.  —  No  es  apelable  el  auto  que  rechaza  la  recusación  sin 
causa  deducida  contra  el  juez  federal;  y  si  estela  hubiere 
otorgado,  debe  declararse  mal  concedido  el  recurso  (art.  32, 
Ley  Proc;  octubre  26  de  1901,  Banco  Nacional  v.  Medina). 

124.  —  No  es  apelable  el  auto  qne  no  hace  lugar  á  la  recusa- 
ción sin  causa  deducida  contra  el  juez  federal  (art.  32,  Ley 
Proc  La  ley  de  3  de  octubre  de  1895  no  es  aplicable  á  los 
jueces  de  sección.  Septiembre  21  de  1901, López  v,  Loizaga). 

125.  RepoBÍción  con  apelación  subsidiaria.  —  La  circuns- 
tancia de  haberse  interpuesto  del  auto  que  niega  un  embargo, 
el  recurso  de  reposición,  no  obsta  á  la  procedencia  de  la 
apelación,  si  ésta  ha  sido  deducida  subsidiariamente  en  el 
término  legal  para  el  caso  de  no  hacerse  lugar  á  la  revocato- 
ria, lo  que  hace  inaplicable  en  ese  caso  el  artículo  205,  Ley 
Proc  (Junio  5  de  1900,  Banco  Hipotecario  Nacional  v. 
Vieyra). 

126.  Reposición  sin  apelación  subsidiaria.  — No  es  apelable 
el  auto  que  rechaza  el  recurso  de  reposición  interpuesto  sin 
el  de  apelación  en  subsidio  (art.  205,  Ley  Proc).  —  T.  65, 
p.  23. 

127.  El  que  ha  deducido  contra  un  auto  el  recurso  de  reposi- 
ción solamente,  no  puede  apelar  de  la  resolución  que  recai- 
ga sobre  dicho  recurso  (art.  205,  Ley  Proc).  —  T.  77,  p.  340. 

428.  El  que  ha  deducido  contra  un  auto  el  recurso  de  reposi* 
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ción  solamente,  no  puede  apelar  de  la  resolución  que  recaí-  . 
ga  sobre  dicho  recurso  (art.  205,  Ley  Proc. ;  julio  18  de  1904, 
Malbrán  y  otros  con  Román). 

129.  Repreguntas.  —  En  la  prueba  de  testigos  que  deben  de- 
clarar fuera  del  asiento  del  juzgado  con  arreglo  al  interro- 
gatorio que  se  remita  al  juez  exhortado,  no  trae  gravamen  y 
«s  inapelable  el  auto  que  niega  la  previa  exhibición  del  in- 
terrogatorio para  formular  repreguntas,  que  pueden  hacerse 
en  el  acto  de  la  audiencia  según  el  artículo  139^  Ley  Proc. 
(Mayo  19  de  1900,  Irigoyen  v.  Figueroa.) 

130.  Tercero.  —  Es  apelable  el  auto  por  el  cual  se  rechaza  la 
petición  de  un  tercero  para  que  se  haga  saber  á  los  encar- 
gados de  ejecutar  una  sentencia  dictada  por  los  tribuuales 
provinciales,  que  las  providencias  dictadas  en  el  juicio  no 
afectan  sus  derechos.  Si  éstos  han  sido  dejados  á  salvo  en 
el  juicio,  la  petición  mencionada  debe  substanciarse  con  arre- 
glo á  derecho,  y  no  ser  rechazada  in  limine,  —  T.  71, 
p.  194. 

131.  Término.  —  Si  se  ha  pedido  la  regulación  de  honorarios 
como  abogado  y  procurador,  y,  después  de  hecha  la  regula- 
ción, se  solicita  y  obtiene  la  declaratoria  de  que  ésta  com- 
prende los  honorarios  de  abogado  y  procurador,  el  término 
para  apelar  de  la  regulación  coi're  desde  la  notificación  del 
auto  que  contiene  la  regulación,  y  no  del  que  contiene  la 
declaratoria  (art.  232,  Ley  Proc;  ley  15,  tít.  23,  part.  3»).  — 
T.  68,  p.  45. 

132.  £1  término  para  apelar  del  auto  que  no  condena  en 
costas^  corre  desde  la  notificación  de  dicho  auto,  y  no  desde 
la  notificación  del  que,  en  concordancia  con  aquél,  declara 
que  no  se  ha  dictado  la  condenación  en  costas^  por  no  haber 
mérito  para  ella  (ley  15,  tít.  23,  part.  3»).  —  T.  68,  p.  96. 

133.  —  £1  término  para  apelar  corre  individualmente  para  la 
parte  que  se  sintiese  agraviada,  y  debe  denegarse  la  apela- 
ción interpuesta  después  de  vencido  (art.  208,  Ley  Proc. 
El  recurrente  sostenía  que  el  término  corre  desde  que  están 
notificadas  todas  las  partes).  —  T.  69,  p.  280. 
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434.  —  El  término  para  apelar  es  fatal,  y  corre  aunque  medie 
el  pedido  de  aclaración  de  la  sentencia,  expresando  que  ésta 
se  pide  sin  que  corra  término  (art.  208,  Ley  Proc;  ley  15, 
til.  23,  part.  3').— T.  78,  p.  360. 

i  35. —  En  los  procesos  criminales,  el  término  para  apelarde  las 
providencias  interlocutorias  es  de  tres  días,  sin  que  esto  pue- 
da variar  por  la  circunstancia  de  sostener  el  apelante  que  el 
asunto  corresponda  al  procedimiento  civil  (art.  445,  Cód. 
Proc.  Crim.)  —  T.  78,  p.  388. . 

4  36.  —  £1  término  para  apelar  es  de  cinco  dias,  aunque  se  trate 
de  juicio  ejecutivo  (art.  208,  Ley  Proc.  Esta  ley  no  contiene 
disposición  alguna  que  disminuya  el  plazo  para  recurrir,  en 
tratándose  de  juicio  ejecutivo).  —  T.  79,  p.  120. 

437.  Transacción.  —  Es  apelable  el  auto  que  resuelve  sobre 
la  validez  ó  nulidad  de  una  transacción.  —  T.  68,  p.  367. 

4  38.  Traslado. —  No  es  apelable  el  auto  que  no  confíere  tras- 
lado de  los  documentos  acompañados  á  la  contestación  de  la 
demanda.  —  T.  63,  p.  244 . 

439.  —  No  es  apelable  el  auto  confiriendo  traslado  con  calidad 
de  autos^  de  un  recurso  de  revocatoria,  pues  no  trae  grava- 

.  raen  irreparable.  —  T.  72,  p.  305. 

440.  —  No  causa  gravamen  y  es  inapelable  el  auto  que  confiere 
vista  al  ministerio  fiscal  de  las  excepciones  opuestas  por  el 
acusado.  (Junio  7  de  4900,  Paats,  Roche  y  C*  v.  Marco- 
vechio.) 

4  44 .  —  No  es  apelable  el  auto  que  confiere  traslado  de  la  excep- 
ción de  incompetencia  opuesta  en  la  contestación  á  la  de- 
manda (art.  206,  Ley  Proc;  marzo  16  de  1901,  Bianchi  v. 
Martínez  Vivot). 

4  42. — No  es  apelable  el  auto  que  manda  substanciar  la  excepción 
de  incompetencia  y  ordena  se  forme  incidente  por  separado 
(art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.;  diciembre  24  de  1901,  causa  v. 
Junta  inscriptora  del  Baradero). 

443.  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  correr  traslado  de  la 
acusación,  sin  resolver  ningún  artículo  (art.  501,  Cód.  Proc. 
Crim.;  diciembre  28  de  4901,  causa  de  Sifredi). 
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APELACIÓN  DE  HECHO. 

1 .  —  Sin  haberse  pronunciado  ei  inferior  sobre  los  recursos 
ante  éi  interpuestos,  no  procede  el  recurso  de  hecho  (art. 
206, 229  y  234,  Ley  Proc).  —  T.  76,  p.  315. 

2.  —  Sin  previo  recurso  ante  el  inferior,  no  procede  el  de 
hecho  ante  el  superior  (art.  229,  Ley  Proc).  — T.  77, 
p.  330. 

3.  —  No  procede  recurso  de. hecho  ante  el  superior,  sin  que 
haya  sido  interpuesta  y  denegada  la  apelación  ante  el  infe- 
rior (art.  229,  Ley  Proc;  diciembre  31  de  1901,  Balestra  v. 
Fangeaux) . . 

4. — Sinlaprevia  denegación  del  recurso  por  el  inferior,  no  pro- 
cede la  apelación  directa  á  la  Suprema  Corte  (art.  229,  Ley 
Proc).  —  T.  71,  p.  159;  t.  72,  p.  193;  t.  80,  p.  379.  (En 
igual  sentido  véase  Digesto,  %,  p.  413.) 

5. — En  los  recursos  de  hecho,  el  inferior  no  debe  remitir  los 
autos  como  mejor  informe,  sino  cuando  se  le  pidan  (art.  229 
y  230.  Ley  Proc;  Acuerdo  de  fecha  6  de  abril  de  1869,  inser- 
to en  el  tomo  6,  p.  6,  de  los  fallos  y  en  el  Digesto,  2,  p. 
661).  —  T.  68,  p.  155. 

6. — En  los  recursos  de  hecho,  el  juez  debe  producir  el  informe 
pedido  por  el  Superior,  y  no  el  secretario  actuario.  (Febrero 
3  de  1900,  Silveyra  Acevedo  v.  Leanes.) 

APELACIÓN  EN  RELACIÓN. 

Véase :  Adhesión^  n°  3 

1.  —  Debe  concederse  en  relación  el  recurso  contra  el  auto  que 
resuelve  una  excepción  dilatoria  promovida  en  forma  de  ar- 
tículo de  previo  y  especial  pronunciamiento.  (Octubre  17  de 
1901,  Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Dirección  de  Ferroca- 
rriles.) 

2. —  En  las  apelaciones  en  relación,  la  causa  sigue  su  curso  sin 
la  intervención  de  las  partes,  y  si  éstos  no  se  presentaren  en 
tiempo  oportuno  después  de  la  providencia  de  autos,  no 
pueden  rehusar  sin  causa  ni  pedir  informe  invoce.  (Diciembre 
12  y  27  de  1901,  Ríestra  v.  Escalada.) 
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APELACIÓN  LIBRE. 
i.  —  En  las  causas  criminales,  la  apelación  que  se  interponga 
de  la  sentencia  definitiva,  debe  concederse  libremente  (art. 
504,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  65,  p.  i 76. 

2.  —  De  la  sentencia  definitiva  dictada  en  juicio  ordinario,  el 
recurso  de  apelación  procede  libremente.  (Febrero  26  de  1904 , 
Barra  v.  Banco  Hipotecario  Nacional.) 

3.  —  De  las  sentencias  definitivas,  el  recurso  de  apelación  debe 
concederse  libremente  ^art.  227,  Ley  Proc;  agosto  22  de 
4904,   causa  de  Ponadé). 


APERCIBIMIENTO. 

Véase :  Apelación 

4 .  —  El  empleo  de  términos  ofensivos  en  los  escritos,  hace 
procedente  el  apercibimiento  á  las  partes  de  abstenerse  de 
hacerlo.  —  T.  72,  p.  53. 

2.  —  Intimada  la  devolución  de  escrituras,  el  apercibimiento 
para  el  caso  de  resistencia  debe  ser  el  de  daños  y  perjuicios,  y 
no  el  de  arresto.  (Julio  40  de  4900,  Sociedad  Italiana  de 
Chascomús  v.  Plorutti.) 

APERTURA  DE  CALLE. 

Véase :   Competencia 
APREMIO. 

Sumario  : 


Fletamentos,  13. 
Honorarios,  14  y  15. 


Apelación,  1  á  10. 
Crédito  iJíqnido,  11. 
Exhibición  de  libros,  12. 

4.  Apelación.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  de  apremio,  el  auto 
que  no  hace  lugar  á  las  excepciones  opuestas  (art.  320,  Ley 
Proc.)-  —  T,  74,  p.  87. 

2.  — En  el  procedimiento  de  apremio,  no  es  apelable  la  sen- 
tencia de  remate  (art.  320,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  45. 

3.  —  En  los  juicios  por  cobro  de  impuestos  internos  seguidos 
por  la  vía  de  apremio,  no  es  apelable  la  sentencia  que  man- 
da llevar  adelante  el  procedimiento  (Ley  3764 ;  art.  320,  Ley 
Proc.).—!.  80,  p.  134. 
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4.  —  En  el  procedimiento  de  apremio,  no  es  apelable  el  auto 
que  no  hace  lugar  á  una  excepción  de  nulidad,  y  propuesta 
fuera  de  término  (art.  300,  309  y  320,  Ley  Proc).  —  T.  80, 
p.  325. 

5.  —  En  la  vía  de  apremio  es  inapelable  el  auto  que  manda 
llevar  adelante  la  ejecución.  (Se  trataba  del  cobro  de  la 
condenación  en  costas  contenida  en  una  sentencia.  Att. 
309  y  320,  Lev  Proc;  diciembre,  16  de  1899,  Chirino  v. 
Mora.) 

6.  —  La  sentencia  dictada  en  el  procedimiento  de  apremio  no 
es  susceptible  de  recurso.  (Se  trataba  en  el  caso  de  cobro 
de  impuestos  internos  seguido  por  dicha  vía.  Art.  320,  Ley 
Proc;  junio  23  de  4900,  causa  v.  Aphessetche.) 

7.  —  En  los  juicios  por  cobro  de  impuestos  internos,  seguidos 
por  la  vía  de  apremio,  no  procede  el  recurso  de  apelación 
(art.  25,  Leylde  Impuestos  Internos;  art.  300 y  320,  Ley  Proc; 
agosto  24  de  1904,  Fisco  v.  Abadíe). 

8.  —  En  los  juicios  por  cobro  de  impuestos  internos,  seguidos 
por  la  vía  de  apremio,  no  proceden  los  recursos  de  apelación 
y  nulidad  del  auto  aprobatorio  de  la  venta  de  los  bienes  em- 
bargados (art.  25,  ley  3764;  art.  234,  300  y  320,  Ley  Proc; 
agosto  27  de  1901,  Fisco  v.  Bolla). 

9.  — En  las  causas  de  impuestos  internos  tramitadas  por  la  vía 
de  apremio^  no  procede  apelación  de  la  sentencia  que  no 
hace  lugar  á  la  oposición  del  deudor  (art.  329,  Ley  Proc; 
julio  30  de  1901,  causa  deDubin). 

10.  —  En  ios  juicios  por  cobro  de  impuestos  internos  seguidos 
por  la  vía  de  apremio,  no  hay  apelación  (art.  300  y  320,  Ley 
Proc;  diciembre  7  de  1901,  Fisco  v.  Moranchel). 

1 1 .  Crédito  ilíquido.  —  Si  lo  que  se  demanda  en  cumplimiento 
de  sentencia  ejecutoriada  no  es  el  pago  de  un  crédito  líquido, 
el  procedimiento  que  corresponde  no  es  el  de  apremio,  sino 
el  del  juicio  ordinario.  — T.  73,  p.  277. 

12.  Exhibición  de  libros.  —  En  el  procedimiento  de  apremio, 
para  el  cual  se  ha  ordenado  la  exhibición  del  libro  de  cuenta 
y  razón  del  buque,  no  procede  oír  á  la  parte  demandada  por 
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medio  de  traslado  de  la  demanda,  pues  tal  exhibición  es 

previa  (art.  310,  Ley  Proc).  —  T.  69,  407. 
43.  FletamentoB.  —  Sin  presentarse  la  carta  de  fletamento  ó 

el  conocimiento  original,  no  es  admisible  la  via  de  apremio 

para  el  cobro  de  créditos  por  fletes  ó  portes  (art.  310,   Ley 

Proc).  —  T.  77,  p.  55. 
14.  Honorarios.  —  La  regulación  de  honorarios,  cuyo  pago 

no  ha  sido  declarado  obligatorio  por  sentencia  ejecutoriada, 

no  puede  fundar  la  vía  de  apremio.  —  T.  68,  p.  201. 
15. — Sin  sentencia  ejecutoriada  que  declare  la  obligación  de 

pagar  los  honorarios,  la  regulación  de  estos  no  autoriza   el 

procedimiento  de  apremio.  —  T.  69,  p.  353. 

APROPLA.CIÓN  DE  DINEROS  PXJBLICOS. 

1.  —  La  cobranza  fraudulenta  de  una  pensión  del  estado,  im- 
porta el  delito  previsto  y  penado  por  el  artículo  82,  ley  na- 
cional penal.  —  T.  80,  p.  269. 

2.  —  El  que  se  apropia  con  fraude  dineros  del  estado,  comete 
el  delito  previsto  por  el  artículo  82  de  la  ley  penal  nacional, 
y  es  pasible  de  la  pena  señalada  por  él.  (Diciembre  6  de 
1900,  causa  v.  González  ó  Atkins.) 

3.  — Versando  la  causa  sobre  el  delito  previsto  y  penado  por  el 
artículo  80,  ley  penal,  la  restitución  hecha  en  segunda  ins- 
tancia de  los  fondos  apropiados  no  desnaturaliza  ese  delito, 
máxime  si  las  circunstancias  especíales  demuestran  la  in- 
tención en  el  procesado  de  hacer  acto  definitivo  de  apropia- 
ción de  los  dineros  puestos  en  su  poder  por  razón  de  su 
cargo.  (El  art.  83,  ley  citada,  se  refiere  sólo  al  empleado  que 
aplica  á  usos  propios  ó  ajenos  los  caudales  de  cuya  admi- 
nistración está  encargado,  sin  que  tal  hecho  lleve  el  propó- 
sito de  la  apropiación  de  esos  caudales  para  sí  ó  para  otros  ; 
mientras  que  el  hecho  previsto  en  el  art.  80,  citado,  implica 
en  el  agente  la  intención  de  apropiarse  definitivamente  de 
ios  caudales  que  distrajo  ó  hurtó,  y  se  realiza  desde  el  mo- 
mento de  su  ejecución,  sea  que  se  haga  ó  no  la  restitución  de 
los  caudales  substraídos  después  de  descubierto  el  crimen. 
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la  cual  sólo  puede  servir  de  circunstancia  atenuante  en  su 
caso.  (Noviembre  26  de  1901,  causa  v.  Ayllon). 

APROVISIONAMIENTO. 
Siendo  solidaría  la  deuda  por  aprovisionamiento  de  un  buque 
contra  sus  propietarios  y  socios,  la  sentencia  que  los  conde- 
na al  pago,  puede  ejecutarse  contra  todos  conjuntamente  ó 
contra  cualquiera  de  ellos  (art.  301,  Cód.  Com.;  art.  705, 
Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  259. 

APUESTA. 
No  probándose  el  fraude  que  el  demandado  opone  como  excep- 
ción á  la  demanda  sobre  cobro  de  la  apuesta  de  una  carrera, 
debe  éste  ser  condenado  al  pago  de  la  suma  demandada 
(art.  2055,  Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  430- 

ARBITROS. 

Véase:  Apelación;  Defecto  legal 

1.  —  El  pedido  hecho  ante  el  superior  por  una  de  las  partes 
para  que  los  autos  se  remitan  al  juez  respectivo  por  haber 
sido  sometidos  al  juicio  de  arbitros  las  cuestiones  respecti- 
vas, debe  ser  sustanciado  y  resuelto  por  el  inferior,  si  la  otra 
parte  se  ha  opuesto  á  dicho  pedido.  —  T.  74,  p.  365. 

2.  —  Convenido  por  las  partes  en  someter  la  cuestión  entre 
ellos  suscitada  al  juicio  de  arbitros,  los  puntos  que  deben 
ser  materia  de  la  resolución  de  éstos  son  los  expresados  en 
la  demanda  y  en  la  respuesta.  —  T.  80,  p.  302. 

3.  —  Expresando  la  demanda  que,  con  arreglo  á  los  antece- 
dentes que  la  fundan,  su  conocimiento  corresponde  al  jui- 
cio de  arbitros,  procede  la  citación  de  las  partes  á  compa- 
rendo para  la  constitución  del  tribunal  arbitral.  Esto  no  per- 
judica el  derecho  que  el  demandado  tenga  y  quiera  hacer 
valer  para  oponerse  á  ello  antes  de  que  se  realize  el  objeto 
del  comparendo.  (Agosto  14  de  1900,  Nicolich  y  C»  v.  Sam- 
son  y  C«.) 

4.  —  E|tipulado  por  las  partes  en  el  contrato  de  fletamento, 
que  toda  cuestión  que  surgiere  sobre  interpretación  ó  ejecu- 


t 

^ 
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ción  de  sus  cláusulas^  debe  ser  resuelta  por  arbitros,  no  es 
procedente  la  oposición  formulada  para  la  constitución  del 
tribunal  arbitral,  fundada  en  que  la  cuestión  promovida  no 
corresponde  ser  resuelta  por  éste.  (Diciembre  24  de  1900, 
Nicolich  y  C»  v.  Samson  y  C*.) 

5.  -^  Establecido  por  las  partes  que  toda  cuestión  será  resuelta 
por  arbitros,  con.  exclusión  completa  de  la  vía  judicial,  si 
hubiere  duda  sobre  el  carácter  de  aquellos,  debe  entenderse 
que  ha  sido  la  intención  de  conferirles  el  de  arbitros  arbi- 
tradores.   (Octubre  22  de  190!,  Bemberg  y  otro  v.  Medina. 

—  Igual  al  t.  22,  p.  371 .) 

6.  —  Si  no  se  niega  la  celebración  del  convenio,  por  el  cual  se 
somete  á  la  jurisdicción  .arbitral  toda  cuestión  que  sobre- 
venga, y  si,  basándose  en  dicho  convenio,  las  partes  afirman 
y  niegan  respectivamente  la  existencia  de  obligaciones  á  su 
cargo,  es  justa  y  no  importa  prejuzgamiento  la  resolución 
que  manda  someter  también  esta  cuestión  á  la  jurisdicción 
arbitral  (art.  1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  262. 

ARRAIGO  (a). 

1 .  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  demandante 
que  se  halla  domiciliado  en  la  República  (art.  74,  Ley  Proc). 

—  T.  65,  p.  92. 

21.  —  El  extranjero  domiciliado  en  la  República,  no  está  obli- 
gado á  arraigar  el  juicio  (art.  74,  Ley  Proc.) — T.  67, 
p.  389. 

3.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  arraigo  opuesta  durante 
el  término  probatorio.  —  T.  72,  p.  53. 

4.  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  demandado 
que,  al  contestar  la  demanda,  deduce  reconvención.  (El  ex- 
tranjero contra  quien  se  pedía  el  arraigo,  vino  al  juicio  en 
calidad  de  demandado;  en  consecuencia  ha  podido  y  debido 
hacerse  parte  sin  necesidad  de  arraigar^  aun  no  estando  do- 
miciliado en  el  país,  porque  no  hay  ley  que  le  imponga  ese 

(a)  Véase  Digesto,  t.  1,  p.  61  á  65,  donde  se  encuentran  resoluciones  análo- 
gas á  las  que  se  contienen  en  esta  voz. 


ARR  —  46  — 

deber.  Tal  situación  no  se  modifica  por  la  circunstancia  de 
haber  deducido  reconvención).  —  T.  76,  p.  4-12. 

5.  —  Procede  el  otorgamiento  de  fianza  en  persona  abonada,  si 
el  demandante  no  ha  negado  el  hecho  de  no  tener  su  domi- 
cilio en  la  República,  y  se  ha  allanado  además,  á  dar  la 
fianza  exigida  por  el  demandado.  —  T.  77,  p.  '1 38. 

6.  —  No  probados  por  el  excepcionante,  los  hechos  en  que 
funda  la  excepción  de  arraigo,  debe  ésta  ser  rechazada.  — 
T.  77,  p.  229. 

7.  —  La  excepción  de  arraigo  no  procede,  si  el  apoderado  del 
actor  asume  la  obligación  de  pagar  las  costas  del  juicio.  — 
T.  80,  p.  299. 

8.  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  extranjero 
domiciliado  en  la  República  (art.  74,  Ley  Proc).  —  T.  81, 
p.  54. 

9.  —  A  los  efectos  del  arraigo,  basta  que  el  mandatario  del 
actor  manifieste  que  el  mandato  conferido  sirve  á  garantir 
las  costas  del  juicio,  entendiéndose  que  con  esa  manifesta- 
ción asume  la  obligación  de  pagarlos  en  su  caso.  El  nuevo 
mandatario  que,  sin  salvedad  al  respecto,  pide  ser  y  es  te- 
nido por  parte,  se  entiende  que  continúa  en  esa  obligación. 
—  T.  80,  p.  447. 

10.  —  No  probándose  el  hecho  de  hallarse  el  actor  extranjero; 
domiciliado  fuera  de  la  República,  no  procede  la  excepción 
de  arraigo  (art.  74,  Ley  Proc).  —  T.  81,  p.  230. 

11.  —  La  manifestación  del  apoderado  de  que  el  mandato  á 
él  conferido  sirve  á  garantir  las  costas  del  juicio,  importa 
la  obligación  de  pagarlas  en  su  caso,  y  basta  para  llenar  los 
propósitos  de  la  excepción  de  arraigo.  (Octubre  21  de  4900, 
Salerno  v.  Mihanovich.) 

12.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  dilatoria  de  arraigo,  si  no 
se  prueba  el  hecho  en  que  se  funda.  (Mayo  20  de  1900,  Gen- 
tile  V.  Morales.) 

13.  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo^  si  el  actor  tiene 
domicilio  en  la  República.  (Junio  19  de  1900,  Calvo  v.  üe- 
marchi.) 
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14.  —  No  alegándose  hechos  en  concreto  que  sirvan  á  demos- 
trar la  solvencia  del  fiador  propuesto,  debe  éste  ser  rechaza- 
do. (Noviembre  H  de  4900,  Roseti  v.  Banco  Agrícola  Co- 
mercial.) 

45.  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  extranjero 
domiciliado  en  la  República,  fundada  en  que  no  se  le  co- 
noce reponsabilidad  alguna  (art.  74,  Ley  Proc;  junio  4°  de 
4904,  Wegner  v.  La  Buena  Esperanza). 

46.  —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  demandan- 
te, argentino  y  domiciliado  en  el  extranjero  (art.  74,  Ley 
Proc;  octubre  47  de  4904,  Morvonais  v.  Aleu). 

17. —  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  extran- 
jero demandante,  domiciliado  en  la  República  (art.  74,  Ley 
Proc;  noviembre  de  4904,  Vito  v.  Aguirre  de  Fernán- 
dez). 

AHBAS. 

Véase  :  Apelación 

La  rescisión  del  contrato,  perdiendo  las  arras  quien  las  dio, 
ó  devolviéndolas  dobladas  quien  las  recibió,  no  procede 
cuando  se  ha  celebrado  ya  el  contrato  ó  ha  sido  cumplido 
(art.  4202,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  388. 

ARRESTO  PROVISORIO. 

Véase  :  Excarcelación 

ARRUMAJE. 

Véase  :  Carga 
ATENUACIÓN. 

4 .  —  No  procede  atenuación  de  pena  por  razón  de  menor  edad, 
si  resulta  de  la  confesión  del  procesado  que  tenía  ya  48  años 
en  la  época  en  que  cometió  el  delito  (art.  83,  inc.  2%  Cód. 
Pen.).  —  T.  80,  p.  260. 
2.  — Si  en  el  momento  de  sus  declaraciones,  el  procesado  ma- 
nifiesta tener  ya  48  años  cumplidos,  no  es  aplicable  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  83,  inciso  2^,  Código  Penal.  (Marzo  22  de 
4900,  causa  v.  Brimonte  y  otro.) 
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AUSENTES. 
La  persona  que,  citada  al  juicio,  no  ha  comparecido,  y  se  le  ha 
nombrado  defensor  de  ofício,aI  de  ausentes  é  incapaces,  no 
está  comprendida  en  la  designación  de  estos  á  que  se  refiere 
el  artículo  54,  Código  Civil  (t.  57,  p.  <64  ;  t.  72,  p.  419  ;  t.  79 
p.  284;  septiembre  22  de  4600,  Ferrocarril  Buenos  Aires 
al  Pacífico  V.  Martínez). 

AUTENTICACIÓN  (a). 
i .  —  La  ley  de  26  de  agosto  de  4863  se  refiere  ála  forma  de  au- 
tenticidad que  deben  revestir  los  documentos,  actos  y  pro- 
cedimientos emanados  de  los  funcionarios  de  las  provincias  ; 
pero  no  á  los  de  funcionarios  nacionales.  La  omisión  de  los 
requisitos  establecidos  en  aquélla  en  un  acto  emanado  de  los 
últimos,  nopuede  oponerse ásu  autentidad.  —  T.  74,  p.  439. 

2.  —  La  autenticación  de  que  trata  la  ley  nacional  de  26  de 
agosto  de  4863,  no  comprende  las  comunicaciones  directas 
de  las  autoridades  judiciales  de  una  provincia  con  otra.  —  T. 
72,  p.  249.  (Igual  al  t.  4,  p.  385;  t.  45,  p.  241;  t.  52,  p.   488). 

3.  —  No  es  necesaria  la  legalización  é  que  se  refiere  la  ley  de 
26  de  agosto  de  4863,  de  los  documentos  expedidos  y  ori- 
ginados en  la  misma  provincia  contra  la  cual  se  las  hace 
valer.  (Octubre  20  de  4904 ,  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba.) 

AUTOS  PARA  MEJOR  PROVEER. 

Véase  :  Apelación 

No  estando  terminada  la  causa  en  relación  á  las  partes,  no 
procede  la  práctica  de  diligencias  tendentes  á  ilustrar  la  con- 
ciencia del  juez.  —  T.  68,  p.  455. 

AVERÍAS. 

Véase  :  Aduana;  Justicia  federal;  Reconocimiento 

Transporte 

4.  —  Procede  el  pago  de  averías  causada^  por  culpa  ó  negli- 
gencia del  capitán  (art.  4079,  Cód.  Com.).  —  T.  67,  p.  448. 

(a)  Véase  :  Digesto,  t.  1,  p.  382,  véase :  Exhorto. 
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2.  —  La  empresa  de  las  Catalinas  está  regida  por  las  Ordenan* 
zas  de  aduana,  y  no  puede  ser  responsabilizada  por  averías 
que  no  se  ha  probado  hayan  sido  causadas  por  sus  emplea- 
dos y  peones  (art.  494,  Ord.).  -r  T.  70,  p.  16. 

3.  —  Sin  el  reconocimiento  del  artículo  1079,  Código  de  Comer- 
cio, y  pasado  el  término  del  artículo  183  del  mismo  Código, 
no  es  admisible  la  reclamación  contra  el  lanchero  por  falta 
en  la  entrega  de  mercaderías.  (El  art.  183  comprende  también 
la  entrega  de  menos).  —  T.  74,  p.  139. 

4.  —  El  dueño  de  la  carga  no  tiene  derecho  para  reclamarlos 
daños  procedentes  de  avería,  y  aún  de  falta  completa  de  bul- 
tos de  aquella,  si  no  ha  pedido  en  tiempo  oportuno  el  reco- 
nocimiento judicial  y  la  estimación  pericial  que  prescribe 
el  artículo  1079,  Código  de  Comercio.  —  T.  74,  p.  208. 

5.  —  El  cargador  pierde  la  acción  para  reclamar  por  fallas  y 
averías  de  la  carga,  si  no  se  ha  hecho  el  reconocimiento 
prescripto  por  el  artículo  1079  del  Código  de  Comercio,  en 
el  tiempo  y  forma  que  éste  establece.  El  reconocimiento  pri- 
vado que  se  haya  querido  hacer  practicar  en  reemplazo  del 
judicial,  no  puede  ser  tomado  en  cuenta,  si  no  se  han  hecho 
constar  por  escrito  sus  resultados.  —  T.  74,  p.  292. 

6.  —  La  responsabilidad  por  averías  en  los  efectos  depositados 
en  los  almacenes  de  aduana,  ó  en  los  depósitos  particulares 
asimilados^  comporta  el  pago  del  valor  de  dichos  efectos  con 
arreglo  al  señalado  en  la  tarifa  de  avalúos  para  el  artículo 
averiado  y  sobre  la  base  de  la  manifestación  hecha  en  la 
copia  déla  factura  para  el  depósito  (art.  288  y  289,  Ord. ;  di- 
ciembre 23  de  1899,  Lenguas  y  O  v.  Las  Catalinas). 

7.  —  Sea  cual  fuere  el  carácter  de  la  navegación  entre  el  puerto 
de  Buenos  Aires  y  el  de  Bahía  Blanca,  el  capitán  no  es  res- 
ponsable de  las  averías  sufridas  por  la  carga  colocada  sobre 
cubierta,  si  entre  esos  puertos  existe  el  uso  de  cargar  sobre 
cubierta  (art.  911,  Cód.  Com.;  marzo  26  de  1901,  Mihanovich 
V.  Tellorini). 
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BANCO  HIPOTECARIO  (a) . 

Véase:  Contrato:  Evicción;  Prescripción 
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\.  Administración.  —  El  Banco  Hipotecario  Nacional  se  go- 
bierna en  sus  operaciones  con  independencia  de  la  adminis- 
tración general  del  país,  con  arreglo á  la  ley  de  su  creación. 
—  T.  66,  p.  27. 

2.  Arras.  —  El  hecho  de  haber  el  comprador  dado  una  señal 
para  asegurar  el  contrato  ó  su  cumplimiento,  no  puede  ser 
invocado  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional  para  arrepen- 
tirse de  la  venta,  si  el  comprador  lo  ha  cumplido  habiendo 
hecho  el  depósito  de  la  totalidad  del  precio  (art.  \202;C6á. 
Civ.)  — T.  65,  p.  312. 

3.  Diminución  de  precio.  —  £1  derecho  que  el  Banco  Hipo- 
tecario Nacional  tiene  de  vender  el  inmueble  de  su  deudor, 
implica  la  obligación  en  el  mismo  de  entregar  la  cosa  ven- 
dida, y  de  hacer  las  diminuciones  correspondientes  en  el 
precio  y  obligaciones  del  comprador,  si  el  área  entregada  es 
menor  del  vigésimo  expresado  en  la  venta.  La  estipulación  de 
evicción  y  saneamiento  puesta  á  cargo  del  propietario  en  la 

(a)  Nacional  ó  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 
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escritura  de  venta,  no  exime  al  Banco  de  esa  obligación  (art. 
725,  7i0,  784,  796,  1137,  4U4,  1201  y  1346,  Cód.  Civ.).  —  T. 
80,  p. 167. 

4.  Entrega.  —  El  Banco  Hipotecario  Nacional  está  obligado  á 
hacer  entrega  al  comprador  de  los  inmuebles  que  vende  en 
uso  del  derecho  que  le  confiere  la  ley  de  su  creación.  (El 
Banco,  al  ejercer  la  facultad  que  la  ley  y  convención  hipote- 
caria le  acuerdan^  para  vender  los  inmuebles  afectados  en 
los  casos  que  dicha  ley  determina,  contrae  el  deber  de  hacer 
entrega  al  comprador  de  la  cosa  enajenada,  pues  el  derecho 
de  vender  implica  la  obligación  de  entregar.  Si  así  no  fuere, 
el  Banco  no  tendría  derecho  á  exigir  del  comprador  el  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  4201  y  1424,  Código  Civil.  La  ley  orgánica  del 
Banco  no  contiene  disposición  contraria á  éstos). — T.  63,  p. 
259. 

5.  Juicio  universal.  —  La  existencia  del  juicio  universal  de  con- 
curso abierto  al  deudor,  no  puede  obstar  á  que  el  Banco  Hi- 
potecario Nacional  proceda  por  sí  á  vender  los  inmuebles 
hipotecados  á  su  favor,  y  tomar  posesión  de  ellos  en  su  caso 
(art.  50,  5o  y  65,  Ley  orgánica  de  dicho  Banco.  El  artículo 
55  se  halla  concebido  en  términos  generales  y  constituye  una 
regla  especial  de  aplicación  preferente,  por  tanto,  al  derecho 
común).  —T.  68.  p.  321. 

6.  Posesión.  —  La  autorización  que  por  su  ley  orgánica  tiene 
el  Banco  Hipotecario  Nacional,  para  tomar  posesión  del  bien 
hipotecado  en  los  casos  previstos  por  dicha  ley  y  por  el  con- 
trato de  préstamo,  lleva  en  sí  la  facultad  de  solicitar  de  la 
autoridad  competente  el  auxilio  de  la  fuerza  pública,  para 
obtenerla  sin  entorpecimiento.  —  T.  66,  p.  373  y  379. 

7.  — Puede  darse  al  Banco  Hipotecario  Nacional,  la  posesión 
del  inmueble  hipotecado  que  vendió  por  falta  de  cumpli- 
miento del  deudor,  sin  citación  y  audiencia  de  éste,  por 
haber  renunciado  en  la  escritura  de  préstamo  á  las  formas 
de  juicio  para  efectuar  la  venta  en  remate  de  la  finca  hi- 
potecada. La  circunstancia  de  alegarse  la  nulidad  de  la  ven- 
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ta, no  puede  trabar  el  procedimiento  del  Banco,  en  virtud  del 
artículo  65  de  su  ley  orgánica.  —  T.  78,  p.  192. 

8.  —  Ei  Banco  Hipotecario  Nacional  puede  pedir  el  auxilio  de 
la  fuerzapáblca  para  tomar  y  transmitir  la  posesión  de  los  in- 
muebles afectados,  y  que  ha  vendido  en  cumplimiento  de  su 
ley  orgánica  y  autorizado  por  contrato  celebrado  con  el  deu- 
dor ;  y  debe  acordársele  sin  necesidad  de  previa  audiencia 
de  éste  (art.  46  y  55,  ley  orgánica  de  dicho  Banco  ;  febrero  13 
de  1900,  Banco  Hipotecario  Nacional  v.  Morales). 

9.  —  Producido  el  caso  de  falta  de  cumplimiento  al  contrato 
de  préstamo  celebrado  con  el  Banco  Hipotecario  Nacional, 
puede,  á  su  pedido,  mandársele  dar  la  posesión  del  in- 
mueble hipotecado,  sin  juicio  previo  con  el  poseedor  del 
mismo.  (Mayo  26  de  1900,  Banco  Hipotecario  Nacional  v. 
Lemos.) 

10.  Remate  (aprobación  ó  nulidad).  — Ei  directorio  del 
Banco  Hipotecario  Nacional  no  puede  después  de  prestada 
la  aprobación  de  las  ventas,  anularlas  por  haberlo  resuelto 
así,  á  petición  del  deudor  hipotecario  (art.  1155,  Cód.  Civ.). 
—  T.  65,  p.  312. 

11.  —  Las  ventasen  remate  de  los  bienes  hipotecados,  hechas 
por  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  quedan  definitivas  una 
vez  prestada  la  aprobación  por  el  directorio  (art.  1200,  Cód. 
Civ.).  —  T.  65,  p.  312. 

12.  —  Es  nula  la  venta  efectuada  en  remate  por  orden 
del  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  con 
avisos  en  que  no  se  ha  anunciado  con  exactitud  et 
número  de  casas  puestas  en  venta,  ni  se  ha  expresado  la  ver- 
dadera situación  de  éstas.  (Esas  omisiones  importan  la  de 
una  formalidad  esencial  para  la  validez  del  remate,  y  causan 
su  nulidad  como  sucede  con  los  actos  jurídicos  á  los  cuales 
falta  alguna  formalidad  requerida  para  su  perfección,  según 
el  art.  1044,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  404. 

13.  La  resolución  general  dictada  por  el  directorio  del  Banco 
Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires^,  mandando 
sacar  á  remate  todos  los  centros  agrícolas  con  servicios  atra- 
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sados,  comprende  al  que,  en  esas  condiciones,  haya  manda- 
do vender  pororden  del  directorio,  el  presidente  del  mismo, 
que  tiene  el  encargo  de  hacer  cumplir  las  disposiciones  de 
aquél.  — T.  69.  p.  21. 

14.  —  El  Banco  Hipotecario  Nacional  que  ha  hecho  la  enaje- 
nación del  inmueble  hipotecado,  mediante  un  contrato  con- 
cluido, no  puede  por  actos  suyos  ulteriores,  celebrados  con 
su  antiguo  deudor,  menoscabar  los  derechos  adquiridos  por 
el  comprador  y  sustraerse  é  las  obligaciones  contraídas  con 
éste;  ni  dicho  deudor  puede  invocar  esos  actos  para  deducir 
tercería  de  dominio  (art.  1195  y  1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  75, 
p.  110. 

15.  —  La  prescripción  de  publicar  los  avisos  de  venta  por  un 
mes,  anunciados  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  queda 
cumplida  con  la  publicación  hecha  durante  el  término  de  un 
mes.  (Los  avisos  se  publicaron  desde  el  9  de  enero  inclusive 
al  8  de  febrero  también  inclusive).  —  T.  78,  p.  361. 

16.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  promovida  contra  el  Banco 
Hipotecario  Nacional  por  nulidad  de  la  venta  que  éste  ha 
practicado,  si  no  se  justifica  la  existencia  del  pacto  ó  conve- 
nio que  se  invoca  y  que  se  dice  ha  modificado  el  primitivo 
contrato  de  préstamo.  (Noviembre  7  de  1901,  Sociedad  Nue- 
va Chicago  V.  Banco   Hipotecario  Nacional.) 

17.  — Es  nulo  el  remate  praticado  por  orden  del  Banco 
Hipotecario  Nacional,  en  virtud  de  las  facultades  que  le 
acuerdan  su  ley  orgánica  y  el  contrato  de  préstamo  celebrado 

,con  el  deudor,  si  en  los  avisos  que  lo  anunciaban  se  asignaba 
al  inmueble  ofrecido  en  venta  y  afectado  por  el  préstamo,  una 
superficie  considerablemente  menor  de  la  que  le  correspon- 
de según  los  títulos  ;  y  el  comprador  en  el  remate  así  reali- 
zado, no  puede  oponer  este  acto  contra  el  deudor  (art.  1946, 
Cód.  Civ.  En  un  diario,  se  indicaba  como  superficie 
1241  metros  cuadrados,  y  en  otro  241  metros  también 
cuadrados,  cuando  la  escritura  de  la  hipoteca  expresaba  1944 
metros  cuadrados.  Tal  publicación  equivale  tanto  como  A 
omitir  el  aviso  correspondiente  y  no  habilita  al  Banco  para 
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la  venta  del  inmueble.   Diciembre   12  de  1904,  Rufener  v. 
Banco  Hipotecario  Nacional). 

18.  Suspensión.  —  La  demanda  interpuesta  contra  el  Banco 
Hipotecario  Nacional,  sobre  cumplimiento  de  venta  de  un 
inmueble,  no  autoriza  á  ordenar  que  el  Banco  se  abstenga  de 
todo  acto  tendente  á  vender  dicho  inmueble  y  á  d:tr  poseáón 
de  él  (art.  65,  Ley  orgánica  de  dicho  Banco).  —  T.  78,  p.  177. 

19.  Transferencia. —  £1  deudor  del, Banco  Hipotecario  Nacio- 
nal que  no  ha  cumplido  con  las  condiciones  á  que  fué  su- 
bordinada la  transferencia  de  la  deuda,  queda  responsable 
de  ésta  y  del  saldo  deudor  que  arroje  su  liquidación.  —  T. 
79,  p.  164. 

30.  —  La  enajenación  que  hagan  los  deudores  del  Banco  Hi- 
potecario Nacional,  no  extingue  la  obligación  que  tienen  de 
pagar  la  deuda  con  el  productodel  inmueble  hipotecado,  y  el 
excedente  que  quede  en  descubierto  con  sus  otros  bienes  (art. 
43,  ley  orgánica  de  dicho  Banco).  Para  que  quede  extingui- 
da esa  obligación,  es  necesario  que  el  Banco  consienta  en  la 
transferencia  de  ella  al  nuevo  propietario  (art.  814,  Gód.  Civ.; 
agosto  18  de  1900,  Gramajo  y  otros  v.  Banco  Hipotecario 
Nacional). 

21.  —  El  Banco  no  está  obligado  á  dar  el  consentimiento  para 
la  transferencia  de  la  deuda,  ni  á  ejecutar  el  inmueble  hipo- 
tecado en  un  término  dado,  y  tiene  derecho  para  ponerlo  en 
venta  con  la  reserva  de  aprobar  ó  desaprobar  el  remate. 
(Agosto  18  de  1900,  Gramajo  y  otros  v.  Banco  Hipotecario 
Nacional.) 

22.  —  Mientras  la  deuda  no  haya  sido  completamente  cubierta, 
es  el  nombre  de  los  que  contrajeron  el  préstamo  que  debe 
figurar  entre  los  que  adeudan  obligaciones  en  mora.  (Agosto 
18  de  1900,  Gramajo  y  otros  v.  Banco  Hipotecario  Nacional.) 

BANCO  NACIONAL. 

Véase  :  Contrato;  Delitos  comunes;  Intereses;  Justicia  federal 

Prescripción 

1.  —  El  Banco  Nacional  en  liquidación  puede  ejecutar  la  tota- 
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Hdadde  la  deuda,  cuando  el  deudor  ha  dejado  protestar  sus 
letras  y  no  da  garantías  suficientes.  —  T.  72,  p.  440. 

2.  —  Con  lo  dispuesto  en  el  artículo  lúdela  ley  n©  3037  queda  ter- 
minada la  cuestión  sobre  ejercicio  del  cargo  de  liquidadores 
del  Banco  Nacional,  á  que  se  refiere  la  ley  n®  2841 . — T.  73  ,p.  36. 

3.  —  La  ley  n<>  3037,  sobre  liquidación  del  Banco  Nacional,  no 
crea  privilegios  á  favor  de  éste  y  en  el  caso  de  quiebra  de  sus 
deudores,  no  le  sustrae  del  derecho  coman  vigente  en  los 
concursos;  y  habiéndose  aplicado  en  ellos  las  disposiciones 
de  la  Ley  de  Procedimientos  y  los  códigos  comunes^  la  Su- 
prema Corte  carece  de  facultad  para  corregir  los  errores  de 
interpretación  ó  aplicación  hecha  por  los  tribunales  locales. 
—  T.  73.  p.  69. 

4.  — Si  pendiente  la  ejecución  del  Banco  Nacional  por  pago  de 
amortización  é  intereses,  se  produce  el  caso  en  que  la  ley  n<> 
3037  autoriza  el  cobro  de  capital  é  intereses,  nada  obsta 
para  que  el  Banco  deduzca  este  pedido.  (Para  denegarlo,  no 
puede  invocarse  el  art.  3,  Cód.  Civ.,  porque  este  artículo  lo 
ampara  al  declarar  que  el  futuro  queda  bajo  el  imperio  déla 
ley).  —  T.  75,  p.  298. 

5.  —  En  las  deudas  al  Banco  Nacional  en  liquidación  que  se  ha- 
llen garantidas  con  hipotecarlas  letras  que  se  otorguen  por  los 
deudores  pueden  ser  expedidas  en  papel  simple,  cualquiera 
que  sea  el  valor  del  sello  pagado  por  la  constitución  de  la 
hipoteca  (art.  55,  inc.  7®,  Ley  de  Sellos  de  1899 ;  mayo  22  de 
1900,  Olmos  V.  Banco  Nacional). 

6.  —  El  Banco  Nacional  está  exceptuado  del  uso  de  papel  sellado 
en  las  gestiones  judiciales  que  promoviera  ante  los  tribuna- 
les nacionales.  (Junio  7  de  1900,  Marcó  del  Pont  v.  Banco  Na- 
cional.) 

BANCO  PROVmCLAX.. 

El  Banco  provincial  de  Santa  Fe  no  es  una  oficina  administra- 
tiva de  su  provincia,  sino  un  establecimiento  con  existencia 
autónoma;  y  probado  su  dominio  sobre  los  bienes  embarga- 
dos en  la  ejecución  contra  dicha  provincia,  debe  ordenarse 
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el  levantamiento  del  embargo.  (Febrero  1?  de  1900,  Banco 
Provincial  de  Santa  Fe  v.  Martínez  Furque.) 

BARRERAS. 

Véase :  Ferrocarril 

BIEN  GANANCIAL. 
No  puede  considerarse  ganancial,  el  inmueble  adquirido  des- 
pués de  la  disolución  del  matrimonio,  y  en  virtud  de  dere- 
chos conferidos  por  una  ley  sancionada  también  después  de 
la  disolución  del  matrimonio  (art.  4273,  Cód.  Civ.  ).  —  T. 
68,  p.  H3. 

BIENES  RESERVABLES. 
Los  bienes  reservables  á  favor  de  los  hijos  del  primer  matri- 
monio, son  los  heredados  de  alguno  de  ellos,  y  no  los  here- 
dados de  un  hijo  del  segundo  matrimonio  (art.  232,  Cód. 
Civ.;  marzo  45  de  4900,  Peña  de  Lefort  y  otros  v.  Banco 
Hipotecario  Nacional). 

BOSQUES. 
No  estando  suficientemente  averiguado  que  los  rollizos  manda- 
dos comisar  por  resolución  del  receptor  de  rentas,  hubiesen 
sido  extraídos  de  los  bosques  de  propiedad  nacional  existentes 
en  la  concesión  hecha  por  el  gobierno,  y  habiendo^  al  con- 
trario, elementos  que  tiendan  á  convencer  que  esa  extracción 
procede  de  bosques  de  propiedad  particular,  debe  revocarse 
dicha  resolución.  (Noviembre  40  de  4900,  Fisco  v.  Danieri). 

BUQUE. 

Véase  :  Abordaje;  Capitán;  Choque;  Daríos  y  perjuicios 

Embargo;  Justicia  federal 

Para  que  se  entienda  transmitida  la  propiedad  de  un  buque 
mayor  de  seis  toneladas,  es  necesario  documento  escrito  que 
se  haya  transcripto  en  el  registro  especial ;  y  sin  ese  requisi- 
to no  es  admisible  la  tercería  de  dominio  que  se  deduzca  en  la 
ejecución  contra  aquél  (art.  859,  Cód.  Com. ;  noviembre  30  de 
4904,  Bagalsiaga  v.  Juel,  Martínez  y  C»). 
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CADUCIDAJD. 

Véase :  Letra  de  cambio 
CALUMNIA. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios 

CAPELLAITÍAS. 

Declarado  por  auto  de  juez  compete;[ite,  el  metropolitano  de 
Buenos  Aires,  patrono  de  las  capellanías,  cuyos  réditos  han 
sido  liquidados  por  la  oficina  del  crédito  público  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  y  se  hallan  en  depósito  en  dicha  ofi- 
cina, debe  considerarse  exigibie  por  el  patrono  el  importe  de 
la  liquidación  (art.  5  y  6,  Ley  de  dicha  prov.  de  44  de  julio 
de  4857  ;  julio  28  de  4900,  el  Arzobispo  v.  provincia  de  Bue- 
nos Aires). 

CAPITALIZACIÓN. 

Véase  :  Intereses 

CAPITÁN. 

4.  —  La  protesta  del  capitán,  relativa  á  las  averías  de  la  carga, 
hecha  en  otro  puerto  que  el  de  su  llegada  y  sin  las  forma- 
lidades legales,  no  tiene  valor  (art.  839  y  927,  Cód.  Com.). 
—  T.67.  p.  448. 

2.  —  No  puede  atribuirse  á  las  manifestaciones  del  capitán,  he- 
chas en  la  protesta  de  un  siniestro,  una  fuerza  probatoria 
tan  absoluta,  que  baste  por  sí  sola  á  establecer  la  verdad  de 
un  hecho,  máxime  cuando  el  hecho  puede  entrañar  respon- 
sabilidades para  el  capitán  protestante.  — T.  67,  p.  499. 

3.  —El  capitán,  como  depositario  déla  carga,  es  responsable 
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de  ella  desde  que  la  recibe,  y  está  obligado  á  entregarla  á  su 
dueño  ó  al  que  lo  represente,  ó  á  ponerla  á  disposición  de 
la  autoridad  judicial  del  lugar;  y  por  la  que  haya  dejado  de 
entregar  debe  indemnizar  su  Aalor,  ó  el  que,  en  defecto  de 
prueba,  fije  el  tribunal  (art.  918  y  960,  Cód.  Com.;  art.  1083, 
H09y  41<9,Cód,Civ.). -T.81,  p.  407. 

CARGA. 
£1  hecho  de  habei*se  cargado  la  madera  sobre  la  cubierta  del 
buque,  no  basta  para  comprobar  mal  arrumaje  de  la  carga, 
ñique  él  haya  sido  la   causa  eficiente  del  naufragio.  —  T. 
67,  p.  499. 

CARGO. 

Véase  :  Apelación 

1.  —  Cuando  no  se  expresa  razón  suficiente  que  justifique  la 
presentación  de  un  escrito  A  otro  escribano  que  no  sea  se- 
cretario del  juzgado,  no  puede  considerarse  válido  el  cargo 
puesto  por  aquél.  —  T.  64,  p^  327. 

2.  —  No  debe  denegarse  la  apelación  si  el  escrito  en  el  cual  se 
interpone  ha  sido  presentado  en  el  último  día  hábil  á  un  es- 
cribano, dándose  en  el  cargo  puesto  la  razón  de  hallarse  ce- 
rrada la  oficina  del  secretario  é  ignorarse  su  domicilio  par- 
ticular, y  si,  con  el  citado  cargo,  se  ha  presentado  á  la 
secretaría  en  el  día  inmediatamente  siguiente,  á  primera  hora 
del  despacho.  —  T.  82,  p.  30. 

3.  —  No  puede  considerarse  válido  el  cargo  puesto  por  un  es- 
cribano de  provincia, 'sin  razón  suficiente  que  justifique  la 
presentación  á  él  del  escrito  relativo,  y  la  demora  en  pre- 
sentarlo al  juez  de  la  causa.  (Agosto  21  de  4900,  Cousirat  v. 
Sessarego.) 

CASO  FORTUrrO. 
Las  lluvias  torrenciales  y  prolongadas  son  acontecimientos  que 
han  podido  y  debido  preveerse  por  entrar  en  el  curso  ordi- 
nario de  la  naturaleza,  lo  que  hace  que  no  se  trate  de   un 
caso  fortuito,  según  la  definición  del   artículo  514,   Código 
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ClvíI,  máxime  cuando  no  se  demuestra  que  las  expresadas 
lluvias  merezcan  la  clasificación  de  anormales.  —  T.  69 
p.  131. 

CAUCIÓN. 

Véase  :  Excarcelación;  Marca  de  fábrica;  Patente  de  invención 

CAUDALES  PÚBLICOS. 

Véase  :  Malversación;  Robo 

CAUSA. 
Es  de  derecho  que  la  causa  en  las  obligaciones  se  presume 
que  existe  mientras  el  deudor  no  pruebe  lo  contrario,  y  que 
la  obligaciones  válida  aunque  la  causa  expresada  en  ella  sea 
falsa,  si  se  funda  en  otra  causa  verdadera  (art.  500  y  501, 
Cód.  Civ.  ;  diciembre  21  de  1901,  Bermejo  v.  Mallman). 

CAUSAS  COMERCIALES. 

Véase  :  Ministerio  de  menores 

Las  disposiciones  generales  del  Código  Civil,  sólo  se  aplican  en 
asuntos  mercantiles,  cuando  el  Código  de  Comercio,  en  ma- 
teria de  su  resorte,  no  ha  estatuido  especialmente  (art.  1, 
tít.  preliminar,  Cód.  Cora.).  —  T.  63,  p.  105. 

CAUSAS  CRIMINALES. 

Véase  :  Prueba  ;  Testiyos 

1 .  —  Dictado  el  auto  de  prisión  y  paralizado  el  proceso  por  re- 
beldía del  acusado,  no  puede  reabrirse  y  terminarse  la  cau- 
sa, mientras  éste  no  se  presente,  sin  que  sean  admisibles  á 
ese  efecto,  ni  aún  ofreciendo  el  pago  de  la  pena  pecuniaria, 
solicitudes  de  procurador  (art.  150,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T. 
64,  p.  185. 

2.  —  La  sentencia  no  apelada  por  el  procesado,  no  puede  ser 
modificada  en  cuanto  á  la  pena  que  le  impone  —  T.  65, 
p.  381. 

3.  — En  las  causas  criminales  concluidas  por  sentencia  pa- 
sada en  cosa  juzgada,  no  procede  la  reapertura  del   proceso 
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aQteel  juez  federal,  no  invocándose  alguno  de  los  casos  pre- 
vistos por  el  articulo  551 4  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal.— T.  65,  p.  403. 

CAUSAS  DE  MENOR  CUANTÍA. 

Véase  :   Apelación 

CENTRO  AGRÍCOLA. 
La  obligación  impuesta  á  los  concesionarios  de  centros  agrí- 
colas, por  la  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  no 
poder  ceder  sus  derechos  sin  consentimiento  previo  y  ex- 
preso del  poder  ejecutivo,  no  crea  una  nueva  causa  que  in- 
valide las  enajenaciones  de  la  propiedad  regidas  por  la  ley 
civil.  —  T.  73,  p.  159. 

CESIÓN  DE  BIENES. 

Véase :  Competencia 

CESIÓN  DE  CRÉDITOS. 

Véase  :  Justicia  federal 

1 .  —  El  cesionario  que  ha  pedido  la  extracción  y  entrega  de 
fondos  depositados  en  el  Banco,  y  lo  ha  conseguido  en  el 
concepto  de  pertenecer  á  los  deudores  de  su  cedente,  se 
halla  en  la  obligación  de  restituirlos  al  Banco  con  los  in- 
tereses, si  resulta  que  dichos  fondos  pertenecen  en  todo  ó 
en  su  mayor  parte  á  un  tercero.  —  T.  77,  p.  41. 

2.  —  La  venta  hecha  después  de  haberse  declarado  por  sen- 
tencia firme  que  el  inmueble  vendido  no  pertenece  al  ena- 
jenante, no  puede  tener  por  obligación  la  transmisión  de  la 
propiedad,  sino  la  de  los  derechos  que  puedan  correspon- 
derle  derivados  de  la  cosa  (art.  24B3,  inc.  5»,  Cód.  Civ.)  —  T. 
81 ,  p.  338. 

3.  —  La  cesión  de  un  crédito,  que  dejando  en  todo  su  vi- 
gor el  embargo  preventivo  trabado  sobre  él  por  un  acree- 
dor, es  válida  v  transfiere  el  crédito  del  cedente  al  cesiona- 
rio,  pasando  á  éste  en  las  condiciones  que  existía  respecto 
de  aquel  (art.  1174,  1465  y  3270,  Cód.  Civ.;  mayo  14  de  1901, 
Molino  Torres  v.  Morandé). 
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4.  —  El  poder  otorgado  al  abogado  con  posterioridad  á  la 
cesión  hecha  á  su  favor,  y  la  intervención  en  el  juicio, 
también  posterior  á  la  cesión,  del  mismo  abogado,  hace 
inaplicable  la  disposición  del  articulo  444S,  Código  Civil 
de  4901.  (Julio  2  de  4901,  Da  Silva  v.  €  Commercial  Unión 
Asurance  Company».) 

5.  —  La  cesión  de  un  pagaré^  hecha  después  de  estar  embar- 
gado el  crédito,  no  surte  efecto  en  perjuicio  de  ese  em- 
bargo, y  el  título  del  cesionario  es  inhábil  para  demandar  su 
pago(art.  1459,  1465  y  1468,  Cód.  Civ;  Agosto  4  de  1901, 
Castaños  v.  E.  A.  de  Capdevila). 

CHOQUE. 

Véase  :  Abordaje;  Justicia  federal 

4.  —  £1  sumario  promovido  y  terminado  á  los  cinco  días  des- 
pués del  choque^  ante  la  subprefectura  marítima  del  lugar, 
hace  improcedente  la  cuestión  sobre  si  para  admitir  la  ac- 
ción de  daños,  ha  debido  ó  no  realizarse  la  protesta  preve- 
nida por  el  articulo  1 268,  Código  de  Comercio.— T.  69,  p.  321 . 

2.  —  Probada'  la  culpa  del  buque  en  el  choque  ocurrido,  su 
propietario  es  responsable  de  los  daños  causados  con  mo- 
tivo de  la  colisión,  de  la  que  resultó  el  actor  con  una  pier- 
na destrozada  (art.  1262,  Cód.  Com.;  art.  1109  y  4443,  Cód. 
Civ.  En  el  caso  hubo  falta  de  observancia  á  los  reglamentos 
y  disposiciones  sobre  luces  en  los  buques).  —  T.  69,  p.  321. 

CIRCULACIÓN  DE  BILLETES  FALSOS  (a). 

Véase  :  Excarcelación;  Reincidencia;  Hetroactividad 

Tentativa 

1 .  —  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  le- 
gal puede  ser  castigado  con  arreglo  á  la  ley  penal  de  i  4  de 
septiembre  de  4863  (art.  62),  con  cuatro  años  de  trabajos  for- 
zados y  mil  quinientos  pesos  de  multa  (art.  30,  ley  de  4  de 
noviembre  de  4887).  —  T.  63,  p.  54 . 

(a)  Bebe  tenerse  presente  que  la  ley  a*  3992,  de  17  de  noviembre  de  1900,  ha 
aumentado  la  penalidad  de  este  delito. 
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2.  —  El  delito  de  circular  billetes  de  curso  legal  falsos,  es 
pasible  de  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos  for- 
zados y  multa  de  2750  pesos  fuertes.  Al  encubridor  de 
dicho  delito,  es  aplicable  la  pena  de  seis  y  medio  meses  de 
arresto  (art.  62,  Ley  Penal ;  art.  42  y  43,  Cód.  Pen.)  —  T. 

66,  p.  192. 

3.  —  Es  justa  ia  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos  for- 
zados y  multa  de  2750  pesos  fuertes^  impuesta  al  reo  con- 
victo V  confeso  del  delito  de  circulación  de  billetes  falsos 
del  Banco  de  la  Nación  (art.  63,  Ley  Penal;  Ley  n®  2216). 

—  T.  67,  p.  340. 

4.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal 
se  halla  sometido  á  las  penas  establecidas  por  la  Ley  de  14 
de  septiembre  de  1863  (art.  30,  Ley  de  bancos  garantidos). 

—  T.  68,  p.  387. 

5.  —  El  delito  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos, 
es  pasible  de  la  pena  sancionada  por  el  artículo  62  de  la 
ley  penal.  — T.  69,  p.  169. 

6.  — No  existiendo  pruebas  del  delito  y  resultando  la  presun- 
ción contraria  á  la  intención  de  cometer  éste,  debe  absol- 
verse á  los  procesados  de  culpa  y  cargo  (art.  6,  Cód.  Pen.; 
art.  13,  Cód.  Proc.  Crim.)  —  T.  69,  p.  246. 

7.  —  No  hay  delito  en  la  circulación  de  billetes  de  curso 
legal  falsos,  si  las  constancias  de  autos  permiten  presumir 
que  no  se  tuvo  conocimiento  de  la  falsedad  (art;  13,  Cód. 
Proc.  Crim.)  —  T.  69,  p.  284. 

8.  —  La  circulación  fraudulenta  de  billetes  falsos,  hace  pasi- 
ble al  inculpado  de  la  pena  sancionada  por  el  artículo  62, 
ley  penal.  —  T.  70,  p.  80. 

9.  —  La  circulación  á  sabiendas  de  billetes  de  curso  legal 
falsos,  hace'pasible  á  su  autor  de  la  pena  de  trabajos  for- 
zados y  multa.  El  expendio  de  los  mismos  después  de  ad- 
quiridos de  buena  fe,  se  castiga  con  la  multa  del  triple  de 
su  valor  (art.  62  y  63,  Ley  Pen.).  —  T.  70,  p.  160. 

10.  —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos,  que 
han  sido  adquiridos  de  buena  fe,  se  castiga  con  multa  del 
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triple  de  su  valor  (art.   63,   Ley  Pén.).  —  T.  70,  p.  174. 

11. —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos  sin 
circunstancias  atenuantes,  tiene  la  pena  de  cinco  años  y 
medio  de  trabajos  forzados  (art.  62,  Ley  Pen.),  debiendo 
la  computación  de  la  pena  preventiva  hacerse  á  razón  de 
dos  días  de  ésta  por  uno  de  trabajos  foi*zados  (art.  93,  Ley 
Pen.).  —  T.  71,  p.  214. 

12.  —  Si  de  los  hechos  y  circunstancias  del  proceso  resultala 
presunción  de  que  el  que  ha  circulado  ios  billetes  falsos  los 
recibió  sin  conocimiento  de  su  falsedad,  y  no  existen  en 
autos  elementos  demostrativos  de  ese  conocimiento  cuando 
los  circuló,  aquella  presunción  debe  extenderse  al  hecho  de 
la  circulación  y  absolverse  al  acusado.  —  T.  71,  p.  335. 

13. — Demostrada  la  comisión  del  delito  de  circulación  de  bille- 
tes de  banco  falsos,  corresponde  aplicar  la  pena  prescripta 
en  el  articulo  62  de  la  ley  nacional  penal,  computándose  la 
prisión  sufrida  á  razón  de  dos  días  de  ésta  por  uno  de  tra- 
bajos forzados,  con  arreglo  á  la  doctrina  que  surge  del  ar- 
tículo 92  de  la  citada  ley.  —  T.  71,  p.  430. 

14.  —  Debe  absolverse  de  culpa  y  cargo  al  que  ha  circulado 
un  billete  de  curso  legal  falso,  si  no  resulta  que  haya  tenido 
conocimiento  déla  falsedad.  —  T.  72,  p.  15. 

45.  —  No  habiéndose  comprobado  el  delito  imputado,  procede 
la  absolución  de  todo  cargo.  —  T.  72,  p.  144. 

16.  —  El  delito  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos 
sin  circunstancias  agravantes  ni  atenuantes,  debe  ser  penado 
con  cinco  años  y  medio  de  trabajos  forzados  y  2750  pesos 
fuertes  de  multa  (art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  73,  p.  141. 

17.  —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos^  es  delito 
previsto  y  penado  por  la  ley  nacional  penal,  y  probada  su  eje- 
cución y  la  persona  de  su  autor,  debe  aplicarse  la  pena  del 
artículo  62  de  dicha  ley.  —  T.  73,  p.  223. 

18.  —  La  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal,  hace 
pasibles  á  los  reos  de  la  pena  establecida  por  el  artículo  62, 
(Ley  Pen.),  con  descuento  de  laprisión  sufrida  á  razón  de  dos 
días  de  ésta  por  uno  de  trabajos  forzados,  de  conformidad 
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á  la  doctrina  del  artículo  92,  ley  citada.  —  T.  73,  p.  307. 

19.  —  Corresponde  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forza- 
dos, y  quinientos  pesos  de  multa,  al  reo  convicto  del  delito 
de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos  (art.  62,  Ley 
Pen.).  —  T.  74,  p.  59. 

20.  —  La  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  focados,  y  quinien- 
tos pesos  de  multa  es  el  mínimum  que  la  ley  establece  con- 
tra el  delito  de  circulación  de  moneda  de  curso  legal  falsa 
(art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  74,  p.  283. 

21.  —  No  estando  probado  el  hecho  de  la  circulación,  á  sabien- 
das, de  billetes  falsos,  falta  la  prueba  de  la  realización  del 
hecho  criminal,  y  no  puede  haber  lugar  á  condena.  —  T.  74, 
p.  406. 

22.  —  En  las  causas  por  circulación  de  billetes  falsos  de  curso 
legal,  debe  absolverse  al  procesado  si  no  consta  que  tuvo 
conocimiento  de  la  falsedad.  —  T.  75,  p.  492. 

23.  —  La  entrega  en  pago  y  recibo  verificado  en  el  país  de  bi- 
lletes de  curso  legal  á  sabiendas  de  su  falsedad,  remitidos 
después  para  su  expendio  en  país  extranjero,  importa  el  de- 
lito de  circulación  de  dichos  billetes  y  su  autor  es  pasible 
de  la  pena  del  artículo  62,  Ley  Penal.  —  T.  75,  p.  496. 

24.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos  es 
pasible  déla  pena  de  cinco  anos  y  medio  de  trabajos  forza- 
dos, y  2750  pesos  fuertes  de  multa;  y  el  cómplice  de  la  de 
dos  años  de  prisión  (art.  62,  Ley  Pen.;  art.  6,  33,  inc.  4»,  y 
34,  inc.  4s  Cód.  Pen.).  —  T.  75,  p.  252. 

2o.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos,  es 
pasible  de  la  pena  prevista  en  el  artículo  62  de  la  ley  nacio- 
nal penal.  —  T.  76,  p.  436. 

26.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal, 
no  existiendo  circunstancias  atenuantes  ni  agravantes,  debe 
ser  castigado  con  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos 
forzados  y  multa  de  2750  pesos,  computándose  la  prisión 
sufrida  á  razón  de  dos  días  por  uno  de  trabajos  forzados 
(art.  62  y  92,  Ley  Pen. ;  art.  52,  Cód.  Pen.).  —  T,  76,  p. 
157. 
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i7.  —  Es  justa  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos  for- 
zados y  multa  de  2750  pesos  fuertes,  impuesta  al  reo  de 
circulación  de  billetes  falsos  del  Banco  de  la  Nación  (art.  62, 
Ley  Pen.).  —  T.  77,  p.  233. 

28.  —  Si  de  las  constancias  de  autos  no  resulta  probada  la  ad- 
quisición con  buena  fe,  ni  la  circulación  del  billete  con  igno- 
rancia de  su  falsedad,  la  pena  sancionada  por  el  artículo  63 
de  la  ley  nacional  penal,  impuesta  por  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  consentida  por  el  ministerio  fiscal,  no  causa 
agravio  al  procesado.  —  T.  77,  p.  270  y  274. 

29.  —  No  habiéndose  consumado  el  delito  intentado,  la  pena 
que  corresponde  debe  ser  aplicada  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  inciso  2°,  artículo  12,  Código  Penal.  —  T.  77,  p.  425. 

30.  —  Corresponde  la  pena  de  multa  del  tanto  al  triple,  al  que, 
habiendo  adquirido  de  buena  fe  un  billete  falso,  lo  pone  en 
circulación  con  conocimiento  de  su  falsedad  (art.  63,  Ley 
Pen.).  —  T.  79,  p.  253. 

31.  —  La  entrega  de  dos  billetes  talsos,  aunque  se  haya  tenido 
la  intención  de  entregar  uno  solo,  constituye  el  delito  de 
circulación  ó  expendio  á  que  se  refiere  el  articulo  62,  Ley 
Penal,  y  hace  pasible  á  su  autor  de  la  pena  en  él  determinada 
(art.  6,  Cód.  Pen.).  —  T.  79,  p.  338. 

32.  —  La  adquisición  de  un  billete  de  curso  legal  á  sabiendas 
de  su  falsedad,  hace  pasible  á  su  autor  de  la  pena  de  cuatro 
años  de  trabajos  forzados  y  de  una  multa  de  500  pesos  fuer- 
tes (art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  79,  p.  347. 

33.  —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos,  hace 
pasible  á  su  autor  de  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  tra- 
bajos forzados  y  2750  pesos  fuertes  de  multa,  y  al  cómplice 
en  primer  grado  de  la  de  dos  años  de  prisión  (art.  62,  Ley 
Pen.;  art.  33,  inc.  3%  y  34,  inc.  4s  Cód.  Pen.).  —  T.  80, 
p.  342. 

34.  —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos  hace  pa- 
sible á  su  autor  de  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  for- 
zados y  500  pesos  fuertes  de  multa,  y  al  cómplice  en  primer 
grado,  de  la  de  dos  años  de  prisión  (art.  6,  33,  inc.  3o,  34, 

T.  III  B 
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inc.  4°,  y  49,  Cód.  Pen. ;  art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  80,  p.  431. 

35.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  debe  ser  conde- 
nado á  la  pena  señalada  por  el  articulo  62,  I.ey  Penal.  —  T. 
80,  p.  265. 

36.  —  La  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos,  hace 
pasible  al  reo  de  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos 
forzados  y  multa  de  2750  pesos  (art.  6,  Cód.  Pen. ;  art.  62, 
Ley  Pen.).  —  T.  81,  p.  76. 

37.  —  Resuelta  en  favor  del  procesado  la  duda  sobre  si  se 
trata  de  la  tentativa  del  delito  de  circulación  de  billetes  de 
curso  legal  falsos,  ó  del  delito  consumado,  y  no  habiéndose 
interpuesto  apelación  por  el  ministerio  fiscal,  procede  la 
confirmación  de  la  sentencia  que  impone  la  pena  de  dos 
años  y  nueve  meses  de  trabajos  forzados  y  multa  de  4375 
pesos  fuertes.  —  T.  81^  p.  209, 

38.  —  La  circulación  de  un  billete  de  curso  legal  falso,  á  sa- 
biendas de  la  falsedad,  pero  adquirido  de  buena  fe,  debe 
ser  castigada,  como  término  medio,  con  la  multa  del  doble 
de  su  valor  (art.  63,  Ley  Pen.;  art.  52,  Cód.  Pen.).  — T.  81, 
p.  380  y  386. 

39.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos,  es 
pasible  de  la  pena  de  cuati*o  años  de  trabajos  forzados  y  500 
pesos  de  multa,  y  el  cómplice  en  segundo  grado,  déla  de  un 
año  de  prisión  (art.  62,  Ley  Pen. ;  art.  37,  inc.  3°,  Cód.  Pen.; 
noviembre  21  de  1899,  causa  v.  Resteli  y  Pistoni). 

40.  —  No  habiendo  sido  apelada  la  sentencia  que,  al  reo  del  de- 
lito de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal,  impone 
la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  multa  de  500 
pesos,  debe  confirmarse  (art.  62,  Ley  Pen.;  febrero  15  de 
1900,  causa  V.  Blanco  y  otros). 

41.  —  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos,  ejecutado  en 
complot,  debe  ser  castigado  con  arreglo  al  artículo  62  de  la 
ley  penal,  teniéndose  presente  para  la  graduación  de  la  pena 
lo  dispuesto  en  los  artículos  26  y  52,  Código  Penal,  corres- 
pondiendo á  los  jefes  de  aquel  el  máximen  de  la  pena.  (Fe- 
brero 15  de  1900,  causa  v.  Marcoti,  BuíTa  y  otros.) 
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42.  —  No  existiendo  más  datos  contra  el  procesado  que  la  de- 
claración del  denunciante  y  la  ocultación  de  su  verdadero 
nombre  en  las  primeras  diligencias  del  sumario,  debe  dic- 
tarse sentencia  absolutoria.  (Junio  23  de  1 900,  causa  v.  Cha- 
pi  y  Ferrando.) 

43.  —  Si  el  acusado  de  circulación  de  billetes  falsos  ha  sido 
absuelto  de  culpa  y  cargo,  no  puede  legalmente  considerarse 
producto  de  la  circulación  el  dinero  secuestrado  en  su  poder, 
y  por  consiguiente,  no  puede  hacerse  entrega  de  él  al  dam- 
nificado. (Junio  26  de  1900,  causa  v.  Moreno.) 

44.  —  Probado  el  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de 
curso  legal,  corresponde  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de 
trabajos  forzados  y  multa  de  2750  pesos  fuertes  (art.  62,  Ley 
Pen.  ;  julio  7  de  4 900,  causa  v.  Echeverría). 

45.  —  No  existiendo  circunstancias  agravantes  ni  atenuantes, 
corresponde  imponer  el  término  medio  de  la  pena  estable- 
cida por  la  ley  para  el  delito.  (Agosto  11  de  1900,  causa  v. 
Biancarli  y  otro.) 

46.  — Probada  la  falsedad  de  los  billetes  circulados,  se  pre- 
sume la  voluntad  criminal  en  la  circulación,  cuando  no  re- 
sultan presunciones  contrarias  de  las  circunstancias  parti- 
culares de  Id  causa;  y  debe  aplicarse  la  pena  del  artículo  62, 
ley  penal,  de  acuerdo  con  el  artículo  52^  Código  Penal.  (Agos- 
to 25  de  1900,  causa  v.  García  y  otros.) 

47. —  No  existiendo  agravantes  ni  atenuantes,  corresponde  al 
delito  de  circulación  de  billetes  falsos  el  término  medio  de 
la  pena  establecida  por  el  artículo  62,  Ley  Penal  (art.  52,  Cód, 
Pen.  ;  septiembre  4  de  1900,  causa  v.  Rotha). 

48.  —  No  existiendo  prueba  bastante  de  que  el  billete  falso 
circulado  haya  existido  en  poder  del  procesado,  procede  su 
absolución  definitiva.  (Septiembre  4  de  1900^  causa  v.  Dou- 
rrísboure.) 

49.  —  La  circulación  de  billetes  falsos  con  conocimiento  de  su 
falsedad,  pero  adquiridos  de  buena  fe,  no  existiendo  ate- 
nuantes ó  agravantes,  debe  ser  castigada  con  el  término 
medio  de  la  pena  señalada  en   el  artículo  63  de  la]  Ley 
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Penal.  (Septiembre  18  de  4900,  causa   v.   Fossi  y  otros.) 

50.  —  Las  declaraciones  de  testigos  contradictorias  sobre  pun- 
tos de  importancia,  no  autorizan  la  condenación  del  proce- 
sado contra  quien  sólo  existen  presunciones,  sin  el  carácter 
de  plena  prueba  (art.  13,  Cód.  Proc.  Crim. ;  septiembre  18  de 
1900,  causa  v.  Alarcone). 

51.  —  Aunque  con  arreglo  á  las  constancias  de  autos,  pu- 
diera decirse  que  el  delito  perpetrado  por  el  procesado  ha 
pasado  de  la  tentativa  á  la  circulación  realizada,  la  sentencia, 
que  impone  la  pena  correspondiente  á  la  primera,  no  puede, 
ser  modificada  en  sentido  desfavorable,  si  ha  sido  consentida 
por  el  ministerio  fiscal.  (Noviembre  15  de  1900,  causa  v. 
Moinanoy  otros.) 

52.  —  La  sentencia  que  condena  á  los  procesados  al  mínimum 
de  la  pena  señalada  en  el  artículo  6S^  Ley  Penal,  no  obstante 
que  por  las  proporciones  y  forma  con  que  han  ejecutado  la 
circulación,  merecieran  pena  mayor,  no  puede  ser  modificada 
si  el  ministerio  fiscal  ia  ha  consentido  (art.  693,  Cód.  Proc. 
Crim.;  noviembre  15  de  1900,  causa  v.  Tuninetti  y  Molineris). 

53.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal 
debe  ser  castigado  con  la  pena  señalada  en  el  artículo  62, 
Ley  Penal.  (Mayo  9  de  1901,  causa  v,  Santiago  Cádiz.) 

54.  —  £1  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  está  sujeto  á  la 
pena  del  artículo  62,  Ley  Penal,  que  debe  serle  aplicada  en 
su  término  medio  dadas  las  proporciones  y  circunstancias 
que  han  acompañado  á  aquella.  (Julio  4  de  1901,  causa  v. 

'    Landerdale.) 

55.  —  Demostrada  la  falsedad  de  los  billetes  y  su  circulación, 
debe  aplicarse  la  pena  del  artículo  62  de  la  ley  penal.  (Julio 
11  de  1901,  causa  v.  Dellorfano.) 

56.  —  Consentida  la  sentencia  que  impone  al  procesado  la  pena  . 
de  la  tentativa,  no  obstante  de  tratarse   de  la  circulación  I 
efectiva,  y  no  habiendo  el  defensor  de  aquél  expresado  agra- 
vios, dicha  pena  no  puede  serle  modificada  en  sentido  des- 
favorable. (Agosto  3  de  1901,  causa  v.  Limini.) 

57.  —  En  la  ejecución  de  hechos  clasificados  de  delitos  se  pre- 
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súmela  voluntad  criminal,  á  no  ser  que  resulte  una  presun- 
ción contraria  de  las  circunstancias  particulares  de  la  causa, 
y  no  puede  decirse  que  exista  esta  última  cuando  consta  la 
adquisición  de  billetes  falsos,  con  conocimiento  de  su  false- 
dad y  al  objeto  de  circularlos  (art.  6,  Cód.  Pen. ;  agosto  S  de 
4901,  causa  v.  Linimi). 

58.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal, 
debe  ser  condenado  á  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  tra- 

.  bajos  forzados  y  multa  de  2750  pesos  (art,    62,  Ley  Pen. ; 
agosto  6  de  4901,  causa  v.  Novotti  y  otros). 

59.  — Justificada  la  falsedad  de  los  billetes  y  su  circulación 
por  los  procesados,  debe  aplicárseles  la  pena  del  artículo  62, 
Ley  Penal.  (Agosto  22  de  1901,  causa  v.  Bergese  y  otros.) 

60.  — La  circulación  de  billetes  falsos  adquiridos  de  buena  fe, 
verificada  con  conocimiento  de  su  falsedad,  estando  aquella 
probada  en  virtud  de  las  constancias  de  la  causa  y  sin  que  re- 
sulte una  presunción  contraria  ala  prevista  por  el  articulo  6, 
Cód.  Pen.,  debe  ser  castigada  con  la  pena  señalada  en  el  arti- 
culo 63,  Ley  Penal.  (Octubre  17  de  1901,  causa  v.  Campins.) 

61 .  —  Probada  la  falsedad  de  los  billetes  y  su  circulación,  sin 
que  las  constancias  de  la  causa  demuestren  una  presunción 
contraria  á  la  intención  crimina]  y  corroboren  más  bien  la 
existencia  de  ésta,  debe  confirmarse  la  sentencia  que  impone 
el  mínimum  de  la  pena  señalada  por  la  ley  número  3972,  ar- 
tículos 4  y  7,  si  ella  ha  sido  consentida  por  el  ministerio  fis- 
cal. (Octubre  17  de  1901,  causa  v.  Fernández.) 

62.  —  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  Banco  está 
previsto  y  penado  por  el  artículo  62,  Ley  Penal.  (Noviembre 
30  de  1901,  causa  v.  Castello.) 

63.  —  Cuando  la  duda  sobre  si  el  delito  imputado  al  procesado 
cae  dentro  del  artículo  primero  ó  del  artículo  cuatro,  ley 
3972,  ha  sido  resuelta  por  la  sentencia  del  inferior  en  sentido 
favorable  á  aquel,  y  ésta  ha  sido  consentida  por  el  ministerio 
fiscal,  no  es  permitido  agravar  la  pena  que  impone  haciendo 
aplicación  del  artículo  4  citado.  (Diciembre  5  de  1901,  causa 
V.  Malaberti.) 
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64.  —  El  reo  de  circulación  de  billetes  falsos,  que  de  autos 
no  resultan  adquiridos  de  mala  fe,  efectuada  con  conoci- 
miento de  su  falsedad  y  reiteradas  veces  contra  diversas 
personas,  es  pasible  de  la  pena  de  seis  años  de  penitencia- 
ría y  de  multa  del  décuplo  del  valor  de  los  billetes  (art.  85, 
Cód.  Pen.;  art.  4,  ley  3972;  diciembre  19  de  Í901,  causa  v. 
Maradez). 

65.  —  Justificada  la  circulación  de  un  billete  falso  de  400  pe- 
sos, sin  haberse  comprobado  que  el  procesado  lo  adqui- 
riera de  buena  fe,  éste  es  pasible  de  la  pena  de  diez  años  de 
presidio  y  mil  pesos  de  multa,  de  conformidad  al  artículo 
4,  ley  3972.  (Diciembre  19  de  1904,  causa  v.  Tadey.) 

66.  —  El  tenedor  de  billetes  falsos,  que  los  ha  recibido  sin 
conocer  su  falsedad^  y  que  los  ha  circulado  en  diversas  oca- 
siones con  conocimiento  de  dicha  falsedad,  es  pasible  de 
la  pena  de  cinco  años  de  penitenciaria  y  de  una  multa  equi- 
valente al  décuplo  del  valor  de  los  billetes  (art.  6  y  52, 
Cód.  Pen.;  art.  4  y  7,  Ley  3972;  diciembre  24  de  4904, 
causa  v.  Ferrari  y  otro). 

67.  —  El  que  ha  circulado  billetes  falsos  con  conocimiento  de 
su  falsedad  en  el  acto  de  la  circulación  y  cuando  los  recibió 
para  circularlos,  es  pasible  de  la  pena  de  47  años,  seis  meses 
de  presidio  y  multa  de  cinco  mil  pesos,  con  los  accesorios 
establecidos  en  el  artículo  44,  ley  3972.  (Abril  5  de  4  902, 
causa  V.  Prina.) 

68.  —  El  reo  convicto  y  confeso  de  circulación  de  billetes  fal- 
sos, que  resulta  ser  reincidente  por  haber  sido  condenado 
antes  por  el  mismo  delito,  es  pasible  de  la  pena  de  25  años 
de  presidio  y  diez  pesos  de  multa,  ó  sea,  el  máximum  de  la 
señalada  en  el  articulo  4  de  la  ley  3972  (art.  42,  id.;  abril 
8  de  4902,  causa  v.  Marcollió  Malcona). 

CIRCULACIÓN  DE  MONEDA  FALSA  (a). 
A  la  circulación  de  la  moneda  falsa  de  nikel  de  curso  legal, 

(o)  Por  la  ley  3972,  de  17  de  noviembre  de  1900,  este  delito  tiene   mayor 
pena. 
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debe  aplicársele  la  pena  que  la  ley  impone  á  la  circulación 
de  la  moneda  falsa  de  cobre  (art.  60,  Ley  Pen.).  —  T.  75, 
p.  58. 

CIRCUNSTANCIA  AGRAVANTE. 

Véase:  Circulación  de  billetes  falsos ;  Homicidio :  Hurto 

Lesiones;  Tentativa 

La  circunstancia  de  ser  empleado  no  puede  considerarse  como 
agravante,  cuando  es  caliñcativa  del  delito  cuya  pena  tiene 
que  aplicarse  (art.  52,  Ley  Pen.).  —  T.  70,  p.  439. 

CITACIÓN 

La  falta  de  copia  de  la  demanda,  no  causa  la  nulidad  de  la  ci- 
tación del  demandado.  (Mayo  49  de  I90O3  Fernández  v. 
Ferrocarril  Central  Argentino.) 

CITACIÓN  DE  EVICCIÓN 

Véase:  Apelación;  Evicción;  Justicia  federal;  Suprema  Corte 

CIUDADANÍA.. 

1.  —  No  puede  pedir  carta  de  ciudadanía  el  extranjero  menor 
de  48  años  (art.  I®,  Ley  de  la  materia).  —  T.  70,  p.  294. 

2.  —  Los  individuos  nacidos  ó  que  nazcan  en  el  territorio  déla 
República,  son  argentinos  sea  cual  fuere  la  nacionalidad  de 
los  padres,  excepto  los  hijos  de  los  ministros  extranjeros  y 
miembros  de  las  legaciones  residentes  en  la  misma  (art.  I^, 
Ley  de  la  materia).  —  T.  72,  p.  430. 

3.  —  El  servicio  en  el  ejército  ó  en  la  armada,  no  confiere  la 
ciudadanía ;  esa  circunstancia  da  derecho  al  extranjero  para 
obtener  la  carta  de  naturalización,  aunque  no  tenga  la  resi- 
dencia de  dos  años  en  el  país,  que  deberá  ser  solicitada  ante 
el  juez  respectivo  (art.  2,  inc.  2»,  y  6,  Ley  de  ciudadanía; 
igual  al  tomo  42,  p.  376).  —  T.  73,  p.  266. 

3.  —  Sin  la  residencia  de  dos  años,  ó  alguno  de  los  motivos 
que  exceptúan  de  ese  requisito,  no  procede  lá  concesión  de 
carta  de  ciudadanía  (art.  2,  inc.  2°,  Ley  de  ciudadanía).  —  T. 
77,  p.  250, 

5.  —  £1  nacido  en  la  república  es  argentino,  aunque  sus  padres 
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sean  extranjeros,  y  no  altera  la  ciudadanía  el  hecho  de  haber- 
se aquél  casado  y  permaner  en  otro  país.  (Octubre  \  7  de 
4904,  Morronais  v.  Aleu.) 

COEiASIFICACIÓN. 

Véase:  Aduana 

CLÁUSUU^  AMBIGUA. 

Véase  :   Interpretación 

ca:*ÁusuLA  penal. 

Véase :    interpelación 

Habiendo  optado  el  acreedor  por  el  cobro  inmediato  del  capital 
en  virtud  de  la  mora  del  deudor,  i^on  sus  intereses  por  todo 
el  tiempo  que  aún  faltase  para  la  terminación  del  contrato 
de  préstamo,  no  puede  pretender  que  el  pago  de  los  vencí- 
cidos  ó  que  principiaron  durante  la  tramitación  del  juicio,  se 
haga  el  tipo  mayor  fijado  en  la  cláusula  penal  para  el  caso 
de  mora :  pues  que  el  pago  del  interés  estipulado,  por  todo 
el  tiempo  del  contrato,  cuando  el  acreedor  exigiese  que  lesea 
satisfecha  la  deuda,  importa  también  una  cláusula  penal  con 
que  se  grava  al  deudor.  (Noviembre  22  de  4900,  Villanueva 
V.  Danrée.) 

COAUTOR. 
£1  que  recibe  los  cupones  sustraídos  y  los  cobra,  todo  con  co- 
nocimiento de  la  procedencia  de  ellos,  debe  ser  considerado 
coautor  del  delito  de  hurto  de  los  mismos  (art.  24 ,  inc.  2*>,  Cód. 
Pen.).  —  T.  69,  p.  359. 

COMISIÓN. 

4.  — La  enajenación  hecha  por  el  comisionista,  afecta  al  comi- 
tente, si  no  se  prueba  que  en  ella  haya  habido  mala  fe  del 
comisionista  y  del  tercero  adquirente  (art.  232  y  234,  Cód. 
Cora.;  art.  2362,  Cód.  Civ.).  — T.  75,  p.  233. 

2.  —  La  comisión  de  un  tanto  por  ciento  acordado  por  los  esta- 
tutos del  Banco,  al  encargado  de  colocar  sus  acciones,  debe 
entenderse  que  se  refiere  á  las  acciones  que  forman  el  capí- 
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tal  con  que  el  Banco  se  constituyó,  y  no  á  las  creadas  des- 
pués para  aumentar  dicho  capital  y  que  fuesen  distribuidas 
entre  los  accionistas.  —  T.  81,  p.  147^ 
3.  —  El  comisionista  está  en  la  obligación  de  rendir  al  comi- 
tente, cuenta  detallada  y  justificada  de  todas  las  operaciones 
y  cantidades  entregadas  ó  percibidas  (art.  68,  70  y  277,  Cód. 
Com. ;  diciembre  4  O  de  4  901 ,  Labeyrie  v.  Tomlison  y  Hay  ward). 

COMISO. 

Véase  :  Adriana 

COMODATO- 

EI  comodatario  no  puede  negarse  á  devolver  los  documentos 
que  le  prestó  el  comodante,  alegando  que  no  pertenecen  á 
éste,  máxime  cuando  no  pretende  que  la  cosa  ha  sido  perdi- 
da por  su  propietario  ó  que  le  ha  sido  robada  (art.  2277, 
Cód.  Civ. ;  marzo  2  de  1901 ,  Padilla  v.  Barberis). 

COMPENSACIÓN. 

El  convenio  de  abonar  una  suma  determinada,  como  única 
compensación  y  sin  derecho  á  reclamar  por  la  intervención 
tenida  en  un  establecimiento  industrial,  comprende  no  sólo 
las  reclamaciones  pendientes^  sino  también  toda  otra  cansa 
que  pudiera  fundar  un  derecho  emergente  de  dicha  inter- 
vención (art.  1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  183. 


COMPETENCIA. 

Acción  ex-mandato,  1 . 
Alquileres,  2. 
Apertura  de  calles,  3 . 
Ausencia  del  juez,  4. 
Cantidad,  5  y  6. 
Cesación  de  concurso,  7. 
Cesación  de  condominio,  8. 
Concurso,  9  á  12. 
Concurrencia  de  delitos,  13. 
Consignación,  14. 
Consulta,  15. 

Contrato  (cumplí n\iento  de),  16 
CosUs,  18  á  22. 


Sumario  : 

Daños  y  perjuicios,  23  y  24. 

Delito  común,  25  á  31. 

Delito  militar,  32  y  33. 

Desalojo,  34. 

Embargo.  35  á  37. 

Embargo  preventivo,  38. 

Entre  jaeces   de  sección  (caestión  de 

competencia),  39. 
Ejecución  de  sentencia,  40  y  41. 
Exhortos,  42. 
Falso  testimonio,  43. 
y  17.  Garantía,  44. 

Gastos  de  depósito  (cobro  de),  45. 
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Quiebra,  77  á  80. 
Reirindicación,  81  á  84. 
Salvataje,  85. 
Sacesión,  86  á  97. 
Transporte,  98  á  102. 
Tribunales  ordinarios,  103  y  104. 


Hechos  ilícitos,  46  á  59. 
Honorarios  médicos,  60. 
Islas,  61. 

Letra  de  cambio,  62  y  63. 
Lugar  del  delito,  64  á  71. 
Prevención,  72  á  75 . 
Prioridad,  76. 

4 .  Acción  ez-mandato. — La  demanda  fundada  en  un  contrato 
de  mandato  celebrado  por  correspondencia  epistolar,  corres- 
.  ponde  al  juez  del  domicilio  del  demandado  (art  1SH,  Gód. 
Civ.,  Ley  4,  tít.  3,  part.  3*).  —  T.  78,  p.  443. 

8.  Alquileres. —  La  ampliación  del  juicio  por  cobro  de  alqui- 
leres, debe  ser  hecha  ante  el  juez  que  conoce  de  él.  (Noviem- 
bre 17  de  1900,  Ortiz  Basualdo  v.  Gianone.) 

3.  Apertura  de  calles.-^ Debe  revocarse  la  sentencia  délos 
tribunales  ordinarios  dictada  en  causa  sobre  cobro  de  pesos 
por  precio  de  un  terreno  ocupado  por  la  Municipalidad  de  la 
Capital  para  calle,  en  la  que^  atribuyendo  su  conocimiento 
al  fuero  federal,  se  han  declarado  incompetentes  para  cono- 
cer en  ella,  —  T.  77,  p.  294. 

4.  Ausencia  del  juez.  —  No  puede  concederse  autorización 
para  que  un  juez  de  distinto  territorio,  conozca  en  el  juicio 
de  mensura  que  no  puede  iniciarse  por  ausencia  indebida 
del  juez  del  lugar.  (Por  ausencia  del  juez  del  Neuquen,  se 
pidió  que  el  de  la  Pampa  Central  entendiera  en  la  solicitud 
de  mensura).  —  !.  63,  p.  440. 

5»  Cantidad.  —  En  las  causas  de  jurisdicción  concurrente  y 
exclusiva  del  fuero  federal  por  razón  de  menor  cuantía,  para 
establecer  el  importe  de  las  obligaciones  á  oro,  debe  hacerse 
la  conversión  á  moneda  legal  según  el  cambio  al  día  de  la 
demanda.  —  T.  72,  p.  240. 

6. —  Para  determinar  la  competencia  por  razón  de  la  cantidad, 
los  daños  y  perjuicios  ó  intereses  debidos  por  causa  ante- 
rior á  la  demanda,  se  agregan  al  capital  y  se  toman  en  cuen- 
ta al  fijar  la  cuantía  del  asunto.  (Noviembre  2  de  1901,  Soria 
Vildoza  V.  Preda.) 

7.  Cesación  de   concurso.  —  Los  pleitos  que,   por  razón  de 
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quiebra  del  interesado,  han  sido  iniciados  ante  el  juez  del 
concurso,  cesado  éste  en  virtud  de  concordato,  deben  se- 
guirse ante  los  jueces  á  quienes  corresponde  por  razón  de 
la  materia  y  de  las  personas.  (Terminado  el  concurso,  con- 
cluye la  jurisdicción  del  juez  de  éste,  y  las  relaciones  jurídi- 
cas quedan  en  la  misma  situación  en  que  se  encontraron 
antes  de  la  formación  de  aquél).  —  T.  63,  p.  77. 

8.  Cesación  de  condominio.  —  La  demanda  por  cesación  de 
condominio,  corresponde  al  juez  del  lugar  que  es,  á  la  vez, 
domicilio  del  demandado  y  el  punto  donde  se  halla  el  in- 
mueble común.  —  T.  63,  p.  437. 

9.  Concurso.  —  £1  domicilio  legal  del  concursado,  que  atri- 
buye jurisdicción  para  entender  en  el  concurso  cívil^  es  el 
lugar  donde  reside  habitualmente  la  familia,  aunque  el  con- 
cursado haya  tenido  en  otro  lugar,  habitación  alternativa  y 
la  existencia  de  negocios  valiosos.  E!  haber  el  concursado 
desempeñado  las  funciones  de  municipal  en  este  otro  lugar, 
no  hace  de  él  su  domicilio  legal  (art.  90,  inc.  i^,  93,  94,  100 
101  y  402,  Cód.  Civ.).— T.  64,  p.  U9. 

10.  —  El  juez  competente  para  conocer  de  la  cesión  de  bienes, 
es  el  del  dMnicilio  del  deudor,  en  la  fecha  en  que  fué  inicia- 
do el  concurso  (art.  718,  Cód.  Proc.  de  la  Capital ;  art.  49, 
Cód.  Civ.).— T.  65,  p.  349. 

41.  —  El  domicilio  general  del  deudor  determina  la  jurisdic- 
ción del  juez  del  concurso  (art.  89,  Cód.  Civ.  La  designación 
del  lugar  donde  ha  de  cumplirse  una  obligación,  no  altera 
ese  domicilio). — T.  69,  p.  311. 

12.  —  Corresponde  al  juez  del  concurso,  el  conocimiento  de 
todas  las  acciones  que  se  deduzcan  contra  él,  aunque  se  trate 
de  acciones  fiscales  de  la  nación  (art.  12,  inc.  1®,  Ley  Jurisd.). 
— T.  75,  p.  279. 

13.  Concurrencia  de  delitos.  —  En  el  caso  de  dos  delitos  co- 
metidos en  parajes  y  horas  diferentes,  uno  de  carácter  local 
y  otro  de  carácter  federal,  corresponde  al  juez  federal  juzgar 
el  delito  de  su  fuero,  y  pasar  luego  la  causa  al  juez  de  la  pro- 
vincia para  el  juzgamiento  del  delito  de  su  competencia 
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(art.  38,  Cód.  Proc.  Crina.  La  regla  de  este  artículo  es  exten- 
siva también  á  los  delitos  conexos,  según  el  art.  43,  Cód., 
citado).  —  !.  64,  p.  84. 

14.  Consignación.  —  El  pleito  sobre  consignación  del  valor 
de  un  documento  firmado  á  la  orden  en  la  Capital,  y  que  no* 
contiene  designación  especial  para  el  pago,  corresponde  al 
juez  de  la  Capital  (art.  606,  747  y  741,  Cód  Com.;  art.  758, 
Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  2U. 

15.  Consulta. — Con  excepción  de  las  causas  criminales  de 
tuero  común^  todo  asunto  judicial  en  los  territorios  nacio- 
nales, está  sometido  á  la  revisión  de  la  Suprema  Corte  (a);  y 
cuando  sea  parte  el  Fisco  ó  algún  incapaz,  debe  ser  pasado 
en  consulta  á  la  misma,  aun  cuando  no  hava  habido  recurso 
(art.  41  y  42,  Ley  de  Territorios :  art.  22,  inc.  1°,  25,  inc.  1^ 
Cód.  Proc.  Crim.).  — T.  78,  p.  15. 

16.  Contrato  (cumplimiento  de).  —  No  estando  designado  el 
lugar  donde  debe  hacerse  efectivo  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  procedentes  de  un  contrato  corresponde  se  cum- 
plan en  el  lugar  en  que  se  hizo  éste,  siendo  el  del  domicilio 
del  deudor  (art.  1212,  Cód.  Civ,).  —  T.  65,  p.  71. 

17.  —  La  demanda  por  cobro  de  perjuicios  procedentes  del  no 
cumplimiento  de  un  contrato,  corresponde  al  juez  del  lugar 
donde  el  contrato  debió  ser  cumplido  (art.  101,  102,  1215  y 
1216,  Cód.  Civ.).  — T.  80,  p.  383. 

18.  Costas.  —  Corresponde  al  juez  ante  quien  se  han  causado 
las  costas,  el  incidente  sobre  su  cobro,  aunque  se  haya  de- 
clarado incompetente  respecto  del  fondo  de  la  causa.  — T. 
70,  p.  148. 

19.  —  Corresponde  al  tribunal  que  entendió  en  el  pleito,  el 
conocimiento  del  juicio  sobre  pago  de  las  costas  devengadas 
en  el  mismo. — T.  81,  p.  152. 

20. — Concluido  un  incidente  con  condenación  en  costas,  el 
inferior  tiene  jurisdicción  para  regular  los  honorarios  de- 
vengados en  él,  por  los  trabajos  de  primera  y  segunda  ins- 

(a)  Véase  artículo  17,  inc.  4%  ley  4055,  de  11  de  enero  de  1902. 
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tancia.  ¡Ley  3094 ;  marzo  15  de  1900,  Le  Bretón  y  Lupo  en 
autos  de  Paats,  Roche  y  C*  v.  Testoni  y  Chiesa.) 

21.  — Las  costas  de  un  juicio  son  accesorio  de  la  cuestión  prin- 
cipal, y  su  cobro  constituye  un  incidente  cuyo  conocimiento 
corresponde  á  la  jurisdicción  que  entiende  en  aquélla.  (Abril 
43  de  1901,  Ríadigós  V.  Provincia  de  Córdoba;  igual  á  los 
tomos  19,  p.  314;  31,  p.  39,  y  66,  p.  173.) 

22.  —  El  juez  ante  quien  se  han  causado  las  costas,  es  compe- 
tente  para  el  conocimiento  del  juicio  sobre  su  cobro.  (Agosto 
6  de  1901,  Teisaire  v.  Olazábal.) 

23.  Daños  y  perjuicios. — El  juez  que  ha  conocido  en  la  causa 
criminal,  es  competente  para  conocer  en  la  acción  de  daños 
y  perjuicios^  que  el  acusado  absuelto  deduzca  contra  el  acu- 
sador, como  causados  por  la  acusación  (art.  172,  Cód.  Proc. 
Crim.  El  acusado  por  falsificación  de  marca,  que  fué  absuel- 
to, dejándosele  á  salvo  los  derechos  que  tuviere  por  daños 
y  perjuicios,  entabló  demanda  exigiendo  la  indemnización  de 
éstos).— T.  64,  p.  267. 

24.  —  El  juez  que  ha  conocido  en  la  causa  criminal,  es  com- 
petente para  conocer  en  la  acción  de  daños  y  perjuicios  que 
el  acusado  absuelto  deduzca  contra  el  acusador,  como  cau- 
sados por  la  acusación  (art.  172,  Cód.  Proc.  Crim.). — T.  73, 
p.  190. 

25.  Delito  común. —  Corresponden  á  la  Cámara  de  Apelacio- 
nes de  la  Capital  (a),  los  recursos  interpuestos  en  las  causas 
penales  de  derecho  común,  que  son  de  competencia  de  los 
jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales,  aunque  en  reem- 
plazo de  éstos,  haya  conocido  en  primera  instancia  un  juez 
federal  (art.  25,  inc.  1S  y  33,  inc.  1^  Cód.  Proc.  Crim.  Por 
excusación  del  juez  letrado  del  Río  Negro  pasó  al  juez  fede- 
ral de  la  sección  de  Buenos  Aires,  una  causa  sobre  infantici- 
dio. Terminada  ésta,  se  practicó,  regulación  de  los  honora- 
rios del  defensor,  la  que  fué  recurrida  para  ante  la  Suprema 

(á)  Por  el  articulo  17,  inciso  2*,  ley  4055,  de  il  de  enero  de  1902,  estos  re- 
cursos corresponden  ahora  á  las  Cámaras  Federales  de  Apelación, 
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Corte,  quien  dictó  la  mencionada  resolución  declarándose 
incompetente).  — T.  63,  p.  230. 
S6.  —  Corresponde  á  la  justicia  ordinaria  el  conocimiento  de 
los  delitos  comunes,  mientras  no  resulta  que  éstos  bajean 
sido  cometidos  en  lugarsometido  ala  jurisdicción  exclusiva 
del  gobierno  nacional.  -—  T.  66,  p.  29. 

27.  —  Corresponde  á  la  justicia  ordinaria  déla  Capital,  la  ave- 
riguación y  castigo  de  delitos  comunes  cometidos  en  lugares 
en  que  el  gobierno  de  la  Nación  ejerce  jurisdicción  como 
gobierno  local  de  la  Capital  y  no  como  gobierno  general  (art. 
1,  inc.  4»,  Ley  Jurid. ;  art.  23,  inc.  4^  25,  inc.  3®  y  34,  inc. 
9o,  Cód.  Proc.  Crim.  El  hecho  tuvo  lugar  en  el  edificio  de 
las  aguas  corrientes  y  obras  de  salubridad  de  la  Capital,  des- 
tinado exclusivamente  á  un  servicio  de  carácter  local  de  la 
misma,  cuyo  gobierno  se  halla  organizado  como  un  gobierno 
propio  é  independiente  y  de  jurisdicción  amplia  y  completa 
en  todo  lo  que  es  de  régimen  local).  -—  T.  69,  p.  9  (a). 

28.  —  En  las  causas  criminales  por  delitps  comunes  cometidos 
en  los  territorios  nacionales  no  corresponde  á  la  Suprema 
Corte  la  jurisdicción  de  apelación  (art.  25,  inc.  3*,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  69,  p.  446  (fe). 

29.  —  La  jurisdicción  para  el  conocimiento  de  delitos  comu- 
nes, perpetrados  en  el  territorio  de  las  provincias,  corres- 
ponde á  losjueces  délas  mismas,  cuando  no  se  han  realizado 
excepcionalmente  en  lugares  sometidos  á  la  exclusiva  y  ab- 
soluta jurisdicción  del  gobierno  nacional, aún  cuando  dichos 
delitos  afecten  como  victima  á  un  miembro  del  Congreso ; 
pues  la  Constitución  no  ha  colocado  á  los  diputados  y  sena- 
dores, bajo  el  amparo  de  las  autoridades  federales  en  lo  que 
al  derecho  común  se  refiere,  y  sus  causas  están  comprendidas 
en  las  reglas  correspondientes  al  ejercicio  de  la  jurisdicción 
común,  y  aún  en  materia  criminal  después  que  se  hayan  cum- 
plido las  prescripciones  de  los  artículos  61  y  62,  Constitu- 
ía) Véase  :  Justicia  federal, 

(6)  Véase  la  nota  del  número  25. 
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cíón  (art.  67,inc.  11^^  Const.  Nac.  ;  art.  3,  Ley  Jurisd.;  art. 
23,  inc.  4o,  Cód.  Proc.  Crim).  —  T.  75,  p.  335. 

30.  —  Corresponde  á  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal 
de  la  Capital  federal,  el  conocimiento  en  2^  instancia  de  la 
causa  criminal  seguida  en  los  territorios  nacionales,  sobre 
alzamiento  contra  la  autoridad  municipal  (art.  22,  inc.  I®  y 
33,  inc.  i\  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  77,  p.  205  (a). 

34.  — Corresponde  á  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal 
de  la  Capital,  lo  concerniente  á  las  causas  criminales  de  de- 
recho común  de  los  territorios  nacionales.  (Marzo  8  de  1900, 
Fiscal  V.  Rodríguez  y  otros),  (fe). 

32.  Delito  militar.  —  Corresponde  á  *la  justicia  militar,  el  co- 
nocimiento de  la  causa  sobre  insubordinación  á  mano  arma- 
da cometida  por  un  militar  contra  su  superior  gerárquico,  y 
no  á  la  justicia  ordinaria  el  de  las  heridas  inferidas  en  el  acto 
de  la  insubordinación  ocurrida  en  la  vía  pública  (art.  4  4 9, 
incisos  1»  y  3o,  y  art.  163,  Cód.  Just.  Mil.)  —  T.  76,  p.  317. 

33.  —  Corresponde  á  la  justicia  militar  el  conocimiento  de  la 
causa  contra  un  sargento  de  linea  que,  en  ocasión  de  apre- 
hender en  la  calle  pública,  á  un  soldado  desertor  de  su  re- 
gimiento, da  muerte  á  éste  (art.  119,  inc.  2»,  Cód.  Just.  Mil. 
El  procesado  al  tratar  de  aprehender  al  desertor  ejecutaba 
acto  de  servicio  militar,  que  le  está  impuesto  por  los  regla- 
mentos respectivos.  Abril  18  de  1901,  causa  contra  Juan  B. 
Truco). 

34.  Desalojo.  —  La  acción  por  desalojo  que  surge  del  contrato 
de  locación,  es  personal  en  lo  que  á  sus  efectos  propios  se  re- 
fiere, y  puede  intentarse  ante  el  juez  del  domicilio  del  deman- 
dado (Ley  32,  tít.  2,  part.  3» ;  art.  1215  y  1216,  Cód.  Civ.).  — 
T.  66,  p.  288. 

35.  Embargo.  —  El  juez  que  ha  prevenido  en  un  embargo  tie- 
ne jurisdicción  para  continuar  en  la  ejecución  del  bien  em- 
bargado, y  ante  él  deben  deducirse  las  tercerías  á  que  hubiere 
lugar  (art.  301  y  302,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  99. 

(a)  y  (6)  Véase  la  nota  del  número  25. 
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36. — Corresponde  h1  juez  que  decretó  el  embargo,  resolver 
sobre  su  continuación  ó  levantamiento.  (Por  haberse  decla- 
rado la  incompetencia  del  inferior,  éste  declaró  que  siendo 
el  embargo  trabado  por  su  orden,  un  incidente,  debía  correr 
la  suerte  délo  principal).  —  T.  66,  p.  34. 

37.  —  £1  juicio  deducido  á  consecuencia  del  embargo  preven- 
tivo decretado  por  un  juez,  corresponde  á  éste  aunque  no 
estuviere  de  turno.  (Noviembre  5  de  1901,  Fisco  v.  Sepp.) 

38.  Embargo  preTentÍTo.  —  Solicitado  el  embargo  preventi- 
vo en  primera  instancia,  el  inferior  debe  proveer  sobre  él  no 
obstante  la  apelación  concedida;  y  si  no  lo  hubiere  hecho 
deben  devolvérsele  los  autos  á  ese  efecto.  (Noviembre  9  de 
1901.  Sarhy  v.  Municipalidad  del  Rosario). 

39.  Entre  jueces  de  sección  (cuestión  de  competencia).  — 
La  contienda  de  competencia  entre  jueces  federales  de  sec- 
ción, que  no  dependen  de  una  misma  Cámara  Federal  de 
Apelación,  debe  ser  resuelta  por  aquelia  de  quien  dependa 
el  juez  que  primero  ha  conocido  (art.  19,  ley  4055;  abril  12 
de  1903,  causa  v.  José  Calderazzo ;  contienda  de  competencia 
entre  el  juez  federal  de  la  Capital  y  el  de  Entre  Rios). 

40.  Ejecución  de  sentencia.  —  £1  juez  que  ha  tenido  jurisdic- 
ción para  conocer  en  un  asunto,  la  tiene  al  objeto  de  la  eje- 
cución de  la  sentencia  que  lo  decide,  y  á  él  corresponde  co- 
nocer en  las  oposiciones  que  se  susciten  contra  la  misma.  — 
T.  70.  p.  363. 

41 .  —  £1  juez  que  ha  tenido  jurisdicción  para  fallar  en  una  cau- 
sa, la  tiene  para  la  ejecución  de  la  sentencia. —  T.  73,  p.  259. 

42.  Exhortes.  —  El  diligencíamiento  de  exhortos  en  causas 
de  fuero  comiin,  pertenece  á  los  jueces  ordinarios,  sin  que 
importe  que  el  exhorto  haya  sido  remitido  por  la  vía  diplo- 
mática. (Junio  23  de  1900,  causa  v.  Morales.) 

'  43.  Falso  testimonio.  —  Es  juez  competente  para  conocer  del 
delito  de  falso  testimonio,  el  del  lugar  donde  éste  ha  produ- 
cido sus  efectos ;  y  en  su  consecuencia  debe  ordenarse  la 
tramitación  de  los  exhortos  que  dicho  juez  libre  en  la  causa. 
—  T.  71,  p.  60. 
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44.  Garantía.  ^En  materia  de  garantía,  el  juez  competente  es 
aquel  ante  quien  se  dedujo  la  demanda  principal.  (Julio  49 
de  4900,  Rosenbuth  v.  Ozan  y  Moyano.) 

45.  Gastos  de  depósito  (cobro  de).  —  Corresponde  al  juez 
que  mandó  trabar  el  embargo  y  conoció  en  el  juicio  ejecuti- 
vo^ la  demanda  del  depositario  de  los  bienes  embargados  por 
cobro  de  honorarios  y  gastos  del  depósito,  por  tratarse  de 
nn  incidente  de  aquél.  (Mayo  26  de  1900,  Sansinena  en 
autos  del  Banco  Nacional  v.  Real  de  Azúa.) 

46.  Hechos  ilícitos.  —  La  acción  por  daños  causados  por  un 
hecho  ilícito,  puede  deducirse  ante  el  juez  del  lugar  donde  se 
ha  producido  el  hecho  (Ley  3,  tít  45,  part.  7«).  —  T.  68,  p.  76. 

47.  —  La  demanda  por  indemnización  de  daños  causados  por 
hecho  ilícito,  puede  intentarse  ante  el  juez  del  domicilio  del 
demandado  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7*|;  ley  15,  tít.  lo,  part.  7»). 
—  T.  74,  p.  332. 

48.  —  Es  juez  competente  para  conocer  en  la  cuestión  de 
daños  causados  por  un  hecho  ilícito,  el  del  lugar  donde  se 
produjo  el  hecho  (Ley  3,  tít.  45,  part.  7'»).  —  T.  72,  p.  95. 

49.  —  En  la  demanda  por  daños  procedentes  de  un  hecho 
ilícito,  es  competente  el  juez  del  lugar  donde  se  produjo  el 
hecho  (Ley  3,  tít.  45,  part.  7a).  —  T.  72,  p.  243. 

50.  —  Tratándose  de  daños  procedentes  de  hecho  ilícito,  la 
demanda  por  su  indemnización  puede  entablarse  ante  el  juez 
del  lugar  donde  se  ha  producido  el  hecho  (Ley  3,  tít.  15, 
part.  7*.  La  acción  se  fundaba  en  daños  causados  por  ani- 
males en  campo  del  demandante,  vecino  de  Buenos  Aires, 
pretendiendo  responsabilizar  al  demandado,  vecino  de  la 
Capital,  que  declinó  de  jurisdicción.  Febrero  20  de  4900, 
Giordani  v.  Echegaray.) 

54 .  —  Es  competente  para  entender  en  la  causa  por  daños  y 
perjuicios  procedentes  de  hecho  ilícito,  el  juez  del  lugar 
donde  se  ha  producido  éste,  aunque  no  tenga  en  él  su  domi- 
cilio la  empresa  demandada  (art.  90,  inc.  4°,  Cód.  Giv.;  Ley  3, 
tít.  45,  part.  7»;  junio  26  de  1900,  Agüero  v.  Ferrocarril 
Central  de  Córdoba). 

T.  Ilt  fi 
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52.  —  En  la  demanda  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de 
hecho  ilícito,  es  competente  el  juez  del  lugar  donde  ha  ocu- 
rrido el  hecho  (Ley  3,  tít.  15,  part.  T^";  julio  24  de  1900, 
Onti veros  de  Mercado  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba.) 

53. —  En  la  demanda  por  perjuicios  procedentes  de  hecho  ilí- 
cito, es  competente  el  juez  del  lugar  donde  se  produjo  el 
hecho  (Ley  3,  tít.  45,  part.  7«  :  agosto  25  de  1900,  Pintos  v. 
Ferrocarril  Central  Córdoba.) 

54.  —  La  acción  de  daños  y  perjuicios  procedente  de  hecho 
ilícito,  puede  ser  entablada  ante  el  juez  del  lugar  donde  se 
produjo  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7»;  septiembre  15  de  1900^  Ze- 
larayan,  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba.) 

55.  —  La  acción  por  indemnización  de  daños  procedente  de 
hecho  ilícito,  puede  ser  deducida  ante  el  juez  del  lugar  don- 
de se  produjo  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7*;  octubre  20  de  1900, 
Sosa  V.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino.) 

56.  —  La  acción  de  indemnización  del  daño  que  se  dice  sufrido 
por  hecho  ilícito,  puede  entablarse  ante  el  juez  del  lugar  eo 
que  se  produjo  el  hecho  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7^;  marzo  7  de 
1901,  Betamelo  V.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino.) 

57.  ~  La  acción  de  indemnización  por  hecho  ilícito,  puede  de- 
ducirse ante  el  juez  del  lugar  donde  se  produjo  ó  ante  el 
juez  del  domicilio  del  demandado  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7*; 
junio  25  de  1901,  Ardenghi,  Bordone,  Iturri  y  Caballeti  v. 
Rehl  de  Turner.) 

58.  —  La  acción  jde  daños  y  perjuicios  procedente  de  hecho 
ilícito,  puede  ser  intentada  ante  el  juez  del  lugar  donde  se 
produjo;  y  siendo  las  partes  de  distinta  nacionalidad,  pro- 
cede la  competencia  del  juez  federal  con  jurisdicción  en  di- 
cho lugar  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7*;  octubre  31  de  1901,  Cafare- 
na  V.  Ouviñas). 

59.  —  La  demanda  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
procedentes  de  hecho  ilícito,  puede  ser  entablada  ante  el 
juez  del  lugar  donde  éste  se  produjo  (Ley  3,  tít.  15,  part.  7»; 
noviembre  2  de  1901,  Quevedo  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Ar- 
gentino.) 
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60.  Honorarios  médicos.  —  £1  juicio  por  cobro  de  honora- 
rios médicos  puede  ser  entablado  ante  el  juez  del  lugar 
donde  se  han  prestado  los  servicios,  aún  cuando  no  tenga 
en  él  su  domicilio  el  demandado  (art.  1212,  4!¿13  y  1215, 
Cód.  Civ. ;  noviembre  21  de  1901,  Mercan  v.  Ferrocarril  Gran 
Oeste  Argentino). 

61 .  Islas.  —  En  los  delitos  cometidos  en  i$las,  el  conocimien- 
to corresponde  al  juez  de  la  sección  en  que  se  encuentran 
los  imputados,  si  ha  prevenido  en  la  causa  (art.  3,  inc.  2^, 
Ley  Jurisd.  La  regla  contenida  en  éste  no  ha  sido  alterada 
por  el  Cód.  Proc.  Crim.;  abril  17  de  1900,  causa  v.  Ga- 
gnone)  (a). 

62.  Letra  de  cambio.  —  Habiéndose  estipulado  que  el  pago 
de  la  letra  se  haría  en  el  lugar  del  contrato,  si  no  se  hacia 
en  la  Capital,  el  juez  de  dicho  lugar  es  competente,  una  vez 
que  resulta  no  haberse  hecho  el  pago  en  la  Capital.  ^  T.  66, 
p.  278. 

63.  —  La  letra  firmada  y  datada  en  la  Capital  de  la  Repúblira, 
en  la  que,  además,  se  indica  domicilio  del  aceptante,  puede 
ser  ejecutada  ante  los  jueces  de  la  misma  (art.  100  y  747, 
Cód.  Civ. ;  art.  606,  Cód.  Com.;  diciembre  4  de  1900,  Banco 
de  la  Nación  v.  Gómez). 

64.  Lugar  del  delito.  —  Mientras  de  las  ulterioridades  del 
proceso,  no  resulte  el  lugar  preciso  donde  fué  cometido  el 
delito  de  violación  de  correspondencia,  el  conocimiento  de 
la  causa  corresponde  al  juez  á  quien  la  administración  de 
correos  remitió  el  sumario  y  en  cuya  jurisdicción  existen 
presunciones  de  haberse  perpetrado  el  delito  (art.  34,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  63,  p.  371. 

65.  —  Cuando  es  conocido  el  lugar  donde  se  ha  cometido  el 
delito,  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  al  juez  de 
dicho  lugar,  y  no  al  del  lugar  del  arresto  del  culpable  (ar- 
tículo 3,  inc.  3°,  Ley  Jurisd. ;  art.  35,  Cód.  Proc.  Crim.).  — 
T.  69,  p.  288. 

(o)  Véase  •.  Justicia  federal  y  los  números  sobre  Prevención  del  v».  Competencia. 
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66.  —  El  juez  federal  en  cu^a  sección  se  ha  cometido  el  delito 
y  que  ha  prevenido  en  la  causa,  es  competente  para  seguir 
en  el  conocimiento  de  ella  (arl.  3,  inc.  2o,  Ley  Jurísd.). 
—  T.  70,  p.  149. 

67. — El  conocimiento,  del  delito  corresponde  al  juez  déla 
sección  territorial  dentro  de  la  cual  ha  sido  cometido  (ar- 
tículo 35,  Cód.  Proc.  Crim.).  — -T.  71,  p.  298. 

68.  —  El  conocimiento  del  delito  de  estafa  y  defraudación  pre- 
parado y  ejecutado  en  la  Capital,  corresponde  a  los  jueces 
de  ella  (art.  34,  Cód.  Proc.  Crim. ;  diciembre  16  de  1899, 
causa  V.  Iglesias  y  otros). 

69.  —  Corresponde  al  juez  del  lugar  donde  aparece  cometido 
el  delito,  el  conocimiento  de  la  causa  (art.  34  Cód.  Proc. 
Crim.;  octubre  6  de  1900^  causa  v.  Bonnemaíson). 

70.  —  Al  juez  del  lugar  donde  resulta  cometido  el  delito,  co- 
rresponde su  juzgamiento.  (Diciembre  6  dtH900,  causa  v. 
Reverter.) 

71.  —  El  juez  del  lugar  donde  se  han  cometido  los  hechos 
delictuosos  y  defraudaciones  por  las  que  se  acusa^  es  com- 
petente para  conocer  en  la  causa,  sin  que  el  hecho  de  que 
el  presunto  delincuente  hubiera  prestado  declaración  ante 
el  juez  de  otro  lugar,  atribuya  jurisdicción  á  éste  (art.  19  y 
32,  Cód.  Proc.  Crim. ;  diciembre  40  de  1901,  Sánchez  Via- 
monte  v.  Medina). 

72.  PreTención.  —  Corresponde  al  juez  federal  de  la  capital, 
el  conocimiento  de  un  contrabando  hallado  en  las  islas  de 
San  Fernando,  habiendo  él  prevenido  en  la  causa  (art.  3, 
inc.  2°,  Ley  Jurisd.;  art.  111,  inc.  12,  Ley  orgánica  de  los 
tribunales  de  la  Capital).  —  T.  64,  p.  117. 

73.  —  La  remisión  de  la  causa  y  aceptación  del  sumario  im- 
porta prevención  en  su  conocimiento,  y  debe  continuar  en 
él  el  juez  que  ha  prevenido,  aún  cuando  el  lugar  del  hecho 
esté  más  próximo  al  del  asiento  del  juzgado  de  la  Capital. 
(El  juez  que  previno,  era  el  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
y  se  pretendía  que  era  competente  el  de  la  Capital;  art.  3, 
inc.  2^  Ley  Jurisd.  ;  art.  111,   inc.  12,  Ley   orgánica  de  los 
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tribunales  de  la  Capital).  —  T.  74,  p.  205, 207, 21 1,289  y  349. 

74.  —  En  las  causas  criminales,  la  prevención  en  su  conoci- 
miento justiñca  la  competencia  del  juez  federal  de  La  Plata, 
aunque  el  lugar  del  hecho  se  halle  más  próximo  del  juzgado 
de  la  Capital  (art.  3,  inc.  2^,  Ley  Jurisd. ;  art.  111,  inc.  12, 
Ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital).  —  T.  72, 
p.  13. 

75.  —  Cuando  no  es  posible  determinar  prima  facie  en  qué 
paraje  se  cometió  el  hecho  que  se  investiga,  el  juez  á  quien 
se  remitieron  los  antecedentes  no  puede  excusarse  de  ins- 
truir el  sumario  y  remitir  la  causa  á  otro  juez  (art.  34,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  73,  p.  87. 

76.  Prioridad.  —  El  procesado  por  dos  delitos,  de  los  cuales 
uno  pertenece  al  fuero  federal  y  otro  al  fuero  provincial, 
debe  ser  juzgado  primeramente  por  la  justicia  federal  (arti- 
culo 38,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  74,  p.  439. 

77.  Quiebra.  —  Si  el  concursado  tenía  un  establecimiento  rural 
en  un  lugar,  y  su  domicilio  real  en  otro,  es  el  juez  de  este 
último  lugar  á  quien  corresponde  entender  en  el  juicio  de 
quiebra.  (El  domicilio  del  fallido  determina  la  competencia 
del  juez  que  ha  de  conocer  de  la  quiebra,  según  los  artícu- 
los 1380  y  1396,  Cód.  Com. ;  y  las  reglas  para  la  determina- 
ción del  domicilio,  aún  en  materia  comercial,  están  regidos 
por  el  Código  Civil,  como  lo  prescribe,  en  su  título  prelimi- 
nar, el  de  Comercio).—  T.  67,  p.  426. 

78.  —  El  juicio  de  concurso  de  una  sociedad  comercial  que 
tenga  varios  establecimientos  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, corresponde  al  juez  del  lugar  donde  se  halla  el  esta- 
blecimiento principal  (art.  1389^  Cód.  Com.  Desde  que  se 
sancionó  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878,  disponiendo  la 
unidad  del  juicio  de  concurso  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica, quedó  establecido  que  el  art.  1385,  Cód.  Com.,  no  es 
aplicable  sino  para  las  quiebras  pronunciadas  en  el  extran- 
jero).—T.  74,  p.  93. 

79.  —  Resuelta  por  la  Suprema  Corte,  la  contienda  de  compe- 
tencia, el  juez  declarado  incompetente  carece  de  jurisdic- 
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ción  para  gobernar  los  intereses  del  concurso,  ordenar  pa- 
gos^  y  disponer  de  cualquier  otro  modo  de  ios  bienes  del 
mismo;  y  se  halla  en  el  deber  de  poner  sin  más  dilación,  sus 
fondos,  papeles  y  demás  pertenencias  á  disposición  del  juez 
declarado  competente.  —  T.  78,  p.  448. 

80.  —  Los  tribunales  argentinos  tienen  competencia  para  de- 
clarar en  quiebra  á  un  comerciante  que,  aunque  tiene  casa 
comercial  en  Montevideo,  ha  girado  en  la  Capital  de  la  Re- 
pública, como  armador  y  empresario  de  transportes  fluvia- 
les, empleando  buques  argentinos  que  navegaban  con  ban- 
dera argentina,  que  estaban  matriculados  en  el  registro  de 
aquella,  siendo  las  obligaciones  de  aquél  contraídas  con 
motivo  de  dicho  giro.  Esos  hechos  demuestran  la  existencia 
de  una  casa  ó  empresa  comercial  radicada  en  el  país  (artícu- 
los 35  y  36,  tratado  de  derecho  comercial  internacional 
celebrado  en  Montevideo;  marzo  19  de  4901,  concurso  de 
Balparda  y  Piñeyrúa). 

84.  Reivindicac^ión.  —  La  acción  de  reivindicación  corres- 
ponde al  juez  del  lugar  de  la  cosa  que  se  reivindica  (Ley  32, 
tít.  2,  part.  3-).  —  T.  74,  p.  444. 

82.  —  Las  acciones  reales  contra  una  sucesión  no  están  com- 
prendidas en  la  jurisdicción  del  juez  de  la  misma,  y  pueden 
ser  deducidas  ante  el  juez  federal  del  lugar,  sí  la  causa  versa 
entre  el  vecino  de  una  provincia  y  vecinos  de  otra  (art.  3284, 
Cód.  Civ.).  —  T.  82,  p.  493. 

83.  —  En  la  acción  reivindicatoria  es  competente  el  juez  del 
lugar  donde  está  la  cosa  que  se  reivindica.  (Agosto  21  de 
1900,  Miguens  v.  López). 

84.  —  La  demanda  contra  la  Nación,  por  reivindicación  de  un 
inmueble,  corresponde  al  juez  del  lugar  de  la  situación  de 
éste  (La  ley  núm.  3952  no  establece,  para  el  ejercicio  de  las 
acciones  que  autoriza,  la  centralización  de  la  jurisdicción, 
pues  atribuye  ésta  á  los  jueces  de  las  distintas  secciones 
y  territorios;  mayo  9  de  1901,  Videla  v.  Gobierno  Nacio- 
nal). 

85.  SalTataje.  —  Corresponde  al  juez  federal  de  La  Plata,   el 
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conocimiento  de  la  causa  sobre  cobro  de  salvataje,  resul- 
tando ser  Patagones  el  puerto  del  destino  del  buque  salvado, 
y  Bahía  Blanca  el  de  la  arribada  (art.  4341,  Cód.  Com.).  — T. 
65.  p.  9. 

86.  Sucesión.  —  Corresponde  al  juez  de  la  sucesión,  á  quien 
se  remiten  los  autos  ejecutivos  por  muerte  del  ejecutado, 
regular  los  honorarios  al  depositario  de  los  bienes  embar- 
gados, que  continúa  á  cargo  del  depósito.  (Tal  regulación 
tiende  á  fijar  las  relaciones  entre  el  depositario  y  la  sucesión, 
á  que  pertenecen  los  bienes  depositados  ;  art.  3284,  inc. 
4°,  Cód.  Civ.).— T.  64,  p.  42. 

87.  —  Si  durante  el  pleito  sobre  devolución  ó  escrituración  de 
una  finca,  se  ha  entregado  el  precio  bajo  la  responsabilidad 
solidaria  dedos  personas,  y  por  insolvencia  de  una  de  estas, 
el  comprador  pide  que  la  otra  deposite  el  precio  recibido  ó 
refuerce  la  garantía  con  la  firma  solidaria  de  otra  persona 
abonada,  este  incidente  no  importa  una  acción  contra  el  ven- 
dedor ;  y,  por  consiguiente,  si  éste  ha  fallecido  no  debe  ser 
remitido  al  juez  de  su  testamentaría  (no  se  trata  del  caso 
previsto  por  el  art.  3284,  inc.  4«,  Cód.  Civ.).  —  T.  67, 
p.  53. 

88.  —  El  juicio  promovido  por  la  testamentaría  contra  un  ter- 
cero, sobre  rendición  de  cuentas,  no  corresponde  al  juez  de 
la  sucesión  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  69,  p.  255. 

89.  —  Debe  considerarse  como  último  domicilio  del  difunto,  el 
lugar  donde  nació,  estando  allí  domiciliados  sus  padres,  y 
en  el  cual  se  casó,  nacieron  sus  hijos,  se  casó  uno  de  éstos, 
tuvo  residencia  habitual  con  su  familia,  y  casa  propia  que 
siguió  siendo  habitada  por  su  viuda,  aunque  por  sus  aten- 
ciones personales  aun  establecimiento  sito  en  otro  lugar, 
haya  tenido  allí  residencia  alternativa.  Al  juez  de  dicho  do- 
micilio corresponde  la  jurisdicción  del  juicio  sucesorio  (art. 
83,  93,  94, 99  y  3284,  Cód.  Civ.;  art.  2°,  Ley  de  3  de  septiembre 
de1878).— T.  74,  p.  295. 

90.  —  El  conocimiento  del  juicio  sucesorio  corresponde  al 
juez  del  lugar  donde  el  causante  tenía,  en  la  época  de  su  fa- 
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llecimiento,  el  asiento  principal  de  su  residencia  y  negocios, 
aunque  haya  fallecido  y  tenido  bienes  en  otro  lugar  (art.  89 
y  3284.  Cód.  Civ.).  —  T^  75,  p.  376. 
9f .  —  El  fallecimiento  en  un  lugar  distinto  del  domicilio  real, 
no  altera  la  jurisdicción  del  juez  de  éste  para  conocer  en  el 
juicio  sucesorio  del  causante  (art.  90,  inc.  7^,  y  3284,  Cód. 
Civ.).  — T.  81,  p.  158. 

92.  —  La  jurisdicción  que  en  el  juicio  universal  de  sucesión,  la 
ley  atribuye  al  juez  del  último  domicilio  del  difunto,  no  pue- 
de ser  prorrogada  por  voluntad  de  una  de  las  partes  (art. 
1870  y  1871,  inc.  3%  y  3284,  Cód  Civ.;  art.  2,  Ley  de  3  de  sep- 
tiembre de  1878). —  T.  81,  p.  181. 

93.  —  £1  juicio  de  sucesión  corresponde  al  juez  del  último  do- 
micilio y  tal  debe  considerarse  que  es  aquel  en  que  el  cau- 
sante de  la  sucesión  ha  vivido  siempre  de  una  manera  esta- 
ble, y  tenido  el  centro  de  sus  negocios,  sin  que  obste  la 
traslación  hecha  al  lugar  donde  falleció,  si  ésta  se  hizo  por 
causa  de  enfermedad  y  sin  manifestación  de  la  voluntad  de 
operar  un  cambio  de  domicilio  (art.  89,  90,  97,  99  y  3284, 
Cód.  Civ.;  julio  19  del 900,  Sucesión  de  doña  Manuela  Cuyo). 

94.  —  Fallecido  el  demandado,  la  causa  seguida  ante  el  juez 
federal  por  acción  de  naturaleza  personal,  debe  ser  remitida 
al  juez  de  la  sucesión  (art.  3284,  inc.  4°,  Cód.  Civ. :  julio  21 
de  1900,  Vela  v.  Buschiazo). 

95.  —  No  corresponde  al  juez  de  la  sucesión  de  la  esposa,  la 
acción  ejecutiva  dirigida  personalmente  contra  el  marido  por 
obligaciones  contraídas  con  posterioridad  al  fallecimiento 
de  aquella.  (Diciembre  24  de  1901,  Banco  Nacional  v.  Taba- 
nera). 

96.  —  El  conocimiento  del  juicio  de  sucesión  corresponde  al 
juez  del  último  domicilio  del  causante  ;  y  si  éste  era  militar 
en  servicio  activo  y  se  hallaba  radicado,  con  establecimien- 
tos permanentes,  haciendo  de  ellos  el  asiento  principal  de 
sus  negocios,  en  otro  lugar  distinto  de  aquel  en  que  pres- 
taba sus  servicios,  ese  lugar,  en  el  que,  además,  falleció» 
sin  dejar  bienes  en  el  otro,  debe  considerarse  como  su  últi- 
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mo  domicilio  (art.  90,  ínc.  2o,  y  3284,  Cód.  Civ.;  marzo  20  de 
4902,  Sucesión  de  Alzogaray). 

97.  —  El  conocimiento  del  juicio  de  sucesión  corresponde  al 
juez  del  último  domicilio  del  causante,  y  por  tal  debe  tener- 
se el  lugar  en  que  éste  poseía  y  administraba  personalmente 
un  establecimiento  de  campo,  se  hallaba  inscripto  en  el  re- 
gistro de  la  guardia  nacional  y  había  manifestado  ser  su  do- 
micilio en  escritura  pública  otorgada  fuera  de  ese  lugar  (art. 
89  y  3284,  Cod.  Civ.;  marzo  22  de  í902,  Sucesión  de  A.  La- 
rrosa). 

98.  Transporte  (a).  —  Es  competente  para  conocer  de  un  con- 
trato de  transporte  por  ferrocarril,  el  juez  del  lugar  donde  se 
halla  la  estación  de  arribo,  aunque  ésta  no  pertenezca  á  la 
linea  férrea  de  la  empresa  que  hizo  ^el  contrato  (art.  205, 
Cód.  Com.).  —  T.  68,  p.  413. 

99. —  En  las  acciones  emergentes  de  un  contrato  de  transporte 
por  ferrocarriles  competente  el  juez  del  lugar  déla  estación 
departida,  como  el  del  lugar  déla  estación  de  arribo(art.  205, 
Cód.  Com.).  —  T.  73,  p.  98. 

400. —  Es  competente  el  juez  del  lugar  del  cumplimiento  del 
contrato,  y  del  que  debió  ser  el  punto  de  arribo  de  las  mer- 
caderías, remitidas  por  ferrocarril,  para  conocer  en  la  de- 
manda de  daños  y  perjuicios  por  falta  de  aquel  cumplimien- 
to (art.  205,  Cód.  Com.;  art.  401  y  1215,  Cód.  Civ.;  Ley 21, 
tít.  2,  part.  3;  mayo  19  de  1 900,  Fernandez  v.  Ferrocarril  Cen- 
tral Argentino). 

404 . — Corresponde  al  juez  del  lugar  á  donde  han  debido  ser 
transportadas  y  entregadas  las  mercaderías,  conocer  en  las 
obligaciones  procedentes  del  contrato  de  transporte  (art. 
402,  4212  y  1213  Cód.  Civ.;  mayó  22  de  1900,  Frioni  v. 
Tarando). 

402.  —  La  estipulación  expresa  en  el  conocimiento,  de  que  los 
reclamos  par  falta  de  entrega,  pérdida  ó  daño  que  surgieren 
del  mismo,  serán  arreglados  en  Bremen,  según  la  ley  alema- 

(a)  Véase  :  Justicia  federal. 
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mana,  con  exclusión  de  los  procedimientos  de  los  tribunales 
de  cualquier  otro  país,  importa  falta  de  jurisdicción  en  los 
tribunales  argentinos  para  conocer  de  un  reclamo  fundado  en 
dicho  conocimiento  (art.  1197,  Cód.  Civ.;  diciembre  4  de 
1900,  Bonnard  y  Jofre  v.  Yon  Freeden.  Igual  en  los  tomos  25, 
p.  235,  49,  p.  450,  y  60,  p.  225). 

103.  Tribunales  ordinarios.  —  La  jurisdicción  del  juez  pro- 
vincial en  el  juicio  ejecutivo,  no  contestada  por  las  partes, 
no  puede  modificarse  por  la  transferencia  del  bien  hipote- 
cado y  de  las  obligaciones  hipotecarias  que  el  ejecutado 
haga  durante  el  juicio,  en  favorde  un  tercero,  sin  interven- 
ción del  ejecutante.  —  T.  72,  p.  373. 

104. — No  habiéndose  probado  dentro  del  término  legal,  el  hecho 
de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes,  en  el  cual  se  funda 
la  incompetencia  de  los  tribunales  ordinarios,  debe  confir- 
marse la  sentencia  por  la  cual  éstos  rechazan  la  excepción. 
(Dicha  sentencia  fué  apelada  para  ante  la  Suprema  Corte  en 
virtud  del  art.  14,  LeyJurisd.).  —  T.  74,  p.  114. 
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1 .  Abogado.  — Para  hacer  aplicable  la  disposición  del  artícu- 
lo 1361,  Cód.  Civ.,  con  relación  á  los  abogados^  es  necesario 
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demostrar  que  fueron  litigiosos  los  derechos  de  la  sucesión 
en  la  propiedad  vendida.  —  T.  68,  p.  438. 
%.  Ad-corpus.  —  Las  palabras  ad-corpus,  empleadas  para 
anunciar  la  venta  de  un  terreno,  que  se  ha  hecho  con  toda  la 
superficie  que  contiene,  &  un  precio  cada  medida,  á  pagarse 
por  el  comprador  después  de  la  medición,  significan  que  se 
quiso  vender  la  totalidad  del  terreno,  pero  no  que  la  venta 
se  haya  hecho  ad-^corpus. —  T.  63,  p.  495. 

3.  Bienes  de  menoreB.  —  Si  en  vista  de  la  construcción  pro- 
yectada de  una  línea  férrea^  y  con  el  fin  de  prescindir  de  los 
correspondientes  juicios  de  expropiación,  la  empresa  cons- 
tructora ha  tratado  particularmente  la  compra  de  los  terre- 
nos necesarios  pertenecientes  á  menores,  acordándose  al 
tutor  de  éstos,  autorización  judicial  para  la  venta  privada, 
una  vez  que  conste  que  ha  sido  definitivamente  desistido  el 
proyecto  de  construcción,  dicha  empresa  no  está  obligada  á 
escriturar  la  compra  mencionada  (no  puede  decirse  que  la 
autorización  está  subsistente,  porque  desapareciendo  la  cau- 
sa, debe  desaparecer  el  efecto  ;  art.  439,  1324,  inc.  4°,  Cód. 
Civ.  art.  19,  Ley  de  expropiación).  —  T.  64,  p.  309. 

4.  Cosa  ajena.  —  Sin  la  prueba  de  que  la  cosa  vendida  no 
pertenecía  al  enajenante  cuando  la  vendió,  sino  á  un  ter- 
cero, no  puede  admitirse  la  acción  por  indemnización  que  la 
ley  concede  contra  el  vendedor  de  cosas  ajenas.  — T.  81, 
p.  389. 

5.  Cosa  litigiosa.  —  La  compra  de  un  campo  en  litigio  impor- 
ta la  cesión  de  los  derechos  del  vendedor  á  la  cosa  disputada 
y  en  tal  caso  es  aplicable  la  disposición  del  artículo  8,  Ley 
Jurisd.  (Febrero  10  de  1900,  Acuña  v.  Mendizabal.)  (a) 

6.  Cumplimiento.  —  La  venta  hecha  bajo  la  condición  de  ser 
aprobada  ó  poderserdesaprobada  por  el  directorio  del  Banco 
Hipotecario,  no  autoriza  á  pedir  su  cumplimiento,  si  el  di- 
rectorio la  desaprobó.—  T.  63,  p.  219. 

7.  Daños  j  perjuicios.  —  No  resultando  justificados  los  de- 

<a)  Ed  sentido  análogo,  véase  página  60,  número  2,  \\  Cesión  de  créditos. 
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fectos  que  se  alegan  contra  los  tUulos  del  vendedor,  el  com- 
prador es  responsable  de  la  rescisión  del  contrato  y  de  los 
daños  y  perjuicios  que  ésta  cause  al  primero.  Los  perjuicios 
consisten  en  la  diferencia  entre  el  precio  convenido  y  el  va- 
lor actual  del  terreno  vendido,  estimada  por  peritos,  y  en  los 
intereses  de  ésta,  desde  el  día  del  contrato  hasta  el  del  pago 
(art.  629  y  Í187,  Cód.  Civ.).  — T.68.  p.  -169. 

8. —  La  detención  de  cascos  de  alcohol,  efectuada  por  adolecer 
de  irregularidades  las  boletas  de  control  del  pago  de  impues- 
to, adheridas  á  ellos,  no  pueden  traer  responsabilidad  contra 
el  vendedor  por  los  perjuicios  causados,  sí  resulta  que  con 
dichas  boletas  de  control  á  la  vista,  se  hizo  cumplida  tradición 
de  los  cascos,  al  encargado  del  comprador.  (El  art.  244,  Cód. 
Com.,  no  es  aplicable  al  caso  por  no  tratarse  de  relaciones 
entre  comisionista  y  comitente.  Art.  463,  inc.  3^,  Cód.  Com.; 
art.  2104,  2106,  2107  y  2389,  Cód.  Civ.;  marzo  24  de  1900, 
Monsegur  v.  Padilla  y  Helguera.) 

9.— No  acreditándose  por  el  demandante  que  el  artículo  entre- 
gado por  el  demandado  no  fuese  de  la  calidad  convenida, 
dados  los  usos  de  la  plaza,  corresponde  rechazarla  acción 
de  daños  y  perjuicios.  (Octubre  2  de  1900,  Sociedad  «La 
Negra»  v.  Klinge  y  C*.) 

10. — Tratándose  de  ejecutar  la  sentencia  condenando  á  resti- 
tuir el  precio  del  inmueble  vendido  con  daños  y  perjuicios, 
la  indemnización  de  estos  no  puede  mandarse  hacer  con  el 
pago  de  la  diferencia  en  más  entre  el  precio  de  venta  y  el 
que  tenga  el  inmueble  el  día  de  la  evicción,  cuando  resulta 
que  el  aumento  procede  de  causas  extraordinarias,  pues  el 
vendedor  no  está  obligado,  en  tal  caso,  á  pagar  como  indem- 
nización de  perjuicios  el  importe  de  esa  diferencia ;  sino/  en 
defecto  de  prueba  suficiente  para  fijarla  sobre  otra  base^  con 
el  pago  de  los  intereses  legales  del  precio  pagado,  desde  el 
día  de  la  compra  (art,  519  y  2121,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p.  368. 

11.  Derechos  del  vendedor.  —  £1  vendedor  de  una  finca  no 
tiene  derecho  para  exigir  al  comprador  de  ella,  que  le  rinda 
cuenta  de  los  alquileres  que  cobró  después  de  puesto  en 
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posesión  y  antes  de  consignar  el  precio,  si  no  prueba  que 
para  el  percibo  de  estos  no  medió  otra  causa  que  su  simple  ó 
mera  tolerancia.  (Noviembre  25  de  4899,  Oliver  de  Ber- 
galli  V.  Sainz.) 

12.  Entrega.  —  Cuando  se  ha  vendido  un  inmueble  de  cuerpo 
cierto  y  determinado,  y  se  ha  entregado  sin  reserva  de  nin- 
guna parte  de  él,  sí  el  inmueble  no  tiene  lacontinencia  ven- 
dida, el  adquirente  que  lo  recibió  puede  pedir  la  reducción 
proporcional  del  precio  pagado,  pero  no  la  entrega  hecha  ya 
del  campo,  pidiendo  la  continencia  vendida.  La  acción  de- 
ducida con  este  objeto,  debe  ser  rechazada  (art.  725,  740  y 
1746,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  pr'277. 

43. — £1  comprador  de  un  campo  con  limites  determinados, 
tiene  derecho  á  que  se  le  entregue  el  campo  libre  de  pose- 
sión, dentro  de  dichos  límites;  pero  si  de  la  mensura  prac- 
ticada, resulta  que  dentro  de  ellos  hay  una  parte  poseída  por 
terceros,  á  los  cuales  el  vendedor  se  encuentra  en  la  nece- 
sidad de  hacer  desalojar,  no  puede  obligarle  á  veriñcar  dicha 
entrega,  mientras  el  desalojo  no  suceda,  quedando  á  salvo 
sus  acciones  para  pedirlo  que  en  derecho  corresponda  (art. 
505,  725, 4 409  y  4443,  Cód.  Civ.).  — T.  66.  p.  363. 

44.  —  La  convención  de  remitir  inmediatamente  la  cosa  vendida 
significa,  no  que  el  vendedor  deba  entregarla  á  la  mayor 
brevedad,  sino  una  vez  transcurrido  el  tiempo  preciso  para 
su  transporte  al  lugar  de  la  entrega  previsto  en  el  contrato. 
—  T.  70,  p.  344. 

45. — El  comprador  en  rematepñblico  que  ha  verificado  actos 
demostrativos  de  posesión,  consentidos  por  el  inquilino  ocu- 
pante del  inmueble  y  por  el  enajenante,  no  puede  exigir  de 
éste  que  le  haga  entrega  de  dicho  inmueble,  ni  hacerle  cargo 
por  perjuicios  procedentes  de  la  falta  de  dicha  entrega 
(art.  2379  y  2384,  Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  293. 

16. — La  declaración  contenida  en  la  escritura  de  venta,  deque 
el  comprador  ha  recibido  la  posesión  material  de  la  cosa 
enajenada,  importa  la  de  que  se  ha  hecho  la  entrega  de  ésta, 
y  no  procede  la  demanda  deducida  con  este  objeto.  (Octu- 
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bre  12  de  1901,  Farfan  v.  Banco  Hipotecario  Nacional.) 
17. — En  la  venta  que  resulta  ser  de  cosa  ajena  y  poseída  por  un 
propietario,  hay  imposibilidad  de  ejecución  por  parte  del 
vendedor,  y  no  corresponde  la  entrega  de  ella,  ni  la  indem- 
nización de  perjuicios  por  el  retardo»  sino  la  devolución  del 
precio  y  la  indemnización  de  perjuicios  por  la  inejecución 
de  la  obligación.  (Agosto  23  de  1900,  García  v.  Provincia  de 
Buenos  Aires.) 

18.  —  Las  enunciaciones  contenidas  en  las  escrituras  de  venta, 
en  que  el  vendedor  hace  constar  que  es  poseedor  del  inmue- 
ble vendido,  demuestran  respecto  de  aquél  y  del  comprador, 
que  el  requisito  de  la  entrega  por  parte  del  vendedor  origi- 
nario^ se  ha  cumplido  ;  y  no  puede  dicho  comprador  exigir 
de  este  último  esa  entrega,  invocando  el  contrato  de  com- 
praventa y  la  cesión  que  de  sus  derechos  y  acciones,  le  hace 
el  vendedor,  declarando  no  haber  estado  en  posesión  no 
obstante  la  afirmación  en  ci)ntrarío  hecha  en  dicho  contrato  ; 
y  la  prueba  rendida  para  justificar  que  los  adquirentes  no 
recibieron,  en  realidad,  el  inmueble,  no  puede  tener  valor 
legal  suficiente  para  destruir  la  resultante  de  los  instrumen- 
tos públicos  (art.  3270,  Cód.  Civ.;  marzo  20  de  1902^  Rosas  v. 
Provincia  de  Corrientes). 

19.  Escritura.  —  Con  arreglo  á  la  legislación  en  vigor  con 
anterioridad  al  Código  Civil,  no  era  necesario  la  escritura 
pública  para  la  venta  de  los  bienes  inmuebles.  —  T.  68,  p. 
1 69  (a). 

20.  Escrituración.  —  El  comprador  que  ha  tomado  sobre  sí  el 
cargo  de  pagar  las  letras  que  el  vendedor  debía  abonar  al 
gobierno  de  la  provincia,  para  obtener  la  escrituración  del 
terreno  vendido,  y  que  ha  rehusado  hacer  el  pago  de  dichas 
letras  al  vencimiento^  no  puede  obligar  al  vendedor  á  que  le 
escriture  el  mencionado  terreno  (art.  1201,  Cód.  Civ.).  —  T. 
67,  p.  19. 

(a)  En  igual  sentido,  pnede  verse,  entre  otros,  los  tomos  22,  p.  267 ;  81,  p. 
237;  46,  p.  142;  58,  p.  105. 
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24.  —  Debe  ordenarse  la  escrituración,  si  contra  ella  se  opone 
que  los  títulos  del  vendedor  son  defectuosos,  y  no  se  justi- 
fica  que  sean  tales.  —  T.  68,  p.  138. 

22.  —  El  comprador  no  puede  oponerse  á  la  escrituración  de 
la  compra  por  razón  de  no  tener  el  vendedor  la  escritura  de 
la  propiedad  vendida,  cuando  éste  la  ba  adquirido  en  remate 
judicial,  ha  pagado  el  precio  y  se  halla  en  posesión,  ni  por 
razón  de  defectos  que  alegue  contra  los  títulos  y  que  no  re- 
sulten justificados  (art.  Í184,  Cód.  Civ.).  —  T.  68.  p.  460. 

23.  —  £1  otorgante  de  un  instrumento  privado  sobre  compra 
de  un  inmueble,  está  obligado  á  reducirlo  á  escritura  pú- 
blica (art.  1185  y  1187,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  296. 

24.  —  El  pago  de  la  deuda  que  el  ejecutado  haya  hecho  al 
'    acreedor,  después  de  verificada  y  aprobada  la  venta  de  los 

bienes  embargados,  no  puede  alterar  los  derechos  adquiri- 
dos por  el  comprador  de  dichos  bienes.  Si  sobre  los  mismos 
bienes  se  dedujo  tercería  de  dominio,  que  se  declaró  sin 
efecto,  por  haber  cesado  el  juicio  ejecutivo  en  virtud  del 
pago  mencionado,  ésta  no  es  razón  para  que  el  ejecutado  se 
oponga  á  la  escrituración  de  la  venta  pedida  por  el  com- 
prador, alegando  el  derecho  de  dominio  de  los  terceristas  á 
quienes  él  no  representa  (art.  1195,  Cód.  Civ.). — T.  76, 
p.  375. 

25.  Extensión.  —  Resultando  de  las  pruebas  producidas 
que  en  el  poder  conferido  para  vender  un  campo  de  la  pro- 
piedad del  mandante,  la  dimensión  menor  de  dicho  campo, 
expresada  en  él,  fué  efecto  de  un  error  material,  debe  decla- 
rarse que  la  venta  de  todo  el  campo,  celebrada  por  el 
apoderado  es  legítima,  y  perfectamente  legal  el  título  del 
comprador  sobre  todo  el  campo  que  el  apoderado  le  escri- 
turó. (Noviembre  16  de  1899,  Krabbé  v.  Peyrano). 

26.  Error.  —  Hecha  la  postura  de  acuerdo  con  las  bases  de  la 
licitación,  y  aprobado  en  su  virtud  el  remate,  el  Banco  no 
puede  impugnar  la  validez  del  contrato,  alegando  un  error 
de  hecho  relativo  á  la  liquidación  del  crédito  adeudado  (art. 
929,  Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  429. 
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27.  Herederos.  —  Aun  cuando  no  se  haya  acreditado  el  ca- 
rácter de  herederos,  de  varios  de  los  que  fueron  recono- 
cidos por  los  otros  que  justificaron  esa  calidad,  y  aunque 
no  hubiesen  comparecido  al  juicio  testamentario,  después 
de  los  edictos,  ni  hubiesen  sido  incluidos  en  la  declaratoria 
de  herederos,  la  venta  de  un  inmueble  de  la  sucesión,  he- 
cha por  los  herederos  judicialmente  reconocidos,  es  válida 
é  irrevocable,  conforme  al  artículo  3430,  Código  Civil.  —  T. 
68,  p.  138. 

28.  Mensura.  —  La  venta  de  un  campo  con  límites  determi» 
nados,  por  el  precio  de  tanto  por  medida,  es  una  venta  de 
cosa  cierta ;  y  la  mensura  que  se  haga  tiene  por  objeto  sola- 
mente la  verificación  de  las  medidas  indicadas  en  el  contrato, 
al  objeto  de  aumentar  ó  disminuir  el  precio  estipulado  (art. 
4345,  Cód.  Civ.).  —  T.  66,  p.  363. 

29.  Nulidad.  •—  La  venta  hecha  por  el  Banco  Hipotecario  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  en  virtud  de  las  facultades  que 
le  acuerda  su  ley  orgánica  y  el  contrato  de  préstamo,  reco- 
nocidos y  aceptados  por  el  deudor  hipotecario,  es  válida  y 
no  puede  ¡ser  tachada  por  éste  de  nula  (art.  1197,  Cód.  Civ. 
Gl  deudor,  por  acto  voluntario  y  en  el  ejercicio  de  su  capa* 
cidad  legal,  ha  aceptado  las  obligaciones  y  convenido  en 
reconocer  en  el  Banco,  los  derechos  establecidos  en  su  ley 
orgánica,  que  está  amparada,  en  cuanto  al  término  de  la  hi- 
poteca, por  el  art.  69  de  la  ley  de  creación  del  Banco  Hipo- 
tecario Nacional,  que  dispone  que  los  gobiernos  de  provin- 
cia podrán  autorizar  la  existencia  de  bancos  hipotecarios  con 
la  facultad  de  hacer  préstamos  por  más  de  diez  años,  sobre 
propiedades  situadas  en  sus  respectivos  territorios.  No  puede, 
pues,  el  deudor  invocar  el  art.  3151,  Cód.  Civ.  — T.  67, 
p.  171. 

30.  —  El  hecho  de  haber  el  Banco  Hipotecario  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires,  vendido  anteriormente  el  inmueble  hipo- 
tecado, y  dejado  sin  efecto  la  venta,  de  conformidad  de  par- 
tes, no  es  motivo  para  declarar  nula  lávenla  posterior  prac- 
ticada con  arreglo  á  los  estatutos  del  Banco.  —  T.  72,  p.  201 . 
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31.  —  El  comprador  de  terrenos  comprendidos  en  el  decreto 
de  revalidación  de  títulos,  cuya  nulidad  se  demanda,  tiene 
derecho  para  intervenir  en  el  juicio  que  se  promueve  sobre 
dicha  nulidad.  —  T.  77,  p.  ÍW. 

32.  —  Sí  en  la  venta  de  inmuebles  hipotecados  al  Banco  Hipo- 
tecario Nacional,  no  se  ha  estipulado  como  esencia  para  la 
subsistencia  del  contrato,  que  los  vendedores  debiesen  obte- 
ner del  Banco  la  transferencia  de  la  hipoteca  al  comprador,  la 
falta  de  dicha  transferencia  no  puede  autorizar  la  nulidad  de 
la  venta  (art.  923,  926,  927  y  928,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  183. 

33.  —  El  marido  que  por  el  largo  abandono  hecho,  ha  cau- 
sado el  error  de  que  se  le  creyera  muerto,  y,  en  consecuen- 
cia, de  que  la  mujer  contrajera  segundas  nupcias,  adquiriera 
bienes  como  casada  con  el  segundo  marido,  y  los  vendiera 
después  de  la  muerte  de  éste,  como  viuda  del  mismo,  no 
tiene  derecho  para  pedir  contra  el  comprador  de  buena  fe,  la 
nulidad  de  la  venta  y  reivindicar  la  cosa  vendida  (art.  235, 
Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  230. 

34.  —  El  haber  sido  inscripta  la  casa  de  remate  del  martiliero, 
en  el  Registro  de  Comercio,  despué»de  la  venta  efectuada 
por  orden  del  Banco  Hipotecario  Nacional,  no  es  causa  de 
nulidad  de  ésta  (art.  89  y  H3,  Cód.  Com.;  art.  1037  y  1042, 
Cód.  Civ.).  — T.  78,  p.  361. 

35.  —  No  es  aplicable  la  disposición  del  artíclo  1361,  inciso  4% 
Código  Civil,  cuando  el  mandato  ha  sido  cumplido  y.  después 
de  esto  el  mandatario,  entendiéndose  con  los  mandantes,  ad- 
quiere una  fracción  del  inmueble  que  estaba  encargado  de 
vender.  —  T.  79,  p.  178. 

36.  —  Si  el  comprador  celebró  el  contrato  de  compraventa  sa- 
biendoquela  cosa  no  pertenecía  al  vendedor,  los  cesionarios 
de  aquel  carecen  de  derecho  para  demandar  la  nulidad  de 
la  venta  (art.  1329,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p.  389. 

37.  —  La  venta  hecha  por  el  mandatario  extralimítando  las  fa- 
cultades é  instrucciones  recibidas,  no  obliga  al  mandante,  y 
es  nula  á  su  respecto  (art.  1931,  Cód.  Civ.;  julio  24  de  1900, 
Dávalos  V.  Alcántara). 

T.  111  7 
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38.  —  No  puede  ser  atacada  de  nulidad^  por  los  herederos  del 
concursado,  la  ventaordenadapor  el  juez  del  concurso  civil» 
con  la  conformidad  de  todos  los  acreedores,  de  los  herede- 
ros mayores  y  de  los  menores  debidamente  representados  y 
con  intervención  del  ministerio  pupilar  (art.  58,  59,  493  y 
3417,  Cód.  Civ.  ;  agosto  6  de  1904,  Gorostiaga  v.  Escalada  y 
Rama  yon). 

39.  Oro  sellado.  —  Las  compraventas  de  oro  sellado  son  con- 
tratos mercantiles,  y  la  parte  á  quien  se  ha  faltado  tiene  el 
derecho  de  pedir  su  resolución  y  los  daños  y  perjuicios,  con 
más  los  intereses  de  la  suma  en  que  hayan  sido  estimados  ú 
contar  desde  el  día  de  la  demanda  (art.  451  y  467,  Cód.  Com.). 
Los  daños  y  perjuicios  consisten  en  la  diferencia  que  edsta 
entre  el  mayor  precio  del  oro  en  el  día  en  que  debió  ser  en- 
tregado y  el  menor  que  tenía  en  el  día  de  la  compra.  —  T.  70, 
p.  392;  t.  72,  p.  21. 

40.  Precio.  —  Resultando  cumplido  el  contrato  por  parte  del 
vendedor,  los  compradores  están  obligados  á  satisfacer  el 
precio  convenido.  —  T.  68,  p.  120. 

41 .  —  El  vendedor  que  ha  recibido  pagarés  por  cuenta  de  pre- 
cio, no  tiene  derecho  de  cobrar  su  importe,  si  no  ha  entre- 
gado la  cosa  vendida.  Tampoco,  lo  tiene  el  tenedor  de  los 
pagarés,  á  quien  resulta  que  han  sido  endosados  después  de 
su  vencimiento  (art.  1425  y  1426,  Cód.  Civ.;  art.  575  y  842, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  70,  p.  426. 

42.  —  El  solo  temor  de  ser  molestado  por  acciones  reales,  sin 
probar  la  existencia  de  motivos  fundados  que  lo  justifiquen, 
no  autoriza  al  comprador  á  suspender  el  pago  y  oponer  ex- 
cepción de  inhabilidad  contra  la  ejecución  por  el  precio:  es 
necesario  demostrar  la  existencia  de  motivos  fundados  que 
justifiquen  ese  temor  (art.  1425,  Cód.    Civ.).  —  T.  73,  p.248. 

43.  —  Sí  en  la  venta  de  un  campo,  hecha  á  tanto  por  medida, 
se  ha  convenido  en  pagar  el  precio  por  cuotas,  y  en  abonar 
las  últimas  tres  después  de  tomada  la  posesión  y  de  con- 
cluida la  mensura  judicial  que  deberá  ordenar  el  comprador, 
el  pago  de  éstas  no  puede  exigirse  después  de  tomada  la  po- 
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sesión,  invocando  una  mensura  judicial  practicada  en  años 
anteriores.  Debe  aguardarse  que  se  concluya  la  pedida  por 
el  comprador  con  posterioridad  á  la  venta,  máxime  cuando 
no  resulta  justificada  la  existencia  de  la  voluntad  de  ambos 
contratantes  para  dejar  sin  efecto  esa  cláusula  (art.  4197  y 
1200,  Cód.  C¡v.).  —  T.  74,  p.  11. 
iV.  —  Si  la  venta  se  ha  verificado  con  indicación  del  área  del 
inmueble  vendido  y  por  un  precio  único,  y  resulta  que  el  de- 
fecto de  continencia  excede  del  vigésimo  con  relación  al  área 
total  designada,  procede  la  acción  del  comprador  sobre  di- 
minución del  precio  (art.  1346,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  167. 

45.  —  £1  vendedor  que  no  entrega  al  comprador  parte  de  la 
cosa  vendida,  debe  devolver  la  parte  proporcional  al  precio 
del  área  de  campo  no  entregada  y  abonar  el  menor  valor,  si 
existiera,  de  la  fracción  poseída  por  el  comprador,  con  sus 
intereses  desde  el  día  déla  demanda.  (Junio  13  de  1901,  Al- 
bino V.  Muñiz  Barreto). 

46.  Presunción.  —  La  permanencia  de  las  mercaderías  en  po- 
der del  comprador  por  más  de  un  año,  y  la  declaración  de 
testigos  de  haber  aquel  prometido  el  pago  del  precio,  auto- 
rizan á  considerar  que  ha  habido  sobre  ellas  un  ci>ntrato  de 
venta  y  excluyen  la  presunción  de  que  el  comprador  las  ha- 
ya tenido  al  sólo  objeto  de  ensayarlas  (art.  S09,  Cód.  Com.; 
art.  1193,  Cód.  Civ.)  —  T.  75,  p.  105. 

47.  Propiedad.  —  La  venta  hecha  después  de  haberse  declara- 
do por  sentencia  firme  que  el  inmueble  vendido  no  pertene- 
ce al  enajenante,  no  puede  tener  por  obligación  la  transmi- 
sión de  la  propiedad,  sino  la  de  los  derechos  que  pueden 
corresponderle  derivados  de  la  cosa  (art.  2463,  inc.  5°,  Cód. 
Civ.).  -  T.  81,  p.  338  (a). 

48.  Promesa  de  venta.  —  £1  boleto  simple  de  compra  de  nn 
inmueble,  importa  solamente  una  promesa  de  venta  y  un 
contrato  en  que  las  partes  se  obligan  á  hacer  escritura  pública 

(a)  En  análogo  sentido  se  ha  juzgado  en  Ja  causa  de  Mendízábal  v.  Acuña « fallada 
en  febrero  10  de  1900,  y  en  el  t.  33,  p.  326. 
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de  dicha  venta;  y  la  estipulación  contenida  en  el  boleto  de 
que  la  escritura  de  comproventa  «  se  otorgará  libre  de  gravá- 
menes é  inhibiciones  dentro  de  los  30  días  de  la  fecha ;  los 
títulos  de  propiedad  serán  perfectos ;  sin  este  requisito  no  se 
podrá  exigir  la  escrituración»,  importa  una  condición  reso- 
lutoria de  la  obligación  de  escriturar,  cuyo  cumplimiento 
exime  de  ella  al  interesado  en  la  resolución  v  le  da  el  dere- 
cho  de  pedir  la  rescisión  del  contrato  (art.  1484,  í48h,  H87 
v  1434, Cód.  Civ.  Este  último  artículo  se  refiere  á  contratos  va 
celebrados).  —  T.  78,  p.  254. 

49.  —  La  promesa  de  venta  para  que  tenga  existencia  jurídica, 
debe  ser  hecha  en  las  condiciones  establecidas  por  el  artícu- 
lo 1148,  Código  Civil;  y  resultando  que  no  se  ha  fijado  en 
ella  la  determinación  de  un  precio  cierto,  debe  rechazarse  la 
demanda  deducida  sobre  su  cumplimiento,  máxime  cuando 
ha  vencido  el  tiempo  que  debía  durar  dicha  promesa.  (Di- 
ciembre 31  de  1901,  Rigloscosis  v.  Ravenscroft.) 

50.  Ratificación.  —  Cuando  el  comprador  celebra  el  contrato 
en  su  nombre  y  declara  que  lo  hace  para  otro,  asumiendo  los 
derechos  y  obligaciones  del  gestor  de  negocios  ajenos,  para 
que  la-compra  de  un  inmueble  aproveche  á  éste  como  título 
de  adquisición,  es  necesario  que  la  ratifique  y  consigne  la 
ratificación  oportunamente  en  escritura  pública  (art.  1184, 
inc.1»,  y2304,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  316. 

51.  Reintegración.  —  Si  el  terreno  perdido  por  el  demandan- 
te, resulta  que  no  hace  parte  del  que  se  le  entregó  con  la  ca- 
lidad de  r.erle  reintegrado  en  caso  de  pérdida,  no  es  admisi- 
ble su  demanda  de  reintegración  (art.  2791 ,  Cód.  Civ.).  —  T. 
71,  p.  396. 

52.  Remate.  —  Si  en  el  boleto  de  venta  se  ha  consignado  que 
la  eficacia  del  remate,  mandado  practicar  por  el  Banco  Hipo- 
tecario de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  queda  subordinada  á 
la  aprobación  del  presidente  de  dicho  Banco,  basta  ésta  y  no 
es  necesario  la  aprobación  del  directorio  para  dar  por  con- 
cluido el  contrato,  y  ordenar  la  escrituración  de  la  venta.  — 
T.  73,  p.  429. 
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53.  —  Habiendo  mérito  suficiente  para  concluir  que  el  direc- 
torio del  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires 
sesionó  en  r/tiorum  cuando  su  presidente  dio  cuenta  de  haber 
ordenado  el  remate,  y  de  haberlo  aprobado  después  dé  ve- 
rificado, la  aprobación  de  éste  importa  la  perfección  del 
contrato  y  obliga  á  escriturarlo.  —  T.  76,  p.  92  y  104  (a). 

54.  Rescisión.  —  La  falta  de  entrega  en  el  tiempo  convenido, 
cuando  éste  ha  sido  un  motivo  determinante  por  parte  del 
comprador,  da  derecho  á  pedir  la  resolución  del  contrato  y 
la  indemnización  de  perjuicios  (art.  216  y  467,  Cód.  Com.). — 
T.  70.  p.  314. 

5o.  —  Después  de  depositado  el  precio  por  el  comprador,  el 
vendedor  no  puede  pedir  la  rescisión  de  la  venta  volviendo 
la  señal  y  otro  tanto  de  su  valor.  Tampoco  puede  ped tríades- 
pues  de  haber  sido  condenado,  por  sentencia  pasada  en  au* 
torídad  de  cosa  juzgada,  á  cumplir  el  contrato.  (Después  de 
consignado  elprecio,  no  puede  invocarse  el  art.  4202,  Cód. 
Civ.).  —  T.  72,  p.  346(6). 

56.  —  Si  el  vendedor  reconoce  que  la  mercancía  no  es  de  la  ca- 
lidad convenida,  y  sólo  opone,  sin  probarlo,  que  el  compra- 
dor, conociendo  la  distinta  calidad,  la  recibió,  debe  declarár- 
sele responsable  de  la  inejecución  y  rescisión  del  contrato 
(art.  473,  Cód.  Com.).  —  T.  74,  p.  448. 

57.  —  El  comprador  tiene  derecho  de  pedir  la  resolución  déla 
venta,  si  el  vendedor  no  entrega  la  cosa  al  tiempo  fijado  en 
el  contrato,  y  no  está  obligado  á  esperar  que  cese  la  imposi- 
bilidad en  que  el   vendedor  se  halla  para  verificar  por  de 

.  pronto  la  entrega  (art.  4442,  4413,  4435,  2383  y  2404,  Cód. 
Civ.)  — T.  79,  p.  49. 

58.  —  El  comprador  tiene  derecho  para  pedir  la  resolución  de 
la  venta  y  la  devolución  de  la  suma  dada  en  seña,  si  el  ob- 
jeto de  la  venta  fué  una  casa  ofrecida  en  el  acto  del  remate 
en  condiciones  de  tener  siete  habitaciones,  galerías  y  otras 


(a)  Véasela  palabra  Contrato, 
(6)  Véase  Árrat, 
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dependencias,  y  resulta  que  en  el  momento  del  remate  tenia 
solamente  tres  habitaciones  en  estado  ruinoso  (art.  792  y 
13i8,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  57. 

59.  Retroventa.  —  Si  ha  sido  reconocido  el  documento  privado 
por  el  cual  se  prorrogad  plazo  establecido  para  la  retroventa, 
y  el  vendedor  obla  el  precio  dentro  del  plazo  prorrogado,  debe 
ordenarse  la  escrituración  á  su  favor  (art.  í026  y  H97,  Cód. 
Civ.).  —  T.75,  p.  171. 

60.  —  La  venta  hecha  con  pacto  de  retroventa  queda  irrevo- 
cable, si  el  vendedor  no  hizo  uso,  dentro  del  plazo  estipula- 
do á  ese  objeto,  del  derecho  acordado  por  el  pacto ;  y  no 
probándose  por  el  vendedor  el  vicio  de  simulación  opuesto 
al  contrato,  da  derecho  al  comprador  para  pedir  la  entrega 
del  inmueble,  en  cuya  ocupación  se  convino  que  el  vendedor 
continuaría  en  calidad  de  locatario,  durante  el  plazo  acor- 
dado para  la  retroventa  (art.  554,  993,  994,  1353, 1382, 2462, 
inc.  3«>,  Cód.  Civ.).  —  T.  77,  p.  31. 

61 .  —  La  escritura  pública  de  venta  con  pacto  de  retroventa 
hace  plena  fe  respecto  del  acto  y  convenciones  en  ella  con- 
tenidas, y  no  habiéndose  probado  la  simulación  relativa 
opuesta  por  el  vendedor,  debe  cumplirse  el  contrato,  man- 
dando, una  vez  vencido  el  término  sin  haberse  hecho  uso  del 
pacto,  que  se  entregue  al  comprador  la  cosa  vendida  (art. 
993  y  994,  Cód.  Civ.;  marzo  31  de  1900,  Iramain  v.  Bazte- 
rrica). 

62.  —  Siendo  válida  la  escritura  de  venta  con  pacto  de  retro- 
venta,  y  existiendo  en  ella  la  cláusula  de  que  el  vendedor 
sólo  podrá  ejercer  el  derecho  de  retraer,  presentando  el  cer- 
tificado de  depósito  del  precio  convenido,  hecho  en  el  Banco 
delaiVacíón  dentro  del  plazo  fijado,  no  basta  la  mera  mani- 
festación de  la  voluntad  del  vendedor  de  retrotraer  la  finca 
vendida,  para  que  se  le  considere  en  aptitud  de  ese  derecho 
(art.  757  y  1197.  Cód.  Civ.;  julio  ID  de  1900,  Arguello  v,  Fa- 
blet). 

63.  —  El  contrato  mediante  el  cual  el  que  recibe  del  Banco  Na- 
cional una  suma  de  dinero,  transfiere  á  éste  la  propiedad  de 
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un  terreno,  obligándose  á  recuperarlo  dentro  de  un  término 
fijado,  importa  el  contrato  de  compraventa  con  pacto  de  re- 
troventa ;  y  si  vencido  ese  plazo  y  el  mayor  á  que  puede  lle- 
gar la  duración  del  pacto  (art.  1381  y  1391,  Cód.  Civ.)  el  ena- 
jenante no  recuperase  el  inmueble,  sus  hijos  no  pueden  de- 
mandarlo por  reivindicación,  alegando  que  la  venta  se  hizo 
después  de  disuelta  la  sociedad  conyugal,  si  resulta  que  se 
trata  de  un  bien  adquirido  y  enajenado  durante  el  matrimo- 
nio ;  ni  pretender  que  el  contrato  es  nulo  por  no  poder  el 
Banco  adquirir  bienes  inmuebles,  si  ellos  han  pedido  prórro- 
ga del  plazo  (art.  10A7,  1049,  1277,  1323  y  1367,  Cód.  Civ.; 
agosto  21  de  1900,  Molina  Salas  v.  Banco  Nacional). 

64.  —  La  escritura  de  compra  con  pacto  de  retroventa,  que  no 
ha  sido  redargüida  de  falsa,  da  al  comprador  el  derecho  de 
pedir  la  posesión  de  la  cosa  comprada,  si  ha  vencido  el  tér- 
mino del  pacto,  y  no  se  ha  cumplido  la  condición  bajo  la 
cual  se  concedió  prórroga  de  dicho  término  (art.  535,  993  y 
994,  Cód.  Civ.;  Cuidet  v.  Villaverde). 

65.  Sobrantes.  —  La  venta  escriturada  de  un  número  deter- 
minado de  hectáreas,  no  puede  entenderse  hecha  de  las  hec- 
táreas sobrantes  que  hayan  resultado  de  una  mensura  pos- 
terior del  titulo  del  vendedor,  si  de  la  misma  mensura  resul- 
ta que  estas  no  estaban  en  su  poder  en  la  fecha  de  la  venta, 
que  no  los  entregó  al  comprador,  y  si  el  vendedor  ha  gestio- 
nado después  para  sí  la  propiedad  de  dichas  hectáreas  so- 
brantes (art.  2384  y  2401 ,  Cód.  Civ,).  —  T.  72,  p.  447. 

66.  Tierras  fiscales.  —  Con  arreglo  á  la  ley  de  contabilidad 
de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  21  de  enero  de  1890,  to- 
da venta  en  subasta  que  se  haga  por  cuenta  de  aquélla,  no 
se  considera  consumada  sin  la  aprobación  del  Poder  Ejecu- 
tivo (art.  56,  ley  citada),  y  sin  esa  aprobación,  el  comprador 
no  puede  pedir  la  escrituración  del  contrato  (art.  1137,  1140 
y  concordantes,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  336. 

67.  Titulo  válido.  —  Debe  ser  respetada  la  resolución  por  la 
cual  el  juez  de  la  sucesión,  con  la  debida  intervención  del 
heredero  menor,   reconoció  la   enajenación  del  inmueble 
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hecha  por  el  causante  y  la  mandó  escriturar  (art.  58,  438» 
¡nc.  6o,  y  3284,  inc.  4»,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  Ul  y  t.  78,  p. 
407;  Digesto,  i.  2,  p.  559. 

68.  Vendedor.  —  Todo  vendedor  debe  tener  la  cosa  vendida 
dentro  de  las  24  horas  siguientes  al  contrato,  al  objeto  de  su 
cumplimiento;  y  los  casos  fortuitos  producidos  después  na 
le  eximen  de  su  obligación  (art.  464,  Cód.  Com.;  art.  513» 
Cód.  Civ.). —T.  70.  p.  341. 

69.  Venta  sucesiva.  —  Vendido  un  inmueble  á  dos,  y  entre- 
gado al  comprador  posterior,  el  comprador  anterior  no  tiene 
derecho  alguno,  ni  la  acción  reivindicatoría  contra  éste,  si 
ha  qu(;dado  reconocida  por  sentencia  y  resulta  de  otros  he- 
chos, probada  la  buena  fe  del  mismo  (art.  594,  2609  y  2791 , 
Cód.  Civ.)  — T.  77,  p.  77. 

COMPROMISO. 

Véase:   Apelación 

COMPULSA  DE  LIBROS. 

Véase :  Prueba 

Es  procedente  la  compulsa  de  libros  para  obtener  copia  de  in- 
formes y  notas  que  se  encuentran  en  expediente  administra- 
tivo y  que  se  dice  existente  en  poder  de  una  de  las  partes ; 
porque  han  dejado  de  ser  de  la  propiedad  de  ésta  en  virtud 
de  haberse  incorporado  á  gestiones  de  carácter  oficial.  (Di- 
ciembre 24  de  1900,  Gardella  v.  Ferrocarril  Sud.) 

CONCESIÓN. 
La  concesión  acordada  á  la  sociedad  «  Depósitos  al  norte  y 
muelle  de  las  Catalinas»,  por  decreto  de  21  de  julio  de  4875, 
y  aprobada  por  ley  de  12  de  octubre  de  1877,  está  en  vigor. 
Esa  concesión  no  comprende  el  derecho  al  prorrateo  de  la 
carga  con  los  almacenes  que  el  gobierno  construye  en  los 
terrenos  ganados  al  Río  de  la  Plata,  por  las  obras  del  puerto; 
pero  lo  comprende  respecto  de  los  demás  depósitos  de  la 
Capital,  en  la  proporción  y  condiciones  establecidas  en  el 
artículo  lo  del  decreto  citado ;  y^  por  consiguiente,  la  compa- 
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nía  tiene  derecho  á  ser  indemnizada  por  la  falta  de  giro  pro- 
porcional que  se  hubiese  efectuado  de  la  carga,  en  la  medi- 
da déla  privación  de  ese  derecho.  — T.  67,  p.  2H. 

CONCESIÓN  DE  TIERRAS. 
Si  resulta  que  no  ha  sido  cumplida  alguna  de  las  condiciones 
bajo  las  cuales  y  con  arreglo  á  la  ley  de  la  materia,  el  Poder 
Ejecutivo  Nacional  ha  escriturado  una  concesión  de  tierras 
hechas  con  fines  de  colonización,  no  hay  acción  para  pedir 
que  se  declare  nulo  el  decreto  en  el  que  el  Poder  Ejecutivo 
declaró,  por  esa  razón, que  la  concesión  ha  caducado  y  queda 
revocada  (art.  535  y  536,  Cód.  Civ.;  mayo  26  de  1900,  Grané 
V.  Gobierno  Nacional). 

CONCORDATO. 

1.  —  El  concordato  entre  la  sociedad  y  sus  acreedores,  no  pue- 
de hacerse  extensivo  á  los  acreedores  particulares  de  los  so- 
cios, sí  nada  se  estipuló  al  respecto.  (Diciembre  24  de  1900, 
Banco  Nacional  v.  Ocantos.) 

2.  —  La  petición  de  concordato  presentada  por  el  socio  solida- 
rio y  responsable  de  la  sociedad  en  comandita,  debe  enten- 
derse propuesta  para  ésta  y  dársele  curso,  en  consecuencia. 
(Junio  27  de  4901,  Quiebra  de  Touriño  y  C\) 

3.  —  Debe  darse  curso  á  la  solicitud  de  concordato  presentada 
-¿por  el  socio  de  la  razón  social  concursada.  (Junio  27  de  1901 , 

Concurso  de  Touriño  y  C».) 

4.  —  Debe  ser  rechazada  la  solicitud  de  concordato,  si  de  los 
antecedentes  acumulados  en  autos  aparecen  indicios  de  dolo 
ó  fraude  en  la  quiebra  (art.  1466  y  1543.  Cód.  Com.;  octubre 
22  de  1901,  Concurso  de  Touriño  y  C-.) 

CONCURRENCIA  DE  DELITOS. 

Véase:  Corupetencia ;  Excarcelación 

Si  con  ocasión  de  la  ejecución  de  un  hecho  criminal,  se  per- 
petran varios  delitos,  la  pena  á  aplicarse  es  la  del  delito  más 
grave,  sirviendo  los  otros  de  circunstancias  agravantes, 
(art.  87,  Cód.  Pen.).  —  T.  66,  p.  298. 
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CONCURSO. 

Véase :  Competencia 

CONDENACIÓN  ACCESORIA. 

•  Véase  :  Apelación 

CONDOMINIO. 

Véase  :  Competencia 

1.  —  La  declaración  por  la  cual  el  comprador  de  un  inmueble, 
á  continuación  de  haber  aceptado  la  compra  á  su  nombre, 
hace  constar  que  la  efectúa  en  común  y  con  dinero  de  otros, 
no  es  bastante  para  hacer  adquirir  á  éstos  el  condominio  del 
inmueble  comprado  (art.  2528,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  316. 

2.  —  Es  válida  la  promesa  de  enajenación  de  la  cosa  común, 
cuando  se  someten  sus  efectos  al  consentimiento  del  condó- 
mino ó  de  sus  representantes  legales  (art.  1161,  Cód.  Civ.; 
diciembre  13  de  1900,  González  v.  Quinteros). 

3.  — Hecha  la  adquisición  en  común  y  declarándose  que  uno 
de  los  condóminos  no  debe  parte  alguna  del  precio  y  trans- 
ferirá su  parte  á  los  demás,  si  por  cualquier  causa  no  se 
celebrase  la  transacción  expresada  en  el  instrumento,  y  si 
aquel  condómino,  ocurrida  la  falta  de  cumplimiento  de  esta 
condición,  por  título  singular  ha  sucedido  en  los  derechos  de 
los  otros  y  ha  enajenado  la  oosa  á  un  tercero^  se  entiende 
que  la  enajenación  comprende  la  totalidad  de  ella;  y  no 
puede  reclamar  del  adquirente  le  admita  en  la  posesión  de 
la  cosa  por  pertenecerle  en  condominio,  y  le  rinda  cuentas 
de  la  administración  (art.  528,  862,  867,  993  y  995,  Cód. 
Civ.;  diciembre  18  de  1900,  Espinosa  v.  Provincia  de  Buenos 
Aires). 

CONFESIÓN. 

Véase  :  Posiciones 

Sumario  : 
Desconocimiento,  1.  Rebeldía,  12. 

Divisibilidad,  ¿  á  7.  Socio,  13. 

Indivisibilidad,  8  á  11. 

1    Desconocimiento.  —  La  parte  que  ha  sido  legalmente  te- 
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nida  por  confesa  en  los  hechos  que  fundan  la  demanda,  no 
puede  ser  admitida  á  contradecirlos  en  la  expresión  de 
agravios.  —  T.  77,  p.  151. 

2.  Divisibilidad.  —  La  calíñcación  de  la  confesión  no  ejerce 
influencia  para  la  resolución  de  la  causa,  cuando  el  detito 
está  plenamente  averiguado  con  independencia  de  ella.  — 
T.  €.7,  p.  H4. 

3-  —  No  puede  hacerse  valer  el  principio  de  la  indivisibilidad 
de  la  confesión,  cuando  el  delito  se  halla  plenamente  averi- 
guado con  prescindencia  de  ella. —  T.  69,  p.  169. 

4.  — La  confesión  calificada  no  es  indivisible  cuando  las  cons- 
tancias de  autos  desautorizan  la  califícación  (art.  318,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T  .  69,  p.  371. 

5.  —  Cuando  de  las  circunstancias  relativas  á  los  hechos  in- 
criminados resultan  presunciones  graves  contra  el  confe- 
sante, corresponde  á  éste  el  deber  de  probar  el  hecho  ale- 
gado en  descargo,  en  la  confesión  (art,  318,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  74,  p.  59  y  283. 

6.  —  Las  presunciones  graves  contra  el  confesante,  fundadas 
en  sus  antecedentes  personales  y  en  las  circunstancias  del 
hecho,  autorizan  á  dividir  la  confesión  (art.  318,  Cód.  Proc, 
Crim.;   junio    19    de    1900,    causa   v.    Perotti    y    otros). 

7.  — La  regla  de  la  indivisibilidad  de  la  confesión,  suh'e  excep- 
ción cuando  de  las  circunstancias  del  hecho  resultan  pre- 
sunciones graves  en  contra  del  confesante  (art.  318,  Cód. 

Proc.  Crim.;  abril  9  de  1901,  causa  contra  Carra). 

8.  Indivisibilidad.  —  Debe  estarse  á  la  confesión,  tal  como  ha 
sido  prestada  por  el  procesado,  cuando  no  existen  otras 
pruebas  y  no  resultan  presunciones  graves  que  autoricen  á 
(iividirla  (art.  318,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  68,  p.  369. 

9.  —  Si  las  circunstancias  de  la  causa  hacen  presumir  que  el 
procesado  recibió  de  buena  fe  el  billete  falso  y  lo  entregó 
también  en  el  concepto  de  ser  legítimo,  la  confesión  de 
aquél  no  puede  dividirse  en  su  perjuicio  (art.  318,  Cód. 
Proc.  Crim.).—  T.  75,  p.  192. 

^0.  —La  confesión  calificada  no  puede  dividirse,  cuando  no 
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hay  circunstancias  de  que  resulten  presunciones  graves 
contra  el  confesante,  y  sus  antecedentes  personales  corrobo- 
ran la  calificación  (art.  348,  Cód,  Proc.  Crim. ;  julio  7  de 
i  900,  causa  v.  Peirano). 
i1.  —  Si  el  hecho  de  que  se  acusa  al  procesado,  resulta  pro- 
bado por  su  confesión,  ésta  no  puede  dividirse  en  su  per- 
juicio máxime  cuando  las  circunstancias  de  la  causa  sirven 
á  convencer  que  el  procesado  no  tenía  conocimiento  de  la 
falsedad  de  la  moneda  de  30  centavos  que  pretendió  circular 
(art.  318,  Cód.  Proc.  Crim.;  diciembre  24  de  1901,  causa  v. 
Martínez). 

12.  Rebeldía. —  La  confesión  en  rebeldía  surte  el  efecto  de 
prueba  plena  de  los  hechos  sobre  que  recae.  (Noviembre  28 
de  1899,  García  v.  Walberg.) 

13.  Socio.  — La  confesión  hecha  en  juicio  por  un  socio  colec- 
tivo, reconociendo  el  recibo  de  los  objetos  cuyo  valor  se 
reclama,  no  existiendo  cuestión  respecto  al  precio,  acredita 
el  derecho  del  demandante  y  debe  mandársele  pagar  la  suma 
reclamada  con  sus  intereses  desde  la  interpelación  (art.  509 
y  622,  Cód.  Civ. ;  noviembre  26  de  1901,  Montenegi'o  v.  Far- 
gas  y  Céspedes). 

CONFESIÓN  EXTRAJUDICIAL. 
La  confesión  extrajudicial  no  surte  los  efectos  de   confesión, 
si  no  se  hace  y  se  niega  ante  el  juez  competente  (art.  316, 
Cód.  Proc.  Crim. ;  junio  28  de  1900,  causa  v.  Solari  y  otros). 

CONFISCACIÓN. 
La  abolición  de  la  confiscación,  no  importa,  en  modo  alguno, 
sustraer  déla  acción  de  los  poderes  públicos,  los  instrumen- 
tos del  delito.  —  T.  67,  p.  185 

CONGRESO. 
1 .  —  El  Congreso  tiene,  por  el  inciso  16,  artículo  67  de  la  Cons- 
titución, la  facultad  de  eximir  á  una  empresa  de  ferrocarril 
de  todo  impuesto,  tanto  nacional  como  provincial,  por  un 
tiempo  determinado  ;  y,  por  consiguiente,  la  provincia  que, 
en  contra  deesa  concesión,  haya  cobrado   impuestos  á  la 
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empresa,  está  en  la  obligación  de  restituir  su  importe  (art. 
31  y  67,  inc.  28,  Const.  Nao.  Si  para  fines  de  gobierno,  de  po- 
lítica, de  reglamentación  del  comercio  interprovincial, ó  sim- 
plemente como  medio  de  estímulo  para  promover  la  cons- 
trucción de  un  ferrocarril,  el  Congreso  cree  conveniente  acor- 
dar el  privilegio  de  la  exención  del  pago  de  impuestos  lo- 
cales, esta  disposición  es  perfectamente  constitucional,  por- 
que no  importará  sino  el  ejercicio  de  una  facultad  del  Con- 
greso, cuyas  leyes  prevalecen  sobre  cualquiera  disposición 
contraria  de  las  constituciones  ó  leyes  de  provincia.  Resol- 
ver lo  contrario,  sería  reconocer  en  los  gobiernos  de  provin- 
cia la  facultad  de  anular  ó  entorpecer  los  efectos  de  la  legis- 
lación del  Congreso,  en  cuanto  ella  se  dirigiese  á  los  objetos 
previstos  en  el  inc.  16,  art.  67.  Las  provincias,  haciendo  uso 
de  la  facultad  de  imponer,  podrían  llegar  con  sus  contribu- 
ciones á  hacer  imposible  la  realización  de  las  concesiones 
y  privilegios  que  el  Congreso  acordase,  destruyendo  así 
unodelosmás  primordiales  propósitos  del  pueblo  argen- 
tino, al  limitar  en  aquellos  ciertas  prerrogativas  autónomas 
que  pertenecen  álos  estados  en  las  confederaciones  ó  fede- 
raciones puras,  pero  que  en  la  unión  argentina  han  sido  da- 
dos á  la  nación  por  prescripción  expresa  de  la  Const.).  —  T. 
68,  p.  227. 

2.  —  Los  miembros  del  Congreso  no  se  hallan  bajo  el  amparo  de 
las  autoridades  federales  en  lo  que  al  derecho  común  se  refie- 
re. La  Constitución  no  hace  de  la  persona  de  los  diputados  y 
senadores,  una  especialidad  de  personas  de  derecho  público 
sustrayéndola  de  la  jurisdicción  local  cuando,  por  razón  de 
ellas  ó  de  sus  bienes,  hubieran  de  estar  en  juicio  como  de- 
mandantes ó  demandados  ó  cuando  se  tratase  de  hechos 
comunes  que  les  afecten  como  víctimas. —  T.  75,  p.  335. 

3.  —  El  Congreso  tiene  facultad  para  acordar  privilegios  tempo- 
rarios y  recompensas  de  estímulo  como  medio  de  promover 
la  construcción  de  ferrocarriles,  y  entre  ellos  está  compren- 
dida la  exención  de  impuestos  nacionales  y  provinciales.  La 
ordenanza  municipal  que  se  oponga  á  esa  exención,  no  debe 
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ser  aplicada  (art.  31  y  67^  ¡nc.  16,  Const.  Nac. ;  Ferrocarril 
Central  Argentino  V.  Municipalidad  de  Villa  María). 

CONSIDERANDOS. 

Véase:  Apelación 

CONSIGNACIÓN. 

Véase  :  Competencia;  Costas;  Intereses 

1.  —  El  dinero  cuya  consignación  no  fué  aceptada,  queda  de- 
positado por  cuenta  y  á  la  ord^n  déla  parte  que  lo  consignó. 
— T.  64,  p*21!, 

2.  —  No  es  válida  la  consignación  que  se  haga  de  menor  cantil- 
dad  de  la  que  se  debe  (art.  756,  Cód.  Civ.).  — T.  64,  p.  331. 

3.  —  Consignado  el  dinero  adeudado,  y  aceptada  la  consigna- 
ción por  el  acreedor,  el  deudor  no  está  obligado  á  hacer  un 
nuevo  pago,  por  haber  sido  robado  el  dinero  en  la  oficina 
en  la  cual  se  depositó.  —  T.  77,  p.  223. 

4.  —  Sí  se  ha  estipulado  que  la  suma  adeudada  de  sesenta  mii 
pesos  sea  satisfecha  con  un  equivalente  de  veintiséis  mil 
ochenta  y  siete  pesos  oro,  no  es  admisible  el  pago  por  con- 
signación de  sesenta  mil  pesos  cuando  estos  no  representa- 
ban la  cantidad  mencionada  de  pesos  oro.  La  mención  del 
tipo  de  230  por  ciento  en  que  se  calculó  la  suma  de  vein- 
tiséis mil  ochenta  y  siete  pesos  oro,  importa  según  los  tér- 
minos de  la  convención,  explicada  también  por  actos  poste- 
riores de  los  deudores,  que  éstos  cumplían  pagando  sesenta 
mil  pesos  cuando  el  oro  estuviese  á  un  tipo  que  no  fuera 
superior  al  de  230  por  ciento,  debiendo  pagar  el  equiva- 
lente de  veintiséis  mil  ochenta  y  siete  pesos  oro  cuan- 
do pasase  de  ese  tipo  (art.  756,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p. 
224. 

5.  -^No  es  admisible  el  pago  por  consignación  de  un  valor  que 
es  inferioralcrédítoreclamado(art.  756,757y758,  Cód.  Civ.). 
— T.  81,p.  166. 

6.  —  Hecha  una  consignación  ante  juez  incompetente^  el  juez 
declarado  competente  á  cuya  orden  se  transfirió,  puede  á 
instancias  del  acreedor  que  la  acepta,  mandar  que  se  le  en- 
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tregüe  la  suma  depositada  con  citación  del  deudor.  (Abril  24 
de  1900,  Echeverría  v.  Banco  Agrícola  Comercial.) 

CONSULTA. 

Véase  :   Competencia 

1.  —  Debe  aprobársela  sentencia  consultada  por  el  juez  de  te- 
rritorio nacional  mandando  pagar  un  crédito  contra  la  su- 
cesión del  deudor,  en  virtud  de  reconocimiento  hecho  por 
todos  los  interesados  y  por  el  defensor  de  menores.— T.  68, 
p.  363  y  365. 

¿.  —Debe  aprobarse  la  sentencia  consultada,  si  las  constancias 
de  autos  la  justifican.  —  T.  77,  p.  444. 

3.  —  Procede  la  consultad  la  Suprema  Corte  en  los  juicios  su- 
cesorios abiertos  en  los  territorios  nacionales,  en  que  versan 
intereses  de  menores  (art.  41  y  42,  Ley  de  los  territorios). — 
T.  77,  p.  231  (a). 

4.  —  Las  sentencias  definitivas  en  causas  civiles  en  que  sean 
partes  el  fisco,  menores  ó  incapaces^  y  no  hayan  sido  apela- 
das, deben  ser  elevadas,  por  los  jueces  letrados  de  los  territo- 
rios nacionales,  en  consulta  á  la  Suprema  Corte,  para  su  apro- 
bación; y  mientras  no  se  dicte  ésta,  no  pueden  ser  ejecutadas 
(art.  42,  Ley  orgánica  de  los  territorios  nacionales;  art.  22 
24  y  33,  Cód.  Proc.  Crim.;  junio  16  de  1900,  Letamendiv. 
Torres,  Hidalgo  v.  Gutiérrez) . 

5.  —  Procede  la  consulta  á  la  Suprema  Corte  en  los  juicios  su- 
cesorios abiertos  en  los  territorios  nacionales  en  que  versan 
intereses  de  menores  (art.  41  y  42,  Ley  de  territorios  ;  agos- 
to 19  de  1901,  Juicio  sucesorio  de  J.  C.  Hidalgo). 

CONTESTACIÓN  Á  LA  DEMANDA. 

Véase  :  Apelación 

£  I  aviso  dado  al  juez  emplazante,  de  haber  ocurrido  á  otro 
juez  pidiendo  que  promueva  contienda  de   competencia,   no 

(á)  Téngase  presente  respecto  de  este  número  y  los  dos  siguientes  que,  por  la 
ley  4055  (art.  17,  inc.  i),  la  consulta  debe  ser  elevada  ahora  á  las  Cámaras 
Federales. 
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autoriza  la  suspensión  del  término  para  contestar  la  deman- 
da. (Junio  44  de  4901,  Keller  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Ar- 
gentino.) 

CONTIENDA  DE  COMPETENCIA. 

Véase  :  Competencia:  Suprema  Corle 

Sumario  : 


Acumulación  de  autos,  1. 
Conclusión,  2  y  3. 
Declinatoria,  4  y  5. 
Desistimiento  del  juez,  6. 
Desistimiento  de  parte,  7. 
Exhorto,  8. 


Inhibitoria,  9^á  17. 

Juez  requerido,  18. 

Juicio  terminado»  19. 

Mandatario,  20. 

Suspensión  de  procedimiento,  21. 

Tramitación,  22. 


4.  Acumulación  de  autos.  —  Deducida  ante  el  juez  federal, 
demanda  ordinaria  sobre  chancelación  de  lasbípoteca,  por  el 
deudor  hipotecario,  argentino,  contra  los  acreedores,  extran- 
jeros, y  promovida  por  éstos  contra  aquél  juicio  ejecutivo, 
ante  el  juez  local,  no  procede  acumulación  de  autos;  y  cada 
juez  debe  continuaren  el  conocimiento  de  la  causa  respecti- 
va (art.  400,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  2»,  y  42,  inc.  4«, 
Ley  Jurid.  ;  diciembre  24  de  4904,  Levy,  Hayen  y  C*  con 
Raffo). 

2.  Conclusión.  —  Desaparecida  la  causa  de  la  contienda  de 
competencia,  deben  devolverse  los  autos  al  juzgado  de  su 
origen.  —  T.  66,  p.  323. 

3.  —  No  existiendo  el  juicio  en  el  cual  se  deduce  la  contienda 
por  inhibitoria,  deben  devolverse  los  autos  al  juez  de  su 
procedencia.  (Junio  26  de  4900,  Fernández,  sobre  compe- 
tencia.) 

4.  Declinatoria.  —  Deducida  la  inhibitoria,  no  es  permitido 
oponer  la  declinatoria  de  jurisdicción.—  T.  64,  p.  35. 

5  —  Rechazada  por  la  Suprema  Corte  la  competencia  de  los 
tribunales  federales  deducida  por  inhibitoria,  no  es  admisi- 
We  la  excepción  de  declinatoria  de  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales locales,  y  debe  rechazarse  el  recurso  interpuesto 
contra  el  auto  que  no  la  admite. —  T.  73,  p.  483. 

6.  Desistimiento  del  juez.  —  Si  uno  de  los  jueces  desiste  de 
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su  competenc/ia,  desaparece  la  contienda  que  puede  ser  ma- 
teria de  resolución.  —  T.  76»  p.  118. 

7.  Desistimiento  de  parte.  —  Las  contiendas  de  competencia 
no  pueden  ser  terminadas  sino  por  fallo  del  tribunal  que 
debe  dirimirlas  ó  por  desistimiento  de  los  jueces  conten- 
dientes; y,  en  consecuencia^  el  formulado  por  el  interesado 
ante  la  Suprema  Corte,  no  puede  ser  admitido  por  ésta.  — 
T.  78,  p.  200. 

8.  Exhorto.  —  £1  que  no  es  parte  en  el  juicio  en  que  se  eje- 
cutan los  inmuebles  inhibidos  á  su  instancia,  y  en  el  cual  se 
pide  por  exhorto  el  levantamiento  de  las  inhibiciones  al 
efecto  de  escriturarlos,  no  puede  promover  cuestión  de  com- 
petencia contra  el  juez  exhortante;  y  si  la  inhibición  es  pos- 
terior al  título  de  la  ejecución  de  los  inmuebles,  no  puede 
oponerse  al  cumplimiento  del  exhorto.  -— T.  74,  p.  S!35. 

9.  Inhibitoria.  —  El  que  ha  deducido  excepción  de  incompe- 
tencia ante  el  juez  déla  demanda,  no  puede  ocurrir  por  in- 
hibitoria al  juzgado  que  cree  competente.  —  T.  63,  p.  287. 

40.  —  Opuesta  la  excepción  de  incompetencia  por  declinatoria 
ante  el  juez  de  la  demanda,  no  puede  promoverse  la  misma 
excepción  por  vía  de  inhibitoria  ante  el  juezá  quien  se  repu- 
ta competente  (art.  53,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  46. 

41. — Deducida  la  excepción  de  declinatoria  de  jurisdicción, 
no  puede  promoverse  la  misma  cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria,  ni  puede  abandonarse  la  una  y  recurrir  á  la 
otra,  ni  emplear  ambas  sucesivamente,  debiendo  pasarse 
por  el  resultado  del  medio  á  que  se  haya  dado  la  preferen- 
cia. —  T.  67,  p.  347. 

12.  —  Deducida  la  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria, 
la  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  ella,  mientras  no  esté 
trabada  la  contienda.  —  T.  77,  p.  140. 

43.  —  Deducida  la  excepción  de  incompetencia  por  la  vía  de- 
clinatoria ante  los  tribunales  locales,  no  puede  admitirse  la 
inhibitoria  interpuesta  ante  el  juzgado  federal. — T.80,p.216. 

44.  —  No  procede  la  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria, 
cuando  el  que  la  deduce  ha  intervenido  ante  el  juez  á  quien 
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considera  incompetente,  haciendo  valer  los  derechos  que 
creía  asistirle,  sin  recurrir  de  la  resolución  que  no  le  ad- 
mitió la  declinatoria.  (Octubre  20  de  4900,  Díaz  v.  Pa- 
dró). 

15.  —  Promovida  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria^ 
ante  el  juez  exhortado  para  la  citación  y  emplazamiento  del 
demandado,  debe  aquélla  resolverse  antes  de  devolverse  el 
exhorto.  (Marzo  7  de  1904,  León  v.  La  Manchester.) 

46.  —  Deducida  la  cuestión  de  competencia  por  declinatoria» 
no  puede  promoverse  por  inhibitoria  ante  el  juez  que  se 
considera  competente;  debe  pasarse  por  aquella,  sin  perjui- 
cio de  los  recursos  á  que  hubiere  lugar.  (Agosto  24  de  4901^ 
causa  de  Adolfo  Zanella.) 

17.  —  Si  el  juez  ante  quien  se  ha  ocurrido  por  inhibitoria  no 
ha  aceptado  la  jurisdicción  que  se  le  atribuye,  y  no  se  ha 
dirigido,  por  consiguiente,  al  juez  á  quien  se  considera  in- 
competente, no  puede  decirse  que  exista  trabada  la  contien- 
da, la  que  se  formaliza  en  los  términos  de  los  artículos  54  y 
52,  Ley  de  Procedimientos.  (Marzo  22  de  4902,  Amadey  y 
otros,  deduciendo  cuestión  de  competencia.) 

48.  Juez  requerido.  — En  las  contiendas  de  competencia, 
el  juez  requerido  debe  resolver  sobre  la  inhibitoria  reclama- 
da y  comunicar  su  resolución  al  juez  exhortante.  Si  no  lo 
hace,  la  Suprema  Corte,  siendo  ella  la  llamada  á  resolver  la 
contienda,  puede  librar  oficio  para  que  cumpla  con  esa 
prescripción.  —  T.  67,  p.  394. 

49.  Juicio  terminado.  —  El  pleito  terminado  por  sentencia, 
no  puede  ser  materia  de  una  cuestión  de  competencia.  — 
T.  68,  p.  49.» 

20.  Mandatario.  —  El  citado  en  el  carácter  de  apoderado  de 
otro,  no  tiene  derecho  para  deducir  en  nombre  propio,  cues- 
tión de  competencia  por  inhibitoria.  (Marzo  3  de  4900,  Pa- 
rramón  en  juicio  de  Ruíz  v.  Farani  hermanos.) 

21.  Suspensión  de  procedimiento.  —  El  solo  aviso  de  un 
juez,  de  haber  el  demandado  promovido  ante  él,  cuestión 
de  competencia  por  inhibitoria,  no  autoriza  la  suspensión 
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de  los  procedimientos  seguidos  ante  el  juez  competente  para 
conocer  en  la  demanda.  —  T.  64,  p.  35. 
22.  Tramitación.  —  Una  vez  que  se  disputa  por  otro  juez  la 

jurisdicción  que  se   ejerce  en  los  autos,  debe  tramitarse  y 

* 

resolverse  la  contienda,  siendo  nulo  todo  lo  que  se  actúe 
después  de  iniciada  ésta.  —  T.  63,  p.  405. 

CONTRABANDO. 

Véase  :  Aduana 

CONTRADOCUMENTO. 

Aún  en  el  supuesto  de  que  el  contradocumento  hubiera  sido 
antidatado,  tal  circunstancia  no  modifica  el  acto  con  arre- 
glo al  artículo  997,  Código  Civil,  y  puesto  que  el  documento 
privado  reconocido  prueba  su  fecha  respecto  á  las  partes. 
—  T.  75,  p.  ni. 

CONTRATO. 

Véase  :  Arras;  Competencia;  Daños  y  perjuicios 

Sumario  : 
Banco  Hipotecario,  10  y  11. 
Banco  Nacional,  12. 
Camplímiento,  1  á  9. 
Existencia,  13  y  14. 

4.  Cumplimiento.  —  Demostrada  la  existencia  del  contrato  y 
el  cumplimiento  de  éste  por  parte  del  actor,  el  demandado 
debe  ser  condenado  á  cumplirlo  y  pagar  lo  que  debe  en  ra- 
zón de  dicho  contrato.  —  T.  64,  p.  338. 

2. — Aceptado  y  aprobado  el  convenio  en  virtud  del  cual  se 
da  facultad  á  los  peritos  encargados  de  la  división,  para  su- 
fragarlos gastos  de  ella,  vendiendo  los  animales  necesarios, 
las  partes  no  pueden  proceder  por  sí  á  hacer  esas  ventas,  y 
la  que  resulte  haberlas  hecho  está  obligada  á  entregar  el 
precio  á  los  peritos,  sin  perjuicio  de  las  demás  responsabi- 
lidades en  que  hubiesen  incurrido.  —  T.  65,  p.  183. 

3.  —  No  habiendo  pacto  comisorio,  y  estando  éste  expresa- 
mente excluido  en  el  contrato,  no  puede  pedirse  su  resolu- 
ción, ni  la  indemnización  de  perjuicios  emergentes  de  la 
resolución  (art.  1204,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  103. 


Forma,  13. 
Mandatario,  15. 
Pacto  comisorio,  3  á  7. 
Prueba,  13. 
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4.  —  No  puede  pedirse  el  cumplimiento  de  un  contrato  esti- 
pulado bajo  condición,  si  ésta  no  se  ha  cumplido  y  no  se 
verifica  ninguno  de  los  casos  previstos  en  los  artículos  537 
y  538,  Código  Civil.  —  T.  70,  p.  305. 

5.  — El  que  ha  contratado  la  caña  de  azácar  que  otro  cosecha, 
obligándose  á  anticipar  á  éste  una  suma  de  dinero  por  cada 
cuadra  que  cultive  y  coseche,  debe  abonar  las  sumas  con- 
venidas y  no  puede  exigir  la  entrega  de  la  caña,  antes  de 
haber  hecho  ese  abono  (art.  509,  Cód.  Civ.).—  T.  73,  p.  106. 

6.  —  La  imposibilidad  de  cumplir  el  contrato  no  permite  or- 
denar su  cumplimiento  pedido  en  primer  término;  y  siendo 
causada  por  hechos  imputables  al  deudor,  autoriza  á  recha- 
zar su  rescisión  con  los  daños  é  intereses  pedida  por  el 
acreedor  en  vía  subsidiaria.  —  T.  74,  p.  163. 

7.  —  No  existiendo  en  los  contratos  el  pacto  de  darlos  por 
disueltos  en  caso  de  inejecución,  debe  pedirse  su  cumpli- 
miento, y  no  los  daños  y  perjuicios  dándolos  por  fenecidos 
(art.  1304,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  216. 

8.  —No  hay  acción  para  pedir  el  cumplimiento  de  un  contra- 
to bilateral,  cuyas  obligaciones  aparecea  extinguidas  por 
mutuo  consentimiento,  ó  en  el  que  el  actor  manifiesta  que 
no  ha  cumplido  y  no  ofrece  cumplirlos  suyos  (art.  1200  y 
1201,  Cód.  Civ.;  mayo  5  de  1900,  Bossio  v.  el  Gobierno  Na- 
cional). 

9. —El  acto  en  que  uno  de  los  que  intervienen,  ofrece  algo 
8i  asi  le  coni^imere,  aunque  el  ofrecimiento  ó  promesa  se  haga 
en  el  interés  de  un  tercero,  no  puede  invocarse  como  un 
contrato  y  exigir  su  cumplimiento  (art.  542,  Cód.  Civ.;  mayo 
30  de  1901,  Asta  Perrero  v.  Municipalidad  de  La  Plata). 

10.  Banco  Hipotecario.  —  Los  remates  efectuados  c«m  la  re- 
serva para  el  Directorio  del  Banco  Hipotecario,  de  aprobarlos 
ó  anularlos,  son  operaciones  ad  referendum^  que  no  significan 
el  acuerdo  de  voluntades  necesario  para  la  formación  de  un 
contrato  (a).  Este  existe  desde  que  Se  presta  la  aprobación  ; 

(a)  En  igual  sentido,  tomo  52,  página  307.  (Digesto,  t.2,  p.  558.) 
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y  e]  vinculo  de  derecho  que^  por  tal  razón,  se  establece  entre 
las  partes  no  puede  ser  modificado,  ni  anulado  por  cualquier 
desaprobación  posterior ;  ni  puede  ser  alterado  por  los  con- 
venios posteriores  que  dicho  banco  celebre  con  su  antiguo 
deudor  (art.  4200  y  4 495,  Cód.  Civ.).  — T.  68,  p.  4 88  y  4 93 (a). 

14.  — Convenido  en  el  acto  del  remate,  que  la  eficacia  de  éste 
quedaba  subordinada  á  la  aprobación  del  presidente  del  di- 
rectorio del  Banco^  la  aprobación  prestada  por  aquél,  basta 
á  constituir  el  concurso  de  voluntades  necesario  para  la 
existencia  de  un  contrato  debidamente  concluido.  Los  actos 
posteriores  del  directorio  y  los  convenios  hechos  con  el  an- 
tiguo deudor  del  Banco,  no  pueden  alterar  los  derechos 
adquiridos  por  el  comprador  (art.  4495,  Cód.  Civ.).  —  T.  69, 
p.  24. 

421.  Baneo  Nacional.  —  £1  Banco  Nacional  no  puede  quedar 
obligado  por  el  convenio  que,  sin  su  intervención,  haya  hecho 
un  deudor  suyo,  estipulando  con  terceros  la  venta  de  una  pro- 
piedad de  su  pertenencia,  para  que  los  compradores  pagaran 
el  precio  con  pagarés  descontados  del  mismo  Banco,  garanti- 
dos por  la  hipoteca  de  lo  vendido,  imputándose  el  valor  del 
descuento  á  la  deuda  del  vendedor.  El  hecho  de  haber  acep- 
tado y  practicado  el  descuento  con  dos  de  los  compradores, 
no  obliga  al  Banco  á  hacer  igual,  operación  con  los  otros  dos^ 
si  aquellos  obraron  individualmente  y  á  su  propio  nombre, 
máxime  si  la  operación,  á  más  de  perjudicial,  era  contraria 
á  los  reglamentos  del  Banco,  y  no  había  sido  aceptada  por 
el  gerente  de  la  sucursal.  —  T.  84,  p.  37. 

43.  Existencia.  —  Los  contratos  que  tengan  una  forma  deter- 
minada por  las  leyes,  se  consideran  celebrados  definitiva- 
mente, aunque  no  estén  en  dicha  forma,  y  son  admisibles 
todos  los  medios  de  prueba  designados  en  los  artículos  4490, 
Código  Civil,  para  hacer  constar  su  existencia  legal  (art.  4494, 
Cód.  cit.).  —  T.  65,  p.  342. 

44.  —  Si  el  demandado  ha  contestado  al  actor  los  derechos  que 

(a)  Véase  :  Remate  en  la  palabra  Compra  venta. 
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acuerdan  los  contratos,  y  no  ha  apelado  de  la  sentencia 
que  le  reconoce  como  titular  de  ellos,  debe  considerarse 
que  éste  los  conserva  en  toda  su  integridad^  si  otras  razo- 
nes legales  no  se  oponen  á  ello.  —  T.  76,  p.  2i6. 
15.  Handatarío.  —  El  que  ha  contratado  como  apoderado  sin 
poder  suficiente,  no  tiene  acción  para  pedir  el  cumplimiento 
del  contrato.  —  T.  72,  p.  293. 

COPIAS. 

Véase  :  Costas 

1 .  —  No  es  obligatorio  dar  copia  de  los  documentos  que,  por  no 
obrar  en  poder  del  actor,  se  individualizan  con  arreglo  al 
artículo  10,  Ley  de  Procedimientos.  —  T.  70,  p  238. 

2.  —  Si  las  copias  de  la  demanda  han  sido  entregadas  al  que 
no  era  representante  del  demandado,  el  actor  debe  presentar 

nuevas  copias  para  ser  dadas  al  representante  legítimo.  (No- 

* 

viembre  8  de  1900,  Tolomé  v.  Ferrocarril  Sud.) 

CORRECCIÓN  DISCIPLINARIA. 

Véase  :   Apelación;  Recurso 

1 .  — La  Suprema  Corte  no  puede  apreciar  la  procedencia  ó  im- 
procedencia de  las  correcciones  disciplinarias  impuestas  por 
el  juez  federal,  si  las  palabras  que  las  motivaron  vienen 
testadas  ya  :  en  tal  caso  no  puede  pronunciarse  por  la  con- 
denación. —  T.  66,  p.  135. 

2.  —  La  deducción  de  recursos  en  que  no  se  contiene  concep- 
tos depresivos  de  la  autoridad  del  juez,  aunque  importe  no 
acatar  sus  resoluciones,  no  puede  fundar  una  corrección 
disciplinaria.  (Marzo  24  de  1900,  Rosas  v.  Enthoven.) 

CORREDOR. 
No  puede  ser  considerada  como  prestada  por  un  corredor,  la 
declaración  de  una  persona,  empleada  para  llegar  á  la  cele- 
bración de  un  contrato  de  fletamento,  si  está  probado  que 
no  tenía  las  calidades  legales  para  ejercer  el  corretaje  y  no 
aparece  que  fué  admitida  por  las  partes  en  tal  carácter  (art. 
88  y  sig.  Cód.  Com.;  diciembre  19  de  1901,  A  daño  v.  Santa- 
maría y  C*), 
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CORRESPONDENCIA. 

Véase  :   Violación  de  correspondencia 

COSA  JUZGADA. 

Véase :  Apelación 

1.  —  SÍD  la  existencia  de  un  fallo  judicial  sobre  el  hecho  que 
motiva  el  proceso»  no  puede  administrarse  la  excepción  pre- 
via de  cosa  juzgada.  —  T.  63,  p.  9. 

2.  —  Debe  ser  confirmado  el  auto  que  tiende  al  cumplimiento 
déla  cosa  juzgada.  —  T.  63,  p.  252. 

3. — Rechazada  por  cosa  juzgada  la  acción  reivindicatoría  de 
un  terreno,  el  vencido  no  puede  deducir  una  nueva  acción 
sobre  mejor  derecho  á  poseer  dicho  terreno. —  T.  64,  p.208. 

4.  —  Si  se  ha  seguido  un  pleito  entre  uno  de  los  codeudores  so- 
lidarios y  el  acreedor  de  la  letra,  la  resolución  que  en  él  se 
haya  dictado  con  referencia  al  valor  de  ésta,  afecta  la  acción 
que  el  otro  codeudor  solidario  entable  para  repetir  el  impor- 
te pagado  de  la  letra,  fundándose  en  que  lacaysa  de  la  obli- 
gación de  ésta  no  es  un  préstamo  sino  una  fianza  (Ley  30, 
tít.  22,  part.  3').  —T.  72,  p.  331. 

o. — Lo  dispuesto  por  el  articulo  4403,  Código  Civil,  estable- 
ciendo que  después  de  la  absolución  del  acusado  no  puede 
alegarse  en  el  juicio  civil  la  existencia  del  hecho  principal, 
no  es  aplicable  al  sobreseimiento  definitivo  ordenado  por  el 
juez  de  instrucción,  después  del  sumario  de  policía;  por 
cuanto  no  hay  juicio  en  que  el  acusado  haya  sido  absuelto. 
—  T.  75,  p.  407. 

€.  — La  sentencia  recaída  en  un  juicio  posesorio  no  puede  ha- 
cerse valer  contra  el  demandado  por  reivindicación  si  no  ha 
sido  parte  en  él,  y  si  el  terreno  del  pleito  no  era  eimismoque 
se  demanda,  fuera  de  que  aquella  no  prejuzga  sobre  el  peti- 
torio, sino  en  casos  excepcionales,  que  no  se  dice  sucedido 
(art.  2472,  Cód.  Civ. ;  Ley  20,  tít.  22,  part.  3*).  —  T.  84 ,  p.  347. 

7.  La  sentencia  firme  que  condena  al  pago  de  los  daños  y  per- 
juicios resultantes  de  la  mora  desde  el  día  siguiente  al  de  la 
notificación  de  la  demanda,  hace  cosa  juzgada  en  contra  de  la 


eos  —  120  — 

pretensión  del  acreedor  sobre  indemnización  de  perjuicios  an- 
teriores, y  respecto  de  las  posteriores  sólo  comprende  los  oca- 
sionados por  el  deudor  y  no  los  que  el  acreedor  baya  sufrido 
en  sus  otros  bienes.  (Diciembre  5  de  1899,  Klein  v.  Arrambide.) 

COSA  LITIGIOSA. 

Véase  :  Compratenta 

COSTAS. 

« 

Véase:  Apelación;  Competencia ;  Juicio  gecutiw 

Sumario  : 


Personería  (falta  de),  62  á  67. 
Posiciones,  68. 
descripción,  69  y  70. 
Querellante,  71. 
Bazón  pn>babie,  72  á  82. 
Regulación,  83  á  88. 
Rendición  de  cuentas,  89. 
Revocatoria,  90  y  91. 
Sucesión,  92. 
Temeridad,  93  á  100. 
Tercería,  101  á  107. 
Término  extraordinario,  108. 


Abogado,  83,  85,  87  y  88. 

Acción  (admisión  ó  rechazo  parcial  de 

la),  1  á  12. 
Citación  (nulidad  de),  13. 
Consignación,  14  á  17. 
Copias,  18. 

Daños  y  peijuicios,  19  á  84. 
Defecto  legal,  35. 
Desistimiento,  36  á  40. 
Embargo,  41  y  42. 
Error,  43  á  45. 
Exceso,  16  á  48 
Incompetencia,  49  á  61. 

i.  Acción  (admisión  ó  rechazo  parcial  de  la).  —  Habienda 
sido  admitidos  y  rechazados  en  parte  las  pretensiones  de  los 
litigantes,  las  costas  del  juicio  deben  abonarse  en  el  orden 
causado.— T.64,  p.  393;  t.  68,  p.  177  y  t.  66,  p.  205. 

2.  — No  procede  condenación  en  costas  contra  la  parte  que  dijo 
de  nulidad  del  laudo,  siendo  rechazada,  si  dos  de  las  tres 
principales  cuestiones  propuestas  por  la  contraria,  han  sido 
resueltas  en  contra  de  las  pretensiones  de  ésta. — T.  66,  p.  386. 

3. —  Debe  revocarse  la  condenación  en  costas  al  actor  vencido,, 
si  la  naturaleza  de  las  cuestiones  debatidas  lo  autoriza,  y  si 
además  ha  sido  vencedor  en  una  de  las  contestaciones  que 
ha  sido  motivo  fundamental  del  litigio. — T.  76^  p.  216. 

4.  —Si  la  demanda  del  actor  no  ha  prosperado  en  todas  sus 
partes,  el  demandado  no  debe  ser  condenado  en  costas. —  T» 
.77,  p.  373.  • 
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5.  —El  rechazo  de  la  demanda  y  de  la  reconvención,  excluye  el 
cargo  de  costas  contra  una  ú  otra  de  las  partes  litigantes.  — 
T.  79,  p.  5. 

6. — No  procede  condenación  en  costas  contra  el  actor  cuya 
demanda  ha  sido  admitida  en  parte,  siendo  rechazadas  tam- 
bién en  parte  las  pretensiones  del  demandado. — T.  80,  p.  346. 

7.  —  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando  la  sentencia 
se  ha  pronunciado  en  parle  de  un  modo  adverso  y  en  otra  de 
acuerdo  con  las  conclusiones  del  demandado.  (Mayo  1S  de 
4900,  Ghirlanda  y  otro  v.  Municipalidad  de  Córdoba.) 

8.  — No  procede  condenación  en  costas  cuando  sólo  han  sido 
admitidas  en  parte  las  pretensiones  del  demandante,  siendo 
rechazadas  en  otra  parte.  (Junio  19  de  1900,  Casalis  v.  Itu- 
rraspe.) 

9.  —  No  procede  condenación  en  costas  al  demandado  venci- 
do^ si  no  han  sido  aceptadas  todas  las  peticiones  del  actor. 
(Julio  31  de  1900,  Hollman  y  Mülter  v.  Las  Catalinas.) 

10.  —  Siendo  ambas  partes  vencedoras  y  vencidas,  no  corres- 
ponde la  condenación  en  costas.  (Agosto  9  de  1900,  Padula 
v.  Cabana.) 

41.  —  No  debe  contener  condenación  en  costas  la  sentencia  que 
admite  una  parte  de  la  defensa  del  demandado  y  rechaza  la 
otra.  (Marzo  9  de  1901,  Bruzone  v.  Ferrocarril  Oeste.)    • 

42. — La  sentencia  que  admite  y  rechaza  parcialmente  las  pre- 
tensiones de  las  partes,  no  debe  contener  condenación  en 
costas.  (Octubre  3  de  1901,  Campos  v.  García.) 

1 3.  Citación  (nulidad  de).—  La  nulidad  de  la  citación  para  re- 
conocimiento de  firma,  no  ofrece  mérito  para  condenar  en 
costas  al  demandante.  —  T.  74,p.  411. 

4  4.  Consignación.  —  No  procede  la  condenación  en  costas 
contra  el  demandado  que,  al  ser  notificado  de  la  demanda, 
depositó  á  disposición  del  juez,  al  objeto  del  pago,  la  suma 
de  que  ha  resultado  deudor.  —  T.  66,  p.  263. 

15.  —  Debe  declararse  exento  de  costas,  al  deudor  que  ha  hecho 
consignación  de  la  suma  adeudada  antes  de  ser  requerido 
para  el  pago.  —  T.  75,  p.  283. 
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16.  —  Declarada  válida  la  consignación  en  pago,  procede  de 
derecho  la  condenación  en  costas  al  acreedor  (art.  760,  Cód. 
Civ.;  mayo  22  de  1900,  Olmos  v.  Banco  Nacional). 

17.  —  El  vencido  en  el  juicio  de  pago  por  consignación,  debe 
abonar  los  gastos  del  depósito  y  las  costas  de  aquél  (art.  760, 
Cód.  Civ.;  septiembre  14  de  1901,  Puyrredón  v.  Banco  Na- 
cional). 

18.  Copias.  —  El  hecho  de  no  haberse  consignado  en  la  copia 
entregada  al  demandado,  las  enmiendas  contenidas  en  el  es- 
crito original  de  la  demanda,  que  ha  dado  motivoá  la  excep- 
ción rechazada,  exime  á  aquél  de  la  condenación  en  costas. 
(Junio  19  de  1900^  Calvo  v.  Demarchi.) 

19.  Daños  y  perjuicios.  —  Por  haberse  involucrado  en  la 
cuestión  de  perjuicios,  la  acción  de  indemnización  por  expro- 
piación, aceptada  por  el  demandado,  no  pueden  cargarse  á 
éste  las  costas,  aplicando  la  disposición  relativa  déla  ley  de 
expropiación.  —  T.  64,  p.  5. 

20.  —  Entre  los  perjuicios  á  cargo  del  propietario  de  un  cam- 
po que,  por  propia  autoridad,  desaloja  de  él  al  arrendatario, 
deben  comprenderse  las  costas  ocasionadas  en  el  juicio  se- 
guido para  obtener  su  indemnización,  si  el  demandado  se 
ha  negado  de  un  modo  absoluto  á  abonar  al   demandante 

*  indemnización  alguna  por  los  daños  y  perjuicios  producidos, 
careciendo  de  derecho  para  ello.  —  T.  66,  p.  101. 

21.  —  La  condenación  en  costas  entra  en  la  indemnización  de- 
bida al  damnificado,  cuando  se  ha  negado  en  absoluto  el 
derecho  á  ella.  —  T.  67,  p.  206. 

22.  —  La  empresa  de  transportes  marítimos  está  obligada  tam- 
bién á  pagar  las  costas  del  juicio,  si  ha  negado  todo  derecho 
á  indemnización,  y  por  tal  negativa  ha  obligado  al  actor  á 
seguir  el  pleito  para  hacer  efectivo  el  cobro  de  lo  que  le 
corresponde.  —  T.  72,  p.  151.  (Igual  t.  62,  p.  465.) 

23.  —  Declarada  la  responsabilidad  del  demandado  por  daños 
y  perjuicios,  procede  la  condenación  al  pago  de  las  costas 
judiciales,  aunque  se  haya  fijado  por  el  tribunal  una  indem- 
nización menor  de  la  pedida,  si  aquel  ha  opuesto  una  nega- 
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tíva  absoluta  á  la  demanda  (dichas  costas  deben  contarse 
entre  los  perjuicios  justificados).  —  T.  76,  p.  83. 

24.  —  No  procede  condenación  en  costas,  si  el  demandado 
sólo  ha  desconocido  el  importe  del  daño,  exigiendo  su  prue- 
ba. —  T.  77,  p.  67. 

25.  —  No  hay  mérito  para  condenar  en  costas  á  ninguno  de 
los  litigantes  en  juicio  que  versa  sólo  sobre  el  monto  de  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  si  el  fijado  por  la  sen- 
tencia es  inferior  al  exigido  por  la  demanda  y  superior  al 
ofrecido  por  el  demandado,  incurriendo  el  uno  en  exceso  y 
el  otro  en  defecto.  —  T.  80,  p.  428. 

26.  —  Si  el  demandado  por  daños  y  perjuicios  ha  desconocido 
en  absoluto  la  obligación  de  repararlos,  debe  ser  condenado 
en  costas ;  entre  las  cuales  no  se  pueden  comprender  los 
gastos  hechos  ante  la  jurisdicción  ordinaria,  que  fué  decla- 
rada incompetente.  (Diciembre  44  de  4899,  Hubert  v.  Ferro- 
carril Central  Argentino.  En  la  misma  fecha  y  en  la  causa  de 
Leonardi  v.  Ferrocarril  Oeste,  se  consignó  también  el  prin- 
cipio que  queda  establecido  en  la  primera  parte.) 

27.  — Reconocida  por  el  demandado  la  obligación  de  reparar 
el  daño,  las  costas  deben  ser  satisfechas  en  el  orden  cau- 
sado. (Marzo  47  de  4900,  Dufour  v.  Ferrocarril  Buenos 
Aires  y  Rosario.) 

28.  —  No  procede  condenación  en  costas  al  demandado,  si  éste 
no  se  ha  negado  á  indemnizar  el  daño,  previa  tasación  y  si 
ha  sido  rechazado  uno  de  los  capítulos  de  la  demanda.  (Ju- 
nio 2  de  4900,  Escabino  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Ro- 
sario.) 

29.  —  No  procede  condenación  en  costas,  si  la  empresa  res- 
ponsable del  daño,  no  ha  desconocido  su  responsabilidad  y 
sólo  ha  resistido  el  reconocimiento  de  la  cantidad  deman* 
dada,  que  la  prueba  producida  ha  demostrado  ser  exagerada. 
(Junio  46  de  4900,Porterieu  v.  Ferrocarril  Sud.) 

30.  —  Desconocido  en  absoluto  el  derecho  del  actor  para  recla- 
mar daños  y  perjuicios,  la  condenación  en  costas  contm  el  de- 
mandado entra  en  la  categoría  de  éstos.  (Octubre  43  de  4900, 
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Silv«ira  V.  Ferrocarril  Sud ;  octubre  27  de  1900,  Fernán- 
dez y  Romero  v.  Ferrocarril  Central  Norte  ;  octubre  30  de 
1900,  Urízar  v.  Ferrocarril  Central  Argentino:  septiembre  S5 
de  1900,  Rabbía  Mazzini  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  v  Ro- 
sario.) 

31 .  —  El  demandado  que  desconoce  en  absoluto,  la  obliga- 
ción de  reparar  el  daño  causado,  debe  cargar  con  las  costas, 
como  parte  de  la  indemnización  debida.  (Marzo  9  de  1901, 
Slongo  V.  Ferrocarril  Central  Entrerriano.) 

32.  —  No  hay  justicia  en  imponer  las  costas  al  demandado 
que,  no  contestando  su  obliga/^ión  de  indemnizar  á  los  ac- 
tores, sólo  discute  el  monto  de  la  indemnización,  habiendo 
además  los  últimos  incurrido  en  notable  exceso  al  determi^ 
nar  las  sumas  que  cobran.  (Marzo  9  de  1901,  Albanese  v. 
Ferrocarril  del  Oeste.) 

33.  —  En  las  causas  de  daños  y  perjuicios,  las  costas  son  á 
cargo  del  obligado  á  indemnizarlas  cuando  ha  negado  en 
absoluto  el  deber  de  hacerlo.  (Mayo  11  de  1901,  Bartolomé 
V.  Ferrocarril  del  Oeste.) 

34.  —  Fijado  por  el  tribunal  el  monto  de  la  indemnización  que 
la  empresa  del  ferrocarril  debe  abonar  por  el  hecho  de  su 
empleado,  quedan  en  él  comprendidas  todas  las  responsa- 
bilidades de  la  empresa  por  el  mencionado  hecho,  sin  que 
pueda  exigírsele  el  pago  de  las  costas  á  que  fué  condenado 
dicho  empleado  en  el  juicio  criminal  seguido  contra  él.  (Ju- 
nio 30  de  1900.  Leonardo  v.  Ferrocarril  del  Oeste.) 

35.  Defecto  legal.  —  No  habiendo  razón  para  hacer  valer  la 
excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda y  hacer  citar  á  otras  personas  á  objeto  de  tomar  in- 
tervención en  el  juicio,  debe  rechazarse  con  costas  la  peti- 
ción correspondiente.  (Abril  26  de  1900.  Docks  de  Tránsito 
del  puerto  de  la  Plata  v.  Gialdi  y  otros.) 

36.  Desistimiento.  —  El  que  ha  pedido  la  suspensión  de  la 
tramitación  ordinaria,  y  manifiesta  después  que  no  tiene  in- 
conveniente en  que  ésta  continúe  y  desiste  de  la  petición,  es 
pasible  de  las  costas  del  incidente.  —  T.  67,  p.  300. 


—  425  —  eos 

37.  —  El  que  desiste  del  recurso  de  reposición,  cuyo  traslado 
está  ya  contestado,  debe  pagar  las  costas  correspondientes, 
pues  es  de  derecho  que  el  desistimiento  lleva  aparejada  la 
obligación  de  abonar  las  costas  á  que  hubiese  dado  lugar  el 
auto  ó  petición  de  que  se  desiste.  —  T.  68,  p.  73* 
38.  —  Es  pasible  de  las  costas  el  que  desiste  de  la  demanda  (art. 

4  407,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p.  265. 
39.  —  El  que  desiste  de  una  acción  se  hace  responsable  de  las 

costas  causadas.  —  T.  72,  p.  386. 
^0.  —  El  desistimiento  de  la  demanda  fundado  en  hecho  pos- 
terior á  ésta,  derivado  del  demandado,  y  que  habría  modi- 
ficado substancialmente  el  estado  de  las  cosas  anteriores  al 
pleito,  no  autoriza  la  imposición  de  costas  al  actor.  (Julio  43 
de  1904,  Bemberg  y  C*  v.  Banco  Hipotecario  Nacional.) 

41.  Embargo.  — Si  el  embargo  preventivo  se  decretó  con 
aiTeglo  á  derecho,  el  juez  que  lo  manda  levantar  por  haber 
sido  declarado  incompetente  en  la  causa,  no  puede  conde- 
nar en  costas  á  la  parte  que  la  solicitó.  — T.  70,  p.  245. 

42.  —  Las  costas  originadas  por  el  embargo  preventivo  solici- 
tado para  garantir  el  resultado  de  rendición  de  cuentas,  no 
deben  ser  declaradas  á  cargo  del  obligado  á  darlas,  si  el  lau- 
do arbitral,  acatado  por  éste,  dispuso  que  las  costas  debían 
pagarse  en  el  orden  causado.  (Mayo  18  de  4904,  Castaño  v. 
González.) 

43.  Error.  —  El  haber  incurrido  en  un  error  de  derecho  ex- 
cluye la  temeridad  y  exime  de  las  costas  al  vencido.  (Ley  8, 
tít.  22,  part.  3& :  diciembre  30  de  4899,  Bechem,  Andrieu  y 
C^  en  autos  del  Banco  Nacional  v.  Arrondo.) 

44.  — <  El  error  en  que  la  parte  ha  podido  ser  inducida  por  la 
expresión  empleada  en  la  sentencia,  la  exime  del  pago  de  las 
costas  causadas  en  el  incidente  de  liquidación  de  intereses. 
(Mayo  22  de  4900,  Cacace  v.  Williams  y  C».) 

45.  —  La  parte  que  ha  pretendido  aprovechar  de  un  error  de 
hecho  que  le  era  conocido,  para  hacerlo  servir  en  descargo 
de  una  suma  no  pagada,  debe  ser  condenada  en  costas  (Ley 
8,  tlt.  22,  part.  3*;  octubre  4  O  de  4  904 ,  Mallo  v.  Garro). 


eos  -.  Í26  — 

46.  Exceso.  —  Las  costas  del  juicio  deben  pagarse  en  el  orden 
causado,  si  hubo  pluspetitio  en  la  demanda,  y  reconvención 
injustificada  (Ley  53,  tít.  2,  part.  3').  —  T.  74,  p.  226. 

47.  —  Habiendo  exceso  en  la  demanda,  no  corresponde  la  con- 
denación en  costas.  (Septiembre  H  de  1900,  Moret  v.  Pro- 
vincia de  Santa  Fé.) 

48.  —  No  procede  condenación  en  costas,  cuando  el  actor  ha 
demandado  sumas  superiores  á  las  que  realmente  se  leaden- 
daba^  y  el  demandado  ha  desconocido  á  su  vez  la  existencia 
de  créditos  legítimos.  (Marzo  21  de  4901,  Rivas  v.  Zoila). 

49.  Incompetencia.  —  La  declaración  de  incompetencia  del 
juez,  por  corresponder^  según  el  pacto  de  la  póliza,  la  apre- 
ciación de  los  perjuicios  al  tribunal  pericial,  no  da  mérito 
para  imponer  al  actor  el  cargo  de  las  costas.  — T.  67,  p.  356. 

50.  —  Las  costas  son  de  cargo  del  que  ha  ocurrido  á  juez  incom- 
petente —  T.  67,  p.  380. 

51.  —  El  actor,  cuya  demanda  ha  sido  avocada  por  la  justicia 
nacional  á  consecuencia  de  contienda  de  competencia,  pue- 
de desistir  de  ella  y  entablar  otra  distinta,  sin  estar  obligado 
apagar  las  costas  causadas  en  la  cuestión  de  competencia^ 
resuelta  sin  condenación  en  costas.  — T.  68,  p.  101. 

52.  —  No  hay  mérito  para  condenar  en  las  costas  del  incidente 
de  incompetencia,  al  demandante,  si  antes  había  ocurrido  á  la 
justicia  ordinaria,  y  ésta  había  declarado,  á  pedido  del  deman- 
dado, que  la  causa  correspondía  al  tuero  federal. — T.69,  p.  46. 

53.  —  Debe  ser  condenado  en  costas,  el  demandante  que,  des- 
pués de  haberse  presentado  d  los  tribunales  ordinarios  en 
causa  de  jurisdicción  concurrente,  ocurre  ala  justicia  fede- 
ral. (Tal  circunstancia  prorrogó  la  jurisdicción  ordinaria  y  no 
puede  ocurrirse  á  la  federal).  —  T.  72,  p.  261 . 

54.  —  No  hay  mérito  para  condenar  en  las  costas  del  inciden- 
te sobre  incompetencia,  fundado  en  ser  el  asunto  del  fuero 
contencioso-administrativo.  —  T.  77,  p.  116. 

55.  —  El  extranjero  que  en  demanda  contra  otro  extranjero,  ha 
ocurrido  á  la  justicia  federal  por  razón  de  distinta  vecindad, 
debe  ser  condenado  en  costas.  —  T.  77,  p.  157. 
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5B.  — Las  costas  del  incidente  de  incompetencia,  son  de  cargo 
del  actor  queocurrió  antejuez  incompetente. — T.  77,  p.  331. 

57.  —  En  la  causa  de  un  extranjero  contra  una  sociedad,  no 
hay  mérito  para  condenar  al  actor  en  las  costas  del  incidente 
de  incompetencia,  cuando  ésta  se  declara  por  razón  de  ha- 
berse ventilado  los  antecedentes  ante  la  justicia  ordinaria^  y 
de  ser  extranjero  un  miembro  de  la  sociedad  demandada, 
cuyo  nombre  no  fígura  en  la  razón  social.  — T.  80,  p.  97. 

58.  —  Aceptada  la  jurisdicción  ordinaria  de  conformidad  de 
partes,  y  no  por  existir  litis  pendencia  ante  ella,  no  hay  mé- 
rito para  condenar  al  actor  en  las  costas,  y  las'  del  recurso 
interpuesto  sobre  ellas  deben  ser  á  cargo  del  recurrente. 
(Marzo  10  de  1900,  Fery  v.  Sequeiro.) 

59.  —  No  puede  imputarse  negligencia  culpable  al  argentino 
que  demanda  ante  la  justicia  nacional  á  un  extranjero,  natu- 
ralizado pocos  años  antes.  (Mayo  5  de  1900,  Sala  v.  Mayer.) 

60.  — Si  la  incompetencia  de  la  justicia  federal  ha  sido  decla- 
rada de  oñcio  en  la  instancia  de  apelación,  no  procede  la 
condenación  en  costas  al  actor.  (Mayo  15  de  1900,*  La  Muni- 
cipalidad de  la  Capital  v.  Cossio  y  otros.) 

61., —  Xoes  pasible  de  costas  el  argentino  que  demanda  á  un 
extranjero  ante  la  justicia  federal,  habiendo  éste  declinado 
de  ella  y  aquel  aceptado  la  declinatoria.  (Diciembre  18  de 
1901,  Apíolaza  v.  Fuenzalida)., 

62.  Personoria  (falta  de).  —  Reconocida  la  razón  de  la  excep- 
ción de  falta  de  personería,  por  el  hecho  de  presentar  nuevo 
poder  quH  habilita  al  procurador  del  actor  para  deducir  la 
demanda,  las  costas  del  incidente  relativo  deben  ser  á  cargo 
de  éste.  —  T.  65,  p.  13. 

63.  —  La  declaración  de  falta  de  personería  por  deficiencia  en 
el  poder  ejercido  por  el  procurador  del  demandante,  no  da 
mérito  para  condenar  á  éste  en  las  costas  de  la  articulación. 
—  T.  65,  p.  123. 

64.  —  Resultando  absolutamente  inmotivada  la  oposición  á  ha- 
cerse parte  en  lademanda,  deben  declararse  á  cargo  del  opo- 
sitor las  costas  del  incidente.  —  T.  65,  p.  352. 


eos  —  428  — 

65.  —  Rechazada  la  eiLcepcíón  de  falta  de  personería,  debe 
mandarse  contestar  la  demanda,  con  costas  á  la  parte  que  no 
tuvo  razón  para  oponerla.  —  T.  77,  p.  12Í.  \ 

66.  —  No  es  procedente  la  condenación  en  costas  al  vencidOj 
si  la  cuestión  resuelta  ha  podido  sustentarse  contradictoria- 
mente, como  es  la  déla  representación  invocada  en  virtud 
de  un  poder  conferido  apud  acta  en  juicio  ante  los  tribuna- 
les locales.  (Diciembre  23  de  1899,  Carranza  y  otro  v.  Pehaut.) 

67.  —  Deben  ser  á  cargo  de  la  parte  actora  las  costas  del  inci- 
dente sobre  personería,  promovido  en  virtud  de  haberse  pre- 
sentado una  escritura  de  poder  que  no  contiene  el  nombre 
de  los  otorgantes  y  que  ni  menciona  la  existencia  de  sociedad 
entre  ellos  (art.  1004.  Cód.  Civ. ;  septiembre  18  de  1900,  Ise- 
quilla  y  Pérez  v.  Núñez). 

68.  Posiciones.  —  Procede  contra  expreso  derecho  y,  por 
consiguiente,  es  pasible  de  las  costas,  el  litigante  que  invoca 
la  disposición  relativa  á  las  declaraciones  de  testigos  por 
medio  de  informe,  para  sostener  que  debe  absolver  posicio- 
nes por  dicho  medio.  (El  demandado,  fundado  en  ser  dipu- 
tado á  la  legislatura  déla  provincia  de  Buenos  Aires,  solici- 
tó que  la  absolución  de  posiciones  á  que  había  sido  citado, 
se  realice  por  medio  de  informe).  —  T.  65,  p.  78. 

69.  Prescripción.  —  Debe  ser  condenado  en  costas  el  actor 
que  ha  persistido  en  su  demanda,  después  de  opuesta  la 
prescripción  liberatoria  por  el  demandado,  quien  manifiesta 
que  hacía  uso  de  ella  para  evitar  la  continuación  del  juicio, 
si  resulta  ella  debidamente  justificada  y  si  aquel  no  ha  acre- 
ditado hechos  de  interrupción  ó  de  suspensión,  ni  alegado 
en  concreto,  con  relación  al  tiempo  anterior  al  momento  en 
que  se  cumplió  la  prescripción,  hecho  alguno  que  pudiera 
interrumpirla  ó  suspenderla.  (Leyes  39,  tít.  2,  y  7,  tít.  3,  part. 
3»;  noviembre  6  de  1900,  La  Primitiva  v.  Vidal  Hermanos.) 

70.  —  El  actor  á  quien  se  le  ha  opuesto  la  prescripción  funda- 
da en  disposiciones  legales  claras,  obra  con  temeridad  y  de- 
be cargar  con  las  costas  del  juicio.  (Marzo 21  de  1901,  Luba- 
ry  V.  Silvero.) 
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74.  Qaerellante.  —  Si  el  ministerio  páblico  ha  deducido  acu- 
sación y  no  resulta  que  los  funcionarios  que  lo  desempeñan 
hayan  obrado  con  notorio  desconocimiento  de  las  leyes,  la 
absolución  del  procesado  no  autoriza  la  condenación  en  cos- 
tas contra  el  querellante.  —  T.  76,  p.  440. 

72.  Razón  probable.  —  Debe  eximirse  de  las  costas  al  deman- 
dado, cuando  la  demanda,  por  sus  términos^  ha  dado  motivo 
para  contradecirla.  — T.  69,  p.  94. 

73 .  —  No  hay  mérito  para  condenar  en  costas  al  actor,  cuando 
la  sentencia  absolutoria  establece  que  el  demandado  ha  fal- 
tado á  una  obligación  y  debe  cumplirla.  —  T.  69,  p.  490. 

71.  —  No  debe  ser  condenado  en  costas,  el  que  ha  tenido  razón 
probable  para  litigar.  —  T.  70,  p.  305. 

75.  — No  habiendo  mérito  parala  condenación  en  costas,  debe 
confirmarse  el  auto  que  no  la  impone.  — T.  74 ,  [|]|  58. 

76.  — No  debe  imponerse  la  condenación  en  costas,  cuando  no 
hay  mérito  para  imponerlas.  — T.  74,  p.  423. 

77.  —  La  violación  de  lo  estipulado  en  el  contrato,  puede  con- 
siderarse como  razón  probable  para  deducirla  acción  de  res- 
cisión al  efecto  de  las  costas  al  demandan  te  vencido.  —  T.  74, 
p.  258. 

78.  —  Debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio,  la  parte  que 
no  ha  tenido  razón  probable  para  litigar.  —  T.  75,  p.  474 . 

79.  —  No  procede  la  condenación  en  costas  cuando  la  na- 
turaleza de  las  cuestiones  debatidas  no  lo  permiten.  —  T.  76, 
p.  92  y  404.  | 

80.  —  Debe  ser  condenado  en  costas  el  actor  que,  atenta  la 
naturaleza  del  asunto  y  el  mérito  de  los  hechos  comproba- 
dos, resulta  que  no  ha  tenido  razón  de  litigar.  (Mayo  22  de 
1900,  Covarrubias  Teran  en  los  autos  del  Banco  de  la  Nación 
V.  Covarrubias  de  Palacios.) 

81.  —  Las  costas  del  juicio  deben  ser  á  cargo  de  los  actores 
vencidos,  si  la  demanda  no  se  funda  en  motivos  atendibles, 
que  hagan  dudosa  la  existencia  de  la  acción  deducida.  (Agosto 
48  de  4900,Gramajo  y  otros  v.  Banco  Hipotecario  Nacional.) 

82.  —  Deben  ser  de  cargo  del  que  no  ha  tenido  razón  para  U- 
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tigar,  las   costas  del  juicio  (Ley  7,  íU.  3,  part.  3*;  Reta  v. 
Feri'ocarril  Trasandino). 

83.  Regulación.  —  El  vencido  en  juicio  no  está  obligado  á 
pagar  al  vencedor,  los  iionorarios  que  éste  haya  abona4o  á 
su  abogado,  sino  los  que  se  estimen  por  justa  regulación 
hecha  con  su  intervención.  —  T.  64,  p.  229. 

84.  —  El  apoderado  de  la  parte  vencedora  en  el  juicio,  puede, 
sin  necesidad  de  poder  especial,  pedir  que  se  regulen  las 
costas  en  que  ha  sido  condenado  el  contrario  y  cobrar  su 
importe.  —  T.  72,  p.  82. 

85.  —  La  parte  que  ha  vencido  con  costas,  tiene  derecho  para 
pedir  la  estimación  y  pago  de  los  honorarios  devengados  por 
su  abogado,  aun  sin  intervención  de  éste;  porque  la  conde- 
nación en  costas  da  un  título  de  crédito  á  favor  del  vencedor 
contraiBl  vencido,  á  fin  de  que  éste  reembolse  á  aquél  los 
gastos  judiciales  hechos  en  autos  para  la  defensa  de  sus  de- 
rechos, y  al  titular  de  ese  crédito  no  se  le  puede,  en  conse- 
cuencia, exigir  la  presentación  de  poder  de  su  abogadeó  he- 
rederos del  mismo,  que  no  tiene  relaciones  de  derecho  sino 
con  su  cliente.  —  T.  73,  p.  H. 

86.  —  Los  jueces  federales  tienen  jurisdicción  para  regular  las 
costas  devengadas  por  razón  de  honorarios  procedentes  de 
servicios  prestados  ante  ellos,  aún  cuando  deban  pasar  á  otra 
jurisdicción.  —  T.  75,  p.  190. 

87.  —  El  abogado  y  el  procurador  no  tienen  derecho  para  so- 
licitar á  su  nombre  personal,  la  apreciación  de  las  costas 
declaradas á  cargo  de  la  parte  contraria  á  la  de  su  cliente; 
pues  la  condenación  en  costas  da  un  titulo  de  crédito  al  ven- 
cedor contra  el  vencido,  para  que  éste  reembolse  á  aquél  de 
los  gastos  judiciales  hechos  en  autos  para  la  defensa  de  sus 
derechos.  — T.  75,  p.  222. 

88.  —  La  parte  vencedora  obra  en  asunto  propio  demandando 
la  regulación  y  pago  de  costas,  en  las  que  ha  sido  condena- 
da la  parte  vencida,  y  no  puede  exigfrsele  que  acredito  la 
representación  del  abogado  ó  procurador.  (Julio  3  de  1900^ 
Gallino  V.  Fernández.) 
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89.  Rendición  de  cuentas.  —  Deben  ser  declaradas  á  cargo 
del  mandatario,  las  costas  del  juicio  á  que  ha  dado  lugar  su 
resistencia  al  pedido  de  rendición  de  cuentas.  —  T.  70,  p. 
227. 

90.  Revocatoria.  —  No  puede  ser  pasible  de  las  costas  del  in- 
cidente sobre  revocatoria  de  un  auto  que  ha  sido  confirmado, 
la  parte  que  sostuvo  la  confirmación. —  T.  77,  p.  163. 

91.  —  No  procede  condenación  en  costas  cuando  la  resolución 
de  la  Suprema  Corte  es  revocatoria  del  auto  que  concedió  el 
recurso  deducido  para  ante  ella.  —  T.  71 ,  p.  258. 

92.  Sucesión.  —  La  sucesión  no  es  responsable  de  las  costas 
que  se  causen  en  el  interés  de  un  acreedor,  para  el  recono- 
cimiento de  su  crédito.  — T.  77,  p.  129. 

93.  Temeridad.  — Cuando  la  acción  deducida  resulta  de  au- 
tos que  es  completamente  infundada,  deben  declararse  las 
costas  á  cargo  del  actor.  —  T.  64,  p.  334. 

94.  —  No  procede  la  condenación  en  costas,  si  de  las  constan- 
cias de  autos  resulta  que  el  vencido  en  el  juicio  no  ha  pro- 
cedido con  temeridad.  —  T.  70,  p.  340. 

95.  —  Debe  ser  condenada  en  costas,  por  proceder  contra  ex- 
preso derecho,  la  parte  que  opone  excepción  de  arraigo  du- 
rante el  término  probatorio.  —  T.  72,  p.  53. 

96.  —  La  demanda  entablada  en  contra  de  una  convención 
expresa  debe  considerarse  temeraria,  y  el  demandante  ven- 
cido debe  ser  condenado  en  las  costas  deljuicio.  (Noviembre 
16  de  1899,  Rojas  v.  Nocetti). 

97.  —  No  hallándose  el  caso  comprendido  en  los  términos  de 
la  ley  8,  tft.  22,  part  3^  y  sus  concordantes  de  la  recopilación, 
no  procede  la  condenación  en  costas  al  vencido.  (Diciembre 
12  de  1899,  Fisco  Nacional  v.  Souza). 

98.  —  No  resultando  malicia  ó  temeridad  en  la  demanda,  no 
procede  la  imposición  de  costas  al  actor  (Ley  8,  tít.  22,  part. 
3*;  junio  26  de  1900,  García  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y 
Rosario). 

99.  —  No  habiendo  mérito  para  atribuir  temeridad  al  deman- 
dante, que  ha  fundado  su  acción  diciendo  que  los  hechos  del 
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demandado  no  importaban  solamente  el  ejercicio  de  un  dere- 
cho, debe  ser  exonerado  de  las  costas.  (Octubre  20  de  1900, 
Garrigos  v.  Montpeller). 

100.  —  Si  por  los  términos  de  la  cédula,  el  demandado  no  ha 
podido  conocer  el  origen  y  fundamentos  de  la  demanda  y  el 
objeto  del  comparendo  á  que  se  le  cita,  no  debe  considerarse 
temeraria  su  petición  solicitando  se  deje  sin  efecto  el  com- 
parendo y  se  le  corra  traslado  de  la  demanda.  (Agosto  14  de 
1900.  Nicolich  y  C«  v.  Samson  y  C».) 

401.  Tercería.  — No  procede  la  condenación  en  costas  contra 
el  acreedor  que,  al  deducirse  tercería,  desiste  del  embar- 
go preventivo  sobre  los  bienes,  que  no  tenía  motivo  para 
creer  que  hubiesen  salido  de  poder  del  deudor.  —  T.  72,  p. 
409. 

102.  —  Debe  ser  condenado  en  costas,  el  tercerista  que  no  ha 
podido  razonablemente  deducir  la  tercería  (ley  8,  tít.  22, 
part.  3»).  —  T.  74,  p.  316. 

103.  --Son  á cargo  del  ejecutante  las  costas  causadas  al  terce- 
rista sobre  desembargo  dé  bienes^  cuya  propiedad  le  ha  re- 
conocido implícitamente.  —  T.  81,  p.  275. 

104.  —  Son  de  cargo  del  ejecutante  que  desiste  del  embargo, 
las  costas  del  juicio  de  tercería.  (Noviembre  30  de  1901 ,  Fe- 
rraroen  autos  del  Banco  déla  Nación  v.  Diprimio). 

105.  —  No  procede  la  condenación  en  costas  contra  el  ejecu- 
tante que  ha  podido  tener  la  justa  creencia  de  pertenecer  al 
ejecutado,  el  bien  embargado.  (Mayo  26  de  1900,  Márquez  v. 
Banco  Nacional  y  Márquez). 

106.  —  No  puede  atribuirse  temeridad  al  ejecutante  que,  antes 
de  la  interposición  de  la  tercería,  no  consta  que-  tuviera  co- 
nocimiento de  que  el  bien  dado  á  embargo  por  el  ejecutado 
era  del  tercerista,  y  que  sobre  la  base  de  dicho  embargo  ha 
seguido  el  juicio  de  tercería.  (Julio  12  de  1900,  Fernández  en 
autos  de  Salvatierra  v.   Falconi). 

107.  —  Debe  ser  eximido  de  las  costas  y  de  daños  y  perjuicios, 
el  ejecutante  que,  por  estar  en  poder  del  ejecutado  y  con  su 
marca,  ha  podido  creer  le  pertenecían  los  bienes  cuyo   em- 
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bargo  ha  solicitado.  (Septiembre  29  de  1900,  C.  Carol  en  au 
tos  de  Reuter  v.  P.  Carol). 
108.  Término  extraordinario.  —  El  pedido  de  término  extra- 
ordinario hecho  fuera  de  tiempo,  hace  responsable  de  las 
costas  del  incidente  al  solicitante.  (Septiembre  11   de  1900^ 
Breuer  v.  Retienne). 

CRÉDITO. 
Reconocido   el  crédito  y  su  importe,  y  no  probado  que  haya 
sido  satisfecho,  debe  ordenarse  su  pago.  — T.  81,  p.  118. 

CUASI  DELITO. 

Véase:  Competencia;  Daños  y  perjuicios  ;  Prescripción 

CUENTA  CORRIENTE. 

Véase  :  Prescripción 
Los  recibos  de  dinero  depositados  en  cuenta  corriente,  no 
justifican  el  carácter  de  acreedor,  mientras  no  se  haga  la 
liquidación  de  la  cuenta  y  resulte  un  saldo  en  favor  (art.  774, 
Cód.  Com.).  —  T.  64,  p.  432. 

CUESTIÓN  DE  COMPETENCIA. 

Véase :  Contienda  de  competencia 

CUESTIÓN  PREJUDICIAL. 

La  irresponsabilidad  que,  en  juicio  de  carácter  penal,  invoca  á 
su  favor  el  demandado,  por  no  ser  persona  de  existencia  vi- 
sible, no  es  cuestión  de  jurisdicción  y  prejudicial,  sino  de 
fondo  sobre  procedencia  ó  improcedencia  de  la  acción  de- 
ducida. (Diciembre  23  de  1899,  Fisco  Nacional  v.  Ferrocarril 
Sud) 

CULPA. 

Véase :  Daños  perjuicios ;  Ferrocarril 

CUMPLIMIENTO  DE  CONTRATO. 

Véase  :  Competencia  ;  Contrato 

CUOTA  LITIS. 
El  convenio  por  el  cual  un  abogado  obliga  á  gestionar,  á  su 
costo,  la  devolución  de  terrenos  municipales  ocupados  por 
particulares  ó  que  hubieren  sido  enajenados  por  éstos  á  titulo 
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de  dueño,  obteniendo  como  remuneración  el  cincuenta  por 
ciento  del  valor  de  los  terrenos  así  obtenidos,  constituye 
una  pacto  de  cuota  litis,  prohibido  por  las  leyes  H,  titulo  6, 
partidas  3»,  y  8»,  libro  2,  Recopilación,  y  debe  ser  declarado 
sin  efecto  legal.  (Octubre  5  de  4901,  Goitia  v.  Municipalidad 
de  Salta.) 


D 


DAÑOS  Y  PERJUICIOS  (a). 

Véase:  Competencia;  Compra-tenta;  Costas;  Defecto  legal 

Ferrocarril;  Prescripción 


Accidente,  1  y  2. 
Buque,  3  á  8. 
Contrato,  9  á  17. 
Cuasi  delito,  18  á  26. 
Cnlpa,  27. 
Desalojo,  28. 
Despojo,  29. 
Embar^,  30. 
Escritnración,  31  y  32. 
Homicidio,  33. 
Incendio,  84  y  35. 


Sumario  :    . 

Intereses,  36. 
Jactancia,  37. 
Monto,  38  á  52. 
Persona  jurídica,  53. 
Plagio,  54. 
Protesto,  55. 
Prueba,  56  á  60. 
Responsabilidad,  61  y,  62. 
Retención,  63. 

Sobreseimiento  en  el  juicio  crimina!,  64 
y  65. 

1 .  Accidente.  —  El  damnificado  por  un  accidente  debe  impu- 
tarse á  sí  mismo  la  falta  de  recursos  para  explotar  su  ocupa- 
ción de  carrero,  si  se  resistió  á  recibir  los  valores  compa- 
rativamente razonables  con  el  perjuicio  sufrido  por  el 
accidente,y  que  le  fueron  ofrecidos  por  el  responsable  de  éste. 
—  T.  76,  p,  78. 

¿.  —  Debe  rechazarse  la  acción  de  daños  y  perjuicios  deducida 
á  consecuencia  de  un  accidente  producido  por  una  zorra,  co- 
locada y  al  servicio  de  terreno  de  propiedad  del  demandado* 
en  el  interior  del  mismo  terreno,  al  que  penetró  el  lesionado, 
no  habiendo,  además,  existido  culpa  ó  negligencia  de  parte 
de  dicho  demandado  ó  de  sus  empleados  (art.  1071,  1109  y 
2513,  Cód.  Civ.:  septiembre  7  de  1901,  Fanelli  v.  Camera). 

3.  Buque.  —  Si  el  actor,  después  de  haber  deducido  demanda 


\a)  Sobre  esta  materia,  v.  Digesto^  t.  1,  p.  238  á  349,  y  t.  2,  p.  263. 
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contra  el  agente  de  la  compañía  de  transportes,  por  indem- 
nización de  perjuicios  sufridos  durante  el  viaje,  acepta  la 
sentencia  por  la  cual  se  declaró  que  dicho  agente  no  tenia  la 
representación  de  la  compañía  para  las  demandas  judiciales, 
no  puede  demandar  á  la  compañía  ni  al  citado  agente,  por 
los  perjuicios  que  esa  falta  de  representación  le  haya  causa- 
do (art.  4  071 ,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  204. 

4.  —  £1  dueño  del  buque  no  es  responsable  del  daño  que,  al 
practicarse  la  descarga,  haya  sufrido  uno  de  los  peones  ocu- 
pados en  ella,  si  éste  no  era  empleado  del  buque  sino  del 
empresario  que  contrató  la  descarga,  y  si  los  instrumentos  y 
útiles  del  buque  que  el  capitán  puso  á  disposición  del  empre- 
sario no  eran  defectuosos;  porque  la  responsabilidad  de 
hechos  ilícitos  no  tienen  lugar  sino  en  virtud  de  acciones  ú 
omisiones  propias  ó  de  personas  dependientes  (art.  4066, 
4073,  4109  y  1113,  Cód.  Civ.).  —  T.79.  p.  146  y  190. 

5.  —  Contra  el  propietario  del  buque,  no  procede  acción  por 
reparación  del  daño  que  ha  sido  causado  por  imprevisión  ó 
negligencia  de  personas  que  no  dependían  del  buque,  sino 
del  cuerpo  de  estivadores  extraño  al  personal  de  éste,  del 
que  formaba  parte  el  actor  (art.  H11  y  1113,  Cód.Civ.).  — T. 

.81,  p.  260. 

6.  —  El  dueño  del  buque  no  es  responsable  del  daño  que,  a) 
practicarse  la  estiva,  haya  sufrido  uno  de  los  peones  ocupa- 
dos en  ella,  si  éste  no  era  empleado  del  buque,  sino  del  em- 
presario que  contrató  la  estiva,  y  si  los  instrumentos  y  útiles 
del  buque  que  el  capitán  puso  á  disposición  del  empresario 
no  eran  defectuosos  (art.  1109  y  1113,  Cód.  Civ.;  noviembre 
8  de  1900,  Paz  v.  Chargeurs  Reunis.) 

7.  —  El  dueño  del  buque  no  es  responsable  del  daño  que,  al 
practicarse  la  estiva,  haya  sufrido  uno  de  los  peones  ocupa- 
dos en  ella,  si  éste  no  era  empleado  del  buqne  sino  del  em- 
presario que  contrató  la  estiva,  y  si  los  instrumentos  y  útiles 
del  buque  que  el  capitán  puso  á  disposición  del  empresario 
no  eran  defectuosos  (art.  1066,  1073,  1109  y  1113,  Cód.  Civ, ; 
diciembre. 15  de  1900,  Pacileo  v.  Lamport  y  Holt.) 
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8.  —  El  propietario  de  un  buque  es  responsable  de  los  daños 
y  perjuicios  causados  á  la  persona  ocupada  en  la  descarga 
del  mismo,  á  consecuencia  del  mal  estado  del  guinche  em- 
pleado en  esa  operación  y  puesto  á  su  servicio  para  la  mis- 
ma, por  aquél  (art.  1413,  Cód.  Civ.;  diciembre  7  de  1904, 
García,  V.  Compañía  Ha nsa). 

9.  Contrato.  —  Los  hechos  ó  las  omisiones  en  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  convencionales,  no  se  comprenden  en 
las  disposiciones  de  los  artículos  4409  y  4410,  Cód.  Civ., 
sino  en  el  art.  508^  de  conformidad  con  el  art.  4407  del  mis- 
mo. --  T.  67,  p.  406. 

40. —  No  pueden  cobrarse  como  daños  procedentes  de  un 
acto,  los  gastos  y  perjuicios  que  no  son  consecuencia  inme- 
diata de  ese  acto  (art.  520,  Cód.  Civ.).--  T.  68,  p.  482. 

44.  —  La  obligación  depagar  daños  y  perjuicios  por  inejecución 
de  un  contrato,  no  es  regida  por  las  disposiciones  relativas  á 
los  hechos  ilícitos;  y  aunque  la  inejecución  resulte  de  dolo 
del  deudor,  no  comprende  los  daños  que  el  acreedor  sufra 
en  sus  otros  bienes  (art.  505,  inc.  3<>,  549  y  4407,  Cód.  Civ.). 
—  T.  74,  p.  384. 

12.  —  La  indemnización  que  por  la  inejecución  y  rescisión  de 
un  contrato  de  compra-venta  de  hacienda,  debe  pagar  el 
comprador,  consiste  en  la  diferencia  entre  el  precio  esti- 
pulado, y  el  valor  de  la  hacienda  en  plaza,  y  en  el  gasto  de 
pastoreo  hecho  por  no  haber  ocurrido  en  tiempo  á  recibir  la 
hacienda.  —  T.  74,  p.  381. 

43.  — Para  pedir  indemnización  de  perjuicios  en  caso  de  res- 
cisión de  contrato,  no  basta  demostrar  el  derecho  do  ser  in- 
demnizado; es  necesario  probar  además  la  existencia  de  ellos 
y  su  importancia.  —  T.  76,   p.  272.  (Igual  al  t.  67,  p.  406.)  ' 

44.  —  No  es  admisible  y  debe  considerarse  temeraria  la  de- 
manda del  adquirente  que,  habiendo  comprado  con  conoci- 
miento de  estar  la  finca  ocupada  por  un  inquilino,  se  funda 
en  este  hncho  para  pedir  indemnización,  máxime  cuando  el 
vendedor  ofreció  por  esa  ocupación  un  arrendamiento  ma- 
yor del  pagado  por  el  inquilino,  y  cuando  á  raíz  de  la  de- 
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manda,  éste  dejó  desocupada  Ja  finca.  (Febrero  20  de  1900, 
Medina  v.  Banco  Nacional.) 

15.  —  Pedido  el  cumplimiento  del  contrato,  y  no  alegándose 
que  haya  dejado  de  ser  oportuna  la  entrega  de  los  mate- 
riales convenidos,  no  corresponde  condenar  únicamente  al 
pago  de  daños  y  perjuicios,  que  sólo  son  procedentes  de  una 
manera  subsidiaria;  sino  á  dicho  cumplimiento  con  los  per- 
juicios de  la  mora  (art.  B08  y  1S04,  Cód.  Civ.;  noviembre  3 
de  1900,  Danieri  v.  Benica). 

16. —  No  resultando  que  el  demandado  tenga  responsabilidad 
en  el  contrato  de  que  se  hace  derivar  la  acción  de  daños  y 
perjuicios  deducida,  debe  pronunciarse  la  absolución  déla 
demanda.  (Agosto  9  de  1900^  Lombardo  v.  Christophersen.) 

17.  —  Una  de  las  partes  no  puede  demandar  daños  y  perjui- 
cios á  la  otra,  por  la  demora  en  el  cumplimiento  del  contra- 
to, si  no  justifica  que  ha  cumplido  su^obligación  respectiva 
(art.  510,  Cód.  Civ.,  marzo  14  de  1901,  Bouza  v.  Fernández.) 

18.  Cuasi  delito. —  Cuando  de  los  antecedentes  de  autos  re- 
sulta  que  en  la  querella,  de  la  que  fué  absuelto  el  querella- 
do, no  ha  habido  intención  dolosa,  ni  culpa  ó  negligencia 
por  parte  del  denunciante  ó  querellante,  no  puede  imputarse 
á  éste  delito  ó  cuasi  delito,  y  hacerlo  responsable  por  daí)os 
y  perjuicios  (art.  6,  Cód.  Pen.;  art.  1072,  Cód.  Civ.).  — T.  80, 
p.  223. 

19.  —  En  la  acción  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  cuasi 
delito,  debe  ante  todo  inquirirse  la  existencia  real  de  los  su- 
fridos á  consecuencia  del  hecho  en  que  se  apoya,  y  si  ella  no 
resulta  probada  por  el  actor,  corresponde  la  absolución  de  !a 
demanda  (art.  1067, 1068,  1084, 1109  y  1113,  Cód.  Civ.).  — 
T.  80,  p.  402. 

20.  —  No  siendo  el  caso  del  art.  1084,  Cód.  Civ.,  el  demandan- 
te por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  cuasidelito,  que 
no  se  encuentra  entre  las  personas  designadas  en  dicho  artí- 
culo, debe  probar  que^  por  ser  alimentario  de  la  víctima,  ó 
por  otro  motivo,  es  acreedor  á  las  reparaciones  civiles.  —  T. 
80,  p.  402. 
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2i.  —  Eq  la  acción  civil  por  reparación  de  dancis  procedentes 
de  cuasi  delito,  nu  puede  hacerse  lugar  á  la  demanda  si  no 
resulta  probada  la  privación  de  ganancias  que   haya  sufrido 

^1  demandante  por  el  hecho  en  que  la  funda,  y  la  existencia, 

^^  les  perjuicios  que  se  le  hayan  causado    (art.  1067,   1068, 

<0-7«  y  4084,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p.  99. 
^- La  reparación  del  perjuicio,  cuando  la  obligación  deha- 

^^v*lo  procede  de  cuasi  delito, está  regida  por  las  disposicio- 

•^^^  relativas  á  los  delitos  del   derecho  civil,  según  el.  art. 
^  ^  09,  Cód.  Civ.  (Diciembre  19  de  4899,  Leonardi  v.  Ferro- 

^«^vril  del  Oeste.) 
^^ En  la  acción  por  daños  y  perjuicios    procedentes  de  la 

^^^Uerte  de  un  hijo,  es  necesario  comprobar  el  daño  sufrido 

^Or  los  padres  á  consecuencia  del  hecho,  porque  el  caso  no 

^stá  comprendido  en  el  art.  1084.  Cód.  Civ.  (Abril  3  de  1900, 
^olonteri  v.  Ferrocarril  Sud.) 

^^*  —  En  las  demandas  por  reparación  de  daños    procedentes 
de  actos  ilícitos  de  carácter  civil,  la  acción  no   puede  pros- 
perar si  no  se  prueba  que  el  hecho  en  que  se  apoya  ha    sido 
generador  de  un  perjuicio   reparable  en  dinero,  causado   al 
demandante.  (Se trataba, en  el  caso,  por  indemnización  á  cau- 
sa de  la  muerte  de  una  menor.  Art.  1067, 1068, 1078  y  1084, 
Cód.  Civ.;  junio  7  de  1900,  Del  Valle  v.  Ferrocarril  Sud.) 
25.  —  En  la  acción  de  daños  y  perjuicios  procedente  de   cuasi 
delito,  debe  ante  todo  inquirirse  la  existencia  real  de  los   su- 
fridos á  consecuencia  del  hecho  en  que  se  apoya,  y  si  ella  no 
resulta  probada  por  el  actor  y  no  es  el  caso  del  artículo  1084 
del  Código  Civil,  corresponde  la  absolución  de  la  demanda, 
(art.  1067  y  1068,  Cód.  citado;  octubre  9  de1900,  Whitaker  v. 
Ferrocarril  Sud). 

26.  —  Para  que  haya  acto  ilícito  á  los  efectos  de  la  ley  civil,  es 
necesario  que  exista  daño  causado  y  que  ese  daño  sea  suscep- 
tible de  apreciación  pecuniaria  (art.  1067  y  1068,  Cód.  Civ.; 
mayo  21  de  1901,  Rodríguez  v.  Banco  Nacional). 

S7.  Culpa.  —  En  la  acusación  criminal  seguida  por  los  repre- 
sentantes de  un  Banco,  no  puede  imputarse  á  estos  culpa  ó 
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negligencia  y  exigirse  al  Banco  indemnización  de  perjuicios^ 
si  la  sentencia  absolutoria  hace  constar  que  el  caso  podía 
reputarse  dudoso,  declara  que  la  acusación  no  es  calumniosa 
y  no  hace  lugar  á  la  condenación  en  costas  al  acusador  (art. 
4,409,  Cüd.  Civ,;  mayo  3  de  4900,  Ramayon  v.  Banco  Nacio- 
nal). 

28.  Desalojo.  —  El  propietario  de  un  campo  que,  por  propia 
autoridad,  desaloja  de  él  al  arrendatario,  es  responsable  á 
éste  de  los  danos  y  perjuicios  causados,  con  arreglo  al  tiem- 
po que  debió  durar  el  arrendamiento;  y  el  juez  puede,  en 
vista  de  las  constancias  del  expediente,  fijar  la  indemnización 
pecuniaria  á  cargo  del  demandado  y  disponer  que,  dentro 
de  la  suma  que  él  mismo  determine,  se  preste  por  el  actor  el 
juramento  estimatorio  (art  4069,  4077  y  4073,  Cód.  Civ.;  Ley 
5,  tit.  4  4,  part.  3»).  —  T.  66,  p.  404. 

29.  Despojo.  —  En  cuestión  de  perjuicios  causados  por  razón 
de  despojo,  sólo  puede  admitirse  la  indemnización  de  los 
que  hayan  sido  consecuencia  directa  é  inmediata  dol  hecho, 
y  por  el  importe  que  fije  el  juez  en  vista  del  que  resulte  de 
la  prueba  producida  (art.  903,  904,  906  y  4083,  Cód.  Civ.). 
—  T.  75,  p.  5. 

30.  Embargo.  —  El  embargo  indebido  da  derecho  para  pedir 
al  que  lo  solicitó,  la  indemnización  de  los  perjuicios  causa- 
dos (art.  904,  Cód.  Civ.;  junio  46  de  4900,Podestáde  Bian- 
chi  V.  Banco  de  la  Nación). 

3t .  Escrituración.  —  El  Banco  Hipotecario  Nacional  que,  sin 
su  culpa,  se  ha  encontrado  en  la  imposibilidad  de  escriturar 
y  entregar  la  cosa  vendida,  inmediatamente  después  de  la 
venta,  y  ha  cumplido  con  esa  obligación  una  vez  cesada  la 
imposibilidad,  escriturando  y  entregando  la  cosa  al  compra- 
dor, que  la  recibió  sin  reserva  de  acciones,  ni  protesta,  no 
está  obligado  á  indemnizar  á  éste  los  perjuicios  que  pueda 
haber  sufrido  por  la  demora,  ni  á  abonarle  lo  que  el  mismo 
comprador  haya  pagado  para  hacer  cesar  la  imposibilidad, 
(art.  541  y  583,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  305. 

32.  — La  simple  omisión  de  formalizaren  escritura  públicalos 
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contratos  á  que  se  refiere  el  artículo  1485,  Código  Civil,  no 
da  derecho  á  la  parte  que  la  invoca,  para  que  la  otra  ú  otras 
que  Arman  el  documento,  le  abone  los  perjuicios  que  se  le 
puedan  originar  por  ello :  es  necesario  que  haya  parte  que 
se  resista  y  que  sea  demandada  en  conformidad  al  artículo 
\  187,  Cód.  citado.  (Diciembre  14  de  1900,  Oliveira  v.  Quinte- 
ros.) 

33.  Homicidio.  —  La  indemnización  que,  en  caso  de  homi- 
cidio, acuerda  el  artículo  1084,  Código  Civil,  no  procede  si 
la  víctima  no  atendía  á  la  subsistencia  del  que  la  reclama,  y 
resulta,  por  el  contrario,  que  vivía  de  la  caridad  pública.  (Oc- 
tubre 18  de  1900,  Acosta  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba.) 

34.  Incendio.  —  El  arrendatario  ó  usuario  puede  demandar  la 
indemnización  de  los  perjuicios  que  un  incendio  le  causare. 
—  T.  67,  p.  440. 

35.  —  No  es  procedente  la  demanda  de  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados por  un  incendio,  si  no  está  probado  que  éste  baya 
provenido  de  hecho  del  demandado  ó  del  de  personas  que 
trabajasen  bajo  la  dependencia  del  mismo.  (Junio  1<>de1901^ 
Simunich  v.  Dellazoppa  y  Cv) 

36.  Intereses.  —  No  es  dudoso  que  entre  los  perjuicios  causa- 
dos por  una  ejecución  ilegal^  se  comprenden  los  intereses 
del  dinero  que  el  ejecutado  fué  obligado  á  depositar,  y  las 
costas  que  se  le  causaron.  — T.  81,  p.  12. 

37.  Jactancia.  —  No  habiéndose  acreditado  los  daños  y  per- 
juicios que  se  dicen  ocasionados  por  la  jactancia,  no  debe 
hacerse  lugar  á  la  indemnización  reclamada.  (Mayo  21  de 
1901,  Rodríguez  v.  Banco  Nacional.) 

38.  Monto.  —  Al  estimar  el  quantum  de  los  perjuicios,  el  juez 
puede  tener  en  cuenta  los  informes  periciales  y  el  resultado 
de  la  inspección  ocular.  — T.  65,  p.  342. 

39.  — Comprobado  el  monto  de  los  perjuicios,  declarados  de 
cargo  del  demandado  por  sentencia  firme^  debe  ordenarse  su 
pago.  — T.  65,  p.  417. 

40.  —  Constando  el  daño,  la  culpa  y  responsabilidad  del  de- 
mandado, debe  aceptarse  la  estimación  discrecional  del  im- 
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porte  de  los  perjuicios  que  haya  practicado  el  juzgado.  — 
!•  70,  p.  355. 

41.  —  Para  fijar  el  monto  de  los  perjuicios  causados  por  la 
muerte  del  esposo  de  la  demandante^  debe  tenerse  presente 
la  industria  y  modo  de  vivir  del  finado.  —  T.  71,  p.  5. 

42.  —  Si  el  demandado  no  contesta  la  obligación  de  pagar  el 
-daño,  y  no  se  prueba  que  el  importe  de  éste  sea  mayor  de  la 
suma  ofrecida  para  indemnizarlo,  no  procede  mandarle  pa- 
gar una  suma  mayor,  ni  condenarlo  en  costas.  —  T.  76,  p.  78. 

43.  —  Corresponde  al  oficio  prudencial  del  juez,  la  aprecia- 
ción de  los  daños  procedentes  de  cuasi  delito,  cuando  no  se 
ha  producido  plena  prueba  al  respecto  (art.  1 083  y  1 1 09,  Cód. 
Civ.).  —  T.  77,  p.  67. 

44.  —  Probado  el  daño  y  la  responsabilidad  del  demandado, 
debe  aprobarse  la  estimación  que  se  considere  equitativa, 
hecha  por  el  juez  de  la  causa.  —  T.  78,  p.  57. 

45.  —  Versando  el  pleito  sobre  el  qvantum  de  la  indemniza- 
ción de  perjuicios,  debe  confirmarse  la  apreciación  que  de 
las  constancias  de  autos  aparece  equitativa  (art.  1083  y  1109, 
Cód.  Civ.). —T.  78,  p.  277. 

46.  —  Reconociéndose  por  el  demandado  el  deber  de  indemni- 
zar, Y  versando  la  controversia  solamente  sobre  el  monto  de 
la  indemnización,  ésta  debe  fijarse  teniendo  en  cuenta  los 
antecedentes  que  sirvan  á  establecerla  con  equidad  (art.  1084, 
Cód.. Civ.). —T.  80.  p.  128. 

47.  —  Reconocida  por  la  empresa  la  obligación  de  reparar  el 
daño,  procede  la  estimación  judicial  de  éste  en  defecto  de 
pruebas  (art.  1083,  Cód.  Civ.;  marzo  17  de  1900,  Dufour  v. 
Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario.) 

48.  —  Habiéndose  pedido  la  condenación  en  daños  y  perjuicios, 
por  apropiación  y  uso  ilegítimo  de  cosa  ajena,  sin  decir  nada 
sobre  su  monto,  la  determinación  de  éste  debe  quedar  para 
otro  juicio  (art.  15,  Ley  Proc;  agosto  14  de  1900,  Reta  v. 
Ferrocarril  Transandino.) 

49.  —  Reconocido  el  derecho  del  actor  para  ser  indemnizado 
de  los  daños  y  perjuicios  que  le  hubiera  ocasionado  un  juicio 
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sobre  falsificación  de  marcas,  el  demandado  sólo  es  res- 
ponsable de  los  daños  efectivos  y  privación  de  ganancias 
apreciables  en  dinero,  cuyo  monto  debe  fijarse  por  los  jueces, 
teniendo  en  cuenta  el  mérito  de  las  circunstancias  de  1^  cau- 
sa (art.  4068,  4069,  4072,  4078y  1409,  Cód.  Civ.;  septiembre 
15  de  4900,  Viuda  de  Harius  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous.) 

50.  —  Corresponde  á  la  prudencia  de  los  jueces,  fijar  el  monto 
de  la  indemnización  y  la  manera  de  satisfacerla,  teniendo  en 
consideración  lo  que  se  obtenía  por  el  trabajo  y  medios  em- 
pleados para  ponerlo  en  ejercicio  (art.  1083  y  4084,  Cód. 
Civ.;  marzo  9  de  1904,  Albanese  v.  Ferrocarril  Oeste.) 

51.  —  Aceptada  la  obligación  de  indemnizar  por  las  conse- 
cuencias de  una  demanda  de  falsificación  v  adulteración  de 
marca,  el  monto  de  la  indemnización  debe  fijarse  teniendo 
en  cuenta  el  capital  empleado  en  el  negocio  de  que  se  trata, 
su  naturaleza,  el  efecto  producido  por  el  juicio  y  embargo 
trabado  y  demás  circunstancias  tendentes  á  la  determinación 
de  las  utilidades  que  el  negocio  debía  producir  (art.  4083  y 
1409,  Cód.  Civ.;  abril  27  de  1901,  Bacigalupi  y  Marinon  v. 
Brisson.) 

52.  —  Aceptada  por  el  demandado  la  obligación  de  indemni- 
zar, debe  admitirse  el  monto  señalado  para  la  prestación  del 
juramento  estimatorio,  que  resulte  equitativo  en  virtud  de 
los  antecedentes  de  la  causa.  (Noviembre  28  de  1901,  Mar- 
tínez V.  Ferrocarril  Oeste.) 

53.  Persona  jurídica.  — Una  municipalidad  no  puede  ser  de- 
mandada por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  un  hecho 

# 

ilícito,  porque  no  es  ni  puede  ser  autora|del  hecho,  por  no 
ser  capaz  de  delinquir  y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 48,  Código  Civil,  que,  por  sa  generalidad,  no  permite  ha- 
cer distinciones  en  el  sentido  de  limitar  la  prescripción  a  las 
acciones  civiles  por  daño  procedente  de  delito  de  derecho 
criminal  (art.  36,  499  y  1109,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  371  (a). 

54.  Plagio.  —  Reconocida  la  propiedad  artística  de  un  mapa 

(a)  Ea  sentido  análogo  se  ha  juzgado  en  el  caso  del  t.  52,  p.  371. 
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y  acreditada  la  usurpación  ó  plagio  del  mismo,  el  autor  de 
éste  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios,  que  deben  ser 
determinados  en  mérito  de  los  elementos  que  consten  en 
autos.  (Junio  13  de  1901,  Correa  v.  Estrada.) 

55.  Protesto»  —  £1  gerente  de  Banco  que  ha  verificado  el  pro- 
testo de  un  pagaré,  en  cumplimiento  de  los  deberes  de  s.u 
cargo,  no  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  pre- 
tenda el  protestado  (art.  1071,  Cód.  Civ.;  octubre  5  de  1901, 
Febre  y  Ferreyra  v.  Passement.) 

56.  Prueba.  —  Para  que  sea  procedente  la  demanda  por  can- 
tidad de  pesos  procedentes  de  daños  y  perjuicios,  en  cuyo 
juicio  se  ha  abierto  la  causa  á  prueba  sobre  la  existencia  y 
monto  de  los  perjuicios,  y  responsabilidad  del  demandado, 
es  necesario  que  el  autor  demuestre  no  solamente  su  dere- 
cho á  ser  indemnizado,  sino  también  la  realidad  y  la  impor- 
tancia de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  (artículos  508,  509» 
1107,  1109  y  1110,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  406. 

57.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  si 
se  funda  en  una  omisión  que  se  imputa  indebidamente  al  de- 
mandado. —  T.  79,  p.  126. 

58.  —  No  puede  prosperar  la  demanda  por  daños  y  perjuicios, 
en  la  que  no  se  alega  hecho  alguno  conducente  á  comprobar 
el  daño  efectivo,  ó  la  cesación  de  ganancias  apreciable  en 
dinero  (art  1089,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p.  346. 

59.  —  Sin  justificar  el  daño,  y  reconociéndose  además  culpa 
en  el  demandante,  debe  rechazarse  con  costas  la  demanda 
por  daños  y  perjuicios.  (Junio  7  de  1900,  Mariocco  v.  Castro.) 

60.  ^  El  actor  que  reclama  indemnización  de  perjuicios  por 
injuria  ó  calumnia,  debe  probar  el  daño  material  que  hubiere 
sufrido  (art.  1089,  Cód.  Civ.;  mayo  21  de  1901,  Rodríguez  v. 
Banco  Nacional.) 

61 .  Responsabilidad.  —  No  pueden  ser  responsables  de  per- 
juicios procedentes  de  actos  imputados  de  delictuosos,  las 
personas  que  no  han  ejecutado  estos  actos,  ni  los  han  man- 
dado ejecutar,  ni  han  tomado  participación  en  ellos  (art. 
1929, 1930,  1931  y  1934,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  5. 
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62.  —  La  clausura  de  una  caballeriza,  y  la  extracción  de  los  ca- 
ballos, y  su  venta  después  del  transcurso  de  un  tiempo  dado, 
ejecutadas  por  los  agentes  de  la  municipalidad,  en  cumpli- 
miento de  ordenanzas  dictadas  dentro  de  las  facultades  de  la 
misma,  son  actos  que  no  traen  responsabilidad  por  daños  y 
perjuicios  (art.  1071,  Cód.  Civ.).  — T.  66,  p.  37.  (Véase:  Mu- 
nüipali'díid.) 

63.  Retención.  —  No  procede  la  acción  de  danos  y  peiju icios 
sufridos  por  retención  de  una  cosa,  cuando  resulta  que  la  re- 
tención tío  ha  sido  contra  la  voluntad  de  su  dueño  (art.  1111 , 
Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  190. 

64.  Sobreseimiento  en  el  juicio  criminal.  —  Fundada  la 
acción  civil  por  daños  y  perjuicios  en  un  hecho  reputado  de- 
lictuoso^ y  denunciado  como  tal  por  el  demandante  á  la  jus- 
ticia criminal,  y  decretado  en  el  proceso  criminal  auto  de 
sobreseimiento  después  de  vencido  el  término  de  prueba  en 
el  juicio  civil,  no  puede  negarse  la  agregación  áéste  del  tes- 
timonio de  dicho  auto  solicitado  por  el  demandado.  (Diciem- 
bre 21  de  1899,  Municipalidad  de  la  Capital  v.  Peuser.) 

65. —  Lo  dispuesto  por  el  artículo  1103,  Código  Civil,  estable- 
ciendo que  después  de  la  absolución  del  acusado  no  puede 
alegarse  en  el  juicio  civil  la  existencia  del  hecho  principal, 
üo  es  aplicable  al  sobreseimiento  definitivo  ordenado  por  el 
juez  de  instrucción,  después  del  sumario  de  policía,  por 
cuanto  no  hay  juicio  en  que  el  acusado  haya  sido  absuelto. 
-  T.  75,  p.  4Ó7. 

DECLARACIÓN  INDAGATORIA. 

El  juez  del  sumario  puede  dirigir  exhorto  al  juez  del  lugar 
donde  se  encuentra  el  acusado,  para  que  se  le  tome  decla- 
ración indagatoria,  y  la  comisión  debe  ser  cumplida  por  el 
último.  (Esa  diligencia  no  es  necesariamente  personal  para 
el  juez  de  la  causa,  ni  se  requiere  tampoco  para  ella,  que  exis- 
ta orden  de  detención  :  art.  205,  236,  237,  239  y  255,  Cód. 
Proc.  Crim. ;  abril  12  de  1902,  Contienda  entre  el  juez  de  la 
Capital, doctor  Constanzó,  y  el  juez  del  Paraná,  doctor  Garay). 

T.  III  10 
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DSCTLARATORIA  DE  HEREDEROS, 
r  —  £1  hecho  de  haberse  justificado  el  matrimonio  por  una 
sumaria  información,  porque  no  se  encontrara  la  partida  de 
casamiento,  no  importa  un  vicio  que  anule  la  declaratoria  de 
herederos  hecha  en  la  sucesión  de  los  cónyuges,  porque  ese 
género  de  prueba,  en  defecto  de  la  partida  respectiva,  es  ad- 
mitido para  probar  el  matrimonio  (art.  479,  C6d.  Civ.).  —  T. 
68,  p.  1 38. 
S.  —  La  declaratoria  de  herederos  cuya  falta  de  transcripción 
se  observa  en  la  escritura  de  venta,  no  pertenece  á  la  clase 
de  documentos  habilitantes  deque  habla  el  articulo  4004, 
Código  Civil,  porque  el  vendedor  procede á  titulo  hereditario 
y  obra,  por  tanto,  á  nombre  propio  y  como  dueño  del  de- 
recho. —  T.  79,  p.  478. 

DECLINATORIA. 

Véase :   Contienda  de  Competenciu 

DEFECTO  LEGAL  (a). 

Véase  :   Costas 

Sumario  : 


Accidente,  1. 

Arbitros,  2. 

Cosa  demandada,  3  y  4. 

Daños  y  perjuicios,  5. 

Demanda  con  los  requisitos  legales,  6 

á  12. 
Demanda  contra  varios,  13  á  15. 


Falta  de  cita  de  la  ley  y  de  numeración 

en  párrafos,  16  á  91. 
Falta  de  presentación  de  documentos, 

22  á  26. 
Fletamento,  27. 
Obscuridad,  28  y  29. 
Trabajos,  30. 


\ .  Accidente.  —  Es  defectuosa  la  demanda  sobre  cobro  del 
valor  de  animales  que  se  dicen  muertos  en  un  accidente, 
respecto  del  cual  no  se  expresa,  el  día,  mes,  ni  año  en  que 
tuvo  lugar  (Ley  4,  tít.  2,  lib.  4,Recop.  Cast. ;  art.  57y  374,  Ley 
Proc. ;  marzo  7  de  4901,  Rétamelo  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste 
Argentino.) 

2.  Arbitros.  —  La  petición  de  que  el  juez  resuelva  el  caso,  en 
vez  de  pedir  el  nombramiento  de  arbitros,  no  aféctalas  for* 

(a)  Rn  el  BigesíOj  t.  I,  p.  250  á  256,  pueden  verse  casos  análogos  á  los  que  se 
contienen  aquí. 
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mas  de  la  demanda,  y  no  autoriza  la  excepción .  de  defecto 
legal  en  la  misma.  (Mayo  2^  de  4900,  Frioni  v.  Tarando.) 

3.  Cosa  demandada.  —  Si  de  los  elementos  constantes  en 
autos,  resáltala  designación  de  la  cosaá  que  se  refiere  la  de- 
manda, debe  rechazarse  la  excepción  dilatoria  fundada  en 
ia  falta  de  dicha  designación.  — T.  79,  p.  319. 

4.  —  Pidiéndose  por  los  actores  el  pago  del  valor  de  los  te- 
rrenos enajenados  por  la  provincia  demandada,  y  habiendo 
sido  este  pedido  el  tenido  en  vista  por  las  partes  para  desen- 
volver sus  medios  de  defensa  en  el  curso  de  la  causa,  es  in- 
sostenible la  excepción  de  defecto  legal  de  la  demanda,  fun- 
dada en  la  indeterminación  del  objeto  de  la  misma.  (Octubre 
29  de  4094,  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba.) 

5.  Dafios  y  perjuicios.  —  La  demanda  por  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  es  procedente  y  no  es  defectuosa,  aunque 
no  determine  el  importe,  la  especificación  de  ellos  y  las  ba- 
ses de  su  fijación.  (Xo  hay  ley  que  prescriba  la  especificación 
cuantitativa  de  los  daños  y  perjuicios  cuya  indemnización 
se  demanda:  art.  45  y  57,  Ley  Proc;  Gregorio  López  ,en  su 
glosa  á  la  ley  40,  tít.  2.  part.  3»).  —  T.  66,  p.  473. 

6.  Demanda  con  los  requisitos  legales.  —  No  procede  la 
excepción  de  defecto  legal  en  la  demanda,  cuando  ésta  reúne 
los  requi-^itos  del  artículo  57,  Ley  Proc.  —  T.  65,  p.  74  y 
396 ;  t.  66,  p.  88;  t.  67,  p.  360 ;  t.  70,  p.  46 ;  t.  72,  p.  240. 

7.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  defecto  legal  contra  la 
demanda  que  contiene  los  hechos,  el  derecho  y  la  petición 
en  términos  claros.  — T.  74,  p.  492. 

8.  — Debe  rechazarse  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda,  que  reúne  los  requisitos  del  artí- 
culo 57,  Ley  Proc.  (Diciembre  24  de  4899,  Provincia  de 
Santa  Fe  v.  Brignardello). 

9.  — No  puede  admitirse  contra  la  demanda,  en  que  se  explican 
los  hecíios  y  el  derecho,  y  se  formula  en  términos  claros  y 
positivos  la  petición,  la  excepción  dilatoria  de  defecto  legal 
en  elmodode  proponerla.  (Abril  26  de  4900,  Docks  de  Trán- 
sito del  puerto  dé  La  Plata  v.  Gechío  y  otros.) 
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10.  — Resultando  llenados  los  requisitos  del  artículo  57,  Ley 
de  Procedimientos^  debe  rechazarse  la  excepción  dilatoria 
de  defecto  legal  en  la  demanda.  (Mayo  12  de  1900,  Jockey 
Club  de  Santa  Fe  v.  Torloting.) 

11.  —  No  procede  la  excepción  de  defecto  legal  en  la  demanda, 
•    si  ésta  contiene  los  requisitos  de  la  ley.  (Junio  19  de  1900, 

Calvo  V.  Demarchi.) 
1S.  —  No  adolece  de  defecto  legal  la  demanda  que  expresa  con 
claridad  contra  quien  se  dirige  la  acción  y  la  petición  objeto 
de  ésta.  (Julio  11  de  1901,   Fleischer  y  Weilleng  v.  Samson 

y  C-.) 

13.  Demanda  contra  Tarios.  —  No  hay  defecto  en  la  demanda 
pqr  la  que  se  dirige  la  acción  contra  los  agentes  del  buque 
como  representantes  del  armador,  á  la  vez  que  contra  la  so- 
ciedad á  que  pertenece  dicho  buque,  por  las  responsabili- 
dades en  el  juicio  de  que  se  trata.  —  T.  69,  p.  404. 

14.  —  No  existiendo  razón  para  hacer  valer  la  excepción  de  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  ni  elemen- 
tos suficientes  para  establecer  si  debe  procederse  á  formar 
expedientes separadosen  virtud  de  ser  varios  los  demandados, 
corresponde  se  conteste  el  traslado  de  la  demanda,  sin  per- 
juicio de  pedir  en  su  caso  la  formación  de  pieza  separada 
para  la  tramitación  y  fallo  de  la  causa.  (Abril  26  de  1900, 
Docks  de  Tránsito  de!  puerto  de  La  Plata  v.  Morbidelli  y 
otros.) 

15.  —  La  circunstancia  de  haberse  demandado  colectivamente 
en  virtud  de  un  mismo  hecho,  que  se  dice  afecta  á  los  ac- 
tores y  del  cual  hacen  nacer  la  acción,  no  puede  fundar  el 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda.  (Noviem- 
bre 28  de  1901 ,  Moranessi  y  otros  v.  Ferrocarril  Central  Ar- 
gentino.) 

16.  Falta  de  cita  de  la  ley  y  de  numeración  en  párrafos.  — 
Debe  rechazarse  la  excepción  de  defecto  en  la  demanda  por 
falta  de  cita  legal,  si  resulta  suficientemente  el  derecho  en 
que  se  apoya  aquella.  —  T.  63,  p.  427. 

17.  —  La  falta  de  citación  de  la  ley  aplicable,  y  de  la  nume- 
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ración  en  los  párrafos,  no  constituye  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda.  —  T.  67,  p.  386. 

18.  —  La  omisión  de  la  cita  de  la  ley,  no  importa  un  defecto 
en  la  demanda,  cuando  en  ésta  se  determina  con  claridad  la 
cosa,  que  se  pide  y  el  derecho  en  que  se  funda.  —  T.  77, 
p.  U6. 

19. — No  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, la  falta  de  cita  de  la  ley,  cuando  el  derecho  surge 
claro  de  la  naturaleza  de  la  acción  deducida,  ni  la  falta  de 
numeración  de  los  párrafos. — T.  79,  p.  360.  (Igual  al  t.  30, 
p.33,  y  t.25,  p.  ^5.) 
20. —  La  falta  de  numeración  de  los  párrafos  de  la  demanda, 
no  constituye  defecto  en  el  modo  de  proponerla.  (Octubre  29 
de  4901,  Deheza  v.  provincia  de  Córdoba.) 

21.  — La  falta  de  cita  de  la  ley  aplicable  al  caso,  no  constituye 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  si  de  la 
exposición  de  los  hechos  resulta  implícito  el  derecho  del 
actor.  (Noviembre  7  de  1901 ,  Ayala  v.  Hardy  y  C".) 

22.  Falta  de  presentación  de  documentos.  —  No  constituye 
excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, el 'hecho  de  no  haberse  presentado  los  títulos  que 
justifiquen  el  derecho  invocado  (art.  10  y  57,  Ley  Proc). — 
T.  67,  p.  97. 

23.  —  El  no  haberse  presentado  documentos  para  justificar  las 
pretensiones  del  demandante,  no  constituye  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda.  — T.  69,  p.  444. 

24.  —  El  no  haberse  acompañado  á  la  demanda  los  documen- 
tos justificativos  de  las  pretensiones  de  los  demandantes,  no 
constituye  defecto  en  el  modo  de  proponerla. —  T.  70,  p.  11 . 

25.  —  No  constituye  defecto  legal  en  la  demanda,  la  í^alta  de 
presentación  de  los  documentos  en  que  se  funda.  —  T.  73, 
p.  213. 

26.  —  No  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  el  hecho  de  no  haberse  acompañado  los  documen- 
tos en  que  se  funda,  ni  haberse  indicado  dónde  se  encuen- 
tran. (Noviembre  2  de  1901,  Vito  v.  Aguirre  de  Fernández.) 
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27.  Fletamento. —  No  autoriza  la  excepción  de  defecto  legal 
en  la  demanda,  la  no  presentación  de  la  póliza  de  fletamen- 
to, cuando,  según  la  exposición  de  los  hechos,  la  demanda 
no  versa  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  fletamento. 
(Mayo  22  de  4900,  Frioni  v.  Tarando). 

28.  Obscuridad. —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  obscuri- 
dad de  la  demanda,  si  los  términos  de  ésta  no  son  obscuros. 
—  T.  72,  p.  256. 

29.  —  Hay  defecto  legal  en  la  demanda  que  no  expone  con 
claridad  los  antecedentes  que  motivaron  la  entrega  de  valo- 
res cuya  devolución  se  pide,  y  la  negativa  del  demandado. 
No  suple  el  defecto,  la  referencia  que  el  demandante  haga  á 
un  expediente,  donde  constan  los  detalles  de  dichos  antece- 
dentes, sin  exponer  esos  detalles  (art.  57,  Ley  Proc).  — 
T.  75,  p.  211. 

30.  Trabajos.—  Es  defectuosa  la  demanda  por  cobro  de  tra- 
bajos y  materiales  impagos,  si  no  especifica  las  cantidades 
cuyo  pago  reclama,  la  clase  y  cantidad  de  tral^ajos  y  materia- 
les que  menciona  como  impagos^  y  la  causa  ó  contrato  en  vir- 
tud del  cual  se  adeudan  (art.  57,  Ley  Proc).  —  T.  66,  p.  173. 

DEFENSOR. 

1 .  —  El  defensor  del  procesado  que  manifiesta  ser  justa  la  acu- 
sación, procede  de  una  manera  irregular.  — T.  64,  p.  415. 

2.  —  La  personería  del  defensor  no  cesa  por  el  auto  de  so- 
breseimiento definitivo,  si  éste  contiene  una  imposición  de 
multa  por  infracción  de  la  ley  de  sellos,  que  es  materia  in- 
cidental del  procedimiento.  — T.  69,  p.  57. 

DEFENSOR  DE  AUSENTES. 

1.  —  No  procede  el  nombramiento  de  defensor  de  ausentes, 
si  no  se  han  evacuado  las  diligencias  citatorias  necesarias. 
(Junio  7  de  1900,  Fisco  Nacional  v.  Sonzini;  Fisco  Nacional 
V.  Violaux.) 

2.  —  Existiendo  ante  el  juzgado  federal  el  funcionario  que, 
además  de  la  representación  del  ministerio  pupilar,  ejerce 
las  funciones   de  defensor  de  pobres  y  ausentes,  debe  en 
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este  último  carácter  representar  al  que,  citado  al  juicio,  no 
ha  comparecido,  sin  derecho  á  percibir  honorarios;  debien- 
do, en  consecuencia,  dejarse  sin  efecto  el  nombramiento  de 
defensor  especial  hecho  por  el  juez  de  la  causa.  (Septiembre 
Í2  de  1900,  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico  v.  Martínez.) 

DEFRAUDACIÓN 

Véase  :   Aduana  ;  Prescripción  j  Tentatiioa 

1.  —  El  delito  de  defraudación  cometido  por  un  empleado  na- 
cional, de  dineros  confiados  *á  su  guarda,  se  halla  sujeto  á  las 
disposiciones  de  los  artículos  80  y  83  de  la  ley  nacional  pe- 
nal. —  T.  69,  p.  153. 

2.  —  Debe  absolverse  al  acusado  contra  quien  no  existe  dato 
alguno  que  haga  presumir  su  culpabilidad.  —  T.  72,  p.  365. 

3.  —  La  defraudación  cometida  por  una  serie  de  hechos  di- 
versos, de  actos  calificados  cada  uno  de  delito  aisladamente^ 
que  excede  de  seis  mil  pesos,  y  llega  á  sumas  considera- 
bles, ,sin  circunstancias  atenuantes,  autoriza  la  imposición 
del  máximum  de  la  pena.  La  complicidad  en  ellos  puede 
ser  penada  con  año  y  medio  de  prisión  (art.  34,  inc.  4^,  202, 
inc.  6%  y  203,  inc.  6°,  8°  y  10«,  Cód.  Pen.).  —  T.  76 
pág.  17. 

4.  —  Debe  ser  absueltode  la  acusación  el  que  no  resulta  autor 
ni  cómplice  de  la  defraudación  de  derechos  fiscales  en  que 
aquella  se  funda.  —  T.  82,  p.  79. 

5.  —  La  defraudación  de  dineros  nacionales  cometida  por  par- 
ticulares y  habiendo  causas  atenuantes,  hace  pasible  á  sus 
autores,  de  la  pena  de  18  meses  de  trabajos  forzados  y  pago 
del  triple  de  lo  defraudado,  ó,  por  ser  pequeña  la  cantidad 
defraudada  (20 pesos)  del  triple  de  ésta  y  multa  de  500  pesos; 
al  cómplice  de  la  pena  de  trabajos  foi*zados,  y  al  convicto  de 
culpa  grave,  de  siete  meses  de  arresto  (art.  82,  Ley  Pen.; 
art.  16,  inc.  5^  y  36,  inc.  2°,  Cód.  Pen. ;  marzo  22  de  1900, 
causa  V.  Asposi  y  otros). 

6.  —  La  adulteración  de  documentos  y  tentativa  de  defrauda- 
ción al  Banco  de  la  Nación  Argentina,  debe  sercastigada  con 
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arreglo  á  las  disposiciones  del  Cód.  Pen.  común,  y  no  de  la 
ley  penal  nacional,  porque  dicho  Banco  ha  sido  creado  con 
existencia  propia  y  personalidad  jurídica  distínta  de  la  per- 
sona del. Estado.  (Abril  47  de  1900,  causa  v.  A.  A.  de  León.) 
7.  •—  El  reo  convicto  y  confeso  de  haberse  apropiado  dineros 
del  Banco  Nacional,  en  cantidad  mayor  de  6000  pesos,  con 
circunstancias  agravantes,  es  pasible  en  su  grado  máximo 
déla  pena  establecida  en  el  art.  202,  inc.  6^  Cód.  Pen.; 
(art.  283,  inc.  6^  Cód.  Pen.;  octubre  2  de  1900,  causa  v. 
Shaw). 

DEUTO. 

1.  —  La  omisión  del  contador  interventor  de  la  oficina  de  gi- 
ros y  valores,  del  arqueo  de  caja  en  los  periodos  reglamen- 
tarios, no  constituye  por  si  solo  un  delito  previsto  y  penado 
por  la  ley  nacional  penal,  ni  por  el  código  criminal,  niimplica 
tampoco  complicidad  en  el  delito  de  defraudación  imputado 
á  otro  empleado,  sin  perjuicio  de  las  penas  disciplinarias  del 
resorte  del  Poder  Ejecutivo  y  de  las  responsabilidades  civiles 
á  que  haya  lugar  por  la  falta  cometida.  —  T.  69.  p.  216. 

^.  —  No  existiendo  prueba  que  sirva  á  demostrar  que  los  acu- 
sados son  autores  del  delito  que  se  les  imputa,  no  puede 
imponérseles  la  pena  correspondiente  á  dicho  delito.  —  T. 
70^  página  85. 

3.  —  No  existiendo  presunciones  bastantes  para  probar  la  cul* 
pabilidad  de  los  procesados  en  el  delito  acusado,  procede  su 
absolución.  —  T.  70,  p.  324. 

4.  —  Los  tribunales  deben  declarar  de  oficio  la  existencia  6 
inexistencia  del  delito.  —  T.  74,  p.  345. 

o.  —  No  estando  comprobada  la  existencia  del  delito,  debe 
absolverse  al  procesado,  aunque  éste  manifieste  haberlo  co* 
metido  (art.  316,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  77,  p.  243. 

DELITOS  COMUNES. 

Véase:  Competencia 
Los  delitos  perpetrados  contra  ó  en  menoscabo  directo  del 
Banco  Nacional  ó  del  Banco  de  la  Nación  Argentina,  creados 
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por  su  ley  orgánica,  con  existencia  propia  y  personalidad 
jurídica  distinta  del  Estado,  no  pueden  reputarse  regidos  por 
la  ley  de  crímenes  contra  la  nación,  de  14  de  septiembre  de 
4863 ;  ellos  se  rigen  por  el  código  común.  (Abril  17  de  1900, 
causa  V.  A.  A.  de  León;  septiembre  13  de  1900,  causa  v. 
Araujo  (a). 

BEIJTO  MILITAR. 

Véase  í  Competencia 

DEMANDA. 

Véase:  Defecto  legal;  Documentos 

^•—  El  no  haberse  entregado  al  demandado,  las  copias  de  la 
demanda,  no  autoriza  la  suspensión  del  procedimiento  se- 
guido ante  el  juez  que  se  ha  declarado  competente  para  co- 
nocer en  la  demanda,  pues  compareciendo  aquel^  en  virtud 
de  la  citación,  se  le  correrá  el  traslado.  —  T.  64,  p.  35 

2.  ~  Contestada  la  demanda,  no  puede  pedirse  se  dicte  sen- 
tencia-respecto de  la  suma  reconocida  y  se  deje  pendiente  el 
juicio  respecto  de  lo  demás.  (Ello  importaría  la  modificación 
de  la  acción  interpuesta,  lo  que  no  puede  hacerse  después 
de  contestada).  —  T.  64,  p.  448. 

3.  — Si  la  demanda  se  ha  limitado  ápedir  que  el  demandado  no 
disponga  del  ganado  recibido,  sin  garantir  su  pago  y  sin  inter- 
vención del  demandante  en  la  venta,  y  le  devuelvan  unas  mu- 
las,  el  convenio  judicial  posteriormente  hecho  y  ejecutado, 
en  virtud  del  cual  se  ha  vendido  en  remate  el  ganado  y  las 
muías  y  se  ha  entregado  el  producto  á  los  acreedores  privile- 
giados, deja  sin  efecto  el  petitum  de  la  demanda  y  hace  im- 
procedente todo  pronunciamiento  al  respecto. — T.  65,  p.241 . 

4.  —  Las  demandas  deben  designar  la  persona  ó  personas  con 
quienes  haya  de  entenderse,  y  si  éstas  no  se  señalan,  óaparece 
que  sean  dependencias  de  la  administración  general  de  la 
nación,  no  son  admisibles.  (Aceptando  la  hipótesis  de  que 
se  hubiere  entablado  contra  los  jefes  de  las  reparticiones  pú- 
blicas á  que  se  refería  el  demandante,  ellos,  en  su  carácter  de 

<a)  En  sentido  análogo  al  t.  62,  p.  303. 
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fuucionarios  públicos,  carecen  de  personería  para  estar  en 
juicio,  siendo  las  respectivas  administraciones  de  que  son 
jeies,  una  mera  dependencia  de  la  administración  general  de 
la  nación,  sin  existencia  propia  é  independiente,  por  cuyo 
motivo  la  demanda,  en  la  forma  deducida  contra  dichos  jefes, 
ha  debido  entenderse  dirigida  contra  la  nación,  no  siendo, 
por  lo  mismo,  viable,  desde  que  no  se  ha  presentado  la  co* 
rrespondiente  autorización  delCongreso.  Los  jefes  aludidos, 
eran  el  de  la  Policía  y  el  de  Correos  y  Telégrafos).  —  T. 
68,  p.  7. 

DEMORA. 
Es  de  cargo  del  deudor  probar  que  no  se  ha  producido  la  de- 
mora estipulada  en  el  contrato,  justificando  que  ha  realizado 
el  pago  á  que  se  obligó.  —  T.  72,  p.  279. 

DENUNCIA. 

Véase  :  Apelación 

DENUNCIANTE. 

Véase  :  Aduana 

1.  —  El  denunciante  no  esparte  en  las  causas  criminales,  y  no 
puede,  por  consiguiente,  interponer  recursos  del  auto  de  so- 
breseimiento dictado  en  ellas  (art.  168,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  65,  p.  472. 

2.  — El  denunciante  que  no  haya  sido  particularmente  ofendido 
no  puede  asumir  el  rol  de  querellante.  Tampoco  puedeasumh' 
dicho  rol,  después  de  ejecutoriado  el  auto  de  sobreseimiento 
definitivo  (art.  170  y  436^  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  65,  p.  172. 

3.  —  El  denunciante  de  contrabandos  no  puede  intervenir  en  el 
juicio  arbitral  seguido  entre  el  fisco  y  la  parte  denunciada, 
sobre  exención  de  derechos  ;  y  el  poder  conferido  por  aquél 
para  el  juicio  á  deducirse  sobre  mejor  derecho  á  los  contra- 
bandos imputados,  no  puede  entenderse  otorgado  para  dicho 
juicio  arbitral.  —  T.  79,  p.  362. 

DEPÓSITO. 

Véase :  Competencia 

\.  —  El  que  ha  reconocido  ser  tenedor  y  se  ha  constituido  de- 
positario de  la  suma  embargada,  no  puede  ser  admitido  á 
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reducir  ésta  en  ^virtud  de  documealos  privados  presentados 
con  posterioridad.  —  T.  60,  p.  380. 
S.  —  £1  cobro  de  gastos  en  el  depósito  de  bienes  embargados 
que  no  hayan  sido  autorizados  por  el  tribunal,'y  respecto  de 
los  cuales  haya  oposición,  debe  hacerse  por  la  acción  que 
corresponda.  — T.  72,  p.  42. 

3.  -*  Cesado  el  depósito  del  inmueble  embargado,  son  innece- 
sarias las  providencias  tendentes  á  autorizar  gastos  para  la 
administración  futura  de  dicho  inmueble.  —  T.  73,  p.  424. 

4.  —Probado  el  depósito,  corresponde  la  restitución  de  los 
efectos  depositados  ó  su  valor.  (Julio  17  de  1900,  Hollman  y 
Müller  v.  Las  Catalinas.) 

5.  —  La  falta  de  expresión,  en  el  documento  en  que  se  hace 
constar  el  recibo  de  las  cosas  depositadas,  acerca  del  estado 
de  ellas,  demuestra  que  era  bueno  y  perfecto  y  corresponde 
al  depositario  justificar  que  el  uso  ó  deterioro  de  las  mismas, 
no  ha  tenido  lugar  por  su  culpa  (art.  2210,  Cód.  Civ.;  marzo  20 
de  1902,  Dávalos  v.  Provincia  de  Salta.) 

6. '—  El  depositario  que  ha  hecho  uso  de  las  cosas  depositadas 
y  que  no  puede  devolverlas  en  el  mismo  estado  en  que  se 
encontraban  cuando  se  depositaron,  debe  abonar  las  pér- 
didas é  intereses  correspondientes,  si  no  justifica  que  estaba 
autorizado  en  debida  forma  para  ese  uso  (art.  501^  Cód.  Civ.; 
marzo  20  de  1902,  Dávalos  v.  Provincia  de  Salta). 

DEPÓSITO  BANCARIO. 
1.  —  £1  Banco  que,  por  no  constaren  sus  libros  el  depósito  de 
que  da  cuenta  la^correspondiente  nota^de  crédito,  declara  que 
se  remite  al  reconocimientojudicial  de  la  firma  del  cajero  que 
suscribe  ía  nota  de  crédito,  está  obligado  á  inscribir 'el  de- 
pósito, si  resulta  comprobada  legalmente  la  autenticidad  de 
la  firma  del  cajero.  La  autenticidad  de  ésta  debe  tenerse  por 
comprobada  legalmente,  no  obstante  la  negativa  del  cajero,  si 
el  gerente  incurre  en  la  rebeldía  prescripta  por  el  artículo  1 59, 
Ley  de  Procedimientos ;  y  sí,  adémaselos  peritos  dictaminan 
uniformemente  que  la  firma  es  auténtica.  —  T.  74,  p.  331. 
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2.  —  Los  medios  de  prueba  ulteriormeu te  establecidos  no  afec- 
tan los  actos  ya  concluidos;  y,  por  lo  tanto,  no  son  aplica- 
bles á  los  depósitos  en  cuenta  corriente  bancaria  anteriores 
á  la  ley  comercial  vigente,  las  disposiciones  contenidas  en 
enasta,  sobre  entrega  y  recibo  de  la  libreta  (art.  3,  Cód.  Civ.; 
art.  794,  Cód.  Com.).— T.  74,  p.  423. 

3.—  Las  notas  de  crédito  firmadas  por  empleados  del  Banco, 
autorizados  al  efecto,  obligan  al  establecimiento ;  y  la  que 
justifica  un  depósito  á  oro,  obliga  á  éste  á  devolverlo  á  oro. 

—  T.  74.  p.  4«3. 

4.  —  No  siendo  comerciante  el  titular  del  depósito,  no  consti- 
tuyen pi*ueba  contra  él  los  libros  del  Banco,  de  los  que  re- 
sulte haberse  hecho  la  conversión  del  oro  á  moneda  legal,  y 
haberse  acreditado  ésta  á  su  cuenta  (art.  63  y  76,  Cód.  Com.)- 

—  T.  74,  p.423. 

5.  —  £1  Banco  Nacional  no  está  obligado  á  devolver  el  depósi- 
to de  dinero  que  haya  hecho  en  su  nombre  personal,  un 
cliente  suyo  que  le  es  deudor  de  mayor  cantidad  (art.  579, 
Cód.  Com.).  —  T.  79,  p.  396. 

DEPÓSITO  JUDICLAX. 

Véase:  Competencia 

1.  —  El  depósito  judicial  no  es  gratuito  y  da  derecho  al  depo- 
sitario para  cobrar  honorarios  (art.  1627, 1628  y  2185,  inc.2o; 
Cód.  Civ.;  septiembre  14  de  1901,  Administración  de  alco- 
holes V.  Ghiselli). 

2. —  El  principio  de  que  el  depositario  tiene  derecho  para  ser 
reembolsado  de  los  gastos  hechos  para  la  conservación  de  la 
cosa  depositada,  es  también  aplicable  al  depósito  judicial 
(art.  2224,  Cód.  Civ.;  septiembre  14  de  1901,  Administración 
de  alcoholes  v.  Ghiselli). 

DERECHOS  DE  ARANCEL. 
1.  —  El  auto  reconociendo  al  escribano-secretario  el  derecho 

de  cobrar  cosías  pordesgloses  de  poder,  es  apelable.— T.  66, 

p.  429. 
—  El  cobro  de  derechos  de  arancel  ha  sido  suprimido  por  la 


—  457  —  DER-DES 

ley  número  i  190,  de  41  de  agosto  de  4882,  que  creó  las  se- 
cretarías rentadas  páralos  juzgados  federales. — T.  66,  p.  429. 

DERECHOS  MENORES. 

Véase :   Adíiana 
DEROGACIÓN. 

A  menos  de  cláusula  derogatoria  general,  las  leves  pos- 
teriores no  derogan  á  las  anteriores  sino  en  lo  que  sean 
contrarias,  subsistiendo  en  lo  demás  y  sirviendo  para  expli- 
carse y  completarse  las  unas  con  las  otras. —  T.  67,  p.  214. 

DESALOJO. 

Véase :  Competencia  ;  Daños  y  perjuicios 


Sumario 


Prueba,  21  y  28. 
Sociedad,  33. 
Suspensión,  24. 


Casos  en  que  precede  ó  no  la  apela- 
ción, 1  á  18. 
Lanzamiento,  19. 
Posesión,  20. 

4.  Casos  en  que  procede  ó  no  la  apelación.  —  En  los  jui- 
cios sobre  desalojo,  no  es  apelable  el  auto  que  ordena  y 
manda  agregar  diligencias  probatorias  (art.  59S^  Cód.  Proc. 
Trib.  de  la  Cap.)  —  T.  65,.  p.  56. 

2.  —  El  desalojo  de  un  campo,  ordenado  bajo  la  forma  condi- 
cional de  «si  es  de  los  demandantes»,  no  puede  ejecutarse 
sin  antes  esclarecer,  con  las  formalidades  de  ley,  ese  hecho, 
que  es  complemento  indispensable  de  la  sentencia  que  lo 
ordenó.  El  auto  que,  sin  ese  previo  esclarecimiento,  manda 
ejecutar  el  desalojo,  es  apelable.  —  T.  66,  p.  66. 

3. —  Del  auto  ordenando  el  desalojo  en  materia  de  locación,  no 
procede  apelación  (art.  592,  Cód.  Proc;  Ley  3375).  —  T. 
66,  p.  239  y  283. 

4.  —  Si  la  sentencia  que  manda  dar  la  posesión  declara  la  ca- 
lidad de  locatario,  contradicha  por  el  demandado  en  la  res- 
puesta, y  éste  apela  manifestando  no  tener  derecho  á  la  po- 
sesión, debe  entenderse  que  la  apelación  es  dirigida  contra 
la  declaración  de  la  calidad  de  locatario,  y  en  este  concep- 
to no  puede  ser  negada.—  T.  69,  p.  42. 
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o.  — La  sentencia  dictada  en  el  juicio  de  desalojo,  ordenando 
éste,  no  es  apelable  sino  en  el  caso  del  artículo  590,  del  Có- 
digo de  Procedimientos  de  la  Capital^  y  no  siendo  éste  debe 
declararse  bien  denegado  el  recurso. —  T.  69,  p.  437. 

6.  —  No  es  apelable  el  auto  ordenando  el  desalojo  contra  el 
locatario  (art.  592,  Cód.  Proc;  Ley  3375.)  —T.  80,  p.  256. 

7.  —  No  es  apelable  en  los  juicios  de  desalojo,  el  auto  que  lo 
ordena  (art.  59¿,  Cód.  Proc.).—  T.  8<,  p.  4  40, 

8.  ^  No  apelable  el  auto  ordenando  el  desalojo  de  la  cosa  lo- 
cada (art.  502,  Cód.  Proc).  —  T.  81,  p.  434. 

9.  —  En  el  juicio  de  desalojo  no  es  apelable  el  auto  llamando 
á  las  partes  á  comparendo  (art.  592,  Cód.  Proc;  noviembre 
21  de  1899,  Banco  Nacional  v.  Zapata  y  Segara). 

10.  —En  el  juicio  de  desalojo,  en  que  no  se  ha  tachado  de 
falso  el  contrato  de  locación,  no  es  apelable  el  auto  que  lo 
ordena  (art.  590,  Cód.  Proc;  mayo  lo  de  1900,  López  v.  Var- 
gas; mayo  12  de  1900,  Balestra  v.  Fangeaux). 

11.  — En  el  juicio  sumario  de  desalojo,  es  inapelable  el  auto 
que  no  hace  lugar  al  desalojo  (art.  592,  Cód.  Proc;  julio  21 
de  1900,  Pesoa  v.  Rodríguez  Pardo). 

12.  — El  auto  de  desalojo  decretado  contra  los  demandados, 
que  resultan  ser  ocupantes  y  no  han  demostrado  que  lo  sean 
por  razón  distinta  de  la  de  locación,  no  es  apelable  (art.  590, 
Cód.  Proc;  agosto  18  de  1900,  señora  de  Funes  v.  Saez  y 
Campagnoli). 

13. —  No  es  apelable  el  auto  que  convoca  á  las  partes  á  au- 
diencia verbal,  decretado  en  la  demanda  de  desalojo.  (Sep- 
tiembre 22  de  1900,  Simonazzi  v.  Soret  y  otro). 

14.  —  En  los  juicios  de  desalojo,  no  es  apelable  el  auto  que  lo 
ordena,  con  excepción  del  caso  previsto  en  el  articulo  590, 
Código  de  Procedimientos.  (Noviembre  8  de  1900,  Castaing 
con  el  Banco  Hipotecario  Nacional.) 

^5.  —  Si  el  demandado  por  desalojo  sostiene  la  improceden- 
cia de  este  juicio,  negando  al  actor  el  carácter  de  propieta- 
rio, locador  ó  sublocador  y  afirmando  ser  él  poseedor  legí- 
timo con  título  bastante,  no  rige  la  regla  del  artículo  592  del 
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Código  á-e  Procedimientos^  y  debe  concederse  la  apelación 
del  auto  que  recibe  !a  causa  á  prueba  sin  resolver  previa- 
mente esa  excepción.  (Mayo  23  de  1901,  Ferraris  con  la  Com- 
pañía de  Mandatos). 
^6.  —  iVo  es  apelable  el  auto  ordenando  el  desalojo  contra  el 
locatario  (art.  592,  Cód.  Proc:  noviembre  26  de  1901,  Olae- 
ta  v.  Baez). 
'  ^  -  —  No  es  apelable  el  auto  ordenando  el  desalojo  contra  el 
locatario  (art.  592,  Cód.  Proc;  diciembre  7  de  1901,  Bell  v. 
C^sal). 
^  ^*  ' —  No  es  apelable  el  auto  que  ordena  el   desalojo  contra. el 
locatario  (art.  592,  Cód.  Proc;  diciembre  5  de  1901,  Albuer- 
»í  es  de  Moyano  v.  Fraysse). 
^  ^»     Lanzamiento.  —  No  habiéndose  producido  las  diligencias 
<1«  investigación  necesaria  para  establecer  que  el  campo  ocu- 
F^ddo  es  el  mandado  desalojar,  de  propiedad  de  los  deman- 
dantes, debe  revocarse  la  orden  de  lanzamiento  y  mandado 
i^eponer  el  demandado   en   posesión,  la  revocatoria  pedida 
por  los  actores  no  puede  resolverse  sin  abrir  el  incidente  á 
prueba.  —  T.  81,  p.  354. 
^^»  Posesión.  — El  desalojo  respecto  de  ocupaciones  posterio- 
res á  la  resolución  que  motiva  el  pleito,  no  altera  las  condi- 
ciones ée  la  posesión  existente  en  la  fecha  de  dicha  resolu- 
ción. —  T.  72,  p.  209. 
"^^  -  Prueba.  —  Probado  el  condominio  del  actorsobre  el  campo 
arrendado  á  ios  demandados,  y  aceptada  por  estos   la  con- 
vención de  continuar  ocupándolo  hasta  realizar  la   primera 
cosecha,  ó  vencer  el  término  de  cuatro  meses,  sin  que  exista 
prueba  alguna  de  haber  mediado  dolo  en  dicha  convención, 
corresponde,  una  vez  vencido  el  plazo,  ordenar  el   desalojo 
/le  los  mismos.  (Noviembre  28  de  1899,  Vélez  v.  Goy  otros.) 
22.  —  Sí  el  demandado  por  desalojo  no  justifica  los  hechos  en 
que  funda  su  reconvención  y  el  actor  acredita  su  derecho  de 
propiedad,  debe  aquél  ser  condenado  á   entregar  el  inmue- 
ble (art.  251 0,  2516,  y  2523,  Cód.  Civ. ;  Ley  1,  tít.U,part.3«; 
octubre  11  de  4900,  La  Gurumalan  v.  Biga.) 
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¿3.  Sociedad.  —  Concluida  la  sociedad  en  la  que  el  demandado 
explotaba  una  ^finca  de  propiedad  del  actor,  corresponde 
ordenar  su  desalojo.  (Noviembre  28  de  4899,  Amézaj^a  v. 
Boeuf.) 

S4.  Suspensión.  —  La  demanda  que  el  antiguo  propietario  de- 
duzca sobre  nulidad  de  la  venta  hecha  por  el  Banco  Hipote- 
cario Nacional,  no  autoriza  á  ordenar  lasuspensión  del  juicio 
de  desalojo  que  haya  promovido  el  comprador  de  la  finca ; 
pues  los  actos  anulables  se  reputan  válidos  mientras  no  sean 
anulados  (art.  1046,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  74. 

DESEMBARGK). 

4 .  —  Si  se  ha  embargado  una  suma  de  dinero  para  asegurar  el 
cumplimiento  de  un  laudo^  y  éste  ha  sido  cumplido  en  parte, 
debe  mantenerse  el  embargo  en  lo  referente  á  la  parte  no 
cumplida,  y  desembargarse  el  resto.  —  T.  79,  p,  407. 

2.  —  Debe  desestimarse  la  petición  de  desembargo  que  el  ter- 
cero funda  en  la  posesión  de  los  bienes  embargados,  si  ésta 
no  consta  de  autos.  —  T.  79,  p.  368. 

DESERCIÓN  DE  RECURSO. 

Sumario 


Notificación  del  auto  que  concede  el 

recurso,  12.  * 

Procurador  general,  13. 


Apelación  en  relación,  1  y  2. 
Emplazamiento,  3,  4  y  12. 
Expresión  de  agrayios,  5  á  9. 
Juicio  criminal,  10  y  11. 

4.  Apelación  en  relación.  —  Cuando  la  apelación  no  ha  sido 
concedida  libremente,  no  procede  la  acusación  de  rebeldía  y 
la  deserción  del   recurso.  —  T.  64,  p.  424. 

2.  — En  los  recursos  concedidos  en  relación,  no  procede  la  de- 
serción, por  no  ser  necesaria  la  comparecencia  de  los  ape- 
lantes. (Diciembre  18  de  1900;  Pereyra  Molina,  sobre  hono- 
rarios). 

3.  Emplazamiento.  —  No  puede  decretai*se  la  rebeldía  del 
apelante  que  no  ha  comparecido  á  expresar  agravios,  y  que 
no  los  ha  expresado  durante  el  término,  si  el  auto  conce- 
diendo el  recurso  no  contiene  emplazamiento.  (Septiembre 
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25  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Zappi  y  otro;  septiembre  29 
de  1900,  Menta  v.  Mendoza.) 

4.  —  No  puede  decretarse  la  rebeldía  del  apelante  que  no  ha 
sido  emplazado,  para  comparecer  ante  el  superior,  en  el  auto 
que  concedió  recurso  libremente  (art.  3  y  4,  ley  3375;  sep- 
tiembre 15  de  1900,  Vila  v.  Pereyra). 

5.  Expresión  de  agravios.  —  Para  que  se  produzca  la  expre- 
sión deagravíos  son  indispensables  los  dos  requisitos,  de 
haber  sido  emplazado  el  apelante  y  de  haberse  mandado  por 
el  superior  que  los  autos  sean  puestos  en  la  oficina.  Sólo 
después  de  llenados  estos  requisitos,  y  de  vencido  el  térmi- 
no de  los  nueve  días,  sin  haberse  expresado  agravios  de  la 
sentencia  que  motiva  la  apelación,  procede  la  deserción  del 
recurso,  acusándose  rebeldía  (art.  4,  Ley  3375),  —  T.  65, 
p.  169. 

6.  —  Acusada  la  rebeldía  después  de  vencido  el  término  para 
expresar  agravios,  contado  desde  la  providencia  que  manda 
poner  los  autos  en  la  oficina,  procede  la  deserción  del  recur- 
so (art.  4,  ley  3375).  —  T.  65,  p.  346. 

7.  —  No  puede  declararse  desierto  el  recurso,  si  el  apelante  ha 
expresado  agravios  antes  de  acusársele  rebeldía  por  el  ape- 
lado, aunque  lo  haya  hecho  después  de  vencido  el  término 
legal  y  su  prórroga.  (La  acusación  de  rebeldía  hecha  con  pos- 
terioridad no  puede  producir  efecto  alguno,  pues  es  hacerla 
en  tiempo  inhábil  después  que  el  apelante  usó  de  un  dere- 
cho que  no  había  perdido).  —  T.  76,  p.  72. 

8.  —  Con  arreglo  á  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte,  no 
procede  la  deserción  del  recurso,  si  el  escrito  de  rebeldía  se 
ha  presentado  al  acuerdo  del  tribunal  en  la  misma  audiencia 
que  el  escrito  de  expresión  de  agravios.  (Noviembre  SI  de 
1899,  Preciado  v.  Bruno.) 

9.  —  No  expresando  agravios  el  apelante  dentro  del  término 
legal,  debe  declararse  desierto  el  recurso,  acusado  la  rebel- 
día por  el  apelado.  (Ley  3375;  art.  21 7,  Ley  Proc. ;  febrero  28 
de  1901,  Latapié  v.  Guzman,  Menta  v.  Mendoza;  marzo  2  de 
1901,  Casaner  v.  Banco  Nacional;  abril  9  de  1891,  García  v. 

T.  III  11 
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F.  C.  Buenos  Aires  y  Rosario;  septiembF^SO  de  i 900,  BombaT 
V.  Banco  Nacional,  Alonso  v.  Triaca.) 

10.  Juicio  criminal.  —  La  rebeldía  del  apelante,  en  el  juicio 
criminal,  por  no  haber  expresado  agravios,  no  produce  la  de- 
serción déla  instancia (art.  523,  Cód.  Proc.£rini.),  laque  debe 
'  seguir  su  curso.  (Septiembre  29  de  1900,  Canabal  v.  Niseggi.) 

H .  —  No  procede  la  deserción  del  recurso  en  las  apelaciones' 
de  las  resoluciones  de  la  administración  de  Impuestos  Inter- 
nos, que  imponen  penas,  concedidas    para    ante  el  juez  de 
sección  (art.  523,  Cód.  Proc.  Crim.;  junio  15  de  1901,   cau- 
sa de  Antonio  Tjarks). 

12.  Notificación  del  auto  que  concede  el  recurso.  —  No 
puede  declararse  la  rebeldía  del  apelante  que  no  ha  compa- 
recido á  expresar  agravios,  y  queno  los  ha  expresado  durante 
el  término^  si  el  auto  concediendo  el  recurso  y  emplazándolo 
le  ha  sido  notificado  por  nota.  (Abril  29  de  1902,  Olguin  v. 
Ullúa.) 

1 3.  Procurador  general.  —  Debe  declararse  desierto  el  recurso 
interpuesto  por  el  ministerio  fiscal,  si  se  ha  acusado  rebeldía 
al  Procurador  general,  después  de  vencido  el  término  para 
expresar  agravios.  No  modifica  esa  conclusión  el  hecho  de 
haberse  mandado  traer  los  autos  que  se  hallaban  en  su  poder 
y  de  haberse  acompañado  la  exposición  de  agravios  junta- 
mente con  el  expediente  (art.  217,  Ley  Proc;  art.  4,  ley 
3375). —  T.  71,  p.  306. 

DESISTIMIENTO . 

Véase :  Costas 

1.  —  La  falta  de  constitución  de  domicilio  por  parte  del  actor, 
advertida  durante  el  término  de  prueba,  no  autoriza  á  pe- 
dir que  se  le  dé  por  desistido  de  la  demanda,  sino  á  que  se 
subsane  la  omisión.  —  T.  63,  p.  212. 

2.  —  Puede  admitirse  el  desistimiento  del  recurso  de  apela- 
ción en  las  causas  en  que  la  pena  no  es  de  las  mencionadas 
en  el  art.  690.  Cód.   Proc.  Crim.  —  T.  71,  p.  292. 

3.  —  La  manifestación  del  apelante  y  del  apelado,  de  que  no 
puede  seguir  entre  ellos  la  causa  por  defecto  de  jurisdicción, 
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importa  desistir  de  la  instancia  de  apelación.  (Noviembre  2de 
i  S99,  Delgado  v.  Daneri  y  Comaleras.) 

i. Debe  aceptarse  el  desistimiento  que  el  procesado  hace  del 

recurso  interpuesto  por  el  defensor,  contra  la  sentencia  que 
le    impone  una  multa.  (Marzo  10  de  1900,  causa  v.  Cadizá.) 

^-  Ei  haber  convenido  el  demandado  en  pagar  la  suma  re- 

<^I  amada  bajo  condición  de  desistimiento  del  pleito  por  parte 
ci^l  actor,  no  es  razón  para  eximir  á  éste  de  las  costas  im- 
F>uestas  por  el  desistimiento.  (Agosto  4  de  1900,  Ferrocarril 
^-3r  r-an  Oeste  Argentino  V.  Fisco  Nacional.) 
6-  Consentida  la  sentencia  por  el  ministerio  fiscal,  y  desis- 
tiendo el  defensor  del  procesado  del  recurso  interpuesto, 
d  €3 Jben  devolverse  los  autos  al  juzgado  de  su  procedencia. 
CJuHo  31  de  1M0,  causa  v.  Ricca.) 

''-    El  desistimiento  de  la  demanda,  hecho  por  el  actor  antes 

^t  o  ser  contestada,  debe   ser  admitido  imponiéndose  á  éste 
l3^  costas  causadas  al  demandado,  pero  sin  hacer  declara- 
<^*<5n  de  que  queda  absuelto  de  aquélla.  (Octubre  22  de  1901, 
^«menza  v.  Montiel.) 

DESl>ojo. 

Véase:  Daños  y  perjuicios;  Interdicto 

DESTiEaiRO. 

Véase :  Excarcelación 

^•^ppobada  la  existencia  de  la  deuda,  debe  mandarse  pagar 
con  los  intereses  legales  desde  el  dla.de  la  demanda  (art.  509, 
^<^cl.  Civ. ;  agosto  21   de  1900,  Forguera  v.  Guerra  y  C".) 

'OEtnDOíl  SOLIDARIO. 

^'  ejecutado  por  una  deuda  solidaria  no  puede  defenderse 
^Poniendo  excepciones  personales  á  su  codeudor  (art.  715, 
^^a.  Civ. ;  art.  677,  736  y  1478,  Cód.  Com.).  —  T.  67,  p.  32. 

BEVOLXJCIÓN 

^*  gobierno  nacional  debe  ser  condenado  á  devolver  la  canti- 
^^^1  dedinero  consignada  á  su  orden  por  la  persona  que  fué 
ejecutada  por  la  vía  de  apremio,  si  del  juicio  ordinario  que 
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promueve  resulla  que  la  recibió  como  mandatario  de  otra  y 
que  toda  acción  contra  aquella  estaría  prescripta  (art.  4934^ 
4932,  4946  y  3954,  Cód.  Civ.;  art.  76,  Ley  de  Contabilidad; 
art.  320  y  324,  Ley  Proc;  noviembre  24  de  4899,  Marechal  v. 
Fisco  Nacional).  —  T.  82,  p.  234. 

DIFERENCLA.S. 

Véase:  Aduana 
DIPUTADO. 

Véase :  Domwilio 
DISCERNIMIENTO. 

No  puede  decirse  que  una  persona  haya  obrado  sin  discerni- 
miento, si  en  el  momento  de  ejecutar  un  acto  contaba  más  de 
quince  años  de  edad  (art.  924,  Cód.  Civ. ;  noviembre  4 2  de 
4900,  Volonté  V.  Ferrocarril  Sud). 

DISPARO  DE  ARMA  DE  FUEGO. 
Debe  confirmarse  la  sentencia  que  impone  la  pena  de  un  año 
de  prisión  por  disparo  intencional  de  arma  de  fuego,  sí  ésta 
ha  sido  la  pedida  por  la  acusación  fiscal  y  el  Procurador 
general  solicita  la  confirmación.  —  T.  72,  p.  436. 

DISTRACCIÓN  DE  CAUDALES. 

4 .  —  Probado  el  delito  de  distracción  ó  sustracción  de  caudales 
del  Estado  puestos  en  poder  del  reo,  por  razón  de  su  cargo, 
corresponde  imponer  la  pena  establecida  en  el  articulo  80^ 
Ley  Penal ;  y  la  Suprema  Corte  no  puede  modificar  la  sen- 
tencia del  inferior  en  sentido  desfavorable  al  condenado,  si 
ella  no  ha  sido  apelada  por  el  ministerio  público  (art.  690 
y  sig.,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  74,  p.  370. 

2.  —  La  distracción  de  fondos,  reintegrados  después  de  la  ren- 
dición de  cuentas,  trae  la  pena  de  la  pérdida  del  empleo  é 
inhabilitación  por  cuatro  años  para  ejercer  otro  (art.  84,  Ley 
Pen.)  — T.  77.  p.  477. 

3.  —  El  empleado  público  de  correos  que  aplica  á  usos  propíos  ó 
ajenos,  los  dineros  fiscales  á  su  cargo,  sin  que  haya  produ- 
cido daño  ó  entorpecimiento  del  servicio  público,  y  que 
ha  hecho  reintegro  de  la  suma  distraída,  debe  ser  condena- 
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(lo  á  la  pena  del  artículo  84,  Ley  Penal.  (Abril  46  de  4901, 
causa  contra  Langlois.) 

DOBLES  DERECHOS. 

Véase :  Aduana 

DOCUMENTOS. 

Véase:  Apelación;  Prueba 

4.  —  Después  de  cerrada  la  discusión  de  la  causa,  no  es  per- 
mitido á  las  partes  presentar  documentos.  —  T.  65^  p.  32. 

5.  —  En  materia  criminal  pueden  presentarse  hasta  el  llama- 
miento de  autos  para  definitiva,  los  documentos  que  se  jure 
no  haber  sido  conocidos,  ó  no  haberlos  tenido  á  su  disposi- 
ción con  anterioridad  (art.  258,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T. 
65^  p.  408. 

3.  —  £1  deber  que  impone  el  aitículo  40,  Ley  de  Procedimien* 
tos,  de  producir  con  la  demándalas  escrituras  y  documentos 
que  justifiquen  el  derecho  que  se  deduce,  no  tiene  por  efecto 
impedir  la  prosecución  del  juicio,  sino  el  de  privar  al  deman- 
dante  del  derecho  de  presentarlos  después.  —  T.  67,  p.  276. 

4.  —  No  habiéndose  contestado  por  el  demandado  la  verdad 
del  hecho  expuesto  en  la  demanda,  ni  la  exactitud  de  la  copia 
de  documentos  con  ella  acompañados,  hay  razón  para  tener 
por  reconocidos  esos  documentos  (art.  86,  Ley  Proc).  — 
T.69,  p.  24. 

5.  —  Los  documentos  con  que  el  demandante  instruye  la  de- 
manda, cuya  autenticidad  no  ha  sido  desconocida  por  el 
demandado  al  contestarla  y  se  abona  por  el  contesto  general 
de  la  respuesta,  deben  ser  habidos  por  reconocidos  (art.  86, 
Ley  Proc).  —  T.  74,  p.  423. 

6.  —  Estando  la  causa  para  sentencia  no  es  admisible  la  presen- 
tación de  documentos.  (Marzo  6  de  4900,  Mihanovích  v.  Fe- 
rrocarril Sud.) 

DOCUMENTOS  HABILITANTES. 

Véase  :  Declaratoria  de  herederos ;  Mandato 
Los  documentos  habilitantes,  cuya  falta  de  transcripción  pro- 
duce la  nulidad  de  la  escritura,  son  aquellos  que  acreditan 
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la  representación  del  que  obra  y  la  otorga  á  nombre  de  otro, 
y  no  los  que  justifican  el  derecho  del  queobi*a  y  la  otorga  á 
nombre  propio,  como  es  la  declaratoria  de  herederos.  — 
T.  79,  p.  178. 

DOCUMENTOS  PRIVADOS. 
Los  documentos  privados  reconocidos  en  juicio,  tienen  el  mis- 
mo valor  probatorio  que  los  instrumentos  públicos,  con 
arreglo  al  artículo  1026  del  Código  Civil,  aplicable  á  la  mate- 
ria comercial  por  no  haber,  en  la  legislación  peculiar  á  esa 
materia,  disposición  en  contrario.  —  T.  74,  p.  423. 

DOLO. 
El  dolo  que  se  acusa  y  resulta  ser  atribuido  á  la  ejecución  y  no 
al  consentimiento  ó  voluntad  determinante  del  contrato,  no 
autoriza  á  declarar  la  rescisión  de  éste. — T.  74,  p.  258. 

DOMICILIO. 

Véase  :  Sucesión  en  la  palabra  Competencia 

1.  £1  lugar  donde  reside  habitualmente  la  familia,  determina 
el  domicilio  de  una  persona,  aunque  haya  tenido  en  otro 
lugar  habitación  alternativa  y  la  existencia  de  negocios  va- 
liosos (art.  93  y  94,  Cód.  Civ.).  — T.  64,  p.  U9. 

2.  —  £1  hecho  de  ejercer  funciones  de  municipal,  en  un  lugar 
que  no  es  de  la  residencia  habitual  de  la  familia,  no  hace  de 
ese  lugar  domicilio  legal  (art.  90,  inc.  1°.,  Cód.  Civ.). — T.  64, 
p.  f49. 

3.  —  £1  cargo  de  diputado  á  una  legislatura,  no  atribuye  al 
que  lo  ejerce,  el  domicilio  legal  á  que  se  refiere  el  artículo  90 
del  Código  Civil.  —  T.  72,  p.  251. 

4.  ~  La  residencia  habitual  con  la  familia  en  un  lugar,  deter- 
mina el  domicilio  de  una  persona  ;  sin  que  pueda  invocarse 
en  contrario,  el  cargo  de  ministro  de  hacienda  que  ésta 
haya  desempeñado  en  otro  lugar,  y  que  es  de  carácter  tem- 
porario. —  T.  75,  p.  259. 

5.  —  £1  domicilio  de  los  militares  por  el  lugar  en  que  se  hallan 
prestando  sus  servicios  activos,  sufre  excepción  cuando  han 
manifestado  intención  en  contrario  por  algún  establecimien- 
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to  permanente  ó  asiento  principal  de  sus  negocios  en  otro 
lugar ;  y  esta  intención  resulta  de  las  circunstancias  (\e 
haber  hecho  de  este  lugar  el  asiento  principal  de  sus  nego- 
cios, manteniendo  establecimiento  permanente,  y  de  haber 
fallecido  en  el  mismo  sin  dejar  bienes  en  el  lugar  donde 
prestó  servicios  (art.  90,  inc.  2o,  Cód.  Civ.;  marzo  20  de  1902, 
sucesión  del  coronel  Alzogaray). 

DOMICILIO  ESPECIAL. 

£1  domicilio  indicado  en  el  documento  de  obligación,  importa 
la  elección  de  un  domicilió  especial  para  su  ejecución  (art. 
404  y  402,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  58. 

DOMINIO. 

Véase  :  Reivindicación;  Tradición 

4.  —  Deben  considerarse  de  propiedad  del  ejecutado,  Jos  mue- 
bles que  adquirió  y  ha  seguido  poseyendo  (art.  4442,  Cód. 
Civ.)  —  T.  68,  p.  376. 

^.  —  La  cosa  mueble  encontrada  en  poder  del  deudor,  debe 
considerarse  de  propiedad  de  éste.  —  T.  69,  p.  223. 

3.  —  £1  inmueble  adquirido  por  una  sociedad  y  poseído  por 
ella,  no  puede  ser  vendido  por  otra  sociedad  formada  con  el 
mismo  nombre  con  posterioridad  á  la  adquisición  de  la  pri- 
mera ;  y  la  venta  que  la  segunda  haya  hecho  y  su  escritu- 
ración no  transfiere'  el  dominio,  ni  constituye  un  título  tras- 
lativo de  éste  á  favor  del  adquirente(art.  2604  y  2789,  Cód. 
Civ.;  Ley  28,  tít.  2,  part.  3>).  —  T.  81,  p.  424. 

4.  — Sin  la  posesión  no  se  adquiere  el  dominio,  y  antes  de  la 
tradición  de  la  cosa,  en  tratándose  de  las  obligaciones  de  dar, 
el  acreedor  no  adquiere  sobre  ellos  ningún  derecho  real, 
salvo  que  se  encontrare  en  las  condiciones  en  que,  por  ex- 
cepción, la  tradición  no  es  necesaria  para  operar  por  título 
derivado  el  cambio  en  la  persona  del  propietario  (art.  577, 
2609y  2377,  Cód.  Civ.;  diciembre  30  de  4899,  Rossi  v.  Tiallo). 

5.  —  Un  adquirente  ulterior  no  puede  adquirir  derechos  que 
primen  sobre  un  adquirente  anterior  por  contratos  celebra- 
dos con  el  mismo  enajenante,  cuando  aquél  no  puede  hacer 
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valer  su  buena  fe  basada  en  la  ignorancia  del  contrato  pre- 
cedente (art.  594  y  3269,  Cód.  Civ.;  diciembre  30  de  ^899, 
Risso  V.  Tiallo). 

6.  —  No  puede  adquirirse  el  dominio  de  los  cosas  muebles 
sin  la  posesión  (art.  2377  y  ^387,  Cód.  Civ.;  julio 28 de  4900, 
Porta  en  autos  del  Banco  Nacional  v.  Ibertis). 

7.  —  £1  acreedor  á  la  transferencia  de  la  propiedad  de  una  cosd^ 
no  adquiere  derecho  real  sin  la  tradición,  y  el  deudor  con- 
serva el  dominio  desde  que  no  exista  instrumento  público  de 
la  enajenación  (art.  577  y  2609,  Cód.  Civ.;  octubre  W  de 
4900,  La  Curumalan  v.  Biga). 

8.  —  La  desocupación  de  una  cosa  raíz  no  comporta  la  pérdi- 
da del  dominio  sino  cuando  la  desampara  el  dueño  con  in- 
tención de  que  no  quisiese  deque  fuere  suya  ;  y  el  propie- 
tario no  deja  de  serlo  aunque  no  ejerza  ningún  acto  de  tal» 
á  no  ser  que  dejara  poseer  la  cosa  durante  el  tiempo  reque- 
rido para  que  pueda  adquirírsela  por  prescripción.  (Octubre 
29  de  4901;  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba.) 

9.  —  El  titulo  de  compra  con  pago  de  precio  y  constancia  de  la 
entrega  hecha  por  el  fisco  enajenante,  prueba  la  adquisición 
del  dominio  sobre  el  terreno  comprado.  (Octubre  29  de  4904, 
Deheza  v.  provincia  de  Córdoba.) 

40.  —  La  constancia  del  remate  y  pago  de  precio  y  gastos,  sin 
la  de  la  aprobación  y  entrega  del  terreno,  no  basta  para  ad- 
quirir el  dominio.  (Octubre  29  de  4904, Deheza  v.  Provincia 
de  Córdoba.) 
DONACIÓN. 

4 .  —  La  donación  de  un  terreno  para  calle  pública,  no  surte 
efecto  (art.  1840,  Cód.  Civ.).  —  T.  63,  p.  232. 

2.  —  La  acción  personal  que  la  ley  acuerda  al  donatario  para 
obtenerla  ejecución  de  la  donación  de  un  inmueble,  no  pue- 
de acreditarse  con  otra  prueba  que  con  la  de  la  correspon- 
diente escritura  pública  (art.  4789,  4812  y  4834,  Cód.  Civ.). 
—  T.  84 ,  p.  426  (a). 

(a)  En  sentido  análogo,  véase  t.  53,  p.  ¿48;  t.  63,  p.  232. 
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DONACIÓN  (PROMESA  DE). 

£]  decreto  de  concesión  acordada  bajo  bases  que  resulten  ha- 
ber sido  ignoradas,  y  por  tanto  no  aceptadas  por  el  conce- 
sionario, importa  una  promesa  de  donación  susceptible  de 
retractación ;  y  el  hecho  de  haber  el  concedente  dispuesto 
de  la  cosa  materia  de  ella  á  favor  de  otro,  importa  retracta- 
ción de  dicha  promesa  (art.  1137.  4450,  1185  y  4193,  Cód. 
Civ.).— T.  81,  p.  28. 

DUDA. 

Véase  :   Aduana ;  Interpretación 


E 


EDIFICACIÓN. 
El  edificante  de  buena  fe  debe  ser  indemnizado  de  las  mejoras 
que  hubiere  hecho  en  p\  terreno,  según  las  que  existieren 
al  tiempo  de  la  restitución  de  éste ;  pero  no  puede  exigir  in- 
tereses sobre  el  valor  de  ellas,  si  durante  el  juicio  ha  conti- 
nuado en  el  uso  y  goce  de  la  cosa  (art.  2427,  Cód.  Civ. ;  sep- 
tiembre 7  de  ^901,  Duarte  v.  Sánchez  Negrete). 

EFECTO  RETROACTIVO. 

1.  —  La  ley  número  3375,  de  3  de  agosto  de  4896,  incorporan- 
do á  la  de  procedimientos  de  los  tribunales  federales,  los 
títulos  13  y  48  del  Código  de  Procedimientos  vigente  en  la 
Capital  dé  la  República,  es  aplicable  con  efecto  retroactivo 
á  los  casos    pendientes.  —  T.  65,  p.  65  (a). 

3.  —  Los  medios  de  prueba  ulteriormente  establecidos,  no 
afectan  los  actos  ya  concluidos  (art.  3,  Cód.  Civ.).  —  T.  74, 
p.  423, 

EFECTOS. 

Véase  :  Apelación 

EJECUCIÓN  DE  SENTENCIA. 

Véase  :  Competencia 

Dada  la  sentencia  que,  declarando  la  ninguna  obligación  del 
actor  de  dejar  en  su  propiedad  el  camino  público  que  la  Mu- 
nicipalidad mandó  abrir  en  él,  ordena  que  ésta  restablezca 
las  cosas  á  su  estado  anterior,  no  pertenece  á  la  ejecución  de 
dicha  sentencia  la  clausura  ó  reapertura  de  un  otro  camino 

(a)  Eq  sentido  análogo,  véase  t.  27,  p.  170. 
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que  en  ese  estado  de  cosas  existía  abierto ílÍ  público,  y  sobre 
el  cual  la  sentencia  mencionada  no  se  ha  pronunciado  de 
una  manera  directa.  —  T.  64,  p.  382. 


EMBARGO. 

Sumario 


Mejor  derecho,  6  y  7. 
Procesado,  8  y  9. 


Buque.  1. 

Jaeces  extraordinarios  2  á  4. 

Levantamiento,  5. 

Véase  :  Aduana  ;  Apelación  ;  Competencia ;   Daños  y  perjuicios 

4.  Buque.  —  £1  embargo  de  un  vapor  de  matrícula  nacional, 
puede  quedar  cumplido  con  la  anotación  del  embargo  y  con 
el  nombramiento  de  depositario  judicial  en  la  persona  que 
lo  tienen  su  cargo.  — T.  76,  p.  281. 

5.  Jueces  extranjeros.  —  Es  principio  reconocido  por  las  na- 
ciones y  aplicado  por  la  jurisprudencia  (t.  46,  p.  416),  no 
modificada,  de  la  Suprema  Corte,  que  los  tribunales  de  un 
país  carecen  de  jurisdicción  para  ordenar  en  ios  juicios  ven- 
tilados ante  ellos  por  las  partes,  el  embargo  de  los  bienes  de 
éstas  existentes  fuera  de  su  territorio.  La  soberanía  territo- 
rial exige  que  esta  regla  sea  observada,  mientras  noexista  un 
tratado  internacional  que  contenga  una  disposición  expresa 
que  la  derogue.  (Diciembre  24  de  '1900,  Martinelli  y  otros  v. 
Panelo ;  diciembre  29  de  1900,  Exhorto  juez  del  Paraguay.) 

3.  —  El  tratado  procesal  existente  entre  la  República  Argenti- 
na y  la  República  Oriental  del  Uruguay  no  contiene  esa  dis- 
posición expresa,  pues  en  los  artículos  9  y  10,  pertinentes, 
nada  se  concierta  con  referencia  á  los  casos  en  que  sea  per- 
mitido decretar  embargos  de  bienes  situados  fuera  del  terri- 
torio de  la  nación  requirente.  Lejos  de  eso,  en  dicho  trata- 
do se  advierte  una  estipulación  que  virtualm^nte  significa  la 
falta  de  atribuciones  para  decretarlos,  cuando,  tratándose  de 
la  ejecución  de  sentencias  ejecutoriadas,  se  establece  que 
ésta  debe  seguirse  ante  los  tribunales  del  país  donde  estén 
situados  los  bienes  con  que  haya  de  realizarse  la  ejecución. 
(Diciembre 24  de  1900,  Martinelli  y  otros  v.  Panelo;  diciem- 
bre 29  de  1900,  Exhorto  del  juez  del  Paraguay.) 
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4.  —  Teniendo  el  título  que  sólo  sirve  á  fundar  un  procedi- 
miento ejecutivo,  menor  valor  que  ia  cosa  juzgada,  no  es 
admisible  que  el  auto  de  embargo  dictado  en  él  tenga  el  efec- 
to que  se  niega  á  ésta,  y  deba  llevarse  adelante  sobre  bienes 
situados  fuera  del  territorio  del  país  del  juez  exhortante  (Di- 
ciembre 24  de  4900,  Martinelli  y  otros  v.  Panelo;  diciembre 
29  de  4900,  Exhorto  del  juez  del  Paraguay.) 

5.  Levantamiento.  —  Debe  dejarse  sin  efecto  el  embargo  de- 
cretado sobre  bienes  de  persona  que  resulta  no  ser  parte  en 
el  juicio.  (Abril  23  de  4904 ,  Zapata  v.  Gobierno  Nacional.) 

6.  Mejor  derecho. —  Decretado  el  embargo  sobre  la  cuarta 
parte  del  sueldo  del  ejecutado,  debe  ser  llevado  adelante;  y 
si  el  deudor  del  sueldo  es  á  la  vez  acreedor  del  ejecutado  y 
pretende  tener  mejor  derecho  en  la  parte  embargada,  debe 
hacerlo  valer  en  la  oportunidad  legal  ante  el  juez  de  la  cau- 
sa.—T.  77,  p.  455. 

7.  —  Pedido  el  embargo  de  una  suma  procedente  de  ejecución 
seguida  ante  otro  juez^  el  auto  que  lo  concede  con  deducción 
del  monto  de  la  ejecución^  importa  establecer  una  preferen- 
cia de  crédito  sin  la  discusión  previa  que  debe  tener  lugar 
ante  quien  corresponda.  (Junio  5  de  4900,  Banco  Hipoteca- 
rio Nacional  v.  Víeyrá.) 

8.  Procesado.  —  El  embargo  sobre  bienes  del  procesado  debe 
trabarse  para  garantir  no  sólo  la  pena  pecuniaria,  sino  tam- 
bién la  efectividad  de  las  responsabilidades  civiles  que  pu- 
dieran pesar  contra  él ;  y  debe  revocarse  el  auto  que  lo  limi- 
ta únicamente  á  los  efectos  de  dicha  pena  (art.  444,  Cód. 
Proc.  Crim.;  abril  9  de  4901,  causa  v.  Pérez.) 

9.  —  Denunciada  la  transferencia  de  haciendas  hecha  á  nom- 
bre del  procesado  y  á  virtud  de  poder  conferido  por  éste  des- 
de la  cárcel  en  que  se  halla  detenido,  es  procedente  el  em- 
bargo del  valor  de  aquellas  ó  de  las  mismas,  si  la  transfe- 
rencia no  se  realiza  (art.  44  4  y  443,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto 
24  de  4904,  causa  v.  Pérez). 
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EMBARGO  PREVENTIVO. 

Véase :  Aduana ;  Apelación  ;   Competencia 

Sumario  : 


Arrendamiento,  1. 
Daños  y  perjuicíoe.  2  y  3. 
Derecho  discutido,  4. 
Deuda  líqnida,  5. 
Deuda  reconocida,  6. 
Documento  privado,  7. 
Extensión,  8. 
Fianza,  9. 
Frutos,  10  y  11. 


Levantamiento,  19  y  13. 
Locación  de  obras,  14. 
Pagaré,  15. 
Pastoreo,  16. 
Reivindicación,  17  á  20. 
Salario  de  asistencia,  31. 
Sentencia  favorable,  22  á  24. 
Sustitución,  25. 
üsurructo,  26. 


1 .  Arrendamiento.  —  Es  procedente  el  embargo  preventivo 
solicitado  por  el  propietario  del  campo  arrendado,  del  que 
acompaña  el  titulo  respectivo,  sobre  el  ganado  del  arrenda- 
tario existente  en  el  mismo  (art.  445,  Cód.  Proc. ;  marzo  5  de 
<90^,  Rodríguez  V.  Sicard). 

2.  Daños  y  perjuicios.  —  Justifícada,  por  sentencia  firme,  la 
existencia  de  los  daños  y  la  obligación  de  pagarlos,  procede 
embargo  preventivo  para  asegurar  el  pago  del  importe  que 
se  liquida  (art.  55,  inc.  3o,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  20. 

3.  —  No  es  procedente  el  embargo  preventivo  para  garantir  la 
condenación  en  costas  y  daños  y  perjuicios  impuesta  por 
sentencia  dictada  en  juicio  sobre  falsificación  de  marca  de 
fábrica,  que  ha  sido  recurrida  (art.  448,  Cód.  Proc;  agosto 
24  de  4901^  Montigny  v.  Roland.) 

4.  Derecho  discutido. — No  procede  el  embargo  preventivo,  en 
la  demanda  en  que  se  gestiona  un  derecho  que  depende  de 
hechos  no  previstos  explícitamente  en  los  documentos  con 
que  se  funda  aquella  y  deben  ser  materia  de  discusión  y 
resolución  (art.  443,  Cód.  Proc;  julio  26  de  1900,  Quiroga 
v.  Meiggs  y  C\) 

5.  Deuda  liquida.  —No  procede  el  embargo  preventivo  por 
deuda,  de  que  no  aparece  cantidad  líquida  ni  puede  ésta  ser 
determinada  prudencialmente  por  los  jueces  (art.  443,  Cód. 
Proc).  —  T.  76,  p.  466. 
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6.  Deuda  reconocida.  — Procede  el  embargo  preventivo  para 
asegurar  el  pago  de  una  deuda  que  se  reconoce  haber  exis- 
tido, y  se  alega  haber  sido  chancelada  sin  derecho  (art.  448^ 
inc.  2|o,  Cód.  Proc).  —  T.  76,  p.  47  y  398. 

7.  Documento  privado. —  No  procede  el  embargo  preventivo 
pedido  en  mérito  de  documentos  privados,  cuya  autenticidad 
no  ha  sido  reconocida,  ni  acreditada  en  otra  forma  (art. 
443,  Cód.  Proc).  —  T.  81,  p.  438. 

8.  Extensión. —  Reconocida  por  el  deudor  y  acreedor,  la  obli- 
gación de  entregar  la  extensión  de  49  leguas  de  terreno,  y 
siendo  procedente  el  embargo  preventivo,  éste  debe  tratarse 
sobre  igual  extensión  de  49  leguas  del  campo  que  denuncia 
el  acreedor,  y  no  sobre  una  extensión  mayor  (ley  3375,  art. 
443,  Cód.  Proc).  —  T.  77.  p.  70. 

9.  Fianza.—  La  apreciación  de  la  fianza  dada  por  el  embar- 
gante^ corresponde  al  juez.  Si  se  la  reputa  insuficiente,  puede 
pedirse  la  ampliación,  pero  no  la  caducidad  del  embargo  or- 
denado (art.  444,  Cód.  Proc).-T.  73,  p.  255. 

10.  Frutos.  —  La  acción  de  reivindicación  de  una  finca,  no 
autoriza  el  embargo  preventivo  de  los  alquileres  (  art.  447, 
Cód.  Proc  El  embargo  de  bienes  raíces  se  traba  mediante 
anotación  en  el  libro  respectivo  del  registro  de  hipotecas,  lo^ 
que  vale  decir  que  el  demandado  continúa  en  posesión  déla 
cosa  embargada,  y  esa  posesión  implica  la  percepción  de  los 
frutos,  no  existiendo,  como  no  existe,  disposición  en  la  ley 
de  procedimientos  que  se  refiera  directamente  á  los  frutos  del 
inmueble  que  haya  de  demandarse  por  acción  reivindicato- 
ría, desprendiéndose  lo  contrario  de  la  circunstancia  de  que 
no  se  ordena  el  depósito  de  esos  frutos^  á  los  que  tiene  de- 
recho durante  el  juicio,  el  demandado  por  reivindicación, 
según  la  doctrina  del  art.  2788,  Cód.  Civ,  Además,  siendo 
el  enibargo  preventivo  del  inmueble,  durante  eljqicio  de 
reivindicación,  una  limitación  al  derecho  de  propiedad  pre- 
sumido^ la  disposición  que  lo  autoriza  no  debe  ser  interpre- 
tada extensivamente).  — T.  69,  p.  214. 

1 1 .  —  El  embargo  preventivo  que  la  ley  de  procedimientos  au- 
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toriza  por  razón  de  reivindicación,  no  puede  extenderse  á  los 
frutos  déla  cosa  que  se  reivindica  (art.  447,  Cód.  Proc).  — 
T.  72.  p.  3^ . 

42.  Levantamiento.  —  £1  embargo  preventivo  ordenado  no 
obsta  á  que  se  promueva  debidamente  cuestión  de  compe- 
tencia^ y  según  el  resultado  de  ésta,  sea  mantenido  ó  no. 
En  este  concepto  el  auto  que  no  hace  lugar  al  levantamien- 
to del  embargo,  dejando  abierto  el  ejercicio  del  derecho  que 
el  embargado  tuviere  para  contestar  la  jurisdicción  del  juez 
que  lo  ordenó,  no  trae  gravamen. —  T.  72,  p.  376. 

13.  —  Debe  levantarse  el  embargo  preventivo,  si  se  consigna 
la  cantidad  suficiente  para  responder  al  crédito,  intereses  y 
costas.  —  T.  73,  p.  232. 

H.  Locación  de  obras. —  No  procede  el  embargo  preventivo 
por  sumas  cobradas  por  obras  ejecutadas  tuera  de  contrato, 
si  la  existencia  del  crédito  no  se  halla  comprobada  en  las 
condiciones  requeridas  por  los  artículos  443  y  446,  Cód. 
Proc—  T.  76,  p.166. 

15.  Pagaré. —  Es  procedente  el  embargo  preventivo  de  paga- 
rés que  la  sentencia  apelada  dispone  sean  restituidos  al  pe- 
ticionante (art.  448,  Cód.  Proc;  Ley  3375).  —  T.  65,  p.  255. 

46.  Pastoreo. —  Es  procedente  el  embargo  preventivo  délos 
animales  que  se  encuentran  en  pastoreo^  en  campo  del  deman- 
dante (art.  445,  Cód.  Proc;  art.  1190  y  2525,  Cód.  Civ.;  no- 
viembre 5  de  1901,  Villoldo  v.  DelPAqua). 

17.  Reivindicación  (a).  —  El  poder  conferido  para  reivindicar 
comprende  la  facultad  de  pedir  el  embargo  preventivo  de  la 
cosa  reivindicada,  y  si  éste  se  ha  concedido  bajo  caución 
juratoria,  el  apoderado  puede  prestarla,  debiéndola  hacer  en 
nombre  del  mandante  (art.  1946,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p. 
308. 

18.  —  Rechazada  la  demanda  de  reivindicación,  debe  sobre- 
seerse en  el  incidente  sobre  embargo  del  inmueble  reivindi- 
cado. (Agosto  8de1091,  Gorostiaga  v.  Escalada.) 

(a)  Véase  los  números  10  y  11,  relativos  á  Frutos. 
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(art.   626,  6*7  y  628,  Cód.  Com.;  mayo  3  de  1900,  Alvarez  v. 
Provincia  de  Santa  Fe). 

4.  —  Los  endosos  en  blanco  contenidos  en  letras  de  cambio» 
no  protestadas  á  su  vencimiento,  y  que  no  llevan  la  indica- 
ción del  día,  mes  y  año  en  que  se  extendieron,  no  pueden 
tener  otra  fecha  que  la  del  fallecimiento  de  la  persona  que 
los  firmó,  si  antes  de  ese  hecho  no  se  ha  producido  ningún 
otro  que  sirva  á  darle  fecha  cierta  (art.  4035,  inc.  4<»,  Cód. 
Civ.;  art.  4,  tít.  preliminar,  Cód.  Com.;  octubre  41  de  1900^ 
Recalde  y  otros  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

5.  —  Los  endosos  en  blanco  contenidos  en  letras  de  cambio  no 
protestadas  ásu  vencimiento,  son  documentos  privados  que 
no  tienen  fecha  cierta  en  relación  á  terceros,  sino  desde  su 
presentación  en  juicio  y  deben  reputarse  hechos  cuando  las 
letras  estaban  va  vencidas.  En  consecuencia,  la  transmisión 
de  la  propiedad  de  las  mismas  se  rige  por  las  disposiciones 
del  Código  Civil  relativas  á/Ia  cesión  de  créditos  no  endosa- 
bles  (art.  1034  y  1035,  Cód.  Civ.;  art.  1«,  tít.  preliminar,  207 
y  635,  Cód.  Com.;  Dellepiane  v.  provincia  de  Santa  Fe). 

6.  —  El  endoso  en  blanco^  verificado  antes  del  vencimiento  de 
la  letra,  transmite  la  propiedad  de  ésta;  y  las  palabras  sin 
responsabilidad  personaly  puestas  después  de  la  firma  del 
endosante, no  desnaturalizan  el  endoso  en  blanco  ó  perfecta 
(art.  624,  625  y  626,  Cód.  Com.;  diciembre  21  de  1901,  Kenny 
V.  Provincia  Santa  Fe). 

ENTREGA. 

Véase:  Compratenta 

El  obligado  á  entregar  una  cantidad  de  ladrillos  de  dimensio- 
nes determípadas,  no  cumple  su  obligación  pretendiendo  en- 
tregar  ladrillos  de  menores  dimensiones  que  las  estipuladas,, 
y  el  acreedor  no  está  en  el  deber  de  recibirlos  (art.  740  y 
741,  Cód.  Civ.;  noviembre  3  de  1900,  Danieri  v.  Benica). 

EQUIPAJE. 

Véase:   Aduana;  Justicia  Federal 

El  pasajero  es  considerado  cargador  respecto  al  equipaje  que 

tiene  á  bordo,  y  en   caso  de  extravío   ó  pérdida  de  los  bul- 
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tos  que  lo  componen,  está  obligado  á  exigir  el  reconocimiento 
pericial  dentro  de  los  términos  legales,  para  poder  deducir 
reclamaciones  (art.  1079  y  <H9,  Cód.  Com.;  septiembre  6 
de  1900,  Banchero  v.  La  Veloce). 

ERROR. 

Véase:  Aduana;  Compraventa;  Costas;  Intereses 

ERROR  DE  DERECHO. 

No  correspondiendo  al  crédito  liquidado  la  capitalización  de 
intereses,  el  error  de  derecho  sufrido  por  el  deudor  acep- 
t^ndo  la  liquidación  que  la  contiene,  (lo  puede  impedir  que 
ésta  se  rectifique  en  esa  parte^  modificándose  asi  el  auto  que 
la  aprobó  (art.  622,  623  y  784,  Cód.  Civ.).  —  T.  84,  p.  88. 

ESCRIBANO  DE  MARINA. 

No  es  contrario  á  ninguna  disposición  de  orden  público,  que  el 
escribano  de  marina  con  registro  de  contratos  en  la  Capital, 
y  derecho  de  ejercer  su  oficio  en  todas  sus  secciones,  esta- 
blezca en  una  de  éstas  una  oficina  para  recibir  los  datos  y 
antecedentes  de  sus  clientes,  á  fin  de  otorgar  las  escrituras 
en  su  registro.  —  T.  67,  p.  204. 

ESCRITURA  PÚBLICA. 

1 .  —  El  ser  uno  de  los  testigos  instrumentales,  hijo  del  man- 
datario,no  anula  la  escritura  de  poder.  (No  está  comprendida 
en  el  art.  990,  Cód.  Civ.,  reproducido  en  el  art.  205,  Ley  or- 
gánica de  los  tribunales  de  la  Capital,  aplicable  en  los  terri- 
torios nacionales,  según  Ley  3245).  —  T.  69,  p.  404. 
3.  —  Según  las  leyes  de  partida,  la  falta  de  escritura  pública 
no  afecta  la  validez  de  los  contratos  de  venta  (leyes  i,  6  y 
23,  título  5,  parte  5»).  —  T.  67,  p.  19;  t.  76,  p.  243.  (Igual 
t.  22,  p.  267;  t.  46,  p.  U2 ;  t.  57,  p.  105;  t,  58,  p.  105.) 

ESCRITURACIÓN. 

Véase :  Compraventa ;  Daños  y  perjuicios 
Debe  rechazarse  la  demanda  por  escrituración,  que  se  funda  en 
un  documento  del  cual  el  demandante  no  ha  probado  que 
fuese  titular,  calidad  que  le  ha  sido  desconocida — T.  81 ,  p.  277. 
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ESTAFA. 

1 .  —  Lh  estafa  cometida  descontando  dos  letras  con  la  firma 
falsificada  del  girante,  por  la  suma  de  tres  mil  pesos,  hace 
pasible  al  reo  del  máximum  de  la  pena  establecida  por  el 
artículo  802,  inciso  4<»,  Cód.  Pen.,  con  los  accesorios  legales 
(art.  86  y  87,  Cód.  Pen.).  —T.  66.  p.  898. 

2.  —  No  existiendo  prueba  directa  ó  de  presunciones  de  que 
una  persona  se  haya  valido  de  ardid  ó  engaño  para  recibir 
una  cantidad  de  dinero,  que  le  fué  entregada  por  el  empleado 
de  Banco  encargado  de  pagar  los  cheques,  ni  que  la  recibiera 
en  depósito,  comisión,  administración ú  otro  titulo  semejante, 
no  puede  ser  considerada  como  reo  de  los  delitos  previstos 
en  los  artículos  808  y  803,  inciso  3%  Código  Penal,  máxime 
cuando  no  ha  negado  el  recibo  ó  pretendido  la  legitimidad 
de  la  entrega.  (Noviembre  8  de  4990,  causa  v.  Seticase.) 

ESTIVA. 
Véase :  Buque,  en  la  palabra  Daños  y  perjuicios ;  Justicia  federal 
\.  —  Siendo  mercantil  el  contrato  de  estiva,  puede  una  de  las 

partes  pedir  la  rescisión,  si  la  otra  se  niega  á  cumplirlo  (art. 

216,  Cód.  Com.).  —  T.  76,  p.  872. 
2.  —  No  habiéndose  observado  la  cuenta  pasada  por  servicios 

de  estiva,  ni  probado  que  fuera  inexacta,  debe  mandarse 

pagar  su  saldo.  —  T.  76,  p.  878. 

EVICCIÓN  (a). 
Véase :  Apelación;  Compra-venta;  Justicia  federal;  Suprema  Corte 

Sumario : 


Acto  del  Poder  Ejecutivo,  5. 

Banco  Hipotecario,  9. 

Citación  (juicios  en  que  tiene  lugar, 
época  en  que  puede  hacerse  y  natu- 
raleza de  ella),  1,  7,  18, 19.  20,  21, 
22,  23,  24. 

Costas,  15. 


Daños  y  perjuicios,  2,  3, 1,  8, 13,  17. 

Derechos  garantidos,  6. 

Falta  de  continencia,  10,  11,  12. 

Frutos,  14. 

Interdicto,  20. 

Mejoras,  16. 


(á)  Casos  en  que  procede  la  citación  de  evicción,  su  naturaleza  y  responsabi 
lidades  á  cargo  del  enajenante.  Sobre  esta  materia  véase  Digesto,  t.  1,  p.  116  y 
364  á  367. 
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i.  —  Después  de  vencido  el  término. de  prueba  y  de  haberse 
agregado  á  los  autos  la  producida,  no  procede  la  citación  de 
evicción  (Ley  32,  tit.  5,  part.  5";  art.  374,  Ley  Proc. ;  art. 
2108,  Cód.  Civ.).  —  T.  64.  p.  132. 

S.  —  No  siendo  materia  del  juicio  los  derechos  y  deberes  que 
existen  en  las  relaciones  del  demandado  con  su  causante, 
DO  procede  declaración  alguna  respecto  de  la  obligación  en 
que  éste  se  halle  á  consecuencia  de  la  evicción.  —  T.  65, 
p.  236. 

3.  —  El  adquirente  que  ha  hecho  con  el  enajenante  una  conven- 
ción especial  para  el  caso  de  evicción  del  inmueble  comprado, 
no  puede  demandar  á  éste  por  razón  de  evicción,  si  no  ha 
cumplido  con  las  estipulaciones  contenidas  en  la  convención 
(art.  1197  y  2098,  Cód.  Civ.  Si  el  comprador  no  promovió  el 
juicio  á  que  se  obligó  con  el  vendedor,  no  puede  demandar 
por  evicción,  no  sólo  en  razón  del  convenio  expresado,  sino 
también  porque  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  derecho, 
no  hay  responsabilidad  por  evicción  á  hacerse  efectiva,  sino 
cuando  la  evicción  se  ha  operado).  —  T.  75,  p.  50. 

4.  —  El  comprador  no  puede  acogerse  á  la  disposición  del  arti- 
culo 2111,  Cód.  Civ.,  si  no  ha  probado  que  no  tuviera  accio- 
nes que  hacer  valer,  apareciendo,  al  contrario,  que  el  vende- 
dor tenia  titulo  sobre  el  inmueble  vendido  y  que  aquel  reci- 
bió la  posesión  de  la  cosa,  la  ocupó  y  cercó,  hasta  ser  des- 
poseído sin  haber  sido  oído  y  vencido  en  juicio.  —  T.75,  p.50. 

5.  —  La  acción  de  indemnización  por  evicción  sufrida  por  acto 
del  Poder  Ejecutivo,  no  puede  prosperar  si  no  se  prueba 
que  éste  ha  procedido  haciendo  valer  un  derecho  preexisten- 
te á  la  adquisición,  ó  una  prohibición  anterior  que  estaba 
encargado  de  declarar  ó  hacer  respetar,  y  en  cuya  virtud  ha- 
bría podido  ejercer  acciones  judiciales  y  obtener  una  sen- 
tencia condenatoria  contra  el  adquirente.  (Es  de  doctrina 
común,  amparada  por  el  art.  2091  y  concordantes,  Cód.  Civ., 
que  las  responsabilidades  del  enajenante  por  razón  de  la 
evicción,  necesitan,  como  antecedente,  que  el  adquirente 
haya  sido  privado  del  derecho  que  se  letransmitió,  ósufriese 


EVI  —  i82  — 

una  turbación  de  derecho  en  la  propiedad,  goce  ó  posesión 
déla  cosa  por  causa  anterior  ó  contemporánea  á  la  adquisi- 
ción; y  confirmando  ese  principio,  el  art.209i  dice  que  habrá 
lugar  á  la  evicción,  cuando  un  acto  del  poder  legislativo  ó 
ejecutivo  privase  al  adquirente  en  virtud  de  un  derecho  pre- 
existente ;  y  que  no  habrá  lugar,  si  el  acto  que  trae  la  pri- 
vación del  derecho  no  fuese  fundado  sobre  un  derecho  pre- 
existente, ó  sobre  una  prohibición  anterior,  que  pertenezca 
al  soberano  declarar  ó  hacer  respetar,  circunstancias  que  no 
se  han  justificado  en  el  caso).  —  T.  75,  p.  436. 

6. — El  enajenante  sólo  garante  los  derechos  que  transfiere, 
contra  los  ataques  también  de  derecho  que  se  funden  en 
causa  anterior  ó  contemporánea  á  la  adquisición.  —  T.  75, 
p.  436. 

7.  —  No  procede  la  citación  de  evicción  en  la  demanda  del 
comprador  contra  el  vendedor,  sobre  rescisión  del  contrato 
por  imposibilidad  de  entregarla  cosa  vendida  (art.   2408, 
'      Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  325. 

8. —  Es  improcedente  la  acción  de  daños  y  perjuicios  por  ra- 
zón de  evicción,  cuando  no  existe  sentencia  de  autoridad 
competente  que  haya  declarado  perdidos,  en  todo  ó  en  parte, 
los  derechos  de  propiedad  del  adquirente,  ni  menoscabo  de 
los  mismos  por  una  turbación  de  derecho,  ni  se  ha  alegado 
ó  invocado  que  era  inútil  toda  defensa  por  no  haber  oposi- 
ción justa  que  formular  ala  demanda  de  un  tercero  (art.  2091, 
2408y2H1.Cód.  Civ.).  —  T.  80.  p.  148. 

9. —  La  estipulación  de  evicción  y  saneamiento  puesta  á  cargo 
del  propietario,  en  la  escritura  de  venta  otorgada  por  el  Ban- 
co Hipotecario  Nacional,  no  exime  á  éste  de  entregar  la  co- 
sa vendida  y  hacer  las  diminuciones  correspondientes  en  el 
precio  y  obligaciones  del  comprador,  si  el  área  entregada 
es  menor  del  vigésimo  del  área  expresada  en  la  venta  (art. 
725.  740,  784,  796,  1137,  1144,  1201  y  1346,  Cód.  Civ.),  por- 
que  la  falta  de  continencia  en  la  cosa  vendida  no  tiene  re- 
lación con  la  obligación  de  garantía.  —  T.  80,  p.  167. 

10. —  La  falta  de  continencia  en  la  cosa  vendida,  no  tiene  re- 
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lación  con  la  obligación  de  garantir  al  adquirente  en  la  pro- 
piedad libre  de  la  cosa  enajenada:  aquélla  afecta  á  la  exis- 
tencia de  la  cosa  misma  en  sus  dimensiones  y  á  la  precisa 
determinación  del  precio,  elementos  esenciales  del  contrato 
y  contemporáneos  con  él.  —  T.  80,  p.  167. 

i\  .—  £1  enajenante  originario  de  un  área  de  campo,  citado  y 
vencido  en  el  juicio  de  reivindicación  seguido  contra  el  ad- 
quirente  mediato  de  una  parte  de  ella,  responde  de  la  evic- 
ción  que  éste  sufra  del  todo  ó  parte  del  área  adquirida,  sin 
que  pueda  alegar  que  á  su  respecto  se  trata  sólo  de  la  conti- 
nencia de  la  cosa  por  él  vendida,  y  que  lo  eviccionado  no 
alcanza  al  vigésimo  de  la  misma  (art;  mk,  2089,  2094,2093, 
2409.  2420,  Cód.  Cív.).  —  T.  80,  p.  274. 

12. —  No  es  el  caso  de  defecto  de  continencia  de  la  cosa  ven- 
dida, ni  de  juzgar  de  las  relaciones  quo  de  él  surjan  entre 
vendedor  y  comprador,  cuando  la  parte  del  área  eviccionada 
no  lo  ha  sido  á  consecuencia  de  una  cuestión  de  limites  en- 
tre los  colindantes,  sino  en  virtud  de  mejor  derecho  del  rei- 
vindicante sobre  la  misma. — T.  80,  p.  274. 

43. —  Si  la  cosa  eviccionada  ha  aumentado  de  valor  sin  cau- 
sas extraordinarias,  el  enajenante  debe  al  adquirente  el  valor 
que  ella  tenía  el  día  de  la  evicción,  y  en  esto  queda  com- 
prendido el  precio  que  debe  restituir  sin  interés,  y  la  indem- 
nización de  los  perjuicios  sufridos  por  la  evicción  (art.  2448, 
2149  y  2424,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  274. 

14. —  No  debe  los  frutos,  si  el  adquirente  no  prueba  haberlos 
restituido  al  reivindicante  (art.  2449,  Cód.  Civ.).  —  T.  80, 
p.  274. 

15.-^  Debe  las  costas  del  contrato,  entrando  en  ellas  los  gas- 
tos causídicos  que  hizo  el  adquirente  para  hacerlo  citar  de 
evicción  (art.  2449,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  274.  , 

46. —  La  obligación  de  abonar  los  gastos  hechos  en  reparacio- 
nes ó  mejoras  que  no  sean  necesarias  es  subsidiaria,  y  no 
procede  si  no  consta  que  el  comprador  haya  gestionado  su 
indemnización  del  reivindicante  (art.  2420,  Cód.  Cív.).  — 
T.  80,  p.  274. 
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n. —  No  debe  los  perjuicios  procedentes  de  la  privación  de 
las  utilidades  que  el  comprador  esperaba  del  establecimien- 
to de  campo  formado  después  de  la  venta,  por  no  ser  con- 
secuencia inmediata  y  necesaria  de  la  obligación  del  enaje- 
nante, de  transmitir  la  propiedad  y  garantir  la  transmisión 
(art.  520,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  274. 

18. —  La  citación  de  evicción  ho  importa  una  excepción  dila- 
toria  ;  pero  si  un  incidente  del  juicio,  que  es  suspensivo  del 
procedimiento  en  lo  principal  (art.  2108,  Cód.  Civ.). —T.  82, 
p.  41.  (Igual  al  t.  43,  194,  y  t.  57,  p.  396.) 

19. —  La  citación  de  evicción  no  es  una  demanda  contra  el  ci- 
tado, sino  un  aviso  en  forma,  y  en  el  momento  oportuno,  á 
ñn  de  que  tome  intervención  en  la  causa  si  asi  fuere  su  vo- 
luntad ;  y  si  aquélla  se  dirige  contra  la  nación,  aunque  ésta 
no  pueda  ser  demandada  sin  su  consentimiento,  debe  lle- 
varse á  cabo.  —  T.  82,  p.  41 . 

20. —  Puede  en  los  interdictos  citarse  de  evicción  al  causante 
de  los  derechos  del  demandado.  —  T.  82,  p.  41. 

21 . —  La  citación  de  evicción  es  procedente  ya  se  trate  de  la 
acción  reivindicatoría  directa  con  referencia  á  la  cosa  misma 
ó  ya  de  la  subsidiaria,  puesto  que  en  uno  i'i  otro  caso  estaría 
en  cuestión  un  derecho  comprendido  en  la  adquisición  (art. 
2108,  Cód.  Civ.;  junio  30  de  1900,  Fragueiro  v.  Provincia 
de  Córdoba). 

22.  —  La  citación  de  evicción  del  Poder  Ejecutivo  debe  ser  no- 
tificada al  Presidente  de  la  República:  no  surte  los  efectos 
legales  el  decreto  suscripto  sólo  por  el  ministro  respectivo, 
teniendo  por  hecha  aquélla  (art.  86,  ioc.  I"",  Const.  nac;  sep- 
tiembre 4  de  1 900 ,  Malecón  y  puerto  Norte  v.  Ferrocarril  Buenos 
Aires  y  Rosario,  sobre  citación  del  Gobierno  Nacional). 

23. —  Debe  tenerse  por  cumplida  la  citación  de  evicción  á  los 
que  lo  han  sido  por  medio  de  edictos,  no  habiendo  compa- 
recido dentro  del  término  señalado;  pero  no  debe  nombrár- 
seles defensor,  porque  la  intervención  de  los  citados  de 
evicción  en  el  juicio,  es  facultativa  y  no  obligatoria.  (Ma- 
yo 30  de  1901,  Bowers  v.  Guerrero.) 


I 
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2i.—  Si  el  citado  de  eviccLón  sostiene  que  no  está  obligado  á 
asumir  la  defensa  del  citante,  no  puede  entenderse  con  él  la 
demanda  deducida  y  debe  revocarse  el  auto  que  manda  con- 
testar el  traslado  de  ella.  (Septiembre  7  de  1901,  Suárez  v. 
Ferrocarril  Oeste). 

EXCARCELACIÓN. 

Véase  :  Extradición 


Sumario : 

•Apelación,  1  y  2. 
^aocjón,  3. 

^^alación  de  biUetes  falsos,  4  á  9. 
^«mpetencia.  10. 
Concurrencia  de  delitos,  11. 
^«íierro,  12. 
^«cciones,  13. 
*'<ísificac¡ón  de  billetes,  14  á  17. 


^«ís/ncación  de  estampillas,  18. 
«ador,   I9y20. 


Fianza  (modo  de  otorgarse),  21. 
Fianza  (iQonto  de  la),  22. 
Hurto,  23. 
Ley  electo/al,  24. 
HalversacíÓD,  25. 
Principios  generales,  S6  á  39. 
lieintegro,  40. 
Reiteración,  41. 
Sobreseimiento  provisorio,  42. 
Violación  de  correspondencia,  43. 


^*  «A.pelación.  —  No  es  apelable  el  auto  que  ordena  al  Gador 
^6  cárcel  segura,  el  pago  del  importe  de  la  fianza,  cuando 
^iobo  auto  es  consecuencia  de  otro,  que  se  halla  consenti- 
do. —  T.  64,  p.  405. 

No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  se  manda  al  fiador 

^^  cárcel  segura,  que  abone  la  suma  liquidada  y  aproba- 
^^,  que  debe  el  condenado  por  los  días  de  arresto  que  se 
*^  han  impuesto,  restitución  délo  defraudado  y  costas.  —  T. 
^4,p.  441. 
^   Oaación.  —  Consentido  por  el  defensor  el  auto  que  manda 
prestar  caución  real,  no  puede  acordarse  al  procesado  la  ex- 
carcelación por  ocho  días   bajo  fianza   personal,  mientras 
preste  la  caución  ordenada  — T.  69,  p.  410. 
^  •  Circulación  de  billetes  faUos.  —  La  sola   circulación  de 
billetes  falsos  de  curso  legal,  admite  la  excarcelación  bajo 
fianza.  No  obsta  que  sobre  el  procesado  recaiga  la  sospecha 
de  ser  la  persona  á  que  se  refiere  otra  causa   seguida  por 
igual  delito,  si  de  esta  no  resulta  contra  dicha  persona^  se- 
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miplena  prueba  ó  iadicíos  vehementes  de  culpabilidad  (art. 

376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  67,  p.  90  (a). 

5.  El  delito  de  circulación  de  billes  de  curso  legal  falsos,  no 
consiente  la  excarcelación  bajo  fianzafart.  376,  Cód  Proc. 
Crim.).  —  T.  68,  p.  78. 

6.  El  delito  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  falsos^  no 
admite  la  excarcelación  bajo  fianza  (LeyPen.  ;  art.  376,  Cód. 
Proc.  Crim.)  —  T.  69,  p.  12. 

7.  —  No  procede  excarcelación  provisoria,  en  ias  causas  por 
circulación  de  billetes  de  curso  legal  (art.  62,  Ley  Pen. : 
art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  76,  p.  440. 

8.  —  El  acusado  por  circulación  de  billetes  falsos,  no  puede 
ser  excarcelado  bajo  fianza  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.;  sep- 
tiembre 15  de  1900,  causa  v.  Novati.) 

9.  —  No  procede  la  excarcelación  del  procesado  por  tentativa 
de  circulación  de  billetes  falsos  de  banco  (art.  12,  inc.  2<^, 
Cód.  Pen. ;  62  y  93,  Ley  Pen.;  art.  376,  Cód.  Proc.  Crim. ; 
mayo  4  de  1901,  causa  v.  Forneri.) 

10.  Competencia. — El  juez  apelado  tiene  jurisdicción  parh 
resolver  en  la  solicitud  de  excarcelación,  si  la  sentencia  re- 
currida es  absolutoria  (art.  504,  Cód.  Proc.  Crim.,  que  con- 
tiene una  regla  especial,  por  lo  que  no  pueden  invocarse  las 
reglas  generales  de  procedimiento  para  no  proveer  sobre 
aquella).  —  T.  70,  p.  337. 

1 1 .  Concurrencia  de  delitos.  —  No  es  procedente  la  excarce- 
lación bajo  fianza  del  procesado  por  infracción  á  la  ley  de 
enrolamiento,  que  se  halla  sometido  á  la  vez  á  la  jurisdicción 
del  juez  correccional  por  imputársele  delito  de  estafa  (art.  38  y 

377,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  24  de  1901,  causa  de  Zamora.) 

12.  Destierro.  —  Procede  la  excarcelación  provisoria,  en  las 
causas  cuyo  delito  tiene  pena  de  extrañamiento  y  multa.  — 
T.  64,  p.  352  (6). 


(a)  Debe  tenerse  presente  sobre  esta  materia,  que  la  ley  número  8972,  de  17  de 
noviembre  de  IdOO,  ha  agravado  la  penalidad  de  la  circulación  de  billetes  falsos. 
(6)  Véase  en  sentido  análogo  t.  54,  p.  261,  292  y  432  (Digesto^  t.  1,  p.  371). 
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43.  Exacciones.  —  Al  empleado  procesado  por  exacciones,  no 
puede  concederse  la  excarcelación  provisoria  (art.  88,  Ley 
Pen.;  art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  81,  p.  U. 

U:  Falsificación  de  billetes.  —  No  puede  ser  concedida  la 
excarcelación  bajo  fianza,  al  procesado  por  falsificación  de 
billetes  de  banco,  porque,  probado  el  delito,  la  pena  exce- 
dería de  la  señalada  en  el  art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.  —  T. 
81,  p.  305. 

15.  —  No  procede  la  excarcelación  bajo  de  fianza,  en  las  causas 
por  íalsificación  de  billetes  de  banco  (art.  376^  Cód.  Proc. 
Crim.;  febrero  15de  1900,  Julián  Pérez,  sobre  excarcelación). 

16.  —  El  que  es  procesado,  según  el  auto  de  prisión  preven- 
tiva, por  complicidad  en  el  delito  de  falsificación  de  billetes 
de  curso  legal,  no  puede  alegar  que,  por  el  ministerio  fiscal 
se  le  imputa  y  acusa  sólo  como  encubridor,  al  efecto  de  ob- 
tener con  esta  calificación  la  excarcelación  provisoria,  que 
no  procede  en  el  caso  de  complicidad.  (Junio  5  de  1900, 
causa  V.  Mario  Visconti.) 

17.  —  El  procesado,  según  el  auto  de  prisión  preventiva,  como 
autor  del  delito  de  falsificación  de  billetes  de  banco,  no 
puede  solicitar  la  excarcelación  fundado  en  que  la  acusación 
fiscal  lo  considera  como  cómplice  de  ese  delito  y  pide  la 
pena  que  corresponde  en  tal  carácter.  (Marzo  23  de  1901, 
causa  de  Ricardo  Chiarini.) 

18.  Falsificación  de  estampillas.  —  El  delito  de  falsificación 
de  estampillas  nacionales,  destinadas  al  pago  de  impuestos, 
no  permite  que  se  conceda  la  excarcelación  provisoria  (art. 
376,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  62,  Ley  Pen.  Las  estampillas 
á  que  se  refiere  el  caso,  estaban  destinadas  al  pago  del  im- 
puesto á  los  fósforos.)  —  T.  63,  p.  39. 

19.  Fiador.  —  Resultando  que  el  requerido,  excarcelado  bajo 
fianza,  se  halla  á  disposición  del  tribunal  del  país  requirente, 
debe  considerarse  cumplida  la  obligación  asumida  por  el 
fiador  á  los  efectos  de  su  juzgamiento.  (Diciembre  16  de  1899, 
causa  V.  Krautz.) 

iO.  —  En  la  instancia  de  apelación,  la  Suprema  Corte  no  puede 
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conocer  de  la  gestión  del  fiador  del  procesado  sobre  desis- 
timiento de  la  fianza.  (Agosto  47  de  1904,  causa  v.  Amoretti 
y  otros.) 

21 .  Fianza  (modo  de  otorgarse).  —  El  acuerdo  de  1 4  de 
mayo  de  1889  (a),  sobre  el  registro  de  fianzas  carceleras,  no 
modifica  las  disposiciones  relativas  ala  forma  de  hacer  cons- 
tar las  cauciones  admitidas  para  la  excarcelación  en  los  ca- 
sos que  ésta  sea  procedente:  él  se  limita  á  estatuir,  en  virtud 
délo  dispuesto  en  el  artículo  382  del  Código  de  Procedimien- 
tos en  lo  Criminal,  la  forma  del  registro  de  la  fianza  consti- 
tuida, lo  que  no  puede  confundirse  con  la  constitución  de  la 
misma,  en  observancia  de  las  reglas  establecidas  por  dicho 
Código.  (Marzo  22  de  1900,  consulta  del  Juez  Federal  de  la 
Plata.) 

22.  Fianza  (monto  de  la).  —  El  monto  de  la  fianza  debe  corres- 
ponder á  las  responsabilidades  que  pueda  entrañar  el  delito 
acusado  (art.  378  y  379,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  64,  p.  352. 

23.  Hurto.  —  El  delito  de  hurto  en  los  almacenes  de  aduana, 
no  permite  la  excarcelación  bajo  fianza  (art.  81,  Ley  Pen.; 
art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  66,  p.  291 . 

24.  Ley  electoral.  —  Los  delitos  por  infracción  á  ley  de  elec- 
ciones^ permiten  la  excarcelación  bajo  fianza  (art.  69,  ley 
electoral;  art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  66,  p.  293. 

25.  Halveraación.  —  En  los  procesos  criminales  por  malver- 
sación de  fondos  nacionales,  prevista  y  penada  por  la  ley  na- 
cional de  1863,  no  procede  la  excarcelación  bajo  fianza  (art. 
376,  Cód.  Proc.  Crim.).  -  T.  78,  p.  351. 

26.  Principios  generales.  — No  procede  la  excarcelación  bajo 
fianza,  cuando  hay  sentencia  apelada  que  ha  impuesto  la  pena 
de  un  año  de  presidio  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  64, 
p.  398. 

27.  —  No  procede  la  excarcelación  provisoria  en  delitos  que 
por  la  ley  tienen  establecida  una  pena  mayor  de  dos  años  de 
prisión  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  65,  p.  360. 

(a)  DigestOj  i.  2,  p.  665. 
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^.  —  No  procede  la  excarcelación  bajoñanza,  cuaodo  la  natu- 
raleza de  los  hechos  que  motivan  el  proceso,  no  lo  consiente 
sino  sobre  la  base  de  un  juicio,  que  no  es  el  momento  de 
producir.  (Se  trataba  de  un  procesado  de  circulación  de  bille- 
tes falsos,  quien  decía  que  sólo  era  pasible  de  multa.)  —  T. 
66,  p.  317. 

29.  —  Pudiendo  la  pena  que  merezca  el  delito,  ser  mayor  que 
laque  admite  la  excarcelación  bajo  fianza,  debe  ésta  ser  ne- 
gada. (Las  circunstancias  que  caractericen  la  culpabilidad  ó 
inculpabilidad  del  procesado,  sólo  pueden  considerarse  y 
apreciarse  en  el  proceso  instruido  (art.  376,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  67,  p.  316. 

30.  —  No  procede  la  excarcelación  en  el  proceso  por  delitos 
que  tienen  pena  de  trabajos  forzados  —  T.  72,  p.  230. 

31.  — No  procede  la  excarcelación,  si  la  pena  aplicable  al 
hecho  que  motiva  la  prisión,  excede  de  la  que  la  autoriza 
(art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  76,  p.  192. 

32.  —  Con  arreglo  á  la  ley  número  3508,  que  reforma  el  artí- 
culo 376  del  Código  de  Procedimientos  Criminal,  procede  la 
excarcelación  en  los  delitos  que  tengan  de  uno  á  tres  años 
de  prisión.  —  T.  76,  p.  232. 

33.  —  Si  las  circunstancias  señaladas  en  el  artículo  377  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  no  resultan  de  au- 
tos, no  puede  negarse  la  libertad  bajo  fianza  en  los  casos  que 
la  ley  la  concede.  —  T.  77,  p.  283. 

34.  —  Para  la  excarcelación  bajo  fianza  sólo  debe  tenerse  en 
cuenta  la  naturaleza  del  delito  imputado,  y  no  las  circuns- 
tancias que  puedan  fundar  en  definitiva  la  inocencia  del  pro- 
cesado. —  T.  81,  p.  305  (a). 

35.  —  No  procede  la  excarcelación,  si  la  pena  correspondiente 
al  hecho  imputado  es  de  trabajos  forzados  (art.  376,  Cód. 
Proc.  Crim.).  — T.  81,  p.  435. 

35.  —  El  delito  cuya  pena  no  puede  alcanzar  el  promedio  de 
dos  años  de  prisión,  admite  la  libertad  provisoria  baja  fian- 

(a)  En  análogo  sentido,  t.  49,  p.  135 ;  t.  51,  p.  308. 
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za  (art.  76,  Cód.  Proc.  Crim.;  Ley  3508;  abril  26  de  4900, 
causa  V.  Rossi) 
37. -^Si  los  hechos  que  se  imputan  al  procesado^   merecieran 
una  vez  probados,  pena  que  no  admite  la  excarcelación,  debe 
ésta  denegarse.  (Septiembre  22  de  4900,  causa  v.  Menn.) 

38.  —  Si  de  los  antecedentes  del  sumario  aparece  que  la  pena 
aplicable  al  encausado  es  la  de  prisión,  cuyo  proipedio  no 
exceda  de  dos  años,  es  procedente  su  excarcelación  (art.  376, 
Cód.  Proc.  Crim.;  noviembre  45  de  4900,  causa  v.  Juana 
Várela). 

39.  —  El  auto  concediendo  la  excarcelación  es  reformable  de 
oficio,  y  resultando  que  al  procesado  se  imputa  el  delito 
previsto  por  el  artículo  90  de  la  ley  penal^  debe  aquella 
dejarse  sin  efecto  (art  376  y  395,  Cód.  Proc.  Crim.; 
agosto  20  de  4904,  causa  v.  Fernández). 

40.  Reintegro.  —  Si  el  delito  imputado  es  de  defraudación  y 
de  falsedad,  el  reintegro  de  la  suma  defraudada  no  basta 
para  autorizar  la  excarcelación  provisoria  (art.  376,  Cód. 
Proc.  Crim.)  —  T.  73,  p.  400. 

44.  Reiteración,  —  No  procede  la  excarcelación,  si  al  proce- 
sado se  imputan  varios  hechos,  de  los  que  pueden  resultar 
reiteración  (árt,  377,  Cód.  Proc.  Crim.;  septiembre  5 de  4904, 
causa  V.  Reguera). 

42.  Sobreseimiento  proTÍBorio«  —  La  existencia  de  un  proce- 
so en  que  se  ha  decretado  sobreseimiento  provisional,  no 
obsta  á  la  libertad  bajo  caución,  si  consta  que  dicho  proceso 
no  se  ha  reanudado  (art.  376  y  377,  Cód.  Proc.  Crim.)  —  T. 
68,  p.  384. 

43.  Violación  de  correspondencia.  —  La  acusación  contra  un 
empleado  de  correos,  por  violación  de  una  carta  que  contenía 
billetes  de  banco^  no  permite  la  excarcelación  provisoria 
bajofianza  (art.  52  y  53,  Ley  Pen. ;  art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  68,  p.  224. 

EXCEPCIÓN  DILATORIA.. 

Véase  :  Apelación  en  relación;  Evicción 
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1.  —  No  proceden  más  excepciones  dilatorias  que  las  declara- 
das por  la  ley  de  procedimientos  (art.  73).  —  T.65,  p.442(a). 

2.  —  Las  excepciones  dilatorias  opuestas  después  del  término 
señalado  por  el  artículo  72,  Ley  de  Procedimientos,  no  son 
admisibles.  —  T.  67,  p.  358  (6). 

3.  —  La  excepción  que  no  importe  la  de  cosa  juzgada  ú  otra 
comprendida  en  el  artículo  95,  Código  Procedimientos  de  la 
Capital,  no  puede  fundar  un  articulo  de  no  contestar.  —  T. 
77,  p.  297. 

4.  —  Las  excepciones  dilatorias  que  no  se  han  opuesto  en  la  es- 
tación oportuna  del  juicio,  no  pueden  hacerse  valer  en  el  ale- 
gato de  bien  probado  (art.  72  y  85,  Ley  Proc).  —  T.  81 ,  p.  i 35. 

5.  ~  El  mandatario  facultado  para  representar  al  mandante  en 
todos  los  asuntos  judiciales  en  que  sea  éste  actor  ó  deman- 
dado, no  puede  negarseí  á  contestar^la  demanda  alegando  no 
tener  instrucciones,  circunstancia  que  no  importa  una  ex- 
cepción dilatoria  (art.  73,  Ley  Proc).  T.  82,  p.  105. 

6.  —  La  falta  de  instrucciones  alegada  por  el  apoderado,  no 
constituye  una  excepción  que  dilate  la  entrada  en  el  juicio 
(art.  73,  Ley  Proc;  diciembre  5  de  1899,  Bowers  v.  Gue- 
rrero). 

7.  ~  La  excepción  opuesta  en  el  concepto  de  no  estar  obligado 
el  demandado  á  abonar  los  servicios  que  reclama  el  actor, 
afecta  al  fondo  y  no  es  dilatoria  del  juicio.  (Octubre  20  de 
1900,  Arias  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino.) 

^^CESO. 

Véase  :  Aduana;  Costas, 
^^CUS  ACIÓN. 


Acasacióo,  1. 

Amistad,  3. 

Apoderado  de  las  partes,  3. 

Cesión,  4. 

Defensor,  5  á  8. 


Sumario  : 

Delicadeza,  9  á  11. 
Fiscal,  12. 
Opinión,  8  y  13. 
Parentesco,  14  y  15. 
Prejuzgamiento,  6,  15  y  16. 


(a)  Ignal,  entre  otros  casos,  los  del  t.  18,  p'.  107;  t.  19,  p.  7;  t.  21,  p.  559; 
^'  i3,  p.  404. 

(6)  Ignal,  entre  otros,  al  t.  54,  p.  311. 
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4.  Acusación.  —  Debe  admitirse  la  excasación  que  el  juez 
funda  en  el  hecho  de  haber  dado  instrucciones  á  su  apode- 
rado, para  acusar  criminalmente  al  procesado  (art.  75^inc. 
5%  y  77,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  66,  p.  342. 

2.  Amistad.  —  La  amistad  que  no  reúna  los  caracteres  expre- 
sados en  el  ari.  iS,  inc.  3^,  Ley  Proc,  no  es  causa  legal  de 
excusación.  —  T.  70,  p.  294. 

3.  Apoderado  de  las  partes.  —  No  es  procedente  la  excusa- 
ción del  juez  Letrado  por  motivos  fundados,  no  en  relación 
de  las  partes,  sino  respecto  del  apoderado  de  las  mismas 
(art.  368,  Cód.  Proc. ;  agosto  10  de  1901,  sucesión  de  J.  B. 
Ramírez). 

4.  Cesión.  —  Aunque  el  actor  haya  cedido  á  otros  sus  derechos, 
la  causa  de  excusación  fundada  en  vinculaciones  con  él,  sub- 
siste si  la  cesión  ha  sido  impugnada]por  el  demandado,  y  si 
además  éste  ha  citado  de  evicción  á  dicho  actor  como  res* 
pousable  en  unión  con  otra  persona.  —  T.  63,  p.  74. 

5.  Defensor.  —  Es  legitima  causa  de  excusación,  el  haber  in- 
tervenido en  el  proceso  como  defensor  de  uno  de  los  pro- 
cesados (art.  75,  inc.  4*^  Cód.  Proc.  Crim.).  — T.  75,  p.  314. 

6.  Prejuzgamiento.  —  Las  resoluciones  dictadas  en  la  causa, 
que  no  importan  p rejuzgamiento  en  la  cuestión  pendiente, 
no  autorizan  al  juez  á  excusarse.  —  T.  77,  p.  131. 

7.  —  Desestimada  por  auto  firme  la  recusación  deducida  contra 
el  juez,  no  puede  admitirse  la  excusación  de  éste,  que  no  se 
funda  en  causa  legítima.  —  T.  79^  p.  352. 

8.  Opinión.  —  La  manifestación  del  juez,  de  haber  dado  opi- 
nión sobre  el  juicio,  hace  procedente  su  excusación  (art.  75, 
inc.  4%  y  77,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  80,  p.  8. 

9.  Delicadeza.  —  Las  razones  de  delicadeza  personal  y  de 
falta  de  confianza  de  las  partes,  no  justifican  la  excusación. 
—  T.  80,  p.  11. 

10.  —  El  juez  federal  no  puede  excusarse  sin  causa  legítima.  — 
T.  80,  p.  77. 

11 .  —  No  es  admisible  la  excusación  que  no  se  funda  en  cau- 
sal legítima  (art.  77,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  80,  p.  289. 
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i%.  Fiscal.  —  El  haber  intervenido  en  la  causa  como  agente 
fiscal,  es  justa  causa  de  excusación  (art.  75,  inc.  4^,  Gód. 
Proc.  Crim.).— T.  51,  p.  159 y  315;  t.  52,  p.  57,  62,  64  y  122; 
y  t.  65,  p.  356. 

43.  Opinión.  —  Aunque  el  juez  que  decreta  su  separación  de  la 
causa,  no  debe  manifestar  opinión  sobre  ella  antes  de  que- 
dar ejecutoriada  la  providencia  de  separación,  la  manifesta- 
ción que  haya  hecho  le  impide  proseguir  en  el  conocimiento 
de  la  misma  (art.  42,  inc.  7»,  Ley  Proc).  —  T.  74,  p.  442. 

14.  Parentesco.  —  No  es  causa  legal  de  excusación  el  paren- 
tesco ó  la  amistad  con  el  apoderado  de  la  parte  (art.  43, 
Ley  Proc.).— T.  80,  p.  355.  (Igual  al  t.  16,  p.  315,  t.  45, 
p.  31). 

15.  Prejuzgamiento.  —  El  hecho  de  haber  el  juez  letrado  co- 
municado oficialmente  la  existencia  de  un  delito,  no  importa 
prejuzgamiento  y  no  es  causal  de  excusación  por  estar  com- 
prendido en  el  artículo  75,  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal.  (Diciembre  l^  de  1900,  competencia  entre  el  jue^ 
letrado  de  la  Pampa  y  el  juez  federal  de  Buenos  Aires.) 

\^,  —  No  puede  admitirse  la  excusación  fundada  en  el  prejuz- 
gamiento, si  de  éste  no  hay  constancia  alguna  en  los  autos. 
—  T.  69,  p.  291. 

EXHORTO. 
Véase  :  Autenticación;  Competencia;  Contienda  de  competencia 

1.  —  Sin  perjuicio  de  la  reposición  de  sellos  á  que  hubiere  lu- 
gar, debe  ordenarse  el  cumplimiento  de  exhorto  procedente 
del  extranjero.  (Diciembre  19  de  1901,  Exhorto  del  juez  le- 
trado de  Chile.) 

2.  —  Los  exhortos  ó  comunicaciones  directas  de  las  autorida- 
des judiciales  de  una  provincia  con  otra,  no  necesitan  para 
ser  evacuados,  la  autenticación  de  que  trata  la  Ley  de  26  de 
agosto  de  1863.  (Abril  15  de  1902,  Contienda  del  juez  del 
Rosario  de  Santa  Fe,  doctor  Fernández,  con  el  juez  del  Cri- 
men de  La  Plata,  doctor  Puig  Lómez). 

3.  —  El  exhorto  dirigido  por  un  juez  de  Instrucción  de  la  Ca- 
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pital  al  juez  del  Crimen  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
pidiendo  se  ordene  la  captura  de  una  persona,  no  debe  ser 
cumplido  por  el  último  sino  se  acompaña^  ni  expresa  si- 
quiera, que  se  haya  dictado  contra  ella,  auto  de  prisión  ó 
sentencia  condenatoria  (art.  675  y  676,  Cód.  Proc.  Crim.; 
abril  45  de  1902,  Contienda  entre  el  juez  de  Instrucción  de 
la  Capital,  doctor  Navarro*  y  el  juez  del  Crimen  de  La  Plata.) 

EXPRESIÓN  DE  AGRAVIOS. 

Véase :  Deserción  de  recuréo 
Si  el  auto  apelado  es  interlocutorio  por  decidir  un  incidente 
promovido  en  la  tramitación  de  la  causa,  debe  dejarse  sin 
efecto  el  decreto  que  manda  expresar  agravios  y  devolverse 
el  escrito  que  los  expresa,  declarándose  concedido  en  rela- 
ción el  recurso  (art.  225,  Ley  Proc.).  —  T.  76,  p.  120. 

EXPROPIACIÓN  (a). 

Sumario : 


Gravámenes,  22. 
Intereses  23  á  26, 
Obligación  de  expropiar,  27. 
Posesión  provisoria,  28  á  30. 
Precio  é  indemnización,  31  á  64. 
Ley  aplicable,  65. 
Propiedad,  55  A  68. 
Prueba.  69  y  70. 
Reivindicación,  71. 


Acciones,  1  y  2. 
Apelación,  3  á  9. 
Arrendamientos,  10 
Ausentes,  11. 
Competencia,  12. 
Costas,  13  y  14. 
Entrega  de  depósito,  15  y  16. 
Escritura,  17. 
Extensión,  13  á  20. 
Gobierno,  21. 

1.  Acciones.  —  Debe  declararse  llegada  la  oportunidad  de  la 
expropiación  de  acciones  del  Banco  Nacional^  prevista  en  la 
Ley  3037^  si  han  sido  llenadas  substancialroente  las  con- 
diciones de  fijación  de  plazo  y  manifestación  de  Iqs  accio 
nistas.  —  T.  74,  p.  408. 

2.  —  La  resolución  mandando  proceder  á  la  expropiación  de 
acciones,  prevista  por  la  Ley  3037,  no  autoriza  el  proce- 
dimiento de  apremio  sino  á  exigir  que  sé  promueva  el  jui- 
cio de  expropiación.  —  T.  73,  p.  127. 

(a)  Sobre  la  materia,  véase  Digeslo,  t.  1,  p.  384  é  405. 
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3.  Apelación.  —  No  es  apelable  el  auto  en  que,  para  mejor 
proveer,  el  juez  nombra  dos  nuevos  peritos  para  tasar  el 
área  á  expropiarse.  —  T.  64,  p.  159. 

4.  —  Xo  es  apelable  el  auto  nombrando  un  tercer  perito  para 
mejor  proveer.  —  T.  65,  p.  8. 

5.  —  En  ios  juicios  de  expropiación,  no  corresponde  la  ape- 
lación sino  en  relación.  — T.  65,  p.  202. 

6.  —  No  trae  gravamen  y  no  es  apelable  el  auto  que  manda 
seguir  el  juicio  de  expropiación  para  pronunciarse  el  juzgado 
en  la  definitiva  sobre  el  incidente  suscitado  respecto  á  la 
extensión  del  terreno  que  debe  expropiarse.  —  T.  69,  p.  384. 

7.  —  Causa  gravamen  y  es  apelable  el  auto  que  en  juicio  de 
expropiación  ordena  el  nombramiento  de  peritos  en  contra 
de  la  oposición  del  demandado,  que  alega  la  improcedencia 
de  dicho  juicio  (art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  79,  p.  115. 

8.  —  En  los  juicios  de  expropiación,  la  oportunidad  legal  para 
hacer  valer  las  defensas  del  expropiado,  es  la  audiencia  á 
que,  según  la  ley,  deben  ser  convocadas  las  partes,  y,  por 
tanto,  no  trae  gravamen,  ni  es  apelable  el  auto  que  ordena  el 
comparendo  de  éstas.  (Diciembre  7  de  1899,  Gobierno  Na- 
cional V.  Gartland.) 

9.  —  En  losjuicios  de  expropiación,  el  recurso  de  apelación  sólo 
procede  en  relación.  (Marzo  17  de  1900,  Lacroze  v.  Duggan.) 

10.  ArrendamientoB.  —  El  expropiado  no  tiene  derecho  á  in- 
demnización alguna  por  el  precio  de  arrendamientos  que 
hubiese  podido  obtener,  porque  es  una  ventaja  ó  ganancia 
hipotética  y  porque  recibiendo  el  precio  que  se  le  paga  por 
la  cosa,  no  existiría  causa  para  que  reciba  también  los  frutos 
de  la  cosa  misma.  (Mayo  17  de  1900,  Fisco  v.  Berhosoyrigoin.) 

11.  AuBentes.  —  No  procede  la  intervención  promiscua  del 
ministerio  pupilar  y  del  defensor  nombrado  al  expropiado 
que,  citado  por  edictos^  no  ha  comparecido  al  juicio  (art.  54, 
57,  inc.  3%  58  y  59,  Cód.  Civ.;  septiembre  22  de  1900,  Ferro- 
carril Buenos  Aires  al  Pacífico  v.  Martínez.)  (a) 

(a)  Véase  página  48,  v*  Ausentes. 
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\2.  Competencia.  —  En  los  juicios  de  expropiación,  el  juez 
competente  es  el  del  lugar  en  que  está  situado  el  terreno  que 
debe  expropiarse,  aunque  el  propietario  tenga  su  domicilio 
en  otra  jurisdicción  (art.  tO,  Ley  de  Expropiación;  junio  \^ 
de  4901,  Ferrocarril  Bahía  Blanca  y  Noroeste  v.  Hume;  mar- 
zo 1°  de  1900,  Ferrocarril  Oeste  v.  Gandulfo)  (a). 

13.  CoBtaB.  —  Declarándose  equitativo  el  precio  ofrecido  y 
consignado  por  el  expropiante,  las  costas  del  juicio  deben 
ser  satisfechas  por  los  interesados  por  mitad  cada  uno  (art. 
18,  Ley  de  Expropiación).  —  T.  66,  p.  15o. 

44.  —  En  las  costas  á  cargo  del  expropiante,  no  se  comprenden 
los  honorarios  del  apoderado  del  expropiado  (art.  18,  Ley  de 
expropiación).  —  T.  71  p.  105  (b), 

15.  Entrega  de  depósito.  —  El  juez  federal  á  cuya  orden  se 
halla  depositado  el  dinero  producto  de  la  expropiación,  es 
competente  para  ordenar  su  entrega,  si  no  existe  cuestión 
alguna  respecto  del  derecho  á  recibirlo.  —  T.  66,  p,  135. 

16.  —  Habiendo  sido  concursado  el  expropiado  que  hizo  ce- 
sión de  sus  derechos  á  un  tercero,  y  reclamándose  por  el 
juez  del  concurso  los  fondos  depositados  por  el  expropiante, 
corresponde  que  éstos  le  sean  remitidos,  y  que  el  cesionario 
se  presente  ante  é\  á  gestionar  su  entrega  (art.  2,  Ley  de  3  de 
septiembre  de  1878;  diciembre  7  de  1899,  Ferrocarril  del 
Sud,  V.  Benítez). 

17.  Escritura.  —  La  escritura  de  transmisión  de  la  propiedad 
debe  autorizarse  por  el  escribano  que  eligiere  el  expropiante : 
no  es  obligatorio  extenderla  en  el  registro  del  secretario  del 
juzgado.  (Noviembre  26  de  190!,  Ferrocarril  Central  Norte,  v. 
Terán.  Igual  al  tomo  31,  p.  186  y  422.) 

18.  Extensión.  —  Para  establecer  cuál  es  la  extensión  efecti- 
va del  área  materia  de  la  expropiación,  debe  estarse  al 
resultado  de  las  pruebas  periciales.  —  T.  72,  p.  285. 


I  (a)  En  el  mismo  sentido,  t.  7,  p.  105. 

(b)  Análogos,  entre  otros  casos,  los  del  t.  7,  p.  187  y  193 ;  t.  26,  p.  421 ;  t.  50, 
p.  105. 
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19.  —  Si  la  sentencia  de  1>  instancia,  fijó  la  indemnización 
por  el  terreno  perjudicado  por  la  expropiación  en  la  suma 
de  cuatro  centavos  por  cada  metro  cuadrado,  sóbrela  super- 
ficie de  431.923  metros  cuadrados,  y  la  sentencia  de  la 
Suprema  Corte,  en  el  pensamiento  de  disminuirla,  la  redujo 
á  dos  centavos  por  cada  metro  cuadrado  de  la  superficie  que 
conserva  el  expropiado,  no  puede  entenderse  que  haya  que- 
rido aumentarla  refiriéndola  á  una  otra  superficie  de  mayor 
extensión  de  la  que  se  consideró  en  primera  instancia  como 
perjudicada.  —  T.  78,  p.  50. 

20.  —  No  procede  juicio  de  expropiación  respecto  del  terreno 
que  no  se  halla  comprendido  entre  los  mandados  expropiar 
por  la  ley,  sin  que  sea  permitido  entender  por  interpreta- 
ción extensiva  que  leyes  de  carácter  excepcional  están  des- 
tinadas á  extender  y  extiendan  su  acción  hasta  facultar  expro- 
piaciones hipotéticas.  (Noviembre  21  de  1899,  Ferrocarril 
Buenos  Aires  al  Pacifico  v.  «  La  Inmobiliaria  »). 

21 .  Gobierno.  —  Con  arreglo  á  la  ley  3452,  la  empresa 
del  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino  puede  exigir  que  las 
expropiaciones  pendientes  que  deben  hacerse  para  ella  y  á 
cargo  de  la  misma,  sean  seguidas  con  el  gobierno  nacional; 
y  en  este  concepto,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades 
que  le  incumben,  puede  negarse  á  hacerse  parte  en  el  juicio 
de  expropiación  para  ella,  que  el  gobierno  ha  seguido  hasta 
dictarse  sentencia.  —  T.  76,  p.  212. 

22.  Gravámenes.  —  Los  gravámenes  que  la  ley  de  ferroca- 
rriles hace  pesar  sobre  los  terrenos  contiguos  á  la  línea  fé- 
rrea, no  son  de  tomarse  en  cuenta  á  los  efectos  de  la  indem- 
nización por  razón  de  la  expropiación.  —  T.  69,  p.  1 01 .  (Igual 
al  t.  38,  p.  350;  Digesto,  t.  1 ,  p  394). 

23.  Intereses.  —  Resultando  equitativo  el  valor  fijado  al  te- 
rreno y  á  las  indemnizaciones,  no  procede  deducir  de  él  el 
importe  de  intereses,  si  sobre  éstos  se  ha  reconocido  en 
primera  instancia  la  obligación  de  pagarlos. — T.  66,  p.  70. 

24. —  Resultando  equitativo  el  valor  fijado  al  precio  del  terre- 
no y  á   las  indemnizaciones,    no  se  puede   deducir  de  él  lo 
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que  pueda  corresponder  á  intereses,  una  vez  que  se  ha  con- 
venido en  pagar  el  precio  y  las  indemnizaciones  correspon- 
dientes, y  enastas  se  comprende,  según  jurisprudencia  cons- 
tante, el  pago  de  intereses  desde  la  fecha  de  la  ocupación 
del  terreno  expropiado.—  T.  66,  p.  77,  82, 327  y  338. 

25. —  Los  intereses  de  la  suma  que  debe  abonársela  más  de  la 
depositada,  deben  liquidarse  con  arreglo  á  la  tasa  que  cobra 
el  Banco  de  la  Nación  en  sus  descuentos.  —  T.  71,  p.  105. 

26. —  El  interés  debido  por  el  expropiante  es  el  que  cobra  el 
Banco  de  la  Nación  á  sus  deudores,  y  no  el  que  cobra  en  el 
descuento  de  letras  en  casos  especiales.  —  T.  78.  p.  50. 

27.  Obligación  de  expropiar.  —  Establecida  en  el  contrato 
de  venta  de  los  ferrocarriles  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
que  la  empresa  adquirente  debía  proceder  por  su  cuenta  á 
la  expropiación  de  los  terrenos  ocupados  por  aquella  y  de 
que  careciera  de  títulos,  el  dueño  legítimo  de  esos  terrenos 
ó  sus  sucesores  pueden  exigir  de  dicha  empresa  el  cumpli- 
miento de  esa  obligación  (art.  504,  Cód.  Civ.  ;  julio  4  de  4904 
De  Marchi,  después  Luro,  v.  Ferrocarril  Oeste). 

28.  Posesión  proTÍsoria.  —  Resultando  la  causa  de  urgencia 
y  hecha  la  consignación  del  precio  calculado  á  los  fines  de 
la  expropiación,  corresponde  acordar  la  posesión  provisoria 
(art.  4,  Ley  de  Expropiación).  —  T.  82,  p.  89. 

29.  —  La  facultad  de  expropiar  no  da  derecho  para  usar  de  la 
cosa  ajena,  de  propia  autoridad  y  sin  desinteresar  previa- 
mente al  propietario  en  las  condiciones  fijadas  por  lá  ley. 
(art.  2544.  Cód.  Civ.  ;  agosto  44  de  4900,  Reta  v.  Ferrocarril 
Trasandino.) 

30.  —  Debe  mantenerse  la  posesión  provisoria  mandada  dar  á 
una  empresa  que,  haciendo  la  consignación  prevista  por  el 
artículo  4,  ley  489,  deduce  juicio  de  expropiación  de  terre- 
nos en  que  ha  construido  obras  con  anterioridad  y  que  se 
han  mandado  destruir  por  sentencia  ejecutoriada  dictada  en 
juicio  con  el  propietario.  (Mientras  se  decide  el  derecho  de 
expropiación,  no  puede  oponerse  en  el  juicio  de  ésta,  como 
cosa  juzgada^  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio  referido, 
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porque  no  concurren  la  identidad  de  acción  y  objeto.  (Di- 
ciembre 31  de  4901,  Reta  v.  Ferrocarril  Transandino.) 
34.   Precio  é  indemnizaeión.  —  La  indemnización    por    ex- 
propiación debe  fijarse  segán  los  antecedentes  de  autos.  — 
T.  63,  p.  65  y  68 . 

32.  -~  En  la  estimación  del  precio  del  terreno  expropiado,  de- 
be atenderse  al  que  podía  tener  en  la  época  de  la  despose- 
sión.—T.  63,  p.  483. 

33.  —  Debe  confirmarse  el  precio  é  indemnización  fijado  para 
la  expropiación  que  se  considere  equitativo.  — T.  64,  p.  360. 

34.  —  £1  valor  de  la  expropiación  é  indemnización  correspon- 
diente, debe  fijarse  teniendo  en  cuenta  los  antecedentes  de 
autos  y  ia  estimación  pericial.  — T.  65,  p.  493. 

35.  — El  valor  de  la  expropiación  debe  fijarse  según  el  mérito 
que  arrojan  los  autos.  —  T.  65,  p.  374. 

36.  —  No  habiendo  mérito  para  modificar  el  precio  é  indemni- 
zación fijada  por  el  inferior,  debe  confirmarse  su  sentencia. 
—  T.  67,  p.  28. 

37.  —  Probado  el  hecho  de  haber  sido  ocupado  el  terreno  pa- 
ra ensanche  de  una  estación  de  ferrocarril  á  cargo  de  la  na- 
ción, corresponde  se  pague  la  indemnización  relativa.  ~  T. 
69,  p.  477. 

38.  —  Debe  fijarse  para  la  expropiación,  el  precio  en  que  re- 
sulta haber  estado  conformes  las  partes,  á  la  época  de  la 
demanda  y  de  la  respuesta,  sin  que  se  hayan  producido  he- 
chos ulteriores  que  justifiquen  el  cambio  de  voluntad.  — T. 

69,  p.  333. 

39.  —  Siendo  equitativo  el  precio  de  indemnización  fijado  por 
la  sentencia  de  4«  Instancia,  debe  ésta  ser  confirmada,  -r-  T. 
69,  p.  350. 

40.  —  El  expropiado  tiene  derecho  á  ser  indemnizado  por  la 
depreciación  resultante  del  fraccionamiento  del  terreno  que 
le  queda  (art.  46,  Ley  de  Expropiación).  — T.  70,  p.  99. 

41.  —  Debe  confirmarse  el  precio  atribuido  al  terreno  expro- 
piado, que  resulta  ajustado  á  los  antecedentes  constantes  en 
autos.  —  T.  70,  p.  99. 


( 
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42.  —  £1  precio  y  la  indemnización  por  la  expropiación  debe 
fijarse  según  el  mérito  que  arrojen  los  autos.  —  T.  70,  p. 
489  y  240. 

43.  —  Debe  confirmarse  el  precio  asignado  al  terreno  expro- 
piado y  que  resulta  arreglado  al  mérito  de  los  autos ;  de- 
biendo además  el  expropiante  indemnizar  el  daño  causado 
por  fraccionamiento,  que  debe  ser  fijado  teniendo  en  cuenta 
la  naturaleza  del  mismo  fraccionamiento  y  la  circunstancia 
de  la  utilización  del  terreno  que  queda  al  propietario  (art. 
16,  Ley  Exprop.).  —  T.  71,  p.   105. 

44.  —  Debe  confirmarse  la  indemnización  que  resulta  equita- 
tiva. —  T.  71,  p.  369,  374  y  382. 

45.  —  Para  fijar  el  precio  del  terreno  expropiado,  debe  tenerse 
en  consideración  su  situación  y  demás  condiciones,  asi  como 
las  demás  resultantes  del   fraccionamiento.  — T.  76,  p.  189. 

46.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  del  inferior  que  fija  al 
terreno  expropiado  el  precio  que  ha  sido  fijado  á  terrenos 
análogos,  y  establece  una  indemnización  que  resulta  equita- 
tiva. —  T.  76,  p.  261. 

47.  —  Para  fijar  el  valor  del  precio  é  indemnizaciones  en  los 
casos  de  expropiación,  debo  estarse  á  las  constancias  de 
autos  y  sólo  en  circunstancias  especialísimas  puede  orde- 
narse la  ampliación  de  los  elementos  de  juicio,  disponiendo 
nuevas  pericias.  —  T.  79,  p.  264. 

48.  —  La  indemnización  por  expropiación  debe  fijarse  con 
arreglo  al  mérito  en  los  autos  y  de  los  precedentes  estable- 
cidos en  casos  análogos.  —  T.  81,  p.  70  y  84. 

49.  —  A  falta  de  otros  elementos  de  prueba  sobre  el  importe 
de  los  perjuicios  é  indemnización  por  causa  de  expropiación, 
debe  estarse  á  la  apreciación  hecha  por  los  peritos  nombra- 
dos  por  el  juez.  —  T.  82,  p.  15. 

50.  —  En  las  expropiaciones  practicadas  por  la  nación  para  una 
empresa  de  ferrocarril,  la  indemnización  de  perjuicios  debe 
comprender  solamente  los  actuales,  que  sean  consecuencia 
forzosa  de  la  expropiación,  y  no  las  ventajas  ó  ganancias  hi- 
potéticas, ni  las  deficiencias  de  las  obras  de  desagüe  que  son 
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consecuencia  de  la  construcción  de  la  vía,  y  son  de  cargo  de 
la  empresa  (art.  16,  Ley  Exprop. ;  art.  5,  inc.  lO^,  Ley  de  Fe- 
rrocarriles). T.  82,  p.  55. 
51. — Por  la  expropiación  que  no  ha  causado  perjuicios  de 
fraccionamiento  y  otros  gravámenes,  se  debe  el  precio,  que 
tenía  el  terreno  expropiado  el  día  de  la  desposesión,  y  los 
intereses  desde  ese  día  hasta  el  del  pago.  —  T.  82,  p.  219. 

52.  —  En  las  expropiaciones  se  debe  al  expropiado,  además  del 
precio  ó  valor  del  terreno  que  se  apropie,  los  perjuicios  que 
sean  su  consecuencia  forzosa  (art.  46,  Ley  Exprop. ;  no- 
viembre 30  de  1899,  Fisco  Nacional  v.  Garboni). 

53.  —  El  elemento  principal  de  toda  indemnización  porexpro- 
piación,  es  el  pago  del  valor  real  que  tenga  la  cosa  en  la  fe- 
cha de  la  expropiación,  siempre  que  en  dicho  valor  no  figure 
aumento  por  razón  de  la  ley  que  la  motivara.  Ese  valor,  tra- 
tándose de  acciones,  es  el  que  fijan  las  cotizaciones  de  bolsa  y 
no  habiendo  pruebas,  ni  motivos  para  establecerlo  contrario, 
debe  reputarse  que  es  el  de  la  última  cotización  hecha  en 
la  Bolsa  antes  del  juicio  de  expropiación  (art.  2511,  Cód. 
Civ. ;  diciembre  2  de  1899,  Devoto  y  otros  v.  Gobieno  Na- 
cional). 

54.  —  En  la  disconformidad  sobre  la  avaluación  del  precio  de 
un  terreno,  debe  aceptarse  la  del  tercero,  pareciendo  jus- 
ta. (Marzo  10  de1900,  Diaz  con  Ferrocarril  Sud). 

55.  —  Pagándose  por  la  expropiación  un  precio  justo  en  las 
condiciones  establecidas  por  el  artículo  2511,  Cód.  Civ., 
no  hay  razón  para  ordenar  un  pago  de  mayor  suma.  (Mayo  17 
de  1900,  Fisco  v.  Berhocoyrigoin.) 

56.  —  Si  de  los  elementos  de  juicio  que  suministra  la  peri- 
cia^ resulta  excesiva  la  indemnización  propuesta,  debe  esta 
ser  reducida.  (Junio  26  de  1900,  Fisco  Nacional  v.  Salvo.) 

57.  —  Debe  confirmarse  la  indemnización  por  expropiación, 
fijada  por  el  inferior,  siendo  equitativa.  (Junio  28  de  1900, 
Caminos  Arévalo  v.  Ferrocarril  Sud). 

58.  —  Al  expropiado  sólo  se  debe  el  precio  de  la  cosa  expro- 
piada y  la  indemnización   correspondiente  á  la  depreciación 
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por  fraccioDamiento  del  terreno  (art.  16,  Ley  Esprop.;  julio 
10  de  1900,  Figueroa  cod  Ferrocarril  Sud). 

59.  —  Siendoequitativos  el  precio  é  indeoiDización  fijados  por 
el  inferior,  debe  confirmarse.  (Octubre  16  de  < 900,  Ferro- 
carril Central  Argentino  v.  Spinetto). 

60.  —  Et  precio  y  la  indemnización  por  expropiación  debe 
fijarse  en  vista  del  mérito  de  los  autos.  (Octubre  20  de  1900, 
Lacroze  v.  Duggan). 

61.  —  Para  la  fijación  del  precio  é  indemnización  debe  tenerse 
en  cuenta  la  compensación  debida  al  propietario  por  la  pri- 
vación de  la  cosa  durante  más  de  SO  años  que  la  ha  ocupado 
el  expropiante,  y  los  perjuicios  que  resultan  del  fracciona- 
m¡ento(arl.  16,  Ley  Exprop.  art.  2511,  Cód.  Civ.  ;  noviembre 
6  de  1900,  Parra  v.   Ferrocarril   Buenos  Aires  y  Rosario). 

62.  —  Debe  confirmarse  el  precio  é  indemnización  fijados  en 
la  sentencia  del  inferior,  que  resultan  equitativos  dadas  las 
constancias  de  la  causa.  (Julio  11  de  1901,  Gobierno  Nacio- 
nal V.  Grümbein). 

63.  —  La  indemnización  por  expropiación  debe  fijarse  en  vista 
de  los  antecedentes  de  autos  y  de  los  informes  periciales 
producidos.  (Noviembre  26  de  1901,  Ferrocarril  Nacional 
Central  Norte  v.  Terán.) 

6i.  —  Siendo  equitativa  la  suma  asignada  por  valor  del  te- 
rreno y  por  toda  indemnización,  en  la  sentencia  del  inferior, 
debe  ella  ser  confirmada.  (Diciembre  H  de  1901,  Ferrocarril 
Central  Argentino  v.  Morgan^. 

65.  Ley  aplicable.  —  En  los  Juicios  de  expropiación  seguidos 
ante  la  Justicia  nacional,  por  razón  de  las  personas,  deben 
aplicarse  tas  disposiciones  de  la  ley  nacional  de  expropiación. 
(Junio7de1900, Ferrocarril  Oeste  v.  Arrigorriaga.  Igual  t.  5i, 
p.  255;  t.  59,  p.  ill;  t.  61,p.  16.  Véase  :  Dijfeeío.  1. 1.  p.  401.) 

66.  Propiedad.  —  SÍ  después  de  iniciado  el  juicio  de  expro- 
piación, el  expropiante  alega  baber  adquirido  la  propiedad 
del  terreno,  debe  entenderse  abandonado  el  juicio  de  ex- 
[iropiacióit ;  y  ante  la  negativa  de  la  contraparte,  debe  .pro- 
cederse  -A  conocer  y  resolver  en  la  cuestión  de  propiedad 
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por  los  trámites  del  juicio  ordioario.  (Junio  30  de  4900,  Fis- 
co nacional  v.  herederos  de  Cambaceres.) 

67.  —  IMo  procede  el  juicio  de  expropiación^  si  la  empresa  ocu- 
pante del  terreno  á  que  se  refiere  éste,  contestad  derecho  de 
propiedad  que  se  atribuye  el  actor,  considerándose  dueño  de 
él.  (La  cuestión  de  propiedad  es  de  carácter  previo  y  debe 
tramitarse  y  resolverse  en  el  juicio  correspondiente.  Marzo  7 
de  1901,  Mac'Ktdde  de  Díaz  v.  Ferrocarril  Oeste.  Igual  al  t. 
34,  p.  5,  y  otros). 

68.  No  procede  el  juicio  de  expropiación,  cuando  el  ferrocarril 
depnandado  por  ella  se  halla  en  posesión  del  terreno  que  el 
actor  pretende  ser  suyo  y  contesta  el  derecho  de  propiedad 
que  éste  invoca.  (Mayo  3  de  1901,  Tascharet  v.  Ferrocarril 
Gran  Oeste  Argentino.) 

69.  Prueba. — Los  únicos  requisitos  esenciales  en  el  juicio 
de  expropiación,  son  los  dictámenes  periciales.  La  recep- 
ción de  la  causa  á  prueba  no  lo  es,  y  no  es  posible  decretar- 
la en  la  instancia  de  apelación,  que  sólo  procede  en.  reía- 

,ción.  —  T.  70,  p.  99. 

70.  En  el  juicio  de  expropiación,  no  son  excluidas  las  pruebas 
que  las  partes  solicitan  en  el  comparendo. —  T.  76,  p.  414. 
(Igual  al  t.  38,  p.  203.) 

71.  ReÍTÍndicacióii.  —  La  disposición  del  artículo  14,  ley  de 
expropiación,  no  puede  ser  opuesta  á  la  acción  reivindicatoría 
deducida  por  los  propietarios  del  terreno,  que  no  fueron  partes 
en  el  juicio  sobre  expropiación  del  mismo.  —  T.  79,  p.  152. 

EXTRADICIÓN  (a). 
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{a)  Sobre  esta  ^satería,  véase  el  Digesto,  t.  1,  p.  405  á  413. 
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4 .  Apelación.  —  En  los  juicios  de  extradición  la  apelación, 
sólo  procede  en  relación  (art.  659,  Cód.  Proc.  Crina.).  —  T. 
70,  p.  74. 

2.  —  En  la  apelación  interpuesta  contra  el  auto  que  manda  pre- 
sentar unos  documentos,  desaparece  el  caso  para  resolver 
sobre  el  recurso,  si  pendiente  éste  ha  tenido  lugar  la  pre- 
sentación. La  resolución  sobre  este  punto  no  es  de  confun- 
dir3e  con  la  del  caso  en  que  se  hubiese  hecho  mérito  de  los 
documentos  presentados.  —  T.  72,  p.  7. 

3.  —  Después  de  vencido  el  término  señalado  en  el  tratado 
respectivo  para  apelar  de  la  sentencia  que  concede  la  extra- 
dición,  no  puede  interponerse  recurso  invocando  las  dispo- 
siciones de  los  artículos  690  y  691  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  criminal.  (Noviembre  Í7  de  1900,  Recurso  á 
favor  de  Pedro  Román). 

4.  — En  los  juicios  de  extradición,  el  recurso  de  la  sentencia 
que  la  otorga,  sólo  procede  en  relación  (art.  659,  Cód.  Proc. 
Crim.;  marzo  47  de  1901,  causa  de  Risso.) 

5.  —  En  las  causas  de  extradición,  el  recurso  para  ante  la  Su- 
prema Corte,  sólo  procede  en  relación  (art.  659,  Cód.  Proc. 
Crim.;  marzo  19  de  1901,  causa  de  Juan  Risso). 

6.  —  La  apelación  en  los  juicios  de  extradición,  procede  en 
relación  (art.  659,  Cód.  Proc.  Crim.;  abril  9  de  1901,  Extra- 
dición de  Manuela  W.  de  Hogedón). 

7.  —  En  las  causas  de  extradición,  el  recurso  para  ante  la  Su- 
prema Corte  procede  sólo  en  relación  (art.  659,  Cód.  Proc. 
Crim.;  junio  4°  de  4901,  causa  v.  Britos). 

8.  Arresto  provisorio.  —  Es  procedente  el  arresto  provisorio 
de  un  extranjero  acusado  de  robo,  solicitado  por  la  vía  di- 
plomática á  título  de  reciprocidad  y  en  vista  de  ulterior 
extradición,  aunque  no  vaya  acompañado  de  sentencia  ú 
orden  de  prisión  (art.  673,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  25,  Ley 
de  Extradición;  agosto  27  de  1 904 ,  causa  de  Luisa  Chavanier). 

9.  —  El  arresto  provisorio  de  un  extranjero  debe  ser  dejado 
sin  efecto,  cuando  de  los  elementos  invocados  contra  él  no 
resulta  auto  de  prisión  ó  detención,  y  cuando  desde  la  fecha 
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del  pedido  y  orden  de  aquel^  ha  transcurrido  con  exceso  el 
tiempo  señalado  por  el  artículo  672,  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  criminal. (Octubre  8  de  1901,  causa  v.  Anguita.) 

40.  Gasos  de  denegación  ó  concesión,  su  forma  y  condi- 
ciones. —  No  procede  la  extradición  sin  el  previo  cumpli- 
miento de  las  formalidades  prescriptas  por  la  ley  de  proce- 
dimientos, ó  por  los  tratados.  (En  el  caso,  el  documento 
presentado  sólo  declaraba  fraudulenta  la  quiebra  de  un  co- 
merciante, y  mandaba  poner  á  éste  á  disposición  del  juez  del 
crimen,  sin, con  tener  orden  de  prisión.)  —  T.  63,  p.  283. 

W.  —  Procede  la  concesión  de  extradición,  si  se  ha  verificado 
la  identidad  personal,  y  se  han  llenado  los  requisitos  de  la 
ley  de  25  de  agosto  de  1885,  sobre  extradición  de  crimina- 
les, y  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal.  — T,  66, 
p.  236. 

12.  —  Cuando  hay  tratado,  el  pedido  de  extradición  debe  suje- 
tarse á  la  forma  y  requisitos  prescriptos  por  él;  y  siendo 
cumplidos,  debe  hacerse  lugar  á  la  extradición  solicitada 
(art.  648,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  67,  p.  307. 

13.  —  Xo  procede  la  extradición  cuando,  debiendo  juzgarse  el 
caso  con  arreglo  á  las  leyes  nacionales,  por  no  existir  tratado 
con  la  nación  requirente,  el  hecho  inculpado  no  resulta  ser 
de  los  calificados  como  delitos  por  dichas  leyes  (art.  2,  Ley 
de  extradición  ;  art  646,  inciso  2<>,  y  648,  Cód.  Proc.  Crim. 
No  basta  que  tenga  el  carácter  de  delito  por  las  leyes  del  país 
requirente  con  arreglo  á  las  disposiciones  mencionadas  y  al 
inciso  3»,  art.  655,  Cód.  cit.).  —  T.  70.  p.  74. 

14.  —  Procede  la  extradición  á  título  de  reciprocidad  contra  el 
acusado  pov  delito  de  falsificación  en  letras  de  cambio;  pero 
debe  concederse  con  la  precisa  condición  de  que  los  tribu- 
nales del  país  requirente  impondrán,  en  caso  de  condena, 
la  pena  con  que  se  castiga  en  la  República  el  delito  acusado, 
si  ésta  fuera  menor  que  la  vigente  en  aquél  (art.  2°,  Ley  de 
extradición;  art.  646,  647  y  667,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  70, 
p.  422. 

15.  —  Si  el  delito  que  motiva  el  proceso  tiene  en  la  república 
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una  pena  inferiora  la  establecida  por  las  leyes  del  país  requi- 
rente,  no  debe  hacerse  lugar  al  pedido  de  extradición,  sino 
á  condición  de  que,  en  caso  de  resultar  la  criminalidad  del 
encausado,  se  le  imponga  la  pena  menor  (art.  667,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  72,  p.  iO^, 

16.  —  Procede  conceder  la  extradición,  si  el  pedido  se  ha  ins- 
truido con  todos  los  recaudos  exigidos  por  el  artículo  651 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  está  acreditada 
la  identidad  del  requerido  y  probado  que  los  delitos  imputa- 
dos pertenecen  á  la  categoría  de  los  que  dan  lugar  á  la  extra- 
dición, isegún  el  articulo  2o  de  la  ley  de  la  materia.  ^-  T.  73, 
p.  402. 

n.  —  El  cumplimiento  de  los  requisitos  establecidos  por  el 
tratado  en  vigor  celebrado  sobre  la  materia  entre  la  nación 
requirente  y  la  República,  hace  procedente  la  extradición 
solicitada.  —  T.  74,  p,  135. 

18.  —  Debe  otorgarse  la  extradición  solicitada  con  arreglo  al 
artículo  661  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal  y 
con  los  recaudos  en  él  establecidos ;  pero  con  la  condición 
de  que  siendo  menor  la  pena  impuesta  al  delito  por  las  leyes 
de  la  República,  los  tribunales  del  país  requirente  no  im- 
pondrán al  encausado  una  mayor  (art.  677,  Cód.  cit.)  — 
T.  75,  p.  20  y  76. 

19.  —  La  extradición  pedida  con  los  requisitos  de  ley,  debe 
concederse  con  la  condición  de  que,  en  lo  que  á  penalidad 
se  refiere,  se  aplique  la  de  las  leyes  de  la  República  si  fuera 
más  benigna  que  la  del  país  requirente  (art.  667,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  75,  p.  447. 

^0.  —  Debe  concederse  la  extradición  cuando  ^1  caso  es  de  los 
previstos  en  la  ley  de  la  materia,  de  25  de  agosto  de  1885, 
y,  á  falta  de  tratado,  se  ha  ofrecido  reciprocidad  y  se  han 
llenado  los  requisitos  exigidos  por  la  ley  de  procedimientos. 
Pero  debe  concederse  bajo  la  condición  de  que,  si  hay  lugar 
á  pena,  ésta  sea  la  más  benigna  con  sujeción  á  la  ley  del 
país  requirente  ó  á  la  del  requerido  (art.  641  y  648,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  76,  p.  447. 
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21. --Siendo  cuniplidas  las  condiciones  establecidas  en  la 
segunda  parte  del  artículo  648  del  Código  de  Procedimientos 
en  lo  criminal, debe  accederse  á  la  extradición  solicitada,  con 
sólo  la  condición  deque  en  caso  de  ser  menoría  pena  de  las 
leyes  argentinas  que  la  del  país  requirente,  sea  aquella  la 
que  se  imponga  al  encausado  (art.  667,  Código  citado).  — T. 
78,  p.  307.    I 

22.  —  Debe  ser  acordada  la  pedida  con  los  recaudos  de  dere- 
cho, con  la  condición  establecida  en  el  artículo  667  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  si  no  existe  tratado 
con  la  nación  requirente,  y  no  se  han  puesto  en  cuestión  los 
puntos  á  que  se  refiere  el  artículo  658  del  Código  citado,  los 
que,  además,  aparecen  cumplidos.  —  T.  81,  p.  466. 

23.  —  Cumplidos  los  requisitos  de  la  ley,  debe  concederse  la 
extradición  bajo  la  condición  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
667  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  respecto 
á  la  imposición  de  la  pena  menor.  —  T.  82,  p.  99. 

24.  —  Existiendo  elementos  de  prueba  suficientes  para  acredi- 
tar la  identidad  personal  del  detenido  á  los  fines  de  la  extra- 
dición, y  acompañados  los  documentos  exigidos  por  la  ley 
de  la  materia,  debe  aquélla  ser  concedida,  quedando  á  salvo 
al  imputado  sus  excepciones  y  defensas  para  hacerlas  valer 
ante  los  tribunales  competentes  de  la  nación  requirente. 
(Junio  18  de  1901;  causa  de  Orsini.) 

25.  —  Estando  cumplidos  los  requisitos  establecidos  en  el  tra- 
tado de  extradición,  debe  ésta  ser  otorgada.  (Julio  4  de  1901 , 
causa  V.  Britos). 

26.  —  Procede  la  extradición,  habiendo  sido  solicitada  con  las 
formalidadesestablecidas  en  el  tratado  respectivo  y  por  delito 
comprendido  en  éste.  (Julio  20  de  1901,  causa  v.  La  Ruffa.) 

27.  —  Debe  acordarse  la  extradición  pedida  de  conformidad 
Y  con  los  requisitos  establecidos  en  el  tratado  respectivo ; 
pero  si  el  requerido  está  sometido  á  un  juicio  criminal  en  la 
República,  aquella  debe  hacerse  efectiva  una  vez  terminado 
éste  (art.  6«  del  Tratado  de  extradición  con  España;  diciem- 
bre 5  de  1901;  causa  v.  Martínez  Feito). 
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28.  Excarcelación.  — La  sustitución  de  una  letra  de  2500  flo- 
rines, por  tres  con  firma  falsa  de  500,  4000  y  1000  florines  en 
un  mismo  acto  y  á  un  mismo  efecto,  no  importa  reiteración 
del  delito  ;  é  importando  esa  suma,  la  cantidad  de  1550  pesos 
oro,  la  pena  correspondiente  al  delito,  que  no  excede  de  dos 
años  de  prisión,  permite  la  excarcelación  provisoria  bajo 
fianza.  (Según  la  ley  1130  la  unidad  monetaria  de  la  Repú- 
blica es  el  peso  de  oro  ó  plata;  art.  202,  inc.  4»,  Cód.  Pen.; 
art.  376  y  674,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  65,  p.  70. 

29.  —  Procede  la  excarcelación  bajo  fianza  en  los  casos  de  ex- 
tradición, cuando  el  delito  por  el  cual  ésta  se  solicita,  la 
consiente  (art.  674,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  !.  66,  p.  319. 

30.  —  El  condenado  por  los  tribunales  del  Brasil  á  un  año  y 
medio  de  prisión  y  multa  de  setecientos  cincuenta  mil  reis, 
puede  ser  excarcelado  bajo  fianza  en  el  juicio  en  que  se  pide 
su  extradición  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim,).  —  T.  66,  p.  319. 

31 .  —  Estando  establecido  en  el  tratado  de  la  materia,  en  que 
se  funda  el  pedido  de  extradición,  que  la  detención  pre- 
ventiva del  requerido  debe  tener  lugar  en  la  forma  y 
según  las  reglas  determinadas  por  la  legislación  del  gobier- 
no reclamado,  procede  el  pedido  de  excarcelación  si  el 
hecho  imputado  á  dicho  requerido  la  admite  con  arreglo  á 
esa  legislación  (art.  376  y  674,  Cód.  Proc.  Crim.;  julio  18  de 
1901,  extradición  de  Volpini.) 

32.  InterproYÍncial.  — La  extradición  de  un  procesado  por 
extravío  de  correspondencia,  que  ha  fugado  de  la  prisión, 
pedida  por  el  juez  federal,  debe  ser  acordada  constando  la 
identidad  de  aquél  y  habiéndose  acompañado  copia  de  la 
orden  de  detención  (art.  366,  367,  374  y  675,  Cód.  Proc.  Crim.; 
octubre  26  de  1901,  causa  v.  Zorrilla)  (a), 

33.  Naturalización. —  No  obsta  á  la  concesión  de  extradición, 
la  naturalización  del  requerido,  posterior  al  hecho  que  mo- 
tiva el  requerimiento  (art.  3,  inc.  1»,  Ley  de  extradición). 
—  T.  81,  p.  166. 

(a)  Véase  y*  Exhorto, 
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34.  Naturaleza  del  juicio.  —  La  sentencia  en  el  juicio  de  ex- 
tradición, no  se  pronuncia  sobre  la  culpabilidad  del  reque- 
rido y  se  limita  sólo  á  declarar  si  hay  lugar  ó  no  á  aquélla 
(art.  30,  Tratado  de  derecho  penal;  art.  655,  Cód.  Proc.  Crim.; 
noviembre  17  de  1900,  Recurso  á  favor  de  P.  Román). 

35.  —Los  procedimientos  judiciales  en  las  causas  de  extradi- 
ción no  constituyen  juicio  contra  el  reo,  y  no  impiden  que 
se  reabra  la  instancia  con  la  presentación  de  nuevos  docu- 
mentos, si  la  denegatoria  se  fundó  en  la  insuficiencia  de  los 
recaudos.  (Octubre  8  de  1 901 ,  causa  v.  Labrador.  Igual  al  t.  42» 
p.  409 . ) 

36.  Preseripción. — Es  principio  aceptado  por  nuestro  país, 
en  sus  relaciones  con  las  naciones  europeas,  probado  por 
todos  los  tratados  con  ellas  celebrados,  que  no  hay  lugar  á 
la  extradición  cuando  la  acción  para  acusar,  tratándose  de 
un  procesado,  esté  prescripta,  sea  por  la  ley  del  país  requi- 
rente  ó  por  la  ley  del  país  requerido.  —  T.  71,  p.  182. 

37 .  -^  No  debe  hacerse  lugar  ala  extradición  cuando  por  razón  de 
prescripción  del  delito  imputado,  no  es  susceptible  de  pena, 
según  las  leyes  argentinas.  (No  existía^  en  el  caso,  tratado 
que  rigiese  el  pedido  de  extradición,  de  manera  que  decla- 
rada ésta  procedente  debía  serlo  á  condición  de  que  los  tri- 
bunales del  país  requirente  impondrían  la  pena  menor,  si 
menor  fuese  la  establecida  por  las  leyes  argentinas;  de  lo  que 
surge  la  doctrina  de  que  cuando  no  haya  delito  susceptible  de 
ser  penado  segñn  nuestras  leyes,  la  extradición  no  debe  ser 
concedida  :  art.  646,  inc.  2°,  y  667,  Cód.  Proc.  Crim.).  — 
T.  71,  p.  182. 

38.  —  Resultando  que,  con  arreglo  á  la  ley  argentina,  la  pres- 
cripción del  derecho  de  acusar  el  delito  que  motiva  el  pedido 
de  extradición,  no  se  ha  operado,  y  encontrándose  reunidos 
los  requisitos  legales,  debe  otorgarse  aquélla  con  la  condi- 
ción prescripta  par  el  articulo  667,  Código  de  Procedimientos 
en  lo  criminal,  sin  establecerse  ó  determinarse,  en  este  caso, 
la  pena  que  se  ha  de  aplicar  al  requerido^  lo  que  corresponde 
al  juez  de  la  causa.  (Mayo  23  de  1901,  causa  de  Risso.) 

T.  in  14 
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39.  Tratado  con  Italia.  —  El  tratado  de  extradición  celebrada 
con  el  Reino  de  Italia,  aprobado  por  la  ley  número  3035  y 
cangeado  eH4  de  noviembre  de  1900,  no  excluye  el  caso  en 
^  que,  sin  haber  mediado  la  fuga^  un  criminal  ó  procesado  se 

,  encuentre  en  el  territorio  de  la  nación  requerida,  por  haber- 

sé  trasladado  á  él  en  la  forma  ordinaria  (art.  4,  2,  8  v  40  : 
mayo  22  de  4902  ;  causa  de  Yolponi). 
40. —  El  articulo  4  del  tratado  celebrado  con  el  Reino  de  Italia, 
aprobado  por  ley  3035,  y  cangeado  el  44  de  noviembre  de 
4900,  al  hablar  de  delitos  cometidos  en  el  territorio  de  la 
nación  requirente,  no  excluye  los  actos  delictuosos  de  com- 
plicidad con  esos  delitos,  que  pueden  haber  sido  ejecutados 
en  el  territorio  de  la  nación  requerida;  pues  en  tal  caso  no 
hay  delitos  separados  é  independientes,  sino  un  delito  único 
á  cuya  consumación  se  ha  concurrido  desde  el  extranjero, 
ó,  como  se  ha  dicho  muy  bíen^  los  actos  de  complicidad  son 
indivisibles  de  los  hechos  constitutivos  del  delito.  El  mencio- 
nado tratado  hace,  además,  referencias  á  cómplices  ó  co- 
delincuentes sin  limitaciones  ó  especificación  de  los  lugares 
en  que  se  haya  producido  la  complicidad  ó  codelincuencia. 
(Marzo  22  de  4902,  causa  de  Volponi.) 
44.  —  Cumplidos  los  requisitos  del  tratado  celebrado  con   la 
nación  requirente,  procede  la  extradición  del  acusado  como 
cómplice  ó  codelincuente  de  un  delito  cometido  en  territorio 
de  aquélla,  aun  cuando  dicho  acusado  pretenda  hallarse  ra- 
dicado en  el  país  desde  mucho  tiempo  antes  de  la  comisión 
del  delito  y  que  los  hechos  que  se  le  imputan  han  tenido  lu- 
gar dentro  del  territorio  de  la  República.  (Marzo  22  de  4902, 
causa  de  Volponi.) 
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FABRICACIÓN  DE  ESTAMPILLAS  (a). 

1.  —  La  falsifícación  de  estampillas  destinadas  á  asegurar  el 
pago  del  impuesto  interno,  cae  bajo  la  disposición  del  ar- 
tículo 58  de  la  ley  penal.  — .T.  69,  p.  201. 

2.  —  La  fabricación  de  estampillas  falsas,  importa  el  delito 
previsto  y  penado  por  el  articulo  62,  Ley  Penal^  y  hace  pa- 
sible á  su  autor  de  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  for- 
zados y  500  pesos  de  multa,  y  al  cómplice  de  la  de  un  año 
de  prisión.  —  T.  80,  p.  291. 

FALLECIMIENTO. 
En    las   causas    seguidas  por   defraudación   de  derechos  de 
aduana  contra  una  sociedad  comercial,  el  fallecimiento  de 
uno  de  los  socios  no  impide  la  continuación   del   proceso. 
—  T.  82,  p.  228. 

FALSEDAD. 

4.  —  El  fraguar  una  diligencia  de  mensura,  que  debfa  practi- 
carse en  virtud  de  un  contrato  con  el  gobierno  de  la  nación, 
haciéndola  aparecer  como  totalmente  terminada,  cuando  sólo 
ha  sido  practicada  eii  parte,  constituye  delito  de  falsedad 
(art.  64  y  65,  Ley  Pen .).  —  T.  63,  p.  111. 

2.  —El  particular  que  ha  cometido  falsificación  con  agravan- 
tes, debe  sufrir  la  pena  de  tres  años  de  trabajos  forzados  y 
multa  de  1000  pesos  fuertes  (art.  65,  Ley  Pen.).  —  T.  78_, 
p.  221 . 

(a)  Téngase  presente   sobre  esta  materia,  lo  dispuesto  en  el  art.  7,  ley  3972, 
de  n  de  noviembre  de  1900. 
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3.  —  La  agregación  á  los  estatutos  sociales  de  artículos  recha  - 
zados  ó  no  aprobados  por  el  Poder  Ejecutivo,  hecha  por  par- 
ticulares, importa  el  delito  previsto  y  penado  por  el  artículo 
65  de  la  Ley  nacional  penal.  —  T.  77,  p.  30<. 

4.  —  El  que  falsifica  é  introduce  en  una  oficina  nacional  do- 
cumentos falsamente  atribuidos  á  jefes  ú  oficiales  del  ejér- 
cito, debe  ser  condenado  ¿  la  pena  de  dos  años  de  trabajos 
forjados  y  500  pesos  de  multa  (art.  65,  Ley  Pen.;  octubre  34 
de  4  901,  causa  V.  Amaya.) 

5.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  falsedad,  opuesta  contra 
la  ejecución  de  un  documento  equiparado  á  las  letras  de 
cambio,  si  de  la  exposición  del  ejecutado  resulta  que  no 
se  trata  de  documentos  falsos.  (Diciembre  24  de  4904,  Kenny 
V.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

FALSIFICACIÓN  DÉ  BILLETES  (a). 

Véase  :  Excarcelación;  Tentativa 
4.  —  Es  justa  la  pena  de  siete  años  de  trabajos  forzados  y  5000 
pesos  fuertes  de  multa,  impuesta  á  los  reos  de  falsificación 
y  circulación  de  billetes  decurso  legal,  y  la  de  seis  años  de 
trabajos  forzados  y  3000  pesos  fuertes  de  multa  impuesta  á 
los  cómplices  de  la  falsificación  y  circulación  de  los  billetes 
(art.  62,  Ley  Pea. ;  art.  87,  Cód.  Pen.).—  T.  66,  p.  432. 

2.  —  Los  reos  y  cómplices  del  delito  de  falsificación  debilletes 
de  curso  legal  falsos,  son  pasibles  de  las  penas  establecidas 
en  el  artículo  63  de  la  Ley¡nacional  penal.  — T.  68,  p.  423. 

3.  _  El  delito  de  falsificación  y  circulación  de  billetes  del  Ban- 
co Nacional,  hace  pasible  álos  culpables  de  las  penas  sancio- 
nadas por  los  artículos  62  y  63,  Ley  Penal.  —  T.  70,  p.  49. 

4.  —  Los  reos  de  delito  de  falsificación  de  billetes  de  banco  están 
sometidos  á  la  pena  del  artículo  62,  Ley  Penal.—  T.  70,  p.  265. 

5.  —  Probada  la  participación  en  la  falsificación  de  billetes  de 
curso  legal,  corresponde  aplicar  la  pena  establecida  por  el 
artículo  62,  Ley  Penal.  —  T.  72,  p.  267. 

(a)  Téngase  presente  la  ley  número  3972,  de  17  de  noviembre  de  1900,  relati- 
Ta  á  esta  materia. 
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6.  —  Si  las  presunciones  suficientes  para  motivar  la  prisión 
preventiva,  no  reúnen  las  condiciones  requeridas  por  el  ar- 
tículo 352,  Código  Procedimientos  en  lo  criminal,  para  acor- 
darles el  efecto  de  prueba  plena,  debe  absolverse  al  proce- 
sado. —  T.  76,  p.  178. 

FALSIFICACIÓN  DE  ESTAMPILLAS  (a). 

Véase :  Excarcelación 
Debe  absolverse  de  culpa  y  cargó  al  procesado  por  falsifica- 
ción y  circulación  de  estampillas,  si  de  los  antecedentes  de 
la  causa  resulta  no  haber  procedido,  en  las  negociaciones 
sobre  su  venta,  con  voluntad  criminal,  sino  en  'el  concepto 
de  que  debían  ser  estampillas  legítimas  — T.  80,  p.  79. 

FALSIFICACIÓN  DE  MONEDA. 
4.  ~  La  falsificación  de  las  monedas  de  nikel  creadas  porta  ley 
número  3321,  está  comprendida  en  la  falsificación  de  mone- 
da metálica  de  especie  de  curso  legal  en  la  nación,  prevista 
y  penada  por  el  artículo  60  de  la  Ley  nacional  criminal.  — 
V.  77,  p.  254  y  258. 

2.  —  El  artículo  60,  Ley  Penal  nacional,  comprende  en  su  san- 
ción el  delito  de  falsificación  de  monedas  de  nikel  de  curso 
legal  (Ley  3321 ).  -  T.  79,  p.  370. 

3.  —  El  delito  de  falsificación  de  moneda  de  nikel  está  casti- 
gado por  el  artículo  60,  Ley  Penal.  —  T.  80,  p.  260. 

4.  —  La  falsificación  de  moneda  de  nikel  de  curso  legal,  hace 
pasible  al  reo  de  la  pena  de  tres  años  de  trabajos  forzados  y 
multa  de  275  pesos  (art.  60,  Ley  Penal ;  causa  v.  Gínella). 

5.  —  Comprobada  la  falsificación  de  momeda  de  nikel  de  curso 
legal,  corresponde  imponer  á  los  culpables  la  pena  de  tres 
años  de  trabajos  forzados  y  multa  de  275  pesos  fuertes  (art. 
60,  Ley  Pen.;  julio  17  de  1900,  causa  v.  Morell  y  otros). 

6.  —  La  falsificación  de  monedas  de  nikel,  realizada  antes  de 
la  vigencia  de  la  ley  3972,  está  prevista  y  penada  por  el  ar- 
ticulo 60  de  la  ley  de  crímenes  contra  la  Nación   en  la  parte 

(a)  Sobre  esta  materia  y  la  relativa  á  la  falsificación  de  moneda,  debe  tenerse 
presente  lo  dispuesto  en  la  ley  3919,  de  ll  de  noviembre  de  1900. 
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que  se  refiere  á  la  falsificación  de  moneda  de  cobre ;  y  no 
existiendo  circunstancias  atenuantes  ó  agravantes,  el  autor 
de  ella  debe  ser  castigado  con  el  término  medio  de  la  pena 
señalada  en  dicho  artículo.  (Diciembre  5  de  1901,  causa  v. 
Marsili  y  otro;  diciembre  24  de  1901,  causa  v.  Amalfí  y  Bon- 
tempi). 

FALSO  TESTIMONIO. 

Véase:  Competencia 

FALTA  BE  ACCIÓN. 

1.  —  No  procede  la  excepción  previa  de  falta  de  acción,  en 
las  causas  criminales  que  se  hallan  en  estado  de  sumario  y 
se  siguen  á  consecuencia  de  denuncia  y  por  un  delito  que  no 
es  susceptible  todavía  de  calificación. —  T.  63,  p.  9. 

2.  —  Esta  excepción  puede  oponerse  en  cualquier  estado  del 
sumario  como  después  daconcluído  éste  (art.  444  y  456,  Cód. 
Proc.  Crira).  —  T.  82,  p.  79. 

3.  —  En  la  acusación  por  falsificación  de  marca  de  fábrica 
registrada  á  favor  de  un  tercero,  no  procede  la  excepción  de 
falta  de  acción  contra  el  acusador,  si  éste  deriva  sus  derechos 
de  ese  tercero  (art.  4  y  10,  Ley  de  marcas  de  1876 ;  diciembre 
9  de  1899,  Paats,  Roche  y  C»  v.  Testoni,  Chiesa  y  C«), 

4.  —  Contra  la  acusación  deducida  por  el  ministerio  fiscal  por 
un  delito  de  que  nace  acción  pública,  no  procede  la  excepción 
dilatoria  de  falta  de  acción  (art.  14  y  443,  Cód.  Proc.  Crim. ; 
mayo  17  de  1900,  causa  v.  Hahn). 

FALTA  DE  PERSONERÍA. 

Véase  :  Mandato  ;  Personería 

Sumario  : 


Deducción  fuera  de  término,  11. 
Demanda  en  nombre  propio,  14  y  16. 
Derechos  derivados  de  tercero,  14. 
Diferencia  en  el  apellido  del  actor,  10, 
Falta  de  derecho,  2,  7,  8  y  19. 
Falta  de  personería  en  el  demandado,  18. 


Falta  de  personería  en  el  apoderado,  5, 

6,  9,  12,  15  y  17. 
Prueba,  9. 
Servicios»  4. 
Título  hereditario,  3. 


1 .  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  falta  de  personería  en  el 
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marido  de  la  demandante,  cuando  consta  en  autos  la  partida 
de  matrimonio.  — T.  63,  p.  427. 

2.  —  La  falta  de  derecho  no  autoriza  la  excepción  dilatoria  de 
taita  de  personería  (aquella  afecta  al  fondo  de  la  causa).  — 
T.  64,  p.  53 ;  t.  67,  p.  303. 

3.  —  Al  que,  invocando  el  carácter  de  heredero,  deduce  de- 
manda de  reivindicación,  no  puede  oponerse  la  excepción 
de  falta  de  personería,  por  no  acompañar  á  la  demanda  los 
justificativos  de  dicho  carácter.  —  T.  64,  p.  183. 

4.  —  No  puede  oponerse  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  per- 
sonería, á  quien  cobra  sumas  por  servicios  que  invoca  como 
personalmei^te  prestados  y  en  el  carácter  que  dice  haberJe 
sido  reconocido  por  el  demandado.  — T.  64,  p.  345. 

5.  —  La  presentación  del  poder  bastante,  hecha  antes  de  opo- 
nerse legalmente  la  excepción  de  falta  de  personería,  por  no 
haber  sido  acompañado  el  poder  á  la  demanda,  hace  inad- 
misible dicha  excepción.  — T.  67,  p.  303. 

6.  —  El  no  haberse  pasado  copia  del  poder  presentado  por  el 
procurador  del  demandante,  no  justifícala  excepción  de  fal* 
ta  de  personería.—  T.  67,  p.  360. 

7.  —  La  excepción  que  importa  la  falta  de  derecho  en  el  actor, 
no  puede  ser  admitida  como  dilatoria  por  falta  de  personería. 
— T.  67,  p.  369. 

8.  —  La  excepción  dirigida  á  negar  el  derecho  que  se  gestiona, 
sin  desconocer  la  capacidad  del  actor  para  estar  en  juicio, 
es,  por  su  naturaleza,  perentoria,  y  no  puede  fundar  un  ar- 
tículo previo  de  falta  de  personería.  —  T.  69,  p.  399. 

9.  — Fundándose  la  excepción  de  falta  de  personería  en  la 
muerte  de  los  mandantes,  sucedida  antes  de  comenzar  el 
juicio,  debe  ser  recibida  la  prueba  de  este  hecho,  para 
resolver  sobre  ella.  De  la  verdad  de  esa  afirmación  depende 
la  resolución  de  la  cuestión,  desde  que  es  de  derecho  que  la 
muerte  del  mandante  causa  la  cesación  del  mandato,  ya  se 
apliquen  las  disposiciones  del  Código  Civil,  ya  la  Ley  23, 
titulo  5,  partida  3-.  —  T.  70,  p.  11 . 

40.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  falta  de  personería  si  se 
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funda  en  la  diferencia  de  una  letra  en  el  apellido  del  deman- 
dante, omitida  en  el  titulo  que  éste  presenta,  y  no  se  alega 
que  éste  corresponda  á  distinta  persona.  —  T.  72,  p.  256. 
\\.  —  No  procede  contra  el  que  demanda  en  su  nombre  é  invo- 
cando derechos  propios,  excepción  dilatoria  de  falta  de  per- 
sonería: ni  ésta  puede  oponerse  después  de  los  nueve  días 
del  término  legal  para  contestar  la  demanda  (art.  72,  Ley 
Proc).  -^T.  79,  p.  132. 

42.  —  Procede  la  excepción  de  falta  de  personería,  si  el  docu- 
mento habilitante  expedido  en  el  extranjero  y  transcripto  en 
el  poder,  no  contiene  el  nombre  y  firma  del  cónsul  argen- 
tino ante  quien  se  autenticó,  y  la  legalización  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores.  (Decreto  de  20  de  mayo  de  4885)« 
—  T.  80,  p.  299. 

43.  —  Resultando  que  la  demanda  se  deduce  no  contra  una 
sucesión  indivisa,  ni  contra  herederos  que  tengan  que  ser 
puestos  en  posesión  de  la  herencia,  sino  contra  los  deman- 
dados en  su  carácter  particular^  debe  rechazarse  la  excep* 
ción  de  falta  de  personería  opuesta  por  éstos.  (Noviembre  30 
de  4899,  Latapié  v.  R.  y  O.  Guzmán.) 

44.  —  No  puede  oponerse  falta  de  personería  á  quien  procede 
en  nombre  propio  y  en  su  interés,  aunque  haga  valer  dere- 
chos derivados  de  un  tercero.  (Diciembre  9  de  4899;  Paats» 
Roche  y  C»  v.  Testoni,  Chiesa  y  C*.) 

45.  —  Estando  acreditada  la  personería  del  representante  de 
la  parte  actora,  debe  rechazarse  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonería. (Diciembre  24  de  4899,  Provincia  de  Santa  Fe  v. 
Brignardello.) 

46.  —  No  puede  oponerse  falta  de  personería  al  que  promueve 
el  juicio  en  nombre  propio.  (Mayo  49  de  4900,  Fernández 
V.  Ferrocarril  Central  Argentino.) 

47.  —  El  actor  no  puede  hacer  cuestión  de  la  personería  del 
procurador  del  demandado,  por  artículo  de  previo  y  especial 
pronunciamento,  estando  la  causa  en  estado  de  prueba. 
(Septiembre  1®  de  4900,  Vizcaya  v.  Ashworth  y  C».) 

48.  —  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  demandado^ 
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no  es  admisible  como  dilatoria  en  el  procedimiento  federal. 
(Noviembre  2  de  1904,  Vito  v.  Aguirre  de  Fernández).  (Igual 
al  t.  48,  p.  490;  t.  20,  p.  342;  t.  59,  p.  324). 
49.  —  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  demandante, 
se  refiere  á  su  capacidad  para  estar  en  juicio  y  no  á  la  falta 
de  título  ó  derecho  en  que  funde  la  demanda;  y  no  puede 
ser  opuesta  al  que  obra  en  ejercicio  de  un  derecho  propio. 
(Noviembre  2  de  4904,  Vilo  v.  Aguirre  de  Fernández). 

PALTA  DE  RESPETO. 
Aunque  se  hagan  manifestaciones  de  respeto  al  juzgado,  deben 
ser  testadas  las  palabras  sobejanas  empleadas  en   los  es- 
critos. —  T.  63,  p.242. 

FALTA  GRAVE. 
El  empleado  de  correos  que  entrega  una  encomienda  postal  á 
persona  no  autorizada  para  recibirla,  violándolas  disposi- 
ciones reglamentarías  y  sin  las  precauciones  usuales,  incu- 
rre en  falta  grave  y  es  pasible  de  un  mes  de  arresto.  (Marzo 
26  de  4904,  causa  contra  Caminos.) 

FECHA  CIERTA. 

Véase  :  Endoso 

4.  —  El  documento  privado  que  presente  el  tercerista  no  tiene, 
con  relación  al  ejecutante,  más  fecha  que  la  de  su  presen- 
tación, en  juicio,  sin  que  pueda  alterar  esta  conclusión,  fun- 
dada en  el  art.  4035,  Cód.  Civ.,  el  hecho  de  haberse  encon- 
trado ausente  el  firmante  del  documento.  — T.  67,  p.  329. 

2.  —  Los  endosos  contenidos  en  los  pagarés  á  la  orden,  que 
no  fueron  protestados  á  su  vencimiento,  no  tienen  fecha 
cierta  respecto  de  terceros,  en  los  términos  de  la  ley  civil, 
sino  desde  la  de  su  presentación  enjuicio  (art.  4035,  Cód. 
Civ.).  —  T.  70,  p.  i26. 

3.  —  El  documento  privado  reconocido,  prueba  su  fecha  res- 
pecto á  las  partes.  — T.  75,  p.  474. 

4.  —  El  endoso  en  blanco  puesto  en  un  documento  á  la  orden, 
que  no  ha  sido  protestado  á  su  vencimiento,  no  tiene  fecha 
cierta  sino  desde  su  presentación  en  juicio;  }  verificada  ésta 
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después  de  vencido,  no  transmite  la  propiedad  sino  en  la 
forma  establecida  por  el  Cód.  Civ.  para  la  cesión  de  créditos 
no  éndosables  (art.  635.  Cód.  Com. ;  julio  4  de  4901,  Cas- 
taños v.  E.  A.  de  Capdevila). 

FERROCARRIL. 

Véase  :  Competencia;  Costas;  Daños  y  perjuicios 
Justicia  federal ;  Transporte 

Sumario  : 

Alambrado,  19, 
I   Barreras,  2,  7,  21.  26.  27.  28  y  32. 
<¿   I    Camino  (mal  estado  del),  8. 
t>>  I  Cruce  de  trenes,  4  y  30. 
§o    I  Culpa  de  empleados,  3,   12,   13, 
"*    ^      15.  18.  20,  22  y  34. 

Culpa  de  la  victima,  5,  11,  24. 


00 

I    I      25.  31,  33,  35  y  36. 

:S    I  Guaina-barreras,    1,  2,  7,  13,  21, 

J    I       26  y  27. 

Imprudencia  de  la  victima,  29  y 
33. 


«g  ^  /  Parada  repentina,  16. 
g  >»\  Prueba,  6,  14  y  49. 


O)         ^ 

1  ^  í  Silbato,  9  y  24. 


r^  \  Uso  común  de  vías,  10  y  37. 
Autoridades  provinciales,  51. 
Empresas  combinadas,  10  y  37. 
Equipaje,  38. 
Incendio.  39  á  47. 
Presunción,  48. 
Prueba,  6,  14  y  49. 
Terreno  lindero,  51. 


1.  Accidentes.  —  La  falta  de  guardián  en  los  pasosa  nivel  de 
las  calles  de  la  ciudad  donde  pasa  la  vía  férrea,  constituye, 
por  parle  de  la  empresa,  una  negligencia  culpable  que  la 
responsabiliza  por  los  daños  ocurridos  á  consecuencia  de 
dicha  falta  (arl.  902,  903,  y  904,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  206. 
(Igual  al  tomo  53,  p.  295.) 

2.  —  La  empresa  de  ferrocarril  que  no  coloca  barrera  y  guar- 
davía en  los  pasos  á  nivel  situados  en  una  bocacalle  y  paraje 
frecuentado,  es  responsable  de  los  perjuicios  que  con  esa 
omisión  ocasione,  sin  que  pueda  excusarle  la  circunstancia 
de  que  las  autoridades  no  hayan  ordenado  tal  colocación, 
pues  es  ésta  imperativa  con  arreglo  á  la  ley  de  ferrocarriles 
(art.  902,  1083,  1084  y  M09,  Cód.  Civ.).  —  T.  69,  p.  65.  (En 
igual  sentido,  t.  53,  p.  298.) 

3.  —  La  empresade  ferrocarril  fes  responsable  del  accidente  oca- 
sionado por  culpa  ó  imprudencia  de  sus  empleados  (art.  65  y 
83,  Ley  de  Ferrocarriles  ;  art.  1113,  Cód.  Civ.). —T.  71,  p.  o. 
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4.  —  Estando  prohibido  por  el  reglamento  de  la  empresa  del 
ferrocarril,  al  cruce  de  trenes  en  la  estación,  la  muerte  dada 
por  el  cruce  de  trenes  en  movimiento  en  una  estación,  debe 
atribuirse  á  culpa  de  los  empleados  de  la  empresa^  y  ésta  es 
responsable.de  los  daños  y  perjuicios  consiguientes  (art.  902, 
4109  y  1113,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  68.      • 

5.  —  La  empresa  de  ferrocarril  no  es  responsable  de  los  daños, 
si  la  muerte  de  la  víctima  ocurrió  por  haberse  ésta  estacio- 
nado indebidamente  sobre  lávia  férrea  (art.  55,  Ley  de  Ferro- 
carriles ;  art.  1111,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  118. 

6.  —  Debe  absolverse  á  la  empresa  demandada  de  la  acción 
de  daños  y  perjuicios,  si  el  actor  no  ha  comprobado  que  la 
herida  que  sufrió  en  el  accidente  que  funda  aquélla,  se  pro- 
dujo por  negligencia  ú  omisión  déla  empresa,  cuyos  em- 
pleados pudieron  ver  y  evitar  el  accidente.  ^—  T.  75,  p.  151. 

7. — Probadoqueenellugardel  accidente,  las  barreras  del  paso, 
á  nivel  estaban  levantadas  y  que  el  guarda  no  se  encontraba 
en  su  puesto,  debe  declararse  la  responsabilidad  de  la  em- 
presa y  condenarla  á  pagar  la  indemnización  que  equitati- 
vamente y  en  mérito  de  las  circunstancias  de  la  causa,  de- 
terminen los  jueces  (art.  5,  inc^2o,  y  53,  Ley  de  Ferrocarri- 
les ;  art.  1083, 1109,  1113  y  1122,  Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  407. 

8.  —  El  accidente  ocurrido  á  consecuencia  del  mal  estado  del 
camino,  hace  responsable  á  la  empresa  de  los  daños  y  per- 
juicios, cuyo  monto  debe  fíjarse  equitativamente  por  los 
jueces,  comprendiéndose  en  ellos  los  gastos  de  curación  que 
se  acrediten  en  legal  forma  (art.  5,  inc.  1®  y  10,  y  91,  Ley  de 
Ferrocarriles;  art.  902  y  1083,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  83. 

9.  —  La  sola  omisión  del  silbato  de  la  locomotora,  cuando  esta 
señal  no  es  obligatoria  según  eJ  art.  88,  Reglamento  de  Ferro- 
carriles, dictado  con  arreglo  al  art.  100  de  la  ley  respectiva, 
no  puede  hacer  responsable  ala  empresa  del  accidente.  — T. 
79,  p.  40. 

10.  —  Las  responsabilidades  délas  empresas  de  ferrQc:irril 
emergentes  de  actos  ilícitos  se  fundan  en  sus  propias  faltas, 
ó  en  los  hechos  de  acción  ú  omisión  de  sus  empleados ;  y. 
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por  tanto,  no  puede  hacerse  responsable  á  una  de  ellas  por 
los  daños  causados  por  omisión  de  los  empleados  de  otra, 
aunque  se  trate  de  empalmes  en  que  aquella  use  de  la  vía  de 
ésta  (art.  1071,  H09  y  4113,  Cod.  Civ.;  art.  60  y  83,  Ley  de 
Ferrocarriles).  —  T.  79,  p.  40. 

11.  ~  El  accidente  producido  á  consecuencia  de  haberse  in- 
troducido al  camino  destinado  para  el  movimiento  del  |tren 
rodante,  no  impone  responsabilidad  á  la  empresa  (art.  55, 
Ley  de  ferrocarriles;  art.  1111,  Cód.  Civ.).  —  T.  81,  p.  268. 

12.  —  La  empresa  del  ferrocarriles  responsable  del  daño  cau- 
sado por  culpa  de  uno  de  sus  empleados,  que,  además,  ha 
sido  condenado  en  juicio  criminal  (art.  63  y  83,  Ley  de  Ferro- 
carriles; art.  1102  y  1113,  Cód.  Civ.;  diciembre  19  de  1899, 
Leonardi  v.  Ferrocarril  Oeste). 

13.  —  La  empresa  de  ferrocarril  es  responsable  del  daño  cau- 
sado á  consecuencia  de  la  omisión  de  uno  de  sus  empleados, 
de  cerrar  las  barreras  á  la  aproximación  del  tren  (art.  8, 
inc.  5^65  y  83,  Ley  de  Ferrocarriles;  art.  1113,  Cód.  Civ. ;  di- 
ciembre 19  de  1899.  Señora  Hubert  v.  Ferrocarril  Central  Ar- 
gentino.) 

14.  —  No  hay  responsabilidad  por  el  daño  causado  sin  culpa, 
ni  negligencia  del  demandado  ó  de  sus  empleados.  (Diciem- 
bre 29  de  1899;  Sarro  v.  Ferrocarril  Central  Argentino.) 

15.  —  El  daño  sufrido  por  encontrarse  en  un  sitio  que  no  es- 
taba destinado  al  tránsito  público,  violando  asi  el  art.  55,  Ley 
de  Ferrocarriles,  no  da  derecho  para  exigir  reparación  (art. 
1111.  Cód.  Civ.;  mayo  12  de  1900,  López  v.  Ferrocarril  del 
Oeste). 

16.  —  La  parada  repentina  del  tren,  de  la  que  se  hace  derivar 
el  daño,  no  constituye  por  sí  sola,  una  infracción  á  las  leyes 
y  reglamentos  de  la  materia  ;  y  no  probándose  de  otro  modo 
la  existencia  de  culpa  de  los  empleados  de  la  empresa  del 
ferrocarril,  debe  ésta  ser  alisuelta  de  la  demanda  de  daños 
y  perjuicios.  (Junio  7  de  1900,  Uzurun  v.  Ferrocarril  del 
Oeste.) 

17.  —Tratándose  de  un  ferrocarril  que  lígala  Capital  de  la  Re- 
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pública,  con  una  ó  más  provincias,  deben  aplicarse  las  dis- 
posiciones de  la  ley  nacional  de  24  de  noviembre  de  1894. 
(Septiembre  27  de  1900,  Gómez  v.  Ferrocarril  Oeste.) 

i8.  —  La  empresa  no  es  responsable  de  un  accidente  que  no 
se  produjo  en  un  paso  á  nivel,  calle  ó  camino  público  donde 
debiere  colocarse  barreras,  sino  en  lugares  no  habilitados 
para  atravesar  la  vía.  (Septiembre  1 3  de  1900,  Costa  v.  Ferro- 
carril del  Oeste.) 

19.  —  Acreditado  que  el  alambrado  se  hallaba  en  buen  estado 
antes  y  durante  la  época  en  que,  según  el  demandante,  se 
produjo  el  accidente  que  dio  muerte  á  animales  de  su  propie- 
dad, sin  que  se  haya  justificado  culpa  de  la  empresa»  debe 
ésta  ser  absuelta,  máxime  si  el  campo  donde  se  dice  estaban 
eu  invernada  los  animaltes,  se  encuentra  separado  de  la  vía 
férrea  por  un  espacio  de  diez  cuadras  que  mide  un  terreno 
de  ajena  propiedad,  interpuesto  entre  aquel.  (Septiembre 
25  de  1900,  Luna  v.  Ferrocarril  Central  Norte). 

20. — El  accidente  produdido  por  culpa  de  los  empleados  de 
la  empresa,  obliga  á  ésta  á  reparar  el  daño  causado;  y  acre- 
ditado la  existencia  de  éste,  su  monto  debe  fijarse  con  arre- 
glo á  las  circunstancias  de  la  causa  (art.  1083,  1109  y  1113, 
Cód.Civ. ;  septiembre  25  de  1900,  Rabbia  Mazzini  v.  Ferro- 
carril Buenos  Aires  y  Rosario). 

21 .  —  La  empresa  es  responsable  de  las  consecuencias  de  un 
accidente,  producido  en  un  paso  á  nivel,  por  no  existir  ba- 
rreras, ó  no  haberse  cerrado  éstas  á  la  aproximación  del  tren. 
(Septiembre  29  de  1900,  Gómez  v.  Ferrocarril  Oeste.) 

22.  —  La  empresa  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios 
causados  á  consecuencia  de  los  hechos  de  omisión  imputa- 
bles á  los  conductores  del  tren  que  ocasionó  el  accidente 
(art.  1109  y  1113,  Cód.  Civ. ;  octubre  13  de  1900,  Silveria  v. 
Ferrocarril  Sud). 

23.  —  Reconocida  por  la  empresa  la  obligación  de  abonar  el 
valor  de  los  animales  muertos  por  el  tren,  y  ante  la  insufi- 
ciencia de  la  prueba  producida  al  respecto,  corresponde  su 
estimación  por  los  jueces  (art.  1083  y  1109,  Cód.  Civ.  ;  oclu- 
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bre  13  de  4900,  Saavedra  v.  Ferrocarril  Central  Argentino). 

24.  —  La  empresa  no  es  responsable  del  accidente  producido  por 
haber  una  persona  introdu'cídose  en  la  vía  y  cansinado  por  ella 
en  una  extensión  considerable,  si  consta  que  los  conductores 
del  tren  dieron  los  silbatos  reglamentarios  y  trataron  de  pa- 
rarlo^ máxime  si  no  podían  preveer  que  aquellos  no  fuesen 
suficientes  (art.  55,  Ley  de  Ferrocarriles;  art.  411  i,  Cód.  Civ. ; 
octubre  18  de  1900,  Acosta  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba). 

25.  —  La  empresa  del  ferrocarril  no  es  responsable  del  daño 
ocasionado  con  motivo  de  un  accidente  ocurrido  á  un  em- 
pleado que,  por  hecho  propio,  sin  autorización  previa  y  de 
una  manera  furtiva,  toma  un  velocípedo  y  se  introduce  con 
él  á  la  vía,  no  estando  al  servicio  de  la  línea  (art.  55,  Ley  de 
Ferrocarriles;  art.  1111,  Cód.  Civ.  ;  noviembre  13  de  1900, 
Volonté  V.  Ferrocarril  Sud). 

26.  —  £1  accidente  ocurrido  en  un  paso  á  nivel,  estando  le- 
vantada una  de  las  barreras  colocadas  para  cerrarlo,  obliga 
á  la  empresa  á  resarcirlos  daños  ocasionados,  entre  los  que 
se  cuentan  los  gastos  de  asistencia  médica,  y  estando  estos 
impagos  los  herederos  de  la  víctima  pueden  cobrarlos.  No 
así  la  indemnización  que,  para  su  subsistencia,  demandó  el 
damnificado,  antes  de  su  fallecimiento,  ni  la  que  reclaman 
los  herederos,  si  no  prueban  que  eran  alimentarios  de  aquél 
(art.  5,  inc.  5oy8%  Ley  de  Ferrocarriles;  arL  1068. 1069,1084, 
primera  parte  y  1109,  Cód.  Civ.;  noviembre.  24  de  1900;  Here- 
deros de  Noceti(h¡jo)v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Ensenada). 

27.  —  La  falta  de  barreras  ó  de  guardas  en  las  pasos  á  nivel, 
responsabiliza  á  la  empresa  del  ferrocarril  por  el  accidente 
ocurrido  en  uno  de  ellos  (art.  5,  inc.  5«  y  8®,  Ley  deFeiTO- 
carriles;  art.  1109  y  1113,  Cód.  Civ.,  marzo  9de  1901;  Bru- 
zone  V.  Ferrocarril  Oeste). 

28.  —  La  obligación  de  colocar  barreras  en  las  calles  públicas 
á  nivel,  pesa  sobre  las  empresas  por  mandato  de  la  ley,  y  la 
falta  de  aquellas  entraña  responsabilidades  para  las  mismas, 
cuando  por  tal  falta  ocurrieren  accidentes,  auqque  no  hu- 
biese sido  requerida  por  las  autoridades  administrativas  pa- 
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ra  su  colocación.  (Abril  \S  de  1901,  Giménez  v.  Ferrocarril 
Sud.) 
29. —  La  imprudencia  de  la  víctima  no  es  bastante  para  poner 
á  cubierto  á  la  empresa  por  la  responsabilidad  de  sus  pro- 
pias faltas  y  para  atribuir  tan  sólo  á  aquélla  el  accidente 
(art.  4109,  Cód.  Civ.) ;  y  si  éste  se  ha  producido  por  la  falta 
de  barreras,  la  empresa  es  responsable  de  las  consecuen- 
cias del  mismo.  (Abril  18  de  1901,  (riménez  v.  Ferrocarril 
Sud.) 

30.  —  La  empresa  de  ferrocarril  es  responsable  del  accidente 
ocurrido  á  un  empleado  de  la  misma,  á  consecuencia  de  no 
haber  adoptado  las  precauciones  á  que  se  refiere  el  artículo 
56  del  Reglamento  de  Ferrocarriles,  para  el  pasaje  de  un  tren 
por  la  vía  que  no  era  la  destinada  á  éste,  estando  además 
averiguado  que  dicho  empleado  no  tenía  conocimiento  del 
cambio  de  vía  (art.  65,  primera  parte,  y  83,  Ley  de  Ferroca- 
rriles; art.  1109  y  1113,  Cód.  Civ.;  mayo  11  de  1901,  Bar- 
tolomé v.  Ferrocarril  Oeste). 

31 .  —  El  accidente  producido  por  haberse  estacionado  una  per- 
sona, sin  causa  que  lo  autorice,  en  el  camino,  no  responsa- 
biliza á  la  empresa  por  las  consecuencias  del  mismo  (art.  55, 
Ley  de  Ferrocarriles,  art.  1111,  Cód,  Civ. ;  mayo  30  de  1901, 
Bianchi  V.  Ferrocarril  Sud). 

32. —  El  accidente  ocurrido  á  consecuencia  de  la  falta  de  ba- 
rrera en  un  paso  á  nivel,  responsabiliza  ala  empresa  por  los 
daños  y  perjuicios,  cuyo  monto  debe  ser  fijado  prudencial- 
mente  (art.  5,  inc.  5<>  y  8®,  y  91 ,  Ley  de  Ferrocarriles;  art.  1 084 
y  1109,  Cód.  Civ.;  junio  1**  de  1901,  Lartirigoyen  v.  Ferro- 
carril Oeste). 

33.  —  Producido  el  accidente  á  consecuencia  de  haber  la  víc- 
tima violado  la  disposición  del  artículo  55,  Ley  de  Ferroca- 
rriles, y  obrado  con  culpa  y  grave  imprudencia,  debe  absol' 
verse  á  la  empresa  de  la  acción  de  daños  y  perjuicios  (art. 
1111,  Cód.  Civ.;  julio  20  de  1901.  Etchalecú  v.  Ferrocarril 
Oeste). 

34. — Justificado   que  el  accidente  se  ha  producido  por  haber 
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los  empleados  del  ferrocarril^  incurrido  en  negligencia  en  el 
cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo,  la  empresa  debe 
a]Í)onarála  esposa  de  la  victímalos  daños  y  perjuicios  que 
sean  fijados  en  atención  á  las  constancias  de  la  causa  (art. 
1083,  4084,  4409  y  4413,  Cód.  Civ.,  y  concordantes  de  la  ley 
de  ferrocarriles;  M.  S.  de  Mac  Grath  v.  Ferrocarril  Central 
Argentino). 
35. —  El  accidente  producido  á  consecuencia  de  haber  violado 
la  víctima,  el  artículo  55,  Ley  de  Ferrocarriles  y  artículo  379 
del  reglamento  general  de  los  mismos,  no  puede  fundar  res- 
ppnsabilidad  alguna  por  razón  del  daño  procedente  de  aquél 
(art.  4  444,  Cód.  Civ.;  diciembre  3  de  4904,  Abad  v.  Ferroca- 
rril Buenos  Aires  al  Pacífico). 

36.  —  Debe  absolverse  de  responsabilidad  á  la  empresa  por  el 
accidente  de  que  ha  sido  vícti^ia  un  empleado  de  la  misma, 
que  ha  violado  el  artículo  55  de  la  ley  de  ferrocarriles  y  el 
artículo  379  de  su  reglamento,  y  que,  por  razones  de  su  car- 
go y  de  la  hora  en  que  se  produjo  el  hecho,  no  debía  encon- 
trarse en  el  lugar  donde  ocurrió  éste.  No  puede  invocarse  en 
contrarío  la  culpa  concurrente  de  la  Empresa,  si  no  resulta 
probado  que  ésta  ha  infringido  la  ley  ó  reglamento  citados 
(art,  4444,  Cód.  Civ.;  diciembre  27  de  4904,  Peralta  de  Zufloch 
v.  Ferrocarril  Central  Norte). 

37.  Empresas  combinadas.  —  l^a  disposición  especial  (art. 
64,  Ley  Ferrocarriles)  que  considera  á  las  empresas  combi- 
nadas como  una  sola,  se  refiere  á  las  contrataciones  en  ma- 
teria de  transporte,  y  no  es  aplicable  á  las  responsabilidades 
que  surgen  del  accidente  producido  por  el  tren  de  una  em- 
presa que  usa  de  la  vía  de  otra,  debido  y  á  consecuencia  de 
omisión  de  los  empleados  de  la  misma,  encargados  de  la 
guardia  y  servicio  de  barreras.  —  T.  79,  p.  40. 

38.  Equipaje.  —  La  empresa  de  ferrocarril  está  obligada  4 
entregar  los  bultos  de  equipaje  que  recibió,  y  apagar  el  valor 
de  los  objetos  deteriorados  ó  perdidos  según  estimación  pe- 
ricial. Está  también  obligada  á  pagar  el  daño  causado  al 
interesado  á  consecuencia  del  robo  ó  extravío  del  equipaje, 
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según  estimación  equitativa  del  juez  (art.  1109  y  4  H3,  Cód. 
Civ.).  —  T.  78,  p.  271. 

39.  Incendio.  —  La  empresa  de  ferrocarril  es  responsable 
del  dafio  que  causa  el  incendio  de  campos,  originado  por  el 
fuego  desprendido  de  sus  máquinas  (art.  1109,  1113  y  1119, 
Cód.  Civ.).  —  T,  65,  p.  271. 

40.  —  Probado  suficientemente  el  incendio  de  campos  y  cercos 
pertenecientes  al  actor  producidos  por  las  máquinas  del  fe- 
rrocarril y  la  realidad  de  los  perjuicios  causados,  la  empresa 
se  halla  obligada  á  su  indemnización.  Pareciendo  equitativa 
la  estimación  de  ellos,  hecha  por  la  sentencia  del  inferior, 
debe  confirmarse  (art.  65,  Ley  de  Ferrocarriles;  art.  1109  y 
1113,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  440. 

41.  —  La  empresa  de  ferrocarril  es  responsable  de  los  perjui- 
cios procedentes  de  incendio  por  chispas  del  fuego  de  sus 
locomotoras  en  movimiento,  que  ha  debido  preverse  y  ha 
podido  evitarse  tomando  las  precauciones  necesarias;  y  la 
indemnización  debe  fijarse  equitativamente  en  virtud  de  las 
constancias  de  la  causa  (art.  514,  901,  902, 1069, 1083,  1109, 
1113.  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p,  242. 

42.  —  Debe  absolverse  á  la  empresa  de  ferrocarril,  de  la  de- 
manda de  daños  y  perjuicios' causados  por  el  incendio  de  un 
tren,  producido  á  su  vez  por  el  de  la  paja  voladora  que  el 
viento  amontonó  sobre  la  vía  y  cuyo  origen  se  ignora,  sin 
haberse  probado  que  fuese  ocasionado  por  los  empleados 
del  tren  ó  por  el  hecho  del  pasaje  de  éste.  (El  incendio  lleva 
en  .sí  la  presunción  de  caso  fortuito,  mientras  no  se  demues- 
tre lo  contrario.  Doctrina  del  art.  1572,  Cód.  Civ.;  leyes  3, 
tít,  2,  y  23,  tlt.  5  y  8,  tít.  8,  parL  5»;  octubre  11  de  1900, 
Steiner  v..  Ferrocarril  Oeste  Satafecino). 

43.  —  La  empresa  no  es  responsable  de  los  daños  producidos 
por  el  incendio  de  la  paja  voladora  que  el  viento  había  amon- 
tonado sobre  la  vía,  y  cuyo. origen  «e  ignora  y  no  se  justifi- 
ca. (Octubre  11  de. 1900,  Steiner  v.  Ferrocarril  Oeste  Santa- 
fecino.) 

44.  —  Justificado  que  el  incendio  ha  sido  producido  por  el 
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ferrocarril,  está  obligado  ¿  reparar  los  perjuicios  causados^ 
cuyo  monto  debe  fijarse  por  el  juez,  tomando  en  considera- 
ción las  constancias  de  autos  (art.  4083,  4409,  y  44  43,  Cód. 
Civ. ;  octubre  27  de  4900,  Fernández  y  gomero  v.  Ferroca- 
rril Central  Norte). 

45.  —  La  empresa  de  ferrocarril  es  resportsable  del  incendio 
de  los  fardos  de  pasto,  depositados  en  una  de  sus  estaeioiies 
para  ser  transportados,  producido  por  chispas  desprendidas 
de  hmnáqnina,  y  está  obligada  á'abonar  el  valor  que  fijen 
peritos  (art. 4 4 09  y  4443,  Cód.  Civ.;  art,  470y479,Cód.  Com. 
El  art.  57,  inc.  2*,  Ley  de  Ferrocarriles,  no  se  refiere  á  la  carga 
que  admita  la  empresa  para  su  transporte.  Octubre  30  de 
4900^  ürizar  v.  Ferrocarril  Central  Argentino). 

46.  —  No  justificando  el  actor  que  el  incendio  haya  sido  cau- 
sado por  las  máquinas  ó  empleados  del  ferrocarril,  debe  éste 
ser  absuélto  de  la  demanda  (Ley  4',  tft.  14,  part.  3*;  no- 
viembre 43  de  4900,  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino). 

47.  —  Justificada  por  la  prueba  producida,  la  responsabili- 
dad de  la  empresa  del  ferrocarril  en  el  incendio  á  que  se 
refiere  la  acción,  debe  aquélla  ser  condenada  al  pago  de  los 
trigos  quemados  (art.  4409  y  4443,  Cód.  Civ.;   marzo  9  de 
4901,Slongo  V.  Ferrocarril  Central  Entrerriauo). 

48.  Presunción.  —  La  investigación  déla  dirección  de  ferro- 
carriles de  laque  resulta  la  inculpabilidad  de  la  empresa  en 
un  accidente  ferroviario,  apareja  una  presunción  ;um  á  su 
favor,  que  debe  ser  destruida  por  prueba  contraria  para  ha- 
cerla responsable  de  los  daños  causados.  (Junio  26  de  4900^ 
García  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario.) 

49.  Prueba.  —  La  segunda  parte  del  articulo  65  de  la  Ley  de 
Ferrocarriles,  se  refiere  sólo  á  las  relaciones  entre  la  empresa 
y  los  pasajeros  y  cargadores.  (Mayo  44  de  4904 ,  Bartolomé  v. 
Ferrocarril  Oeste.) 

50.  Terreno  lindero.  —  Si  se  reconoce  que  la  linea  férrea  re- 
corre una  callejpública,  el  colindante  no  tiene  derecho  para 
pedir  indemnización  contra  la  empresa  de  ferrocarril,  aun- 
que la  calle  haya  sido  formada  con  parte  de  los  terrenos 
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linderos,  y  las  ^  escrituras  de  estos  anuncien  una  superficie 
comprensiva  del  perteneciente  á  dicha  calle. —  T.  73,  p.  332. 
51.  Autocidades  .provineiales.  —  Las  autoridades  locales 
carecen  de  facultad  para  imponer  multas  á  los  ferrocarriles 
nacioniales,  por  violaciones  de  la  ley  provincial  sobre  la 
materia^,  después  de  dictada  la  ley  número  2873,  sobre  ferro- 
carriles nacionales,  y  para  penar  las  infracciones  áestaúltima 
(art.69^, ley  citada;  art.  31  y  100,  Const.  Nac;  art.'í,  inc.  1®, 
y  12«>,  Ley  Jurisd.;  abril  29  de  1902.  Provincia  de  Buenos 
Aires,  V.  Ferrocarriles  Sud,  Oeste  y  Central  Argentino.) 

FIANZA. 

Véase:  Embargo;  Eoccarcelación 

1.— El  término  de  60  días,  señalado  en  el  artículo 321,  Ley  Proc. 

corre  desde  el  día  del  pago,  y  no  se  cuentan  en  él  los  días 

feriados.  Antes  del  pago  no  puede  promoverse  el  juicio  de 

repetición  (art.  19,  294,  297  y  321,  Ley  Proc).  —  T.  66  p. 

148. 

2.  —  La  fianza  mercantil  obliga  solidariamente,  y  desde  que 

consta  la  interpelación  hecha  al  deudor,  procede  la  ejecución 

contra  el  fiador  (art,  478  y  480,  Cód.  Com.)  — T.  78,  p.  448. 

3.  —  La  existencia  ó  no  de  un  fiador  de  la  obligación^  no  exi- 
iTie  de  ella  al  deudor  principal.  —  T.  81,  p.  440. 

^-  — El  fiador  que  ha  pagado  la  obligación  de  su  fiado,  tiene 
derecho  á  ser  reembolsado  del  capital  de  la  deuda  é  intereses 
que  pagó,  con  los  intereses  legales  desde  el  pago,  costas  y 
gastos  que  le  hubiesen  sobrevenido  por  razón  de  la  fianza. 
(Se  trataba  desuna  letra  cobrada  al  girante,  habiéndose  acre- 
ditado que  en  sus  relaciones  con  el  aceptante,  éste  era  el  úni- 
co deudor  de  la  obligación  (art.  2030,  Cód.  Civ.:  art. 207,  Cód. 
Com.;  marzo  2  de  1901,  Romero  v.  Widmayer.) 

**^  X^XACIÓN  LEGÍTIMA. 

^■>  n  presentarse  copia  ó  certificado  auténtico  de  los  asientos  de 
los  registros  destinados  á  acreditar  el  nacimiento,  con  la 
circunstancia  de  lugar,  sexo^  apellido,  paternidad  y  mater- 
nidad, ni  del  matrimonio  de  los  padres,  no  puede  tenerse  por 
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acreditada  la  filiación  legitima  (art.  79  y  863,  Cód.   Civ.). — 

—  T.  8l,p.  3i7. 

FILIACIÓN  NATURAL. 

Véase  :  Junticia  federal 
Para  la  justificación  de  la  filiación  natural  después  de  la  muer- 
te del  padre,  se  admite  todo  género  de  pruebas  que  tiendan 
á  demostrarla  por  medio  de  la  posesión  de  estado  (art.  3!¿5, 
Cód.  Civ.). —  1.77,  p.  278. 

FISCAL  AD  HOC. 
Son  á  cargo  del  Fisco  los  honorarios  del  fiscal  especial  que,  por 
excusación  del  titular  admitida  por  el  juez,  ha  sido  nombra- 
do para  intervenir  en  un  juicio  sucesorio.  £n  este  caso  no 
es  aplicable  la  ley  3365,  y  aún  cuando  la  excusación  no  fuese 
legal,  la  Corte  no  puede  declararla  así  por  no  haber  sido  re- 
currido el  auto,  que  la  admitió.  (Noviembre 6 de  4900,  Testa- 
mentaría de  Prioli.) 

FISCO. 
La  ley  número  3367,  que  manda  que  el  fisco  sea  representado 
en  todo  asunto  en  que  demande  ó  sea  demandado,  por  los 
funcionarios  que  determina,  no  se  refiere  á  los  asuntos  pen- 
dientes. En  estos  puede  b1  fisco  ser  representado  por  los  fis- 
cales ad  hoc  nombrados  para  seguirlos  (art.  I  o,  ley  citada). — 

—  T.  72,  p.353. 

FLETAMENTO . 

Véase  :  Defecto  legal;  Justicia  federal 
I.  —  Dado  un  contrato  de  fletaoíiento  por  el  cual  se  estipula  el 
transporte  en  lanchas  de  3000  toneladas  de  madera,  á  razón 
(le  350  toneladas  por  mes,  á  contar  desde  el  mes  de  enero  de 
'1892,  debiendo  el  fletador  avisar  á  los  fletantes  con  20  días 
(le  anticipación  la  fecha  aproximada  en  que  mensualmente 
podían  empezará  cardar,  no  puede  entenderse  que  el  con- 
trato deba  principiar  á  producir  sus  efectos  después  del  aviso 
del  fletador,  sino  desde  el  mes  de  enero,  y  que  el  aviso  men- 
'  cionado  debía  darse  cada  mes,  al  efecto  de  evitar,   por  una 
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parte,  la  demora  de  los  buques,  y  facilitar,  por  otra,  el  envío 
de  la  carga  en  tiempo  oportuno.  —  T.  68,  p.  336. 
^.  —  La  mención  de  lanchas  hecha  en  el  contrato,  comprende 
lo  mismo  goletas^  pailebots,  etc.,  ó  sea  toda  embarcación  que 
pudiera  cumplir  las  condiciones  del  fletamento  —  T.  68, 
p.  336. 

3.  —  El  recibo  por  liquidación  de  fletes  otorgado  después  de 
*  concluida  la  descarga,  sin  reserva  respecto  de  sobreestadias 

hace  presumir  que  ha  quedado  chancelada  toda  deuda  pro- 
cedente del  contrato  de  fletamento  (art.  934,  Cód.Com.  ant.). 
—  T,  75,  p.  ^S. 

4.  —  La  obligación  que  nace  de  este  contrato  se  extingue»  cuan- 
do la  prestación  que  forma  su  objeto  resulta  imposible  por 
caso  fortuito  ó  fuerza  mayor,  y  el  deudor  no  se  ha  hecho  res- 
ponsable de  esos  accidentes  (art.  513  y  888,  Cód.  Civ.).  -— 
T.  76,  p.  495. 

5.  —  Si  por  el  no  cumplimiento  del  contrato  de  fletamento  se 
ha  establecido  una  pena,  la  parte  que,  por  falta  de  la  otra,  ha 
podido  pedir  la  resolución  del  contrato,  sólo  tiene  derecho, 
por  razón  de  daños  y  perjuicios,,  á  pedir  el  importe  de  la 
pena,  teniendo  ese  derecho  sin  necesidad  de  probar  que  ha 
sufrido  perjuicios  á  consecuencia  de  la  falta  de  cumplimiento 
del  contrato  (art.  216  y  218,  Cód.  Com.;  art.  656,  Cód.  Civ.). 
—T.  78,p.3H. 

6.  —El  cargador  qae  ha  fletado  la  totalidad  del  buque  para 
transportar  animales  á  razón  de  un  tanto  por  cada  animal,  y 
ha  embarcado  un  número  menor  del  que  admitía  la  capaci- 
dad contratada,  debe  abonar  el  flete  de  los  animales  que, 
dentro  de  dicho  número,  dejó  de  embarcar  (art.  1050,  Cód. 
Com.;  abril  21  de  1900,  Samson  y  C*  v.  Bergen  y  Gurí). 

r 

7.  —  La  enmendatura  hecha  por  el  fletante  en  el  conocimiento 
firmado  por  el  fletador,  sin  participación  de  éste,  en  la  cláu- 
sula relativa  al  flete,  no  justifica  que  el  valor  convenido  sea 
el  que  resulte  de  dicha  enmendatura,  ni  engendra  derecho 
para  cobrar  su  importe.  (Diciembre  19  de  1901,  Adano  v. 
Santamaría  y  C".) 
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FLETE. 
FORMA. 


Véase:  Fletamento;  Transporte 
Véase :    Contrato 


FRUTOS. 

Véase.:  Embargo preteníiwjEvicción;  Reivindicación 

1 .  —  £1  poseedor  de  buena  fe  condenado  á  restituir  la  cosa,  es 
responsable  de  los  frutos  percibidos  y  de  los  que  por  su 
negligencia  hubiere  dejado  de  percibir,  desde  el  día  en 'que 
se  le  hizo  saber  la  demanda  (art.  2433,  Cód.  Civ.).  — T.  65, 
p.  286. 

2.  —  El  poseedor  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos,  y  en  caso 
de  reivindicación  no  puede  ser  condenado  al  pago  de  in- 
tereses desde  el  día  de  la  ocupación,  sino  desde  el  día  en  que 
se  le  hizo  saber  la  demanda  (art.  2423  y  2433,  Cód.  Civ.).  — 
T.79,  p.  152* 

3.  —  Los  frutos  percibidos^  naturales  ó  civiles,  antes  de  la 
tradición  de  la  cosa,  cuando  se  trata  de  dar  cosa. cierta  con 
el  fin  de  transferir  sobre  ella  el  dominio,  pertenecen  al  deu- 
dor; y  si  éste  no  ha  querido  recibirla,  no  obstante  la  volun- 
tad y  esfuerzos  del  acreedor  que  instó  por  la  entrega,  no 
tiene  derecho  á  exigirlos  (art.  510,  577,  583,  1201,  2513  y 
2609,  Cód.  Civ.;  diciembre 22  de  1900,  Freitas  v.  Caeiro). 

FUGA. 

1 .  —  Siendo  debida  la  fuga  de  un  preso  sujeto  á  la  jurisdicción 
nacional,  á  descuido  y  negligencia,  y  no  á  soborno  ó  conni- 
vencia criminal,  debe  imponerse  el  mínimum  de  la  pena  es- 
tablecida por  el  artículo  43,  Ley  Penal.  (Septiembre  6  de  1900, 
causa  V.  Segovia.) 

2.  —  La  fuga  del  procesado  suspende  la  prosecución  de  la 
causa  hasta  que  sea  habido  nuevamente  (art.  10,  Cód.  Proc. 
Crim.:  julio  27  de  1901,  causa  v.  Bertino). 
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OARANTIA. 

Véase:  Competencia 

Rescindido  el  contrato  por  acuerdo  de  las  partes,  debe  resti* 

luirse  lo  eqtregado   para  la  garantía  de  su  cumplimiento 

(art.  1200,  Cód.  Civ.).  — T.  76,  p.  442. 

OARANTÍA  CONSTITUCIONAL. 

Véase :  Confiscación ;  Industria 
La  destrucción  de  billetes  de  loterías  extrañas,  ordenada  por 
sentencias  válidas  de  los  tribunales  locales,  interpretando  y 
aplicando  la  ley  de  la  materia,  no  es  violatoria  de  ninguna 
garantía  constitucional.  (Con  la  debida  audiencia  y  tramitación 
correspondiente,  los  jueces  de  la  Capital  han  ordenado  esa 
destrucción^  interpretando  y  aplicando,  según  su  propio  cri- 
terio, la  ley  3313  y  los  principios  generales  de  derecho,  y  en 
tal  caso  no  se  ha  violado  el  art.  47,  Const.  Nac,  que^  al  ga- 
rantir la  propiedad,  no  niega  la  legitimidad  de  las  senten- 
cias judiciales  pronunciadas  en  caso  de  litigio.)  —  T.  67^ 
p.  185. 

OASTOS  DE  DEPÓSITO. 

Véase  :  Competencia 
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BABEAS  COEPUS  (a). 

Véase  :  Suprema  Corte 

Sumario  : 
Apelación,  1  y  2. 

/  Delito  militar,  6,  22  y  34. 
Desertor,  6  y  26. 
Detención  ordenada  por  autoridad 
militar,  6,  19,  20,  23,  25,  28, 
29,  30,  33  y  34. 
Detención  ordenada  por  la  auto- 

ridad  policial,  11,  15  y  24. 
Detención  ordenada  por  juez  com- 
petente, 16,  17,  31  y  32. 
Fallido,  10  y  14. 
Guardia  nacional,  19  y  20. 
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Indígenas,  27. 

Intendencia  de  guerra  (Vocal  de 
la),  22. 

Libertad  del  detenido,  7,  11, 18^ 
21  y  26. 

Menor  alistado  en  el  ejército,  5. 

Objeto  del  recurso,  8,  23  y  27. 
Competencia,  3. 
Conscripto,  28,  29,  30  y  33. 
Costas,  4. 
Tripulantes,  13. 
Tigitancia  de  la  policía,  15  y  24. 
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1.  Apelación.  —  De  los  autos  sobre  recurso  de  amparo  de  li- 
bertad, debe  apelarse  dentro  del  término  perentorio  de  24 
horas  (art.  639,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  69,  p.  435. 

2.  —  La  sentencia  sobre  recurso  de  hateas  corpas  debe  apelar- 
se dentro  del  término  de  34  horas,  y  debe  declararse  mai 
concedido  el  recurso  interpuesto  después  de  ese  término 
(art.  639,  Cód.  Proc.  Crim.;  julio  5  de  1900;  cau.sa  de  Verruti. 
Igual  al  t.  51,  p.  273). 

3.  Competencia.  —  El  juez  del  domicilio  déla  persona  á  cuyo 
favor  se  deduce  el  recurso  dé  hateas  corpus^  y  que  es  á  la  vez 
del  lugar  donde  se  dice  cometido  el  hecho  atentatorio  de  la 
libertad,  es  competente  para  conocer  en  dicho  recurso,  aun- 
que aquella  haya  sido  trasladada  al  lugar  de  la  jurisdicción 


(a)  Véase,  Digesto,  t.  1,  p.  451  á  456. 
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(le  la  autoridad  que  ha  ordenado  la  detención.  (Julio  4  de 
4901,  causa  de  Josiá  Pérez.) 

4.  Costas.  —  No  puede  condenarse  en  costasen  el  recurso  de 
habecLs  corpus,  que  se  sobresee  por  haber  desaparecido  la 
cuestión  que  lo  motivó,  á  la  persona  que  impartió  la  orden 
xle  prisión,  sin  haberla  oído.  —  T.  74,  p.  390. 

5.  Casos  en  que  prooede  ó  no.' — El  menor  alistado  en  el 
ejército  de  linea,  sin  el  consentimiento  de  sus  padres,  debe 
ser  dado  de  baja  y  puesto  en  libertad.  Si  después  del  alista- 
miento ha  sido  condenado  por  deserción  por  el  consejo  de 
guerra,  y  se  halla  sufriendo  la  pena  impuesta,  el  juez  no 
puede,  en  el  juicio  del  recurso  de  habeas  corpus,  llevar  ade- 
lante la  orden  de  ponerle  en  libertad,  en  el  que  no  es  per- 
mitido deducir  acciones  ó  recursos  contra  la  sentencia  del 
consejo  de  guerra.  —  T.  63,  p.  272. 

6.  —  No  debe  hacerse  lugar  al  recurso  de  habeas  corpus,  cuando 
se  trata  de  un  arresto  impuesto  por  la  autoridad  militar  den- 
tro de  sus  facultades  y  en  castigo  de  una  falta  puramente 
militar (art.  6Í7,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  86,  inc.  5°,  Const 
Nac;  art.  376,  377  y  378,  Cód.  Penal  Militar  ant.).  —  T.  64, 
p.  106. 

7.  —  El  recurso  de  habeas  corpus  queda  sin  objeto  una  vez  que 
resulte  que  el  interesado  se  halla  en  libertad.  —  T.  65, 
p.  304. 

8.  -T-  Este  recurso  no  tiene  por  objeto  juzgar  sobre  la  existen- 
cia ó  inexistencia  de  un  delito,  ni  tampoco  sobre  si  se  halla 
ó  no  prescripta  la  acción  penal.  —  T.  65,  p.  369. 

9.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpus  en  el  caso  de  de- 
tención por  orden  de  juez  competente.  —  T.  65,  p.  369. 

10.  —  La  orden  de  arresto  del  fallido,  dictada  por  el  juez  de 
la  quiebra,  no  es  susceptible  de  recurso  de  habeas  corpus. 
—  T.  67,  p.  63. 

A\.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpus  á  favor  de  per- 
sonas detenidas  por  la  autoridad  policial,  y  puestas  á  dispo- 
sición de  juez  competente  (art.  617,  Cód.  Proc.  Crim.)  —  T, 
68,  p.  316. 
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12.  —  Desaparecido  el  motivo  que  funda  el  recurso  de  habeas 
Corpus^  debe  éste  declararse  terminado.  —  T.  68,  p.  332. 

43.  —  Los  individuos  matriculados  en  la  tripulación  de  un  bu- 
que, que  no  hayan  cumplido  su  contrato,  no  pueden  recla- 
mar contra  la  prisión  pedida  por  e¡  capitán  para  obligarlos 
á  su  cumplimiento  (art.  990,  Cód.   Com.).  — '  T.  70,  p.  243. 

44.  —  El  juez  de  comercio  es  autoridad  competente  para  or- 
denar el  arresto  del  fallido,  y  contra  esa  orden  no  procede 
el  recurso  de  habeas  corpus  (art.  4396,  inc.  6o,  Cód.  Com.: 
art.  647,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  74,  p.  342. 

45.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpus  contra  la  vigi- 
lancia puesta  por  la  policía,  si  resulta  que  ha  s^do  ordenada 
por  negarse  el  recurrente  á  declarar  en  un  sumario  de  pre- 
vención (art.  469,  484,  647  y  624,Cód.  Proc.  Crim.).  — T.74, 
p.  365. 

46.  —  No  procede  el  recurso  de  ha^ea^  corpus  contra  la  deten- 
ción ordenada  por  juez  competente.  (Se  trataba  en  el  caso  de 
un  detenido,  cuya  extradición  había  sido  solicitada,  dictán- 
dose por  el  juez  federal  la  orden  de  detención  á  los  efectos 
de  ese  juicio).  —  T.  74,  p.  427. 

47.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpus  contra  la  deten- 
ción ordenada  por  juez  competente  (art.  624,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  72,  p.  328. 

48.  —  Desaparecida  la  cuestión  que  da  lugar  al  recurso  de  ha^ 
beas  corpus,  debe  sobreseerse  en  la  causa.  —  T.  74,  p.  390* 

49.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpas  interpuesto  por 
el  'guardia  nacional  que  se  halla  preso  por  orden  de  la  auto- 
ridad militar  de  la  Capital  Federal,  por  haber  cometido  el 
delito  de  insubordinación  durante  las  horas  de  asamblea, 
haciendo  parte  del  regimiento,  en  ejercicios  en  horas  hábiles 
y  en  campo  de  maniobras  (art.  647,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  34, 
Ley  3348,  modificado  por  la  de  28  mayo  de  4898).  —  T.  75, 
p.  464. 

20.  —  Procede  el  recurso  de  habeas  corpus  á  favor  de  los  deteni- 
dos por  orden  de  la  inspección  de  milicias,  si  resulta  que  han 
sido  exceptuados  del  servicio  militar  por  resolución  de  las 
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juntas  respectivas  (art.  634,  Cód.  Proc.  Crím.).  —  T.  76,  p.  209. 
24.  —  No  procede  el  recurso  de  hateas  corpus  á  favor  del  que 
no  está  detenido  ni  preso  (art.  617,  Cód.  Proc.  Crim.).  — T. 
77,  p.  237. 

22.  —  Es  improcedente  el  recurso  de  habeos  corpus  que  un  vo- 
cal de  la  intendencíii  de  guerra  deduzca  contra  el  arresto  im- 
puesto, conao  pena  disciplinaria,  por  orden  del  presidente 
de  la  República  (art.  617,  Cód.Proc.Crioi.;  art.  40,  Ley  3305; 
art.  120,  inc.  4%  y  434,  Ckid.  Just.  Mil.)  —  T.  77,  p.  349. 

23.  —  La  compra  venta  de  armas  de  la  Nación,  es  delito  de 
fuero  militar^  sea  cualquiera  el  que  lo  cometa^  y  el  particular 
detenido  por  ese  delito  por  orden  del  juez  instructor  militar, 
no  puede  interpxiner  el  recurso  de  habeos  corpus  en  el  que  no 
pueden  tomarse  en  cuenta  los  motivos  expuestos  con  el  pro- 
pósito de  justificar  que  si  hubo  hecho  punible,  ya  fué  casti- 
gado (art.  647  y  sig.,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  320,  Cód.  Just. 
Mil.).  —  T.  78,  p.  246. 

24.  —  La  vigilancia  de  la  policía  con  el  objeto  de  conocer  el 
domicilio  de  una  persona,  y  los  cambios  que  en  él  pudieran 
operarse,  no  puede  dar  motivo  al  recurso  de  habeas  corpus, 
pues  aquella  no  importa  la  restricción  á  la  libertad  de  que 
habla  el  articulo  617,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal.—T.  79,  p.  435. 

25.  —  No  procede  el  recurso  de  habeas  corpus^  cuando  la  cap- 
tura ha  sido  ordenada  por  autoridad  competente  y  con  dere- 
cho para  ello,  como  es  el  ministro  de  marina,  tratándose  de 
un  desertor  (art.  647,  Cód.  Proc.  Crím.).  —  T.  79,  p.  444. 

26.  —  Si  ha  cesado  el  hecho  que  motivó  el  recurso,  debe 
declararse  terminado  el  juicio.  — T.  79,  p.  249. 

27.  —  El  acto  de  un  funcionario  público  deteniendo  el  trans- 
porte de  indígenas  contratados  por  un  empresario,  no  para 
privarles  de  su  libertad,  sino  para  protegerla  y  ponerá  aque- 
llos en  situación  de  manifestar  libremente  su  voluntad  res- 
pecto á  su  presente  y  futuro,  no  puede  dar  lugar  á  un  recurso 
de  habeas  corpus,  porque  éste  no  se  ha  establecido  para 
investigar  y  apreciar  los  derechos  emergentes  de  contrato , 
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que  pueden  ó  no  corresponder  á  personas  cuya  libertad  no 
está  restringida,  ni  el  que  lo  deduce  se  halla  investido  de  la 
..  calidad  de  representante  legal  de  dichos  indígenas  (art.  647 
y-sig,,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  81,  p.  Íi6. 

28.  —  El  ciudadano  convocado  al  servicio  militar  con  arreglo  á 
las  leyes  vigentes  sobre  formación  y  organización  del  ejér- 
cito permanente,  no  puede  alegar  que  su  libertad  ha  sido 
restringida  sin  derecho,  y  deducir  .recurso  de  hateas  corpus, 
—  T.  81,  p.  281;  t.  82,  p.  242. 

29.  —  Es  improcedente  el  recurso  de  hateas  corpus  á  favor  de 
un  conscripto  dado  de  alta  en  el  ejército  y  detenido  por  la 
autoridad  militar  por  delito  de  deserción  (art.  7,  Ley  Jurisd.; 
art.  26  y  635,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  119,  iuc.  1%  Cód.  Just. 
Mil.).  —  T.  82,  p.  23. 

30.  —  No  procede  el  recurso  de  hateas  corpus  átavor  del  cons- 
cripto que  se  halla  detenido  por  infracción  al  cumplimiento 
de  sus  deberes  de  tal,  por  orden  de  autoridad  competente 
(art.  635,  Cód.  Proc.  Crim.;  abril  7  de  1900,  causa  de  Correa). 

31 .  —  No  urocede  el  recurso  de  fcab«wcorpu«,  cuando  la  deten- 
ción emana  de  autoridad  competente  en  virtud  de  juicio  pen- 
diente ante  ella  (art.  617,  Cód.  Proc.  Crim.;  jujiio  5  de  1900, 
recurso  de  Cepeda  á  favor  de  C.  Palacios). 

32.  —  La  detención  ordenada  por  autoridad  competente,  como 
es  el  juez  federal,  excluye  el  recurso  de  hateas  corpus.  (Junio 
16  de  1900,  causa  de  Malberti.) 

33.  — No  procede  el  recurso  de  hateas  corpiw  deducido  á  favor 
de  un  ciudadano  que  ha  sjdo  sometido  al  servicio  militar, 
por  haber  vencido  el  término  de  la  excepción  que  se  le  con- 
cedió, alegando  que  las  causas  de  ésta  subsisten,  mientras 
la  junta  respectiva  no  le  haya  otorgado  nuevamente  (art.  635, 
Cód.  Proc.  Crim.;  mayo  2  de  1901,  causa  de  Hourcade). 

34.  —  No  procede  el  recurso  de  hateas  corpus  deducido  á  favor 
de  un  marinero  procesado  y  detenido  en  virtud  de  orden  del 
consejo  de  guerra  que  lo  juzga  por  el  delito  de  insubordina- 
ción (art.  635,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  24  de  1901,  causa  de 
González). 
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HECHO  ILÍCITO. 

Véase  :  Competencia;  Daños  y  perjuicios 
HECHOS. 

4.  —  Los  hechos  nuevos  alegados  después  de  la  demanda  y  la 
respuesta,  no  deben  tomarse  en  consideración,  porque  la 
sentencia  debe  corresponder  á  la  demanda  y  contestación, 
(Ley  3,  tít.  40,  part.  3»).  —  T.  70,  p.  443. 

2. —  Los  hechos  de  la  demanda  no  negados  en  la  respuesta, 
pueden  darse  por  reconocidos  (art  86,  Ley  Proc).  —  T.  74, 
p.  439. 

HEREDEROS. 

Véase  :  Compraventa;  Reicindicación 

\,  —  Es  válida  la  enajenación  de  los  bienes  ó  derechos  com- 
prendidos en  la  herencia,  hecha  por  ios  herederos  declarados 
tales  por  el  juez  de  la  sucesión  (art.  34n,  Cód.  Civ.), — T.  79. 
p.  27. 

2.  —  Para  que  sea  válida  la  enajenación  de  los  bienes  de  la 
herencia  hecha  á  titulo  oneroso  por  un  heredero,  existiendo 

-  coherederos,  es  necesario  que  el  enajenante  haya  estado  en 
posesión  exclusiva  de  la  herencia,  y  haya  habido  inacción 
por  parte  de  los  coherederos.  Estas  condiciones  no  se  veri- 
fican cuando  el  heredero  enajenante  y  los  coherederos  son 
descendientes  legítimos  del  causante,  y  han  estado  además 
ocupando  en  común  los  bienes  hereditarios;  y,  por  tanto, 
los  herederos  pueden,  en  su  caso,  ejercer  la  acción  de  do- 
minio por  la  parte  indivisa  que  les  corresponde  (art.  2678, 
3423,3270,3410,  34f4  y  3430,  Cód.  Civ. ;  diciembre  42  de 
4899  ;  Lagardo  por  tercena  en  ejecución  de  Mafley  v.  Gar- 
cía). 

HERENCIA  (ACEPTACIÓN  DE  LA). 

La  cesión  de  las  acciones  y  derechos  que  correspondan  y  en 
adelante  puedan  corresponder  á  los  cedentes  en  su  carácter 
de  herederos  de  una  sucesión,  asi  como  de  las  acciones  y 
derechos  que  les  pertenezcan  como  tales  sucesores,  importa 
la  aceptación  de  la  herencia  pura  y  simplemente  (art.  3322  y 
3329,  Cód.  Civ. ;  septiembre  20  de 4900,  Martínez  v.  Devoto). 
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HIPOTECA. 


Véase :  Mandato 


Accesorios,  1  y  3. 
Competencia,  3. 
Costas,  12. 
Impuesto  iqtemo,  13. 
Indivisibilidad,  4. 
Intereses,  8. 


Sumario  : 

Nulidad,  5  y  6. 
Preferencia,  1  á  18. 
Protocolización.  14  y  15. 
Tercero  adquirente,  16  y  17. 
Venta-,  18. 


1 .  Aecesorios.  — Las  cañerías  de  gas  y  aguas  corrientes  son  ac- 
cesorios del  inmueble  en  que  se  hallan  la  usina  y  el  depósito 
respectivo^  y  están  comprendidos  en  la  hipoteca  otorgada 
sobre  dicho  inmueble  (art.  575  y  3410,  Cód.  Civ.;  noviembre 
^2  de  i900;  Rabba^  Richard  y  C>  en  autos  del  Banco  Nació- 
nal  V.  Dinkeldeín). 

2.  —  El  alambique,  el  caldero,  el  motor  á  vapor,  la  prensa,  los 
toneles  y  pipas,  puestos  por  el  propietario  como  accesorios 
permanentes  de  un  inmueble,  y  formando  parte  integrante 
de  un  establecimiento  industrial,  deben  considerarse  como 
inmuebles ;  y  la  hipoteca  del  inmueble  se  extiende  á  ellos, 
sea  que  estén  ó  no  físicamente  adheridos  al  inmueble,  si 
continúan  unidos  á  éste  (art.  2346  y  3H0,  Cód.  Civ.;  abril 
46  de  4904,  Doncel  v.  Banco  Nacional  y  Oro). 

3.  Competencia.  —  El  juez  del  lugar  donde  se  ha  contraído 
la  deuda  hipotecaria,  estando  domiciliado  allí  el  deudor,  es 
competente  para  conocer  en  la  demanda  que  el  acreedor 
promueva  por  cobro  del  saldo  de  dicha  deuda,  aunque  el 
deudor  hubiese  mudado  de  domicilio  al  iniciarse  la  de- 
manda (art.  424Í,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,"p.  376. 

4^  Indivisibilidad.  —  Aunque  la  deuda  sea  divisible,  el  in- 
mueble hipotecado'en  garantía  de  la  misma,  responde  en  su 
totalidad  por  cualquier  parte  de  ella  que  se  ejecute  (art.  682 
y  3442,  Cód.  Civ.).  — T.  75,  p.  290. 

5.  Nulidad.  —  No  corresponde  al  deudor  invocar  la  nulidad 


de  la  escritura  hipotecaria  por  razón  de  no  haberse  trans- 
cripto en   ella  el  poder    del   representante   del  acreedor 


—  239  —  HIP 

que  la  aceptó  (art.  1047  y  ne4,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p. 
432. 

6.  —  No  puede  considerarse  nula  la  escritura  hipotecaria  por 
falta  de  transcripción  del  documento  habilitante  del  que 
aceptó  la  hipotecaren  representación  del  acreedor,  si  no  se 
niega  su  personería  y  es  el  mismo  acreedor  que  se  presenta 
enjuicio  á  hacer  efectiva  la  obligación.  (Septiembre  6  de 
1900,  Banco  Nacional  en  autos  de  Fort.  v.  Zarracin). 

7.  Preferencia.  -^  £1  acreedor  hipotecario  es  preferido  al 
acreedor  por  obras  hechas  en  el  inmueble  del  deudor  (art. 
3916,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  294. 

8.  —  El  crédito  hipotecario  válido,  es  de  preferente  pagó  á  los 
créditos  simples  sobre  la  cosa  hipotecada;  debiendo  los  in- 
tereses de  dicho  crédito  pagarse  con  la  preferencia  y  en  las 
proporciones  que  establece  el  art.  3936,  Cód.  Civ.  (art.  3108, 
3109,  3128,  3131  y  3134,  Cód.  Civ.).  —  T.  66,  p.  127. 

9.  —  Los  acreedores  hipotecarios  tienen  preferente  derecho  so- 
bre el  precio  de  la  finca  hipotecada,  cuando  vienen  en  con- 
currencia con  el  crédito  de  los  obreros  que  la  han  construido 
ó  reforzado,  ó  suministrado  materiales  para  su  construcción 
(art.  3916,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  255. 

10.  —  La  hipoteca  constituida  para  asegurar  un  crédito  ante- 
rior á  su  constitución  es  válida,  y  confiere  al  acreedor  hipo- 
tecario el  derecho  de  ser  pagado  con  el  producto  de  los  bie- 
nes hipotecados  con  preferencia  al  acreedor  quirografario 
(art.  1139  y  3152,  Cód.  Civ.;  Bechera,  Andrieu  y  C»  en  autos 
del  Banco  Nacional  v.  Arrondo). 

11.  —  El  acreedor  hipotecario  tiene  preferencia  sobre  el  qui- 
rograforio,  para  ser  pagado  con  el  valor  de  los  bienes  hipo- 
tecados (art.  3934,  Cód.  Civ.;  junio  18  de  1901,  Banco  Pro- 
vincial de  Mendoza  v.  Moreno  y  Serpa). 

42.  —  No  puede  invocarce  el  privilegio  de  los  gastos  de  jus- 
ticia, para  las  costas  y  gastos  que  no  se  han  hecho  en  el 
interés  del  acreedor  hipotecario,  ni  de  ellos  reporta  benefi- 
cio alguno  ;  porque  aquel  sólo  existe  en  relación  á  los  gastos 
verificados  en  el  interés  común  de  los  acreedores  (art.  3879, 
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inc.  4o,  y  39Í6,  Gód.  Ci\*.;  octubre  b  de  1901;  Nougués  Her- 
manos V.  Banco  Nacional  y  Saavedra). 

43.  —  El  crédito  por  impuesto  internó  al  alcohol^  no  tiene 
preferencia  sobre  la  hipoteca  de  techa  anterior  á  la  creación 
de  dicho  impuesto.  (Diciembre  30  de  1904,  Lanús  v.  Fisco  y 
Latache.) 

44.  Protocolización.  —  En  los  inmuebles  situados  en  terri- 
torios nacionales,  no  es  necesaria  la  previa  protocolización 
de  la  obligación  hipotecaria,  para  tomar  razón  de  la  hipo- 
teca, si  el  instrumento  ha  sido  hecho  ante  un  escribano  de 
provincia  y  se  halla  autenticado.  (El  art.  3129^  Cód.  Civ.,  se 
refiere  á  instrumentos  hechos  en  el  extranjero.  Septiembre 
6  de  4900,  Banco  Nacional  en  autos  de  Fort  v.  Zarracin). 

4  5.  —  La  escritura  de  hipoteca  otorgada  en  una  provincia,  so- 
bre inmueble  situado  en  otra,  que  ha  sido  anotada  debida- 
mente en  el  registro  de  la  última^  no  requiere  la  protocoli- 
zación en  la  misma,  y  surte  efecto  contra  terceros  desde  el 
momento  de  su  inscripción  (art.  3435  y  3449,  Cód.  Civ.  El 
art.  3129  se  refiere  á  hipotecas  sobre  bienes  inmuebles  exis- 
tentes  en  la  República,  constituidas  por  instrumentos  olor- 
gados  en  países  extranjeros.  Abril  30  de  1901,  Banco  Pro- 
vincial de  Córdoba  v.  Banco  Nacional  y  Pinto.) 

16.  Tercer  adquirente.  —  El  acreedor  hipotecario  que  no  ha 
sido  pagado  por  el  deudor,  en  el  juicio  seguido  contra  éste, 
puede  dirigir  la  acción  ejecutiva  contra  el  tiircer  poseedor 
del  inmueble  hipotecado,  y  hacerlo  citar  de  remate,  después 
de  la  intimación  de  pago.  — T.  73,  p.  329. 

47.  —  Para  que  la  acción  por  cobro  de  crédito  hipotecario  y 
abandono  de  la  cosa  hipotecada,  proceda  contra  el  tercero 
en  cuyo  poder  se  encuentra,  es  necesario  que  éste  la  posea 
en  virtud  de  un  título  de  propiedad  (art  3162  y  3464,  Cód. 
Civ.).  —  T.  79,  p.  61. 

18.  Venta.  —  Aceptada  la  obligación  hipotecaria,  la  venta  que 
haga  el  deudor  del  inmueble  hipotecado,  sin  que  el  acree- 
dor haya  consentido  la  transferencia  de  la  obligación,  no  le 
<lesliga  de  ella.  —  T.   77,  p.  266. 
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HOMICIDIO. 

Véase:  Daños  y  perjuicios;  Pena  (agravación  de) 
i.  —  El  homicidio  en  riña  con  una  circunstancia  atenuante,  es 
castigado  con  cuatro  años  de  presidio  (art.  96,  inc.  3<>,  Cdd. 
Pen.).  -^T.  74,  p.  220. 

2.  -^  No  existiendo  pruebas  que  demuestren  la  culpabilidad  del 
procesado,  debe  éste  ser  absuelto.  —  T.  72,  p.  217. 

3.  —  El  homicidio  simple,  sin  circunstancias  atenuantes  ni 
agravantes,  debe  ser  castigado  con  la  pena  de  ocho  años  de 
penitenciaria  (art.  26,  inc.  2**,  y  96,  Cód.  Pen.).  —  T.  75,  p. 
422. 

4.  —  El  homicidio  perpetrado  á  traición  y  sin  peligro,  median- 
do la  circunstancia  del  inciso  8^  artículo  83,  Código  Penal, 
debe  ser  castigado  con  presidio  por  tiempo  indeterminado. 
El  cómplice  debe  serlo  con  la  pena  de  nueve  años  de  presi- 
dio (art.  34,  inc.  2o,  y  96,  inc.  4»,  Cód.  Pen.).— T.  76,  p.  325. 

5.  —  Al  homicidio  cometido  con  alevosía,  corresponde  la  pena 
de  presidio  por  tiempo  indeterminado  "y  accesorios,  si  la 
causa  ha  demorado  más  de  dos  años  sin  culpa  del  procesado, 
ni  de  su  defensor  (art.  83,  inc.  8°,  Cód.  Pen.).  —  T.  77,  p. 
489. 

6.  —  Siendo  el  homicidio  provocado  por  la  víctima,  la  pena  que 
corresponde  al  autor  es  la  de  .tres  años  de  prisión  (art.  97, 
Cód.  Pen.).  —  T.  77,  p.  288. 

7.  —  No  causa  agravio  la  pena  de  tres  años  de  prisión  impues- 
ta al  centinela,  por  homicidio  cometido  descargando  su  arma 
contrs^  los  presos  puestos  bajo  su  vigilancia,  por  haberle  di- 
rigido insultos  (art.  97,  Cód.  Pen.).  —  T.  80,  p.  420. 

8.  —El  homicidio  con  alevosía  y  con  una  atenuante  hace  pa- 
sible al  reo  déla  pena  de  presidio  por  tiempo  indeterminado 
y  reclusión  solitaria  por  quince  días  en  los  aniversarios  del 
crimen  (art.  9»,  inc.  2o,  Cód.  Pen.).  —  T.  82,  p.  434. 

9.  —  El  homicidio  premeditado,  con  agravantes,  hace  pasible 
al  reo  de  la  pena  de  presidio  indeterminado  (art.  96,  inc.  4o, 
Cód.  Pen. ;  junio  49  de  4900,  causa  v.  Ramirez). 

40.  —  No  existiendo  pruebas  directas,  ni  de  presunciones,  so- 
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bre  la  comisión  del  delito^  debe  dictarse  sentencia  absoluto* 
ria.  (Julio?  de  4900,  causa  v.  Villalta.) 
W.  — La  sentencia  condenatoria  que  ha  sido  consentida  pore) 
ministerio  fiscal,  no  puede  ser  modificada  en  sentido  desfa- 
vorable al  procesado  (art.  699,  Cód.  Proc.  Crim. ;  julio  24  de 
4900,  causa  v.  Dellavita). 

42.  -.  Consentida  por  el  ministerio  fiscal  la  sentencia  que  im- 
pone el  mínimum  de  la  pena  al  autor  de  homicidio,  debe  ser 
confirmada.  (Julio  24  de  4900,  causa  v.  Rusetti.) 

43.  — El  reo  de  homicidio,  sin  circunstancias  atenuantes,  debe 
ser  castigado  con  el  término  medio  de  la  pena  fijada  en  e) 
artículo  96,  inciso  2o,  Código  Penal.  (Abril  9  de  4904 ,  causa  de 
Pablo  Carra.) 

44.  —  El  reo  de  homicidio  perpetrado  por  precio  y  alevosía^ 
cuyo  proceso  ha  demorado,  sin  su  culpa  ni  la  de  su  de- 
fensor, más  de  dos  años,  debe  ser  castigado  con  la  pena  fi- 
jada en  el  articulo  95,  inciso  2o,  Código  Penal;  y  si  la  sen- 
tencia del  inferior,  que  impone  al  cómplice  en  primer  grado 
una  pena  menor  de  la  señalada  por  la  ley,  ha  sido  con- 
sentida, la  Suprema  Corte  no  puede  pronunciarse  en  sentí- 
do  desfavorable  al  procesado  (art.  23,  33  y  83,  ínc.  8o^ 
Cód.  Pen.;  agosto  8  de  4904,  causa  v.  Cocomer,  Boutron 
y  otros). 

45.  —  El  autor  del  delito  de  homicidio  justificado  por  presun- 
ciones que  reúnen  los  requisitos  exigidos  por  el  articulo 
358  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  debe  ser 
castigado  con  la  pena  señalada  por  el  artículo  94,  inciso  i^^ 
del  Código  Penal.  (Id.  art.  55;  agosto  20  de  4904,  causa  v. 
P.  Leguizamón.) 

46.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  que  impone  al  reo  de  ho- 
micidio voluntario  comprendido  en  el  artículo  96,  inciso  3<^ 
del  Código  Penal,  no  existiendo  circunstancia  agravante  y  si 
una  atenuante,  la  pena  de  cuatro  años  y  ocho  meses  de  pre- 
sidio. (Noviembre  4  9  de  4904,  causa  v.  Cámara.) 

47.  —  El  autor  de  homicidio  comprendido  en  el  artículo  93, 
inciso  3"*,  del  Código  Penal,  debe  ser  castigado  con  la  pena 
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de  cuatro  años  y  medio  de  presidio,  (^(ovieinbre  30  de  4901, 
causa  V.  Dooley.) 

HONORARIOS. 

Véase:  Abogado;  Actuarios;  Competencia;  Costas 


Sumario : 


Acción  ejecutiva,  1  á  4. 
Agrimensor,  20. 
Apelación,  5  á  11. 
Actaarío  interino,  12. 
Competencia,  13  y  U. 
Concurso,  15. 
Heredero,  16. 
Mandato,  17. 


4.  Acción  ejecutiva.  —  La  obligación  que  uno  de  los  intere- 
sados haya  asumido  de  pagar  al   abogado  la  diferencia  en 
más  sobre  la  suma  pedida  por  él,  y  la  que  se  regule,  es  eje- 
cutiva, desde  que  haya  quedado  firme  la  regulación  hecha, 
debiéndose  entender  que  su  pago  fué  implícitamente  conve- 
nido en  el  tiempo  en  que  corresponde  hacerlo  de  los  hono- 
rarios regulados.  Para  sostener  que  dicha  obligación  no  es 
ejecutiva  por  no  tener  plazo  fijado,   sería  necesario  que  las 
partes   hubieren  expresado  la  intención  de  modificar  en  el 
caso  las  reglas  establecidas.  (Diciembre  26  de  4899,  Robiro- 
sa  V.  Crespo.) 
2. —  £1  crédito  de  honorarios  devengados  enjuicio,  es  de  pa- 
go al  contado  tan  luego  hayan  sido  regulados  con  regulación 
firme.  (Diciembre  26  de  4899,  Robirosav.  Crespo.) 
3.  —  El  abogado,  empleado  á  sueldo  en  la  oficina  de  asuntos 
legales  de   un  establecimiento  bancario  y  apoderado  para 
representar  á  éste  en    determinados  asuntos  judiciales,  con 
convención  de  recibir  un  tanto  por  ciento  de  los  honora- 
rios y  costas  que  hubiesen  de  pagarse  y  se  percibiesen  de 
las  contrapartes  en  el  juicio,  no  tiene  derecho  para  cobrar 
ejecutivamente  al  Banco,  el  referido  tanto  por  ciento  de  los 
honorarios  que,  por  haber  cesado  en  el  mandato,  se  le  han 
regulado  en  los  asuntos  judiciales  pendientes  en  que  lo  re- 
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presentó  (art.  1197,  Cód.  Civ.;  diciembre  U  de  1899  y  junio 
7  de  1900,  Estrada  v.  Banco  Nacional). 

4.  —  £1  procurador  que,  siendo  deudor  de  su  mandante,  le  ha 
ofrecido  los  honorarios  devengados  y  á  devengar  en  sus 
asuntos,  en  garantía  que  éste  aceptó  de  la  deuda,  carece  de 
acción,  ejecutiva  para  cobrar  al  mandante  los  citados  hono- 
rarios ;  y  por  tanto,  carece  de  ella  también  el  cesionario, 
sobre  cuya  cesión  no  ha  habido  aceptación  por  parte  del 
deudor  cedido  (art.  248,  Ley  Proc;  art,  1197,  1458  y  3270, 
Cód.  Civ.;  julio  12  de  1900,  Rodríguez  v.  Banco  Nacional). 

5.  Apelación.  — Regulados  los  honorarios  en  quinientos  pesos 
y  consentida  la  regulación  por  el  interesado  que  había  pe- 
dido mayor  suma,  no  debe  concederse  la  apelación  á  quien 
no  tiene  interés  en  que  exceda  de  aquella  suma  (art.  3  y  7, 
Ley  3094). —  T.  64,  p.  441  (a). 

6.  —  Cuando  los  interesados  han  estimado  sus  honorarios  en 
una  suma  mayor  de  500  pesos^  el  auto  regulándolos  en  di- 
cha suma  ó  en  una  menor,  es  apelable  por  aquellos  (art.  3, 
Ley  3094).  —  T.  65,  p.  77. 

7.  —  No  son  apelables  las  regulaciones  que  no  excedan  de  qui- 
nientos pesos  (art.  3  y  7,  Ley  3094).  —  T.  71,  p.  245. 

8.  —  La  regulación  de  500  pesos  no  puede  ser  apelada;  si  la 
parte  que  pretendía  mayor  cantidad,  la  ha  consentido  (art.  3 
y  7,  Ley  3094).  —  T.  77,  p.  105. 

9.  —  £s  apelable  el.  auto  que  fija  los  honorarios  en  suma  me- 
nor, si  el  interesado  pidió  una  suma  mayor.  —  T.  79, 
p.  324. 

10.  —  Es  improcedente  la  apelación  deducida -contra  el  auto 
que  regule  las  honorarios  de  abogado  y  procurador  para  fijar 
las  relaciones  jurídicas  de  estos  con  su  cliente,  estando  éste 
conforme  no  sólo  con  la  cantidad  regulada  sino  con  otra  aún 
mayor.  (Abril  23  de  1901,  doctor  Cigorraga  en  juicio  de 
Saint  Hermanos  v.  Lusardi.) 

11.  —  Si  la  parte  que  estimó  sus  honorarios  en  cantidad  ma- 

(a)  En  análogo  sentido,  véase  Digesto,  t.  1,  p.  469. 
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yor  de  500  pesos,  consiente  el  auto  que  los  fija  en  esta  suma, 

no  procede  recurso  de  apelación  (art.  4,  Ley  3094;  octubre. 

45  de  1901,  Landivar  en  causa  de  Fisco  v.  Castillo.) 
13.  Actuario  interino.  — El  encargo  accidental  conferido  á  un 
empleado  del  juzgado  para  prestar  servicios  en  éste  en  cali- 
dad de  actuario  interino,  por  impedimento  del  titular,  no  da 

derecho  á   una  remuneración  especial.  (Agosto  1^   de  1901, 

Fiscal  V.  Flores.) 

13.  Competencia. —  No  corresponde  haóer  en  la  sentencia,  la 
estimación  de  honorarios  del  abogado  y  procurador  de  la 
parte  vencedora.  (Agosto  21  de  1900,  Forguera  v.  Guerra  y  C».) 

14.  —  Habiéndose  iniciado  ante  el  inferior  el  incidente  sobre 
honorarios,  tiene  él  jurisdicción  para  regular  los  corres- 
pondientes á  trabajos  de  segunda  instancia.  (Noviembre  24  de 
1900,  Arguello  v.  Fablet.) 

15.  Concurso.  —  Si  antes  de  la  venta  del  bien  embargado,  el 
ejecutado  ha  hecho  cesión  de  bienes,  y  aquel  ha  pasado  á 
formar  parte  de  la  masa,  debe  proseguirse  el  pago  de  los 
honorarios  de  tasación,  en  el  concurso,  en  calidad  de  cré- 
dito contra  el  mismo,  y  con  el  privilegio  que  por  derecho  le 
corresponda;  pues  ellos  no  deben  ser  pagados  por  el  ejecu- 
tante personalmente  (art.  293  y  298,  Ley.  Proc).  —  T.  73, 
p.  420. 

46.  Heredero.  —  Acreditado  el  carácter  de  hijo  legítimo,  éste 
tiene  personería  para  gestionar  por  sí  y  en  representación  de 
su  madre  y  hermanos  legítimos,  la  regulación  de  ios  honora- 
rios que  hubiere  devengado  su  fínado  padre  (art.  341 0  y  341 7^ 
Cód.  Civ. ;  diciembre  11  de  1900,  Matienzo  en  autos  de 
Turner  V.  Jockey  Club). 

17.  Mandato. —  El  poder  para  intervenir  en  un  pleito  com- 
prende la  facultad  de  intervenir  en  la  regulación  de  los  ho- 
norarios que  ha  devengado  el  abogado  en  dicho  pleito;  y 
la  regulación  practicada  con  audiencia  del  apoderado  de  los 
interesados,  es  titulo  hábil  para  cobrar  ejecutivamente  el  im- 
porte de  ella  (art.  1905,  Cód.  Civ.;  art.  249,  ¡nc.  3%  Ley  Proc; 
junio  5  de  1900,  García  González  v.  sucesión  Pinero). 
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18.  Peritos.  — Deferida  la  estimación  de  honorarios  á  la  apre- 
ciación de  peritos,  el  juez  puede,  en  discordia  de  éstos, 
aceptar  la  hecha  por  el  tercero  si  la  cree  justa  y  equitativa. 
— T.70.P.  Í55. 

19.  —  Declarado  por  laudo  arbitral,  que  las  costas  del  juicio 
deben  ser  satisfechas  en  el  orden  causado,  los  honorarios 
del  perito  nombrado  por  una  de  las  partes,  son  de  cargo  dé 
ésta.  —  T.  77,  p.  342. 

20.  Prescripción.  •—  Los  honorarios  del  agrimensor  por  men- 
suras judiciales,  se  hallan  comprendidos  en  el  artículo  4032, 
inciso  lo,  Código  Civil,  y  se  prescribe  á  los  dos  años  á  contar 
desde  que  se  devengaron  ;  pero  no  lo  están  los  correspon- 
dientes á  servicios  periciales,  que  no  se  ha  justificado  por  el 
excepcionante,  que  hayan  sido  prestados  enjuicio.  (Marzo 
30  de  1901,  Gaffarot  v.  Muro). 

21 .  Procedimiento.  —  El  articulo  2,  Ley  3094,  sobre  regulación 
de  honorarios,  se  refiere  á  las  formalidades  para  reglar  los 
derechos  del  abogado  que  cobra  sus  honorarios  propios.  — 
T.  73,  p.  11. 

22.  Privilegio.  —  Si  los  fondos  embargados  al  deudor  común, 
han  sido  obtenido-^  en  virtud  de  las  gestiones  judiciales  he- 
chas por  uno  de  los  acreedores,  éste  tiene  preferente  derecho 
sobre  ellos  para  ser  pagado  de  su  crédito  de  honorarios  de- 
vengados en  dichas  gestiones  (art.  3879,  inc.  1^,  y  3900,  Cód. 
Civ.).  —  T.  63,  p.222. 

23.  Procurador.  —  El  procurador  en  juicio  no  es  abogado,  y 
no  tiene  derecho  para  pedir  que  se  le  regulen  honorarios 
como  defensor,  pero  sí  para  pedir  que  se  le  regulen  los  de- 
rechos procuratorios  por  sus  trabajos  en  la  causa  (art.  7  y  8, 
Ley  3094).  — T.  64,  p.  438. 

24.  Procurador  cointeresado.  —  El  procurador  que  obra  en 
causa  en  que  está  cointeresado,  gestiona  en  causa  propia  y 
no  tiene  derecho  para  cobrar  honorarios  á  la  contraparte 
condenada  en  costas,  porque  éstas  importan  el  reembolso 
de  los  gastos  de  representación  hechos  con  tal  motivo,  los 
que  no  han  tenido  lugar  en  el  caso  juzgado.  (Septiembre  19 
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(le  1901,  Rabbia  Mazzini  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  v  Rosa- 
rio.  Igual  al  tomo  35,  p.  164). 

25.  Regulación. — El  haber  sido  sometido  á  arbitros  el  asun- 
to, no  es  razón  para  que  la  regulación  de  honorarios  que, 
por  renuncia  del  poder,  pida  al  juez  el  apoderado  de  una  de 
las  partes,  se  suspenda  hasta  que  los  arbitros  resuelvan. — 
T.  78,  p.  286. 

25.  —  Consentido  el  auto  en  que  no  se  condena  en  costas  al 
autor  de  la  detención,  no  procede  la  regulación  y  pago  de 
honorarios  contra  él.  —  T.  79,  p.  366. 

27.  —  Puesto  en  cuestión  por  las  partes  si  el  arbitro  nombra- 
do ha  prestado  ó  no  servicios,  no  puede  efectuarse  la  re- 
gulación de  sus  honorarios  mientras  no  se  haya  resuelto 
por  el  juez  la  eficacia  del  trabajo.  (Diciembre  26  de  1901, 
Turnerv.  Jockey  Club). 

28.  Tutor.  —  I. a  representación  enjuicio  que  el  tutor  dativo 
hace  de  su  pupilo,  entra  en  los  deberes  generales  de  la  ad- 
ministración de  la  tutela,  v  no  le  da  derecho  á  cobrar  hono- 
rarios  por  dicha  representación  (art.  57,  58,  59,  411  y  451, 
Cód.  CLv.;  diciembre  28  de  1899;  el  doctor  Albarracin  en  los 
autos  del  Banco  de  la  Nación  contra  el  menor  González  Cha- 
ves). 

HONORARIOS  MÉDICOS. 

Véase :  Competencia 

1.  —  £1  tribunal  puede,  no  obstante  lo  dictaminado  por  el 
consejo  de  higiene,  fijar  la  remuneración  debida  por  asis- 
tencia médica,  teniendo  presente  las  constancias  de  autos. 
—  T.  72,  p.  290. 

2.  —  Las  conferencias  tenidas  con  persona  no  autorizada  para 
ejercer  la  medicina,  no  pueden  ser  estimadas  en  el  carácter 
de  consultas,  sino  de  visitas  médicas.  —  T.  78,  p.  213. 

HURTO. 

Véase  :  Excarcelación 

1.  —  El  delito  de  hurto  de  cupones  del  Banco  Hipotecario  Na- 
cional, por  valor  mayor  de  quinientos  pesos,  cae  bajo  la 


HUR  —  S48  — 

sanción  del  art.  193,  inc.  2«,  Cód.  Pen.  —  T.  69,  p.  359. 

2.  —  Justificado  el  delito  de  hurto  y  la  persona  de  su  autor,  por 
declaraciones  de  testigos  que  reúnen  las  condiciones  exigi- 
das por  el  art.  306  y  siguientes,  Cód.  Proc.  Crim.,  debe  im- 
ponerse á  aquél  la  pena  de  un  año  de  arresto,  sí  resulta  que 
es  reincidente  (art.  84,  inc.  49y  20,y493,  inc.  1®,  Cód.  Pen.). 
—  T.  75,  p.  239. 

3.  —  El  término  medio  de  la  pena  por  hurto,  cuyo  valor  no 
excede  de  quinientos  pesos,  es  de  seis  meses  y  medio  de 
arresto.  Impuesta  al  procesado  una  menor>  la  Suprema 
Corte  no  puede  modificarla  en  sentido  desfavorable,  si  la 
sentencia  no  ha  sido  recurrida  en  esa  parte  (art.  493.  Cód. 
Pen.). —T.  78,  p.  354. 

4.  —  No  existiendo  contra  el  procesado  pruebas  directas  ni 
presunciones  suficientes  de  ser  autor  del  delito  denunciado, 
debe  ser  absuelto  de  culpa  y  cargo.  — T.  82,  p.  91 . 

5.  — No  exime  déla  pena  correspondiente  al  hurto,  el  hecho 
de  ser  el  dueño  de  la  cosa  hurtada  deudor  al  reo,  de  cantidad 
de  dinero ;  y  si  la  sentencia  considera  aquel  como  tentativa, 
no  obstante  resultar  consumado  el  delito,  la  pena  que  le  im- 
pone no  puede  ser  agravada,  si  el  ministerio  fiscal  la  ha  con- 
sentido. (Junio  23  de  1900,  causa  v.  Mortola.) 

6.  — Habiendo  sido  consentida  por  el  ministerio  fiscal  la  sen- 
tencia que  condena  al  culpable  de  hurto  á  la  pena  de  un  año 
de  prisión,  y  al  encubridor  á  cinco  meses  de  arresto,  debe  ser 
confirmada.  (Julio  24  de  1900,  causa  v.  Garaban  y  otro.) 

7.  —  Las  circunstancias  agravantes  comprobadas  justifican  la 
imposición  del  máximum  déla  pena  establecida  para  el  deli- 
to de  hurto  (art.  84,  inc.  19  y  20,  y  193,  inc.  4%  Cód.  Pen.; 
agosto  23  de  1900,  causa  v.  Pérez  y  Clemente). 

8.  —  Los  poseedores  de  una  carabina  y  cartuchera  de  propie- 
dad del  gobierno  nacional,  cuya  legitima  procedencia  no 
justifican,  deben  ser  considerados  como  encubridores  del 
delito  de  hurto  y  condenados  á  la  pena  de  un  mes  de  arresto 
(art.  42,  inc.  3%  43  y  193,  inc.  1^  Cód.  Pen.;  abril  16  de 
4901,  causa  contra Felischeler  y  Menchaca). 
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IMPRUDENCIA. 

Véase :  Ferrocarril 
La  muerte  y  heridas  causadas  por  imprudencia  de  un  con- 
ductor de  tren,  existiendo  circunstancias  atenuantes,  hace 
pasible  á  su  autor  de  la  pena  de  dos  años  de  prisión  (art.  15, 
52,  81,  inc.  15°;  83,  inc.  lo,  Cód.  Pen. ;  art.  83,  Ley  de  Ferro- 
carriles). —  T.  81,  p.  406. 

IMPUESTOS  (EXENCIÓN  DE). 

Véase  :  Banco  Nacional;  Congreso;  Interpretación 
1.^  Dados  los  términos  generales  déla  ley  de  exención  de  im- 
puestos acordada  al   Ferrocarril   Central  Argentino,  en  ella 
están  comprendidos  los  impuestos  tanto  nacionales  como  los 
que  estableciesen  las  provincias.  —  T.  68,  p.  SI27. 

2.  —  La  exención  de  impuestos  acordada  por  el  gobierno  na- 
cional á  lu  elaboración  de  carnes  por  procedimientos  moder- 
nos, no  comprende  la  preparada  por  el  sistema  ya  conocido 
del  tasajo  (Ley  de  10  de  noviembre  de  1888).  —  T.  76, 
p.  144. 

3.  —  La  ley  de  23  de  mayo  1863,  sobre  construcción  del  Fe- 
rrocarril Central  Argentino,  exceptúa  la  propiedad  de  éste  y 
sus  dependencias  de  los  impuestos  tanto  de  carácter  nacio- 
nal como  los  de  origen  provincial ;  y  esa  empresa  tiene  de- 
recho para  repetir  el  impuesto  pagado  á  la  Municipalidad 
por  la  línea  dada  para  cercar  una  de  sus  estaciones^  que 
constituye  una  de  sus  dependencias.  (Mayo  11  de  1901  ;  Fe- 
rrocarril Central  Argentino  v.  Municipalidad  de  Villa  María.) 
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IMPUESTOS  INTERNOS. 
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4 .  Alcoholes.  —  Constando  que  se  ha  abonado  el  impuesto 
correspondiente  á  los  cascos  de  alcohol,  que  se  dicen  haber 
salido  sin  el  sello  perforador  respectivo,  y  apareciendo  délos 

.  hechos  y  circunstancias  de  la  causa  que  no  ha  existido  in- 
tención de  defraudar  la  renta,  debe  absolverse  de  la  acusa- 
ción. (Diciembre  10  de  4901,  Fisco  v.  La  Rosario). 

2.  Boleto  de  control.  —  La  operación  sobre  alcoholes  reali- 
zada con  la  omisión  del  boleto  de  control,  en  los  casos  que 
éste  debe  usarse,  importa  una  infracción  punible  de  que  son 
reos,  como  coautores,  tanto  el  que  entrega  como  el  que  re- 
cibe; y  existiendo  la  circunstancia  de  que  dicha  infracción 
fué  conocida  por  aviso  del  mismo  acusado,  puede  ella  acep- 
tarse como  atenuante  y  aplicarse  el  mínímun  de  la  multa 
prevenida  por  la  Ley  3681  y  no  por  el  decreto  reglamentario, 
que  no  puede  alterar  la  disposición  de  aquélla  (art.  31,  Ley 
3681  ;  art.  21,  inc.  2^  83,  inc.  5°  y  8%  Cód.  Pen. ;  art.  86, 
inc.  2»,  (lonst.  Nac. ;  octubre  23  de  1900,  causa  v.  Borzone 
yCa). 

3.  —  El  decreto  de  26  de  febrero  de  1898,  reglamentario  de  la 
ley  de  impuestos  internos,  al  crear  el  boleto  de  control  y 
disponer  su  aplicación  á  los  envases  de  artículos  gravados, 
adopta  medidas  tendentes  tan  sólo  á  la  mejor  aplicación  de 
la  ley  reglamentada,  destinadas  á  prevenir  el  fraude,  y  entra 
en  las  facultades  que  la  Constitución  acuerda,  en  su  artículo 
86,  inciso  2»,  al  Poder  Ejecutivo  y  que  explícitamente  reco- 
noce el  artículo  31  de  aquella  ley.  (Octubre  23  de  1900,  cau- 
sa V.  Borzone.) 

4.  Competencia.  —  Corresponde  á  la  jurisdicción  criminal  el 
cobro  de  una  multa  impuesta  por  infracción  de  la  ley  sobre 
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impuestos  internos  (la  multa  entra  en  la  categoría  de  las 
penas  establecidas  para  castigar  los  delitos).  ~  T.  66,  p.  332. 

5.  —  Debe  considerarse  cometido  en  el  lugar  donde  han  sido 
recaudados  los  impuestos  internos,  el  delito  de  sustracción 
de  dinero  procedente  de  éstos,  imputado  al  empleado  en- 
cargado de  la  recaudación.  —  T.  71,  p.  266. 

6.  —  Es  juez  competente  para  conocer  de  la  defraudación  de 
impuestos  internos,  el  del  lugar  donde  se  haya  cometido 
(art.  23.  inc.  3%  Cód.  Proc.  Crim.  ;  art.  27,  Ley  3764 ;  octu- 
bre 23  de  1900,  causa  v.  Tancredi). 

7.  Defraudación.  —  No  resultando  comprobado  el  hecho  de- 
lictuoso denunciado,  y  apareciendo,  por  el  contrario,  que 
no  ha  sido  cometido,  debe  absolverse  al  procesado  de  toda 
responsabilidad  criminal  y  civil.  —  T,  63,  p.  20. 

8.  —  No  existiendo  prueba  bastante  sobre  la  defraudación  impu- 
tada, procede  la  absolución  de  la  acusación.  —  T.  81,  p.  363. 

9.  >—  En  la  duda  sobre  la  comisión  de  las  infracciones  acusa- 
das, debe  absolverse  al  procesado.  (Diciembre  7  de  1899, 
Fiscal  V.  Posse), 

10.  Embargo  preventivo.  —  Reconocida  la  deuda  por  im- 
puestos internos,  es  procedente  el  embargo  preventivo  pe- 
dido por  el  procurador  fiscal  en  expediente  seguido  por  el 
deudor  y  á  instancias,  además,  de  la  Administración  res- 
pectiva (art.  443,  inc.  2o,  Cód.  Proc;  octubre  14  de  1901, 
Fisco  V.  Sepp) 

W.  Estampillas  usadas  (venta  de).  —  El  hecho  de  ofrecer  en 
venta  estampillas  usadas  de  impuestos  internos,  verificado 
bajo  el  imperio  déla  ley  de  10 de  enero  de  1898,  número  3681, 
es  castigado  con  multa  de  500  á  2000  pesos.  —  T.  77,  p.  207. 

12.  Prescripción.  —  La  prescripción  en  la  infracción  á  la  ley 
de  impuestos  internos  no  corre  sino  desde  el  día  en  que  se 
descubra.  (Junio  7  de  1900,  causa  v.  RicteriJ 

1 3.  Privilegio.  -—  El  privilegio  especial  establecido  por  el 
artículo  19^  ley  3764,  sobre  las  maquinarias,  enseres  y 
edificios,  de  una  fábrica^  comprende  la  tierra  sobre  que 
están  construidos,  y  están  afectados  al  pago  del  impuesto 
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procedente  de  la  elaboración  de  la  fábrica,  ya  sea  que  el 
propietario  mismo  haga  dicha  elaboración  ó  que  la  realicen 
terceros  á  quienes  haya  transferido  el  uso  y  goce  de  la 
misma.  (Septiembre  5  de  1901,  Kisoto  v.  Fisco  y  Ghiselli.) 

14.  —  Las  maquinarias,  enseres  y  edificios  de  una  fábrica, 
sobre  que  establece  privilegio  especial  el  artículo  23,  Ley 
3681,  están  afectados  al  pago  del  impuesto  procedente  de  la 
elaboración  en  la  misma  fábrica,  ya  sea  que  el  propietario 
la  haga^  ó  que  la  realicen  terceros  á  quienes  haya  transferido 
el  uso  y  goce  de  ella;  y  debe  ser  revocada  la  sentencia  délos 
tribunales  ordinarios  que,  en  juicio  de  quiebra,  desconoce 
ese  privilegio  invocado  por  el  ñsco  en  contra  del  propietario 
de  las  maquinarias,  útiles  y  enseres.  (Septiembre  24  de  1901, 
concurso  de  Bolón  y  C».) 

15.  —  El  crédito  pon-impuesto  interno  al  alcohol,  no  tiene  pre- 
ferencia sobre  la  hipoteca  de  fecha  anterior  á  la  creación 
de  dicho  impuesto.  (Diciembre  30  de  1901,  Lanús  y.  Fisco  y 
Latache.) 

16.  Tabacos.  —  La  ley  de  impuestos  internos  grava  tanto  los 

cigarrillos  de  producción  nacional  como  los  importados,  y, 

por  lo  tanto,  no  procede  el   sobreseimiento  fundado  en  que 

estos  últimos  no  se  hallan  comprendidos  en  dicha  ley  (art. 

1%  Ley3247).— T.  68,  p.  85. 

17.  El  manufacturero  de  tabacos  que  posee  en  su  casa  de  ne- 
gocio, cajas  de  cigarros  sin  que  lleven  adheridas  las  fajas 
fiscales  correspondientes  y  estampillas  ya  usadas,  es  pasible 
de  una  multa  de  500  pesos  (art.  32,  Ley  3681  ;  marzo  24  de 
1901,  causa  de  Laureano  Míguens). 

18.  —  El  manufacturero  en  cuya  fábrica  se  encuentra  una  gran 
cantidad  de  tabacos,  cigarros  y  cigarrillos,  listos  parala  ven- 
ta, remoción  ó  consumo,  sin  la  estampilla  correspondiente, 
es  pasible  de  una  multa  de  dos  mil  pesos  moneda  nacional 
por  infracción  á  los  reglamentos  respectivos  (Ley  3681  ;  art. 
21  y  22, 32,  Decreto  de  26  de  enero  de  1 898;  art.  26  del  decreto 
de  5  de  agosto  de  1895,  y  6  del  decreto  de  26  de  noviembre  de 
1 895  ;  septiembre  3  de  1 901 ,  causa  v.  Testoni,  Chiesa  y  C*.) 
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INCENDIO. 

Véase :  Daños  y  perjuicios ;  Ferrocarril 

4.  — Todo  hecho  de  incendio  se  reputa  fortuito,  mientras  no 
se  pruebe  la  culpa,  y. sólo  hace  pasible  de  indemnización  en 
cuanto  y  hasta  donde  hubiere  habido  enriquecimiento  con  el 
daño,  siendo  inaplicables  para  esa  situación  las  disposiciones 
par^  las  faltas  ú  omisiones  en  el  cumplimiento  de  obligacio- 
nes convencionales  que  degeneran  en  delitos  del  derecho 
civil  (art.  2i0,  Cód.  Com.;  art.  513,  5U,  907,  1107  1108; 
Cód.  Civ.,  marzo  27  de  1900,  Allende  v.  Las  Catalinas). 

2.  — La  culpa  del  depositario  en  el  incendio,  no  puede  in* 
ducirse  por  presunciones  judiciales  sin  la  prueba  de  los 
hechos  que  la  hagan  procedente  (art.  2203,  Cód.  Civ.; 
marzo  27  de  1900,  Allende  v.  Las  Catalinas). 

3.  —  Las  opiniones  fundadas  en  hechos  extraños  á  los  puntos 
de  lademanda,ó  extraños  al  siniestro,  y  el  dictamen  de  peritos 
que  no  recae  sobre  hecho  concreto  alguno  que  les  haya  sido 
sometido  en  los  términos  de  los  art.  141  v  152,  Lev  de  Pro- 
cedimientos,  no  tienen  importancia  para  demostrar  el  origen 
del  incendio.  (Marzo.27  de  1900,  Allende  v.  Las  Catalinas.) 

4.  —  El  incendio  lleva  en  si  la  presunción  de  ser  caso  fortuito 
mientras  no  se  demuestre  lo  contrario  (art.  1572,  Cód.  Civ.; 
leyes  3,  tít.  2,  y  23,  tít.  5  y  8,  part.  5* ;  octubre  11  de  1900, 
Steíner  v.  Ferrocarril  Oeste  Santafecino). 

INCIDENTE. 

Véase :  Apelación 

No  puede  considerarse  incidente  del  juicio  sucesorio,  la  cues- 
tión sucitada  ;entre  el  comprador  y  el  Banco  Eipotecario 
Nacional,  sobre  escrituración  de  venta  que  éste  ha  hecho  de 
inmuebles  hipotecados  por  el  causante  de  la  sucesión.  (Esta 
no  es  parte  en  dicha  cuestión).  —  T.  72,  p.  424. 

INCOMPETENCIA. 

Véase:  Costas;  Juicio  ejecutivo 

1.  —  La  excepción  de  incompetencia  puede  oponerse  en  cual- 
quier clase  de  juicios,  sean  ordinarios  ó  ejecutivos,  y  aunque 
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se  trate  de  letras  de  cambio,  porque  la  interveneión  del  juez 
con  facultad  de  juzgar,  es  tan  necesaria  como  la  de  las  partes 
mismas.  Noviembre  13  de  1900,  Ortiz  Basnaldo  v,  Gianone  ; 
diciembre  4  de  1900,  Banco  de  la  Nación  v,  Gómez;  mayo  %S 
de  1901,  Costa  v.  López  Somoza.  —  T.  66,  p.  278. 
2.  —  Si  la  petición  de  revocatoria  de  un  auto,  importa  decir  de 
incompetencia  del  juzgado  por  causa  superviniente,  el  infe- 
rior debe  previamente  pronunciarse  sobre  ella  (art.  83,  Ley 
Proc).  —  T.  67,  p.  183. 

INCONSTrrUCIONALrDAD  (a). 

Véase  :  Recurso 

Sumario  : 


Abogado  (juramento  de;,  30. 
Alambrado  (impuesto  de),  39. 
Apelación  (término  de  la),  4. 
Asesor  especial,  21. 
Azúcares  (expendio  de),  17 
Circulación,  13  y  25. 
Consumo  local,  5  y  19. 
Demandas  contra  las  provincias,  7. 
Destrucción   de  los  instrumentos   del 

delito,  31. 
Distribución  de  aguas,  9. 
Escribano  (inscripción  del  titulo  de),  18. 
Expropiación,  1,  2,  22,  36  y  38. 
Extracción  de  frutos,  10  y  25. 
Extracción  de  hacienda,  11, 12,  13  y  37. 
Ferrocarriles  (ley  de),  40. 
Fianza  de  escribanos  de  registro,  14. 
Ganados  (introducción  ó  traslación  de), 

II,  13  y  37. 


Herencias  (impuesto  á  las),  15. 
Inconversión  (ley  de),  23  y  27. 
Introducción  de  vinos,  16. 
Jurisdicción  administrativa,  26. 
Jurisdicción  concurrente  (ley  de),  28. 
Marchamo,  11  y  12. 
Matrimonio  civil,  29. 
Mujer  (ejercicio    de   la  procuración), 

24. 
Nulidad  de  ventas,  3. 
Ordenes  religiosas,  6. 
Procurador,  23. 
Retroactividad,  19. 
Saladeros,  20  y  35. 
Servicio  militar,  34. 
Suprema  Corte  (integración  de  la),  8. 
Tablada  (inspección  de),  13  y  35. 
Transporte  (tiempo  del),  32. 


1.  —  Por  las  leyes  de  27  de  junio  de  1855  y  2  de  mayo  de  1863, 
el  gobierno  nacional  quedó  plenamente  facultado  para  ex- 


ea) Bajo  este  rubro  se  encuentran  colocadas,  por  orden  cronológico,  las  resolu- 
ciones de  la  Suprema  Corte  en  los  casos  sometidos  á  su  decisión,  relativos  á  la 
constitucionalidad  ó  inconstitucionaiidad  de  leyes  nacionales  y  provinciales. 
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propiar  una  legua  de  campo  á  c:ida  lado  del  Ferrocarril 
Central  Argentino.  Esas  leyes  no  son  inconstitucionales, 
porque  el  inciso  2^  del  art.  47,  Const.  Nac,  libra  á  la  dis- 
creción exclusiva  del  Congreso  calitícar  la  utilidad  pública 
en  los  casos  ocurrentes.  — T.  4,  p.  311. 

2.  —  Las  leyes  nacionales  sobre  expropiación  no  pueden  ser 
objetadas  ni  discutida  su  constitucionalidad  ante  los  tribu- 
nales, por  razón  de  error  en  la  califícación  de  la  utilidad 
pública.  £1  inc.  2®  del  art.  17  de  la  Constitución,  libra  á  la 
discreción  exclusiva  del  Congreso,  el  juicio  sobre  la  utili- 
dad pública  en  los  casos  ocurrentes.  —  T.  6,  p.  67. 

3.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  de  31  de  diciembre 
de  1862,  que  declara  nulas  las  ventas  de  tierras  hechas  por 
el  Gobierno,  aprobadas  por  la  de  22  de  octubre  de  1858,  es 
contraria  á  la  Constitución  Nacional.  (Véase  :  Prescripción^ 
Digesto,  t.  2,  p.  295).  —  T.  8,  p.  45. 

4.  —  Ni  el  artículo  1064  ni  el  1131  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, ant.,  violan  ningún  precepto  constitucional,  hallándose 
en  el  caso  de  las  demás  leyes  sobre  términos  fatales,  po- 
niendo un  límite  al  ejercicio  de  los  derechos  que  no  pueden 
conservarse^  sin  perjuicio  del  orden  y  de  las  conveniencias 
públicas.  —  T.  8,  p.  393. 

o.  —  El  impuesto  provincial  que  grava  <  las  casas  donde  se  con- 
signan y  expenden  licores  >,  sin  distinción  en  cuanto  al  lugar 
de  su  fabricación,  grava  el  consumo  local^  y  no  la  introduc- 
ción, el  tránsito  y  la  circulación  de  los  mismos.  En  esos  tér- 
minos, dicho  impuesto  no  es  contrario  á  los  artículos  10  y 
11  de  la  Constitución  Nacional. —  T.  10,  p.  74. 

6.  —  La  ley  de  la  provincia  de  San  Juan,  de  16  de  agosto  de 
1870,  declarando  caducos  los  conventos  de  Santo  Domingo 
y  San  Agustín  y  mandando  ocupar  y  realizar  sus  bienes,  es 
incompatible  con  la  atribución  conferida  al  Congreso  en  los 
artículos  67,  inciso  20,  y  108  de  la  Constitución,  y  repug- 
nantes á  ésta.  —  T.  10,  p.  380. 

7.  —  La  ley  del  Congreso,  por  la  que  una  Provincia,  conside- 
rada como  persona  jurídica,  puede  ser  demandada  ante  la 
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Suprema  Corte  por  individuos  vecinos  de  otra  provincia  ó 
extranjeros,  no  es  repugnante  ni  á  la  letra  ni  al  espíritu  de 
la  Constitución  Argentina;  no  puede  decirse  depresiva  de  la 
dignidad  y  soberanía  (ie  las  provincias,  ni  incompatible  con 
la  independencia  de  su  administración  interna,  y  es  obliga- 
toria en  todo  el  territorio  de  la  nación  para  todas  las  auto- 
ridades tanto  nacionales  como  provinciales  (art.  \j  8  y  13, 
Ley  Jurisd.;  art.  3\  y  101,  Const.  Nac.)  —  T.  U,  p.  425. 

8.  ~No  es  inconstitucional  la  ley  de  16  de  octubre  de  1862, 
que  establece  la  integración  de  la  Suprema  Corte  por  abo- 
gados nombrados  por  ella,  y  no  puede  alegarse  que  la  Corte 
así  integrada  no  reviste  el  carácter  que  le  da  la  Constitución. 

—  T.  15.  p.  7. 

9.  < —  La  reglamentación  del  uso  de  aguas,  hecha  por  la  auto- 
ridad administrativa  en  uso  de  una  atribución  propia,  y  que 
priva  á  cada  propietario  de  alguna  parte  de  las  mayores 
utilidades  que  obtendría  de  su  uso  exclusivo,  no  es  incons- 
titucional, ni  atentatorio  de  la  propiedad,  porque  no  hiere, 
un  derecho  perfecto.  —  T.  16,  p.  258. 

10.  —  El  impuesto  sancionado  por  el  artículo  44  de  la  ley  de 
contribución  directa  de  la  provincia  de  Corrientes,  fecha  17 
de  diciembre  de  1872,  no  es  aplicable,  según  su  tenor  literal, 
á  la  extracción  de  frutos  del  país  para  el  extranjero  ó  para 
puertos  de  la  República,  sino  solamente  de  los  que  se  con- 
ducen de  un  departamento  á  otro  de  la  provincia  ó  que 
marchan  de  uno  á  otro  pueblo.  En  caso  opuesto,  ese  impuesto 
sería  contrario  á  las  prescripciones  de  la  Constitución  Nacio- 
nal que  confieren  al  gobierno  general,  la  facultad  exclusiva 
de  imponer  derechos  de  importación  y  exportación,  y  pro- 
hiben expresamente  á  las  provincias  el  establecimiento  de 
aduanas  provinciales.  Debiendo  en  la  provincia  de  Corrientes 
hacerse  el  cobro  de  impuestos  administrativamente,  es  la 
provincia  la  responsable  de  los  actos  de  los  poderes  públicos. 

—  T.  16,  p.  296. 

11.  —  El  impuesto  provincial  de  guías  y  marchamo  sobre  los 
ganados  que  se  extraigan  de  una  provincia  para  otra,  no  es 
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<!ontrario  á  la  Constitución.  (La  ley  en  cuestión  establecía  : 
c  no  es  permitida  la  extracción  de  los  animales  fuera  de  los 
departamentos  de  la  provincia,  sin  sacar  las  guias  corres- 
pondienteSy  sea  para  el  comercio  público...  ó  para  benefi- 
ciarlos ó  con  cualquier  otro  objeto  ».  c  No  se  permjte  la 
extracción  fuera  de  la  provincia  de  cueros  y  cerdas  sin  el 
marchamo  y  gula  correspondiente  ».)  —  T.  49,  p.  86. 

42.  —  El  articulo  1**  de  la  ley  de  la  provincia  de  Entre  Ríos, 
sobre  marchamo,  de  fecha  15  de  mayo  de  4877,  no  establece 
un  derecho  de  exportación  ni  de  tránsito,  y  por  consiguiente 
no  es  inconstitucional.  La  circunstancia  de  que  un  impuesto 
provincial  grave  artículos  de  producción  del  país  ó  naciona- 
lizados, que  pueden  exportarse  ó  estén  destinados  para  la 
exportación,  no  constituye  el  derecho  de  ese  nombre  que  só- 
lo puede  establecer  el  Congreso.  (El  artículo  discutido  en  este 
caso,  dice  así:  cDesde  el  4 5 de  enero,  los  cueros  secos  y  sa- 
lados pagarán  por  derechos  de  marchamo,  quince  centavos 
fuertes  por  cada  uno,  sin  perjuicio  de  lo  que  corresponde  á 
la  Municipalidad).  — T.  20,  p.304. 

43.  — La  ley  de  3  de  marzo  de  1877,  de  la  provincia  de  Entre 
Ríos,  en  cuanto  impone  derechos  al  ganado  procedente  de 
una  provincia  con  destino  á  otra,  es  inconstitucional  y  nula 
(art.  41,  Const.  Nac.  Refiriéndose  al  nombre  del  impuesto, 
que  lo  era  el  de  «  Impuesto  de  inspección  de  Tablada»,  dice 
el  fallo:  que  si  hubiere  de  estarse  á  ladenominacióny  no  á  la 
realidad  de  las  cosas,  quedaría  sin  garantía  la  libre  circula- 
ción de  los  productos  nacionales  por  todo  el  territorio  de  la 
República,  comprometido  gravemente  el  comercio  interpro- 
vincial, y  sacrificados  por  el  hecho  los  fines  benéficos  de  la 
cláusula  constitucional).  —  T.  21,  p.  498. 

14.  —  No  es  inconstitucional  el  artículo  164  (a)  de  la  ley  de  15 
de  diciembre  de  1881,  sobre  organización  de  los  tribunales 
de  la  capital.  —  T.  24,  p.  309. 

(a)  Este  artículo  se  refiere  á  la  fianza  que  deben  otorgar  los  escribanos  de 
registro,  al  tomar  posesión  de  su  oficio. 

T.   111     ■  17 
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45.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  26  de  sep- 
tiembre de  1875,  es  repugnante  á  la  Constitución  Nacional 
en  cuanto  altera  y  modifica  las  disposiciones  del  Código 
Civil.  (Después'de  recordar  las  disposiciones  de  los  art.  2H^ 
3i  y  108,  Const.  Nac,  y  3606,  Cód.  Civ.,  la  Corte  dice  que  la 
ley  citada  en  cuanto  dispone  que.c  la  décima  parte  de  toda 
herencia  ó  legado  por  el  hecho  de  ser  dejados  á  extraños, 
sea  destinada  al  fondo  de  las  escuelas  comunes,  crea,  por 
el  hecho  y  bajo  pretexto  de  una  contribución  ó  impuesto 
muy  mal  á  propósito,  en  favor  del  fisco  provincial,  un 
verdadero  derecho  sucesorio,  una  legitima  forzosa,  que 
el  Cód.  Civ.  no  había  establecido,  y  que,  por  lo  tanto,  mo- 
difica y  amplía  sus  disposiciones  »;  agregando  en  seguida  : 
«  que  esta  modificación  resulta  más  evidente  todavía  en  el 
presente  caso,  porque  tratándose  de  una  sucesión  testamenta- 
ria deferida  únicamente  por  la  voluntad  de  la  testadora,  esta 
voluntad  viene  á  ser  de  hecho  coartada  por  la  ley  provincial^ 
al  señalar  á  una  décima  parte  de  la  herencia  otro  destino  del 
que  tuvo  envístala  autora  déla  sucesión;  fuera  de  que^ 
dando  dicha  ley  al  director  general  de  Escuelas  ttna  inter- 
vención necesaria  en  el  juicio  dedivisión^  impone  á  los  intere- 
sados, en  todos  los  casos,  el  gravamen  de  la  partición  judi- 
cial, cuando  por  el  Cód.  Civ.  (art.  3462)  pueden  á  simple 
mayoría  de  personas  hacerla  extrajudicialmente»). —  T.  23^ 
p.  647. 

16.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Tucumán  en  la  parte  que 
prescribe  que  toda  carga  de  vinos  en  barriles  ó  en  botellas^ 
de  los  que  se  fabrican  en  la  República,  que  se  consignan 
ó  venden  para  el  consumo  público^  pagará  doce  reales  fuer- 
tes  por  cada  carga,  y  un  real  fuerte  por  cada  docena  de 
botellas,  de  los  que  vengan  en  cajones,  es  inconstitucional. 
(Este  derecho,  dice  el  fallo,  importa  un  impuesto  sobre 
artículos  de  producción  nacional,  por  el  hecho  de  introdu- 
cirse de  una  provincia  á  otra,  y  estando  aún  bajo  el  mismo 
envase  y  acondicionamiento  en  que  han  sido  introducidos  y 
sin  que  se  hayan  incorporado  al  capital  de  la  provincia,  lo 
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que  es  contrario  al  art.  10  delaConst.  Nac.)  — T.  26,  p.  94. 

47.  —  Es  inconstitucional  el  impuesto  sancionado  por  la 
Municipalidad  de  Salta,  de  un  real  y  medio  por  arroba 
sobre  los  azúcares  que  se  expenden  de  primera  mano. 
(La  ordenanza  estableciendo  el  impuesto  dice:  «Los  azú- 
cares que  se  expendaa  de  primera  mano,  pagarán  uno  y  me- 
dio real  por  arroba».  En  estos  términos,  dice  él  fallo,  el  im- 
puesto grava  el  primer  expendio  ó  la  primera  venta  que 
llegue  á  hacerse,  recayendo,  sin  distinción,  tanto  sobre  azú- 
cares de  producción  ó  fabricación  nacional,  como  sobre  los 
que  hubiesen  sido  despachados  en  las  aduanas  exteriores. 
De  esta  manera  resulta  gravada  la  circulación,  cuando  ésta 
debe  ser  libre  según  el  articulólo^  Const.  Nac, en  la  cual  la 
palabra  circulación  no  puede  estar  tomada  en  otra  acepción^ 
que  en  la  de  pasar  las  cosas  de  una  mano  á  otra).  —  T.  30, 
p.  332. 

18.  — La  denegación  á  inscribirse  en  los  registros  déla  Cáma- 
ra de  Apelación  en  lo  Civil  de  la  Capital,  un  titulo  de  escri- 
cribano  público  otorgado  en  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
mientras  no  se  llenen  las  condiciones  de  examen  y   demás 

•  formalidades  prescriptas  por  la  ley  orgánica  de  los  Tribuna- 
les de  la  Capital,  no  es  contraria  á  la  Constitución  ni  á  nin- 
guna ley  nacional.  (£1  art.  7,  Const.  Nac,  no  puede  ser  inter- 
pretado de  manera  á  acordar  á  las  leyes  ó  actos  públicos  de 
cada  provincia,  efecto  alguno  extraterritorial  capaz  de  alterar 
las  condiciones  ó  formalidades  que  las  demás  tengan  pres- 
criptas para  el  ejercicio  de  determinadas  profesiones  ú  ofi- 
cios dentro  de  su  territorio,  sin  distinción  entre  sus  propios 
vecinos  y  los  vecinos  de  otra,  ó  entre  residentes  y  no  resi- 
dentes; pues  es  un  principio  consignado  en  la  misma  Const. 
que  cada  provincia  se  da  sus  propias  instituciones  locales  y 
se  rige  por  ellas  con  entera  independencia  délas  demás^ 
principio  aplicable  al  territorio  de  la  capital  gobernado  por 
una  legislación  exclusiva  y  suprema). —  T.  31 ,  p.  62. 
49. —  El  impuesto  sobre  los  animales  que  se  consumen  en  el 
municipio  de  una   provincia,  es  de  los  que  están  en  las  fa- 
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cultades  de  los  poderes  provinciales  (art.  104,  Gonst.  Nac). 
La  cuestión  sobre  cuál  de  los  poderes  públicos  de  la  pro- 
vincia debe  imponerlo,  está  regida  por  la  constitución  local 
y  no  pertenece  á  la  Suprema  Corte  resolverla.  La  ordenanza 
municipal  mandándose  continúe  percibiendo  dicho  impues- 
to hasta  tanto  la  legislatura  se  expida  sobre  el  particular,  y 
la  ley  posterior  aprobando  dicha  ordenanza,  no  son  con> 
trarias  á  la  Constitución  Nacional.  (El  art.  48  de  ésta  se  re- 
liere  á  las  causas  criminales,  y  en  tanto  condena  las  leyes 
de  efecto  retroactivo,  en  cuanto  se  agrave  por  ellas  la  pena  ó 
se  empeoren  la  condiciones  del  encausado).  —  T.  34,  p.  82. 

20.  —  El  decreto  de  44  de  febrero  de  4874,  del  Gobierno  de 
Buenos  Aires  y  la  ley  de  esa  provincia  de  6  de  septiem- 
bre del  mismo  año,  retirando  á  los  saladeros  establecidos 
en  Barracas,  la  autorización  para  continuar  en  ese  punto, 
por  exigirlo  así  la  salud  pública,  no  son  contrarios  á  la 
Constitución,  ni  atacan  el  derecho  de  propiedad.  (Según 
la  Constitución,  la  propiedad  y  el  ejercicio  de  una  industria 
licita  están  sujetos  á  las  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio, 
y  según  el  Cód.  Civ.  la  propiedad  está  sujeta  á  las  restriccio- 
nes y  limitaciones  exigidas  por  el  interés  público  ó  privsulo, 
correspondiendo  establecerlas  primeras  al  derecho  admi- 
nistrativo solamente.  Art.  26H,  Cód.  Civ.;  Ley  13,  tit.  32, 
part.  3»).  —  T.  34,  p.  273. 

21.  —  No  es  inconstitucional  el  nombramiento  de  Asesor  es- 
pecial hecho  por  el  Tribunal  Superior  de  una  provincia,  en 
la  persona  del  Ministro  de  Gobierno  de  la  misma.  (Los  he- 
chos que  fundan  el  recurso,  no  afectan  los  principios  sobre 
<|ue  se  basa  la  forma  republicana  de  gobierno,  ni  se  halla 
comprometida  por  ellos  ninguna  cláusula  de  laConst.  Nac). 
—  T.  33,  p.  449. 

22.  —  La  ley  del  Congreso,  de  34  de  octubre  de  4884,  autori- 
zando, desde  Ja  plaza  de  Mayo  hasta  la  calle  Entre  Rios,  la 
apertura  de  una  avenida  de  30  metros  de  ancho,  en  las  man- 
zanas comprendidas  entre  las  calles  Rivadavia  y  Victoria,  es 
inconstitucional  en  la  parte  que  autoriza  la  expropiación  de 
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las  fincas  y  terrenos  afectados  por  la  apertura  de  dicha  ave- 
nida, excediendo  el  ancho  destinado  á  la  misma.  (La  Consti- 
tución, sienta,  como  un  principio  absoluto,  la  inviolabilidad 
de  la  propiedad  privada.  No  es  sino  excepcionalmente,  y 
sin  entender  derogar  aquel  gran  principio  que  la  Constitución 
acuerda  al  Estado  el  derecho  de  ocupar  los  bienes  privados 
por  vía  de  expropiación  para  objetos  ó  propósitos  públicos 
ó  por  causa  de  utilidad  pública.  Siendo  esta  la  regla,  y  no 
pudiendo  el  Congreso  derogarla,  restringirla  ni  alterarla  en 
su  esencia,  con  arreglo  al  articulo  28  de  la  Constitución,  la 
atribución  deferida'á  aquel  por  el  articulo  17^  para  calificar 
la  utilidad  pública  y  definir  de  expropiación  por  razón  de 
ella,  no  puede  entenderse  ilimitada  ni  con  un  alcance  tal 
que  lo  autorice  á  disponer  arbitrariamente  de  la  propiedad 
de  una  persona  para  darla  á  otra,  ni  á  incorporarla  tampoco, 
aún  abonando  el  justo  valor  que  pueda  tener  ella,  al  domi- 
nio público,  fuera  de  los  casos  y  de  las  formas  estrictamente 
fijadas  por  la  letra  de  la  Constitución  ó  por  los  principios 
fundamentales  sobre  que  ella  reposa.  (Véase:  Expropiación, 
Digesto,  t.  1,  p.  391).  —  T.  33,  p.  162. 
23.  —  La  disposición  del  artículo  3  de  la  ley  nacional  de  incon- 
versión,  de  15  de  octubre  de  1885,  no  es  inconstitucional. 
(Ella  es  puramente  interpretativa  por  aplicarse  sóloá  obliga- 
ciones genéricamente  contraidas  á  moneda  nacional  y  no 
á  estipulaciones  en  relación  á  una  determinada  especie 
de  moneda.  Es  además  evidente  la  facultad  del  Congre- 
so para  proveer  á  la  creación  de  una  ó  más' especies  de 
moneda  para  el  pafs^  emitir  billetes  de  crédito  y  de  banco, 
imponerlos  á  la  circulación  por  leyes  apropiadas  á  tal  fin, 
darles  el  carácter  de  moneda  y  suspender  finalmente  los  pa- 
gos en  metálico,  en  virtud  ya  de  un  atributo  de  soberanía 
jamás  desconocido  y  de  constante  aplicación  por  los  Gobier- 
nos de  todos  los  países,  sin  distinción  de  forma,  ya  de  los 
poderes  explícitos  é  implícitos  que  le  acuerdan  las  cláusulas 
3,  5,  10  y  28^  artículo  67  de  la  Constitución,  en  la  cual  no  se 
encuentra  tampoco  disposición  alguna  que  le  prohiba  ó  im- 
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pida  dictar  leyes  de  carácter  retroactivo  en  materia  civil).  — 
T.  36,p.  177.* 

24.  —  La  resolución  excluyendo  á  la  mujer  del  ejercicio  de 
la  procuración  judicial,  no  es  contraria  á  la  Constitución 
Nacional,  y  no  es  susceptible  de  revisión  por  la  Suprema 
Corte.  (La  libertad  de  industria  que  consagra  el  art.  44, 
Const.  Nac,  no  es  absoluta,  debiendo  entenderse  siempre 
con  arreglo  á  las  leyes  que  reglamenten  sti  ejercicio.  Tam- 
poco es  contraria  dicha  resolución  á  la  legislación  del  con- 
greso, porque  la  disposición  del  art.  1870,  inc.  6°,  Cód.  Civ., 
declara  expresamente  á  salvo,  en  relación  á  las  procuracio- 
nes judiciales,  las  disposiciones  de  las  leyes  de  procedi- 
mientos). —  T.  42,  p.  274. 

25.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  de  28  de  noviembre 
de  1891,  no  es  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  en 
cuanto  se  refiere  á  los  cereales  producidos  en  el  territorio  de 
dicha  provincia.  (Esa ley  grava  con  un  impuesto  toda  transac- 
ción sobre  lino  y  trigo  que  se  efectúe  en  la  provincia :  art.  9, 
10  y  H,  Constitución  nacional.  Refiriéndose  al  art.  10, 
dice  el  fallo  :Esa  inmunidad  que  la  Constitución  garantiza  á  la 
circulación  de  esa  clase  de  artículos  de  comercio,  prohibe 
á  la  nación  establecer  todo  gravamen  sobre  ellos,  cualquiera 
que  sea  el  punto  de  la  república  á  que  se  dirijan,  quedando  a 
fortiori  prohibido  á  las  provincias  todo  impuesto  sobre  ellos 
aún  cuando  circulen,  transportándolos  de  un  punto  á  otro 
dentro  de  su  propio  territorio,  y  en  tanto  no  estén  de- 
finitivamente incorporados  á  éste.  Pero  esta  libertad  de 
circulación  territorial,  no  es  en  manera  alguna,  la  libertad 
de  circulación,  que  forma  la  base  del  comercio  y  que  tiene 
por  fines  las  transacciones,  actos  y  contratos,  con  el  objeto 
de  adquirir  y  transmitir  las  cosas  sujetas  al  comercio  de  los 
hombres.  Si  otro  fuese  el  alcance  del  artículo  10,  si  la  circu- 
lación á  que  se  refiere,  fuese  la  circulación  económica,  en- 
tonces no  habría  momento  en  que  mercadería  ó  producto 
alguno  incorporado  á  la  riqueza  del  país,  fuese  pasible  de 
impuesto.  El  art.  11  no  tiene  más  alcance  que  el  de  supri- 
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mira  los  efectos  comerciales  del  tránsito,  las  fronteras  y  ju- 
risdicciones interprovinciales^  conviniendo  á  todo  el  país  en 
una  unidad  territorial,  sobre  la  cual  pueden  transitar  libre- 
mente toda  clase  de  artículos,  sin  poder  ser  gravados  por 
impuestos,  al  pasar  por  las  diversas  provincias  que  atravie- 
san, hasta  llegar  á  su  destino.  Las  provincias  tienen  indis- 
putablemente, el  derecho  de  gravar  con  impuestos  todas  las 
cosas  que,  incorporadas  á  la  propiedad  común  de  sus  habi- 
tantes^ forman  parte  de  su  riqueza  general.  Del  hecho  de  ha- 
ber declarado  la  Constitución,  la  libre  circulación  de  los 
efectos  de  producción  ó  fabricación  nacional,  no  puede  de- 
ducirse que  tales  efectos  puedan  escapar  á  los  impuestos 
provinciales,  cuando  pertenecieron  desde  su  origen,  ó  se  in- 
corporaron después  á  la  riqueza  local,  formando  parte  de  la 
propiedad,  entregados  á  las  transacciones  del  comercio.  La 
ley  en  cuestión  no  atecta,  con  el  impuesto  que  crea,  actos 
de  importación,  de  exportación,  de  circulación  ó  de  tránsito 
de  cereales.  £1  impuesto  se  aplica  al  acto  directo  de  la  venta 
del  cereal,  gravando  las  transacciones  sobre  granos  produ- 
cidos en  el  territorio  de  Santa  Fe,  y  lo  grava  no  al  ser  expor- 
tado, sino  en  el  momento  mismo  en  que  la  transacción  se 
celebra  como  un  acto  de  comercio  interno,  sujeto  á  los  im- 
puestos que  las  provincias  están  facultadas  para  crear  den- 
tro de  su  capacidad  política).  — T.  51,  p.  349. 
26.  —  La  jurisdicción  y  procedimientos  administrativos  esta- 
blecidos por  las  Ordenanzas  de  Aduana,  no  pugnan  con  la 
Constitución,  sino  que  están,  al  contrario,  dentro  de  su  letra 
y  de  su  espíritu.  (Corresponde  al  Poder  Ejecutivo  la  recau- 
dación de  las  rentas  de  la  nación  :  art.  86,  inc.  13,  Const. 
Nac.  Las  ordenanzas,  dictadas  por  el  Congreso  en  ejercicio 
de  la  facultad  especial  que  le  confiere  el  inc.  i  o,  art.  67, 
Const.  Nac,  y  de  la  general  del  inc.  28,  del  mismo  artículo 
tienen  por  objeto  fundamental  dar  para  la  percepción  del 
impuesto,  á  los  que  han  de  ajustarse  los  procedimientos  de 
la  administración,  reglas  que  no  excluyen,  en  su  caso,  la 
intervención  del  poder  judicial).  —  T.  52,  p.  325. 
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27.  — La  ley  de  15  de  octubre  de  1885,  sobre  inconversión, 
es  constitucional.  (La  facultad  del  Congreso  para  dictar  la 
mencionada  ley,  se  desprende  tantos  de  los  atributos  ge- 
nerales de  soberanía  y  su  constante  aplicaci(fn  en  las  nacio- 
nes civilizadas,  como  muy  especialmente  de  las  facultades 
que,  esplicita  é  implícitamente,  le  acuerda  la  Constitución 

I  en  los  incisos  3o,  5^  10  y  28  de  su.  art.  67).  —  T.  52,  p.  413. 

28.  —  La  ley  de  3  de  septiembre  de  1878,  limitando  la  juris- 
dicción federal  por  razón  de  las  personas^  según  la  cuantía 
del  pleito,  no  es  inconstitucional,  pues  ha  sido  dictada  por 
el  Congreso  en  virtud  de  las  atribuciones  que  le  confiere  el 
artículo  67,  incisos  17  y  18,  y  art,  108,  Ponstitución  Nacio- 
nal. (Febrero  6  de  1900,  Lix-Klett  v.  Cohén).  —  T.  53,  p. 
111. 

29.  —  No  es  inconstitucional  lo  dispuesto  por  el  articulo  118 
de  la  ley  de  matrimonio  civil,  de  12  de  noviembre  de  1888 
(110  de  la  ley  de  12  de  noviembre  de  1889).  (Dicha  disposi- 
ción en  nada  puede  afectar  ni  vulnerar  el  dogma  católico,  ni 
los  principios  de  cualquier  otra  religión,  pues  en  la  misma 
ley  se  permite  expresamente  la  celebración  del  matrimonio 
religioso,  á  cuantos  quisieron  contraerlo  conforme  á  sus 
creencias.  Siendo  innegable  la  perfecta  constitucionalidad 
del  artículo  118,  no  puede  ponerse  en  duda  la  facultad  del 
legislador,  para  asegurar  su  cumplimiento,  de  establecer  la 
pena  impuesta  por  su  infracción  á  los  encargados  directa- 
mente de  obedecerla  y  ejecutarla.  (Véase :  Congreso,  Digesto, 
t.  1,  p.  177;  Iglesia,  Digesto,  t.  1,  p.  473).  —  T.  53,  p.  188. 

30.  —  No  es  contrariad  la  Constitución  Nacional,  la  resolu- 
ción de  los  tribunales  locales  de  la  Capital,  exigiendo  la 
previa  inscripción  en  la  matrícula  y  el  juramento  que  pres- 
cribe la  ley  13,  título  6,  partida  3^,  para  que  un  abogado 
sea  admitido  á  informar  in  voce,  (Dicha  ley  es  complemen- 
taria del  Cód.  de  Proc.  de  dichos  tribunales^  según  el  espí- 
ritu del  art.  62  y  texto  del  art.  814.  Si  bien  el  art.  14,  Const. 
Nac,  consagra  la  libertad  de  industria,  su  ejercicio  queda 
sometido  por  ese  mismo  artículo  á  lasleyes  que  lo  reglamen- 
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ten,  no  siendo,  por  lanto,  absoluta  esa  disposición,  ni  puede 
deducirse  de  ella  el  reconocimiento  en  Jos  abogados  del  dere- 
cho de  ejercer  su  profesión  sin  someterse  alas  prescripciones 
establecidas  en  los  procedimientos  de  los  tribunales  de  las 
provincias,  ante  los  cuales  usen  de  su  derecho).  —  T.  65, 
p.  58. 
31.  —  La  destrucción  de  billetes  de  loterías  extrañas,  ordenada 
por  sentencias  válidas  de  los  tribunales  locales,  interpre- 
tando yaplicando  la  ley  de  la  materia,  no  es  violación  de  nin- 
guna garantía  constitucional.  —  T.  67,  p.  185.  (Véase:  Confis- 
catión;  Industria.) 

32. —  Los  artículos  í  87  y  186  del  Código  de  Comercio  no  son 
inconstitucionales.  —  T.  68,  p.  238.  (Véase  :  Transporte,) 

33.  —  La  ordenanza  de  la  municipalidad  de  Guaieguaychú,  de 
30  de  noviembre  de  1894,  que  grava  con  impuesto  los  cue- 
ros salados  de  animales  beneficiados  en  el  establecimiento 
saladeril  situado  en  el  municipio,  ó  que  se  introduzcan  de 
otros  departamentos  donde  no  hubiesen  satisfechos  los  dere- 
chos que  aquella  establece,  no  es  inconstitucional;  porque 
no  se  afecta  el  tránsito  de  una  mercadería  que  pasara  de  y 
con  destino  á  jurisdicción  extraña^  sino  á  un  artículo  ori- 
ginario de  la  localidad  y  haciendo  parte  de  su  propia  ri- 
queza, con  la  que  estaba  precedentemente  confundido;  en 
cuyo  caso  dicha  ordenanza  no  es  contraria  al  artículo  11, 
Constitución  Nacional,  desde  que  éste  sólo  prohibe  esta- 
blecer derechos  de  tránsito ;  y  porque  el  mencionado  im- 
puesto no  grava  la  exportación  de  los  cueros,  á  cuya  salida 
no  se  refiere  ni  contiene  disposición  especial  respecto  á 
ella.  (Véase  t.  20,  p.  304  y  doctrina  del  t.  51,  p.  349).  —  T. 
76,  p.  144. 

34.  —  El  artículo  2,  inciso  2*»,  Ley  3318,  no  es  contrario  á  la 
Constitución  Nacional,  porque  el  Congreso  tiene  facultad 
para  fijar  la  fuerza  de  línea  en  tiempo  de  paz  y  de  guerra 
(art.  67,  inc.  25,  Const.  Nac).  —  T.  81,  p.  281  ;  t.  82,  p.  242. 

35.  —  No  es  violatoria  de  la  Constitución  Nacional  la  ley  de  la 
provincia  de  Entre  Rios  que  grava  con  impuestos  las  hacien- 
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das  en  pie  que  se  introduzcan  en  la  tablada  con  destino  á 
ser  faenadas  en  los  saladeros  ó  graserias,  y  á  mataderos  de 
la  provincia;  porque  según  dicha  ley  el  impuesto  no  grava 
el  tránsito  de  ganados  por  territorio  de  la  misma,  y  recae  no 
sobre  su  importación  sino  sobre  la  faena  ó  elaboración  en 
establecimientos  saladeriles,  de  tal  suerte,  que  sin  ella  el  im- 
puesto no  existe ;  y  así,  gravando  la  provincia  sus  propias 
industrias,  cuando  ya  los  ganados  se  incorporan  a  su  rique- 
za y  no  con  motivo  y  en  el  momento  de  su  importación,  el 
impuesto  recae  sobre  la  transformación  de  la  materia  prima 
importada,  en  otros  artículos  de  comercio,  que  son  de  pro- 
ducción de  Entre  Rios  y  node  la  importación  del  extranjero 
ó  de  otra  provincia  (art.  9, 10,  11  y  408,  Const.  Nac;  diciem- 
bre 28  de  1899, 0'Connor  y  otros  v.  Provincia  de  Entre  Ríos). 

36.  —  Si  se  reconoce  que  la  ley  provincial  sobre  expropiación 
es  constitucional  en  cuanto  á  la  utilidad  pública  de  la  obra, 
y  en  cuanto  declara  necesaria  la  expropiación,  para  la  cons- 
trucción de  la  obra,  es  inadmisible  la  tacha  de  inconstitucio- 
nalidad  que  se  opone  á  dicha  ley  en  mérito  á  la  extensión 
del  terreno  sometido  á  la  expropiación,  que  el  reclamante 
pretende  ser  excesiva.  (Junio  49  de  1900,  Casado  v.  Bombad- 
Casado  V.  Leguizamón.) 

37.  —  La  ley  de  la  provincia  de  Corrientes  que  establece  un 
impuesto  por  la  traslación  de  ganados  para  el  extranjero  ó 
para  el  territorio  de  otra  provincia,  es  inconstitucional  (art.  9, 
40  y  408,  Const.  Nac;  julio  6  de  4901.  O'Connor  y  otros  v. 
Provincia  de  Corrientes  ;  agosto  3  de  4904,  López  v.  Provin- 
cia de  Corrientes). 

38.  —  La  ley  número  405,  de  la  provincia  de  Mendoza,  que 
declara  por  causa  de  utilidad  pública  y  con  cargo  de  previa 
indemnización,  la  expropiación  del  terreno  necesario  para 
rectificar  la  traza  de  un  camino  público,  no  es  repugnante  á 
la  Constitución  Nacional,  ni  derogatoria  de  disposición  al- 
guna del  Código  Civil,  y  la  Suprema  Corte  no  puede  juzgar 
de  la  discreción  con  que  hubieren  obrado  los  poderes  de  di- 
cha provincia  en  uso  de  sus  atribuciones.  (El  caso  de  la  Ave- 
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nida  de  Mayo,  t.  33,  p.  162  [DigeslOj  t.  4.  p.  394  y  484], di- 
fiere del  presente,  pues  en  éste  el  terreno  de  la  expropia- 
ción está  integramente  destinado  á  la  obra  pública;  art. 
n  y  105,  Const.  Nac;  art.  4324,  inc.  ^,  Cód.  Civ.;  di- 
ciembres de  1901,  Gibbs  v.  Municipalidad  de  Lujan,  Men- 
doza). 

39.  —  No  es  contraria  á  los  artículos  16  y  28  de  la  Constitución 
Nacional^  la  ordenanza  municipal  que  establece  que  las  ca- 
sas de  comercio  y  todo  establecimiento  industrial  que  pague 
patente  fiscal  ó  municipal,  abonará  por  alumbrado  público, 
además  de  la  cuota  establecida  en  la  misma  ordenanza,  el 
uno  por  ciento  sobre  el  valor  de  la  patente  que  les  corres- 
ponde por  el  negocio  ó  industria.  (Abril  8  de  1902,  Hardoy  y 
otros  y.  Municipalidad  de  Mendoza.) 

40.  —  No  es  contraria  á  la  Constitución  Nacional,  la  ley  núme- 
ro 2873,  de  24  de  noviembre  de  1891,  sobre  ferrocarriles  na- 
cionales, en  cuanto  somete  á  la  jurisdicción  de  este  orden 
la  inspección  gubernativa  de  aquellos  (art.  67,  inc.  12,  Const. 
Nac;  art.  1,  8,  18  y  69.  ley  citada;  abril  29  de  1902.  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  v.  Ferrocarriles  Sud,  Oeste  y  Central 
Argentino.  Se  pretendía  que  dicha  ley  es  inconstitucional 
en  cuanto  quita  toda  jurisdicción  sobre  las  lineas  férreas 
que  recorren  el  territorio  de  la  provincia,  para  entregarlas 
á  la  vigilancia; gobierno  del  poder  central). 

INDEMNIZACIÓN. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios ;  Expropiación 
La  enajenación  hecha  por  la  provincia  de  Córdoba,  de  terrenos 
de  propiedad  privada,  desocupados,  en  virtud  de  la  ley  de  6 
de  octubre  de  4862,  con  posterioridad  á  la  vigencia  del  Cód. 
Civ.,  obliga  á  ella  á  pagar  el  terreno  enajenado  sobre  la 
base  del  precio  de  las  fracciones  vendidas,  y  del  valor  de  las 
dadas  en  pago,  según  el  que  tenían  en  la  fecha  de  la  dación, 
con  más  los  intereses  legales  desde  la  fecha  de  la  reclama- 
ción. (Diciembre  29  de  1901,  Deheza  v.  Provincia  de  Cór- 
doba.) 
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INDULTO. 
El  indulto  de  la  pena  concedida  por  el  presidente  de  la  Repú- 
blica, al  condenado  en  juicio  criminal,  no  exime  á  éste  del 
pago  de   las  costas  procesales  declaradas  de  su   cargo  en 
dicho  juicio.  —  T.  71,  p.  40. 

INDUSTRIA  (a). 

Los  derechos  que  el  artículo  i  4,  Constitución  Nacional,  asegura 
á  los  habitantes  de  la  República,  en  lo  que  al  ejercicio  de  in- 
dustria se  refiere,  sólo  comprenden  el  de  trabajar  y  ejercer 
las  industrias  lícitas,  en  cuyo  número  no  entra  la  introduc- 
ción y  el  expendio  de  billetes  de  lotería  no  autorizados  por 
la  Ley  3343,  y  que  según  ésta  se  declaran  actos  Reprobados 
y  punibles.  —  T.  67,  p.  185. 

INFANTICIDIO. 
El  delito  de  infanticidio^  con  la  circunstancia  atenuante  de  la 
edad,  debe  ser  castigado  con  la  pena  de  tres  años  de  peni- 
tenciaría (art.  52,  83,  inc.  2o,  y  100,  Cód.  Pen.;  julio  10  de 
1900,  causa  v.  Montero). 

INFORMACIÓN. 

Véase  :  Apelación 

INFORMACIÓN  SUMARIA. 
1 .  —  La  sumaria  información,  presentada  como  título  de  pro- 
piedad, que  acredita  una  posesión  pro  domino^  de  sesenta 
años,  justifica  la  adquisición  de  la  propiedad  por  la  pres- 
cripción de  larguísimo  tiempo,  sin  que  menoscabe  su  mérito 
la  circunstancia  de  haber  sido  aprobada  en  cuanto  hubiere 
lugar  y  sin  perjuicio  de  tercero,  fórmula  consagrada  por  la 
práctica  para  dejar  á  salvo  el  mejor  derecho  que  pudiera 
tener  un  tercero,  salvedad  que  va  siempre  sobreentendida, 
va  se  trate  de  una  declaración  de  derechos,  ó  va  de  transmi- 
sión  de  una  propiedad  realizada  por  escritura  pública,  desde 
que  nadie  puede  ser  privado  de  lo  que  considera    suyo,  sin 

(a)  So.bre  esta  materia  pueden  ?erse,  además,  los  fallos  del  t.  3,  p.  468;  t.  7, 
p.  150  ;  1. 11,  p.  5  (DigesíOy  1. 1.  p.  491 ;  t.  2,  p.  130),  el  primero  y  el  último  re- 
lativos ai  radio  de  mercados,  y  el  segundo  acorridas  de  toros. 


—  269  —  INF-INH 

ser  vencido  en  juicioó  sin  su  consentimiento.  (Véase:  Titulo 
supletorio).  —  T.  68,  p.  138. 
2.  —  La  sumaria  información,  que  acredita  la  posesión  pro  do- 
mino de  más  cuarenta  años,  producida  con  el  control  nece- 
sario del  ministerio  fiscal  y  aprobada  judicialmente,  merece 
fe,  con  mayor  razón  cuando  no  se  ha  producido  prueba  algu- 
na que  desautorice  el  valor  jurídico  de  dicha  información. — 
T.  68,p.160. 

INFORME. 

Véase :  Apelación  de  hecho 

INFORMJS  m  VOCE. 

Véase  ;  Apelación  en  relación;  Recurso 
La  presencia  del  procesado  en  el  informe  in  wce  de  su  defen- 
sor, no  es  necesaria,  y  el  haberla  pedido  no  es  motivo  para 
suspender  la  audiencia,  máxime  cuando  aquél  se  ha  formu- 
lado tardíamente.  —  T.  72,  p.  429. 

INHABILIDAD  DE  TÍTULO  (a). 

Véase :  Juicio  ejecutivo 
1. — Es  inadmisible  la  excepción  de  inhabilidad  de  título, 
fundada  en  que  las   provincias  no  pueden  ser  demandadas 
ante  la  Corte.  —  T.  63,  p.  178. 

2.  —  Contra  la  ejecución  de  un  pagaré  á  la  orden,  no  es  admi- 
sible la  excepción  de  inhabilidad  de  título  (art.  676^  740  y 
741.  Cód.  Com.).  —  T.  66,  p.  447. 

3.  — La  convención  por  la  cual,  mediante  ciertas  condiciones, 
el  abogado  asume  la  dirección  judicial  de  una  causa  deter- 
minada, sin  cargo  de  honorarios,  autoriza  la  excepción  de 
inhabilidad  de  título  contra  la  cobranza  de  los  honorarios 
regulados  en  dicha  causa.  —  T.  68,  p.  201. 

4.  —  Es  improcedente  contra  la  ejecución  por  cobro  de  hono- 
rarios, basada  en  auto  que  los  fija  con  audiencia  de  la  parte. 
(Diciembre  21  de  1901,  Magán  v.  Quiroga.) 

5.  —  No  procede  la  excepción  de  inhabilidad  de  título  contra 

(a)  Véase  :  Digesto,  t,  1,  p.  492  á  495. 
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la  ejecución  de  documentos  equiparados  á  las  letras  de  cam- 
bio (art.  676  y  740,  Cód.  Com. ;  diciembre  21  de  1900,  Kenny 
V.  Provincia  de  Santa  Fe). 

INHIBICIÓN. 

1.  —  La  ley  número  3375,  que  autoriza  la  inhibición  general 
como  medida  preventiva,  es  aplicable  á  las  causas  pendien- 
tes, en  cuanto  lo  permita  su  estado.  —  T.  72,  p.  427  (a). 

2.  —  La  sentencia  que  trae  la  obligación  de  rendir  cuentas  de 
la  administración  de  un  campo,  autoriza  á  pedir  contra  el 
obligado  y  sus  garantes  la  inhibición  general  de  bienes  (art. 
448  y  461,  Cód.  Proc).   —  T.  73,  p.  121. 

3.  — El  que  no  es  parte  en  el  juicio  en  que  se  ejecutan  los  in- 
muebles inhibidos  á  su  instancia,  y  en  el  cual  se  pide  por 
exhorto  el  levantamiento  de  las  inhibiciones  al  efecto  de 
escriturarlos,  no  puede  promover  cuestión  de  competencia 
contra  el  juez  exhortante ;  y  si  la  inhibición  es  posterior  al 
título  de  la  ejecución  de  los  inmuebles,  no  puede  oponerse 
al  cumplimiento  del  exhorto.  —  T.  74,  p.  235. 

4.  —  Carece  de  objeto  la  compulsa  de  libros  del  acreedor  para 
decretar  la  inhibición  pedida^  cuando  ésta  se  funda  en  ha- 
berse dado  por  reconocida  la  firma  del  deudor.  (Mayo  21  de 
1901,  Banco  déla  iVación  v.  Cabral.) 

INHIBITORIA. 

Véase  :  Contienda  de  compettncia 

INMUEBLES. 

Véase  :  Accesorios  de  inmueble;  Dominio  j  Hipoteca 

Posesión;  Vertientes 
La  cosa  inmueble  por  su  naturaleza,  se  compone  de  los  diver- 
sos elementos  que  la  constituyen  y  en  los  que,  como  el 
suelo  mismo,  entran  las  partes  fluidas  que  forman  su  su- 
perficie y  profundidad  (art.  2314,  Cód.  Civ.)  —  T.  63,  p. 
290. 

(a)  En  sentido  análogo,  t.  65,  p.  65. 
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INMUNIDADES  PARLA  MENTARÍAS  (a). 

Sumario  : 


Arresto  de  los  miembros  de  las  Cáma- 
ras, 10,  U  á  14. 
Arresto  ordenado  por  las  Cámaras,  6  y  7. 
Delitos  por  la  prensa ,  3,  3  y  9. 
Derecho  coman,  5  y  15. 


Diputado  electOf  8. 

Naturaleza  de  los  privilegios  parlamen- 
tarios, 1  y  11. 

Sumario  contra  los  miembros  del  Con- 
greso»  4. 


1.  —  La  inmunidad  de  los  congresales  por  las  opiniones  que 
emiten  en  el  desempeño ^de  sus  funciones,  debe  interpre- 
tarse en  el  sentido  más  amplio.  —  T.  4,  p.  "^91. 

%.  —  Son  delitos  contra  la  inmunidad  de  los  congresales,  los 
libelos  impresos  contra  ellos,  por  las  opiniones  emitidas  en 
el  Congreso,  y  su  conocimiento  corresponde  á  la  justicia  fe- 
deral. —  T.  1,p.  297. 

3.  —  En  el  caso  del  artículo  30  de  la  ley  penal  nacional,  se 
comprende  tanto  el  libelo  manuscrito  como  el  impreso,  pues 
las  calumnias  é  insultos  ó  amenazas  contra  un  diputado  ó 
senador  por  sus  opiniones  en  el  recinto,  no  son  meros  abu- 
sos de  la  libertad  de  la  prensa,  sino  atentados  contra  la  in- 
munidad de  los  congresales.  —  T.  i,  p.  340. 

4.  — Los  jueces  de  sección  pueden,  según  el  artículo  62  de  la 
Constitución  nacional,  levantar  un  sumario  para  averiguarla 
verdad  de  un  hecho  criminal  de  jurisdicción  nacional  que  se 
impute  á  un  miembro  del  Congreso.  —  T.  14,  p.  223. 

5.  —  Fuera  de  los  privilegios  acordados  por  los  artículos  60  y 
61  de  la  Constitución  nacional,  los  miembros  del  congreso 
tienen  los  mismos  derechos  y  obligacionesque  cualquier  otro 
ciudadano;  están  sometidos  á  las  leyes  del  país  y  á  la  juris- 
dicción de  los  tribunales.  —  T.  H,  p.223. 

6.  — La  Cámara  de  Diputados  puede  ordenar  la  prisión  de  un 
ciudadano  por  desacato  contra  la  misma  cámara  ;  y  contra  esa 
orden  no  procede  el  recurso  de  hateas  corpus.  (La  Constitución 
ha  establecido  la  división  é  independencia  de  los  poderes : 

(a)  Bajo  este  rubro  se  colocan,  por  orden  cronológico,  las  resoluciones  de  la 
Suprema  Corte  en  que  se  ha  tratado  esta  materia,  las  cuales  se  hallan  bajo  dis- 
tintas Yoces  en  los  tomos  1  y  2  del  Digesto. 
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al  judicial  únicamente  le  ha  conferido  la  facultad  de  juzgar  é 
imponer  penas  ;  y  sólo  por  excepción  ha  autorizado  á  cada 
cámara  del  congreso  para  corregir  á  sus  miembros.  Esto  es 
así  por  nuestra  Constitución,  exactamente  lo  mismo  que  por 
la  americana ;  y  nadie  puede  negarlo.  Pero  no  se  trata  de  la 
jurisdicción  criminal  propiamente  dicha,  ni  del  poder  ordi- 
nario de  imponer  penas.  Se  trata  simplemente  de  la  repre- 
sión correccional  de  ofensas  cometidas  contra  las  mismas 
cámaras,  y  capaces  de  dañaréimposibilitar  el  libre  y  seguro 
ejercicio  de  sus  funciones.  La  misma  independencia  de  los 
poderes  exige,  tal  vez,  que  no  se  obligue  á  una  cámara,  cuya 
autoridad  ha  sido  objeto  de  un  desacato,  á  esperar  repara- 
ción de  otro  poder.  La  ley  penal  habilita  sin  duda  á  los  tri- 
bunales para  conocer  en  los  casos  definidos  y  penados,  que 
de  otro  modo  escaparían  á  su  jurisdicción.  Pero  de  esto  no 
se  sigue  que  la  jurisdicción  de  los  tribunales  excluya  lo  que 
corresponde  á  cada  cámara.  Podría  dudarse  si  se  tratase  de 
alguno  de  los  desacatos  enumerados  en  la  ley.  Pero  no  es  así 
en  este  caso  y  no  es  eso  lo  que  la  Corte  está  llamada  á  con- 
siderar y  resolver.  La  ley  no  comprende  los  desacatos  que 
consisten  en  la  violación  de  las  disposiciones  de  una  cámara 
respecto  de  sus  sesiones  secretas ;  y  ellos  no  caen,  por 
consiguiente,  bajo  la  jurisdicción  de  los  tribunales).  —  T. 
49,  p.231. 

7.  — El  Senado  nacional  no  es  autoridad  competente  para  juz- 
gar el  delito  de  desacato  previsto  y  penado  por  la  ley  nacio- 
nal penal  de  4863,  y  ordenar  la  prisión  de  la  persona  á  la 
que  se  atribuye.  (Al  calificar  la  ley  el  hecho  como  desacato 
y  designar  la  pena  con  que  debe  ser  castigado,  entendió  sin 
duda  alguna  someterlo  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  or- 
dinarios, como  todos  los  demás  delitos  que  comprende.  Sien- 
do así,  es  evidente  que  una  sola  de  las  cámaras,  no  puede 
reasumir  por  acto  exclusivamente  suyo,  una  facultad  que 
quedó  conferida  al  poder  judicial,  en  virtud  de  una  sanción 
legislativa.)  —  T.  28,  p.  406. 

8.  — No  puede  considerarse  como  diputado  electo  al  Congreso 
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Nacional,  sino  al  que  presenta  los  certificados  que  antes  del 
escrutinio  general  expiden  las  mesas  receptoras  de  votos^  ó 
el  diploma  que  otorga  la  junta  electoral  (Ley  de  «^lecciones 
de  46  de  octubre  de  4877).  La  justicia  federal  es  incompe- 
tente para  conocer  en  el  recurso  de  hateas  corpui  deducido 
por  quien  no  justifica  en  forma  legal,  el  carácter  atribuido  al 
diputado  electo.— T.  30,  p.  400. 
9.  —  La  justicia  fedei*al  es  incompetente  para  conocer  y  resolver 
en  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  prensa.  (Se  trata- 
ba de  ataques  dirigido^s  al  diputado  nacional  don  Manuel  Go- 
rostiaga,  que  se  opuso  á  la  sanción  de  una  partida  del  pre- 
supuesto, relativa  al  sueldo  del  Rector  del  Colegio  de  San- 
tiago, don  Vicente  Garcfa  Aguilera,  cuya  conducta  atacó  en 
la  Cámara.  Se  funda  esa  resolución  en  el  art.  32  de  la  Const. 
Nac;  en  que  contra  la  limitación  impuesta  por  dicho  artícu- 
lo á  la  jurisdicción  federal,  no  pueden  alegarse  los  privile- 
gios de  que  gozan  los  miembros  del  Congreso,  pues  ella  en 
nada  afecta  á  los  que  se  les  acuerda  por  el  art.  60  de  la  mis- 
ma; en  que  aquellos  no  gozan  del  fuero  federal,  como  no 
^ozan  los  ministros  del  Gobierno  Nacional,  los  jueces  y  de- 
más autoridades  nacionales  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
en  los  delitos  cometidos  contra  ellos  por  medio  de  la  prensa). 
-  T.  33,  p.  2«8. 

^  0«  —  La  prisión  de  un  senador  nacional,  no  puede  ser  mante- 
nida después  de  abierto  el  Congreso,  si  resulta  no  haberse 
dado  cuenta  del  procedimiento  á  la  cámara  respectiva,  con 
la  información  sumaria  del  hecho  (art.  61,  Const.  Nac).  — 
T.41,p.  405. 

^  ^  «  —  La  Constitución  no  ha  buscado  garantir  á  los  miembros 
del  Congreso  con  una  inmunidad  que  tenga  objetos  perso- 
nales, ni  por  razones  del  individuo  mismo  á  quien  hace  in- 
mune. Son  altos  fines  políticos  \o^  que  se  ha  propuesto,  y 
si  ha  considerado  esencial  esa  inmunidad,  es  precisamente 
para  asegurar  no  sólo  la  independencia  de  los  poderes  pú- 
ft)licos  entre  sí,  sino  la  existencia  misma  de  las  autoridades 
«readas  por  la  Constitución.  —  T.  54,  p.  432. 

T.  II[  18 
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12. —  Por  )a  Constitución  argentina,  el  arresto  de  los  miem- 
bros del  congreso,  sólo  puede  tener  lugar  cuando  el  senador 
ó  diputado  es  sorprendido  in  fraganti,  es  decir,  en  el  acto 
mismo  de  la  comisión  del  delito. —  T.  54,  p.  432. 

13.  —  Entre  las  facultades  del  Poder  Ejecutivo  durante  el  es- 
tado de  sitio,  no  entra  la  de  arrestar  á  los  miembros  del  Con- 
greso (art.  61  y  62,  Const.  Nac.  Ejercida  discrecionalmente 
y  sin  control  la  facultad  que  el  art.  23  de  la  Conslltució» 
acuerda  al  Presidente,  ella  puede  venir  á  modificar  substan- 
cialmente  las  condicionen  de  las  cámarasdel  congreso :  ejer- 
ciéndose la  facultad  sobre  sus  miembros  y  alterándose  et 
resultado  de  las  decisiones  parlamentarias,  por  la  calculad» 
modificación  de  las  mayorías,  ó  impidiendo  en  absoluto  el 
funcionamiento  del  Poder  Legislativo,  arrestándose  ó  tras- 
ladándose por  la  sola  voluntad  del  Presidente,  los  senadores 
ó  diputados  en  el  número  necesario  para  producir  esos  re- 
sultados... En  tanto  no  se  trate  del  arresto  autorizado,  por 
excepción,  por  el  art.  61,  los  miembros  del  congreso  nacio- 
nal no  pueden  ser  arrestados.  Las  facultades  del  estado  de 
sitio  no  alcanzan  hasta  ellos,  sobre  quienes  sólo  tiene  juris- 
dicción en  esos  casos  la  propia  cámara  á  que  pertenecen. 
(Véase:  Estado  de  sitio.  T.  1 ,  p.  363).  —  T,  54,  p.  432. 

14. — No  verificándose  el  caso  de  excepción  contenido  en  el 
art.  61  de  la  Constitución  Nacional,  no  puede  arrestarse  á  u» 
senador  nacional.  —  T.  59,  p.  434. 

15.  —  Los  miembros  del  Congreso  no  se  hallan  bajo  el  amparo 
de  las  autoridades  federales  en  lo  que  al  derecho  coman  se 
refiere;  la  Constitución  nohacede  la  persona  de  los  diputados 
y  senadores  una  especialidad  de  personas  de  derecho  públi- 
co, sustrayéndola  de  la  jurisdicción  local  cuando,  por  razón 
de  ellas  ó  de  sus  bienes,  hubieran  de  estar  en  juicio  como 
demandantes  ó  demandados  ó  cuando  se  tratase  de  hechos 
comunes  que  les  afectan  como  víctimas ;  y,  por  consiguiente^ 
los  delitos  comunes  no  caen  bajo  la  jurisdicción  federal,  por 
afectar  las  persona  ó  bienes  de  miembros  del  Congreso.  — 
T.  75,  p.  335. 
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INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  (o). 
Los  testimonios  de  actos  judiciales  son   instrumentos  públicos 
(art.  979,  Inc.   ío,  Cód.  Civ.;  julio  28  de  4900,  el   Arzobispo 
V.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

INTENCIÓN  (CRIMINAL. 

Véase  :  Circulación  de  billetes  falsos  (b) 
Tratándose  de  hechos  calificados  de  delito  por  la  ley  penal, 
hay  mérito  para  presumir  la  voluntad  criminal  en  el  agente^ 
cuando  no  resulte  una  presunción  contraria  de  las  circuns- 
tancias pai*ticulares  de  la  causa,  y  ésta  registra  más  bien  una 
serie  de  hechos  comprobadt^s  (|u«  demuestran  la  perpetra- 
ción del  delito  (art.  6,  Cód.  Pen.).  —  T.  74,  p.  59  y  283. 

INTENDENCIA  DE  GUERRA. 
Las  demandas  contra  la  intendencia  de  guerra,  creada  por  la 
ley  3305,  deben  entenderse  deducidas  contra  la  nación  y  no 
proceden  sin  permiso  del  Congreso.  (Según  dicha  ley,  la 
intendencia  es  una  mera  dependencia  de  la  adm¡nistr¿tción 
y  no  tiene  existencia  propia  é  independíente.  Art.  36,  iuc.  1^ 
Const.  Nac).  —  T.  65,  p.  408. 

INTERDICCIÓN. 
No  existiendo  demanda,  no  procede  la  interdicción  de  salida 
de  un  buque,   hasta  tanto  su  capitán   nombre  apoderado  y 
otorgue  fianza  para  responder  á  los  perjuicios  que  se  origi- 
nasen. (Enero  3  de  1900,  Ekeland  v.  Spangher.) 
INTERDICTO  (c). 

Véase  :  Evicción  ;  Prescripción 

Sumario  : 


Alambrado,  45. 
Boena  fe,  1. 
Cerco,  12  y  42. 
Constructor,  12. 
Costas,  16  y  17. 


Desagües,  48. 
Desalojo,  21,  27  y  36. 
Despojo  (autor  del),  34. 
Despojo  (interdicto  de),  29  á  42. 
Despojo  (naturaleza  de  la  acción),  39. 


Derecho  de  poseer,  2,  10  y  36.    .     |  Incompetencia,  2,  10  y  36. 

(a)  Véase  :  Digesto ^  t.  1,  p.  5ü0. 
(6)  Números  31,  34,  46,  57  y  61. 
Ce)  Véase  :  Digesto,  t.  1.  p.  501  á  516. 
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Retener  rinterdícto  de),  18  á  98. 

Simple  tenedor,  4,  6  y  9. 

Sublocatario,  21. 

Testigos,  15. 

Tierros  públicas,  7  y  8. 

Vertientes.  89. 


Loéatario,  38  y  40. 

Medianería,  44. 

Hanicipalidad,  22,  24,  25,  42  y  45. 

Obra  nueva  (interdicto  de),  43  á  49. 

Nivelación,  31. 

Propiedad,  13  y  14. 

Recobrar  (interdicto  de),  29  á  42. 

4.  RegUs  generales. —  El  demandado  por  acción  posesoria, 
no  necesita  justificar  la  buena  fe  de  su  posesión  (art.  2473, 
Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  163. 

2.  —  Si  en  el  juicio  posesorio  por  interdicto,  se  oponen  excep- 
ciones, entre  las  cuales  se  halla  la  de  incompetencia   de 
la  justicia  federal,  puede  el  juez  respecto  de  ésta,  abrir  un 
término  probatorio  (art.  1,3,  53  y  83.  Ley  Proc).  —  T.  64, 
p.  202. 

3.  —  En  tratándose  de  acciones  posesorias,  no  es  pertinente 
juzgar  sobre  el  derecho  á  poseer,  salvo  el  caso  de  excepción 
establecido  por  el  art.  2474,  Código  Civil  (art.  2468  y  2472). 
—  T.  68,  p.  65. 

4.  —  La  acción  de  interdicto  promovido  por  el  guardador  del 
inmueble  en  este  carácter^  no  puede  prosperar  si  la  misma 
ha  sido  deducida  y  se  está  gestionando  por  la  persona  re- 
presentada por  el  actor.  —  T.  73,  p.  66. 

5.  —  No  siendo  dudoso  el  último  estado  de  la  posesión,  es  inú- 
til la  prueba  del  derecho  de  poseer  por  parte  del  demandante 
ó  demandado  (art.  2472,  Cód.  Civ.)  —  T.  75.  p,  67. 

6.  —  Xo  puede  deducir  acciones  posesorias  por  causa  de  actos 
derivados  del  derecho  de  disposición  que  corresponde  al 
propietario,  el  que  resulta  sersimple  tenedor  en  nombre  del 
propietario  (art.  2480,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  159. 

7.  —  Es  de  derecho  que  en  los  terrenos  fiscales  regidos  por  las 
leyes  locales  de  tierra  pública,  los  actos  del  gobierno  ejecu- 
tados en  virtud  délo  dispuesto  por  dichas  leyes,  no  pueden 
dar  lugar  á  interdictos  posesorios.  —  T.  78.  p.  159.  (Igual  al 
t.  30,  p.  266.) 

8.  —Tratándose  de  terrenos  fiscales  regidos  por  las  leyes  loca- 
les de  tierras  públicas,  los   actos  del   gobierno,  ejecutados 
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con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  dichas  leyes,   no   pueden  dar 
lugar  á  interdictos.  —  T.  79,  p.  43. 

9.  —  £1  ocupante  á  título  de  simple  tenedor,  no  es  poseedor 
y  no  tiene  derecho  á  entablar  acciones  posesorias  (art.  2352 
y  2480).  —  T.  79,  p.  13. 

10.  —  En  los  juicios  de  interdicto,  el  juez  puede  llevar  adelante 
los  procedimientos  no  obstante  la  excepción  de  incompeten- 
cia opuesta,  reservando  el  pronunciamiento  sobre  ella  para 
la  sentencia.  —  T.  80,  p.  54. 

41.  —  Resuelto  enjuicio  sumario,  que  no  proceded  interdicto 
por  resultar  infundada  la  denuncia  de  obra  nueva,  en  que  se 
basa  la  acción  deducida,  no  puede  involucrarse  en  dicho 
juicio  y  resolverse,  como  comprendida  en  la  intención  del 
actor,  una  otra  cuestión  que  requiere  otro  procedimiento  dis- 
tinto del  que  rige  los  juicios  de  interdicto,  como  seria  la  re- 
lativa á  la  distancia  á  que  debió  colocarse  el  cerco  construido. 
(Julio  7  de  1900,  Cafferatav.  Blosset  Hermanos.) 

42. — No  procede  acción  posesoria  contra  el  que  ha  recibido 
el  inmueble  en  virtud  de  contrato  para  hacer  reparaciones, 
y  lo  retiene  en  mérito  de  relaciones  procedentes  de  dicho 
contrato  (art.  505  y  2492,  Cód.  Civ. ;  mayo  8  de  1900/Del 
Campo  V.  Pingitore). 

43.  —  El  demandante  debe  basar  la  acción  posesoria  sobre  los 
derechos  que  tenga  como  poseedor,  y  no  mejora  su  condición 
que  la  propiedad  pertenezca  á  un  tercero.  (Noviembre  23  de 
4899,  Mulhall  v.  Huincipalidad  de  Patagones.) 

44.  —  La  cuestión  de  propiedad  es  ajena  al  juicio  sobre  accio- 
nes posesorias  y  no  debe  ser  resuelto  en  él.  (Noviembre  23 
de  4899,  Mulhall  v.  Municipalidad  de  Patagones.) 

45.  —  No  obsta  á  la  naturaleza  del  juicio  que  las  declaraciones 
de  los  testigos  residentes  fueradel  lugar  asiento  del  juzgado, 
ofrecidos  en  el  acto  de  la  audiencia,  sean  recibidas  por  jue- 
ces comisionados  al  efecto,  comisión  que  debe  darse  por  el 
juez  de  la  causa  previo  examen  del  interrogatorio  respectivo 
(^rt.  129,  332  y  333, Ley  Proc;  diciembre  29 de  1900,  Quiro- 
ga  V.  Amarilla). 
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46.  —  No  procede  la  condenación  en  costas  en  los  juicios 
de  interdicto,  en  que  el  vencido  tuvo  sentencia  favorable 
en  primera  instancia  y  en  que  no  se  trata  del  caso  del  art. 
2494,  Cód.  Civ.  —  T.  79,  p.  295. 

n.  —  Deducido  dos  interdictos,  la  admisión  de  uno  v  el  recha- 
zo  del  otro  no  autoriza  la  condenación  en  costas.  (N'oviembre 
23  de  1899^  Mulhall  v.  Municipalidad  de  Patagones.) 

48.  Interdicto  de  retener.  —  Probada  la  posesión  anual  y  ios 
actos  de  turbación,  procede  el  interdicto  de  amparo  (art. 
327,  Ley  Proc).  —  T.63,  p.  360. 

19.  —  Sin  la  prueba  de  la  posesión  por  parte  del  demandante, 
no  procede  el  interdicto  de  retener  (art  2373,  Cód.  Civ.).  — 
T.  71 ,  p.  89. 

20.  —  Probada  Ja  posesión  y  turbación,  procede  el  interdicto 
de  retener.  —  T,  73,  p.  339. 

21.  —  Cuando  el  propietario  ha  mantenido  sus  relaciones 
con  el  inquilino,  sin  reconocer  la  cesión  que  haya  hecho 
de  la  locación^  el  desalojo  ordenado  en  juicio  contra  éste, 
afecta  á  los  cesionarios,  y  no  puede  á  estos  dar  fundamento 
para  ejercer  acciones  posesorias  (art.  814,  1071   y  1599, 

•  inc.  2°,  Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  370, 

22.  —  Probada  la  posesión  anual,  sin  vicios,  del  terreno  y  del 
edificio,  próximo  á  terminarse,  construido  en  él,  la  Munici- 
palidad no  tiene  derecho  para  ordenar  la  demolición  de 
él  y  obstaculizar  su  conclusión,  por  razón  de  estar  fuera  de 
la  línea  de  la  calle  ;  y  las  intimaciones  relativas  son  actos 
perturbatorios  que  autorizan  al  poseedor  A  deducir  el  inter- 
dicto de  amparo,  prescindiendo  de  lo  que  pertenezca  al  de- 
recho de  poseer  (art.  2357,  2469,  2473,  2495,  2406  y  2497, 
Cód.  Civ. ;  art.  327.  Ley  Proc.).  —  T.  75,  p,  67^ 

23.  —  Acreditada  la  posesión  y  probados  los  actos  perturbato- 
[•ios,  procede  el  interdicto  de  retener.  —  T.  79,  p.  271 . 

24.  —  No  siendo  contestada  la  posesión  del  actor  sobre  los  te- 
rrenos á  que  se  refieren  sus  títulos,  y  existiendo  prueba  su- 
ficiente de  haber  la  parte  demandada  ejecutado  actos  per- 
tubatorios  de  la  misma,  procede  respecto  de  éste  el  interdic- 
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to  de  retener.  (Noviembre  23  de  1899,  Muihall  v.  Honicipa- 
lidad  de  Patagones.) 
25. —  Demostrada  la  posesión  del  demandante  y  los  actos 
perturbatorios  del  demandado,  procede  el  interdicto  d^  am- 
paro, sin  que  importe  que  éste  alegue  derechos  á  la  propie- 
dad (art.  2472  y  2487,  Cód.  Civ.;  marzo  24  de  1900,  Guerrico 
V.  Municipalidad  de  Santa  Fe). 

26.  —  La  demanda  de  desalojo  ante  la  justicia  de  paz,  no  es  un 
acto  de  turbación  en  la  posesión,  y  no  justificados  los  demás 
hechos  que  como  perturbatorios  se  exponen  en  la  demanda, 
debe  ser  rechazado  el  interdicto.  (Agosto  23  de  1900,  Otero 
V.  A^^uirre.) 

27.  —  No  justificando  el  demandante  su  posesión  sobre  el  in- 
mueble á  que  se  refiere  el  juicio,  no  puede  prosperar  la 
acción  de  retener  (art.  2495,  Cód.  Civ.;  art.  327,  Ley  Proc. 
junio  1«  de  1901,  Ojeda  v.  Lapetina). 

28.  —  Siendo  dudoso  el  último  estado  de  la  posesión  entre  el 
que  pretende  despojarlo  ó  turbarlo  en  ella,  se  juzga  que  la 
tiene  el  que  probase  una  posesión  más  antigua,  y  el  inter- 
dicto debe  resolverse  á  favor  del  que  la  acredita  y  resulta 
ser  de  más  larga  duración  (art  2401  y  2471,  Cód.  Civ.;  sep- 
tiembre 10  de  1091,  Buchanan  v.  Salas). 

29.  Interdicto  de  despojo  ó  de  recobrar.  —  El  propietario 
del  suelo,  lo  es  de  las  vertientes  de  agua  que  nacen  en  él,  y 
si  abrió  una  boca  toma  en  el  arroyo  formado  por  dichas  ver- 
tientes, para  utilizar  el  agua  en  provecho  de  su  terreno^  y 
poseyó  la  boca  toma  por  más  de  un  ano,  tiene  derecho  á  ejer- 
cer el  interdicto  de  despojo  contra  el  tercero  que  le  turbe  en 
esa  posesión  (art.  2314,  2351,  2384,  2403,  2411,  2458,  2468, 
2469,  2472,  2498,  2593  y  2637,  Cód.    Civ.  Véase:  Inmuebles; 

Posesión;  Vertientes.)  —  T.  63,  p.  290. 

30.  —  Para  que  proceda  el  interdicto  de  recobrar,  es  necesario 
que  á  más  de  la  posesión  tenida  al  menos  por  un  año,  y  de 
haber  sido  despojado  de  ella,  se  pruebe  que  la  acción  con- 
tra el  autor  del  despojo,  se  intenta  dentro  del  año  de  come^ 
tido  éste  (art.  2477  y  2493,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  163. 
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31.  —  El  permiso  dado  por  el  propietario  de  un  campo,  para 
que  los  vecinos  hagan  en  éi  estudios  de  nivelación,  con  el 
objeto  de  adquirir  una  servidumbre  de  acueducto,  no  importa 
concederles  la  posesión  del  campo,  y  su  retiro  ó  suspensión 
no  puede  dar  lugar  al  ejercicio  de  acciones  posesorias  (art. 
2352,  Cód.  Civ.).  — T.  67,  p.  417. 

32.  —  Debe  rechazarse  el  interdicto  de  recobrar  la  posesión, 
si  el  actor  no  prueba  haberla  tenido,  y  se  prueba,  por  el  con- 
trario, que  la  ha  tenido  el  demandado  (art.  2473,  2478  á 
2481,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  65. 

33.  —  Sin  la  prueba  de  la  posesión  por  parte  del  demandante, 
no  procede  el  interdicto  de  recobrar  (art.  2494,  Cód.   Civ., 

'  art.  328,  Ley  Proc).  —  T.  71,  p.  93. 

34.  —  El  interdicto  por  despojo  puede  ser  deducido  contra  la 
persona  que  lo  ejecutó,  sin  que  le  sirva  en  su  defensa  que 
obró  en  el  interés  de  la  municipalidad  y  en  el  carácter  de 
intendente  de  ella  (art.  3643  y  2494,  Cód.  Civ.);  y  compro- 
bados los  extremos  legales  debe  hacerse  lugar  á  él,  con  cos- 
tas al  despojante.  —  T.  73,  p.  44  (o). 

35.  —  Probada  la  posesión  del  demandante  y  la  ocupación  del 
demandado,  procede  el  interdicto  de  recuperar  (art.  2469^ 
2472,2490  y  2494,  Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  394. 

36.  —  No  hay  incompetencia  para  conocer  del  interdicto  que 
se  deduce  en  contra  de  la  posesión  dada  por  un  juez  de  paz, 
si  ésta  no  se  ha  dado  en  consecuencia  de  una  sentencia  judi- 
cial, sino  de  una  resolución  administrativa.  —  T.  79,  p.  295. 

37.  — La  posesión  del  inmueble  tomada  de  conformidad  á  lo 
convenido  con  el  propietario,  no  autoriza  el  interdicto  de 
recuperar  por  parte  del  tercer  adquirente  que  lo  compró  co- 
nociendo y  aceptando  la  convención  (art.  594,  1197  y  3266, 
Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  295. 

38.  —  El  término  del  arriendo  y  la  restitución  que,  en  su  con- 
secuencia, se  ha  hecho  de  la  cosa  arrendada  durante  el  in- 
terdicto de  recuperar  deducido  por  el  inquilino  contra  el 

(a)  En  sentido  análogo,  t.  45,  p.  130  (Digesto^  i.  1,  p.  510). 
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propietario^  hace  desaparecer  la  materia^  consistente  en  la 
restitución  de  la  cosa,  que  forma  el  objeto  principal  del  jui- 
cio, é  impone  que  se  sobresea  en  este  respecto  de  todas  sus 
peticiones,  tanto  principal  como  accesorias.  —  T.  81,  p.  5. 

39.  —  La  acción  de  despojo  es  menos  que  una  acción  poseso- 
ria, un  remedio  legal  tendente  á  evitar  toda  via  de  hecho  y 
toda  pretensión  de  hacerse  justicia  por  si  mismo  con  pres- 
cindencia  de  los  tribunales  y  de  los  medios  creados  por  la 
ley  para  el  efecto ;  y  para  surtir  el  fuero  federal,  en  este  caso, 
no  es  aplicable  el  art.  8,  Ley  Jurisd.  (Diciembre  4  de  1899, 
Watteau  v.  Ortiz  y  Herrera)  (a) , 

40.  —  El  locador  no  puede,  de  propia  autoridad,  privar  de 
la  ocupación  de  la  cosa  al  locatario  y  si  lo  hace  mediante 
acto  de  despojo,  puede  éste  entablar  dicha  acción  con  el 
objeto  de  que  se  restablezca  el  estado  de  las  cosas  anterior 
á  (os  hechos  que  la  fundan  (art.  328,  Ley  Proc. ;  octubre  6 
de  1900,  Watteau  v.  Ortiz  y  Herrera).  » 

41 .  —  No  procede  el  interdicto  de  despojo  sí  el  demandante 
se  halla  en  posesión  del  terreno,  antes  del  juicio,  durante 
él  y  después,  conservándola  sin  interrupción  y  sin  que  el 
demandado  conteste  el  derecho  de  aquél.  (Septiembre  19  de 
1901,  Carbonel  v.  Reyes). 

42.  —  Procede  el  interdicto  de  despojo  contra  una  munici- 
palidad que  ha  abierto  violentamente  la  cerca  que  tenía 
construida  de  años  atrás,  una  empresa  de  ferrocarril,  á  los 
costados  de  la  vía  férrea,  y  que  retiene  asi  el  inmueble  á  que 
se  refiere  la  acción  ;  sin  que  pueda  la  primera  invocar  las 
disposisiones  de  las  leyes  provinciales  sobre  caminos  y  cer- 
cas, porque  ellas  no  pueden  prevalecer  sobre  la  ley  del  Con- 
greso, reglamentaria  de  los  ferrocarriles  nacionales,  dicta- 
da en  ejercicio  de  facultades  constitucionales  (art.  31.  Const. 
Nac. ;  arL  53,  2428  y  2469,  Cód.  Civ.  ;  diciembre  14  de  1901, 


(a)  En  sentido  análogo,  pueden  verse,  entre  otros,  los  casos  del  t.  15,  p.  274 
(Digetío,  1.  1,  p.  294);  t.  35,  p.  284  (id.,  p.  295);  t.  41,  p.  384  (id.,  p.  296); 
t.  61,  p.  387  (id.,  p.  515  y  516). 
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Ferrocarril  Buenos  y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro). 

43.  Interdicto  de  obra  nueTft.  —  Resultando  de  la  exposi- 
ción del  actor  la  improcedencia  de  la  demanda  por  interdic- 
to de  obra  nueva,  no  debe  hacerse  lugar  á  la  suspensión  soli- 
citada. (Según  la  demanda,  el  actor  continuaba  en  la  pose- 
sión del  inmueble  v  no  había  aún  obra  conmenzada.  Art.  328, 
inc.  2\  337  y  sig.,  Ley  Proc.  ;  2490  y  2498,  Cód  Civ.).  — T. 
64,  p.  365." 

44.  —  No  debe  admitirse  el  interdicto  de  obra  nueva,  si  no  se 
ha  negado  por  el  demandante  que  había  convenido  con  el 
demandado  que  hiciera  los  trabajos  de  edificación,  mientras 
el  perito  nombrado  por  ambos  para  resolver  decidiese  sobre 
los  derechos  y  deberes  relacionados  con  la  medianería  de 
la  pared  de  propiedad  del  actor.  —  T.  71,  p.  327. 

45.  —  i\oes  posible  que  la  construcción  de  alambrado  auto- 
rice el  interdicto  de  obra  nueva^  si  con  él  se  ha  trazado,  fuera 
de  mojones  y  en  terreno  del  demandado,  una  paralela  al  cerco 
de  alambre  construido  por  el  demandante,  para  no  adquirir 
la  medianería  de  éste  (art.  2498,  2499  y  2489,  Cód.  Civ.).  — 
T.  73,  p.  H2. 

46.  —  No  existiendo  elementos  bastantes  para  acreditar  que  la 
posesión  del  actor  haya  sido  menoscabada  por  los  actos  en 
que  se  funda  el  interdicto  de  obra  nueva,  debe  éste  ser  recha- 
zado. (Noviembre  23  de  1899,  Mulhall  v.  Municipalidad  de 
Patagones.) 

47.  —  El  interdicto  de  obra  nueva  procede  siempre  que  se  ini- 
cie y  continúe  la  obra  en  terreno  ocupado  por  tercero  (art. 
2680,  2490  y  2498.  Cód.  Civil.;  art.  328-  Ley  Proc;  junio  16 
de  1900,   Tillard  V.   Rodríguez  del  Busto). 

48.  —  Si  el  propietario  del  terreno  superior  ejecuta  obras  des- 
tinadas á  reunir  las  aguas  de  su  campo  y  dirigirlas  en  esa 
forma  en  parte  sobre  el  terreno  inferior,  procede  la  acción 
prevista  por  el  artículo  2499,  Código  Civil,  á  los  efectos  pre- 
venidos en  el  artículo  2500  del  mismo  (art.  2653,  Cód.  Civ. ; 
mayo  7  de  1901,  Casal  v.  Carril). 

49.  —  No  procede  el  interdicto  de  obra  nueva,  si  el  deman- 
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dante  no  ha  acreditado  su  posesión  y  resulta,  por  el  contra- 
rio, que  el  demandado  la  ha  tenido  desde  años  atrás.  En 
dicho  juicio  no  es  pertinente  la  controversia  sobre  el  dere- 
cho de  poseer  de  las  partes  (art.  2468,  2469,  Ulh  y  2498, 
Cód.  Civ. ;  noviembre  28  de  1901,  Municipalidad  de  Morón 
V.  Ferrocarril  Oeste), 

INTERESES  (a). 

Vóase  :  Daños  y  perjuicios;  Expropiación;  Mora 

Sumario  : 


Banco  Nacional,  2. 
Capitalización,  8,  9  y  12. 
Consignación,  4,  13  y  14. 
Deuda  á  oro,  6. 
Embargo,  13. 


Impuesto  interno,  14. 
Letra  de  cambio,  10. 
Liquidación,  1,  3,  6,  U  y  18  (fe). 
Mandatario,  17. 
Segunda  instancia,  15. 


\ .  —  Los  intereses  de  la  suma  mandada  pagar  por  el  laudo,  que 
no  han  sido  mencionados  por  éste,  ni  están  comprendidos  en 
las  excepciones  de  la  regla  del  artículo  509,  Cód.  Civ.,  deben 
liquidarse  desde  el  día  en  que  se  ha  pedido  el  pago  de  la  su- 
ma mencionada.  —  T.  66,  p.  1 41 . 

2.  —  La  liquidación  de  intereses  que  el  Banco  Nacional  haya 
hecho  con  arreglo  á  la  tasa  establecida  para  los  depósitos 
particulares,  no  da  derecho  á  cobrarlos,  y  si  el  depósito  á 
que  se  refieren  ha  sido  declarado  judicial,  el  Banco  rectificó 
la  liquidación  acreditando  los  correspondientes  á  los  depósi- 
tos judiciales.  —  T.  70,  p.  333. 

3. —  El  deudor  debe  abonar  los  intereses  causados  por  la  mora, 
desde  la  notificación  de  la  demanda  (art.  509,  Cód.  Civ.).  — - 
T.  74,  p.  274. 

4.  —  Debe  declararse  exento  de  intereses,  al  deudor  que  ha 
hecho  consignación  de  la  suma  adeudada,  antes  de  ser  re- 
querido para  el  pago  (art.  756  y  757,  Cód.  Civ.).  —  T.  75, 
p.  283. 

5.  —  Los  intereses   de   la  suma   depositada,  que  la  sentencia 

(a)  Véase  :  Digeslo^  t.  1,  p.  516  á  522. 
(6)  Véase  :  Apelación^  números  82  á  84. 
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manda  pagar  al  Banco  condenado  á  devolverla,  no  pueden 
liquidarse  al  tipo  fijado  por  el  Banco,  sino  hasta  el  día  de 
de  la  demanda.  Los  posteriores  deben  liquidarse  con  arre- 
glo á  la  tasa  de  los  intereses  legales.  —  T.  76,  p.  367. 

6.  —  La  liquidación  de  una  obligación  á  oro,  debe  hacerse  á 
oro  ;  y  no  habiendo  convenio  sobre  los'  intereses,  éstos  se 
deben  desde  la  interpelación  judicial,  con  arreglo  á  los 
que  cobra  el  Banco  de  la  Nación  en  sus  préstamos  á  oro 
(art.  509,  Cód.  Civ.;  y  560  y  565,  Cód.  Com.).  —  T.  76,  p. 
421. 

7.  —  No  es  dudoso  que  entre  los  perjuicios  causados  por  una 
ejecución  ilegal^  se  comprenden  los  intereses  del  dinero  que 
el  ejecutado  fué  obligado  á  depositar,  y  las  costas  que  se  le 
causaron.  —  T.  8^,  p.  42, 

8.  —  No  correspondiendo  al  crédito  liquidado  la  capitaliza- 
ción de  intereses,  el  error  de  derecho  sufrido  por  el  deudor 
aceptando  la  liquidación  que  la  contiene  no  puede  impedir 
que  ésta  se  rectifique  en  esaparte,  modificándose  asi  el  auto 
que  la  aprobó  (art.  622,  623  y  784, Cód.  Civ.).  — T.  81,  p.  88. 

9.  —  La  declaración  hecha  en  la  sentencia  de  la  Suprema 
Corle  de  que  los  intereses  sean  á  estilo  de  los  que  cobra  el 
Banco  Nacional  en  sus  descuentos,  no  tiene  otra  significa- 
ción que  referirse  á  la  tasa  de  interés  fijada  por  el  Banco 
para  sus  descuentos,  en  virtud  de  lo  prescripto  en  el  art. 
622,  Cód.  Civ.,  no  siendo  procedente  atribuir  al  conc'epto 
mencionado  la  interpretación  de  que  se  ha  querido  esta- 
blecer la  capitalización  de  intereses  que  suele  hacer  dicho 
Banco.  —  T.  81,  p.  88. 

10.  —  El  ejecutado  por  una  letra  de  cambio,  que  no  ha  sido 
protestada,  no  adeuda  intereses  por  haber  dejado  de  pagarla 
á  su  vencimiento,  si  satisface  su  importe  en  el  acto  del 
requerimiento  judicial  (art.  508,  509,  621  y  622,  Cód.  Civ. 
aplicables  por  no  contener  disposición  especial  el  Cód.  Com.; 
febrero  6  de  1900,  Procurador  Fiscal  v.  Pietranera.) 

11.  —  Tratándose  de  una  suma  de  dinero^  la  sentencia  que 
condena  á  pagar  el  importe  de  intereses  y  privación  de  su  giro^ 
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no  puede  referirse  sino  álos  intereses  de  dicha  suma.  (Mayo 
22  de  1900,  Cacace  v.  WíHiams  y  C«.) 

12.  —  No  procede  ]a  capitalización  de  los  intereses  mandados 
pagar  por  sentencia,  que  no  impone  tal  obligación  y  cuya 
liquidación  se  discute  (art.  623,  Cód.  Civ. ;  mayo  22  de  4900, 
Cacace  v.  Williams  y  C»). 

í3.  —  Verificada  la  interpelación,  el  deudor  incurre  en  mora 
y  debe  los  intereses,  de  los  que  no  puede  exonerarse  pre- 
tendiendo que  ha  hecho  consignación,  si  resulta  que  ésta  no 
ha  sido  para  verificar  el  pago  sino  en  calidad  de  embargo, 
por  desconocer  la  existencia  ó  exigibilidad  de  la  deuda  (art. 
508,  509  y  757,  inc.  4».  Cód.  Civ.;  diciembre  22  de  4900, 
Freitas  v.  Caeiro). 

44.  —  Consignada  en  calidad  de  pago  la  cantidad  cobrada  por 
impuestos  internos,  no  3e  puede  imputar  morosidad  para 
cargar  el  interés  moratorío  que  la  ley  establece.  (Mayo  7  de 
4904,  Fisco  v.  La  Rosario.) 

45.  —  Si  en  la  demanda  se  ha  pedido  el  pago  de  intereses  y 
no  ha  sido  reclamada  por  el  actor  la  sentencia  en  la  parte 
en  que  omite  la  condenación  de  intereses,  no  puede  éste 
pedir  que  la  Suprema  Corte,  después  de  dictado  su  fallo  sin 
mención  de  intereses,  se  pronuncie  sobre  el  pago  de  estos. 
(Julio  34  de  4900,  Hollman  y  Müller  v.  Las  Catalinas.) 

46.  —  No  habiéndose  soliciíado  en  la  reconvención,  que  ha 
sido  admitida,  el  pago  de  intereses,  es  justa  la  sentencia  que 
no  los  impone.  (Septiembre  7  de  4901,  Duarte  v.  Sánchez 
Negrete.) 

47.  —  La  persona  encargada  de  la  convei'sión  de  billetes,  está 
obligada  á  abonar  los  intereses  que  hubiere  percibido 
con  motivo  de  aquella,  ya  se  trate  de  comisión  ó  ya  de  man- 
dato civil ;  y  la  remuneración  convenida  debe  referirse  tam- 
bién A  esos  intereses  (art.  255,  Cód.  Com.;  art.  4944,  Cód. 
Civ.;  septiembre  42  de  1904,  Gallardo  v.  Collazo.) 

48.  —  Debe  desaprobarse  la  liquidación  de  intereses  calculados 
por  un  tiempo  que  no  ha  transcurrido.  (Octubre  31  de  4901, 
Sesarego  v.  Provincia  de  Entre  Ríos.) 
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49.  —  Estipulado  un  tipo  de  interés  hasta  la  total  chancela- 
ción de  la  deuda,  el  deudor  está  'obligado  al  pago  de  ellos 
con  arreglo  á  ese  tipo,  aún  cuando  el  crédito  hubiere  estado 
embargado  judicialniente  en  su  poder,  si  no  hizo  uso  del 
derecho  de  consignación  (art.  757,  inc.  o»,  y  1197,  Cód.  Civ.; 
diciembre  12  de  1901,  Pené  v.  Luque). 

INTERPRETACIÓN. 

Véase:  Cláusula  penal;  Intereses 

1.  —  Los  hechos  subsiguientes  de  los  interesados  en  un  acto, 
son  importante  elemento  para  la  interpretación  del  mismo 
acto.  —T.  67,  p.  214. 

2.  —  El  principio  de  interpretación  según  el  cual  las  leyes 
concebidas  en  términos  generales,  deben  entenders<;  gene- 
ral é  indistintamente,  pierde  mucho  de  su  importancia 
cuando  se  trata  de  interpretar  leyes  contrarias  al  derecho 
común  y  que  estatuyen  en  perjuicio  de  terceros,  acordando 
privilegios  en  detrimento  de  los  derechos  privados.  —  T.  75, 
p.  392. 

3.  —  La  regla  según  la  cual  las  cláusulas  ambiguas  de  un  con- 
trato deben  interpretarse  en  favor  del  deudor,  no  tiene  apli- 
cación sino  cuando  la  intención  de  las  partes  no  puede 
descubrirse  con  el  examen  ó  por  el  auxilio  de  otras  reglas 
primordiales  de  interpretación.  —  T.  76,  p.  224. 

4.  —  Las  palabras  ó  conceptos  vertidos  en  el  seno  del  Congre- 
so con  motivo  de  la  discusión  de  una  ley,  no  son  sino  sim- 
ples manifestaciones  de  opinión  individual  de  las  personas 
que  las  pronuncian,  y  no  pueden  invocarse  si  no  fueron 
establecidas  ó  admitidas  claramente  en  el  texto  de  la  ley 
discutida.  ~  T.  77,  p.  319. 

5.  —  No  es  correcto  interpretar  los  términos  de  una  sentencia 
de  modo  que  impliquen  la  violación  de  una  ley,  cuando  son 
susceptibles  de  tener  una  significación  y  alcance  que  se 
armonicen  con  las  prescripciones  de  ella. — T,  81,  p.  88. 

7. —  Las  cláusulas  de  los  contratos  susceptibles  de  diversa 
interpretación  deben  entenderse  en  favor  de  la  liberación. 
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Tal  es  la  agregada  á  un  convenio  sobre  liquidación  y  pago 
de  deuda,  estipulando  que  lo  relativo  á  honorarios  queda 
pendiente  para  ser  arreglado  después  entre  las  partes.  — 
T.  82,  p.  63. 

7.  —  Las  cláusulas  penales  no  admiten  interpretación  extensi- 
va y  en  caso  de  duda  sobre  el  alcance  de  un  concepto  debe 
resolverse  á  favor  de  quien  trate  de  evitar  un  daño  y  no  del 
que  quiera  obtener  ventajas,  ó  sea  á  favor  de  la  liberación. 
(Noviembre  22  de  4900,  Villanueva  v.  Danrée.) 

8.  —  Si  la  inteligencia  del  contrato  ofreciese  alguna  duda,  la 
interpretación  debe  hacerse  en  el  sentido  favorable  al  deu- 
dor (art.  218,  inc.  3»  y  7%  Cód.  Com.;  Septiembre  4  de  1901  , 
Pueyrredón  v.  Banco  Nacional). 

9.  —  La  exoneración  de  impuestos  provinciales,  acordada  al 
Banco  Nacional^  por  ley  de  su  creación,  debe  ser  inlerpre- 
tada  restrictivamente,  dado  su  carácter  excepcional,  y  apli- 
carse tan  sólo,  en  su  consecuencia,  á  las  contribuciones 
locales  que  por  gravitar  sobre  las  operaciones  propias  del 
Banco,  se  traduzcan  en  trabas  á  las  mismas,  enervando  la 
acción  de  una  institución  nacional  creada  parafinesde  utili- 
dad general.  (Mayo  43  de  1902,  Banco  Nacional  v.  Concurso 
de  Dolores  Chirapozu  de  Grossi). 

Véase:    Competencia;  Justicia  Federal 


J 


JACTANCIA. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios 

4.  —  Corresponde  la  acción  de  jactancia  cuando  por  actos  ó 
palabras  se  perjudica  á  otro,  y  el  perjudicado  por  aquel  que 
asevera  que  es  su  deudor,  tiene  derecho  á  exigir  que  éste  lo 
demande  dentro  de  un  término  perentorio,  so  pena  de  ser 
condenado  á  perpetuo  silencio  (Ley  46,  tit.  U,  part.  3*.  En  el 
caso,  el  Banco  Nacional  pretendía  que  don  Fortunato  Ro- 
dríguez le  era  deudor  de  cantidad  de  pesos,  haciéndolo  figu- 
rar como  moroso  en  una  lista  pasada  al  Banco  de  la  Nación). 
—  T.  64,  p.  89. 

i,  —  La  pretensión  de  no  ser  deudor  de  una  suma  dada,  y  de 
que  así  se  declare  en  definitiva,  no  puede  justificar  la  de- 
manda de  jactancia  contra  el  acreedor  (Ley  46,  tít.  2,  part. 
3»).  —  T.  80,  p.  47. 

JUECES. 

1.  —Esdeber  del  juez  aplicar  la'ley  pertinente,  aunque  las  partes 
no  lo  hubieren  invocado,  ó  invocasen  otros  equivocadamen- 
te, á  los  hechos  que  sirven  de  base  á  las  acciones  y  excep- 
ciones deducidas  en  la  demanda  y  en  la  respuesta,  ó  en  la 
oportunidad  legal  del  juicio,  en  su  caso.  —  T.  67,  p.  466. 

2.  —  Los  jueces  no  tienen  el  deber  de  contestar  en  detalle 
todos  y  cada  uno  de  los  argumentos  hechos  por  las  partes, 
bastándoles  fundar  sus  sentencias  en  las  disposiciones  le- 
gales pertinentes.  —  T.  67,  p.  307. 

3.  —  El  juez,  con  conocimiento  de  la  causa  y  ejercitando  su 
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jurisdicción  sobre  ella,  puede  corregir  la  petición  fiscal  co- 
locando y  juzgando  el  caso  de  conformidad  á  la  ley,  sobre 
la  base  de  los  hechos  articulados,  é  imponer,  por  consi- 
guiente, mayor  pena  que  la  solicitada,  si  hubiere  lugar  é 
ello.  (Noviembre  15 de  4900,  causa  v.  Tuninetti  y  Molineris.) 

4.  —  £1  juez  debe  aplicar  la  pena  que  resulte  corresponder  á  la 
clasificación  del  delito  que  surja  de  las  constancias  de  la  cau- 
sa, no  estando  obligado  á  aceptar  la  que  hubiere  hecho  el 
procurador  fiscal.  (Agosto  6  de  4901 ,  causa  v.  Novatti  y  otros.) 

5.  —  Los  jueces  no  tienen  el  deber  de  hacer  constar  en  sus  . 
sentencias  todas  y  cada  una  de  las  razones  que  las  partes 
hubieren  aducido,  sosteniendo  sus  respectivas  pretensiones 
y  el  criterio  que  de  ellas  se  hubieran  formado,  bastándoles 
consignar  las  que  sean  decisivos  del  pleito^  en  su  concepto. 
(Noviembre  21  de  1901,  Viso  v.  Gobierno  Nacional.) 

6.  —  £1  juez  puede  aplicarla  pena  que  corresponde  según  su 
criterio,  graduándola  con  arreglo  á  los  principios  de  dere- 
cho; no  tiene  el  deber  de  someter  su  juicio  al  respecto,  al 
que  se  hubiere  formado  el  procurador  fiscal.  (Noviembre  30 
de  1901,  causa  V.  Castillo). 

7.  —  Los  jueces  no  están  llamados  á  pronunciarse  sobre  casos 
abstractos.  (Mayo  13  de  1902,  Saccone  v.  Menises.) 

JUECES  INTERINOS. 

1.  —  No  está  en  las  atribuciones  de  la  Suprema  Corte,  proveer 
al  nombramiento  de  juez  para  una  diligencia  judicial,  por 
estar  ausente  el  titular.  —  T.  72,  p.  20. 

2.  —  No  está  en  las  facultades  de  la  Suprema. Corte,  el  nom- 
bramiento de  jueces  interinos.  —  T.  75,  p.  169. 

JUECES  LETRADOS. 

Las  comunicaciones  de  los  jueces  letrados  á  la  secretaría  de 

la  Suprema  Corte,  deben  ser  firmadas  por  ellos  y  no  por  sus 

secretarios,  porque  éstos  no  tienen  otra  atribución  que  la  de 

actuaren  los  juicios.  (Junio  16  de  1900,  Hidalgo  v.  Gutiérrez.) 

JUECES  LOCALES. 
La  denegación  de  un  juez  local  á  dar  cumplimiento  al  des- 

T.   111  19 
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pacho  expedido,  en  virtud  de  mandato  de  la  Suprema  Corte» 
por  el  secretario  de  la  misma,  con  arreglo  al  reglamento  de 
ella,  lo  hace  pasible  de  la  aplicación  de  la  multa  de  50  pesos 
fuertes  (art.  SO  y  22,  Reglamento  de  la  r«orte,  dictado  en 
virtud  del  art.  99,  Const.  Nac. ;  art.  13,  Ley  Jurisd.).  — T. 
78.  p.  281 . 

JUECES  SUPLENTES. 
El  juez  suplente  nombrado  en  virtud  de  recusación  del  titular, 
cesa  en  sus  funciones  desde  que  el  titular  recusado  haya 
sido  reemplazado  por  otro  juez  con  funciones  permanentes 
y  con  jurisdicción  para  el  conocimiento  de  todas  las  causas 
de  la  competencia  del  juzgado,  y  la  sentencia  que  dicte  en 
ese  estado  debe  declararse  nula  (art.  983  y  1976,  Cód.  Civ.; 
diciembre  2  de  1899,  Barra  v.  Luiggi.  Véase:  Digesto^  t.  2, 
p.  8  y  9,  donde  se  encuentran  diversos  casos  sobre  cesación 
de  jueces  suplentes  ó  ad  hoc), 

JUEGO. 
La  excepción  de  juego  debe  ser  probada  por  el  que  la  invoca 
(art.  2058,  Cód.  Civ.).  —  T.  69,  p.  166. 
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Alquileres,  6,  18  y  23. 

Banco  Hipotecario,  1,  2,  7,  19¡y 

125. 
Confesión,  5  y  15. 
Crédito  prescripto,  3. 
Cuenta  corriente^  21. 
Cuenta  reconocida,  11. 
Dereclios  ftscales,  12. 
Hipoteca,  9. 

Instrumento  privado,  20. 
Instrumento  público,  17. 
Obligación  sin  plazo,  16. 
Precio,  10  y  12. 
Preparación,  24. 
Protesto  al  mandatario,  8. 
Sentencia,  15. 
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Comprador,  25  y  26. 

Escribano     (nombramiento    de) 

27. 
Remate  (presencia  del  Secretario 

en  el),  28. 
Venta  de  créditos»  29. 
Ampliación,  65. 
Auto  de  solvendo,  30  y  58, 
Citación  de  remate,  38,  45,  39  y 

63. 
Costas,  55  y  56. 

Defensor  (nombramiento  de),  52. 
Edictos,  51. 

Embargo,  31,  39,  62  y  70. 
Embargo  (levantamiento  de),  54. 
Embargo  (sustitución  de),  37. 
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¡  Excepción  antes  de  término,  53. 
/  Fianza,  50. 
Interrogatorio  (presentación  de), 

72. 
Liquidación,  48  y  74. 
Mandamiento,  33. 
Martiliero  (nombramiento  de),  59 

y  60. 
Nulidad,  43. 
Posiciones,  57  y  64. 
Prueba,  40,  47  y  68. 
Sentenciji  de  remate,  69. 
Tasación,  32,  a5,44,46,6l,71y  73. 
I  Testigos,  36  y  72. 
I  Traslado,  42. 
Venta,  34  y  4). 
Costas  75  á  87. 
Defensor,  52,  88  y  109. 
Entrega  de  íbodos,  89  á  91. 
Espera,  92. 
Excepciones  (término  para  oponer  las), 

93  á  96. 
Excepciones  inadmisibles,  97  á  100. 

1.  Acción    ejecutiva   (a).   — 


Exhibición  de  títulos,  101. 
Falta  de  personería,  102  y  103. 
Falsedad,  104  y  105. 
Fianza,  106  á  108. 
Honorarios  de  defensor,  109. 
Honorarios  de  tasador,  165  á  167. 
Incapaces,  110. 
Incompetencia,  111  á  113. 
Inhabilidad  de  titulo.  114  á  125. 
Mandamiento,  27,  33,  126  y  127. 
Novación,  128  á  430 
Nulidad  (del  juicio  ó  sentenci»),  131  á 

136. 
Nulidad  del  remate,  187  á  140. 
Oblación  de  precio,  141  á  144. 
Pago  parcial,  145  y  146. 
Personería,  147. 
Prescripción,  148. 
Remate,  28, 137  á  140,  149  y  150. 
Sentencia  de  remate,  69,  151  á  163. 
Suspensión  de  procedimientos,  164. 
Tasadores  (honorarios  de),  165  á  167. 
Venta  de  créditos,  168. 


Las  cuentas    sacadas  de    los 
libros  del   Banco  Hipotecario  Nacional,  no  autorizan,  por 
sí  solas,  la  acción  ejecutiva.  (Las  cuentas  de  ese  género  no 
están  comprendidas  en  el  inc.  5»,  art.  979,  Cód.  Civ.).  —  T. 
66.  p.  27. 
2,  —  Corresponde  el  procedimiento  ejecutivo  (!»ara  la  cobranza 
que  haga  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  fundado  en  la  es- 
critura pública  de  préstamo  otorgada  con   arreglo  á  su  ley 
orgánica  (art.  249,  inc.  3«,  Ley  Proc).  —  T.  67,  p.  297. 
3. —  Puede  negarse  el  procedimiento  ejecutivo,  si  la  existen- 
cia del  crédito  se  halla  destruida  prima /acte  por  excepciones 
que  resulten   del  mérito  del   instrumento  con  que  se  de- 
dúcela acción.  Esto  no  priva  al  actor  del  derecho  de  deducir 
demanda  ordinaria.  (Citado  el  deudor  para  el  reconocimiento 


• 


(a)  Sobre  la  materia,  puede  verse  el  Digesto,  t.  1,  p.  318  á  331. 
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de  firma,  para  preparar  la  ejecución,  manifestó  que  no  reco- 
noce las  obligaciones  contenidas  en  los  documentos  que  se 
le  presentaba,  porque,  como  resultaba  de  la  comparación 
de  las  fechas,  se  hallaban  extinguidas  por  la  prescripción. 
Pedido  auto  de  solvendo,  el  inferior  lo  negó,  siendo  con- 
firmado por  la  Corte  (art.  852,  Ley  Proc).  —  T.  68,  p.  46. 

4.  —  El  procedimiento  ejecutivo  no  está  antorizado  sino  para 
el  cobro  de  créditos  cuya  exígibilidad  resulte  del  documen- 
to q'ue  se  presente.  —  T.  69,  p.  50. 

5.  —  El  reconocimiento  de  haber  recibido  una  suma  de 
dinero  que  no  se  alega  haber  sido  entregada  para  ser  de* 
vuelta,  y  serlo  en  un  plazo  determinado,  no  puede  fundar 
el  procedimiento  ejecutivo  para  cobrarla,  pues  tal  recono- 
cimiento, no  importa  una  confesión  de  la  deuda.  —  T.  69. 
p.  308. 

6.  —  No  puede  ponerse  en  duda  la  procedencia  de  la 
acción  ejecutiva,  estando  comprobadas  las  relaciones  de 

locador  y  locatario  entre  ejecutante  y  ejecutado,  y  el  pre- 
cio de  la  locación  (art.  1578,  Cód.  Civ.;  art.  248,  Ley  Proc). 
—  T.  70,i>.  19y  30. 

7.  —  Guando  la  deuda  resulta  de  escritura  pública  de  hipoteca, 
y  no  se  niega  que  la  venta  de  la  cosa  hipotecada,  no  ha  pro- 
ducido lo  bastante  para  cubrir  el  crédito,  procede  la  acción 
ejecutiva  para  cobrar  el  saldo  (art.  42,  Ley  orgánica  del 
Banco  Hipotecario  Nacional.  Se  trataba,  en  el  caso,  de  una 
hipoteca  á  favor  de  este  establecimiento).  —  T.  70,  p,  96. 

8.  —  Si  la  letra  ha  sido  firmada  por  el  mandatario  con  facul- 
tades bastantes,  el  protesto  hecho  al  mandatario  debe  en- 
tenderse como  hecho  personalmente  al  mandante,  y  auto- 
riza la  acción  ejecutiva  (art.  1946,  Cód.  Civ.)  —T.  71,  p.  39*. 

9.  _  Es  título  hábil  para  ejecutar,  el  instrumento  público 
de  obligación  hipotecaria  en  el  cual  se  ha  estipulado  que  la 
demora  en  el  pago  de  los  intereses  convenidos,  hace  exigi- 
ble  la  restitución  del  capital  (art.  248,  Ley  Proc).  Es  de 
cargo  del  deudor  probar  que  no  se  ha  producido  la  mora.  — 
T.  72,  p.  279. 
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i  0.  —  CoDtra  el  comprador  á  quien  se  ha  ofrecido  la  en- 
trega de  la  cosa,  procede  la  acción  ejecutiva  para  el  pago  del 
precio,  de  plazo  vencido,  estipulado  en  escritura  pública 
(art.  248  y  249,  inc.  S^,  Ley  Proc).  —  T.  73,  p.  248. 

11.  —  La  cuenta  reconocida  en  juicio  es  titulo  hábil  para  la 
ejecución,  aunque  de  las  pruebas  ulteriores  pueda  resultar 
que  el  saldo  de  ella  no  es  debido  en  todo  ó  en  parte  (art 
249,  Ley  Proc).  —  T.  74,  p.  497. 

12.  —  La  planilla  formulada  por  la  Dirección  de  Rentas  sobre 
derechos  de  aduana,  que  no  está  averiguado  si  corresponde 
pargarlos,  no  puede  fundar  procedimiento  ejecutivo  (art, 

248,  Ley  Proc).  —  T.  74,  p.  356. 

13.  —  La  escritura  de  venta  por  precio  pagado,  parte  al  con- 
tado y  parte  pagadero  á  plazos,  es  titulo  hábil  para  proceder 
ejecutivamente  al  cobro  de  los  plazos   vencidos  (art.  248  y 

249,  Ley  Proc).  —  T.  75,  p.  177. 

14.  El  demandado  sobre  consignación  en  pago,  no  puede  enta- 
blar, en  el  mismo  juicio^  acción  ejecutiva  contra  el  deman- 
dante por  la  suma  que  pretende  serle  debida  por  éste  :  debe 
hacer  valer  dicha  acción  por  separado.  —  T.  77,  p.  158. 

15.  —  No  resultando  délos  antecedentes  que  haya  confesión 
de  deuda  líquida  y  exigible,  no  procede  la  acción  ejecutiva. 
(Mayo  17  de  1900,  Solanas  v.  Hahn.) 

16.  ~  El  documento  de  obligación  que  no  tiene  designado  plazo 
para  el  pago,  no  es  ejecutivo  (art.  618  y  751,  Cód.  Civ. ;  art. 
248,  Ley  Proc).  —  T.  82,  p.  86. 

17.  —  Los  testimonios  de  actos  judiciales  son  instrumentos  pú- 
blicos, y  traen  aparejada  ejecución  si  contienen  obligación 
de  cantidad  determinada  de  moneda  (art.  248  y  249,  Ley 
Proc;.  julio  28  de  1900,  El  arzobispo  v.  provincia  de  Buenos 
Aires). 

18.  —  Es  título  hábil  para  la  ejecución  por  cobro  de  alquileres, 
el  contrato  de  locación  de  un  inmueble  redactado  en  escri- 
tura pública  (art.  1578,  Cód.  Civ.;  noviembre  13  de  1900, 
Ortiz  Basualdo  v.  Gianone). 

19.  —Trae  aparejada  ejecución,  la  acción  por  saldo  de  prés- 
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tamo  entablada  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  fundada 
en  la  escritura  de  hipoteca  otorgada  de  acuerdo  con  el  art. 
45  de  su  ley  orgánica  (art.  249,  inc.  d<>,  Ley  Proc. ;  marzo  5  de 
1901,  Banco  Hipotecario  Nacional  v.  Leyria). 

20.  —  El  documento  privado,  dado  por  reconocido  en  el  jui- 
ció,  que  es  de  plazo  vencido  y  contiene  obligación  de  pagar 
mensualmente  una  cantidad  liquida  de  dinero,  durante  un 
número  determinado  de  meses,  es  título  hábil  para  la 
ejecución  de  la  suma  total.  (Marzo  16  de  1901.  Joñas  v.  Ri- 
cart. ) 

21.  —El  saldo  de  cuenta  corriente  concluida  por  expiración 
del  plazo  estipulado,  y  reconocido  por  el  deudor,  es  título 
hábil  parala  ejecución  (art.  782  y  787,  Cód.  Com. ;  junio  4 
de  1901,  Banco  Alemán  v.  Schiffner). 

22.  —  La  sentencia  ejecutoriada,  que  no  contiene  condenación 
que  importe  la  obligación  de  pagar  cantidad  alguna  deter- 
minada ni  fija  las  bases  para  determinarla,  no  trae  apare- 
jada ejecución  (art.  258,  Ley  Proc.  ;  julio  6  de  1901,  Cáceres 
V.  Laífont). 

23.  —  Reconocido  el  hecho  de  la  locación  y  el  alquiler  conve- 
nido^  pr(»cede  acción  ejecutiva  por  el  pago  de  los  alquileres 
adeudados.  (Julio  13  de  1901,  Diaz  de  Funes  v.  Saez  y  Cam- 
pagnoli.) 

24.  —  De  los  documentos  en  idioma  extranjero,  que  pueden 
traer  aparejada  ejecución,  procede  el  reconocimiento  de 
firma,  una  vez  hecha  la  traducción  (art.  250,  Ley  Proc).  — 
T.  68,  p.  382. 

25.  Autos  apelables.  —  Esapelable  el  auto  que  niega  audien- 
cia al  comprador  del  bien  embargado,  en  el  incidente  sobre 
nulidad  de  la  venta.  —  T.  63,  p.  167. 

26.  —  Es  apelable  y  debe  concederse  el  recurso  del  auto  que 
impone  al  que  remató  la  cosa  ejecutada  en  el  interés  de  un 
tercero,  la  obligación  personal  de  depositar  el  precio  man- 
dado oblar.  (Abril  28  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Day). 

27.  —  Es  apelable  el  auto  por  el  cual  el  juez  delega  en  el  oficial 
de  justicia,  el  nombramiento  del  escribano  que  debe  acom- 
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pañarlo  para  ejecutar  él  mandamiento.    (Julio  40  de  4900, 
Banco  de  la  Nación  v.  Copello  y  Rarrenechea.)  (a). 

28.  —  Es  apelable  el  auto  que  ordena  la  presencia  del  Se- 
cretario en  el  acto  del  remate  del  bien  embargado.  (Di- 
ciembre 20  de1900,  Banco  Nacional  v.  Goravieta.) 

29.  —  Es  apelable  el  auto  que  ordena  la  venta  de  un  crédito 
del  ejecutado  (no  está  comprendido  en  el  arl.  300,  Ley 
Proc.  y  se  trata  de  un  incidente  que  sale  de  la  tramitación 
ordinaria  del  juicio  ejecutivo.  Junio  20  de  4904,  Bouorino 
\\  Real  de  Azúa). 

30.  Autos  inapelables.  —  El  auto  de  solvendo  no  es  apelable 
(art.  254  y 300,  Ley  Proc;  marzo  34   de  4904,   Fournier  v. 
Schmitz).  —  T.  63,  p.  44 ;  t.  67,  p.  489;  t.  68,  p.  437;  t.  74, 
p.   203  (b). 

34.  —  No  es  apelable  el  auto  que,  en  el  procedimiento  ejecu» 
tivo  promovido  en  virtud  del  art.  4578,  Cód.  Civ.,  ordena 
el  embargo  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  63,  p.  349. 

32.  —  £1  auto que^  enjuicio  ejecutivo,  ordene  el  nombramien- 
to de  peritos  para  tasar  los  bienes  embargados,  no  esapelable. 
(Pronunciada  la  sentencia  de  remate,  el  nombramiento  de 
peritos  para  el  justiprecio  de  los  bienes  embargados,  forma 
parte  del  trámite  regular  del  juicio  ejecutivo^  y  conforme  al 
art.  300,  Ley  Proc,  en  éste  sólo  son  apelables  los  autos  que 
se  declaren  tales  en  la  misma  ley,  entre  los  que  no  se  encuen- 
tra el  que  ordena  dicho  nombramiento).  — T.  63,  p.  464. 

33.  — Es  inapelable  el  auto  por  el  cual^  después  de  librar 
mandamiento  contra  el  deudor  ejecutado,  se  ordena  librar 
contra  su  codeudor  solidario,  á  instancias  del  acreedor 
(art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  69. 

34.  —  No  trae  gravamen  y  es  inapelable  el  auto  que  manda 
vender  el  inmueble  embargado,  postergando  la  resolución 


(a)  Véase  la  ley  número  3981,  de  31  de  mayo  de  1901. 

(6)  La  ley  3981  suprimió  el  auto  de  solvendo,  que  establecía  el  art.  ^53  de  la 
ley  de  procedimientos.  Pero  esta  doctrina  será  siempre  aplicable  al  auto  que 
haga  lugar  á  la  ejecución  y  ordene  librar  mandamiento. 
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respecto  de  las  cuestiones  suscitadas  sobre  mejor  derecho, 
entre  el  ejecutante  y  el  tercerista.  —  T.  64,  p.  342. 

35.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el  auto  que  re- 
suelve sobre  el  término  para  impugnar  las  tasaciones  (art. 
298  y  300,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  403. 

36.  —  No  es  apelable  en  el  juicit>  ejecutivo,  el  auto  que  de- 
clara nulas  las  declaraciones  de  testigos  presentadas  por  el 
ejecutado  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  65,  p.  16. 

37.  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el  auto  que  deniega  la 
sustitución  de  un  embargo  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  65, 
p.  86. 

38.  — En  el  procedimiento  ejecutivo  no  es  apelable  el  auto  por 
el  cual, en  razón  de  no  haberse  practicado  el  embargo,  no  se 
hace  lugar  á  la  citación  de  remate  y  se  deja  sin  efecto  el 
auto  abriendo  la  causa  á  prueba  (art.  207  y  300,  Ley  Proc). 
—  T.  66,  p.  159. 

39.  —  £1  auto  ordenando  el  embargo  en  el  juicio  ejecutivo,  no 
es  apelable  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  67.  p.  94. 

40.  —  No  es  apelable  el  auto  que  recibe  el  juicio  ejecutivo,  á 
prueba  sobre  la  excepción  opuesta  (art.  300,  Ley  Proc).  — 
T.  68,  p.  94. 

41 .  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  venderlos  bienes  em- 
bargados (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  69,  p.  73. 

42.  — £1  auto  de  traslado  sin  perjuicio,  dictado  en  la  demanda 
ejecutiva,  no  trae  gravamen  y  no  es  apelable.  —  T.  69,  p. 
383  y  452. 

43.  —  No  es  apelable  en  el  procedimiento  ejecutivo,  el  auto 
que  no  hace  lugar  á  la  nulidad  de  lo  actuado,  deducida 
después  de  consentida  la  sentencia  de  remate  y  fundada  en 
la  irregularidad  de  las  notificaciones.  —  T.  70,  p.  436. 

44.  — No  es  apelable  en  el  procedimiento  ejecutivo,  el  auto 
aprobatorio  de  la  tasación  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  71,  p. 
245. 

45.  —  £1  auto  de  citación  de  remate  es  inapelable  (art.  300, 
Ley  Proc).  —  T.  73,  p.  138. 

46.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el    auto  que   des-^ 
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aprueba  la  tasación  y  nombra  nuevo  tasador  (art.  286,  287  y 
300,  Ley  Proc.)-  —  T.  74,  p.  94. 

47.  — Es  inapelable  en  el  procedimiento  ejecutivo^  el  auto  que 
manda  tenerpresente  una  diligencia  de  prueba  (art.  300,  Ley 
Proc).  —  T.  74,  p.  398, 

48.  —  No  es  apelable  el  auto  dictado  en  juicio  ejecutivo,  sobre 
aprobación  de  la  liquidación  del  capital,  intereses  y  costas 
(art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  76,  p.  366  (a). 

49.  —  El  auto  citando  de  remate,  es  inapelable  (art.  300,  Ley 
Proc).  —T.  76,  p.  414. 

50.  —  No  es  apelable  el  auto  que  admite  la  fianza  para  que  la 
apelación  de  la  sentencia  de  remate,  se  conceda  solamente 
en  el  efecto  devolutivo  (art.  300.  Ley  Proc).— T.  78,  p.  158  (b). 

51.  --  No  es  apelable  el  auto  que  fija  los  diarios  en  los  que 
debe  publicarse  la  citación  del  ejecutado.  —  T.  78,  p.  294. 

52.  —  No  es  apelable  el  auto  nombrando  defensor  al  ejecutado 
ausente  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  78,  p.  380. 

53.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el  auto  que  no 
hace  lugar  é  la  admisión  de  excepciones  opuestas  anti^s  del 
término  legal  (art.  300,  Ley  Proc).  — T.  79,  p.  230. 

54.  — El  auto  resolviendo  un  incidente  de  personería  no  es 
sujeto  á  revocatoria,  y  recayendo  en  juicio  ejecutivo  no  es 
apelable  (art.  234  y  300,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  5. 

55.  — En  el  juicio  ejecutivo  no  es  apelable  el  auto  que,  decla- 
rando la  competencia  del  juzgado,  no  condene  en  costas 
(art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  214. 

56.  —  En  el  procedimiento  ejecutivo  no  es  susceptible  del  re- 
curso de  apelación  y  nulidad,  el  auto  que  no  hace  lugar  al 
levantamiento  del  embargo  y  el  cambio  de  depositario  (art. 
234  y  300,  Ley  Proc).— T.  81,  p.  195. 

57.  — El  auto  negando  la  absolución  de  posiciones  por  segun- 
da vez  y  después  de  vencido  el  término  probatorio,  no  es 
apelable  en  el  juicio  ejecutivo.  —  T.  82,  p.  145. 

(a)  Análogo,  entre  otros,  el  caso  del  t.  33,  p.  316. 
<6)  Igual  al  {,  49,  p.  363. 
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58.  —  No  es  apelable  el  auto  maudando  pagar  ejecutivamente 
el  importe  del  seguro  marítimo  (art.  4231, Cód.  Com.;art.300« 
Ley  Proc).  —  T.  82,  p.  150. 

59.  — En  el  juicio  ejecutivo  no  es  apelable  el  auto  relativo  al 
nombramiento  de  martilieros  (art.  300,  Ley  Proc;  diciembre 
16  de  1899,  Obregón  v.  Biagío  y  otro). 

60.  —  En  el  juicio  ejecutivo  no  es  apelable  el  auto  nombrando 
martiliero  (art.  300,  Ley  Proc;  diciembre  23  de  1899„Banco 
de  la  Nación  v.  Bajol). 

61. — Es  inapelable  el  auto  por  el  cual  en  juicio  ejecutivo, 
el  juez  nombra,  para  mejor  proveer,  á  un  perito  para  que 
informe  sobre  una  tasación  observada.  (Junio  7  de  1900; 
Banco  de  la  Nación  v.  Mooney). 

62.  — Según  el  Código  de  Procedimientos  de  la  Capital,  vigen- 
te  en  los  territorios  nacionales,  no  es  apelable  en  el  juicio 
ejecutivo,  el  auto  referente  ¿  mandamiento  de  embargo  y 
personería  (art.  505,  Cód.  citado;  julio  19  de  1900,  Máselas 
Rodríguez  y  C»  v.  Labat  y  Barthe). 

63.  — En  el  juicio  ejecutivo  no  es  apelable  el  auto  de  citación 
de  remate  (art.  300,  Ley  Proc;  julio  26  de  1900,  Silva  v.  Gon- 
zález). 

64.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el  auto  que  no  hace 
lugar  al  pedido  de  nuevas  posiciones  (art.  300,  Ley  Proc; 
octubre  16  de  1900,  Banco  Alemán  v.  Schiífner  y  C*). 

65.  —  No  es  apelable  el  auto  que  manda  ampliar  la  ejecu- 
ción por  alquileres  devengados  con  posterioridad  á  la 
sentencia  de  remate,  pues  é!  corresponde  al  que  debe 
dictarse,  al  promoverse  la  ejecución,  según  el  artículo  252, 
ley  de  procedimientos,  y  al  mandamiento  del  artículo  255 
(ley  citada,  art.  254  y  300:  marzo  5  de  1901,  Ortiz  Basualdo 
V.  Gianone). 

66.  —  No  es  apelable  el  auto  que  impone  las  costas  en  el  re- 
curso de  revocatoria  de  la  providencia  sobre  ampliación 
de  la  ejecución  (art.  206  y  300,  Ley  Proc;  marzo  12  de  1901, 
Ortiz  Basualdo  v.  Gianone). 

67.  —  Es  inapelable  el  auto  que  manda  devolver  un  escrito  de 
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protesta,  que   no  contiene  petición  alguna  relativa  al  juicio. 
(Abril  43  de  1904,  Alvarado  v.  Banco  Nacional.) 

68.  —  No  es  apelable  en  el  juicio  ejecutivo,  el  auto  que  no  ha- 
ce lugar  á  una  diligencia  de  prueba  no  urgida  por  la  parte 
(art.  300,  Ley  Proc. ;  mayo  30  de  1901,  Semino  v.   Duran). 

69.  —  Enlas  causas  de  los  territorios  nacionales,  la  sentencia 
de  remate  no  es  apelable  cuando  no  se  ha  intentado  pro- 
bar las  excepciones  opuestas  (art.  501,  Cód.  Proc;  art.  37, 
Ley  de  Territorios;  Rodriguez  v.  Supere). 

70.  —  No  es  apelable  el  auto  por  el  cual  se  manda  trabar  em- 
bargo en  el  bien  denunciado  por  el  ejecutante,  por  haber  re- 
chazado el  ofrecido  por  el  deudor  (art.  300,  Ley  Proc. ;  agosto 
27  de  1901,  Banco  de  la  Nación  v.  Joñas). 

71.  —  No  es  apelable  el  auto  que  ordena  el  nombramiento  de 
peritos  para  la  tasación  de  los  bienes  embargados  (art.  300, 
Ley  Proc;  septiembre  21  de  1901,  Banco  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  v»  Duggan). 

72.  —  En  el  juicio  ejecutivo  sólo  son  apelables  los  autos  de- 
clarados tales  por  la  ley,  y  no  está  comprendido  entre  ellos 
el  que  dispone  se  presente  el  interrogatorio  á  cuyo  tenor  de- 
ben declarar  los  testigos  ofrecidos  por  el  eje*cutado  (art.  300, 
Ley  Proc;  septiembre  24  de  1901,  Bonomi  v.  Fulle). 

73.  —  No  es  apelable  el  auto  que  no  hace  lugar  é  la  nulidad  de 
la  tasación,  por  defecto  de  título  en  el  perito  y  dispone  que 
se  practique  una  nueva.  (Octubre  I""  de  1901 ,  Banco  de  la  Na- 
ción V.  Muzlera). 

74.  —  No  es  apelable  el  auto  que  rechaza  las  observaciones 
formuladas á  la  liquidación  (art.  300,  Ley  Proc;  noviembre 
14  de  1901,  Márquez  v.  Zerda). 

75.  Costas.  —  En  la  condenación  de  costas  contra  el  ejecuta- 
da, dictado  en  el  auto  que  manda  llevar  adelante  la  ejecu- 
ción, se  comprenden  las  causadas  en  el  incidente  suscitado 
con  motivo  de  la  validez  del  escrito  oponiendo  excepciones 
(art.  277,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  327. 

76.  —  Resultando  que  el  deudor  ha  hecho  consignación  de  lo 
adeudado,  antes  de  que  se  le  intimara  el  pago,  debe   decía- 
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rársele  exento  de  las  costas  del  juicio  ejecutivo.  —  T.  65,  p. 
21. 

77.  —  La  manifestación  del  ejecutante  de  haber  sido  íntegra- 
mente pagado  del  crédito,  intereses  y  gastos  judiciales  que  le 
corresponden  pagar  al  ejecutado,  importa  que  entre  éstos  se 
hallan  comprendidos  los  honorarios  de  los  peritos  tasado- 
res(art.  298,  Ley  Proc).  — T.  66,  p.  82. 

78.  —  No  corresponde  la  condenación  en  costas  al  ejecutado, 
si  ha  sido  admitida  en  parte  la  defensa  opuesta  por  él  á  la 
ejecución.  —  T.  69,  p.  430. 

79.  — Siá  la  intimación  de  pago,  el  demandado  ha  depositado 
el  dinero,  y  por  auto  consentido  se  han  admitido  los  depósi- 
tos como  surtiendo  los  efectos  del  pago,  no  profeede  la  con- 
denación en  costas  (ley  22,  tít.  21,  lib.  4,  Recop.  Cast.).  — 
T.  70,  p.  28. 

80. — En  la  ejecución  en  que  el  demandado  ha  probado  en 
parte  su  excepción,  no  procede  la  condenación  en  costas. — 
T.72,  p.  64. 

81 .  —  El  ejecutado  por  deuda  de  costas  y  honorarios,  debe  abo- 
nar al  ejecutado  las  costas  y  los  honorarios  debidos  al  abo- 
gado y  procurador  de  la  ejecución,  aunque  la  deuda  ejecu- 
tada comprenda  honorarios  regulados  á  éstos  en  el  juicio 
principal.  —  T.  73,  p.  345. 

82.  — Tratándose  de  una  sentencia  revocatoria  de  la  de  1»  ins- 
tancia, no  procede  condenación  eu  costas.  —  T.  76,  p.  15. 

83.  —  No  corresponde  la  condenación  en  costas, si  la  ejecución 
ha  prosperado  sólo  parcialmente.  — T.  77,  p.  S. 

84.  —  Si  la  sentencia  de.Ia  Suprema  Corte  es  revocatoria  de  la  de 
primera  instancia,  no  corresponde  imponer  las  costas  al  ven- 
cido (art.  307,  Ley  Proc.  ;  diciembre  28  de  1899,  Estrada  v 
Banco  Nacional). 

85. — Es  justo  que  sean  ácargo  del  ejecutante  las  costas  causa- 
das mientras  ha  tratado  de  cobrar  un  crédito  que  el  deudor 
no  tenía  el  derecho  de  pagarle,  por  estar  embargado  en  su 
poder  por  mandato  judicial  (art.  736,  Cód.  Civ. ;  diciembre 
12  de  1901,  Pene  v.  Luque). 
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86.  —  Aun  cuando  el  ejecutado  verifique  el  pago  al  ser  reque- 
rido, debe  cargar  con  las  costas  (art.  483,  Cód.  Proc;  Ley 
3981 ;  Molina  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

87.  —El  deudor  que  paga  en  el  acto  de  serrequerido  por  el  ofi- 
cial de  justicia  en  ejecución  del  mandamiento,  debe  abonar 
las  costas  causadas  en  el  juicio  ejecutivo  (Ley  3981,  de  31 
de  Mayo  de  1901 ;  art.  483,  Cód.  Proc;  octubre  31  de  1901, 
Molina  V.  provincia  de  Buenos  Aires.) 

88.  Defensor.  —  Si  el  emplazado  por  edictos  no  comparece  á 
reconocer  la  firma^  corresponde  nombrarle  defensor,  y  no 
dar  por  reconocida  la  firma. — T.  72,  p.  166.  (Igual  en  el 
lomo  52,  p.  207.)  (a). 

89.  Entrega  de  fondos.  —  Terminado  el  juicio  ejecutivo  no 
haciendo  lugar  á  la  ejecución,  debe  devolverle  al  ejecutado 
la  suma  depositada  á  embargo.  (La  devolución  no  es  sino  el 
cumplimiento  de  la  sentencia  ejecutoriada.)  —  T.  65,  p.  415. 

90.  —  Convenida  la  venta  del  bien  embargado,  y  la  sustitución 
del  embargo  sobre  su  producido,  el  deudor  ejecutado  no  pue- 
de pretender  que  se  le  haga  entrega  de  fondos  mientras  haya 
juicio  pendiente  sobre  todas  sus  responsabilidades,  proce- 
dentes del  juicio,  reclaniadas  por  el  ejecutante.  —  T.  68,  p.  40. 

91.  ~  No  puede  hacerse  entrega  de  la  suma  demandada,  ni  aún 
bajo  caución,  si  se  hallan  pendientes  juicios  de  tercería  por 
mejor  derecho  sobre  ella  (art.  302,  Ley  Proc).  —  T.  69,  p. 
212. 

92.  Espera.  —  IVo  puede  admitirse  la  excepción  de  espera 
concedida  bajo  condición,  que  no  se  ha  cumplido.  (Mayo  31 
de  1900,  Banco  Nacional  v.  Brandt). 

93.  Excepciones  (término  para  oponerlas).  —  El  término 
para  oponer  excepciones  en  juicio  ejecutivo,  es  fatal  y  su 
simple  transcurso  hace  perder  el  derecho  de  oponerse  á  la 
ejecución  (art.  268,  Ley  Proc).  —T.  63.  p.  344  (h). 


(a)  Téngdse  presente  que  ei  art.  2.'j3,  Ley  Proc,  en  que  se  funda  este  fallo,  ha 
8Ído  modifícado  por  (a  Ley  3891. 
(6)  Igual,  entre  otros,  en  el  t.  51,  p.  480. 
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94.  —  Pasado  el  término  de  tres  días  desde  la  citación  de  re- 
mate, no  es  admisible  excepción  alguna.  (Dicho  término  es 
perentorio).  —  T.  72,  p.  468. 

95.  —  Debe  rechazarse  la  oposición  á  la  ejecución,  si  se  deduce 
fuera  del  término  legal.  —  T.  72,  p.  236  y  244. 

96.  —  La  excepción  deducida  estemporáneamente,  si  no  se  re- 
produce en  la  oportunidad  legal,  no  puede  tenerse  como 
opuesta  á  la  ejecución.  —  T.  77,  p.  299. 

97.  Excepeiones  inadmisible».  —  La  invocación  genérica  de 
los  beneficios  de  la  ley  número  3037,  sobre  liquidación  del 
Banco  Nacional,  no  basta  para  fundar  una  excepción  legiti- 
ma contra  laejecución  de  una  letra,  seguida  por  dicho  Banco. 

•    —  T.  64,  p.  432. 

98.  —  El  desconocimiento  de  la  existencia  del  crédito,  justifi- 
cado por  las  escrituras  que  fundan  el  juicio  ejecutivo,  no 
constituye  una  excepción  admisible  contra  la  ejecución.  — 
T.  77,  p.  345. 

99.  —  El  hecho  de  manifestar  el  deudor  que  ofrece  una  pro- 
piedad para  que  se  venda  y  con  su  producto  se  abone  al 
acreedor  ejecutante,  no  importa  una  excepción  contra  la 
ejecución,  en  los  términos  del  art.  270,  Ley  Proc.  (Octubre 
20  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Sosa). 

100.  —  Las  gestiones  hechas  ante  el  Directorio  del  Banco  Na- 
cional, por  un  deudor  de  éste  con  el  objeto  de  arribar  á  un 
arreglo  respecto  al  pago  de  la  deuda,  no  están  comprendidas 
entre  las  excepciones  que,  según  el  art.  270,  Ley  Proc, 
puede  oponerse  á  la  ejecución.  (Marzo  14  de  1901,  Banco  Na- 
cional v.  Lubary.) 

101.  Exhibición  de  títulos.  — ^  En  la  ejecución  contra  una 
provincia,  en  que  se  ha  rematado  un  inmueble  cuya  propie> 
dad  no  le  es  atribuida  como  emanada  de  un  título  particular, 
no  procede  la  exhibición  de  títulos  pedida  por  el  compra- 
dor como  previa  de  la  oblación  del  precio.  ¡Abril  19  de  1900, 
Brignardello  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

102.  Falta  de  personería.  —  No  procede  la  excepción  de  fal- 
ta de  personería  en  el  procurador,  si  éste  ha  presentado  po- 
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der  y  el  poderdante  ha  reconocido  la  existencia  del  juicio 
ejecativo  en  que  interiríene  y  ha  intervenido  él  mismo  absol- 
viendo posisiones  (art.  4935,  Cód.  Civ.).  —  T.  77,  p.  5. 

403.  —  N^o  puede  admitirse  la  excepción  de  falta  de  personería 
en  la  cobranza  ejecutiva  de  servicios  atrasados  del  emprés- 
tito, opuesta  ala  misma  persona  que  se  con  vino,  en  el  contra- 
to, en  reconocer  como  encargada  de  dicha  cobranza  (art. 
4497,  Cód.  Civ.).—  T.  78,  p.  43. 

404.  Falsedad.  —  Debe  desecharse  la  excepción  de  falsedad 
opuesta  contra  la  ejecución  de  documentos  equiparados  á 
las  letras  de  cambio,  si  de  la  exposición  del  ejecutado  resulta 
que  no  se  trata  de  documentos  falsos.  —  T.  79,  p.  394  y  446. 

405.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  falsedad  opuesta  con- 
tra la  ejecución  de  una  letra,  cuya  ñrma  es  reconocida,  reco- 
nociéndose también  que  la  obligación  tenia  por  base  una 
causa  licita  y  real.  (Noviembre  24  de  4904,  Banco  Nacional 
V.  Vadillo.) 

406.  Fianza.  —  El  término  de  60  días^  señalado  en  el  arti- 
culo 324,  ley  de  procedimientos,  corre  desde  el  diadel  pago, 
y  no  se  cuentan  en  él  los  dias  feriados.  (Antes  del  pago 
no  puede  promoverse  eljuicio  de  repetición.  Art.  49,  294, 
297  y  324,  Ley  Proc).  —  T.  66,  p.  448. 

407.  —  Si  la  ejecución  se  ha  fundado  sobre  sentencias  que  se 
limitaron  á  la  sola  regulación  de  honorarios,  y  nada  resol- 
vieron sobre  la  obligación  de  pagarlos,  el  ejecutado  tiene 
derecho  de  exigir  que  antes  de  hacerse  pago  al  acreedor,  és- 
te preste  fianza  idónea  para  responder  alas  resultas  del  jui- 
cio que  puede  intentar  contra  su  titulo  (art.  324,  Ley  Proc). 
—  T.  78,  p.  69. 

408. —  Correspondiendo  tramitar  el  incidente  relativo  álafian- 
za  que  debe  dar  el  ejecutante,  no  puede  obstaculizarse  su 
progreso  con  solicitudes  sobre  materias  ajenas  á  él.  (Mayo 
40  de  4900,  Morando  v.  Pintos.) 

409.  Honorarios  del  defensor.  —  Los  honorarios  del  defen- 
sor de  ausentes  representando  á  los  ejecutados  en  juicio 
ante  la  justicia  federal,  deben  ser  abonados  por  los  deudo- 
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res  y  no  por  el  acreedor  ejecutante  (art.  265  y  299,  Ley. 
'Proc;  marzo  10  de  1900,  López  Costa  v.  Banco  Nacional). 
410.  Incapaces.  —  Aanque  se  trate  de  los  incapaces  áque  se 
refiere  el  articulo  54  del  Código  Civil,  deben  desecharse  las 
excepciones  que  los  representantes  del  ejecutado  deduzcan 
fuera  del  término  legal ;  porque  la  ley  protege  á  los  incapaces 
al  efecto  de  suprimir  los  impedimentos  de  su  incapacidad, 
dándoles  la  debida  representación,  pero  sin  concederles  el 
beneficio  de  restitución  ni  ningún  otro  benefició  ó  privile- 
gio (art.  58,  cód.  citado.)  —  T.  72,  p.  419. 

111.  Incompetencia.  —  La  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte 
ha  admitido  que  aún  antes  de  la  citación  de  remate,  se  puede 
decir  de  incompetencia  en  el  juicio  ejecutivo,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  \^,  Ley  de  Procedimientos.  (Di- 
ciembre 23  de  1899,  Rodríguez  v.  Provincia  de  Santa  Fe ; 
mayo  22  de  1901,  Dellepiane  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

112.  —  La  competencia  del  juez  para  el  conocimiento  déla 
causa  es  un  requisito  general  y  comprensivo  de  todos  los 
juicios,  y  puede  también  ponerse  en  cuestión  en  el  juicio 
ejecutivo,  como  en  cualquier  otro,  mediante  la  deducción 
de  las  respectivas  excepciones.  (Noviembre  13  de  1900,  Or- 
tiz  Basualdo  v.  Gianone;  diciembre  4  de  1900,  Banco  de  la 
Nación  v.  Gómez.) 

113.  —  La  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  puede 
también  oponerse  en  el  juicio  ejecutivo,  como  en  cualquier 
otro,  aún  cuando  se  trate  de  pagarés  á  la  orden  ;  pues  el  ar- 
tículo 676  del  Código  de  Comercio,  sólo  se  refiere  á  las  ex- 
cepciones perentorias  y  no  á  la  que  tiene  por  objeto  la  juris- 
dicción del  juez  que  ha  de  conocer  en  la  causa,  porque  sin 
ella  no  puede  existir  juicio  válido.  (Mayo  28  de  1901,  Costa 
V.  López  Somoza.) 

1 1 4.  Inhabilidad  de  titulo  (a).  —  No  es  admisible  la  excepción 
de  inhabilidad  de  título,  fundada  en  la  doctrina  de  no  ser 
demandables  las  provincias,  en  contra  de  lo  resuelto  inva- 

(a)  Puede  verse  esta  palabra  en  el  presente  tomo  y  en  el  primero,  p.  492  á  495. 


—  305  —  JUI 

riablemente  por  la  Suprema  Corte  al  respecto.  —  T.  65,  p.  68. 

415.  —  Esta  excepción  no  sólo  se  refiere  á  la  forma  del  ins- 
trumento, sino  también  á  la  causa  de  la  obligación  que  se 
ejecuta.  —  T.  73,  p.  248. 

416.  —  No  procede  la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo  res- 
pecto del  cual  nada,  se  ha  probado  contra  el  valor  intrín- 
seco de  la  obligación  y  su  existencia  actual  en  cuanto  á  la 
fornia.  —  T.  77,  p.  5. 

417.  —  Constando  el  título  y  monto  de  la  deuda,  y  su  ralidad 
de  éxigible,  y  no  apareciendo  vicio  en  el  procedimiento,  de- 
ben desestimarse  las  excepciones  de  nulidad  é  inhabilidad 
de  título.  —  T.  77,  p.  148. 

418.  —  No  poniéndose  en  duda  la  verdad  é  importe  de  la  deuda 
de  los  servicios  vencidos  y  no  pagados  del  empréstito,  y 
resultando  de  actos  auténticos  que  el  ejecutante  en  sus  rela- 
ciones con  el  deudor,  es  el  que  representa  á  los  titulares  de 
los  bonos  á  los  cuales  deben  abonarse  esos  servicios,  no  es 
posible  admitir  la  excepción  de  inhabilidad  de  titulo  opuesta 
á  la  ejecución  (art.  248,  Ley  Proc).  —  T.  78,  p.  43. 

419.  —  El  reconocimiento  de  la  firma,  hecho  por  el  que  firmó 
el  documento  por  el  deudor,  con  poder  bastante  de  éste, 
tiene  igual  fuerza  que  el  hecho  por  el  mí^mo  deudor,  y  hace 
improcedente  la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo  fundada 
en  la  falla  de  reconocimiento  (art.  4946,  Cod.  Civ.).  —  T. 
78,  p.  497. 

4 SO.  —  En  caso  de  ser  admisible,  es  improcedente  la  excep- 
ción de  inhabilidad  contra  un  pagaré  á  la  orden,  fundada 
en  tratarse  de  una  obligación  sin  causa,  cuando  dicho  pa- 
garé expresa  la  causa  y  ha  sido  debidamente  declarado  re- 
conocido con  arreglo  á  los  artículos  4026  y  4028,  Cód. 
Civ.  ~T,  78,  p.  390. 

424.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  inhabilidad  en  la 
ejecución  seguida  contra  el  fiador  por  una  fianza  mercantil, 
fundada  en  que  debe  primero  hacerse  excusión  de  bienes 
del  deudor,  constando  la  interpelación  de  éste  (art.  480,  Cód. 
Com.).  —  T.  78,  p.  448. 

T.  in  so 
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iii.  —  No  procede  la  excepción  de  inhabilidad  de  título  con- 
tra la  ejecución  de  documentos  equiparados  á  las  letras  de 
cambio  (art.  676,  Cód.  Cona.)-  —  T.  79,  p.  394  y  446. 

123.  —  No  procede  la  excepción  de  inhabilidad  de  título 
contra  la  ejecución  de  letras  á  la  orden,  de  plazo  vencido  y 
protestadas  en  persona  por  falta  de  pago,  sin  negar  la  firma. 
(Mayo  31  de  1900»  Banco  Nacional  v.  Brandt.) 

124.  —  Debe  considerarse  hábil  el  título  de  la  ejecución,  sí 
el  ejecutado  ha  opuesto  las  excepciones  de  inhabilidad  de 
título  y  de  pago,  y  ha  consentido  la  sentencia  que,  admi- 
tiendo esta  última  excepción,  rechaza  la  primera.  (Junio  26^ 
de  1900,  Fisco  Nacional  v.  Orsolini.) 

125.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  inhabilidad  de  titula 
contra  la  ejecución  del  Banco   Hipotecario  por  cobro  del 
saldo  del  préstamo  hecho  en  escritura  pública,  resultante 
después  de  vendido  el  inmueble  hipotecado;  y  no  afecta  la 
habilidad  del  título  la  circunstancia  de  haber  el  deudor  he- 
cho cesión  de  bienes  é  invocar,  en  su  mérito,  el  beneficia 
de  competencia,  porque  éste  sólo  es  debido  por  los  aeree-  ^ 
dores  á  cuyo  favor  se  hizo  la  cesión,  entre  los  que  no  se 
encuentra  el  ejecutante  (art.  799  y  800,  inc.  6*>,  Cód.  Civ.  ; 
agosto  20  de  1901,  Banco  Hipotecario  v.  Quesada). 

126.  Mandamiento.  —  No  corresponde  al  juez  el  nombra- 
miento del  escribano  con  quien  el  oficial  de  justicia  debe 
ejecutar  el  mandamiento  (art.  255,  Ley  Proc;  julio  10  de 
1900,  Banco  de  la  Nación,  v.  Copello  y  Barrenechea)  (a). 

i27.    —  £1  mandamiento  debe  ser  entregado  al  ejecutante, 
quien  debe  hacerlo  cumplir  por  medio  del  oficial  de  jus- 
ticia  asociado  al   secretario  de  la  causa,  ó  en  su   defecto 
á   un  escribano   (art.    255,  Ley  Proc. ;    mayo  21  de  1901, 
Banco  de  la  Nación  v.  Solé  y  Rodríguez)  (a). 

1 28.  NoTa6ión.  —  Resultando  inexacta  la  novación  y  espera 
opuesta  á  la  ejecución,  debe  ésta  ser  llevada  adelante.  -^T. 
75,  p.  97. 

(a)  Véase  la  ley  número  3981 . 
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129.  —  No  puede  oponerse  á  la  ejecución  la  excepción  funda- 
da sobre  una  novación  que  no  se  ha  llevado  á  cabo.  —  T.  78, 
p.  428. 

130.  —  No  probada  la  excepción  de  novación  opuesta  á 
documentos  de  carácter  ejecutivo,  debe  llevarse  adelante  la 

ejecución.  — ^T.  81,  p.  341. 

131.  Nulidad.  —  Es  improcedente  la  nulidad  de  la  sentencia 
de  remate,  fundada  en  haberse  notificado  las  providencias 
esenciales  del  juicio  ejecutivo,  en  el  domicilio  constituido  en 
las  letras  ejecutadas,  cuando  resulta  que  el  deudor  ha  sido 
notificado  en  forma,  déla  orden  de  constituir  domicilio  bajo 
apercibimiento,  y  no  ha  obedecido,  habiendo  sido  además 
notificado,  también  en  forma,  del  auto  mandando  el  reco- 
nocimiento de  firma,  del  mandamiento  de  embargo,  y  reque- 
rido personalmente  por  el  pago.  —  T.  63,  p.  323. 

132.  —  Es  nulo  lo  obrado  en  juicio  ejecutivo,  en  el  cual  no  se 
ha  hecho  la  intimación  de  pago,  ni  se  ha  despachado  man- 
damiento de  embargo  (art.  233,  252  y  255,  Ley  Proc).  —  T. 
65,  p.  52. 

133.  —  No  procede  la  nulidad  fundada  en  notificaciones  hechas 
en  domicilio  equivocado,  si  consta  que  el  mandamiento  ha 
sido  notificado  personalmente  al  ejecutado,  y  la  citación  de 
remate  se  ha  hecho  á  su  apoderado  para  el  juicio.  —  T.  67, 
p.  60. 

134.  —  Debe  rechazarse  la  nulidad  fundada  en  haberse  dicta- 
do el  auto  de  sol  vendo  por  la  Suprema  Corte,  como  juez 
originario  de  la  causa,  siendo  esto  inexacto.  —  T.  74,  p. 
197. 

435.  — No  es  procedente  la  excepción  de  nulidad  cuando  en 
la  causa  se  han  observado  los  procedimientos  legales.  —  T. 
78,  p.  448. 

136. — Es  improcedente  la  excepción  de  nulidad,  sise  han 
observado  en  el  juicio  las  disposiciones  prescriptas  por  la 
ley.  (Marzo  16  de  1901,  Joñas  v.  Ricart.) 

137.  Nulidad  del  remate.  — El  comprador  del  bien  embarga- 
do tiene  derecho  de  ser  oído  en  el  incidente  sobre  nulidad 
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del  remate  efectuado  en  la  causa,  pues  la  cuestión  Te  afecta 
de  un  modo  directo. —  T.  63,  p.  467. 
138.— Debe  declararse  nulo  el  remate  del  bien  embargado,  si 
no  ha  sido  anunciado  en  ia  cabeza  de  partido,  lugar  de  la  si- 
tuación de  ese  bien  (art.  288,  Ley  Proc;  art.  iB,  Cód.  Civ., 
julio  24  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Araoz). 
139. -r- Es  válido  el  acto  del  remate  celebrado  con  las  formali- 
dades de  ley ;  y  no  puede  ser  atacado  por  el  que,  después  de 
clausurado,   pretende  haber  mejorado  la  postura  admitida 
(Noviembre  29  de  1900,  Palacios  con  Quintana). 
140. — Es  improcedente  la  nulidad  del  remate  fundada  en  la  in- 
suficiencia de  los  avisos  y  en  que  no  podía  ordenarse  la  ven- 
ta del  bien  embargado,  si  resulta  inexacto  lo  primero  y  si  el 
ejecutado  consintió  el  embargo,  el  auto  ordenando  la  ven- 
ta y  el  procedimiento  seguido  con  motivo  déla  ejecución. 
(Diciembre  24  de  1900,  Maglio  v.  Vacarí.) 
1 41 .  Oblación  de  precio. —  No  es  razón  para  no  obl¿r  el  precio 
de  la  finca  comprada  en  remate,  que  ésta  deba  el  impuesto 
de  contribución  territorial  y  no  se  hayan  hecho  en  la  misma, 
las  obras  de   salubridad.   (Respecto  de  lo  primero,  el  escri- 
bano al  extender  la  escritura,  exigirá  que  se  efectúe  el  pago 
del  impuesto,  y  en  cuanto  á  lo  segundo,   si  hubiere  multas 
por  falta  de  las  obras,  serán  también  pagadas  con  los  fondos 
de  la  venta.  Art.  292,  Ley  Proc).  — T.  65,  p.  37. 
142. — La  consignación  del  precio  del  inmueble  rematado  en 
juicio  ejecutivo  es  previa  ala  escrituración,  y  debe  cumplirse 
no  obstante  las  cuestiones  á  que  pueda  dar  lugar  la  escritu- 
ración. (Hasta  tanto  estas  no  sean  resueltas,  el  comprador  no 
puede  considerarse  eximido  de  sus  obligaciones.  Mayo  17  de 
1900,  Gómez  en  autos  de  Brignardello  v.  Provincia  de  Santa 
Fe). 
143.^  Aprobado  el  remate  del  inmueble,   hecho  en  juicio 
ejecutivo,  el  comprador  debe  oblar  el  precio,  sin  que  sea 
necesario  el  previo  examen  de  títulos  (art.  292,  Ley  Proc; 
octubre  18  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Reynosóy  Lucero). 
144.  —  El  acreedor  ejecutante  está  exonerado  de  la  obligación 
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de  oblar  el  precio  de  venta  del  bien  embargado,  de  que  ha 
resaltado  comprador  en  el  remate.  (Abril  5  de  i  902,  Bourbrid- 
ge  V.  Provincia  de  Santa  Fe). 

445.  Pago  parcial.  —  Debe  admitirse  la  excepción  de  pago 
parcial  reconocida  por  el  ejecutante.  —  T.  77,  p.  5. 

446.  —  Los  pagos  á  cuenta  que  haga  ei  deudor  antes  de  la 
promoción  del  juicio  ejecutivo  ó  durante  su  substanciación, 
no  modifican  la  naturaleza  del  titulo,  el  que  continúa  sien- 
do ejecutivo,  si  reúne  los  requisitos  que  le  dan  fuerza  de 
tal.  (Junio  4  de  4904,  Banco  Alemán  v.  SchifTner). 

447.  Peraoneria.  —  En  toda  clase  dejuicio,  y  por  consiguien- 
te en  el  ejecutivo,  los  apoderados  y  procuradores  deben 
acreditar  su  personalidad  desde  la  primera  gestión  que  hagan 
en  nombre  de  sus  poderdantes,  con  la  competente  escritura 
de  poder  (art.  5,  Ley  Proc).  —  T.  77,  p.  5. 

448.  Preacripoión.  —  La  excepción  de  prescripción,  así  como 
las  demás,  no  puede  oponerse  en  el  juicio  ejecutivo  sino 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  á  «la  citación  de  remate 
(art.  268,  270  y  278,  Ley  Proc;  diciembre  26  de  1904,  Ban- 
co N^acional  v.  Viso).  • 

449.  Remate.  —  La  ley  de  procedimientos  de  14  de  septiembre 
de  1863,  no  contiene  disposición  alguna  que  haga  necesaria 
para  la  validez  del  remate  en  el  juicio  ejecutivo,  la  presencia 
en  el  acto  del  secretario  ;  y  debe  revocarse  el  auto  que  la  or- 
dena. (Diciembre  20  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Garavieta). 

150.  — Debe  aprobarse  el  remate  del  inmueble  embargado, 
que  se  ha  efectuado  con  las  formalidades  proscriptas  por  la 
Ley  de  Procedimientos,  aún  cuando  el  ejecutado  alegue  que 
aquel  pertenece  á  terceros,  ó  se  halla  en  litigio  con  éstos,  y 
quienes  no  han  deducido  tercería  de  dominio.  (Abril  5  de 
1902,.Bourbridge  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

151 .  Sentencia  de  remate.  —  El  juez  debe  pronunciarse  sobre 
todas  las  excepciones  propuestas  contra  la  ejecución.  —  T. 
64,  p.  302  (a). 

(a)  Igual,  entre  otros,  el  caso  del  t.  44,  p.  79. 
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452.  — No  habiéndose  opuesto  excepciones,  debe  llevarse 
adelante  la  ejecución  (art.  S68,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  447. 

433.  —  No  habiéndose  opuesto  excepciones,  debe  seguir  ade- 
lante la  ejecución  (art.  268  y  297,  Ley  Proc).  — T.67,p.382. 

154.  —  No  probadas  las  excepciones,  debe  llevarse  adelante  la 
ejecución.  —  T.  69,  p.  40. 

455.  —  No  probándose  por  el  ejecutado,  las  excepciones  de 
juego  y  violencia,  debe  llevarse  adelante  la  ejecución.  — 
T.  69,  p.  466. 

456.  — No  existiendo  nulidad  y  no  habiendo  sido  probada  la 
excepción  opuesta  á  la  ejecución,  debe  ésta  ser  llevada 
adelante.  —  T.  71,  p.  46. 

457.  — Estando  debidamente  acreditada  la  autenticidad  de  las 
letras  en  que  se  funda  la  acción  ejecutiva  y  comprobadas  las 
relaciones  de  acreedor  y  deudor  entre  ejecutante  y  ejecuta- 
do^ deben  rechazarse  las  excepciones  opuestas  por  éste  y 
llevarse  adelante  la  ejecución.  —  T.  74,  p.  301. 

158.  —  No  siendo*  probadas  las  excepciones,  debe  llevarse 
adelante  la  ejecución  basada  en  un  pagaré  á  la  orden,  de 
plazo  vencido,  con  cantidad  líquida  de  dinero,  y  cuya  firma 
ha  sido  dada  por  reconocida  en  rebeldía  del  ejecutado,  en- 
contrándose así  el  título  comprendido  en  los  artículos  248, 
»249,  inciso  5<>,  y  250,  Ley  de  Procedimientos.—  T.  78,  p.  390. 

459.  —  No  siendo  probadas  las  excepciones  de  fuerza  é  intimi- 
dación, debe  llevarse  adelante  la  ejecución.  —  T.  79,  p.  405. 

160.  —  No  habiéndose  opuesto  excepción,  debe  llevarse  ade- 
lante la  ejecución.  —  T.  80,  p.  425. 

461.  —Habiendo  dejado  vencer  el  término  sin  oponer  excep- 
ciones, debe  llevarse  adelante  la  ejecución  (art.  297,  Ley 
Proc.  Se  pretendía,  en  el  caso,  que  para  oponer  excepciones 
debían  pasarse  al  ejecutado,  copia  de  los  antecedentes  del 
juicio.  Diciembre  14  de  1899,  Thursby  v.  Municipalidad  del 
Rosario.) 

462.  —  Si  el  ejecutado,  citado  de  remate,  no  opone  excepcio- 
nes, debe  mandarse  llevar  adelante  la  ejecución^  fundada 
en  documento  privado  que  se  ha  tenido  por  reconocido  con 
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arreglo  á  derecho  (art.  248,  2i9  y. 268,  Ley  Proc. ;  diciem- 
bre 27  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Lastra  de  Fragueiro). 

463.  —  No  deduciendo  el  ejecutado  excepción  alguna  en  el  tér- 
mino legal,  debe  mandarse  llevar  adelante  la  ejecución  fun- 
dada en  instrumento  que  contiene  obligación  de  pagar 
cantidad  líquida  de  moneda  y  es  de  plazo  vencido  (art.  248, 
249  y  268,  Ley  Proc. ;  marzo  28  de  4904,  González  v.  Silva). 

464.  Supensiónde  procedimientos.  — Si  el  tercerista,  al  de- 
ducir la  tercería,  no  pretende  ser  dueño  del  bien  embargado, 
no  puede  ordenarse  la  suspensión  de  la  ejecución  (art.  304 
y  302,  Ley  Proc ;  noviembre.  27  de  4900,  Lamas  en  autos  de 
Saavedra  v.  Ovejero  de  Lamas). 

465.  Tasadores  (honorarios  de).  —  Los  tasadores  en  juicio 
ejecutivo  no  pueden  cobrar  sus  honorarios  al  ejecutante, 
salvo  motivos  especiales  que  autoricen  el  cobro,  deben  aguar- 
dar la  venta  de  los  bienes  embargados,  de  cuyo  producto 
han  de  deducirse  las  costas  de  la  ejecución,  á  los  cuales 
pertenecen  dichos  honorarios. — T.  69,  p.  393. (Igual  sentido 
t.  64,  p.  53  y  72). 

466.  —  Si  antes  de  la  venta  del  bien  embargado,  el  ejecutado 
ha  hecho  cesión  de  bienes,  y  la  cosa  embargada  ha  pasado  á 
formar  parte  de  la  masa,  debe  proseguirse  el  pago  de  los  ho- 
norarios de  tasación,  en  el  concurso,  en  calidad  de  crédito 
contra  el  mismo,  y  con  el  privilegio  que  por  derecho  le  co- 
rresponda. —  T.  73,  p.  420. 

^67.  —  Los  honorarios  de  tasación  en  un  juicio  ejecutivo  son 
costas  que  deben  ser  pagadas  con  el  producto  de  los  bienes 
embargados,  y  no  por  el  ejecutante  personalmente  (art.  293  y 
298,  Ley  Proc).  —  T.73,  p.  420. 

^68.  Venta  de  créditos.  —  El  crédito  cuyo  pago  se  gestiona 
judicialmente,  no  puede  ser  vendido  en  remate,  pues  no  se 
encuentra  autorizado  por  el  artículo  284,  Ley  Procedimientos, 
que  se  refiere  sólo  A  bienes  muebles,  semovientes  ó  alhajas. 
(Diciembre  31  de  4901,  Agrelo  v.  Real  de  Azúa  (a). 

<a)  Véase  ei  caso  análogo  del  t.  60,  p.  151  (Digesto,  t.  1,  p.  231,  in  fine). 
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JUICIO  PETITORIO. 
La  indemnización  de  daños  y  perjuicios  contenida  en  el  falla 
sobre  interdicto  posesorio,  no  se  halla  comprendida  en 
las  condenaciones  que  deben  ser  satisfechas,  para  que  el  de- 
mandado vencido  pueda  comenzar  el  juicio  petitorio ;  por- 
que la  falta  de  iniciación  por  el  vencedor  de  la  demanffa  so- 
bre aquella,  no  puede  obstar  para  la  promoción  de  la  acción 
petitoria,  cuyo  ejercicio  quedaría  enervado  por  la  demora 
del  mismo  vencedor.  (Mayo  22  de  4900,  Amézola  y  otro  v.  Al- 
tomare.  ) 

JURAMENTO.  >^ 

Contra  el  depositario  que  no  rinde  buena  cuenta  de  su  admi- 
nistración y  se  prueba  que  ha  percibido  frutos  de  la  cosa 
depositada,  puede  ordenarse  el  juramento  supletorio  dentro 
de  la  suma  que,  con  arreglo  á  las  pruebas  establecidas,  el 
tribunal  estime  equitativa.  —  T.  73,  p.  498. 

JURISDICCIÓN. 
4.  —  Las  enajenaciones  que  cualquiera  de  las  partes  en  el  plei- 
to, baga  durante  el  mismo,  no  pueden  alterarla  jurisdicción 
ya  en  ejercicio.--  T.  70,  p.  363  (a). 

2.  Las  modificaciones  que  sobrevengan  en  relación  al  domici- 
lio ó  vecindad  de  las  partes,  no  pueden  modificar  la  juris- 
dicción radicada  al  iniciarse  el  juicio.  (Mayo  7  de  4901» 
Casal  V.  Carril). 

3.  La  jurisdicción  una  vez  radicada  queda  la  misma,  cuales- 
quiera que  sean  las  modificaciones  que  sobrevengan  en  re- 
lación á  las  partes  por  razón  de  cesión  ó  traspaso  á  terceros 
de  los  derechos  de  aquéllos.  (Diciembre  24  de  4904,  Soler 
V.  Municipalidad  de  Concordia.) 

JURISDICCIÓN  (PRÓRROGA  DE). 

Véase:  Justicia  Federal 
El  juicio  de  mensura  promovido  ante  el  juez  de  provincia,  no 

(a)  Sobre  este  número  y  los  dos  siguientes,  puede  verse  e(  t.  58»  p,  5S9  y  t. 
69,  p.  7  (Digesto,  t  2.  p.  28). 
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importa  prorrogar  su  jurisdicción  para  el  conocimiento  del 
contencioso  que  puede  sobrevenir  por  razón  de  la  mensura 
practicada.  — T.  74,  p.  444. 

JURISPRUDENCIA. 

1.— Los  juzgados  de  sección  deben  conformar  sus  resolucio- 
nes á  las  decisiones  que,  en  casos  análogos,  dicte  la  Supre- 
ma Corte  haciendo  jurisprudencia. —  T.  9,  p.  53. 

2.r-  En  los  casos  análogos,  deben  dictarse  idénticas  resolucio- 
nes. —  T.  iO,  p.  294  y  298;  t.  15,  p.  336  y  344;  t.  17,  p.  453; 
t.  35,  p.  280. 

3. —  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  sólo  deciden  el  ca- 
so concreto  sometido  á  su  fallo,  y  no  obligan  legalmente  si- 
no en  él,  en  16  que  consiste  particularmente  la  diferencia 
entre  la  función  legislativa  y  judicial ;  y  si  bien  hay  un  de- 
ber moral  para  los  jueces  inferiores  en  conformar  sus  deci- 
siones á  los  fallos  de  la  Suprema  Corte,  él  se  funda  princi- 
palmente en  la  pre.<«unción  de  verdad  y  justicia  que  á  sus 
doctrinas  da  la  sabiduría  é  integridad  de  los  magistrados 
que  la  componen,  y  tiene  por  objeto  evitar  recursos  inútiles; 
sin  que  esto  quite  á  los  jueces  la  facultad  de  apreciar  con 
su  criterio  propio  esas  resoluciones  y  apartarse  de  ellas, 
cuando  á  su  juicio  no  sean  conformes  á  los  preceptos  cla- 
ros del  derecho,  porque  ningún  tribunal  es  infalible  y  no 
faltan  precedentes  de  que  aquellos  han  vuelto  contra  reso- 
luciones anteriores  en  casos  análogos.  — T.  25,  p.  364. 

4.  —  Cualquiera  que  sea  la  generalidad  de  los  conceptos  em- 
pleados por  el  tribunal  en  sus  fallos,  ellos  no  pueden  enten- 
derse sino  con  relación  á  las  circunstancias  del  caso  que  las 
motivó,  siendo,  como  es,  una  máxima  de  derecho,  que  las 
expresiones  generales  empleadas  en  las  decisiones  judicia- 
les, deben  tomarse  siempre  en  conexión  con  el  caso  en  el 
cual  se  usan,  y  que  en  cuanto  vayan  más  allá,  pueden  ser 
respetadas,  pero  de  ninguna  manera  obligan  el  juicio  del  tri- 
bunal para  los  casos  subsiguientes.  —  T.  33,  p.  162. 
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JUSTICIA  FEDERAL  (a). 


Sumario  : 
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Accidentes  ferroviarios  (acciones  civiles 

que  nacen  de),  119,  124  á  126,  128. 

Acciones  y  obligaciones  solidarias,  623 

á  646. 
Actos  administrativos  del  gobierno  na- 
cional (juicios  que  tengan  su  origen 
en  ellos),  400  á  410. 
Almirantazgo  (b)  y  jurisdicción  maríti- 
ma, 429  á  472. 
I  Apresamiento  marítimo,  429. 
í    Averías,  430. 
Buques  (choque  entre),  431. 
Buques   (construcción  y  repara- 
ción de).  439. 
Buques  (propiedad  de),  433. 
Buques  (suministros),  434. 
Estiva  (accidentes  con  motivo  de 

ella),  435  á  438. 
Estiva  (salarios  de),  439. 
Fletamento,  440  áf446. 
Hipoteca  naval,  447. 
Lanchaje,  448  á  452. 
Pilotaje,  453. 
Principios  sobre  la  materia,  454 

á468. 
Transporte  fluvial,  469  y  470. 
i   Tripulantes,  471  y  472. 
Autoridades    provinciales  (abusos    de 
ellas.  Casos  en  que  los   funcionan  os 
provinciales    pueden  ó  no  ser  de- 
mandados  ante  la  justicia  federal), 
670;á  685. 
Banco  Nacional  (causas  de  ó  contra  el), 

137  á  140. 
Cambio  de  domicilio,  31,  269  y  S70. 
Causas  entre  marido  y  mujer,  201. 
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Causas  regidas  por  la  Constitución  Na- 
cional (principios  sobre  la  materia. 
Véase  :  Impuestos)  i  70  á  82. 

Causas  regidas  por  leyes  del  Congreso 
(patentes  de  invención,  marcas  de 
fábrica,  ferrocarriles,  etc.),  113  á  136. 

Cesión  (fuero  federal  cuando  ella  exis- 
te :  reglas  para  determinarlo  en  tal 
caso),  576  á  604.  ^ 

Competencia  del  ibero  federal  por  ra- 
zón de  cantidad,  357  á  384. 

Cónsules,  vice-cónsnles  y  agentes  con- 
sulares (causas  que  versan  sobre  sus 
negocios  particulares),  385  á  399. 

Gontencioso-administrativo  319,353-356. 

Convencinos  (causas  entre),  330  á  340. 

Cuestiones  entre  socios,  341  á  352. 

Delitos  de  imprenta,  107  á  112. 

Demanda  por  acto  ejecutado  en  comi- 
sión nacional,  190. 

Derecho  internacional,  191  á  193. 

Diversa  nacionalidad,  204  á  250. 

Diversa  vecindad  (entre  argentinos), 
251  á  284. 

Diversa  vecindad  (entre  extranjeros), 
285  á  301 . 

Domicilio,  647  á  654. 

Elección  de  domicilio,  322. 

Endoso  (fuero  federal  en  los  casos  de), 
605  á  613. 

Equipaje,  141. 

Escríbanos  de  registro  (infracción  á  la 
ley  de  sellos),  169. 

Evicción  (fuero  federal  en  los  casos  de 
citación),  323  á  328. 

Expropiación,  112  á  144  y  159  á  162. 


(a)  Bajo  este  rubro  están  colocados  los  fallos  de  la  Suprema  Corte  en  que  se  han 
interpretado  y  aplicado  las  disposiciones  de  los  artículos  2,  3,  7,  8,  9, 10,  11  y 
12,  de  la  ley  de  jurisdicción,  de  14  de  septiembre  de  1863. 

(6)  Véase  :  Crímenes  en  alta  mar^  números  496  á  498. 
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Extradición,  145  á  147. 
Extranjeros  (declinatoria  por  ellos  del 
faero  federal  en  caso  de  ser  deman- 
dados ante  él;,  823  á  839. 
Filiación  natural  (faero  federal  eo  caso 

de  demanda  sobre  ella),  329. 
Fuero  federal  por  razón  de  personas  (su 

fundamento  y  extensión),  194  y  195. 
Fuero  federal  por  razón  de  personas 

(reglas  para  determinarlo),  196. 
Funcionarios  públicos  (demandas  con- 
tra), 190,  233  á  235,  242.  683  y  684. 
Habeas  corpus,  179  á  185. 
Hijo  (entrega  de),  243. 
Hurto  (acción  civil),  256. 
Informaciones,  148. 

Impuestos  (municipales  ó  provinciales: 
casos  en  que  procede  ó  no  ia  juris- 
dicción federal),  83  á  106  y  158. 
Jueces  locales  (demanda    contra   ellos 
por  actos  en  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes), 149  á  155. 
Juicios  universales  (concurso  ó  suce- 
sión :  casos  de  demanda  de  ó  contra 
ellos;  jurisdicción  del  juez  de  los 
mismos),  686  á  7^. 
Jurisdicción  en  lo  criminal,  473. 

/  Principios  generales,  473  á  487. 
Contrabando,  488  á  495. 
Crímenes  en  alta  mar,  496  y  497. 
Crímenes  en  puertos  argentinos^ 

498  á  506. 
Crímenes  en  islas,  507  y  508. 
Crímenes  cometidos  en  lugares 
sujetos  exclusivamente  al  go- 
bierno nacional  509  á  526. 
Elecciones,  527  á  533. 
Falsificación  de  documentos,  517, 

520,  523,  534  y  487. 
Falsificación  de  moneda,  534  á  536. 
Ferrocarriles  (violaciones  de  la 
\       ley  de),  537  á  641. 
Fuga  de  presos,  542  y  543. 
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Rebelión  y  sedición  (delitos  co- 
munes cometides  con  motivo 
de  ella),  544  á  559. 
Rentas  generales   (deíhmdación 

de),  560  á  564. 
Rentas  y  leyes  locales  de  la  Capi- 
tel, 88,  97,  102,  103,  156  á  169 
y  565  á  569. 
Violación  de  correspondencia  y 
otros  hechos  relativos  á  esta, 
570  á  575. 
Jurisdicción  militar,  177  y  178. 
Justicia  provincial  (su  jurisdicción  y 
actos  ante  el  fuero  federal),  655  á  669. 
Justificación  delibero  federal,  197  á  200. 
Laudos  (recursos  contra  ellos;,  830  á  832 . 
Leyes  locales  de  la  Capital  (causas  re- 
gidas por  ellas),  97,  102,  156  á  163. 
Lotería   nacional  (causas  sobre  ella), 

164  á  168. 
Mensura  (petición  ú  oposición  é  ella), 

302  á  310  y  719. 
Minas  (denuncias  de),  311  y  312. 
Modificaciones  en  los  derechos  de  las 

partes,  37,  54,  60.  63,  64  y  326. 

Mujer  casada  (fuero  de  la),  202  y  203. 

Municipalidad  (demandas  contra  ella), 

83.  96, 100,  102,  103,  210,  217,  229, 

261,  313  á  321. 

Nación  (demandas  de  ó  contra  ella,  ó 

en  que  tenga  interés),  411  á  428. 
Principios  generales  (naturaleza  y  ca- 
rácter de   la  justicia   federal:    sus 
fuentes  y  diferencias  con   las  justi- 
cias locales),  ]  á  69. 
Prorrogación  de  jurisdicción  (reglas  al 
respecto  :  casos  en  que  ocurre  ó  no 
según  el  art.  12,  inc.  4»,  ley  jurisd.). 
752  á  822. 
Rebelión  y  sedición  (acciones  civiles 
procedentes  de),  547,  551,  554  y  555. 
Servicio  militar,  170  á  176. 
Sociedades  anónimas  (su   vecindad  ó 
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nacionalidad  á  los  efectos  del  fnero 

federal),  614  á  639. 
Sumario  (instrucción  de)^  883  y  884. 
Tercerías,  835  y  886. 


Transacción,  244. 

Transporte  por  ferrocarril,  186  á  189. 
Vecindad  á  los  efectos  del  fuero.  (Véa- 
se :  Domicilio). 


4.  Principios  generales.  —  La  jurisdicción  federal  no  e& 
prorrogable  sobre  personas  y  cosas  ajenas  de  ella,  aun 
cuando  las  partes  litigantes  convengan  en  su  prorrogación 
(arl.  4«,  Ley  Proc).  —  T.  4,  p.  25;  t.  9.  p.  53  y  439;  t.  40, 
477;  t.  42,  p.  488:  t.  47,  p.  472;  t.  24,  p.  99. 

2.  —  Determinada  la  competencia  de  la  justicia  federal  por 
resolución  de  la  Suprema  Corte,  no  puede  ya  discutirse  ante 
los  tribunales  inferiores,  ni  conceder  apeladión  de  las  senten- 
cias dictadas  por  éstos,  con  arreglo  á  aquélla.  -^T.  4,p.  349. 

3.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  provincia  es  ordina- 
ria, y  la  de  los  nacionales  es  excepcional.  —  T.  4 ,  p.  364. 

4.  Y-  La  razón  del  artículo  2o  de  la  ley  de  procedimientos,  que 
imponeá  todo  demandante  el  deber  de  justificar  previa  y  cum- 
plidamente, que  el  caso  corresponde  á  su  conocimiento,  es 
la  de  evitar  un  error  que  podría  importar  nulidad  insanable 
en  los  procedimientos.  —  T.  4,  p.  364. 

5.  —  No  puede  la  justicia  federal  resolver  cuestiones  en  abs- 
tracto sino  como  judiciales,  aplicando  á  ellaslas  disposiciones 
de  las  leyes.  —  T.  4,  p.  455. 

6.  —  Cuando  el  fuero  es  determinado  porla  materia,  es  compe- 
tente, cualquiera  que  sea  la  calidad  de  las  personas  litigantes 
(art  400,  Const.  Nac).  —  T.  4 ,  p.  485. 

7.  —  Nada  induce  á  creer  que  los  autores  de  la  Constitución 
hayan  tenido  presente,  en  lo  relativo  á  la  jurisdicción  fede- 
ral, la  legislación  española;  es  evidente  que  sólo  pensaron 
en  imitar  la  constitución  de  los  Estados  Unidos,  en  esa  parte 
como  en  otras  muchas.  —  T.  2,  p.  37. 

8.  —  Para  conocer  el  alcance  de  la  jurisdicción  federal,  á  falta 
de  precedentes  propios,  debe  ocurrirse  á  la  constitución  y  á 
la  jurisprudencia  de  los  Estados  Unidos.  —  T.  2,  p.  37. 

9.  —  No  mediando  contrato,  acción  real  ó  alguna  otra  circuns- 
tancia que  limite  la  regla,  el  actor  debe  seguir  el  fuero  del  reo» 
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pues  el  artículo 2,  Ley  de  Jurisdicción,  ha  establecido  la  com- 
petencia déla  justicia  federal  en  las  causas  entre  extranjeros 
y  argentinos,  y  entre  vecinos  de  distintas  provincias,  sin 
estatuir  ni  alterar  en  nada  el  derecho  común  sobre  las  causas 
de  surtir  el  fuero  —  T.  %  p.  80. 
iO,  — Los  jueces  federales  deben  resolver  previamente  las  cues- 
tiones de  competencia,  aunque  no  se  deduzcan  en  la  forma  ' 
legal,  por  ser  improrrogable  su  jurisdicción.  —  T.  3,  p.  439. 

41.  —  No  puede  ejercitarse  la  jurisdicción  federal  respecto  de 
una  ley  provincial  que  se  pretende  ser  contraria  á  la  Consti- 
tución nacional,  mientras  no  se  someta  á  su  conocimiento  un 
caso  judicial  originado  por  la  ejecución  de  aquella  y  que  dé 
mérito  para  discutir  su  validez.  — T.  3,  p.  439. 

42.  —  No  puede  la  justicia  federal  hacer  declaraciones  en  abs- 
tracto. —  T.  5,  p,  346;  t.  45,  p.  65. 

43.  — La  jurisdicción  federal  es,  por  su  naturaleza,  esencial- 
mente restrictiva.  —  T.  5,  p.  345;  t.  24,  p.  345. 

44.  —  La  justicia  federal  nunca  procede  de  oficio  y  no  puede 
dictar  providencia  sino  á  solicitud  de  parte  legitima. — T. 
6,  p.  426;  t.  7,  p.  443. 

45.  — Para  que  los  tribunales  de  la  nación  puedan  tomar  cono- 
cimiento de  una  demanda,  debe  previamente  probarse  que  el 
caso  cae  bajo  su  jurisdicción  (art.  2,  Ley  íroc). — T.  7,  p.  1 5. 

46.  —  La  competencia  de  la  justicia  federal  no  se  rige  por  las 
leyes  del  derecho  común,  sino  por  las  prescripciones  de  la 
Constitución  y  leyes  nacionales.  —  T.  7,  p.  404. 

17.  — Es  incompetente  la  justicia  federal  para  obligar  á  una 
provincia,  que  ha  prohibido  ia  corrida  de  toros,  á  soportar 
la  construcción  de  una  plaza  para  dar  al  pueblo  ese  espec- 
táculo. —  T.  7,  p.  450. 

48.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  juzgar  de  la  va- 
lidez de  las  leyes  provinciales  y  de  los  procedimientos  de  los 
funcionarios  encargados  de  su  cumplimiento.  Se  exceptúa 
el  caso  que  una  disposición  constitucional  autorice  expresa- 
mente el  conocimiento,  ó  se  trate  de  una  violación  de  los 
preceptos  de  la  Constitución  nacional,  de  las  leyes  y  tratados 
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sancionados  por  el  Congreso.  (Véase:  Provincia^  Digesto^  t.  S, 
p.  335.)  — T.  7,  p.  373. 

19.  —  Los  jueces  nacionales  no  pueden  carecer  de  jurisdicción 
para  amparar  á  los  agentes  del  presidente  de  la  República,  en 
el  desempeño  de  sus  comisiones,  pues  quedaría  desarmado 
el  poder  nacional  para  el  cumplimiento  de  sus  atribuciones 
constitucionales.  — T.  7,p.  457. 

20.  —  El  poderjudicial  de  la  nación,  debiendo  ser  coextensivo 
con  el  poder  legislativo,  no  puede  juzgar  sino  de  las  mate- 
rias sobre  que  puede  legislar  el  Congreso,  á  menos  que  una 
disposición  expresa  de  la  Constitución,  autorice  su  juicio  en 
casos  no  comprendidos  en  dichas  materias.  — ^^T.  9,  p.  277. 

21 .  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  es  excluyente 
de  la  de  los  provinciales  en  las  causas  especificadas  por  los 
artículos  1,2  y  3  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863.  —  T. 
10,  p.  121. 

22.  —  La  incompetencia  de  la  justicia  federal  debe  declararse  en 
cualquier  estado  en  que  ella  aparezca^  por  no  ser  prorrogable 
á  voluntad  de  las  partes.  —  T.  10,  p.  177 ;  t.  46,  p.  69  y  70. 

23.  —  La  jurisdicción  federal  no  se  extiende  á  los  casos  que 
no  estén  expresamente  señalados.  —  T.  10,  p.  134. 

24.  —  La  voluntad  de  las  partes  no  puede  conceder  á  los  po- 
deres públicos  de  la  nación,  mayores  facultades  que  las  que 
la  Constitución  les  ha  otorgado.  —  T.  10,  p.  177. 

25.  —  Una  declaratoria  de  la  justicia  provincial,  no  puede  dar 
jurisdicción  á  la  justicia  nacional  en  los  casos  en  que  ésta 
no  la  tiene  por  la  ley.  —  T.  10,  p.  413. 

26.  —  Aun  cuando  está  en  la  esencia  del  orden  constitucional, 
que  los  tribunales  tengan,  no  sólo  la  facultad,  sino  la  obli- 
gación de  anteponer  en  sus  resoluciones,  los  preceptos  de 
la  Constitución  Nacional  en  todo  caso^  y  los  de  las  respecti- 
vas constituciones  de  provincia  en  los  que  corresponda,  á  los 
preceptos  de  las  leyes  ordinarias,  porque,  siendo  la  Constitu- 
ción la  ley  suprema,  de  la  cual  deriva  sus  facultades  el  po- 
der legislativo,  como  los  demás  poderes,  y  á  la  cual  están 
todos  subordinados  en  su  acción,  no  puede  reputarse  válido 
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y  subsistente  ningún  acto  que  le  sea  contrario;  no  sucede 
lo  mismo  cuando  los  actos  legislativos  son  opuestos,  no  á  la 
Constitución,  sino  á  las  reglas  de  la  legislación  común ;  por* 
que  si  los  tribunales  pudieran  juzgar  del  mérito  intrínseco 
de  las  leyes  y  de  su  justicia  en  abstracto,  saliendo  de  sus 
atribuciones  que  son  jus  dicere,  no  jus  conderey  juzgar  según 
las  leyes  y  no  juzgar  de  las  leyes,  quedarían  sobrepuestos  al 
poder  legislativo,  cuyas  resoluciones  podrían  diariamente 
invalidar  á  pretexto  de  que  no  eran  ellas  conformes  á  la  jus* 
tícia,  viniendo  á  tener  al  fin,  contra  las  disposiciones  ex- 
presas de  la  Constitución,  que  consagra  la  recíproca  indepen- 
dencia de  los  poderes,  la  parte  más  importante  en  la  sanción 
de  las  leyes,  que  necesitarían  obtener,  en  tal  caso,  la  final 
aprobación  de  los  jueces  para  adquirir  su  fuerza  obligatoria. 
—  T.  10,  p.  427. 

27.  —  La  excepción  de  incompetencia  por  razón  de  la  materia, 
puede  deducirse  en  cualquier  estado  de  la  causa,  porque  se 
funda  en  motivos  de  orden  público  y  no  es  permitido  á  los 
particulares  trastornar  el  orden  de  las  jurisdicciones.  — 
T.  12,  p.  233. 

28.  —  Siempre  que  de  la  demanda  aparezca  claramente  que  la 
causa  no  compete  á  la  justicia  nacional,  debe  el  juez  dese- 
charla de  plano  (arl.  3,  Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  299. 

29.  —  Los  tribunales  nacionales  no  tienen  jurisdicción  para 
decidir  cuestiones  abstractas  de  derecho,  ni  para  juzgar  so- 
bre lainconstitucionalidad  de  una  ley,  sino  cuando  se  trate 
de  su  aplicación  á  un  caso  contencioso.  — T.  12^  p.  372  ;  t. 
24,  p.  248. 

30.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  en  todas  las 
causas  que  son  de  su  resorte,  es  privativa  y  excluyente  de  la 
délos  tribunales  de  provincia,  con  la  sola  limitación  de  las 
excepciones  especiales  contenidas  en  el  artículo  12  de  la  Ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
12, p.  7;  t.  13,  p.  392. 

Si .  —  Sometido  un  acto  desde  el  principio  á  la  jurisdicción  fe- 
deral por  consentimiento  de  las  partes,  el  hecho  personal 
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(le  una  sola,  no  es  bastante  para  cambiar  la  jurisdicción  re- 
ciprocamente aceptada.  —  T.  13,  p.  161. 

32.  —  La  Constitución  y  las  leyes  del  Congreso,  son  las  fuentes 
dedonde  emana  la  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales. 
—  T.  U,  p.  26 

33.  —  La  justicia  federal  es  restrictiva  y  no  puede  invocarse 
su  protección  en  el  caso  de  prisión  ó  destierro  ordenado  por 
una  autoridad  provincial,  sino  cuando  lo  sea  contra  un  miem- 
bro del  Congreso  ó  un  agente  nacional.  —  T.  15,  p.  47.- 

34.  —  Los  tribunales  nacionales  tienen  el  deber  de  examinar 
ante  todo,  si  el  asunto  que  se  les  presenta  es  de  su  compe- 
tencia, é  inhibirse  de  entender  en  él,  en  caso  de  no 
aunque  las  partes  no  lo' soliciten.  —  T.  16,  p.  64. 

3o.  —  La  justicia  federal  sólo  procede  aplicando  la  constitu- 
ción y  leyes  nacionales,  y  no  puede  imponer  otras  penas  que 
las  que  éstas  establecen .  —  T.  1 7,  p.  1 1 0. 

36.  —  No  es  prorrogable  la  justicia  federal  sobre  personas  ó 
cosas  ajenas  de  ella,  y  su  aplicación  debe  ser  sostenida  de 
oficio,  cuando  sea  alterada  voluntaria  ó  inconscientemente 
(art.  lo.  Ley  Jurisd.;  art.  19  y  21,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.  194. 

37.  —  Una  vez  establecida  la  justicia  federal  por  la  distinta 
nacionalidad  de  las  partes,  cualquier  modificación  en  sus 
derechos  recíprocos,  no  puede  alterar  aquélla.  —  T.  18, 
p.  190. 

38.  —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  provinciales,  decli- 
nando ó  aceptándola  jurisdición  de  los  nacionales,  no  au- 
toriza á  éstos  para'  conocer  ni  los  eximen  de  fundar  su  com- 
petencia, en  atención  á  que  ésta  no  es  prorrogable  á  co- 
sas y  personas  ajenas  á  ella.  —  T.  20,  p.  198. 

.39. — Pendiente  un  pleito  ante  la  jurisdicción  provincial,  la  na- 
cional debe  declararse  incompetente  para  conocer  de  él,  aun 
cuando  las  partes  no  hayan  hecho  presente  esa  circunstancia 
(art.  1,  Ley  Proc.).— T.  20,  p.  234. 

40.  —  Aunque  las  partes  lo  consientan,  es  improrrogable  la  jus- 
ticia federal  á  personas  y  cosas  ajenas  de  ella,  siendo  deber 
del  juez  declarar,  aun  de  oficio,  su  incompetencia,  en  cual- 
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quier  estado  de  la  causa  en  que  se  conozca  (art.  4 ,  Ley  Proc). 
—  T.  22,  p.  264 . 

44.  —  El  terreno  de  las  conveniencias  es  extraño  al  poder  ju- 
dicial, estando  limitadas  sus  facultades  á  aplicarlas  leyes  y 
reglamentos,  con  tal  que  emanen  de  autoridad  competente  y 
no  sean  repugnantes  ala  Constitución.  —  T.  23,  p.  37. 

42.  — La  nulidad  de  una  venta  discutida  y  resuelta  por  vía  de 
excepción  ante  la  justicia  local,  no  puede  ser  traída  al  cono- 
cimiento de  la  federal,  por  vía  de  acción.  —  T.  26,  p.  28. 

43. — La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  en  las  causas 
que  versan  sobre  puntos  regidos  por  la  constitución,  por  las 
leyes  del  congreso  ó  tratados  celebrados  con  naciones  ex- 
tranjeras, es  privativa.  Los  jueces  de  provincia  no  pueden 
conocer  de  ellas,  so  pretexto  de  ser  también  intérpretes  de 
la  constitución  y  leyes  del  congreso.  Interpretan  y  aplican 
estas  leyes,  como  leyes  supremas  de  la  nación,  en  las  causas 
cuyo  conocimiento  les  corresponde  originariamente,  ó  en  las 
que,  siendo  de  competencia  nacional  por  razón  de  las  perso- 
nas, han  quedado  sujetas  á  su  jurisdicción,  con  arreglo  al 
inciso  4^  artículo  42,  Ley  de  Jurisdicción,  no  pudiendo,  por 
consiguiente,  deducirse  de  aquí  que  tengan  jurisdicción  con  > 
cúrrente  con  los  tribunales  nacionales. — T.  27,  p.  449. 

44.  —  A  los  efectos  del  fuero  federal,  sólo  se  consideran  parte 
en  el  juicio,  á  los  que  intervienen  directamente  en  el  juicio, 
ó  á  las  personas  cuya  representación  asume  el  apoderado, 
prescindiendo  de  las  otras  que  han  intervenido  en  el  otorga- 
miento del  poder.  —  T.  28,  p.  39;  t.  75,  p.  259. 

45.  —  El  juez  federal  puede  declararse  incompetente  de  oficio 
en  las  causas  que  no  le  corresponden,  y  anular  todo  lo  obra- 
do. —  T.  28,  p.  239. 

46.  —  La  jurisdicción  de  los  jueces  federales  difiere  substan- 
cialmente  de  la  de  los  jueces  del  territorio  de  la  Capital^  no 
obstante  ser  unos  y  otros  nacionales,  y  proceder  sunombra- 
to  del  gobierno  de  la  Nación  :  pues  los  primeros  ejercen  una 
jurisdicción  de  excepción,  limitada  á  los  casos  enumerados 
en  el  articulo  400  de  la  Constitución  nacional,  mientras  que 
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los  segundos  ejercen  ]a  jurisdicción  ordinaria  que  el  poder 
legislativo  les  confiere  y  que  puede  éste  ampliar  ó  restringir 
según  lo  creyere  conveniente.  Los  primeros  son  propiamen- 
te los  jueces  de  la  Constitución,  creados  por  el  artículo  24  de 
la  misma ;  los  segundos  son  los  jueces  de  la  ley,  establecidos 
por  el  Congreso  en  virtud  de  la  facultad  que  le  acuerda  b1  ar- 
tículo 67,  incisos  14»  y  27®,  para  ejercer  una  legislación,  ex- 
clusiva en  la  Capital,  determinar  por  una  legislación  especial 
lá  organización,  administración  y  gobierno  que  deben  tener 
los  territorios  nacionales,  que  queden  fuera  de  los  límites 
que  se  asigne  á  las  provincias.  —  T.  30,  p.  112. 

47.  —  Uno  délas  caracteres  esenciales  del  poder  judicial,  con- 
siste en  pronunciarse  en  casos  particulares,  y  no  sobre  prin- 
cipios generales,  ni  por  vía  de  medida  general.  (Los  repre* 
sentantes  de  las  empresas  de  tramways  se  presentaron  al 
juez  federal,  diciendo  que  la  ley  del  Congreso  creando  un 
impuesto  á  los  tramways  en  sustitución  de  la  obligación  de 
conservar  el  empedrado  de  las  calles  que  recorrían^  era  vio- 
latoria  de  derechos  adquiridos,  y  pidieron  la  declarase  in- 
constitucional. El  juez  se  declaró  incompetente  por  no  tra- 
tarse de  un  caso  contencioso).  —  T.  30,  p.  281. 

48.  —  Es  elemental  en  nuestra  organización  constitucional,  la 
atribución  que  tienen  y  el  deber  en  que  se  hallan  los  tribu- 
nales de  justicia,  de  examinar  las  leyes  en  los  casos  concre- 
tos que  se  traen  á  su  decisión,  comparándolas  con  el  texto 
de  la  Constitución  para  averiguar  si  guardan  ó  no  conformi- 
dad con  ésta, y  abstenerse  de  aplicarlas,  si  las  encuentran 
en  oposición  con  ella,  constituyendo  esta  atribución  modera- 
dora» uno  de  los  fines  supremos  y  fundamentales  del  poder 
judicial  nacional  y  una  de  las  mayores  garantías  con  que  se 
ha  entendido  asegurar  los  derechos  consignados  en  la  Cons- 
titución, contra  los  abusos  posibles  é  involuntarios  de  los 
poderes  públicos.  Tal  atribución,  que  es  por  otra  parte  un 
derivado  forzoso  de  la  separación  de  los  poderes  constitu- 
yente y  legislativo,  que  hace  la  Constitución,  y  de  la  natu- 
raleza esencialmente  subordinada  y  limitada  de  este  último. 
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se  halla  especialmente  consagrada  por  el  articulo  3  de  la  ley 
de  46  de  octubre  de  1862  y  artículo  21  de  la  Ley  de  Jurisdic- 
ción).—T.  33,  p.  162. 

49.  —  No  acreditándose  el  fuero  federal,  no  corresponde  pro- 
ceder, y  las  resoluciones  que  se  dicten  son  sin  efecto.  —  T. 
36,  p.  104. 

50.  r-  Si  bien  por  el  articulo  14',  ley  de  jurisdicción,  una  vez 
radicado  un  juicio  ante  los  tribunales  de  provincia,  será 
sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial,!  ello 
debe  entenderse  en  los  casos  de  jurisdicción  concurrente, 
mas  no  cuando  la  jurisdicción  es  improrrogable  por  razón 
de  la  materia.  —  T.  41,  p.  174. 

51.  —  La  demanda  sobre  levantamiento  de  un  puente  y  resar- 
cimiento de  daños,  fundada  en  que  la  construcción  de  aquel 
ha  sido  llevada  á  cabo,  con  violación  de  disposiciones  legis- 
lativas y  de  derechos  particulares  del  demandante,  corres- 
ponde al  conocimiento  de  los  tribunales  de  justicia,  aunque 
se  suponga  que  la  citada  construcción  fué  autorizada  por  la 
administración.  (Se  trataba  del  levantamiento^de  un  puente 
construido  sobre  el  arroyo  Ramallo,  fundado  en  que  él  obs- 
truía ¡a  navegación  de  dicho  arroyo^  é  invocándose  la  dispo- 
sición  del  art.  2,  inc.  6°,  de  la  Ley  de  ferrocarriles  de  1872. 
La  empresa  sostuvo  que  el  caso  era  de  carácter  administra- 
tivo, y  que,  en  consecuencia,  debía  resolverse  pof  el  Poder 
Ejecutivo.  La  reclamación  interpuesta,  dice  el  fallo,  reviste 
todos  los  caracteres  de  lo  contencioso).  — T.  41,  p.  214. 

52.  —  Siempre  que  aparezca  que  la  causa  no  compete  á  la 
justicia  federal,  así  debe  declararse  sin  más  trámite,  por  ser 
improrrogable  su  jurisdicción,  á  pesar  del  consentimiento 
de  las  partes,  con  arreglo  al  artículo  1  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos. —  T.  43,  p.  372. 

53.  —  A  los  efectos  de  la  jurisdicción  debe  atenderse  á  la  cali- 
dad de  las  partes  y  estado  de  las  cosas,  en  la  fecha  de  la 
demanda.  —  T.  44,  p.  187. 

54.  —  Si  con  posterioridad  á  la  demanda  deducida  por  un  ex-  ' 
tranjero  contra  un  argentino,  este  último  enajena  la  cosa 
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litigiosa  á  favor  de  otro  extranjero,  la  jurisdicción  federal 
acreditada  en  la  fecha  de  la  demanda,  queda  inalterable  ; 
pues  á  los  efectos  de  la  jurisdicción  debe  atenderse  si  la  cali- 
dad de  las  partes  y  estado  de  las  cosas  en  la  fecha  de  la 
demanda.  —  T.  44,  p.  187. 

55.  —  La  justicia  federal  sólo  ejerce  jurisdicción,  en  los  casos 
contenciosos  (art«  2,  Ley  "^6  de  octubre  de  1862).  —  T.  46,  p. 
311. 

56.  —  La  jurisdicción  nacional  en  las  causas  regidas  por  la 
Constitución^  leyes  ó  tratados  del  Congreso,  es  privativa  y 
excluyente  de  la  de  los  tribunales  de  provincia.  Tal  es  la  que 
corresponde  en  las  cuestiones  que  dimanan  de  actos  y  ope- 
raciones del  Banco  Nacional,  la  que,  por  consiguiente,  no 
puede  ser  prorrogada  (art.  12,  Ley  Jurisd.  El  Banco  Nació* 
nal  dedujo  demanda  ejecutiva  ante  los  tribunales  ordinarios. 
El  deudor  opuso  la  excepción  de  incompetencia,  por  corres- 
ponder la  causa  á  la  justicia  federal.  El  juez  de  comercio 
aceptó  dicha  incompetencia ;  pero  la  cámara  revocó  el  fallo 
de  aquél,  declarando  que  el  Banco  Nacional  podía  renunciar 
al  fuero  federal,  establecido  en  su  favor).  — T.  47,  p.  232. 

57.  —  Siendo  la  justicia  federal  por  su  naturaleza  excepcional 
y  restringida,  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  no  procede 
mientras  no  aparezca  claramente  y  de  un  modo  expreso  ó 
por  necesaria  inducción,  que  el  caso  sea  de  su  competencia. 
—  T.  48,  p.151. 

58.  —  Los  actos  políticos  de  los  poderes  políticos  de  la  nación, 
disponiendo  su  intervención  en  las  provincias,  no  fundan  un 
caso  judicial.  —  T.  53,  p.  420;  t.  54,  p.  180.  (Véase  :  Diges- 
lo,  t.  1,  p.  106  y  526). 

59.  —  Las  provincias  no  pueden,  por  disposiciones  propias, 
quitar  á  los  habitantes  de  la  Nación  sujetos  aí  fuero  federal, 
el  privilegio  de  ser  juzgados  por  las  leyes  federales,  ni  me- 
nos aun  crear  tribunales  locales  que,  en  esos  casos,  preva- 
lezcan sobre  los  tribunales  ordinarios  creados  por  la  Constí-- 
titución  y  leyes  nacionales.  —  T.  54,  p.  255;  t.  59,  p.  411. 

60.  —  Una  vez  comprobada  y  declarada  la  competencia  de  la 
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justicia  federal  en  una  causa,  las  modificaciones  que  ocurran 
después  de  la  litis  coniestatio,  no  pueden  hacerla  variar.  — 
T.  54,  p.  475  (a). 
64.  —  Emanando  la  jurisdicción  federal  de  la  constitución 
nacional  y  leyes  del  congreso,  que  deben  aplicarse  como  ley 
suprema  de  la  nación  (art.  di,  Const.  Nac),  y  estando  des- 
tinadas las  constituciones  de  provincias,  á  reglar  su  propio 
régimen,  las  disposiciones  que  ellas  contengan,  no  pueden 
referirse  sino  á  su  propio  gobierno  y,  por  consiguiente,  á 
juicios  á  seguirse  ante  sus  tribunales.  —  T.  57,  p.  337. 

62.  —  No  queda  definitivamente  fijada  la  jurisdicción  federal, 
sino  cuando  el  pleito  ha  sido  trabado  por  demanda  y  por 
respuesta.  -—  T.  57,  p,  382. 

63.  —  La  jurisdicción»  una  vez  radicada  ante  los  tribunales 
locales,  queda  la  misma,  cualesquiera  que  sean  las  modifi- 
caciones que  sobrevengan  en  relación  al  domicilio  ó  vecin- 
dad de  las  partes,  ó  por  razón  de  la  cesión  ó  traspaso  á 
terceros  de  los  derechos  de  aquellos ;  y  no  puede  invocarse 
el  fuero  federal.  —  T.  58,  p.  329. 

64.  —  El  cambio  de  las  personas  que  intervienen  como  partes 
en  un  pleito,  no  altera  la  jurisdicción  de  los  tribunales  en 
que  éste  se  haya  trabado  por  demanda  y  por  respuesta.  — 
T.  59,  p.  7. 

65. —  Debe  declararse  nulo  todo  lo  obrado  en  las  causas  en  que 
no  se  acredite  el  fuero  federal.  — T.  63,  p.  248;  t.  64,  p.  34. 

66.  — Todo  lo  relativo  á  la  discreción  con  que  hubiere  obrado 
el  poder  legislativo,  es  ajeno  al  poder  judicial,  que  no  tiene 
misión  sino  para  pronunciarse  de  conformidad  á  lo  estable- 
cido por  la  ley,  y  aun  en  la  hipótesis  de  que  se  arguyera  ó 
pretendiera  que  es  dura  ó  injusta,  pues  no  está  llamado. á 
pronunciarse  sobre  su  mérito  intrínseco. —  T.  68,  p.  238. 

67.— La  jurisdicción  federal  no  es  prorrogable  sobre  personas 
y  cosas  ajenas  de  ella,  y  su  incompetencia  puede  y  debe  ser 
declarada,  aun  de  oficio,  en  cualquier  estado  de  la  causa, 

(a)  En  seotido  análogo  t.  18,  p.  190;  t.  58,  p.  329;  t.  59,  p.  7,  y  otros. 
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sin  que  á  ello  obste  el  auto  del  inferior  admitiendo  la  com- 
petencia.—T.  71,  p.  352. 

68.  — Las  controversias  que  surgen  sobre  derechos  y  deberes 
derivados  de  las  constituciones  provinciales,  son  ajenas  á  la 
jurisdicción  federal  por  razón  de  la  materia  (art.  105,  Const. 
Nac;  Gordillo  v.  Bustos). 

69.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer  del 
juicio  sobre  división  de  un  terreno,  mientras  no  se  produz- 
ca caso  contencioso  (art.  2,  Ley  de  16  de  octubre  de  1862; 
abril  11  de  1901,  causa  de  Guzmán  y  otros). 

70.  Causas  regidas  por  la  Constitución  Nacional  (principios 
sobre  la  materia).  —  Los  artículos  de  la  Constitución  que 
declaran  la  inviolabilidad  de  las  personas,  del  domicilio  y 
de  la  propiedad,  no  deben  interpretarse  de  manera  que  venga 
á  quedar  por  ellos  suprimida  la  jurisdicción  criminal  de  los 
tribunales  de  provincia,  como  sucedería  si  el  castigo  de  todo 
atentado  contra  esos  derechos,  correspondiera  á  la  justicia 
federal.  —  T.  1,  p.  170. 

71. — Corresponde  á  la  justicia  federal  el  pleito  en  que  se  tra- 
ta del  verdadero  valor  de  una  garantía  constitucional. — T.  3, 
p.  315. 

72.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  el  pleito  de  un  médico 
contra  el  consejo  de  higiene,  por  haberle  éste  prohibido  el 
ejercicio  de  la  medicina,  mientras  no  se  sujete  á  las  pruebas 
establecidas,  pretendiendo  aquél,  que  dichas  pruebas  son 
contrarias  á  la  libertad  de  profesión,  asegurada  por  la  cons- 
titución. —  T.  3,  p.  315. 

73. — Corresponde  á  la  justicia  federal^  la  aplicación  de  la  ley 
del  Congreso,  sobre  organización  de  la  guardia  nacional 
(art.  100,  Const.  Nac;  art.  2,  Ley  Jurisd.).—  T.  4,  p.  404. 

74. —  Ni  la  facultad  concedida  al  Congreso  para  arreglar  el  pa- 
go de  la  deuda  interior  y  exterior  de  la  Nación,  ni  la  autori- 
zación dada  al  Ejecutivo  para  el  reconocimiento  de  la  deuda 
flotante  de  la  Confederación,  obstan  á  los  tribunales  nacio- 
nales para  investigar  en  los  casos  llevados  ante  ellos,  la 
verdad  de  los  hechos  alegados;  porque  es  un  principio  cons- 
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titucional  consignado  en  el  articulo  4  Oó  déla  Constitución 
Nacional,  que  la  jurisdicción  federal  alcanza  á  la  decisión 
de  todos  los  casos  que  versen  sobre  puntos  regidos  por  la 
Constitución  y  leyes  del  Congreso,  y  porque  habiendo  sali- 
do el  asunto  de  los  límites  administrativos,  se  ha  converti- 
do en  contencioso  por  requisición  del  mismo  gobierno  (art. 
1,  Ley  46  de  octubre  de  1862).— T.  9,  p.  200. 
75. — La  violación  de  las  garantías  constitucionales  relativas  á 
la  propiedad,  libertad  y  vida  de  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica, no  sujeta  por  sí  sola,  las  causas  quede  ella  surjan^  al 
fuero  federal.  — T.  10,  p.  20. 

76.  —  Una  de  las  principales  disposiciones  de  la  Constitución, 
es  la  prohibición  á  los  gobiernos  de  provincia  de  imponer 
derechos  de  tránsito,  de  importación  y  exportación ;  por  con- 
siguiente, una  demanda  por  cobro  indebido  de  estos  dere- 
chos^ constituye  un  caso  regido  por  la  Constitución,  y  como 
tal,  es  de  competencia  déla  justicia  nacional  (art.  2,  inc.  1^ 
Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  378. 

77.  —  Las  causas  que  versan  sobre  violación  de  una  cláusula 
constitucional  corresponde  al  fuero  federal,  con  prescinden- 
cia  délas  personas  y  pueden  ser  traídas  al  conocimiento  de 
la  Suprema  Corte,  si  una  de  las  partes  es  una  provincia  (art. 
100  y  101,Const.  Nac.).— T.  21,  p.  498. 

78.  —  Conoce  la  justicia  federal  en  todas  las  causas  que  versan 
sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución,  y,  por  consiguien- 
te, cuando  la  decisión  del  caso  depende  de  la  inteligencia  y 
aplicación  de  una  cláusula  constitucional,  ó  se  trata  de  im- 
puestos creados  por  las  provincias  que  se  dicen  repugnantes 
á  la  constitución  (art.  100  y  101,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  1®, 
Ley  Jurisd.).— T.  28,  p.  93. 

79.  —  La  violación  de  domicilio  y  la  substracción  de  dinero, 
son  delitos  comunes  que  no  caen  bajo  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  federales.  (No  basta  para  que  surta  el  fuero  federal, 
la  sola  circunstancia  de  que  los  derechos  que  se  dicen  viola- 
dos estén  garantidos  por  la  Constitución  Nacional,  pues  así 
lo  están  todos  los  que  se  refieren  á  la  propiedad,  libertad  y 
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▼ida  de  los  habitantes  de  la  República.  Lo  contrario  impor- 
taría atribuir  el  conocimiento  de  todas  las  causas  criminales 
á  la  justicia  federal,  absorbiendo  asi,  por  completo,  la  ju- 
risdicción de  los  jueces  de  la  Capital  y  provincias).  —  T.  %9, 
p.  349;  t.3S,  p.  244. 

80.  —  Las  causas  civiles  que  por  razón  de  la  materia  corres- 
ponden á  la  justicia  federal,  son  las  que  tienen  prima  faeie 
una  relación  directa  é  inmediata  con  alguna  disposición  de 
la  constitución  nacional,  ú  otra  de  carácter  federal.  No  apa- 
rece tener  tal  relación,  la  causa  que  se  promueva  por  devo- 
lución de  impuesto  de  rodado  pagado  á  una  municipalidad 
de  provincia,  por  un  coche  por  el  cual  ha  sido  abonado  un 
impuesto  parecido  á  otra  municipalidad.  —  T.  43,  p.  447. 

84.  —  Fundada  la  demanda  en  la  violación  de  una  cláusula 
constitucional,  aunque  el  demandado  no  contradiga  ese  fun- 
damento y  sólo  oponga  excepciones  de  derecho  común^  su 
conocimiento  pertenece  á  la  justicia  federal ;  porque  la  ju- 
risdicción se  determina  por  la  naturaleza  de  la  demanda  en 
siy  y  no  por  lo  que  se  haga  materia  de  contradicción  por  el 
demandado.  —  T.  43,  p.  820. 

82.  —  Para  que  una  causa  se  diga  especialmente  regida  por  la 
Constitución  nacional,  las  leyes  sancionadas  y  que  sancio- 
nase el  congreso  y  los  tratados  públicos  con  naciones  ex* 
tranjeras,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  2,  inciso  4  o, 
Ley  de  Jurisdicción,  de  suerte  que  su  conocimiento  corres- 
ponda por  razón  de  la  materia^  á  la  jurisdicción  privativa  de 
la  justicia  federal,  es  necesario  que  el  derecho  que  se  pre- 
tende hacer  valer  por  una  demanda  en  juicio,  esté  directa  é 
inmediatamente  fundado  en  un  artículo  de  la  Constitución, 
de  la  ley  ó  del  tratado.  —  T.  55,  p.  444. 

83.  Impuestos  (municipales  ó  provinciales :  casos  en  que 
procede  ó  no  la  jurisdicción  federal).  —  Una  demanda  di- 
rigida contra  una  municipalidad  sobre  ilegalidad  de  un  im- 
puesto, no  puede  llevarse  á  la  jurisdicción  nacional  por  razón 
de  las  personas.  —  T.  9,  p.  249. 

84*  —  No  puede  la  justicia  federal  estorbar  la  percepción    de 
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impuestos  provinciales,  mientras  no  sea  declarada  inconsti- 
tucional la  ley  de  su  creación,  en  juicio  contencioso  entre 
los  interesados  y  las  autoridades  de  provincia.  —  T.  47, 
p.  433. 

85.  —  El  juez  de  la  demanda,  lo  es  de  las  excepciones.  Si  algu- 
no de  estas  consiste  en  la  inconstitucionalidad  de  la  ley  de 
impuestos,  el  medio  legal  de  traer  el  caso  á  la  Suprema  Cor- 
te, es  el  recurso  establecido  por  el  artículo  44  de  la  ley  de 
jurisdicción,  ó  cumplirla  ley  bajo  las  reservas  convenientes, 
y  demandar  en  seguida  á  la  provincia  por  lo  indebidamente 
percibido.  —  T.  47,  p.  474. 

86.  —  Los  jueces  de  sección  son  incompetentes  para  conocer 
de  las  cuestiones  sobre  cobros  de  impuestos  provinciales. 
No  hay  oti^  medio  de  llevarlos  á  la  justicia  nacional  cuan- 
do se  alega  que  el  impuesto  es  inconstitucional,  que  apelar 
en  última  instancia  para  ante  la  Corte  Suprema,  ó  poner  de- 
manda contra  la  provincia  después  de  pagar  el  impuesto  con 
las  reservas  convenientes.  — T.  47,  p.  207. 

87.  —  Los  abusos  que  en  la  percepción  de  impuestos  estable- 
cidos por  las  provincias,  pudieran  cometer  sus  empleados, 
son  pasibles  de  la  jurisdicción  local,  administrativa  ó  judi- 
cial. —  T.  49,  p.  86. 

88.  —  No  cori'esponde  á  los  tribunales  federales,  las  cuestio- 
nes relativas  á  impuestos  de  la  Municipalidad  de  la  Capital 
(art.  74,  inc.  3<>,  de  la  ley  de  organización  de  los  tribunales, 
de  4884). -T.  24,  p.  246. 

89.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la  mate- 
ria, la  causa  sobre  inconstitucionalidad  de  un  impuesto 
creado  por  leyes  provinciales  (art.  400,  Const.  Nac). — T. 
28,  p,  93. 

90.  —  Corresponden  á  la  justicia  federal  las  cuestiones  sobre 
inconstitucionalidad  de  impuestos.  —  T.  30,  p.  332. 

94.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer  en  las 
demandas  sobre  exoneración  del  pago  de  un  impuesto  local. 
—  T.  34,  p.  403. 

92.  —  La  incoustitucionalixlad  que  se  atribuye  á  un  impuesto 
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local,  no  priva  á  los  jueces  locales  de  la  jurisdicción  que  les 
corresponde  para  hacerlo  efectivo.  Los  contribuyentes  sean 
ciudadanos  ó  extranjeros,  no  pueden  sustraerse  de  esa  ju- 
risdicción, y  solamente  pagando  con  la  correspondiente  pro- 
testa, pueden  ocurrirá  los  jueces  de  su  fuero  para  pedir  la 
devolución  de  lo  indebidamente  pagado,  ó  bien  á  la  Supre- 
ma Corte  por  el  recurso  establecido  en  el  art.  U  de  la  ley  de 
jurisdicción.  —  T.  34,  p.  103. 

93.  —  La  demanda  en  que  no  es  parte  la  municipalidad,  ni 
ninguna  otra  autoridad  provincial,  aunque  sea  por  cobro  de 
impuestos^  corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia  fede- 
ral, sise  entabla  por  el  cesionario  de  esos  impuestos,  argen- 
tino, contra  un  extranjero.  —  T.  31,  p.  355. 

94.  —  La  incompetencia  de  la  justicia  federa?  para  entender 
en  las  cuestiones  sobre  impuestos  provinciales  ó  municipa- 
les, sin  ventilar  su  constitucionalidad,  se  entiende  para  el 
caso  en  que  se  traen  ante  ella  aisladamente,  y  no  en  cone- 
xión con  otros  que  pertenecen  como  principales,  al  fuero 
federal.  (Don  Antonio  Santa  María,  empresario  del  gas  del 
Rosario,  pendiente  la  concesión  que  le  acordó  la  munici- 
palidad, en  la  que  le  exceptuaba  de  impuestos  municipales, 
demandó  á  ésta  para  que  se  la  obligase  á  respetar  ese  privi- 
legio, y  se  le  declarase  libre  de  todo  impuesto  local).  —  T. 
34,  p.  422. 

95.  —  Las  demandas  sobre  devolución  de  impuestos  pagados, 
fundadas  en  la  inconstitucionalidad  de  éstos,  corresponden 
al  conocimiento  en  i*  instancia,  délos  jueces  federales  (art. 
2,  inc.  i^  Ley  Jurisd.  La  demanda  se  funda  directa  y  exclu- 
sivamente en  la  violación  de  la  prescripción  de  los  art.  9, 
40  y  41,  Const.  Nac).  —  T.  39,  p.  442  y  423. 

96.  —  La  acción  para  obtener  la  devolución  de  lo  pagado  á  la 
Municipalidad  por  impuesto  inconstitucional,  corresponde 
al  conocimiento  de  la  justicia  federal.  (La  Municipalidad 
como  persona  jurídica,  es  demandable  ante  los  tribunales  de 
justicia,  toda  vez  que  no  se  trate  de  acciones  procedentes 
del  ejercicio  de  las  atribuciones  que  la  ley  le  confiere  en  las 
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secciones  de  seguridad,  higiene  y  moralidad  pública.  Si 
bien  la  creación  ide  impuestos  es  un  acto  del  poder  público 
en  su  capacidad  administrativa,  las  acciones  de  los  particu- 
lares para  obtener  la  restitución  de  lo  pagado  indebidamente, 
no  participan  de  los  caracteres  que  constituyen  la  excepción 
al  derecho  común,  ni  modifica  la  naturaleza  de  su  capaci- 
dad jurídica,  para  responder  en  tales  juicios  como  cualquier 
otro  estado  ó  corporación,  en  el  caso  de  impugnarse  la 
constitucionalidad  de  la  ley  provincial  para  obtener  la  devo- 
lución de  lo  pagado.  Uno  de  los  fundamentos  de  la  demanda^ 
es  la  inconstitucionalidad  de  la  ordenanza  que  impuso  el  pa- 
go que  se  reclama  como  indebido,  por  cuanto  bajo  el  nom- 
bre de  impuesto  de  abasto,  impone  una  verdadera  contribu- 
ción al  tránsito,  condenada  por  los  artículos  10  y  11  déla 
Constitución  Nacional.  El  caso,  por  consiguiente,  está  regi- 
do por  los  artículos  100,  Constitución  Nacional,  S,  inciso  1<>, 
Ley  de  Jurisdicción  ;  111,  inciso  1°,  Ley  orgánica  de  los  tri- 
bunales de  la  Capital;  de  1886).  —  T.  43,  p.  234. 

97.  —  Las  acciones  por  cobro  ó  defraudación  de  rentas  fisca- 
les ó  municipales,  que  sean  exclusivamente  para  la  Capital, 
están  excluidas  de  la  jurisdicción  federal,  cualquiera  que  sea 
la  nacionalidad  ó  vecindad  del  deihandado(art.  104,  inc.  5<^, 
ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital ;  art.  $5,  inc.  3<>, 
Cód.  Proc.  Crim.  Esta  doctrina  no  se  opone  al  art.  100, 
Const.  Nac,  por  hallarse  el  gobierno  y  régimen  de  la  Capital 
sujetos  exclusivamente  á  la  legislación  del  congreso,  con 
arreglo  al  art.  67,  inc.  27,  de  la  misma  constitución).  —  T. 
45,  p.  194. 

98.— -No  puede  la  justicia  federal  mandar  suspender  el  cobro  de 
un  impuesto  provincial,  por  haberse  interpuesto  demanda 
sobre  inconstitucionalidad  de  la  ley  que  lo  sanciona.  —  T. 
50,  p.  179;  t.  55,  p.  21  y  24. 

99.  —  Corresponden  ala  justicia  provincial  las  causas  sobre 
cobro  de  impuestos  locales.  (Las  provincias  pueden  ejecutar 
sus  propias  leyes  de  impuestos,  sin  que  la  justicia  nacional 
pueda  estorbar  su  percepcción,  mientras  no  haya  sido  de- 
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clarada  en  el  juicio  correspondiente,  la  inconstituclonalidad 
de  la  ley  que  los  establezca).  — T.  57,  p.  46, 

400.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  resolver  si 
una  municipalidad,  al  establecer  un  impuesto,  hizo  ó  no  uso 
de  atribuciones  que  le  diera  su  ley  orgánica,  porque  no  se 
trata  de  facultades  que  tengan  su  fundamento  en  la  Consti- 
tución Nacional  ó  leyes  del  Congreso,  sino  en  las  leyes  de 
la  provincia,  con  derecho  á  dictar  sus  instituciones  locales 
y  regirse  por  ellas  (art.  100  y  10o,  Const.  Nac).  —  T.  76, 
p.  U4. 

404.  — Aunque  no  pueda  estorbarse  la  percepción  de  impues- 
tos establecidos  por  los  poderes  de  provincia,  la  justicia  fe- 
deral puede  y  debe  ejercer  sus  funciones,  cuando  pagado  el 
impuesto  con  las  reservas  correspondientes,  se  deduce  la 
acción  respectiva  trayendo  á  juicio  materias  de  jurisdicción 
federal,  como  es  la  que  tiene  por  origen  actos  administrati- 
vos del  gobierno  nacional  y  afecta  á  la  vez  las  facultades  ju- 
risdiccionales y  de  dominio  de  la  nación  en  c<)ntraposición 
á  las  facultades  jurisdiccionales  y  de  dominio  de  una  provin- 
cia  (art.  2,  inc.  4o  y  4^  Ley  Jurisd.).  — T.  79,  p.  47. 

402.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de 
causas  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital,  sobre  impues- 
tos establecidos  por  la  misma,  en  que  se  alega  que  ella  no 
está  facultada  por  su  ley  orgánica  para  establecerlos  y  se 
sostiene  además  que  son  repugnantes  á  la  Constitución  Na- 
cional. (La  4»  cuestión  está  excluida  de  la  competencia  fede- 
ral según  el  art.  444,  inc.  4^  ley  orgánica  de  los  tribunales 
de  la  Capital;  y  debiendo  el  pleito  juzgarse  simultáneamente 
bajo  los  dos  aspectos  expresados,  la  jurisdicción  local  se 
impone,  sin  perjuicio  del  recurso  del  art.  44,  Ley  Jurisd.; 
marzo  12  de  4901,  Compañía  Sansinena  v.  Municipalidad  de 
la  Capital.) 

403.  —  La  demanda  fundada  solamente  en  la  inconstitucionali- 
dadde  un  impuesto  municipal  de  la  Capital  y  que  persigue 
la  devolución  de  lo  pagado  en  tal  concepto,  corresponde  al 
conocimiento  del  juez  federal  (art.  411,  inc.  1^,  Ley  Org.  de 
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los  tribunales  de  la  Capital;  septiembre  17  de  4904,  Sausi- 
nena  y  C*  v.  Municipalidad  de  la  Capital.  Igual  al  tomo  43, 
p.234.) 

404.  —  El  cobro  de  impuestos  establecidos  por  leyes  provin- 
ciales, es  de  competencia  de  las  autoridades  de  este  orden  ; 
y  no  procede  la  petición  deducida  ante  la  Suprema  Corte, 
de  que  se  formule  contienda  por  inhibitoria  al  juez  de  paz 
de  la  provincia  que  está  conociendo  en  un  juicio  de  esa  na- 
turaleza, entablado  por  el  avaluador  y  receptor  de  rentas 
contra  un  vecino  déla  Capital  (art.  405,  Const.  Nac.  En  el 
caso  no  se  había  pagado  el  impuesto,  que  se  consideraba  re- 
pugnante á  la  Constitución  Nacional,  ni  se  habia  discutido 
esa  constitucionalidad  ante  los  jueces  de  provincia  :  abril  47 
de  4902;  Senillosa,  sobre  inhibitoria). 

405. —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en  la 
demanda  sobre  devolución  de  impuestos  provinciales  que  se 
dicen  indebidamente  pagados,  aunque  el  actor  sea  extran- 
jero si  no  se  discute  que  la  ley  que  los  establece  es  ó  no 
repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  tratados  ó  leyes  del 
Congreso,  y  se  reconoce,  al  contrario,  que  ha  podido  ser 
dictada  por  los  poderes  provinciales.  (El  derecho  de  crear 
impuestos  implica  la  facultad  de  cobrarlos,  correspondiendo 
asi  á  las  provincias  la  aplicación  de  sus  leyes  fiscales  por 

^  sus  propias  autoridades  :  art.  405,  Const.  Nac;  abril  49  de 
4902,  Gazitúa  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

406.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer,  por 
razón  de  la  materia»  de  la  demanda  sobre  validez  de  una  ley 
de  impuestos  provinciales,  y  de  su  decreto  reglamentario, 
que  se  impugna  como  contraria  á  las  disposiciones  de  la 
Constitución  provincial  y  de  la  Constitución  Nacional ;  por- 
que debiendo  juzgarse  el  pleito,  simultáneamente,  bajos  esos 
dos  aspectos^  la  jurisdicción  local  se  impone  con  arreglo  á 
los  principios  que  gobiernan  la  República,  sin  perjuicio  del 
recurso  autorizado  por  el  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción,  si 
procediere;  y  porque  la  interpretación  y  aplicación  de  las 
instituciones  provinciales  no  corresponde  á  los  jueces  fede- 
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clarada  en  el  juicio  correspondiente,  la  inconstitucionalidad 
de  la  ley  que  los  establezca).  —  T.  57,  p¿  46, 
K  00.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  resolver  si 
una  municipalidad,  al  establecer  un  impuesto,  hizo  ó  no  uso 
de  atribuciones  que  le  diera  su  ley  orgánica,  porque  no  se 
trata  de  facultades  que  tengan  su  fundamento  en  la  Consti- 
tución Nacional  ó  leyes  del  Congreso,  sino  en  las  leyes  de 
la  provincia,  con  derecho  á  dictar  sus  instituciones  locales 
y  regirse  por  ellas  (art.  100  y  105,  Const.  Nac).  —  T.  76, 
p.  144. 

101.  — Aunque  no  pueda  estorbarse  la  percepción  de  impues- 
tos establecidos  por  los  poderes  de  provincia,  la  justicia  fe- 
deral puede  y  debe  ejercer  sus  funciones,  cuando  pagado  el 
impuesto  con  las  reservas  correspondientes,  se  deduce  la 
acción  respectiva  trayendo  á  juicio  materias  de  jurisdicción 
federal,  como  es  la  que  tiene  por  origen  actos  administrati- 
vos del  gobierno  nacional  y  afecta  á  la  vez  las  facultades  ju- 
risdiccionales y  de  dominio  de  la  nación  en  c<)ntraposición 
á  las  facultades  jurisdiccionales  y  de  dominio  de  una  provin- 
cia (art.  %  inc.  K^  y  4<>,  Ley  Jurisd.).  — T.  79,  p.  17. 

102.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de 
causas  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital,  sobre  impues- 
tos establecidos  por  la  misma,  en  que  se  alega  que  ella  no 
está  facultada  por  su  ley  orgánica  para  establecerlos  y  se 
sostiene  además  que  son  repugnantes  á  la  Constitución  Na- 
cional. (La  1*  cuestión  está  excluida  de  la  competencia  fede- 
ral según  el  art.  111,  inc.  1^  ley  orgánica  de  los  tribunales 
de  la  Capital;  y  debiendo  el  pleito  juzgarse  simultáneamente 
bajo  los  dos  aspectos  expresados,  la  jurisdicción  local  se 
impone,  sin  perjuicio  del  recurso  del  art.  14,  Ley  Jurisd. ; 
marzo  12  de  1901,  Compañía  Sansinena  v.  Municipalidad  de 
la  Capital.) 

103.  —  La  demanda  fundada  solamente  en  la  inconstitucionali- 
dad de  un  impuesto  municipal  de  la  Capital  y  que  persigue 
la  devolución  de  lo  pagado  en  tal  concepto,  corresponde  al 
conocimiento  del  juez  federal  (art.  111,  inc.  1°,  Ley  Org.  de 
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los  tribunales  de  la  Capital;  septiembre  17  de  190i,  Sausi- 
nena  y  O  v.  Municipalidad  de  la  Capital.  Igual  al  tomo  43, 
p.234.) 

404.  —  El  cobro  de  impuestos  establecidos  por  leyes  provin- 
ciales, es  de  competencia  de  las  autoridades  de  este  orden  ; 
y  no  procede  la  petición  deducida  ante  la  Suprema  Corte, 
de  que  se  formule  contienda  por  inhibitoria  al  juez  de  paz 
de  la  provincia  que  está  conociendo  en  un  juicio  de  esa  na- 
turaleza, entablado  por  el  avaluador  y  receptor  de  rentas 
contra  un  vecino  de  la  Capital  (art.  405,  Const.  Nac.  En  el 
caso  no  se  había  pagado  el  impuesto,  que  se  consideraba  re- 
pugnante á  la  Constitución  Nacional,  ni  se  había  discutido 
esa  constitucionalidad  ante  los  jueces  de  provincia  :  abril  47 
de  4902;  Senillosa,  sobre  inhibitoria). 

405. —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en  la 
demanda  sobre  devolución  de  impuestos  provinciales  que  se 
dicen  indebidamente  pagados,  aunque  el  actor  sea  extran- 
jero si  no  se  discute  que  la  ley  que  los  establece  es  ó  no 
repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  tratados  ó  leyes  del 
Congreso,  y  se  reconoce,  al  contrario,  que  ha  podido  ser 
dictada  pot*  los  poderes  provinciales.  (El  derecho  de  crear 
impuestos  implica  la  facultad  de  cobrarlos,  correspondiendo 
así  H  las  provincias  la  aplicación  de  sus  leyes  fiscales  por 

^  sus  propias  autoridades  :  art.  405,  Const.  Nac;  abril  49  de 
4902,  Gazitúa  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

i  06.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer,  por 
razón  de  la  materia,  de  la  demanda  sobre  validez  de  una  ley 
de  impuestos  provinciales,  y  de  su  decreto  reglamentario, 
que  se  impugna  como  contraria  á  las  disposiciones  de  la 
Constitución  provincial  y  de  la  Constitución  Nacional ;  por- 
que debiendo  juzgarse  el  pleito,  simultáneamente,  bajos  esos 
dos  aspectos^  la  jurisdicción  local  se  impone  con  arreglo  á 
los  principios  que  gobiernan  la  República,  sin  perjuicio  del 
recurso  autorizado  por  el  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción,  si 
procediere;  y  porque  la  interpretación  y  aplicación  de  las 
instituciones  provinciales  no  corresponde  á  los  jueces  fede- 
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rales  por  razón  de  la  materia.  Tampoco  procede  el  fuero 
federal  por  razón  de  las  personas,  porque  versando  el  pleito 
sobre  impuestos  provinciales,  las  provincias  (art.  405,  Const. 
Nac.)  se  dan  sus  propias  instituciones  y  se  rigen  por  ellas,  de 
donde  surge,  como  consecuencia  el  derecho  á  los  medios 
para  hacerlos  efectivos  por  el  órgano  de  sus  propias  autori- 
dades, sin  que  sus  actoH  puedan  ser  llevados  á  la  justicia 
federal  sino  cuando  se  pretende  que  con  ellos  se  lesionan 
garantías  amparadas  por  la  Constitución  Nacional  y  leyes  del 
Congreso;  máxime  resultando  que  esos  impuestos  no  han 
sido  pagados.  (Mayo  4<»  de  1902,  Castro  v.  provincia  de  Bue- 
nos Aires  (a), 
i  07.  Delitos  de  imprenta,  -r-  No  corresponde  á  la  justicia 
federal,  el  conocimiento  de  los  delitos  cometidos  por  medio 
de  la  prensa  (arl.  32,  Const.  Nac).  —  T.  1,  p.  130  ;  t.  3,  p. 
374 ;  t.  10,  p.  361.  (Véase  :  Delito  de  imprenta^  Digesto^  t.  1, 
p.  265.) 

408.  —  £1  juzgamiento  de  los  abusos  de  la  palabra  por  la 
prensa,  es  exclusiva  de  la  jurisdicción  provincial.  (Por  el 
art.  32  de  la  Constitución,  se  prohibe  al  Congreso  dictar 
leyes  que  restrinjan  la  libertad  de  la  prensa  ó  establez- 
can sobre  ella  la  jurisdicción  federaly  declarándose  así  clara  y 
terminantemente  privativo  de  la  soberanía  provincial  el  juz- 
gamiento de  los  abusos  de  la  palabra  escrita). — T.  17,  p.  440. 

409.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en 
la  demanda  por  cobro  de  honorarios  y  costas  causadas  en  un 
juicio  de  imprenta  ;  porque  no  siendo  competente  la  juris- 
dicción nacional  para  entender  en  los  juicios  de  imprenta, 
tampoco  debe  serlo  para  llevar  á  efecto  las  sentencias  que 
los  jurados  pronuncien,  aunque  éstas  sean  condenaciones 
civiles,  y  aunque  por  la  calidad  de  las  personas,  debiese 
surtir  el  fuero  federal ;  pues  que,  perteneciendo,  por  su  na- 
turaleza, el  conocimiento  de  la  causa  principal  á  la  juris- 


(a)  En  análoga  sentido  se  ha  juzgado,  con  fecha  mayo  8  de  1902,  en  la  causa 
de  Solanet  y  otros  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires. 


/ 
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dicción  provincial,  debe  también  entender  de  todos  los 
juicios  incidentales  y  de  los  consiguientes,  conforme  al 
principio  de  que  el  juez  de  lo  principal,  lo  es  también  de 
los  accesorios.  (Esta  resolución  se  funda  también  en  el  ar- 
ticulo 14  de  la  Ley  de  Jurisdicción).  —  T.  48,  p.  196. 

110.  —  Los  delitos  cometidos  en  la  Capital  por  medio  de  la 
prensa,  no  corresponden  á  la  justicia  federal,  sino  á  los  tri- 
bunales nacionales  ordinarios.  (Se  trataba  del  delito  de 
desacato  y  amenazas  contra  el  presidente  de  la  República, 
cometido  por  medio  del  diario  El  Debate,  Se  funda  esta  reso- 
lución, entre  otras  razones,  en  el  artículo  3S1  de  la  Constitu- 
ción, y  en  que  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital, 
de  1881,  atribuye  á  la  justicia  criminal  de  la  misma  amplia 
jurisdicción  para  conocer  de  todos  los  delitos  justiciables 
en  su  territorio,  sin  exceptuar  los  que  puedan  cometerse  por 
la  prensa).  —  T.  30,  p.  1 1 2. 

111.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer  y 
resolver  en  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  prensa. 
(Se  trataba  de  ataques  dirigidos  al  diputado  nacional  don 
Manuel  Gorostiaga^  que  se  opuso  á  la  sanción  de  una  partida 
del  presupuesto  relativa  al  sueldo  del  Rector  del  Colegio  ^de 
Santiago^  don  Vicente  García  Aguilera,  cuya  conducta  atacó 
en  la  cámara.  Se  funda  esa  resolución  en  el  artículo  3S  de 
la  Constitución  Nacional;  en  que  contra  la  limitación  im- 
puesta por  dicho  artículo  á  la  jurisdicción  federal,  no  pue- 
den alegarse  los  privilegios  de  que  gozan  los  miembros  del 
Congreso,  pues  ella  en  nada  afecta  á  los  que  se  les  acuerda 
por  el  artículo  60  de  la  misma  :  y  en  que  aquellos  no  gozan 
del  fuero  federal,  como  no  lo  gozan  los  ministros  del  go- 
bierno nacional,  los  jueces  y  demás  autoridades  nacionales 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  en  los  delitos  cometidos 
contra  ellos  por  medio  de  la  prensa),  —  T.  33,  p.  228. 

112.  —  Es  de  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte  que  los  tri- 
bunales nacionales  no  son  competentes  para  conocer  de 
delitos  cometidos  por  medio  de  la  prensa  (art.  32,  Const. 
Nac;  junio  16  de  1900,  Procurador  fiscal  v.  Correa.) 
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i  4 3.  Causas  regidas  por  leyes  del  Congreso  (a).  —  Corres- 
ponde al  conocimiento  de  la  justicia  federal,  la  causa  por 
daños  y  perjuicios  que  un  particular  alega  haberle  inferido 
un  administrador  de  rentas,  por  infracción  de  ios  reglamentos 
de  aduana  (art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  4.  p.  349. 

i 44.  —  La  infíracción  de  la  ley  de  27  de  agosto  de  4864,  prohi- 
biendo imponer  la  pena  de  azotes,  constituye  un  delito  que 
puede  ser  acusado  ante  los  tribunales  nacionales  (art.  9, 
ley  citada).  —  T.  41,  p.  235. 

445.  —  El  conocimiento  de  la  cuestiones  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  de  colonización  en  país  extranjero,  no  corres- 
ponde á  la  justicia  nacional.  — T.  44,  9.  54. 

146,  —  El  conocimiento  délas  causas  sobre  nulidad  de  paten- 
tes de  invención,  corresponde  á  los  tribunales  nacionales, 
por  la  ley  de  44  de  octubre  de  4861.  —  T.  22,  p.  45. 

447.  •— Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  de  la 
acción  civil  y  criminal  que  se  deduce  por  violación  de  la  ley 
nacional  sobre  marcas  de  fábrica  (art.  35  de  ésta).  —  T.  S7, 
p.  422. 

448.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  ratione  ma^ertoe,  el 
,  conocimiento  de  la  demanda  cuyo  objeto  es  hacer  efectivo 

el  cumplimiento  de  obligaciones  impuestas  por  una  ley 
especial  del  Congreso  (art.  400,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  4  o, 
Ley  Jurisd.  La  empresa  del  Ferrocarril  Central  Argentino 
fué  demandada  ante  el  juez  local,  para  que  se  la  declarara 
obligada  á  soportar  los  gravámenes  que  impone  la  ley  de 
ferrocarriles  de  4872;  y  ocurrió  al  juez  federal  interponiendo 
la  contienda  de  competencia.  La  Corte,  al  resolver  el  caso, 
dijo  que  la  jurisdicción  federal,  por  razón  de  la  materia,  no 
puede  ser  alterada,  ni  modificada  en  manera  alguna,  cual- 
quiera que  sea  la  nacionalidad  ó  vecindad  de  las  partes 
interesadas  en  el  juicio).  —  T.  27,  p.  449. 

449.  — El  conocimiento  de  demandas  contra  las  empresas  de 


(a)  Véanse  los  números  relativos  á  Causas  regidas  por  la  Constitución^  donde 
86  encuentran  algunos  principios  aplicables  á  este  punto. 
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ferrocaiTÜes  nacionales,  por  daños  y  perjuicios  proceden- 
tes de  incendio  causado  por  el  fuego  de  sus  locomotoras, 
ó  por  accidentes  ocurridos  en  las  líneas,  corresponde  á 
la  justicia  federal.  (Por  la  naturaleza  de  los  hechos  ale- 
gados, la  responsabilidad  de  la  empresa  tiene  que  juzgar- 
se necesariamente  y  en  primer  lugar  del  punto  de  vista  de 
^  las  disposiciones  explícitas  ó  implícitas  conferidas  en  la 
ley  de  ferrocarriles,  que  rige  en  general  las  relaciones  de  las 
empresas  con  la  administración  y  con  los  particulares.  El 
caso,  en  consecuencia,  debe  entenderse  regido  por  una  ley 
especial,  no  comprendida  en  la  reserva  del  artículo  67,  in- 
ciso U,  Constitución  Nacional,  y  sometido  por  lo  mismo  á 
la  justicia  federal,  con  arreglo  al  artículo  2,  inciso  4^,  Ley  de 
Jurisdicción.  No  obsta  que  él  entrañe  ó  pueda  suscitar  cues- 
tiones que  deban  regirse  puramente  por  los  principios  de 
derecho  común,  pues  siendo  éstos  supletorios,  en  materia 
de  responsabilidad  de  las  empresas  de  ferrocarril,  cuando 
no  se  trata  de  acciones  resultantes  del  contrato  de  trans- 
porte, y  aplicables  sólo  en  defecto  de  disposición  particular 
en  la  ley  especial  de  la  materia,  tales  cuestiones,  si  se  susci- 
tan, debe  resolverse  como  incidentales,  por  la  jurisdicción 
que  determina  la  naturaleza  de  la  causa).  —  T.  41,  p.  260 
y  267 ;  t.  67,  p.  440. 

^  20.  —  Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  en  la 
demanda  interpuesta  contra  el  jefe  de  una  oficina  telegráfica 
nacional,  por  devolución  de  importe  de  telegramas,  que  se 
alega  no  haber  sido  transmitidos  en  tiempo  ó  no  recibidos 
por  el  destinatario  (art.  34,  4U  y  i61,  Ley  de  Telégrafos), — 
T.  42,  p.  24. 

^21 .  —  La  emisión  de  billetes  hecha  por  los  bancos  acogidos  á 
la  ley  de  bancos  garantidos,  y  su  entrega  en  sustitución  de 
los  emitidos  anteriormente,  es  regida  especialmente  poruña 
ley  nacional ;  y  el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  dicha 
entrega,  corresponde  á  la  justicia  federal  (art.  2,  inc.  1*,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  44,  p.  92. 
122.  — Deducida  ante  un  juez  local  demanda  por  falsificación 

T.  III  IS 


JUS  —  338  — 

de  marca  de  fábrica  y  contrademanda  por  daños  v  perjuicios, 
y  dictada  sentencia  firme  rechazando  la  demanda  y  admi- 
tiendo la  contrademanda,  la  acción  por  daños  y  perjuicios 
que  en  virtud  de  dicha  sentencia  ejerciera  el  contrademan- 
dante^  no  puede  decirse  regida  por  la  ley  nacional  de  marcas 
de  fábrica,  para  atribuir  su  conocimiento  á  la  justicia  fede- 
ral ratione  matericB,  aunque  invocada  dicha  ley  como  defensa 
por  el  contrademandado  pueda  dar  lugar  en  oportunidad  al 
recurso  del  articulo  H,  Ley  de  Jurisdicción. —  T.  55,  p.  4U* 

123. — Corresponde  á  la  justicia  federal,  las  cuestiones  entre 
dos  ferrocarriles  nacionales  sobre  uso  y  aprovechamiento  de 
lineas  férreas,  y  las  que  se  susciten  á  consecuencia  de  obras 
hechas  en  base  de  un  decreto  del  Poder  Ejecutivo  nacional 
(art.  2,  inc.  I»  y  4*,  Ley  Jurisd.).—  T.  62^  p.  443. 

124. —  Corresponde  á  los  tribunales  nacionales,  el  conocimien- 
to de  las  causas  sobre  daños  y  perjuicios   procedente»  de 
violación  de  las  disposiciones  de  la  Ley  nacional  sobre  fe- 
.  rrocarriies  (art.  2,  inc.  1®  y12«,  Ley  Jurisd.). —  T.  41,  p.  267; 
t.  66,  p.  181, 188  y  203. 

125.  —  Las  causas  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la 
violación  de  las  disposiciones  de  la  ley  nacional  sobre  fe* 
rrocarriies,  son  de  competencia  privativa  de  los  tribunales 
federales,  y  es  nulo  lo  obrado  en  ellas  ante  los  tribunales 
ordinarios  (art.  2,  inc.  1*  y  12%  Ley  Jurisd.).  —  T.  66, 
p.  222. 

126. —  Fenecido  ante  los  tribunales  ordinarios  el  juicio  de  res- 
ponsabilidad regida  por  la  ley  de  ferrocarriles  nacionales,  la 
fijación  del  quantum  de  la  indemnización  no  es  de  la  com- 
petencia federal,  pues  ésta  se  halla  regida  por  las  disposicio- 
nes del  derecho  común  y  no  por  la  ley  especial.— T.  72,  p.  46. 

127.  — La  causa  sobre  indemnización  de  un  terreno  expropia- 
do ú  ocupado  por  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  no  es  de 
fuero  federal  ratione  materiae;  y  si  ella  procede  de  ejecución 
de  sentencias  pronunciadas  por  los  tribunales  locales,  no 
puede  inhibirse  á  estos  de  seguir  en  su  conocimiento.  — 
T.  73,  p.  177, 
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1^.  — Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de  la^ 
demandas  fundadas  en  las  disposiciones  de  la  ley  nacional 
sobre  ferrocarriles  (art.  2,  inc.  1^^  Ley  Jurisd.). — T.  76, 
p.  424. 

129. —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  materia, 
la  cuestión  sometida  á  arbitros  sobre  extensión  y  precio  de 
un  terreno  ocupado  por  el  ferrocarril.—  T.  77,  p.  426. 

130. —  Los  asuntos  referentes  á  los  depósitos  particulares,  que 
han  sido  equiparados  á  los  de  las  aduanas  de  la  República, 
corresponden  al  fuero  federal.—  T.  79,  p.  390  y  404. 

434 .—  No  corresponde  á  la  justicia  federal  y  si  á  la  ordinaria, 
la  causa  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  hecho  ilícito 
ocurrido  dentro  del  establecimiento  de  ((  Las  Catalinas  »  y 
causado  por  un  tren  de  esta  empresa.  (Junio  49  de  4900,  Fi- 
gueroa  v.  Las  Catalinas.) 

132. —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  mate- 
ria, la  causa  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  falta  de 
cumplimiento  á  convenio  que  se  dice  hecho  con  una  empresa 
de  ferrocarril,  sobre  promesa  de  un  empleo.  (Junio  26  de  4900, 
Cernuda  v.  Ferrocarril  Central  Argentino.) 

433.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la  mate- 
ria, la  causa  que  versa  sobre  derechos  y  responsabilidades 
emergentes  de  la  ley  nacional  de  ferrocarriles,  y  en  que  se 
trata  de  obras  que  se  dice  autorizadas  por  el  gobierno  para 
seguridad  de  la  vía  férrea  (art.  2,  inc.  4«y  4»,  Ley  Jurisd.; 
agosto  44  de  4900,  Retav.  Ferrocarril  Trasandino). 

134. —  No  procede  el  fuero  federal  por  razón  de  la  materia,  en  la 
caiisa  por  cobro  de  pesos  procedentes  del  exceso  en  el  pago 
délos  derechos  de  muelle  cobrados  por  una  empresa  de  ferro- 
carril; tal  causa  no  está  regida  por  leyes  especiales  ni  se  fun- 
da en  actos  administrativos  del  gobierno  nacional,  ni  con- 
ciernen á  la  navegación  ó  comercio  marítimo.  (Septiembre  25 
de  4900,  Mihanovich  v.  Ferrocarril  Sud.) 

435. —  Para  que  una  causa  corresponda  á  la  justicia  federal  en 
virtud  del  artículo  2,  inciso  4<^,  es  necesario  que  esté  espe- 
cialmente regida  por  una  ley  del  Congreso.  La  invocación  de 
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ésta^  como  accesorio  de  la  defensa,  en  juicio  regido  por  el 
derecho  común,  no  basta  para  colocar  el  caso  en  esas  con- 
diciones. (Noviembre  i  de  4904,  La  Equitativa  de  los  Esta- 
dos Unidos.) 

136.  — Corresponde  á  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  la 
materia,  la  demanda  de  una  empresa  de  ferrocarril  contra 
una  municipalidad,  fundada  en  los  derechos  y  obligaciones 
emergentes  de  la  ley  nacional  de  ferrocarriles,  sin  que  obs- 
te á  esa  jurisdicción  las  leyes  y  disposiciones  locales  que  no 
pueden  alterar  aquélla  (art.  100,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  4<», 
Ley  Jurisd.;  diciembre  M  de  4904,  Ferrocarril  Buenos  Aires 
y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro). 

437.  Banco  nacional  (causas  de  ó  contra  el)  (a).  —  Son  de 
competencia  de  la  justicia  federal,  todas  las  cuestiones  que 
dimanan  de  los  actos  y  operaciones  del  Banco  Nacional  (art. 
400,  Const.  Nac;  art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  48,  p.  462,  268, 
329,  369  y  463;  t.  47,  p.  232. 

438. — Las  causas  criminales  en  que  se  discuten  intereses  del 
Banco  Nacional,  corresponden  al  fuero  federal.  (En  cual- 
quiera clase  de  juicios  en  que  aparezca  comprometido  dicho 
Banco  ó  sus  intereses  no  pueden  mirarse  como  una  simple 
persona  jurídica  de  carácter  particular,  ni  como  cualquier 
otra  institución  puesta  bajo  el  amparo  de  la  autoridad  na- 
cional por  su  ley  de  concesión,  sino  como  un  ente  jurídico 
de  carácter  especial  cuyo  origen  está  en  la  Constitución  mis- 
ma^ cuya  existencia  y  derechos  no  pueden  depender  sino  de 
los  mismos  poderes  federales  creados  ,por  la  Constitución 
que  le  dio  origen,  lo  que  no  sucedería  si  quedase  sometido 
alas  jurisdicciones  de  provincia.  {VédiSe:  Digesto,  t.  4,  p. 
77,  al  fin).— T.  49,  p.  474. 
439.  —  La  acción  por  cobro  de  crédito  hipotecario  ó  abando- 
no de  la  cosa  hipotecada,  promovida  por  el  Banco  Nacional 
contra  el  poseedor  de  ella,  corresponde  á  la  justicia  federal. 
—  T.  79,  p.  64. 

(a)  Véase  :  Digetlo,  1.  I,  p.  78  y  79. 
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UO.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  conocer  en  los  deli- 
tos perpetrados  contra  ó  en  menoscabo  directo  de  los  inte- 
reses del  Banco  Nacional  y  del  Banco  de  la  Nación  Argen- 
tina, con  existencia  propia  y  personalidad  distinta  déla  per- 
sona del  Estado.  (Septiembre  43  de  1900,  causa  V.  Araujo.) 

144.  Equipige.  —  Las  causas  contra  las  empresas  de  ferroca- 
rriles relativas  á  los  equipajes  de  los  pasajeros,  corresponde 
al  conocimiento  de  la  justicia  federal,  porque  están  espe- 
cialmente regidas  por  la  ley  nacional  de  ferrocarriles  en  su 
art.  39  (art.  100,Const.  Nac;  art.  2,  inc.  1^  Ley  Jurisd. ;  abril 
1 9  de  1 900,  Martínez  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosa- 
rio). 

142.  Expropiación  (a),  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal 
por  razón  de  la  materia,  la  acción  que  no  versa  sobre  expro- 
piación, sino  sobre  indemnización  por  terreno  ocupado.  — 
T.  51,  p.  376. 

143.  —  Es  de  competencia  de  la  justicia  federal,  la  acción  por 
perjuicios  que  una  empresa  de  ferrocarril  deduce  contra  un 
particular,  por  resistencia  opuesta  á  la  toma  de  posesión 
ordenada  por  el  juez  de  sección  en  virtud  de  expropiación. 
(Es  un  incidente  de  que  debe  conocer  el  mismo  juez  que 
dictó  y  mandó  ejecutar  la  resolución  atacada;  de  lo  contra- 
rio, un  juez  local,  conociendo  de  él,  podría  rever  y  revocar 
las  decisiones  del  juez  nacional  en  causa  de  su  competencia). 
—  T.  54,  p.  Í38. 

144.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  federal  la  causa  de 
expropiación  seguida  entre  vecinos  de  una  misma  localidad, 
en  virtud  de  una  ley  de  provincia  (art.  2,  inc.  2**,  Ley  de 
Jurisd.). —  T.  65,  p.  115. 

145.  Extradición.  —  Los  jueces  federales  son  competentes 
para  conocer  en  los  casos  de  extradición  de  presuntos  crimi- 
nales, requerida  por  jueces  extranjeros.  Su  jurisdicción  es, 
en  tal  caso,  privativa  y  excluyente  de  los  jueces  de  provincia 
(art.  2  y  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  20,  p.  258. 

• 

(a)  Puede  verse  sobre  esta  materia,  lo  relativo  á  leyes  locales  de  la  Capital. 
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446.  —  Todas  las  causas  de  extradición  son  de  competencia 
federal  (art.  SI  y  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  64 ,  p.  35. 

447.  —  Son  de  privativa  y  excluyente  jurisdicción  de  los  jueces 
federales,  las  medidas  accesorias  de  seguridad  ó  de  otro  or- 
den, que  antes  ó  después  de  solicitada  la  extradición,  se 
piden  por  las  autoridades  judiciales  de  otro  pais  (art.  2  y 
42, Ley  Jurisd.;  art.  400,  Const.  Nac;  art.  646,  652,  656  y  659, 
Cód.  Proc.  Crim.;  mayo  45  de  4902,  Recurso  á  favor  de 
Thiernese.  Véase  :  Extradición  en  el  apéndice). 

448.  Informaciones.  —  No  corresponde  á  la  justicia  nacional, 
recibir  informaciones  sobre  el  estado  de  las  personas  para 
solicitar  la  exención  del  servicio  militar  (art.  2,  ley  de  46 
de  octubre  de  4862.).  —  T.  70,  p.  493;  t.  73,  p.  '366. 

149.  Jueces  locales  (demanda  contra).  —  Son  independien- 
tes de  la  justicia  federal,  los  jueces  de  provincia  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  y  por  consiguiente,  no  son  demanda- 
bles  ante  la  misma,  para  responder  de  las  faltas  que  cometan 
en  el  procedimiento  de  las  causas  de  que  conocen.  —  T.  2, 
p.  84. 

450.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  demanda  sobre 
reparación  de  daños  y  perjuicios  provenientes  del  modo  de 
proceder  de  un  juez  provincial^  en  una  causa  pendiente  ante 
los  tribunales  de  provincia.  —  T.  44, p.  87. 

454.  —  Los  jueces  federales  no  son  por  la  ley,  jueces  de  resi- 
dencia de  los  de  las  provincias.  No  pueden,  por  consiguiente, 
llevarlos  á  sus  estrados  para  que  den  cuenta  de  sus  juicios  y 
de  la  manera  como  resuelven  las  causas  de  su  competencia. 
-T.  43,  p.  326. 

452.  —  No  corresponden  ai  conocimiento  de  la  justicia  federal, 
lasdemandas  sobre  reparación  de  daños  y  perjuicios  causadas 
por  ios  procedimientos  de  un  juez  provincial.  —  T.  47,  p.  302. 

453.  —  Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  de  una 
demanda  sobre  daños  y  perjuicios  provenientes  de  abusos  de 
autoridad  cometidos  por  un  juez  de  paz  de  provincia,  siem- 
pre que  el  caso  sea  de  jurisdicción  nacional  por  razón  de  las 
personas.  —  T.  24,  p.  87. 
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454.  —  Los  jueces  locales  no  son  demandables  ante  la  justicia 
federa),  por  sus  acciones  y  procedimientos  de  tales.  (La  ac- 
ción se  fundaba  en  irregularidades  que  se  dicen  cometidas 
y  retardos  maliciosos  en  la  tramitación  de  expedientes  ante 
un  juez  de  paz  letrado^  en  que  era  interesado  el  actor).  — 
T.  40,  p.  181. 

455.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  en 
la  demanda  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la  ejecu- 
ción de  sentencia  de  un  juez  local,  entablada  conjuntamente 
contra  éste  y  otra  persona.  (Los  jueces  de  provincia  no  pue- 
den ser  traídos  ante  la  justicia  nacional  á  responder  de  sus 
actos  de  tales,  salvo  los  casos  de  excepción  establecidos  por 
la  ley;  y  aun  cuando  esto  se  reñera  á  un  solo  demandado, 
habiéndose  puesto  la  acción  conjunta  y  solidariamente  con- 
tra un  juez  y  otra  persona,  debe  entenderse  de  aplicación  la 
disposición  del  artículo  4Q,  Ley  Jurisd.). — T.  44,  p.  43. 

456.  Leyes  locales  de  la  Capital  (causas  regidas  por  ellas). 
—  Los  casos  regidos  por  las  ;leyes  que  se  refieren  al  go- 
bierno y  administración  de  la  Capital,  no  corresponden  á  la 
justicia  federal,  y  sólo  pueden  ser  sometidos  á  la  jurisdic- 
ción de  la  Suprema  Corte  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  44  de  la  Ley  de  Jurisdicción  (art.  444,  inc.  b"",  ley 
orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  de  4886;  art.  25, 
inc,  3«,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48,  p.  434. 

457.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  recursos  contra  las  resoluciones  del  consejo  de  higiene 
de  la  Capital.  (Están  excluidos  de  su  competencia  las  asuntos 
locales  de  la  Capital  de  cuyo  carácter  es  la  resolución  que 
motiva  el  recurso).  —  T.  61,  p.  236. 

458.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  las  cuestiones  sobre 
impuestos  establecidos  excl  usi  vamente  para  la  Capital  ( art.  4  44, 

inc.  4o  y  5o,  Ley  Org.  de  los  Trib.  de  la  Cap.).  —  T.  66,  p.  324. 

459.  —  No  corresporde  al  fuero  federal  por  razón  de  la  mate- 
ria, la  causa  sobre  cobro  de  pesos  por  precio  de  un  terreno 
ocupado  por  la  municipalidad  de  la  Capital  para  calle  pábli- 
ca.  —  T.  54 ,  p.  376 ;  t.  77,  p.  294. 
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\  60.  —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  la  mate- 
ria, la  demanda  contra  la  municipalidad  de  la  Capital  por 
indemnización  ó  restitución  de  un  terreno  ocupado  para 
calle  pública.  —  T.  78.  p.  298  y  383. 

161 .  —  Las  causas  relativas  al  gobierno  y  régimen  de  la  Capital, 
no  corresponden  al  fuero  federal  por  razón  de  la  materia^  y 
tal  es  la  relativa  al  pago  del  valor  de  la  extensión  de  terreno 
tomado  por  la  municipalidad  para  calle  pública  (art.  141, 
inc.  1%  Ley  Org.  de  los  Trib.  de  la  Cap.).  —  T.  79,  p.  208. 

162.  — No  corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la 
materia,  la  causa  de  expropiación  promovida  por  la  muni- 
cipalidad de  la  Capital  en  virtud  de  la  Ley  de  24  de  noviem- 
bre de  1884,  dictada  por  el  Congreso  en  su  carácter  de  legis- 
latura local  de  la  misma  capital,  á  cuyo  gobierno  y  adminis- 
tración se  refiere  dicha  ley  (art.  111,  inc.  1^  Ley  org.  de  los 
Trib.  de  la  Cap.;  mayo  15  de  1900,  la  Municipalidad  de  la 
Capital  V.  Cossio  y  otros). 

163.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de 
las  causas  fundadas  en  las  leyes  relativas  al  gobierno  y  ad- 
ministración de  la  Capital  (art.  111,  inc.  1°,  Ley  orgánica  de 
los  tribunales  de  la  misma;  diciembre  6  de  1900,  Gutiérrez 
y  otros  v.  Municipalidad  de  la  Capital). 

164.  Lotería  nacional.  —  El  conocimiento  de  las  causas  sobre 
infracción  de  la  ley  de  lotería,  número  3313,  no  corresponde 
á  la  jurisdicción  federal  (art.  25,  Cód.  Proc.  Crim.  Dicha  ley, 
dadas  las  disposiciones  de  los  artículos  9,  10  y  11,  ha  sido 
dictada  por  el  Congreso  en  ejercicio  de  las  atribuciones  que  le 
confiere  el  art.  67,  inc.  1 4  y  27,  Const.  Nac).  —  T.  74,  p.  267, 

165.  —  Los  tribunales  federales  no  son  competentes  para  cono- 
cer en  demandas  sobre  pago  de  premios,  conti*a  la  adminis- 
tración de  la  lotería  de  beneficencia  de  la  capital.  —  T.  74, 
p.  340. 

166.  —  La  adulteración  de  billetes  de  la  lotería  nacional  no  es 
delito  de  carácter  federal  y  su  juzgamiento  no  corresponde  á 
este  fuero  (art.  23,  Cód.  Proc.  Crim.;  junio  23  de  1900,  causa 
V.  Giovanni). 


--  345  —  JÜS 

167.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  sobre  fal- 
sificación ó  adulteración  de  extractos  de  la  lotería  nacional. 
(Septiembre  48  de  490Q^  causa  v.  Mastronardí  y  otros.) 

168.  —  La  justicia  federal  es  compétente  para  entender  en  las 
causas  sobre  malversación  de  dineros  procedentes  de  la  lote- 
ría nacional,  que  han  sido  incorporados  al  tesoro  de  la  na- 
ción y  que  en  este  carácter  han  sido  entregados  para  su 
distribución  á  establecimientos  de  caridad,  aún  cuando  el 
procesado  no  fuere  empleado  público,  (art.  3^  inc.  3o,  Ley 
Jurisd.;  art.  23,  inc.  3^,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  80,  Ley  Pen.; 
abril  23  de  1901 ,  causa  v.  Secchi  y  otros). 

169.  Escribanos  de  registro  (infracción  4  la  lej  de  sellos). 
—  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento 
de  las  causas  sobre  infracción  á  la  ley  de  papel  sellado,  co- 
metida en  sus  protocolos  por  escribanos  de  registro  de  la 
capital  de  la  República,  porque  están  sometidos  á  la  justicia 
ordinaria  de  la  misma.  --  T.  78,  p.  440. 

470.  Servicio  militar  (a).  — El  juez  de  sección  es  competente 
para  conocer  del  caso  en  que  se  trate  de  una  condenación 
á  servicio  militar,  impuesta  por  un  gobierno  de  provincia 
para  un  cuerpo  dependiente  de  la  Nación.  —  T.  8,  p.  231. 

171.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  conocer  en  los 
casos  de  detención  ilegal  ó  servicio  obligatorio  de  guardia 
nacional  ó  de  policía,  impuesta  por  las  autoridades  locales 
y  en  servicio  de  la  localidad.  (El  fallo  se  funda,  entre  otras 
razones,  en  que  el  caso  no  emana  ó  no  está  especialmente 
regido  por  la  constitución  y  leyes  nacionales;  en  que  en  las 
instituciones  locales  y  ante  las  autoridades  que  ellas  crean, 
debe  buscarse  la  reparación  de  los  abusos  que  puedan  co- 
meter las  autoridades  de  aquel  orden,  en  violación  de  dere- 
chos y  garantías;  y  en  que  la  guardia  nacional,  mientras  no 
sea  llamada  al  servicio  de  la  nación  en  alguno  de  los  casos 
especialmente  determinados  por  el  inciso  24,  artículo  67  de 
la  Constitución,  está  según  ese  artículo  y  los  104  y  105,  esen- 

(a)  Véase:  Digem,  t  1,  p.  449  y  t.  2,  p.  338. 
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cialraente  sujeta  al  gobierno  y  jurisdicción  de  las  provincias; 
y  en  que  el  servicio  de  que  se  trata  es  puramente  de  policía 
y  orden  público,  que  por  el  citado  artículo  105  está  reser- 
vado á  la  acción  ó  soberanía  de  las  provincias,  no  pudiendo 
decirse  incluido  en  la  prohibición  del  artículo  408).  —  T. 
26,  p.  233;  t.  60,  p.  127. 

172.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  infracciones  y  deserción  cometidas  por  guardias  na- 
cionales, antes  de  haber  sido  puestos  á  la  orden  del  go- 
bierno nacional.  —  T.  54,  p.  421 . 

173.  —  No  es  competente  la  justicia  federal  para  conocer 
en  la  causa  sobre  deserción  de  la  guardia  nacional  y  sus 
incidentes,  cuando  la  deserción  ha  ocurrido  antes  de  estar 
la  guardia  nacional  á  las  órdenes  del  gobierno  de  la  na- 
ción. —  T.  54,  p.  511. 

174.  —  Los  jueces  federales  no  pueden  conocer  originaria- 
mente en  los  reclamos  de  excepción  del  servicio  militar 
(art.  27,  Ley  3318).  —  T.  63,  p.  396. 

175.  —  £1  juzgado  federal  es  incompetente  para  ordenar  la 
libertad  del  menor  enganchado  en  el  ejército  de  línea,  que 
se  encuentre  sujeto  á  la  jurisdicción  militar  por  el  delito 
de  deserción  (art.  26,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  63,  p.  272 ; 
t.  70,  p.  152. 

176.  —  Si  el  menor  enganchado  se  halla  sometido  al  tribu- 
nal militar  por  causa  de  deserción,  las  razones  invocadas 
contra  la  legalidad  de  su  ingreso  en  el  ejército,  deben  ha- 
cerse valer  ante  aquel  tribunal.  La  justicia  federal  no  es 
competente  para  conocer  en  ellas  y  resolver.  —  T.  63,  p. 
272;  t.  76,  p.  370. 

177.  Jurisdicción  militar.  —  Los  jueces  de  sección  son  in- 
competentes para  conocer  de  los  delitos  de  defraudación  de 
rentas  públicas,  cometidos  por  militares  en  actual  servicio 
(art.  7,  Ley  Jurisd.).—  T.  7,  p.  140. 

178.  —  Los  empleados  de  las  intendencias  militares  se  hallan 
sometidos  por  los  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  á  la  jurisdicción  militar,  sin  que  importe  que,  en 
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la  fecha  del  delito,  no  haya  sido  determinada  todavia  por  el 
Poder  £jecativo  la  graduación  que  les  corresponda  (art.  10, 
ley  3305 ;  art.  120,  inc.  4^  Cód.  Just.  Mil.).  —  T.  82,  p.  268 
y  275. 

179.  Habeas  corpas  (a).  —  La  justicia  federal  sólo  puede 
ejercer  su  jurisdicción,  respecto  de  prisiones  arbitrarias, 
cuando  han  sido  impuestas  por  ó  contra  empleados  nacio- 
nales ;  y  á  estos  casos  se  refieren  los  artículos  45  y  46  de 
la  ley  nacional  penal  (art.  20,   Ley  Jurisd.).  —  T.  5,  p.  345. 

180.  —  Los  juzgados  de  sección  son  competentes  para  conocer 
de  un  recurso  sobre  prisión  ilegal,  hecha  por  una  autoridad 
nacional  (art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  474. 

181.  —  Los  tribunales  nacionales  no  son  competentes  para 
mandar  poner  en  libertad  á  quien  no  se  halla  preso  ni  dete- 
nido por  autoridad  nacional,  ni  á  disposición  de  ésta,  ni  so 
color  de  orden  emitida  por  la  misma  (art.  20,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  21,p.  73. 

182.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal^  para  conocer  en  el 
pedido  de  habeas  corpus  de  un  preso  como  desertor  del  ejér- 
cito de  línea.  (Ese  delito,  dice  el  fallo,  pertenece  al  fuero 
militar  y  como  tal  está  regido  exclusivamente  por  las  orde- 
nanzas del  ejército).  —  T.  23,  p.  458. 

183. —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  recurso  de 
habeas  corpus,  cuando  se  trata  de  detención  hecha  por  la 
autoridad  local  y  respecto  de  personas  que  no  son  emplea- 
dos nacionales  (art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  29,  p.  456. 

184.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en 
el  interdicto  de  habeas  corpus,  sino  en  los  casos  que  la  po- 
licía que  apresa  ó  el  apresado,  tengan  carácter  nacional  (art. 
20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  30,  p.  400. 

185.  —  El  juez  federal  es  competente  para  conocer  en  un  re- 
curso de  habeas  corpus  que  no  se  refiere  á  los  casos  excep- 


(a)  Sobre  esta  matería  debe  tenerse  presente  lo  dispaesto  en  los  art.  617  y 
siguientes  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Críminai.  Véase  la  palabra  Ha- 
beos corpus,  i,  1,  p.  451  y  t.  3,  p.  233. 
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tuados  por  el  art.  648,  Cód.  Proc.  Crim.  (En  el  caso,  se  tra- 
taba de  un  recurso  deducido  á  favor  de  un  oficial  de  marina, 
preso  por  orden  dei  Presidente  de  la  República).  —  T.  64, 
p.  406. 

486.  Transjporte  poír  ferrocarril.  —  El  contrato  de  transporte 
por  ferrocarriles,  no  hace  surtir  el  fuero  federal  ratione  mate- 
riae,  pues  está  regido  y  legislado  por  las  disposiciones  de) 
derecho  común,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  52 
de  la  ley  de  ferrocarriles  de  4872;  y  si  el  fuero  resulta  no 
corresponder  por  razón  de  las  personas,  los  tribunales  fede- 
rales deben  declarar  su  incompetencia  para  conocer  en  las 
acciones  que  nacen  de  él,  en  cualquier  estado  del  juicio  en 
que  ella  aparezca  (art.  4°,  Ley  Proc).  —  T.  44,  p.  429,  43*^ 
y  229;  t.  45,  p.  474  ;  t.  47,  p.  255;  t.  48,  p.  447;  t.  49, 
p.  464  ;  t.  53,  p.  63  ;  t.  54,  p.  67. 

487.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  ratione  materiae 
el  conocimiento  de  causas  sobre  transporte  terrestre  de 
mercaderías,  aunque  éste  fuese  interprovincial  (art.  50,  Ley 
de  Ferrocarriles;  art.  67,  inc.  44o  y  430^  Coast.  Nac. ;  art.  2, 
Ley  Jurísd.  ;  abril  48  de  4904,  Ferrocarril  Central  Argentino 
V.  Cervecería  Bieckert.) 

488.  —  La  demanda  por  devolución  de  fletes  y  cobro  de  daños 
y  perjuicios  por  demora  en  el  transporte  de  frutos  por 
ferrocarril,  no  corresponde  por  razón  de  la  materia  á  la  jus- 
ticia federal,  porque  está  regida  por  el  derecho  común  (art. 
67,  inc.  440,  Const.  Nac. ;  art.  487  y  488,  Cód.  Com.,  en  que 
se  fundó  la  acción ;  art.  52,  Ley  de  Ferrocarriles ;  abril  4  O 
de  4902,  Fontán  v.  Ferrocarril  Sud). 

489.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  por  razón  de  la 
materia^  el  conocimiento  de  la  demanda  sobre  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios  por  no  haberse  verificado  el  trans- 
porte en  el  término  debido,  fundada  en  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio  (art.  50,  ley  de  Ferrocarriles.  En  el  caso 
se  trataba  de  efectos  transportados  como  encomienda.  Abril 
47  de  4902,  Zibecchi  v.  Ferrocarril  Sud). 

4  90.  Demanda  por  acto  ejecutado  en  comisión  nacional.  — 
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Corresponde  á  la  justicia  federal,  conocer  en  la  acción 
de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  actos  ejecutados  en 
comisión  de  una  de  las  cámaras  del  Congreso  nacional.  (Don 
Eliseo  Acebedo  demandó  al  jefe  de  policía  de  la  Capital,  por 
haberlo  puesto  preso  por  orden  de  la  Cámara  de  diputados 
nacionales,  autoridad  incompetente^  á  su  juicio,  para  dictar 
tal  orden.  El  juez  se  declaró  incompetente,  y  la  Corte  revocó 
el  auto  por  tratarse  de  la  responsabilidad  de  un  funcionario 
público,  por  actos  ejecutados  en  las  condiciones  expresadas). 
—  T.  31,  p.  296. 
491.  Derecho  interneoional.  —  Corresponde  á  la  justicia  fede- 
ral la  aplicación  del  derecho  internacional.  —  T.  4,  p.  50. 

192.  —  La  justicia  federal  es  competente  para  resolver  los  ca- 
sos regidos  por  los  principios  del  derecho  internacional  (art. 
2,  Ley  Jurisd).  —  T.  4,  p.  307. 

193.  —  Los  tribunales  nacionales  deben  aplicar  á  los  casos  en 
que  conocen  no  sólo  la  Constitución  y  las  leyes,  sino  tam- 
bién los  principios  del  derecho  de  gentes  (art.  21,  Ley  Ju- 
risd.).—T.  7,  p.  282. 

194.  Fuero  federal  por  razón  de  personas  (su  fundamento  y 
extensión).  —  La  creación  de  (ajusticia  federal  por  razón  de 
las  personas,  responde  á  los  más  altos  propósitos  de  la  paz 
pública,  evitando  reclamaciones  y  conflictos  internacionales; 
al  mismo  tiempo  que  añanza  el  crédito  público  y  privado  en 
las  relaciones  de  comercio  con  las  potencias  extranjeras 
Y  sus  habitantes,  no  puede  desaparecer,  sino  en  los  casos  de 
excepción  expresamente  establecidos  en  la  Constitución  na- 
cional y  leyes  de  la  materia.  —  T.  28,  p.  78. 

195.  —  El  artículo  2,  inciso  2"*,  ley  de  jurisdicción^  al  mencio- 
nar las  causas  civiles,  comprende  estas  y  las  comerciales, 
pues  emplea  las  palabras  civiles  en  oposición  á  crimínales, 
como  término  genérico.  —  T.  34,  p.  263  y  sentencia  de  3  de 
diciembre  de  1901,  en  la  causa  de  Palumbo  v.  Frias. 

496.  Fuero  federal  por  razón  de  personas  (reglas  para 
su  determinación).  —  Se  puede  con  seguridad,  estable- 
cer las  siguientes  reglas  para  resolver  con  facilidad   las 
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cuestiones  sobre  jurisdicción  por  razón  de  la  naciona- 
lidad ó  vecindad  de  las  partes  :  1>  las  causas  entre  un 
extranjero  y  un  ciudadano,  ó  entre  un  vecino  de  la  pro- 
vincia en  que  se  promueve  el  juicio,  y  un  vecino  de  otra 
provincia,  corresponde  á  la  jurisdicción  nacional ;  2&  pero 
si  el  derecho  cuestionado  no  pertenece  originariamente, 
sino  por  cesión  al  que  lo  reclama,  para  que  surta  fuero 
nacional  es  necesario  :  a)  que  el  cesionario  personalmen- 
te se  halle  en  las  condiciones  necesarias  de  nacionalidad 
ó  vecindad  con  respecto  á  la  otra ;  6)  que  el  cedente 
se  halle  en  las  mismas  condiciones,  de  modo  que  el 
mismo  hubiera  podido  promover  el  juicio  ;3<^  Las  cues- 
tiones entre  extranjeros,  ó  entre  vecinos  de  una  misma  pro- 
vincia, son  siempre  extrañas  á  la  jurisdicción  nacional,  aun 
cuando  el  derecho  cuestionado  pertenezca  al  que  lo  recla- 
ma, por  cesión  de  otra  pcu'sona  que  hubiera  podido  ocurrir 
á  dicha  jurisdicción.  —  T.  23,  p.  736. 
197.  Justificación  del  fuero  federal. —  La  calidad  de  ciuda- 
dano argentino,  para  el  efecto  del  fuero  federal,  puede  ser 
justificada  por  la  pública  notoriedad.  —  T.  3,  p.  '123. 

498.  —  El  decreto  mandando  acreditar  antes  de  tramitarse  la 
demanda^  que  el  caso  corresponde  á  la  justicia  federal,  im- 
porta sólo  exigir  el  cumplimiento  del  requisito  establecido 
en  el  artículo  2  de  la  ley  de  procedimientos,  sin  que  se  pueda 
deducir  que  la  tramitación  de  la  demanda  resolvió  definiti- 
vamente el  punto  sobre  la  competencia,  cuando  aún  no  se 
conocía  la  naturaleza  de  la  causa,  ni  se  había  dado  audiencia 
á  la  parte  demandada.  —  T.  7,  p.  373. 

499.  —  En  toda  clase  de  juicios,  el  demandante  debe  presentar 
con  la  demanda,  documentos  ó  informaciones  que  acrediten 
que  el  caso  entra  en  la  jurisdicción  nacional  (art.  2,  Ley 
Proc).  —  T.  49,  p.  435. 

200.  — En  las  causas  de  jurisdicción  concurrente,  es  necesa- 
rio acreditar  por  información  previa,  que  el  caso  compete  á 
la  jurisdicción  nacional  (art.  2,  Ley  Proc).  —  T.  49,  p,  394. 

204 .  Causas  entre  marido  y  mujer.  —  En   las  causas  que  se 
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susciten  entre  marido  y  mujer,  sobre  disposición  de  los  bie- 
nes que  llevan  ala  sociedad,  no  puede  admitirse  diversidad 
en  la  calidad  de  sus  personas  para  que  surta  el  fuero  nacio- 
nal. —  T.  4.  p.  468  ;  t.  9,  p.  53- 

202.  Mujer  casada  (fuero  de  la).  —  La  mujer  casada,  mien- 
tras permanezca  integro  el  matrimonio,  no  tiene  otro  domi- 
cilio ni  otra  nacionalidad  que  la  de  su  marido  (ley  32,  tit.  2, 
part.  3«;  art.  90,  inc.  9o,  Cód.  Civ.)  —  T.  4,  p.  468;  t.  10,  p. 
177;  t.  30,p.406;  t.  40.  p.  225 ;  t.  42,  p.  128;  t.  49,  p.  382; 
t.  62,  p.  185 ;  t.  69,  p.  395.  (Véase  :  Digesto,  t.  2,  p.  192  y  193). 

203.  —  Tratándose  de  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  no 
estando  ésta  separada,  debe  tenerse  en  consideración  la  na- 
turaleza del  marido  para  determinarla  competencia.  —  T. 
15,  p.  233. 

204.  Diversa  nacionalidad  (a).  —  No  mediando  contrato^  ac- 
ción real  ó  alguna  otra  circunstancia  que  limite  la  regla,  el 
actor  debe  seguir  el  fuero  del  reo,  pues  el  artículo  2,  ley  de 
jurisdicción,  ha  establecido  la  competencia  de  la  justicia  fe- 
deral en  las  causas  entre  extranjeros  y  argentinos,  y  entre 
vecinos  de  distintas  provincias,  sin  estatuir  ni  alterar  en  na- 
da el  derecho  común  sobre  las  causas  de  surtir  el  fuero.  — 
T.  2,  p.  80. 

205.  —  Es  de  competencia  de  la  justicia  federal  toda  cau- 
sa civil  entre  un  argentino  y  un  extranjero,  aunque  se  haya 
pedido  por  una  de  las  partes,  pero  no  obtenido  aún,  la 
declaración  en  quiebra  de  la  otra  (art.  12,  Ley  Jurisd.). — 
T.  7,  p.  338. 

206.—  Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  en  las 
causas  civiles  en  que  sean  parte  un  ciudadano  argentino  y  un 
extranjero  (art.  2,  inc.  2°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  350. 

207.  —El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  en  que  sean 
parte  un  ciudadano  argentino  y  un  extranjero,  corresponde  al 


(a)  Véanse  los  números  relativos  á  competencia  por  raxán  de  cantidad,  cesión, 
acciones  y  obligaciones  solidarias,  endoso,  sociedades  anónimas,  cxiestiones  entre 
socios,  evieción  y  prorrogación. 
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poder  judicial  de  la  nación  (art.  100,  Const.  Nac. ;  art.  S,  Ley 
Jurisd.).  •— T.  li,  p.  7. 

208.  —  Los  juzgados  de  sección  son  competenles  para  conocer 
de  demandas  en  que  una  de  las  partes  es  argentino  y  la  otra 
extranjero  (art.  2,  ¡nc.  2%  Ley  Jurisd.).  —  T.  43,  p.  76. 

209.  —  £1  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  en  que  sean 
partes  un  ciudadano  argentino  y  un  extranjero,  corresponde 
al  poder  judicial  de  la  nación  (art.  2,  inc.  29,  Ley  Jurisd.). — 
T.  13,  p.  392. 

210.  —  Es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  en  las 
causas  en  que  son  parte  una  municipalidad  argentina  y  un 
subdito  extranjero  (art.  2,  inc.  2*,  y  9o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  14, 
p.  284. 

211.  —  Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  conocer  de 
las  causas  en  que  sean  parte  un  ciudadano  argentino  y  un 
extranjero  (art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  233. 

212.  —  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  por  razón 
de  las  calidades  personales  de  los  litigantes,  sólo  comprende 
las  causas  en  que  un  extranjero  es  parte  cuando  litiga  con 
ciudadanos  argentinos.  —  T.  16,  p.  471. 

213.  —  Corresponde  á  los  jueces  de  sección,  el  conocimiento  y 
decisión  en  primera  instancia,  de  las  causas  civiles  en  que 
sean  parte  un  argentino  y  un  extranjero,  aunque  se  trate  de 
acciones  sociales  (art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  227. 

214.  — Corresponde  á  la  justicia'federal,  el  conocimiento  de 
toda  causa  en  que  litigue  un  argentino  con  un  extranjero. 
—  T.  20,  p.  393. 

215.  —  Probándose  que  el  demandado  es  extranjero,  y  argen- 
tino el  demandante,  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde 
al  juez  de  sección.  — T.  23,  p.  412. 

216.  —  Determinada  en  el  escrito  de]demanda  la  acción  de  des- 
alojo, y  deducida  por  un  ciudadano  contra  un  extranjero, 
la  causa  corresponde  al  fuero  federal.  — T.  23,  p.  488. 

217.  —Es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  en  las 
causas  en  que  son  partes  una  municipalidad  argentina  y  un 
subdito  extranjero  (art.  2,  inc.  2*»,  Ley  Jurisd.).—!.  23,p.  691. 
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248.  —  El  conocimiento  del  pleito  de  un  ciudadano  contra  un 
extranjero,  corresponde  al  juzgado  federal  en  cuya  jurisdic- 
ción está  domiciliado  el  demandado.  —  T.  24,  p.  342.» 

349. —  El  conocimiento  de  un  interdicto  deducido  por  un  ex- 
tranjero contra  un  ciudadano,  corresponde  á  la  justicia  fe- 
deral. El  haberse  resuelto  por  los  tribunales  locales  un 
interdicto  sobre  el  mismo  inmueble  con  el  causante«del  ex- 
tranjero, no  es  razón  para  atribuir  á  aquéllos  el  conocimien- 
to del  nuevo  interdicto. —  T.  25,  p.  339. 

220. — Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
una  causa  civil  entre  un  ciudadano  y  un  extranjero,  que.no 
resulta  haberse  radicado  ante  los  tribunales  locales.  —  T.  25, 
p.  469. 

224.  — Siendo  extranjero  el  locador,  y  ciudadano  el  locatario^ 
puede  aquél  hacer  valer  sus  derechos  ante  la  justicia  federal. 
—  T.  25,  p.  495. 

222. — Corresponde  á  la  justicia  federadla  cuestión  sóbrela 
libertad  de  una  servidumbre  de  tránsito,  entre  un  argentino 
y  un  extranjero,  aunque  el  tránsito  se  verifique  sobre  un  ra- 
mal de  ferrocarril.  (En  este  caso,  el  demandado  pretendía 
que  la  cuestión  era  de  resorte  administrativo,  según  la  ley 
de  ferrocarriles  de  4872).  —T.  26,  p.  244. 

223.  --  Corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  de  un  argen- 
tino contra  un  extranjero,  sobre  desalojo.  —  T.  27,  p.  409. 

224.  — Corresponden  ala  justicia  federal,  las  causas  entre  un 
extranjero,  cesionario  de  otro  extranjero,  y  un  argentino. — 
T.  27,  p.  434 . 

225. — Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
una  demanda  sobre  derechos  puramente  privados,  entre  un 
argentino  y  un  extranjero,  aunque  el  extranjero  haya  servido 
en  el  ejército  nacional.  (Este  solo  hecho,  dice  el  fallo,  no 
basta  para  conferir  la  nacionalidad,  sino  que  es  necesario 
que  el  que  lo  presta,  manifieste  su  voluntad  de  naturalizarse 
y  obtenga  la  carta  correspondiente.  Art.  2,  Ley  de  3  de  octu- 
bre de  4869).  — T.  27,  p.  472. 

226. —  Corresponde  á    la  justicia  federal,   toda  demanda  por 

T.  111  23 
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causa  civil  que  un  extranjero  inicie  contra  un  ciudadano  ar- 
gentino, aunque  existan  ciudadanos  argentinos  que  tengan 
el  mismo  interés  que  e)  extranjero^  y  ]a  resolución  que  re- 
caiga en  la  demanda  pueda  aprovecharles  por  implicancia : 
ella  es  privativa  y  excluyente  de  los  juzgados  de  provincia, 
salvo  las  limitaciones  contenidas    en  el  artículo  42^  Ley  de 
Jurisdicción.— T.  28^  p.  78. 
227. —  Siendo  extranjero  el  demandante  y  argentino  el  deman- 
dado, la  justicia  federal  es  competente  para  entender  en  la 
demanda  por  desalojo  de  un  campo. —  T.  28,  p.  451. 
228. —  En  las  acciones  civiles  que  un  argentino  deduce  contra 
un  extranjero  ó  un  vecino  de  otra  provincia,  ante  el  juzgado 
federal,  es  éste  el  que  debe  conocer  en  ellas  y  no  el  juez  lo- 
cal ante  quien  el  demandado  entable  contienda  de  compe- 
tencia.—T.  28,  p.  276. 
.229. —  Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  en  las 
causas  en  que  son  parte  una  municipalidad  argentina  y  un 
extranjero  (art.    2,   inc.  2®,   y  9**,  Ley  Jurisd.).  —  T.    29, 
p.  178. 
230. —  La  demanda  sobre  indemnización  de  perjuicios,  deduci- 
da por  un  extranjero  contra  ciudadanos  argentinos,  corres- 
ponde á  la  justicia  federal  —  T.  29,  p.  346. 
231 .  —  La  causa  sometida  á  la  justicia  federal,  en  razón  de  la 
distinta  nacionalidad  de  las  partes,  cesa  de  corresponder  á 
la  misma,  si  el  demandado  extranjero  toma  carta  de  ciuda- 
danía antes  de  contestar  la  demanda,  porque  aun  no  está  de- 
finitivamente fijada  la  jurisdicción  del  juez.  —  T.  34,  p.  57. 
232.—  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  entablada  por  un 
extranjero  contra  un  ciudadano,  corresponde  á  la  justicia  fe- 
deral, aunque  proceda  de  faltas  del  demandado  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  de  empleado  público  (art.  2,  inc.  2^, 
Ley  Jurisd.).— T.  38,  p.  513. 
233.— Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de  la 
acción  civil  por  la  que  un  extranjero  pretende  cobrar  á  un 
ciudadano,  el  valor  de  los  daños  y  perjuicios  que  alega  ha- 
berle éste  causado  como  intendente  municipal.  (La  ley  or-> 
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gánica  de  la  municipalidad  de  la  Capital,  al  establecer  que 
los  empleados  del  departamento  ejecutivo  responden  indi- 
vidualmente ante  los  tribunales  ordinarios  por  transgresio- 
nes ú  omisiones  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  no  ex- 
cluye y  sí  funda  la  jurisdicción  federal,  pues  el  tribunal  or- 
dinario de  la  causa  no  es  otro  que  el  federal,  dada  la  diversa 
nacionalidad  de  las  parles). —  T.  38,  p.  526. 
234. —  La  acción  civil  procedente  de  delitos  del  derecho  co- 
mún, tiene  un  fuero  distinto  de  la  criminal,  cuando  se  de- 
duce independiente  de  ésta;  y  siendo  extranjero  el  actor  y 
argentino  el  demandado,  puede  ser  traída  á  conocimiento  de 
la  justicia  federal.  —  T.  43,  p.  155. 

235.  —  La  demanda  civil  por  despojo,  entablada  por  un  ex- 
tranjero contra  un  argentino,  corresponde  al  conocimiento 
de  la  justicia  federal,  aunque  éste  alegue  haber  procedido 
como  funcionario  provincial.  —  T.  43,  p.  283. 

236.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  la  demanda  por  cobro 
de  precio  de  venta,  deducida  por  un  argentino  contra  ex- 
tranjeros (arl.  2,  inc.  2®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  44,  p.  382. 

237.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  en  causa  entre  ex- 
tranjero y  argentino,  cuando  los  dos  residen  en  el  extranje- 
ro y  el  contrato  que  funda  la  demanda  no  ha  sido  celebrado 
ni  debe  tener  ejecución  en  la  República.  —  T.  47,  p.  222. 

238.  —  Acreditada  la  calidad  de  extranjero  con  pruebas  testi- 
moniales, el  juez  federal  que  por  tal  razón  ha  asumido  el 
covtocimiento  de  la  causa,  no  puede  desprenderse  de  él  en 
vista  del  pedido  de  exoneración  del  servicio  militar  que  ha- 
ce el  extranjero.  — T.  52,  p.  48.  (Véase  Ciudadanía  Argentina, 
Digesto,  t.  1,  p.  117). 

239.  —  La  demanda  de  un  argentino  contra  una  empresa  á  car- 
go de  una  sociedad,  cuyos  socios  son  extranjeros,  corres- 
ponde á  la  justicia  federal  (art.  2,  inc.  2®,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  64,  p.  215. 

240.  —  Las  causas  civiles  en  que  son  parte  un  extranjero  y  un 
argentino  son  de  la  competencia  de  la  justicia  federal  (se 
trataba,  en  el  caso^  de  un  juicio  de  desalojo  seguido  ante  la 
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justicia  de  paz  de  la  Capital.  Art.  2,  inc..^^,  Ley  Jurisd.  y  4  H 
inc.  2o,  Ley  Org.  de  los  tribunales  de  la  Capital).  —  T.  66, 
p.  346. 
244.  —  La  acción  personal  dirigida  por  un  argentino  contra  un 
extranjero,  corresponde  al  fuero  federal,  si  éste  no  ha  reco- 
nocido la  jurisdicción  de  los  tribunales  locales  (art.  2^  inc. 
2*»,  y  12,  inc.  4^  Ley  Jurisd).  —T.  67,  p.  493. 

242.  —  La  justicia  federal  es  competente  para  entender  en  la 
demanda  de  un  extranjero  contra  un  argentino,  en  que  se 
hagan  valer  derechos  amparados  por  la  ley  civil.  (El  deman- 
dado sostenía  que  los  actos  porque  se  le  demandaba,  habían 
sido  ejecutados  en  su  carácter  de  intendente  municipal,  y 
que  ellos  habían  sido  aprobados  por  el  consejo,  en  cuyo  caso 
la  justicia  nacional  resulta  incompetente  para  juzgar  ¿  un 
funcionario  municipal,  tratándose  así  de  un  caso  contencio- 
so-administrativo.  La  Corte  dijo  á  este  respecto  que  la  legis- 
lación de  provincia,  estatuyendo  sobre  la  jurisdicción  pro- 
vincial y  formalidades  de  los  juicios,  no  puede  referirse  sino 
á  casos  de  su  incumbencia;  pero  de  ninguna  manera  á  casos 
de  jurisdicción  federal,  por  lasupremaciade  la  Constitución 
y  leyes  nacionales.  Art.  2,  inc.  2*,  Ley  Jurisd.).  —  T.  73. 
p.  44  (a). 

243.  —  La  demanda  sobre  entrega  de  un  hijo^es  causa  civil, 
y  corresponde  ala  justicia  federal  si  se  deduce  por  una  ex- 
tranjera contra  un  argentino  (art.  2  inc.  2^,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  74,  p.  234. 

244.  —  Aun  cuando  se  haya  tramitado  ante  la  justicia  ordi- 
naria^ y  concluido  con  una  transacción,  la  cuestión  sobre 
contrato  de  venta  con  pacto  de  retroventa,  la  demanda  que 

(a)  En  sentido  análogo  se  ha  juzgado  en  el  caso  del  t.  41,  p.  113,  donde  8e 
estableció  :  qae  el  presidente  de  una  municipalidad,  demandado  por  despojo,  por 
haber  invadido  la  propiedad  poseída  por  un  extranjero,  no  puede  declinar  la  juris- 
dicción del  juez  federal,  invocando  los  órdenes  de  la  municipalidad,  y  el  derecho 
que  ésta  tiene  para  ordenar  la  apertura  de  calles  (ño  se  trata  de  investigar  si  la 
municipalidad  tiene  ó  no  estos  derechos,  sino  si  el  presidente  demandado  ha 
incurrido  en  responsabilidad  por  el  hecho  de  posesionarse  de  un  terreno  contra 
la  voluntad  de  su  dueño). 
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se  instaure  contra  el  comprador  por  daños  y  perjuicios  cau- 
sados en  el  inmueble  vendido,  no  depende  de  aquella  cues- 
tión; y,  por  tanto,  sí  el  demandante  es  argentino  y  extranjero 
el  demandado,  su  conocimiento  corresponde  á  la  justicia 
federal.  —  T.  77,  p.  161. 

245.  —  En  el  interdicto  de  despojo,  para  surtir  el  fuero  federal 
por  razón  de  las  personas,  basta  la  distinta  nacionalidad  del 
actor  y  de  los  .demandados  y  no  hay  que  tomar  en  cuenta 
la  del  causante  de  la  posesión  del  primero,  porque  éste  hace 
valer  derechos  que  reputa  originariamente  en  calidad  de 
poseedor  del  inmueble  de  que  se  dice  despojado  por  vías  de 
hecho  que  á  la  justicia  corresponde  reprimir.  (Diciembre  44 
de  1899,  Watteau  v.  Ortiz  y  Herrera.) 

246.  —  La  demanda  sobre  interdicto  posesorio  seguida  por  el 
extranjero  contra  argentinos  ante  la  justicia  ordinaria,  no 
impide  que  estos  demanden  la  propiedad  ante  la  justicia  fe- 
deral, aunque  el  extranjero  manifieste  que  renuncia  su  fuero. 
(Mayo  SISI  de  1900,  Amézola  y  otros  v.  Altornare.  Igual  al  t. 
12,  p.  7;  t.  13,  p.  392;  t.  28,  p.  28;  t.  32,  p.  249;  t.  45,  p. 
285). 

247.*—  Acreditado  en  el  juicio  posesorio  la  jurisdicción  federal 
por  razón  de  las  personas,  procede  ésta  para  la  causa  de  da- 
ños y  perjuicios  procedentes  de  los  hechos  juzgados  en  aquel, 
si  versa  entre  las  mismas  partes  y  no  se  ha  alegado  que  se 
hubiese  modificado  la  calidad  de  extranjeros  en  los  deman- 
dantes y  la  de  argentinos  en  los  demandados.  (Octubre  9  de 
1900,  Omarini  Hermanos  v.  Gronet.) 

248.  — Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  en  la 
causa  de  un  argentino  contra  un  extranjero,  máxime  cuando, 
demandado  ante  los  tribunales  ordinarios,  declinó  la  juris- 
dicción de  éstos.  (Noviembre  13  de  1900,  Ortiz  Basualdo  con 
Gianone). 

249. —  Acreditada  por  la  información  correspondiente  la  na- 
cionalidad argentina  del  demandante  y  el  carácter  de  ex- 
tranjero del  demandado,  procede  la  jurisdicción  federal  y 
debe  admitirse  la  inhibitoria  deducida  por  el  último  ante 
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ena(art.  tOO,Const.  Nac;  arl.  2,  ínc^^»,  Ley  Jurisd.;  diciem- 
bre 20  de  1900,  Dell'  Aqua  con  Villoldo). 

250.  —  Es  de  competencia  de  la  justicia  federal,  el  juicio  pro- 
movido por  la  Municipalidad  de  la  Capital  contra  un  extran- 
jero, cobrando  una  cuenta  por  afirmados,  cuyo  monto  excede 
de  quinientos  pesos  (art.  2,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.;  febrero  28* 
de  4901,  Municipalidad  v.  Quíntela). 

254.  Diversa  vecindad  (entre  argentinos)  (a). —  No  median- 
do contrato,  acción  real  ó  alguna  otra  circunstancia  que 
limite  la  regla,  el  actor  debe  seguir  el  fuero  del  reo,  pues 
el  artículo  2,  Ley  de  Jurisdicción,  ha  establecido  la  compe- 
tencia de  la  justicia  federal  entre  extranjeros  y  argentinos, 
y  entre  vecinos  de  distintas  provincias,  sin  estatuir  ni  alte- 
rar en  nada  el  derecho  común  sobre  las  causas  de  surtir 
el  fuero.  —  T.  2,  p.  80. 

252.  —  Siendo  el  propietario  primitivo  de  un  pagaré  endosado, 
vecino  de  una  provincia,  ylacontraparte,  en  el  juicio  con  los 
endosatarios  sobre  mejor  derecho  á  su  valor,  vecino  de  la 
otra,  la  justicia  federal  es  competente  para  conocer  de  la 
causa,  según  el  artículo  400  de  la  Constitución  riacional. — 
T.  2.  p.  477. 

253.-—  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  délas 
causas  entre  vecinos  de  diferentes  provincias  (art.  400,  Const. 
Nac.).— T.  9,  p.  365. 

254. — La  justicia  federal  es  competente  para  conocer  de  las 
causas  civiles  en  que  sean  partes  un  vecino  de  la  provincia 
en  que  se  suscite  el  pleito  y  un  vecino  de  otra  (art.  2,  Ley 
Jurisd.).  La  competencia  subsiste  aun  cuando  se  trate  de  un 
contrato  de  compra  de  un  bien  raíz  ubicado  en  el  domicilio 
del  demandante,  en  cuyo  caso  la  causa  debe  iniciarse  ante  el 
juez  nacional  de  esta  provincia. —  T.  45,  p.  245. 

255. — El  fuero  de  un  pleito  entre  mandante  y  mandatario,  sur- 


(a)  Véanse  los  números  relativos  á  Competencia  por  razón  de  cantidad,  cesión, 
acciones  y  obligaciones  solidarias ,  endoso,  sociedades  anónimas ^  cuestiones  entre 
socios,  evicción  y  prorrogación. 
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ge  de  ia  vecindad  de  las  partes;  y  siendo  éstas  de  distintas 

provincias  corresponde  á  la  jurisdicción  federal.  — T.  18, 

p.  367. 
256. —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 

una  causa  por  acción  civil  de  hurto  deducida  por  un  vecino 

de  una  provincia,  contra  un  vecino  de  otra  (art.  2,  inc.  $<>,  Ley 

Jurisd.).— T.  18,  p.  479. 
257. —  Acreditada  la  distinta  vecindad  de  las  partes,  la  justicia 

nacionales  competente  para  conocer  en  una  causa  civil  (art. 

2,  inc.  2«,  Ley  Jurisd.).— T.  19,  p.  253. 
258.—  La  justicia  federal  es  competente  para  conocer  de  toda 

causa  promovida  por  un  vecino  de  una  provincia  contra  un 

vecino  de  otra  (art.  2,  inc.  2»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  304. 

259.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
las  causas  civiles  entre  dos  argentinos  de  distinta  provincia, 
siendo  otra  diversa  la  en  que  se  ha  suscitado  el  pleito.  —  T. 

tr,|»  .  146. 

260.  —  Por  la  ley  de  18  de  septiembre  de  1884,  corresponden  á 
la  justicia  federal  las  causas  civiles  entre  los  vecinos  de  la 
Capital  y  los  de  las  provincias.  — T.  27,  p.  170  y  400. 

261.  —  Corresponden  á  la  justicia  federal,  las  causas  entre  un 
vecino  de  la  Capital  y  una  municipalidad  de  provincia  (Ley 
18  de  septiembre  de  1884j.— .T.  27,  p.  318. 

262.  —  Las  causas  civiles  entre  vecinos  de  la  Capital  y  vecinos 
de  una  provincia,  corresponden  á  la  justicia  federal  (Ley  18 
de  septiembre  de  1884).  —  T.  29,  p.  263. 

263. — Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
una  causa  promovida  por  un  vecino  de  La  Plata,  contra  ve- 
cinos de  la  Capital.  — T.  33,  p.  344. 

264.  —  No  obsta  al  ejercicio  de  la  justicia  federal^  por  la  distinta 
vecindad  de  las  partes,  la  existencia  de  una  senter.cia  de  los 
tribunales  locales,  que  el  demandado  opone  para  excepcio- 
narse  contra  la  acción  instaurada.  — T.  34,  p.  270. 

265.  —  El  artículo  2,  inciso  2®,  de  la  ley  de  Jurisdicción,  al 
mencionar  las  causas  civiles,  comprende  éstas  y  las  comer- 
ciales. (Empléala  palabra  civiles  en  oposición  á  crimínales, 
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como  término  genérico).  —  T.  34,  p.  263  y  sentencia  de  3 
de  diciembre  de  1901,  causa  de  Palumbo  v.  Frías. 

266.  —Estando  justificado  en  causa  civil,  que  los  demandados 
son  vecinos  de  una  provincia,  y  el  demandante  es  vecino  de 
la  Capital,  el  conocimiento  de  ella  corresponde  á  la  justicia 
federal.  — T.  35,  p.  399. 

267.  —  La  acción  de  división  de  condominio,  impugnada  por  el 
demandado,  que  sostiene  ser  dueño  único,  es  una  lacción 
reivindicatoría,  y  no  de  deslinde ;  y  su  conocimiento  corres- 
ponde á  la  justicia  federal,  si  las  partes  son  argentinas  de 
distinta  vecindad.  —  T.  42,  p.  148.  (Véase :  División  de  con-- 
dominio,  Digesto,  t.  1,  p.  301.) 

268.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  civil  seguida 
por  el  vecino  de  una  provincia  contra  un  vecino  de  la  Capi- 
tal (art.  111,  inc.  2'',  Ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la 
Capital  de  1886).  — T.  46,  p.  149. 

269. —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  iniciada  ante  la  misma  por  un  argentino,  vecino  de 
la  Capital,  contra  un  argentino  vecino  de  provincia,  si  el  ac- 
tor, estando  el  pleito  en  estado  de  demanda  y  antes  de  ser 
trabado  por  la  respuesta,  traslada  su  domicilio  ala  provincia 
de  la  vecindad  del  demandado.  — T.  57,  p.  382. 

270.  —  Discutida  y  declarada  la  competencia  federal  por  razón 
de  la  distinta  vecindad  de  las  partes,  no  es  permitido  al  eje- 
cutado oponer  la  excepción  de  incompetencia  por  haber 
cambiado  de  domicilio  antes  de  la  citación  de  remate.  —  T. 
58,  p.  81. 

271.  — Debe  confirmarse  la  sentencia  de  los  tribunales  ordina- 
rios por  la  cual  se  rechaza  la  excepción  de  incompetencia," 
si  el  interesado  no  ha  producido  prueba  suficiente  de  corres- 
ponder la  causa  á  la  justicia  federal  por  razón  de  las  perso- 
nas, según  lo  ha  pretendido.  Esa  prueba  no  puede  consistir 
en  haberse,  en  otra  causa,  considerado  su  domicilio  como 
existente  en  otro  lugar,  máxime  si  éste  ha  sido  por  razón  de 
funciones  públicas  provinciales  desempeñadas  en  esa  época 
por  el  excepcionante,  y  en  las  que  éste  había  cesado  al  ¡ni- 
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ciarse  ei  juicio  en  el  cual  invoca  la  jurisdicción  de  la  justicia 
federal.— T.  64,  p.  349. 
S7S.  — El  yecino  demandado  ante  su  propio  juez,  no  puede  in- 
vocar la  jurisdicción  federal  por  razón  de  residir  el  deman- 
dante en  el  extranjero  (art.  2,  inc.  2®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  67, 
p.  404. 

273.  —  Para  justificar  el  fuero  federal  por  razón  de  la  distinta 
vecindad  de  las  partes,  no  basta  justificar  ésta;  es  necesa- 
rio probar  también  que  ambos  son  argentinos,  porque  el 
fuero  federal,  en  ese  caso,  sólo  se  refiere  á  los  nacionales  y 
no  á  los  extranjeros.  — T.  67,  p.  384. 

274.  —  Las  cuestiones  entre  vecinos  de  una  provincia  y  de  la 
Capital,  corresponden  á  la  justicia  federal ;  y  tratándose  de 
transportes  por  ferrocarril,  cuyas  estaciones  de  partida  y  de 
llegada,  se  encuentran  dentro  de  la  jurisdicción  de  una  sec- 
ción, el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  al  juez  fede- 
ral de  dicha  sección,  aún  cuando  ella  no  sea  el  domicilio 
legal  del  ferrocarril.  (Los  señores  Asnaghi  y  C*,  vecinos  de 
La  Plata,  demandaron  al  Ferrocarril  Central  Argentino  por 
una  carga  remitida  desde  una  estación  de  esta  linea,  situada 
en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  hasta  otra  estación  situada 
en  la  misma.  £1  domicilio  de  la  Empresa,  era  la  Capital  de  la 
República,  por  lo  que  declinó  de  jurisdicción.  Ley  48  de  sep- 
tiembre de  4884;  art.  205,  Cód.  Com.).  —  T.  70,  p.  43. 

275. — La  contienda  de  competencia  suscitada  con  motivo  de 
un  juicio  en  que  son  partes  un  vectQO  de  provincia,  y  un 
vecino  de  la  Capital, ^debe  ser  resuelta  á  favor  de  la  justicia 
federal,  cualquiera  que  sea  el  juez  de  sección  á  quien  resul- 
te corresponder  el  conocimiento  de  la  causa.  (Ley  de  48  de 
septiembre  de  4884;  art.  2o,  inc.  2°,  Ley  Jurisd.).  — T.  73, 
p,  375. 

276.  —  La  demanda  deducida  ante  los  tribunales  provinciales 
por  un  vecino  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  contra  una 
compañía  anónima  con  domicilio  en  la  Capital,  debe  ser 
traída  al  fuero  federal,  si  antes  de  darse  por  contestada,  se  ha 
iniciado  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria  (art.  2,  Ley 
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Jurísd;  Ley  de  18  de  septiembre  de  1884;  art.  90,  inc.  3%  Cód. 
Civ.).  — [T.  75,  p.  303. 

277.  — Corresponde  al  fuero  federal,  la  cuestión  de  vecinos  de 
la  Capital  y  vecinos  de  una  provincia^  que  no  versa  sobre 
la  división  de  una  cosa  común,  sino  sobre  la  existencia  mis- 
ma del  condominio  (Ley  de  48  de  septiembre  de  4884 ;  art.  2, 
inc.  2«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  77,  p.  73. 

278.  —  En  la  ejecución  del  inmueble  hipotecado,  seguida  con- 
tra el  tercer  poseedor  (art.  3462,  Cód.  Civ.)  y  trabada  con 
asteante  el  juez  ordinario  del  lugar,  el  deudor  no  puede  in- 
vocar la  jurisdicción  del  juez  federal  en  razón  de  ser  vecino 
de  distinta  provincia  de  la  del  actor.  —  T.  82,  p.  244. 

279.  —  Probada  la  distinta  vecindad  délas  partes,  surte  el  fue- 
ro federal  por  razón  de  las  personas.  (El  pleito  era  entre 
ciudadanos  argentinos  vecinos  de  distintas  provincias.  Art. 
2,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.;  junio  49  de  4900  ;  Almiron  v.  Banco 
Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires.) 

280.  —Para  que  la  distinta  vecindad  surta  el  fuero  federal,  es 
necesario  que  sea  parte  en  la  causa  un  vecino  de  la  provincia 
en  que  se  suscite  el  pleito  y  un  vecino  de  otra  (art.  2,  inc.  2<»» 
Ley  Jurisd  ;  julio  47  de  4900,  Moutier  y  Serán  tes  v.  Banco 
Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  Giménez 
Paz.  Igual  t.  27,  p.  446  ;  t.  47,  p.  405;  t.  70,  p.  441). 

284.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  la  cuestión  civil  entre 
un  vecino  de  la  provincia  en  que  se  suscite  el  pleito  y  veci- 
nos de  otra^  si  no  se  ha  radicado  ante  la  jurisdicción  ordina- 
ria  (art.  2,  inc.  2'',  Ley  Jurisd. ;  octubre  48  de  4900,  Achaval 
V.  Retondo  y  Negrí). 

282.  —  La  información  que  acredita  sólo  la  distinta  vecindad 
de  las  partes^  sin  justificar  la  nacionalidad  de  las  mismas, 
no  basta  para  declarar  la  procedencia  del  fuero  federal;  pues 
éste,  por  razón  de  la  diversa  vecindad,  sólo  comprended  los 
ciudadanos  argentinos.  (Diciembre  24  de  4900,  Lucioni  v  . 
Diale). 

283  — Es  de  la  competencia  de  la  justicia  federal  la  causa  de 
un  vecino  de  provincia  contra  otro  de  la  Capital,  aun  cuando 
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éste  pretenda  que,  por  contrato  celebrado  con  dicha  provin- 
cia, la  empresa  de  que  es  concesionario  tiene  su  domicilio 
legal  en  la  misma  (art.  2,  inc.  Sl^Ley  Jurisd.;  Ley  del  48  de 
septiembre  de  4884;  marzo  5  de  4901,  Ramos  v.  Lacroze). 

284.  —  No  corresponde  ala  justicia  federal  el  conocimiento  de 
la  causa  promovida  ante  el  juzgado  de  sección  de  Córdoba, 
por  una  sociedad  anónima  domiciliada  en  el  Rosario  de  Santa 
Pe,  contra  un  vecino  de  la  capital  de  la  República;  pues 
según  el  artículo  2,  inciso  i^.  Ley  de  Jurisdicción,  es  necesa- 
rio que  sean  partes  un  vecino  de  la  provincia  en  que  se  suscite 
el  pleito  y  un  vecino  de  otra;  y  la  incompetencia  de  aquella 
puede  ser  declarada  en  cualquier  estado  del  juicio.  (No- 
viembre 7  de  4904,  Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Uri- 
buru.) 

285.  DitrerM  vecindad  (entre  extranjeros)  (a).  —  No  corres- 
ponden á  la  justicia  federal,  Iqs  pleitos  entre  extranjeros  por- 
que su  jurisdicción  sólo  se  extiende  á  los  casos  descriptos  por 
el  artículo  4  00  de  la  Constitución,  entre  los  cuales  no  figuran 
las  causasen  que  demandante  y  demandado  son  extranjeros. 
—  T.  4,p.  475. 

286.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal,  para  conocer  en 
causas  entre  dos  extranjeros,  cuando  el  fuero  nacional  se 
determina  sólo  por  la  calidad  de  las  personas  (art.  400,  Const. 
Nac.).  — T.  4,p.  435  y  454. 

287.  —  Las  cuestiones  de  deirecho  común  entre  extranjeros, 
corresponden  á  la  justicia  provincial.  —  T.  3,  p.  475. 

288. —  La  distinta  vecindad  de  dos  subditos  extranjeros,  no 
surte  fuero  federal,  por  no  estar  este  caso  comprendido  en 
el  artículo  400  de  la  Constitución  Nacional.  —  T.  4,  p.  336  ; 
t.  45,p.  365. 

289.  — El  conocimiento  de  las  causas  que  versan  entre  dos  ex- 
tranjeros, aunque  vecinos  de  distintas  provincias,  corres- 
ponde por  razón  de  las  personas  á  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  provincia.  —  T.  9,  p.  444. 

(a)  Véanse  los  números  relativos  á  Cesión. 
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S90.  —  El  pleito  entre  dos  extranjeros,  no  corresponde  á  la 
justicia  nacional.  —  T.  10,  p.  177. 

291.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conecer  en 
cuestiones  entre  extranjeros,  cuando  el  fuero  no  resulte  por 
razón  de  la  materia.  —  T.  12,  p.  335. 

292.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal,  las  causas  entre 
dos  extranjeros  por  cobro  de  servicios  profesionales.  — T. 
16,  p.  112. 

293.  —  La  razón  de  vecindad  en  diferentes  provincias,'se  refiere 
solamente  á  los  nacionales  y  no  á  los  extranjeros  cuando 
litigan  entre  si.  Esta  ha  sido  la  doctrina  adoptada  por  la  Su- 
prema Corte  desde  los  primeros  tiempos  de  su  instalación. 
-^T.  16,  p.  471. 

294.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal  las  causas  entre 
dos  extranjeros,  aunque  sean  vecinos  de  distintas  provin- 
cias.—t.  41,  p.  207. 

295.  —  La  diversa  vecindad,  como  causa  del  fuero  federal, 
comprende  solamente  á  los  ciudadanos  argentinos. —  T.44, 
p.  389 ;  t.  70,  p.  33. 

296.  —  La  palabra  vecinos  de  diferentes  provincias,  empleada 
en  el  artículo  100,  Constitución  nacional,  se  refiere  á  los  na- 
cionales y  no  á  los  extranjeros;  así  lo  ha  consagrado  inva- 
riablemente la  Suprema  Corte,  como  el  derecho  constitu- 
cional del  país.  —  T.  62,  p.  167. 

297.  —  No  corresponde  á  la  justicia  nacional  la  causa  entre 
dos  extranjeros,  aunque  uno  de  ellos  sea  cesionario  de  un 
argentino  (art.  2,  inc.  2**,  y  8,  LeyJurisd.).  — T.  71,  p.  352. 

298.  —  La  jurisdicción  federal  no  procede  en  causas  civiles 
entre  dos  extranjeros,  aunque  sean  vecinos  de  distintas  pro- 
vincias. —  T.  73,  p.  5;  í.  72,  p.  56;  t.  74,  p.  344. 

299.  —  Entre  dos  extranjeros,  aunque  sean  de  distinta  vecin- 
dad no  procede  el  fuero  federal  por  razón  de  personas. 
(Marzo  29  de  1900,  Cabrera  v.  Grané;  agosto  23  de  1900, 
Morandé  v.  Morandé.) 

300. —  El  fuero  federal  por  razón  de  la  distinta  vecindad  de 
las  partes,  no  procede  tratándose  de  extranjeros,  ó  de  causa 
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de  extranjero  contra  argentino.  (Marzo   12  de   1901,  Cas- 
tagnone  v.  Saez.) 

301.  ^  El  fuero  federal  por  distinta  vecindad  de  las  partes, 
no  comprende  el  juicio  entre  extranjeros.  (La  palabra  veci- 
nos del  art.  2^,  inc.  2"*,  Ley  Jurisd.,  es  usada  en  sentido  res- 
trictivo y  se  refiere  á  los  ciudadanos  vecinos  de  diferentes 
provincias.  Septiembre?  de  1901,  Mendel  v.  Rolla.) 

302.  Mensura  (petición  ú  oposición  á  ella).  —  Seguido  un 
juicio  de  deslinde  ante  los  tribunales  de  provincia,  no  puede 
el  sucesor  de  una  de  las  partes,  pedir  la  nulidad  de  la  men- 
sura practicada,  ante  la  justicia  federal.  — T.  3,  p.  320. 

303. — La  petición  de  mensura  no  importa  un  caso  contencioso, 
y  no  corresponde^  por  lo  mismo,  al  conocimiento  de  los  tri- 
bunales federales  (art.  2,  Ley  de  1Q  de  octubre  de  1862).  — 
T.  18,  p.  176,  t.  30,  p.  389. 

304. —  Si  por  razón  de  las  protestas  contra  una  mensura,  so- 
breviene un  juicio  contradictorio,  la  justicia  federal  es  com- 
petente para  conocer  de  él,  cuando  la  nacionalidad  ó  vecin- 
dad de  los  litigantes  es  diversa.  — T.  27,  p.  96. 

305.—  La  oposición  á  una  mensura  importa  un  juicio  conten- 
cioso, y  su  conocimiento  puede  ser  traído  á  la  justicia  fede- 
ral, por  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad  délas  partes 
(art.  100,  Const.  Nac;  art.  2,  inc.  2**,  Ley  Jurisd.  Dicho  jui~ 
cío,  dice  el  fallo,  no  está  comprendido  en  las  excepciones 
que  indica  el  art.  12,  Ley  Jurisd.;  y  agrega:  aunque  hubiera 
división  de  la  continencia  de  la  causa,  no  sería  motivo  legal 
suficiente  para  quela  jurisdicción  federal  no  entendiera  en 
el  asunto,  puesto  que  tiene  lugar  la  división  de  la  continen- 
cia de  la  causa,  como  consecuencia  forzosa  de  la  diversidad 
de  fueros,  según  la  doctrina  común,  cuando  el  juez  no  tiene 
jurisdicción  plena  para  conocer  de  todo  el  pleito,  salvo  dis- 
posición expresa  de  la  ley  en  contrario,  como  en  los  juicios 
universales  de  concurso  de  acreedores  y  partición  de  heren- 
cia, que  es  una  de  las  excepciones  que  establece  el  citado 
art.  12,  y  en  los  casos  de  que  habla  el  art.  10  de  la  misma 
Ley  de  Jurisdicción).— T.  25,  p.  165;  1.  27,  p.  150. 
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306. —  La  petición  do  mensura  no  importa  un  caso  contencio- 
SO,  y  no  produce  el  efecto  de  radicar  ante  el  tribunal  que  la 
provee,  el  juicio  á  que  pueden  dar  lugar  las  protestas  contra 
la  diligencia  de  la  medición.— T.  %S,  p.  96. 

307. —  No  pertenece  á  la  justicia  federal,  el  juicio  de  deslinde, 
sino  cuando  surja  la  acción  contenciosa,  siendo  las  partes 
de  diversa  nacionalidad  ó  vecindad. —  T.  28,  p.  244. 

808. —  El  juicio  de  mensura,  al  cual  haya  sido  citado  el  Banco 
Hipotecario  Nacional,  no  corresponde  al  fuero  federal,  mien- 
tras no  se  produzca  caso  contencioso  (art.  2,  Ley  46  de  oc- 
tubre de  4862).  —  T.  70,  p.  249. 

309. — Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  del 
juicio  contencioso  que  sobrevenga  á  consecuencia  de  la  men- 
sura entre  personas  de  distinta  vecindad  ó  nacionalidad.  — 
T.  75,  p.  259 

340.— No  corresponde  á  los  tribunales  federales,  conocer  de 
una  cuestión  de  deslinde,  respecto  de  la  cual  existe  una  sen- 
tencia de  los  tribunales  locales^  dictada  entre  el  causante  del 
actor  y  el  demandado  (art.  5,  Ley  de  46  de  octubre  de  4862 ; 
febrero  40  de  4900,  Mendizábal  v.  Acuña). 

34 1 .  Minas  (Denuncia  de).  —  Las  denuncias  y  declaraciones 
de  despueble  de  minas  son  actos  que  pertenecen  á  la  admi- 
nistración de  la  localidad;  y  las  demandas  para  que  se 
resuelva  sobre  ellas  no  competen  á  la  justicia  nacional  (art. 
440  y  443,  Gód.  Minería.  La  misión  del  poder  judicial,  en 
cuanto  á  minas,  es  en  lo  contencioso ;  pero  no  para  acor- 
darlas ni  declarar  caducada  una  concesión).  —  T.  49,  p.  354. 

342. —  Pertenece  al  fuero  federal  la  contención  entre  un  ciuda- 
dano argentino  y  un  extranjero,  sobre  denuncia  de  minas. 
(Se  trata  de  una  causa  civil.  Art.  2,  inc.  2**,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  66,  p.  467. 

343.  Municipalidad    (demandas  contra   ella). — La  justicia 

federal  es  incompetente  para  conocer  en  demandas  contra 

las  municipalidades,  por  cobro  de  sueldos,  porque  en  tal 

caso  no  obran  en  calidad  de  persona  jurídica.— T.  22,  p.  37. 

;^44. —  La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  puede  serdeman- 


—  367  —  JÜS 

dada  por  un  extranjero  ante  los  tribunales  federales^  por  ra- 
zón de  perjuicios  que'  le  causa  la  prohibición  de  expender 
billetes  de  lotería  extraña. —  T.  26,  p.  378. 

315.—- Corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de  la 
acción  civil  de  reivindicación  promovida  por  un  vecino  de 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  contra  la  municipalidad  de  la 
Capital  (art.  %  inc.  2%  y  9,  Ley  Jurisd.)-— T.  40.  p.  360. 

346. —  Corresponde  la  justicia  federal  la  demanda  de  un  ex- 
tranjero contra  una  municipalidad,  por  devolución  de  espe- 
cies que  se  dicen  indebidamente  tomadas  en  virtud  de  orde- 
nanzas y  procedimientos  inconstitucionales,  y  por  reparación 
de  perjuicios.  (Tal  demanda  es  una  acción  puramente  civil : 
art.  2.  inc.  2«.  y  9,  Ley  Jurisd.).— T.  41,  p.  57. 

317.—  Es  competente  la  justicia  federal  para  entender  en  todo 
asunto  civil  entre  un  extranjero  y  una  municipalidad,  sin 
que  pueda  oponerse  por  ésta,  que  se  trata  de  actos  adminis- 
trativos de  la  misma.-— T.  42,  p.  295. 

318. —  Las  municipalidades  son  consideradas  á  los  efectos  del 
fuero,  como  personas  de  nacionalidad  argentina. — T.  43,  p.  46. 

319. —  Es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  en  la  de- 
manda civil  entre  una  municipalidad  de  provincia  y  un  ve- 
cino de  la  Capital,  ó  un  extranjero  á  quien  manda  demoler  un 
edificio  por  no  estar  en  línea,  y  ocurre,  por  ello,  álos  tribu- 
nales de  justicia  en  defensa  desús  derechos.  No  obsta  al 
ejercicio  de  esta  jurisdicción^  el  carácter  de  contencioso  ad- 
ministrativo que  se  atribuya  á  la  demanda,  ni  la  disposición 
de  la  Constitución  y  leyes  locales  que  crean  para  esa  clase 
de  demandas,  un  fuero  especial.  ( Las  disposiciones  délas 
leyes  locales  no  pueden  alterarla  jurisdicción  de  los  tribu- 
nales federales,  regida  exclusivamente  por  la  Constitución  y 
leyes  de  la  nación).—  !.  46,  p.  389  ;  t.  54,  p.  230. 

320. —  La  justicia  nacional  es  competente  para  entender  en  la 
demanda  sobre  cumplimiento  de  contrato,  interpuesta  por 
un  extranjero  contra  una  municipalidad  (art.  2>  inc.  2<>,  Ley 
Jurisd.;  art  33  y  42,  Cód.  Civ.).— T.  69,  p.  37. 

321. —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  perso- 
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ñas  la  causa  entre  el  argentino  vecino  de  una  provincia  y  una 
municipalidad  de  la  misma,  aunque  sus  miembros  sean  ex- 
tranjeros (art.  9,  Ley  Jurisd.;  noviembre  28  de  1899,  Ángulo 
y  García  v.  Municipalidad  de  Caroya). 

322.  Elección  de  domioilÍQ  —  La  designación  del  higar  para 
el  cumplimiento  de  la  obligación,  no  modifica  la  vecindad 
de  las  partes  para  los  efectos  del  fuero  federal :  tal  acto  no 
tiene  más  alcance  que  la  designación  de  un  domicilio  espe- 
cial. (Los  señores  Demarchi,  vecinos  de  la  Capital,  deman- 
daron á  don  Ambrosio  Olmos,  vecino  de  Córdoba^  por 
cumplimiento  de  un  contrato  El  demandado  dijo  que  debien- 
do éste  cumplirse  en  la  misma  Capital,  debía  considerársele 
también  como  vecino  de  ella).  — T.  29,  p.  363. 

323.  Eviooión  (fuero  federal  en  los  casos  de  citación  de). 
—  El  pleito  entre  un  argentino  y  un  extranjero  corresponde 
en  ^^  instancia  al  juzgado  de  sección,  aunque  pudiera  su 
resolución  afectar  á  una  provincia  por  la  evícción.  —  T.  8, 
p.  456. 

324. — No  pueden  los  jueces  federales,  declararse  incompe- 
tentes en  una  causa  entre  un  argentino  y  un  extranjero,  por 
el  mero  hecho  de  ser  citada  de  evicción  una  provincia.  — 
T.  16,  p.  403. 

325. —  En  el  juicio  de  reivindicación  deducido  por  un  argenti- 
no contra  un  extranjero,  la  justicia  federal  cesa  de  ser  com- 
petente para  conocer  en  él,  si  es  argentino  el  causante  del 
demandado,  y  se  hace  parte  en  la  causa  en  virtud  de  la  ci- 
tación de  evicción.  (En  virtud  de  ésta,  el  demandado  viene 
á  ser  un  ciudadano  argentino,  y  entonces  es  de  aplicación 
la  doctrina  del  art.  12,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  38,  p.  105. 

326.  —  Establecida  debidamente  la  competencia  del  juzgado 
federal,  y  radicado  ante  éste  el  pleito,  la  participación  es- 
pontánea que  la  provincia  de  la  vecindad  del  demandante, 
citada  de  evicción,  procede  á  tomar  en  defensa  del  de- 
mandado, no  hace  cesar  la  jurisdicción  de  dicho  juzgado. 
(El  cambio  posterior  en  la  persona  délos  litigantes  no  puede 
alterar  el  resultado  de  la  radicación  del  juicio,  ni  variar  las 
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condiciones  de  éste  en  lo  que  respecta  á  la  competencia 
judicial,  pues  la  jurisdicción  se  determina  por  la  naciona- 
lidad ó  vecindad  de  las  partes  á  la  fecha  de  la  demanda^  y 
radica  á  esa  época,  cualesquiera  que  sean  las  modificacio- 
nes que  después  de  la  contestación  puedan  sobrevenir  en 
relación  al  domicilio  ó  vecindad  del  demandante  ó  demandado, 
ó  par  razón  de  la  cesión  ó  traspaso 'á  terceros  de  los  dere- 
chos de  cualquiera  de  ellos,  salvo  el  caso  de  una  disposición 
especial  ó  de  una  jurisdicción  privativa  y  excluyente).  — 
T.  39,  p.  483. 

327.  —  Compareciendo  al  juicio  la  persona  citada  de  evicción, 
antes  de  contestarse  la  demanda,  el  conocimiento  de  la  causa 
no  corresponde  á  la  justicia  nacional,  si  el  fuero  federal  no 
procede  por  razón  de  la  materia,  ni  por  razón  de  la  persona 
citada  de  evicción.  —  T.  43,  p.  226. 

328.  —  Mientras  que  el  citado  de  evicción  no  se  haga  parte  en 
la  causs^  defendiendo  al  citante,  no  puede  invocar  el  fuero 
federal  por  razón  de  personas,  si  procediere,  máxime  cuan- 
do aquel  se  reserva  poner  en  tela  de  juicio  dicha  citación 
(art.  2,  ley  16  de  octubre  de  4862;  octubre  5  de  1901,  Berri 
v.  Molla  Catalán  y  otros). 

S'^9.  Filiación  natural.  (Fuero  federal  en  caso  de  de- 
mandaaobre  ella).  —  En  la  demanda  sobre  filiación  natural 
entablada  por  la  madre,  es  la  nacionalidad  de  ésta^  y  no 
la  de  los  hijos,  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  determinar 
la  competencia  de  la  justicia  federal.  —  T.  34,  p.  275. 

330.  Convecinos  (causas  entre  ellos)  (a).  —  No  corresponde  al 
conocimiento  de  la  justicia  federal,  una  acción  civil  proce- 
dente de  daños  entre  vecinos  de  una  misma  provincia.  — 

'      T.  4,p.  100. 

331.  —  Las  cuestiones  civiles  entre  argentinos  convecinos,  que 
no  sean  especialmente  regidas  por  la  Constitución,  por  los 
tratados  públicos  ó  por  las  leyes  del  Congreso,  no  caen  bajo 
la  jurisdicción  nacional.  —  T.  15,  p.  65. 

i<^)  Véanse  los  casos  de  Cesión. 

T.  Ill  24 
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332.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal  las  causas  entre 
las  provincias  y  sus  propios  vecinos.  —  T.  25,  p.  466. 

333.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  la  causa  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  un  con- 
trato  realizado  en  la  provincia  de  Santa  Fe,  entre  vecinos  de 
dicha  provincia  y  la  administración  del  Ferrocarril  Central 
Argentino,  residente  en  la  misma  (art.  9,  Ley  Jurisd. ;  art.  90^ 
inc.  4»,  Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p.  Í86. 

334.  —  Carece  de  jurisdicción  la  justicia  federal  para  conocer 
en  las  causas  civiles  entre  ciudadanos  domiciliados  en  la 
misma  provincia.  —  T.  36,  p.  322. 

335.  —  No  tiene  jurisdicción  la  justicia  federal  para  conocer 
en  la  demanda  por  acción  personal,  deducida  por  un  vecino 
de  la  Capital  contra  un  vecino  de  la  misma.  Su  conocimiento 
corresponde  á  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital.  —  T. 
38,  p.  194. 

336.  —  No  corresponded  la  justicia  federal,  la  cau^a  entre  dos 
ciudadanos  domiciliados  en  la  Capital.  —  T.  47,  p.  405. 

337.  —  No  corresponded  la  justicia  federal,  la  demanda  de  un 
ciudadano  argentino  contra  una  sociedad  anónima,  vecinos 
ambos  de  la  misma  provincia  (art.  90,  inc.  4°,  Cód.  Civ.). — 
T.  49,  p.  464. 

338.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en 
causas  entre  vecinos  de  la  Capital,  que  no  son  regidas  por 
una  ley  nacional.  (Demanda  de  expropiación,  en  virtud  de 
ley  provincia],  deducida  ante  el  juez  federal  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires,  por  un  bien  situado  en  ésta,  por  el  Ferro- 
carril del  Sud contra  don  Ramón  F.  Lagos).  —  T.  70,  p.  Hi. 

339.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  entre  dos 
vecinos  de  la  Capital,  aunque  el  demandante,  fundado  en  él 
cargo  que  ejerce  de  diputado  á  la  legislatura  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires,  pretenda  estar  domíciliadoen  ésta,  si  resulta 
que  ha  continuado  residiendo  con  su  familia  en  la  Capita' 
federal  (art.  90,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p.  251  ;  t.  74,  p.  400. 

340.  —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  personas^ 
la  causa  en  que  uno  de  los  demandados  es  de  la  misma  ve- 
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cíndad  de  los  demandantes  (art.  2,  inc.  2,  Ley  Jurisd.;  julio 
n  de  1900  ;  Moutier  y  Serantes  v.  Banco  Hipotecario  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires  y  Giménez  Paz). 
341.  Cuestiones  entre  socios.  —  No  puede  ocurrirse  á  la  jus- 
ticia federal,  invocando  el  fuero  de  las  personas,  por  razón 
de  vecindad  ó  nacionalidad,  cuando  se  trata  de  la  liquidación 
ó  de  demandarse  los  socios  entre  si  las  obligaciones  que 
contrajeron  (art.  40,  Ley  Jurisd.).  — T.  9,  p.  80. 
342.  —  El  juicio  que  unos  socios  en  calidad  de  tales,  promue- 
ven contra  sus  consocios  ó  la  sociedad,  no  corresponde  al 
fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  porque  en  el  caso 
de  sociedad  mercantil  los  socios,  por  el  hecho  de  ser  tales, 
eligen  un  domicilio  y  una  jurisdicción  especial  para  los 
efectos  de  esa  sociedad,  y  por  consiguiente  los  socios  ex- 
tranjeros se  subordinan  á  la  misma,  renunciando  su  fuero, 
y  tienen  por  tanto  el  domicilio  y  jurisdicción  á  que  está  su- 
jétala sociedad.  — T.  19,  p.  450. 

3^3.  —  En  las  cuestiones  de  socios  entre  sí  ó  con  la  sociedad^ 
por  hechos  que  conciernen  á  ésta,  el  único  juez  competente 
es  el  del  lugar  donde  tiene  asiento  la  sociedad.  (Los  aso- 
ciados, en  tales  casos,  no  tienen  sino  un  solo  y  único  fuero, 
que  se  determina  por  el  lugar  del  establecimiento  de  la  so- 
ciedad, en  el  cual  se  presume  legalmente  que  aquellos  han 
elegido  domicilio  especial  para  el  conocimiento  de  sus  de- 
rechos y  cumplimiento  de  sus  obligaciones  como  socios,  de 
lo  cual  se  deriva  que  en  tales  casos  no  puede  surgir  el  fuero 
federal  por  razón  de  las  personas  :  art.  40  y  43,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  30,  p.  512. 

*^4.4.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  de 
los  actos  y  obligaciones  de  los  asociados  en  su  calidad  de 
tales.  —  T.  31,  p.  143. 

^4-0.  —  Las  contestaciones  entre  asociados,  por  razón  de  actos 
que  derivan  del  contrato  social,  tienen  un  fuero  único  que 
se  determina  por  el  lugar  del  establecimiento  de  la  sociedad, 
5  no  corresponden  al  federal  por  razón  de  las  personas.  — 
T44,  p.313. 
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346.  —  Los  socios  entre  sí  ó  en  sus  contestaciones  con  la  so- 
ciedad, por  actos  ú  obligaciones  derivados  del  contrato  so- 
cial, tienen  el  fuero  del  lugar  donde  la  sociedad  tiene  su 
asiento,  con  exclusión  del  fuero  federal  por  razón  de  las 
personas.  —  T.  47,  p.  65. 

347.  El  principio  de  que  las  cuestiones  entre  socios,  por  razón 
de  contrato  social,  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad  de 
las  partes  no  produce  el  fuero  federal,  no  comprende  el  caso 
en  que  se  contradiga  la  existencia  de  la  sociedad  y  no  baya 
habido  razón  social  que  la  caracterice  como  distinta  de  sus 
miembros  ;  y  siendo  argentino  el  demandante  y  extranjero 
el  demandado,  es  procedente  la  jurisdicción  federal  (art.  S, 
inc.  2^  Ley  Jurisd.).  T.  70.  —  p.  37. 

348.  —  Procede  el  fuero  federal  en  cuestión  de  un  extranjero 
contra  un  argentino,  entre  quienes  no  resulta  que  haya  exis- 
tido contrato  de  sociedad.  (El  demandante  insinuaba  la 
existencia  de  ésta,  afirmando  hechos  de  que  pudiera  despren- 
derse, y  reconociendo  al  mismo  tiempo  que  no  había  razón 
social  que  caracterizara  la  sociedad  como  distinta  de  sus 
miembros,  en  cuyo  caso,  dice  el  fallo,  no  es  aplicable  la 
jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  sobre  cuestiones  entre 
socios).  —  T.  70,  p.  479. 

349.  —  Las  contestaciones  de  los  asociados  entre  sí  ó  con  la 
sociedad,  por  razón  de  hechos  ó  actos  que  derivan  del  con- 
trato social^  no  corresponden  al  fuero  federal  por  razón  de 
las  personas ;  y  tal  es,  la  del  accionista  de  una  sociedad 
anónima  con  el  representante  déla  misma  sobre  inscripción 
de  acciones  y  pago  de  dividendos.  —  T.  74,  p.  177. 

350.  —  En  cuestiones  sociales,  fundadas  sobre  derechos  de 
socios,  entre  los  que  forman  parte  de  la  sociedad,  no  corres- 
ponde el  fuero  federal  por  razón  de  personas.  — T.  80,  p.  H. 

354.  —  La  demanda  de  una  compañía  anónima  contra  un  ac- 
cionista por  cobro  de  cuotas,  no  corresponde  al  fuero  fe- 
deral. (Agosto  46  de  4900,  La  Nacional  v.  Porgues;  ídem  v. 
Bohn). 

352.  —  La  contestación  entre  asociados  ó  miembros  de  una 
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sociedad,  nacida  de  la  gestión  de  las  operaciones  sociales  y 
afectando  puramente  las  relaciones  é  intereses  de  socios,  no 
corresponde  por  razón  de  las  personas  á  la  justicia  federal; 
y  su  incompetencia  puede  ser  declarada  de  oficio  en  cualquier 
estado  de  la  causa.  (Diciembre  4o  de  4900,  Querencio  v. 
Criarte). 

353.  Contencioso  adminisfrativo.  —  ^o  corresponde  á  la 
justicia  federal,  el  conocimiento  de  los  casos  contenciosos 
administrativos  entre  un  particular  y  la  municipalidad  de  la 
Capital  (art.  74 ,  Ley  de  organización  de  los  tribunales  de  la 
Capital  de  4884 ).  —  T.  24,  p.  248. 

354.  ^  El  juez  federal,  ante  quien,  un  extranjero  demanda  al 
Intendente  de  la  Municipalidad,  por  despojo  procedente  de 
haberse  apoderado  sin  indemnización  previa  y  contraía  vo- 
luntad de  aquel,  de  su  propiedad,  para  abrir  calles,  no 
puede  declararse  incompetente  para  conocer  en  la  demanda, 
fundado  en  que  se  trata  de  una  cuestión  contencioso-admi- 
nislrativa.  (Se  trata  de  una  acción  civil  por  actos  de  des- 
pojo que  se  dicen  cometidos  por  orden  ó  con  aprobación  del 
demandado,  y  por  los  cuates  él  está  obligado  á  responder 
personalmente).  —  T.  42,  p.  222. 

355.  —  El  desalojo  ordenado  por  la  Municipalidad  de  la  Ca- 
.  pital,   por  razón  de  higiene,  pertenece  á  lo  contencíoso-ad- 

ministrativo,  y  los  tribunales  federales  son  incompetentes 
para  conocer  en  él  (art.  52,  Ley  Orgánica  Municipal,  y  art. 
74,  inc.  3o,  Ley  de  los  Tribunales  de  la  Capital).  —  T.  45, 
p.  484. 

356.  —  En  las  cuestiones  con  el  propietario  del  suelo  sobre 
vertientes  que  nacen  en  su  propiedad  y  que  quiera  utilizar 
en  su  propiedad  misma^  y  en  que  se  ventilan  derechos  acor- 
dados por  la  ley  civil,  siendo  partes  en  el  pleito  vecinos  de 
diferentes  provincias,  el  caso  sale  de  los  límites  de  lo  ad- 
ministrativo para  convertirse  en  judicial,  correspondiendo 
su  conocimiento  á  la  justicia  federal,  no  siendo  dable  á  las 
leyes  de  provincia  alterar  el  orden  de  esa  jurisdicción.  — 
T.  63,  p.  290. 
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357.  Competencia  del  fuero  federal  por  razón  de  cantidad  (a). 
—  Las  causas  del  fuero  federal  por  la  distinta  vecindad  de 
las  partes,  corresponden  á  la  justicia  federal  aun  siendo  me- 
nores de  500  pesos^  sí  su  importancia  excede  de  la  que  per- 
tenece á  los  jueces  de  paz  por  la  ley  provincial.  —  T.  24, 
p.  408. 

358.  Las  demandas  cuva  importancia  exceden  de  500  pesos, 
no  están  comprendidas  en  la  ley  de  3  de  septiembre  de 
1878.  —  T.  28,  p.  358. 

359.  —  La  justicia  federal  carece  de  competencia  para  conocer 
en  las  causas  de  jurisdicción  concurrente,  cuyo  valor  es  in- 
ferior á  la  tasa  de  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878.  —  T. 
32,  p.  92. 

360.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer  en  de- 
mandas cuyo  importe  es  inferiora  la  tasa  de  la  ley  de  3  de 
septiembre  de  1878,  y  que  no  corresponden  á  su  conoci- 
miento por  razón  de  la  materia.  (Se  demandaba  la  devolu- 
ción de  26 pesos,  que  habían  sido  pagados  á  la  municipali- 
dad de  Mendoza,  pretendiendo  que  el  cobro  que  ésta  hizo 
era  contrario  ala  constitución  provincial.  El  fallo  de  la  Cor- 
te dice  que  ese  punto  no  está  especialmente  regido  por  la 
Constitución  ó  leyes  nacionales.)  —  T,  35,  p.  354. 

361.  —  Por  las  leyes  de  federalización  del  territorio  de  la  Ca- 
pital y  orgánica  de  los  tribunales  de  la  misma,  los  jueces 
federales  carecen  de  jurisdicción  para  conocer  en  las  causas 
civiles  de  menor  cuantía,  entre  un  extranjero  y  un  ciuda- 
dano. —  T.  36,  p.  394. 

362.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer,  por 
razón  de  las  personas,  de  las  causas  que  por  su  valor  co- 
rresponden á  los  jueces  de  paz  de  la  localidad  y  no  excedan 


(a)  Bajo  este  rubro  están  colocados  todos  los  casos  en  que  se  ha  interpretado 
el  artículo  1,  Ley  927,  de  3  de  septiembre  de  1878.  Obsérvese  que  este  artículo 
se  refiere  á  las  causas  de  jurisdicción  concurrente,  es  decir,  á  las  del  artículo  9, 
inciso  2%  Ley  de  Jurisdicción  (fuero  federal  por  distinta  nacionalidad  ó  vencidad). 
En  los  demás  incisos  del  artículo  2,  no  hay  que  tener  en  cuenta  la  cantidad  á  los 
efectos  de  la  competencia. 
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de  500  pesos  (art.   I»,  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  — 
T.  38,  p.  334. 

363.  —  No  pueden  ser  traídas  á  la  justicia  federal  las  causas 
de  jurisdicción  concurrente,  cuyo  valor  no  excede.de  500 
pesos  fuertes,  que  corresponda  al  conocimiento  de  los  jue- 
ces de  paz.  (Ley  de  septiembre  3  de  4878).  —  T.  43,  p,  52. 

364.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal  las  causas  de 
jurisdicción  concurrente  que  llais  leyes  locales  defieren  al 
conocimiento  de  los  jueces  de  paz,  y  cuyo  valor  no  excede 
de  500  pesos.  (Ley  de  3  de  septiembre  de  1878),  —  T.  43, 
p.  147. 

365.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal  los  asuntos  de  ju- 
risdicción concurrente  que  caen  bajo  la  de  la  justicia  de 
paz  (art.  I^,  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  44, 
p.  245. 

366.  —  No  son  de  competencia  de  la  justicia  federal  las  causas 
de  fuero  concurrente  cuyo  valor  sea  menor  de  500  pesos  y 
corresponda,  por  las  leyes  locales,  al  conocimiento  de  la 
justicia  de  paz  (art.  1°,  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  — 
T.  49,  p.  495. 

367. —  El  cobro  de  una  suma  menor  de  500  pesos,  no  cae  ba- 
jo la  sanción  de  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878,  si  es  par- 
te de  una  obligación  mayor  de  esa  suma,  cuya  eficacia  se 
desconoce  en  su  totalidad.  (Se  trataba,  en  el  caso,  del  cobro 
de  cuotas  de  afirmado  construido  por  orden  de  la  municipa- 
lidad del  Paraná,  en  que  el  demandado  desconoció  y  discu- 
tía la  validez  del  contrato  celebrado  por  ésta,  según  el  cual 
debía  abonar  una  suma  mayor  de  500  pesos).  — T.  51, 
p.  212. 

368.  —  La  exclusión  del  fuero  federal  por  razón  de  cantidad, 
sancionada  por  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878,  compren- 
de tanto  las  causas  por  cobro  de  pesos,  como  las  que  se 
refieren  á  otros  objetos,  cuyo  valor  no  supere  la  cantidad  fi- 
jada por  dicha  ley.  —  T.  52,  p.  397. 

369.  —  La  acción  fundada  sobre  la  turbación  que  resulte  ha- 
berse efectuado  sin  la  intención  de  hacerse  poseedor,  debe 
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juzgarse  como  acción  de  mdemnízación  de  daños,  y  corres- 
ponde ó  no  al  fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  se- 
gún sea  el  importe  de  estos  (art.  2497,  Cód.  Civ.).  —  T.  53^ 
p.   141. 

370.  —  Las  causas  cuyo  valor  no  exceda  de  500  pesos^  y  caen 
bajo  la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz  local,  no  corres- 
ponden á  los  tribunales  federales,  sean  ellas  por  cantidad 
de  dinero,  ó  por  otro  objeto  que  represente  ese  valor  (art.  1  ^ 
Ley  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  57,  p.  266  y  272. 

371.  —  El  fallo  de  la  Suprema  Corte,  admitiendo  la  jurisdic- 
ción de  la  justicia  federal  por  razón  de  las  personas,  no 
impide  la  declaración  de  incompetencia  de  ésta  por  razón  de 
la  cuantía.  —  T.  57,  p.  266  y  272. 

372. — En  las  causas  sobre  rescisión  de  contratos  de  locación^ 
entre  un  argentino  y  un  extranjero^  es  competente  la  justi- 
cia nacional,  aunque  por  el  importe  de  los  alquileres,  su  co- 
nocimiento en  el  fuero  común,  corresponda  á  la  justicia  de 
paz.  (El  monto  del  contrato  excedía  de  500  pesos;  no  encon- 
trándose, por  tanto,  comprendido  el  caso  en  la  Ley  de  3  de 
septiemtfre  de  1878).—  T.  62,  p.  338. 

373.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal,  las  causas  cri- 
minales de  derecho  común,  ni  las  civiles,  de  competencia 
de  los  jueces  de  paz',  que  no  excedan  del  valor  de  500  pesos 
(art.  23,  Cód.  Proc.  Crim. ;  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878). 
—  T.  62,  p.  437. 

374.  —  El  conocimiento  de  las  causas  por  cobro  de  alquileres 
que  excedan  de  200  pesos  mensuales,  no  corresponde  á  la 
justicia  de  paz,  y  puede  ser  diferido  á  la  justicia  federal  por 
razón  de  las  personas,  si  el  monto  de  la  cantidad  demanda- 
da excede  de  quinientos  pesos  (art.  I"",  Ley  de  3  de  septiem- 
bre de  1^78).  —  T.  65,  p.  134. 

375.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  los  casos  dejuris- 
dicción  concurrente  en  que  el  valor  disputado  no  excede  de 
quinientos  pesos,  y  su  conocimiento  corresponde  á  la  justi- 
cia de  paz  (art.  1",  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878).  —  T.  70» 
p.  235. 
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376.  —  Corresponden  á  la  justicia  federal,  por  razón  de  las 
personas,  las  causas  menores  de  500  pesos,  si  la'suma  que 
se  litiga  excede  de  la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz  de  la 
provincia  respectiva  (art.  I^',  Ley  3  de  septiembre  de  4878). 
—  T.74.  p.  389. 

377.  —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  personas, 
la  causa  promovida  en  la  Capital  de  la  Repáblica,  cuyo  valor 
asciende  á  52  pesos  moneda  nacional  (art.  4%Ley  3  de 
septiembre  de  1878).  —  T.  78,  p.  358. 

378.  —  No  corresponden  á  la  justicia  federal  las  causas  de  juris- 
dicción concurrente  menores  de  500  pesos,  si  las  de  este 
valor  caen  bajo  la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz  respec- 
tiva; y  la  ley  de  3  de  septiembre  de  1878,  que  así  lo  estable- 
ce, no  es  inconstitucional,  porque  ha  sido  dictada  por  el 
Congreso  en  uso  de  las  atribuciones  que  le  confiere  el  artícu- 
lo 67,  incisos  17  y  28,  y  artículo  101,  Constitución  Nacional. 
(Febrero  8  de  1900,  Lix  Klet  v.  Cohén.) 

379.  —  La  disposición  de  la  Ley  de  3  de  septiembre  de  1878, 
no  es  aplicable  en  los  casos  que  no  son  de  jurisdicción  con- 
currente, como  es  la  demanda  que  se  deduce  por  el  Banco 
Hipotecario  Nacional  (art.  12,  inc.  4<>,  Ley  Jurisd.;  agosto 
7  de  1900,  Banco  Hipotecario  Nacional  v.  Castaing). 

380.  —  Siendo  la  demanda  por  cobro  de  alquileres  mayor  de 
500  pesos,  y  de  distinta  nacionalidad  las  partes,  procede  la 
jurisdicción  federal  (art.  2,  inc.  2°,  Ley  Jurisd.;  Ley  de  3 
de  septiembre  de  1878,  señora  de  Funes  v.  Saez  y  Campag- 
noli). 

381.  —  No  está  excluido  de  la  justicia  federal,  el  juicio  de  juris- 
dicción concurrente  por  cobro  de  una  cantidad  mayor  de 
quinientos  pesos  procedentes  de  alquileres,  aunque  la  cuota 
mensual  sea  inferior  á  ella  (art.  1,  Ley  3  de  septiembre  de 
1878 ;  mayo  30  de  1901,  Atucha  v.  Bordenave). 

382.  —  Si  la  demanda  excede  de  quinientos  pesos  y  está  acre- 
ditada la  distinta  nacionalidad  de  las  partes,  su  conocimien- 
to corresponde  á  la  justicia  federal,  sin  necesidad  de  averi- 
guar siy  por  razón  de  la  cuantía,   compete  á  la  justicia  de 
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paz.  (Ley  3  de  septiembre  de  4878;  art.  400,  Const.  Nac;  art. 
2,  ¡nc.  2°,  Ley  Jurisd.;  octubre  34  de  4  904,  Pochat  v.  Raneo 
Colonizador.) 

383.  —  La  demanda  cuyo  importe  resulta  exceder  de  500  pesos, 
es  de  la  competencia  de  la  justicia  federal  si  concurre  la 
diversa  nacionalidad  de  las  partes  (art.  2,  inc.  2®,  Ley  Jurisd.; 
Ley 3 de  septiembre  4878;  noviembre 24  de  4904,  Soria  Vildo- 
ja  V.  Preda). 

384. —  Corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de  la 
causa  de  jurisdicción  concurrente  por  cobro  de  doscientos 
treinta  y  cuatro  pesos^  si  la  justicia  de  paz  de  la  campaña, 
que  sería  la  competente  por  razón  del  domicilio  del  deman- 
dado, no  puede  conocer  de  ella  por  exceder  de  la  cuantía 
que  le  está  asignada  por  la  ley  provincial,  aunque  pudiera 
corresponder  á  los  jueces  de  paz  déla  Capital  por  razón  de 
esa  misma  cantidad.  (Noviembre  28  de  4904,  Moré  v.  Ji- 
ménez). 

385.  Cónsules,  Vice-Cónsules  y  Agentes  consulares  (cau- 
sas que  versan  sobre  negocios  particulares  de).  —  Los 
jueces  de  sección  son  competentes  para  conocer  de  las  cau- 
sas que  versan  sobre  negocios  particulares  de  los  cónsules 
(art.  2,  inc.  3sLey  Jurisd.).—  T.  7,  p.  94. 

386. —  Los  cónsules  están  sometidos  ala  jurisdicción  de  los 
tribunales  del  país  en  que  residen,  respecto  de  las  obligacio- 
nes comerciales  que  contratan  en  él.  No  habiendo  tratado  ni 
ley  nacional  al  respecto,  las  operaciones  comerciales  de  un 
cónsul  en  el  territorio  de  la  República  Argentina,  no  pueden 
ser  considerados  como  formando  parte  de  sus  funciones  ofi- 
ciales.—T.  42,  p.  487. 

387. — Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  entender  en 
las  demandas  por  cobro  de  pesos  contra  los  cónsules  ex- 
tranjeros.—T.  42,  p.  437. 

388. —  Los  jueces  federales  son  competentes  en  las  causas  que 
versen  sobre  negocios  particulares  de  un  cónsul  extranjero 
(art.  2,  inc.  3«,  Ley  Jurisd.).— T.  43,  p.  464. 

389. —  Las  causas  que  se  intenten  contra  los  cónsules  y  vice- 
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cónsules  extranjeros,  deben  síer  conocidas  en  1»  instancia 
por  los  jueces  nacionales  de  sección,  aunque  sean  criminales 
con  arreglo  al  inciso  3o  del  artículo  21  de  la  Ley  de  Jurisdic- 
ción, en  cuyos  términos  generales  y  sin  distinciones  deben 
entenderse  comprendidos,  tanto  los  asuntos  criminales  co- 
mo los  civiles. —  T.  49,  p.  487. 

390.  —  Las  causas  civiles  en  que  son  parte  los  agentes  consu- 
lares reconocidos  por  el  Poder  Ejecutivo,  corresponden  al 
fuero  nacional.  —  T.  ÍO,  p.  357. 

394 .  —  Corresponde  al  conocimiento  de  los  jueces  de  sección, 
toda  demanda  deducida  contra  un  vicecónsul  extranjero, 
aun  cuando  el  demandante  sea  también  extranjero.  —  T.  24, 
p.  559. 

392.  —  El  juez  de  sección  no  es  competente  para  conocer  en 
primera  instancia,  de  asuntos  procedentes  de  actos  oficiales 
de  un  vicecónsul  extranjero  en  su  carácter  oficial  (art.  4 , 
inc.  40,  y  art.  2,  inc.  3o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  176. 

393.  _  Gozan  del  fuero  federal,  los  agentes  consulares  en 
causas  civiles ;  porque  las  funciones  de  aquellos,  son  las 
mismas  que  las  del  vice-cónsul,  según  opinión  de  los  trata- 
distas de  derecho  internacional.  —  T.  34,  p.  249. 

394.  —  Los  actos  verificados  por  un  cónsul  en  su  carácter  de 
tal,  y  en  virtud  de  un  privijegio  que  se  atribuye  como  cónsul, 
no  son  justiciables  poi*  los  jueces  de  sección.  (El  cónsul  se 
creía,  en  este  caso,  con  facultad  ó  privilegio  de  ejercer  juris- 
dicción sobre  la$  naves  de  su  nación,  surtas  en  aguas  argen- 
tinas, en  materia  de  salarios.  El  demandante  acusó  á  dicho 
cónsul  por  usurpación  de  autoridad.  La  Corte  declaró  que 
no  se  trataba  sobre  sus  negocios  particulares,  sino  de  actos 
oficiales  que  se  ha  creido  facultado  para  ejercer.)  —  T.  39, 
p.  66. 

395.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  la  demanda  ejecutiva 
deducida  por  un  vice-^cónsul,  aunque  el  monto  del  crédito 
reclamado  fuere  de  la  competencia  de  la  justicia  de  paz  de 
la  provincia,  pues  el  artículo  4  o  de  la  ley  de  3  de  septiembre 
de  4878  se  refiere  á  los  casos  de  jurisdicción  concurrente, 
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entre  los  que  no  se  halla  comprendido  aquel  que  queda 
dentro  del  artículo  2,  inciso  3<^,  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  64, 
p.  273. 

396.  —  El  ser  cónsul  extranjero  uno  de  los  miembros  de  la 
razón  social  que  es  la  parte  que  interviene  en  el  juicio,  no 
obliga  á  deferir  el  asunto  á  la  justicia  federal.  —  T.  69, 
p.  387. 

397.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  de  divorcio  en 
que  es  parte  un  cónsul  extranjero.  (Según  el  art.  100,  Const. 
Nac,  las  causas  concernientes  á  cónsules  extranjeros  son 
de  la  competencia  de  la  justicia  federal,  disposición  que, 
concebida  en  términos  generales  y  absolutos,  debe  ser  en- 
tendida y  aplicada  general  é  indistintamente.  El  artículo  2, 
inciso  3^,  Ley  de  Jurisdicción,  se  reñere  además  á  las  causas 
que  versen  sobre  negocios  particulares  de  un  cónsul  ó  vice- 
cónsul, siendo  las  que  versen  sobre  privilegios  ó  exenciones 
de  los  mismos,  en  su  carácter  público,  de  competencia  origi- 
naria de  la  Corte,  según  el  inciso  k^,  artículo  1,  ley  citada). 
—  T.  70.  p.  298. 

398.  —  Los  jueces  de  scccióji  no  son  competentes  para  conocer 
en  causa  contra  un  cónsul  extranjero,  por  hechos  proce- 
dentes del  ejercicio  de  sus  funciones,  máxime  si  estos  son 
ejercidos  por  el  jefe  de  la  legación  respectiva  (art.  2,  inc. 
3»,  Ley  Jurisd. ;  noviembre  28  de  1899,  Oldrati  v.  cónsul  de 
Italia,  por  rendición  de  cuentas).  —  T.  82.  p.  392. 

399.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  las  causas  que  versen 
sobre  negocios  particulares  de  un  cónsul  ó  vicecónsul,  ya 
se  trate  de  asuntos  civiles,  va  de  criminales;  v  en  conse- 
cuencia,  el  proceso  contra  un  vice-cónsul  extranjero  acusado 
de  defraudación  do  los  bienes  de  un  concurso,  corresponde 
al  juez  de  sección  (art.  2,  inc.  3»,  Ley  Jurisd.;  octubre  4 
de  1900,  recurso  de  Pezzi). 

400.  Actos  administrativos  del  gobierno  nacional  (juicios 
que  tengan  su  origen  en  ellos).  —  En  una  causa  en  que  no 
dependen  los  derechos  que  se  litigan,  ni  se  pone  en  duda  la 
nulidad  ó  validez  de  un  acto  administrativo  del  gobierno  na* 
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cional,  la  justicia  federal  es  incompetente  por  razón  déla 
materia. —  T.  15,  p.  27. 
401. — El  inciso  4^^  del  artículo  S  de  la  lev  sobre  jurisdicción  v 
competencia  de  los  tribunales  federales,  sólo  da  á  éstos  ju- 
risdicción cuando  la  acción  deducida  trae  su  origen  de  ac- 
tos administrativos  del  gobierno  nacional,  y  no  cuando  esos 
actos  se  invocan  como  defensa  de  una  parte  ó  como  motivo 
que  justifica  la  acción,  por  la  otra. —  T.  4,  p.  336. 

403.  —  No  es  competente  la  justicia  federal  por  razón  de  la 
materia,  en  una  causa  que  tiene  su  origen  en  un  acto  entre 
particulares,  aán  cuando  él  se  refiera  á  actos  administrativos 
del  gobierno  nacional.  — T.  11,  p.  439. 

403. — Los  tribunales  nacionales  no  son  competentes  en  las  cau- 
sas contra  empleados  del  gobierno  nacional,  por  sus  actos 
administrativos,  en  los  que  dependen  solamente  del  gobier- 
no (art.  2,  inc.  4^  Ley  Jurisd.).— T.  12,  p.  462. 

404.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer  de 
causas,  para  cuya  resolución  necesitaría  intervenir  directa- 
mente en  los  actos  de  administración  de  los  empleados  de 
correos,  en  lo]  que  los  tribunales  excederían  los  límites  de 
su  jurisdicción.  (La  demanda  tenía  por  objeto  obligar  al 
administrador  de  correos,  á  hacer  entrega  al  demandante  de 
la  correspondencia  que  fuere  dirigida  á  diversas  personas 
que  le  hablan  dado  poder  para  recibirla.)  — T.  19^  p.  469. 

405.  —  La  venta  de  efectos  hecha  á  un  proveedor  de  colonias 
nacionales,  por  un  particular,  no  es  acto  de  administración 
gubernativa;  y  el  pleito  que  el  vendedor  suscite  por  cobro 
del  precio,  no  corresponde  á  la  jurisdicción  federal.  —  T.  23, 
p.  244. 

406.  —  lia  demanda  contra  un  recaudador  de  rentas  naciona- 
les por  hechos  que  no  tienen  relación  con  la  percepción  de 
la  renta  y  el  servicio  público,  no  está  comprendida  en  la  dis- 
posición del  artículo  2,  inciso  4°,  Ley  de  Jurisdicción.  — 
T.  28,p.258. 

407. —  Es  de  la  competencia  de  la  justicia  federal,  la  demanda 
que  se  funda  en  un  acto  administrativo  del  gobierno  nació- 
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nal,  y  en  las  disposiciones  de  la  ley  nacional  de  ferrocarriles 
de  1872.— T.  33,  p.  73. 

408. — En  las  causas  que  tengan  origen  en  actos  administrati- 
vos del  gobierno  nacional,  el  demandado  no  puede  declinar 
la  jurisdicción  de  la  justicia  federal,  alegando  haber  obrado 
en  cumplimiento  de  órdenes  de  aquel,  lo  que  corresponde 
al  fondo  del  asunto,  que  sea  cual  fuere  su  solución,  nada 
tiene  que  ver  con  la  cuestión  de  competencia.  (Se  trataba  en 
el  caso  de  una  acción  posesoria^  dirigida  contra  el  empresa- 
rio de  las  obras,  habiendo  el  inferior  declarado  que  no  pro- 
cedía contra  él.  La  Corte  invocó  el  art.  2,  inc.  4^  LeyJurisd., 
y  la  nota  al  art.  2482,  Cód.  Civ.,  diciendo  que  el  hecho  de 
que  el  empresario  haya  procedido  como  agente  del  gobierno 
nacional,  no  desautoriza  la  acción  dirigida  contra  aquél,  por- 
que «respecto  de  la  propiedad,  la  acción  en  cuanto  alas  vio- 
lencias se  lleva  inmediatamente  contra  sus  perpetradores, 
los  que  pueden  ser  demandados  y  no  pueden  defenderse  de 
la  debida  responsabilidad  bajo  el  pretexto  de  la  imaginaria 
inmunidad  del  gobierno  ».(Story,  On  the  Constitutioríy  §  4677). 
—  T.  72,  p.  66. 

409. —  Es  cuestión  de  materia  federal  la  que  tiene  por  origen 
actos  administrativos  del  gobierno  nacional  y  afecta  á 
la  vez  las  facultades  jurisdiccionales  y  de  dominio  de  la  na- 
ción en  contraposición  á  las  facultades  jurisdiccionales  y  de 
dominio  de  una  provincia  (art.  1,  inc.  1<>  y  4°,  Ley  Jurisd.). — 
T.  79,  p.  47. 

4fO.  —  No  está  comprendida  en  el  articulo  2,  inciso  4°,  Ley  de 
Jurisdicción,  la  demanda  entre  particulares  sobre  reducción 
á  escritura  pública  de  un  boleto  de  venta  de  una  concesión 
de  terreno  fiscal,  cuyos  derechos  y  responsabilidades  no  se 
ponen  en  tela  de  juicio  (art.  67,  inc.  44®,  Const.  Nac;  agosto 
22  de  4901,  Imbrigo  v.  Manno). 

4M.  Nación  (demandas  de  ó  contra  ella,  ó  en  que  tenga 
interés)  (a).  —  El  Poder  Ejecutivo  no  puede  ser  demandado 

(a)  Véase  Digesto,  tomo  1%  página  273  y  274.  Téngase   presente  que   la   ley 
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sin  su  consentimiento,  ante  los  tribunales  nacionales,  pues 
as  uno  de  los  atributos  de  la  soberanía^  que  el  que  la  inviste 
no  puede  ser  arrastrado  ante  los  tribunales  sin  su  expreso 
consentimiento,  por  los  particulares,  á  responder  de  sus 
adtos,  y  ser  apremiado  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  de  ellos  puedan  resultarle,  cuyo  cumplimiento  está 
sujeto  á  reglas  especiales,  y  tiene  por  garantía  su  buena  fe 
(art.  86.  Const.  Nac).  —  T.  1,  p.  3n ;  t.  42,  p.  227. 

412. —  El  Congreso,  al  suprimir  en  el  inciso  6<»  del  artículo  2 
del  proyecto  de  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
tribunales  federales  de  14  de  septiembre  de  1863,  la  parte  fi- 
nal de  él  que  limitaba  expresamente  la  competencia  de  los 
jueces  de  sección  á  las  causas  en  que  la  nación  ó  los  recau- 
dadores desús  rentas^  fuesen  parte acíora,  lo  hizo  adoptando 
la  moción  de  uno  de  sus  miembros  que,  para  poner  término 
á  una  discusión  demasiado  prolongada,  propuso  que  se  uni- 
formase el  texto  de  esta  disposición  de  la  ley,  al  de  la  cláu- 
sula relativa  de  la  Constitución  y  se  reservare  á  la  Suprema 
Corte  fíjar  en  sus  decisiones,  el  sentido  legal  de  la  última 
(art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  36. 

413.—  La  Suprema  Corte  al  conocer  y  decidir  por  apelación 
la  causa  de  Bates,  Stokes  y  compañía  contra  el  Poder  Ejecu- 
tivo (inserta  en  el  1. 1 ,  p.  259),  por  indemnización  de  ave- 
rias, no  reconoció  que  la  disposición  constitucional  le  daba 
jurisdicción  para  conocer  en  los  asuntos  en  que  la  nación 
fuese  parte  dernandada;  sino  que  circunstancias  particulares 
de  la  causa  le  daban  á  su  juicio  un  carácter  especial  que  la 
ponía  fuera  del  alcance  del  artículo  100  de  la  Constitución. — 
T.  2,  p.  36. 

414. — La  ihterpretación  de  la  Constitución  en  el  sentido  de 
que  la  justicia  federal  sólo  puede  conocer  en  las  causas  en 
que  la  nación  sea  parte  demandada,  no  significa  que  los 
acreedores  de  la  nación  no  tengan  medios  de  hacer  cumplir 


número  3952,  de  6  de  octubre  de  1900,  facalta  para  demandar  á  la  nación  en  su 
carácter  de  persona  juridicay  sin  necesidad  de  autorización  previa  legislativa. 
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428.  — Corresponde  ala  justicia  federal,  y  noaljuez  dola  suce- 
sión, la  acción  reivindicatoria  deducida  por  el  Fisco  Nacio- 
nal contra  dicha  sucesión  (art.  100,  Const.  Nac,  art.  2,  inc. 
6o,  y  12,  Ley  Jurisd.;  art.  3284.  inc.  4®,  Cód.  Civ.;  diciembre 
21  de  190f,  Fisco  V.  Pipo). 

429.  Almirantasgo  y  jurisdicción  maritimar  (a).  —  Corres- 
ponde á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de  las  causas  de 
apresamiento  marítimo  (art.  2,  inc.  7°,  Ley  Jurisd.).—  T.27,. 
p.235. 

430.  Aterías,  —  Pertenece  á  la  justicia  federal,  la  demanda 
contra  el  dueño  de  un  v^por  por  averías  que  ha  sufrido  la 
carga  por  entrega  fuera  de  los  términos  del  conocimiento 
(art.  2,  inc.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  32,  p,  292. 

431.—  El  juicio  relativo  á  un  choque  entredós  buques  de  pa- 
bellón extranjero,  sucedido  enaguas  de  jurisdicción  extraña 
y  siendo  un  puerto  extranjero  el  del  destino  del  buque  ave- 
riado, no  pertenece  álos  tribunales  de  la  República.  En  ese 
caso  no  hay  contrato  á  obligación  que  deba  cumplirse  en 
ella,  ni  hecho  ocurrido  dentro  de  su  jurisdicción  ni  circuns- 
tancia alguna  que  obligue  al  capitán  del  buque  que  ha  cau- 
sado el  daño,'  i  segqir  un  juicio  ante  estos  tribunales  ni  á 
dar  fianza  por  sus  resultas. —  T.  18,  p.  110. 

432.  Buque  (reparación^  propiedad  y  suministros).  —  CoiTes- 
ponde  ala  justicia  federa],  el  conocimiento  de  la  demanda 
por  cobro  de  precio  de  artículos  vendidos  para  construc- 
ciones navales  y  reparaciones  de  buques.  — T.  32,  p.  239. 

433. —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  la  cuestión  sobre  pro- 
piedad de  un  buque  (art.  2,  inc.  9<»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  58»^ 
p.  315. 

434. —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de  la 
demanda  por  cobro  de  suministros  para  la  provisión  de  un 
buque.— T.  26,  p.  338. 

(a)    Bajo  este  rubro  están  comprendidos  todos  los  casos  resoeltos  por  laSv- 
prema  Corte  en  qoe  se  han  discutido  y  aplicado  los  incisos  7*,  8*,  9*  y  10*,  articu- 
lo 2,  Ley  de  Jurisdicción.  Véase,  además,  Crímenes  en  aUa  mar  en  los  números 
sobre  Jurisdiccián  en  lo  eriminaL 
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435.  Estiva  (accidentes  en  la).  —  La  acción  civil  por  daños  á 
consecuencia  de  la  rauerte  de  un  hijo,  atribuida  á  culpa  ó 
negligencia  de  los  empleados  de  un  buque  en  el  acto  de  rea- 
lizar una  operación  de  carga,  corresponde  á  la  justicia  nacional 
(art.  2,  inc.  lO^,  Ley  Jurisd.).  -  T.  69,  p.  404. 

436.  — La  indemnización  pedida  por  muerte  atribuida  á  culpa 
ó  negligencia  de  los  empleados  de  un  buque,  en  el  acto  de 
realizar  una  operación  de  carga,  cae  bajo  la  jurisdicción  de 
los  tribunales  federales  (art.  2.  inc.  40»,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
69,  p.  448. 

437.—  Corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la  mate- 
ria, la  demanda  por  daños  y  perjuicios  que  se  dicen  causa- 
dos por  culpa  ó  negligencia  de  los  empleados  del  vapor,  en 
el  acto  de  realizar  la  estiva  (art.  2,  inc.  40®,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  76,  p.  382. 

438. —  Corresponde  á  la  justicia  nacional,  por  razón  de  la  ma- 
teria, la  causa  sobre  reparación  del  daño  sufrido  en  la  ope- 
ración de  estiva  de  un  buque  (art.  2,  inc.  10^,  Ley  Jurisd.). 
— T.81,p.  234. 

439.  Estiva  {salarios  de),  —  La  carga,  descarga  y  estiva  de 
mercaderías  para  la  exportación  á  bordo  de  buques,  pertenece 
al  comercio  marítimo ;  y  el  conocimiento  de  las  causas  sobre 
salarios  de  los  estivadores,  corresponde  á  los  tribunales 
federales.  —  T.  28,  p.  360. 

440.  Fletamento.  —  Las  cuestiones  sobre  pago  de  precio  de 
artículos  que  han  sido  objeto  de  un  contrato  de  fletamento, 
son  de  la  competencia  de  los  tribunales  provinciales,  sí  en 
el  juicio  no  se  ha  tratado  del  fletamento,  ni  de  los  derechos 
que  por  éste,  corresponden  al  capitán.  —  T.  3,  p.  75. 

441.—  Son  de  competencia  exclusiva  de  los  juzgados  federales 
las  demandas  sobre  cumplimiento  de  obligaciones  proceden- 
tes de  un  contrato  de  fletamento  (art.  2,  inc.  10°,  y  12,  Ley 
Jurisd.).— T.  41,  p.  436. 

442. —  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  que  se  susci- 
tan sobre  fletamentos  y  en  general  sobre  todo  hecho  ó  con- 
trato concerniente  á  la  navegación  y  comercio  marítimo,  co- 
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rresponde  exclusivamente  á  [los  tribunales  nacionales  (art. 

2,  inc.  10^  Ley  Jurisd.).— T.  43,  p.  344. 
443. —  Son  de  competencia  de  la  justicia  federal  las  demandas 

sobre  cumplimiento  de  contratos  de  fletamento  (art.  2,  inc. 

10°,  Ley  Jurisd.).— T.  45,  p.  432. 
444. —  £1  arrendamiento  deun  buque  para  llamarse  fletamento^ 

debe  tener  por  objeto  una  carga  que  transportarse  y  probarse 

por  escrito.  No  siendo  así,  la  gestión  para  su  cobranza  no 

pertenece  á  la  jurisdicción  nacional  por  razón  de  la  materia. 

—  T.  n,  p.  460. 

445. —  La  entrega  de  mercaderías  que  se  pide  á  un  agente  de 
vapores,  en  virtud  de  conocimientos,  y  se  niega  por  éste,  por 
falta  de  pago  de  flete  y  desembolso,  pertenece  á  la  navega-  • 
ción  y  comercio  marítimo,  y  el  conocimiento  déla  demanda, 
á  la  justicia  federal  (art.  2,  inc.  40^  Ley  Jurisd.).  —  T.  35, 
p.  265. 

446.  —  La  demanda  debe  apreciarse  tal  como  la  interpone  el 
actor;  y  sí  ésta  es  por  entrega  de  mercaderías  transportadas 
por  una  compañía  de  vapores,  haciendo  valer  contra  ella 
derechos  que  reputa  derivados  de  un  contrato  de  fletamento, 
su  conocimiento  corresponde  á  la  justicia  federal  (art.  2, 
inc.  40°,  Ley  Jurisd.;  julio  42  de  1900,  Sternberg,  Júnior  y 
C*  V.  Compañía  de  vapores  «Prince  Line»). 

447.  Hipoteca  naca/.  —  Corresponde  privativamente  á  la  justi- 
cia federal  el  conocimiento  de  las  causas  que  versan  sobre 
hipoteca  del  casco  de  un  buque  (art.  2,  inc.  40o,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  48,  p.  232. 

448.  lanc/iajc.  —  El  inciso  40°,  artículo  2,  Ley  de  Jurisdicción. 
se  refiere  á  los  buques  que  viajan  de  un  puerto  de  la  Repú- 
blica á  otro  extranjero,  ó  de  una  provincia  á  otra  por  los 
ríos  interiores,  y  no  á  lanchas  que  se  ocupan  dentro  de  un 
puerto  en  la  descarga  de  mercaderías.  — T.  6,  p.  400. 

449.  —  Los  tribunales  de  provincia  y  no  los  federales,  son 
competentes  para  conocer  de  demandas  sobre  fletes  de  lan- 
chas empleadas  en  la  descarga  de  buques  anclados  dentro 
de  puertos.  —T.  42,  p.  233. 
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450.  —  Guando  la  descarga  de  un  paquete  forma  parte  del  con- 
trato de  fletaraento,  las  acciones  por  lanchaje  deben  ser 
deducidas  ante  la  justicia  federal.  —  T.  20,  p.  156;  t.  46, 
p.  64. 

451 .  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la 
materia,  lo  relativo  á  una  sociedad  de  lanchaje,  cuyas  enabar- 
caciones  han  operado  dentro  de  un  puerto  de  la  República. 
(Operaciones  de  ese  género  no  constituyen  actos  de  comer- 
cio marítimo,  de  modo  que  su  conocimiento  no  se  halla 
comprendido  en  la  disposición  del  art.  2,  inc.  10o,  Ley 
Jurisd.).— T.  53,  p. 224. 

452.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  que  versa 
sobre  servicio  de  lanchaje  hecho  dentro  del  puerto,  inde- 
pendiente de  todo  contrato  de  fletamento,  pues  no  se  trata 
de  acto  ó  contrato  relativo  á  la  navegación  y  comercio  ma- 
rítimo (art  206,  Cód.  Com.;  art.  2,  inc.  10°,  Ley  Jurisd.; 
septiembre  6  de  1900,  Florit,  Fynn  y  O  v.  Sha w  Hermanos). 

453.  Pilotaje.  —  No  corresponde,  por  razón  de  la  materia,  á 
la  justicia  federal,  el  conocimiento  de  la  demanda  deducida 
por  una  sociedad  de  prácticos  de  los  ríos  contra  un  ex-socio, 
fundada  en  derechos  que  se  dicen  derivados  del  contrato 
social,  y  que  en  nada  se  relaciona  con  la  práctica  de  los  debe- 
res profesionales  del  demandado  con  aplicación  á  la  navega- 
ciSn.  (No  se  trata  de  un  hecho  de  pilotaje.  Julio  30  de  1901, 
Causa  V.  Rossi.) 

454.  Principios  sobre  la  jurisdicciónmarítima. — La  jurisdicción 
federal  comprende  las  causas  de  almirantazgo  y  jurisdicción 
marítima,  pues  el  inciso  4<»del  artículo  12,  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales,  ex- 
ceptúa sólo  los  casos  que  caen  bajo  la  jurisdicción  federal 
por  la  calidad  de  las  personas  y  no  por  razón  de  la  materia. 
—  T.  1,  p.  121. 

455.  —  La  jurisdicción  de  almirantazgo  que  ejerce  la  justicia 
federal,  se  extiende  á  los  casos  de  navegación  y  comercio 
marítimo  (art.  2,  inc.  10**,  Ley  Jurisd.  Véase:  lanc/wi/e). — 
T.  6,  p.  400. 
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45H. «—  La  navegación  que  se  relaciona  con  el  comercio  marí- 
timo, es  ]a  que  se  hace  de  un  puerto  de  la  república  á  otro 
extranjero,  ó  lentre  dos  provincias  por  los  ríos  interiores  de- 
clarados libres  para  todas  las  banderas,  por  el  artículo  26  de 
la  Constitución  Nacional,  y  sujetos  á  las  autoridades  que 
emanan  de  ella,  y  á  quienes  incumbe  también  la  reglamenta- 
ción del  comercio  entre  diferentes  provincias. —T.  6,  p.  400. 

457.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  ralione  malerice, 
el  conocimiento  de  una  cuestión  sobre  pago  de  efectos  com- 
prados á  bordo,  ni  sobre  el  de  estadías  por  no  haberlas  reci- 
bido en  el  tiempo  determinado  en  el  contrato  de  compra 
venta.  —  T.  9,  p.  450. 

458.  —  La  demanda  por  cobro  de  pesos  procedentes  de  venta 
de  mercaderías,  no  pertenecen  al  fuero  federal  ratione  mate- 
ricBy  por  no  estar  comprendida  en  el  inciso  10**,  artículo  2  de 
la  Ley  de  Jurisdicción.  — T.  44,  p.  76. 

459.  —  El  conocimiento  de  las  causan  que  versen  sobre  im- 
puestos á  la  navegación  ó  comercio,  aunque  hayan  sido  crea- 
dos por  actos  administrativos  del  gobierno  de  Buenos  Aires, 
antes  de  su  incorporación  á  la  nación,  corresponde  á  la  jus- 
ticia nacional  (art.  2,  inc.  4®  y  4«,  Ley  Jurisd.). — T.  44, 
p.  257. 

460.  -  La  jurisdicción  de  almirantazgo  que  los  tribunales  fe- 
derales ejercen  privativamente,  sólo  se  extiende  á  los  hechos 
ó  contratos  concernientes  á  la  navegación  y  comercio  marí- 
timo, que  se  hace  entre  un  puerto  de  la  República  y  otro 
extranjero,  ó  entre  diferentes  puertos  por  los  rios  interiores. 

—  T.  42,  p.  233. 

464 .  —  No  pertenece  á  la  justicia  federal  por  razón  de  la  ma- 
teria, el  conocimiento  de  la  demanda  por  cobro  de  gastos 
personales  contra  un  capitán  de  buque.  —  T.  45,  p.  365. 

462.  —  La  acción  por  daños  y  perjuicios  provenientes  del  em- 
bargo de  un  buque,  ordenado  por  un  juez  de  provincia,  no 
corresponde  al  fuero  nacional ;  aporque  el  caso  no  está  com- 
prendido en  el  inciso  4  O»,  artículo  2  de  la  Ley  de  Jurisdicción . 

—  T.  24,  p.  360, 
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463.  —  Los  actos  y  contratos  marítimos  al  objeto  de  esta- 
blecer la  jurisdicción  nacional,  sólo  son  los  que  tienen  por 
objeto  la  navegación  y  los  medios  necesarios  para  ella.  £1 
mandato  que  versa  sobre  trasbordo  de  mercaderías  dentro 
del  puerto,  no  erstá  comprendido  en  esa  disposición.  — 
T.  24 ,  p.  433. 

464.  ~-  La  demanda  por  cobro  de  pesos,  valor  de  mercaderías 
*    embarcadas^  ó  por  entrega  de  los  conocimientos  de  éstas, 

en  su  defecto,  no  pertenece  á  la  jurisdicción  federal  por  ra- 
zón de  la  materia.  (Ella^dice  el  fallo,  es  una  simple  acción 
por  cobro  de  pesos,  sin  relación  alguna  con  la  navegación, 
ni  con  los  medios  para  ellanécesarios.  Si  bastara  el  hecho 
de  haberse  embarcado  un  artículo,  para  determinar  la  juris- 
dicción federal,  no  habría  contrato  alguno  sobre  los  pro- 
ductos del  país,  que  no  la  estableciera,  pues  todos  tienen 
por  objeto  final  la  exportación).  —  T.  30,  p.  4  43. 

465.  —  La  jurisdicción  federal  en  las  causas  de  comercio  ma- 
rítimo, es  excluyente  de  los  juzgados  de  provincia,  y  debe 
conocer  en  ellas,  aunque  se  haya  entablado  y  contestado  la 
demanda  ante  la  justicia  local  (art.  2,  inc.  40»  y  42o,  Ley 
/urisd.).  —  T.  44,  p.  474. 

466.  —  No  pertenece  al  comercio  marítimo,  el  despacho  de 
efectos  desembarcados  en  la  aduana.  —  T.  44,  p.  245. 

467.  —  Un  contrato  sobre  servicios  á^  prestarse  en  una  agencia 
de  vapores  establecida  en  esta  ciudad,  no  constituye  un  con- 
trato sobre  navegación  ó  comercio  marítimo  sujeto  á  la 
justicia  federal.  (Otra  interpretación  daría  á  ésta,  una  exten- 
sión que  no  se  amolda  á  su  carácter  especial  y  á  los  fines 
privilegiados  de  la  navegación  que  le  sirve  de  fundamento). 
—  T.  66,  p.  448. 

468.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  raíione  materioB, 
ia  causa  por  devolución  de  precio  de  un  bote  no  destinado 

al  comercio  marítimo.  Tampoco  corresponde  por  razón  de 
las  personas,  si  su  importancia  no  excede  de  laque  pertenece 
á  la  justicia  de  paz.  (El  valor  reclamado  era  de  400  pesos 
moneda  nacional,  y  pasa  de  esta  cantidad  la  competencia  de 
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los  juoces  de  paz  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  en  cuyo 
juzgado  federal  se  inició  la  demanda.  Art.  2,  inc.  9^  y  ^O^y 
Ley  Jurisd.)  —  T.  67,  p.  4  0. 

469.  Transporte,  —  Están  sujeUs  á  la  jurisdicción  comercial^ 
las  causas  que  se  refieren  al  transporte  de  pasajeros  por  em> 
presas  de  vapores  por  agua,  y  todas  sus  consecuencias  (art. 
7  y  8,  inc.  5%  Cód.  Com.).  —  T.  44,  p.  70. 

470.  —  Corresponde  al  fuero  federal  la  causa  sobre  transporte 
por  la  vía  fluvial  (art.  2,  inc,  4  0^  Ley  Jurisd.).  —  T.  79,  p.  204 . 

471.  Tripulantes.  ^  Es  de  competencia  de  la  justicia  federal, 
la  demanda  de  tos  tripulantes  por  rescisión  del  contrato  de 
servicios,  fundada  en  mal  tratamiento  ó  falta  en  la  alimenta- 
ción (art.  2,  inc.  40«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  21,  p.  404. 

472.  —  Cesado  el  estado  de  quiebra  del  deudor  por  el  concor- 
dato, el  juzgado  federal  «s  competente  para  conocer  de  los 
salarios  que  aquél  debe  á  los  tripulantes  de  up  buque  de  su 
propiedad.  —  T.  22,  p.  242. 

473.  Jurisdiccióii  en  lo  eriminal.  —  Principio^  generales, 
—  La  jurisdicción  federal  es  restrictiva  por  su  naturaleza, 
y  en  materia  criminal  sólo  puede  ejercerse  aplicando  las 
leyes  del  Congreso,  excepto  en  los .  casos  previstos  por  el 
articulo  93  de  la  Ley  Penal  de  44  de  septiembre  de  4863.  — 
T.  4,p.  470. 

474.  — En  materia  criminal,  la  justicia  federal  no  tiene  juris- 
dicción, sino  en  los  casos  comprendidos  en  las  leyes  de) 
congreso,  entre  los  cuales  no  existe  el  de  calumnia  contra 
un  particular.  —  T.  4,  p.  338. 

475. — Tiene  la  justicia  federal  jurisdicción  por  el  articulo 
93  de  la  ley  penal  nacional,  para  castigar  ios  delitos  contra  la 
nación,  no  previstos  en  ellas  y  por  el  articulo  30  para  cas- 
tigar á  los  que  calumnian,  insultan  ó  amenazan  á  algún 
diputado  ó  senador,  por  las  opiniones  manifestadas  en  las 
cámaras.  —  T.  4,  p.  340. 

476.  —  No  puede  la  justicia  federal  conocer  de  otras  causas 
criminales,  que  las  señaladas  por  la  ley  de  jurisdicción  de 
septiembre  44  de  4863.  —  T.  4,  p.  453. 
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477.  —  La  jurisdicción  criminal  en  lo  federal,  está  linakada  á 
los  casos  especificados  en  las  leyes  penales  federales.  —  T. 
3,  p.  m . 

478.  —  La  jurisdicción  criminal  atribuida  á  la  justicia  federal, 
no  altera  la  militar  en  los  casos  en  que  debe  procederse  por 
consejo  de  guerra  (art.  7,  Ley  Jurisd.).  —  T.  4,  p.  225. 

479.  T-  Los  delitos  sujetos  á  la  justicia  federal  que  no  se  hallen 
previstos  en  la  misma  ley,  deben  ser  castigados  con  arreglo 
á  las  leyes  comunes  (art.  93,  Ley  Penal).  —  T.  44,  p.  290. 

480.  —  Los  excesos  en  la  ejecución  de  leyes  provinciales,  no 
constituyen  un  delito  de  competencia  de  los  tribunales  na- 
cionales. —  T.  44,  p.  423. 

481. —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  los  casos 
que  ninguna  ley  nacional  clasifique  como  delitos.  — T.  43, 
p.  402. 

482. — Es  más  seguro  limitar  la  jurisdicción  federal  en  las  cau- 
sas criminales,  á  los  delitos  definidos  y  penados  por  la  ley 
nacional,  y  á  los  casos  comprendidos  dentro  de  la  jurisdic- 
ción expresamente  concedida  por  la  Constitución.  — T.  4  4, 
p.  26. 

483. — Habría  gran  dificultad  y  sumo  peligro  en  dejar  á  los  tri- 
bunales nacionales,  la  facultad  de  establecer  lo  que  consti- 
tuye un  delito  contra  la  nación,  cuando  la  ley  no  lo  ha  defi- 
nido expresamente.  —  T.  44,  p.  26. 

484. —  La  jurisdicción  criminal  de  los  jueces  de  sección,  se 
limita  á  los  casos  especificados  en  el  artículo  3  de  la  ley  so- 
bre jurisdicción.  —  T.  46,  p.  64;  t.  56,  p.  482. 

4S5. —  Los  delitos  comunes  no  caen  bajo  la  jurisdicción  fede- 
ral por  afectar  la  persona  ó  bienes  de  miembros  del  Congre- 
so. (Esta  circunstancia  no  ha  sido  tomada  en  cuenta  por  la 
Constitución  para  hacer  de  la  persona  de  los  diputados  y  se- 
nadores, una  especialidad  de  personas  de  derecho  público, 
sustrayéndola  de  la  jurisdicción  local  cuando,  por  razón  de 
ellasó  desús  bienes,  hubieran  de  estar  en  juicio  como  deman- 
dantes ó  demandados  ó  cuando  se  tratase  de  hechos  comu- 
nes que  les  afecten  como  víctimas;  y  lejos  de  estar  al  ampa- 
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ro  de  las  autoridades  federales  en  lo  que  al  derecho  común  se 
refiere,  no  se  ha  puesto  en  duda  que  su«  causas  están  com- 
prendidas en  las  reglas  correspondientes  al  ejercicio  de  la 
jurisdicción  común,  y  eso  aún  en  materia  crimina}  después 
que  se  hayan  cumplido  las  prescripciones  de  los  art.  61  y  62, 
de  la  Gonst.  La  ley  penal  de  H  de  septiembre  de  1863,  nu 
contiene  precepto  alguno  que  importe  entregar  á  la  justicia 
federal  el  juicio  y  castigo  de  los  delitos  comunes  que  afec- 
taren la  persona  ó  bienes  de  los  miembros  del  Congreso,  y 
no  puede  hacerse  extensiva  á  las  causas  de  estos,  como  per- 
sonas privadas,  las  reglas  jurisdiccionales  aplicables  á  las 
instituciones  cíe  creación  federal,  porque  no  existe  razón  al- 
guna de  analogía  éntrelas  dos  situaciones.  Art.  67,  inc.  Il"", 
Const.  Nac;  art.  3,  Ley  Jurisd.;  art.  23,  inc.  4»,  Cod.  Proc. 
Crim.).  — T.  75,  p.  335. 

486.— No  siendo  de  competencia  federal  los  crímenes  que  se 
denuncian,  no  corresponde  proceder  á  su  averiguación  por 
los  tribunales  nacionales.—  T.  77,  p.  247. 

487. —  No  corresponde  al  fuero  federal  la  falsedad  cometida 
en  la  petición  que  los  miembros  de  una  sociedad  han  pre- 
sentado al  Poder  Ejecutivo  para  obtener  el  reconocimiento 
de  su  personería  jurídica,  haciendo  figuraren  ellas  personas 
que  no  son  socias  de  la  misma.  (No  está  regido  el  caso  por  le- 
yes especiales,  Yií  se  ha  ejecutado  en  violación  de  las  leyes 
nacionales  á  que  se  refiere  el  art.  3^  Ley  Jurisd.  Tampoco  pue- 
de caer  bajo  la  jurisdicción  por  razón  del  lugar  en  que  fué 
cometida,  porque  se  trata  de  actos  relativos  al  gobierno  y 
administración  local  de  la  Capital.  Art.  23,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.77,  p.  420. 

488.  Contrabando  (a).  —  Corresponde  á  los  jueces  de  sección 
el  conocimiento  de  las  causas  de  contrabando  cuando  hay 
delito  conexo  de  falsedad  (art.  1426  de  las  Ord.  ant.,  y  art. 
1060  de  las  nuevas).—  T.  19,  p.  258. 


(a)    Sobre  esta   materia  téngase  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  51  de  la 
ley  de  aduana  en  vigor. 
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489.—  Son  de  la  competencia  de  los  jueces  de  sección  en  4^ 
instancia,  y  no  del  administrador  de  rentas,  las  causas  sobre 
delito  conexo  de  contrabando  y  falsificación  de  documentos. 
—  T,  19,  p.  308. 

490. —  £$  la  justicia  federal  y  no  el  administrador  de  rentas, 
la  competente  para  conocer  y  resolver  en  las  causas  de 
contrabando  (art.  .1034,  Ord.;  art.  3,  Ley  Jurisd.).  — T. 
21,  p.  276. 

491  .--1  Corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  délos 
delitos  de  contrabando  y  de  los  comunes  conexos  con  aquél. 
—T.  34,  p.  405. 

492. — La  resolución  que  dicte  la  aduana  en  las  causas  en  que 
la  defraudación  se  comete  juntamente  con  un  delito  común, 
se  hallen  ó  no  las  mercaderías  en  poder  de  la  aduana,  no  im- 
pide él  conocimiento  en  ellas  de  la  justicia  federal,  aunque 
no  haya  sido  reclamada  en  tiempo ;  pues  el  orden  de  las  ju- 
risdicciones es  de  orden  público,  y  en  materia  penal,  la  ju- 
risdicción absolutamente  improrrogable,  y  nulo,  en  conse- 
cuencia, lo  hecho  por  persona  ó  autoridad  sin  jurisdicción 
para  ello.  — T.  41,  p.  13. 

493.— Corresponde  á  la  justicia  federal  exclusivamente,  el  co- 
nocimiento de  las  causas  en  que  la  defraudación  se  comete 
juntamente  con  un  delito  común,  se  hallen  ó  no  las  merca- 
derías  en  poder  de  la  aduana  (art.  1060,  Ord.). — T.  41, 
p.  13. 

494.  — El  conocimiento  de  las  causas  por  defraudación  de  la 
renta  fiscal,  una  vez  salidas  de  la  jurisdicción  de  la  aduana 
las  mercaderías  que  han  sido  materia  de  ella,  corresponde 
exclusivamente  ai  juez  federal  (art.  1034,  Ord.).  —  T.  41, 
p.  13. 

495. —  Corresponde  á  la  justicia  federal  y  no  á  la  aduana,  el 
conocimiento  de  la  causa  sobre  introducción  clandestina  de 
mercaderías,  que  no  han  pasado  ni  estado  bajo  la  jurisdic- 
ción de  la  última  (art.  1034,  Ord. ;  abril  11  de  1901,  suma- 
rio sobre  contrabando  de  alhajas). 

^%.  Crímenes  en  alta  mar,  —  La  disposición  contenida  en  el 
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inciso  1^  artículo  3,  ley  de  jurisdicción,  al  atribuirá  los 
jueces  federales  el  conocimiento  de  los  delitos  conoetidos  en 
alta  mar,  á  bordo  de  buques  nacionales,  tiene  su  fundamen- 
to en  el  principio  de  derecho  internacional  que  hace  de  los 
navios  porciones  del  territorio  del  estado  cuyo  pabellón  es- 
tán autorizados  á  llevar  y  del  que  deriva  la  jurisdicción  de 
ese  estado,  para  conocer  de  los  crímenes  ó  delitos  perpetra- 
dos en  las  condiciones  expresadas.  (Noviembre  40  de  4901, 
causa  V.  Zaunio.) 

497. —  No  corresponde  ala  justicia  federal  el  conocimiento  de 
la  causa  por  hurto  cometido  á  bordo  de  un  buque  extranje- 
ro, durante  el  viaje  de  puertos  europeos  á  argentinos,  aún 
cuando  las  personas  á  quienes  so  imputa  ese  delito  y  las  co- 
sas hurtadas  se  encuentren  en  el  país.  (Se  trata  de  un  delito 
de  derecho  común»  que  no  está  comprendido  en  el  art.  93, 
Cód.  Proc.  Crím.;  y  según  el  art.  25,  inc.  2®  del  mismo,  co- 
rresponde á  la  jurisdicción  ordinaria  de  los  tribunales  de  la 
Capital  y  de  los  territorios  nacionales,  el  conocimiento  de 
los  delitos  ordinarios  cometidos  en  el  extranjero  en  los  casos 
determinados  por  las  leyes.  £1  art.  23,  inc.  I"",  Cód.  citado, 
.  igual  al  inc.  1^  art.  3,  Ley  Jurisd.,  tiene  su  fundamento  en 
el  principio  de  derecho  internacional  que  hace  de  los  navios 
porciones  del  territorio  del  estado  cuyo  pabellón  están  au- 

-  torizadosá  llevar  y  dei  que  deriva  la  jurisdicción  de  los  jue- 
ces de  ese  estado  para  conocer  de  los  crímenes  ó  delitos  co- 
metidos en  las  condiciones  que  dicho  inciso  expresa.  Noviem- 
bre 10  de  4  90*1,  causa  V.  Zaunio). 

498.  Crímenes  en  puertos  argentinos.  —  Los  delitos  cometidos 
en  los  puertos  por  los  que  se  hace  la  importación  y  expor- 
tación de  mercaderías,  están  sujetos  á  la  jurisdicción  fede- 
ral (art.  3,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  23,  p.  344. 

499. —  Los  crímenes  cometidos  á  bordo  de  los  buques  mercan- 
tes extranjeros,  surtos  en  puertos  argentinos,  deben  ser  juz- 
gados por  los  tribunales  argentinos,  aunque  sean  cometidos 
entre  personas  de  la  tripulación  (art.  3,  inc.  2«,  Ley  Jurisd.) 
—  T.  25,  p.  489. 
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500.  —  Los  crímenes  cometidos  en  el  puerto  de  Zarate,  deben 
ser  juzgados  por  los  jueces  federales  (art.  3,  inc.  2o,  Ley  de 
Jurisdicción.  El  crimen  tuvo  lugar  en  el  muelle  de  dicho  puer- 
to :  este  muelle  se  halla  situado  sobre  un  rio  navegable,  cu- 
yas aguas  están  sometidas  á  la  jurisdicción  nacional,  como 
grandes  vías  públicas  del  comercio  de  la  nación,  que  el  Con- 
greso tiene  el  poder  de  reglamentarlas  y  de  ejercer  sobre 
ellas,  todas  las  facultades  explícitas  ó  derivadas  que  la  Cons- 
titución le  atribuye.  Dada  esta  doctrina,  los  límites  de  una 
provincia  con  el  mar*y  los  ríos  navegables,  llegan  cuando 
más  á  la  línea  del  reflujo  de  las  aguas).— T.  25,  p.  419. 

501.  —  £1  puerto  de  Zarate  está  sometido  á  la  justicia  federal, 
y  ios  crímenes  allí  cometidos  deben  ser  juzgados  por  los 
jueces  federales  (art.  3,  inc.  2<>,  LeyJurisd.).  —  T.  25,  p.419. 

502.  —  Los  crímenes  conTetidos  fuera  de  los  lugares  á  que  se 
refiere  el  artículo  3,  inciso  2^,  de  la  ley  de  jurisdicción,  están 
sujetos  á  la  jurisdicción  de  los  jueces  locales.  (Se  trataba  de 
un  delito  ocurrido  á  uno  ó  dos  metros  de  la  costa  del  rio).  — 
T.  32,  o.  80  v24  6. 

503.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  crímenes  cometidos  en  tierra  firme,  fuera  de  la  línea  de 
las  aguas  y  de  los  lugares  á  que  se  refiere  el  artículo  3,  in- 
ciso 2o,  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  34,  p.  162. 

504.  —  No  es  de  fuero  federal  por  razón  del  lugar,  el  delito 
cometido  en  terrenos  de  la  obra  del  puerto,  comprendidos 
en  la  jurisdicción  de  una  de  las  secciones^  de  policía  de  la 
Capital,  fuera  del  agua  y  de  todo  lugar  de  embarque  ó  des- 
embarque ó  de  otro  de  los  comprendidos  en  el  artículo  3  de 
la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  48,  p.  151. 

505.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  conocer  en  delitos  co- 
metidos en  la  usina  de  luz  eléctrica,  que  forma  parte  inte- 
grante de  las  obras  del  puerto  de  la  Capital,  y  está  sujeta  á 
la  absoluta  y  exclusiva  jurisdicción  del  gobierno  federal  (art. 
3,  inc.  2o  y  4o,  Ley  Jurisd.;  art.  23,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T. 
75,  p.  224. 

506.  —  Procede  la  jurisdicción  federal  en  el  delito  que  resulta 
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perpetrado  en  un  puerto  (art^  3,  inc.  S^,  Ley  Jurisd. ;  art.  23, 
inc«  2^,  Cód.  Proc.  Crim.;  junio  30  de  4900,  causa  v.  Ojeda). 

507.  Crímenes  en  islas.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el 
conocimiento  de  los  delitos  comunes  cometidos  en  las  islas 
aJéentinas(art.23,inc.2^  Cód.  Proc.  Crim.).— T.  36,  p.  264. 

508.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
Í08  delitos  comunes  cometidos  en  las  islas  argentinas.  —  T. 
59,  p.  128. 

509.  Crímenes  en  lugares  sometidos  exclusivamente  al  Gobierno 
Nacional.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  y  no  al  jefe 
de  policía,  el  conocimiento  de  los  delitos  de  hurto  en  los 
almacenes  ñscales;  debiendo  comprender  el  juicio,  á  los 
autores  y  á  los  que  han  tomado  participación  en  el  delito  ó 
en  sus  efectos.  —  T.  3,  p.  80. 

510.  —  En  los  delitos  comunes,'  los  tribunales  federales  no 
pueden  asumir  la  jurisdicción  ni  aplicar  sus  penas,  sino 
cuando  se  cometan  en  los  lugares  sujetos  ala  exclusiva  au- 

'  toridad  del  gobierno  nacional.  —  T.  3,  p.  261. 

511. —  Están  sujetas  á  la  jurisdicción  federal,  las  injurias  y 
demás  delitos  cometidos  dentro  délos  colegios  nacionales. 
—  T.  5,  p.  30. 

5f  2.  —  Los  jueces  de  sección  son  competentes  para  conocer 
en  los  delitos  que  se  cometen  en  lugares  donde  el  gobierno 
nacional  tiene  exclusiva  jurisdicción  (art.  3,  inc.  4^,  l^ey 
Jurisd.). —  T.  15,  p.  237. 

5j3.  —  Los  crimenes¡cometidos  en  lugares  donde  el  gobierno 
nacional  tenga  jurisdicción  exclusiva,  como  son  los  fortines 
de  frontera  y  su  recinto,  deben  ser  juzgados  por  los  jueces 
de  sección,  aunque  dichos  lugares  no  sean  de  propiedad  de 
la  nación  (art,  3,  Ley  Jurisd.). —  T.  21,  p,  491. 

514.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  la  averiguación  y 
castigo  de  delitos  cometidos  dentro  de  establecimientos  en 
los  que  el  gobierno  nacional  tiene  absoluta  y  exclusiva  ju- 
risdicción. (Se  trataba  de  un  delito  cometido  en  el  asilo  de 
inmigrantes  del  Paraná,  creado  por  el  gobierno  nacionnl ; 
art.  3o,  inc.  4%  Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  143. 
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515.  -*  Es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  en  la 
acción  deducida  por  abuso  de  autoridad,  cometido  dentro 
>  del  recinto  de  una  aduana  nacional  (art.  4,  ¡nc.  3^,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.  29.  p.  54. 

546.  —  Las  injuriaste  hecho  inferidas  al  secretario  del  juz- 
gado federal,  con  ocasión  y  por  razón  de  sus  funciones,  cons- 
tituyen un  delito  justiciable  por  los  tribunales  federales  (art. 
32,  Ley  Pen.).  —  T.  33,  p.  280. 

517.  —  La  falsificación  de  un  libro  presentado  como  prueba  en 
un  juicio  de  abordaje  ante  los  jueces  arbitros,  que  por  su 
naturaleza  pertenece  á  la  jurisdicción  federal,  constituye  un 
delito  sujeto  á  ésta.  —  T.  45,  p.  5. 

ol8.  —  El  ser  de  la  nación  las  obras  en  cuyo  paraje  se  comete 
un  delito  común,  no  produce  el  fuero  federal  para  someter 
su  coTiocimiento  á  los  tribunales  nacionales.  (Tal  circuns- 
tancia no  basta  para  dar  al  gobierno  federal  la  jurisdicción 
absoluta  y  exclusiva  que  requiere  el  art.  3,  inc.  4^,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.  53,  p- 254. 

519.  —  La  justicia  federal  es  competente  para  conocer  del  de- 
lito de  abuso  y  usurpación  de  autoridad,  imputado  á  emplea- 
dos nacionales  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  procedente 
de  hechos  realizados  en  el  recinto  de  una  aduana  nacional. 
(La  responsabilidad  de  los  empleados  públicos  para  ante  sus 
superiores  y  las  exigencias  de  los  servicios  administrativos, 
no  se  oponen  en  manera  alguna  al  ejercicio  de  las  acciones 
de  los  particulares  en  juicio^  y  al  sometimiento  del  empleado 
á  sus  jueces  naturales,  cuando  haya  de  por  medio  ó  se  ven- 
tilen intereses  particulares  que  se  dicen  indebidamente  he- 
ridos, ú  ofensas  á  las  personas  que  se  pretenden  inmerecidas, 
siendo  esa  una  de  las  garantios  que  más  [recomiendan  la  exce- 
lencia de  nuestras  instituciones ,  Art.  3,  inc.  4*,  Ley  Jurisd. ; 
art.  23,  inc.  4^  Cód.  Próc.  Crim.).  —  T.  55,  p.  392. 

520.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  del 
delito  de  falsificación  y  estafa,  cometido  cobrando  una  suma 
de  dinero  en  las  oficinas  nacionales,  mediante  la  falsifica- 
ción de  firmas  hechas  en  el  expediente  de  cobfo  adminis- 
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trativo  (art.  23,  inc.  4S  Cód.  Proc.  Crina.).  —  T.  59,  p.  230. 

524.  —  El  delito  de  abuso  de  autoridad,  cometido  por  un  fun- 
cionario nacional  por  razón  de  su  cargo,  corresponde  al 
fuero  federal  (art.  3,  incisos  2o  y  4^,  Ley  Jurisd.;  art.  23, 
inc.  2®  y  40,  Cód.  Proc.  Crim.  El  delito  se  imputaba,  en  el 
caso,  al  prefecto  marítimo).  —  T.  66,  p.  17. 

522.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  federal,  y  sí  á  la  de 
los  tribunales  ordinarios  de  la  capital,  el  conocimiento  del 
delito  común  de  hurto  cometido  dentro  de  una  escuela  del 
Estado  (art.  25,  inc.  1%  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  79,  p.  355. 

523.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  por  falsifica- 
ción ó  falsedad  cometida  en  documento  privado  presentado 
como  prueba  en  juicio  de  competencia  de  aquella  (art.  3, 
inc..  3«,  Ley  Jurisd.;  art.  23,  inc.  3%  Cód.  Proc.  Crim.;  sep- 
tiembre 21  de  4900,  causa  v.  Menn.  Igual  al  t.  42^ p.  5). 

524. -^Corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de  la 
causa  por  adulteración  de  un  documento  presentado  en  el 
juzgado  federal  en  el  acto  de  prestarse  una  declaración  de 
testigos  (art.  3,  inc.  40,  Cód.  Proc.  Crim.;  octubre  6  de  1900, 
Mallman  v.  Solanilla). 

525.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  la  causa  sobre  extorsión  hecha  por  un  empleado  de  poli- 
cía provincial,  con  detenidos  no  sujetos  á  la  jurisdicción  de 
aquélla  ni  producida  en  lugar  sometida  á  la  misma.  (Abril  16 
de  1901,  causa  contra  el  sub-delegado  de  Lujan,  Mendoza.) 

526.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  y  no  á  la  ordinaria, 
el  conocimiento  de  una  causa  por  robo  cometido  por  parti- 
culares dentro  del  cuartel  de  un  regimiento  de  artillería  de 
la  nación  (art.  23,  inc.  4»,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  24 
de  1901). 

527.  Elecciones.  —  Corresponde  á  los  tribunales  provinciales  el 
conocimiento  de  las  falsedades,  injurias  ó  calumnias  que  pu- 
dieran haberse  consignado  en  las  protestas  contra  elecciones, 
á  instancia  de  los  agraviados,  y  no  de  cualquier  ciudadano 
(art.  104,  Const.  Nac,  tít.  6,  Ley  Pen.  de  1863;  art.  3,  Ley 
.Jurisd.).  —  T.  12,  p.  40. 
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598.  —  La  falsificación  de  votos  en  las  elecciones  nacionales 
es  un  delito  que  compete  á  la  justicia  federal  (art.  3,  inc. 
3o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  89. 

529.  ^  £1  delito  de  heridas  cometido  con  motivo  de  elecciones 
nacionales  en  la  noche  anterior  al  dia  designado  para  aque- 
llas, no  corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia  nacional; 
porque  no  lo  enumera  la  ley  de  elecciones,  y  ésta  se  refiere 
á  los  hechos  tendentes  á  estorbar  ó  falsear  el  acto  electoral, 
palabras  que  suponen  claramente  hechos  del  mismo  dia  de 
la  elección.  —  T.  18,  p.  39. 

530.  —  Corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia  federal,  el 
delito  de  herida  inferida  con  motivo  de  intentar  la  falsifica- 
ción de  elecciones  nacionales.  —  T.  30,  p.  158. 

531.  —  No  es  de  la  competencia  de  la  justicia  federal,  la  causa 
sobre  infracción  de  una  ley  local  de  elecciones  en  el  territo- 
rio nacional  del  Chaco  (art.  33,  inc.  1°,  Cód.  Proc.   Crim.). 

—  T.  U,  p.  249. 

532.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  querellas  por  infracción  de  la  ley  de  elecciones  munici- 
pales de  la  Capital.  —  T.  63,  p.  444. 

533.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  en  las 
infracciones  á  la  ley  de  elecciones  municipales  de  la  CapitaL 

—  T.  77,p.  417. 

534.  Falsificación  dt  moneda  (a).  —  Para  que  la  justicia  fede- 
ral pueda  ejercer  jurisdicción  en  los  casos  de  falsificación  de 
moneda,  es  necesarioque  tenga  ésta  curso  legal  en  la  Repú- 
blica (art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  2,  p.  261. 

535.  —  La  falsificación  de  moneda  es  justiciable  ante  los  tribu- 
nales federales,  si  la  moneda  tiene  curso  legal  en  la  Repú  - 
blica.  —  T.  23,  p.  81. 

536.  —  Estando  suspensa  la  aplicación  del  artículo  7,  de  la 
ley  de  monedas  de  5  de  noviembre  de  1881,  corrresponde  á 
la  justicia  federal  conocer  en  la  falsificación  de  la  moneda 


(a)  Véase  la  ley  3972,  de  17  de  noviembre  de  1900,  sobre  falsificación  y  circu- 
lación de  moneda. 
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conocida  con  el  nombre  de  libra  esterlina,  sin  perjuicio  de 
lo  que  corresponda  resolver  en  definitiva.  — T.  77,  p.  28. 

537.  Ferrocarriles.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el 
conocimiento  del  delito  de  hurto  de  mercaderías,  cometido 
en  vagones  de  una  empresa  de  ferrocarril  de  propiedad  par- 
ticular. (El  caso  no  está  comprendido  en  la  ley  de  ferroca- 
rriles, ni  entra  en  los  enumerados  en  el  inc.  ó*",  art.  23,  Cód. 
Proc.  Grim.;  siendo  un  delito  de  derecho  común,  cometido 
en  territorio  provincial,  y  en  lugares  en  que  el  gobierna 
nacional  no  tiene  absoluta  y  exclusiva  jurisdicción,  la  in- 
competencia de  la  justicia  federal,  resulta  del  citado  art.  3\ 
Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  300. 

538.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  averiguación  y 
castigo  del  delito  de  defraudación  de  dineros  de  la  empresa 
del  Ferrocarril  Central  Argentino^  cometido  por  uno  de  sus 
empleados.  (Ese  hecho  no  se  halla  comprendido  en  los  deli- 
tos y  faltas  contra  la  seguridad  del  tráfico,  previstos  y  pena- 
dos por  la  ley  general  de  ferrocarriles,  ni  entra  en  la  cate* 
goria  de  ios  especificados  en  el  inc.  3*",  art.  23,  Cód.  Proc. 
Crim.,y  art.  3,  inc.  3°,LeyJurisd.  Es  un  delito  común,  come- 
tido en  territorio  provincial  y  en  lugares  en  que  el  gobierno 
nacional  no  tiene  absoluta  y  exclusiva  jurisdicción).  —  T.  58,. 
p.  185. 

539.  —  El  robo  cometido  en  el  coche  de  un  tren  preparado  en 
la  estación  para  emprender  viaje,  substrayendo  la  cartera  á 
un  pasajero,  no  se  halla  comprendido  en  los  delitos  y  faltas 
contra  la  seguridad  del  tráfico,  previstos  y  penados  por  la 
ley  general  de  ferrocarriles,  ni  entre  los  especificados  en  el 
articulo  23,  inciso  3'',  Cód.  Proc.  Crim.,  y  su  conocimiento 
no  corresponde  á  la  justicia  federal(art.  3,  inc.  3^  Ley  Jurisd.; 
art.  25,  Cód.  citado).  —  T.  81,  p.  66. 

540. — No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
de  la  causa  sobre  violación  de  domicilio  cometida  contra  un 
empleado  de  ferrocarril  en  la  estación  del  mismo,  porque 
no  se  halla  comprendido  entre  los  delitos  y  faltas  contra  la 
seguridad  del  tráfico  previstos  y  penados  por  la  ley  de  ferro- 
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carriles,  ni  entra  en  la  categoría  de  los  especificados  en  el 
artículo  3,  inciso  3*»,  Ley  de  Jurisdicción,  y  artículo  S3^  inciso 
3®,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal.  —  T.  8< ,  p.  383. 

541.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  relativa  á  la  seguridad  y  el  tráfico  de  ferrocarriles 
nacionales  (art.  3,  inc.  3^,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  3  y  80,  ley 
de  ferrocarriles.  El  hecho  se  produjo  en  un  ramal  concedido 
por  ley  provincial,  que  se  incorporó,  después  de  construido, 
á  la  vía  principal.  Contienda  de  competencia  entre  el  juzgado 
federal  de  Tucumán  y  el  juez' de  instrucción  de  la  misma 
provincia,  en  la  causa  v.  Santiago  Kelly  y  otros). 

542.  Fuga  de  presos.  —  La  infracción  de  los  artículos  45  y  46 
de  la  ley  penal  de  4863,  no  somete  á  sus  autores  á  la  juris- 
dicción federal,  cuando, resulta  que  no  han  sido  comisionados 
nacionales,  sino   sólo  agentes  provinciales.  —  T.  29,  p.  255. 

543.  —  Corresponde  á  la  justicia  nacional  la  causa  sobre  fuga 
de  un  preso  sujeto  á  su  jurisdicción,  imputable  al  encargado 
de  ejecutar  sus  órdenes.  (Septiembre  6  de  1900,  causa,  v. 
Segovia). 

544.  Rebelión  y  sedición.  — Son  justiciables  ante  la  justicia 
federal^  los  crímenes  comunes  ejecutados  por  los  rebeldes, 
durante  la  rebelión  ó  con  ocasión  de  ella.  —  T.  5,  p.297. 

545.  —  Comprendiendo  una  acusación  criminal  el  delito  polí- 
tico de  rebelión  y  el  común  de  abijeato,  la  justicia  federal  es 
competente,  aunque  sólo  se  condene  por  el  segundo  y  se 
absuelva  del  primero;  porque  si  él  existe,  fué  cometido  du- 
rante la  rebelión  y  con  motivo  de  ella.  — T.  6,  p.  459. 

546.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  y  no  á  los  consejos 
de  guerra,  el  conocimiento  de  las  causas   sobre   crímenes 
que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad    de  la  nación  (art.  3, 
inc.  3o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  205. 

5(7.  —  Todas  las  acciones  civiles  y  criminales  nacidas  de  un 
acto  de  sedición,  penado  por  la  ley  nacional  penal,  son  de 
competencia  de  los  tribunales  nacionales  (art.  2,  inc.  I"",  Ley 
Jurisd.).  —  T.  7,  p.  457. 

548.  —  Corresponde  á  los  jueces  de  sección,  el  conocimiento 
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y  castigo  de  los  crímentis  que  ofendan  la  soberanía  y  segu- 
ridad de  la  nación,  siendo  el  más  grave  el  de  traición  á  la 
patria  (art.  3,  inc.  3",  Ley  Jurisd.).  —  T.  8,  p.  486. 

549.  —  Corresponde  á  los  tribunales   nacionales,  el  conoci- 
miento de  las  causas  criminales  '  contra  los   rebeldes  v  los 

m 

autores  de  delitos  comunes  ^cometidos  durante  la  rebelión, 
con  los  propósitos  consignados  en  el  artículo  18  de  la  ley 
penal  de  1863.  —  T.  12,  p,  494. 

550.  —  Los  delitos  comunes  ó  contra  la  seguridad  interior  de 
una  provincia,  cometidos  en  una  sublevación  verificada  con 
el  objeto  de  impedir  la  reunión  de  milicias,  ordenada  por 
el  poder  ejecutivo  nacional,  en  cumplimiento  de  una  ley  del 
Congreso,  caen  bajo  la  jurisdicción  federal  (art.  24,  Ley  Pe- 
nal). —  T.  15,  p.  92. 

551.-^  No  intentándose  la  acción  criminal  por  rebelión  de 
carácter  nacional,  sino  entablándose  solamente  una  acción 
civil  entre  partes  por  indemnización  de  daños  causados  en 
la  rebelión,  los  tribunales  nacionales  no  pueden  ser  com- 
petentes para  conocer  en  ésta  sino  en  razón  de  las  perso- 
nas.—T.  15,  p.  316. 

55^,  —  Cuando  los  delitos  comunes  se  cometen  durante  la  se- 
dición ó  con  motivo  de  ella,  la  verdadera  jurisdicción  es  la 
de  los  tribunales  nacionales.  Cuando  los  jueces  provinciales 
procesan  á  un  reo  por  delitos  comunes  anteriores  y  poste- 
riores al  de  la  sedición,  por  el  que  se  siguen  autos  ante  el 
juez  de  sección  contra  el  mismo  reo,  aprehendido  por  el  juez 
de  provincia,  éste  debe  seguir  conociendo  en  la  causa,  con 
la  obligación  de  dar  cuenta  al  de  sección,  del  resultado  con- 
denatorio ó  absolutorio.  —  T.  16,  p.433. 

553.  — Ningún  principio  se  opone  á  que  los  tribunales  nacio- 
nales ejerzan  la  jurisdicción  que  les  confiere  la  ley  penal  de 
1863,  sóbrelos  delitos  comunes  cometidos  con  ocasión   de 

la  rebelión,  antes  de  dicha  ley.  No  cesa  por  el  hecho  de  há- 

* 

bersido  perdonado  el  delito  de  rebelión,  porque  es  con  oca- 
sión de  éste  que  se  cometieron  los  delitos  comunes.  — T.  17^ 
p.  22. 
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554.  —  Las  acciones  civiles  que  nacen  del  delito  de  rebelión, 
corresponde  al  conocimiento  de  los  juzgados  de  sección, 
cualquiera  que  sea  ta  persona  demandada.  Pueden  ser  dedu- 
cidas independientemente  de  la  acción  criminal,  después  de 
la  muerte  del  responsable.  —  T.  17,  p.  241. 

555.  —  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios,  procedentes  de 
delito  de  rebelión,  es  independiente  de  la  criminal;  y  su  co- 
nocimiento corresponde  á  los  tribunales  de  provincia,  si  las 
partes  son  argentinos  vecinos  de  una  misma  provincia  (art. 
1096,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  335. 

556.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  el  conocimiento  de  los 
delitos  comunes  cometidos  durante  la  rebelión,  aun  cuando 
el  delito  político  haya  sido  amnistiado.  —  T.  20,  p.  54. 

557.  —  La  rebelión  que  no  llega  á  las  proporciones  de  una  ver- 
dadera guerra  civil^  el  auxilio  prestado  á  ella,  y  la  violación 
de  decretos  del  poder  ejecutivo,  relativos  á  la  misma,  son 
delitos  cuyo  conocimiento  corresponde  á  los  tribunales  fede- 
rales y  no  al  presidente  de  la  República,  por  las  facultades 
llamadas  poderes  de  guerra.  —  T.  21,  p.  245. 

558.  —  El  delito  de  destrucción  de  un  puente  de  ferrocarril, 
cometido  durante  la  rebelión,  con  el  propósito  de  descarri- 
lar el  tren  en  que  va  una  división  del  ejército  nacional,  cae 
bajo  la  jurisdicción  del  juez  de  sección,  por  ser  conexo  con 
el  de  rebelión.  El  encontrarse  la  causa  en  estado  de  suma- 
rio ante  un  juez  de  provincia,  no  es  motivo  para  que  éste 
pueda  resistir  la  competencia  por  inhibitoria  que  se  le  pro- 
mueva, desde  que  del  sumario  resulte  comprobada  la  natu- 
raleza del  delito,  quienes  son  los  presuntos  reos  y  á  quien 
corresponde  su  juzgamiento  (art.  18,  Ley  Jurisd.).  —  T.  23, 
p.  416. 

559.  — Los  delitos  previstos  y  penados  por  los  artículos  5, 14 
y  19  de  la  ley  nacional  penal  están  sujetos  á  la  jurisdicción 
federal,  aunque  hayan  sido  cometidos  por  un  eclesiástico  en 
ejercicio  de  sus  funciones  de  tal.  (La  ley  de  5  de  julio  de 
1823,  al  sancionar  la  abolición  de  los  fueros  personales,  sólo 
ha  reservado  á  la  jurisdicción  eclesiástica  la  averiguación  y 
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castigo  de  aquellos  delitos  que  no  pueden  ser  cometidos 
sino  por  los  individuos  del  clero).  —  T.  33,  p.  441 . 

560.  Rentas  generales  (defraudación  de).  —  La  imputación 
de  que  los  fondos  destinados  por  la  ley  de  presupuesto  al 
sostenimiento  del  culto,  han  sido  defraudados,  constituye  la 
imputación  de  un  delito  previsto  por  la  Ley  de  H  de  sep- 
tiembre,de  i863,y  sometido  para  su  juzgamiento  al  juez  de 
sección^  á  quien  corresponde  oportunamente  declarar  la 
culpabilidad  ó  inocencia  del  imputado,  conforme  á  los  artí- 
culos 2  y  3  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
tribunales  nacionales.  — T.  10,  p.  282. 

561.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  entender  en  la  causa 
sobre  imposición  de  pena  por  contravención  á  la  ley  de  im- 
puestos intuirnos.  (Se  pretendía  que  la  administración  debía 
previamente   imponer  la  multa,  y  rehusado  el  pago  de  ésta 
ocurrir  recién  á  los  tribunales.  La  Corte  dijo  que  el  procedí- 
miento  establecido  para  la  imposición  de  pena  en  los  casos 
de  contravención  por  fraude  de  dicha  ley,  es,  desde  su  ini- 
ciación, estrictamente  judicial,  atentas  no  solamente  la  na- 
turaleza de  la  pena  impuesta  de  multa  y  arresto  hasta  un  año, 
sino  también  las  disposiciones  del  decreto  reglamentario  de 
la  citada  ley  y  las  déla  ley  de  jurisdicción  de  14  de  septiem- 
bre de  1863,   0n  su  artículo  2,  incisos  5°  y  6*»).  —  T.  47,  p. 
447  y  507. 

562.  —  Corresponde  á  los  tribunales  federales  ordinarios  y  no 
á  la  jurisdicción  militar,  la  causa  seguida  por  defraudación  á 
la  intendencia  de  marina  respecto  del  procesado  que  no  tiene 
empleo  ni  asimilación  que  le  dé  carácter  militar  (art.  10, 
Ley  3305;  art.  875,  Cód.  Just.  Mil.).  —  T.  79,  p.  173. 

563.  —  La  justicia  nacional  es  competente  en  el  conocimiento 
de  las  causas  sobre  defraudación  de  impuestos  internos,  y 
no  es  admisible  la  excepción  de  incompetencia  que  el  pro- 
cesado hace  valer  por  vía  de  artículo  previo,  fundada  en 
irregularidades  del  proceso  administrativo,  y  en  no  haberse 
allí  dictado  resolución  condenando  ó  absolviendo,  é  invo- 
cada después  del  sumario  (art.  25,   inc.  2®,  y  28,  Ley  3764 ; 
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art.  444,  Cód.  ProcCrim.;  febrero  17  de  1900,  Fisco  v.SchÜe- 
per  y  C-). 

564.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal  la  causa  promovida 
por  defraudación  á  la  renta  de  aduana  (art.  3,  inc.  3»,  Ley 
Jurisd.;  art.  23,  inc.  3°,  Cód,  Proc.  Crim.;  art.  1034,  Ord.; 
mayo  15  de  1900;  Fisco  v.  Ferrocarril  Buenos  Aíresy  Ro- 
sario). 

565.  Rentas  locales  de  la  Capital  (a) .  —  El  conocimiento  de 
las  causas  por  cobro  deconUnbuciones  ó  defraudación  de  las 
rentas  ñscales  ó  municipales,  que  provengan  de  impuestos 
establecidos  exclusivamente  para  la  Capital  y  territorios  na- 
cionales, corresponde  ala  jurisdicción  civil  ó  criminal  ordi- 
naria (art.  111,  inc.  5°,  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la 
Capital,  de  1886 ;  art.  25,  inc.  3o,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48, 
p.  131, 

566.  —  Están  expresamente  excluidos  de  la  justicia  federal,  los 
delitos  comunes  cometidos  en  territorio  de  la  capital,  salvo 
los  casos  especialmente  exceptuados  por  el  derecho  público 
interno  ó  por  los  principios  de  derecho  internacional  (art. 
83  y  25,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48,  p.  151. 

567.  —  Corresponde  al  juez  del  crimen  de  la  capital,  el  cono- 
cimiento del  delito  cometido  cobrando  fraudulentamente  una 
boleta  de  impuesto  territorial  de  la  capital.  (Aún  cuando 
tanto  la  oficina  donde  se  ha  cometido  el  delito  como  la  renta 
defraudada  ^son  nacionales,  tales  delitos  han  sido  excluidos 
del  conocimiento  de  la  justicia  federal  por  el  inciso  final  del 
art.  23.  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  55,  p.  284. 

568.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
del  detito  de  defraudación  cuando  ésta  se  refiere  exclusiva- 
mente á  impuestos  establecidos  para  la  capital  y  territorios 
nacionales.  (En  el  caso  se  trataba  del  impuesto  de  contribución 
directa:  art.  25,  inc.  3°,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  64,  p.  125. 


(a)  Sobre  esta  materia  pueden  verse  además  los  números  sobre  Leyes  locales 
de  la  Capital  y  Lotería  naeionalf  y  la  palabra  Recurso  en  los  números  relatiyos  á 
Leyes  sobre  gobiemO'  y  administración  de  la  Capital, 
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569. —  No  corresponde  á  los  tribunales  federales  las  causas  por 
defraudación  de  rentas  fiscales,  que  procedan  de  impuestos 
establecidos  exclusivamente  para  la  Capital  y  territorios  na- 
cionales (art.  83,  ínc.  4«>,  y  31,  ínc.  9<>,  Cód.  Proc.  Crim.). — 
T.  65,  p.  104. 

570.  Violación  de  correspondencia.  —  Corresponde  á  la  jus- 
ticia federal,  el  conocimiento  del  delito  de  violación  de  co- 
rrespondencia^ aunque  se  haya  cometido  con  motivo  de  una 
revolución  local. —  T.  25,  p.  38. 

571 .  —  Corresponde  á  la  justicia  federal^  y  no  á  la  administra- 
ción de  córreos,  el  conocimiento  de  las  infracciones  previs- 
tas por  la  ley  general  de  correos  de  10  de  octubre  de  1876,  y 
la  aplicación  de  las  penas  establecidas  en  ella.  (Esta  ley  na 
ha  sustraído  el  conocimiento  de  dichas  causas,  de  la  justicia 
federal).  —  T.  48,  p.  334, 338  y  342. 

572.  —  El  delito  de  violación  de  correspondencia  con  robo  de 
valores,  y  el  de  substracción  del  proceso  seguido  ai)te  el  juz- 
gado de  sección,  son  de  la  jurisdicción  privativa  de  la  justi- 
cia federal,  y  por  tanto  prevalece  sobre  las  disposiciones  del 
Código  Penal  ordinario,  la  ley  especial  que  castiga  los  crí- 
menes y  delitos  contra  la  nación.  —  T.  63,  p.  378. 

573.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento 
del  delito  de  substracción  de  correspondencia,  cuando  se  im- 
puta al  procesado  como  realizado  en  el  domicilio  del  desti- 
natario, fuera  de  la  custodia  y  servicio  del  correo,  lo  que 
constituiría  un  delito  de  derecho  común,  de  competencia  de 
los  tribunales  ordinarios  (art.  25,  inc.  1%  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  76,  p.  152  (a). 

574.  —  El  atentado  cometido  por  militares  contra  una  oficina 
telegráfica  de  la  Nación,  es  delito  sujeto  á  la  jurisdicción  fe- 
deral y  no  á  la  militar  (tit.  6,  Cód.  Just.  Mil.).  —  T.  79,  p. 
450. 

575.  —  La  apropiación  indebida  de  una  carta  certificada,  de 
manos  del  mensajero  que  la  lleva  para  entregarla  á  su  des- 

(a)  En  sentido  análogo,  se  ha  juzgado  en  el  t.  17,  p.  166. 
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tinatario,  cometida  en  lugar  sujeto  á  la  jurisdicción  provin- 
cial, no  está  comprendida  en  el  titulo  8,  Ley  Penal,  y  no  es 
justiciable  ante  los  tribunales  federales,  correspondiendo  su 
conocimiento  á  la  justicia  ordinaria.  (Diciembre  5  de  4901, 
causa  V.  Garbarino.) 

576.  Cesión  (fuero  federal  cuando  ella  existe  :  reglas  para 
determinarlo  en  tal  caso). —  Para  surtir  el  fuero  federal 
por  razón  de  distinta  vecindad,  es  necesario  que  e¡  derecho 
que  se  disputa  pertenezca  originariamente,  y  no  por  cesión 
ó  mandato  (art.  8,  Ley  Jurisd.). —  T.  3,  p.  255. 

577.  —  Para  surtir  el  fuero  federal,  es  preciso  que  el  derecho 
que  se  disputa  pertenezca  originariamente  á  personas  que, 
por  su  vecindad  ó  nacionalidad,  pueden  respectivamente 
invocar  el  fuero  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  225. 

578.  —  Para  surtir  el  fuero  nacional  por  razón  de  las  personas, 
es  necesario  que  el  derecho  disputado  haya  correspondido 
originariamente  y  no  por  cesión  ó  mandato,  á  personas  res- 
pectivamente sujetas  á  la  jurisdicción  nacional  (art.  8,  Ley 
Jurisd,).— T.  13,  p.  315. 

579.  —  Siendo  el  cedente  natural  y  vecino  de  la  provincia 
demandada  por  el  cesionario,  y  éste  vecino  de  otra  provin- 
cia, la  justicia  nacional  no  es  competente  para  conocer  de  la 
causa  por  razón  de  las  personas  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
17,  p.  325. 

580.  —  Para  surtir  el  fuero  federal,  es  necesario  que  el  derecho 
que  se  disputa  pertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó 
mandato  á  ciudadanos  extranjeros  ó  vecinos  de  otras  pro- 
vincias respectivamente  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  419. 

581 . — El  derecho  que  la  ley  requiere  para  surtir  el  fuero  na- 
cional por  razón  de  las  personas,  debe  corresponderá  quien 
lo  invoca  originariamente  y  nó  por  cesión  (art.  8,  Ley  Ju- 
risd.).—T.  19,  p.  426. 

582.  —Con  excepción  de  los  casos  en  que  el  fuero  federal  sur- 
te por  razón  de  la  materia,  los  pleitos  entre  ciudadanos  ve- 
cinos de  una  misma  provincia,  están  absolutamente  excluidos 
de  la  jurisdicción  nacional.   Esta  reglano  sufre  excepción 


para  el  caso  en  que  una  de  las  partes  sea  cesionario  de  per- 
sona que  goce  del  fuero  uaciona).   El  articulo  8  de  la  ley  de 
jurisdiccii^n,  es  limitativo  del  fuero  nacional  para  aquellos  á 
quienes  corresponde,  y  no  es  aplicable  al  caso  mencionado. 
—  T.  21,  p.  66. 
S83.  — Para  que  los  tribunales  federales  sean  competentes  por 
razón  dh  las  personas,  es  preciso  que  el  derecho  disputado 
pertenezca  originariamente  y  no  por  cesión  ó  mandato  (art. 
8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  23.  p.  473. 
S8(.  —  Para  que  surta  el  fuero  federal  por  razón  de  les  perso- 
nas, en  caso  de  un  crédito  cedido,  es  necesario  que  tanto  el 
cedente  como  el  cesionario  se  bailen  en  condiciones  de  po- 
der demaudar  al  deudor  ante  la  justicia  federal.  Asi,  el  pleito 
entre  dos  extranjeros,  ó  vecinos   de  una  misma  provincia, 
aunque  originariamente  bubiese  podido  ser  llevado  á  la  jus- 
ticia federal,  no  pertenece  á  ella.  (El  caso  fué  el  siguiente: 
don  Domingo  DAvila,  argentino  y  vecino  de  la  Rioja,  deman- 
dó á  don  Ricardo  Valdez,  de  igual   nacionalidad  y  vecindad, 
nne  r>nhi-n  lio  ni>  /•viruta  que  le  cpdieron   Brownell  y  O,  es- 
Buenos  Aires.  La  Corte  (T.  21,  p.  66), 
8,  Ley  de  Jurisdicción,  declaró  la  in- 
iticia  federal,  c  porque  el  objeto  de) 
otro  que  establecer  una  excepción  ó 
en  que,  por  razón  de  las  calidades 
antes,  correspondiera    una  causa  al 
nórmente,  don  Domingo Dávila  cedió, 
Ion  Ramón  Dávila,  extranjero,  quien 
á   Valdez.   En  esta  ocasión,  la  Corte 
u  fallo,  arribando  ¿  las  conclusiones 
.  — T.23,p.  726. 

1  fuero  federal,  por  razón  de  las  per- 
crédito  cedido,  no  basta  acreditar  la 
ídente  y  del  deudor.  —  T.  26,  p.  157. 
el  fuero  federal  por  razón  de  las  per- 
el  derecbo  discutido  pertenezca  á  las 
(art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  29,  p.  433. 
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$87.  —  Para  que  pueda  surgir  el  fuero  federal,  tratándose  de 
derechos  adquiridos  por  cesión,  es  necesario  que  tanto  el 
cesionario  como  el  cedente  puedan  personalmente  demandar 
ante  la  justicia  federal  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  32,  p.  155. 

588.  —  La  venta  hecha  de  un  campo  en  litigio,  no  importa 
sino  la  cesión  de  los  derechos  del  vendedor  á  la  cosa  dispu- 
tada; y  en  tal  caso,  para  que  la  cuestión  corresponda  á  la 
justicia  federal,  es  necesario  que  concurra  la  distinta  vecin- 
dad ó  nacionalidad  extranjera,  tanto  del  cesionario  como  del 
cedente  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  33,  p.  326  (a). 

589.  —  Siendo  extranjeros  todos  los  actores  y  sus  cedentes,  y 
argentino  el  demandado,  procede  la  jurisdicción  federal.  — 
T.  39,  p.  348. 

590.  —  La  demanda  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  la 
falta  de  cumplimiento  de  un  boleto  de  venta  transferido  al 
actor,  se  halla  comprendida  en  la  disposición  del  artículo  8 
de  la  ley  de  jurisdicción;  y  no  denegándose  por  el  deman- 
dante la  afirmación  de  ser  sus  causantes  extranjeros,  como 
loes  el  demandado,  la  causa  no  corresponde  al  fuero  fede- 
ral. (No  aparece  que  el  actor  ni  sus  causantes  hayan  adqui- 
rido un  jus  in  re  sobre  el  terreno  materia  del  boleto,  por 
efecto  de  su  tradición  y  misión  en  posesión  efectiva,  resul- 
tando, por  el  contrario,  de  la  demanda  y  del  boleto,  que  esa 
posesión  debía  continuar  y  continúa  en  poder  del  vendedor). 
—  T.  47,  p.  486. 

591.  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la  justicia 
federal  no  es  competente,  si  no  lo  es  también  respecto  de  las 
personas  á  quienes  pertenece  originariamente  el  derecho 
cedido  que  se  disputa  (art.  8,  'Ley  Jurisd .  Se  trataba  de  la 
cesión  de  un  crédito  hipotecario).  —  T.  48,  p.  37. 

592.  —  En  las  causas  en  que  el  actor  procede  como  cesiona- 
rio, no  basta  acreditar  la  competencia  federal  respecto  de  su 
persona  y  la  del  demandado;  es  necesario  acreditarla  tam- 
bién respecto  del  cedente  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  49,  p.  5. 

(a)  Véanse  los  números  601  y  602,  en  que  se  ha  juzgado  en  igual  sentido. 
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593.  —  No  pertenece  á  la  justicia  federal,  la'decnanda  de  rei- 
vindicación interpuesta  por  el  cesionario  de  vecinos  de  una 
provincia,  contra  vecinos  de  la  misma  provincia  (art.  8,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  54,  p.  51. 

594.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  por  razón  de  las 
personas,  la  causa  entablada  por  un  argentino  contra  otro 
argentino,  vecinos  de  la  misma  provincia^  aunque  él  actor 
obre  como  cesionario  de  un  extranjero  (art.  8,  Ley  Jurisd.). 
— T.  58,  p.  432. 

595.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal  el  cobro  de  un 
crédito  civil,  comprado  al  concurso  de  un  extranjero,  contra 
un  deudor  también  extranjero  (art.  8,  Ley  Jurisd.;  art.  1435, 
Cód.  Civ.).  — T.  59,  p.  234. 

596.  —  El  que  deduce  acción  conjunta  por  sí  y  como  cesiona- 
rio de  otro,  é  invoca  la  jurisdicción  federal  por  razón  de 
personas,  tiene  que  demostrar  que  ésta  corresponde  no  sólo 
respecto  de  su  persona,  sino  también  respecto  de  la  de  su 
cedente  (art.  8  y  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  59,  p.  354. 

597.  —  Para  que  en  caso  de  cesión,  proceda  el  fuero  fede- 
ral por  razón  de  personas,  es  necesario  que  puedan  invo- 
carlo tanto  el  cedente  como  el  cesionario.  (Un  argentino^ 
vecino  de  Corrientes,  cesionario  de  un  extranjero,  demandó 
á  esta  provincia  ante  la  Corte,  quien  declaró  que  no  proce- 
día su  jurisdicción,  de  acuerdo  con  el  art.  8,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  66,  p.  46. 

598.  —  En  las  cuestiones  en  que  las  partes  proceden  en  virtud 
de  cesión  de  derechos  y  acciones,  debe  justificarse  el  fuero 
federal  con  relación  á  los  cesionarios  y  á  los  cedentes  res- 
pecto del  demandado  (art.  1,  Ley  Proc;  art.  2  y  8,  Ley  Ju- 
risd.). —  T.  69,  p.  103. 

599. —  Para  surtir  el  fuero  federal  por  razón  de  las  personasen 
causas  en  que  se  obra  por  cesión,  es  necesario  demostrar  la 
diversa  nacionalidad  del  cedente  y  cesionario  con  relación  al 
demandado  (art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  71,  p.  356. 

600.  —  No  corresponde  el  fuero  federal  por  razón  de  personas, 
si  las  acciones  deducidas  por  el  extranjero  contra  el  argén- 
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lino,  se  hacen  valeren  calidad  de  cesionario  de  otra  persona 
de  nacionalidad  argentina  (art.  8,  Ley  Jurisd.).— T.  78,  p.  367. 
601. — La  venta  hecha  después  de  haberse  declarado  por  sen- 
tencia firme,  que  el  inmueble  vendido  no  pertenece  al  ena- 
jenante^  no  puede  tener  por  obligación  la  transmisión  de  la 
propiedad,  sino  la  de  los  derechos  que  puedan  correspon- 
derle  derivados  de  la  cosa.  En  tal  concepto,  existiendo  dentro 
de  las  pretensiones  deducidas  por  el  comprador  contra  el 
enajenante  primitivo,  una  cesión  de  acciones,  es  necesario 
para  que  la  causa  surta  el  fuero  federal,  que  éste  se  acredite 
tanto  respecto  del  comprador,  como  respecto  de  su  vende- 
dor y  cedente  (art.  U34,  U35  y  2463,  inc.  5«,  Cód.  Civ. ;  art. 
8,  Ley  Jurisd.>.  —  T.  81,  p,  338 

602.  — Para  que  surta  el  fuero  federal  por  razón  de  las  perso- 
nas en  caso  de  venta  de  un  campo  en  litigio,  que  no  im- 
porta sino  una  cesión  de  los  derechos  del  vendedor  á  la  cosa 
disputada,  es  menester  que  concurra  la  distinta  vecindad  ó 
nacionalidad  tanto  del  cesionario  como  del  cedente  (art.  8, 
Ley  Jurisd.;  febrero  10  de  1900,  Mendizabal  v.  Acuña). 

603.  —  Para  que  surta  el  fuero  federal  por  razón  de  personas, 
en  caso  de  cesión  de  una  carta  de  porte  otorgada  nominati- 
vamente, es  necesario  que  tanto  el  cedente  como  el  cesiona- 
rio puedan  invocarlo  con  relación  á  su  adversario  (art.  8, 
Lev  Jurisd.;  diciembre  28 de  1901,  Monteavaro  v.  Ferrocarril 
Gran  Oeste  Argentino). 

604.  —  No  puede  invocarse  la  disposición  del  artículo  8,  Ley 
de  Jurisdicción,  en  la  demanda  sobre  escrituración  de 
un  lote  de  terreno,  dirigida  contra  el  concesionario  de 
un  centro  agrícola  en  la  provincia  de  Buenos  Aires  y  funda- 
da en  las  relaciones  derivadas^del  contrato  celebrado  entre 
aquél  y  el  actor.  Y  siendo  éste,  vecino  de  dicha  provincia, 
y  el  demandado  de  la  Capital  de  la  República,  el  conoci- 
miento de  la  causa  corresponde  á  la  justicia  federal  (Ley 
1467;  abril  15  de  1902,  Romano  v.  Paez  ;  contienda  entre  el 
juez  federal  de  La  Plata  y  el  juez  de  primera  instancia  de 
la  misma). 
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605.  Endoso  (fuero  federal  en  los  casos  de).  —  En  los  paga- 
rés á  la  orden  transmitidos  por  vía  de  endoso,  no  es  aplica- 
ble al  articult)  8  de  la  ley  de  jurisdicción.  Siendo  extranjeros 
los  endosatarios  ejecutantes  y  los  deudores,  la  justicia  fede- 
ral es  incompetente  para  conocer  en  la  ejecución.  (Los 
cónyuges  Arancibia,  extranjeros,  otorgaron  un  pagaré  ala 
orden  y  á  favor  de  don  José  M.  Ulloque,  argentino,  quien 
lo  endosó  á  Menichetti  y  Bottini,  extranjeros,  los  que  deman- 
daron á  los  deudores).  — T.  34,  p.  135. 

606.  -~  £1  endoso  de  un  pagaré  hecho  después  de  la  quiebra  del 
firmante,  debe  ser  reputado  como  una  cesión  civil  (art.  812, 
Cód.  Com.  ant.);  y  en  tal  caso,  si  el  cedente  y  el  demanda- 
do son  argentinos,  la  cobranza  de  él  no  corresponde  al  fuero 
federal  (art.  8,  Ley  Jurisd.)— T.  39,  p.  38. 

607.  —  £1  endoso  perfecto  de  un  pagaré  á  la  orden,  transmite 
la  propiedad  de  éste,  y  no  se  considera  como  cesión  ó  man- 
dato á  los  efectos  del  fuero  federal  (art.  635,  Cód.  Com*).  — 
T.  44,  p.  63. 

608.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  cobro  de  una 
letra  endosada  por  un  residente  en  el  extranjero  á  un  vecino 
de  la  Capital^  contra  otro  de  la  Capital  (art.  2  y  12,  inc.  4^, 
Ley  Jurisd).  —  T.  67,  p.  107. 

609.  —  En  los  documentos  á  la  orden  con  endoso  imperfecto, 
en  que  se  ha  acreditado  el  fuero  federal  con  respecto  al  tene- 
dor, debe  acreditarse  además  dicho  fuero  con  respecto  al 
endosante  (art.  628,  Cód.  Com.,  art.  8,  Ley  Jurisd.;  diciem- 
bre 23  de  1899,  Rodríguez  v.  provincia  de  Santa  Fe). 

610.  —  Los  endosos  en  blanco  contenidos  en  letras  de  cam- 
bio, no  protestadas  á  su  vencimiento,  son  documentos  pri- 
vados que  no  tienen  fecha  cierta  en  relación  á  terceros  sino 
desde  su  presentación  enjuicio;  y  deben  reputarse  hechos 
con  respecto  al  girante,  cuando  las  letras  estaban  ya  venci- 
das. En  consecuencia,  la  transmisión  de  la  propiedad  de  los 
mismos  está  regida  por  las  disposiciones  del  código  civil  para 
la  cesión  de  créditos  no  endosables,  y  debe  en  tal  caso, 
acreditarse  el  fuero  federal,  tanto  por  razón  del  cesionario 
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como  por  razón  de  las  personas  de  loscedenles  (art.  1034  y 
1035,  Cód.  Civ.;  art.  1^  tít.  preliminar,  207  y  635,  Cód. 
Com. ;  mayo  21  de  1901,  Dellepiane  y.  Santa  Fe). 

611.  —  En  el  juicio  por  cobro  de  una  letra  de  cambio  con  en- 
doso imperfecto,  debe  acreditarse  el  fuero  federal  en  la  for- 
ma prescripta  por  el  artículo  8,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  628, 
Cód.  Com. ;  mayo  21  de  1901 ,  Dellepiane  v.  Santa  Fe). 

612.  —  Para  surtir  el  fuero  federal  respecto  de  letras  de  cam- 
bio, endosadas  imperfectamente  ó  cedidas  con  posterioridad 
á  su  vencimiento,  es  necesario  que  proceda  tanto  por  razón 
de  la  persona  del  endosatario  ó  cesionario  como  por  razón 
dq  las  personas  de  los  endosantes  ó  cedentes  (art.  8,  Ley 
Jurisd.;  art.  628  y  635,  Cód.  Com.;  mayo  23  de  1901,  Delle- 
piane V.  Santa  Fe). 

613.  —  Tratándose  de  una  letra  de  cambio  con  endoso  en  blan- 
co, que  no  ha  sido  protestada  á  su  vencimiento,  el  fuero 
federal  debe  acreditarse  en  los  términos  del  articulo  8,  Ley 
de  Jurisdicción  (art.  1034  y  1035,  Cód.  Civ. ;  art.  207  y  635, 
Cód.  Com. ;  junio  20  de  1901,  Alvarez  v.  Santa  Fe). 

614.  —  Sociedades  anónimas  (su  vecindad  ó  nacionalidad 
á  los  efectos  del  fuero  federal)  (a). —  Para  los  efectos  del 
fuero  deben  considerarse  como  ciudadanos  argentinos  á 
las  corporaciones  anónimas  que  hacen  sus  negocios  en  la 
República  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  — T.  14,  p.  284. 

615. — Las  sociedades  anónimas  tienen  domicilio  en  la  provin- 
cia donde  funcionan,  sea  como  casa  principal  ó  como  su- 
cursal.—T.  17,  p.  156. 

616.  —  Las  sociedades  anónimas  no  autorizadas^  no  tienen  per- 
sonería jurídica,  y  por  ellas  son  personalmente  responsables 
sus  administradores.  Siendo  extranjeros  éstos,  no  pueden 
ser  demandados  por  otro  extranjero  ante  la  justicia  nacional 
(art.  9,  Ley  Jurisd  ;  art.  405  y  408,  Cód.  Com.  ant. ;  art.  45, 
Cód.  Civ.).  — T.  18,  p.  432. 


<a)  Los  principios  sobre  esta  materia  son  también  aplicables  á  las  municipali- 
dacles. 
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en.  —  A  los  efectos  del  fuero,  se  reputan  vecinos  de  una  pro- 
vincia las  corporaciones  anónimas  que  hacen  sus  negocios 
en  la  misma  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  225. 

6i8.  —  Las  sociedades  anónimas  son  reputadas  para  los  efec- 
tos del  fuero,  como  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia  en 
que  se  hallen  establecidas  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  25,  p. 
312;  t.  37.  p.  343. 

619.  —  Para  los  efectos  del  fuero  federal^  las  sociedades  anó- 
nimas son  consideradas  como  de  nacionalidad  argentina  (art. 
9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  34,  p.  426. 

620.  — La  sociedad  anónima,  cuya  existencia  y  formación  apa- 
rece autorizada  por  leyes  de  una  provincia,  se  considera 
á  los  efectos  del  fuero,  como  ciudadano  vecino  de  esa  pro- 
vincia, aunque  su  directorio  esté  constituido  y  funcione  en 
el  extranjero  (art.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T.  39,  p.  32. 

621.  —  Las  compañías  anónimas  deben  reputarse  á  los  efectos 
del  fuero,  vecinos  de  la  provincia'donde  tienen  su  adminis- 
tración (art.  90,  inc.  4^,  Cód.  Civ.  fart.  9,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
48,  p.  5  y  13. 

622.  —  Las  sociedades  anónima^  constituidas  en  el  extranjero 
y  reconocidas  en  el  carácter  de  persona  jurídica  por  el  Po- 
der Ejecutivo,  son  consideradas,  á  los  efectos  del  fuero  fe- 
deral, de  nacionalidad  argentina,  y  un  ciudadano  argentino 
no  puede  demandarla  ante  dicho  fuero,  aunque  obre  como 
cesionario  de  un  extranjero  (art.  8  y  9,  Ley  Jurisd ;  art.  286, 
Cód.  Com.).  —  T.  79,  p.-386. 

623.  Acciones  y  obligaciones  solidarias  (a). — En  el  caso 
de  una  acción  de  condominio,  en  que  cada  uno  de  los  par- 
tícipes puede  ejercitarla  por  el  todo  y  ninguno  de  ellos  pue- 
de reivindicar  individualmente  una  parte  (art.  2679  y  3450, 
Cod.  Civ.)  tiene  necesariamente  aplicación  el  articulo  10.de 
la  Ley  sobre  Jurisdicción,  que  en  caso  de  una  acción  ú  obli- 
gación solidaria  exige,   para  establecer  la  competencia  na- 


(a)  En  este  rubro  están  comprendidos   todos  los  casos  en  que  se  ha  aplicado 
el  artículo  10  de  la  Ley  de  Jurisdicción. 
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cional,  que  cada  uno  de  los  demandantes  ó  de  los  deman- 
dados, tenga  individualmente  el  derecho  de  demandar  ó  ser 
demandado  ante  los  tribunales  nacionales.  —  T.  13,  p.  407. 

624.  —  Cuando  dos  ó  más  personas  pretenden  ejercer  una  ac- 
ción solidaria,  para  que  caiga  bajo  la  jurisdicción  nacional 
es  necesario  que  cada  una  de  ellas  individualmente  tenga  el 
derecho  de  demandar  ante  los  tribunales  federales  (art  10, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  52. 

625.  —  Para  que  una  causa  iniciada  por  un  extranjero  contra 
una  sociedad  comanditaria,  corresponda  ala  justicia  nacio- 
nal^ es  necesaríoque  se  pruebe  la  nacionalidad  argentina  de 
todos  los  miembros  de  la  sociedad  (art.  10,  Ley2 Jurisd.).'  — 
T.  17,  p.  168. 

626.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  entender  en  la 
acción  de  reivindicación  de  un  condómino  contra  un  tercero, 
por  razón  de  las  personas,  si  no  lo  es  al  mismo  tiempo  para 
todos  los  demás  condóminos  (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  17, 
p.  446. 

627.  —  La  causa  que  se  promueve  sobre  unas  tierras  por  los 
que  se  consideran  herederos  de  su  concesionario,  después 
que  otros  considerándose  con  el  mismo  carácter,  han  inicia- 
do igual  gestión  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  con- 
siderarse como  radicado  ante  éstos.  Tanto  por  esta  razón,  co- 
mo por  la  de  tratarse  de  derechos  hereditarios  sobre  una 
sucesión  ó  mejor  derecho  á  ella,  los  tribunales  federales  no 
tienen  jurisdicción  para  conocer  en  la  causa.  Tampoco  la 
tienen,  si  la  causa  ha  sido  traída  á  los  tribunales  federales 
por  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad  de  una  de  las  partes, 
y  esta  razón  no  comprende  á  uno  de  los  actores  (art.  100, 
Const.  Nac.  ;art.  10,  12,  inc.  1<>,  y  14,  Ley  Jurisd.).  — T.  18, 
p.  79. 

628.  —  Para  que  una  cuestión  entre  dos  sociedades,   sea  de 
jurisdicción  nacional  por  razón  de  las  personas,  es  necesa- 
rio que  todos  y  cada  uno  de  los   demandantes  y  demanda- 
dos, sean  extranjeros  y  nacionales  respectivamente.  —  T 
21,  p.  433. 
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6S9.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  de  la 
demanda  deducida  por  varios  en  el  carácter  de  comuneros^ 
si  no  se  prueba  que  cada  uno  de  éstos  individualmente,  tie- 
ne el  derecho  de  deducirla  ante  dicha  jurisdicción  (art  40^ 
Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  35, 

630.  ^  Siendo  dos  las  personas  demandadas,  y  no  procedien- 
do por  razón  de  una  de  ellas  el  fuero  federal,  el  conocimien- 
to de  la  causa  corresponde  á  los  tribunales  provinciales  (art. 
40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  160. 

634.  —  En  las  acciones  que  se  ejercitan  solidariamente  por 
más  de  una  persona,  es  necesario  que  cada  una  de  éstas  ten- 
gan individualmente  el  derecho  de  ocurrir  al  fuero  federal ^ 
para  que  la  causa  corresponda  á  los  tribunales  federales.  — 
T.  27,  p.  329. 

632.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  entender  en 
las  demandas  en  que  el  actor  y  uno  de  los  demandados,  son 
extranjeros  (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  33,  p.  247. 

633.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  por  razón  de  las 
personas,  cuando  uno  de  ios  demandantes  es  de  la  misma 
provincia  de  los  demandados,  y  todos  son  ciudadanos  argen- 
tinos (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  37,  p.  240. 

634.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  entender  en 
la  ejecución  de  un  pagaré  á  la  orden,  firmado  por  dos  per- 
sonas, respecto  de  una  de  las  cuales  no  corresponde  el  fuero 
federal  (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —  T.  49,  p.  498. 

635.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  seguida 
contra  un  extranjero  por  quien  obra  en  nombre  de  otros,  de 
los  cuales  uno  es  extranjero  (art.  8  y  4  O,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
54,  p.  328. 

636.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  entre  un 
extranjero  y  una  sociedad  de  la  cual  forma  parte  otro  extran- 
jero (art.  40,  Ley  Jurisd.).  —T.  56,  p.  283. 

637.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  de  un  argentino  y  un  extranjero  contra  otro  extran- 
jero, aunque  los  demandantes  y  el  demandado  sean  vecinos 
de  distintas  provincias  (art.  40,  Ley  Jurisd.). — T.  6l,.p.  430* 
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638.  —i\o  corresponde  á  la  justicia  federal,  sino  á  la  local,  el 
conocimiento  de  las  causas  civiles  entre  un  extranjero  y  una 
sociedad  de  la  cual  algunos  socios  son  extranjeros  y  otros 
argentinos (art.  2,  inc,  %",  y  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.6i,  p.  289. 

P9.  —  En  las  obligaciones  solidarias,  para   que  proceda  el 
fuero  federal,  es  preciso  que  cada  uno  de  los  actores  tenga 
derecho  á  demandar  individualmente  á  cada  uno  de  los  de- 
mandados, ante  los  tribunales  federales  (art.  10,  Ley  Jurisd  ) 
—  T.  66,  p.  161. 

640.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  en  que 
no  puedan  demandar  y  ser  demandados  ante  los  tribunales 
nacionales,  todos  los  que  son  parte  activa  y  pasiva  en  la  de- 
manda (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  67.  p.  9. 

641.  —  Para  que  la  causa  de  una  sociedad  anónima  contra  una 
sociedad  particular  corresponda  al  fuero  federal,  es  necesa- 
rio probar  que  los  que  componen  esta  última  son  todos  ex- 
tranjeros (art.  10,  Ley  Jurisd.).  — T,  72,  p.  74. 

642.  —  En  la  demanda  promovida  por  el  padre  en  su  interés 
y  en  el  de  su  hijo  menor,  debe  atenderse,  para  los  efectos 
del  fuero  federal,  á  la  nacionalidad  de  los  dos  (art.  10,  Ley 
Jurisd,;  art.  274  y  411,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p.  430. 

643.  —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  las  per- 
sonas, sí  el  demandado  y  algunos  de  los  demandantes  son 
extranjeros  (art.  2,  inc.  2»,  y  10,  Ley  Jurisd.).  -T.  78,  p.  326. 

644.  —  Corresponde  al  fuero  federal,  la  causa  civil  de  una  so- 
ciedad cuyos  socios  son  de  nacionalidad  extranjera,  contra 
u«  ciudadano  argentino  (art.  2,  inc.  2o,  y  10,  Lev  Jurisd  )  — 
T.  82,  p.  70. 

645.  —  En  la  demanda  de  un  extranjero  contra  una  sociedad 
compuesta  de  argentinos  y  extranjeros,  no  corresponde  el 
fuero  federal  aunque  se  alegue  distinta  vecindad,  que  sólo 
es  aplicable  entre  argentinos  (art.  10,  Ley  Jurisd.;  noviem- 
bre 27  de  1900,  Manfredini  v.  Rivera  Hermanos  y  C«), 

646.  -  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  promovida  por  un  argentino,  vecino  de  la  Capital 
conjuntamente  contra  otro  argentino,  vecino  de  la  provincia 
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629.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  conocer  de  la 
demanda  deducida  por  varios  en  el  carácter  de  comuneros^ 
si  no  se  prueba  que  cada  uno  de  éstos  individualmente»  tie- 
ne el  derecho  de  deducirla  ante  dicha  jurisdicción  (artlO^ 
Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  35. 

630.  ^  Siendo  dos  las  personas  demandadas,  y  no  procedien- 
do por  razón  de  una  de  ellas  el  fuero  federal,  el  conocimien- 
to de  la  causa  corresponde  á  los  tribunales  provinciales  (art. 
ÍO,  Ley  Jurisd.).  —  T.  27,  p.  160. 

631.  —  En  las  acciones  que  se  ejercitan  solidariamente  por 
más  de  una  persona,  es  necesario  que  cada  Una  de  éstas  ten- 
gan individualmente  el  derecho  de  ocurrir  al  fuero  federal, 
para  que  la  causa  corresponda  á  los  tribunales  federales.  — 
T.  27,  p.  329. 

632.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  entender  en 
las  demandas  en  que  el  actor  y  uno  de  los  demandados,  son 
extranjeros  (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  33,  p.  217. 

633.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  por  razón  de  las 
personas,  cuando  uno  de  ios  demandantes  es  de  la  misma 
provincia  de  los  demandados,  y  todos  son  ciudadanos  argen- 
tinos (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  37,  p.  210. 

634.  —  No  es  competente  la  justicia  federal,  para  entender  en 
la  ejecución  de  un  pagaré  á  la  orden,  firmado  por  dos  per- 
sonas, respecto  de  una  de  las  cuales  no  corresponde  el  fuero 
federal  (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  49,  p.  198. 

635.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  seguida 
contra  un  extranjero  por  quien  obra  en  nombre  de  otros,  de 
los  cuales  uno  es  extranjero  (art.  8  y  10,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
54,  p.  328. 

636.  —  No  corresponde  á  ta  justicia  federal,  la  causa  entre  un 
extranjero  y  una  sociedad  de  la  cual  forma  parte  otro  extran- 
jero (art.  10,  Ley  Jurisd.).  — T.  56,  p.  283. 

637.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  de  un  argentino  y  un  extranjero  contra  otro  extran- 
jero, aunque  los  demandantes  y  el  demandado  sean  vecinos 
de  distintas  provincias  (art.  10,  Ley  Jurisd.). — T.  61,  p.  430. 
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638.  — No  corresponde  á  la  justicia  federal,  sino  á  la  local,  el 
conocimiento  de  las  causas  civiles  entre  un  extranjero  y  una 
sociedad  de  la  cual  algunos  socios  son  extranjeros  y  otros 
argentinos (art.  2,  inc.  2^  y  10,  Ley  Jurisd.).  — T.  64,  p.  289. 

^39. — En  las  obligaciones  solidarias,  para  que  proceda  el 
fuero  federal,  es  preciso  que  cada  uno  de  los  actores  tenga 
derecho  á  demandar  individualmente  á  cada  uno  de  los  de- 
mandados, ante  los  tribunales  federales  (art.  10,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  66,  p.  161. 

640.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  en  que 
.  no  puedan  demandar  y  ser  demandados  ante  los  tribunales 

nacionales,  todos  los  que  son  parte  activa  y  pasiva  en  la  de- 
manda (art.  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  67.  p.  9. 

641.  —  Para  que  la  causa  de  una  sociedad  anónima  contra  una 
sociedad  particular  corresponda  al  fuero  federal,  es  necesa- 
rio probar  que  los  que  componen  esta  última  son  todos  ex- 
tranjeros (art.  10,  Ley  Jurisd.).  — T.  72,  p.  74. 

642.  —  En  la  demanda  promovida  por  el  padre  en  su  interés 
y  en  el  de  su  hijo  menor,  debe  atenderse,  para  los  efectos 
del  fuero  federal,  á  la  nacionalidad  de  los  dos  (art.  10,  Ley 
Jurisd.;  art.  274  y  411,  Cód.  Civ.).—  T.  72.  p.  430. 

643.  —  No  corresponde  al  fuero  federal  por  razón  de  las  per- 
sonas, si  el  demandado  y  algunos  de  los  demandantes  son 
extranjeros  (art.  2,  inc.  2®,  y  10,  Ley  Jurisd.).  —  T.  78,p.  326. 

644.  —  Corresponde  al  fuero  federal,  la  causa  civil  de  una  so- 
ciedad cuyos  socios  son  de  nacionalidad  extranjera,  contra 
un  ciudadano  argentino  (art.  2,  inc.  2»,  y  10,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  82,  p.  70. 

645.  —  En  la  demanda  de  un  extranjero  contra  una  sociedad 
compuesta  de  argentinos  y  extranjeros,  no  corresponde  el 
fuero  federal  aunque  se  alegue  distinta  vecindad,  que  sólo 
es  aplicable  entre  argentinos  (art.  10,  Ley  Jurisd.;  noviem- 
bre 27  de  1900,  Manfredini  v.  Rivera  Hermanos  y  C«). 

B46.  —  Corresponde  á  la  justicia  federal,  el  conocimiento  de 
la  causa  promovida  por  un  argentino,  vecino  de  la  Capital, 
conjuntamente  contra  otro  argentino,  vecino  de  la  provincia 
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de  Buenos  Aires,  y  un  extranjero  (art.  2,  inc.  2<>,  y  40,  Ley 
Jurisd.;  Ley  de  18  de  septiembre  de  4884;  marzo  28  de  4904 , 
Torino  v.  D'Amico  y  otro). 

647.  Domicilio  (a).  —  En  el  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción^  se 
enumeran  las  circunstancias  de  que  debe  hallarse  acompa- 
ñada la  residencia,  para  inferir  de  ellas  el  ánimo  de  perma- 
necer. —  T.  7,  p.  404. 

648.  —  El  que  alterna  su  residencia  en  dos  provincias,  y  en  una 
de  ellas  tiene  propiedades  raices,  debe  considerarse  vecino 
de  ésta  (art.  4  4,  Ley  Jurisd.)  —  T.  40,  p.  276. 

649.  —  No  se  reputa  adquirida  la  vecindad  en  una  provincia 
para  los  efectos  del  fuero,  sino  pt)r  residencia  continua  de 
dos  años,  ó  por  tener  en  ella  bienes  rafees,  ó  un  estableci- 
miento de  industria  ó  comercio,  ó  por  hallarse  establecido 
de  modo  que  aparezca  el  ánimo  de  permanecer  (art.  44,  Ley 
Jurisd. )-T.  45,  p.  245. 

650. — La  residencia  continua  de  dos *años,  hace  adquirir  la 
vecindad  á  los  efectos  del  fuero(art.  44,  Ley  Jurisd.).  — T.  49, 
p.  27. 

654. ~ La  sola  residencia  por  dos  años  en  distinta  provincia, 
basta  para  acreditar  la  vecindad  á  los  efectos  del  fuero  na- 
cional (art.  44,  Ley  Jurisd.)— T.  20,  p.  463. 

652. —  La  vecindad  en  una  provincia,  se  adquiere  á  los  efectos 
del  tuero  por  la  residencia  continua  de  dos  años,  por  tener 
en  ella  propiedades  raíces  ó  un  establecimiento  de  industria 
ó  comercio,  ó  por  hallarse  establecido  de  modo  que  apa- 
rezca el  ánimo  de  permanecer  (art.  44,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
23,  p.  494. 

653.  —  A  los  efectos  del  fuero  federal,  la  vecindad  se  establece 
por  el  domicilio  real  de  las  personas  (art.  94,  Cód.  Civ.).  — 
T.  52,  p.  382. 

654.  — No  siendo  anónima  la  empresa  cuyo  propietario  ha  sido 
demandado,  es  el  domicilio  de  éste,  y  no  el  constituido  por 
la  empresa,  que  debe  tenerse  en  vista  á  objeto  de  determinar 

(a)  Casos  de  interpretación  y  aplicación  del  articulo  II,  Ley  de  Jurisdicción. 
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la  procedencia  del  fuero  federal   por  razón  de  la  distinta 
vecindad  de  las  partes.  —  T,  61,  p.  291;  t.  67,  p.  360. 

655.  —  Justicia  provincial  (su  jurisdicción  y  actos  ante  el 
fiiero  federal).  —  La  justicia  provincial  es  independiente  y 
soberana  en  las  materias  de  su  competencia,  y  no  debe  cuen- 
ta de  sus  actos  á  la  justicia  federal,  sino  en  los  casos  expre- 
sados en  el  artículo  14,  Ley  Jurisd.  — T.  1,p.  29  y  38. 

656.  —  Del  inciso  11,  artículo  67  de  la  Constitución  Nacional, 
no  se  infiere  que  todo  poder  de  castigar  los  delitos,  haya  pa- 
sado á  las  autoridades  nacionales,  pues  aunque  da  al  Con- 
greso la  facultad  de  dictar  el  código  penal  que  haya  de  regir 
en  las  provincias,  como  igualmente  el  civil^  el  comercial  y,el 
de  minería,  se  salvan  expresamente  las  jurisdicciones  locales, 
declarándose  así  que  no  fué  la  intención  de  la  Constitución 
suprimir  la  justicia  provincial^  como  sucedería^  si  los  dichos 
códigos  debieran  considerarse  leyes  nacionales.— T.  1,  p.  40. 

657.  —  Los  tribunales  de  los  estados,  no  tienen  jurisdicción 
concurrente  para  interpretar  la  Constitución.  — T.  1,  p.  340. 

658.  —  Radicada  una  causa  ante  los  tribunales  provinciales,  las 
irregularidades  de  procedimientos  que  éstos  cometan,  no  es 
una  razón  para  desaforar  la  causa,  llevándola  al  tribunal  in- 
competente por  la  ley.—  T.  2,p.  117. 

659. —  Los  tribunales  de  provincia  pueden  en  un  juicio  ejecu- 
tivo de  su  competencia,  mandar  embargar  las  cosas  que  se 
preparan  ó  pueden  servir  parala  navegación  ó  comercio  ma- 
rítimo, antes  de  ser  empleadas  en  estos  objetos,  y  hallándose 
dentro  de  su  territorio.  —  T.  3,  p.  231. 

660. — Los  que  han  sido  parte  en  un  juicio  promovido  ante  la 
justicia  provincial,  no  pueden  buscar  la  reparación  de  los 
agravios,  promoviendo  el  mismo  juicio  ante  los  tribunales 
federales,  porque  de  tal  modo  se  daría  á  éstos,  la  facultad 
de  rever  los  procedimientos  de  los  jueces  de  provincia,  para 
lo  que  carecen  de  jurisdicción. — T.  4,  p.  7. 

661.  —  La  validez  de  los  actos  de  las  justicias  provinciales  no 
puede  ser  revisada  por  la  justicia  federal,  sino  en  los  ca- 
sos del  articulo  14  de  la  ley  jurisdicción.  —  T.  5,  p.  59. 
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662. — Los  tribunales  provinciales  son  también  ejecutores  de 
la  Constitución  Nacional,  y  la  pueden  y  deben  interpretar  y 
aplicar,  quedando  á  salvo  el  recurso  establecido  por  el  artí- 
culo 14,  inciso  2®,  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  i  863 ; 
pues  de  otro  modo  lajurisdicqión  de  aquellos  seria  absorbida 
por  la  de  los  tribunales  de  la  Nación^  bastando  para  privarles 
del  conocimiento  de  las  causas,  alegar  que  las  leyes  aplicables 
al  debate  son  contrarias  á*la  Constitución.  — T.  10,  p.  134. 

663.  —  La  objeción  de  inconstitucionalidad  de  leyes  provin- 
ciales, no  basta  para  privar  á  los  tribunales  de  provincia  de 
la  jurisdicción  que  les  compete  para  conocer  de  causas  regi- 
das por  dichas  leyes. — T.  10,  p.  134. 

664.  —  Los  jueces  nacionales  carecen  de  jurisdicción  para  co- 
nocer de  vicios  que  se  alegan  cometidos  en  los  tribunales 
de  las  provincias.  —  T.  13,  p.  415. 

665.  —  El  vicio  de  inconstitucional  que  se  oponga  á  una  ley 
de  provincia  en  laque  se  funda  una  demanda,  no  autoriza  al 
opositora  desconocer  la  jurisdicción  de  los  jueces  de  provin- 
cia, si  les  corresponde,  sobre  la  demanda  por  razón  de  la 
materia  y  de  las  personas ;  y  sólo  puede  dar  lugar  al  recurso 
que  sanciona  la  ley  de  Jurisdicción  en  caso  que  se  aplique 
aquella  ley.  —  T.  15,  p.  316. 

666.  —  La  justicia  federal  no  es  competente  para  conocer  so- 
bre el  levantamiento  de  un  embargo,  trabado  por  la  justicia 
local  en  causa  criminal  ordinaria.  —  T.  24,  p.  211. 

667.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  demanda  por 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  embargo  ordenado  en 
causa  seguida  ante  la  justicia  local.  (Dicho  juicio  debe  con- 
ceptuarse un  incidente  de  aquel  en  que  se  trabó  el  embargo, 
en  el  cual  el  extranjero  aceptó  la  jurisdicción  local).  —  T. 
67,  p.  156. 

668.  —  El  cumplimiento  de  la  sentencia  dictada  por  los  tribu- 
nales de  provincia,  no  corresponde  á  la  justicia  federal,  cuya 
incompetencia  debe  declararse  en  cualquier  estado  y  aún  de 
oficio  (art.  1,  Ley  Jurisd  ;  julio  19  de  1900,  Rosenbutb  v. 
Ozón  y  Moyano). 
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€69.  —  £1  ejercicio  de  las  jurisdicciones  locales  para  la  apli- 
cación de  los  códigos  comunes  en  los  términos  del  artículo 
67,  inciso  41,  Constitución  Nacional,  no  puede  en  manera 
alguna  hacerse  extensivo  á  los  casos  regidos  por  leyes  espe- 
ciales, como  lo  previene  expresamente  el  artículo  400  de  la 
Constitución,  y  artículos  2,  inciso  4*",  y  42,  Ley  de  Jurisd; 
(abril  26  de  4902,  Provincia  de  Buenos  Aires  v.  Ferrocarri- 

« 

les  Sud,  Oeste  y  Central  Argentino). 

670. —  Autoridades  proTÍnoial es  (abusos  de  ellas.  Casos  en 
que  los  funcionarios  provinoiales  pueden  ó  no  ser  deman- 
dados ante  la  justicia  federal)  (a).  —  No  conoce  la  justicia 
federal  de  los  detitos  ó  abusos  de  autoridad,  que  cometan  los 
gobernadores  de  provincia.  —  T.  4,  p.  225. 

674.  —  No  puede  la  justicia  federal  juzgar  á  los  funcionarios 
provinciales,  por  faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. —  T.  4,  p.  402. 

672.  —  Según  el  artículo  400  de  la  Constitución  [nacional,  la 
jurisdicción  federal  se  extiende  á  todos  los  casos  regidos  por 
las  leyes  del  Congreso,  abrazando  en  esta  generalidad  tanto 
la  jurisdicción  civil  cuando  se  ejerce  directamente,  como  la 
criminal.  De  esta  regla  no  se  exceptúan  los  delitos  que  los  go- 
bernadores de  provincia  y  sus  ministros  cometan  contra  la 
seguridad  de  la  nación,  porque  se  opone  á  ello  la  expresión 
todos  los  casos  y  porque  si  se  adoptase  la  excepción,  se  deja- 
ría completa  impunidad  á  aquellos  para  comprometer  la 
tranquilidad  pública  y  soberanía  del  gobierno  nacional, 
cuando  su  ambición  ó  sus  malas  pasiones  los  indujesen  á  pro- 
mover la  rebelión  ó  la  sedición,  por  cuyos  crímenes  no  po- 
drían ser  juzgados  por  las  autoridades  de  provincia,  á  quienes 
el  Congreso  mismo  es  imponente  para  investir  de  una  juris- 
dicción que  la  Constitución  le  manda  distribuir  entre  la  Su- 
prema Corte  y  los  tribunales  de  la  nación  exclusivamente. 
—  T.  6,p.  385. 


(a)  Sobre  la  materia,  pueden  verse  también  los  números  149  á  155,  190,  232  á 
^35  y  242, 
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673.  —  Los  tribunales  nacionales  son  incompetentes  para  co- 
nocer de  los  abusos  que  las  autoridades  provinciales  puedan 
cometer  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  cuando  esos  abusos 
atañan  sólo  á  los  individuos  ó  á  los  intereses  locales.  — T. 
7,  p.  59. 

674.  —  No  tratándose  de  derechos  impuestos  contra  la  Consti- 
tución nacional,  por  las  autoridades  encargadas  de  legislar 
esa  materia  en  las  provincias,  sino  de  avances  que  se  dicen 
cometidos  por  una  corporación  dependiente  de  los  poderes 
de  la  provincia,  en  el  uso  de  las  facultades  que  sus  leyes  le 
acuerdan,  la  cuestión  no  puede  ser  llevada  ante  los  tribuna- 
les nacionales.  —  T.  9,  p.  219. 

675.  —  Ni  la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales  atribuyen  á 
los  jueces  federales,  el  conocimiento  de  actos  administrati- 
vos de  empleados  ó  corporaciones  de  las  provincias.  Sólo 
pueden  ser  llevados  en  última  instancia  ante  la  Suprema 
Corte,  si  se  verifica  el  caso  previsto  en  el  inciso  2®,  del  artí- 
culo U  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  9,  p.  219. 

676.  —  No  tienen  jurisdicción  los  juzgados  de  sección^  para 
procesar  criminalmente  á  las  personas  que  ejercen  el  gobier- 
no de  una  provincia,  por  hechos  practicados  en  su  carácter 
oficial.  Equiparar  con  los  subalternos  del  juzgado  á  los  go- 
bernadores y  ministros  de  las  provincias  obrando  como  tales^ 
y  creerse  facultado  un  juez  de  sección  para  corregirles  con 
multdSj  es  una  confusión  de  ideas  deplorable  é  insosteni- 
ble. —  T.  16,  p.  70. 

677.  —  No  es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  de 
quejas  contra  empleados  militares  de  la  nación  ó  de  las  pro- 
vincias, deducidas  por  falta  de  cumplimiento  de  sus  debe- 
res. — ^T.  16,   p.  428. 

678.  —  Es  incompetente  la  justicia  nacional  para  juzgar  á  las 
autoridades  provinciales,  por  los  actos  que  ejerzan  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones.  —  T.  19,  p.  318. 

679.  —  La  justicia  federal  carece  de  jurisdicción  para  traer  á 
juicio  los  abusos  de  las  autoridades  locales.  —  T.  29,  p.  458. 

680.  —  No  tiene  jurisdicción  la  justicia  federal  para,  interve- 
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nir  en  los  nombramientos  de  las  autoridades  provinciales. 

—  T.  30,  p.  n. 

681 .  —  £1  desalojo  ordenado  por  sentencia  de  los  tribunales 
provinciales  competentes,  no  puede  dar  lugar  á  una  acción 
de  daños  y  perjuicios,  ni  á  su  conocimiento  por  la  justicia 
federal,  en  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes. 

—  T.  33,  p.  405. 

682.  —  La  demanda  por  daños  y  perjuicios  de  un  extranjero 
contra  un  ciudadano,  corresponde  á  la  justicia  federal,  aun- 
que el  demandado  alegue  haber  procedido  en  desempeño  de 
una  comisión  de  los  tribunales  de  provincia,  porque  no  se 
trata  en  el  caso  sino  de  la  reparación  debida  por  hechos  per- 
sonales del  demandado  y  de  excesos  que  se  dicen  por  él  come- 
tidos en  la  ejecución  de  aquella  comisión.  —  T.  35,  p.  230. 

683.  —  La  acción  civil  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de 
abusos  cometidos  por  un  funcionario  local,  puede  ser  traída 
á  la  justicia  federal  por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de 
las  partes.  —  T.  42,  p.  13. 

684.  —  Las  medidas  emergentes  de  las  autoridades  provincia- 
les, no  pueden  trabar  la  acción  de  la  justicia  federal  en  ejer- 
cicio de  su  jurisdicción.  —  T.  55,  p.  15. 

685.  —  No  es  competente  la  justicia  federal  para  juzgar  el  delito 
de  abuso  y  usurpación  de  autoridad  atribuidos  á  empleados 
provinciales.  —  T.  59,  p.  112. 

686.  Juicios  universales  (concurso  ó  sucesión;  casos  de 
demanda  de  ó  contra  ellos;  jurisdicción  del  jueae  de  los 

mismos)  (a).  —  La  circunstancia  de  no  haberse  iniciado  el 
juicio  universal  ante  los  tribunales  competentes,  no  autoriza 
á  la  justicia  nacional  para  conocer  de  causas  que  hacen  par- 
te del  arreglo  testamentario.  —  T.  2,  p.  49. 

687.  —  La  declaración  sobre  el  hecho  de  si  existe  ó  no  comu- 
nidad de  propiedad  entre  la  testamentaría  y  un  tercero,  asi 
como  la  orden  de  venta  de  ellos  y  depósito  de  su  valor,  co- 


(a)  En  este  capítulo  se  trata  de  la  aplicación  del  inciso  i*,  artículo  12,  Ley  de 
Juriidicción. 
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rresponde  al  mismo  juez  que  conoce  del  juicio  universal.  — 
'  T.  2,  p.  49. 

688.  —  El  juicio  de  inventario  y  liquidación  de  una  testamen- 
taría, como  que  es  universal  y  se  extiende  á  todos  los  bienes, 
derechos  y  obligaciones  del  finado,  es  de  competencia  de  los 
tribunales  de  provincia.  — T.  2,  p.  49. 

689. — Iniciada  ante  la  justicia  federal  una  ejecución  contra 
una  sociedad,  no  puede  seguirse  ante  la  misma^  después 
de  convocado  el  concurso  de  aquélla  ante  los  tribunales  pro- 
vinciales ;  y  los  procedimientos  ulteriores  practicados  por  la 
justicia  federal  deben  quedar  sin  efecto.  —  T.  3,  p.  55. 

690.  —  No  es  competente  la  justicia  federal  para  conocer  de  una 
demanda  que  por  cobro  de  pesos,  se  interpone  contra  quien 
se  halla  concursado  ante  el  tribunal  de  comercio.  —  T.  3, 
p.402. 

691 .  —  Debe  suspenderse  la  ejecución  que  se  siga  ante  la  jus- 
ticia federal,  contra  individuos  que  después  de  iniciada  dicha 
ejecución,  hayan  hecho  cesión  de  bienes  ante  los  jueces  de 
provincia,  aunque  sea  nulo  el  auto  de  éstos  aceptando  la 
cesión  y  aún  cuando  el  reclamo  de  nulidad  esté  pendiente 
ante  el  superior  tribunal  de  provincia.  — T.  3^  p.  124. 

692.  —  Declarada  la  clausura  del  concurso  por  insuficiencia 
del  activo,  los  acreedores  que  hayan  obtenido  la  autoriza- 
ción del  juez  del  concurso,  recobran  el  ejercicio  de  sus  ac- 
ciones individuales  contra  los  bienes  y  persona  del  fallido, 
devolviéndose  á  las  causas  el  fuero  individual  que  les  com- 
pete por  las  leyes  (art.  1641  y  1663,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  5, 
p.  59. 

693.  —  El  juez  de  comercio  es  incompetente  para  conocer  en  el 
juicio  que  un  argentino  intenta  contra  un  extranjero  para 
hacerle  declarar  en  quiebra,  si  éste  reclama  la  jurisdicción 
nacional  para  juzgar  sobre  la  deuda  que  demanda  el  actor. 
Mucho  más  cuando  no  concurren  los  requisitos  esenciales 
para  hacer  la  declaración  de  quiebra  (art.  12,  Ley  Jurisd.). — 
T.  7,  p.  397. 

694.  —Corresponde  á  los  jueces  de  provincia,  el  conocimiento 
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de  los  jueces  de  concurso,  sean  comerciales  ó  civiles  (art. 
12,  Ley  Jurisd.).—  T.  9,  p.  434  y  439;  t.  19,  p.  193. 

695.  —  Declarado  el  concurso  por  el  juez  de  provincia,  si  pide 
la  remisión  de  una  causa  contra  el  concursado  ante  el  juez 
de  sección,  éste  debe  remitírsela.  —  T.  9,  p.  434. 

696. — El  conocimiento  de  los  juicios  de  concurso  correspon- 
de á  los  juzgados  de  provincia,  aun  cuando  se  ejerciten  ac- 
ciones que  por  razón  de  la  materia,  sean  de  jurisdicción  na- 
cional (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  575. 

697.  — Existiendo  concurso  pendiente,  corresponden  siempre 
al  conocimiento  de  los  tribunales  de  provincia,  las  acciones 
contra  el  fallido  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  ó  vecin- 
dad de  las  personas.  —  T.  10,  p.  7. 

698.  — Abierto  el  juicio  de  quiebra  contra  el  demandante,  los 
autos  de    su  demanda  deben  remitirse  al  juez  del  concurso 

(art.  1536,  Cód.  Ck)m.  ant.).  — T.  11,  p.  39. 

699.  —  Ante  la  justicia  provincial  debe  entablarse  toda  acción 
directamente  deducida  contra  una  testamentaría,  aunque  los 
de  la  nación  hayan  podido  conocer  en  las  diligencias  prepa- 
ratorias de  la  misma  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  11»  p.  382. 

700. —  Los  juicios  de  sucesión  son  de  la  exclusiva  competencia 
de  los  tribunales  de  provincia  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  12, 
p.  488. 

701 .  —  No  corresponde  al  conocimiento  de  la  justicia  nacional, 
una  demanda  sobre  venta  de  un  buque,  cuando  uno  de  los 
copartícipes  es  una  testamentaría  no  liquidada  (art.  12, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  12.  p.  216. 

702.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer  en  de- 
mandas contra  una  testamentaría.  Ellas  deben  entablarse 
ante  el  juez  de  provincia  que  conozca  del  juicio  universal 
testamentario  (art.  12,  Ley  Jurisd.). —T.  12,  p.  260. 

703.  —  En  los  juicios  contra  la  testamentaria,  la  justicia  fede- 
ral es  improrrogable  aunque  medie  el  consentimiento  de  las 
partes.  —  T.  14,  p.  92. 

704.  —  El  juez  que  conoce  en  un  juicio  de  concurso  debe  co- 
nocer también   de  la  reconvención  que  deduzca  el  síndico 
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contra  uno  de  ios  acreedores,  aunque  éste  sea  extranjero 
(art.  12,  ínc.  T  y  i»,  Ley  Jurisd.).—  T.  U,  p.  152. 

705.  —  El  juicio  promovido  por  quien  compró  á  un  concurso, 
sobre  ejecución  de  la  compra,  es  un  incidente  del  juicio  de 
concurso;  y  por  consiguiente  no  puede  ser  sometido  al  co- 
nocimiento de  los  tribunales  nacionales  (art.  12,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  U,  p.  267. 

706.  —  En  el  caso  de  ser  demandada  una  sociedad  á  la  que  se 
ha  formado  un  concurso,  el  juez  competente  para  conocerde 
la  causa  es  el  juez  provincial  de  comercio^  aunque  ésta  co- 
rresponda por  razón  de  la  materia  á  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  nacionales  (art.  12,  Ley  Jurisd.). — T.  14,  p.  388. 

707. — La  acción  que  no  se  deduce  contra  la  testamentaria, 
'  sino  personalmente  contra  un  heredero,  puede  ser  llevada  á 
los  tribunales  nacionales,  siendo  éstos  competentes  en  razón 
de  las  personas. — T.  15,  p.  120. 

708.  —  La  justicia  federal  es  competente  para  conocer  de  cau- 
sas aunque  el  demandante  sea  una  sucesión. — T.  15,  p. 
312. 

709.  —  Vendida  una  finca  en  un  juicio  de  concurso  como  de 
propiedad  del  deudor,  en  tanto  puede  la  justicia  federal  en- 
tender en  la  demanda  que  su  antiguo  dueño  promueva  rei- 
vindicándola, en  cuanto  conste  que  él  es  una  persona  dis- 
tinta del  deudor  concursado.  A  ser  una  misma  la  persona 
de  éste  y  del  reivindicante,  el  examen  de  la  acción  de  la  de- 
manda, importaría  revisarla  legalidad  délos  actos  del  tribu- 
nal que  entendió  en  el  juicio  de  concurso,  y  ordenó  y  san- 
cionó la  venta  de  la  finca.  — T.  15,  p.  423 

710.  —  Los  incidentes  de  un  juicio  testamentario^  deben  ser 
sometidos  á  los  tribunales  de  provincia.  —  T.  16,  p.  48. 

71 1 .  —  Los  tribunales  nacionales  no  pueden  conocer  de  las  cau- 
sas relativas  á  los  juicios  universales  de  concurso  de  acree- 
dores (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  16,  p.  142;  t.  30,  p.  146. 

712.  —  Ante  el  juez  del  concurso,  deben  ventilarse  también 
las  dudas  que  se  susciten  sobre  la  legalidad  de  la  declaración 
de  quiebra.  — T.  18,  p.  70. 
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713.  -^  Declaradaen  quiebra  una  sociedad  en  participación,  la 
ejecución  dirigida  contra  un  buque  que  forma  el  único  bien 
de  la  misma,  debe  ser  tramitada  ante  el  juez  del  concurso 
(art.  1536,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  48,  p.  70. 

7U.  —  Toda  cuestión  relativa  á  la  declaración  de  quiebra  y  á 
juicios  universales  de  concurso,  corresponde  al  conocimien- 
to de  los  jueces  de  provincia  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T. 
18,  p.  70. 

715. — La  causa  que  se  promueve  sobre  ^unas  tierras  por  los 
que  se  consideran  herederos  de  su  concesionario,  después 
que  otros  considerándose  con  el  mismo  carácter,  han  inicia- 
do igual  cuestión  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  con- 
siderarse como  radicado  ante  éstos.  Tanto  por  esta  razón, 
como  por  la  de  tratarse  de  derechos  hereditarios  sobre  una 
sucesión  ó  mejor  derecho  á  ella,  los  tribunales  federales  no 
tienen  jurisdicción  para  entender  en  la  causa.  Tampoco  la 
tienen,  si  la  causa  ha  sido  traida  á  los  tribunales  federales 
por  la  distinta  vecindad  ó  nacionalidad  de  una  de  las  partes, 
y  esta  razón  no  comprende  á  uno  de  ios  actores  (art.  100, 
Const.  Nac;  art.  10,  42,  inc.  1»,  y  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18, 
p.  79. 

716.  —  La  justicia  federal  no  puede  aceptar  un  juicio  sobre  la 
legalidad  de  una  declaratoria  de  heredero,  hecha  por  un 
juez  de  provincia. — T,18,  p.  399. 

717.  — La  justicia  federales  incompetente  para  conocer  de 
demandas  contra  el  fallido,  pendiente  el  juicio  de  concurso 
ante  un  juez  de  provincia  (art.  1534  y  1536,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  i9,  p.  448. 

718.  —  Estando  aún  abierto  el  juicio  testamentario,  las  preten- 
siones contradictorias  á  la  sucesión  v  á  la  validez  de  una 
declaratoria  de  herederos,  aunque  se  susciten  en  razón  de  un 
juicio  particular  de  tercería,  deben  ser  ventilados  ante  el  juez 
de  la  sucesión.  —  T.  20,  p.  60. 

719.  —  Son  de  competencia  del  tribunal  de  comercio  de  las  pro- 
vincias, todas  las  acciones  contra  los  bienes  de  un  comer- 
ciante declarado  en  quiebra,  aunque  ellas  se  funden  en  de- 
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recbos  privilegiados  sobre  buques  (art.    12,   ínc.  4^   Ley 
Jurisd.).  —  T.  20,  p.  241. 

720.  —  El  juicio  de  quiebra  atrae  todas  las  demandas  y  ejecu- 
ciones contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aunque  correspondan 
al  fuero  nacional  por  razón  de  la  materia.  —  T.  20,  p.  425. 

721.  —  Cuando  en  un  concurso,  ni  el  juez  de  la  quiebra  ni  el 
concursado  solicitan  laavocación  de  una  causa  seguida  contra 
éste  ante  la  justicia  nacional,  si  el  deudor,  por  concordato, 
recupera  el  dominio  de  sus  bienes,  el  acreedor  puede  con- 
tinuar el  juicio  pendiente.  —  T.  21,  p.  94. 

722.  —  Declarado  en  quiebra  un  comerciante,  el  juez  del  con- 
curso avoca  el  conocimiento  de  todos  los  juicios  pendientes 
contra  el  fallido.  No  es  inconveniente  que  el  declarado  en 
quiebra  no  haya  estado  inscripto  en  la  matrícula  de  comer- 
cio, si  el  auto  respectivo  es  confirmado  por  el  tribunal  supe- 
rior de  la  provincia  (art.  1521  y  1536,  Cód.  Com.  ant. ;  art. 
12,  Ley  Jurisd.).  — T.  21,  p.  321. 

723.  —  Pertenecen  á  los  tribunales  provinciales   las  causas 
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contra  un  concursado  (art.  1536,  Cód.  Com.  ant. ;  art  12,  Ley 
Jurisd.). —T.  22,  p.261. 

724.  —  Los  tribunales  nacionales  no  pueden  hacer  á  favor  de 
un  crédito^  declaraciones  de  privilegio  para  un  futuro  con- 
curso de  acreedores  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  343. 

725.  —  Corresponde  á  los  tribunales  provinciales,  el  conoci- 
miento de  los  asuntos  pertenecientes  á  un  concurso  (art.  12, 
¡nc.  1«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  24,  p.  194. 

726.  —  Corresponde  al  tribunal  federal  que  mandó  practicar 
una  liquidación  de  cuentas  y  la  aprobó,  conocer  de  la  de- 
manda que  versa  sobre  la  reparación  de  un  error  cometido 
en  la  misma,  aunque  en  el  intermedio  haya  fallecido  una  de 
las  partes,  y  la  demanda  sea  contra  la  sucesión  del  mismo. 
—  T.   24,  p.  290. 

727. — Concluido  el  juicio  de  quiebra,  no  es  posible  cumplir 
la  sentencia  que  mandaque  el  acreedor  use  desuderecho  en 
ese  juicio.  Debe  hacerlo  ante  el  juzgado  federal,  si  la  causa 
le  corresponde  raíionc  materiae,  —  T.  25,  p.  185. 
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728.  —  Formado  un  concurso,  deben  remitirse  al  juez  de  él 
todas  las  ejecuciones  existentes  contra  el  deudor  y  los  inci- 
dentes de  ellas  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  30,  p.  559. 

729.  —  La  inhibición  de  bienes  hereditarios  pedida  y  obtenida 
por  quien  alega  ser  heredero,  es  un  incidente  del  juicio  uni- 
versal de  testamentaría,  y  el  conocimiento  de  su  legalidad  ó 
ilegalidad  corresponded  la  justicia  local  (art.  12,  Ley  Jurisd  ; 
art.  3284,  inciso  1%  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  614, 

730.  —  La  demanda  por  cobro  de  pesos  iniciada  contra  el  al- 
bacea  de  una  sucesión,  después  de  concluido  el  juicio  tes- 
tamentario por  la  partición  de  bienes,  no  está  comprendida 
en  lalimitación  delincisol^,  articulo  12,  de  la  ley  de  jurisdic- 
ción (art.  3284,  inc.  4%  y  art.  3490,  Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  91 . 

731.  — El  haber  sido  vendido  un  terreno  por  los  síndicos  y  el 
juez  de  un  concurso^  no  es  razón  para  declarar  que  la  rei- 
vindicación del  mismo,  promovida  entre  dos  vecinos  de  dis- 
tintas provincias^  no  sea  de  competencia  de  la  jurisdicción 
federal.  (Ese  caso  no  está  comprendido  en  las  excepciones 
del  art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  33,  p.  305. 

732.  —  Las  causas  que  se  encuentran  en  instancia  de  apelación, 
no  son  avocables  por  el  juicio  universal  de  sucesión  (art. 
763,  Cód.  Proc.  de  la  Capital.  Este  artículo  es  aplicable  lo 
mismo  al  juicio  ab  intestalo^  que  al  de  testamentaría).  —  T. 
37.  p.  318. 

733. — La  universalidad  del  juicio  atrae  las  causas  en  que  la  tes- 
tamentaría ó  el  causante  son  parte  demandada,  no  las  en  que 
son  parte  demandante.  (Xo  está  comprendido  en  el  art.  12, 
inc.  1^,  Ley  Jurisd.,  el  caso  en  que  la  sucesión  sea  deman- 
dante, con  arreglo  al  art.  4,  Ley  Proc,  y  art.  3284,  Cód. 
Civ.).  -T.  37,  p.  354. 

734.  —  Fallecido  el  demandado  por  interdicto  posesorio,  el  co- 
nocimiento de  la  causa  debe  pasar  al  juez  de  la  testamenta- 
ría de  aquél,  aunque  su  estado  sea  el  de  ejecución  de  la  sen- 
tencia (art.  12,  inc.  1%Ley  Jurisd.)— T.  40,  p.  276. 

735.  —  Estando  abierto  el  juicio  testamentario  del  obligado  al 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  el  acreedor  debe  ocu- 
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rrír  al  juez  de  la  testamentaria,  para  hacer  efectiva  la  obli- 
gación, aunque  el  título  de  éste  proceda  de  sentencia  dicta- 
da por  los  tribunales  federales  (art.  12,  inc.  lo,  Ley  Jurisd.; 
art.  3S84,inc.  4o,  Cód.  Civ.  Estas  disposiciones  no  hacen  dis- 
tinción alguna  respecto  de  la  naturaleza  del  título  que  sirva 
de  base  á  la  demanda.). —  T.  44,  p.  182. 
736. — Falleciendo  el  demandado  antes  de  dictarse  sentencia 
por  el  juzgado  federal,  la  causa  debe  pasar  ál  juez  de  la  su- 
cesión de  aquel  (art.  42,  inc.  i^,  Ley  Jurisd.  £1  juicio  testa- 
mentario es  universal  por  su  naturaleza,  y  atrae  á  sí  todas 
las  causas  promovidas  contra  la  sucesión).  —  T.  44,  p.  496. 

737.  —  Las  acciones  que  tienen  por  objeto  la  reparación  de 
errores  cometidos  en  un  juicio  sucesorio,  la  nulidad  y  res- 
cisión de  la  declaratoria  de  herederos,  y  la  de  la  repartición 
y  adjudicación  de  bienes  verificados  en  dicho  juicio,  deben 
considerarse  como  incidentes  de  éste,  y  su  conocimiento 
corresponde  al  juez  que  fué  competente  para  conocer  en  él 
(art.  3284,  inc.  2o,  Cód.  Civ.).  —  T.  44,  p.  327. 

738.  — No  corresponde  al  juicio  de  sucesión,  la  demanda  sobre 
cumplimiento  de  una  obligación  que  se  dice  contraída  per- 
sonalmente por  los  herederos  y  se  dirige  contra  éstos.  (En 
ese  caso  no  es  de  aplicación  el  art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T. 
45,  p.  72. 

739.  —  £1  juicio  de  quiebra  atrae  sin  distinción  todas  las  ac- 
ciones civiles^  activas  y  pasivas  del  fallido,  en  que  obre  como 
demandado  ó  demandante  (art.  4535,  Cód.  Com.  ant.,  y  4384 
y  4387  del  nuevo.  Estas  disposiciones  dictadas  con  el  pro- 
pósito de  obtener  una  completa  unidad  en  la  liquidación  de 
los  negocios  del  fallido  y  centralizar  los  intereses  de  la  masa 
de  acreedores,  propendiendo  á  que  se  verifiquen  y  liquiden 
de  una  manera  uniforme,  crean  en  favor  del  tribunal  de  la 
quiebra,  una  jurisdicción  especial  y  extraordinaria  ante  la 
cual  deben  llevarse,  sin  distinción,  todas  las  acciones  civiles 
activas  y  pasivas  del  fallido^  en  que  obre  éste  como  deman- 
dante ó  demandado,  y  ceden  á  las  reglas  ordinarias  de  la 
competencia.  Tal  jurisdicción  es  privativa  y  excluyente  de  la 
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de  los  tribunales  federales,  con  arreglo  al  art.  12,  inc.  \°, 
Ley  Jurisd.).—  T.  47,  p.  451. 

740.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal;  la  acción  seguida 
contra  una  testamentaria,  aunque  su  objeto  sea  el  cobro  de 
derechos  fiscales  (art.  3^84,  Cod.  Civ.;  art.  12,  inc.  1^  l.ey 
Jurisd.).  —  T.  46,  p.  568. 

741 .  -^  La  cuestión  ligada  con  la  validez  ó  no  de  una  cláusu- 
la testamentaria,  que  ha  sido  objeto  de  la  sentencia  de  los 
tribunales  locales,  en  el  juicio  sucesorio  del  causante,  debe 
considerarse  como  un  incidente  de  éste,  y  por  lo  mismo  no 
corresponde  su  conocimiento  y  resolución  á  los  tribunales 
federales  (art.  3284,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  373. 

742.  —  La  demanda  de  un  argentino  contra  un  extranjero^  por 
cobro  de  servicios,  no  deja  de  corresponder  al  fuero  federal, 
por  alegar  el  demandado  que  los  servicios  han  sido  prestados 
á  una  testamentaría  y  á  otras  personas.  (Tal  defensa  importa 
una  excepción  de  fondo,  que  debe  ser  apreciada  y  resuelta 
en  la  sentencia  definitiva).  — T.  51,  p.  195. 

743.  — Hecha  cesión  de  bienes  por  uno  de  los  interesados,  ante 
el  juez  civil,  los  autos  sobre  cumplimiento  de  laudo  deben 
serle  remitidos,  cualquiera  que  resulte  ser  la  jurisdicción 
competente  para  entender  en  el  concurso.  (El  juicio  de  con- 
curso^ civil  ó  comercial,  atrae  todas  las  acciones  pendientes 
contra  el  concursado).  — T.  53,  p.  176. 

744.  — Pertenecen  al  juez  del  concurso,  las  cuestiones  que  sur- 
jan acerca  de  la  venta  y  posesión  de  un  inmueble,  pertene- 
ciente al  concursado,  vendido  durante  el  concurso  por  el 
Banco  Hipotecario  Nacional,  en  virtud  de  la  ley  número 
4804.  — T.  56,  p.  110. 

745. —  Pertenece  al  juez  del  concurso,  las  gestiones  que  se  pro- 
muevan respecto  de  un  inmueble  que  forma  parte  de  los  bienes 
concursados  (art.  12,  inc.  1%  Ley  Jurisd.).  — T..  56,  p.  122. 

746.  —  Pertenece  al  juez  del  concurso,  el  interdicto  de  reco- 
brar que  se  promueva  respecto  de  un  inmueble  que  forma 
parte  de  los  bienes  concursados  (art.  12,  inc.  1°,  Ley  Jurisd.). 
— T.  56,  p.  128. 
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747.  —  La  acción  por  la  cual  los  sucesores  de  un  legatario^ 
fundándose  en  las  cláusulas  del  testamento»  reclaman  tapar- 
te indivisa  de  la  cosa  legada,  contra  los  sucesores  del  colega- 
tario que  la  posee  en  su  nombre,  pertenece  al  juez  de  la  su- 
cesión del  causante  (art.  3284,  Cód.  Civ. ;  art.  42,  inc.  1% 
Ley  Jurisd.).  —  T.  56,  p.  237. 

748.  —  Iniciada  la  ejecución  por  salarios  y  aprovisionamiento 
de  un  buque,  contra  uno  de  los  socios  ante  la  justicia  fede- 
ral, no  obsta  á  que  se  lleve  adelante  ante  la  misma,  la  cir- 
cunstancia de  haberse  formado  al  otro  socio  un  juicio  general 
ante  los  tribunales  ordinarios.  —  T.  73,  p.  259. 

749.  —  Las  acciones  reales  contra  una  sucesión  no  están  com- 
prendidas en  la  jurisdicción  del  juez  de  la  misma,  y  pueden 
ser  deducidas  ante  el  juez  federal  del  lugar  si  la  causa  versa 
entre  el  vecino  de  una  provincia  en  que  se  suscita  el  pleito, 
y  vecinos  de  otra  (art.  3284,  Cód.  Civ.;  art.  2,  inc.  2®,  y  12, 
inc.  4«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  82,  p,  193. 

750.  —  Resultando  que  la  demanda  se  deduce  no  contra  una 
sucesión  indivisa,  ni  contra  herederos  que  tengan  que  ser 
puestos  en  posesión  de  la  herencia,  sino  contra  ios  deman- 
dados en  su  carácter  particular,  respecto  de  los  cuales  surte, 
el  fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  debe  rechazarse 
la  excepción  de  incompetencia  de  dicho  fuero  (art.  2,  inc.  2^, 
y  12,  Ley  Jurisd.;  noviembre  30  de  4899,  Latapié  v.  R.  y 
O.  Guzmán). 

751.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer  en  un 
juicio  deducido  por  el  Banco  Nacional  por  cobro  de  una  le- 
tra suscripta,  no  personalmente,  sino  en  el  carácter  de  admi- 
nistrador de  una  sucesión  (art.  12,  inc.  1%  Ley  Jurisd.;  marzo 
7  de  1901,  Banco  Nacional  v,  Videla.) 

752.  Prorrogación  de  jurisdiooión  (reglas  al  respecto  : 
casos  en  que  ocurre  según  el  art.  12,  inc.  4<',  Ley 
Jurisd.)  (a).  —  En  los  pleitos  civiles  de  jurisdicción  con- 


(a)  Véase  Digesto  t.  1,  p.  413,  v»  Extranjeros;  t.  2,  p.  31,  v*  Jurisdicción  prorro- 
gada, y  p.  331. 
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cúrrente,  el  juicio  queda  radicado  en  los  tribunales  de 
provincia,  respecto  del  demandante,  desde  que  éste  deduce 
su  acción  ante  ellos  (art.  42,  inc.  4<>,  Ley  Jurisd.)*  — T. 
2,  p.  447. 

753.  —  Para  que  quede  prorrogada  la  jurisdicción  de  la  justi- 
cia provincial,  por  el  que  puede  acogerse  al  fuero  federal, 
sólo  se  exige  que  el  pleito  sea  civil,  y  el  ejecutivo  lo  es  (art. 
42,  inc.  4^  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  447. 

754.  —  Cuando  un  extranjero  demanda  á  un  argentino  ante  los 
tribunales  provinciales,  la  jurisdicción  se  entiende  prorro- 
gada con  sólo  la  demanda  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  3, 
p.  402  ;  ^  5,  p.  405  ;  t.  6,  p.  76. 

755.  —  No  puede  decirse  que  hay  prórroga,  cuando  se  entabla 
ante  la  justicia  federal  una  acción  distinta  á  la  pendiente  en 
la  jurisdicción  provincial,  aunque  las  personas  sean  las  mis- 
mas. —  T.  6,  p.  432. 

756.  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  la  prevención 
en  el  conocimiento  de  la  causa  tomada  por  el  juez  de  pro- 
vincia, le  da  una  competencia  exclusiva  en  ella  (art.  42  y  44, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  38. 

757.  —  En  el  caso  de  jurisdicción  concurrente,  debe  llevarse 
el  asunto  al  conocimiento  de  los  tribunales  de  provincia,  si 
ambas  partes  están  conformes  al  respecto.  —  T.  8,  p.  264. 

758.  —  El  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia, 
debe  concluirse  ante  los  mismos,  aunque  sea  entre  un  ciu- 
dadano y  un  extranjero  (art.  42,  inc.  4**,  y  44,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  9,  p.  439;  t.  40,  p.  474,443  y  490;  t.  41,  p.  474;  t.  43, 
p.  345;  t.  48,  p.  23. 

759.  —  No  puede  decirse  que  se  consienta  en  prorrogar  la  ju- 
risdicción, por  el  hecho  de  concurrir  á  reconocer  un  docu- 
mento ante  el  juez  de  sección  antes  de  iniciarse  una*  acción 
en  forma.  —  T.  9,  p.  542. 

760.  —  El  extranjero  que,  contra  un  argentino,  ocurre  ante  el 
juez  de  provincia,  prorroga  la  jurisdicción  provincial,  y  no 
puede,  pendiente  el  asunto,  ir  con  la  misma  acción  á  la  jus- 
ticia federal.  —  T.  9,  p.  544  ;  t,  49,  p.  328. 
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761.  —  En  las  causas  civiles  en  que  un  extranjero  demanda  á 
un  ciudadano  ante  los  tribunales  de  provincia,  se  entiende 
que  la  jurisdicción  ba  sido  prorrogada,  y  su  conocimiento 
corresponde  á  éstos  (art.  42,  inc.  4*,  Ley  Jurisd.).  —  T.  10, 
p.  373  y  394. 

762.  —  Cuando  un  extranjero  es  demandado  por  un  argentino 
ante  un  tribunal  de  provincia,  y  contesta  la  demanda  sin 
oponer  declinatoria,  se  entiende  que  prorroga  la  jurisdicción 
(art.  12,  inc.  4«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  10,  p.  490. 

763.  —  No  se  puede  reconocer  al  extranjero  la  facultad  de  de- 
clinar la  jurisdicción  nacional,  sin  reconocerle  un  privilegio 
que  la  ley  no  le  concede,  y  que  podría  servirle  de  pretesto 
para  eludir  ó  retardar  los  juicios.  —  T.  13,  p.  392. 

764.  —  Puede  la  justicia  provincial  prorrogarse  por  el  extran- 
jero qucy  ya  como  demandante  ya  como  demandado,  la 
acepta,  demandando  ó  contestando  ante  la  misma  (art.  12, 
inc.  40.  Ley  Jurisd.).  —  T.  14,  p.  284. 

765. —  Demandando  un  extranjero  á  una  provincia  ó  á  un  ciu- 
dadano argentino  ante  un  juez  de  provincia,  la  causa  se  ra- 
dica en  la  jurisdicción^provincial  y  sólo  puede  elevarse  ante 
la  Suprema  Corte  en  los  casos  expresados  en  el  artículo  14 
de  la  Ley  de  jurisdicción  nacional  (art.  12,  inc.  4*",  de  dicha 
Ley).  —  T.  15,  p.  52. 

766.  —  Para  que  se  entienda  prorrogada  la  jurisdicción  pro- 
vincial, en  la  demanda  entablada  por  un  argentino  contra  un 
extranjero,  es  necesario  que  el  demandado  haya  contestado 
la  demanda  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  15,  p.  384. 

767.  ~  Entablada  y  seguida  una  causa  ante  los  tribunales  pro- 
vinciales, la  jurisdicción  concurrente  de  éstos  se  entiende 
prorrogada  aunque  se  hayan  declarado  incompetentes  por 
considerarlo  de  carácter  administrativo.  Prorrogada  la  juris- 
dicción, la  causa  no  puede  ser  traída  á  la  justieia  nacional 
sino  por  el  recurso  previsto  por  el  artículo  14  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  délos  tribunales  nacionales  (art. 
12,  inc.  4^  Ley  Jurisd.).  —  T.  17,  p.  346. 

768.  —  El  juicio  seguido  ante  la  jurisdicción  comercial  de  la 
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provincia,  debe  considerarse  radicado  ante  los  tribunales 
provinciales^  aunque  en  última  instancia  se  declare  nulo  lo 
actuado,  por  correspondería  causa  á  la  jurisdicción  civil.  — 
T.  n.  p.  k\\. 

769.  —  La  demanda  iniciada  por  un  extranjero  contra  una  so- 
ciedad argentina  ante  los  tribunales  de  provincia,  debe  ven- 
tilarse ante  éstos,  aunque  el  juzgado  á  quien  se  ocurrió  se 
haya  declarado  incompetente  >a¿ione  materiae  (art.  12  y  44, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  49,  p.  5. 

770.  —  En  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  el  juicio  ra- 
dicado ante  los  tribunales  de  provincia  debe  ser  fenecido 
ante  ellos,  salvo  el  recurso  del  artículo  U  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  nacionales. — 
T.  19,  p.  137  y  345. 

771.  —  Cuando  los  tribunales  provinciales  han  conocido  y 
resuelto  el  fondo  de  un  pleito,  deben  fenecer  ante  ellos  las 
incidencias,  aunque  la  cuestión  sea  entre  argentinos  y  ex- 
tranjeros (art.  12  y  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  314. 

772.  —  En  las  causas  de  jurisdicción  concurrente  por  razón  de 
las  personas,  debe  conocer  el  juez  de  provincia,  si  se  ocurre 
ante  él.  —  T.  20,  p.  198. 

773.  —  Siempre  que  el  vecino  de  una  provincia  demande  al 
vecino  de  otra  ante  un  juez  de  provincia,  se  entiende  que  ha 
prorrogado  la  jurisdicción  provincial  (art.  12,  inc.  4*',  Ley 
Jurisd.).  —  T.  23,  p.  75. 

774.  —  Si  el  demandado,  sin  contestar  la  demanda,  se  vale  de 
los  dos  medios  de  competencia,  declinatoria  é  inhibitoria, 
no  puede  entenderse  prorrogada  la  jurisdicción  del  juez  pro- 
vincial. —  T.23,  p.  412. 

775.  —  Demandando  un  extranjero  á  un  argentino  ante  un  juez 
de  provincia,  se  entiende  prorrogada  la  jurisdicción  de  éste 
(art.  12,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  24,  p.  39. 

776.  —  La  acción  de  daños  y  perjuicios  que  se  reclama  como  pro- 
cedentes de  un  desalojo  ordenado  por  un  juez  ordinario,  es 
incidente  del  juicio  de  desalojo,  y  corresponde  á  dicho  juez. 
— T.  24,  p.  498.  (En  análogo  sentido  t.  67,p.  156;  t.  33,  p.  405). 
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777.  —  Propuesta  la  cuestión  de  competencia  como  excepción 
dilatoria  ante  los  tribunales  provinciales,  y  consentido  su 
fallo  declarándose  competentes,  queda  consentida  la  juris- 
dicción de  éstos.  —  T.  25,  p.  89. 

778.  —  Demandado  el  deudor  ante  su  propio  juez,  se  entiende 
prorrogada  la  justicia  provincial,  cualquiera  que  sea  la  ve- 
cindad del  cesionario  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  26,  p.  457. 

779.  — En  los  casos  de  jurisidicción  concurrente,  la  demanda 
deducida  ante  un  juez  ordinario  incompetente,  puede,  no 
habiendo  sido  contestada,  interponerse  ante  los  tribunales 
federales.  —  T.  28,  p.  428. 

780.  —  El  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  de  un  argentino 
contra  un  extranjero,  corresponde  al  juez  local,  si  antes  de 
iniciarse  el  juicio,  el  extranjero  ha  hecho  consignación  ante 
éste  de  la  suma  cobrada,  y  la  cuestión  se  reduce  á  saber  si 
la  suma  consignada  es  exactamente  la  que  se  debe,  (t'al 
acto  importa  la  sumisión  del  extranjero  á  la  justicia  ordina* 
ría).  —  T.  30,  p.  284. 

781.  — La  contestación  déla  demanda  hechapor  el  extranjero  ante 
los  tribunales  ordinarioSjimportalaprorrogación  de  su  jurisdic- 
ción, aunque  se  haya  declarado  nulo  lo  obrado. — T.  31 ,  p.  49. 

782.  —  La  prorrogación  tácita  de  la  jurisdicción  local,  prevista 
por  el  articulo  42  de  la  ley  de  jurisdicción,  se  determina  so- 
lamente por  la  contestación  de  la  demanda,  y  no  por  otros 
actos  verificados  ante  ella.  (En  este  caso,  el  demandado  ex- 
tranjero, opuso  la  excepción  de  incompetencia,  fundado  en 
motivos  extraños  al  fuero  federal^  al  que  se  acogió  después 
de  resuelta  aquella.  La  Corte  declaró  la  procedencia  de  dicho 
fuero,  porque  aquella  excepción  no  revela  el  propósito  de 
renunciar  á  él).  —  T.  33,  p.  285. 

783.  —  Las  diligencias  preparatorias  de  la  demanda  de  jactan- 
cia contra  un  extranjero,  no  atribuyen  la  jurisdicción  federal 
en  la  causa  que  éste  ha  entablado  ante  la  justicia  local,  an- 
tes de  radicada  dicha  demanda  de  jactancia,  porque  siendo 
actor  el  extranjero,  puede  optar  por  la  jurisdicción  ordina- 
ria. —  T.  34,  p.  170. 
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784.  —  Es  incompetente  la  justicia  federal  para  conocer  en  la 
reivindicación  de  un  terreno  que  se  halla  en  litigio  ante  los 
tribunales  locales,  por  expropiación  pedida  ante  ellos  por  el 
demandado,  extranjero,  contra  el  propietario,  argentino.  (El 
extranjero  aceptó  la  jurisdicción  local,  la  que  admitió  tam- 
bién el  demandante,  que  posteriormente  promovió  juicio  de 
reivindicación,  haciendo  diversas  gestiones  ante  el  juez  que 
conocía  de  la  expropiación).  — T.  40,  p.  349. 

785.  —  El  extranjero  comprador  de  una  mercadería  que  ha  de- 
mandado al  vendedor  argentino  ante  la  justicia  local,  y  ha 
promovido  allí  la  cuestión  relativa  á  la  responsabilidad  de 
éste  por  diferencia  de  calidad  de  dicha  mercadería,  se  entien- 
de que  ha  prorrogado  la  jurisdicción  provincial  en  la  deman- 
da que,  por  la  misma  razón  de  la  diferencia  de  calidad  de  la 
mercadería  contratada,  interponga  contra  aquél  sobre  devo- 
lución del  precio  pagado  (art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.).  •—  T. 
43,  p.  244. 

786.  —  La  exhibición  del  contrato  de  venta,  cuya  rescisión  se 
demanda,  pedida  ante  el  juez  local  por  el  demandado,  no 
constituye  por  sí  sola  prorrogación  de  jurisdicción,  ni  radi- 
cación de  juicio  (art.  12,  inc.  4^  Ley  Jurisd.  Aquella  no  im- 
porta una  demanda  ni  la  introducción  de  una  instancia  en 
forma).  —  T.  43,  p.  258. 

787.  —  El  extranjero  demandado  por  un  argentino  ante  la  jus- 
ticia federal,  no  puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta,  ale- 
gando que  renuncia  al  fuero  nacional.  —  T.  43,  p.  258;  t.  45, 
p.  285. 

788.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer  en  una 
demanda  de  derecho  común,  que  ha  sido  promovida  por  el 
extranjero  contra  un  argentino,  ante  la  justicia  local  (art. 
42,  inc  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  43,  p.  372. 

789.  —  No  puede  considerarse  prorrogada  la  jurisdicción  local, 
por  el  hecho  de  haber  ocurrido  ante  ella  los  compradores  de 
una  finca,  manifestando  que  la  venta  era  nula  y  pidiendo  se 
hiciera  saber  al  vendedor  que  por  esto  suspendían  el  pago 
del  precio,  cuando  con  posterioridad  se  ha  promovido  por 
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ellos  y  ha  quedado  radicado  ante  la  justicia  federal,  el  juicio 
sobre  nulidad  de  dicha  venta.  (Tal  manifestación  se  hizo  pre- 
cautoriamente y  sin  formas  rigurosas  de  un  juicio  contradic- 
torio)- —  T.  44,  p.  382. 

790.  —  El  pleito  civil  promovido  por  el  extranjero  ante  la  jus- 
ticia local,  no  puede  ser  traído  á  la  federal,  y  lo  obrado  ante 
ésta  es  nulo  (art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  66,  p.  96  y 
123. 

791 .  —  No  puede  invocar  la  justicia  federal,  el  vecino  de  una 
provincia  demandado  ante  su  juez  local  (art.  42,  inc.  4o,  Ley 
Jurisd.). —T.  54,  p.  429. 

792.  —  El  solo  reconocimiento  de  firma  pedida  por  el  extran- 
jero contra  un  ciudadano  ante  el  juez  local,  sin  entablar  de-> 
manda,  no  prorroga  la  jurisdicción  provincial. —  T.  52,p.  52. 

793.—  La  contestación  de  la  demanda  ante  el  juez  local,  por 
parte  del  extranjero  demandado,  importa  la  prorrogación  de 
jurisdicción  (art.  42,  inc.  4»,  Ley  Jurisd.).— T.  52,  p.  377. 

794.  —  El  argentino  demandado  por  un  extranjero,  ante  los 
jueces  locales  de  su  vecindad,  no  puede  invocar  el  fuero  fe- 
deral por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes 
(art  42,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  55,  p.  435:  t.  75,  pl  434. 

795.  —  El  extranjero  debidamente  citado  ante  el  juez  de  paz^ 
y  condenado  en  rebeldía,  que  sólo  apele  de  la  sentencia  sin 
hacer  constar  la  incompetencia  y  la  nulidad  del  procedi- 
miento, se  entiende  que  ha  prorrogado  la  jurisdicción  local. 

—  T.  56,  p.  48. 

796.  —  No  corresponde  á  la  justicia  federal,  la  causa  del  vecino 
de  extraña  provincia,  promovida  contra  el  vecino  de  otra, 
ante  los  jueces  locales  de  ésta  (art.  42,  inc.  4^,  Ley  Jurisd.). 

—  T.  56,  p.  92. 

797.  —  Iniciado  y  trabado  el  juicio  de  expropiación,  regido 
por  la  ley  local,  ante  el  juez  del  lugar,  queda  prorrogada  la 
jurisdicción  que  correspondía  al  fuero  federal  por  la  distinta 
vecindad  de  las  partes,  sin  que  pueda  alterarla  el  cambio  de 
personas  que  intervienen  como  partes  en  el  pleito  (art.  42^ 
inc.  4%  Ley  Jurisd.).  —  T.  59,  p.  7. 
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798.  —  E!  extranjero  que  ha  contestado  la  demanda  ante  el  juez 
local,  no  puede  invocar  la  jurisdicción  federal  por  vía  de  in- 
hibitoria (art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.)  —  T.  61,  p.  3Í7. 

799.  —  El  vecino  de  distinta  provincia  puede  demandar  al  ve- 
cino de  otra  ante  los  jueces  locales  de  su  domicilio  (art.  42, 
inc.  40, Ley  de  Jurisd.).  —  T.  64,  p.  423. 

800.  —  La  jurisdicción  local  concurrente  se  entiende  prorroga- 
da, cuando  se  opone  una  excepción  que  importa  reconocerla 
Tal  es  la  que  se  reñere  al  fondo  del  asunto  (art.  42,  inc.  4o,Ley 
Jurisd.).  —T.  62,  p.  422. 

801.  —  El  haber  opuesto  ante  los  jueces  locales  una  excepción 
previa  sobre  nulidad  de  lo  obrado,  sin  alegar  nada  contra  k 
jurisdicción  de  los  mismos,  importa  la  prorrogación  á  que  se 
refiere  el  art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.  — T.  65,  p.88. 

802.  —  El  extranjero  que  ha  contestado  la  demanda  ante  el 
juez  local,  no   puede  ocurrir  al  juzgado  federal  por  vía  de 

inhibitoria  (art.  42,  inc.  4**,  Ley  Jurisd.).  — T.  65,  p.  344. 

803.  —  Se  entiende  prorrogada  la  jurisdicción  local,  si  el  ex- 
tranjero demandado  ante  ella  por  un  argentino,  después  de 
haber  declinado  de  la  misma,  no  reclamó  de  la  resolución 
negativa,  y  concurrió  después  de  ésta  ante  el  juez  local  inter- 
poniendo recusación  contra  él.  —  T.  67,  p.  347. 

804.  —  El  fuero  federal  procedente  por  razón  de  las  personas, 
puede  ser  renunciado  por  aquél  á  quien  aprovecha,  en  las 
condiciones  y  con  arreglo  al  inciso  4<>  del  artículo  42,  Ley  de 
Jurisdicción.  —  T.  68,  p.  92. 

805.  —  Cuando  el  fuero  federal  sólo  procede  por  razón  de  las 
personas,  la  excepción  de  incompetencia  no  deducida  en 
tiempo  ante  los  tribunales  locales,  importa  la  prorrogación 
de  jurisdicción.  (La  excepción  se  opuso,  en  el  caso,  después 
de  vencido  el  término  de  la  citación  de  remate.  Art.  12, 
Ley  Jurisd.).  — T.  70,  p.  23. 

806.  —  El  extranjero  que  en  asuntos  de  jurisdicción  concurrente 
ha  seguido  el  juicio  ante  el  fuero  común,  no  puede  después 
invocar  el  fuera  federal,  y  recurrir  á  la  Suprema  Corte  para 
que  se  anule  lo  obrado  ante  los  tribunales  ordinarios,  por 
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falta  de  competencia  (art.  12  y  U,  Ley  Jurls^.).— T.  72,  p.  238. 

807.  —  La  demanda  de  un  extranjero  contra  un  argentino, 
deducida  ante  los  tribunales  locales,  importa  prorrogación 
de  la  jurisdicción  de  éstos  (art.  42,  inc.  4<^,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  74,  p.  432. 

808.  —  La  promoción  del  juicio  de  mensura  de  jurisdicción 
voluntaria,  no  importa  prórroga  de  jurisdicción  para  el  con- 
tencioso que  sobrevenga  á  consecuencia  de  la  mensura  entre 
personas  de  distinta  vecindad.  —  T.  75,  p.  259. 

809.  —  No  corresponde  el  fuero  federal  por  razón  de  personas 
en  la  causa  sobre  reivindicación  de  un  terreno,  si  éste  ha 
sido  objeto  de  mensura  ante  los  tribunales  locales,  y  á 
consecuencia  de  protesta  del  demandante  se  ba  trabado  ante 
los  mismos  el  juicio  contencioso  por  la  vía  ordinaria  (art.  12, 
inc.  4»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  76,  p.  124. 

810.  —  No  corresponde  el  fuero  federal  por  razón  de  personas, 
si  la  parte  que  tiene  derecho  de  invocarlo,  después  de  enta- 
blada la  demanda  y  antes  de  ser  contestada,  ha  ocurrido  á 
la  justicia  provincial  (art.  12,  inc.  4*>,  Ley  Jurisd.).  —  T.  76, 
p.  427. 

811.  —  El  vecino  de  una  provincia  demandado  ante  los  tribu- 
nales de  la  misma  por  un  vecino  de  otra,  no  puede  invocar 
el  fuero  federal  por  razón  de  personas  (art.  12,  inc.  4^,  Ley 
Jurisd.).  —T.  77,  p.  121  y  sentencia  de  6  de  febrero  de  1900, 
en  la  causa  de  Sommer  v.  Torres. 

812.  —  £1  ejecutado  que,  debidamente  citado  ante  el  juez  ordi- 
nario, no  hizo  oposición  y  consintió  la  sentencia  de  remate, 
no  puede  invocar  el  fuero  federal  por  razón  de  personas 
(art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  77,  p.  395. 

813.  —  Resultando  la  prórroga  de  la  jurisdicción  común  hecha 
por  el  extranjero  en  causa  de  jurisdicción  concurrente,  la 
justicia  nacional  debe  abstenerse  de  conocer  en  ella  (art.  12, 
inc.  4«,  Ley  Jurisd.).  —  T.  81,  p.  218. 

814.  —  En  la  causa  que  el  extranjero  promueve  contra  un  ar- 
gentino ante  la  justicia  federal  para  que  se  le  escritúrela 
compra  de  un  inmueble,    no  puede  considerarse  que  ha 
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prorrogado  la  jurisdicción  común  por  haber  en  un  juicio  de 
desalojo  entablado  por  el  argentino  contra  él,  ante  la  justicia 
ordinaria,  deducido  reconvención  de  dicha  compra,  si  no  se 
dio  trámite  á  esa  reconvención  por  considerársela  ajena  al 
procedimiento  de  la  causa  de  desalojo  (art.  ii,  inc.  4o,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  84,  p.  2S4. 

845.  —  La  demanda  deducida  ante  la  justicia  ordinaria  no  obsta 
á  la  procedencia  de  la  jurisdicción  federal  por  razón  de  per- 
sonaSy  si  resulta  que  aquella  fué  retirada  de  conformidad  de 
partes.  (Marzo  27  de  4900,  Alvarez  y.  Giménez.) 

846.  —  El  que  pudiendo  gozar  ¿el  fuero  federal  demanda  ante 
los  tribunales  ordinarios,  prorroga  la  jurisdicción  de  éstos, 
en  lo  principal  y  en  los  incidentes,  no  pudiendo  respecto  de 
ellos  invocar  dicho  fuero  (art.  42,  inc.  4<^,  Ley  Jurisd. ; 
octubre  2  de  4900,  Paul  de  Mur,  recurso  de  hecho.) 

817.  —  El  extranjerb  que,  demandado  por  un  argentino  ante 
la  justicia  ordinaria,  ha  contestado  la  demanda  sin  alegar 
incompetencia  y  que,  sentenciada  la  causa,  ha  deducido  re- 
cursos sin  desconocer  la  jurisdicción,  no  puede  alegar  el 
fuero  federal  (art.  42,  inc.  4^  Ley  Jurisd.;  octubre  43  de 
1900,  Luis  Mieli,  sobre  inhibitoria). 

848.  —  El  extranjero  que  demanda  á  un  argentino  ante  la  jus- 
ticia local,  prorroga  la  jurisdicción ;  y  el  último  no  puede 
invocar  el  fuero  federal  (art.  42,  inc.  4o,  Ley  Jurisd. ;  marzo 
42^de  4901^  Castagnone  v.  Paez.) 

849.  —  La  justicia  federal  es  incompetente  para  conocer  en  un 
juicio  cuyas  partes,  cosa  y  objeto  ó  petición  son  idénticas  á 
las  de  otro  juicio  promovido  ante  los  tribunales  ordinarios 
por  la  parte  que  pudo  haber  invocado  el  fuero  de  aquélla 
(art.  42,  inc.  4®,  Ley  Jurisd.;  abril  48  de  4904,  Pinto  v. 
Terrosa  y  Llambí  Campbell). 

820.  —  £1  juicio  que  resulta  ser  de  menor  cuantía  y  que  se  ha 
promovido  ante  los  tribunales  ordinarios,  por  quien  tenía 
derecho  de  invocar  el  tuero  federal,  no  puede  ser  llevado 
á  éste,  y  la  incompetencia  del  mismo  puede  declararse  en 
cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca  (art.  42,  inc. 
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4°,  Ley  Jurisd.  ;  Ley  3  de  septiembre  de  4878 ;  septiembre  5 
de  4901,  Actis  v.  Tapia). 

821.  —  Contestado  ante  el  juez  ordinario,  el  traslado  de  la  de- 
manda, después  de  resuelta  la  excepción  de  incompeten- 
cia, no  puede  traerse  la  causa  á  la  justicia  federal  (art.  12, 
inc.  4°,  Ley  Jurisd. ;  octubre  22  de  1901;  Guaseo,  sobre  in- 
hibitoria.) 

822.  —  La  causa  promovida  ante  los  tribunales  locales  de  la 
Capital,  por  un  vecino  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  con- 
tra un  vecino  de  aquella,  no  puede  ser  traída  ante  la  justicia 
federal,  aunque  el  demandado  hubiere  declinado  de  la  juris- 
dicción local ;  y  si  esta  regla  ha  sido  infringida  debe  decla- 
rarse nulo  todo  lo  obrado  ante  el  juez  federal  (art.  12,  inc. 
4<^,  Ley  Jurisd. ;  noviembre  7  de  1901,  Oyuela  v.  Victorica  y 
Lynch.) 

823.  Extranjeros  (deolinatoria  del  foero  federal  en  caso 
de  ser  demandados  ante  él).  —  No  está  comprendida  entre 
las  excepciones  consignadas  en  el  artículo  12  de  la  Ley  de 
Jurisdicción,  la  renuncia  que  un  extranjero,  demandado  por 
un  argentino,  haga  del  fuero  nacional.  —  T.  12,  p.  7;  t.  13, 
p.  392. 

824.  —  No  puede  reconocerse  al  extranjero  la  facultad  de  decli- 
nar de  la  jurisdicción  nacional,  sin  reconocerle  un  privilegio 
que  la  ley  no  le  concede,  y  que  podría  servirle  de  pretesto 
para  eludir  ó  retardar  los  juicios.  —  T.  12, p.  7;  t.  13,  p.  392. 

825.  —  El  extranjero  en  pleito  con  un  ciudadano,  no  puede 
renunciar  el  fuero  federal  sino  en  caso  de  ser  demandante 
(art.  12,  inc.  4o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  24,  p.  389. 

826.  —  El  extranjero  demandado  por  un  argentino  s^ite  la  jus- 
ticia federal,  no  puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta  ale- 
gando que  renuncia  al  fuero.  —  T.  43,  p.  186  y  258;  t. 
45,  p.  285. 

827.  —  El  extranjero  demandado  por  un  argentino  ante  la  justi- 
cia federal,  no  puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta,  puesto 
que  ha  sido  traído  ante  su  propio  juez  (art.  2,  inc.  2o^  y  12, 
inc.  4°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  80,  p.  236 ;  t.  81,  p.  265,  y  sen- 


—  445  —  JüS 

tencia  de  29  de  Septiembre  de  4900  en  la  causa  de  Pessan 
hermanos  v.  Labandera. 

828.  —  No  puede  decirse  que  haya  sido  prorrogada  la  jurisdic- 
ción común  si  el  extranjero,  demandado  ante  ella  por  un 
argentino,  no  ha  hecho  manifestación  precisa  de  sometimien- 
to á  la  misma.  (Abril  22  de  1902,  Acosta  v.  PoUini.) 

829.  —  Si  un  extranjero  demanda  á  un  argentino  ante  los  tri- 
bunales ordinarios,  no  procede  el  fuero  federal  por  razón  de 
las  diversa  nacionalidad.  Tampoco  procede  por  la  distinta 
vecindad,  porque  ésta  sólo  se  refiere  á  los  ciudadanos  (art.  42, 
inc.  4o,  Ley  Jurisd.;  junio  7  de  4902,  Sardoy  v.  Burgos). 

830.  Laudos  (recursos  contra  ellos)  (a) ^  —  El  juez  federal  es 
el  único  competente  para  conocer  en  primera  instancia,  de 
la  nulidad  de  una  sentencia  arbitral  dictada  sobre  una  cues- 
tión de  daños  y  perjuicios  provenientes  de  un  contrato  de 
fletamento.  — T.  43,  p.  344. 

834.^ —  Corresponde  á  los  jueces  federales  el  conocimiento  de 
los  recursos  deducidos  de  los  laudos  arbitrales,  cuando  la 
causa  no  es  de  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte. 
—  T.  47,  p.  349;  t.  76,  p.  340. 

832.  —  En  la  justicia  federal,  las  resoluciones  de  los  arbitros 
no  son  recurribles  para  ante  la  Suprema  Corte.  —  T.  45, 
p.  404. 

83;í.  Sumario  (instrucción  de).  —  Los  jueces  de  sección  pue- 
den, según  el  artículo  62,  Constitución  nacional,  levantar 
un  sumario  para  averiguar  la  verdad  de  un  hecho  criminal 
de  jurisdicción  nacional  que  se  impute  á  un  miembro  del 
Congreso.  —  T.  44,  p.  223. 

834.  —  En  el  orden  nacional  no  existen  jueces  de  instrucción, 
y  el  juez  federal  exhortado  por  el  de  la  causa,  para  instruir 
el  sumario,  puede  negarse  ai  cumplimiento  del  exhorto.  — 
T.  32,  p.  15. 


(a)  Téngase  preseate  la  disposición  del  art.  795  del  Código  de  Procedimientos 
de  los  tribunales  de  la  Capital,  declarado  supletorio  de  la  ley  de  procedimientos 
de  los  tribunales  federales,  por  la  ley  3981»  de  31  de  mayo  de  1901. 
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835.  Tercerías.  —  El  juez  de  sección  que  ha  prevenido  en  el 
conocimiento  de  una  causa^  en  la  que  es  competente  por  razón 
de  las  personas»  ordenando  un  embargo  de  un  fundo  hipote- 
cado, es  el  único  competente  en  todas  las  demás  cuestiones 
ejecutivas  que  se  susciten  sobre  el  mismo  bien  embargado, 
aunque  por  razón  de  la  materia  y  de  las  personas  puedan  ser 
de  \k  competencia  de  los  tribunales  provinciales.  —  T.  44, 
p.  394. 

836.  —  Si  una  cuestión  de  tercería  se  halla  radicada  ante  la 
jurisdicción  provincial  en  otro  juicio  distintodel  seguido  en 
la  justicia  federal,  es  en  la  primera  dondedeberá  ser  resuel- 
ta. —  T.  53,  p.  169. 


L 


LANCHAJE. 

Véase:  Justicia  federal  (a). 

LAUDO  (b). 


Sumario : 


Documentos  (presentación  de),  2. 
Intereses,  12. 
Multa,  1,  5,  14. 
NuUdad,  2,  3,  9,  11,  16. 
Pago,  10,  15. 


Prueba,  16. 

Puntos  comprometidos,  4,  6,  7. 

Recursos  (juez  que  debe  conocer  de 

los),  8,  17. 
Recursos  (renuncia  de),  13. 


1 .  —  La  multa  establecida  contra  la  parte  que  se  alce  del  laudo, 
debe  depositarse  á  la  orden  del  juzgado,  y  no  pagarse^  si  el 
recurrente  ha  deducido  contra  el  laudo  el  recurso  de  nuli- 
dad (ley  34,  tit.  4,  part.  3»).  —  T.  66,  p.  U5. 

2.  —  Los  arbitros  llamados  á  laudar  sobre  cuestiones  proce- 
dentes de  un  contrato  de  rescisión,  bajo  la  cláusula  de  deber 
laudar  con  arreglo  al  contrato,  no  cometen  nulidad  si,  es- 
tando el  contrato  original  en  idioma  extranjero,  toman  por 
base  el  texto  de  él,  en  castellano,  transcripto  en  el  instrumen- 
to del  contrato  de  rescisión^  con  asentimiento  de  las  partes 
(art.  994,  995  y  999,  Cód.  Civ.).  —  T.  66,  p.  386. 

3.  —  Los  arbitros  no  cometen  nulidad  si  admiten  la  presenta- 
ción de  documentos,  no  señalada  por  el  compromiso,  pero 
no  prohibida  expresamente  (art.  40  y  14 ,  Ley  Proc).  — T.  66, 
p.  386. 

4.  —  No  puede  decirse  que  no  sea  comprometido  un  punto  que 

(a)  Puede  verse  además  el  t.  2,  p.  105  á  107. 

(6)  Esta  materia  está  tratada  en  el  t.  2,  p.  108  á  113. 
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se  halle  tan  íntimamente  ligado  con  el  punto  comprometido 
que  precede,  que  no  sería  posible  comprenderlo  ni  inter- 
pretarlo sin  recurrir  á  los  términos  de  éste.  —  T.  66,  p.  386. 

5.  —  No  puede  ordenarse  el  pago  de  la  multa,  si  hay  cosa  juz- 
gada que  ordena  solamente  el  depósito  de  su  importe.  —  T. 
69,  p.  55. 

6.  —  El  arbitro  nombrado  en  el  juicio  promovido  sobre  cum- 
plimiento y  rescisión  de  contrato,  para  resolverlas  cuestio- 
nes pendientes  que  surgen  de  la  demanda  y  contestación, 
puede  resolver  sóbrelos  daños  y  perjuicios  que  sean  materia 
de  la  controversia,  y  apreciarlos  en  cualquier  forma.  —  T. 
7<,p.  18. 

7.  —  Si  la  ley  procesal,  aplicable  en  virtud  del  compromiso  de 
las  partes,  establece  que  se  entiende  comprometido  en  caso 
de  duda,  todo  punto  que  haya  sido  objeto  de  discusión 
durante  el  juicio,  corresponde  estimarse  las  actuaciones  de 
prueba  entre  los  puntos  comprometidos.  —  T.  71,  p.  18. 

8.  —  En  las  causas  que  no  son  de  jurisdicción  originaria  de  la 
Suprema  Corte,  los  recursos  contra  los  laudos  arbitrales  de- 
ben ser  juzgados  por  el  juez  de  sección.  —  T.  17,  p,  319 ;  t. 
45,  p.  404;  t.  76,  p.  310(a). 

9.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  nulidad  opuesta  á  la 
ejecución  del  laudo,  cuando  resulta  bastantemente  demos- 
trado á  los  fines  del  juicio  ejecutivo,  que  el  laudo  ha  sido 
pronunciado  sobre  los  puntos  comprometidos  y  dentro  del 
término  (ley4,  tít.  21,  lib.  4,  Recop.  Cast.;  art.  249,  inc.  2®,  y 
309,  Ley  Proc).  —  T.  76,  p.  396. 

10.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  de  pago  opuesta  á  la  eje- 
cución del  laudo,  si  dicho  pago  se  funda  en  documentos 
anteriores  al  laudo,  que  se  han  incluido  y  apreciado  en  él. 
—  T.  76,  p.  396. 

j  II.  —  Sometida  una  cuestión  á  arbitros,  el  laudo  dictado  for- 


(a)  Sobre  este  ponto,  debe  teaerse  presente  la  disposición  del  art.  795  del  Có- 
digo de  Procedimientos  de  los  tribunales  de  la  Capital,  declarado  supletorio  de 
la  ley  de  procedimientos  de  los  tribunales  federales,  por  la  ley  3981. 
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mando  tribunal  y  firmado  por  todos,  prueba  su  presencia 
simultánea  y  su  parecer  conforme  con  las  conclusiones  del 
fallo,  y  termina  la  cuestión  reglando  según  dichas  conclu- 
siones, los  derechos  de  las  partes.  —  T.  77,  p.  467. 

i%.  —  Sometida  al  fallo  arbitral  la  cuestión  de  daños  y  perjui- 
cios y  determinada  por  él  la  suma  á  pagarse  por  ese  título, 
la  sentencia  arbitral  queda  cumplida  con  el  abono  de  dicha 
suma.  La  pretensión  que  se  deben  abonar  también  los  inte- 
reses de  la  misma  desde  el  día  de  la  demanda,  es  improce- 
dente. —  T .  78,  p .  72. 

13.  —  Si  en  el  compromiso  arbitral  se  han  renunciado  los  re- 
cursos de  apelación  y  nulidad,  con  excepción  del  caso  en 
que  se  dictara  el  laudo  fuera  del  término  ó  sobre  puntos  no 
comprometidos,  no  puede  hacerse  lugar  al  recurso  de  nuli- 
dad que  no  se  funde  en  estas  dos  últimas  causales  (art.  4197, 
Cód.  Civ.;  Ley  23,  tít!  4,  part.  3').  —  T.  78,  p.  289. 

U.  —  Rechazada  con  fuerza  definitiva  la  pretensión  sobre  en- 
trega de  multa,  no  puede  volverse  sobre  ella.  —  T.  79,  p.  407. 

45.  —  Si  el  laudo  condena  á  la  entrega  de  cosas  en  especie,  la 
estimación  de  su  valor  hecha  en  el  mismo  laudo,  no  autori- 
za á  demandar  el  pago  en  dinero  en  vez  de  la  prestación 
específica  de  las  cosas.  —  T.  79,  p.  407. 

46.  —  La  falta  de  recepción  á  prueba,  no  es  causa  de  nulidad 
del  laudo,  si  las  partes  han  estipulado  en  el  compromiso  que 
el  arbitro  fallará  dentro  de  40  días  de  vencido  el  término 
para  que  aquéllos  produzcan  el  informe  convenido,  sin  otra 
substanciación  que  las  medidas  que  para  mejor  proveer  cre- 
yere necesarias.  (Diciembre  22  de  4900,  Freitas  v.  Caeiro). 

47.  —  El  escrito  deduciendo  recursos  contra  un  laudo  arbitral, 
puede  ser  presentado  ante  el  juez  conjurisdicción  para  él  co- 
nocimiento de  aquellos,  y  debe  él  darle  el  trámite  que 
corresponda.  (Marzo  23  de  4904,  Sarhy  v.  Municipalidad 
del  Rosario.) 
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LEGAUZACIÓN  (a). 
Los  testimonios  de  escrituras  de  poder  que  se  hacen  valer  ante 
el  juez  del  lugar  donde  han  sido  otorgados,  no  están  someti- 
dos á  la  legalización  prescripta  por  la  ley  de  26  de  agosto  de 
1863.  (Julio  20  de  4901,  Banco  Provincial  de  Córdoba  v.  Ro- 
dríguez del  Busto.) 

LESIONES. 

1 .  —  Las  heridas  que  produzcan  incapacidad  para  el  trabajo 
por  más  de  un  mes,  hacen  pasible  á  su  autor  de  la  pena  de 
uno  á  tres  años  de  prisión.  — T.  69,  p.  436. 

2.  —  El  autor  de  heridas  leves  con  circunstancias  agravantes,  es 
pasible  de  la  pena  de  arresto  por  un  año  (art.  52,  84,  inc. 
49^  y  20%  y  420,  inc.  2%  Cód.  Pen*).  —  T.  81,  p.  64. 

3.  —  El  delito  de  lesiones  leves  con  las  circunstancias  agra- 
vantes relativas  al  lugar  é  investidura  de  la  persona  lesiona- 
da^ hace  pasible  al  reo  de  la  pena'de  un  año  de  arresto  (art. 
120,  inc.  2«,  Cód.  Pen.).  —  T.  84.  p.  463- 

4.  —  Corresponde  la  pena  de  seis  meses  y  medio  de  arresto,  al 
delito  de  lesiones  leves  con  atenuante  y  agravante  (art.  52  y 
420,  inc.  2%  Cód.  Pen.  ;•  causa  v.  Altume). 

5.  —  El  delito  de  lesiones  leves  cometido  con  circunstancias 
agravantes,  hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de  un  año  de 
arresto,  y  al  cómplice,  de  tres  meses  de  arresto  (art.  84,  inc. 
45o  y  48o,  y  420,  Cód.  Pen. ;  marzo  22  de  4900,  icausa  v.  Bri- 
monti  y  otro), 

6.  —  El  delito  de  lesiones  cometido  en  la  cárcel  penitenciaría 
por  un  penado,  haciendo  uso  de  armas  prohibidas  por  los  re- 
glamentos de  la  cárcel,  hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de 
tres  años  de  prisión  (art.  420,  inc.  lo,  Cód.  Pen. ;  abril  3  de 
4900,  causa  v.  Revolin). 

7.  — No  pudiéndose  comprobar  la  naturaleza  de  las  lesiones, 
y  habiendo  atenuantes,  el  reo  debe  ser  castigado  con  la  pena 
de  cuatro  meses  de  arresto  (art.  52  y  120,  Cód.  Pen. ;  junio  30 
de  4900,  causa  v.  Ojeda). 

(a)  Véase  el  y*  Autenticación  en  la  pág.  48  y  el  v*  Exhorto ^  número  S,  pág.  193. 
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8.  —  El  reo  de  heridas  de  carácter  leve,  inferidas  á  su  esposa, 
debe  ser  castigado  con  la  pena  de  ocho  meses  de  arresto, 
si  existe^  las  circunstancias  agravantes  delosinc.  4^y40o, 
art.  84,  Cód.  Pen.  (art.  420,  inc.  2®,  Cód,  Pen. ;  abril  9  de 
4904,  causa  de  Francisco  Ghío). 

LETRA  DE  CAMBIO. 

Véase:  Competmcia;  Endoso;  Incompetencia  ;  Interés 
Juicio  ejecutivo;  Prescripción 
4.  —  La  falta  de  protesto  de  la  letra,  por  no  haberse  pagado  á  su 
tiempo,   y  la  falta  consiguiente  de  aviso  al  avalista,  trae  la 
pérdida  de  la  acción  del  tenedor  contra  éste  (art.  663  y  683, 
Cód.  Com.).  —  T.  66,  p.  425. 

2.  —  La  cláusula  de  valor  recibido  puesta  en  una  letra  de  cam- 
bio, prueba  que  la  causa  déla  obligación  en  ella  contenida 
es  un  préstamo.  —  T.  72,  p.  334. 

3.  — Hecha  la  ejecución  de  una  letra  contra  el  girante,  y 
después  contra  el  aceptante  por  insolvencia  del  primero, 
son  de  cargo  del  último,  no  sólo  el  capital  é  intereses,  sino 
también  todas  las  costas  causadas  en  el  juicio  seguido  contra 
los  dos  (art.  736,  Cód.  Com.)  —  T.  74,  p.  429. 

4.  —  La  letra  no  protestada,  ni  cobrada  á  su  vencimiento  al 
girante,  pierde  su  fuerza  contra  éste,  salvo  los  casos  de 
excepción;  y  no  alegándose  ni  probándose  que  éstos  con- 
curran en  el  ca^o  concurrente,  deja  de  ser  título  hábil  para  la 
ejecución  (art.  744  y  740,  Cód.  Com.;  noviembre  30de  4899, 
Banco  Nacional  v.  Moran). 

5.  —  La  propiedad  de  las  letras  de  cambio  vencidas  se  transmite 
en  la  forma  establecida  por  el  Código  Civil  para  la  cesión  de 
créditos  no  endosables;  y  el  deudor  cedido,  que  ni  siquiera 
ha  sido  notificado  de  la  cesión,  puede  oponer  al  cesionario 
las  excepciones  y  defensas  que  podía  oponer  al  cedente.  Si 
éste  no  ha  podido,  en  virtud  de  convenio  con  el  librador, 
hacerlas  valer  para  cobrar  su  importe,  tampoco  pueden  ha- 
cerlo los  cesionarios  (art.  635,  Cód.  Com.;  art.  4469  y  4474 
Cód.  Civ.;  Recalde  y  otros  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 
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6.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  caducidad  por  falta  de 
protesto,  si  el  que  la  alega  no  prueba  que  tuvo  hecha  provi- 
sión de  fondos  para  su  pago,  en  poder  de  la  persona  á  cuyo 
cargo  se  giró  (art.  624  y  714,  Cód.  Com. ;  noviembre  21  de 
1901,  Banco  Nacional  v.  Vadillo). 

7.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  inhabilidad  contra  la 
ejecución  de  un  documento  equiparado  á  las  letras  de  cam- 
bio, que  es  de  plazo  vencido  y  que  ha  sido  expedido  por  los 
funcionarios  de  la  provincia,  autorizados  para  hacerlo,  cuyas 
firmas  y  carácter  están  reconocidos.  (Diciembre  17  de  1901, 
Wiengreen  y  Compañía  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

8.  —  Contra  la  ejecución  de  un  documento  equiparado  á  las 
letras  de  cambio,  no  procede  la  excepción  deerror  ó  infrac- 
ción de  las  leyes  provinciales  por  parte  de  los  funcionarios 
que  las  suscriben  (art.  676,  740  y  741,  Cód.  Com. ;  diciembre 
17  de  1901 ,  Wiengreen  v.  Provincia  de  Santa  Fe). 

9.  —  No  puede  obstar  á  la  ejecución  de  una  letra  de  cambio 
protestada  en  persona,  la  excepción  de  pago  fundada  en  ha- 
ber ofrecido  el  deudor,  judicialmente,  en  pago  por  con- 
signación, un  inmueble  de  su  propiedad.  (Diciembre  S4  de 
1901,  Banco  Nacional  v.  Tabanera.) 

LEY. 
La  ley  posterior  especial  deroga  la  anterior  que  le  sea  contra- 
ria. —  T.  74,  p.  82. 

laEY  ELECTORAL  (a). 

Véase :  Excarcelación 
4, —  No  comete  infracción  el  juez  de  paz  que  no  ha  instalado 
la  mesa  en  el  punto  donde  antes  se  efectuaban  las  inscrip- 
ciones, si  dicho  punto  ha  cesado  de  ser  el  asiento  del  juz^ 
gado  y  caído  en  ruinas  la  iglesia  que  allí  existía.  —  T. 
72,  p.  91 . 
2.  —  En  los  recursos  contra  las  sentencias  dictadas  en  causas 
por  infracción  á  la  ley  de  elecciones,  la  Suprema  Corte 

(a)  Esta  materia  se  halla  tratada  en  el  t.  2,  pág.  119  á  127. 
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puede  pronunciarse  sobre  ellos  una  vez  expedido  el  señor 
Procurador  General  en  la  vista  que  se  le  ha  conferido,  (art. 
79,  Ley  citada;  noviembre  5  de  4901,  causa  v.  Rojo  y  Rosa). 

3.  —  Las  mesas  inscriptoras  en  la  Capital  de  la  República^  de- 
ben ser  presididas  por  los  alcaldes  ;  y  los  miembros  de  aque- 
llas que  no  concurran  pretendiendo^  que  deben  serlo  por  los 
jueces  de  paz,  deben  ser  castigados  con  arreglo  al  artículo 
70  de  la  ley  dé  elecciones  (art.  4  y  5,  art.  68,  Ley  de  jus- 
ticia de  paz;  art.  329,  Ley  Orgánica  de  los  tribunales  déla 
Capital^  de  4886  ;  noviembre  5  de  4904 ,  causa  v.  Rojo  y  Rosa). 

LEYES  DE  PROCEDIMIENTOS. 
Las  leyes  de  procedimientos  son  aplicables  á  los  juicios  pen- 
dientes, permitiéndolo  el  estado  en  que  se  hallan.  —  T.  68, 
p.  479(a). 

LIBERTAD  DE  DEFENSA. 

4.  —  No  son  sinónimos,  ni  de  igual  importancia  en  el  derecho 
procesal,  la  defensa  en  juicio,  que  declara  inviolable  el  ar- 
ticulo 48,  Constitución  nacional,  y  la  representación  de  las 
personas  qué  actúan  en  él  por  medio  de  procuradores,  y 
mal  puede  decirse  que  haya  sido  violado  dicho  artículo  por- 
que se  niega  á  éstos  el  derecho  de  hacer  aquella  defensa.  — 
T.  72,  p.  78. 

2.  —  El  artículo  18  de  la  Constitución  Nacional,  no  tiene  otro 
alcance  que  garantir  al  litigante  la  libertad  de  defenderse 
por  sí.  Cuando  trata  de  hacerlo  por  terceros,  las  leyes  pueden 
determinar  las  condiciones  que  éstos  deben  reunir  para  des- 
empeñar las  funciones  de  defensor.  (Febrero  24  de  4900, 
Recurso  de  Hernández.) 

LIBROS. 
No  es  arreglada  á  derecho  la  orden  para  la  traslación  al  juzga- 
do, de  los  libros  de  una  municipalidad;  y  el  artículo  46  de 
la  Ley  de  Procedimientos,  no  se  reíiereá  dichos  libros.  (Junio 
30  de  4900;  Logiudice  v.  Municipalidad  de  Tres  Arroyos.) 

(o)  Véase :  pág.  170. 


/ 
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LIBROS  DE  COMERCIO. 
4v  —  Contra  la  voluntad  de  los  comerciantesque  no  son  pariesen 
el  juicio,  no  procede  la  compulsa  de  sus  libros. — T.  64,  p.  40. 

2.  —  No  procede  la  exhibición  genera)  de  libros,  cuando  el 
demandado  desconoce  haber  sido  apoderado,  agente  ó  factor 
del  demandante  y  haber  tenido  negocios  personales  con  él, 
aunque  éste  pretenda  pertenecerle  exclusivamente  la  empre- 
sa de  la  que  aquél  sostiene  haber  sido  agente  (art.  58,  Cód. 
Com.).  — T.  68,  p.  414. 

3.  —  El  asiento  aislado  de  los  libros  de  comercio  de  los  deman- 
dados, sin  prueba  supletoria  que  lo  corrobore,  es  insuficien- 
te para  justificar  un  depósito  á  la  orden  del  actor,  que  no  es 
comerciante  (art.  63,  Cód.  Com.).  —  T.  74,  p.  448. 

4.  —  La  compulsa  de  libros  pedida  con  el  objeto  de  obtener 
datos  relativos  al  giro  comercial  de  la  casa  del  adversario, 
implica  la  exhibición  general  de  libros,  y  no  siendo  el  caso 
del  artículo  58  del  código  de  comercio,  no  puede  decretarse 

—  T.  77,  p.  413. 

^.  —  La  compulsa  de  libros^  como  medio  de  prueba,  no  proce- 
de en  hechos  que  no  sean  del  comercio  de  las  partes,  y  en 
los  cuales  éstas  hayan  intervenido  (art.  59  y  63,  Cód.  Com.). 

—  T.  77,  p.  413. 

TitMTTES. 
La  posesión  mantenida  durante  largos  años,  hasta  el  punto  que 
se  declara  ser  el  límite  cuestionado,  es  elemento  legítimo 
.  para  justificar  esa  declaratoria  (art.  2755,  Cód.  Civ.;  diciem- 
bre 2  de  1899,  Leacb  Hermanos  v.  Quintana). 

TifMTTES  INTERPROVINCIAIiES. 
No  estando  fijado  el  límite  separativo  del  territorio  de  dos  pro- 
vincias, que  respectivamente  se  atribuyen  la  propiedad  de 
unas  tierras,  no  puede  declararse  á  cuál  de  ellas  pertenece 
(art.  67,  inc.  11**,  Const.  Nac;  octubre  17  de  1900,  Bunge  y 
otros  V.  Provincia  de  Santiago). 

UQUIDACIÓN. 

Véase:  Aduana;  Apelación;  Intereses ;  Juicio  ejecutivo 


^  ^i 
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Debe  aprobarse  la  liquidación  de  la  multa  por  infracción  á  la 
ley  de  sellos,  practicada  de  conformidad  á  ésta  y  á  las  sen- 
tencias ejecutoriadas  que  la  imponen.  (Agosto  3  de  4904^ 
causa  V.  Nocetti.) 

UnS  PENDENCIA. 
4.  —  No  procede  la  excepción  de  litis  pendencia  fundada  en  una 
demanda  que  no  ha  sido  contestada,  y  que  ha  sido  dirigida 
contra  quien  no  tenia  la  representación  de  los  interesados. 
—  T.  64^  p.  196. 
^.  —  No  existiendo  juicio  pendiente  sobre  el  punto  que  es  ma- 
teria de  la  demanda,  debe  rechazarse  la  excepción  de  litis 
pendencia.  —  T.  72,  p.  429. 

3.  — Intentada  la  acción  criminal,  mientras  ésta  se  halle  pen- 
diente ó  no  se  produzca  el  caso  de  alguna  de  las  excepcio- 
nes previstas  en  el  artículo  4404,  Código  Civil,  no  puede 
intentarse  la  acción  civil  por  reparación  de  daños  y  perjui- 
cios. —  T.  74,  p.  242. 

4.  —  £1  juicio  de  deslinde  promovido  ante  la  justicia  ordinaria, 
sin  haberse  radicado  un  juicio  contradictorio,  no  constituye 
litis  pendencia  respecto  del  juicio  petitorio  deducido  ante  la 
justicia  nacional.  (Mayo  34  de  4900,  Gil   v.  Ledesma.) 

5.  —  Si  en  el  juicio  seguido  ante  los  tribunales  ordinarios  se 
ha  consentido  la  sentencia  que  declaró  la  incompetencia  de 
ellos  y  fué  apelada  sólo  en  cuanto  á  la  condenación  en  cos- 
tas, no  puede  alegarse  litis  pendencia.  (Noviembre  4  3  de  4  900 , 
Ortiz  Basualdo  v.  Gianone.) 

6.  — No  puede  existir  litis  pendencia,  no  habiendo  demanda 
deducida  en  forma.  (Junio  4<>  de  4904,  Wegner  v.  «La  Buena 
Esperanza»). 

7.  —  Es  improcedente  la  excepción  de  litis  pendencia,  si  el 
juicio  en  que  se  funda  sólo  se  halla  ante  otro  tribunal  pen- 
diente de  la  articulación  sobre  costas  de  la  excepción  de 
incompetencia^  que  opuso  eL  demandado  y  admitió  el  actor. 
(Diciembre  24  de  4904,  Medici  v,  Silvestri.) 
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LOCACIÓN. 

Véase  :  C<ympetencia ;  Interdicto;  Juicio  ejecutivo 

Tercería  de  dominio 


Bienes  provinciales,  17. 

Cesión,  6. 

Daños  y  perjuicios,  1  á  5. 

I>efectos,  9. 

Entrega,  11. 

Medianería,  14. 

Modificaciones,  3. 


Sumario  : 

Multas,  15  y  16. 
Precio,  12  y  13. 
Presunción,  4  y  9. 
Prueba,  9. 
Rescisión,  9  y  10. 
Sublocación,  6,  7  y  8. 
Término,  4  y  9. 

1.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  fun- 
dada en  la  falta  de  acequia  en  la  finca  arrendada,  que  del 
mismo  contrato  de  arriendo  resulta  haber  existido  y  se  ha 
probado  haber  dado  agua  para  el  riego.  —  T.  65,  p.  43. 

3.  —  Si  el  locatario  continúa  en  el  goce  de  la  cosa  locada,  des- 
pués de  vencido  el  término  del  contrato,  sus  deberes  se 
reglan  por  la^disposición  del  articulo  4622,  Código  Civil.  — 
T.  70,  p.  30. 

3.  —  El  locador  no  puede  hacer  cargo  á  los  locatarios  por  las 
innovaciones  hechas  en  la  casa  locada,  durante  un  contrato 
de  locación  anterior,  que  ha  manifestado  no  haber  hecho 
con  ellos  sino  con  otra  persona.  —  T.  71,  p.  160. 

4.  —  La  presunción  legal  respecto  del  estado  de  la  cosa  lo- 
cada^ de  la  cual  no  se  haya  hecho  la  descripción,  es  que  sea 
bueno  (art.  1616,  Cód.  Civ.).  —  T.  71,  p.  160. 

5.  —  £1  locatario  es  responsable  por  los  daños  causados  á  la 
casa,  sea  por  acción  directa,  sea  por  no  haber  adoptado  me- 
didas razonables  para  su  conservación.  —  T.  71,  p.  160. 

6.  —  Cuando  el  propietario  ha  mantenido  sus  relaciones  con 
el  inquilino,  sin  reconocer  la  cesión  que  haya  hecho  de  la 
locación,  el  desalojo  ordenado  en  juicio  contra  éste,  afecta  á 
los  cesionarios  (art.  814  y  1599,  Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  370. 

7.  —  Aún  existiendo  en  el  contrato,  la  prohibición  de  subarren- 
dar, el  hecho  de  violarse  por  el  locatario  esa  prohibición  no 
tiene  por  consecuencia  dejar,  ipso  jure,  sin  efecto  el  sub- 
arriendo (art.  1602,  Cód.  Civ.).  — T.  74,  p.  214. 
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8.  —  No  probándose  qae  el  sübiocatario  tenga  pendientes  obli- 
gaciones para  con  el  locatario  originario,  emergentes  del 
contrato  de  sublocación^  el  locador  no  puede  pretender  de- 
rechos sobre  los  bienes  del  primero  (art.  4593  y  1604 ,  Cód. 
Civ.).  —  T.  74,  p.  244. 

9.  —  Habiéndose  hecho  constar  por  el  contrato  de  locación 
y  presumiendo  la  ley  que  la  casa  alquilada  se  halla  en  buen 
estado,  la  prueba  de  que  se  llovía  no  importa  la  del  defecto 
que  autoriza  la  rescisión  del  contrato  ó  la  diminución  de 
alquileres,  si  resulta  que  el  inquilino  ha  continuado  en  la 
ocupación  de  la  casa  (art.  1204,  4548,  4525  y  4646,  Cód- 
Civ.).  —  T.  75,  p.  400. 

40.  —  El  locatario  no  puede  dar  por  terminado  por  su  propia 
voluntad,  el  contrato  de  locación,  antes  del  plazo  estable- 
cido, y  debe  abonar  los  alquileres  convenidos  hasta  el  ven- 
cimiento de  él  (art.  1497  y  4200,  Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  400. 

44.  —  No  procede  la  condenación  del  inquilino  á  la  entrega 
de  la  casa,  si  resulta  que  después  del  vencimiento  del  con- 
trato ha  cesado  en  su  tenencia  y  el  locador  ha  dispuesto  de 
su  uso.  —  T.  75,  p.  400. 

12.  —  Acreditado  el  contrato  de  locación  y  el  precio  de  ella, 
corresponde  mandar  pagar  lo  que  adeuda  el  locatario  por 
precio  de  ella.  (Noviembre  30  de  4899,  Ballestero  v.  Val- 
decantos). 

43. — líustiñcado  que  el  demandado  era  locatario  de  la  casa 
de  propiedad  del  demandante  y  acreditada  la  deuda  por  al- 
quileres, corresponde  mandar  pagar  ésta  (art.  4556,  Cód. 
Civ. ;  octubre  6  de  4900,  Pacini  v.  Nebel). 

44.  —  El  locatario  de  un  campo,  obligado  á  cercarlo  por.  sus 
cuatro  costados,  quedando  el  alambrado  á  beneficio  del  pro- 
pietario, debe  abonar  al  locador  lo  necesario  para  adquirir 
la  medianería  del  alambrado  construido  en  la  línea  separa- 
tiva, por  los  vecinos  del  campo  (art.  2742  y  2744,  Cód.  Civ.), 
sin  que  pueda  excusarlo  de  ese  deber  la  circunstancia  de 
haber  alambrado  en  los  otros  costados  y  de  poder,  en  conse- 
cuencia, el  propietario  hacerse  pagar  medianería  por  ellos . 
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Si  el  locador  hubiere  ya  adquirido  la  citada  medianería,  el 
locatario  está  obligado  á  pagarle  el  importe  del  desembolso 
con  sus  intereses  desde  la  fecha  de  éste.  (Octubre  3  de  4901, 
Campos  V.  García.) 

45.  —  El  hecho  de  haber  el  locador  recibido  sin  observación  el 
pago  de  los  arrendamientos,  no  extingue  la  obligación  del 
locatario  por  las  multas  estipuladas  en  el  contrato,  si  aquél, 
al  demandar  ejecutivamente  el  pago  del  capital  adeudado  por 
los  arrendamientos  y  se  reservó  pedir  el  cumplimiento  de  la 
cláusula  penal.  (Diciembre  30  de  4904,  Fernández  v.  Socas.) 

46.  — Estipulado  en  el  contrato  que  si  el  locatario  no  abo- 
nase alguna  vez  el  pago  de  los  arrendamientos  en  el  día  con- 
venido, pagará  además  la  multa  que  se  expresa  por  cada 
día  que  transcurra  sin  efectuar  dicho  pago,  y  resultando 
que  el  locador  interpeló  para  el  pago  de  los  arrendamien- 
tos y  multas,  al  locatario,  debe  éste  ser  condenado  á  pagar 
la  multa  convenida  á  razón  de  la  cantidad  fijada  por  cada 
día  de  la  mora,  por  una  sola  vez  y  no  sumando  dicha  can- 
tidad, desde  el  día  en  que  tuvo  lugar  la  interpelación  hasta 
el  de  la  entrega  del  campo  arrendado.  (Diciembre  30  de  4904, 
Fernández  v.  Socas.) 

47.  —  Los  arrendamientos  de  bienes  provinciales  deben  ser  juz- 
gados por  las  disposiciones  del  derecho  administrativo,  ó 
por  las  que  le  sean  peculiares,  valiéndolas  del  Cód.  Civ.  sólo 
con  fuerza  subsidiaria ;  y  no  puede  invocarse  como  contrato,  el 
que  se  ha  celebrado  sin  los  requisitos  de  la  ley  provincial 
respectiva,  aunque  fuera  verdad  que  el  empleado  que  lo  hizo 
tuvo  encargo  de  convenir  el  arrendamiento  de  la  tierra,  pues 
tal  convenio  no  obliga  á  la  provincia^  por  haber  procedido 
con  manifiesto  exceso  de  sus  facultades  (art.  36,  1502, 4870  y 
4931,  Cód.  Civ.;  art.  54  y  84,  Ley  de  contabilidad  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires;  causa  de  estacón  Villegas,  mayo  22 
de  4  902.) 

LOCACIÓN  DE  OBRAS. 

Véase :  Embargo  preventivo 
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1.  —  La  rescisión  de  un  contrato  de  obras,  que  han  sido  ejecuta- 
das en  su  mayor  parte,  no  puede  pedirse,  si  fuese  procedente, 
sino  en  la  parte  no  ejecutada.  Esa  rescisión  no  procede,  si 
habiéndose  estipulado  para  el  caso  de  demorarse  más  de 
seis  meses  la  entrega  de  los  terrenos  en  que  se  debía  ejecu- 
tar las  obras^  el  empresario,  después  dfi  pasado  ese  tiempo, 
prosiguió  en  su  ejecución,  sin  hacer  uso  del  pacto  (art.  4803, 
Cód.  Civ.).  —  T.63,  p.  333, 

2.  —  El  exceso  en  el  recorrido  para  el  transporte  de  la  tierra 
excavada,  que  no  resulta  probado,  y  que  además  no  se  tuvo 
en  cuenta  en  las  modificaciones  del  contrato,  hechas  duran- 
te la  ejecución  de  la  obra,  en  las  cuales  se  fijó  un  precio 
mayor  por  cada  metro  cúbico  de  dicha  tierra,  sin  mencionar 
el  recorrido,  no  puede  dar  lugar  á  indemnizaciones.  —  T. 
63,  p.  333. 

3.  —  Tampoco  puede  dar  lugar  á  indemnizaciones,  la  demora 
en  la  ejecución  de  las  obras,  que  ni  ha  sido  probada,  ni 
sería  imputable  á  la  otra  parte  contratante.  —  T.  63,  p.  333. 

4.  —  Los  perjuicios  que  se  deberían  en  el  caso  de  rescindirse 
el  contrato,  no  pueden  tomarse  en  cuenta,  una  vez  que  se 
declara  improcedente  la  rescisión.  —  T.  63,  p.  333. 

5.  —  Cuando  por  razón  de  enfermedad  del  empresario  y  á  so- 
licitud de  éste,  el  propietario  se  hace  cargo  de  la  obra  en 
nombre  y  por  cuenta  del  mismo,  y  luego  la  sigue  hasta  su 
conclusión,  no  obstante  el  pedido  del  empresario  de  reasumir 
la  construcción  directamente  después  de  restablecido  déla 
enfermedad,  hay  razón  para  dar  por  resuelto  el  contrato  de 
locación  de  obras  en  la  fecha  de  este  último  pedido  (art.1638, 
4642  y  1946,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  464. 

6.  —  En  el  caso  del  fallo  anterior,  habiendo  sido  tratada  la 
obra  por  un  precio  único,  el  empresario  tiene  derecho  á  que 
se  le  pague  en  relación  al  precio  total,  el  valor  de  lo  cons- 
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truido  por  él  asi  como  el  valor  de  los  materiales  existentes 
en  la  obra  cuando  el  propietario  se  hizo  cargo  de  ella,  y  no 
empleados  en  la  misma  durante  su  construcción  por  su  cuen- 
ta, y  el  de  los  útiles  y  andamios  de  su  propiedad  que  no  le 
hubiesen  sido  devueltos.  La  estimación  del  valor  de  lo  cons- 
truido, materiales  y  útiles  debe  hacerse  por  peritos  en  la  for- 
ma ordinaria,  porque  el  caso  no  está  comprendido  en  el  arl. 
4627,  Cód.  Civ.  — T.  78,  p.  464. 

7.  —  Ejecutada  y  entregada  la  obra,  es  deber  del  locatario  pa- 
gar los  saldos  d^l  precio  que  resulten  á  favor  del  locador, 
con  más  el  interés  legal  desde  la  presentación  de  sus  cuen- 
tas, debiendo  dichos  saldos  deducirse  de  los  antecedentes 
exhibidos  para  apreciarlos  (art.  505,  508,  509,  622,  623  y 
1497,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  105. 

8.  —  Cesado  por  acuerdo  de  partes,  el  contrato  celebrado  con 
el  arquitecto  sobre  dirección  de  una  obra  con  la  retribu- 
ción del  cinco  por  ciento  del  valor  de  ella,  sólo  se  debe  dicha 
retribución,  tanto  por  las  obras  presupuestadas,  como  por 
las  ordinarias,  sobre  el  valor  de  la  obra  ejecutada  en  ia  fecha 
de  la  cesación  del  contrato  (art.  1198,  Cód.  Civ.).  — T.  82, 
p.  327. 

9.  —  Producida  de  conformidad  de  partes  la  desvinculación 
de  las  obligaciones  creadas  por  el  contrato,  ninguna  de  ellas 
puede  exigir  de  la  otra  la  ejecución  de  las  mismas  (art.  1200, 
Cód..  Civ.).  —  T.  82,  p.  327. 

10.  —  La  falta  de  designación  de  término  del  contrato,  cuando 
según  el  empresario,  el  que  él  determina,  debia  considerarse 
como  aproximado  y  no  como  fijo,  no  le  autoriza  á  dejarlo  sin 
efecto,  y  sólo  da  lugar  á  la  situación  prevista  por  el  articulo 
1635,  Código  Civil,  la  que  requiere,  además,  la  decisión  ju- 
dicial correspondiente.  Aun  en  el  supuesto  contrarío,  el  em- 
presario debe  llenar  las  formalidades  prescriptas  por  el  artí- 
culo 509  del  Código  citado.  —  T.  82,  p.  327. 

11.  —  El  contrato  para  la  edificación  de  una  casa,  por  cantidad 
mayor  de  200  pesos,  que  no  se  ha  hecho  constar  por  escrito, 
no  admite  la  prueba  de  testigos  en  la  discusión  judicial  á  que 
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dieren  lugar  las  convenciones  ó  cláusulas  que  fueran  esen- 
ciales en  dicho  contrato.  —  T.  82^  p.  327. 

12.  —  La  rescisión  del  contrato  de  obras  por  mutuo  consenti- 
miento de  las  partes,  produce  el  mí^mo  efecto  que  su  termi- 
nación en  cuanto  á  las  obras  realizadas.  El  locador  tiene 
derecho  para  percibir  el  precio  de  las  que  no  han  sido  liqui- 
dadas, y  reintegrarse  de  las  sumas  retenidas  sobre  las  liqui- 
dadas y  pagadas  anteriormente.  No  lo  tiene  para  pedir 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  é  intereses.  (Art.  520  y 
1200.  Cód.  Civ.;  mayo  8  de  1900,  Miazzi  v.  Gran  Politeam^ 
del  Rosario.) 

13.  —  Justificado  el  contrato  de  obras,  y  no  probada  la  excep- 
ción opuesta  en  la  contestación,  debe  prosperar  la  acción 
fundada  en  dicho  contrato  (art.  505  y  1497,  Cód.  Civ.;  agos- 
to 18  de  1900,  Montilla  v.  Hileret). 

14.  —  Reconocida  la  ejecución  de  las  obras,  debe  mandarse^ 
pagar  el  precio  estipulado  de  acuerdo  con   el  contrato   y 
con  las  obras  hechas.  (Septiembre  11  de  1900,  Horet  v.  Pro- 
vincia de  Santa  Fe.) 

15.  —  No  procede  la  rescisión  del  contrato  de  locación  de 
obras,  sino  se  justifica  por  el  que  la  pide  que,  al  hacer  la 
requisición  para  la  ejecución  de  las  obras,  hut^íere  cumplido 
con  sus  obligaciones  ó  que  estaba  dispuesto  á  cumplirlas 
(art.  626,  629  y  1201,  Cód.  Civ.;  noviembre  20  de  1900,  Fe- 
rrocarril Central  Argentino  v.  Grande). 

16.  —  Siendo  la  intención  de  las  partes  que  las  instalaciones 
necesarias  para  la  conducción  de  ganado,  en  un  buque,  se 
hagan  en  las  condiciones  adecuadas  para  su  destino  y  con 
sujeción  á  los  usos  y  prácticas  establecidos,  el  constructor 
que  no  los  ha  verificado  en  esas  condiciones,  no  puede  pedir 
el  cumplimiento  del  contrato  (art.  207  y  218,  inc.  6o,  Cód. 
Com.;  art.  62o,  1201  y  1632,  Cód.  Civ.;  diciembre  6  de  1900, 
Alberti  v.  Samson  y  Compañía).  * 

17.  — No  justificándose  por  el  actor  los  servicios  cuyo  pago 
reclama,  sólo  deben  mandarse  abonar  los  reconocidos  por  el 
demandado,  sin  acordársele  una  remuneración  especial  por 
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el  trabajo  realizado  durante  el  tiempo  de  servicio  que  se  le 
reconoce,  y  que  debe  reputarse  comprendido  en  las  obliga- 
ciones del  empleado.  (Abril  20  de  4904,  De  Vita  v.  Figueroa.) 

LUGAR  DEL  DELITO. 

Véase:  Competencia 


M 


MALVERSACIÓN. 

Véase :  Excarcelación 

1.  —  La  malversación  y  apropiación  de  caudales  públicos  con- 
fiados al  procesado,  es  delito  del  fuero  nacional  y  tiene  que 
ser  castigado  con  arreglo  á  la  ley  nacional  penal  de  septiem- 
bre 44  de  4863  (art.  80  y  83,  Ley  Penal.  Se  trataba  defondos 
de  una  oficina  de  correos  y  telégrafos).  —  T.  65,  p.  264 . 

2.  — La  aplicación  á  usos  propios  y  ajenos,  de  caudales  pú- 
blicos puestos  á  cargo  de  un  empleado  de  la  nación,  que  han 
sido  reintegrados,  cae  bajo  la  disposición  del  artículo  83, 
Ley  Penal.  —  T.  69,  p.  233. 

3.  —  No  puede  absolverse  al  acusado  por  malversación  de  cau- 
dales públicos,  si  el  mal  estado  de  salud  en  que  se  encuentra 
no  prueba  su  incapacidad  absoluta,  ni  que,  cuando  cometió  el 
hecho  tuviera  perturbadas  sus  facultades  mentales.  La  do- 
lencia que  según  los  médicos^  hace  su  discernimiento  muy 
incompleto,  debe  considerarse  como  circunstancia  atenuan- 
te para  la  graduación  de  pena  señalada  en  el  articulo  80  de 
la  ley  penal  (arl.  83,  Cód.  Pen.).  —  T.  77,  p.  242. 

4.  —  Probado  el  delito  de  malversación  de  caudales  públicos, 
corresponde  imponer  [á  su  autor  la  pena  establecida  por  el 
art.  80,  Ley  de  crímenes  contra  la  nación  ;  y  no  puede  agra- 
varse la  impuesta  en  primera  instancia,  si  la  sentencia  no  ha 
sido  recurrida  por  el  ministerio  fiscal  (art.  693,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  79,  p.  309. 

5.  _  Probado  el  delito  de  malversación  de  caudales  públicos 
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cometido  por  el  empleado  á  cuya  custodia  estaban  confia- 
dos, la  pena  impuesta  de  cinco  años  de  trabajos  forzados  no 
causa  agravio  al  reo  (art.  80,  Ley  Pen,).  —  T.  82,  p#  428. 

6.  —  El  delito  de  malversación  de  caudales  públicos  cometido 
por  el  empleado  nacional  encargado  de  su  recaudación,  hace 
pasible  á  éste  de  la  pena  de  cinco  á  diez  años  de  trabajos 
forzados,  de  conformidad  al  art.  80,  Ley  Pen.,  que  es  la 
aplicable  y  no  el  Código  común.  (Hayo  22  de  4900,  causa  v. 
Balcarce.) 

7.  —  N^o  existiendo  prueba  directa,  ni  de  presunciones,  sobre 
la  comisión  del  delito,  debe  absolverse  al  procesado.  (Julio  3 
de  4900,  causa  v.  Trápaga.) 

8.  —  No  es  permitido  modificar  en  sentido  desfavorable  al  pro- 
cesado por  malversación  de  caudales  públicos,  la  sentencia 
que  no  ha  sido  apelada  por  el  ministerio  público.  (Agosto  44 
de  4900,  causa  v.  González.) 

9. — Aunque  de  la  liquidación  de  cuentas  resulte  un  saldo  á 
cargo  del  empleado  de  correos,  no  puede  imputársele  el  de- 
lito del  art.  80,  Ley  Penal,  si  no  hay  prueba  de  que  ese  saldo 
provenga  de  haber  aplicado  á  usos  propios  ó  ajenos  los  cau- 
dales de  que  estaba  encargado.  (Noviembre  45  de  1900,  causa 
V.  French.) 

40.  —  La  participación  sin  la  cual  el  delito  de  malversación 
de  caudales  públicos  no  se  hubiera  cometido,  constituye  al 
que  la  ha  dado  en  coautor  y  debe  ser  castigado  con  la  pena 
señalada  en  el  art.  80,  Ley  Pen.,  si  no  fuere  empleado  nacio- 
nal^ teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  atenuantes.  (Abril 
23  de  4  904 ,  causa  v.  Secchi  y  otro.) 

44.  —  El  empleado  de  correos  que  aplique^á  usos  propios  los 
dineros  puestos  á  su  cargo,  sin  haberlos  reintegrado,  es 
pasible  de  la  pena  señalada  por  el  art.  80  de  la  Ley  Pen. 
(Junio  48  de  4904,  causa  contra  Juan  Chavarría.) 

MANDATO. 

Véase  :  Competencia  ;  Contrato ;  Costas 
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1.  —  La  obligación  de  pagar  al  encargado  de  vender  algunas 
propiedades,  el  excedente  de  la  base  fijada  para  la  venta, 
cuando  ésta  se  escriture  y  se  pague  el  precio,  no  es  exigible 
sino  después  que  se  haya  hecho  dicha  escrituración  y  pago, 
á  menos  que  conste  que  la  falta  de  cumplimiento  de  estas 
dos  condiciones  sea  debido  á  culpa  ó  dolo  del   obligado. 

—  T.  63,  p.  90. 

2.  —  El  que  ha  recibido  documentos  de  crédito  para  cobrarlos 
en  calidad  de  mandatario,  con  indicación  de  dar  cierta  in- 
versión á  las  cantidades  cobradas,  puede  en  la  rendición  de 
cuentas,  comprender  no  sólo  los  valores  recibidos  sino  la 
inversión  dada  á  estos  con  arreglo  al  mandato  (art.  1909  y 
1956.  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  139. 

3.  —  Comprobado  el  carácter  de  mandatario,  en  cuya  calidad 
el  actor  ha  obrado  en  un  negocio,  corresponde  que  el  de- 
mandado le  abone  lo  que  aquel  resulte  haber  desembolsado 
con  relación  á  dicho  negocio  (art.  1949  y  1950,  Cód.  Civ.). 

—  T.  64,  p.  257. 

4.  —  £1  nombramiento  de  gerente  es  documento  habilitante 
del  poder  que  éste  confiera,  y  debe  ser  transcripto  en  la  es- 
critura que  lo  otorgue  (art.  1003  y  1004,  Cód.  Civ.).  —  T. 
68,  p.  42. 

5.  —  La  ratificación  por  el  interesado,  de  un  acto  ejecutado 
en  su  nombre  y  representación,  equivale  á  la  autorización 
previa,  y  cubre  la  falta  ó  insuficiencia  del  mandato  (art.  1161, 
1162  y  1936,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  349. 

€.  —  La  ratificación  puede  ser  tácita,  y  se  verifica  cuando  re- 
sulta de  hechos  que  demuestran  la  intención  de  la  parte, 
conforme   con  el  acto  ejecutado  en  su  nombre  (art.  918, 

T.  III  SO 
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4U5,  H6I,  4900,  Cód.  Civ.).  La  ratificación  tácita  no  está 
limitada  por  la  ley  á  actos  de  una  naturaleza  determinada  : 
comprende  toda  clase  de  actos.  No  está  tampoco  sujeta  á 
formas^  y  no  debe  confundirse  con  la  confirmación  de  los 
actos  nulos  ó  anulables.  —  T.  68,  p.  349. 

7.  —  El  mandatario  que  tiene  poder  para  contraer  deudas,  na 
obliga  al  mandante  por  la  deuda  que  contraiga  en  su  propia 
nombre,  ni  puede,  sin  poder  especial  al  efecto,  hipotecarlos 
bienes  de  éste  en  garantía  de  la  misma  (art.  1881,  ínc.  45,  y 
1929,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  128. 

8.  —  El  mandato  conferido  para  vender  una  cantidad  dada  de  I 
terrenos,  aún  conferido  con  la  calidad  de  irrevocable,  na 
exime  al  mandatario  de  la  obligación  de  rendir  cuentas 
cuando  el  mandatario  lo  pida,  y  no  lo  autoriza  á  hacerlo  so- 
lamente después  de  finalizado  su  cometido  (art.  4909,  Cód.  | 
Civ.)  —  T.  70,  p.  227.  \ 

9.  —  No  es  equivalente  al  poder  en  escritura  pública  que  re- 
quiere el  artículo  4184,  Cód.  Civ.,  para  los  actos  expresados  • 
en  los  incisos  primero  y  séptimo,  el  otorgado  bajo  interro-                   [ 
gatorio  en  una  diligencia  de  notificación  practicada  por  es- 
cribano de  registro,  sin  cumplir  los  requisitos  exigidos  por 

la  ley  para  las  escrituras  que  deben  registrarse  en  su  proto- 
colo. —  T.  72,  p.  293. 

10.  —  El  poder  conferido  con  la  facultad  de  hacer  igualas,  ya 
ofreciendo  parte  de  la  tierra  misma  que  debía  gestionarse, 
ó  ya  prometiendo  sumas  de  dinero  y  pudiendo  afectar  para*su 
pago  dicha  tierra,  demuestra  que  el  apoderado  no  tenía  facul- 
tad para  vender,  verificado  ya  el  reconocimiento  del  dere- 
cho gestionado  (art.  1880  y  1883,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p. 

293. 

11.  —  El  poder  para  reivindicar  y  cobrar  alquileres,  no  auto- 
riza á  demandar  por  rendición  de  cuentas  (art.  1884,  Cód. 
Civ.).  —  T.  72,  p.  415. 

12.  —  La  intervención  directa  del  mandante^  con  posterioridad 
al  mandato  conferido,  para  tratar  y  arreglar  el  asunto  enco- 
mendado al  mandatario^  importa  la  revocación  del  mandato 
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si  el  mandante  no  ha  manifestado  intención  de  mantenerlo 
(art.  Í972,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p.  445. 
13. — Ya  sea  que  el  mandatario  haya  obrado  á  nombre  del 
mandante,  ó  ya  que  sólo  hubiese  mediado  la  ratificación  ul- 
terior de  sus  actos  por  éste,  las  relaciones  jurídicas  se  for- 
man entre  el  mandante  y  la  persona  con  quien  contrató  el 
mandatario  (art.  1161,  1162,  1930,  1936, 1946  y  2304,  Cód. 
Civ.).  —  T.  74,  p.  413. 

14.  —  Es  válido  y  no  requiere  la  transcripción  de  la  declara- 
toria de  herederos  como  documento  habilitante,  el  poder 
que  la  viuda  otorga  en  su  nombre  personal,  por  sí  y  en  ejer- 
cicio de  la  patria  potestad  de  sus  hijos  menores  (no  es  el  caso 
del  art*  1003,  Cód.  Civ. ;  septiembre  4  de  1900,  Wegner  v. 
Sociedad  «  La  Buena  Esperanza»). 

15.  —  El  poder  para  contraer  deudas  firmando  letras  y  dando 
cualquier  género  de  garantías,  comprende  el  de  contraer 
deudas  firmando  letras  y  dando  prendas  en  garantía,  y  el 
mandante  no  puede  dejar  sin  efecto  los  actos  realizados  me- 
diante esa  autorización.  —  T.  77,  p.  347. 

16.  — El  procurador  con  poder  general  para  todos  los  asuntos, 
tiene  personería  para  representar  á  su  poderdante  en  los 
asuntos  promovidos  por  éste  á  nombre  de  su  esposa.  —  T. 
77,  p.  406. 

17.  —  Él  mandatario  que  celebra  el  contrato  á  su  nombre  y  fir- 
ma también  á  su  nombre  los  documentos  respectivos,  queda 
directamente  obligado  á  favor  del  titular  de  éstos  (art.  1929 
y  1930,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  428. 

18.  ^El  poder  con  facultad  para  todo  lo  que  se  relaciona  con 
unos  terrenos  y  haya  de  actuarse  ante  los  tribunales,  com- 
prende la  de  demandar  judicialmente  el  valor  de  dichos 
terrenos.  —  T.  79,  p.  319. 

19.  —  No  habiendo  sido  gratuito  el  mandato,  ni  habiéndose 
convenido  que  la  retribución  de  los  servicios  dependiese  de 
la  conclusión  de  la  operaci<)n  encomendada,  el  mandatario 
tiene  derecho  tanto  al  reembolso  de  gastos,  como  á  la  retri- 
bución de  los  servicios  prestados  durante  el  mandato;  todo 
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lo  que' puede  el  tribunal  fijar  en  la  suma  que  repute  justa  y 
equitativa  (art.  í  949,  <  952  y  1 958,  Cód.  Civ.) .  —  T.  80,  p.  1 47. 

20.  —  El  mandante  debe  reembolsar  al  mandatario,  el  importe 
de  la  retribución  que  en  la  medida  de  lo  justo  haya  debido 
pagar  por  servicios  profesionales  prestados  por  un  tercero  en 
la  ejecución  del  mandato  (art.  1949, Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.346. 

21 .  —  La  sustitución  que  el  apoderado  general  hace  respecto 
de  asuntos  especiales,  no  entraña  la  cesasión  de  sus  poderes 
(art.  1925  y  1975,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.  426. 

22.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  que  fija  el  importe  de  la 
remuneración  debida  al  mandatario,  si  se  reputa  equitativa 
la  cantidad  fijada.  (Mayo  15  de  1900,  Castellanos  v.  Pizzorao, 
Canessa  y  compañía.) 

23.  —  El  poder  conferido  personalmente  por  un  socio  no  bas- 
ta para  representarla  sociedad.  (Junio  2  de  1900,  Isequilia 
y  Pérez  v.  Sepúlveda  y  compañía.) 

24.  —El  poder  para  intervenir  en  un  pleito,  comprende  la  fa- 
cultad de  intervenir  en  la  regulación  de  los  honorarios  que  ha 
devengado  el  abogado  en  dicho  pleito  (art.  1905,  Cód.  Civ.; 
junio  5 de  1900,  García  González  v.  sucesión  Pinero). 

25.  —  Confesado  por  el  mandante  la  existencia  del  mandato  au- 
torizando al  mandatario  para  concluir  un  contrato  con  las 
modificaciones  indicadas  por  él,  no  puede  negarse  á  cumplir 
el  contrato  dentro  de  los  límites  de  esas  modificaciones. 
(Junio  9  de  1 900,  Juárez  y  compañía  v.  Méndez) . 

26.. —  El  mandatario  que  obra  en  nombre  propio,  se  obliga 
para  con  los  terceros  con  quienes  contrata  (art.  1929,  Cód. 
Civ.;  julio 31  de  1900,  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

27.  —  Un  acto,  respecto  de  tercero,  se  juzga  ejecutado  en  los 
límites  del  mandato,  cuando  entra  en  los  térniinosde  la  pro- 
curación, aun  cuando  el  mandatario  hubiere  excedido  el 
límite  de  sus  poderes,  y  obliga  al  mandante,  máxime  si  los 
actos  posteriores  de  éste  con  motivo  de  la  rendición  de  cuen- 
tas, importan  una  ratificafiión  (art.  1934,  1935  y  1936^  Cód. 
Civ.;  julio  31  de  1900,  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

28.  —  El  mandatario  debe  rendir  cuentas  y  entregar  al  man- 
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dante  cuanto  haya  recibido  en  virtud  del  mandato  (art.  1909, 
Cód.  Civ.;  noviembre  10  de  1900^  Banco  Provincial  de  Santa 
Fe  V.  Galíndez). 

29.  —  El  mandatario  que  obra  á  nombre  del  mandante  y  den- 
tro de  los  limites  del  mandato,  no  contrae  obligaciones  con 
el  tercero  con  quien  contrató,  y  no  puede  exigírsele  el  cum- 
plimiento de  la  convención  (art.  1930,  1946  y  1947,  Cód.  Civ.; 
abril  13  de  1901,  Gaicano  v.  Roca). 

30.  —  Si  el  documento  habilitante  se  halla  transcripto  en  el 
registro  del  escribano,  y  éste  certifica  y  da  fe  de  ello,  men- 
cionando las  fojas  donde  se  encuentra,  el  poder  no  adolece 
de  defecto  por  la  falta  de  transcripción  de  aquel  ("art.  1003, 
Cód.  Civ.;  julio  20  de  1901,  Banco  Provincial  de  Córdoba  v. 
Rodríguez  del  Busto). 

31 .  —  El  mandatario  para  ser  reembolsado  de  las  cantidades 
que  hubiere  anticipado  para  la  ejecución  del  mandato,  debe 
acreditar  la  efectividad  del  gasto,  si  el  mandante  lo  exigiere 
fart.  1948  y  1949,  Cód.  Civ.;  septiembre  21  de  1901,  Castro 
V.  Wenk) . 

31.  —  El  poder  conferido  por  la  viuda  á  nombre  y  ejercicio  dw 
la  patria  potestad  que  tiene  sobre  sus  hijos  menores^  para 
continuar  el  pleito  promovido  por  su  marido,  es  válido  y 
bastante,  sin  que  sea  necesaria  la  previa  posesión  judicial  de 
la  herencia  para  continuar  ese  pleito  (art.  274,  305  y  3410, 
Cód.  Civ.;  octubre  17  de  1901,  Paulino  v.  Amato). 

33.  —  Tratándose  de  obras  urgentes  y  necesarias  y  que,  por  su 
naturaleza,  deben  entrar  en  la  clase  de  las  medidas  conser- 
vatorias, el  mandatario  está  autorizado  para  ejecutarlas  (art. 
1905,  Cód.  Civ.;  diciembre  24  de  1901,  Banco  Nacional  v. 
Moyano). 

MARCA  DE  FÁBRICA  (a). 

(a)  Téngase  presente  que  las  resoluciones  que  siguen,  han  sido  dictadas  con 
arreglo  á  la  ley  de  marcas  de  fábrica  de  1876,  que  ha  sido  sustituida  por  la  nú- 
ifiero  3978,  de  23  de  noviembre  de  1900,  que  contiene  diversas  disposiciones 
concordantes  con  la  anterior. 
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1 .  —  El  fabricante  de  pintaras  en  cuya  posesión  se  ha  en- 
contrado, sin  justificar  su  legitimidad,  una  cantidad  de  eti- 
quetas con  la  marca  que  distingue  las  pinturas  otro  fabri- 
cante, y  varios  tarros  de  pintura  llevando  esa  etiqueta,  debe 
ser  considerado  culpablede  falsificación  de  marca ;  máxime  si 
resulta  que  también  ha  expedido- pinturas  de  su  fabricación 
con  dichas  etiquetas  (art.  4  y  S8^  Ley  de  marcas).  —  T.  63, 
p.  32. 

2.  —  No  puede  serconsiderado  cómplice  defalsificación,elque 
declara  á  quien  ha  comprado  los  productos  falsificados,  y  de 
quien  no  se  prueba  que  los  haya  vendido  con  conocimiento 
de  ser  falsificados  (art.  31,  Ley  de  marcas).  —  T.  63,  p.  194 . 

3.  — Tratándose  de  un  específico,  no  es  prueba  de  conocimien- 
to de  la  falsificación,  el  hecho  de  ser  boticario  el  expendedor^ 
ni  el  precio  del  expendio,  que  se  dice  ser  bajo,  pues  la  bara- 
tura ha  podido  tener  por  causa  algún  otro  hecho  distinto  de 
la  falsedad  del  artículo.  —  T.  63,  p.  191. 

4.  —  En  los  juicios  criminales  por  falsificación  de  marca  de 
fábrica,  no  procede  la  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  jui- 
cio. —  T.  63,  p.210(á). 

5.  —  En  los  juicios  criminales  por  falsificación  de  marca  de 
fábrica,  es  procedente  el  embargo  de  los  objetos  que  han  ser- 
vido para  cometer  el  delito  que  se  acusa.  —  T.  63,  p.  210. 

6.  ^  En  las  causas  sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica,  no 

(a)  En  análogo  sentido,  se  ha  juzgado  en  el  t.  51,  p.   166;  t.  56,  p.  53,  y 
otros. 
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puede  procederse  sino  mediante  acusación  en  forma,  contra 
persona  determinada.  —  T.  64,  p.31  (a). 

7.  —  En  las  cuestiones  sobre  falsificación  de  marcas  de  fábri- 
ca no  procede  la  expedición  de  informes  previos ;  y  sin  de- 
manda contra  determinada  persona^  tampoco  procede  el 
mandamiento  de  embargo.  —  T.  64,  p.  414. 

8.  —  Cuando  el  acusado  por  falsificación  de  marca,  no  es  el 
mismo  falsificador  ó  autor  del  fraude,  el  hecho  de  tener  en 
venta  las  mercaderías  falsificadas,  no  le  hace  pasible  de  pena, 
sino  en  el  caso  de  haber  tenido  conocimiento  de  la  falsifica- 
ción ó  fraude  (art.  28,  inc.  3,  Ley  de  marcas).  —  T.  64, 
p.  373 . 

9.  >-  No  habiéndose  probado  que  el  acusado  haya  tenido  cono- 
cimiento de  la  falsificación  ó  fraude,  y  habiendo  además 
aquel  hecho  sido  manifestación  espontánea  de  la  persona  de 
quien  hubo  la  mercadería,  debe  absolvérsele  de  la  querella, 
con  declaración  de  que  las  marcas  de  las  mercaderías  embar- 
gadas sean  inutilizadas  (art.SS,  inc.  30^  y. 34, Ley  de  marcas). 
—  T.  64,  p.  373. 

40.  —  Es  bastante  para  acreditar  la  personería  del  acusador  por 
falsificación  de  marca  de  fábrica,  el  poder  que  le  autoriza  á 
comparecer  en  juicio  en  cualesquier  gestión  y  pleito  referen- 
te á  la  marca,  é  interponer  y  seguir  cualquiera  acción  sobre 
falsificación  de  marca.  —  T.  64,  p.  378. 

44.  —  El  acusado  en  cuyo  domicilio  se  encuentran  productos 
con  marca  falsificada  y  todos  los  elementos  de  la  falsifica- 
ción, sin  que  haya  opuesto  defensa  alguna,  incurre  en  la 
penalidad  que  impone  á  los  falsificadores  la  ley  de  marcas 
de  fábrica  y  de  comercio  (art.  4,  28  y  33).  —  T.  64,  p.  378. 

42.  —  No  procede  la  excepción  de  prescripción,  si  se  ha  inten- 
tado en  tiempo  la  acusación  por  falsificación  de  marca,  y  la 
causa  no  se  ha  paralizado  nunca  en  condiciones  de  hacer 
viable  dicha  excepción.  —  T.  64,  p.  378. 

43.  —  La  aplicación  á  sus  productos  de  una  marca  que  ha  sido 

<a)  Eü  análogo  sentido,  t.  32,  p.  162  y  167. 
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declarada  de  otro,  hace  incurrir  á  su  autor  en  la  penalidad 
que  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica  impone  á  sus  infracto- 
tores.  —  T.  66,  p.  418. 
44.  —  No  procede  embargo  preventivo  por  razón  de  falsificación 
de  marca  de  fábrica.  Para  obtener  el  embargo  de  las  mer- 
caderías falsificadas,  es  preciso  deducir  la  acción  penal 
que  autoriza  la  ley  de  la  materia.  —  T.  68,  p.  63. 

15.  —  El  demandado  en  cuyo  poder  se  encuentran  productos 
falsificados  con  marca  ajena  y  elementos  que  sirven  para  la 
falsificación,  incurre  en  el  delito  previsto  y  penadojpor  el  artí- 
culo ^8  de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica  y  comercio.  La  venta 
de  los  artículos  embargados  prevenida  por  el  artículo  32  de 
dicha  ley,  debe  verificarse  previa  inutilización  de  las  etique- 
ta falsificadas.  —T.  69,  p.  301. 

16.  —  La  excepción  de  prescripción  contra  la  acción  del  pro- 
pietario de  la  marca  no  puede  fundarse  sino  sobre  el  uso  de 
ésta  hecha  después  de  la  concesión  de  la  propiedad  (art.  24, 
Ley  de  marcas).  —  T.  73,  p.  81. 

47.  —  En  las  cuestiones  civiles  sobre  marca  de  fábrica^  no  pro- 
cede la  condenación  en  costas,  si  ha  habido  razón  probable 
por  parle  del  vencido.  —  T.  73,  p.  81 . 

18.  —  El  propietario  de  una  marca  registrada  puede  oponerse 
que  el  de  otra,  que  no  lo  está,  y  con  la  que  tiene  de  común 
su  designación  y  principal  rasgo  distintivo,  lause  durante  el 
término  de  su  registro  (art.  4,  Ley  de  marcas).  —  T.73,  p.81. 

19.  —  No  procede  la  instrucción  del  sumario  en  los  delitos  de 
falsificación  de  marca  de  fábrica,  acusados  ante  la  justicia 
federal,  con  arreglo  á  la  ley  especial  de  la  materia.  —  T.  73^ 
p.  236. 

20.  —  Las  letras  con  dibujo  especial,  pueden  constituir  una 
marca  de  fábrica  (art.  1°,  Ley  de  marcas  de  fábrica).  —  T. 
74,  p.  302. 

21.  —  No  pueden  constituir  marca  de  fábrica,  las  letras  de  las 
cuales  se  deje  al  arbitrio  del  interesado  la  forma  de  la  apli- 
cación, y  atributos  que  deben  acompañarla  (art.  1°,  Ley  de 
la  materia).  —  T.  74,  p.  302. 
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22.  —  La  concesión  de  una  marca  constituida  por  letras,  de 
las  cuales  se  deja  al  arbitrio  del  interesado  la  forma  de  su 
aplicación,  y  atributos  que  deben  acompañarla,  debe  decla- 
rarse nula ;  pero  si  en  el  uso  de  ella  el  concesionario  ha  em- 
pleado unü  forma  que  puede  producir  confusión  con  otra 
legalmente  concedida,  no  deben  imponerse  á  éste  las  penas 
establecidas  contra  los  falsificadores  de  marca  de  fábrica.  — 
T.74,  p.  302. 

23.  —  No  constituye  delito  el  expendio  de  cerveza  en  botellas 
con  el  nombre  de  otra  fábrica  grabado  en  el  vidrio,  si  la  pa- 
tente acordada  á  ésta  no  consiste  en  el  envase  grabado  sino 
en  una  marca  separada  de  la  botella,  y  el  fabricante  ha  hecho 
uso  de  las  botellas  con  cápsula  propia  y  cubriendo  el  nom- 
bre grabado  con  la  etiqueta  de  su  fábrica,  para  evitarla  con- 
fusión entre  los  productos.  Corresponde  sin  embargo,  que 
éste  antes  de  hacer  uso  de  las  botellas  ofrezca  á  la  fábrica 
cuyo  nombre  llevan,  el  canje  por  otras  lisas,  ó  la  venta  al  pre- 
cio que  las  reciba  de  su  clientela,  debiendo  siempre,  encaso 
de  rechazo,  cubrir  con  la  etiqueta  de  su  fábrica  el  grabado 
del  vidrio  {art.28,  inc. 2o,  Ley  demarcas).  —  T.  74,  p.  322. 

24.  —  En   las  causas  sobre  falsificación  de  marcas,  puede  pe- 
dirse como  prueba,  la  inspección  y  visita  domiciliaria  pre- 
vista por  el  art.   399,  Cód  Proc.   Crim.  (art.  468  y  469).  — 
T.   76,  p.  433. 

25.  —  El  poder  conferido  para  los  asuntos  que  tengan  rela- 
ción con  las  marcas  de  fábrica,  demandando  ó  defendiendo, 
es  suficiente  para  que  el  apoderado  conteste  la  demanda  por 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  un  juicio  seguido  por  él, 
sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica.  —  T.  80,  p.  401. 

26.  —  Siendo  en  la  marca  <  Compañía  general  de  fósforos  »,  el 
único  elemento  que  la  distingue  de  las  demás  compañías  que 
se  ocupen  de  la  fabricación  de  fósforos,  la  palabra  general, 
la  denominación  de  t  Compañía  oficial  de  fósforos  »  adopta- 
da por  otra  sociedad,  no  puede  producir  confusión  (art.  3, 
Ley  demarcas  de  1876).  —  T.  81,  p.  187. 

27.  —  En  el  juicio  sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica,  en 
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que  el  actor  atribuye  responsabilidades  á  una  de  las  partes 
que  intervienen  en  él,  no  puede  admitirse  que  ésta  sea  susti- 
.    tuida  por  el  que  se  dice  su  sucesor,  sin  consentimiento  del  ac- 
tor. —  T.  81,  p.  239. 

28.  ^  La  marca  de  comercio  concedida  para  distinguir  artícu- 
los navales,  no  comprende  el  cemento  portland,  porque  este 
es  designado  generalmente  en  el  uso  comercial  de  esta  plaza, 
como  artículo  de  corralón  ó  de  construcción  (art.  13,  inc.  2®,  I 
Ley  de  marcas  de  1876 ;  junio  21  de  1900,  Shaw  Hermanos  v.  j 
Enthoven). 

29.  —  Resultando  de  la  comparación  entre  las  marcas  del  de- 
mandante y  demandado,  diferencias  salientes  que  las  dis- 
tinguen y  no  hacea  posible  razonablemente  la  confusión, 
debe  rechazarse  la  acción  dedudida  sobre  nulidad  de  la  del 
segundo.  (Agosto  25  de  1900,  Macgregor,  Aitken  y  compañía 
V.  Wolfl). 

30.  —  £1  acusado  por  falsificación  de  marca,  que  acredita  ha- 
ber comprado  en  plaza  el  artículo  á  que  se  refiere  la  causa, 
dando  el  nombre  y  dirección  de  la  casa  vendedora^  sin  que 
se  justifique  que  ha  obrado  de  mala  fe  en  la  compra^  debe 
ser  absuelto  de  la  acusación  (art.  31,  Ley  de  marcas  de  1876  ; 
noviembre  29  de  1900,  Vállete  v.  Villalba). 

31.  —  El  demandante  que,  con  arreglo  al  art.  64,  ley  de  mar- 
cas de  fábrica,  comercio  y  agricultura,  quiere  impedir  al  de- 
mandado que  continúe  la  explotación  y  pide,  además,  el 
embargo  de  los  objetos,  efecto  de  ella,  debe  dar,  sí  le  fuera 
solicitada,  caución  conveniente,  la  que  puede  consistir  en 
fianza,  prenda  ó  hipoteca.  A  ese  efecto  no  basta  que  el  actor 
ofrezca  su  propia  garantía  (art.  1986  y  2000,  Cód.  Civ. ;  mayo 
4  de  1901,  (lassels  v.  Repetto  y  compañía). 

32.  —  La  introducción  de  mercaderías  extranjeras  con  marca 
autorizada  en  el  país  de  origen  de  aquellas,  pero  igual  á 
otra  registrada  en  la  república,  no  constituye  delito  de  falsi- 
ficación, si  las  mercaderías-  no  han  sido  circuladas  por 
haber  quedado  depositadas  en  la  aduana,  y  el  importador, 
una  vez  denegado  el  registro  de  dicha  marca,  las  ha  ena- 
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jenado  después  de  ÍDutílizar  ésta  cambiándola  con  otra. 
Tampoco  incurre  en  la  responsabilidad  dejos  que  venden, 
ó  se  prestan  á  vender  ó  á  circular  artículos  con  -marcas  fal- 
sificadas ó  fraudulentamente  aplicada.  (Julio  27  de  1901, 
Enthoven  v.  Villeta.  Igual  al  t.  52,  p.  91). 

33.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  de  daños  y  perjuicios  fun- 
dada en  la  imitación  de  una  marca  de  fábrica,  cuando  ésta 
en  su  conjunto  no  puede  confundirse  con  la  del  demandado. 
(Agosto  13  de  1901 ,  Hall  y  compañía  v.  Amutio). 

34.  —  El  acusado  por  imitación  de  marca  debe  ser  absueltode 
la  querella,  si  el  querellante  no  acredita  ser  propietario  de 
la  marca  que  dice  imitada.  (Agosto  29  de  1901,  Mackill  v. 
Mac  Dougall ;  Mackill  v.  Ramsay,  Bellamy  y  compañía). 

35.  —  Las  palabras  polvo  de  tahtuo  no  pueden  considerarse 
como  marca  de  fábrica  ó  de  comercio,  porque  ellas  sirven 
para  indicar  por  designaciones  propias  y  usuales,  la  natura- 
leza de  los  productos  ó  la  clase  á  que  pertenecen  aquéllos, 
(art.  3,  inc.  5®,  Ley  de  marcas ;  agosto  29  de  1901,  Mackill 
v.  Mac  Dougall;  Mackill  v.  Ramsay,  Bellamy  y  Compañía). 

MATRIMONIO, 
El  matrimonio  por   sí  mismo,  no  es  una  causa  de  adquisi- 
ción ó  pérdida  de  la  ciudadanía.  (Junio  12  de  1902,  Pnemá- 
ticos  V.  Broqua.) 

MEDIANERÍA. 
Acreditado  que  el  demandado  ha  hecho  servir  para  el  edificio 
de  que  es  propietario,  la  pareddivisoria  construida  á  expen- 
sas del  actor,  es  indudable  el  derecho  de  éste  para  deman- 
dar el  reembolso  de  la  mitad  del  valor  de  la  pared  y  del  te- 
rreno que  ocupa  (art.  2728,  Cód.  Civ. ;  octubre  20  de  1900, 
Club  Social  V.  Recolón). 

MEJORAS. 

Véase  :  Evicción 
MENORES. 

Véase  :  Causas  comerciales :  Ministerio  de  menores ;  Prescripción 

1.  —  La  protección  á  los  incapaces,  según  el  derecho  vigente, 
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tiende  sólo  á  suprimir  los  impedimentos  de  la  incapacidad 
dándoles  la  representación  legal ;  pero  sin  concederles  el 
beneficio  de  restitución,  ni  ningún  otro  beneficio  ó  privi- 
legio (art.  58,  Cód.  Cív.).  —  T.  54,  p.  H7 ;  t.  78,  p.  407. 

2.  —  El  menor  enganchado  sin  autorización  de  sus  padres» 
tiene  que  ser  puesto  en  libertad,  sin  perjuicio  de  las  accio- 
nes á  que  pueda  dar  lugar  el  hecho  de  haberse  presentado 
con  calidad  simulada  para  recibir  el  precio  del  enganche. — 
—  T.  65,  p.  49. 

3.  —  Los  menores  no  pueden  engancharse  sin  el  consenti- 
miento de  sus  padres,  y  es  nulo  el  contrato  que  celebren 
por  si  solos  (art.  55,  15í6,  265,  275,  1042, 4043  y  1047,  Cód. 
Civ.).  —  T.  65,  p.  339. 

4.  —  Los  actos  de  enajenación  celebrados  bajo  el  imperio  de 
las  leyes  de  partida,  por  un  menor  adulto  que  no  tiene  guar- 
dador, son  válidos,  salvo  el  beneficio  de  restitución  para  el 
caso  en  que  se  hubiesen  hecho  ep  daño.  Si  ese  remedio  no 
se  ha  hecho  valer  durante  la  menor  edad,  ó  dentro  de  los 
cuatro  años  después  de  la  mayor  edad  del  enajenante,  los 
derechos  transmitidos  quedan  definitivamente  adquiridos.. 
(Ley  5,  tít.  H,  part.  5»;  Leyes  5  y  8,  tít.  19,  part.  6*;  art. 
4046,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  243. 

5.  —  Tratándose  de  contratos  celebrados  bajo  el  imperio  de 
las  leyes  anteriores  al  Código  Civil,  no  son  las  disposiciones 
de  éste,  reglando  los  efectos  de  los  actos  celebrados  por  los 
menores  de  edad,  sino  las  de  aquellas  las  que  deben  apli- 
carse (art.  3,  4044  y  4049,  Cód.  Civ.).  -  T.  76,  p.  243. 

^6.  —  Corresponde  al  juez  de  la  causa  sobre  pérdida  de  la  pa- 
tria potestad,  y  no  al  defensor  de  menores,  disponer  dónde 
deben  ser  colocados  los  hijos  menores  durante  el  juicio  (art. 
309  y  491,  Cód.  Cív.;  diciembre  23  de  1899,  causa  v.  J. 
Tobías). 

7.  —  No  puede  procederse  á  la  reclusión  de  una  menor  que 
tiene  padres,  mientras  no  se  justifique  que  ha  llegado  el  caso 
de  abolir  ó  suspender  la  patria  potestad  de  aquellos.  La  ini- 
ciativa del  defensor  de  menores,  aun  faltando  pruebas  sufi- 
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cien  tes  que  apoyen  su  denuncia,  no  debe  ser  atribuida  á  otro 
móvil  que  al  celo  de  cumplir  los  deberes  de  su  cargo  (art. 
264,  265  y  síg.,  Cód.  Civ.;  marzo  6  de  1900,  defensor  de  me- 
nores del  Chubut). 

IMENSURA. 

Véase  :  Justicia  federal 

\»  —  La  omisión  de  la  citación  de  un  colindante,  no  quita  á 
la  mensura  y  amojonamiento  el  carácter  de  publicidad  que 
le  imprime  la  naturaleza  judicial  de  la  misma  y  la  cir- 
cunstancia de  haberse  practicado  en  lugares  poblados.  — 
T.  63,  p.  360. 

2.  —  Las  operaciones  de  mensura  hechas  sin  citación  del  de- 
mandado, no  modifican  el  estado  de  su  posesión,  máxime  si 
el  actor  fué  vencido  en  el  juicio  de  desalojo  que  promovió 
contra  él,  á  «consecuencia  de  dichas  operaciones  (art.  2401, 
Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  48. 

3.  —  La  oposición  á  una  mensura^  fundada  en  la  propiedad  de 
los  terrenos  medidos  que  se  atribuye  el  opositor,  y  en  la 
errónea  ubicación  dada  á  los  mismos,  tiene  que  desecharse 
en  cuanto  á  lo  primero,  si  hay  cosa  juzgada  que  declare  de 
propiedad  del  que  solicita  la  mensura,  los  terrenos  com- 
prendidos en  sus  títulos,  y  debe  aceptarse  en  cuanto  á  lo 
segundo,  si  resulta  inexacta  la  ubicación  y  ésta  afecta  los 
derechos  del  opositor.  —  T.  68,  p.  419. 

4.  —  La  aprobación  de  mensura  en  un  juicio  de  deslinde,  que 
no  ha  sido  motivado  por  la  discusión  sobre  la  propiedad,  no 
puede  oponerse  como  cosa  juzgada  á  la  acción  reivindica- 
toría del  propietario.  —  T.  71,  p.  229. 

5.  —  El  juicio  de  mensura^  en  que  se  ha  deducido  oposición 
y  se  ha  tramitado  ésta  por  la  vía  ordinaria,  se  convierte  en 
contencioso  :  las  resoluciones  que  recaen  en  él,  en  tal  caso, 
tienen  el  carácter  de  declarativas  de  propiedad  y  no  de 
posesión,  y  son  obligatorias  para  las  partes  que  han  inter- 
venido en  el  mismo.  — T.  76,  p.  124. 

6.  —  La  mensura  practicada  para  establecer  los  limites  que 
estuviesen  confundidos  de  predios  rústicos  confinantes,  es 
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declaratoria  de  la  propiedad,  una  vez  aprobada  judicial- 
mente; y  su  efecto,  entre  los  colindantes,  es  el  mismo  que 
el  de  la  división  entre  los  copropietarios  de  un  bien  indiviso, 
esto  es,  que  cada  uno  ellos  se  considere  desde  el  origen  de 
la  indivisión  propietario  exclusivo  de  lo  que  le  hubiese  to- 
cado en  su  lote  y  como  que  nunca  hubiese  tenido  derecho 
de  propiedad  en  lo  que  ha  tocado  á  los  otros  condóminos 
(art.  2462,  inc.  5^  y  «695.  Cód,  Civ. ).  —  T.  82,  p.  372. 
7.  —  El  agrimensor  debe  ubicar  las  fracciones  del  terreno  que 
ha  sido  encargado  de  mensurar,  de  acuerdo  á  las  designa- 
ciones contenidas  en  los  títulos,  y  no  separarse  de  ellos 
dándoles  una  ubicación  distinta.  (Agosto  28  de  4900,  CuUen 
V.  Cisterna.) 

MINAS. 

Véase :  Justicia  federal 

1.  —  La  donación  hecha  por  uno  de  los  socios  de  la  sociedad 
minera,  de  una  parte  de  la  mina  y  establecimiento  de  fundi- 
ción, no  hace  entrar  al  donatario  á  formar  parte  de  la  socie-^r 
dad  y  no  puede  ejercer  contra  el  administrador  las  acciones 
de  ésta  (art.  322,  Cód.  Min. ;  art.  1674,  Cód.  Civ.,  y  art.  448, 
Cód.  Com.;  noviembre  9  de  4904,  Campos  v.  Treloar). 

2.  —  El  derecho  de  varios  sobre  una  mina,  constituye  siempre 
una  sociedad,  no  siéndole  así  aplicable  las  reglas  comunes 
sobre  los  derechos  que  el  condominio  comporta  á  favor  de 
cada  uno  de  los  condominos  (art.  342,  Cód.  Min. ;  noviem- 
bre 9  de  4901,  Campos  v.  Treloar). 

3.  —  El  administrador  de  la  mina  y  dependencias  está  obligado 
á  rendir  cuenta  á  la  sociedad  propietaria  de  la  cosa  adminis- 
tradora, y  á  esta  misma  corresponde  el  nombrar  interventor 
que  fiscalice  la  administración,  estando  ésta  á  cargo  del  ad- 
ministrador (art.  309,  Cód.  Min;  noviembre  9  de  4901^  Cam- 
pos v.  Treloar). 

MINISTERIO  DE  MENORES. 

4 .  —  En  los  pleitos  contra  una  sociedad  comercial  en  liquida- 
ción, no  es  necesaria  la  intervención  del  mioisterio  pupilar 
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por  los  herederos  .menores  de  un  socio  fallecido.  (El  socio 
supérstite  ejerce  la  representación  de  la  sociedad,  que  se  con- 
sidera legalmente existente  al  efecto  de  su  liquidación)  art.  435, 
Cód.  Com.),  continuando  así  administrada  como  si  no  hubie- 
se fenecido,  salvo  las  limitaciones  establecidas  por  ley,  entre 
las  que  no  se  encuentra  la  de  haber  menores  interesados  en 
la  liquidación ;  pues,  al  contrario,  el  articulo  445,  código 
citado,  dispone  expresamente  que,  en  tal  caso,  los  represen* 
tantes  de  los  menores  procederán  con  plenitud,  como  si 
obrasen  en  negocio  propio.  Por  consiguiente,  legislado  el 
caso  de  una  manera  explícita  por  el  código  de  comercio,  no 
son  de  tomarse  en  cuenta  las  reglas  generales  establecidas 
en  el  Código  Civil  sobre  representación  de  incapaces,  desde 
que  este  código  sólo  se  aplica  cuando  aquél,  en  materia  de 
su  resorte,  no  ha  estatuido  especialmente.  Art.  1,  tít.  preli^ 
minar,  Cód.  Com.).  —  T.  63,  p.  405. 
2.  —  La  no  comparencia  del  que  por  no  conocerse  su  residen- 
cia, ha  sido  citado  por  edictos,  no  constituye  la  incapacidad 
que,  según  las  leyes  civiles,  hace  necesaria  la  intervención 
del  ministerio  de  menores  (art.  953,  Ley  Proc. ;  art.  54,  57  y 
59,  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  164;  t.  79,  p.  284  y  sentencia  de 
22  de  septiembre  de  1900  en  la  causa  del  Ferrocarril  Buenos 
Aires  al  Pacífico  v.  Martínez. 

MINISTERIO  FISCAL. 

1 .  Alegándose  la  comisión  de  un  delito  cuya  existencia  daría 
nacimiento  á  la  acción  pública,  deben  pasarse  los  testimo- 
nios necesarios  al  procurador  fiscal  para  que  proceda  con- 
forme á  derecho.  —  T.  69,  p.  107. 

2.  En  las  causas  sobre  falsificación  de  marca  de  fábrica,  el 
ministerio  fiscal  no  es  parte  en  el  incidente  de  regulación  de 
costas,  aunque  hubiere  intervenido  en  un  incidente  sobre 
competencia.  (Mayo  15  de  1900,  Le  Bretón  y  Lupo  en  autos 
de  Paats,  Roche  y  C*  v.  Testoni  y  Chiesa.) 

3.  El  ministerio  fiscal  no  puede  renunciar  la  acción  que  corres- 
ponde por  infracción  á  la  ley  nacional  de  elecciones  (art.  118, 
Cjód.  Proc.  Crim.;  junio  21  de  1900,  Procuradorfiscal  v.  los 
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miembros  de  la  mesa  inscriptora  de  la  parroquia  de  la  Victo- 
ria, en  Tucumán). 

MONEDA  DE  PLATA  (a). 
Las  obligaciones  que  en  la  fecha  de  la  ley  de  incon versión, 
número  4734,  se  hallaban  constituidas  á  pesos  moneda  nacio- 
nal platüy  sin  otra  designación,  no  pueden  considerarse  com- 
prendidas entre  los  contratos  con  designación  de  moneda  espe- 
cial, á  que  se  reñere  el  artículo  3  de  dicha  ley,  y  no  pueden 
exigirse  en  pago  en  la  forma  prevista  por  la  segunda  parte  de 
este  articulo.  (La  ley  de  monedas  de  4884,  creaba  el  doble 
patrón  del  oro  y  de  la  plata  bajo  la  base  de  la  equivalencia 
del  peso  d%  uno  y  otro  metal.  Junio  28  de  4900,  Black  Juá- 
rez V.  Banco  de  la  Nación). 

MORA. 

Véase  :    Intereses;  Locación 

4.  El  vencimiento  del  plazo  no  es  bastante  por  si  solo  para 

producir  la  mora,  exigiéndose  á  ese  efecto  el  requerimiento 

judicial  ó  extrajudicial  por  parte  del  acreedor,  con  arreglo 

al  artículo  509,  Cód.  Civ.,  salvas  las  excepciones  contenidas 

en  los  incisos  primero  y  segundo  del  mismo  artículo  —  T. 

66,  p.  144. 

2.  La  interpelación  hecha  al  deudor  para  el  pago  de  la  deuda, 
lo  constituye  eñ  mora  y  en  el  deber  correlativo  de  pagar  in- 
tereses (art.  €22,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  443. 

3.  J^as  reglas  de  derecho  privado  sobre  mora,  que  se  registran 
en  el  Cód.  Civ.,  no  tienen  relación  con  las  leyes  de  impues- 
tos provinciales.  (Abril  49  de  4  902.  Gazitúa  v.  Provincia  de 
Buenos  Aires). 

MORATORIAS. 

4.  La  suspensión  del  pagojde  las  obligaciones  del  deudor  en 
moratorias,  concedidas  antes  de  vencer  el  contrato,  no  im- 
plica negar  al  acreedor  el  ejercicio]en  juicio,  de  las  accio- 

(a)  En  el  Digesto,  t.  2,   p.  188,  233,  240  y  275,  se  encuentran  diversos  casos 
sobre  aplicación  de  las  leyes  de  moneda  é  inconversión. 
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nesque  tenga  para  pedir  y  obtener  el  reconocimiento  de  los 
derechos  que  el  contrato  ó  la  ley  le  acuerde  contra  su  deu- 
dor (art.  4599,  Cód.Civ.).  — T.  70,  p.  392;  t.  72,  p.  24. 

2.  La  ley  número  3488  que  concede  al  Banco  Provincial  de 
Córdoba,  el  plazo  de  cinco  años  para  pagar  sus  deudas,  no 
comprende  las  garantidas  con  hipoteca  (art.  1599  y  4600, 
Cód.  Com.  ,Por  el  mérito  combinado  de  dicha  ley,  se  ve 
que  cuando  su  trata  de  proveer  á  las  consecuencias  y  me- 
dios de  ejecución  de  la  moratoria  acordada  por  el  articulo  4^ 
se  eliminan  los  créditos  privilegiados  para  referir  la  prescrip- 
ción legal  únicamente  á  los  depósitos  ó  acreedores  comunes, 
como  se  establece  de  una  manera  expresa  en  el  articulo  3. 
Véase :  Interpretación,  no  2).  -—  T.  75,  p.  392. 

3.  La  ley  3244,  de  40  de  enero  de  4895,  acordando  moratorias 
al  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no 
comprende  los  créditos  ú  obligaciones  por  costas  en  que 
aquel  hubiere  sido  condenado  en  juicio.  (Noviembre  9  de 
4904,  Villanueva  v.  Banco  citado;  Jacobé  v,  et  mismo  Banco). 

MUEBLES. 
Las  vidrieras  colocadas  de  una  manera  temporaria,  sin  estar 
inmovilizadas  por  su  adhesión  fija  al  suelo^  conservan  su  na- 
turaleza de  muebles  (art.  234  5  y  2322,  Cód.  Civ.;  diciembre 
7  de  4904,  Guillermón  v.  Grumbach). 

MUJER  CASADA  (a). 
Mientras  permanece  integro  el  matrimonio,  la  mujer  á  los 
efectos  del  fuero  sigue  la  nacionalidad  de  su  marido.  (Aten- 
dido el  régimen  á  que  nuestra  ley  civil  sujeta  las  relaciones 
de  los  cónyuges  y  á  los  deberes  que  el  marido  le  impone  en 
lo  que  á  los  bienes  se  refiere,  ya  que  al  marido  tiene  á  su 
cargo  la  defensa  judicial  de  los  derechos  déla  mujer,  hacien- 
do en  su  salvaguardia  los  gastos  judiciales  que  fuesen  nece- 
sarios (art.  485,  Cód.  Civ.)  y  ya  que  pertenecen  á  la  socie- 

(a)  Véase  Digesto,  tomo  2,  página  192  y  193,  y  tomo  3,  página  351,  número 
302.  En  esta  última  página  (351,  número  202),  se  han  omitido  las  palabras  d 
U»  efectos  del  fuero,  que  deben  colocarse  después  de  La  mujer  casada, 

T.   III  31 
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dad  conyugal  como  gananciales  los  frutos  naturales  ó  civi- 
les de  los  bienes  propios  de  cada  uno   de  los  cónyuges» 
percibidos  durante  el  matrimonio,  ó  pendientes  al  tiempo  de  . 
concluirse  la  sociedad,  la  comunidad  de  intereses  entre  ma- 
rido y  mujer,  resulta  evidente,  aunque  sea  verdad  que,   en 
tratándose  de  litigio  sobre  bienes  propios  de  cada  uno  de 
ellos,  ese  interés  no  sea  igualmente  intenso  que  cuando   se 
trata  de  bienes  ya  adquiridos  por  la  sociedad  conyugal. 
Dada  una  vinculación  tan  estrecha  entre  marido  y  muj^r  en 
lo  que  toca  al  patrimonio,  identificándolos  bajo  conceptos 
apreciables  hasta  en  lo  que  se  refiere  á  los  bienes  que  com- 
ponen el  capital  propio  de  cada  uno,  la  unidad  de  jurisdic- 
ción se  impone  cuando  esa  jurisdicción  se  basa  en  razón  de- 
rivada de  la  distinta  nacionalidad  ó  vecindad  de  los  litigan- 
tes, no  cabiendo  controversia  respecto  á  la  última  de  esas 
situaciones  desde  que  la  mujer  tiene  el  domicilio  de  su  ma- 
rido (art.  90,  inc.  90,  Cód.  Civ.).  El  principio  déla  ley  32, 
titulo  2.  partida  3,  de  que  á  los  efectos  del  fuero  la  mujer  si- 
gue la  condición  de  su  marido,  en  el  sentido  de  que  aunque 
sea  de  otra  tierra  «  debe  responder  ante  el  juzgador  que  ha 
poderío  »  sobre  aquel,  lo  ha  mantenido  reiterada  y  unifor- 
memente la  Suprema  Corte,  porque  las  funciones  que  la  ley 
atribuye  al  marido  en  el  gobierno  de  la  sociedad   conyugal, 
han  debido  conducirla  á  buscar  la  unidad  de  jurisdicción 
sobre  la  condición  del  marido  y  no  sobre  la  mujer,    sin  que 
las  resoluciones  de  aquélla  en  nada  afecten  el  hecho  de  la 
nacionalidad  de  la  esposa,  que  conservará  la  que  por  dere- 
cho corresponda  y  que  está  regida  por  nuestra  ley  de  ciuda- 
dania,  con  arreglo  á  la  que  el  matrimonio^  por  sí  mismo,  no 
es  una  causa  de  adquisición  ó   pérdida  de  la  ciudadanía. 
Junio  42  de  4902,  Pnemáticos  v.   Broqua). 

HUELLE. 
La  concesión  de  un   muelle,   sin  determinación  matemática 
del  punto  preciso  de  su  ubicación,  en  un  paraje  que  admite 
la  existencia  de  muchos  muelles,  no  autoriza  á  pedir  la  re- 
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moción  de  otro  muelle  construido  anteriormente  en  el  mis- 
mo, paraje,  cuya  ubicación  no  impide  la  construcción  y  ex- 
plotación del  primero.  -^  T.  68,  p.  210. 

MULTA. 

Véase  :   Aduana;  Apelación ;  Laudo 

Las  leyes  3490  y  3653,  de  agosto  7  de  4  897  y  1 5  de  noviembre 
del  mismo  año,  respectivamente,  sobre  extinción  de  langos* 
ta,  no  contienen  disposición  alguna  que  atribuya  al  inspec- 
tor la  facultad  de  imponer  las  penas  que  aquellas  establecen; 
y,  en  consecuencia,  el  importe  de  la  multa  impuesta  por 
éste  y  cobrada  judicialmente^  debe  ser  devuelto,  máxime 
cuando  no  corresponde  á  la  que  determina  ó  autoriza  la  ley, 
ni  se  expresa  la  infracción  cometida,  no  bastando  que  se 
diga  que  fué  por  no  cumplir  con  la  ley  sobre  extinción  déla 
langosta.  (Diciembre  3  de  1901,  Causa  de  Cibalero.) 

MUNICIPAUDAD. 

Véase :  Justicia  federal 

1.  —  Las  municipalidades  están  obligadas  á  indemnizar  á  los 
particulares,  por  los  terrenos  de  su  propiedad  que  ocupen 
para  fines  de  utilidad  general.  —  T.  63,  p.  232. 

2.  —  Tienen  fuerza  de  ley  y  deben  recibir  la  correspondiente 
ejecución,  las  ordenanzas  que  las  municipalidades  sancio- 
naren sobre  materias  que  lesestánencomendadas,  y  cuando, 
haciéndolo,  no  violan  derechos  de  tercero.  (Tales  son  las 
ordenanzas  sobre  higiene  y  seguridad.)  — T.  66,  p.  37. 

3.  —  El  contrato  de  obras  de  carácter  municipal,  hecho  por  el 
comisionado  especial  para  la  gestión  y  administración  de 
los  intereses  de  la  municipalidad,  es  obligatorio  para  ésta. 
—  T.  74,  p.  274. 

4.  —  Probada  la  posesión  anual  yl-sin  vicios  del  terreno  y  del 
edificio,  próximo  á  terminarse,  construido  en  él,  la  munici- 
palidad no  tiene  derecho  para  ordenar  la  demolición  de 
parte  de  él  y  obstaculizar  su  conclusión,  por  razón  de  estar 
fuera  de  la  línea  de  la  calle  (art.  2469,  Cód.  Civ.).  —  T.75, 
p.  67. 
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5.  —  La  municipalidad  que  no  se  obligó  ¿  mantener  el  privi- 
legio del  radio  acordado  á  un  mercado  particular,  y  que, 
por  el  contrario,  se  reservó  el  derecho  de  hacer  cesarla 
concesión,  no  viola  obligación  alguna  al  denegar  el  pedido 
del  concesionario  para  evitar  el  funcionamiento  de  puestos 
de  terceros  dentro  del  radio.  (Mayo  30  de  4091,  Asta  Terrero 
V.  Municipalidad  de  La  Plata.) 


N 


NACIMIENTO. 
—  No  habiéndose  expresado  ni  menos  acreditado  que  el  caso 
se  encuentre  comprendido  en  las  condiciones  del  artículo 
85  del  Código  Civil,  no  puede  haberse  por  autorizada  la 
prueba  del  nacimiento  por  otros  medios  de  comprobación  ó 
documentos.  —  T.  81,  p.  347. 

NACIÓN. 

Véase  :  Justicia  federal 

\.  —  Habiéndose  declarado  en  el  juicio  seguido  contra  la  mu- 
nicipalidad de  la  Capital,  que  el  terreno  que  debe  ser  en- 
tregado ad  memuram  no  pertenece  á  ésta,  sino  á  la  nación, 
es  la  nación  y  no  la  municipalidad  que  debe  intervenir  en 
las  operaciones  relativas  á  la  mensura.  —  T.  78,  p.  202. 

2.  —  El  decreto  que  sólo  aparece  ser  acto  de  un  ministro  no 
puede  conferir  derechos  de  que  surjan  obligaciones  contra 
la  nación,  y  la  resolución. del  Poder  Ejecutivo  que,  en  su 
consecuencia,  manda  hacer  un  pago^  no  puede  tampoco  con- 
ferir derechos  para  obligar  á  la  nación  á  efectuar  ese  pago 
(art.  80,  Const.  Nac:  art.  3270,  Cód.  Civ.).  —  T.  80,  p.202. 

3.  —  En  los  juicios  contra  la  nación,  tiene  intervención  el  se- 
ñor Procurador  general.  —  T.  80,  p.  399. 

4.  —  La  nación  no  puede  ser  traída  á  juicio  sino  con  su  con- 
sentimiento, expresado  por  el  órgano  de  sus  poderes  com- 
petentes al  efecto.  —  T.  80,  p.  399. 

5.  —  Importa  nulidad  todo  exceso  en  los  contratos  que  celebre 
el  Poder  Ejecutivo  extralimitando  las  cantidades  fijadas  por 
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la  ley  del  presupuesto,  y  el  término  de  la  vigencia  de  dicha 
ley  (arl.  1961,  Cód.  Civ.:  mayo  5  de  4900,Bo8SÍo  v.  Gobierno 
Nacional). 

NAVEGABLE. 
El  arroyo  Ramallo  no  puede  considerarse  navegable  en  el 
hecho,  aunque  en  cierta  parte  del  año  y  en  determinadas 
condiciones  puedan  entrar  en  él,  embarcaciones  de  cabota- 
je; ni  ha  sido  declarado. navegable  por  disposición  alguna 
legislativa.  (La  capacidad  de  un  curso  de  agua  en  sus  con- 
diciones ordinarias,  para  ser  utilizado  en  todo  tiempo  ó  re« 
gularmente  como  vía  pública,  es  lo  que  suministra  el  Terda- 
dero  criterio  acerca  de  su  navegabilidad,  y  no  el  hecho  ac- 
cidental expresado).  —  T.  78,  p.  100; 

NEQLIQENCIA. 

Véase :  Ferrocarril  (a) 

No  existiendo  atenuantes,  la  pena  de  dos  años  y  medio  de 
prisión  impuesta  á  los  guardabarreras  de  la  vía  del  ferro- 
carril, por  muerte  producida  á  causa  de  negligencia  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes,  es  inferiora  la  que  fija  en  tér- 
mino medio  el  artículo  83,  Ley  nacional  de  ferrocarriles,  en 
su  segunda  parte.  —  T.  78,  p.  314. 

NATURALIZACIÓN. 

Véase :  Extradición 
^NOTIFICACIÓN. 

1.  —  Deben  tenerse  por  válidas  las  notificaciones  que  no  han 
sido  argüidas  de  falsas  y  aparecen  hechas  en  debida  forma. 
—  T.  77,  p.  151. 

2.  —  Las  comparencia  de  las  partes  ála  oficina  eu  los  días  se- 
ñalados para  notificaciones,  no  puede  acreditarse  por  in- 
formación :  debe  serlo  con  la  firma  puesta  en  el  libro  llevado 
con  ese  objeto  (art.  1,  inc.  2°,  Ley  3649.).  —  T.  81,  p.  259. 

3.  —  La  comparencia  de  las  partes  á  la  oficina  á  los  efectos  de 
la  notificación,  debe  ser  acreditada  con  la  firma  de  los  mis- 
mos en   el   libro  correspondiente,  y  la  omisión  de  ella  no 

(a)  Especialmente  números  1,  2,  7,  ¿1,  36  á  28,  32  y  34. 


—  487  —  NOT 

puede  ser  suplida  por  prueba  de  informactón  (Ley  3649  ; 
marzo  6  de  1900,  Mihanovich,  v.  Ferrocarril  Sud). 

4.  —  Las  notificaciones  de  la  sentencia^  hechas  en  forma,  ha- 
cen fe  respecto  de  su  fecha,  y  no  puede  admitirse  la  apela- 
ción que,  por  tal  razón,  resulte  interpuesta  fuera  del  término 
legal  (art.  993,  Cód.  Civ. ;  art.  208,  Ley  Proc;  abril  47  de 
4900,  Rouquand  y  otro  v.  Fisco  nacional). 

5.  —  No  produce  nulidad  de  una  notificación  la  circunstancia 
de  haber  sido  hecha  después  de  las  24  horas  señaladas  en 
el  artículo  61,  Ley  de  Procedimientos,  porque  la  sanción  de 
este  articulo,  concordante  con  el  principio  que  surge  de  los 
artículos  975,  976  y  977,  Código  Civil,  se  refiere  á  la  forma  de 
la  notificación.  (Noviembre  13  de  1900,  Gordillo  v.  Ferroca- 
rril Andino.) 

6.  —  El  traslado  conferido  de  un  incidente  promovido  des- 
pués de  la  providencia  de  autos,  estando  la  causa  conclusa 
para  sentencia,  no  debe  ser  notificado  por  nota,  sino  perso- 
nalmente ó  por  cédula  (art.1,  inc.  4^  Ley  3649;  mayo  11 
de  1901,  Fernández  v.  Sosas). 

7.  —  E|  no  haber  requerido  á  los  vecinos  de  la  casa  en  que  el 
apelante  ha  constituido  domicilio,  para  la  entrega  de  la  cédula 
de  notificación  en  defecto  ó  en  la  negativa  de  las  personas 
de  la  misma  casa  á  recibirla, anula  la  notificación;  y  debe  re- 
vocarse el  auto  declarando  desierto  el  recurso,  dictado  á 
consecuencia  de  ella  (art.  63  y  71 ,  Ley  Proc  ;  agosto  29  de 
1901;  Gil  V.  Ledesma)  (a). 

8.  —  Si  la  part€  ha  tenido  conocimiento  de  los  dfas  señalados 
en  la  causa  criminal,  para  recibir  notificaciones  en  la  oficina 
del  ujier,  la  nota  de  éste  de  no  haber  comparecido,  surte  los 
efectos  legales.  (Octubre  15  de  1901,  causa  de  Arija). 

^.  —  La  providencia  mandando  hacer  saber  lo  resuelto  por  el 
superior,  debe  notificarse  personalmente,  ó  por  cédula  y  no 
por  nota  (Ley  3649  ;  noviembre  21  de  1901,  Sosa  v.  Ferro- 
carril Gran  Oeste  Argentino). 

(a)  Igual  en  el  t.  43,  p.  216  (Digesto,  t.  3,  p.  206). 
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10.  —  Carece  de  valor  legal  la  notificación  hecha  por  cédula, 
si  no  consta  que  se  ha  verificado  la  primera  requisición 
prevenida  por  el  articulo  63,  Ley  de.Procedimientos  (art.  74, 
id;  noviembre  21  de  1901,  Sosa  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste 
Argentino). 

NOVACIÓN. 

1 .  —  La  transfei'encia  de  la  deuda,  aceptada  por  el  acreedor, 
no  importa  novación,  si  la  aceptación  se  hizo  bajo  la  con- 
dición que  el  deudor  no  cumplió.  —  T.  72,  p.  358. 

%.  —  Desechadas  las  propuestas  del  deudor  para  el  pago  de  la 
deuda  que  se  le  cobra,  no  hay  el  consentimiento  necesario 
para  operar  la  novación  (art.  801  y  4144,  Cód.  Civ.).  —  T. 
75,  p.  97. 

3.  —  Los  pagarés  que  se  haya  convenido  en  otorgar  y  se  han 
otorgado  por  los  plazos  señalados  para  el  pago  del  precio  de 
venta,  no  importan  novación;  pues  ésta  no  se  presume  y  la 
entrega  de  billetes,  aunque  fueren  dados  en  pago  de  una 
deuda  garantida  ó  privilegiada,  no  causa  novación  (art.  812 
y  813,  Cód.  Civ.).  —  T.  75,  p.  177. 

4.  —  No  es  admisible  la  excepción  fundada  en  el  cambio  de 
deudor,  si  éste  no  tenía  facultad  para  admitir  la  transfe- 
rencia de  la  deuda,  y  si  resulta  además  que  su  aceptación  se 
hallaba  subordinada  á  una  condición  que  no  se  ha  probado 
haber  sido  cumplida.  (Abril  3  de  1900,  Banco  Nacional  v. 
Sosa). 

5.  -^  No  existe  novación  sin  obligación  nueva.  (Mayo  31  de 
1900,  Banco  Nacional  v.  Brandt). 

6.  — Los  plazos  sucesivamente  otorgados  al  deudor  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  manteniéndose  la  causa  y 
objeto  de  ésta,  no  producen  novación  (art.  812  y  3187,  Cód. 
Civ. ;  junio  18  de  1901,  Banco  Provincial  de  Mendoza  v.  Mo- 
reno y  Serpa). 

NULIDAD. 
Véase:  Aduana ;  Apelación ;  Banco  Hipotecario;  Compratenta 
Escritura  pública;  Nación;  Notificación;  Recusación 


—  489  —  NÜL 

NULIDAD  DE  TÍTULO. 

4.  —  No  puede  pedir  la  nulidad  de  un  titulo,  por  razón  de  en- 
miendas y  alteraciones  no  salvadas,  el  gobierno  que  lo  emi- 
tió y  que,  con  conocimiento  de  ese  vicio,  lo  retuvo  sin  ob- 
servación en  sus  archivos,  mandando  dar  copia  para  seguri- 
dad del  interesado  (art.  989,  Cód.  Civ. ;  Ley  141,  tít.  18,  part. 
3*).  — T.  63,  p.  351. 

2.  —  No  puede  tacharse  de  nulidad  un  título  de  dominio,  por 
el  hecho  de  que  en  una  copia  del  expediente  originario,  cons- 
te que  en  la  parte  relativa  á  la  mensura,  hay  enmendaturas 
relativos  á  la  medida  del  frente,  si  esto  no  consta  en  otra 
copia  anterior  sacada  con  citación  fiscal,  y  si  no  se  ha  proba- 
do que  en  la  fecha  de  esta  copia,  el  expediente  contenia  esas 
enmendaturas.  (Octubre  29  de  1901,  Deheza  v.  Provincia  de 
Córdoba. 

NULIDAD  (RECURSO  DE). 

Sumario: 

Falta  de  prueba,  10,  17,  23,  32,  53. 
Fundamentos  de  la  sentencia,  19,26,  28. 
Principios  generales,  4,  16, 19,  26,  28, 
30,  39. 


Abandono  del  recurso,  56  y  59. 
Actuaciones  que  comprende,  18. 
Causas  de  divorcio,  40. 
Causas  de  menor  cuantfa,  22. 
Defectos  de  procedimiento,  2,  3,  21,  41, 

46,  51,  52. 
Fallecimiento  de  una  de  las  partes,  6. 
Falta  de  Intenrención  del  Ministerio  de 

menores,  58. 
Falta  de  jurisdicción,  12,  37. 
Falta  de  personería,  5  y  41. 


Puntos  de  prueba,  45,  50. 

Sentenciai  1,  7,  8,  9, 10,  11,  13, 14,  15, 
16,  20,  24,  25,  26,  27,  28,  29,  30,  31, 
33,  34,  35,  36,  38,  41,  42,  43,  44,  47, 
48,  49,  54,  65,  57. 

Suprema  Corte,  16. 


1 .  —  No  procede  el  recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia  que 
establece  y  aprecia  con  extensión  los  antecedentes  requeri- 
dos por  el  artículo  498  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
criminal.  —  T.  63,  p.  111. 

2.^—  No  procede  el  recurso  de  nulidad  por  el  procedimiento 
observado  con  ulterioridad  y  como  consecuencia  de  un  de- 
creto que  consintió  el  recurrente.  —  T.  63,  p.  427. 

3.  —  No  procede  la  nulidad  de  lo  obrado,  fundado  en  hallarse 


NUL  —  490  — 

ei  demandaute  en  estado  de  quiebra,  si  resulta  que  éste  ha 
celebrado  arreglo  con  sus  acreedores.  —  T.  64,  p.  437. 

4.  —  No  debe  hacerse  lugar  al  recurso  de  nulidad  cuya  causal 
no  se  expresa  y  que  no  aparece  de  autos.  — T.  64,  p.  345. 

5.  —  Debe  rechazarse  la  nulidad  deducida,  cuando  ella  impor- 
ta una  excepción  de  falta  de  personería,  que  ya  uo  es  tiempo 
de  oponer.  (En  el  caso,  encontrándose  la  causa  en  estado  de 
prueba,  se  pidió  la  nulidad  de  todo  lo  obrado  en  ella  por  no 
haber  tenido  el  actor  poder  ni  facultad  para  entablar  la  de- 
manda. Art.  74,  Ley  de  Proc).  —  T.  65,  p'.  5. 

6.  —  La  muerte  del  demandado  y  la  apertura  de  su  testamen- 
taría, ocurridos  después  del  llamamiento  de  autos,  de  los  que 
no  se  ha  dado  noticia  al  juez,  no  anula  la  sentencia  que  se 
dicte  con  posterioridad.  —  T.  65,  p.  244 . 

7.  —  Es  nula  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  daños  y  per- 
juicios, que  no  ha  sido  pedido  en  la  demanda.  — T.  65, 
p.  244. 

8.  — No  causa  nulidad  de  la  sentencia,  el  haber  hecho  el  juez 
mérito  de  un  hecho  no  mencionado  en  la  querella,  como  ele- 
mento de  prueba  para  declarar  la  falsificación  (art.  495,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  66,  p.  448. 

9.  —  No  es  causa  de  nulidad  de  la  sentencia,  el  haberse  omitido 
por  el  inferior,  considerar  en  su  fallo^  algunas  de  las  razones 
alegadas  por  el  acusado  en  su  defensa.  —  T«  66,  p.  448. 

40.  —  Si  los  hechos  alegados  no  son  conducentes  á  modificar 
el  resultado  del  pleito,  la  no  recepción  de  la  causa  á  prueba 
no  causa  nulidad  (art.  233,  Ley  Proc).  —  T.  67,  p.  474 . 

44.  —  La  omisión  de  pronunciamiento  sobre  uno  de  los  pe- 
didos de  la  demanda,  es  causal  de  agravio  y  no  de  nuli- 
dad. —  T.  68,  p.  438. 

42.  —  Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad,  fundado  en  la 
incompetencia  del  inferior,  cuando  la  jurisdicción  de  éste 
ha  sido  debidamente  acreditada  por  la  distinta  vecindad  de 
las  partes  y  cuando  el  juez  provincial  requerido  por  inhi- 
toria,  ha  reconocido  la  competencia  del  requirente,  confor- 
mándose las  partes  con  esta  decisión.  — T.  69,  p.  255. 
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43.  —  No  procede  el  recurso  de  nulidad  en  las  causas  crimi- 
nales, cuando  no  se  ha  violado  forma  alguna  substancial,  de 
de  aquellas  á  que  se  refiere  el  artículo  509,  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal.  —  T.  70,  p.  80. 

14.  —  £s  nula  la  sentencia  que  no  se  ajusta  al  caso  propuesto 
á  su  resolución.  —  T.  70,  p.  496. 

15.  —  Es  nula  la  sentencia  en  que  el  juez  no  se  ha  pronun- 
ciado sobre  las  excepciones  opuestas,  de  prescripción  y  de 
la  falta  de  la  calidad  de  herederos  invocada  por  los  actores 
(art.  43,  Ley  Proc.).— T.  73,  p.  U8. 

46.  —  Aunque  la  parte  haya  deducido  los  recursos  de  nulidad 
y  apelación,  si  el  inferior  ha  concedido  solamente  el  último, 
y  no  se  ha  reclamado  por  la  parte,  la  Suprema  Corte  no  está 
obligada  á  tomar  en  consideración  el  de  nulidad.  —  T.  73, 
p.  410. 

47«  —  La  omisión  del  trámite  de  la  prueba,  no  causa  nulidad, 
si  la  cuestión  ha  sido  declarada  de  puro  derecho.  — T.  74, 
p.  316. 

18.  — La  resolución  que  deja  sin  efecto  lo  obrado  desde  la  fe- 
cha de  una  providencia,  no  comprende  lo  actuado  antes  de 
esa  fecha,  aunque  las  actuaciones  figuren  en  los  autos  des- 
pués de  dicha  providencia.  —  T.  74,  p.  365. 

19.  —  Las  razones  que  sólo  se  refieren  ala  justicia  ó  injusti- 
cia intrínseca  de  la  sentencia,  sirven  á  los  fines  del  recurso 
de  apelación  ;  pero  no  para  fundar  el  de  nulidad.  — T.  74, 
p.  413. 

20.  —  Es  improcedente  la  nulidad  que  se  funda  en  no  haber 
la  sentencia  resuelto  sobre  la  acción  por  cobro  de  pesos, 
cuando  con  ésta  se  ha  pedido  la  indemnización  del  lucro 
cesante,  y  la  sentencia  condena,  al  pago  de  la  suma  deman- 
dada  por  dicha  razón.  —  T.  74,  p.  448. 

21.  —  Debe  desecharse  el  recurso  de  nulidad  fundado  en  la 
ilegalidad  de  las  notificaciones,  si  éstas  revisten  las  for- 
mas externas  exigidas  por  la  ley,  y  no  han  sido  argüidas  de 
falsas  en  los  términos  del  artículo  993,  Código  Civil.  —  T.  75, 
p.  156. 
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22.  —  En  las  causas  de  menor  cuantía,  no  procede  el  recurso 
de  nulidad  si  no  se  han  expresado  las  causas  de  nulidad  al 
interponerse  aquel  (art.  238,  Ley  Proc).  —  T.  75,  p.  424. 
^  23  —  Debe  declararse  sin  efecto  la  sentencia  que  resuelve  la 
cuestión  como  si  fuera  de  puro  derecho,  cuando  es  mixta  y 
y  se  han  alegado  hechos  acerca  de  los  cuales  las  partes 
están  disconformes,  y  corresponde  abrir  la  causa  á  prueba 
(art.  89,  Ley  Proc).  —  T.  77,  p.  47i. 

24. —  No  es  procedente  el  recurso  de  nulidad  parcial  contra  la 
sentencia  que  condena  al  reivindicado  á  la  restitución  de 
frutos,  fundado  en  que  no  han  sido  pedidas  en  la  demanda, 
cuando  en  ésta  se  reclama  claramente  no  sólo  la  reivindica- 
ción de  los  terrenos  sino  también  los  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados por  la  indebida  detención  de  ellos.  —  T.  77,  p.  373. 

25. — No  hay  nulidad  en  la  sentencia  que  recae-sobre  materia  de 
la  controversia  judicial,  y  que,  por  rechazar  la  demanda,  no 
se  ocupa  délos  perjuicios  que  debian  tener  por  antecedente 
la  admisión  de  la  misma.  —  T.  78,  p.  400. 

26.  -t-  Los  errores  que  pueda  contener  la  sentencia  juzgando  y 
resolviendo  las  cuestiones  en  litigio,  no  autorizan  el  recurso 
de  nulidad  (art.  283,  Ley  Proc).  —  T.  78,  p.  164. 

27.  —  No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  contra  una  senten- 
cia dictada  con  arreglo  á  las  acciones  deducidas  y  habiéndose 
observado  en  el  juicio  las  prescripciones  de  la  Ley  de  Proce- 
dimientos. —  T.  78,  p.  407. 

28. —  Las  razones,  buenas  ó  malas,  que  han  servido  á  fundarla 
sentencia,  no  se  consideran  ni  pueden  invocarse  como  mo- 
tivos de  nulidad  de  la  misma.  —  T.  79,  p.  295. 

29.  — En  el  recurso  contra  la  sentencia  sobre  recusación,  no 
corresponde  juzgar  del  de  nulidad,  fundado  en  haberse  obli- 
gado á  la  parte  recurrente  á  estar  en  juicio  sin  la  venia  ma- 
rital.—T.  80,  p.  336. 

30.  —  £1  juez  no  debe  atenerse  á  la  calificación  que  hagan  las 
partes  de  la  acción  deducida,  sinoá  su  naturaleza;  y  siendo 
petitorio  el  juicio  que  ha  debido  seguirse  y  se  ha  seguido,  y 
no  posesorio,  según  lo  expresado  en  la  demanda,  no  come- 
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te  nulidad  juzgando  la  acción  como  real  (art.  13,  57  y  233, 
Ley  Proc. ).  —  T.  79,  p.  430. 

31.  —  La  sentencia  que  incorpora  el  escrito  de  una  de  las 
partes,  en  que  se  expresan  los  fundamentos  de  hecho  y  de 
derecho,  y  contiene  decisión  expresa,  positiva  y  precisa  so- 
bre la  acción  deducida,  no  adolece  de  nulidad  (art.  43  y 
233,  Ley  Proc).  —  T.81,  p.  466. 

32.  —  No  existiendo  contradicción  sobre  los  hechos  alegados, 
no  procede  la  recepción  de  la  causa  á  prueba,  y  la  falta  de 
este  trámite  no  produce  nulidad  (art.  91, 478  y  233,  Ley  Proc.) 
—  T.  81,p.  166. 

33.  —  No  procede  el  recurso  de  nulidad  contraía  sentencia  que 
resuelve  el  pleito  con  arreglo  á  la  acción  deducida  y  en  las 
condiciones  en  que  ha  sido  trabado  por  demanda  y  respuesta 
(art.  13,  Ley  Proc).  —  T.  82,  p.  289. 

34.  —  Habiendo  la  sentencia  recurrida  resuelto  todos  los  pun- 
tos contenidos  en  la  demanda^  debe  rechazarse  el  recurso  de 
nulidad  fundado  en  la  añrmación  de  no  haberlo  hecho.  — 
T.  82,  p.  327. 

35.  — Lasentencia  quédenla  petición  sobre  rendición  decuen- 
tos de  alquileres,  manda  que  el  demandado  pague  los  alqui- 
leres percibidos,  no  es  disconforme  con  la  demanda,  ni  pro- 
cede contra  ella  el  recurso  de  nulidad.  — T.  82,  p.  352. 

36.  —  Debe  declararse  nula  la  sentencia  que  se  pronuncia  so- 
bre uno  sólo  de  los  diversos  pedidos  contenidos  en  la  de- 
manda (art.  216,  218  y  237,  Cód.  Proc*;  diciembre  21  de 
4899,  León  v.  Martínez). 

37.  ^—  La  sentencia  dictada  sin  jurisdicción  debe  dejarse  sin 
efecto.  (Febrero  10  de  1900,  Mendizábal  v.  Acuña). 

38.  —  La  omisión  de  puntos  tratados  en  el  alegato  y  no  articu- 
lados en  la  demanda  y  la  respuesta,  no  vician  la  sentencia 
(art.  43  y  177,  Ley  Proc;  marzo  27  de  1900,  Allende  v. 
sociedad  «  Las  Catalinas  »). 

39.  —  No  puede  concederse  el  recurso  de  nulidad,  si  se  denie- 
ga el  de  apelación  (art.  34^  Ley  Proc. ;  mayo  19  de  4  900,  Banco 
Nacional  v.  Zapata). 
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40.  —  £n  las  causas  de  divorcio  es  nulo  lo  que  se  obra  sin  la 
intervención  del  ministerio  fiscal  (art.  74,  Ley  de  matrimo- 
nio ;  junio  2  de  1900.  iV.  N.  An.  v.  X.  X.). 

44 .  —  No  hay  nulidad  en  la  sentencia  por  defectos  en  la  perso- 
nería del  procurador  y  en  la  forma  de  una  notificación  no 
observada  y  reclamada  en  tiempo.  (Junio  28  de  4900,  Ocantos 
v.  Raffo). 

4'¿.  —  No  hay  nulidad  en  la  sentencia  por  el  hecho  de  haber 
colocado  en  orden  diferente  las  acciones  deducidas,  sobre 
las  cuales  resuelve  con  arreglo  á  la  demanda  (art.  43,  Ley 
de  Proc.  /junio  28  de  4900,  Ocantos  v.  RafTo). 

43.  — Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad  contra  la  senten- 
cia que  llena  las  condicioues.de  forma  y  solemnidad  reque- 
ridas por  el  artículo  43,  Ley  de  Proc.  {Agosto  24  de  4900, 
Molina  Salas  v.  Banco  Nacional.) 

44.  —  Opuesta  á  la  tercería  de  dominio,  la  nulidad  de  la  com- 
pra por  defecto  de  requisitos  esenciales  al  contrato  y  falta  de 
tradición,  y  la  acción  revocatoria  por  haber  sido  hecha  la 
enajenación  en  perjuicio  délos  derechos  credítorios  del  eje- 
cutante, no  es  nula  la  sentencia  que  declara  adquirido  el 
dominio  y  revoca  el  contrato,  como  hecho  con  el  propósito 
de  defraudarlos  derechos  del  acreedor.  (Agosto  28  de  4900, 
Mendaza  en  autos  de  Palma  v.  Piróla.) 

45.  —  No  produce  nulidad  'la  circunstancia  de  que  el  auto  de 
prueba  no  contenga  los  puntos  sobre  que  ha  de  recaer  y  que 
sin  designación  de  los  medios  probatorios,  exprese  que  ella 
versará  sobre  los  hechos  alegados  por  el  demandante  y  de- 
mandado ;  pues  la  regla  del  artículo  4  4  7,  Ley  de  Procedimien- 
tos, se  refiere  sóloála  providencia  que  manda  recibir  la  cau- 
sa á  prueba  de  testigos,  la  que  debe  indicar  los  hechos  pre- 
cisos  y  conducentes  sobre  que  ha  de  recaer.  (Noviembre  43 
de  4900,  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino). 

46.  -~  No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  por  defectos  en 
las  notificaciones  y  en  el  auto  de  prueba  que  no  han  sido 
observados  en  primera  instancia.  (Noviembre  43  de  4900^ 
Gordillo  V.  Ferrocarril  Andino). 
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47.  —  Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad  contra  la  senten- 
cia que  se  ajusta  al  art.  495,  Cód.  Proc.  Crim.,  fundado  en 
violaciones  de  forma  que  se  atribuye  á  la  misma  (art.  509 
y  606,  Cód.  citado;  noviembre  29  de  4900,  Vállete v.  Vi- 
¡lalba). 

48.  —  Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad  contra  la  sen- 
tencia que  aprecia  y  resuelve  la  causa  con  arreglo  á  las 
acciones  deducidas  (art.  13  y  233,  Ley  Proc. ;  marzo  28  de 
4901,  Torre  v.  Jorba). 

49.  —  Debe  rechazarse  el  recurso  de  nulidad  contra  la  senten- 
cia de  remate,  resultando  haberse  observado  en  el  juicio  los 
trámites  legales  (art.  233,  Ley  Proc. ;  marzo  28  de  4904,  Gon- 
zález V.  Silva). 

50.  —  No  viola  la  ley  de  procedimientos  el  auto  que  recibe  la 
causa  á  prueba  sobre  los  hechos  alegados  por  las  partes,  sin 
determinar  los  puntos  sobre  que  ha  de  versar  la  de  testigos 
(art.  449,  Ley  Proc;  abril  23  de  4904,  Zapata  v.  Gobierno 
Nacional). 

54.  —  La  nulidad  por  defectos  de  procedimiento  queda  sub- 
sanada, si  no  se  ha  reclamado  la  reparación  de  aquellos  en 
la  misma  instancia  en  que  se  hayan  cometido;  y  no  procede, 
en  consecuencia,  el  recurso  de  nulidad  fundado  en  no  ha- 
berse corrido  traslado  de  la  reconvención,  cuando  tal  falta 
ha  sido  consentida  por  las  partes.  (Junio  48  de  4904,  Banco 
Provincial  de  Mendoza  v.  Moreno  y  Serpa.) 

52.  —  La  nulidad  por  defectos  de  procedimientos  queda  sub- 
sanada, si  su  reparación  no  ha  sido  pedida  en  la  instancia 
en  que  se  produjeron  (art.  543,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  22 
de  4904,  causa  v.  Borgese  y  otros). 

53.  —  Es  nula  la  sentencia  dictada  sin  haberse  realizado  una 
diligencia  de  prueba  pedida  y  ordenada  en  tiempo^  sin  culpa 
del  que  la  solicitó  (art.  233,  Ley  Proc;  agosto 34  de  4904, 
Banco  Nacional  v.  Ferreira). 

54.  —  No  es  admisible  el  recurso  de  nulidad  contra  la  senten- 
cia que  contiene  decisión  expresa,  positiva  y  precisa  sobre 
la  acción  deducida  y  las  excepciones  y  defensas  opuestas  por 
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el  demandado  (art.  42  y  233,  Ley  Proc. ;  septiembre  7  de 
1904,  Fanelli  v.  Camera). 

55.  —  No  procede  el  recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia 
que  revisté  las  formas  legales,  y  si  en  el  juicio  se  han  obser- 
vado las  disposiciones  de  la  ley»  sin  que  se  haya  incurrido 
en  defecto  que,  por  expresa  disposición,  anúlelas  actuacio- 
nes (art.  233,  Ley  Proc;  noviembre  7  de  4901,  Sociedad 
Nueva  Chicago  v.  Banco  Hipotecario  Nacional). 

56.  —  El  que,  conjuntamente  con  el  recurso  de  apelación,  ha 
deducido  el  de  nulidad  fundado  en  defectos  de  procedimien- 
tos, debe  considerarse  que  ha  abandonado  este  último  si  en 
el  escrito  de  expresión  de  agravios  solicita  el  pronunciamien- 
to en  definitiva  y  no  la  devolución  de  la  causa  á  primera 
instancia  para  su  substanciación  desde  la  actuación  que  mo- 
tivaría la  nulidad  (art.  237,  Ley  Proc;  diciembre  42  de 
4904,  Rufener  V.  Banco  Hipotecario  Nacional). 

57.  —  Debe  rechazarse  el  recurso  de  nulidad  fundado  en  no 
haberse  pronunciado  el  inferior,  sobre  las  excepciones  y  de- 
fensas opuestas,  si  éstas  no  son  tales  sino  argumentos  invo- 
cados para  el  rechazo  de  la  demanda.  Y  el  hecho  de  no  contes- 
tar á  todos  y  cada  uno  de  ellos,  tampoco  constituye  nulidad 
si  el  juez  plantea  y  resuelve  en  su  sentencia,  por  razones  que 
considera  suficientes,  la  cuestión  debatida.  (Diciembre  30  de 
4904,  Fernández  v.>  Socas). 

58.  —  La  nulidad  basada  en  la  falta  de  intervención  del  minis- 
terio de  menores,  queda  subsanada  con  la  ratificación  que 
éste  y  el  padre  legitimo  de  los  menores,  hacen  de  todo  lo 
obrado  en  el  juicio.  (Diciembre  30  de  4904,  Fernández  v. 
Socas). 

59.  —  Debe  considerarse  que  ha  sido  abandonado  el  recurso 
de  nulidad,  si  el  apelante  en  su  expresión  de  agravios  se 
limita  á  pedir  la  revocatoria  de  la  sentencia.  (Mayo  47  de  4902, 
Fisco  Nacional  v.  Dorignac.) 
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OBRA  NUEVA  (a). 
Puede  proseguirse  y  terminarse  la  obra  nueva  comenzada  en 
terreno  del  demandado,  que  no  entraña  limitación  alguna  á 
los  derechos  del  demandante  (art.  107Í,  Cód.  Civ.J.  —  T.  80, 
p.  ¿5. 

(a)  Véase  :  Interdicto  y  Digesto,  t.  2,  p.  226. 
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Véase  :  Embargo  preventivo ;  Endoso 
i .  —  Contra  un  pagaré  á  la  orden  no  procede  la  excepción  de 
causa  ilícita  de  la  obligación  (art.  676,  739  y  741,  Cód.Com.). 
—  T.  69,  p.  407. 
2.  —  Ei  endoso  de  un  pagaré  á  la  orden,  hecho  cuando  aun  no 
estaba  vencido,  traspasa  la  propiedad  del  mismo  sin  necesi- 
dad de  notificación  ó  aceptación  del  deudor;  y  éste  no  puede 
hacer  valer  contra  el  tenedor  las  excepciones  y  defensa  que 
pudiera  hacer  valer  contra  el  endosante  (art.  624,  740  y  741  ^ 
Cód.  Com.;  noviembre  12  de  1904,  Basaldúa  v.  Obertis). 


PAGO  (a). 

A  quién  debe  hacerse,  1. 
Billetes  de  emisión  menor,  7. 
Deuda  á  oro  (conversión),  2. 
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, Fondos  públicos,  3. 
Pesos  fuertes,  4. 
Prueba,  6. 


1 .  A  quien  debe  hacerse.  —  Sí  se  ha  convenido  expresamente 
que  el  pago  debe  ser  exigido  conjuntamente  por  varias  per- 
sonas, el  deudor  no  está  obligado  á  hacerlo  al  acreedor  que 
no  justifique  hallarse  autorizado  por  las  personas  citadas 
para  exigirlo.  —  T.  65,  p.  168. 

2.  Deuda  áoro  (conversión).  —  Si  en  garantía  dé  la  deuda  á 


(a)  Véase  :  Digesto,  t.  2,  p.  230  á  239. 
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eco,- 66  han  entregado  cantidades  de  moneda  legal  con  la 
calidad  de  ser  convertida  al  cambio  del  día  en  que  el  deudor 
lo  ordenase,  y  no  se  ha  probado  la  existencia  de  esa  orden, 
la  conversión  tiene  que  ser  hecha  al  cambio  del  día  que  lo 
ordene  la  sentencia,  para  poder  imputar  el  importe  al  pago 
de  la  deuda.  El  resto  que  quede  á  cubrirse,  debe  ser  pagado 
á  oro,  ó  en  moneda  legal  al  cambio  del  día  de  pago.  —  T.  74, 
p.  497. 

3.  Fondos  públicos.  —  Reconocida  y  aceptada  la  obligación 
de  pagar  perjuicios  en  moneda  nacional,  no  es  lícito  mandar 
pagar  el  importe  de  la  liquidación  con  fondos  públicos  crea- 
dos por  una  ley  provincial.  Esto  importa  violar  el  artículo 
740  del  Código  Civil  y  la  Constitución  nacional  (artículos  67, 
inciso  10o,  y  108)  que  da  al  Congreso  la  facultad  exclusiva  de 
legislar  en  materia  de  moneda,  y  la  niega  á  los  poderes  pro- 
vinciales. —  T.  66,  p.  351  (a). 

4.  Pesos  fuertes.  —  Es  justa  la  sentencia  que  manda  pagar  la 
obligación  contraída  á  pesos  fuertes,  con  arreglo  á  la  segun- 
da parte  del  artículo  3%  Ley  número  1734, sobre  inconversión. 
—  T.  76,  p.  399  (fc). 

5.  Prueba.  —  Reconocida  la  obligación  de  abonar  los  medica- 
mentos recetados  por  los  médicos  de  la  sociedad  demandada, 
y  reconocido  el  despacho  por  éstos  de  parte  de  las  recetas 
entregadas  por  el  actor  á  la  sociedad,  en  prueba  de  haberlas 
cumplido,  debe  abonarse  el  importe  de  todas  las  entregadas, 
si  la  sociedad  no  ha  probado  que  las  que  se  niega  á  pagar 
no  fueron  despachadas  por. sus  médicos.  —  T.  82,  p.  120. 

6.  —  La  cláusula  pago  y  chancelación  de  honorarios  que  figura 
al  final  de  un  pagaré,  escrito  por  el  mismo  firmante,  y  dado 
á  su  acreedor  de  honorarios,  que  éste  niega  haber  existido 
en  el  pagaré^  cuando  lo  recibió  y  endosó,  no  prueba  la 
excepción  de  pago  que  el  deudor  opone  á  la  cobranza 
de    los  honorarios   adeudados;    porque    tal   chancelación 

(a)  En  análogo  sentido,  t.  57,  p.  331  {Digesto,  t.  2,  p.  342). 
(6)  Véase  :  Digtsto,  t.  2,  p.  275  y  235,  236. 
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sólo  al  acreedor  correspondía  otorgar  y  porque  está  pro- 
bado por  testigos  no  tachados,  que  vieron  ese  documento, 
que  no  contenía  semejantes  palabras.  (El  reconocimiento 
que  el  acreedor  hace  de  su  firma  contenida  en  el  endoso,  no 
puede  considerarse  regido  por  el  artículo  1028,  Cód.  Civ., 
puesto  que  la  materia  de  la  obligación  que  dicho  endoso 
constituye,  está  restringida  á  la  responsabilidad  por  la  suma 
recibida  del  endosatario,  siendo  extrañas  á  ese  objeto  las 
relaciones  particulares  entre  el  endosante  y  firmante  del  pa- 
garé. (Junio  19  de  1900,  Paz   t.  Menn.) 

7.  Billetes  de  emisión  menor.  —  El  acreedor  puede  negarse 
á  recibir  billetes  de  emisión  menor  fuera  de  los  limites  auto- 
rizados en  el  artículo  6  de  la  Ley  de  5  de  noviembre  de  1881 
(art.  4,  Ley  1334;  art.  3,  Ley  2709;  Ley  2822.  El  silencio  de 
esta  última  no  puede  interpretarse  como  derogatorio  de  las 
anteriores,  porque  no  se  opone  á  éstas.  Septiembre  26  de 
1901,  Scarpotí  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino.) 

8.  Nulidad.  —  No  es  válido  el  pago  verificado  con  violación  de 
las  estipulaciones  contenidas  en  el  contrato  celebrado  con  la 
persona  que  ha  reclamado  aquél,  y  que  han  sido  conocidas 
por  el  deudor ;  y  el  cesionario  del  acreedor  puede  reclamar  de 
estenio  que  debió  recibir  según  dicho  contrato  (art.  1977, 
Cód.  Civ.;  abril  29  de  1902,  M.  T.  de  Cormaus  v.  Provincia 
de  Córdoba). 

PAPEL   SELLADO. 

Véase  :  Prescripción 

1 .  Según  la  ley  de  sellos  de  1895,  al  contrato  de  arrendamien- 
to de  un  buque  por  el  término  de  un  año,  á  raz9n  de  750  li- 
bras esterlinas  mensuales,  formando  en  las  doce  mensuali- 
dades un  total  de  nueve  mil  libras,  equivalentes  á  156.854,08 
pesos  moneda  nacional  de  curso  legal,  corresponde  el  sello 
de  157  pesos,  é  incurren  en  la  pena  del  décuplo  de  este  va- 
lor, los  infractores  (art.  23,  ley  citada).  —  T.  66,  p.  75. 

2.  —  En  los  contratos  sujetos  á  pagos  ó  prestaciones  periódi- 
cas, que  no  expresan  plazo,  el  sello  se  gradúa  computándose 


i 
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las  entregas  por  el  término  de  dos  anos  (Ley  de  1884).  — 
T.  69,  p.  355. 

3.  —  Según  la  ley  nacional  de  sellos  de  1897^  no  está  sujeto  á 
multa  el  documento  en  papel  simple  por  el  cual  se  conviene 
en  la  compra  y  escritura  de  un  inmueble  sito  en  el  territorio 
de  una  provincia  (art.  43,  Ley  de  sellos  de  1897).  —  T.  77, 
p. 108. 

4.  —  No  corresponde  hacer  pagar  la  multa  por  infracción  á  la 
ley  de. sellos,  á  la  parte  contra  la  cual  se  presenta  un  docu- 
mento en  papel  simple,  mientras  no  se  pruebe  que  es  suya  la 
tirma  que  figura  en  él.  —  T.  77,  p.  398. 

5.  —  Corresponde  que  se  repongan  los  sellos  y  se  abone  la 
multa  antes  de  elevarse  los  autos  al  tribunal  de  apelación 
(art.  52,  Ley  de  sellos  de  1898  ;  febrero  3  de  1900,  Silveyra 
Leanesv.  Acevedo). 

6.  — Los  documentos  otorgados  en  las  provincias  no  deben  ser 
extendidos  en  papel  sellado  nacional^  y  no  corresponde^  por 
consiguiente,  aplicar  las  penas  con  que  la  ley  nacional  cas- 
tiga las  infracciones  á  la  misma.  (Noviembre  15  de  19d0, 
Bellv.  Devoto.)  (a) 

7.  —  El  contrato  de  arrendamiento  formalizado  en  la  capital  de 
de  la  República  y  que  versa  sobre  un  inmueble  sito  en  una 
provincia^  está  exento  del  papel  sellado  nacional  (art.  12,  de- 
creto reglamentario  déla  ley  de  .sellos  de  1900;  Bell  v.  De- 
voto). 

8.  —  Las  actuaciones  del  Banco  Nacional  obradas  en  papel  co- 
mún en  asunto  seguido  ante  la  justicia  federal,  no  deben  ser 
repuestas  con  el  papel  sellado  provincial  cuando,  por  razón 
de  testamentaria,  se  acumulan  al  juicio  de  ésta  radicado  ante 
la  justicia  local.  (En  aquel  asunto,  el  Banco  ha  usado  el 
papel  común  con  sujeción  á  las  leyes  del  Congreso,  y  sus 
derechos  no  pueden  quedar  afectados  por  la  acumulación  al 
juicio  de  testamentaria  tramitado  en  la  justicia  {provincial 

(a)  Se  tratabat  en  el   caso,  de  recibos  por  arrendamientos  de  bienes  raice» 
situados  en  nna  provincia,  otorgados  en  la  misma. 
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(art.  34,  Const.  nacional;  mayo  l^de  1902,  Banco  Nacional 
V.  Testamentaría  de  R.  Brizuela  v  Doria). 
9«  —  La  exención  de  impuestos  provinciales,  acordada  al  Bac- 
co  nacional,  por  la  ley  de  su  creación,  ño  comprende  la  del 
papel  sellado  de  actuación  (art.  5  y  16,  Ley  de  5  de  noviem- 
bre de  1872.  jVéase  :  Interprelacián ;  n*»  9,  mayo  12  de  1902, 
Banco  Nacional  v.  concurso  de  Dolores  Chirapozu  de  Grosi). 

PARED  MEDIANERA. 
Debe  mandarse   clausurar  la  ventana  abierta  en  pared  me- 
dianera, por  uno  de  los  condóminos  sin  el  consentimiento 
del  otro  (art  2654,  Cód.  Civ. ;  junio  20  de  1901 ,  Rimoldi   v. 
Giralt  de  Aliones). 

PASAJE. 
La  enfermedad  que  no  permite  seguir  viaje  sin  peligro,  auto- 
riza al  pasajero  á  suspenderlo  y  le  da  derecho  de  repetir  el 
precio  correspondiente  al  camino  no  recorrido,  sin  que 
obste  ninguna  cláusula  en  contrario  consignada  en  el  boleto 
de  pasaje  (art.  1111,  inc.  3**,  y  204,  inciso  final,  Cód.  Com.). — 
T.  76,  p.  135. 

PASE. 

1.  —  Corresponde  conceder  el  pase  á  la  bula  que  no  se  opone  á 
las  prerrogativasxonstitucionales  y  á  los  derechos  de  patro- 
nato nacional  (Bula  sobre  creación  de  las  diócesis  de  La 
Plata,  Santa  Fe  y  Tucumán  y  nueva  circunscripción  de  las 
ocho  diócesis).  —  T.  67,  p.  284. 

2.  —  Con  las  reservas  que  emanan  del  patronato,  puede  conce- 
derse el  pase  á  los  breves  expedidos  por  el  Sumo  Pontífice, 
instituyendo  obispos  diocesanos  de  la  República  á  las  per- 
sonas elegidas  por  el  gobierno  de  la  República  y  presentadas 
á  aquél.  Acuerdo  de  Febrero  26  de  1901,  en  el  Breve  insti- 
tuyendo obispo  de  La  Plata,  á  monseñor  doctor  don  Juan  N. 
Terrero  y  t.  72,  p.  325;  t.  77,  p.  286. 

3.  —  Puede  acordarse  el  pase  á  los  breves  pontificios  que  no 
afectan  la  soberanía  nacional,  con  las  reservas  que  emanan 


—  503  ->  PAS-PAT 

de  la  Constitución  y  leyes  nacionales  sobre  patronato.  —  T. 
73,  p.  275. 

4.  —  Con  las  res&rvas  que  emanan  de  la  Constitución  y  leyes 
sobre  patronato,  puede  concederse  el  pase  al  breve  pontifi- 
cio, instituyendo  obispo  titular.  —  T.  78,  p.  40;  t.  81, p.  53. 

5.  —  Con  las  reservas  que  emanan  del  patronato  nacional,  pue- 
de concederse  el  pase  al  breve  instituyendo  arzobispo  de  la 
arquidiócesís  á  la  persona  elegida  por  el  gobierno.  (Noviem- 
bre 45  de  4900,  Breve  sobre  institución  del  arzobispo  doctor 
Espinosa).  , 

PASTAJE. 
Disuelta  y  liquidada  la  sociedad  que  existía  entre  las  partes 
para  la  crianza  de  ganado,  en  el  campo  de  una  de  éstas,  la 
otra  debe  retirar  los  animales  que  le  fueron  adjudicados  en 
la  división  ;  y  por  los  que  no  retiró,  debe  al  propietario  del 
campo  una  indemnización  por  el  uso  y  goce  de  éste,  tenido 
contra  su  voluntad,  por  ser  esa  obligación  correlativa  del 
derecho  del  dueño  de  la  cosa  para  prohibir  que  otro  se  sirva 
de  ella  (art,  2543,  Cód.  Civ.;  octubre  44  de  4900,  Zerdan  v. 
Márquez). 

PASTOREO. 

Véase :  Ejnbargo  preventivo 

PATENTE  DE  INVENCIÓN. 


Sumario 


<^aación,  1,  2,  4,  7,  8. 
Demanda,  3. 
Falsificación,  10,  11,  12. 


Imitación,  13. 
Nulidad,  5,  6,  9,  11, 12. 
Validez,  14. 


4 .  — Consentido  el  auto  por  el  cual  se  manda  al  actor,  que 
préstenla  caución  del  articulo  58  de  la  Ley  de  patentes,  debe 
ella  ser  prestada^  si  el  demandado  manifiesta  no  querer  ex- 
plotar el  invento  durante  el  juicio.  —  T.  64,  p.  423. 

2. —  El  querellante  por  falsificación  de  patente  de  invención, 
que  insiste  en  el  embargo  decretado  contra  el  querellado, 
está  obligado,  si  éste  la  pide,  aprestar  caución  para  respon- 
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der  á  las  resultas  del  juicio  (art.  58,  Ley  de  Patentes  de  in- 
vención). —  T.  67,  p.  267. 

3.  —  Sin  acompañarse  á  la  demanda  la  patente  de  invención, 
no  puede  dársele  curso.  (El  artículo  57,  Ley  de  Patentes,  re- 
quiere la  exhibición  de  la  patente  respectiva  para  que  el 
juicio  sea  debidamente  iniciado,  disponiendo  que  sin  el  lleno 
de  ese  requisito  no  se  dé  curso  á  la  demanda.  El  articulo  40, 
Ley  de  Procedimientos,  no  puede  invocarse  por  analogía,  por- 
que ese  articulo  impone  el  deber  de  producir  con  la  deman- 
da, las  escrituras  y  documentos  que  justifiquen  el  derecho 
que  se  deduce,  no  al  efecto  de  impedir  la  prosecución  del 
juicio,  sino  al  de  privar  al  demandante  del  derecho  de  pre- 
sentarlos después,  viniendo  asi  á  reglar  una  situación  dife- 
rente de  la  expresada).  —  T.  67,  p.  276. 

4.  —  El  que  en  la  demanda  por  violación  de  la  Ley  de  Patentes  de 
invención,  pide  que  se  interrumpa  la  explotación  del  invento, 
con  relación  al  demandado^  está  obligado,  si  éste  lo  exige,  á 
dar  caución  suficiente  (art.  58,  ley  citada).  —  T.  68,  p.  99. 

5.  —  No  puede  pedir  la  nulidad  de  una  patente,  fundado  en  la 
similitud  de  un  invento  anterior^  el  que  no  es  sucesor  ni  ce- 
sionario del  invento,  y  que  además  no  demuestra  que  el  in- 
vento hubiera  sido  conocido  en  el  país.  — T.  68,  p.  302. 

6.  —  Es  nula  la  patente  de  invención  concedida  por  el  simple 
mejoramiento  de  una  invención  patentada  (art.  4,  3,  27  á  32» 
Ley  de  Patentes  de  invención).  —  T.  68,  p.  302. 

7.  —  Ordenada  la  prestación  de  caución,  si  bien  debe  negarse 
que  se  haga  con  la  presentación  de  artículos  susceptibles  de 
depreciación,  no  puede  exigirse  limitativamente  que  se  veri- 
fique con  depósito  en  dinero  (art.  58,  Ley  de  Patentes;  art. 
2000,  Cód.  Civ.).  —  T.  69,  p.  52. 

8.  —  La  caución  prescripta  por  el  artículo  58  de  la*Ley  de  Pa- 
tentes de  invención,  puede  ser  real  ó  personal;  y  la  decla- 
ración conforme  hecha  por  el  juez,  después  de  haber  re- 
chazado una  caución  personal,  importa  la  modificación  de 
este  auto,  si  hubiera  de  entenderse  como  negativo  de  toda 
caución  personal.  —  T.  69,  p.  463. 
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9.  —  Es  nula  la  palente  concedida  á  un  sistema  conocido  y 
practicado  dentro  y  fuera  del  país  antes  de  su  concesión ; 
y  el  demandado  por  falsificación  de  ella,  puede  oponer  la 
nulidad  (art.  4,  4,  46  y  57,  Ley  de  Patentes  de  invención).  — 
T.  82,  p.  383. 

10.  —  No  probando  el  demandante  que  el  demandado  sea  au- 
tor ó  cómplice  de  la  falsificación  que  le  atribuye,  ni  justi- 
ficado que  se  haya  hecho  uso  del  sistema  patentado  al 
primero,  corresponde  la  absolución  del  segundo  (art.  468, 
Cód.  Proc.  Crim. ;  diciembre  U  de  1900,  Bossio  Polar  v. 
Grümbein).  > 

11 .  —  Si  el  demandado  por  falsificación  ha  hecho  valer  la  nu- 
lidad de  la  patente,  no  en  forma  de  reconvención,  sino  como 
una  de  las  excepciones  y  defensas  que  le  autoriza  á  oponer 
el  artículo  57  de  la  ley  de  la  materia,  el  inferior  puede  pro- 
nunciar la  absolución  de  aquél  sea  ó  no  válida  la  patente,  si 
para  ello  ha  encontrado  mérito  suficiente.  (Diciembre  11  de 
1900,  Bossio  Polar  V.  Grümbein.) 

12.  —  Es  nula  la  patente  acordada  para  un  procedimiento  ya 
conocido  y  pasado  al  dominio  público;  y  debe  rechazarse  la 
acción  sobre  usurpación  ó  falsificación  de  aquélla,  fundada 
en  la  misma  (art.  4  y  46,  Ley  de  Patentes  de  invención;  julio 
27  de  1901,  Borrini  v.  Mastrazzi.) 

13.  —  El  propietario  de  una  patente  de  invención  por  una  com- 
posición par^  lavar  carneros^  otorgada  para  este  objeto  y  ga- 
rantiendo al  inventor  las  proporciones  en  que  los  componen- 
tes entran  en  aquella  y  no  los  ingredientes  mismos,  que  ya 
eran  usados  con  igual  objeto,  no  puede  intentar  demanda 
por  violación  de  su  titulo  cuando  la  imitación  se  refiere  no 
á  los  ingredientes  de  la  composición,  sino  á  la  proporción  en 
que  entrasen  en  ella,  y  en  ningún  caso  cuando  la  composi- 
ción que  se  acusa  por  razón  de  los  derechos  derivados  de  la 
patente,  fuese  expendida  como  remedio  al  objeto  de  curar  y 
no  simplemente  de  lavar  (art.  4,  Ley  de  Patentes;  agosto  29 
de  1901,  Mackill  v.  Ramsay,  Bellamy  y  C";  Mackill  v. 
Mac'Dougall). 
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H.  —  Es  valídala  patente  acordada  por  la  nueva  aplicación  de 
medios  conocidos  para  la  obtención  de  un  resultado  ó  de  un 
producto  industrial,  aunque  en  la  solicitud  de  concesión  se 
hubieren  contenido  restricciones,  condiciones  ó  reservas 
no  permitidas  por  el  artículo  19  de  la  ley  de  patentes  (art. 
3  y  46,  Ley  de  Patentes  de  invención;  art.  1039,  Cód.  Civ. : 
diciembre  24  de  1901 ,  Wattine  y  C«  v.  Bossio  Polar). 

PENA  (APLICACIÓN  DE).  y 

Véase  :  Aduana;  Jueces 

PEÑA  (AGRAVACIÓN  DE)  (a). 
\ .  —  No  puede  agravarse  la  pena/  ni  aún  en  la  hipótesis  de  que 
la  calificación  del  delito,  hecha  por  la  sentencia  del  inferior, 
favorezca  al  acusado,  si  ésta  no  ha  sido  apelada  por  el  minis- 
terio fiscal  (art.  693,  Cód.  Proc.  Crim.).—  T.  63,  p.  45 y  55; 
t.  69,  p.  U5;  t.  73,  p.  316. 

2.  —  Impuesta  por  la  sentencia  apelada  la  pena  de  dos  años 
de  trabajos  forzados,  al  autor  del  delito  de  falsedad,  y  pedido 
por  el  ministerio  público  su  reducción  á  un  año,  hay  equidad 
en  darla  por  compurgada  con  la  prisión  sufrida,  si  ésta  se  ha 
prolongado  por  tres  años  y  cinco  meses,  sin  culpa  del  acusado 
en  la  demora  del  proceso  (art.  65,  Ley  Penal.).  — T.  63,  p.  444 . 

3.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  agravar  la  pena  impuesta  al 
procesado,  por  la  sentencia,  si  esta  no  ha  sido  recurrida  por 
el  ministerio  fiscal.  Sentencias  de  junio  23  de  4900,  causa  v. 
Mortola,  y  noviembre  30  de 4 904,  causa  v.  Castillo;  y  t.  69,  p. 
453;  t.  74,  p.252;  t.  76,  p.  462  ;  t.  77.  p.  58;  t.  79,  p.309;t.84, 
p.  498.  (En  igual  sentido,  t.  42,  p.'350;  t.  53,  p.  32;  t.  58,  p. 
208;  t.  59.  p.  405;  t.  60,  p.  249;  Digesto,  t.  2,  p.  256  y  257). 

4.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  agravar  la  pena  impuesta  por 
la  sentencia  de  primera  instancia,  si  ésta  no  ha  sido  apelada. 
(El  inferior  aplicó  á  los  procesados  las  disposiciones  del  Có- 
digo Penal,  y  el  Procurador  General   indicó  ante  la  Corte 

(a)  Véase :  Causas  criminales,  número  2 ;  Circulación  de  billetes  faUoSy  núme- 
ros, 40,  52,  56  y  63;  Distracción  de  caudales,  número  3;  Homicidiúf  número  14; 
Hurto,  números  3  y  5;  Malversación,  números  4  y  8:  Tentativa. 
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que  la  pena  aplicable  era  la  del  artículo  80  de  la  Ley  Penal  de 
4863).— T.  6Í,  p.  474:  t.  69,  p.  484. 

5.  —  La  apelación  interpuesta  por  el  ministerio  fiscal  respecto 
(leí  procesado  absuelto,  no  puede  invocarse  para  pedir  agra- 
vación de  la  pena  impuesta  al  coprocesado  ;  y  si  la  senten- 
cia en  esta  parte,  no  ha  sido  recurrida  por  el  procurador 
fiscal  y  el  defensor  del  procesado  no  expresó  agravios  en 
virtud  del  recurso  que  él  dedujo,  no  es  permitido  modificar- 
la en  sentido  desfavorable  al  acusado  (art.  693,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  80,  p.  431. 

6.~  Si  la  sentencia  de  primera  instancia,  dictada  de  acuerdo 
con  la  acusación  fiscal,  sólo  ha  sido  apelada  por  el  procesa- 
do, la  Suprema  Corte  no  puede  dar  al  delito  de  que  se  trate, 
una  calificación  que  lo  agrave.  —  T.  84,  p.  380. 

7.  —  Si  el  procurador  fiscal  ha  pedido  contra  uno  de  los  proce- 
sados una  pena  menor  que  la  que  le  impone  la  sentencia  del 
juez,  el  recurso  que  aquel  deduce  no  puede  referirse  á  esa 
parte  de  la  sentencia  y  no  habilita  á  la  Suprema  Corte  para 
aumentar  la  pena  impuesta.  —  T.  82,  p.  285. 

8.  —  La  sentencia  que  castiga  al  culpable,  sólo  como  autor  de 
tentativa  de  substracción  de  correspondencia,  no  puede  ser 
modificada  en  perjuicio  del  reo^  si  ha  sido  consentida  por  el 
ministerio  fiscal.  (Junio  42  de  4900,  causa  v.  Sacrazeig). 

9. — La  sentencia  condenatoria  que  ha  sido  consentida  por  el 
ministerio  fiscal,  no  puede  ser  modificada  en  sentido  desfa- 
vorable al  procesado  (art.  693,  Cód.  Proc.  Crim. ;  julio  24 
4900,  causa  v.  Dellavita). 

40.  —  Habiéndose  expresado  agravios  por  el  defensor  del  pro- 
cesado, y  adherfdose  á  la  apelación  el  procurador  general, 
puede  agravarse  la  pena  impuesta  por  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  (art.  522  y  693,  Cód.  Proc.  Crim. ;  septiembre 
4  de  4900,  causa  v.  Rotha). 

44.  —  Si  el  defensor  del  procesado  no  ha  expresado  agravios, 
y  manifestado  en  su  oportunidad  que  no  solicita  la  revocato- 
ria de  la  sentencia,  no  puede  agravarse  la  pena  impuesta, 
aunque  el  ministerio  fiscal  se  haya  adherido  á  la  apelación 
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pidiendo  mayor  pena  (art.  693,  Cód.  Proc.  Crim. ;  agosto  21 
de  1900,  causa  v.  Eloriaga). 
42.  — Si  la  sentencia  del  inferior  no  ha  sido  recurrida  por  el 
ministerio  público  en  la  parte  relativa  á  la  pena  pecuniaria 
que  impone,  aunque  ésta  sea  menor  que  la  del  término  me- 
dio que  corresponde  con  arreglo  á  la  ley,  la  Suprema  Corte 
no  puede  aumentarla.  (Abril  5  de  4902,  causa  v.  Prina.) 

PERITOS  (a). 

Véase :  Apelación 

4.  — Los  peritos  que  se  nombren  en  el  juicio  ordinario  sobre 
daños  y  perjuicios,  dentro  del  término  de  prueba,  para  hacer 
su  avaluación,  no  tienen  otra  misión  que  suministrar  al  juz- 
gado un  elemento  para  la  estimación  de  los  perjuicios  recla- 
mados. —  T.  65,  p.  84 . 

2.  —  Debe  ser  aprobada  la  avaluación  hecha  por  la  mayoría  de 
los  peritos,  practicada  de  acuerdo  con  las  cláusulas  y  eu 
cumplimiento  de  una  transacción.  — T.  70,  p.  287. 

3.  —  En  la  prueba  pericial  solicitada  de  acuerdo  con  las  leyes 
de  procedimiento  federal,  los  peritos  deben  expedir  su  dic~ 
tamen  en  junta  (art.  448,  Ley  Proc).  —  T.  74,  p.  47. 

4.  —  El  término  que  el  juez  haya  fijado  á  los  peritos  para  ex- 
pedirse no  es  fatal,  y  su  vencimiento  no  obsta  á  que  su  in- 
forme se  agregue  á  la  prueba.  —  T.  73,  p.  245.  (Igual  al  t. 
49,  p.  437.) 

5.  —  El  auto  que  manda  practicar  la  prueba  de  peritos  solici- 
tada por  una  de  las  partes^  no  trae  gravamen  á  la  otra  desde 
que  su  mérito  debe  ser  apreciado  en  la  definitiva,  y  las  ero- 
gaciones quedan  de  cargo  de  aquella,  si  ésta  no  quiere  con- 
currir (art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  79,  p.  462. 

6.  — Admitida  la  diligencia  probatoria  de  informe  de  un  perito, 
solicitada  por  una  de  las  partes,  no  puede  la  otra  pedir, 
después  de  vencido  el  término,  que  para  dicho  informe  se 
asocie  otro  perito.  —  T.  80,  p.  44. 

7.  — No  puede  ser  admitida  una  diligencia  pericial  pedida  el 

(a)  Prueba  de  peritos. 
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último  día  del  término  probatorio;  porque  resulta  solicitada 
en  tiempo  inhábil  para  que  pueda  practicarse  dentro  de  él 
y  porque  las  diligencias  deben  pedirse  y  practicarse  dentro 
de  dicho  término.  (Febrero  47  de  1900,  Blaja  Montejano  v. 
Ferrocarril  Sud.) 

8.  —  La  prueba  de  peritos  ofrecida  dentro  del  término,  debe 
practicarse  aún  después  de  vencido  éste,  si  no  ha  dependido 
de  la  parte  que  se  efectúe  dentro  del  mismo.  (Mayo  2  de 
4904,Parody  v.  Ralino.) 

9.  —  Si  en  la  demanda  se  ha  estimado  el  monto  de  la  indemni- 
zación sobre  la  base  del  pi^ecio  asignado  á  la  tierra,  cuya 
propiedad  se  discute,  debe  mandarse  practicar  la  prueba 
pericial  solicitada  por  el  actor,  con  ese  objeto  :  su  perti- 
nencia y  mérito  debe  ser  apreciado  en  la  definitiva.  (Marzo 
14  de  1901,  Taurel  v.  provincia  de  Buenos  Aires.) 

10.  —  No  debe  practicarse  después  de  vencido  el  término, 
aunque  haya  sido  pedida  dentro  de  él,  la  prueba  pericial  res- 
pecto de  la  cual  el  interesado  no  ha  obrado  con  la  debida 
diligencia  y  precisión  necesaria  para  la  determinación  del  he- 
cho sobre  que  debía  versarla  pericia.  (Marzo  14  de  1901, 
Brigueti  v.  Alcaraz.) 

11. — La  pertinencia  ó  impertinencia  de  la  prueba  pericial 
solicitada  para  justipreciar  los  trabajos  de  una  mensura,  cuyo 
valor  se  reclama  en  la  demanda,  y  el  mérito  de  aquélla  deben 
apreciarse  en  la  sentencia  final.  (Agosto  17  de  1901,  Palma 
v.  Provincia  de  Corrientes.) 

PERMUTA. 
La  provincia  que  ha  celebrado  con  un  particular,  un  contrato 
de  permuta  de  inmuebles,  no  habiendo  hecho  tradición  de 
éstos,  se  halla  en  la  obligación  de  entregarlos  dentro  del  tér- 
mino que  se  fije  al  efecto,  sin  que  obste  al  derecho  de  aquél 
la  circunstancia  de  no  haber  gestionado,  previamente,  por  la 
vía  administrativa,  la  entrega  que  resulta  no  haber  tenido 
lugar  (art.  1409  y  1492,  Cód.  Civ.  ;  mayo  1°  de  1902,  A.  G. 
de  Carranza  v.  Provincia  de  Santa  Fe). 
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PERSONAS  JURÍDICAS. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios;  Posiciones 

1.  —  Las  persouas  jurídicas  adquieren  derechos  y  contraen 
obligaciones  por  el  ministerio  de  los  representantes  que  sus 
leyes  ó  estatutos  les  hubieren  constituido ;  pero  para  que  los 
actos  de  los  representantes  sean  legalmente  de  la  persona 
jurídica  que  representan,  es  necesario  que  obren  sin  exceso 
en  los  límites  del  mandato,  no  produciendo  efecto,  en  caso 
contrario;  sino  respecto  de  los  mandatarios  (art.  35  y  36, 
Cód.  Civ.  Estás  disposiciones  son  también  aplicables  á  las 
provincias  federales,  pues  que  el  artículo  33  de  dicho  código 
las  menciona,  comprendiéndolas  así  expresamente  en  aque* 
lias  sobre  que  legisla  según  sus  términos  explícitos.).  —  T. 
66,  p.  303. 

2.  — Las  personas  jurídicas  no  pueden  ejecutar  acto  ilícito  á 
sabiendas  y  con  intención  de  dañar  la  persona  ó  derecho  de 
otro,  ó  sea,  un  delito  en  los  términos  del  artículo  4073,  Có- 
digo Civil.  (Mayo  24  de  1904,  Rodríguez  v.  Banco  Nacional.) 

3.  —  Las  personas  jurídicas,  como  las  de  existencia  visible 
que  obran  por  medio  de  mandatarios,  están  habilitadas  y 
son,  en  general,  las  que  están  llamadas  á  serio,  para  negar 
eficacia  á  los  actos  de  sus  representantes  cuando  éstos 
se  hubieran  extralimitado  al  ejercitar  sus  poderes,  en  cuyo 
caso  es  de  toda  evidencia  que  no  impugnan  un  acto  propio. 
(Mayo  22  de  1092,  Villegas  v.  Provincia  de  Buenos  Aires.) 

4.  —  No  es  procedente  contra  la  persona  jurídica  acción  de 
daños  y  perjuicios  emergentes  de  acto  ilícito,  ejecutado  por 
un  representante  de  aquella  (art.  43,  Cod.  Civ. ;  mayo  22  de 
4902,  Villegas  v.  Provincia  de  Buenos  Aires;  mayo  27  de 
4902,  Bialet  Massé  v.  Provincia  de  Córdoba;  junio  49  de 
4902,  Van  Damme  v.  Provincia  de  Salta). 

PERSONERÍA. 

Véase  :  Aduana  ;  Apelación;  Costas ;  Falta  de  personería 

Mandato 
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Sumario  : 


Agentes  del  poder  ejecutivo,  3. 
Agentes  de  vapores,  8. 
Desconocimiento  de  la  personería  fuera 

de  término,  4,  6,  9,  11  y  14. 
Fiscal  de  estado,  1. 
Herederos,  13. 


Padres,  2. 
Procurador,  7. 
Ratificación,  10. 
Ratificación  (promesa  de),  8. 
Regulación  de  costas,  12. 


\.  —  El  físcal  He  Estado  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  no 
tiene  personería  para  representará  dicha  provincia  ante  la 
Suprema  Corte,  en  las  causas  en  que  aquélla  sea  parte.  (Las 
razones  de  esta  resolución  están  consignadas  en  los  tomos 
56,  pág.  272  y  233,  y  57,  p.  39.  Véase  :  Digesto,  t.  2,  p.  273). 
—  T.  65,  p.  27,  y  sentencia  de  17  de  mayo  de  4902,  en  la 
causa  de  Castaños  v.  Provincia  de  Buenos  Aires  (a). 

2.  — *  Los  padres  que  están  llamados  á  representar  á  sus  hijos 
menores  en  virtud  de  la  patria  potestad,  no  están  obligados 
á  acompañar  comprobantes  para  justificar  su  personería.  (£1 
art.  4.  Ley  de  Proc,  se  refiere  á  personas  que,  obrando  á 
nombre  de  otro,  deben  estar  munidos  de  comprobantes  des- 
tinados á  justificar  su  personería ;  lo  que  no  sucede  en  re- 
lación á  los  padres  que  están  llamados  á  representar  á  sus 
hijos  menores,  en  virtud  de  los  derechos  de  la  patria  postes- 
tad,  y  sin  que  medie  discernimiento  que  sirva  á  acreditar 
su  representación,  á  diferencia  de  lo  que  acontece  con  los 
tutores,  mencionados  en  primer  término  por  dicho  artícu- 

o).  —  T.  67,  p.  97, 

3.  — £1  decreto  del  poder  ejecutivo,  de  7  de  noviembre  de  1895, 
que  prohibe  encargar  del  cobro  de  las  multas  á  los  emplea- 
dos de  la  dirección  de  ferrocarriles,  no  se  opone  á  la  inter- 
pretación que  dicha  dirección  le  ha  dado,  entendiendo  que 


(a)  En  este  último  caso,  se  invocó  la  ley  provincial  de  abril  12  de  1901,  regla- 
mentando las  funciones  de  Fiscal  de  Estado,  en  la  que  se  establece  que  éste  re- 
presentará á  la  provincia  ante  los  tribunales  federales  ó  nacionales,  en  que  se 
controviertan  intereses  de  ella.  La  Corte  dijo  que  esta  ley  no  puede  referirse  sino 
á  los  tribunales  que  tengan  su  asiento  en  el  territorio  de  la  provincia. 
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se  refiere  no  á  nombramientos  de  apoderados  hechos  ya, 
sino  á  nombramientos  por  hacerse.  —  T.  67,  p.  265  y  293. 

4.  —  Las  observaciones  sobre  insuficiencia  del  poder  conferido 
para  estar  en  juicio,  formuladas  en  el  alegato  de  bien  pro- 
bado, no  deben  ser  tomados  en  consideración.  —  T.  69, 
p.  223. 

5.  —  Los  agentes  de  vapores  tienen  personería  para  estar  en 
juicio  por  razón  de  obligaciones  contraídas  en  el  lugar  de  su 
residencia  (art.  90,  inc.  4o,  Cód.  Civ.).  —  T.  69,  p.  448. 

6.  —  £1  actor  que  ha  reconocido  en  la  demanda,  la  personería 
del  demandado,  no  puede  desconocerla  en  las  excepciones 
que  éste  deduzca.  — T.  75,  p.  304 . 

7.  —  Nadie  puede  ser  admitido  á  gestionar  demandas  en  nom- 
bre de  otro,  sin  la  competente  escritura  de  poder  (art.  5, 
Ley  Proc;  Ley  10,  tit.  5,  part.  5»).  —  T.  80,  p.  41. 

8.  —  La  promesa  de  ratificación  que  hará  el  representado,  no 
basta  para  subsanar  la  falta  de  poder  y  dar  personería  al 
representante  (art.  5,  Ley  Proc;  Ley  21,  tit.  5,  part.  5'). — 
—  T.  80,  p.  75. 

9.  —  La  razón  social  demandada  por  perjuicios  procedentes 
de  un  juicio  ejecutivo!seguido  ilega1mente,no  puede  sostener 
que  no  es  la  misma  del  mismo  nombre  que  siguió  dicho  jui- 
cio, si  en  la  contestación  de  la  demanda  no  lo  negó  de  una 
manera  formal  y  espllcita,  y  sí  no  resulta  que  ésta  haya  con- 
cluido ó  se  haya  disuelto  antes  de  la  demanda  (art.  86,  Ley 
Proc;  arL  429,  Cód.  Com.).  — T.  81,  p.  12. 

10.  — La  ratificación  de  la  parte  hace  desaparecer  la  cuestión 
de  falta  de  personería  opuesta  al  abogado  y  procurador  en  la 
demanda  de  regulación  de  las  costas  en  que  ha  sido  conde- 
nada la  contraria.  (Mayo  15  de  1900,  Le  Bretón  y  Lupo  en 
autosde  Paats,  Roche  y  C'  v.Testoni  y  Chiesa.) 

11.  --No  siendo  desconocida  en  la  contestación  á  la  demanda 
la  personería  del  actor,  no  puede  decirse  posteriormente  de 
nulidad  por  defectos  de  esa  personería.  (Julio  2  de  1901, 
Da  Silva  v.  Commercial  Unión  Asurance  Company.) 

12. —  El  poder  para  un  pleito  comprende  todas  sus  incidencias 
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como  es  la  relativa  á  la  fijación  de  costas ;  y  la  parte  repre- 
sentada en  ésta  por  su  apoderado,  no  puede  alegar  nulidad. 
(Octubre  3  de  490Í,  Pazos  v.  Sarmiento  y  otros). 

43.  —  Basta  la  prueba  de  la  descendencia  legítima  en  linea  rec- 
ta, para  establecer  la  personería  de  los  actores  en  la  gestión 
de  derechos  como  herederos  del  causante  (art.  3565,  ,Cód. 
Civ.;  Ley  1,  tit.  8,  lib.  5,  R.  C;  Ley  3,  tít.  43,  part.  6».;  octu- 
bre 29  de  1901,  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba). 

14.  —  Las  observaciones  sobre  la  personería  del  actor  hechas 
en  segunda  instancia  por  el  demandado,  son  improcedentes 
habiéndose  éste  conformado  con  la  sentencia  que  la  admite. 
(Mayo  47  de  4902,  Fiscal  nacional  v.  Dorignac.) 

PERSONERO. 
No  puede  admitirse  personero  por  el  procesado  declarado 
rebelde  (art.  450  y  454,  Cód.  de  Proc.  Crim.  Estos  artículos 
tienen  por  objeto  asegurar  el  derecho  de  defensa  consagrado 
en  la  Constitución,  defensa  que  no  puede  tener  lugar  cuando, 
como  en  ese  caso,  es  imposible  la  acusación.  Junio  2  de 
4900,  causa  v.  Aurrecoechea). 

PESOS  FUERTES. 

Véase  :  Pago 
Las  obligaciones  á  pesos  fuertes  y  á  pesos  bolivianos  son  de 
moneda  especial  y  deben  liquidarse  en  moneda  nacional 
oro^  ó  su  equivalente  en  moneda  legal  al  cambio  del  día  del 
pago.  (Ley  de  4 5  de  octubre  de  4885).  —  T.  72,  p.  262  (a). 

PLAGIO. 

Véase :  Daños  y  perjuicios 
PLAZO. 

No  existiendo  en  el  documento  de  obligación^  plazo   para  el 

pago,  es  de  estricta  aplicación  el  artículo  648,  Código  Civil. 

—  T.  84,  p.  440. 

PLUS  PETICIÓN. 
La  pluspetitio  en  que  haya  incurrido  el  actor  en  Su  demanda, 

(a)  Paeden  verse  diversos  casos  resueltos  en  análogo  sentido  en  el  Digesto, 
t.  2,  p.  232  á  240. 

.     T.  llt  33 
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no  es  razón  bastaipite  p^ra  que  piérdalos  derechos  adquiridos 
legítimamente  ;  porque  no  hay  disposición  alguna  en  el  Có- 
digo Civil  que  establezca  como  causa  ó  modo  de  perder  ac- 
ciones ó  derechos  que  correspondan  á  unapersona,  el  exceso 
de  su  petición  en  la  demanda,  habiendo  quedado  por  ello 
sin  vigor,  la  disposición  déla  ley  de  partida  sobre  la  mate- 
ria (arl.  221,  Cód.  Civ.;  abril  29  de  4902,  M.  T.  de  Cormaus 
V,  Provincia  de  Córdoba). 

PODER  EJECUTIVO. 

Véase  :  Nación 

i,  —  Es  legitima  y  no  puede  traer  responsabilidades,  la  reso- 
lución por  la  cual  el  Poder  Ejecutivo  manda  que  un  contrato 
celebrado  con  extralimitación  de  las  cantidades  fijadas  en 
la  ley«de  presupuesto  y  el  término  de  la  vigencia  de  dicha 
ley,  se  cumpla  con  arreglo  á  ésta,  en  relación  á  las  cantida- 
des que  la  misma  ñja  y  al  término  de  su  vigencia.  (Mayo  5 
de  1900,  Bossio  v.  Gobierno  nacional). 

2.  —  El  contratista  no  tiene  derecho  para  exigir  que  el  Poder 
Ejecutivo  pida  al  Poder  Legislativo  la  ratificación  de  las 
extralimitaciones  en  que  se  ha  incurrido  al  celebrarse  el 
contrato.  (Mayo  5  de  4900,  Bossio  v.  Gobierno  nacional). 

PODER  JUDICIAL  (a). 

Véase  :  Justicia  federal  (Principios  generales) 

POSESIÓN. 

Véase  :  Dominio ;  Interdicto 

Sumario  : 


Actos  posesorios,  2  y  9. 
Buena  fe,  7  y  12. 
Gonservfición,  11. 
extensión,  I,  2  y  8. 
Interrapción,  4  y  12. 


Locatario,  5. 
Mensura,  9. 
Pérdida,  10. 
Presunción,  3  y  8. 
Simple  tenedor,  6. 


4 .  —  La  posesión  de  la  cosa  importa  la  posesión  de  sus  coro-* 
ponentes,  siempre  que,  por  no  haberse  sacado  éstos  del 
dominio  privado,  sea  posible  que  la  ocupación  se   tenga  á 

(a}  Digetto,  t.  2,  p.  280. 
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título  de  propietario,  puesto  que  la  posesión  de  una  cosa 
hace  presumir  la  de  las  cosas  accesorias  á  ella  (art.  2403).  — 
—  T.  63,  p.  290. 

2.  —  Para  tener  la  posesión  de  un  inmueble,  no  se  necesita 
ejercer  actos  posesorios  sobre  todas  y  cada  una  de  sus  par- 
tes, bastando  hacerlo  en  alguna  de  éstas  (La  posesión  funda- 
da sobre  un  título^  comprende  la  extensión  del  titulo.  Art. 
«11  y  2484,  Cód.  Civ.).  —  T.  63,  p.  290. 

3.  —  La  posesión  actual  apoyada  en  un  titulo  traslativo  de  pro- 
piedad, hace  presumir  que  la  posesión  tiene  por  punto  de 
partida  la  fecha  del  titulo,  si  no  se  probase  lo  contrario  (art^ 
4003,  Cód.  Civ.).  —  T.  63,  p.  351 . 

4.  —  La  demanda  de  desalojo,  interpuesta  contra  el  despojan- 
te, que  ha  sido  rechazada  en  definitiva,  no  interrumpe  la  po- 
sesión que  tenía  el  demandado  (art.  3987,  Cód.  Civ.).  —  T. 
64,  p.  163. 

5.  —  La  posesión  de  inmuebles  dados  en  locación,  que  se  man- 
de dar  al  Banco  Hipotecario  Nacional  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  su  ley  orgánica,  es  sin  perjuicio  de  los  derechos 
del  locatario.  (Este,  en  el  caso,  fundado  en  el  contrato  cele- 
brado por  escritura  pública,  no  desconocía  el  derecho  del 
Banco  para  tomar  la  posesión,  sino  que  no  se  le  estorbe  en 
el  ejercicio  de  los  suyos,  en  calidad  de  locatario.  A.rt.  1498  y 
31 57,  Cód.  Civ.;  art.  49  y  55,  Ley  Orgánica  del  Banco  Hipote- 
cario Nacional).  —  T.  71,  p.  178. 

6.  —  Debe  ser  reputado  como  simple  tenedor  y  no  poseedor 
en  el  sentido  legal  de  la  palabra,  el  que  reconoce  que  posee 
la  cosa  en  el  concepto  de  tratarse  de  un  inmueble  de  pro- 
piedad pública  y  han  sido  desestimadas  en  juicio  sus  gestio- 
nes para  la  escrituración  (art.  2351,  2352  y  2462,  inc.  6<^, 
Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  159. 

7.  —  Debe  ser  considerada  como  poseedor  de  buena  fe  la  per- 
sona que  presenta  instrumento  de  adquisición,  ocupa  la  cosa 
públicamente  y  que,  además,  por  el  destino  dada  á  ésta, 
demuestra  el  derecho  de  adquirirla  de  cualquiera  que  fuese 
su  propietario  (art.  2362,  Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  152. 


POS  —  54  6  — 

8.  —  Probada  la  posesión  actual  del  demandado  sobre  la  tota- 
lidad del  terreno  que  le  da  su  título  y  demostrado  también 
que  se  le  dio  por  la  Municipalidad,  en  épocas  anteriores, 
linea  para  edificar  y  el  hecho  de  la  edificación,  procede  la 
presunción  de  que  ha  poseído  desde  la  fecha  de  su  título  la 
extensión  que  éste  le  da  (art.  4003,  Cód.  Civ;).  -^  T.  79, 
p.  178. 

9.  —  La  mensura  es  una  prueba  acabada  de  actos  posesorios 
.  caracterizados  y  excluye  la  posesión  de  un  tercero  sobre  la 

totalidad  del  terreno  (art.  2384  y  2401,  Cód.  Civ.).  —  T.  81, 
p.  3i7. 
10. —  La  usurpación  de  la  cosa  por  parte  de  un  tercero  no  en- 
traña la  pérdida  de  la  posesión,  cuando  el  poseedor  ha  hecho 
valer  su  derecho  dentro  del  año  y  la  ha  recuperado  (art. 
2455,  Cód.  Civ.;  diciembre  30  de  1899,  Rossi  v.  Tiallo). 

11.  — El  dominio  se  conserva  conservando  la  posesión,  y  ésta 
se  conserva  con  la  sola  voluntad  mientras  no  se  manifieste 
una  voluntad  contraria  ó  pase  á  radicaren  un  tercero  (art.  2445 
y  251 0,  Cód.  Civ.;  Ley  12,  tít.30,part.  3»;  Ley  50,  tít.28,part. 
3»;  octubre  29  de  1901,  Dehezav.  Provincia  de  Córdoba). 

12.  —  La  buena  fe  debe  presumirse  siempre  en  los  poseedores, 
y  no  son  excluyentes  de  aquélla,  en  la  adquisición  de  la 
posesión,  las  gestiones  extrajudiciales  hechas  por  terceros 
con  el  que  la  transmitió,  sobre  propiedad  déla  cosa  reivindi- 
cada. Tampoco  lo  son  las  interpelaciones  extrajudiciales  para 
cambiar  el  carácter  de  la  posesión  (art.  2362,  nota  al  art. 
3986  y  4008,  Cód.  Civ.  ;  junio  14  de  1902.  Consejo  Nacional 
de  Educación  v.  Ortíz  de  Rozas). 

POSESIÓN  HEREDITARLA.. 
1 . — £1  auto  de  declaratoria  de  herederos  pronunciado  por  el 
juez  de  la  sucesión,  importa  la  posesión  hereditaria  á  favor 
de  los  herederos  declarados  tales;  y  admitiendo  que  un  hijo 
legitimo  del  causante  no  hubiese  entrado  en  posesión  por  el 
simple  hecho  de  la  muerte  del  autor  de  la  sucesión,  la  pose  - 
sión  hereditaria,  dada  retrotrae  sus  efectos  al  día  de  la  muer- 
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te  de  éste  y  en  esa  misma  fecha  y  mediante  la  aceptación  de 
la  herencia,  quédala  propiedad  de  ésta  fijada  en  la  persona 
del  aceptante  (art.  3344,3410,3412  y  3415,  Cód.  Civ.). — 
T.  79,  p.  27. 
2.  —  Improbado  el  derecho  hereditario^  queda  improbada  la 
posesión  hereditaria,  que  sería  su  consecuencia. — T.  81, 
p.  317. 

POSICIONES. 

Véase  :  Apelación;  Confesión;  Costas 

Sumario  : 


Absoiacióa  por  informe»  27. 
Apoderado,  14,  93,  26. 
Bancos  (representantes  de),  1. 
Causas  criminales,  21. 
Gedente,  1,  30. 
Citación,  6,  13,  25. 
Citación  (nulidad  de),  5,  6,  15. 
Edictos,  25. 
Ejecutado,  8. 

Estado  del  juicio  en  que  pueden  propo- 
nerse, 2,  7,  9. 12,  17,  28. 


Intendente  municipal,  10. 

Personas  jurídicas  (representantes  de), 

1,  10.    . 
Pliego  (reserva  del),  21. 
Ponente,  3. 

Prueba,  18,  19,22,31. 
Rebeldía,  6,  8,  11, 18,  SO,  22. 
Repreguntas,  23. 
Residente  fuera  del  Jugar  del  juicio, 

24. 
Respuesta  evasiva,  31. 

1.  —  El  presidente  del  Banco  Nacional  ó  del  Banco  Hipotecario 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  está  obligado  á  absolver 
posiciones  en  las  causas  en  que  es  parte  el  Banco.  (El  es 
representante  legal  en  juicio  de  la  persona  jurídica,  y  nada 
se  opone  á  que  absuelva  posiciones  sobre  hechos  en  que 
como  representante  de  aquélla,  haya  intervenido  personal- 
mente ó  de  que  deba  tener  conocimiento  :  lo  contrario  que- 
braría la  igualdad  que  debe  reinar  entre  las  partes  en  juicio). 
—  T.  61 ,  p.  204 ;  t.  62,  p.  282 ;  t.  64,  p.  23 ;  t.  72.  p.  1 78  y  390. 

2.  — Después  de  llamados  los  autos  para  sentencia,  no  puede 
diferirse  posiciones  {art.  108,  Ley  Proc.  Las  posiciones  se 
pidieron  mucho  tiempo  después  de  la  providencia  de  autos). 
— T.  64,  p.  50, 

3.  —  Los  hechos  contenidos  en  las  posiciones  se  consideran 
aceptados  por  quien  las  difiere,  y  constituyen  prueba  en  su 
contra.  —  T.   64,  p.  331. 
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4.  —  No  puede  ser  llamado  á  absolver  posiciones,  el  cedente 
del  crédito  que  no  es  parte  en  el  juicio  (art.  i 08,  Ley  Proc. 
En  igual  sentido  en  los  tomos  22,  p.  133,  y  55,  p.  195.  Véase: 
Digesto,  t.  2,  p.  288  y  290).  — T.  65,  p.  80  y  91 . 

5.  —  Es  nulo  lo  actuado  con  relación  á  absolución  de  posicio- 
nes, si  en  la  citación  no  se  ha  observado  lo  dispuesto  por  los 
art.  63  y  110,  Ley  Proc.  —  T.  65,  p.  366, 

6.  —  Si  la  cédula  de  citación  para  la  absolución  de  posiciones, 
no  contiene  las  formalidades  requerirlas  por  el  art.  62,  Ley 
Proc,  no  pueden  darse  por  absueltos  en  rebeldía,  y  debe 
procederse  á  nueva  citación.  —  T.  67,  p.  345. 

7. — La  absolución  de  posiciones  puede  pedirse  en  cualquier 
estado  del  juicio,  antes  de  verse  el  pleito  en  definitiva  (art. 
1 08,  Ley  Proc. ).  —  T.  68,  p.  1 33. 

8.  — Las  posiciones,  dadas  por  absueltas  en  rebeldía  de  los  eje- 
cutados, no  pueden  perjudicar  al  ejecutante.  — T.  69,  p.  128. 

9.  —  Según  la  ley  de  procedimientos  nacionales,  el  derecho  de 
proponer  posiciones,  no  estando  concluido  el  pleito  para  defi- 
nitiva, está  limitado  solamente  para  el  caso  en  que  se  propon- 
gan sobre  hechos  que  hayan  sido  una  vez  objeto  de  ellas.^Por 
consiguiente,  el  no  haberse  presentado  el  día  de  la  audien- 
cia el  pliego  de  posiciones,  no  hace  perder  ese  derecho  (art. 
108  y  109,  Ley  Proc).  —  T.  69,  p.  419. 

10.  — El  intendente  de  la  municipalidad  puede  ser  obligado  á 
absolver  posiciones  sobre  hechos  en  que  haya  intervenido  ó 
de  que  deba  tener  conocimiento  en  el  carácter  de  tal.  —  T. 
71,  p.  394.  (En  sentido  análogo,  t.  61,  p.  204;  t.  62,  p.  282; 
t.  36,  p.  32  y  49). 

11.— Las  posiciones  deben  darse  por  absueltas,  si  taparte, 
debidamente  citada,  no  comparece  á  absolverlas  ni  muestra 
justo  motivo  para  ello  (art.  108,  Ley  Proc.).  —  T.  72,  p.  11. 

12.  —  Procede  la  absolución  de  posiciones  después  del  llama- 
miento de  autos  si  ha  sido  pedida  antes.  —  T.  72,  p.  215; 
t.  81,  p.  443. 

13. —  No  procede  la  declaración  de  rebeldía  contra  el  llamado 
á  absolver  posiciones  y  á  ser  reconocido,  mientras  no  se  in- 
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tuque  su  residencia  y  no  se  le  cite  personalmente.  —  T.  74, 
p.  432. 

U. — No  puede  ordenarse  que  las  posiciones  sean  absueltas 
por  el  apoderado  con  facultad  de  absolver  posiciones,  si  la 
parte  quelas  difiere  exige  que  las  absuelva  la  contraparte 
personalmente.  —  T.  76,  p.  U2.  (Igual  al  t.  46,  p.  299  ;  t.  55, 
p.  405.) 

45.  —  No  pueden  darse  por  absueltas  las  posiciones  por  no  ha- 
ber comparecido  el  citado  á  absolverlas,  si  en  la  notificación 
del  auto  citatorio  no  se  han  observadoras  disposiciones  de 
los  artículos  62  y  63,  Ley  Proc— T.  77,  p.  114. 

16.  —  Ejecutoriado  el  auto  que  mandó  absolver  posiciones,  no 
puede  impugnarse  el  decreto  que,  concluido  un  incidente 
que  motivó  la  suspensión  de  las  diligencias,  señala  día  para 
que  se  verifique.— T.  77,  p.  163. 

17.  —  Después  de  llamados  autos  para  sentencia,  no  hay  derecho 
para  pedir  absolución  de  posiciones  (art.  108  y  178,  Ley  Proc). 
—  T.  80,  p.  39. 

18.  —  Los  hechos  contenidos  en  las  posiciones  dadas  por  ab- 
sueltas, que  contradicen  otros  hechos  probados,  deben  ser 
interpretados  de  conformidad  y  en  concordancia  con  estos. 
(Septiembre  11  de  1900,  Ferro  v.  Nousitou.) 

19.  —  Los  hechos  contenidos  en  las  posiciones  dadas  por  ab- 
sueltas en  rebeldía,  deben  tenerse  por  averiguados,  no  obs- 
tante las  manifestaciones  en  contrario  que  la  parte  haya 
hecho  en  sus  escritos  presentados  en  el  juicio.  (Septiembre 
11  de  1900,  Ferro  V.  Nousitou.) 

20.  —  £1  notificado  en  tiempo  y  forma  que,  sin  alegar  razón 
legal  no  comparece  á  absolver  posiciones,  debe  ser  tenido 
por  confeso,  debiéndose  apreciar  en  la  sentencia  definitiva, 
el  mérito  de  éstas.  (Septiembre  11  de  1900,  García  Fernández 
V.  Bidone  y  otro.) 

21.  —  En  las  causas  criminales,  el  pliego  de  posiciones  que 
debe  absolver  el  acusador,  puede  ser  presentado  en  el  acto  de 
la  audiencia;  no  es  obligatorio  acompañarlo  con  el  pedido  de 
posiciones  (art.  470,  Cód.  Proc.  Crim. ;  Capra  v.  Muller). 
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22.  —  El  que  ha  sido  debidamente  citado  para  absolver  posí- 
cíoDes,  y  no  ha  comparecido,  sin  justo  motivo  que  le  sirva  de 
excusa,  debe  ser  tenido  por  confeso  en  las  que  presentó  el 
adversario^y  que  se  dieron  por  absueltas  en  su  rebeldía  (art. 
115,  Ley  Proc;  art.  919,  Cód.  Civ.),  aunque  los  hechos  asi 
confesados  sean  contrarios  á  los  alegados  por  el  absolvente 
en  sus  escritos.  (Marzo  2  de  1901,  Romero  v.  Wildemayer.) 

23.  —  Si  el  juez  exhortado  para  la  absolución  de  posiciones, 
no  permite  al  apoderado  del  ponente  su  presencia  en  el  acto, 
el  juez  exhortante  puede  dirigir  nuevo  oficio  haciéndole  saber 
que  aquél  puede  concurrir  y  hacer  repreguntas  al  absolvente, 
aún  cuando  el  término  de  prueba  se  encuentre  vencido  (art. 
108  y  113,  Ley  Proc. ;  marzo  42  de  1901,  Bianchi  v.  Fisco 
Nacional  y  Zagarese). 

24*  —  La  parte  que  reside  en  el  extranjero  no  puede  ser  citada 
para  comparecer  á  absolver  posiciones  ante  el  juez  de  la 
causa  (art.  118,  Ley  Proc. ;  marzo  12  de  1901,  Britain  y  So- 
ciedad Terrenos  Puerto  Buenos  Aires  v.  Benzan). 

25.  —  £1  absolvente  no  puede  ser  citado  por  edictos,  ni  en  el 
domicilio  legal  constituido  por  su  apoderado;  y  la  manifes- 
tación de  éste,  de  ignorar  el  domicilio,  por  andar  viajando, 
no  autoriza  la  suspensión  del  juicio  (art.  110,  Ley  Proc). 
El  domicilio  del  apoderado  no  es  el  de  su  mandante.  Mayo 
18  de  1901,  Ruíz  y  Rodríguez  v.  Lanusse  y  t.  46^  p.  299). 

26.  —  El  apoderado  de  la  parte  no  puede  negarse  á  hacer  la 
manifestación  del  domicilio  de  ésta,  pedida  por  su  contrarío 
para  la  citación  ola  absolución  de  posiciones.  (Julio  1^  de 
1901,  Coppa  V.  Fábrica  Nacional.) 

27.  —  El  art.  202^  Cód.  Proc,  se  refiere  á  la  declaración  de 
testigos  y  no  á  la  absolución  de  posiciones,  respecto  de  la 
cual  la  ley  no  establece  privilegio  alguno  para  los  que  han 
de  absolverlas.  (Agosto  20  de  1901,  Cruzado  v.  Molina.) 

28.  —  No  debe  hacerse  lugar  al  pedido  de  absolución  de  posi- 
ciones, formulado  en  segunda  instancia  después  del  llama- 
miento de  autos  (art.  108  y  221,  Ley  Proc. ;  septiembre  26  de 
1901,  Miranda  y  C»  v.  Berdeal). 
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29.  —  No  puede  ordenarse  la  absolución  de  posiciones  por  las 
personas  que  no  figuran  como  partes  en  el  juicio,  según  el 
poder  con  que  éste  se  ha  promovido.  (Septiembre  1 6  de  1 901 , 
Bell  V.  Silva  Bastos.) 

30.  —  El  cedente  no  puede  ser  llamado  á  absolver  posiciones 
en  el  juicio  del  cesionario  con  el  deudor.  (Noviembre  5  de 
4901,  Alvarengo  v.  Cambas  y  Solis. ) 

31.  —  Si  no  consta  que  el  contenido  de  la  pregunta,  fuese 
hecho  propio  del  absolvente,  la  respuesta  de  éste  manifes- 
tando que  lo  ignora,  no  puede  tenerse  como  un  reconoci- 
miento de  aquél.  (Diciembre  31  de  1901,  Riglos  Cosis  v. 
Ravenscroít). 

PRECIO. 

Véase:  Compra-venta;  Contrato ;  Juicio  qecutivo 

PREMEDITACIÓN. 
El  no  haber  llevado  consigo  el  arma  con  que  se  cometió  el 
homicidio,  excluye  la  premeditación.  —  T.  75,  p.  122. 

PRESCRIPCIÓN. 

Véase :  Extradición ;  Honorarios:  Impuestos  internos 

Juicio  ejecutivo 

Sumario  : 

Entrega  de  carga,  27. 


Abuso  de  autoridad,  1. 

Acción  personal,  2  á  6. 

Actos  de  menores,  7  y  8. 

Adquisitiva,  9  á  13. 

Agrimensor  (honorarios  de),  14. 

Banco  Hipotecario,  18  y  46. 

Banco  Nacional,  58  á  61,  67,  75  y  76. 

Carpintero,  15. 

Causas  criminales,  16,  17. 

Comienzo  de  la  prescripción,  18. 

Costas,  19. 

Cuenta  corriente,  30. 

Baños  procedentes  de  cuasi  delito,  21  á 

33. 
Defraudación,  24. 
Derechos  de  aduana,  25. 
Empedrados,  26. 


Época  en  que  puede  oponerse,  28  y  29. 

Estado  general  ó  provincial,  30. 

Fletamento,  31. 

Honorarios,  32. 

Interrupción,  33  á  50. 

Interrupción  (prueba  de  la),  49  y  50. 

Interrupción  no  sucedida,  48, 51  a  53. 

Justo  titulo,  54  á  57. 

Letra  de  cambio,  40,  41,  58  á  61 

Ley  aplicable,  62. 

Ley  provincia],  63. 

Multa,  64. 

Nulidad  de  título,  65. 

Nulidad  (excepción  de),  66. 

Obligaciones  á  plazo,  67. 

Papel  sellado,  68,  69. 
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Paralización  del  juicio,  44,  47  y  70. 

Precio,  71. 

Renuocia,  72. 

Resideocia  (prueba  de  la),  73. 


SaspensiÓD,  74á  77. 
Trab«go8  forzados  (pena  de),  78. 
Transacción,  H3  y  79. 
Transporte,  27*. 


1.  Abuso  de  autoridad.  —  El  delito  de  abuso  de  autoridad, 
cometido  por  un  funcionario  nacional  por  razón  de  su  cargo, 
se  prescribe  por  el  lapso  de  un  año  desde  su  comisión  hasta 
la  citación  del  querellando  (art.  89,  inc.  3^  d-l,  240  y  241, 
Cód.  Pen.).  —  T.  66,  p.  H. 

2.  Acción  personal.  —  La  acción  personal  sobre  cumplimiento 
de  contrato,  deducida  después  de  más  de  veinte  años,  desde 
que  se  alega  haber  sido  celebrado,  se  halla  extinguida  por  la 
prescripción  (art.  4017  y  4023,  Cód .  Civ.  Se  trataba  en  el  caso 
de  escrituración  de  un  contrato  de  compraventa.).  —  T.  67, 
p.  444. 

3.  —  La  acción  para  el  cobro  de  trabajo  de  cultivo  en  un  terreno, 
es  personal  y  regida  por  el  art.  4023,  Cód.  Civ.  (Agosto  18  de 
1900,  Montilla  v.  Hileret.) 

4.  —  La  accióri  relativa  al  cobro  de  un  terreno,  destinado  á  la 
formación  de  un  pueblo,  se  prescribe  á  los  10  años  entre 
presentes  y  20  años  entre  ausentes,  á  contar  desde  el  día  en 
que  el  gobierno  se  apoderó  del  terreno  (art.  3956,  3957  y 
4023,  Cód.  Civ.;  marzo  2  de  1901,  Marín  v.  Provincia  de 
fiuenos  Aires). 

o.  —  La  acción  por  el  óobro  del  valor  de  un  terreno  destinado 
á  la  formación  de  un  pueblo,  es  personal  y  prescriptible, 
aún  cuando  se  haya  tomado  posesión  de  él  sin  el  pago  previo 
de  la  indemnización  correspondiente  (art.  4019,  Cód.  Civ. ; 
marzo  2  de  1901 ,  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

6.  —  La  acción  personal  por  cumplimiento  de  contrato,  de- 
ducida después  de  haber  transcurrido  más  de  20  años  desde 
que  el  acreedor  pudo  deducir  la  acción,  se  halla  prescripta 
(art.  4023,  Cód.  Civ.;  marzo  20  de  1901,  Lubary  v.  Sil- 
vero). 

7.  Actos  de  menores.  — Según  la  legislación  vigente,  los 
contratos  de  los  menores  no  son  válidos ;  pero  la  acción 
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para  pedir  su  nulidad  se  prescribe  á  los  dos  años  de  llegados 
á  la  mayor  edad  (art.  4031,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  243. 

8.  —  La  prescripción  de  dos  años  establecida  por  el  artículo 
4031,  Código  Civil,  no  es  aplicable  á  la  acción  reivindicato- 
ría deducida  por  los  hijos  en  virtud  de  enajenación  becha 
porelpadreá  nombre  propio  y  sin  participación  alguna  de 
aquéllos  (Octubre  1""  de  1901,  Martínez  v.  Sociedad  colonia 
Juárez  Celman). 

9.  Adquisitiva.  —  £1  tercero  que  compra  un  inmueble,  con 
testimonio  expedido  por  el  gobierno,  cuyos  defectos  por  razón 
de  enmiendas  y  alteraciones  no  salvadas^  no  han  sido  obser- 
vadas sino  después  de  13  años  de  conocidos^  se  halla  en 
condiciones  de  adquirir  su  propiedad  en  contra  de  éste,  por 
la  prescripción  de  10  años  y  estando  reunidos  los  requisitos 
establecidos  por  el  artículo  3999,  Código  Civil.  —  T.  63,  p. 
351. 

10.  —  La  buena  fe,  título  traslativo  de  dominio,  posesión  con- 
tinua de  10  años  en  presencia  del  enajenante,  mayor  de 
edad,  bastan  para  justiñcar  la  prescripción  á  favor  del  po* 
seedor(art.  3999,  Cód.  Civ.).  —  T.  76,  p.  243. 

11.  —  La  prescripción  adquisitiva  de  un  inmueble  demandado 
por  acción  reivindicatoria,  situado  fuera  de  la  provincia  don- 
de los  reivindicantes  tuvieron  y  conservaron  su  domicilio, 
sin  que  el  reivindicado  haya  justificado  el  cambio  de  éste  y 
su  ñjación  en  aquella  provincia,  sólo  puede  tener  lugar  á  los 
20  años  (art.  3999.  Cód.  Civ. ;  octubre  I»  de  1901,  Martínez 
V.  colonia  Juárez  Celman). 

12.  —  Interpuesta  reclamación  en  1879,  por  los  dueños  de  un 
terreno,  y  siendo  el  acto  posesorio  de  mensura  ejercido  por 
la  provincia  enajenante  en  1873,  ésta  no  puede  invocar  la 
prescripción  adquisitiva,  que  no  ha  podido  operarse  en  ese 

.  intervalo  de  tiempo  (art.  3951,  3999  y  4015,  Cód.  Civ.;  Ley 
21,  tit.  29,  part.  3*;  octubre  29  de  1901,  Deheza  v.  Provincia 
de  Córdoba). 

13.  —  No  desconocida  por  el  actor  la  posesión  continua  de  los 
demandados  por  más  de  diez  años,  y  negando  solamente 
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que  exista  buena  fe  y  justo  título,  debe  rechazarse  la  acción 
de  reivindicación^  si  aparecen  justificados  esos  extremos, 
(art.  3999  y  4H0,  Cód.  Civ.  ;  junio  44  de  1902.  Consejo  Na- 
cional de  Educación  v.  Ortiz  de  Rozas  y  Terrero,  citantes  de 
evicción  de  la  provincia  de  Buenos  Aires). 

44.  Agrimensor  (Honorarios  de).  —  Los  honorarios  de  agri- 
mensor por  mensuras  judiciales^  se  hallan  comprendidos  en 
el  artículo  4032,  inciso  1^,  Cód.  Civ.,  y  se  prescriben  á  los 
dos  afios  á  contar  desde  que  se  devengaron ;  pero  no  lo  están, 
los  correspondientes  á  servicios  periciales  que  no  se  ha  jus- 
tificado por  el  excepcionante,  que  hayan  sido  prestados  en 
juicio.  (Marzo  34  de  4901,  GafTfarot  v.  Muro.) 

45.  Carpintero.  —  La  acción  de  un  carpintero  por  cobro  de 
trabajos  efectuados  no  en  calidad  de  jornalero  ú  oficial 
mecánico,  que  trabaja  por  cuenta  y  bajo  las  órdenes  de  otro, 
sino  por  cuenta  propia,  no  está  comprendida  en  el  inciso  5o, 
artículo  4035,  Cód.  Civ.,  y  debe  ser  juzgada  con  sujeción  ala 
regla  general.  (Marzo  2\  de  1904,  Rivas  v.  Zoila.) 

16.  Causas  criminales.  —  No  procede  la  excepción  previa 
de  prescripción,  en  las  causas  criminales  que  se  hallan  en 
estado  de  sumario  y  se  siguen  á  consecuencia  de  denuncia  y 
por  un  delito  que  no  es  susceptible  todavía  de  calificación. 
—  T.  63,  p.  9. 

17.  —  No  puede  ser  admitida  la  excepción  de  prescripción,  que 
resulta  haber  sido  interrumpida  (art.  93, Cód.  Pen.).—  T.  63, 
p.  255. 

18.  Comienzo.  —  La  prescripción  de  la  acción  personal  del 
Banco  Hipotecario,  por  cobro  del  saldo  del  préstamo,  resul- 
tante después  de  vendido  el  inmueble  afectado,  no  corre  sino 
desde  que  la  venta  baya  dejado  establecido  que  con  su  importe 
no  hay  lo  bastante  para  el  pago  total  de  la  deuda  (art.  3957» 
Cód  Civ.;  agosto  39  de  1904,  Banco  Hipotecario  v.  Agrelo). 

19.  Costas.  — El  articulo  4032,  Cód.  Civ.,  no  es  aplicable  al 
caso  de  cobro  de  costas  judiciales  que  el  vencedor  hace  al 
vencido.  (Noviembre  9  de  1901,  Yillanueva  v.  Banco. Hipote- 
cario de  la  Provincia  de  Buenos  Aires.) 


—  525  —  PRE 

20.  Cuenfa  corriente.  —  La  prescripción  de^  un  crédito  en 
cuenta  corriente  contraído  en  4888,  debe  ser  juzgada  con 
arreglo  af  Código  de  Comercio  vigente  en  esa  fecha ;  y  resul- 
tando que  la  demanda  ha  sido  interpuesta  en  4894,  la  acción 
está  prescripta,  por  haber  transcurrido  mayor  término  que 
el  de  cuatro  años  que  fija  el  artículo  4003,  inciso  3o,  del 
código  citado  (art.  4054,  Cód.  Civ.).  — T.  66,  p.  448. 

24.  Daños  y  perjuicios.  —  Se  prescribe  por  un  año  ia  acción 
para  la  reparación  de  daños  causados  por  un  cuasi  delito. 
(Incendio  de  un  campo  por  el  ferrocarril.  Art.  4037,  Cód. 
Civ.).  —  T.  70,  p.  355. 

22.  —  No  procede  la  excepción  de  prescripción  contra  la  de- 
manda de  daños  y  perjuicios  por  hecho  ilícito,  deducida  an- 
tes de  transcuiTido  el  término  señalado  en  el  artículo  4037, 
Cód.  Civ.  (Septiembre  29  de  4900,  Gómez  v.  Ferrocarril 
Oeste.) 

23. —La  acción  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
fundada  en  la  responsabilidad  civil  que  se  atribuye  al  de- 
mandado por  hechos  de  personas  empleadas  en  su  servicio, 
se  prescribe  al  año  (art.  4037,  Cód.  Civ.  El  hecho  tuvo  lugar 
el  44  de  mayo  de  4889  y  la  demanda  se  interpuso  en  7  de  fe- 
brero de  4894  :  abril  29  de  4902,  Dulom  v.  Provincia  de 
Buenos  Aires). 

24.  Defraudación.  —  Siendo  de  fuero  común  los  delitos  per- 
petrados contra  ó  en  menoscabo  de  los  intereses  del  Banco 
de  la  Nación,  la  ley  aplicable  es  la  del  Código  Penal;  y  con 
arreglo  á  éste  debe  declararse  prescripto  el  derecho  de  acu- 
sar, si  el  proceso  ha  quedado  paralizado  por  más  tiempo  del 
de  la  mayor  pena  impuesta  al  delito  por  dicho  código  (art. 
90,  inc.  2o,  93  y  202,Cód.Pen.;  septiembre  43  de  4900,  causa 
V.  Araujo). 

25.  Derechos  de  aduana.  —  La  acción  de  defraudación  de 
derechos  de  aduana,  no  es  prescriptible  sino  por  el  lapso  de 
diez  años  (art.  433,  Ord.).  —  T.  79,  p.  407. 

26.  Empedrados.  —  La  deuda  por  empedrados  á  que  se  refiere 
la  ley  número  2328,  no  está  comprendida  en  el  inciso  3°, 
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artículo  3027,  Cód.  Civ.  (Febrero  28  de  4904,  Municipalidad 
V.  Quiniela). 

27.  Entrega  de  carga.  —  La  acción  sobre  entrega  de  carga- 
mento, nacida  de  un  contrato  de  transporte  celebrado  y 
concluido  bajo  el  régimen  del  Código  de  Comercio,  antes  de 
ser  reformado,  se  prescribe  por  un  año  (art.  479  y  4006,  inc. 
3%  de  dicho  Código;  art.  4054,  Cód.  Civ.  El  artículo  4006, 
inciso  3°,  citado,  no  hacía  diferencia  entre  los  medios  de 
transporte,  comprendiendo  á  todos  en  su  disposición  gene- 
ral). —  T.  67,  p.  466. 

28.  Época  en  que  puede  oponerse.  —  La  prescripción  puede 
ser  opuesta  en  el  alegato  de  bien  probado  (art.  3962,  Cód. 
Civ.;  agosto  48  de  4900,  Hontilla  v.  Hileret). 

29.  —  El  deudor  que  alegó  en  la  contestación  de  la  demanda, 
la  excepción  de  pago,  no  está  impedido  de  h&cer  valer  tam- 
bién, más  tarde  la  de  prescripción.  (Mayo  24  de  4901,  Rivas 
V.  Zoila.) 

30.  Estado  general  ó  provincial.  —  La  prescripción,  tanto 
adquisitiva  como  liberatoria,  que  se  haya  comenzado  antes 
de  regir  el  Cód.  Civ.,  puede  oponerse  contra  el  estado  general 
ó  provincial  (art.  3954  y  4054.  Cód.  Civ.).  —  T.  63,  p.  354. 

34 .  Fletamento.  —  La  acción  de  indemnización  por  daños  y 
perjuicios  procedentes  del  contrato  de  fletamento  se  prescribe 
por  un  año  (art.  853,  Cód.  Com. ;  octubre  43  de  4900,  Fisco 
V.  Piagio). 

32.  Honorarios.  —  La  excepción  de  prescripción  no  puede 
hacerse  valer  en  el  juicio  sobre  estimación  de  honorarios, 
sino  en  el  que  después  de  regulados  se  promueva  sobre  su 
cobranza.  —  T.  68,  p.  60. 

33.  Interrupción.  —  La  propuesta  de  transacción  hecha  por 
el  deudor  y  no  aceptada,  no  interrumpe  la  prescripción  (art. 
833,  835  y  4444,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  302. 

34.  —  La  demanda  ó  gestiones  que  no  se  dirigen  contra  los 
poseedores^  no  pueden  interrumpir  la  prescripción  (art. 
3986,  Cód.  Civ.).  —  T.  68, p.  438. 

35.  —  La  demanda  interpuesta  ante  juez  incompetente  inte- 
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rrumpe  la  prescripción  (art.  3986,  Cód.  Civ.).— T.  69,  p.32i. 

36.  —  El  silencio  opuesto  á  los  avisos  y  aún  á  las  protestas  del 
damnificado,  relativos  á  incendios  producidos  en  sus  cam- 
pos, no  importa  un  reconocimiento  tácito,  ni  expreso  de 
derecho  alguno,  que  pueda  servir  para  interrumpirla  pres- 
cripción. —  T.  70,  p.  355. 

37.  —  La  demanda  interrumpe  la  prescripción  (art.  3986,  ('.ód. 
Civ.).  —  T.  78,  p.  197. 

38.  —  Basta  la  presentación  de  la  demanda  antes  del  venci- 
miento del  término  establecido  para  prescribir  la  obligación 
que  se  ejecuta,  para  hacer  inadmisible  la  excepción  fundada 
en  la  prescripción  de  dicha  obligación  (art.  3986,  Cód.  Civ.; 
abril  3  de  1900,  Banco  Nacional  v.  perrera). 

39.  —  La  demanda  interrumpe  la  prescripción  (art.  3986,  Cód. 
Civ. ;  abril  4  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Herrera). 

40.  —  La  prescripción  interrumpida  con  la  demanda,  no  puede 
operarse  mientras  esté  pendiente  la  instancia  (art.  3986  y  3987, 
Cód.  Civ.;  agosto  23  de  1900,  Banco   Nacional  v.  Caraballo). 

41.  —  Los  actos  de  interrupción  contra  el  aceptante  de  una  le- 
tra de  cambio,  no  pueden  oponerse  al  girante  (art.  848,  Cód. 
Com.;  septiembre  25  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Lacasa). 

42.  —  Basta  la  presentación  dé  la  demanda  para  interrumpir 
la  prescripción,  sin  que  sea  requerido  que  el  auto  de  empla- 
zamiento sea  notificado  dentro  del  término  necesario  para 
aquella  (art.  3986,  Cód.  Civ.;  septiembre  29  de  1900,  Gómez 
V.  Ferrocarril  del  Oeste) . 

43.  —  La  demanda  judicial  interrúmpela  prescripción,  aunque 
se  presente  ante  juez  incompetente  (art.  3896,  Cód.  Civ.; 
febrero  28  de  1901,  Municipalidad  v.  Quíntela). 

44.  —  La  prescripción  se  interrumpe  por  demanda  judicial^  y 
pendiente  la  instancia,  la  interrupción  de  la  prescripción 
continúa  surtiendo  sus  efectos  (art.  3986  y  3987,  Cód.  Civ.; 
marzo  2  de1901,  Battilana  v.  Municipalidad  de  la  Capital). 

45.  —  Los  documentos  privados  que  no  contienen  reconoci- 
miento del  derecho  que  hace  valer  el  demandante,  no  impor- 
ta el  hecho  interruptivo  de  la  prescripción  á  que  se  refiere 
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el  artículo  3989  del  Código  Civil.  (Marzo  24  de  1904,  Lubary 
V.  Silvero.) 

46.  —  La  prescripción  déla  acción  personal  del  Banco  Hipote- 
cario por  cobro  del  saldo  del  préstamo  resultante  después 
de  vendido  el  inmueble  hipotecado,  debe  considerarse  inte- 
rrumpida con  los  actos  anteriores  de  dicho  establecimiento 
practicados  con  motivo  de  la  venta  del  inmueble,  en  virtud 
del  contrato  (art.  3989,  Cód.  Civ.;  agosto  20  de  4904,  Banco 
Hipotecario  v.  Quesada). 

47.  —  La  demanda  interrumpe  la  prescripción  y  mantiene  sus 
efectos  mientras  no  suceda  alguno  de  los  casos  prevenidos 
por  el  artículo  3987,  Código  Civil.  (Octubre  3  de  4901 ,  Banco 
Nacional  v.  Gabastou). 

48. —  El  escrito  solicitando  el  reconocimiento  de  firma  para 
preparar  la  vía.  ejecutiva  y  proceder  al  cobro  de  la  obliga- 
ción, interrumpe  la  prescripción,  y  no  puede  darse  por  no 
sucedida  la  interrupción  si  el  acreedor  desiste  de  aquella  vía 
é  intenta  la  ordinaria,  en  virtud  de  haber  el  juzgado,  en  ca- 
sos análogos,  negado  la  ejecución  (art.  3986,  3987  y  3980, 
Cód.  Civ.;  octubre  5  de  4901,  Banco  Nacional  v.  Furlani). 

49.  —  No  es  acto  interruptivo  de  la  prescripción,  la  conferencia 
celebrada  entre  el  abogado  del  actor  y  el  asesor  letrado  de 
la  dirección  del  ferrocarril,  de  propiedad  del  demandado, 
aún  en  el  supuesto  de  que  dicho  asesor  hubiese  reconocido 
el  derecho  del  demandante^  porque  él  no  está  investido  de  la 
representación  del  directorio ;  y  es  inútil  la  prueba  para 
acreditar  el  reconociqíiento  que  se  pretende  derivar  de  tal 
conferencia  (art.  3989,  Cód.  Civ.;  abril  29  de  4902,  Dulom  v. 
Provincia  de  Buenos  Aires). 

50.  —  Al  que  alega  la  interrupción  de  la  prescripción,  por  ra- 
zón de  menor  edad,  corresponde  la  prueba  de  este  hecho. 
(Mayo  2  de  4904,  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

54.  Interrupción  no  sucedida.  —  La  interrupción  de  la  pres- 
cripción causada  por  la  demanda  de  desalojo  dirigida  contra 
el  poseedor,  se  tiene  por  no  sucedida,  siendo  ella  rechazada 
en  definitiva  (art.  3987,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  463. 
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^2.  — El  auto  que  no  hace  lugar  á  la  acción  ejecutiva  no  pro- 
duce el  efecto  de  tener  por  no  interrumpida  la  prescripción; 
la  sentencia  en  el  juicio  ejecutivo  no  importa  la  absolución 
á  que  se  refiere  el  articulo  3^987^  Código  Civil.  (Doctrina  del 
art.  3970,  Cód.  citado;  septiembre  3  de  1900,  Banco  Nacio- 
nal v.  Cornielli ;  Banco  Nacional  v.  Margara.) 

53.  —  Entablada  demanda  por  el  cobro  de  arrendamiento  y 
multasen  que  ha  incurrido  el  locatario,  la  interrupción  cau- 
sada por  ella  respecto  de  las  multas,  queda  como  no  suce- 
dida si  el  locador  desistió  de  la  demanda  en  la  parte  relativa 
al  cobro  del  importe  de  aquellas  (art.  3986  y  3987,  Cód .  Civ. ; 
diciembre  30  de  1901,  Fernández  v.  Socas). 

54.  Justo  titulo.  —  La  escritura  que  está  revestida  de  las 
formas  ó  solemnidades  exigidas  para  la  validez  del  título, 
teniendo  éste  por  objeto  transmitir  un  derecho  de  propiedad, 
que  se  habría  transmitido  en  efecto  á  ser  el  enajenante 
propietario  de  la  cosa  enajenada,  entra  en  la  categoría  de 
los  títulos  técnicamente  denominados  justos.  —  T.  67, 
p.  66. 

55.  —  Para  la  procedencia  de  la  prescripción  ordinaria^  es  ne- 
cesario que  exista  justo  título  y  éste  no  puede  existir  cuando 
el  demandado  no  ha  comprado  los  terrenos  que  trata  de 
prescribir  contra  su  legítimo  dueño.  —  T.  77,  p.  373. 

56.  —  Para  la  prescripción  extintiva  no  se  necesita  justo  tí- 
tulo ni  buena  fe  :  ella  no  se  ha  establecido  en  consideración 
al  origen  ó  fuente  de  que  emana  la  obligación  del  deudor, 
sino  en  virtud  de  la  inacción  del  acreedor  por  el  tiempo  fi- 
jado en  la  ley  (art.  4017  y  4019,  Cód.  Civ. ;  marzo  2  de  1901, 
Marín  v.  Buenos  Aires). 

.57.  — 1.a  entrega  en  pago  debe  considerarse  comprendida  en- 
tre los  títulos  á  que  se  refiere  el  artículo  3999,  Código  Civil. 
(Id.,  art.  879  y  sig. ;  junio  14  de  1902,  Consejo  Nacional  de 
Educación  v.  Ortiz  de  Rozas  y  Terrero,  citantes  de  evicción 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires). 

58.  Letra  de  cambio.  «-*  Las  deudas  al  Banco  Nacional  en 
liquidación  por  letras  protestadas^  son  puras,  y  el  término 
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para  que  queden  prescriptas  corre  desde  el  día  de  su  venci- 
miento. Y  pasado  el  tiempo  que  señala  el  artículo  848,  Código 
de  Comercio,  desde  ese  día  hasta  el  de  la  demanda,  la  acción 
esa  prescripta  (art.  49,  Ley  3037;  art.  3957,  Cód,  Civ.).  —  T. 
70,  p.  419. 

59.  —  La  acción  dirigida  contra  el  girante  de  una  letra,  des- 
pués de  vencido  el  plazo  señalado  en  el  artículo  848,  Código 
de  Comercio,  está  prescripta,  sin  que  puedan  invocarse  con- 
tra aquél  los  actos  de  interrupción  dirigidos  contra  el  acep- 
tante (art.  848,  citado ;  septiembre  25  de  4900,  Banco  Na- 
cional V.  Lacasa). 

60.  —  No  procede  la  excepción  de  prescripción  contra  la  eje- 
cución de  una  letra  de  cambio  á  favor  del  Banco  Nacional^ 
promovida  año  y  medio  después  de  promulgada  la  |ley  nú- 
mero 3037  ;  porque  durante  el  tiempo  transcurrido  anterior- 
mente debía  considerarse  suspendido  el  derecho  de  aquél  en 
virtud  del  artículo  42  de  la  ley  número  2741,  de  16  de  Octu- 
bre de  1891,  sobre  su  liquidación  (art.  3957  y  3980;  Cód. 
Civ. ;  octubre  18  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Campelin). 

61 .  —  £s  improcedente  la  excepción  de  prescripción  contra  la 
ejecución  de  una  letra,  promovida  antes  del  vencimiento  del 
plazo  señalado  por  el  artículo  848,  inciso  S"",  Cód.  Com.  (Oc- 
tubre 3de1901,  Banco  Nacional  v.  Gabastou.) 

62.  Ley  aplicable.  —  Operada  la  prescripción  desde  y  durante 
la  vigencia  del  Cód¿  Civ.,  deben  aplicarse  las  disposiciones 
de  éste  (art.  4051).  —  T.  76,  p.  243. 

63.  Ley  provincial.  —  Le  ley  de  la  provincia  de  Córdoba,  de 
6  de  octubre  de  1862,  autorizando  al  gobierno  á  disponer  de 
terrenos  de  propiedad  privada  desocupados,  y  estableciendo 
términos  para  las  reclamaciones  de  los  propietarios,  cesó  dje 
tener  fuerza  de  tal  desde  que  se  dictó  y  fué  puesto  en  vigencia 
el  Cód.  Civ.,  en  1<>  de  enero  de  1871 ;  y,  por  tanto,  no  puede 
justificar  la  prescripción  liberatoria  opuesta  por  el  gobierno 
enajenante  al  reclamo  deducido  por  enajenaciones  posteriores 
á  esta  fecha  (art,  22,  3951  y  4044,  Cód.  Civ.;  octubre  29  de 
4901,  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba). 
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64.  Multa.  —  La  obligación  de  pagar  la  multa  estipulada  en  un 
contrato  de  locación  para  el  caso  de  la  falta  de  abono  de  los 
arrendamientos  y  por  cada  día  que  transcurra  sin  efectuarse 
dicho  abono^  se  prescribe  á  los  cinco  años  á  contar  desde 
el  día  de  la  mora  (art..525, 62o  y  4027,  inc.  3«,  Cód.  Civ.;  di- 
ciembre 30  de  <  901,  Fernández  v.  Socas). 

65.  Nulidad.  —  La  acción  de  nulidad  de  un  titulo,  por  razón  de 
enmiendas  y  alteraciones  no  salvadas,  deducida  después  de 
trece  años  de  conocidos  los  vicios  del  instrumento,  se  halla 
prescripta,  ya  se  trate  de  la  prescripción  general  de  diez 
años,  ya  de  la  especial  de  dos  años  establecida  por  el  articu- 
lo 4030,  Cod.  Civ.  — T.  63,  p.  351 . 

66.  — Contra  la  nulidad  alegada  por  vía  de  excepción,  no  pro- 
cede la  oposición  de  prescripción.  —  T.  66,  p.  303. 

67.  Obligación  á  plazo.  —  En  las  obligaciones  que  resultan 
ser  aplazo,  la  prescripción  no  corre  sino  desde  el  último  día 
del  plazo.  (Tales  son  las  contraidas  á  favor  del  Banco  Nacio- 
nal y  existentes  durante  la  vigencia  de  la  ley  2841 ;  artículo 
3957,  Cód.  Civ.,  septiembre  13  de  1900^  Banco  Nacional  v. 
Cornielli;  Banco  Nacional  v.  Margara.) 

68.  Papel  sellado. —  Se  prescribe  por  un  año  la  pena  de  multa 
por  infracción  ala  ley  de  sellos  cometida  en  boletos  de  com- 
praventa de  oro  sellado,  á  contar  desde  el  descubrimiento 
de  aquélla.  ¥  no  habiendo  solidaridad  entre  los  acusados,  la 
interrupción  de  la  prescripción  contra  el  uno,  no  puede 
invocarse  contra  el  otro  (art.  90,  inc.  4°,  Cód.  Pen.;  septiembre 
27  de  1900,  Fisco  v.  Amaya). 

69.  —La  multa  en  que  se  ha  incurrido  por  infracciones  de  la  ley 
de  papel  sellado,  producidas  en  documentos  presentados  en 
expedientesjudiciales,  no  es  prescriptible,  y  no  es  aplicable  á 
ese  caso  el  artículo  90,  inc.  3»,  Cód.  Pen.,  por  cuanto,  según  el 
art.  51  de  la  ley  de  sellos,  el  procedimiento  debe  suspenderse 
hasta  que  se  abone  aquella  ó  se  deposite  su  importe  como  ga- 
rantía. (Diciembre  31  de  1901,  Medina  y  C*  v.  Cristensen 
y  C».) 

70.  Paralización  del  juicio.  —  La  paralización  de  la  causa  por 
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más  de  dos  años,  no  autoriza  la  excepción  de  prescripción, 
opuesta  en  segunda  instancia.  —  T.  64,  p.  338. 
74.  Precio.  — £1  haber  corrido  el  término  para  la  prescripción 
de  pagarés  otorgados  por  precio  de  venta,  en  cumplimiento  de 
la  estipulación  de  la  escritura,  no.  extingue  la  deuda  resul- 
tante de  ésta.  (La  presentación  que  de  dichos  pagarés  haga 
el  vendedor,  sirve  para  demostrar  que  han  continuado  per- 
/  teneciéndole  y  que  no  hay  peligro  de  que  el  deudor  sea  re- 
querido dos  veces  p^ra  el  pago  de  la  misma  deuda.)  —  T. 
75,  p.  177. 

72.  Renuncia.  —  La  renuncia  de  la  prescripción  hecha  por  el 
deudor  respecto  á  un  acreedor,  no  aprovecha  á  otro  de 
crédito  diferente  al  de  éste  (art.  3989,  Cód.  Giv.;  marzo  2  de 
1901^  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

73.  Residencia  (Prueba  de  la).  —  El  que  invoca  la  prescrip- 
ción de  diez  á  veinte  años^  debe  probar,  además  del  justo 
título  y  buena  fe,  la  posesión  continua  por  el  tiempo  que  la 
ley  exija,  según  sea  la  habitación  del  verdadero  propietario 
ó  si  ha  estado  presente  durante  algún  tiempo  y  ausente 
durante  otro  (art.  4002,  4008,  4010,  Cód.  Civ. ;  octubre  I»  de 
1901,  Martínez  v.  Sociedad  colonia  Juárez  Celman). 

74.  Suspensión.  —  La  prescripción  no  corre  contra  los  meno- 
res (art.  3966,  Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  152. 

75.  —  Durante  la  vigencia  de  la  ley  n*"  2841,  de  liquidación  del 
Banco  Nacional,  éste  no  puede  exigir  el  pago  con  amortizacio- 
nes mayores  que  las  expresadas  en  el  artículo  42  de  dicha  ley ; 
y  el  término  de  la  prescripción  debe  considerarse  suspendido 
hasta  que  vencieran  los  plazos  acordados  por  ésta^  no  sien- 
do, por  tanto,  procedente  esa  excepción  contra  la  ejecución 
de  un  crédito  de  diclio  Banco  (art.  3957  y  3980,  Cód.  Civ. ; 
diciembre  27  de  1900,  Banco  Nacional  v.  Gómez). 

76.  —  Suspendido  por  la  ley  número  2841,  el  ejercicio  de  la 
acción  del  Banco  Nacional  para  el  cobro  de  los  créditos  á  su 
favor,  queda  también  suspendida  la  prescripción.  (Octubre 
5  de  1901,  Banco  nacional  v.  Fayolis  ;  id.  v.  Celeste  y  Cam- 
pavo;  id.  v.  Lucas;  id.  v.  Forlani). 
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77.  —  Pendiente  la  condición  á  que  estaba  sometida  la  existen- 
cia de  fa  nueva  obligación,  no  puede  correr  término  para  la 
prescripción  de  la  primera  (art.  3957^  Cód.  Civ.;  noviembre 
23  de  1901,  Banco  Nacional  v.  Palacios). 

78.  Trabajos  forzados.  —  La  pena  de  cuatro  años  de  trabajos 
forzados  y  quinientos  pesos  de  multa,  equivalente  ésta  á  250 
días,  según  el  articulo  92,  Ley  Penal,  se  prescribe  por  un 
tiempo  igual  al  de  la  condena,  con  un'aumento  de  dos  años, 
sin  descontarse  el  tiempo  de  la  pena  ya  sufrida  (art.  90, 
inc.  2p,  Cód.  Pen.;  abril  46  de  1901,  causa  contra  Juan 
Merlo). 

79.  Transacción.  —  Tratándose  del  cumplimiento  de  la  tran- 
sacción, no  puede  oponérsela  prescripción  de  los  documen- 
tos ala  orden  en  ella  comprendidos,  máxime  cuando  no  ha 
transcurrido  el  tiempo  necesario  para  ella.  (Julio  20 de  1901, 
Banco  Provincial  de  Córdoba  v.  Rodríguez  del  Busto.) 

PRESUNCIÓN. 

Véase  :  Compratenta;  Ferrocarril;  Incendio ;  Locación  (a) 

1.  —  La  prueba  por  presunciones  é  indicios,  sin  que  el  cuerpo 
del  delito  conste  por  medio  de  pruebas  directas  é  inmedia- 
tas^ no  puede  fundar  una  condenación  (art.  358,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  66,  p.  267. 

2.  —  Las  presunciones  que  reúnen  todos  los  requisitos  esta- 
blecidos por  los  art.  357  y  358,  Cód.  Proc.  Crim.,  constitu- 
yen prueba  legal.  —  T.  69,  p.  359. 

3.  —  £1  recibo  por  liquidación  de  fletes  otorgado  después  de 
concluida  la  descarga,  sin  reserva  respecto  de  sobreestadías, 
hace  presumir  que  ha  quedado  chancelada  toda  deuda  pro- 
cedente del  contrato  de  fletamento  (art.  934,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  75.  p.  418. 

4.  —  La  presunción  del  art.  2412,  Cód.  Civ.,  no  es  de  aplica- 
ción cuando  no  se  trata  de  un  poseedor  en  el  sentido  legal, 


(a)  Pueden  verse  además   los  verbos  sobre   Circulación  de  billetes  falsos; 
Homicidio;  Hurto ;  Intención  criminal :  Malversación. 
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y  ella  cede  ante  la  prueba  en  contrario.  (Septiembre  29  de 
1900,  C.  Carol  en  autos  de  Reuter  v.  P.  Carol.) 

5.  —  Los  indicios  que  no  reúnen  las  condiciones  requeridas 
por  el  art.  358,  Cód.  Proc.  Crim.,  no  pueden  ser  admitidos 
con  valor  de  plena  prueba,  suficiente  para  fundar  una  con- 
denación.  (Marzo  49  de  4904,  causa  de  Juan  Perazzo.) 

6.  —  Demostrado  el  error  sufrido  al  otorgarse  un  recibo  por 
alquileres  y  que  éste  se  refiere  al  primer  período  de  arren- 
damiento, no  puede  aplicarse  la  disposición  del  art.  746, 
Cód.  Civ.  (Octubre  40  de  4901,  Mallo  v.  Garro). 

PREVENCIÓN. 

Véase:  Competencia 

PRINCIPIO  DE  PRUEBA. 
£1  principio  de  prueba  por  escrito,  siendo  deficiente  la  de  tes- 
tigos que  en  su  virtud  se  ha  producido,  no  basta  para  jus- 
tificar la  demanda.  —  T.  75,  p.  485. 

PRISIÓN  PREVENTIVA  (a). 

Véase:  Apelación 
4.  —  De  la  pena  de  trabajos  forzados  impuesta  al  autor  de  cir- 
culación de  billetes  falsos,  debe  descontarse  el   tiempo  de 
prisión  sufrida,  á  razón  de  dos  días  de  ésta  por  cada  uno  de 
trabajos  forzados  (art.  92,  Ley  Penal).  —  T.  66,  p.  492. 

2.  —  La  prisión  preventiva  no  procede  si  no  existe  semi- 
plena prueba  ó  vehementes  indicios  de  culpabilidad,  contra 
la  persona  á  aquien  afecta  (art.  2  y  366,  inc.  3^  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  67,  p.  40. 

3.  —  No  habiendo  semiplena  prueba  ó  indicios  vehementes, 
no  procede  la  prisión  preventiva.  —  T.  67,  p.  322. 

4.  —  El  tiempo  de  prisión  sufrida  debe  computarse  á  razón  de 
dos  días  de  ésta  por  uno  de  trabajos  forzados  (art.  92,  Ley 
penal),  —  T.  69,  p.  201. 

5.  — La  prisión  preventiva  debe  computarse  en  la  pena  impues- 

(a)  Casos  en  que  debe  decretarse  y  modo  de  computación  de  la  misma. 
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ta,  á  razón  de  dos  dias  por  uno  de  trabajos  forzados  (art.  9S, 
Ley  penal).—  T.  70,  p.  265. 

6.  —  Procede  la  prisión  preventiva^  si  median  los  requisitos 
mencionados  en  el  articulo  366,  Cód.  Proc.  Crim.  — T.  73, 
p.  400. 

7.  —  El  tiempo  de  prisión  sufrida  por  el  procesado  sobre  robo 
de  mercaderíasde  los  depósitos  fiscales,  debe  ser  computada 
á  razón  de  dos  días  de  ella  por  uno  de  trabajos  forzados 
(art.  92,  Ley  Penal).  —  T.  71.  p.  252. 

$.  —  El  auto  de  prisión  preventiva  debe  ser  revocado  si  en 
autos  no  resultan  llenados  los  extremos  del  artículo  366, 
Cód.  Proc.  Crim.  —  T.  72,  p.  86. 

9. — Concurriendo  los  requisitos  de  ley  para  la  procedencia 
de  la  prisión  preventiva,  debe  mantenerse  el  auto  que  la  or- 
dena. —  T.  72,  p.  195. 

40.  —  El  juez  que  es  á  la  vez  de  instrucción  y  de  sentencia,  puede 
dictar  auto  de  prisión  preventiva  durante  el  plenario^  sin  que 
le  sea  lícito  anular  lo  obrado  en  éste  antes  de  dicho  auto,  por 
no  haber  sido  dictado  en  el  sumario  (art.  366,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  75,  p.  33. 

11.  —  La  prisión  preventiva  sufrida  por  los  procesados  poi^  cir- 
culación de  billetes  falsos,  debe  computarse  á  razón  de*  dos 
días  de  ésta  por  uno^de  trabajos  forzados  (art.  92,  Ley  Penal). 
—  T.  77,  p.  262. 

12.  —  Siendo  el  auto  de  prisión  preventiva  fundado  en  consi- 
deraciones legales,  debe  declararse  improcedente  el  recurso 
de  nulidad  y  rechazarse  el  de  apelación  (art.  2,  366  y  367, 
Cód.  Proc.  Crim.)  — T.  79,  p.  418. 

13. — La  prisión  preventiva  debe  descontarse  de  la  pena  im- 
puesta á  razón  de  dos  dias  de  la  misma  por  uno  de  trabajos 
forzados  (art.  92,  Ley  Penal).  —  T.  80,  p.  265. 

14.  —  La  prisión  preventiva  no  es  obra  del  que  la  solicita,  y  no 
lo  responsabiliza  si  no  ha  inducido  en  error  al  juez  (art.  2  y 
367,  Cód.  Proc.  Crim.;  mayo  3  de  1900,  Ramayón  v.  Banco 
Nacional). 

15.  — Al  condenado  por  hurto  debe  computársele  en  la  pena, 
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el  tiempo  de  prisión  preventiva  que  lleva   sufrida  (art.  49, 
Cód..  Penal.  Julio  2  de  4900,  Causa  v.  Baldassini). 

16.  —  Probada  la  falsificación  de  billetes  de  banco,  y  resultan- 
do indicios  suficientes  para  atribuir  la  comisión  del  delito  á 
los  procesados,  procede  contra  estos  la  prisión  preventiva 
(art.  366,  Cód.  Proc.  Crim.;  agosto  \S  de  4900,  causa  v.  Pé- 
rez y  otros). 

17.  —  Existiendo  semiplena  prueba  del  delito  é  indicios  vehe- 
mentes de  culpabilidad  y  encontrándose  reunidos  los  extre- 
mos del  artículo  366,  Cód.  Proc.  Crim.,  procede  la  prisión 
preventiva  (art.  %,  Cód.  citado.;  diciembre  I""  de  1900,  causa 
V.  Bustamante). 

18.  —  No  existiendo  contra  el  acusado  de  infracción  á  la  ley  de 
enrolamiento,  semiplena  prueba  del  delito  ó  indicios  vehe- 
mentes de  culpabilidad,  no  debe  decretarse  su  prisión 
preventiva.  (Julio  4  de   1901,  causa  de  Povino.) 

19.  — Debe  computarse  como  prisión  preventiva,  la  sufrida  por 
el  condenado,  que  se  evadió,  desde  la  fecha  de  su  nueva 
captura  hasta  aquella  en  que  se  le  pone  por  segunda  vez,  á 
disposición  del  Poder  Ejecutivo.  (Octubre  19  de  1901,  causa 
V.  Merlo.) 

PRIVILEGIO. 

Véase  ^  Hipoteca ;  Impuestos  internos 
PROCESO. 

1.  —  Tratándose  de  hechos  diversos  con  relación  á  personas 
diferentes  y  que  fundan  causas  independientes  entre  sí,  debe 
formarse  un  proceso  para  cada  una  de  ellas.  —  T.  67,  p.  131 
y  137. 

2.  —  Si  los  hechos  imputados  afectan*  individualmente  á  los 
presuntos  autores,  sin  que  exista  conexión  entre  esos  hechos, 
debe  formarse  para  cada  uno  un  proceso  separado.  (Diciem- 
bre 14  de  1899  ;  contra  varios  guardias  nacionales,  por  de- 
volución de  uniforme  y  correaje.) 

PROCURADOR 

Véase:  Costas;  Honorarios;  Mandato;  Posiciones 
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PROCURADOR  FISCAL. 
Los  procuradores  fiscales  no  pueden  cobrar  honorarios  en 
las  causas  en  que  han  representado  al  Pisco  contra  parti- 
culares, y  en  que  éstos  hubiesen  sido  condenados  en  costas ; 
salvo  las  excepciones  que  establecen  las  leyes  de  aduana  y 
de  impuestos  internos.  (Los  funcionarios  que  gozan  de  un 
sueldo  establecido  por  ley,  no  devengan  honorarios  por  los 
servicios  que  prestan  en  ^1  desempeño  de  su  cargo,  como  se 
ha  observado  constantemente  en  la  práctica  de  los  Tribuna- 
les, aun  en  casos  de  costas  al  vencido^  que  no  |las  abonan 
á  jueces,  defensores  de  incapaces,  procuradores  fiscales  y 
secretarios  que  gozan  de  sueldos.  Marzo  40  de  4904,  Fisco  v. 
Marechal.) 

PROCURADOR  GENERAL . 

Véase  :  Deserción  de  recurso 
4.  —  No  prosiguiéndose  por  el  Procurador  general  la  apela- 
ción interpuesta  por  el  Procurador  fiscal,  y  desistido  el  re- 
curso deducido  por  parte  del  interesado,  deben  devolverse 
los  autos  al  juez  de  la  causa.  —  T.  84,  p.  359. 

2.  —  No  prosiguiéndose  por  el  Procurador  general  el  recurso 
interpuesto  por  el  procurador  fiscal,  deben  devolverse  los 
autos  al  juez  de  la  causa.  —  T.  82,  p.  456  y  noviembre  28  de 
4899,  causa  v.  Recagno  hermanos. 

3.  — Debe  confirmarse  la  sentencia  apelada  por  el  procurador 
fiscal,  cuyo  recurso  el  Procurador  general  manifiesta  no  en 
contrar  mérito  para  sustentar.  —  T.  82,  p.  73  y  225. 

PRORROGACIÓN  DE  JURISDICCIÓN. 

Véase :  Justicia  federal 

PROTESTO. 

Véase  :  Letra  de  cambio 

El  tenedor  de  un  pagaré  á  la  orden  que  no  lo  protesta  á  la  per- 
sona indicada  por  su  endosante,  sino  al  firmante  de  aquél 
como  obligado  en  primer  término  á  su  pago^  ni  le  notifica 
del  protesto,  incurre  en  la  responsabilidad  de  los  daños  y 
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perjuicios  (art.  663  y  664,  Cód.  Com. ;  septiembre  40  de  4901 , 
Vitale  V.  Banco  de  la  Nación). 

PROTOCOLIZACIÓN. 

Véase :  Hipoteca 
PROTOCOLO. 

No  es  bastante  motivo  para  sacar  de  la  oficina  un  registro  de 
escrituras  públicas,  el  de  hacer  constar  la  legalización  de 
firma  en  un  poder  otorgado  en  el  extranjero  y  que  se  en- 
cuentra agregado  á  aquél  (art.  204 ,  Ley  Orgánica  de  los  tri- 
bunales de  la  Capital ;  julio  40  de  4900,  Gaggino  y  otros  v. 
Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario). 

PROVINCIA. 

Véase:  Personas  jurídicas ;  Suprema  Corte 
4.  —  Las  provincias  no  pueden  cambiarlas  disposiciones  délos 
artículos  619  y  750  del  Código  Civil,  y  obligar  al  acreedor  á 
aceptar  contra'  su  voluntad,  el  pago  de  su  crédito  con  fondos 
públicos  á  la  par  (art.  740  y  742,  Cód.  Civ.  Véase:  Digesto, 
t.  2,  p,  312).  —  T.  57,  p.  337;  t.  64,  p.  55. 

2.  —  Las  provincias,  como  personas  jurídicas,  pueden  decir  de 
nulidad  de  los  actos  ejecutados  por  sus  representantes  fuera 
del  límite  de  las  facultades  que  les  confi^*e  la  Constitución, 
que  es  el  estatuto  que  las  regla,  como  puede  hacerlo  una 
persona  cualquiera  de  existencia  visible  sometida  á  una  re- 
presentación necesaria  (art.  35  y  36,  Cód.  Civ.  Las  disposi- 
ciones de  estos  artículos  comprenden  á  las  provincias  fede- 
rales, pues  el  articulo  33  del  mismo  Código  las  menciona 
entre  las  personas  jurídicas)  —  T.  66,  p.  303.  (En  análogo 
sentido,  t,  7,  p.  49  y  sentencia  de  22  de  mayo  de  4092,  en  la 
causa  de  Villegas  v.  provincia  de  Buenos  Aires). 

3.  —  La  circunstancia  de  no  haber  el  acreedor  gestionado  pre- 
viamente por  la  vía  administrativa,  el  cumplimiento  de  la 
obligación  de  una  provincia,  no  obsta  al  ejercicio  del  dere- 
cho que  tuviere  aquel.  (Mayo  4®  de  4902,  A.  G.  de  Carranza 
V.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

4.  -—  No  hay  en  la  Constitución  nacional  cláusula  alguna  que 
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limite  el  derecho  de  las  provincias  para  imponer  multas  por 
el  atraso  en  el  pago  de  los  impuestos  locales»  ni  puede  enten- 
derse que  la  mora  en  tal  caso  se  rija  por  las  disposiciones 
del  Código  Civil  (art.  404  y  405,Const.  nac;  abril  49  de  4909, 
Gazitúa  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

5.  —  La  provincia  de  Buenos  Aires,  6  sus  autoridades,  carecen 
de  facultad  para  imponer  multas  á  los  ferrocarriles  que  ligan 
el  territorio  de  aquélla  con  la  capital  de  la  nación,  por  viola- 
ciones á  la  ley  provincial,  sobre  la  materia,  que  ha  dejado  de 
tener  fuerza  de  tal,  en  lo  relativo  á  ferrocarriles  nacionales, 
después  de  la  ley  del  Congreso  número  2873,  y  para  penar 
las  infracciones  de  esta  ley;  sin  que  el  ejercicio  de  las  juris- 
dicciones locales  para  la  aplicación  de  los  códigos  comunes, 
en  los  términos  del  inciso  i^^,  artículo  67,  de  la  Constitución 
nacional,  pueda  hacerse  extensivo  á  los  casos  regidos  por 
leyes  especiales  del  Congreso  (art.  8,  43,  69  y  siguientes,  ley 
citada;  art.  34  y  100,  Const.  nac;  art.  2,  inc.  i°,  y  42, Ley 
Jurisd.;  abril  89 de  4902,  Provincia  de  Buenos  Aires  v.  Ferro- 
carriles del  Sud,  Oeste  y  Central  Argentino.) 

6.  —  No  es  procedente  contra  las  provincias^  la  demanda  de 
daños  y  perjuicios  emergentes  de  un  hecho  ilícito  ejecutado 
por  funcionarios  de  las  mismas,  porque  las  personas  jurídi- 
cas no  tienen  capacidad  para  delinquir  ni  sus  representan- 
tes tienen  misión  para  delinquir  á  nombre  de  ellas ;  y 
porque  no  se  puede  deducir  contra  ellas  acciones  crimi- 
nales ó  civiles  por  indemnización  de  daños  procedentes  de 
delitos  (art.  43,  Cód.  Civ.;  mayo  22  de  4902;  Villegas  v.  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires;  mayo  27  de  4902,  Bialet  Massé 
V.  Provincia  de  Córdoba;  Casal  v.  Provincia  de  Buenos  Aires ; 
junio  49  de  4902,  Van  Damme  v.  Provincia  de  Salta  (a). 

7.  —  Establecido  por  la  prueba  pericial  producida,  que  el  pla- 
no y  mapa  del  actor  se  halla  en  las  condiciones  en  que  la 
provincia  se  comprometió  á  adquirir,  debe  ésta  ser  conde- 


(a)  Véase  pág.  143,  núm.  53  y  v*  Personas  jurídicas.  En  análogo  sentido,  se 
ha  decidido  en  el  t.  27,  p.  908  ;  t.  29,  p.  249  ;  t.  52,  p.  371,  y  otros. 
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nada  á  recibir  el  número  de  ejemplares  convenido  y  á  pagar 
su  precio  con  los  intereses  desde  el  día  de  la  mora  (art.  50S, 
622,  U23  y  U24,  Cód.  Civ. ;  junio  49  de  4902,  Van  Damme 
V.  Provincia  de  Salta). 

PROVINCIA  DE  SANTA  PE. 
Por  la  Constitución  de  ésta,  corresponde  al  poder  legislativo 
disponer  del  uso  y  enajenación  de  las  tierras  de  propiedad 
provincial.  No  existiendo  ley  que  autorice  al  poder  ejecuti- 
vo, á  dar. tierras  situadas  al  sud  de  la  antigua  línea  de  fron- 
tera, en  pago  de  las  obligaciones  asumidas  para  avanzar  al 
norte  de  la  expresada  línea,  los  actos  del  gobierno  que  im- 
porten promesa  de  dar  dichas  tierras^  no  obligan  á  la  pro- 
vincia (art.  35  y  36,  Cód.  Civ.  Véase :  Provincia.)  —  T.  66, 
p.  303. 

PRUEBA. 
Véase:  Aduana;  Apelación;  Confesión;  Contrato;  Daños  y  per^ 
juicios;  Expropiación;  Ferrocarril;  Filiación  legitima;  Incen- 
dio; Juicio  ^ecutivo;  Laudo;  Locación;  Locación  de  obraos; 
Peritos;  Posicines;  Presunción;  Testigos. 

Sumario  : 


Apreciación  de  la  prueba,  1,  4,  37,  45. 

Cartas,  35  á  38. 

Casos  en  que  no  debe  recibirse  la  causa 
á  prueba,  12,  14,  28,  32  á  34. 

Causas  de  puro  derecho,  32,  34. 

Correspondencia,  35  á  38. 

Cotejo,  39. 

Devolución  de  expediente,  40. 

Diligencias  dentro  del  municipio,  41. 

Documentos,  42  á  44 

Efecto  retroactÍYo,  45. 

Excepciones  dilatorias  (término  extra- 
ordinario en  la  prueba  de),  62. 


Expediente,  46. 

Expediente  administrativo,  47. 

Indivisibilidad,  35. 

Informes  administrativos,  48,  49. 

Negligencia   de  las  partes,  3,  5,  7,  11, 

13,  15,  17,  27,  30  y  31. 
Nulidad,  50. 

Principios  generales,  1  á  34. 
Segunda  instancia,  51  á  56. 
Suspensión  de  término,  57  á  59. 
Término  ordinario,  59  á  60. 
Término  extraordinario,  61  á  69. 


\ .  Principios  generales.  —  El  juez  no  puede  apreciar  la  efi- 
cacia de  la  prueba,  sino  al  dictar  sentencia. — T.  64, 
p.  366. 

2,  —  No  habiendo  razón  para  privar  al  actor  de  que  produzca 
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en  autos  los  elementos  de  prueba  que  crea  convenir  á  su 
derecho,  debe  mantenerse  el  auto  que  lo  ordena. — T.  64, 
p.  366. 

3.  —  La  pertinencia  ó  no  de  las  medidas  probatorias  solicita- 
das, debe  apreciarse  al  dictar  sentencia.  —  T.  67,  p.  44. 

4.  —  Aún  después  de  los  alegatos,  el  juez  puede  mandar  agre- 
gar las  pruebas  producidas  en  tiempo  y  no  agregadas  sin 
culpa  del  interesado.  —  T.  67,  p.  83. 

5.  —  Resultando  comprobada  la  negligencia  de  la  parte,  no  es 
admisible  la  prueba  que  solicita  después  de  vencido  el  tér- 
mino probatorio,  fundada  en  que  ella  fué  pedida  dentro  de 
dicho  término.  —  T.  67,  p.  39^ . 

6.  —  No  son  admisibles  las  diligencias  probatorias  pedidas 
fuera  del  término,  y  el  auto  que  dispone  se  tengan  como 
dictadas  con  la  calidad  de  para  mejor  proveer,  no  puede 
alterar  el  derecho  ejercido  por  la  contraparte  de  recurrir  de 
ellas,  mucho  más  cuando  el  estado  de  la  causa  no  permite 
la  práctica  de  diligencias  tendentes  á  ilustrar  la  conciencia 
del  juez.  —  T.  68,  p.  -155. 

7.  —  No  deben  agregarse  las  diligencias  probatorias,  que  no 
han  sido  urgidas  dentro  del  término.  —  T.  69,  p.  461. 

8.  —  Deben  admitirse  las  diligencias  de  pruebas  pedidas  en 
tiempo.  —  T.  71 ,  p.  49. 

9.  —  No  siendo  conducente  para  resolver  la  demanda,  la 
diligencia  pedida,  no  debe  hacerse  lugar  á  ella.  —  T.  72, 
p.  183. 

10.  —  No  debe  hacerse  lugar  á  las  pruebas  solicitadas  después 
de  vencido  el  término  probatorio.  —  T.  72,  p.  185. 

11.  —  Deben  ser  recibidas  antes  del  alegato  de  bien  probado, 
las  pruebas  que  no  pudieron  recibirse  antes  del  término^ 
sin  falta  imputable  á  la  parte.  —  T.  72,  p.  247. 

12.  —  No  es  necesario  abrir  la  causa  á  prueba,  cuando  los  he- 
chos no  han  sido  negados,  ó  los  negados  no  son  conducen- 
tes. —  T.  74,  p.  139. 

13.  —  Resultando  que  las  pruebas  producidas  en  un  juicio  se 
han  agregado  por  error  á  otro  distinto,  debe  ordenarse  que 
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se  desglosen  de  éste  y  se  agreguen  al  que  corresponde.  — 
T.  74,  p.  435. 

14.  —  La  recepción  de  la  causa  á  prueba  no  es  necesaria,  cuan- 
do no  hay  contradicción  sobre  los  hechos  de  la  demanda. 
—  T.  75,  p.  \n. 

4  5.  — Aunque  hayan  sido  pedidas  dentro  del  término,  no  debe 
hacerse  lugar  á  las  diligencias  probatorias,  si  las  constancias 
de  autos  revelan  que  el  interesado  nada  ha  hecho  en  el  sen- 
tido de  urgir  para  que  se  produjeran  en  la  oportunidad  legal 
(art.  477,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  75,  p.  249. 

46.  —  No  pueden  admitirse  las  diligencias  de  prueba  pedidas 
después  de  vencido  el  término  probatorio.  —  T.  77,  p.  406. 

47.  —  Las  pruebas  que  no  han  sido  cumplidas  en  toda  su  ex- 
tensión, no  pueden  mandarse  completar  si  por  culpa  de  la 
parte,  aquéllas  fueron  practicadas  fuera  del  término  proba- 
torio. —  T.  79,  p.  438. 

48.  — Las  diligencias  de  prueba  deben  pedirse  dentro  del  tér- 
mino legal,  y  no  puede  accederse  á  la  pedida  fuera  de  él, 
sin  perjuicio  de  las  facultades  del  juez  para  ordenarlo  si  lo 
creyera  necesario.  (Se  trataba  en  el  caso  de  la  inspección 
ocular,  pedida  después  de  vencido  el  término).  —  T.  79,  p. 
204. 

49.  — Después  de  vencido  el  término  de  prueba,  no  puede  ar- 
güirse  de  falso  un  documento  presentado  dentro  de  él,  y 
pedir  la  comprobación  déla  falsedad.  (Diciembre  44  de  4899, 
Brown  v.  Pérez). 

20.  —  Estando  vencido  el  término,  no  puede  admitirse  la  peti- 
ción sobre  ampliación  de  informes  solicitados  dentro  de  él. 
(Febrero  40  de  4900,  Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Direc- 
ción de  ferrocarriles  nacionales.) 

24.  — Las  diligencias  probatorias  no  solicitadas  dentro  del  tér- 
mino, no  pueden  pedirse  fuera  de  él,  aún  cuando  sea  para 
completar  la  prueba  solicitada  en  tiempo.  (Marzo  4  o  de  4900, 
Mdret  v.  Provincia  de  Santa  Fe). 

22.  —  Estando  la  causa  en  estado  de  alegar,  no  procede  abrir 
un  nuevo  término  para  producir  las  pruebas  pedidas  enopor- 
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tunidady  pero  no  cumplidas  por  culpa  de  la  parte.  (Marzo  6 
de  ^900,  García  con  Campos). 

^3.  —  La  prueba  que  se  ha  dado  por  desistida  por  auto  consen- 
tido, no  puede  volverse  á  producir  (art.  401,  457,  Sil 9  y  220, 
Ley  Proc. ;  abril  5  de  1900,  Watteau  v.  Cazón  y  Vadillo). 

24. —Pueden  ser  rechazadas  las  diligencias  depruebaque  no  se 
ajusten  á  los  puntos  alegados  y  discutidos  en  la  causa  ;  má- 
xime si  la  pedida  consiste  en  una  compulsa  de  libros  que  uo 
se  encuentra  comprendida  en  los  términos  del  artículo  58, 
Cód.  Com.  (Junio  30  de  4900,  Delor  y  Compañía  v.  Pini  y 
Compañía.) 

25.  —  Procede  el  rechazo  de  pruebas  pedidas  fuera  del  término 
probatorio,  que  sean  distintas  dé  las  ofrecidas  dentro  de  él. 
(Septiembre  4  de  4900,  Wegner  v.  sociedad  «  La  Buena  Es- 
peranza».) 

26.  —  Debe  rechazarse  la  diligencia  de  prueba  pedida  después 
del  término,  para  complementar  la  producida  dentro  de  él. 
(Septiembre  20  de  4900,  Spinetto  v.  Spinetto.) 

27.  —  No  debe  ordenarse  la  práctica  de  diligencias  de  prueba, 
no  urgidas  por  la  parte.  (Octubre  12  de  4901,  Dunzelman  v. 
Provincia  de  Córdoba). 

28.  —  Las  hechos  alegados  después  de  vencido  el  término  de 
prueba,  no  pueden  ser  materia  de  ésta  ni  admitidos  por  la 
sentencia.  (Ley  3,  tít.  40,  part.  3*;  noviembre  43  de  4900, 
Volonté  V.  Ferrocarril  SudJ. 

29.  —  Si  la  razón  social  demandada  por  un  extranjero  opone 
la  excepción  de  incompetencia,  por  ser  también  extranjeros 
algunos  miembros  de  ella,  debe  recibirse  el  incidente  á 
prueba.  (Noviembre  27  de  4900,  Manfredini  v.  Rivera  Her- 
manos y  Compañía.) 

30.  —  Las  diligencias  pedidas  dentro  del  término,  deben  prac- 
ticarse aún  después  de  vencido  éste,  si  no  ha  habido  íalta 
imputable  del  interesado.  (Diciembre  43  de  4900,  Bohraer 
V.  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires.) 

34.  —  No  pueden  practicarse  después  de  vencido  el  término 
legal,  las  diligencias  que   no  han  sido  urgidas  por  la  par- 
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te.  (Junio  13  de  ^90^,  García  Flores  v.  Bancalari  Herma- 
nos.) 
3^.  —  En  las  cuestiones  de  puro  derecho,  no  corresponde  abrir 
la  causa  á  prueba,  y  la  omisión  de  este  trámite  no  causa  nu- 
lidad. —  T.  81,  p.  440. 

33.  —  Reconocidos  en  la  demanda  y  contestación,  los  hechos 
que  sirven  de  fundamento  al  pleito,  y  acreditados  los  que  no 
están  explícitamente  en  esas  condiciones,  por  instrumentos 
públicos  mandados  agregar  al  declararse  la  causa  de  puro 
derechp,  es  innecesario  la  recepción  á  prueba  (art.  91,  Ley 
Proc. :  noviembre  9  de  1901,  Campos  v.  Treloar). 

34.  —  No  desconociéndose  por  el  tercerista  la  procedencia  del 
crédito  qne  ha  dado  lugar  al  embargo  y  ejecución,  ni  alega- 
do  hechos  que  hicieran  necesaria  la  recepción  de  la  causa  á 
prueba,  debe  omitirse  ésta  y  tramitarse  la  causa  como  de 
puro  derecho.  (Marzo 26  de  1901,  Ghindeni  v.  Spagnol.) 

3«^.  Cartas.-^  La  carta  presentada  enjuicio  prueba  tanto  contra 
el  que  la  ha  reconocido,  como  contra  el  que  la  ha  presentado 
(art.  1029,  Cód.  Civ.).  —  T.  64,  p.  139. 

36.  —  No  puede  hacerse  lugar  á  la  presentación  de  la  corres- 
pondencia telegráfica,  que  no  sea  la  cambiada  entre  las  par- 
tes litigantes,  sobre  el  negocio  que  motiva  la  causa.  —  T.  66, 
p.  151. 

37.  —  No  pudiendo  apreciarse  sin  prejuzgamiento,  si  una  carta 
dirigida  á  tercero,  que  aparece  vincularse  con  el  negocio  en 
litigio,  importa  un  mandato  ú  otro  acto  jurídico  en  el  interés 
del  destinatario,  ó  de  quien  la  presente  en  juicio,  debe  orde- 
narse su  reconocimiento,  sin  perjuicio  de  apreciarse  en  la 
sentencia  definitiva  su  pertenencia  ó  impertinencia. — T.67, 
p.  190. 

38.  —  Las  cartas  son  documentos  que  no  pueden,  presentarse 
en  calidad  de  pruebas,  después  del  término  probatorio,  sin 
llenar  las  formalidades  legales.  —  T.  79,  p.  426. 

39.  Cotejo. —  La  ratificación  ó  cotejo  de  firmas,  es  una  diligen- 
cia probatoria  distinta  de  la  comprobación  de  autenticidad  ó 
falsedad  de  las  mismas.  El  haber  pedido  aquella  dentro  del 
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término  probatorio,  no  autoriza  pedir  ésta,  8Í  la  falsedad  no 
fué  negada  oportanamente,  y  si  la  comprobación  se  pide  des- 
pués de  vencido  dicho  término.  —  T.  67,  p.  326. 

40.  Devolución  de  expediente. —  No  puede  dejar  de  acordar- 
se la  devolución  de  un  expediente  agregado  á  la  prueba, 
que  pida  la  Cámara  de  Diputados,  sin  perjuicio  de  tomarse 
copia  de  lo  que  haga  al  derecho  de  quien  lo  presentó  como 
prueba.  —  T.  67,  p.  345. 

44.  Diligencias  dentro  del  municipio.  —  El  término  acorda- 
do para  producir  pruebas  fuera  del  municipio^  no  es  hábil 
para  las  que  deban  producirse  dentro  de  él.  —  T.  72, 
p.  485  (a). 

42.  Documentos.  —  Los  documentos  que  no  son  de  los  que 
fundan  las  excepciones,  pueden  ser  presentados  por  el  de- 
mandado durante  el  término  probatorio  (art.  44,  Ley  Proc). 
—  T.  69,  p.  449. 

43.— No  deben   reconocerse,  ni   admitirse  documentos  pre- 

'  sentados  en  el  acto  de  la  absolución  de  posiciones,  después 
de  vencido  el  término  probatorio.  —  T.  75,  p.  248. 

44.  — Corresponde  apreciar  en  la  sentencia  si  los  documentos 
presentados  durante  el  término  de^  prueba,  han  podido  serlo 
como  elemento  probatorio  ó  si  están  comprendidos  en  las 
disposiciones  de  los  artículos  40 y  44,  Ley  Proc.  (Junio  4°  de 
4904,  Coppa  v.  Fábrica  Nacional  de  Dinamita.) 

45.  Efecto  retroactivo.  —  Los  medios  de  prueba  ulterior- 
mente establecidos,  no  afectan  los  actos  ya  concluidos  (art. 
3,  Cód.   Civ.)-~T.  74,  p.  423. 

46.  Expediente.  —  Si  bien  hay  derecho  para  pedir,  como  me- 
dida probatoria'el  reconocimiento  de  ñr mas  existentes  en  un 
expediente,  no  puede  exigirse  para  ello,  que  el  oficial  públi- 
co encargado  del  expediente^  se  traslade  con  éste  á  un  lugar 
de  distinta  jurisdicción.  — T.  64,  p.  93. 

47.  Expediente  administrativo.  —  Las  actuaciones  de  expe- 
diente administrativo,  tienen  el  valor  de  instrumento  autén- 

(a)  Igual  al  t.  8,  p.  309. 
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tico  y  hacen  plena  fe  de  los  hechos  á  que  se  refiere  mientras, 
no  sean  argüidos  de  falso  (art.  993,  Cód.  Civ.)  —  T.  77 ». 
p.  430. 
48.  Informes  adminisIratiTos.  —  Si  bien  los  simples  infor- 
mes administrativos  no  bastan  para  fundar  una  condena» 
ellos  no  pierden,  por  no  ser  ratificados,  su  carácter  de  prue- 
ba, pues  son  documentos  directamente  comunicados  al  jue^ 
de  la  causa,  y  mientras  no   se  tachen  de  suplantación  ó 
falsedad  de  firmas^  revisten  formas  legales  de  autenticidad. 
—  T.  63,  p.  378. 

49."—  Si  se  ha  pedido  una  diligencia  de  prueba  en  el  carácter 
de  informe,  el  juez  no  puede  aplicarle  las  reglas  sóbrela 
forma  en  que  deben  recibirse  las  declaraciones  de  testigos. 
Debe  mandarlo  expedir,  reservándose  para  la  sentencia  defi- 
nitiva la  apreciación  de  su  mérito  probatorio.  — T.  70,  p.  40.^ 

50.  Nulidad. —  El  auto  que  declara  nula  la  prueba  testimonial 
del  actor  producida  sin  haberse  notificado  al  demandado  y 
sin  la  presencia  del  juez»  y  que,  por  no  serla  causa  imputa- 
ble á  las  partes,  repone  el  juicio  ai  estado  de  prueba,  debe 
entenderse  que  se  refiere  á  las  diligencias  declaradas  nulas 
por  esa  razón,  y  no  á  toda  la  prueba,  ó  á  otras  diligencias  no 
solicitadas  dentro  del  término;  porque  lo  útil  no  se  vicia  por 
lo  inútil,  no  debiendo,  en  consecuencia,  extenderse  los  efectos 
de  nulidad  de  una  diligencia  probatoria  á  las  demás  forma- 
lizadas de  conformidad  á  la  ley.  —  T.  68,  p.  433. 

54 .  Segunda  instancia  (prueba  en)  —  No  invocándose  moti- 
vo alguno  de  los  previstos  por  el  artículo  530,  Cód.  Proc. 
Crim.,  no  procede  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  en  se- 
gunda instancia. — T.  69,  p.  169. 

5^.  —  No  corresponde  recibir  la  causa  á  prueba  en  segunda 
instancia,  cuando  se  ha  omitido  en  la  primera  por  ser  Ja 
cuestión  de  puro  derecho.  —  T.  74,  p.  346. 

53.  —  No  procede  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  en  segun- 
da instancia,  para  la  justificación  de  un  hecho  que  ha  sido- 
materia  de  discusión  y  prueba  en  la  primera  (art.  220,  Ley 
Proc.).— T.  78,  p.  341. 
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54.  —  No  procede  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  en  segun- 
da ínstancíay^  si  la  que  se  tríita  de  producir  fué  ofrecida  en  la 
primera  y  no  se  practicó  por  culpa  del  interesado^  y  si  resul- 
ta, además,  que  se  refiere  á  la  de  testigos  para  justificar  la 
celebración  de  un  contrato  mayor  de  200  pesos,  sin  que  con- 
curran las  condiciones  del  artículo  209,  Cód.  Com.^  y  articu- 
lo H  93,  Cód.  Civ.  (art.  220.  Ley  Proc;  noviembre  40  de 
4900,  Banco  Provincial  de  Santa  Fe  v.  Galindez). 

55.  —  No  debe  recibirse  la  causa  á  prueba  en  segunda  instan- 
cia, cuando  los  hechos  para  cuya  comprobación  se  pide 
no  son  posteriores  al  término  de  prueba  en  primera  ins- 
tancia^ ni  ignorados  antes  de  ese  término  (art.  530,  inc.  K^^ 
Cód.  Proc.  Crim.;mayo  2  de  4901,  causa  v.  Pedro  D.  López.) 

56.  —  No'  es  procedente  la  recepción  de  la  causa  á  prueba  en 
segunda  instancia,  para  la  justificación  de  hechos  que  no 
han  sido  materia  de  discusión  y  decisión  en  la  primera  (art. 
224,  Ley  Proc;  septiembre  5  de  4904,Risotto  v.  Fisco  y 
Ghiselli). 

57.  Suspensión.  — El  incidente  sobre  representación  común 
de  los  demandados,  suspende  el  curso  del  término  probato- 
rio, potque,  por  su  naturaleza,  obsta  á  la  prosecusión  de  la 
causa.  —  T.  67,  p.  280  (a). 

58.  —  Vencido  el  término  probatorio,  no  cabe  la  suspensión 
del  mismo.  —  T.  69,  p.  55. 

59.  Término  ordinario  —  No  habiéndose  producido  inciden- 
tes que  por  su  naturaleza  suspendan  el  procedimiento,  el 
término  de  prueba  debe  reputarse  continuo,  uniéndose  con 
el  primitivamente  asignado  el  acordado  por  vía  de  prórro- 
ga, en  caso  de  haberse  ésta  concedido  en  oportunidad.  — 
T.  68,  p.  342. 

60.  —  En  el  término  ordinario  de  prueba,  se  comprende  el  au- 
mento de  un  día  porcada  siete  leguas  respecto  de  las  prue- 

(a)  En  el  t.  17,  p.  223,  se  ha  decidido  que  todo  articulo  ó  incidente  que  ocurra 
pendiente  el  término  de  prueba,  produce  el  efecto  de  suspenderlo.  T  en  el  tomo 
20,  p.  315,  que  el  término  probatorio  debe  considerarse  suspendido  por  los  inci- 
dentes que  suijan  en  los  autos  y  no  se  hayan  resuelto. 
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bas  fuera  del  municipio  que  han  sido  pedidas  dentro  del 
término  concedido,  sin  que  sea  aplicable  á  ese  caso  la  dispo- 
sición al  articulo  95,  Ley  Proc.  (art.  29,  32  y  34,  Ley 
Proc.).  — T.  77,  p.  U1  (a). 
6^  •  Término  extraordinario.  —  No  puede  discutirse  la  pro- 
cedencia del  término  extraordinario  acordado  de  conformi- 
dad de  partes  y  consentido,  ni  negarse  la  producción  de 
las  pruebas  y  por  los  medios  indicados  al  solicitarlo.  —  T. 
47,  p.  49. 

62.  —  La  ley  de  procedimientos  nacionales  que  admite  la  prue- 
ba en  las  excepciones,  no  prohibe  la  concesión  del  término 
extraordinario  (art.  77,  91   y  siguientes).  —  T.  71,  p.  201 . 

63.  —  No  debe  hacerse  lugar  á  la  solicitud  sobre  concesión  de 
término  extraordinario,  si  no  reúne  todos  los  requisitos  esta- 
blecidos en  el  artículo  95,  ley  de  procedimientos.  —  T.  72, 
p.  180. 

64.  —  En  el  término  extraordinario  de  prueba  para  declaracio- 
nes testimoniales,  quedan  llenadas  substancialmente  los  re- 
quisitos legales,  designando  el  lugar  de  la  residencia  y  el 
nombrede  los  testigos  (art.  95,  Ley  Proc. ;  agosto  7  de  1900. 
Tráger  C»  v.  López  Hermanos). 

65.  —  No  debe  concederse  el  término  extraordinario  de  prueba 
respecto  de  documentos,  en  cuyo  contenido  las  partes  están 
conformes  (art.  102,  Cód  Proc.  ;  marzo  5  de  1901,  Náñez  y 
Gibaja  v.  Rio). 

66.  —  Debe  concederse  el  término  extraordinario  solicitado 
dentro  de  los  diez  días  de  recibida  la  causa  á  prueba,  y  con 
las  formalidades  que  requiere  el  artículo  95,  Ley  Proc. 
(Mayo  11  de  1901,  Compañía  Mate  Larangeira  v.  Moore  y  Tu- 
dor). 

67.  —  Si  bien  los  interrogatorios  cerrados  á  cuyo  tenor  han  de 
declarar  los  testigos,  para  cuyo  examen  se  pide  el  término 
extraordinario,  deben  ser  abiertos  por  el  juez  para  instruirse 
de  su  contenido  y  aceptar  ó  negar  la  admisión  de  preguntas 

(a)  En  sentido  análogo,  t.  7,  p.  160 ;  t.  23,  p.  130 ;  t.  33,  p.  404. 
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antes  de  su  remisión,  la  parte  contraria  no  puede  imponerse 
de  ellos  antes  del  examen  délos  testigos  (art.  1^9,  Ley 
Proc. ;  junio  4  de  1901,  Francioni  v.  Francioni). 

PUENTE. 
No  procede  la  remoción  de  un  puente  construido  en  virtud  de 
autorización  de  los  poderes  públicos  facultados  al  efecto,  so- 
bre un  arroyo  no  navegable  (art.  87,  inc.  46o,  Const.  Nac. ; 
art.  6,  Ley  de  Ferrocarriles  de  4872).  —  T.  78^  p.  400. 
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QUIEBRA. 

Veáse  :   Competencia;  Justicia  federal  .(a) 

4 .  —  £1  mandato  conferido  parala  representación  en  una  causa 
criminal  por  falsificación  de  niarca  de  fábrica,  en  que  ha 
recaído  sentencia  que  impone  al  mandante  pena  corporal, 
no  queda  revocado  por  la  quiebra  de  éste  ;  y,  en  consecuen- 
cia» no  es  procedente  la  intervención  del  síndico  (art.  4403, 
Cód.Com.;  septiembre  21  de  1901,  Saint  Hermanos  v.  Lu- 
sardi.) 

^.  —  La  universalidad  del  juicio  de  quiebra  atrae  los  juicios 
ejecutivos  por  cobro  de  crédítos]hipotecarios ;  y  el  seguido 
ante  el  juez  de  jurisdicción  territorial  diferente  de  la  de 
aquél,  debe  ser  remitido  al  juez  del  concurso  (art.  1387, 1494 
y  siguientes,  Cód.  Com.;  noviembre  28  de  1901 ,  Franco  v. 
Ipiña). 

3.  —  £1  juez  á  quien  compete  el  conocimiento  del  juicio  de 
quiebra  de  una  razón  social,  es  también  competente  para  co- 
nocer del  juicio  sobre  disolución  y  liquidación  disla  misma, 
deducido  por  uno  de  los  socios,  ante  un  juez  de  diversa  ju- 
risdicción territorial.  (Marzo  13  de  1902,  concurso  de  Girotti 
y  Compañía.) 

(a)  Puede  verse  también  el  Digétto,  t.  9,  p.  376  á  378,  y  t.  3,  p.  439,  n»  739. 
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HANCHO. 

Véase  :  Aduana  « 

RATIFICACIÓN. 

Véase  :  Mandato  » 

1.  —  La  ratificación  hecha  á  nombre  de  la  razón  social,  á  cuya 
orden  se  halla  el  conocimiento,  de  todo  lo  obrado  en  juicio 
por  uno  de  los  socios,  deja  sin  efecto  la  cuestión  de  perso- 
nería hecha  pdr  el  contrario.  (Diciembre  22  de  ^900,  Calzada 

.  V.  Godoy). 

2.  —  Estando  establecida  por  la  sentencia  del  inferior,  con- 
sentida por  el  demandante,  que  el  recibo  otorgado  por  la 
mujer  de  éste  debe  entenderse  ser  con  la  ratificación  del 
mismo,  esta  ratificación  comprende  la  integridad  del  recibo 
(art.  ^026, 4028,  4029,  4936  y  4946,  Cód.  Civ.;  marzo 24  de 
4904,  Rivas  V.  Zoila). 

REBETiDÍA, 

Véase :  Deserción  de  recurso 
4 .  — No  puede  darse  por  decaído  en  primera  instancia,  el  de- 
recho de  contestar,  si  después  de  acusada  la  rebeldía  no  se 
han  acordado  las  24  horas  que  prescribe  el  artículo  42,  Ley 
de  Procedimientos,  aun  cuando  se  haya  concedido  prórroga 
del  término  respectivo.  (Mediante  la  prórroga  concedida^  la 
parte  gozaba  de  todo  el  término  prorrogado,  vencido  el  cual 
recien  podía  acusársele  rebeldía,  la  que  debe  ser  despacha- 
da con  las  24  horas  que  señala  el  artículo  4  2  citado,  de  una 
manera  general.  El  inferior  establecía  en  su  fallo  que  no  era 
necesario  ese  plazo,  en  virtud  de  la  prórroga  concedida.)  — 
—  T.  67,  p.  45. 
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2.  —  No  alegándose  las  causales  señaladas  por  la  ley,  no  debe 
dejarse  sin  efecto  la  rebeldía  decretada  (art.  181  y  488,  Ley 
Proc.)— T.  70,  p.  290. 

3.  —  El  no  haberse  notificado  el  auto  declarando  la  rebeldía,  no 
es  razón  para  pedir  su  reposición,  si  el  auto  fué  dictado  de- 
bidamente. — T.  79,  p.  25. 

4.  —  La  no  comparencia  dentro  del  término  del  emplazamiento, 
autoriza  la  declaración  de  rebeldía  aunque  se  trate  de  un 
juicio  ejecutivo  (art.  483,  Ley  Proc).  —  T.  79,  p.  25^ 

5.  —  La  acusación  de  rebeldía  después  de  vencido  el  término 
para  expresar  agravios,  hace  procedente  la  decljaración    dé 

'deserción  del  recurso.  No  es  razón  bastante  para  revocar  esta 
declaración  la  renuncia  del  poder  que  hubiese  presentado  el 
apoderado,  si  se  mandó  notificar  dicha  renuncia  sin  hacer  lu- 
gar á  la  suspensión  del  término  para  expresar  agravios  y  or« 
donando  que  el  apoderado  siguiera  interviniendo  en  los  au- 
tos hasta  la  comparecencia  del  poderdante.  — T.  79,  p.  443. 

6.  —  Debe  revocarse  el  decreto  de  rebeldía  dictado  á  instancia 
del  que  dejó  de  ser  representante  de  la  parte  (art.  4  972,  Cód. 
Civ.).— T.80,  p.445. 

7.  —  Debe  mantenerse  el  auto  haciendolugar  á  la  rebeldía  acu- 
sada, si  re$ulta  que  la  remisión  de  los  poderes  por  parte  del 
emplazado  se  resolvió  después  de  vencido  el  término  del 
emplazamiento.  (Diciembre  5  de  4899,  Rosas  v.  Provincia 
de  Corrientes). 

8.  —  Deducida  demanda  contra  una  provincia,  corresponde  em- 
plazarla, sea  ordinaria  ó  ejecutiva  la  demanda ;  y  vencido  el 
término  del  emplazamiento  sin  comparecer,  debe  declararse 
la  rebeldía  que  sea  acusada  por  el  demandante  (art.  69  y  483^ 
Ley  Proc;  abril  21  de  4900,  Banco  Inglés  v.  Provincia  de 
Santa  Fe). 

9.  —  No  procede  la  declaración  de  rebeldía  contra  el  demanda- 
do que  resulta  no  haber  recibido  las  copias  de  la  demanda, 
por  haber  sido  entregadas  á  quien  resultó  no  ser  su  repre- 
sentante legítimo.  (Noviembre  8  de  4 900,  Tolomé  v.  Ferro- 
carril Sud.) 
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40.  — Debe  dejarse  sin  efecto  la  rebeldía  decretada  en  virtud 
de  notificaciones  declaradas  sin  valor  (art.  487,  Ley  Proc; 
noviembre  %\  de  4904,  Sosa  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Ar- 
gentino). 

REBELIÓN. 

Véase  :  Justicia  federal 
RECIBO. 

Véase  :  Presunción  ;  Ratificación 

RECONOCIMIENTO. 

Véase :  Averías 

4.  —  No  corresponde  ordenar  el  reconocimiento  de  firma,   al 

principio  del  juicio,  si  se  trata  de  documentos  que  no  traen 

aparejada  ejecución.  — T.  72,  p.  476. 

2.  — El  que  aparece  ser  endosatario  del  conocimiento,  puede 
pedir  que  los  efectos  sean  reconocidos  judicialmente  (art. 
4097,  Cód.  Com.)—  T.  72,  p.  488. 

3.  —  Antes  de  entablarse  demanda,  no  procede  el  reconoci- 
miento de  documentos  que,  por  su  naturaleza,  no  traen 
aparejada  ejecución  (art.  56,  Ley  Proc. ;  febrero  8  de  4900, 
Faglioni  v.  Villamayor). 

4.  —  Según  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte,  la  disposi- 
ción del  artículo  4079,  Cód.  Com.,  se  aplica  no  sólo  en  los 
casos  de  daños  y  averias  sino  también  en  el  de  la  pérdida 
total  de  alguno  ó  algunos  bultos  del  cargamento.  (Septiembre 
6  de  4900,  Bonchero  v.  La  Veloce).  (a). 

RECONVENCIÓN. 

4.  —  Es  inadmisible  la  reconvención  por  devolución  de  terreno 
como  entregado  indebidamente,  cuando  resulta  que  éste 
forma  parte  integrante  de  mayor  área  vendida  con  arreglo 
á  la  ley^  encontrada  dentro  de  ella  y  poseída  por  el  adqui- 
rente.  —  T.  66,  p.  303. 

2.  —  La  sentencia  que  desecha  las  pruebas  producidas  para 


(a)  Véase  Digesto,  t.  3,  p.  49,  números  3  á  5 ;  t.  1%  p.  72,  73,  74,  y  t.  2,  p. 
393  á  395  y  537,  donde  se  encontrarán  diversos  casos  juzgados  en  análogo  sen- 
tido. 
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justificar  la  reconvención,   importa  el  rechazo  de  ésta.  — 
—  T.  74,  p.  448. 


RECTIFICACIÓN. 
RECtlRSO  (a).    . 


Véase  :  Aduana 
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sentencias),  62,  239  á  242. 

Capellanías  (redención  de),  135. 

Casos  del  inciso  I*,  artículo  14,  ley  ju- 
risdicción, 63  á  67. 

Casos  del  inciso  2*,  artículo  14,  ley  ju- 
risdicción, 68  á  76. 

Casos  del  inciso  3*,  artículo  14,  ley  ju- 
risdicción, 77  á  133. 

Cláusula  constitucional,  2,  8,  81,  86, 
90,  101,  112  y  125. 


Código  de  Comercio  (declaración  deia- 
constítucionalidad  de  alguno  de  sus 
preceptos),  65. 

Códigos  comunes  (su  aplicación  ó  in- 
terpretación), 134  á  173. 

Composición  de  los  tribunales  locales» 
386  y  228. 

Cónsules,  108. 

Contencioso  administrativo  (juicio),  48. 

Cuestiones  conexad,  76  y  154. 

Cuestiones  de  competencia,  41. 

Cuestiones  de  hecho,  40  y  152. 

Decreto  nacional  (decisión  contra  su 
validez),  6^. 

Decreto  nacional  (desconocimiento  del 
derecho  fundado  en  él),  80,  116  y 
117. 

Decreto  provincial  (reconocimiento  de 
su  validez),  66.  73. 

Defensa  por  procurador,  122, 128,  179, 
183,  189,  201  y  202. 

Derecho  amparado  por  íallos  de  los  tri- 
bunales federales,  154. 

Derecho  derivado  del  gobierno  nacio- 
nal, 66. 

* 

Deserción  de  recurso,  23  y  36. 
Excepción  de  incompetencia  de  los  tri> 


(a)  Bqjo  este  rubro  se  hallan  colocados  todos  los  casos  resueltos  por  la  Suprema 
Corte,  en  aplicación  del  artículo  14,  ley  de  jurisdicción,  y  artículo  22,  inciso  2*, 
Código  de  Procedimiento  en  lo  Criminal,  que  conceden  para  ante  aquélla  nn  re- 
curso extraordinario  contra  las  sentencias  de  los  tribunales  superiores  de  provincia 
y  de  la  Capital.  El  artículo  90,  Ley  de  organización  de  los  tribunales  de  ésta,  y  el 
artículo  26  de  la  ley  de  justicia  de  paz  de  la  misma,  autorizan  también  ese  recor- 
so en  los  casos  del  articulo  14,  citado.  El  artículo  6,  ley  número  4055,  lo  com- 
prende igualmente  ampliándolo  á  las  sentencias  defmitivas  de  las  Cámaras  Fede- 
rales de  Apelación  y  de  los  tribunales  superiores  militares. 
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bunales  locales  por  corresponder  la 
causa  á  la  justicia  federal, 79,  83, 84, 
91  á  91,  96,  98,  102  á  106,  108,  110 
á  114,  118,  121,  133,  134,  137,  139, 
130  y  133. 

Exhorto  (negativa  6  diligenciarlo  por 
no  estar  autenticado),  109. 

Exhorto  (negativa .  á  diligenciarlo  sin 
desconocer  sn  autenticidad),  95. 

Federal  ización  del  territorio  de  la  Capi- 
tal (pririlegios  anteriores  á  ella),  38. 

Firma  de  letrado  (resolución  exigién- 
dola), 319. 

Fuero  federal  (rechazo  de  él),  79,  83, 
84,  91  á  94,  96,  98,  103  á  106,  108, 
110  á  114,  118,  131,  133,  134,  137, 
129,  130  y  133. 

Herencias  transversales  (decisión  de 
validez  de  la  ley  sóbrela  materia) ,88. 

Impuestos  provinciales  (su  inconstitu- 
cionalidad),  39., 

Incon versión  (ley  de),  85,  115  y  160. 

Informe  in  voee,  183,  189,  192,  201. 

Interpretación  de  constituciones  y  le- 
yes locales,  33,  57,    173  y  194. 

Jueces  de  paz  (apelación  de  sus  sen- 
tencias), 104,  108,  130. 

Juicio  radicado  ante  los  tribunales  lo- 
cales. 9,  10,  13,  16,  18. 

Jurisdicción  local  (su  determinación 
por  los  tribunales  del  mismo  orden), 
175.  176,  181,  186. 

Ley  anterior  á  la  incorporación  de  una 
provincia  á  la  nación,  6. 

Ley  nacional  (decisión  contra  su  vali- 
dez), 64,  65. 


Ley  nacional  (desconocimiento  del  de- 
recho fundado  en  ella)  (a),  43, 77, 83, 
84,  93,  97,  107,  109,  116  y  182. 

Ley  nacional  que  manda  aplicar  el  de- 
recho común,  138,  150. 

Ley  provincial  (decisión  de  su  validez), 
69, 71  á  75. 

Leyes  de  procedimientos  y  organiza- 
ción de  los  tribunales  de  la  Capital , 
231  á  333. 

Leyes  de  procedimientos  de  las  provin- 
cias, U6  á  148,  155,  167,  168,  174  á 
380. 

Leyes  sobre  gobierno  y  administración 
de  la  Capital,  333  á  838. 

Libertad  de  defensa,  133,  138,  193. 

Matrimonio  civil  (ley  de),  151. 

Moratorias  (ley  de),  150. 

Mujer  (ejercicio  de  la  procuración), 
86  y  90. 

Penas  disciplinarias,    130,    177,    309,    ' 
312,  313. 

Personería  de  apoderados,  179,  197. 

Posiciones  (absolución  en  un  mismo 
día),  195. 

Principios  generales,  1  á  63. 

Proveedor  de  fuerzas  nacionales,  78. 

Quiebra  (declaratoria  de),  134. 

Registro  de  estatutos,  172. 

Reglamento  de  1813,  231. 

Representación  común,  217. 

Substanciación  del  recurso,  42. 

Tercería,  deducida  por  una  provincia,  7. 

Tratado  (desconocimiento  del  privile- 

Igio  fundado  en  él),  89  y  131. 

Vice-cónsul,  100. 


i.  Principios  generales.  —  Están  fuera  del  alcance  de  la  ju- 
risdicción apelada  de  la  Suprema  Corte,  los  procedimientos 


(a)  Véase  :  Excepción  de  incompetencia  de  los  tribunales  locales  y  Fuero  federal 
(rechago  de  él). 
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de  los  juzgados  de  provincia,  los  cuales  son  materia  de  su 
legislación  peculiar.  —  T.  í,  p.  38. 

2.  —  La  Suprema  Corte  es  el  intérprete  fínal  de  ia  Constitu- 
ción ;  y  siempre  que  se  baya  puesto  en  duda  la  inteligencia 
de  alguna  de  sus  cláusulas  y  la  decisión  sea  contra  el  dere- 
cho que  en  ellas  se  funda,  la  sentencia  de  los  tribunales  pro- 
vinciales está  sujeta  á  la  revisión  de  la  Suprema  Corte.  — 
T.  1,p.  341. 

3.  —  Sólo  puede  traerse  por  apelación  al  conocimiento  de  la 
Suprema  Corte,  las  sentencias  pronunciadas  por  los  tribuna- 
les de  provincia,  cuando  en  ellas  se  desconoce  la  validez  de 
un  tratado  público,  de  una  ley  del  Congreso,  de  un  acto  del 
Presidente  de  la  República,  ó  cuando  se  invalida  un  título 
fundado  en  una  cláusula  de  la  Constitución  ó  de  las  leyes 
nacionales.  —  T.  2,  p.  34. 

4.  —  Sólo  son  apelables  para  ante  la  Corte  Suprema,  las  reso- 
luciones definitivas  de  los  superiores  tribunales  de  justicia 
de  provincia,  en  que  se  resuelve  algún  puAto  regido  por  la 
Constitución,  por  un  tratado  celebrado  con  una  nación  ex- 
tranjera, ó  por  una  ley  del  Congreso ;  ó  cuando  se  desconoce 
la  validez  de  los  actos  legítimos  de  una  autoridad  nacional 
(art.  U,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  89. 

5.  —  El  recurso  creado  por  el  artículo  2\  de  la  ley  nacional 
de  16  de  octubre  de  1862,  ha  sido  suprimido  por  la  de 
14  de  septiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  nacionales,  correctora  de  aquella,  sustitu- 
yéndose el  procedimiento  por  el  artículo  14  de  ésta.  —  T.  3, 
p.  397. 

6.  —  En  el  artículo  14,  Ley  Jurisd,  no  está  comprendido  el  caso 
de  una  ley  provincial  dictada  y  ejecutada  antes  de  la  incor- 
poración déla  provincia á  la  Nación.  —  T.  5,  p.  326. 

7.  —  El  caso  de  una  ejecución  en  que  una  provincia  pueda 
deducir  tercería  excluyente^  no  está  comprendido  en  nin- 
guno de  los  del  artículo  14  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  —  T, 
8,  p.  191. 

8.  —  Queda  á  salvo  el  recurso  del  artículo  14,  inciso  2o,  de  la 
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ley  de  14  de  septiembre  de  1863,  para  corregir  las  interpre- 
taciones erróneas  que  los  tribunales  de  provincia  hicieren 
de  la  Constitución  nacional.  --  T.  10,  p.  134. 

9.  —  En  juicio  radicado  ante  los  tribunales  de  provincia,  queda 
á  salvo  el  recurso  para  la  Suprema  Corte  expresado  por  el 
art.  14,  Ley  jurisd.  — T,  10,  p.  171. 

10.  —  El  juicio  radicado  en  los  tribunales  de  provincia,  debe 
seguirse  y  fenecerse  en  ellos  cualquiera  que  sea  la  calidad 
de  las  partes.  —  T.  10,  p.  171  y  490;  t.  13,  p.  315. 

11.  —  No  puede  ocurrirse  á  la  Suprema  Corte  en  apelación  de 
sentencia  de  los  tribunales  superiores  de  provincia,  cuando 
el  recurso  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del 
artículo  14,  Ley  Jurisd.  —  T.  12,  p.  419. 

12.  —  No  puede  interponerse  recurso  de  sentencias  de  un  tri- 
bunal superior  de  provincia,  si  el  caso  no  tiene  relación 
directa  é  inmediata  con  la  validez  de  los  artículos  déla  Cons- 
titución,  tratados  públicos  ó  leyes  del  Congreso  (art.  14,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  14,p,  142. 

13.  —  No  puede  entablarse  demanda  sobre  asuntos  radicados 
ante  los  tribunales  de  provincia,  ni  puede  apelarse  de  los 
fallos  de  éstos  á  la  Suprema  Corte,  sino  en  los  casos  desig- 
nado&por  el  artículo  14,  Ley  Jurisd.  —  T,  15,  p.  7. 

14.  —  Sólo  puede  apelarse  ante  la  Corte  Suprema,  de  las  sen- 
tencias dictadas  por  los  tribunales  superiores  de  las  provin- 
cias, en  los  casos  designados  por  el  articulo  14  de  la  ley  de 
jurisdicción.  (Caso  de  varios  escribanos  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires,  á  quienes  el  poder  ejecutivo  cobraba  un  arren- 
damiento por  las  escribanías  que  regenteaban,  y  que  recla- 
maron ante  el  mismo,  sosteniendo  que  las  escribanías  eran 
una  propiedad  suya,  de  la  cual  no  podían  ser  privados,  según 
el  artículo  17,  Contitución  nacional.  El  poder  ejecutivo  no 
hizo  lugar  al  reclamo,  y  los  escribanos  apelaron  para  ante  el 
superior  tribunal,  el  cual  confirmó  la  resolución,  y  recurrie- 
ron después  á  la  Suprema  Corte).  —  T.  15,  p.  174. 

15»—  No  puede  apelarse  á  la  Suprema  Corte,  délas  sentencias 
definitivas  pronunciadas  por  los  tribunales   de  provincia, 
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sino  en  los  casos  enumerados  por  el  artículo  44,  ley  jurisd. 
—  T.  16,  p.  442. 

46.  —  Radicado  el  juicio  ante  los  tribunales  de  provincia  debe 
fenecer  allí,  y  sólo  podrá  apelarse  á  la  Suprema  Corte  nacio- 
nal en  los  casos  especificados  en  el  articulo  44,  ley  jurisd. 
Entre  esos  casos  no  se  encuentra  el  de  haber  cambiado  de 
nacionalidad  una  de  las  partes  pendiente  el  juicio  anulado 
y  no  para  apelar  sino  para  iniciar  el  pleito  ante  la  justicia 
nacional.  —  T.  47,  p.  444. 

47.  —  El  artículo  44,  inciso  2s  Ley  de  Jurisd.,  conceded  re- 
curso ante  la  Suprema  Corte,  de  las  sentencias  '  definitivas 
dictadas  por  los  tribunales  de  provincia  en  juicios  radicados 
ante  ellos,  y  no  de  autos  que  no  son  definitivos,  ni  dictados 
en  juicios  radicados.  — T.  47,  p.  444. 

48.  —  Radicado  un  juicio  ante  lajusticia  provincial, debe  fene- 
cer ante  la  misma,  sin  que  la  Corte  Suprema  pueda  conocer 
de  él,  sino  por  apelación  de  las  sentencias  definitivas  pro- 

'  nunciadas  por  los  tribunales  superiores  de  las  provincias, 
en  los  casos  que  expresa  el  artículo  44  de  la  Ley  de  Jurisdic^ 
ción.  —  T.  48,  p.  23;  t.  20,  p.  234. 

49.  — Cuando  ante  el  poder  judicial  de  una  provincia,  no  se 
ha  puesto  en  cuestión  una  cláusula  de  la  Constitución  na- 
cional ni  una  ley  del  Congreso  y  la  resolución  no  se  halla  en 
ninguno  de  los  casos  del  artículo  44,  Ley  Jurisd.  no  puede 
apelarse  para  ante  la  Suprema  Corte  nacional. —  T.  48,  p.  29. 

20.  —  No  procede  recurso  de  los  fallos  de  los  tribunales  supe- 
riores de  provincia,  en  los  que  no  se  contiene  ninguno  de  los 

*  desconocimientos  comprendidos  en  el  artículo  44  de  la  ley 
de  jurisdicción.  —  T.  20,  p.  96. 

24.  —  Cuando  en  los  juicios  seguidos  ante  los  tribunales  pro- 
vinciales no  aparece  de  los  mismos  autos,  que  se  haya  pues- 
to directamente  en  cuestión  la  validez  de  una  ley,  decreto  ó 
autoridad  provincial,  bajo  la  pretensión  de  ser  repugnante  á 
la  Constitución,  tratados,  leyes  ó  autoridad  nacional,  no 
procede  el  recurso  concedido  por  el  artículo  44^  Ley  Jurisd. 
—  T.  22,  p.  304. 
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2Í .  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  1 4  de  la  Ley  de  Juris- 
dicción, en  el  caso  que  no  se  ha  puesto  ^en  cuestíóq  ningún 
principio  constitucional,  ni  ley  de  la  nación.  (Se  trataba  de 
una  demanda  criminal  contra  un  cura  párroco,  por  haber 
éste  pedido  la  prisión  de  una  persona  que  repartía  un  perió- 
dico contrario  á  la  religión.  El  párroco  fué  absuelto,  y  el 
demandante  condenado  á  una  multa  por  falta  á  los  respeto^ 
debidosaijuzgado).— T.  31,  p.  193. 

23.  —  Aunque  la  sentencia  final  de  los  tribunales  de  provincia 
no  entre  al  fondo  de  la  cuestión,  y  solamente  declare  desier- 
to el  recurso  de  apelación  interpuesto  déla  de  primera  ins-^ 
tancia,  procede  el  recurso  del  articulo  14  de  la  ley  de  juris- 
dicción, si  en  el  pleito  se  ha  puesto  en  cuestión  la  validez  de 
leyes,  decretos,  autoridades  ó  comisiones  nacionales  y  hi 
sentenciaba  sido  contraria  á  dicha  validez.  Tal  es  la  senten- 
cia que,  habiendo  sido  puesto  en  cuestión  el  dominio  de  un 
campo  á  título  de  venta  ordenada  por  un  juez  nacional,  y  la 
libertad  de  ejercer  judicialmente  derechos  sobre  él,  por  im- 
pedírselo las  autoridades  creadas  por  el  Congreso,  decide  en 
contra  de  la  venta  y  de  dicha  libertad.  (El  objeto  constitu- 
cional del  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  en  protección  de 
la  validez  deesas  leyes,  decretos,  etc.^  quedaría  frustrado  sino 

.  fuera  aplicable  á  la  sentencia  que,  aunque  sin  resolver  sobre 
el  fondo  del  asunto,  pone  fin  al  pleito  en  que  se  ha  decidido 
contra  su  validez  y  tal  decisión  queda  subsistente :  lo  que 
determina  la  competencia  para  conocer  del  recurso,  es  la 
naturaleza  del  caso,  no  la  sentencia  misma  apelada,  res- 
pecto de  la  cual  sólo  exige  la  ley,  que  tenga  el  carácter  de  de- 
finitiva). —  T.  35,  p.  30i. 

24.  —  En  las  causas  en  que  no  se  ha  puesto  en  cuestión  la  in- 
teligencia de  algunafprescrípción  constitucional,  ley  del  Con- 
greso  ú  otro  acto  de  autoridad  ejercida  en  nombre  de  la  na- 
ción, no  procede  el  recurso  de  las  sentencias  de  los  tribu- 
nales locales  para  ante  la  Suprema  Corte  federal.  (Se  trataba 
en  el  caso  de  puntos  esencialmente  de  derecho  civil).  — T. 
39,  p.  68. 
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25.  —  La  resolución  délos  tribunales  locales  que,  en  juicio 
ejecutivo  de  un  argentino  contra  un  extranjero,  aplaza  para 
después  de  la  citación  de  remate,  la  consideración  de  la 
excepción  de  incompetencia  deducida  por  el  último,  invo- 
cando el  fuero  federal,  no  da  lugar  al  recurso  del  articulo 
14  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  (Dicha  resolución  no  con- 
tiene decisión  alguna  respecto  de  la  competencia  pro- 
inovida,  ni  desconoce  el  derecho  que  hace  valer  el  extran- 
jero).—T.  40,  p.  344. 

26.  —  Si  bien  por  el  artículo  H,  Ley  Jurisdicción,  una  vez  ra- 
dicado un  juicio  ante  los  tribunales  de  provincia,  será  sen- 
tenciado y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial,  ello  debe 
entenderse  en  los  casos  de  jurisdicción  concurrente,  mas  no 
cuando  la  jurisdicción  es  improrrogable  por  razón  de  la  ma 
teria.  —  T,41,  p.  174. 

27.  — £1  auto  de  un  tribunal  de  provincia,  no  haciendo  lugar  al 
recurso  de  habeas  corpus,  que  no  ha  sido  recurrido  en  tiempo 
hábil  para  ante  la  Suprema  ('orte,  no  es  susceptible  de  re- 
curso ulterior.  —  T,  46,  p.  348. 

28.  —  No  procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de 
las  resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios  que  no  sean 
deñnitivos,  y  no  tengan  relación  inmediata  con  cuestión  al- 
gunade  interpretación  déla  Constitución  nacional,  validez  de 
las  leyes  ó  tratados  nacionales  (art.  15,  Ley  Jurisd.). — T. 
47,  p.  56. 

29.  *—  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
el  auto  de  los  tribunales  ordinarios,  que  no  es  definitivo 
(art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  47,  p.  73. 

30.  —  El  recurso  previsto  por  el  articulo  14,  ley  de  jurisdic- 
ción, no  procede  mientras  no  exista  pronunciamiento  de  los 
tribunales  locales  sobre  las  cuestiones  que  puede  motivar- 
lo. —  T.  47,  p.  274. 

31.  —  Los  autos  de  substanciación  en  el  juicio,  dictados  por 
los  tribunales  locales,  no  son  susceptibles  de  recurso  ante  la 
Suprema  Corte  Nacional  (art  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  50,  p. 
101. 


—  564  —  RfiC 

32.  —  El  recurso  del  artículo  U  de  la  Ley  de  Jurisdiccióa,  no 
procede  de  autos  que  no  sean  definitivos.  No  es  tal,  el  auto 
en  que  se  deniega  el  levantamiento  de  la  inhibición,  decre- 
tada por  juez  incompetente.  —  T.  54,  p.  379. 

33.  —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  superiores  de  provin* 
cia,  que  se  limitan  á  interpretar  y  aplicar  leyes  provinciales 
no  tachadas  de  inconstitucionales,  no  son  sujetas  á  recurso 
para  ante  la  Suprema  Corte  nacional.  —  T.  54,  p.  470. 

34.  — No  procede  el  recurso  que  autoriza  el  artículo  44  de  la 
Ley  de  Jurisdicción,  cuando  ante  la  justicia  local  no  se  ha 
discutido  ninguno  de  los  puntos  contenidos  en  dicho  artí- 
culo, ni  se  ha  deducido  en  el  juicio,  la  excepción  de  incom- 
petencia que  se  menciona  en  el  recurso.  —  T.  55,  p.  429. 

35.  —  De  procedimientos  que  no  versen  sobre  principios  cons- 
titucionales ó  leyes  nacionales,  no  cabe  recurso  ante  la  Su- 
prema Corte,  —  T.  55,  p.  467. 

36.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  de  la  senten- 
cia de  un  tribunal  inferior  de  provincia,  que  ha  quedado  fir- 
me por  deserción  de  recurso,  debido  á  omisión  de  la  parte. 
El  fallo  contenido  en  el  tomo  35,  motivado]  por  las  circuns- 
tancias especiales  del  caso,  no  aprecia  si  había  tenido  lugar 
la  deserción  del  recurso  (art.  44,  Ley  Jurisd.).  —  T.  55,  p.  228. 

37.  —  De  las  providencias  interlocutorias  referentes  al  proce- 
dimiento, no  procede  el  recurso  autorizado  por  el  artículo  44 
de  la  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  57,  p.  296. 

38.  —  La  cuestión  referente  á  la  aplicación  de  las  leyes  sobre 
privilegios,  con  relación  á  los  actos  anteriores  á  la  sanción 
de  la  ley  de  federalización  del  territorio  de  la  Capital,  es  re- 
gida por  el  derecho  común,  y  no  es  susceptible  del  recurso 
autorizado  por  el  artículo  44,  )Ley  de  Jurisdicción.  — T.  64 , 
p.  433. 

39.  —  El  pago  de  impuestos  creados  por  leyes  provinciales, 
debe  ser  previo  á  la  cuestión  de  constitucionalidad  de  los 
mismos ;  y  mientras  no  se  verifique  no  debe  concederse  el 
recurso  del  artículo  4  4,  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  64 ,  p.  308. 

40.  —  Las  cuestiones  de  hecho  y  la  aplicación  de  las   leyes  del 

T.  11  8« 
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derecho  comúo»  no  autorizan  el  recurso  establecido  por  e! 
articulo  14,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  15,  ley  citada).  —  T.  62» 
p.  274  y  279. 

41.  —£l  artículo  22,  inc.  2<>,  Córl.  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal, no  se  refiere  á  los  casos  de  competencia  entre  jueces^ 
sino  á  los  pleitos  contenciosos  entre  partes,  radicados,  sen- 
tenciados y  fenecidos  en  los  tribunales  locales.  —  T.  62^ 
p.  386. 

42.  —  Concedido  por  los  tribunales  locales  el  recurso  para  ar.te 
la  Suprema  Corte^  debe  mandarse  poner  los  autos  en  la  ofi- 
cina para  que  el  apelante  exprese  agravios.  El  pronuncia- 
miento sobre  su  procedencia,  debe  reservarse  para  la  senten- 
cia definitiva.  —  T.  65,  p.  378. 

43.  —  No  fundándose  la  sentencia  reclamada  de  los  tribunales 
locales,  en  la  ley  nacional  que  se  invoca,  ni  desconociéndose 
por  la  sentencia  los  derechos  emanados  de  dicha  ley,  no  es 
admisible  el  recurso  que  de  ella  se  interpone  para  ante  la 
Suprema  Corte.  —  T.  65,  p.  444. 

44.  —  No  son  apelables  para  ante  la  Suprema  Corte,  las  provi- 
dencias de  los  tribunales  locales  que  no  resuelven  con  fuer- 
za definitiva  cuestión  alguna.  (El  artículo  14,  Ley  Jurisd., 
supone  una  sentencia  pronunciada).  —  T.  68,  p.  329. 

45.  —  Las  cuestiones  de  constitucíonalidad  que  no  se  han  deba- 
tido ante  los  tribunales  ordinarios,  y  se  suscitan  después  del 
fallo  de  éstos  y  con  motivo  del  fallo,  no  autorizan  el  recurso 
ala  Suprema  Corte  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  75,  p.  183. 

46.  —  Para  que  proceda  el  recurso  del  artículo  14,  Ley  de  Ju- 
risdicción, es  necesario  que  las  cuestiones  á  que  se  refiere 
dicho  artículo,  hayan  sido  promovidas  y  sustentadas  dentro 
del  pleito  ante  los  tribunales  de  provincia  y  la  resolución 
final  de  éstos  haya  sido  contraria  al  derecho  invocado.  (La 
pretensión  formulada  después  de  la  sentencia,  no  puede  su- 
plir la  exigencia  legal).  —  T.  75,  p.  404. 

47.  —  No  procede  la  apelación  á  la  Suprema  Corte,  de  las  reso- 
luciones de  los  tribunales  locales,  que  no  están  comprendi- 
das en  los  incisos  1<>  y  2<>,  artículo  14,  Ley  de  Jurisdicción,  y 
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resulta  además  que  no  es  el  caso  del  inciso  3^  del  mismo 
artículo,  por  no  haberse  fundado  el  juicio  en  ninguna  de  las 
disposiciones  á  que  se  refiere  ese  inciso  y  no  haber,  en  con- 
secuencia, resolución  contraria  á  dichas  disposiciones.  —  T. 
76,  p.  67. 

48.  —  El  recurso  creado  por  el  articulóla,  Ley  de  Jurisdicción, 
es  proredente  contra  toda  sentencia  definitiva  que  afecte  la 
Constitución  ó  las  leyes  nacionales,  aunque  no  sea  dictada 
en  juicio  ordinario,  sino  en  juicio  contencioso^  administrati- 
vo. —  T.  76,  p.  351. 

49.  —  No  tratándose  de  los  casos  establecidos  por  el  artículo 
22,  inciso  2^  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  no 
procede  recurso  para  aute  la  Suprema  Corte,  de  sentencias 
de  los  tribunales  locales  de  la  Capital.  —  T.  77,  p.  224. 

50.  —  No  procede  contra  las  resoluciones  de  los  tribunales 
ordinarios  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  si  la  cláusula 
constitucional  que  se  dice  violada  no  ha  sido  materia  de  dis- 
cusión en  el  juicio,  y  su  violación  se  invoca  con  posteriori- 
dad á  él  (art.  22,  inc.  ?<>,  Cód.  Proc.  Crira.;  art.  15,  Ley  Ju- 
risd.).  —  T.  78,  p.  446. 

51.  —  No  basta  para  fundar  el  recurso  autorizado  por  el  artícu- 
lo 44,  Ley  de  Jurisdicción,  decir  de  inconstitucionalidad  en  el 
momento  de  deducirlo,  sino  que  es  necesario  que  en  el  plei- 
to se  haya  puesto  en  cuestión  el  derecho  que  se  pretenda 
amparado  por  la  Constitución  y  desconocido  por  el  tribunal. 
—  T.  80,  p.  258. 

52.  —  Para  que  sea  procedente  el  recurso  acordado  en  el  artí- 
culo 1 4,  Ley  de  Jurisdicción,  es  necesario  que  se  haya  cuestio- 
nado en  el  pleito  alguno  de  los  puntos  comprendidos  en  los 
tres  incisos  de  dicho  artículo:  no  basta  que  con  posterioridad 
á  él  se  invoquen  circunstancias  que  pudieran  autorizarlo  si 
hubiesen  sido  materia  de  litigio.  (Febrero  22  de  1900,  Daneri 
y  otro  V.  BasuaMo  de  Delgado). 

53.  —  Los  recursos  á  la  Suprema  Corte  de  las  sentencias  de  los 
tribunales  ordinarios,  deben  ser  fundados  en  citas  concretas 
y  con  aplicación  al  caso:  no  basta  hacer  referencias  generales 
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á  la  Constitución  ó  leyes  del  Congreso.  (Junio  26  de  1900, 
Arredondo  v.  Calaza.) 

54.  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción, 
contra  la  sentencia  de  los  tribunales  de  provincia,  que  no  des- 
conoce el  derecho  ó  título  fundado  en  una  ley  nacional.  (Ju- 
lio 48  de  1901,  Banco  Hipotecario  en  autos  del  Fisco  de 
Tucuraán  v.  Carril.) 

55. — No  procede  el  recurso  del  artículo  22.  inciso  2«,  Cód. 
Proc.  Crim.,  contra  la  sentencia  de  los  tribunales  locales,  en 
que  no  se  ha  discutido  y  resuelto  alguno  de  los  casos  en  él 
previstos.  (Agosto  3  de  1901,  causa  v.  Muñoz  Sotomayor.) 

56.  —  Para  que  proceda  el  recurso  autorizado  por  el  artículo 
22,  inciso  2<>,  Cód.  Proc.  Crim.,  es  necesario  que  en  la  causa 
se  haya  puesto  en  cuestión  un  derecho,  privilegio  ó  exención 
fundado  en  la  Constitución  ó  leyes  nacionales  y  la  decisión 
sea  contraria  al  derecho  invocado.  (Agosto  8  de  1901 ,  Pérez 
Freiré.) 

57.  —  La  interpretación  y  aplicación  que  los  tribunales  de  pro- 
vincia hagan  desús  respectivas  constituciones  y  la  discreción 
con  que  los  poderes  de  ella  hubieren  obrado .  en  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones,  no  dan  lugar  al  recurso  del  artículo  14, 
Ley  de  Jurisdicción  (art.  105,  Const.  Nac;  diciembre  5  de 
1901,  Gibbs  V.  Municipalidad  de  Lujan,  en  Mendoza). 

58.  — Para  que  proceda  el  recurso  del  artículo  14,  inciso  3^, 
Ley  Jurisdicción,  es  necesario  no  solamente  que  se  haya 
puesto  en  cuestión  la  inteligencia  de  alguna .  cláusula  de  la 
Constitución,  de  un  tratado  ó  ley  del  congreso,  sino  también 
que  la  decisión  haya  sido  contra  la  validez  del  título,  dere- 
cho, privilegio  ó  exención  que  se  funde  en  dicha  cláusula  y 
sea  materia  del  litigio.  (Marzo  15  de  1902,  Recurso  de  J.  Ma- 
tos y  Hortal). 

59.  —  No  procede  para  ante  la  Suprema  Corte  el  recurso  auto- 
rizado por  el  14  de  la  Ley  de  Jurisdicción,  que  no  ha  sido 
formulado  en  ios  términos  del  artículo  15  de  la  misma,  y  se 
refiere  á  irregularidades  de  procedimientos  de  las  autorida- 
des ó  jueces  locales,cuya  competencia,  además,  no  ha  sido 
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desconocida  formalmente.  (Abril  45  de  4  902,  Badaró,  por  va- 
ríos  comerciantes  contra  la  Municipalidad  de  la  Capital,  so- 
bre multa  por  infracción  á  la  ley  de  pesas  y  medidas.) 

60.  —  No  procede  el  recurso  del  articulo  4  4,  Ley  de  Jurisdicción, 
contra  las  resoluciones  de  ios  tribunales  de  provincia  dicta- 
das en  la  tramitación  del  juicio  en  aplicación  de  las  leyes  del 
derecho  6omún  y  sin  que  revistan  el  carácter  dé  definitivas. 
(Mayo  24  de  4902,  Bugallo  y  otro  v.  Luro  de  Sansinena.) 

64.  —  No  procede  el  recurso  autorizado  por  el  articulo  44,  Ley 
de  Jurisdicción,  contra  !a  sentencia  del  tribunal  superior  de 
provincia^  que  no  admite  el  recurso  de  nulidad  de  la  reso- 
lución del  jurado  de  imprenta  y  no  se  pronuncia  sobre  la  va- 
lidez de  la  ley  provincial  que  lo  establece,  por  no  haber  sido 
propuesta  ni  resuelta  en  4*  instancia.  (Mayo  24  de  4902,  Re- 
curso de  Zuasnabar.) 

62.  —  Para  la  procedencia  del  recurso  autorizado  por  el  articu- 
lo 6,  Ley  4055,  en  los  casos  del  articulo  44,  Ley  de  Jurisdicción, 
es  necesario  que  sea  deducida  contra  una  sentencia  definiti- 
va, es  decir,  que  ponga  fin  al  pleito.  En  tal  concepto,  no  pue- 
den reputarse  definitivas  las  resoluciones  que  versan  sobre 
aplicación  é  interpretación  de  las  leyes  que  reglamentan  el 
ordenamiento  de  los  juicios,  como  son  las  procesales,  desde 
que  aquellas  no  dirimen  el  pleito  poniendo  fin  á  la  contien- 
da. En  consecuencia,  no  procede  recurso  para  ante  la  Supre- 
ma Corte  contra  la  sentencia  de  la  Cámara  Federal  de  Apela- 
ción que,  en  juicio  ejecutivo,  interpretando  y  aplicando  la 
Ley  de  Procedimientos,  admite  las  excepciones  del  ejecutado. 
(Junio  5  de  4902,  Rodríguez  v.  Luna.) 

63.  Casos  del  inciso  1',  articulo  14,  Ley  de  Jurisdicción  (a). 
—  En  caso  en  que  se  trate  de  la  validez  de  un  acto  jurisdic- 
cional ejercido  en  nombre  de  la  nación^  contra  el  cual  se 
resuelve  en  los  tribunales  de  provincia,  puede  apelarse  en 


(a)  Inciso  !<>:  Cuando  en  el  pleito  se  haya  puesto  en  cuestión  la  validez  de  nn 
tratado,  de  una  ley  del  Congreso  ó  de  una  autoridad  ejercida  en  nombre  de  la  Na- 
ción; y  la  decisión  haya  sido  contra  su  validez. 
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última  instancia  para  ante  la  Suprema  Corte  nacional  (art. 
U,  Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  405. 

64-.  —  De  las  sentencias  de  los  tribunales  superiores  de  pro- 
vincia, corresponde  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  cuando 
se  ha  puesto  en  cuestión  la  validez  de  una  ley  nacional,  y  la 
decisión  ha  sido  contra  su  validez  (art.  H,  inc.  4<»,  Ley  Ju- 
risd.).—T.  25,  p.  \3. 

65.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  de  la 
Cámara  de  Apelaciones  de  la  Capital,  que  deiclara  inconsti- 
tucional lo  dispuesto  por  ^1  Código  de  Comercio  ó  por  alguno 
de  sus  preceptos  (art.  H,  inc.  4^  Ley  jurisd.  El  Cód.de  Com. 
dictado  en  virtud  de  la  facultad  conferida  en  el  inc.  14o,  art. 
67,  Const.,  es  una  ley  del  Congreso;  y  segánese  mismo  inci- 
so y  el  art.  100,  es  la  aplicación  de  los  códigos  dictados  por 
el  Congreso,  lo  que  se  ha  dejado  á  los  tribunales  provincia- 
les, cuando  las  cosas  ó  las  personas  cayeran  bajo  su  juris- 
dicción, sin  atribuir  á  los  mencionados  jueces  poder  para 
destruir,  anulándolas^  las  leyes  sancionadas  por  el  poder  le- 
gislativo de  la  nación,  con  el  objeto  de  proveer  á  las  ventajas 
de  una  legislación  uniforme  para  todo  el  país.  Lo  excepcio- 
nal y  grave  de  tal  poder,  hacía  aún  más  necesario  que  él  fue- 
ra concedido  en  términos  bien  explícitos,  si  había  voluntad 
de  concederlo.  El  art.  15,  Ley  Jurisd.,  limita  el  derecho  de 
apelación  concodido  por  el  art.  14,  cuando  se  haya  tratado 
de  la  interpretación  6  aplicación  de  los  códigos  comunes  in- 
vocando las  disposiciones  constitucionales  citadas,  lo  que 
demuestra  que  los  tribunales  provinciales  ó  locales  de  la  ca- 
pital ejercen  plenitud  de  poder  cuando  sólo  se  trata  de  la 
aplicación  de  los  códigos  dictados  por  el  Congreso,  y  que  no 
les  ha  concedido  igual  poder  cuando,  cuestionándose  la  va- 
lidez misma  de  esos  códigos  ó  de  cualquiera  de  sus  precep- 
tos, la  decisión  sea  contraria  á  su  validez.  La  limitación  del 
art.  15  citado,  se  refíere.al  inc.  3^,  arL  14,  Ley  Jurisd., y  no  al 
primero.  Si  á  las  provincias  les  está  prohibido  dictar  leyes 
que  destruyan  las  reglas  consignadas  en  los  códigos  de  fon- 
do, no  puede  admitirse   que  sus  tribunales  tengan  derecho 
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de  aniquilar  esas  mismas  reglas  y  que  los  poderes  federales 
carezcan  de  acción  para  mantener  la  obra  del  congreso,  man- 
teniendo la  unidad  de  legislación).  —  T.  68,  p.  238. 

66.  —  Si  en  el  pleito  seguido,  ante  los  tribunales  de  provincia, 
se  han  hecho  valer  derechos  derivados  de  actos  del  gobierno 
nacional,  y  puestos  al  amparo  de  autoridades  nacionales,,  y 
se  pretende  que  la  sentencia  final  ha  desconocido  esos  dere- 
chos, debe  declararse  procedente  el  recurso  interpuesto  para 
ante  la  Suprema  Corte  (art.  44,  Ley  Jurisd.).  Resultando  del 
examen  de  la  sentencia  apelada  que  los  derechos  en  cuestión 
han  sido  reconocidos,  así  debe  declararse,  y  devolverse  los 
autos  al  tribunal  de  su  origen.  —  T.  1\,  p.  444. 

67.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  la  resolución  de 
los  tribunales  ordinarios  en  la  cual  se  niega  validez  á  un  de- 
creto del  Poder  Ejecutivo  (art.  44,  Ley  Jurisd.).  —  T.  76, 
p.  884. 

68.  Casos  del  inciso  2^  del  art.  14,  Ley  de  Jarisdicción(a). 
—  Cuando  no  se  ha  puesto  en  cuestión  la  validez  de  un  de- 
creto provincial,  bajo  la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la 
Constitución  y  leyes  nacionales,  no  corresponde  la  apela- 
cíón  que  concede  el  artículo  44,  inciso  %^,  déla  Ley  de  Ju- 
risdicción —  T.  5,  p.  335. 

69.  —  Puesta  en  cuestión  una  ley  de  provincia  bajo  la  preten- 
sión  de  ser  repugnante  á  la  Constitución  nacional,  y  pronun- 
ciada la  sentencia  final  de  los  tribunales  provinciales  en 
favor  de  la  validez  de  la  ley,  corresponde  para  ante  la  Su- 
prema Corte,  el  recurso  de  apelación  de  dicha  sentencia  (art. 
44,  inc.  2%  Ley  Jurisd.).  —  T.  40,  p.  380. 

70.  —  Puesta  en  cuestión  la  validez  de  una  ley  provincial  como 
repugnante  á  una  ley  nacional,  y  siendo  la  decisión  en  favor 
de  la  primera,  procede  el  recurso  que  acuerda  el  artículo 
4  4,  inciso  2o,  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  (Se  trataba  del  em- 

(a)  Inciso  2« :  Caando  la  validez  de  uoa  ley,  decreto  ó  autoridad  de  provincia, 
«e  haya  puesto  en  cuestión  bajo  la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitu- 
ción Nacional,  á  los  tratados  ó  leyes  del  Congreso,  y  la  decisión  haya  sido  en 
lavor  de  la  validez  de  la  ley  ó  autoridad  de,  provincia. 
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bargo  de  una  mina  efectuado  con  arreglo  á  una  ley  de  San 
Juan;  el  ejecutado  alegó  que  las  minas  no  eran  embargables 
por  la  ley  nacional  de  47  de  diciembre  de  1857,  que  adoptó 
como  código  de  minería,  lajs  ordenanzas  de  Méjico,  que  pro- 
hiben el  embargo  de  aquéllas).  ^—  T.  27,  p.  46. 

74.  — La  restricción  del  articulo  45,  Ley  de  Jurisdicción,  no 
comprende  el  caso  en  que  se  invoca  la  violación  de  una  dis- 
posición del  Código  Civil,  no  por  haber  sido  mal  interpre- 
tada y  aplicada,  sino  por  haberse  prescindido  de  ella  y  ha- 
berse aplicado  en  su  lugar,  la  disposición  de  una  ley 
provincial  repugnante  á  aquella  (art.  44,inc.  ^,  LeyJurisd.). 
—  T.  76,  p.  354. 

72.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  la 
sentencia  de  los  ti*ibunales  locales  que,  por  no  haberse  pro- 
puesto en  primera  instancia  y  en  virtud  de  sus  leyes  procesa- 
les, no  se  pronuncia  sobre  la  inconstitucionalidad  de  una 
ley  provincial  propuesta  en  segunda  instancia  (art.  14,  inc. 
2o,  Ley  Jurisd.;  diciembre  26  de  1904 ,  recurso  de  Rosa  Silva). 

73. — No  procede  el  recurso  autorizado  por  el  artículo  44, 
inciso  2o,  Ley  de  Jurisdicción,  contra  la  sentencia  del  tribunal 
superior  de  provincia  que  interpreta  y  aplica  las  disposi- 
ciones del  Código  Civil,  sin  decidir  sobre  la  validez  de  un 
decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la  misma,  que  ha  sido  im- 
pugnado como  inconstitucional.  (Diciembre  28  de  4904,  re- 
curso de  Farfan.) 

74.  —  Procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la  sen- 
tencia de  los  tribunales  locales  de  provincia  que  declara  la 
validez  de  una  ordenanza  municipal  puesta  en  cuestión  como 
repugnante  á  la  Constitución  nacional  (art.  14,  inc.  2®,  Ley 
Jurisd.;  abril  8  de  4902,  Hardoy  y  otros  v.  Municipalidad  de 
Mendoza). 

75.  —  La  sentencia  del  superior  tribunal  de  provincia  que,  en 
deflnitiva,  se  pronuncia  sobre  la  validez  de  una  ley  provin- 
cial, impugnada  como  contraria  á  las  disposiciones  del  Cód. 
Cív.  en  el  concepto  de  ser  derogatoria  ó  repugnante  á  éste, 
lo  que  implica  hacer  valer  el  derecho  emanado  de  la  Consti- 
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tución  nacional  (art.  408)  que  niega  á  los  Estados  la  facultad 
de  alterar  los  códigos  de  fondo,  es  apelable  para  ante  la 
Suprema  Corte(art.  H,  Ley  Jurisd.;  abril  19  de  1902,  Marte- 
arena  y.  Vázquez). 

76.  —  Si  la  sentencia  del  superior  tribunal  de  provincia  decla- 
ra que  el  demandado  no  es  autor  de  la  suspensión  de  viaje, 
que  el  demandante  reputa  contraria  á  la  Constitución  na- 
cional, no  hay  lugar  al  recurso  del  art.  44,  Ley  Jurisd; 
porque  siendo  esa  declaración  ajena  á  las  materias  de  este 
recurso,  sin  que  la  Corte  pueda,  por  tanto,  pronunciarse  so- 
bre la  justicia  de  ella,  la  cuestión  de  constitucionalidad  que- 
da reducida  á  una  meramente  teórica,  que  no  corresponde 
resolver  á  los  jueces,  quienes  no  están  llamados  á  pronun- 
ciarse sobre  casos  abstractos.  (Mayo  13  de  1902,  Sacconi  v. 
Menises.) 

77.  Casos  del  inciso  3^,  art.  14,  Ley  de  jurisdicción  (a). — 
Si  los  tribunales  superiores,  de  provincia,  interpretando 
un  articulo  de  la  Constitución  nacional  y  una  ley  del  Con- 
greso, declaran  que  no  son  aplicables  al  caso,  esta  deci- 
sión es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corle  nacional  (art. 
14,  inc.  3<>,  Ley  Jurisd.  En  este  caso  se  trataba  del  art.  7  de 
la  Const.  Nac.  y  de  la  ley  de  29  de  agosto  de  1863).  —  T.  17, 
p.  286. 

78.  El  caso  en  que  un  proveedor  de  fuerzas  nacionales  es 
demandado  ante  los  tribunales  de  provincia,  por  un  recau- 
dador de  impuestos  provinciales,  cobrándole  el  correspon- 
diente á  los  ganados  de  la  proveeduría,  no  es  de  los  que  en 
última  instancia  pueden  llevarse  á  la  Suprema  Corte  nacio- 
nal (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  18,  p.  103. 

79.  —  Procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corle,  de  las  sen- 
tencias de  los  tribunales  de  provincia  que^n  última  instan- 


(a)  Cuando  la  inteligencia  de  alguna  cláusula  de  la  Constitución,  ó  de  un 
tratado  ó  ley  del  Congreso,  ó  una  comisión  ejercida  en  nombre  de  la  autoridad 
nacional  haya  sido  cuestionada  y  la  decisión  sea  contra  la  validez  del  título, 
derecho,  privilegio  ó  excención  que  se  funda  en  dicha  cláusula  y  sea  materia  del 
litigio. 
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cía  deciden  no  ser  aplicables  al  caso  las  leyes  que  confieren 
jurisdicción  á  los  tribunales  nacionales  (art.  U,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  Í9,  p.  335. 

80.  —  Cuando  se  pone  en  cuestión  ante  los  tribunales  de  pro- 
vincia la  inteligencia  de  un  decreto  del  poder  ejecutivo  na- 
cional, dado  en  ejecución  de  una  ley  del  Congreso,  y  la  deci- 
sión es  contra  la  validez  del  derecho  que  se  funda  en  dicho 
decreto,  constituyendo  la  materia  del  litigio,  hay  recurso  de 
apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  nacional  (art.  H,  inc. 
3»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  22,  p.  450. 

81 .  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  44  déla  Ley  de  Juris- 
dicción fundado  en  la  violación  de  un  artículo  constitucional, 
cuando  éste  no  ha  sido  materia  de  discusión  ante  el  tribunal 
superior,  de  cuya  resolución  se  recurre.  — T.  23,  p.  249. 

82.  — Puesta  en  cuestión  la  inteligencia  de  la  ley  de  creación 
del  Banco  Nacional,  que  es  ley  del  Congreso,  de  la  resolu- 
ción dada  contra  el  derecho  pretendido  por  éste,  por  el  tri- 
bunal superior  de  la  Capital,  procede  el  recurso  á  la  Supre- 
ma Corte  (art.  U,  inc.  S^,  Ley  de  Jurisd.).  —  T.  28,  p.  410. 

83.  —  Procede  para  ante  la  Suprema  Corte  el  recurso  autoriza- 
do por  el  articulo  4*4  de  la  Ley  de  Jurisdicción,  de  la  resolu- 
ción del  superior  tribunal  de  provincia,  que  niega  á  un  ex- 
tranjero  la  declinatoria  de  jurisdicción  que  ha  opuesto  en 
pleito  con  argentino.  — T.  28,  p.  450. 

84.  —  De  la  resolución  de  los  tribunales  provinciales,  declaran- 
do su  competencia  en  una  causa,  cuyo  conocimiento  corres- 
ponde ala  justicia  federal,  puede  apelarse  para  ante  la  Supre- 
ma Corte  (art.  44,  inc.  3^  Ley  Jurisd.).  —  T.  32,  p.  292. 

85.  —  La  cuestión  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  nacional  de 
45  de  octubre  de  4885,  decidida  en  contra  del  derecho  fun- 
dado en  ella.,  autoriza  el  recurso  establecido  por  el  articulo 
4  4,  inciso  3^  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  — T.  35,  p.  96. 

86.  — El  caso  de  haberse  por  los  tribunales  locales,negadoála 
mujer  el  derecho  de  representar  á  otro  en  juicio,  es  susceptible 
del  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  concedido  por  el 
inc.  3°,  artículo  14  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  (Se  había  pues- 
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te  en  cuestión  la  inteligencia  de  una  cláusula  constitucional, 
y  la  decisión'  fué  contra  el  derecho  que  se  pretende  fundada 
en  ella).  — T.  38,  p.  69. 

87.  — El  recurso  del  artículo  U  de  la  Ley  de  Jurisdicción,  pro- 
cede cuando  la  decisión  de  los  tribunales  locales  ha  sido 
contraria  al  derecho  que  el  reclamante  ha  hecho  valer  fun- 
dado en  una  cláusula  de  la  Constitución  nacional.  (En  el  caso 
se  puso  en  cuestión  el  alcance  del  art.  32,  Const.  nac,  dis- 
cutiéndose si  su  precepto  tiene  ó  no  efecto  de  inhibir  absolu- 
tamente  al  Congreso  federal^  de  legislar  para  toda  la  nación, 
sobre  la  libertad  de  la  prensa).  —  T.  39,  p.  265. 

88.  —  La  decisión  de  los  tribunales  de  provincia,  declarando 
inconstitucional  el  impuesto  sobre  herencias  transversales 
establecido  por  una  ley  provincial,  no  es  recurrible  para  ante 
la  Suprema  Corte  federal,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  H,  Ley  de  Jurisdicción.  (No  emana  directamente  de 
la  Constitución  ni  de  ley  nacional  alguna,  el  título  con  que 
ha  litigado  el  fiscal  de  la  provincia,  que  sostenía  la  validez 
de  dicha  ley ;  el  artículo  \  4,  inc.  3^,  Ley  de  Jurisdicción,  exige 
que  la  decisión  del  tribunal  provincial^  sea  contra  la  validez 
del  título,  derecho  ó  exención  fundados  en  la  Constitución  ó 
ley  del  Congreso).  —  T.  4Í,  p.  429. 

89.  —  Es  admisible  el  recurso  de  resoluciones  de  los  tribuna- 
les superiores  de  provincia,  cuando  aparece  haberse  puesto 
en  cuestión  la  inteligencia  de  las  estipulaciones  de  un  tra- 
tado, y  resuelto  en  contra  de  la  validez  del  privilegio  que  en 
ellos  se  funda,  y  es  materia  del  litigio.  —  T.  42,  p.  69. 

90.  —  Corresponded  recurso  á  la  Suprema  Corte,  délas  resolu- 
ciones de  los  tribunales  superiores  de  provincia,  cuando 
se  ha  puesto  en  cuestión  la  inteligencia  de  una  cláusula  cons- 
titucional, y  se  ha  decidido  contra  e4  derecho  que  se  preten- 
de fundar  en  ella  (art.  14,  inc.  3^,  Ley  Jurisd.  Se  trataba  de 
una  resolución  negando  á  una  mujer  el  derecho  de  ejercer  la 
procuración  judicial).  —  T.  42,  p.  274  (a). 

(a)  Véase :  Digesto,  t.  2,  p.  191,  y  t.  3,  p.  262,  n*  24. 
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94  •  —  La  resolución  de  los  tribunales  legales  rechazando  la 
excepción  de  incompetencia,  por  no  haber  probado  el  hecho 
déla  distinta  nacionalidad  de  las  partes^  en  el  cual  se  fundaba» 
no  importa  el  desconocimiento  de  la  ley  nacional  sobre  ju- 
risdicción de  los  tribunales  federales  ;  y,  por  lo  mismo,  no 
procede  contra  ella  el  recurso  ante  la  Suprema  Corte.  (No 
se  ha  puesto  en  cuestión  ninguno  de  los  casos  previstos  por 
el  artículo  M,  Ley  de  Jurisdicción).  —  T.  48,  p.  480. 

92.  —  Puede  ser  traída á  la  Suprema  Corte  y  debe  concederse  el 
recurso,  de  la  resolución  de  los  tribunales  locales  denegan- 
do el  derecho  fundado  en  la  ley  nacional  sobre  jurisdicción 
de  los  tribunales  federales,  de  invocar  la  jurisdicción  nacio- 
nal. —  T.  56,  p.  92. 

93.  —  Es  apelable  ante  la  Suprema  Corte,  la  sentencia  final  de 
los  tribunales  locales  que  desconoce  el  derecho  que,  basán- 
dose en  una  ley  nacional,  pretende  tener  el  recurrente  (art. 
U,  ¡nc.  3s  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  385. 

94.  ^  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Ccrte,  la  sentencia  fi- 
nal de  los  tribunales  locales,  que  niega  el  derecho  fundado 
en  una  ley  nacional^que  invoca  el  recurrente  (art.  H,  inc.  3^, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  412. 

95.  —  El  auto  por  el  cual  la  Cámara  de  Apelaciones  de  la  Ca- 
pital, niega  el  cumplimiento  de  un  exhorto  de  un  juzgado  de 
provincia,  sin  desconocer  su  autenticidad ,  no  es  contrario  á  la 
ley  nacional  de  26  de  agosto  de  1863,  y  no  importando  dicho 
auto  un  caso  de  contienda,  ni  de  los  previstos  por  la  ley  de 
3  de  septiembre  de  1878,  la  Suprema  Corte  carece  de  juris- 
dicción para  conocer  en  él,  y  no  procede  el  recurso  de  ape- 
lación. —  T.  58,  p.  400. 

96.  —  La  resolución  final  sobre  competencia  de  los  tribunales 
federales,  corresponde  á  la  Suprema  Corte;  y  por  consiguien- 
te es  apelable  ante  ella  el  auto  del  tribunal  superior  de  pro- 
vincia que  rechaza  la  declinatoria  de  los  tribunales  locales, 
fundada  en  la  pretensión  de  corresponder  la  causa  al  fuero 
federal.  —  T.  59,  p.  389. 

97.  —  Cuando  ante  los  tribunales  locales,   se   ha   puesto   en 
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cuestióQ  la  inteligeacia  de  una  ley  nacional^  y  se  pretende 
que  la  sentencia  final  desconoce  el  derecho  fundado  en  ella, 
procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  i4,  inc. 
30,  Ley  Jurisd.).  —  T.  60,  p  <58. 

98.  — Procede  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  contra  la  senten- 
cia de  los  tribunales  locales  que  no  hace  lugar  al  fuero  fede- 
ral invocado  (art.  14,  inc.  3*,  Ley  Jurisd.).  —  T.  64,  p.  349. 

99.  —  No  apareciendo  haberse  violado  el  artículo  constitucio- 
nal en  que  se  funda  el  recurso  interpuesto  contra  sentencias 
de  los  tribunales  de  provincia,  la  Suprema  Corte  no  puede 
concederlo  por  razón  de  interpretación  y  aplicación  errónea 
de  los  códigos  comunes  hecha  por  dichos  tribunales  (art.  i  4 
y  15,  Ley  Jurisd.  El  procesado  fué  oído  en  su  defensa  con 
toda  la  amplitud  del  procedimiento  ordinario).  —  T.  63,  p. 
4  Oí. 

400.  —  La  sentencia  de  los  tribunales  locales  declarando  que 
no  puede  ejecutarse  ante  ellos,  la  condenación  en  costas 
pronunciada  contra  un  vice-cónsul,  no  es  apelable  para  ante 
la  Suprema  Corte.  (El  caso  no  está  comprendido  en  el  inc. 
3%  arl.  44,  Ley  Jurisd.).  —  T.  63,  p.  389. 

404. —  No  habiéndose  puesto  en  cuestión  ante  los  tribunales 
ordinarios,  la  cláusula  constitucional  que  se  invoca  para  fun- 
dar el  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  es  justa  y  procedente 
su  denegación  (art.  22,  inc.  2^*,  Cód.  Proc.  Crira.).  —  T.  64, 
p.  420. 

102.  -  No  es  recurrible  para  la  Suprema  Corte  el  auto  de  los 
tribunales  ordinarios  que  no  se  pronuncia  sobre  la  legali- 
dad de  la  excepción  de  competencia  de  la  justicia  federal, 
sino  simplemente  sobre  la  oportunidad  en  que  deba  hacerse 
valer.  (No  hay  resolución  definitiva,  art,  44,  Ley  Jurisd.)  — 
T.  64,  p.  300. 

403.  —  Es  definitiva  y  procede  el  recurso  ala  Suprema  Corte 
contra  la  resolución  de  los  tribunales  locales  que,  en  juicio 
ejecutivo,  rechaza  la  excepción  de  incompetencia  fundada  en 
ser  la  causa  de  fuero  federal  (art.  44,  inc.3«.  Ley  Jurisd.).  — 
T.  66,  p,  47  y  354. 
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104.  —  La  sentencia  del  juez  de  paz,  inapelable  para  ante  el 
juzgado  de  4^  instancia,  y  que,  en  su  caso,  hace  cosa  juzga- 
da, es  recurrible  para  ante  la  Suprema  Corte,  si  desconoce 
el  derecho  del  fuero  federal  que  el  interesado  ha  invocado, 
fundándose  en  una  ley  del  Congre*so  que  se  lo  conceda  (art. 
i  4,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.  En  el  concepto  legal  y  conforme  á 
la  jurisprudencia,  se  reputan  tribunales  superiores,  en  cada 
caso,  los  llamados  á  pronunciarse  en  última  instancia  y  sin 
recurso  para  ante  otro  tribunal  local).  — T.  66,  p.  257. 

405.  —  Tiene  fuerza  de  definitiva  la  sentencia  que  los  tribuna- 
les locales  dicten  sobre  competencia  de  la  justicia  federal,  y 
la  que  la  niegue  es  susceptible  de  recurso  para  ante  la  Su- 
prema Corte  (art.  44,  ¡nc.  3»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  66,  p.  349 
y  354. 

406.  —  Cuando  la  excepción  de  competencia  de  la  justicia  fe- 
deral se  rechaza  en  concepto  de  no  poder  hacer  uso  ya  de 
ese  privilegio»  el  auto  que  la  niega  debe  tenerse  por  defini- 
tivo y  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  (art.  44,  inc.  3**, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  67,  p.  493. 

407.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  la  sentencia  de 
los  tribunales  provinciales,  que  desconoce  un  derecho  otor- 
gado al  Banco  Hipotecario  Nacional  por  la  ley  nacional  de 
su  organización  (art.  14,  ¡nc.  3%  Ley  Jurisd.).  —  T.  68,  p. 
321. 

408.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  la  resolución 
de  los  tribunales  locales  dictada  en  última  instancia,  que 
desconoce  el  derecho  de  los  cónsules  extranjeros  para  some- 
ter á  la  justicia  federal  sus  negocios  particulares  (art.  44, 
inc.  30,  Ley  Jurisd.;  art.  26,  Ley  2860,  sobre  justicia  de  paz). 
—  T.  68,  p.  346. 

409.  —  Procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  contra  la  reso- 
lución de  los  tribunales  de  provincia,  que  deniega  el  cumpli- 
miento de  un  exhorto  de  las  autoridades  judiciales  de  otra 
provincia,  por  no  venir  autenticado  (art.  4  4,  inc.  3®,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  72,  p.  249. 

4  40. —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  de  provincia^  ne- 
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gando  en  última  instancia  la  competencia  de  la  justicia 
nacional^  son  apelables  para  ante  la  Suprema  Corte  (art  14, 
inc.  3»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  73,  p.  27. 

m.  — Es  apelable  la  sentencia  de  los  tribunales  locales  que 
en  última  instancia  y  definitivamente,  rechaza  la  excepción 
de  incompetencia  de  ellos,  fundada  en  la  Constitución  y  le- 
yes nacionales  (art.  14,  inc.  3o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  74,  p.  132. 

113.  —  En  las  causas  criminales  no  puede  traerse  á  la  Supre- 
ma Corte  el  recurso  por  inconstitucionalidad  de  la  ley  apli- 
cada por  los  tribunales  ordinarios,  si  la  cuestión  no  ha  sido 
suscitada  y  resuelta  en  ei  proceso  terminado  ante  ellos.  (El 
art,  22,  inc.  2<>,  Cód.  Proc.  Crim.,  requiere  que  en  el  pleito  se 
baya  hecho  la  cuestión  y  la  resolución  haya  sido  contraria  al 
derecho  invocado,  exigencia  que  n¿  puede  ser  suplida  por 
alegaciones  posteriores  á  la  sentencia  pronunciada).  —  T.  75, 
p.  317. 

113.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  el  auto  por  el 
cual  los  tribunales  ordinarios  no  hacen  lugar  á  la  excepción 
de  incompetencia  y  al  reconocimiento  del  fuero  federal,  fun- 
dado en  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes ;  pero  debe 
confirmarse,  si  el  extranjero  ha  demandado  ante  ellos  al 
argentino  (art.  12,  inc.  4®,  y  14,  inc.  3*»,  Ley  Jurisd.). — 
T.  75,  p.  434. 

114.  — Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  el  auto  de  los 
tribunales  ordinarios  que  niega  la  competencia  de  la  justicia 
federal^  invocada  por  el  demandado  en  virtud  de  la  distinta 
vecindad  de  las  partes  (art.  1 4,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.).  —  T.  76, 
p.  394. 

115.  —  Debe  declararse  bien  concedido  el  recurso  para  ante  la 
Suprema  Corte,  de  la  sentencia  de  los  tribunales  ordinarios, 
que  ha  aplicado  la  ley  nacional  4e  inconversión,  núm.  1734, 
en  contra  de  las  pretensiones  del  recurrente,  fundadas  en 
dicha  ley  (art.  14,  inc.  3^,  Ley  Jurisd.).  — T.  76,  p.  399. 

H6.  —  No  corresponde  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  contra 
las  sentencias  de  los  tribunales  ordinarios,  si  la  disposición 
del  Poder  Ejecutivo  nacional  que  se  invoca  para  justificarlo 
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QO  puede  servir  para  modificar  la  sentencia,  la  que,  por  otra 
parte,  en  cuanto  importa  interpretar  y  aplicar  las  disposición 
nes  del  Código  de  Comercio,  tampoco  es  recurrible  (art.  14 
y15,  Ley  Jurisd.).  — T.  74,  p.  242. 
H7.  —No  corresponde  el  recurso  ala  Suprema  Corte  contra 
las  sentencias  de  los  tribunales  ordinarios,  si  éstos  han  re- 
suelto intrepretando  y  aplicando  las  leyes  comunes,  y  si  el 
acto  del  Poder  Ejecutivo  nacional  que  se  invoca  para  justifi- 
carlo, no  es  apto  para  modificar  la  sentencia  (art.  14  y  15, 
Ley  Juri&d. ;  art.  67,  inc.  i1,  Const.  nac).  —  T.  79,  p.  280. 

118.  —  Invocándose  el  fuero  federal,  no  puede  ser  negada  la 
apelación  para  ante  la  Suprema  Corte,  del  auto  de  los  tribu- 
nales ordinarios  que  no  lo  admite  en  definitiva  (art.  14,  Ley 
Jurisd.).  — T.  81,  p.  152. 

119.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  la  resolu- 
ción de  los  tribunales  ordinarios  en  que  su  pronunciamiento 
ha  sido  á  favor  de  la  aplicación  de  la  Constitución  (art.  22, 
inc.  2o,   Cód.   Proc.  Crim.).— T.  82,  p.  232. 

120.  —  El  auto  de  los  tribunales  ordinarios  imponiendo  una 
pena  disciplinaria  al  escribano  autorizante  de  una  escritura 
irregular,  en  virtud  de  la  .superintendencia  que  ejerce  por  la 
ley,  no  es  recurrible  para  ante  la  Suprema  Corte ;  porque  en 
la  causa  no  se  ha  puesto  en  cuestión  alguno  de  los  puntos 
expresados  en  el  articulo  14^  Ley  de  Jurisdicción,  y  no  ha 
habido,  por  consiguiente,  el  desconocimiento  del  derecho  á 
que  se  refiere  el  mismo.  (Diciembre  2  de  1899,  Alegre  v.  Re- 
zónico.) 

121.  —  La  sentencia  definitiva  de  los  tribunales  de  provincia, 
dictada  en  última  instancia,  que  rechaza  la  excepción  de  in- 
competencia opuesta  por  pretenderse  que  el  conocimiento 
de  la  causa  corresponde  á  la  justicia  federal,  es  apelable 
para  ante  la  Suprema  Corte.  (Febrero  6  de  1900,  Sommer 
v.  Torres.) 

122.  —  El  artículo  18,  Constitución  nacional,  no  tiene  otro  al- 
cance que  garantir  al  litigante  la  libertad  de  defenderse  por 
sí.  Cuando  trata  de  hacerlo  por  terceros,  las  leyes  pueden 
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determinar  las  condiciones  que  éstos  deben  reunir  para  des- 
empeñar las  funciones  de  defensor.  En  consecuencia,  no 
procede  el  recursodel  articulo  44,  Ley  de  Jurisdicción,  contra 
la  sentencia  de  los  tribunales  locales  que  no  admite,  en  vir- 
tud de  esas  leyes,  el  nombramiento  de  defensor  en  causa 
criminal,  recaído  en  persona  que  no  tiene  el  título  de  abo- 
gado. (Febrero  S4  de  4900^  recurso  de  Hernández.) 

423.  — ^  Negado  por  los  tribunales  ordinarios,  el  fuero  federal 
invocado  por  una  de  las  partes^  corresponde  el  recurso  á  la 
Suprema  Corte  (art.  44,   inc.  3°,  Ley  Jurisd.;  agosto  23  de 
4  900,  Horandé  v.  Moran  dé.) 

424.  —  Procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  la  sen- 
tencia de  los  tribunales  ordinarios,  desconociendo  el  fuero 
federal  alegado  por  la  parte  (art.  44^  inc.  3^,  Ley  Jurisd. ;  oc- 
tubre 2  de  4900,  Paul  de  Mur,  recurso  de  hecho). 

425.  —  No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Córtela  sentencia  de 
los  tribunales  de  provincia,  que  nada  resuelve  en  contra  del 
título,  derecho,  privilegio  ó  exención  invocado  y  fundado  en  la 
Constitución  nacional.  (Abril  30  de  4904,  Gordiilo  v.  Bustos.) 

4?6.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corle,  de 
sentencia  de  los  tribunales  locales  dictada  en  causa  regida 
por  el  Código  Civil,  y  en  que  no  se  ha  puesto  en  cuestión,  ni 
ha  sido  decidida,  la  incompetencia  de  aquéllos,  basada  en 
corresponder  el  juicio  á  la  justicia  federal.  (Junio  27  de 
4904,  Becú  v.  Ferrocarril  Central  Argentino). 

427.  —  Procede  para  ante  la  Suprema  Corte,  el  recurso  con- 
tra la  sentencia  del  tribunal  superior  de  provincia,  que  des- 
conoce el  fuero  federal  invocado  por  taparte  (art. 44,  inc. 3», 
Leyjurisd.;  octubre5  de  4904,  Berri  v.  Molla  Catalán  y  otros). 

428.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
la  sentencia  del  tribunal  local  que  niega  á  un  procurador  el 
derecho  de  hacer  la  defensa  enjuicio.  (Esta  no  es  sinónima  de 
la  representación  de  las  personas  que  actúan  en  él  y  no  puede 
decirse  que  se  viole  el  art.  48,  Const.  nac;  art.  45,  Ley 
Jurisd.;  octubre  34  de  4901,  Laserre  v.  Fortes.) 

429*  —  Procede  el  recurso  autorizado  por  el  art.    44,  Ley  de 
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Jurisdicción,  contra  la  sentencia  del  tribunal  superior  de 
provincia,  que  deniega  en  deñnitiva  la  competencia  de  la 
justia  federal  para  entender  en  la  causa,  y  que  ha  sido  in- 
vocada por  el  recurrente  (Diciembre  24  de  1901 ,  Firpo  y  otros 
con  Municipalidad  del  Rosario  de  Santa  Fe). 

130.  —  Es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte^  la  resolución 
del  juez  de  paz  negando,  en  definitiva,  el  fuero  federal  in- 
vocado en  la  causa  por  el  demandado  (art.  14,  inc,  3^,  Ley 
jurisd.;  marzo  1^  de  1902,  Zemborain  v.  Ricci). 

131.  —  La  resolución  de  los  tribunales  locales  mandando  cum- 
plir un  exhorto  dirigido  á  las  autoridades  judiciales  de  la 
República,  en  virtud  del  tratado  aprobado  por  la  ley  número 
3192,  no  da  lugar  al  recurso  autorizado  por  el  artículo  14, 
inciso  3<»,  Ley  de  jurisdicción,  sílaparte  que  lo  interpone  se 
ha  limitado  á  sosteuer  que  las  cláusulas  del  tratado  no  am- 
paran el  derecho  del  contrario,  sin  invocar  ó  hacer  .valer  en 
oposición  derecho  alguno  que  tuviese  origen  en  el  misma 
tratado^  pues  falta  así  el  desconocimiento  del  derecho  fun- 
dado en  él.  (Marzo  15  de  1902,  recurso  de  J.  Mata  y  Hor- 
tal). 

132.  —  No  habiéndose  puesto  en  cuestión,  en  el  pleito,  dere- 
chos que  se  pretendan  derivados  de  leyes  nacionales,  por 
resultar  que,  á  la  época  del  juicio  en  que  se  dice  fueron  invo- 
cadas, una  había  sido  derogada  y  la  otra  no  estaba  aún  san- 
cionada^ no  procede  el  recurso  autorizado  por  el  artículo 
14,  Ley  de  Jurisdicción.  (Abril  10  de  1902,  Municipalidad  de 
la  Capital  v.  Ferrocarril  Sud). 

133.  —  La  sentencia  de  los  tribunales  locales  que,  en  juicio 
ejecutivo,  niega,  con  carácter  de  definitiva,  el  fuero  federal 
invocado  por  el  ejecutado»  es  apelable  para  ante  la  Suprema 
Corte  (art.  14,  inc.  3°,  Ley  Jurisd.;  abril  19  de  1902,  Aubé^ 
I^egoy  y  C*  V.  Galoto). 

134.  Códigos  comunes  (aplicación  ó  interpretación)  (a). — 
El  auto  en  que  un  tribunal  de  provincia  niega  apelación  de 

(a)  Aplicación  del  artículo  15  de  la  ley  de  jurisdicción. 
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una  declaración  de  quiebra,  no  eslá  comprendido  en  el  ar- 
tículo H  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  H,  p.  90 
135.  —No  hay  tugar  al  recurso  que  acuerda  el  artículo  14  de  la 
ley  sobre  jurisdicción,  cuando  los  tribunales  de  provincia 
interpretan  ó  aplican  los  Códigos  Civil^  Penal,  Comercial  y  de 
Minería  (art.  45,  de  dicha  ley.  Se  trataba  de  un  juicio  de  re- 
dención de  capellanía,  en  que  se  pretendía  que  no  debía 
darse  efecto  retroactivo  á  una  ley,  punto  que  resolvió  el  tri- 
bunal de  provincia,  interpretando  y  aplicando  diversas  dis- 
posiciones del  título  preliminar  y  complementario  del  Cód. 
Civ.).  -.T.26,p.  no. 

436.  —  La  interpretación  y  aplicación  que  los  tribunales  de 
provincia  hacen  de  los  Códigos  Civil,  Comercial,  Penal  y  de 
Minería,  no  da  ocasión  al  recurso  creado  por  el  artículo  44  de 
la  Ley  de  Jurisdicción  (art.  4 5 de  dicha  ley;  art  67,  inc.  44'', 
Const.  nac.).  — T.  36,  p.  307. 

437.  —  El  pleito  seguido  ante  los  tribunales  locales,  que  ha 
versado  solamente  sobre  la  inteligencia  y  aplicación  de  las 
disposiciones  del  Código  Civil,  no  puede  ser  traído  á  la  Su- 
prema Corte  por  el  recurso  del  artículo  44,  Ley  de  Jurisdic- 
ción. —  T.  44,  p.  349. 

438.  —  No  es  admisible  e!  recurso  de  apelación,  autorizado  por 
el  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción^  cuandola  ley  nacional  que 
se  invoca,  establece  para  el  caso  en  cuestión,  la  aplicación 
de  las  disposiciones  del  derecho  común  (art.  45  de  dicha  ley. 
Se  trataba  en  el  caso  del  artículo  52  de  la  Ley  de  ferrocarriles 
de  4872,  que  fué  aplicado  por  el  superior  tribunal  de  pro- 
vincia). —  T.  44,  p.  25. 

439.  —  No  están  comprendidas  en  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 44,  Ley  de  Jurisdicción,  las  cuestiones  sobre  interpretación 
y  aplicación  de  los  códigos  comunes  (art.  67,  inc  44»,  Const. 
nac).  —  T.  46,  p.  422. 

440.  —  No  procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte, 
contra  la  sentencia  de  los  tribunales  de  provincia,  ^n  que  se 
ha  negado  la  acción  á   cobrar  servicios  médicos,   sin  más 

^cuestión  que  la  de  haber  sido  prestados  por  un  médico  no 
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recibido  y  después  de  haber  expirado  la  licencia  concedida 
por  el  Poder  Ejecutivo  provincial,  para  ejercer  provisoria- 
mente la  medicina  (art.  U,  Ley  Jurisd.).  —  T.  48,  p.  56Í. 

H4.  —  La  aplicación  délos  códigos  comunes  hecha  por  los 
tribunales  locales,  no  autoriza  recurso  alguno  para  ante  la 
Suprema  Corte  nacional  (art.  14  y  15,  Ley  Jurisd.). — T.  50, 
p.9y  26. 

142.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
la  sentencia  de  los  tribunales  superiores  locales,  en  los  ca- 
sos de  interpretación  y  aplicación  de  las  disposiciones  del 
Código  Penal  (art.  15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  52,  p.  286. 

143  — No  procede  el  recurso  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
sentencias  de  los  tribunales  locales,  si  las  cuestiones  venti- 
ladas son  regidaá  puramente  por  el  derecho  común  (art.  15, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  53,  p.  359. 

144.  —No  procede  el  recurso  acordado  por  el  articulo  14  de 
la  Ley  de  Jurisdicción,  cuando  los  tribunales  locales  inter- 
pretan ó  aplican  los  códigos  Civil,  Comercial,  Penal  ó  de  Mi- 
nería. —  T.  55,  p.  253. 

145.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  senten- 
cias de  los  tribunales  de  la  Capital,  en  las  que  se  han  inter- 
pretado y  aplicado  las  leyes  comunes  ó  las  de  carácter  local 
(art.  15,  Ley  Jurisd.).  — T.  56,  p.312. 

146.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  sen- 
tencias de  tribunales  locales  que  resuelven  cuestiones  de  de- 
recho común  ó  de  derecho  procesal,  sin  haberse  pretendido 
que  éste  estuviera  en  pugna  con  la  Constitución  ó  leyes 
nacionales  (art.  15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  58,  p.  191  y  226. 

147.  —  No  procede  y  debe  declararse  mal  concedido,  el  recur- 
so para  ante  la  Suprema  Corte,  contra  sentencia  de  los  tribu- 
nales locales  que  se  basa  exclusivamente  en  disposiciones 
del  Código  Civil  y  leyes  de  procedimiento  (art.  15,  f,ey  Ju- 
risd.). —  T.  60,  p.  88. 

148. —  No  procede  el  recurso  del  artículo  14,  ley  de  jurisdic- 
ción, cuando  se  trata  de  la  aplicación  de  las  leyes  comunes 
y  de  procedimiento  (art.  1 5).  —  T.  62,  p.  190. 
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U9.  —  Cuando  en  la  causa  se  ha  debatido  solamente  la  aplica- 
ción de  los  artículos  del  Código  Penal,  no  procede  el  recurso 
establecido  por  el  artículo  H,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  15  de 
dicha  ley).  —  T.  62,  p.  56. 

150.  —  La  ley  de  moratorias  de  !¿0  de  junio  de  1894 ,  no  trata  de 
la  prescripción  regida  por  las  leyes  de  fondo;  y  las  senten- 
cias de  los  tribunales  locales,  que  han  aplicado  dichas  leyes, 
no  son  susceptibles  de  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte. 
—  T.  62,p.  195. 

151.  —  La  ley  de  matrimonio  forma  parte  del  Código  Civil,  y 
la  interpretación  ó  aplicación  de  dicho'código  por  los  tribu- 
nales ordinarios,  no  puede  ser  materia  de  recurso  para  ante 
la  Suprema  Corte  (art.  15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  64,  p.  414. 

152.  —  De  la  declaración  que  los  tribunales  locales  hagan  so- 
bre la  inexistencia  del  delito,  no  procede  recurso  alguno  á  la 
Suprema  Corte,  y  en  tal  chso,  no  precede  tampoco  el  recur- 
so interpue<«to  respecto  de  la  ley  aplicable  (art.  14,  Ley  Ju- 
risd.).—T.  65,  p.  288. 

153.  —  La  aplicación  del  derecho  común  en  las  resoluciones 
de  los  tribunales  locales,  no  puede  fundar  el  recurso  de  ellas 
á  la  Suprema  Corte.  —  T.  73,  p.  175. 

154.  —  El  derecho  amparado  por  fallo  de  los  tribunales  fede- 
rales, declarando  la  subsistencia  de  un  contrato,  no  sufre  le- 
sión por  la  resolución  de  los  tribunales  ordinarios  estable- 
ciendo el  monto  de  daños  y  perjuicios,  causados  por  la  falta 
de  cumplimiento  y  recisión  del  mismo ;  y  por  lo  tanto  no  es 
admisible  el  recurso  que  de  tal  resolución  se  interponga  para 
ante  la  Suprema  Corte  (art.  14  y  15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  73, 
p.  287. 

155.  —  La  aplicación  ó  interpretación  que  los  tribunales  ordi- 
ninarios  hagan  en  sus  sentencias,  de  los  códigos  comunes  y 
del  de  procedimientos,  no  autoriza  el  recurso  del  artículo 
14,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  15).  —  T.  74,  p.  343  ;  t.  75,  p. 
183;  t.  76,  p.  130. 

156.  —  No  son  apelables  para  ante  la  Suprema  Corte,  las  sen- 
tencias de  los  tribunales  ordinarios  que   han  interpretado  y 
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aplicado  el  Código  Penal,  sin  establecer  nada  en  descono- 
cimiento de  derechos  invocados  en  concepto  de  estar  asegu- 
rados por  la  Constitución,  y  sin  haber  sido  éstos  puestos  en 
cuestión  en  ese  sentido  (art.  22,  inc.  2°,  Cód.  Proc.  Crina.). 
—  T.  75,  p.  377. 

157.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  los  códigos  comunes 
que  hicieren  los  tribunales  ordinarios,  no  da  lugar  al  recurso 
del  artículo  44,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  15,  Ley  citada;  art. 
67,  inc.  \\\  Const.  nac.).—  T.  75,  p.  404 

1 58.  —  No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  resolución 
de  los  tribunales  ordinarios,  en  la  que  se  ha  hecho  interpre- 
tación y  aplicación  de  las  disposiciones  del  Cód.<  Civ.  (art. 
45,  Ley  Jurisd.).  —  T.  76,  p.258. 

459. —  No  es  apelable  para  antela  Suprema  .Corte,  la  resolución 
délos  tribunales  ordinarios  dictada  en  asunto  regido  por  el 
derecho  común.  —  T.  76,  p.  309. 

460. —  Si  la  sentencia  que  manda  pagarla  obligación  contraída 
á  pesos  fuertes,  con  arreglo  á  la  segunda  parte  del  artículo 
3,  ley  4734,  sobre  inconversión,  rechaza  respecto  de  los  pa- 
gos ya  efectuados,  el  cobro  de  las  diferencias  entre  el  valor 
de  la  moneda  estipulada  y  el  de  la  moneda  con  que  se  han 
efectuado,  fundándose  para  ello  en  que  los  actos  del  deman- 
dante importan  una  renunciad  dicho  cobro,  interpretando  asf 
las  disposiciones  del  derecho  civil,  no  puede  hacerse  lugar  á 
la  adhesión  del  recurso,  interpuesta  en  esa  parte  por  el  ape- 
lado contra  la  sentencia  mencionada  (art.  45,  Ley  Jurisd., 
art.  67,  inc.  4  4^  Const.  nac.).  — T.  76,  p.  399. 

464 .  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  sen- 
tencia de  los  tribunales  de  provincia,  dictada  en  asuntos  de 
derecho  común  y  en  los  que  no  se  ha  discutido  cuestión  al- 
guna délas  indicadas  porel  articulo  44,  Ley  Jurisd.  —  T.  77, 
p.  228. 

462.  —  De  la  sentencia  de  los  tribunales  ordinarios,  que  se 
ha  limitado  á  fallar  interpretando  y  aplicando  los  códigos 
comunes,  no  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte 
(art.  4 5,  Ley  Jurisd.)  —  T.  80,  p.  95. 
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463.  -—La  interpretación,  y  aplicación  délas  leyes  comunes  por 
los  tribunales  de  provincia,  no  autoriza  el  recurso  de  sus 
resoluciones  paj*a  anteóla  Suprema  Corte  (art.  4 4  y  1 5,  Ley 
Jurisd.)  —  T.  82,  p.  231. 

464.  —  No  procede  el  recurso  que  autoriza  el  articulo  22,  inc. 
2o,  Cód.  Proc.  Crim.j  contra  la  sentencia  de  los  tribunales 
déla  Capital  que  estudia  y  resuelve  cuestiones  regidas  única- 
mente por  el  derecho  común  (art.  45,  Ley  Jurisd. ;  causa  v. 
Francisco  Jáuregui). 

465.  —  No  proceded  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  las  senten- 
cias de  los  tribunales  ordinarios  que  se  han  limitado  á  in- 
terpretar y  aplicar  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio 
(art.  45,  Ley  Jurisd.;  septiembre  4  de  4900,  Smuck  con  Pa- 
dula). 

466.  —  No  procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  déla 
sentencia  de  los  tribunales  locales  que  interpreta  y  aplica 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  sobre  arresto  del 
fallido  (art.  45,  Ley  Jurisd.;  octubre  2  de  4900,  recurso  de 
Barker). 

467.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  la 
sentencia  de  los  tribunales  ordinarios,  fundada  en  las  dis- 
posiciones del  derecho  común  y  en  las  de  procedimientos 
(art.  22,  inc.  2%  Cód.  Proc.  Crim.;  octubre  30  de  4900,  recur- 
so de  Tarrico). 

468.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  contra 
la  sentencia  de  los  tribunales  locales  que  aplica  é  interpreta 
las  disposiciones  del  Código  Penal  y  del  Código  de  Proce- 
dimientos (art.  22,  inciso  2^,  Cód.  Proc.  Crim.;  art.  45, 
Ley  Jurisd.;  diciembre  29  de  4900,  Brunetti  v.  Catón). 

469.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  contra 
la  sentencia  de  los  tribunales  locales  que  aplica  las  disposi- 
ciones del  derecho  común  y  que  no  desconoce  derecho  alguno 
emanado  de  la  Constitución  nacional,  fundado  directa  é  in- 
mediatamente en  ésta.  (Julio  48  de  4904,  Maldonado  v.  Fe- 
rrocarril Oeste  Santafecino.) 

470.  —  La  simple  interpretación  y  aplicación  del  Código  Civil, 
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por  los  tribunales  locales*  no  puede  dar  fundamento  al  re- 
curso del  articulo  4  4,  Ley  de  Jurisdicción  (art.  45,  Ley  Jurisd.; 
art.  67,  inc.  1i<>,  y  400,  Const.  nac;  diciembre  5  de  4904, 
Gibbs  y.  municipalidad  de  Lujan,  en  Mendoza). 

474.  —  Las  excepciones  y  defensas  fundadas  y  regidas  por  el 
derecho  común,  que  han  sido  materia  de  discusión  y  resolu- 
ción por  parte  de  los  tribunales  locales,  no  pueden  servir  de 
base  al  recurso  autorizado  por  el  articulo  U,  Ley  de  Jurisdic- 
ción (art.  45, Ley  Jurisd.;  abril  5  de  4902,  Zanone  con  López 
Romero). 

472.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la 
resolución  de  la  Cámara  en  lo  Comercial  de  la  Capital,  que,  in- 
terpretando y  aplicando  el  articulo  286,  Código  de  Comercio, 
niega  la  inscripción  en  el  Registro  de  estatutos  de  una  so- 
ciedad anónima  constituida  en  el  extranjero;  porque  en  el 
pleito  no  se  ha  puesto  en  cuestión  un  derecho  derivado  de 
la  Constitución  nacional,  y  porque  ésta  se  ha  invocado  como 
una  razón  concurrente  para  demostrar  la  interpretación  que 
el  recurrente  atribuye  al  citado  articulo  del  Código  de  Co- 
mercio, y  en  la  época  del  juicio  que  no  podia  modificarlas 
condiciones  en  que  se  trabó  el  pleito  en  primera  instancia 
(art.  67,  inc.  14®,  Const.  Nac;  art.  45,  Ley  Jurisd.;  abril  45 
de  4902,  recurso  de  Tornquist  y  C*). 

173.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la 
sentencia  de  los  tribunales  locales  en  que  se  interpreta  y 
aplica  los  códigos  comunes,  la  constitución  y  leyes  de  pro- 
cedimientos provinciales,  y  no  se  ha  puesto  en  el  pleito 
derecho  alguno  derivado  de  la  Constitución  nacional  y  que 
haya  sido  ó  debido  ser  materia  de  dicha  sentencia  (art.  44  y 
45_,  Ley  Jurisd.;  abril  49  de  1902,  Glenus  v.  Roorda  Smit). 

474.  Le  jes  de  procedimientos  de  las  proTÍncias  (su  inter- 
pretación j  aplicación).  ^-  £1  caso  de  negarse  inscripción 
en  la  matricula  de  abogados  de  una  provincia,  solicitada  er> 
mérito  de  diploma  otorgado  por  otra,  no  está  comprendido 
en  ninguno  de  los  del  articulo  44  de  la  Ley  de  Jurisdicción^ 
que  autoriza  el  recurso  á  la  Corte.  —  T.  11,  p.  444. 
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175.  —  No  puede  recurrirse  de  las  sentencias  del  superior  tri- 
bunal de  justicia  de  las  provincias,  ante  la  Suprema  Corte, 
sino  en  los  casos  enumerados  por  el  artículo  44  de  la  ley  de 
U  de  septiembre  de  4863,  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  nacionales.  No  está  comprendido  en  éstos, 
el  de  una  sentencia  decidiendo  sobre  competencia  de  dos 
autoridades  provinciales  en  la  delincación  y  apertura  de 
calles  públicas,  y  no  siendo  definitiva  la  resolución  de  la 
autoridad  declarada  competente.  —  T.  43,  pí  445. 

476. —  No  procede  el  recurso  que  autoriza  el  artículo  44  de  la 
Ley  de  Jurisdicción,  del  auto  de  un  tribunal  superior  de 
provincia  declarando  la  incompetencia  de  los  tribunales 
provinciales.  —  T,  20,  p.  409. 

477.  —  La  suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión  de  abogado, 
ordenada  por  un  tribunal  de  provincia,  no  da  lugar  al  recurso 
del  articulo  44  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  (Esa  suspensión  es 
una  simple  pena  disciplinaría,  que  ha  estado  en  las  atribucio- 
nes del  tribunal  para  imponerla,  justa  ó  injustamente^  sin 
violentar  principio  alguno  constitucional).  — T.  34,  p.  229. 

178.  —  La  resolución  de  un  tribunal  superior  de  provincia, 
negando  la  inscripción  en  la  matrícula  de  abogados  á  un 
abogado  con  título  de  otra  provincia,  no  es  susceptible  del 
recurso  del  artículo  44  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  (Véase:  Es- 
cribano, Digesto,  t.  4«,  p.  352).  —  T.  40,  p.  405. 

479.  —  La  resolución  de  los  tribunales  locales,  sobre  perso- 
nería del  apoderado  del  acusador,  en  un  juicio  criminal  por 
estafa,  no  es  recurrible  para  ante  la  Suprema  Corte  nacional. 
(Ese  caso  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  determi- 
nados por  los  artículos  44,  Ley  de  Jurisdicción,  y  22,  Cód. 
Proc.  Crim.,  por  estar  él  regido  exclusivamente  por  las  dis- 
posiciones del  derecho  común).  — T.  44, p.  65. 

480.  —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  locales  sobre  la  apli- 
cación é  interpretación  de  las  leyes  de  procedimientos,  están 
fuera  del  control  y  revisión  de  la  Suprema  Corte,  con  arre- 
glo á  los  artículos  67,  inciso  44<>,  Constitución  nacional,  y  45, 
Ley  de  Jurisdicción.  — T.  42,  p.  274. 
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481.  —  La  resolución  del  superior  tribunal  de  justicia  de  pro- 
vincia, declarando  inapelable  un  auto  dictado  por  los  tribu- 
nales de  la  misma  provincia,  no  es  materia  de  revisión  por 
la  Suprema  Corte  Nacional,  porque  decide  sólo  un  punto  de 
competencia  de  jurisdicción  meramente  local  y  no  entraña 
cuestión  alguna  de  las  determinadas  por  el  artículo  14  de  la 
Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  46,  p.  348. 

182.  —  La  excepción  de  incompetencia  fundada  en  la  ley  civil 
y  en  la  looal  de  procedimientos,  y  no  en  la  ley  nacional  so- 
bre jurisdicción  de  los  tribunales  federales,  no  autoriza  el 
recurso  á  la  Suprema  Corte  contraía  sentencia  de  los  jue- 
ces locales,  fundada  en  la  interpretación  y  aplicación  de 
aquellas  leyes  (art.  15,  Ley  Jurisd.).  — T.  56,  p.  447. 

183.  —  El  auto  negando  al  procurador  de  la  parte,  el  derecho 
de  informar  in  wce  es  interlocutorio,  y  no  está  comprendido 
entre  los  pronunciados  por  los  tribunales  superiores  de 
provincia,  que  pueden  ser  traídos  á  la  Suprema  Corte  por  re- 
curso de  apelación  (arL  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  58,  p,  374. 

184.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  de  autos  de 
los  tribunales  locales,  que  son  meramente  interpretativos  de 
su  ley  de  procedimientos.  —  T.  58,  p.  444. 

185.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  pronunciarse  sobre  la  in- 
terpretación que  los  jueces  locales  hayan  dado  á  las  leyes 
que  reglan  sus  respectivos  procedimientos,  ni  sobre  las  con- 
testaciones que  se  resuelven  por  los  principios  del  derecho 
común  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  60,  p.  74  y  158. 

186. —  Debe  declararse  bien  denegado  el  recurso  interpuesto 
para  ante  la  Suprema  Corte,  délos  autos  de  los  tribunales  lo- 
cales, por  los  cuales  se  desecha  la  excepción  de  declinatoria 
de  jurisdicción  del  juez  del  crimen,  fundada  en  la  pretensión 
de  corresponder  el  conocimiento  de  la  causa  al  juez  en  lo 
civil  de  la  misma  localidad.  — T.  60,  p.  183. 

187.  —  Debe  declararse  improcedente  el  recurso  de  apelación 
interpuesto  contra  la  sentencia  de  los  tribunales  locales , 
cuando  dicho  recurso  se  funda  en  el  desconocimiento  de  su 
jurisdicción,  y  la  materia  jurisdiccional  no  ha   sido  puesta 
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en  cuestión  ante  los  citados  tribunales.  —  T.  60,  p.  244. 
488.  —  En  las  cuestiones  relativas  á  las  leyes  de  procedimien- 
tos, no  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  de  las  provi- 
dencias de  los  tribunales  locales.  —  T.  64,  p.  225  y  401 . 

189.  — El  auto  interlocutorio  de  mero  procedimiento,  dictado 
por  los  tribunales  ordinarios,  no  puede  ser  materia  de  re- 
curso á  la  Suprema  Corte.  Tal  es  el  que  deniega  al  procura- 
dor de  la  parte,  el  derecho  de  informar  in  voce  por  no  ser 
abogado  de  la  matrícula  (art.  U,  Ley  Jurisd.). — T.  64, 
p.  422. 

190.  —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios  de  la  ca- 
pital ó  de  las  provincias,  interpretando  y  aplicando  las  leyes 
de  forma,  están  fuera  del  juicio  y  revisión  de  la  Suprema 
Corte  (art.  67,  inc.  41<>,  r.ont.  nac. ;  art.  15,  Ley  Jurisd.).  — 
T.  65.  p.  58;  t.  66,  p.  376;  t.  72,  p.  44 ;  t.  73,  p.  234 ;  t.  76, 
p.  374. 

191.  —  La  violación  de  la  ley  local  de  procedimientos,  no  au- 
toriza el  recurso  del  articulo  14,  Ley  de  Jurisdicción. —  T.  69, 
p.  387, 

192.  — No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  la  sentencia 
dictada  por  los  tribunales  locales,  sin  haber  señalado  día 
para  oir  el  informe  m  ooce  solicitado  por  el  recurrente.  (No 
se  ha  violado,  en  el  caso,  el  artículo  18,  Const.  nac,  y 
se  trata  de  la  interpretación  y  aplicación  de  las  disposiciones 
de  las  leyes  de  procedimientos).  —  T.  70,  p.  25. 

193.  — La  interpretación  por  los  tribunales  locales,  de  la  ley 
de  procedimientos,  no  autoriza  el  recurso  para  ante  la  Su- 
prema Corte.  (Se  trataba  en  el  caso  de  una  excepción  de 
arraigo,  que  se  decía  por  los  demandados  no  existir  en  los 
tribunales  de  la  Capital). — T.  70,  p.  416. 

194. —  No  habiéndose  puesto  en  cuestión  disposición  alguna  de 
la  Constitución  nacional,  ni  derechos  que  se  pretendan  de- 
rivados de  la  misma,  la  interpretación  y  aplicación  de  las 
prescripciones  de  la  constitución  y  leyes  de  procedimientos 
locales,  no  autoriza  el  recurso  á  la  Suprema  Corte.  (El  re- 
currente, después  de  pronunciado  el  auto  apelado,  invocó 
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disposiciones  de  la  Constitución  nacional,  lo  que  demuestra 
que  no  han  sido  ellas  materia  de  pleito  y,  por  tanto,  de  sen- 
tencia).—T,  71,  p.  45. 

195.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
la  resolución  de  los  tribunales  ordinarios  que  manda  com- 
parecer conjuntamente,  á  una  de  las  partes  y  su  esposa,  para 
absolver  posiciones.  (No  se  trata  de  sentencia  definitiva,  ni 
está  comprendido  el  caso  en  el  art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  72, 
p.  73. 

1 96 .  •—  La  resolución  de  los  tribunales  ordinarios  mandando  de- 
volver un  escrito  por  no  estar  firmado  por  letrado,  no  auto- 
riza el  recurso  á  la  Suprema  Corte.  (Se  trata  de  puntos  regi- 
dos por  las  leyes  de  procedimiento,  cuya  sola  interpretación 
y  aplicación  no  dan  lugar  al  mencionado  recurso,  como  tam- 
poco puede  dar  lugar  en  el  caso,  aunque  se  alegue,  con  ma- 
nifiesta incongruencia,  que  se  ha  violado  el  articulo  18, 
Constitución  nacional,  pues  no  son  sinónimos,  ni  de  igual 
importancia  en  el  derecho  procesal,  la  defensa  en  juicio, 
que  declara  inviolable  ese  articulo,  y  la  representación  de 
las  personas  que  actúan  en  él  por  medio  de  procuradores,  y 
mal  puede  decirse  que  ha  sido  violado  el  citado  artículo, 
porque  se  niegue  á  estos  el  derecho  de  hacer  aquella.  Artf- 
culos  14  y  15,  Ley  Jurisd.).  —  T.  72,  p.  78. 

197.  — No  corresponde  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  contra 
el  auto  de  los  tribunales  ordinarios  que  se  umita  á  descono- 
cer la  personería  de  un  apoderado,  sin  entrar  á  resolver  la 
cuestión  de  jurisdicción  suscitada  por  éste.—  T.  73,  p.  280. 

198.  —  La  providencia  dictada  por  los  tribunales  ordinarios, 
que  decide  un  incidente  relativo  á  las  formas  délas  notifica- 
ciones en  juicio  y  que  no  afecta  ni  tiene  influencia  para  la 
definitiva,  no  autoriza  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  (art.  14, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  75,  p.  28. 

199.  —  No  procede  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de 
providencia  dictada  por  un  juez  de  instrucción  en  asunto  de 
jurisdicción  local  (art.  22,  inc.  2*,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.77, 
p.72. 
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.200.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  locales  de 
procedimiento  y  del  derecho  común,  hecha  por  los  tribuna- 
les ordinarios,  no  autoriza  el  recurso  á  la  Suprema  Corte 
federal.  No  basta  para  fundarlo  invocar  las  disposiciones'de 
la  Constitución  y  leyes  nacionales,  sino  que  es  necesario  que 
la  sentencia  haya  desconocido  el  derecho  que  se  pretende 
fundar  en  ellos.  —  T.  77,  p.  403. 

204.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  de  procedi- 
mientos por  los  tribunales  ordinarios,  negando  á  un  procu- 
rador el  derecho  para  informar  in  ooce,  no  da  lugar  al  recurso 
del  artículo  U,  Ley  Jurisd.  —  T.  79,  p.  383. 

202.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  de  procedi- 
mientos por  los  tribunales  ordinarios,  mandando  devolver 
un  escrito  de  demanda  presentado  por  procurador  sin  firma 
de  letrado, no  da  lugar  al  recursodel  artículo  14,  Ley  Jurisd. 
—  T.  79,  p.  399. 

203.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  providen- 
cias de  los  tribunales  locales^  interpretando  y  aplicando  las 
leyes  comunes  y  las  locales  de  procedimientos  (art.  Hy  15, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  80.  p.  258. 

204.  —  No  corresponde  recurso  á  la  Suprema  Corte  del  auto  de 
los  tribunales  ordinarios  disponiendo  la  devolución  al  com- 
prador de  la  comisión  pagada  por  venta  en  remate  judicial^ 
dejada  sin  efecto  —  T.  81 ,  p.  56. 

205.  —  El  auto  de  los  tribunales  ordinarios  que  nada  resuelve 
en  definitiva,  no  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte  (art. 
22,  inc.  2°,  Cód.Proc.  Crim.  —  T.81,  p.  115. 

206.  —  No  es  caso  de  recurso  á  la  Suprema  Corte,  la  petición 
para  que  se  declare  inconstitucional  la  sentencia  de  un  tri- 
bunal superior  de  provincia,  alegando  haberse  violado  la 
Constitución  provincial  en  la  formación  de  dicho  tribunal 
(art  14,  Ley  Proc).  —  T.  81,  p.  257. 

207.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  sobre 
procedimientos  de  un  juez  del  crimen  de  la  Capital  relativos 
á  pago  de  honorarios  (art.  14,  Ley  Jurisd.).  —  T.  81,  p.  310. 

208.  —  No  procede  del  recurso  autorizado  por  el  artículo  14, 
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Ley  de  Jurisdicción,  contra  la  sentencia  de  los  tribunales 
superiores  de  provincia  que  aplican  sus  leyes  de  procedi- 
mientos, sin  que  éstas  hayan  sido  impugnadas  como  viola- 
torias  de  la  Constitución  y  leyes  nacionales.  (Marzo  4 <>  de 
1900,  Hems  v.  Blaque  Blair.) 

S09.  —  La  resolución  de  los  tribunales  ordinarios  imponiendo 
la  pena  de  multa  por  escritos  improcedentes,  no  ed  suscepti- 
ble de  recurso  á  la  Suprema  Corte.  (Marzo  43  de  1900,  Do- 
rrucci  V.  Fotti.) 

210. — Las  resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios^  en  las 
que  éstos  se  limitan  á  aplicar  sus  leyes  procesales,  no  son 
susceptibles  del  recurso  autorizado  por  el  articulo  14,  Ley 
de  Jurisdición.  (Mai*zo  20  de  1900,  Ortiz  y  Marín  con  Vera.) 

211.  —  Las  resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios  aplicando 
sus  leyes  de  procedimiento,  no  son  susceptibles  de  recarso 
á  la  Suprema  Corte  (art.  22,  inc.  2»,  Cód.  Proc.  Crim. ;  marzo 
27  de  1900,  causa  v.  Ruiz.) 

212.  —  No  procede  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  las  resoluciones 
délos  tribunales  ordinarios  imponiendo  penas  disciplinarias. 
(Mayo  31  de  1 900,  recurso  de  los  doctores  Méndez  y  Rivarola.) 

213.  — No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  de  los  autos 
de  los  tribunales  ordinarios  que,  aplicándolas  leyes  de  pro- 
cedimientos, imponen  corrrecciones  disciplinarias.  (Junio 
23  de  1900,  causa  v.  Mañay.) 

214.  —  No  procede  el  recurso  á  la  Suprema  Corte  nacional  del 
auto  por  el  cual  la  Suprema  Corte  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires  establece  que  no  es  de  su  conocimiento  el  recurso  de- 
ducido contra  la  sentencia  de  la  cámara  de  apelaciones  que 
declara  inconstitucional  el  artículo  62  de  la  Ley  de  educa- 
ción de  dicha  provincia,  por  haberse  limitado  á  interpretar 
las  leyes  de  procedimientos  locales.  (Agosto  3  de  1900,  Con- 
sejo nacional  de  educación  v.  sucesión  de  Ramiro.) 

215.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  las 
resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios  aplicando  sus  leyes 
de  procedimientos  (arl.  14,  Ley  Jurisd.;  septiembre  11.de 
1900,  Joñas  v.  Gandulla). 
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216.  ^  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  coutra 
la  sentencia  de  los  tribunales  locales,  que  se  limita  á  inter- 
pretar y  aplicar  sus  leyes  de  procedimientos.  (Diciembre  5 
de  1900,  Gutiérrez  v.  Fernández  de  Paz). 

S17. —  No  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  resolu- 
ción de  los  tribunales  locales  que,  aplicando  las  leyes  de 
procedimientos  que  rigen  ante  ellos,  ordena  actuar  bajo  una 
representación  común.  No  puede  decirse  que  se  ha  violado 
al  articulo  18  de  la  Constitución  nacional,  porque  no  son 
sinónimos  la  defensa  en  juicio  y  la  representación  de  las 
personas  que  actúan  en  él.  (iJicíembre  24  de  1901,  Recurso 
de  Plaza  Montero). 

218.  —  No  procede  el  recurso  autorizado  por  el  articulo  14,  Ley 
de  Jurisdicción,  contra  la  sentencia  de  los  tribunales  locales 
que,  interpretando  y  aplicando  sus  leyes  de  procedimientos, 
deniega  un  recurso  establecido  en  las  mismas.  (Marzo  6  de 
1902,  Ferrocarril  Sud  con  Micheo.) 

219.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
el  auto  de  un  tribunal  local  que,  aplicando  su  ley  de  proce- 
dimientoSr  exige  á  la  parte  firma  de  letrado  en  sus  escri- 
tos (art.  14,  Ley  Jurisd.;  abril  15  de  1902,  Recurso  de  C.  L. 
Herrera). 

229.  —  No  procede  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  na- 
cional, de  la  resolución  de  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  que  declara  no  poder  conocer  de  recursos 
sobre  violación  de  la  Constitución  nacional,  porque  en  tal 
caso,  correspondería  el  examen  de  las  facultades  que  las  le- 
yes provinciales  acuerdan  á  ese  tribunal,  lo  que  no  entra  en 
los  casos  del  articulo  14,  Ley  de  Jurisdicción,  toda  vez  que  la 
constitucionalidad  de  dichas  leyes  no  ha  sido  discutida. 
(Abril  15  de  1902,  Recurso  de  Eloy  Gómez). 

221 .  Leyes  de  procedimientos  y  organización  de  los  tribu- 
naleSfde  la  Capital  (a).  —  No  procede  el  recurso  del  articulo 


(a)  Los  principios  establecidos  en  ios  números  anteriores,  son  también  aplica- 
bles á  las  resoluciones  de  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital. 
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H  de  la  Ley  de  Jurisdicción  contra  una  sentencia  de  los  tri- 
bunales de  la  Capital,  por  la  que  no  se  hace  lugar  á  la  excep- 
ción de  íncoiüpetencia  deducida  contra  la  demanda  sobre 
injurias  por  la  prensa,  interpuesta  ante  el  juez  correccional. 
(El  art.  32  de  la  Constitución  es  evidentemente  inaplicable  á 
los  tribunales  de  la  Capital,  que  ejercen  una  jurisdicción 
distinta  á  la  federal:  la  resolución  apelada  no  contiene  deci- 
sión alguna  en  cuanto  á  la  responsabilidad  del.  acusado  ni  á 
la  procedencia  de  la  excepción  fundada  por  éste  en  el  art. 
18^  Const.  nac;  no  existe  sobre  este  punto  base  alguna  para 
el  recurso  interpuesto,  que  no  es  admisible,  con  arreglo  al 
art.  H,  Ley  Jurisd.,  sino  de  sentencias  definitivas).  — T.  30, 
p.  540. 

222.  —  El  auto  de  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal  de 
la  Capital,  confirmatorio  del  juez  del  crimen,  por  el  cual  se 
declara  incompetente  para  conocer  en  grado  de  apelación 
de  las  resoluciones  del  Consejo  de  Higiene,  en  virtud  de  la 
ley  provincial  de  Buenos  Aires  de  17  de  junio  de  1877,  no 
autoriza  el  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  establecido 
por  el  artículo  U  de  la  Ley  de  Jurisdicción.  — T.  31,  p.  404. 

223.  —  La  aplicación  de  la  Ley  de  Procedimientos  por  ios  tri- 
bunales de  la  Capital,  de  la  cual  no  se  ha  discutido  la  incons- 
titucionalidad,  no  puede  ser  materia  de  recurso  á  la  Suprema 
Corte.  (En  el  caso^  se  apelaba  de  la  resolución  que  no  hacía 
lugar  á  la  acción  ejecutiva  contra  un  locatario,  por  haber  éste 
dejado  deserinquilino.  Art.  15,  Ley  Jurisd.).  — T.  64,p.427. 

224.  —  La  interpretación  y  aplicación  de  las  leyes  de  procedi- 
miento dictadas  por  el  Congreso  nacional  en  su  carácter  de 
legislatura  local^  hechas  por  los  tribunales  locales  no  autori- 
za el  recurso  á  la  Suprema  ('orte.  (En  el  caso  se  trataba  de 
una  resolución  de  los  tribunales  locales  sobre  un  auto  de 
prueba  en  causa  criminal). — T.  76,  p.  38.  (Análogo  al  t. 
56,  p.  312.)  I 

225^  —  La  simple  interpretación  y  aplicación  del  Códi^  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal,  dictado  por  el  Congreso  en  su 
carácter  de  legislatura  local  de  la  capital,  hecha  por  los  tri- 


—  593  —  REC 

bunales  ordinarios  de  la  misma,  no  funda  el  recurso  para 
ante  la  Suprema  Corte,  autorizado  por  el  articulo  %%,  inc.  2<», 
de  dicho  código.  —  T.  67,  p.  275. 

^26.  —  i\o  es  apelable  para  ante  la  Suprema  Corte,  la  senten- 
cia de  la  Cámara  en  lo  Criminal  déla  Capital,  declarando  á 
cuál  délos  jueces  de  instrucción  de  la  Capital  corresponde  el 
conocimiento  del  proceso.  (El  caso  no  está  comprendido  en 
ninguno  de  los  establecidos  por  el  articulo  22,  inc.  2o,  Código 
Proc.  Crim.).  —  T.  70,  p.  94. 

227. —  La  interpretación  ó  aplicación  que  ios  tribunales  de  la 
Capital  hagan  delaá  leyes  dictadas  por  el  Congreso  para  el 
régimen  de  la  justicia  de  la  misma,  no  autoriza  el  recurso  del 
artículo  U,  Ley  Jurisd.  —  T.  75,  p.  404. 

228.  —  El  haberse  dictado  sentencia  por  la  Cámara  de  apelación 
en  lo  Civil  de  la  Capital,  con  asistencia  solamente  de  tres 
camaristas,  no  autoriza  el  recurso  de  ella  á  la  Suprema 
Corte,  no  habiéndose  puesto  en  cuestión  punto  alguno  délos 
expresados  en  el  artículo  14,  Ley  Jurisd.  (Septiembre  4  de 
1900,  Iturriaga  v.  sucesión  de  García  Zúñiga). 

229.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la 
resolución  de  la  Cámara  Civil  que  se  limita  á  la  interpretación 
y  aplicación  del  Cód.  de  Prpc.  (art.  H,  Ley  Jurisd.,  marzo  5 
de  1901,  recurso  de  J.  M.  Balaíja). 

230.  —  Las  leyes  del  Congreso  relativas  á  la  organización  y  pro- 
cedimientos de  la  justicia  de  la  Capital,  no  son  federales,  y 
se  interpretan  y  aplican  por  los  jueces  de  la  misma,  sin  que 
sus  resoluciones  puedan  dar  lugar  al  artículo  14,  Ley  Jurisd. 
(Mayo  2de1901,  Villanueva  v.  Zubiaurre). 

231.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte  de  la 
resolución  de  los  tribunales  ordinarios  déla  Capital  en  que 
se  controvierte  sobre  el  vigor  y  alcance  del  reglamento  de 
justicia  de  1813^  porque  niforma  parte  déla  Constitución  que 
ha  creado  los  poderes  legislativo,  ejecutivo  y  judicial  á  quie- 
nes les  está  encomendado  el  gobierno  del  país,  ni^ha  sido 
dictado  por  el  Congreso  que  emana  de  aquélla.  (Mayo  2  de 
1901,  Villanueva  v.  Zubiaurre). 
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232.  —  No  procede  recurso  contra  la  sentencia  de  los  tribuna- 
les de  la  Capital,  que  versa  sobre  interpretación  y  aplicación 
del  Código  Civil  y  de  las  leyes  de  procedimientos  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires  y  de  dichos  tribunales,  dictadas  estas 
últimas  por  el  Congreso  en  su  carácter  de  legislatura  local 
(art.  67,  inc.  4 1"",  y  400,  Const.  Nac;  art.  15,  Ley  Jurisd.;  ma- 
yo 47  de  1902,  Mongrell  de  Larramendi  v.  Aliberti). 

233.  Leyes  sobre  gobierno  y  administración  de  la  Capital. 

—  No  procede  el  recurso  de  revisión  para  ante  la  Suprema 
Corte  Nacional,  de  los  fallos  de  los  tribunales  de  la  Capital, 
en  que  se  interpreta  y  aplica  las  leyes  del  Congreso  que  con- 
ciernen al  gobierno  y  administración  de  la  Capital,  como  es  la 
ley  orgánica  de  la  municipalidad,  á  menos  que  la  cuestión  sea 
regida  especialmente  por  la  Constitución,  por  tratados  na- 
cionales ó  por  otro  acto  de  carácter  federal.  (Las  razones  de 
de  este  fallo,  pueden  verse  en  el  Digesto,  t.  2,  p.  406,  infine], 

—  T.  48,  p.  74,  m  (o)y431  (6);  t.  65,  p.  426ÍC);  t.  71,  p. 
258(d);yt.  72,  p.  307  (e). 

234.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  pronunciarse  sobre  la  in- 
terpretación y  aplicación  que  los  tribunales  locales  de  la  Ca- 
pital, hagan  de  la  Ley  n"^  3343,  sobre  lotería,  y  de  los  prin- 
cipios generales  de  derecho.  —  T.  67,  p.  485. 

235.  —  La  aplicación  de  la  Ley  de  patentes  para  la  Capital,  na 
autoriza  el  recurso  á  la  Suprema  Corte,  creado  por  el  artícu- 
lo 44,  Ley  de  Jurisdicción,  contra  las  resoluciones  de  ios  tri- 
bunales ordinarios  de  aquélla.  (Marzo  8  de  1900,  Fisco  v. 
Plaza  Euskara). 

236.  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  14,  Ley  de  Jurisdic- 
ción, contra  la   sentencia  de  los  Tribunales  de  la  Capital^ 


(a)  Este  caso  era  relativo  á  ia  ley  sobre  construcción  de  afirmados  en  la  Ca- 
pital. 

(6)  Caso  relativo  al  cobro  de  patentes  establecidas  para  la  Capital. 

(c)  Juicio  por  cobro  de  patentes. 

(d)  Ley  de  23  de  septiembre  de  188d,  prohibiendo  el  juego  de  lotería  en  la  Ca- 
pital. 

(e)  Juicio  por  cobro  de  patentes. 
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fundada  en  leyes  relativas  al  régimen  y  gobierno  local  de  la 
misma,  como  es  la  de  contribución  directa.  (Septiembre  26 
de  1901  ;  recurso  de  Blark.) 

237.  —  No  procede  el  recurso  establecido  por  el  artículo  U,  Ley 
de  Jurisdicción,  contra  la  sentencia  de  los  tribunales  locales 
déla  Capital,  que  aplica  é  interpreta  las  leyes  dictadas  por  el 
Congreso  en  su  carácter  de  legislatura  local  de  la  misma  (Fe- 
brero 6  de  1902,  Sores  y  otros  v.  Municipalidad  de  la  Capital). 

238.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la 
resolución  de  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital,  inter-r 
pretando  y  aplicando  las  leyes  del  Congreso  relativas  al  go- 
bierno y  administración  de  la  misma.  fEn  el  caso,  se  trataba 
de  la  aplicación  de  la  Ley  de  Patentes  á  los  frontones.  (Art. 
111,  inc.  \^y  ley  orgánica  de  dichos  tribunales;  abril  17  de 
1902,  Uranga  v.  Administración  de  Patentes). 

239.  Cámaras  federales.  —  Contra  las  sentencias  de  las  cá- 
maras federales  de  apelación,  en  los  casos  que  conocen  en 
última  instancia,  sólo  proceden  los  recursos  autorizados  por 
los  artículos  4  y  6,  ley  4055 ;  y  no  es  susceptible  del  recurso 
de  apelación  y  nulidad  establecido  en  el  artículo  3  de  la  mis- 
ma ley,  la  sentencia  que  impone  la  pena  de  cuatro  anos  y 
medio  de  penitenciaría.  (Abril  24  de  1902,  Recurso  del  de- 
fensor de  José  Bonetti.) 

240.  —  Para  la  procedencia  del  recurso  autorizado  por  el  artí- 
culo 6yley  4055,  en  los  casos  del  artículo  14,  Ley  Jurisdicción, 
es  necesario  que  sea  deducida  contra  una  sentencia  defini- 
tiva, es  decir,  que  ponga  fín  al  pleito.  En  tal  concepto  no 
pueden  reputarse  definitivas  las  resoluciones  que  versan  so- 
bre aplicación  é  interpretación  de  las  leyes  que  reglamentan 
el  ordenamiento  de  los  juicios,  como  son  las  procesales, 
desde  que  aquellas  no  dirimen  el  pleito  poniendo  fín  á  la 
contienda.  En  consecuencia^  no  procede  recurso  para  ante  la 
Suprema  Corte  contra  la  sentencia  de  la  Cámara  federal  de 
apelación  que,  en  juicio  ejecutivo,  interpretando  y  aplicando 
la  ley  de  procedimientos,  admite  las  excepciones  del  ejecu- 
tado. (Junio  5  de  1902,  Rodríguez  v.  Luna.) 


N 
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241.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  contra 
la  sentencia  de  la  Cámara  federal  de  apelación  que,  enjuicio 
ejecutivo,  interpretando  y  aplicando  la  ley  de  procedimien- 
tos, admite  la  oposición  del  ejecutado.  (Para  la  procedencia 
del  recurso  autorizado  por  el  articulo  6,  ley  4055,  en  los  casos 
del  artículo  4  4,  Ley  Jurisdicción,  es  necesario  que  sea  dedu- 
cido contra  una  sentencia  definitiva,  es  decir,  que  ponga  fin 
al  pleito.  En  tal  concepto,  no  pueden  reputarse  definitivas 
las  resoluciones  que  versan  sobre  aplicación  é  interpretación 
de  las  leyes  que  reglamentan  el  ordenamiento  de  los  juicios, 
como  son  las  procesales,  desde  que  aquéllas  no  dirimen  el 
pleito  poniendo  fin  á  la  contienda.  (Junio  5  de  1902,  Rodrí- 
guez V.  Luna.) 

242.  —  No  procede  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte,  de  la 
resolución  de  la  Cámara  federal  que,  sin  pronunciarse  sobre 
el  fondo  de  la  sentencia  apelada,  deja  ésta  sin  efecto  y  manda 
se  dé  á  la  causa  la  tramitación  que  corresponda  según  la  ley 
3973  (art.  44,  Ley  Jurisd.;  art.  6,  Ley  4055.  Tal  resolución  no 
reviste  el  carácter  de  definitiva,  porque  no  contiene  decisión 
que  ponga  fin  al  pleito,  limitándose  á  fijar  el  procediníiento 
según  el  que  debe  substanciarse  el  juicio,  dentro  del  cual  las 
partes  pueden  hacer  valer  sus  defensas  y  derechos.  Además, 
las  resoluciones  que  sólo  se  refieren  al  ordenamiento  de  los 
juicios  no  afectando  el  fondo  de  las  instituciones  nacionales^ 
en  cuya  garantía  se  ha  establecido  el  recurso  del  art.  44,  Ley 
Jurisd.,  no  se  encuentran  comprendidas  en  sus  términos  ni 
pueden,  en  consecuencia,  servir  de  base  para  hacerlo  proce- 
dente. Junio  44  de  1902,  Martell  y  otro  v.  Pini  Hermanos  y 
C»;  Ídem,  Maximino  v.  Pini  Hermanos  y  C»  y  otros). 

RECURSO  DE  HECHO. 

'Véase:  Apelación  de  hecho 

RECURSO  DE  NULIDAD. 

Véase  :  Nulidad  (recurso  de) 

RECURSO  DE  RESCISIÓN. 

Véase  :  Rescisión  (recurso  de) 
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RECURSO  DE  RETARDADA  JUSTICIA. 

Véase:  Retardada  justicia 

RECURSO  DE  REVISIÓN. 

Véase  :  Revisión  (recurso  de) 
RECUSACIÓN. 

Véase :  Apelación, 

Sumario  : 

Jaeces  letrados,  3,  24. 
Nulidad,  1,  15. 
Opinión,  4. 
Parentesco,  16. 
Pleito  pendiente,  6,  8,  10. 
Prueba,  17,  18. 
Sentencia  anulada,  14. 


Acusación,  8,  10,  21. 

Amistad,  13,  16. 

Causa  legitima,  5,  21 

Cesación  de  impedimento,  19,  20. 

Cosa  juzgada,  9. 

Deudor,  12,23. 

Enemistad,  2. 

Formalidades,  7,  11,  22,  25,  26. 


4.  -^  Es  nulo  todo  lo  que  actué  el  juez  recusado,  con  posterio- 
ridad á  la  recusación,  y  qtie  no  se  refiera  á  ésta  (La  recusación 
importa  la  promoción  de  uu  incidente  de  resolución  previa, 
impidiendo  entre  tanto  el  curso  del  juicio).  —  T.  63,  p.  229. 

2.  —  La  enemistad  con  el  procurador  de  la  municipalidad  y  con 
algunos  miembros  de  ella,  no  es  causal  legitima  de  recusación 
contra  el  juez  letrado,  en  el  pleito  en  que  dicha  municipa- 
lidad es  parte.  —  T.  64,  p.  435. 

3.  —  Los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales,  según 
la  ley  de  organización  de  los  mismos,  sólo  pueden  ser  re- 
cusados por  justa  causa.  —  T.  65,  p.  347. 

4.  —  No  es  causa  de  recusación  la  opinión  qué  se  pretende 
emitida  por  el  juez  en  otro  pleito  (El  inc.  8°,  art.  43,  Ley 
Proc,  sólo  establece  como  causal  de  recusación  basada  en 
manifestación  de  opinión,  cuando  ella  hubiere  tenido  lugar 
sobre  el  pleito  antes  de  proferirse  sentencia,  lo  que  excluye 
la  existencia  de  esa  causal  cuando  la  opinión  se  pretende 
emitida  en  otro  pleito).  —  T.  5,  p.  86 ;  t.  66,  p.  242. 

5.  —  Los  jueces  no  pueden  ser  recusados  sino  por  alguna  de 
las  causas  enumeradas  en  la  ley,  debiendo  ser  desechada  de 
plano  cuando  la  alegada  no  fuere  de  las  que  se  especifican 

.    en  la  misma  (art.  31  y  32,  Ley  Proc).  —  T.  66,  p.  242. 
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6.  —  El  pleito  pendiente  de  una  de  las  partes  contra  el  juez, 
es  justa  causa  de  recusación.  (En  el  caso,  el  recusante  era  el 
Banco  Nacional,  existiendo  entre  éste  y  el  juez  no  sólo  las 
simples  relaciones  de  acreedor  y  deudor,  sino  también  y 
además,  la  causal  de  pleito  pendiente).  —  T.  67,  p.  36. 

7.  —  Es' inaceptable  la  recusación  que  se  formula  sin  indica- 
ción del  nombre  y  residencia  de  los  testigos  que  pueden  de- 
poner  sobre  la  causa  de  ella  (art.  26,  Ley  Proc.) .  —  T.  68, 
p.  U8. 

8.  —  No  es  causa!  legitima  de  recusación,  el  pleito  pendiente 
entre  el  juez  y  un  hermano  del  recusante,  ni  la  acusación 
contra  el  juez  desistida  por  éste.  (El  inc.  6^^  art.  43,  Ley  Proc, 
se  refiere  al  hecho  de  existir  pleito  pendiente  entre  el  juez  y 
el  recusante.  El  desistimiento  de  la  acusación,  produce  el 
efecto  de  dar  ésta  como  no  existente  y  debe  considerarse 
como  no  deducida.).  —  T.  68,  p.  U8. 

^.  —  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  sobre  recusación 
de  sus  miembros,  hacen  cosa  juzgada  (art.  29,  Ley  Proc). 

—  T.  69,  p.  89. 

40. —  No  es  causa  legal  de  recusación,  el  pleito  del  juez  con  un 
hermano  del  recusante,  ni  la  acusación  en  juicio  político  re- 
tirada por  éste  (art.  43,  inc.  6<>,  Ley  Proc).  — T.  69,  p.  89. 

41 .  —  No  es  admisible  la  recusación  que  adolece  de  vicio  de 
forma,  y  debe  ser  desechada  de  plano  (art.  88,  Ley  Proc). 

—  T.  69,  p.  89. 

12.  —  No  es  causal  de  recusación  el  hecho  de  ser  el  juez  deu- 
dor de  la  parte,  cuando  ésta  es  el  Banco  de  la  Nación.  (En 
igual  sentido,  t.  49,  p.  41  y  96  ;  DigestOy  t.  2,  p.  429,  in  fine), 

—  T.  72,  p.  199. 

13. — No  es  causal  de  recusación  la  amistad  íntima  del  juez 
con  el  abogado  y  procurador  de  la  parte.  —  T.  72,  p.  199  (a). 

14.  —  El  juez  que  ha  dictado  la  sentencia  anulada,  se  halla 
impedido  para  pronunciarse  nuevamente,  si  en  dicha  sen- 


(a)  Ea  aaálogo  sentido,  entre  otros,  en  el  t.  16,  p.  315 ;  t.  45,  p.  31 ;  t  77, 
p.  343. 
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tencia  resolvió  una  de  las  cuestiones  deducidas  en  juicio.  — 
T.  74,  p.  2n. 

15.  —  La  resolución  del  superior  que  desecha  la  recusación  y 
manda  que  el  inferior  lleve  adelante  los  procedimientos,  no 
importa  reconsiderar  la  resolución  anterior  por  la  cual  de- 
clara que  el  incidente  de  recusación  impide  el  curso  del 
juicio,  y  es  nulo  lo  que  se  obra  durante  él  en  la  causa  princi- 
pal. —  T.  74,  p.  365. 

'IG.  —  La  amistad  y  parentesco  del  juez  con  los  abogados  de 
los  litigantes,  no  es  causa  de  recusación.  —  T.  77,  p.  343. 
(Igual  al  t.  45,  p.  31.) 

47.  —  Debe  rechazarse  la  recusación  cuya  causal  no  ha  sido 
probada.  •—  T.  80,  p.  336. 

48.  —  Debe  rechazarse  la  recusación  fundada  en  causas  ilegales, 
ó  en  causas  que  no  han  sido  probadas.  — T.  84,  p.  344. 

49.  —  Estando  el  juzgado  á  cargo  de  otro  juez  no  recusado, 
corresponde  devolver  á  éste  los   autos.  (Noviembre  25  de 

4899,  Bouquet  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste  Argentino.) 

20.  —  Cesando  de  ser  juez  el  funcionario  contra  quien  se  in* 
terpuso  la  recusación,  motivo  de  la  apelación,  deben  devol- 
verse los  autos  al  juzgado  de  su  procedencia.  (Febrero  8  de 

4900,  Bohmer  v.  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires.) 

21.  —  La  acusación  del  juez  para  juicio  político,  no  es  causa 
legal  de  recusación  (art.  75,  Cód.  Proc.  Grim. ;  Julio  28  de 
4900,  Castagnino  y  otros  v.  Aroztegui.) 

22.  — La  recusación  deducida  fuera  del  término  del  artículo  84, 
Cód.  Proc.  Grim.,  debe  ser  rechazada,  sin  que  pueda  admi- 
tirse el  juramento  que  presta  el  recusante  de  haber  llegado 
á  su  conocimiento  los  hechos  en  que  se  funda,  cuando  lo 
contrario  resulta  de  autos  (art.  86,  cód.  citado ;  septiem- 
bre 43  de  4900,  causa  v.  Menn). 

23.  —  Debe  admitirse  la  recusación  contra  el  juez  cuyas  rela- 
ciones con  el  Banco  Xacional,  no  son  las  de  simple  acreedor 
y  deudor,  sino  las  de  un  deudor  que  ha  obtenido  de  aquél 
moratorias  convencionales  para  el  pago  de  su  deuda,  sacan- 
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dolo  de  las  condiciones  normales  y  comunes  á  los  deudores 
ordinarios  y  colocándolo  en  situación  especial  y  fa?orecida^ 
(art.  43,  inc.  3«,  Ley  Proc;  mayo 9  de  4904,  Plazaola  v.Ban- 
co  Nacional). 

84.  —  Reconociendo  el  juez  letrado  la  existencia  de  causal  bas- 
tante para  la  recusación,  en  cuya  virtud  se  inhibe  del  cono- 
cimiento de  la  causa,  no   corresponde  dar  al  incidente  el 
trámite  prevenido  por  los  artículos  380  y  381.  (Septiembre  24 
de  1901,  Benítez  v.  LafTont). 

85. — Debe  rechazarse  la  recusación  deducida  fuera  del  tér-» 
mino  del  articulo  44,  Ley  Proc,  y  sin  los  requisitos  expresa- 
dos en  el  artículo  26  de  la  misma.  (Noviembre  19  de  1901, 
Banco  de  la  Nación  v.  Saa). 

86.  —  La  recusación  deducida  sin  las  formalidades  prescriptas 
en  los  artículos  86  y  87,  Ley  Proc,  cuyas  causales  no  han 
sido,  además,  probadas,  debe  ser  desechada.  (Noviembre  49 
de  1901,  Banco  de  la  Nación  v.  Bettamelo). 

RECUSACIÓN  SIN  CAUSA. 

Véase:  Apelación;  Apelación  m  reUición 
1.  —  El  juez  federal  no  puede  ser  recusado  3in  causa.  —  T.  80, 

p.  77. 
8.  —  Debe  rechazarse  la  recusación  sin  causa,  deducida  contra 
un  ministro  de  la  Suprema  Corte,  después  de  consentida  la 
providencia  de  autos.  (Diciembre  18  de  1901,  Riestra  v.  Es- 
calada). 

REGISTRO  DE  CONTRATOS. 
El  Poder  Ejecutivo  tiene  facultad  para  crear  registros  de  con- 
tratos público's  en  los  centros  de  población  distantes  de  la 
capital  de  la  gobernación,  que  cuenten  con  no  menos  de 
cinco  mil  habitantes  (art.  44,  Ley  de  Territorios,  reformada 
por  Ley  8668).  — T.  70,  p.  411. 

REGISTRO  DE  FIANZAS. 

Véase :  Excarcelación 

REGISTRO  DE  MARINA. 
La   adscripción  á  un  registro  de  marina,  puede  concederse 
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mientras  dure  el  impedimento  del  regente  de  éste,  y  bajo  su 
responsabilidad  (art.  478,  Ley  Orgánica  de  los  tribunales  de 
laCapital).  —  T.  72,p.  40. 

REGULACIÓN, 

Véase:  Costas ;  Honorarios 
KEmCEDENCIA. 

1.  —  La  ley  número  3335,  sobre  reincidencia,  sólo  se  refiere  á 
las  penas  correccionales  ó  de  prisión  que  losjuecesdela  Ca- 
pital y  territorios  federales  impusieren,  y  no  están  comprendi- 
das en  ella  las  causas  cuyo  conocimiento  corresponda  á  los 
jueces  federales,  ya  sean  de  la  Capital  ó  demás  secciones  de 
la  República.  Por  consiguiente,  ella  no  impide  la  libertad 
provisoria  del  procesado  en  los  procesos  seguidos  ante  el 
juez  federal,  si  la  pena  impuesta  se  halla  cumplida.  Julio  SI 
de  1900,  causa  v.  Sota  y  Gigena  y  t.  71,  p.  372;  t.  75,  p.  239. 

2.  —  No  existiendo  pi*ueba  de  que  el  procesado  haya  come- 
tido antes  un  delito  de  la  misma  especie  á  que  ha  dado 
motivo  la  causa,  no  puede  hacerse  valer  el  artículo  84,  inciso 
20<>,  Código  Penal.  (Julio  18  de  1901,  causa  v.  López  y  Gi- 
gena.) 

3.  -—Ni  la  ley  especial  número  3972,  ni  el  Código  Penal,  han 
establecido  que,  para  constituir  la  reincidencia  una  circuns- 
tancia agravante  de  un  delito,  haya  de  juzgarse  éste  con  arre- 
glo á  la  misma  ley  ó  á  una  menos  severa  que  la  que  sirvió 
de  base  á  condenaciones  pronunciadas  contra  el  reincirlente 
por  otros  delitos  de  la  misma  especie.  Y  al  establecer  el  ar- 
tículo 1^  de  la  ley  citada,  una  escala  para  la  aplicación  de 
las  penas  corporales  y  pecuniarias  en  él  consignadas,  lo  ha 
sido,  sin  duda^  para  que  desde  el  primer  momento  de  su 
vigencia,  los  jueces  recorran  en  sus  fallos  esa  escala,  según 
las  circunstancias  atenuantes  ó  agravantes  que  concurran  en 
cada  caso  ;  y  no  hay  razón  alguna  para  exceptuar  las  de  re- 
incidencia ó  de  reiteración^  especialmente  mencionada  la 
primera,  en  el  artículo  12<ie  dicha  ley.  Por  consiguiente,  al 
que  ha  sido  condenado  por  circulación  de  billetes  falsos  con 
arreglo  á  la  ley  penal  de  14  de  septiembre  de  1863,  y  rein- 
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cide  en  este  delito,  estando  en  vigor  la  ley  3972,  lees  aplica- 
ble el  artículo  12  de  ésta,  sin  que  pueda  decirse  que  esto  sea 
contrario  al  principio  de  la  no  retroactividad  de  las  penas» 
porque  la  agravación  no  recae  sobre  la  primera  condenación 
ni  sobre  el  primer  crimen,  sino  sobre  el  segundo^  ejecutado 
bajo  el  imperio  de  la  nueva  ley.  (Abril  8  de  1902,  causa  v. 
Marcolli  ó  Malcona), 

REINTEGRO. 

Véase:  ExcarceUición 
REITERACIÓN. 

Véase :  Excarcelación 

La  sustitución  de  una  letra  de  2500  florines^  por  tres  con  firma 
falsa  de  500,  1000  y  4000  florines  en  un  mismo  acto  y  á  ud 
mismo  efecto,  no  importa  reiteración  del  delito  (art.  84,  inc. 
2«,  y  85,  Cód.  Pen.).  — T,  65,  p.  70. 

REIVINDICACIÓN. 

Véase:  Competencia;  Embargo  preventivo;  Frutos;  PoseHán 

Sumario : 


Banco  Hipotecario  (demanda  de  bienes 

vendidos  por  él),  U. 
Bnena  fe,  14. 

Conflicto  de  títulos,  28,  40. 
Derecho  de  poseer,  15. 
Deslinde,  32. 
Dominio  (prueba  del),  1,  3,  3,  4,  6,7, 

9,  13,  17,  20,  24,  25,  26,  30,  33,  36, 

38,  39,  42,  43. 
Extensión,  35. 
Frutos,  18,  29. 


Herederos,  16,  26,  37. 

Identidad,  21.  27. 

Muebles,  41. 

Posesión  á  nombre  de  tercero,  12,  S4. 

Pmeba  pericial,  8. 

Restitución  de  la  cosa  ó  su  yalor,  31. 

Simple  tenedor,  19,  25. 

Titulo  anterior  ó   posterior.  5,  7,  10, 

22,  23,  31. 
Tradición  (falta  de),  31. 


4.  —  No  debe  hacerse  lugar  á  la  reivindicación  que  se  funda  en 
no  haber  cumplido  el  adquirente  con  las  obligaciones  im- 
puestas á  la  adquisición,  cuando  resulta  que  éstas  han  sido 
cumplidas.  —  T.  64,  p.  234. 

2.  —  No  acreditándose  el  dominio  por  parte  del  actor,  debe  re- 
chazarse la  demanda  de  reivindicación.  —  T.  64,  p.  298. 

3,  —  Probado  el  dominio  del  actor,  el  demandado  debe  devol- 
ver el  terreno  reivindicado.  —  T.  65,  p.  236. 
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4.  —El  justo  título,  la  buena  fe  y  la  posesión  continuada  por 
más  de  SO  años,  confiere  al  poseedor  el  dominio  del  inmue- 
ble, y  le  da  el  derecho  de  rechazar  la  acción  reivindicatoría 
que  se  intento  contra  él  (art.  3999,  4010  y  4014,  Cód.  Civ. 
Ley  18,  tít.  29.  part.  3«).  —  T.  67,  p.  66. 

5.  —  Los  títulos  de  adquisición  no  bastan  para  fundar  1^  de- 
manda de  reivindicación,  si  son  de  fecha  posterior  á  la  po- 
sesión del  demandado  (art.  2789,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  48. 

6.  —  No  probado  el  dominio,  es  indiferente  averiguar  desde 
qué  fecha  tiene  el  demandado  la  propiedad  de  la  cosa  por 
transmisiones  sucesivas  (Ley  28,  tít.  2,  part.  3*).  —  T.  68, 
p.  48. 

7.  —  Probado  el  dominio  en  los  causantes,  queda  demostrado 
el  dominio  en  el  sucesor,  y  siendo  los  títulos  anteriores  á  la 
posesión  del  demandado,  existe  á  favor  del  demandante  la 
presunción  legal  de  ser  propietario  de  la  heredad  que  se  rei- 
vindica, á\  el  demandado  no  presenta  título  alguno  (art.  2790, 
Cód.  Civ.)— T.  71,p.  229. 

8.  —  En  la  reivindicación  de  terrenos,  es  procedente  la  prueba 
pericial  para  determinar  su  ubicaciTin.  — T.  72,  p.  233.  (Igual 
al  tomo  38,  p.  471 .) 

9.  —  El  dominio  actual  es  indispensable  en  el  que  demanda  la 
posesión  de  una  propiedad  por  acción  reivindicatoría.  — 
T.  73,  p.  459. 

10.  — El  título  de  fecha  posterior  á  la  posesión  del  demandado, 
no  puede  fundar  la  acción  reivindicatoría,  ni  la  subsidiaria 
del  artículo  2780,  Cod.  Civ.  (art.  2789,  Cód.  Civ.).  —  T.  73, 
p.  266. 

11.  —  No  puede  ser  atacada  de  nulidad  la  venta  del  bien  hipo- 
tecado que,  por  mora  del  deudor,  el  Banco  Hipotecario 
mande  hacer  en  remate  con  las  individualizaciones  necesa- 
rias; y  debe  ser  rechazada  la  acción  de  reivindicación  que 
aquel  intente  contra  el  comprador  que  lo  adquirió  (art.  1 197, 
Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  143. 

12.  —  El  demandado  que  dice  ocupar  la  cosa  en  calidad  de  lo- 
catario, ó  sea,  á  nombre  de  otro,  y  que  no  ha  dado  el  nom- 
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bre  y  residencia  de  la  persona  para  quien  poseía,  no  puede 
sostener  la  improcedencia  de  la  acción  reivindicatoría  contra 
él  iniciada  y  proseguida  (art.  2352,  2401  y  2782,  Cód.  Civ.).— 
—  T.  75,  p.  44. 
13.  —  Probados  los  extremos  de  la  acción  reivindicatoría,  debe 
ordenarse  el  desalojo  del  inmueble  reivindicado  dentro  de 
diez  días  (art.  2782  y  2790,  Cód.  Civ.).  —  T.  7b,  p.  44. 

44.  —La  buena  fe  se  presume  en  el  poseedor  y  crea  á  su  favor 
un  derecho  que,  en  esas  condiciones,  no  puede  ser  destruí- 
do  por  la  acción  reivindicatoría  del  propietario,  cuando  se 
basa  en  enajenación  hecha  por  quien  la  recibió  de  éste 
(art.  597,2362  y  2777,  Cód.  Civ.).  — T.  75,  p.  233. 

45.  —  Acreditado  por  el  demandante  el  derecho  de  poseer^  debe 
serle  admitida  la  acción  reivindicatoría  intentada  contra  el 
ocupante  (art.  2342,  inc.  1«,  Cód.  Civ.).  —  T.  77,  p.  445;  t. 
78,  p.  33.* 

16.  —  Segán  las  leyes  de  partida,  el  hijo  que  ha  aceptado  la 
herencia  del  padre,  no  tiene  derecho  para  reivindicar  el 
bien  de  su  propiedad  que  éste  enajenó  (Ley  24,  tít.  13, 
part.  5*).  —  T.  77,  p.  .355. 

17.  — Procede  y  debe  ser  admitida  la  reivindicación,  si  el  actor 
ha  probado  la  adquisición  del  dominio  de  los  terrenos  que 
reivindica,  y  el  demandado,  que  opone  que  se  los  vendió 
conjuntamente  con  otro  próximo  á  aquéllos,  no  demuestra 
que  fueron  incluidos  en  la  venta.  —  T.  77,  p.  373. 

18.  —  El  demandado  por  reivindicación  es  responsable  de  los 
frutos  de  la  cosa  reivindicada,  desde  la  fecha  de  la  noti- 
ficación de  la  demanda  (art.  2433,  Cód.  Civ.).  — T.  77,  p. 
373. 

19.  —  El  ocupante  del  terreno  con  título  de  arrendamiento, 
concedido  á  sus  antecesores  por  el  primitivo  propietario,  no 
puede  resistirla  acción  por  la  cual  el  que  compró  á  los  su- 
cesores del  mismo  propietario,  pide  que  se  le  entregue 
(art.  2351,  2352,  2353,  2354,  2363,  2462,  2475,  2468,  2789, 
Cód.  Civ.).  —T.  77.  p.  430;  t.  78,  p.  18. 

20.  —  Si  el  reivindicante  no  prueba  su  dominio  sobre  la  cosa 
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reivindicada,  debe  absolverse  al  demandado  (art.  9363,  Cód. 
Civ.;  Ley  28,  tít.  2,  part.  3*).  —  T.  78,  p.  Í38. 

2Í .  —  Debe  absolverse  al  demandado  por  acción  reivindica- 
toría, si  no  se  ha  probado  y  no  resulta  de  las  escrituras  de 
propiedad  del  demandante,  que  el  terreno  reivindicado  sea 
el  mismo  designado  en  éstos  (art.  2363,  Cód.  Civ.;  Ley  28, 
tít.  2.  part.  3»).  —  T.  79,  p.  27. 

22.  —  Aunque  la  escritura  en  que  funde  el  demandante  su  de- 
recho sea  anterior  á  la  posesión  del  demandado,  no  puede 
hacerse  valer  á  su  favor  el  art.  2790,  Cód.  Civ.,  si  aquella^ 
per  $e,  no  se  aplica  en  realidad  al  inmueble  poseído  por  el 
demandado  á  que  se  refiere  la  acción.  —  T.  79,  p.  27. 

23. —  Los  títulos  de  propiedad  y  la  posesión  inmemorial  an- 
teriores al  título  y  ocupación  del  demandado,  autorizan  la 
reivindicación  y  el  cobro  del  valor  del  terreno  ocupado  en 
su  caso  (art.  2758  y  2790,  Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  152. 

24.  —  La  falta  de  posesión,  que  nunca  tuvo  el  demandante,  y 
la  posesión  á  título  de  dueño  por  más  de  treinta  años  tenida 
por  el  demandado,  justifican  el  rechazo  de  la  acción  reivin- 
dicatoria.  —  T.  79,  p.  178. 

25.  —  Probado  el  dominio  por  parte  del  actor,  y  no  pudiendo 
la  posesión  de  largo  tiempo,  opuesta  por  el  demandado  tener 
otro  carácter  que  el  de  tenencia,  procede  la  acción  reívindí- 
catoria  (art.  2352  y  2353,  Cód.  Civ.).  —  T.  79.  p.  430. 

26.  —  Fundada  la  acción  reivindicatoría  de  condominio  en  el 
titulo  hereditario  de  los  causantes  del  actor,  y  en  la  pres- 
cripción treintenaria,  y  no  probado  ni  uno  ni  otro  funda- 
mento, debe  absolverse  de  ella  al  demandado  —  T.  81,  p. 
317. 

27.  —  Guardados  los  extremos  requeridos  para  la  acción  de 
reivindicación,  v  contestada  solamente  la  identidad  del  in- 
mueble  reivindicado,  debe  hacerse  lugar  á  la  demanda,  si  no 
se  ha.hecho  valer  contradicción  alguna  sobre  la  pericia  prac- 
ticada para  demostrarla.  —  T.  82,  p.  34. 

28.  —  En  la  superposición  de  títulos  de  un  mismo  terreno,  ex- 
pedido por  la  provincia  de  Santa  Fe  y  por  la  de  Buenos  Ai- 
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res,  antes  de  resolverse  la  cuestión  de  limites,  fallada  en  48 
de  marzo  de  1882  por  la  Suprema  Corte  como  tribunal  arbi- 
tral, debe  prevalecer  el  expedido  por  la  provincia  de  Santa 
Fe,  si  resulta  que  ha  sido  anterior^  otorgado  sin  condicio- 
nes, y  que  el  terreno  quedó  dentro  de  los  limites  jurisdiccio- 
nales de  la  misma,  habiendo  sido,  por  el  contrarío,  expedido 
el  título  otorgado  por  la  de  Buenos  Aires  bajo  la  condición 
de  estará  las  resultas  de  la  cuestión  de  límites,  y  habiendo 
quedado  el  terreno  fuera  de  los  asignados  á  ella  en  la  reso- 
lución de  límites  (art.  555,  234S,  inc.  4  o,  2384,  2668,  2789, 
2790,  2792  y  3270,  Cód  Civ.)  —  T.  82,  p.  493. 

29.  — En  el  pedido  de  la  demanda  de  que  se  condene  á  los  de- 
mandados á  las  penas  de  los  poseedores  de  mala  fe,  se  con- 
tiene la  restitución  y  pagó  de  frutos  (art.  43,  Ley  JProc- ).  — 
T.  82,  p.  493. 

30.  —  La  posesión  no  interrumpida  por  más  de  30  años,  da  de- 
recho al  poseedor  para  ampararse  aún  contra  el  propietario 
que  se  la  demandase.  (Ley  24,tít.  29,pai1;.  3*;  Ley  4',  tít.  30. 
part.  3»;  art.  2354  y  4054,  Cód.  Civ. ;  diciembre  28  de  4899, 
Maldonado  v.  Ferrocarril  Oeste.) 

31.  —  Aunque  el  adquirente  á  quien  no  se  ha  hecho  tradición 
de  la  cosa,  no  puede  promover  el  juicio  de  reivindicación  en 
el  concepto  de  nacer  la  acción  de  su  propio  dominio,  puede 
sin  embargo,  hacerlo  ejerciendo  en  su  interés  las  acciones  de 
su  causante,  porque  la  escritura  de  venta^  con  que  se  inició 
aquél,  importa  una  cesión  de  acciones  permitida  con  arreglo 
á  la  disposición  contenida  en  el  artí^^.ulo  1444^  Código  Civil,  y 
porque  los  artículos  2789  y  siguientes,  permiten  hacer  valer 
contra  el  poseedor  títulos  de  propiedad  anterior  á  su  pose- 
sión. (Diciembre  30  de  1899.  Rossi  v.  Tiallo)  (a). 

32.  —  El  terreno  que  es  materia  de  un  juico  de  deslinde  ini- 
ciado por  el  actor,  no  puede  ser  materia  por  parte  del  mis- 
mo, de  una  acción  reivindicatoría.  (Marzo  8  de  4900,  Soula  v. 
Ardiles.) 

(a)  Puede  verse  sobre  este  punto,  el  t.  46,  p.  372  (Digesto^  t.  2,  p.  435,  infine). 
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33.  —  En  ausencia  de  toda  prueba  sobro  el  dominio  del  in- 
mueble que  se  reivindica,  debe  ser  rechazada  la  acción  reí- 
vindicatoria  deducida  en  la  demanda  (art.  2758»  («ód.  Civ. ; 
agosto  29  de  1900,  Luna  y  otros  v.  Naón). 

34.  —  Consentida  la  resolución  por  la  cual  se  declara  pasada 
en  cosa  juzgada  la  sentencia  que  ordena  la  entrega  del  terre- 
no reivindicado,  y  manifestándose  por  el  actor  el  propósito 
de  obtener  su  valor,  cumple  que  el  demandado  restituya  la 
tierra  ó  entregue  su  valor.  (Marzo  27  de  1900,  Sarmiento  v. 
Ferrocarril  Este  Argentino.) 

35.  —  Reducida  la  cuestión  al  hecho  de  si  la  venta  de  una  frac- 
ción de  terreno  fué  de  la  totalidad  ó  parte  de  dicha  fracción, 
y  resultando  de  la  prueba  que  fué  déla  totalidad,  debe  recha- 
zarse la  demanda  de  reivindicación  y  división  de  condon^i- 
nio  de  ella.  (Agosto  11  de  1900^  Fernández  v.  Irigpyen.) 

36.  —  Comprobado  el  dominio  en  el  actor  y  la  posesión  en  el ' 
demandado,  procede  la  acción  reivindicatoría  (Agosto  16  de 
1900,  Perdono  v.  Palacios.) 

37.  —  Es  improcedente  la  acción  de  reivindicación  deducida 
por  el  cesionario  de  los  herederos  del  enajenante,  que  han 
aceptado  la  herencia  pura  y  simplemente  (art.  1469,  3343  y 
3417,  Cód.  Civ. ;  septiembre  20  de  1900,  Martínez  v.  Devoto). 

38.  —  Debe  rechazarse  la  acción  reivindicatoría  deducida  con- 
tra el  posedor  por  más  de  veinte  años,  con  justo  título  y 
buena  fe  (art.  3951,  ¿999,  4005,  4008,  4010,  Cód.  Civ. ;  octu- 
bre 4  de  1900.  Fisco  v.  Altinpergher). 

39.  —  Debe  rechazarse  la  acción  reivindicatoría  deducida,  si 
no  se  ha  justificado  que  las  personas  de  quienes  derivan  sus 
derechos  los  actores,  fueran  propietarios  del  inmueble^  y  si,  en 
caso  de  haberlo  tenido,  el  demandado  lo  ha  adquirido  por  la 
posesión  continuada  por  más  de  veinte  años,  con  justo  título 
y  buena  fe  (art.  2524,  inc.  7%  2606,  2758,  3999,  4003,  4008  y 
4010,  Cód.  Civ. ;  octubre  13  de  1900,  Hernández  v.  Riglos). 

40.  —  En  el  conflicto  de  dos  títulos  sobre  la  misma  cosa,  aun- 
que la  enajenación  fuese  procedente  del  propietario,  es  me- 
joría condición  del  primero  en  tiempo  (art.  596  y  2791,  Cód. 
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Civ. ;  diciembre  4  de  1900,  Fernández  y  González  v.  Provin- 
ci-a  de  Buenos  Aires).. 

41.  —  No  procede  la  acción  reivindicatoría  de  mercaderías 
vendidas  por  el  comisionista  á  uri  tercero  de  buena  fe, 
que  se  encuentra  en  posesión  de  ellas  (art.  222,  segunda 
parte,  233,  y  243,  Cód.  Com. ;  art.  2362  y  2442,  Gód.  Civ.; 
julio  11  de  4901,  Fabricantes  Ingleses  v.  Arcioni). 

42.  —  Probado  el  dominio  del  actor  por  títulos  derivados  del 
primitivo  propietario,  y  la  posesión  para  sí  del  demandado, 
y  no  á  nombre  de  un  tercero,  como  pretendía,  debe  hacerse 
lugar  á  la  acción  reivindicatoría  deducida  con  los  daños  y 
perjuicios  á  que  hubiere  lugar,  los  que  deben  ser  fijados  en 
el  mismo  juicio  sin  dejarlos  para  otro  (art.  2758  y  sig.,  Cód. 
Civ.;  octubre  19  de  1901,  Díaz  Vélez  v.  Abasólo). 

43.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  de  reivindicación,  si  el  de- 
mandado  prueba  su  posesión  sobre  la  cosa,  con  título  de 
venta,  y  la  de  sus  causantes,  desde  larguísimo  tiempo  (art. 
3417,  4003  y  4005,  Cód.  Civ.;  noviembre  7  de  1901,  Barriga 
V.  Gibbs  y  Palma). 

44.  —  £1  ocupante  del  terreno  demandado,  que  reconoce  en 
otro  el  derecho  de  propiedad,  no  puede  resistir  la  acción  por 
la  cual  el  que  lo  adquirió  del  sucesor  del  mismo  propietario, 
pide  que  se  le  entregue  (art.  2351,  2352,  2387,  2401,  2414  y 
2462,  inc.  1^  y  2^,  Cód.  Civ.;  diciembre  24  de  1901,  Compañía 
Docks  de  Tránsito  del  Puerto  de  la  Plata  v.  Traversaro). 

45.  —  Debe  rechazarse  la  demanda  de  reivindicación  contra  el 
demandado  que,  uniendo  su  posesión  á  la  del  vendedor,  re- 
sulta haber  poseído  un  período  de  tiempo  mayor  que  el  ne- 
cesario para  la  prescripción  adquisitiva,  ya  se  juzgue  el  caso 
con  arreglo  al  Código  Civil,  ó  ya  por  las  leyes  anteriores,  se- 
gún el  artículo  4051  de  éste.  (Mayo  17  de  1902,  Fisco  nacio- 
nal V.  Dorignac.) 

REMATADOR. 

Véase  :  Juicio  ejecutivo 

1.  —  El  martiliero  puede  verificar  el  remate  por  medio  de  otra 

persona  del  gremio.  —  T.  78,  p.  361. 
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^.  —  Saspendido  el  remate  sin  culpa  del  martiliero^  se  debe  á 
éste  el  reembolso  de  gastos  y  la  media  comisión,  la  que,  tra- 
tándose del  remate  de  un  mismo  inmueble  suspendido  por 
dos  veces,  debe  reducirse  á  la  cuarta  parte  sobre  la  base  fija- 
da para  la  venta  (art.  421  y  275,  Cód.  Com.).  —  T.  82,  p.  83. 

3.  —  El  rematador  que  obra  á  nombre  propio  y  en  este  carác- 
ter otorga  un  boleto  de  compraventa,  queda  personalmente 
responsable  y  sujeto  á  las  consecuencias  que  surgen  de  dicho 
boleto  (art.  Í22,  314,  315  y  337,  Cód.  Com.;  abril  13  de  1901, 
González  v.  Godoy). 

4.  —  Habiéndose  suspendido  el  remate  por  orden  judicial,  el 
martiliero  tiene  derecho  á  una  comisión  que  deberá  ser  fi- 
jada en  atención  á  la  naturaleza  de  los  servicios  prestados 
(art.  1627  y  1871,  2»  parte,  Cód  Civ.;  art.  121,  218  y  275,  Cód. 
Com.;  junio  25  de  1901,  Zapata  v.  Toro  de  Troncoso). 

REMATE. 

Véase  :  Banco  Hipotecario ;  Compraventa;  Juicio  ejecutivo 
El  adjudicatario  del  bien  vendido  en  remate  judicial,  se  halla 
obligado  á  verificar  el  depósito  del  precio  aunque  alegue  ha- 
ber obrado  por  cuenta  de  un  tercero,  sí  resulta  que  ha  pro- 
cedido en  nombre  propio  sin  hacer  mención  de  aquél  (art. 
1029,  Cód.  Civ.;  septiembre  7  de  1901 ,  Banco  Nacional  v.  Day). 

REMISIÓN. 
La  facultad  acordada  al  deudor  en  el   recibo  otorgado  por  el 
acreedor,  de  continuar  aquel  ocupando   la   casa  hasta  que 
ella  sea  vendida,  y  el  compromiso  de  acordarle  treinta  días 
para  el  desalojo,  después  de  verificada  la  venta,  no  importa 
la  remisión  déla  deuda.  (Marzo  16  de  1901,  Joñas  v.  Ricart.) 

REMOVIDO. 

Véase:  Aduana 
REMUNERACIÓN. 

Véase :  Mandato 

El  encargado  de  realizar  la  venta  de  un  inmueble,  no  tiene  de- 
recho á  la  remuneración  convenida,  si  aquella  no  se  ha  efec- 
tuado por  no  haberse  otorgado  la  escritura  respectiva,   sin 
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culpa  del  vendedor  (art.  533,  537,  538^  545,  548,  1184,  ioc. 
1o,yil85,Cód.  Civ.;  noviembre 26 de  1904,  Cáliz  v.  Audibert). 

RENDICIÓN  DE  CUENTAS. 

Véase:  Costas;  Mandato 

1 .  —  No  pueden  admitirse  las  pruebas  de  descargo  que  no  se 
encuentren  debidamente  justificadas.  — T.  69,  p.  255. 

2.  —  Está  en  la  obligación  de  rendir  cuenta,  toda  persona  que 
haya  administrado  bienes  ajenos  en  el  interés  del  dueño  de 
éstos  (art.  1909  y  2288,  Cód.  Civ.).  —  T.  77,  p.  22. 

3.  —  El  acreedor  prendario  que  procede  á  la  venta  de  la  pren- 
da sin  las  formalidades  prescríptas  en  el  articulo  585,  Código 
de  Comercio,  está  obligado  á  rendir  cuentas  á  los  deudores 
de  la  operación  que  hubiere  realizado.  (Diciembre  18  de  1900 
García  Montano  y  Olmos  v.  Banco  Nacional.) 

BENUNCIA. 

Véase  :  Prescripción 

1 .  —  La  renuncia  extintiva  de  obligaciones  no  exige  forma  al» 
guna  especial ;  y  tal  debe  calificarse  la  declaración  del  dam- 
nificado de  haber  sido  indemnizado,  y  quedar  eximida  la 
otra  parte  de  toda  responsabilidad  á  su  respecto  por  el  hecho 
que  causó  el  daño  (art.  1100,  Cód.  Civ.).  — T.  80,  p.  48. 

2.  —  El  convenio  celebrado  por  la  madre,  en  su  solo  nombre  v 
sin  hacer  mención  de  los  derechos  de  su  hijo  menor,  renun- 
ciando á  las  acciones  que  tuviere  con  motivo  del  accidente 
ferroviario  en  que  falleció  su  esposo,  no  puede  afectar  los> 
derechos  de  su  citado  hijo.  (Marzo  9  de  1901,  Bruzone 
V.   Ferrocarril  Oeste.) 

RENUNCIA  Á  LA  LEY. 
La  cláusula  de  un  contrato  celebrado  con  posterioridad  á  las 
leyes  2789  y  3201 ,  acordando  moratorias  al  Banco  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  que  estipula  la  forma,  tiempo  y  mo- 
neda en  que  el  pago  debe  verificarse,  y  que  el  deu- 
dor renuncia  á  los  beneficios  que  las  leyes  han  concedido  ó 
puedan  conceder  á  los  deudores  de  aquel  establecimiento» 
es  válida,  pues  el  deudor  ha  podido  hacer  abandono  volun- 
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tario  del  derecho  que  leyes  ya  sancionadas  le  acordaban  en 
su  interés  individual,  no  siendo  oportuno  juzgar  de  los  efec- 
tos de  esa  renuncia  cuando  estuvieren  en  cuestión  beneficios 
emergentes  de  leyes  que  se  dictaren  en  lo  futuro  ;  y  el  deu- 
dor no  puede,  por  consiguiente,  verificar  el  pago  con  los 
beneficios  que  las  leyes  citadas  acuerdan  (art.  49  y  619, 
Cód.  Civ. ;  art.  685,  Cód.  Com. ;  art.  3,  Ley  de  Inconversión 
número  1734 ;  noviembre  22  de  1900,  Duggan  v.  Banco  déla 
Provincia  de  Buenos  Aires). 

REPETICIÓN  DE  PAGO. 
El  pago  indebido  da  lugar  á  la  repetición  de  lo  pagado  indebi- 
damente (art.  788.  Cód.  Civ.).  —  T.  82,  p.  289. 

REPRESENTACIÓN  COMÚN. 
Siendo  varios  ios  demandados  por  una  misma  acción,  procede 
el  nombramiento  de  un  representante  común  (art.  374,  Ley 
Proc. ;  Ley  25,  tít.  10,  libro  1°,  y  6,  tít.  2^  Fuero  Real ;  Ley 
18,  tít.  5o,  part.  3«;  julio  11  de  1901,  Fernández  v.  Besso- 
ni  y  otros), 

RESCISIÓN. 

Véase  :  Compraventa;  Contrato;  Evicción  (a);  Locación 

Locación  de  obras 

RESCISIÓN  (RECURSO  DE). 

1.  —  Debe  rechazarse  el  recurso  de  rescisión,  si  resulta  que  el 
procedimiento  observado  hasta  pronunciarse  sentencia  no 
adolece  de  ningún  defecto,  en  que  pueda  fundarse  la  nulidad 
(art.  183,  Ley  Proc).  —  T.  69.  p.  29. 

2.  — Resultando  que  el  actor  ha  sido  debidamente  representa- 
do tanto  en  el  procedimiento  de  apremio,  como  en  el  juicio 
que  lo  precedió,  debe  rechazarse  la  demanda  ordinaria  enta- 
blada contra  la  sentencia  de  remate  que  se  funda  en  la  falta 
de  representación  en  dichos  juicios  (art.  1969,  Cód.  Civ.). — 
T.  80,  p.  329. 

3. — Es  improcedente  el   recurso  de  rescisión  cuando  consta 

(a)  Número  7,  pág.  182. 
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que  el  ejecutado  ha  sido  notificado  personalmente  del  em- 
plazamiento, y  no  se  alega  enfermedad  grave  ú  otro  acci- 
dente semejante  que  le  hubiera  impedido  comparecer  (ar- 
tículo 194,  Ley  Proc.  ;  agosto  22  de  1901,  Banco  Nacional 
V.  Villalba). 

RESPONSABILIDAD. 

Véase  :  Daños  y  perjuicios 
Los  actos  que  importan  el  ejercicio  de  un  derecho,  no  pueden 
traer  responsabilidades.  — T.  80,  p.  157. 

RESPONSABILIDAD  CrVTL. 
Consentida  por  el  ministerio  público  y  por  el  acusado,  la  sen- 
tencia que  impone  á  éste  un  año  de  arresto,  tío  puede  poner- 
se en  cuestión  su  responsabilidad  civil  con  el  carácter  de 
solidaria  con  elcoprocesado,  hasta  aquella  suma  que  ha  mo- 
tivado su  condena  (art.  1081,  Cód.  Civ.;  octubre  2  de  1900, 
causa  V.  Shaw  y  otro). 

RESTITUCIÓN. 
La  apropiación  y  uso  ilegítimo  de  ia  cosa  ajena,  impone  el  de- 
ber de  restituir  la  cosa  al  estado  en  que  se  encontraba  ante- 
riormente y  de  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  (art.  1077, 
2435,  2503,  2800,  2803  y  2805,  Cód.  Civ.;  agosto  U  de  1900, 
Reta  V.  Ferrocarril  Trasandino). 

RETARDADA  JUSTICIA  (RECURSO  DE). 

1.  —  En  las  causas  criminales  no  puede  deducirse  el  recurso 
por  retardo  de  justicia,  si  previamente  no  se  ha  requerido  al 
juez  para  el  despacho  del  proceso  (art.  517,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  77,  p.  252. 

2.  —  Debe  rechazarse  el  recurso  de  retardada  justicia,  que  se 
instruye  sin  la  copia  certificada  prescripta  por  el  artículo 
544,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal.  (Marzo  23  de 
1901,  causa  de  Celestino  Cremer.) 

3.  —  El  recurso  de  queja  por  retardo  de  justicia  deducido  sin 
la  copia  certificada  del  escrito  en  que  se  hubiese  requerido 
el  despacho,  debe  ser  rechazado  (art.  517  y  544,  Cód.  Proc/ 
Crim.;  octubre  15  de  1901,  causa  v.  Godoy). 


—  613  —  ¡3íET 

4.  —  Debe  rechazarse  el  recurso  por  retardo  de  justicia,  que  no 
se  presenta  con  los  recaudos  señalados  en  el  artículo  544, 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal.  (Noviembre  14  de 
1901,  causa  v.  Espinosa). 

RETENCIÓN  (DERECHO  DE) 
1.  —  Conservando  el  ocupante  la  tBnencia  de  la  cosa,  carece 
de  aplicación  el  artículo  3954,  Código  Civil,  invocado  para 
retenerla  por  razón  de  mejoras  que  sostiene  haber  realizado. 
—  T.  79,p.  13. 

5.  — No  siendo  justificadas  las  sumas  por  las  cuales  se  pre- 
tende el  derecho  de  retención,  no  hay  para  qué  resolver  so- 
bre éste  con  respecto  á  dichas  sumas.  (Junio  28  de  1900, 
Ocantos  v.  Raífo). 

RETRACTACIÓN. 

Véase :   Donación  (promesa  de) 

RETROACTIVIDAD. 

Véase  .^Reincidencia 
El  principio  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  no  es  aplica- 
ble á  las  de  competencia  y  procedimientos,  por  ser  de  orden 
público  y  tendentes,  en  lo  queá  causas  crimínales  se  refiere, 
á  obtener  una  aplicación  más  exacta  y  equitativa  de  la  ley  pe- 
nal, y  porque  no  hay  derechos  adquiridos  á  que  los  juicios  se 
tramiten  ante  un  juez  y  con  arreglo  á  formalidades  determi- 
nadas, siempre  que  no  concurran  los  casos  prohibidos  por 
el  artículo  18,  Constitución  nacional,  ni  se  deje  sin  efecto  lo 
actuado  de  conformidad  á  las  leyes  anteriores.  En  consecu- 
cia,  y  habiendo  la  ley  4055,  de  11  de  enero  de  1902,  atri- 
buido al  conocimiento  de  las  cámaras  federales,  los  recursos 
contra  las  sentencias  de  losjueces  letrados  de  ios  territorios 
nacionales  en  causas  criminales  del  fuero  común,  los  juicios 
de  esta  naturaleza  pendientes  en  la  Cámara  Comercial,  Cri- 
minal y  Correccional  de  la  Capital  de  la  República,  deben 
pasar  á  aquéllas.  (Lo  contrario,  importaría  privar  á  los  pro- 
cesados de  la  tercera  instancia  que  autoriza  el  artículo  3"", 
inciso  5''  de  la  ley  citada.  El  artículo  34  de  ésta,  confirmando 
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la  regla  de  la  retroactividad,  no  ha  hecho  más  que  restrin- 
girla, estableciendo  que  ella  se  produzca  respecto  de  cier- 
tas causas,  cuando  lleguen  al  estado  de  sentencia,  y  exclu- 
yendo de  la  misma,  otras  en  diversas  condiciones.   De  los 
términos  se  deduzcan^  se  susciten,  empleados  en  los  artículos 
17,  inciso  2^  y  19,  no  puede  inferirse  que  la  mente  del  legis- 
lador haya  sido  la  de  excluir  de  la  acción  de  la  nueva  ley, 
los  casos  pendientes^  pues  tales  conclusiones  no  estarían  de 
I        acuerdo  con  los  precedentes  legislativos  en  la  materia,  según 
los  cuales,  cuando  el  legislador  ha  querido  que  las  nuevas 
leyes  de  procedimientos  y  competencia  no  rigieran  en  los 
casos  anteriores  á  ellas,  lo  ha  consignado  expresamente  (ar- 
tículo 22,  ley  de  jurisdicción  ;  articulo  1%  ley  927;  artículo  1», 
ley  3367),  fuera  de  que  una  jurisprudencia  constante,  en 
los  casos  de  silencio  de  la  ley,   tiene  establecido  que  sus 
disposiciones  se  apliquen  á  los  asuntos  pendientes,  distribu- 
yéndose éstos  con  sujeción  á  las  nuevas  reglas  de  jurisdic- 
ción. (Junio  21  de  1902.  Contienda  de  competencia  entre  la 
Cámara  federal  de  La  Plata  y  la  Cámara  comercial,  criminal 
y  correccional  de  la  Capital  de  la  República,  en  la  causa  por 
homicidio,  v.  Valdez,  Pereyra  y  Salazar)  (a). 

REV0CABIJE3. 

Véase:  Abogado 
BEVOCATORIA. 

Véase  :  Apelación 

1.  —  El  auto  resolviendo  un  incidente  de  personería,  no  es  su- 
jeto de  revocatoria.  —  T.  80,  p.  5. 

2.  —  No  es  susceptible  de  revocatoria  el  auto  de  la  Suprema 
Corte  declarando  mal  concedido  el  recurso  de  apelación. 
(Junio  9  de  1900,  Banco  de  la  Nación  v.  Bajol). 

REVISIÓN  (RECURSO  DE) 
1.  —  Si  el  condenado   presenta  un  documento  decisivo  igno- 

p,  4da 

p.  94 

{Digesto, 

p.  144  y  149). 
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rado  antes,  debe  dejarse  sin  efecto  la  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  é  instruirse  de  nuevo  la  causa 
(art.  551,  553  y  554,  Cód.  Proc.  Crim.).— T.  65,  p.  <<9. 

2.  —  No  procede  el  recurso  de  revisión  de  sentencias  pasadas 
en  cosa  juzgada,  si  no  se  verifica  ninguno  de  los  casos  pre- 
vistos por  el  artículo  554,  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminales.  (El  condenado  dedujo  recurso  de  revisión  soste- 
niendo que  debió  aplicársele  el  Código  Penal  y  no  la  Ley 
Penal  de  1863).  —  T.  65,  p.  399. 

3. —No  pueden  reverse  sentencias  pronunciadas  en  revisión. 

—  T.  66,  p.  50. 

4. —  No  procede  el  recurso  de  revisión  contra  las  sentencias 
de  la  Suprema  Corte,  dictadas  como  tribunal  de  apelación. 

—  T.  66,  p.  322. 

5.  — Es  improcedente  el  recurso  de  revisión  fundado  en  los  in- 
cisos 2°  y  5<*  del  artículo  241,  Ley  de  Procedimientos,  y  en  el 
inciso  3o  del  articulo  551,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal, cuando  no  se  trata  de  una  causa  de  jurisdicción  origi- 
naria de  la  Suprema  Corte,  y  no  se  verifican  los  casos  previs- 
tos en  el  inciso  3°  del  artículo  551  citado.  —  T.  68,   p.    177. 

6. — No  procede  el  recurso  de  revisión  interpuesto  en  virtud 
del  inciso  3^  artículo  551,  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  si  los  hechos  en  que  se  funda  no  revisten  los  re- 
quisitos exigidos  en  dicho  inciso  3<».  —  T.  69,  p.  35. 

7.  —  El  recurso  de  revisión  previsto  por  el  artículo  241,  inciso 
3**,  Ley  de  Procedimientos,  no  procede  si  los  documentos  á 
que  éste  se  refiere,  no  versan  sobre  el  punto  que  ha  sido 
objeto  de  la  sentencia.  (Mayo  10  de  1900,  Banco  provincial 
de  Saínta  Fe   v.  Martínez  Furque  y  Provincia  de  Santa  Fe. 

8.  —  £1  recurso  de  revisión  no  corresponde  en  las  causas  civiles 
que  no  sean  de  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte 
(art.  7,  inc.  3*,  Ley  16  de  octubre  de  1862;  art.  241,  Ley  de 
Procedimientos;   septiembre  1  o  de  1900,  Otero  v.  Aguirre.) 

9.  —  No  procede  el  recurso  de  revisión  contra  la  sentencia  de 
remate  recaída  en  el  juicio  de  apremio  por  cobro  de  multa, 
impuesta  por  infracción  á  la  ley  de  impuestos  internos,  pues 
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es  de  derecho,  que  el  procedimiento  de  apremio  como  e) 
ejecutivo,  permite  la  promoción  del  juicio  ordinario  ulte- 
rior y  respectivo  (art.  278  y  320,  Ley  Proc. ;  art.  551,  Cód. 
Proc.  Crim ;  septiembre  29  de  1900,  recurso  de  Aphessetche). 

10.  —  No  procede  el  recurso  de  revisión  contra  las  sentencias 
de  la  Suprema  Corte  dictadas  en  causas  civiles  y  en  grado 
de  apelación  (art.  7,  inc.  3*",  ley  16  de  octubre  de  1862;  agosto 
3  de  1901,  Achával  v.  Lagar  y  otros;  agosto  17  de  1901,  Griet 
V.  Banco  Nacional  y  Lacroix). 

11.  — El  conocimiento  del  recurso  de  revisión  contra  las  sen- 
tencias pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  corresponde  á 
la  Suprema  Corte  (art.  553,  Cód.  Proc.  Crim.)  y  no  estando 
comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del  articulo  551,  Có- 
digo citado,  debe  ser  rechazado.  (Septiembre  26  de  1901, 
causa  V.  Márquez.) 

12.  —  Es  procedente  el  recurso  de  revisión  si  el  condenado 
hallase  documentos  decisivos  ignorados,  ó  extraviados  ó  de- 
tenidos por  fueraa  mayor;  y  en  tal  caso  debe  dejarse  sin 
efecto  la  sentencia  y  disponer  que  se  instruya  de  nuevo  la 
causa  (art.  551,  inc.  3»,  y  554,  Cód.  Proc.  Crim.;  noviembre 
7  de  1901,  causa  v.  Acosta). 

13.  —  Si  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda,  se  ha  admitido  en  cuanto  á  uno  de  los  dos  ca- 
pUulos  que  forman  ésta,  y  el  pleito  se  ha  trabado  únicamente 
sobre  el  otro,  por  no  haber  sido  aquella  subsanada  ulterior- 
mente, no  procede  recurso  de  revisión  fundado  en  el  articulo 
241,  inc.  2®,  Ley  Proc,  déla  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
por  no  haber  resuelto  los  dos  capítulos  expresados.  (Junio  5 
de  1902,  Bialet  Massé  v.  Provincia  de  Córdoba.) 

14. —  Es  improcedente  el  recurso  de  revisión  deducido  bajo  la 
pretensión  de  que  la  ley  número  3972,  ha  disminuido  la  pena 
pecuniaria  aplicable  á  los  delitos  de  circulación  y  falsificación 
de  moneda;  y  si  el  recurrente  sostiene  que  ha  cumplido  la 
condena  contra  él  impuesta,  tal  hecho  no  puede  dar  lugar 
para  la  revisión  de  la  sentencia,  porque  no  se  trata  de  intro- 
ducir modificaciones  en  ésta,  sino  simplemente  de  su  ejecu- 
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ción   (art.  551,  inc.  4°,  Cód.  Proc.  Crim. ;  junio  5  de  1902, 
recurso  de  Chuburri). 

ROBO. 

1.  —  Los  reos  de  robo  á  mano  armada»  y  en  paraje  que  hace 
casi  imposible  todo  au^LÍlio  efícaz,  son  pasibles  de  la  pena  de 
seis  años  de  presidio  (art.   188,  Cód.  Pen.).  —  T.  63,  p.  439. 

2.  —  El  robo  de  caudales  públicos  perpetrados  por  un  emplea- 
do nacional  en  ejercicio  de  sus  funciones,  hace  pasible  al 
reo  de  la  pena  de  cinco  años  de  trabajos  forzados  (art.  80, 
Ley  Penal,  que  rige  el  caso,  sin  poder  invocarse,  como  ley 
posterior  y  más  benigna,  el  Código  Penal,  dada  la  naturaleza 
del  delito,  sujeto  á  una  legislación  especial  no  derogada  por 
dicho  código).  —  T,  68,  p.  150. 

3.  —  No  infiere  agravio  la  sentencia  que  condena  á  cinco  años 
de  presidio  al  reo  del  delito  de  robo  consumado,  previsto  y 
penado  por  el  artículo  190,  inciso  3°,  Código  Penal,  no  obs- 
tante el  valor  considerable  de  la  suma  robada  y  la  existencia 
de  circunstancias  agravantes  mencionadas  en  la  misma  sen- 
tencia.—T.  69,  p.  337. 

4.  —  El  delito  de  robo  de  mercaderías  de  los  depósitos  fiscales, 
está  previsto  por  el  artículo  81,  Ley  Penal.  —  T.  71,  p.  252. 

5.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  que  impone  al  autor  del 
delito  de  robo  con  asalto,  el  mínimum  de  la  pena  establecida 
por  el  artículo  189,  inciso  1°,  Código  Penal.  — T.  73.  p.  406. 
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SALARIOS. 

1 .  —  Siendo  solidaria  la  deuda  por  aprovisionamiento  y  sala- 
rios de  un  buque  contra  sus  propietarios  y  socios,  la  senten- 
cia que  los  condena  al  pago,  puede  ejecutarse  contra  todos 
conjuntamente  ó  contra  cualquiera  de  ellos  (art.  301,  Cód. 
Com.;  art.  705,  Cód.  Civ.).  —  T.  73,  p.  259. 

2.  —  El  capitán,  ai'in  separado  con  justa  causa,  tiene  derecho 
á  los  sueldos  convenidos  y  ya  devengados ;  y  debe  mandár- 
sele abonar  los  que  resulten  adeudados  (art.  4050,  Cód.  Com. 
ant;  noviembre  19  de  1901,  Calcdgno  v.  Guastavino). 

SALAHIO  DE  ASISTENCIA. 

Véase  :  Embargo  preventivo 
SALVAMENTO. 

Véase  :    Competencia 

El  hecho  de  que  el  buque  que  se  dice  salvado  venia  conducido 
á  remolque,  cuando  á  pedido  del  capitán  el  buque  remolca- 
dor fué  reemplazado  por  el  de  la  propiedad  de  los  deman* 
dantes,  basta  para  demostrar  que  no  se  trata  de  un  caso  de 
salvamento,  sino  de  la  prestación  de  un  servicio  consistente 
en  remolcar  y  conducirá  su  destino  el  buque  á  que  se  aplicó 
el  servicio  (art.  1305,  Cód.  Com.).  —  T.  82,  p.  169. 

SEGUNDA  INSTANCIA. 

Véase  :  Personería;  Prueba 
El  apelante  no  puede  en  segunda  instancia,  poner  en  cuestión 
la  obligación  de  pagar  los  honorarios  que  le  reclama  el  de- 
mandante, cuando  esa  obligación  ha  sido  reconocida  (art.  13 
Ley  Proc;  Ley  3,  tít.  10,  part.  3«).  —  T.  70,  p.155. 
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SEGURO. 

1.  —  El  asegurador  no  es  responsable  de  la  pérdida  de  la  mer- 
caderías aseguradas^  que  han  sido  trasladadas  por  el  asegu- 
rado del  vapor  en  que  se  encontraban,  á  una  lancha  de  pe- 
queño tonelaje,  y  que  zozobró  á  consecuencia  del  peso  de 
aquellas,  excesiva  para  esa  embarcación.  (Marzo  30  de  4901 , 
Crespo  Bru  v.  La  Inmobiliaria). 

2.  —  Con  arreglo  al  art.  1230,  Cód.  Com.,  el  asegurado  debe 
acreditar  no  sólo  la  celebración  del  contrato  sino  también  el 
embarque  de  los  efectos  asegurados,  y  no  resultando  que  éste 
se  haya  verificado,  debe  rechazarse  la  acción  por  cobro  del 
valor  del  seguro.  (Julio  2  de  1901,  Da  Silva  v.  Commercial 
Union  Asurance  Company.) 

SENTENCIA  (a). 

Véase  :   Nulidad  (recurso  dé) 
i .  —  Debe  confirmarse  Ta  sentencia  contra    la  cual   no  se  de- 
muestra que  no  haya  consultado  en  justicia,  los  derechos  de 
las  partes.  —  T.  64,  p.  96. 

2.  —  La  aceptación  por  el  juez  de  los  fundamentos  del  escrito 
de  la  parte,  basados  en  disposiciones  legales,  importa  fun- 
dar en  éstos  el  auto  que  las  acepta .  —  T.  65,  p.  74. 

3.  —  La  sentencia  que  no  ha  resuelto  sobre  el  pago  de  frutos 
pedido  en  la  demanda,  puede  ser  aclarada  ó  adicionada, 
haciendo  la  declaración  correspondiente  (art.  232,  Ley  Proc; 
Ley  3,  tít.  22,  part.  3*).  —  T.  65,  p.  286. 

4.  —  Trabado  el  pleito  sobre  la  materia  de  la  demanda,  la  re- 
solución no  puede  recaer  sino  sobre  lo  deducido  en  ella  y  en 
la  respuesta,  sin  poderse  tomar  en  consideración  otras  cau- 
sas de  obligación  que  se  hagan  valer  posteriormente,  y  que 
no  fueron  materia  de  discusión  y  de  juicio  en  1*  instancia, 
(art.  13,  Ley  Proc;  Ley  3,  tit.  10,  part.  3»).  —  T.  66,  p.  425. 

5.  —  La  ampliación  de  costas  y  daños  y  perjuicios,  pedida  fue- 
ra del  término  señalado  por  la  ley  3,  tit.  22,  part.  3»,  debe 
ser  rechazada,  máxime  cuando  esas  condenaciones  no  han 

(a)  Sus  formas,  puntos  que  debe  comprender  y  resolver,  adición  y  confirmación. 
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sido  solicitadas  oportunamente  por  la  parte.  —  T.  70,  p.  260% 

6.  —  No  procede  juzgar  de  lo  que  no  ha  sido  materia  de  la  litis 
contestación  (art.  13,  Ley  Proc;  Ley  3,  tit.  10,  part.  3»).  — 
T.76,  p.  216. 

7.  — El  auto  que  responde  substancialmente  ala  ejecución  de  la 
sentencia,  debe  ser  confirmado.  —  T.  76,  p.  311. 

8.  — Los  jueces  deben  observaren  sus  sentencias,  loprescrip- 
to  en  el  artículo  495,  Cod.  Proc.   Crim.  —  T.  76,  p.  325. 

9. — La  sentencia  no  debe  resolver  sobre  lo  que  no  ha  sido 
materia  de  peticiones  (art.  13,  Ley  Proc).  —  T.  78,  p.  164. 

10.  —  La  sentencia  que  al  fallar  sobre  la  acción  deducida  en  la 
demanda^  resuelve  puntos  que  no  han  sido  materia  de  la 
litis  contestación,  debe  declararse  sin  efecto  en  cuanto  á 
este  último.  —  T.  80,  p.  193. 

11.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  en  cuanto  importa  decla- 
rar que  debe  cumplirse  la  cosa  juagada.  — T.  80,  p.  397. 

12.  —  La  sentencia  condenando  al  pago  de  daños  y  perjuicios 
por  falta  de  escrituración  de  una  donación^  no  guarda  la 
conformidad  indispensable  con  la  demanda  deducida  sobre 
dicha  escrituración  (arl.  13,  Ley  Proc).  —  T.  81,  p.  426. 

13.  —  Para  la  resolución  del  pleito,  debe  tomarse  la  causa  tal 
como  se  planteó  en  la  demanda  y  en  la  respuesta,  y  elimi- 
narse las  cuestiones  nuevas  que  se  promuevan  en  la  expre- 
sión de  agravios  contradictoriamente  á  esas  bases  (art.  13, 
Ley  Proc;  Ley  3,  lít.  10,  part.  3';  agosto  18  de  1900,  Mon- 
tilla  v.  Hileret). 

14.  —  No  causa  agravio  y  debe  ser  confirmada,  la  sentencia 
que  ordena  a)  demandado  proseguir  lo  que  manifiesta  estar 
haciendo  y  reconoce  deber  efectuarlo.  (Noviembre  3  de  1900, 
Viaggio  V.  Rojas.) 

15.  ~  Resultando  de  los  términos  de  la  demanda  y  respuesta, 
que  existe  conformidad  de  partes  respecto  del  cumplimiento 
del  contrato  que  se  pide  en  la  primera,  la  sentencia  debe  or- 
denar ese  cumplimiento  (art.  13,  Ley  Proc;  marzo  14  de 
1901,  Bouza  V.  Fernández). 

16.  —  Debe  confirmarse  la  sentencia  que  ordena  el  restable- 
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cimiento  de  la  demarcación  de  una  línea,  de  acuerdo  con  el 
fallo  de  la  Suprema  Corte.  (Noviembre  23 de  1901 ,  Rodríguez 
del  Busto  V.  Gartland.) 
17.  —  Debe  dejarse  sin  efecto  la  parte  de  la  sentencia  que  con- 
dena á  pagar  una  cantidad  que  no  ba  sido  pedida  (art. 
13,  Ley  Proc.;  Ley  3,  tít.  10^  part.  3«;  diciembre  7  de  1901, 
Gillermon  v.  Grumbach). 

SERVICIO. 

Véase  :  Locación  de  obras 

1 .  —  Corresponde  al  juez  la  estimación  de  los  servicios  pres- 
tados, cuando  en  ellos  domina  el  carácter  de  gestión  judicial . 
—  T.  66.  p.  205. 

2.  —  Estando  reconocido  el  valor  pecuniario  de  los  servicios 
prestados,  no  es  necesario  recurrir  á  la  apreciación  pericial 
para  la  fijación  de  su  importe.  —  T.  70,  p.  143. 


SERVICIO  MTTiTTAR  (a). 
Véase  :  Habeos  corpus;  Justicia  federal;  Prisión  preventiva  (6) 

Sumario : 
Apelacióo,  23. 
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Casados,  4. 
Competencia,  31. 
Enfermedad,  1,  5,  15  y  18. 
Falta  de.  1,  2,  3,  6,  7, 12,  13,  14, 

15, 16.  18,  24,  26,  28,  30. 
Ignorancia,  17. 
Inscripción  anterior,  33. 
Omisión  de  la  autoridad,  7  y  14, 
Pase,  25,  29. 
Prescripción,  32. 
Prueba,   1,  5,  6,  8,  9,  10,  11,  16, 

19  y  28. 
Soldados,  20  y  27. 
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Autoridades  provinciales,  34. 

Casados,  40. 

Citoción,  42,  46,  50,  54  y  55, 

Deserción,  37. 

Exceptuados,  36,  43,  45. 

Error  de  inscripción,  4],  47. 

Inasistencia,  35,   38,  42,  43,  44, 

46,  48,  50  á  53,  57. 
Prueba.  49,  52,  53  y  57. 
Reglamentación,  39. 
Suplentea,  54  á  56. 


(a)  No  obstante  que  la  ley  n**  4031,  de  6  de  diciembre  de  1901,  ha  modificado 
las  reglas  del  servicio  militar,  muchos  de  los  principios  establecidos  por  la 
Suprema  Corte  interpretando  la  ley  anterior,  número  3318,  serán  de  aplicación 
para  la  nueva  ley. 

(6)  N°  18. 
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Abandono  del  marido,  64, 65,  66, 
113. 

Apelación,  67,  68,  69. 

Goropetencia,  70,  71. 

Cosa  juzgada,  73. 

Defecto  físico,  73, 74«  75. 

Empleado  de  correo,  76. 

Enfermedad,  77,  á  83. 

Hijo  natural,  84  á  89. 

Hijo  que  atiende  á  la  subsistencia 
de  madre  viuda  ó  padre  septua- 
genario ó  impedido,  90  á  111. 


Hijo  único  de  madre  viuda,  112  á 

116. 
Juntas,  117,  118. 
Maestro  de  escuela,  119. 
Nieto,  120. 

Practicantes,  L21  á  132. 
Prueba,  133. 
Segundas  nupcias,  65. 
Subsistencia  de  padre  ó  madre, 
90  á  111. 
Prisión  preventiva,  58  á  63. 
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1 .  Enrolamiento,  r-  No  incurre  en  pena  el  que  produce  prueba 
de  haber  estado  enfermo  en  cama,  durante  el  tiempo  del 
enrolamiento.  —  T.  63,  p.  29. 

S.  —  El  infractor  de  la  ley  de  enrolamiento,  debe  ser  condenado 
á  un  año  de  servicio  en  el  ejército  permanente  con  descuento 
de  la  prisión  preventiva  sufrida  (art.  35,  Ley  3318).  —  T.  63, 
p.35;  t.  64,  p.  415;  t.  65,  p.  151,  215  y  219;  t,  68,  p.  222; 
t.  69,  p.  390;  t.  71,  p.  249;  t.  77,  p.  53  y  203;  t.  80,  p.  366 ; 
abril  28  de  1900,  causa  v.  Maisonave;  junio  5  de  1900,  causa 
V.  Cabral;  julio  24  de  1900,.  causa  v.  Barragán;  agosto  18  de 
1900,  causav.  Pintos; diciembre 26 de  1901,  causa  v.  Garrido. 

3.  —  Si  del  informe  de  la  comandancia  militar  resulta  que  la 
falta  de  enrolamiento  no  es  imputable  al  procesado,  debe 
sobreseerse  definitivamente  en  la  causa.  —  T.  64,  p.  60. 

4.  —  Los  ciudadanos  casados,  de  18  á  30  años^  tienen  derecho 
á  ser  inscriptos  en  la  reserva  de  la  guardia  nacional  (art.  19, 
20,  43,  44  y  47,  Ley  3318).  —  T.  64,  p.  63. 

5.  —  Probada  la  infracción  de  la  ley  de  enrolamiento,  al  acu- 
sado que  invoca  la  causa  de  enfermedad,  corresponde  pro- 
bar la  verdad,  y  no  al  acusador  probar  su  falsedad  (art.  35  y 
36,  Ley  3318:  art.  318,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  64,  p.  243. 

6.  —  El  infractor  á  la  ley  de  enrolamiento  en  la  guardia  na- 
cional, que  no  ha  probado  excusa  legitima,  incurre  en  la 
pena  de  servicio  por  un  año  en  el  ejército  permanente  (art. 
35  y  36,  Ley  3318).  —  T.  64,  p.  356. 
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7.  —  No  puede  ser  considerado  como  infractor  de  la  ley  de 
enrolamiento,  el  ciudadano  que  ha  ocurrido  en  tiempo  á  la 
comandancia  militar  y  no  ha  podido  ser  enrolado  por  falta  de 
las  papeletas  impresas,  requeridas  por  la  ley.  —  T.  65,  p.  34. 

8.  —  El  procesado  por  infracción  á  la  ley  de  enrolamiento,  está 
obligado  á  probar  sus  excepciones,  y  no  haciéndolo,  sufre  la 
pena  de  un  año  de  servicio  militar,  descontándose  el  tiempo 
de  prisión  sufrida  (art.  36,  Ley  3318.  No  es  imputable  al 
procesado  la  demora  en  la  substanciación  de  la  causa).  —  T. 
65,  p.  94. 

9.  —  La  prueba  de  ser  extranjero  y  de  hallarse  como  tal, 
comprendido  en  las  excepciones  de  la  ley  de  enrolamiento, 
incumbe  al  procesado  (art.  36,  Ley  3348).  —  T.  65, 
p.    400. 

10.  —  El  procesado  por  infracción  á  la  ley  de  enrolamiento 
está  obligado  á  probar  sus  excepciones;  y  no  haciéndolo 
sufre  la  pena  de  un  año  de  servicio  militar,  descontándose 
de  él,  el  tiempo  de  prisión  sufrida  (art.  35  y  36,  Ley  3348). 
—  T.  65,  p.  440. 

44.  —  Los  infractores  á  la  ley  de  enrolamiento,  que  no  han 
probado  sus  excepciones,  deben  ser  condenados  á  la  pena 
de  servicio  militar  por  un  año,  descontando  el  tiempo  de 
prisión  sufrida,  á  razón  de  un  día  de  servicio  por  cada  uno 
de  prisión.  —  T.  65,  p.  394. 

42.  —  Resultando  la  inculpabilidad  del  procesado  por  infrac- 
ción á  la  ley  de  enrolamiento,  debe  absolvérsele  de  la  acu- 
sación. —  T.  65,  p.  268. 

43.  —  Probada  la  falta  de  enrolamiento,  procede  la  aplicación 
de  la  pena  establecida  por  el  articulo  35  de  la  ley  número 
33f8.  —  T.  66,  p.  45. 

44.  —  Resultando  del  informe  del  encargado  del  enrolamiento, 
que  el  procesado  ocurrió  á  enrolarse  y  que  la  omisión  de  la 
inscripción  fué  debida  á  un  olvido  de  aquél,  procede  la  ab- 
solución de  culpa  y  cargo.  —  T.  66,  p.  24. 

45.  —  Debe  absolverse  de  culpa  y  cargo  al  que  no  se  ha  en- 
rolado por  razón  de  defecto  físico,  que  funde  la  excepción 
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absoluta  establecida  en  el  articulo  25  de  la  ley  de  la  ma- 
teria. —  T.  66,  p.  97. 

1 6.  —  Los  infractores  á  la  ley  de  enrolamiento,  que  no  han 
probado  excepción  legítima,  incurren  en  la  pena  de  un  año 
de  servicio  militar,  con  descuento  del  tiempo  de  detención 
sufrida  (art.  35,  Ley  3318).  —  T.  66,  p.  260. 

n.  —  La  ignorancia  de  la  ley,  no  es  excepción  admisible.  — 
T.  69,  p.  120. 

18.  —  Debe  absolverse  al  procesado  por  infracción  á  la  ley  de 
enrolamiento,  que  por  razón  de  enfermedad  comprobada, 
está  inhabilitado  para  el  servicio  militar,  del  que  está  excep- 
tuado (art.  25,  Ley  3318).  —  T.  77,  p.  280. 

19.  --  No  corresponde  imposición  de  pena  por  infracción  á  la 
ley  de  enrolamiento,  si  resulta  que  el  procesado  se  ha  presen- 
tado á  la  autoridad  militar,  para  ser  inscripto  en  el  registro 
de  la  guardia  nacional,  dentro  del  año  de  haber  cumplido  la 
edad  de  18  años  (art.  17  y  40,  Ley  3318).  —  T.  77,  p.  306. 

20.  —  El  servicio  en  el  ejército  permanente  no  es  causa  que 
exima  al  ciudadano  argentino  del  deber  de  enrolarse  en  la 
guardia  nacional,  sino  mientras  dure  el  servicio;  y  si  cesado 
éste,  no  se  ha  inscripto  debe  ser  castigado  con  la  pena  del 
artículo  35,  ley  3318  (art.  15  y  18,  de  la  misma  ley).  —  T.  82, 
p.  102. 

21.  —  Demostrado  el  hecho  del  enrolamiento,  aunque  éste  se 
haya  verificado  bajo  otro  nombre  supuesto,  no  existe  la  in- 
fracción que  hace  pasible  al  autor,  de  la  pena  de  la  ley  de  la 
materia.  (Marzo  20  de  1900,  causa  de  M.  Alvarez.) 

22.  —  El  ciudadano  que,  si  bien  acudió  á  enrolarse  y  no  lo 
hizo  por  habérsele  exigido  los  comprobantes  que  acrediten 
su  edad,  y  no  vuelve  más  haciendo  así  abandono  del  cum- 
plimiento de  sus  deberes,  es  pasible  de  la  pena  señalada  en 
el  artículo  35,  ley  3318.  (Diciembre  20  de  1900,  causa  v. 
Martínez.) 

23.  —  En  las  causas  por  falta  de  enrolamiento,  la  apelación 
debe  concederse  en  relación.  (Septiembre  lo  de  1900,  causa 
Montero  Ortiz.) 
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$4.  —  El  ciudadano  mayor  de  48  años  que  no  se  ha  enrolado 
en  la  guardia  nacional,  debe  ser  castigado  con  la  pena  seña- 
lada en  el  articulo  35,  Ley  3318.  (Octubre  23  de  4900,  causa 
V.  Samaniego;  noviembre  8  de  1900,  causa  v.  Ortiz). 

25.  —  El  ciudadano  que,  inscripto  en  un  distrito,  ha  pedido  5 
obtenido  el  pase  para  otro^  y  no  ha  dado  en  éste,  el  aviso 
correspondiente  de  su  domicilio  á  objeto  de  la  nueva  inscrip- 
ción, debe  ser  considerado  como  infractor  al  art.  35,  Ley 
3318,  y  condenado  á  la  pena  que  él  señala.  (Noviembre  17' 
de  1900,  causa  v.  Puñal). 

26.  —  No  probado  el  enrolamiento  en  la  guardia  nacional,  debe 
imponerse  la  pena  señalada  en  el  art.  35,  Ley  331 8.  (Noviem- 
bre 3  de  1900,  causa  v.  Rodríguez.) 

27.  —  Debe  ser  absuelto  de  la  infracción  á  la  ley  de  enrola- 
miento, el  ciudadano  que  habiendo  estado  al  servicio  de  la 
marina  de  guerra,  es  acusado  de  aquella  á  los  cinco  días  de 
haber  sido  dado  de  baja  (art.  19  y  35,  Ley  3318;  agosto  24 
de  1901,  causa  de  M.  González). 

28.  —  Justificada  la  falta  de  enrolamiento  y  no  habiéndose 
alegado  e^LCUsa  alguna,  debe  el  procesado  ser  condenado  á 
un  año  de  servicio  militar,  con  descuento  del  tiempo  de  pri- 
sión (art.  35,  Ley  3318;  octubre  17  de  1901,  causa  v.  Na- 
varro). 

29.  ^—  El  ciudadano  que  solicita  el  pase  de  un  distrito  para 
otro,  quedando  anotado  de  baja  en  el  primero,  y  que  no  se 
inscribe  en  el  segundo,  infringe  la  disposición  del  art.  17, 
Ley  3318,  y  debe  ser  condenado  á  un  año  de  servicio  militar 
en  el  ejército  (art.  35  y  42,  ley  citada ;  art.  35,  decreto  regla- 
mentario; octubre  24  de  1901,   causa  v.  Salas). 

30. —  Si  de  las  circunstancias  particulares  de  la  causa  resulta 
que  el  procesado  por  falta  de  enrolamiento,  ha  tratado  de 
cumplir  con  la  obligación  legal,  debe  ser  absuelto.  (Noviem- 
bre 21  de  1901,  causa  v.  Morales). 

-31 .  —  El  juez  federal  no  es  competente  para  conocer  y  rectificar 
errores  en  las  papeletas  de  enrolamiento  (Ley  331 8  y  decreto 
reglamentario).  —  T.  65,  p.  363. 
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32., —  La  prescripción  del  derecho  de  acusar  la  infracción  á  la 
ley  de  enrolamiento,  no  puede  ser  alegada  por  el  ciudadana 
que,  por  su  edad  y  estado,  está  en  el  deber  de  inscribirse,  y 
no  lo  ha  hecho,  resultando  que  esa  infracción  continúa. 
(Noviembre  8  de  4900,  causa  v.  Bijarra). 

33.  —  El  hecho  del  enrolamiento  anterior,  no  quita  el  carácter 
delictuoso  á  la  falta  de  enrolamiento  general  ordenado  por 
decreto  posterior.  —  T.  66,  p.  50  y  63;  t.  69,  p.  380;  t.  77^ 
p.  351. 

34.  Conserípeióii  ó  moTÍIizacióii.  —  Las  autoridades  provin- 
ciales carecen  de  facultad  para  detener  y  someter  á  la  justicia 
federal,  á  los  infractores  de  las  disposiciones  sobre  movili- 
zación de  la  guardia  nacional,  y  lo  obrado,  en  consecuencia^ 
por  el  juez  de  3ección,  debe  declararse  sin  efecto  (art.  4  y  36, 
Ley  3318;  art.  32  y  35,  decreto  reglamentario  de  la  misma). 
—  T.  65,  p.  U3. 

.  —  La  infracción  á  la  ley  de  movilización  de  la  guardia  na- 
cional, es  castigada  con  la  pena  de  dos  años  de  servicio  en 
el  ejército  permanente  con  descuento  de  la  detención  sufri- 
da (art.  U,  Ley  3318).  —  T.  66,  p.  260;  t.  70,  p.  303;  t.  72, 
p.  61  y  98 ;  junio  5  de  1900,  causa  v.  Devicenci;  mayo  4  de 
1904,  causa  v.  Gómez. 

36.  —  El  exceptuado  en  forma  legal  por  i*esolucióu  de  auto- 
ridad competente,  no  puede  ser  obligado  al  servicio  militar 
y  debe  ordenarse  su  baja.  —  T.  76,  p.  303  y  306. 

37.  —  Si  de  los  informes  pedidos  por  la  Suprema  Corte  resulta 
que  el  procesado  formó  parte  de  un  contingente  de  i^uardias 
nacionales  movilizado  y  desertó  de  sus  filas,  debe  dejarse  sin 
efecto  la  sentencia  castigando  la  infracción  á  la  ley-  de  movi- 
lización y  comunicarse  al  Estado  Mayor  del  Ejército.  —  T.  79, 
p.  291  y  314. 

38.  —  En  la  infracción  á  la  ley  sobre  organización  del  ejército, 
debe  absolverse  al  procesado  cuyo  nombre  no  figura  en  la 
lista  de  conscriptos  convocados  para  el  servicio  militar.  — 

.  80,  p.  392. 

39.  —  El  Poder  Ejecutivo  dictando  reglas  para  la  ejecución  de 


—  627  —  SER 

las  leyes  3318  y  3686,  sobre  servicio  militar,  ha  u^ado  de  fa- 
cultades que  le  son  propias  (art.  86,  iuc.  2°,  y  17,  Const.  nac), 
sin  que  haya  alterado  su  espíritu,  la  circunstancia  de  no  dis- 
poner la  convocatoria  de  todos  los  conscriptos  para  que 
presten  simultáneamente  sus  servicios,  desde  que  está  encar- 
f,'ado  de  disponer  de  las  fuerzas  militares  marítimas  y  terres-  ( 

tres  y  correr  con  su  organización  y  distribución  según  las 
necesidades  de  la  nación.  —  T.  81,  p.  281  ;  t.  82,  p.  242. 

40.  —  Los  casados  no  están  en  el  deber  de  prestar  servicio  mi- 
litar en  calidad  de  conscriptos  (art.  20,  Ley  3318;  marzo  31. 
de  1900,  causa  de  Gómez)  (a). 

41.  —  El  ciudadano  inscripto  como  nacido  en  1879,  y  que, 
por  tanto,  no  ha  debido  fígurar  ni  figuró  en  el  sorteo  de  los 
conscriptos  verificado  en  1899,  no  puede  exiipirse  del  servi- 
cio militaren  el  año  1900,  pretendiendo  que  pertenece  á  la 
clase  del  78  y  no  del  79 ;  y  no  procede  el  recurso  deducido  á 
ese  efecto.  (Diciembre  6  de  1900,  causa  v.    Cambiasso.) 

42.  —  El  ciudadano  de  20  años  que  90  ha  concurrido  á  la  con- 
centración ordenada  por  el  Poder  Ejecutivo  debe  ser  casti- 
gado con  dos  años  de  servicio  militar,  sin  que  pueda  alegar  la 
falta  de  citación  personal,  si  resulta  que  se  han  hecho  publi- 
caciones por  los  periódicos  (art.  14,  Ley  3318  ;  diciembre  20 
de  1900,  causa  v.  Díaz). 

43.  —  El  infractor  á  la  movilización  debe  ser  condenado  con 
la  pena  señalada  en  el  artículo  14,  Ley  3318,  aun  cuando 
alegue  estar  exceptuado  del  servicio  si  no  justifica  la  exen- 
ción acordada  por  la  junta  respectiva.  (Noviembre  6  de  1900, 
causa  V.  Aivarez.) 

44.  —  Debe  ser  condenado  á  dos  años  de  servicio  militar  en  el 
ejército,  con  descuento  déla  prisión  preventiva  sufrida,  el 
ciudadano  de  la  clase  de  20  años  que  no  concurre  al  llamado 
que  se  le  hizo  por  haber  resultado  sorteado  (art.  42,  Ley 3318; 
ley  3686,  causa  v.  Mercadal.) 

45.  —  Mientras  no  se  haya  concedido  la  excepción  del  servicio 

(a)  La  ley  4031  ha  derogado  esta  disposición,  estableciendo  una  regla  contraría. 
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militar,  el  ciudadano  á  cuyo  favor  se  pide  no  puede  excusar- 
se del  cumplimiento  de  sus  deberes;  y  si  se  halla  ya  en   los 
buques  de  la  armada,  no  puede  pedirse  su    traslación  á  otro 
lugar,  invocando  la  próxima  partida   y  la  próxima  presenta 
ción  de  la  solicitud.  (Marzo  12  de  1901,  Lavaggi.) 

46.  —  Debe  ser  condenado  á  dos  años  de  servicio  militaren  el 
ejército,  el  conscripto  que  no  acude  á  la  movilización  de  los 
de  su  clase.  La  falta  de  citación  especial,  no  le  excusa,  pues 
bastan  las  publicaciones  hechas  en  los  diarios  y  las  indica- 

I 

ciones  contenidas  en  la  ley   (art.  13,  Ley   3318;    abril  9  de 
1901,  causa  de  Nemesio  Rivero). 

47.  —  £1  ciudadano  inscripto  c9mo  nacido  en  1880,  está  obli- 
gado á  prestar  el  servicio  militar  en  el  contingente  de  ese>ño, 
aún  cuando  resulte  haber  nacido  en  1878,  si  no  figuró  en  el 
sorteo  de  los  de  éste.  (Mayo  4  de  1 901 ,  causa  v.  Nicolás  Funes). 

48. —  El  conscripto  que^  voluntariamente  y  sin  citación,  se  ha 
presentado  para  hacer  el  servicio  militar  dentro  del  año  que 
le  correspondía,  no  puede  ser  considerado  como  infractor  de 
la  ley  respectiva.  (Julio  4  de  1901 ,  causa  de  Palacios  D.) 

49.  —  £1  infractor  á  la  ley  de  movilización,  que  no  justifica 
las  excepciones  alegadas,  debe  ser  castigado  con  la  pena  de 
dos  años  de  servicio  militar  en  el  ejército  permanente,  coa 
descuento  del  tiempo  de  prisión  preventiva  (art.  44,  ley  3318. 
Ley  3948,  agosto  24  de  1901;  causa  v.  L.  Garay). 

50.  —  El  ciudadano  de  20  años  que  no  concurre  á  la  citación 
que  se  le  hizo  para  el  servicio  en  el  ejército,  y  que  resulta 
no  haber  recibido  aquélla  por  haber  infringido  el  artículo 
42  de  la  ley  3318,  debe  ser  castigado  con  la  pena  señalada 
en  el  artículo  14  de]la  misma.  (Septiembre  40  de  1901,  Causa 
V.  Romero.) 

51. — Si  las  circunstancias  particulares  de  la  causa  demues- 
tran que  el  procesado  ha  tratado  de  eludir  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  legales,  y  estando  probada  la  falta  de  pre- 
sentación sin  causa  justificada,  aquél  debe  ser  castigado  con 
tápena  señalada  en  el  artículo  14,  Ley 3318.  (Septiembre  40 
de  1901,  causa  V.  Anteneo.) 
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52.  —  Justificada  la  falta  de  asistencia  á  la  movilización  y  no 
probadas  las  excepciones  alegadas  por  el  procesado,  debe 
aplicársele  la  pena  prevista  por  el  articulo  H,  Ley  331 8.  (Sep- 
tiembre 19  de  1901,  causa  v.  Gandolfo.) 

53.  —  Si  á  consecuencia  de  los  informes  contradictorios  pro- 
ducidos en  la  causa,  no  resulta  suficientemente  acreditada 
la  falta  de  asistencia  á  la  movilización,  el  procesado  debe 
ser  absuelto.  (Octubre  26  de  1901,  causa  v.  Chaves.) 

54.  — El  ciudadano  que  ha  obtenido  bolilla  de  suplente  y  que, 
llegado  el  caso,  no  ha  sido  citado  debidamente  en  ^u  domi- 
cilio, debe  ser  absuelto  de  la  infracción  ala  ley  3318  de 
que  se  le  acusa.  (Noviembre  21  de  1901,  causa  de  Macchí; 
causa  de  Bodaño.) 

55.  —  El  ciudadano  obligado  á  prestar  el  servicio  militar  como 
reemplazante^ que  no  ha  sido  debidamente  citado  parala  cons- 
cripcíión^  en  el  domicilio  consignado  en  el  registro,  debe  ser 
absuelto  de  la  infracción  á  la  ley  3318,  de  que  se  le  acusa  (art. 
13,  Cód.  Proc.  Crim.,  noviembre  21  de  1901,  causa  v.  Eiriz). 

56.  —  El  ciudadano  que  ha  obtenido  en  el  sorteo,  bolilla  de 
reemplazo,  y  no  concurre  á  la  movilización  una  vez  que  ha 
sido  citado,  es  pasible  de  la  pena  señalada  en  el  artículo  13, 
Ley  3318.  (Noviembre  23  de  1901,  causa  v.  Acosta.) 

57.  — El  ciudadano  que  no  ha  comparecido  al  llamado  para  el 
servicio  militar,  no  justificando  la  excepción  invocada,  debe 
ser  castigado  con  la  pena  del  artículo  13,  Ley  3318.  (Di- 
ciembre 19  de  1901,  causa  v.  Echevarría.) 

58.  Prisión  preventiva  (a).  —  El  tiempo  de  prisión  sufrida 
debe  computarse  por  un  tiempo  igual  al  de  servicio  en  el 
ejército  permanente  á  que  se  destina  al  infractor  de  la  ley  de 
la  materia.  —  T.  65,  p.  100. 

59.  —  Debe  darse  por  compurgada  la  pena  de  un  año  de  servi- 
cio en  el  ejército,  \  impuesta  al  infractor  de  la  ley  de  enro- 
lamiento, si  el  tiempo  de  detención  sufrida  excede  de  un 
año.—  T.  65,  p.  153,  206,209,  212,  217,  223,  226. 

(a)  Véase  título  Xm,  ley  4031. 
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60.  —  Del  año  de  servicio  impuesto  como  pena  por  la  infrac- 
ción^á  la  ley  de  enrolamiento,  debe  descontarse  el  tiempo  de 
prisión  sufrida  á  razón  de  un  Hia  de  ésta^  por  uno  de  ser- 
vicio en  el  ejército.  —  T.  65,  p.  203. 

61 .  —  Los  infractores  á  la  ley  de  enrolamiento  deben  sufrir  la 
pena  de  un  año  de  servicio  militar  con  el  descuento  de  la 
prisión  sufrida  á  razón  de  un  dia  de  ésta  por  otro  de  servicio 
en  el  ^ejército.  —  T.  66,  p.  97. 

62. —  La  pena  de  servicio  militaren  el  ejército  permanente, 
impuesta  por  un  año  á  los  infractores  de  la  ley'  de  enrola- 
miento, y  por  dos  años  á  los  infractores  de  la  ley  de  movili- 
zación de  la  guardia  nacional^  debe  ser  disminuida  á  razón 
de  uti  día  de  servicio  por  cada  día  de  prisión  sufrida.  —  T. 
67,  p.  \3\  y  137. 

63.  —  Del  año  do  servicio  militaren  el  ejército  permanente  que 
corresponde  como  pena  de  la  infracción  á  la  ley  de  enrola- 
miento, debe  descontarse  el  tiempo  de  prisión  sufrida  en 
razón  de  un  día  de  prisión  por  cada  día  de  servicio.  (Junio 
16  de  1900,  causa  V..  Machen). 

64.  Excepciones  (a).  —  No  es  caso  de  excepción  del  servicio 
militar,  el  del  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  déla  madre, 
por  haberla  abandonado  su  marido.  —  T.  76,  p.  73. 

65.  —  La  excepción  del  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  de 
la  madre  viuda,  no  comprende  el  caso  en  que  ésta  haya  pa- 
sado á  segundas  nupcias  y  se  halle  abandonada  por  el  ma- 
rido. —  t.  75,  p.  310. 

66.  —  El  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  de  su  madre,  aban- 
donada por  su  esposo,  no  está  exceptuado  del  servicio  mili- 
tar (art.  26,  Ley  3318;  octubre  8  de  1901,  causa  de  González). 

67.  — En  las  apelaciones  de  lo  resuelto  por  las  juntas  de  re- 
clamaciones sobre  excepción  del  servicio  militar,  el  juez  fe- 
deral puede,  antes  de  pronunciarse,  proceder  á  recibir  decla- 
raciones de  testigos  para  mejor  proveer.  —  T.  74,  p.  184. 

68.  —  No  procede  recurso  contra  la  providencia  de  la  junta  que 

(a)  Véase  título  XI,  ley  4031. 
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ordena  el  comparendo  del  padre  para  resolver  si  el  peticio- 
nante está  ó  no  comprendido  en  la  excepción  del  hijo  que 
atiende  á  la  subsistencia  del  padre  impedido.  —  T.80,  p.  32. 

69.  —  No  causa  gravamen  el  auto  que  manda  devolver  los  au- 
tos á  la  junta  de  excepciones,  para  que  proceda  á  conocer  y 
resolver.  (Junio  5  de  1900,  causa  de  DurellL.) 

70.  —  Los  tribunales  federales  no  pueden  conocer  de  los  casos 
de  excepción  del  servicio  militar,  si  la  junta  no  ha  dictado 
resolución  definitiva  al  respecto.  —  T.  79,  p.  210  y  237. 

71:  —  La  justicia  nacional  no  puede  conocer  y  resolver  sobre 
exención  del  servicio  militar  del  que,  estando  incorporado 
en  el  ejército,  ha  desertado  desús  filas.  —  T.  80,  p.  34. 

7í.  —  £1  juicio  sobre  excepción  del  servicio  militar  no  queda 
definitivamente  concluido,  en  el  sentido  de  cerrar  la  puerta 
al  interesado  para  hacer  valer  en  el  futuro  ó  ulteriormente 
los  hechos  que  sirvan  á  acordar  aquella.  —  T.  82,  p.  49. 

73.  —  La  imposibilidad  para  el  servicio  militar,  por  defecto  fí- 
sico, funda  la  excepción  absoluta  establecida  por  la  ley  de 
la  materia,  en  el  artículo  25.  — T.  67,  p.  137. 

74.  —  Resultando  injustificada  la  imposibilidad  física  invocada 
para  la  excepción  del  servicio  militar^  no  debe  concederse. 
—  T.  75,  p.  275. 

75.  —  La  diferencia  de  dos  centímetros  en  el  largo  de  las  pier- 
nas, es  defecto  físico  atendible  á  los  efectos  de  la  exonera- 
ción del  servicio  militar  (art.  26,  Ley  3318;  marzo  17  de 
1900,  causa  de  Caruso). 

76.  —  El  empleado  de  correos  cuyos  servicios  son  indispensa- 
bles, ajuicio  del  Poder  Ejecutivo,  e»tá¡exceptuado  del  servicio 
militar  (art.  26,  Ley  3318;  agosto  3  de  1901,  causa  de  Vélez). 

77.  — Justificada  la  imposibilidad,  por  razones  de  enfermedad, 
para  el  servicio  militar  activo,  debe  concederse  la  excepción 
de  éste  mientras  subsistan  las  causas  que  motivan  aquélla. 
(Mayo  11  de  1901,  causa  de  Coppini.) 

78.  —  Acreditado  por  informe  de  los  médicos  de  los  tribuna- 
les, la  causal  de  enfermedad  invocada,  y  que  esta  es  in- 
compatible con  cualquier  ejercicio  ó  fatiga  de  los  que  son 
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inherentes  al  soldado,  debe  concederse  la  excepción  del 
servicio  militar.  (Mayo  41  de  1901,  causa  de  Olivares.) 

79.  —  Acreditada  la  inutilidad  para  el  servicio  militar  por  razón 
de  enfermedad»  debe  concederse  la  excepción  antorizada  por 
la  ley,  aunque  sea  de  posible  curación  en  un  tiempo  indeter- 
minado más  ó  menos  largo.  (Junio  11  de  1901^  causa  de  José 
D.  Castellanos;  junio  11  de  1901,  causa  de  Juan  A.  Pa- 
rodi.) 

80.  —  Comprobada  la  inutilidad  por  causa  de  enfermedad,  co- 
rresponde la  excepción  del  servicio  militar;  y  no  puede 
impedir  la  concesión  de  ésta,  la  posibilidad  de  que  la  enfer- 
medad  desaparezca  mediante  una  operación  quirúrgica  (art. 
26,  Ley  3318;  agosto  7  de  1900,  causa  de  Porto). 

81.  —  Comprobada  la  inutilidad  para  el  servicio  militar  por 
causa  de  enfermedad,  la  posibilidad  de  su  curación  en  un 
tiempo  más  ó  menos  largo,  no  puede  obstar  á  la  concesión 
de  la  excepción  (art.  26,  Ley  3318;  agosto  7  de  1900,  causa 
de  Zanota). 

82.  —  Si  de  los  informes  médicos  resulta  justificada  la  imposi- 
bilidad actual  para  el  servicio  militar,  debe  concederse  la 
excepción  solicitada,  aunque  la  enfermedad  sea  de  posible 
curación  en  un  tiempo  indeterminado  más  ó  menos  largo. 
(Noviembre  7  de  1901,  causa  de  Pretile.) 

83.  —  Acreditada  la  inutilidad  para  el  servicio  militar  por 
causa  de  enfermedad,  y  aunque  ésta  sea  de  posible  curación 
en  un  tiempo  indeterminado  más  ó  menos  largo,  debe  con- 
cederse la  excepción  que  acuerda  la  ley,  sin  perjuicio  de 
que,  si  la  curación  se  produjese,  pese  sobre  el  exceptuado 
la  obligación  del  servicio.  (Diciembre  11  de  1900,  causa  de 
Badino.) 

84.  —  No  es  caso  de  excepción  para  el  servicio  militar,  el  del 
hijo  natural  que  atiende  á  la  subsistencia  de  la  madre.  —  T. 
76,  p.  61  (a). 


(a)  La  ley  4031  concede  la  excepción  al  hijo  natural  que  se  encuentre  en  la» 
condiciones  que  ella  determina. 
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85.  —  Sí  el  hijo  de  madre  viuda  es  hijo  natural^  no  procede  la 
excepción  del  servicio  militar.  —  T.  76,  p.  423. 

86.  — La  eiencióii  del  servicio  militar  está  limitada  á  los  casos 
expresamente  señalados  por  la  ley^  y  entre  estos  no  está  el 
del  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  déla  madre  que  no  es 
viuda.  —  T.  77,  p.  368. 

87.  —  No  corresponde  la  excepción  concedida  al  hijo  de  ma- 
dre viuda,  que  sea  único  ó  atiende  á  su  subsistencia,  si  la 
madre  es  de  estado  soltera  (art.  26,  Ley  3318).  —  T.  79, 
p.  232, 

88.  —  No  es  caso  de  excepción  del  servicio  militar,  el  del  hijo 
natural  que  atiende  á  la  subsistencia  de  la  madre  viuda. 
(Marzo  11  de  1901^  causa  de  Domínguez  Tomás.) 

89.  —  La  exención  del  servicio  militar  está  limitada  á  los  casos 
señalados  expresamente  por  la  ley^  y  entre  estos  no  está  la 
del  hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  de  la  madre  natural 
(art.  25,  Ley  3318;  agosto  31  de  1901,  causa  de  Várela). 

90.  —  Está  exento  del  servicio  militar  el  hijo  único  de  padre 
viejo  y  enfermo,  que  atiende  á  su  subsistencia.  El  informe 
del  Consejo  de  Higiene,  de  hallarse  el  padre  imposibilitado 
para  el  trabajo  propio  de  su  clase^  justifica  suficientemente 
la  inhabilidad  para  atender  á  su  subsistencia  de  por  sí  (art. 
26,  Ley  3318).  —  T.  64,  p.  444. 

91.  —  El  hijo  que  provee  á  la  subsistencia  de  la  madre  des- 
amparada, está  exceptuado  del  servicio  militar  activo  (art. 
26,  Ley  3318).  —  T.  72,  p.  411. 

92.  —  El  hijo  que  provee  á  la  subsistencia  de  la  madre  viuda, 
está  exceptuado  del  servicio  militar  activo  (art.  26,  Ley 
3318). —  T.  72,  p.  413. 

93.  —  No  probándose  el  impedimento  absoluto  del  padre  para 
proveer  á  su  subsistencia,  no  puede  admitirse  la  excepción 
que  solicita  el  hijo,  fundándose  en  que  es  él  quien  la  atien- 
de (art.  26,  ley  3318).  —  T.  77,  p.  241. 

94.  —  Debe  ser  eximido  del  servicio  militar,  el  hijo  que  atien- 
de á  la  subsistencia  de  la  madre  viuda,  aunque  ésta  tenga 
otros  hijos  (art.  26,  ley  3318).  —  T.  78,  p.  302. 
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95, — No  corresponde  la  excepción  del  servicio  militar,  por 
'    razón  de  atender  á  la  subsistencia  del  padre^  si  resulta  que 

éste  no  se  halla  impedido  para  atenderla  por  si  (art.  S6,  ley 

3318). -T.  78,  p.  324. 

96.  —  La  excepción  concedida  al  hijo  de  madre  viuda,  que 
atiende  á  su  subsistencia,  no  procede  para  el  hijo  que  sólo 
coopera  á  ella  en  unión  de  otros  que  proporcionan  á  la  ma* 
dre  medios  de  vivir  (art.  26,  ley  3318).  —  T.  79.  p.  196. ' 

97.  — La  excepción  concedida  al  hijo  que  atiende  á  la  subsis- 
tencia del  padre  impedido,  no  procede  si  el  impedimento  no 
es  tal  que  prive  á  éste  de  los  medios  de  atenderla  por  su 
trabajo  (art.  26,  ley  3318).  —  T.  79.  p.  214. 

98. — Procede  la  exoneración  del  servicio  militar  á  favor  del 
hijo  que  atiende  á  la  subsistencia  de  la  madre  viuda  (art.  26« 
ley  3318  ;  marzo  17  de  1900,  causa  de  Estiené). 

99.  —  El  hijo  de  madre  viuda  que  atiende  á  su  subsistencia 
está  exento  del  servicio  militar,  y  debe  revocarse  la  resolu- 
ción de  la  junta  de  excepciones  que  limita  la  exención  al 
término  de  un  año  (art.  26,  ley  3318;  marzo  29  de  1900,  cau- 
sa de  Francés). 

100.  —  Procede  la  excepción  del  servicio  militar  á  favor  del  hijo 
que  atiende  á  la  subsistencia  del  padre,  aunque  éste  no  esté 
absolutamente  impedido  para  todo  trabajo,  si  lo  está  para 
alcanzar  los  medios  estrictamente  necesarios  para  la  vida 
(art.  26,  Ley  3318;  marzo  29  de  1900,  causa  de  Fraboschi.) 

101.  —  No  está  exceptuado  del  servicio  militar,  el  hijode padre 
que  no  es  septuagenario  y  que  no  puede  reputarse  impedido 
para  el  trabajo  en  vista  del  informe  médico  producido  (art. 
26,  Ley  3318;  marzo  2  de  1901,  causa  de  Leonardo  Gas- 
quet). 

102. — Resultando  que  el  padre  no  es  un  impedido  para  pro- 
veer á  su  propia  subsistencia,  no  procede  la  excepción  del 
hijo  que  dice  atenderla.  (Mayo  18  de  1901,  causa  de  Alie- 
mandi.) 

103.  —  No  procede  la  excepción  del  servicio  militar  para  el 
hijo  de  padre,  que  resulta  ser  jubilaclo  y  goza,  como  tal,  de 
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un  sueldo  propio  para  su  subsistencia.  (Junio  41  de  4901, 
causa  de  Pedro  Retolaza). 
404.  —  £1  hijo  que  sirve  en  calidad  de  dependiente  del  padre, 
con  sueldo  pagado  por  éste,  en  almacén  que  abona  patente 
de  noventa  y  cinco  pesos,  no  está  en  el  caso  del  hijo  que 
atiende  á  la  subsistencia  del  padre  septuagenario  ó  impedi- 
do (art.  36,  ley  3348;  julio  3  de  4900,  causa  de  Linari.) 

105.  —  No  procede  la  exención  del  servicio  militar  por  razón  de 
madre  y  padre  impedido,  si  aquélla  no  es  viuda  actualmente 
y  éste  es  padrastro  (art.  26,  ley  3348;  julio  28  de  4900,  cau- 
sa de  Metz). 

106.  —  Procede  la  e&cepción  del  servicio  militar  activo  á  favor 
del  hijo  que  comprueba  ser  el  que  atiende  á  la  subsistencia 
dé  la  madre  viuda  (art.  26,  Ley  3318  ;  agosto  2  de  1900,  cau- 
sa de  Giierrieri). 

107.  —  Está  exento  del  servicio  militar  activo,  el  hijo  que  atien- 
da á  la  suj[>sistencia  de  un  padre  septuagenario  ó  impedido. 
(Septiembre  15  de  1900,  causa  de  Giberti.) 

108.  —  No  corresponde  la  excepción  del  servicio  militar  para 
el  hijo  del  padre  que  no  resulte  septuagenario,  según  la  in* 
formación  presentada  para  solicitarla  (art.  26,  Ley  3318; 
octubre  29  de  1901,  causa  de  Giordano). 

409.  — Acreditado  que  un  hijo  atiende  á  la  subsistencia  de  su 
madre  viuda,  corresponde  acordar  la  excepción  que  concede 
el  articulo  26,  Ley  3348,  aunque  la  madre  tenga  otros  hijos, 
si  no  consta  que  éstos  proveitn  ó  contribuyan  ásu  alimenta- 
ción. (Noviembre  8  de  4900,  causa  de  Barilari.) 

440.  —  No  procede  la  excepción  que  la  ley  acuerda  al  hijo  que 
provee  á  la  alimentación  de  la  madre  viuda,  si  resulta  que 
tiene  recursos  propios  para  su  subsistencia.  (Diciembre  20  de 
4900,  causa  de  MaiTé.) 

111.  —  No  procede  la  excepción  del  servicio  militar  para  el  hijo 
que  atiende  á  la  subsistencia  de  su  padre  impedido,  si  re- 
sulta que  éste  puede  ocuparse  en  trabajos  que  no  le  exijan 
esfuerzos  y  obtener  asi  ios  medios  necesarios  para  la  vida. 
(Diciembre  7  de  1901,  causa  de  Traverso.) 
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142.  —  El  hijo  Unicode  madre  viuda  está  exceptuado  de  todo 
servicio  militar  (art.  26,  Ley  3348).  —  T.  72,  p.  436. 

M3.  —  No  es  causa  de  exención  de  servicio  militar,  el  ser  el 
el  único  sostén  de  la  madre,  si  ésta  no  es  viuda,  aunque  el 
marido  se  halle  ausente.  —  T.  75,  p.  382. 

414.  —  No  corresponde  la  exención  del  servicio  militar  al  que 
no  es  el  hijo  único  de  madre  viuda,  ni  el  que  únicamente 
atiende  á  su  subsistencia  (art.  27,  Ley  3318).  —  T.179,  p.  424. 

415.  —  No  procede  la  excepción  concedida  al  hijo  que  atiende 
ála  subsistencia  déla  madre  viuda,  cuando  ésto  no  consta  y 
resulta  que  la  madre  cuenta  con  elementos  propios  (art. -26, 
Ley  3348). —  T.  80,  p.  489. 

4  46.  —  El  hijo  de  madre  viuda  que  atiende  á  su  subsistencia 
se  halla  exento  del  servicio  militar,  v  debe  revocarse  la  re- 
solución  déla  junta  de  excepciones  limitando  la  exención  al 
término  de  un  año  (art.  25,  Ley  3348;  marzo  29  de  4900, 
causa  de  Amaré). 

417.  — No  hay  nulidad  en  las  resoluciones  sobre  excepción  del 
servicio  militar,  pronunciada  por  la  junta  de  reclamos  reuni- 
da en  la  casa  municipal,  aunque  ésta  no  haya  sido  convoca- 
da por  el  comandante  militar,  y  haya  procedido  sin  su  asis- 
tencia (art.  27,  Ley  3318).  —  T.  74,  p.  488. 

118. —  La  junta  de  excepciones  del  servicio  militar  debe  pro- 
ceder á  resolver  sobre  la  solicitud  de  exención,  con  la  infor- 
mación producida  ante  la  justicia  de  paz  sobre  los  hechos 
que  se  fundan.  —  T.  75,  p.  228. 

119.  —  Los  maestros  de  escuela  están  exceptuados  del  servicio 
militar,  mientras  duren  sus  funciones  (art.  26,  Ley  3348). — 
T.  79,  p.  227  y  234  (a). 

120.  —  El  nieto  que  atiende  á  la  subsistencia  de  la  abuela,  no 
se  halla  comprendido  en  las  excepciones  que  eximen  del  ser- 
vicio militar  (art.  26,  Ley  3348).  — T.  75,  p.  286  (6). 


(a)  La  ley  4031  no  autoriza  esta  excepción. 

(6)  La  ley  4031  concede  excepción  al  nieto  que  atienda  á  la  subsistencia  de  U 
abuela  pobre  ó  abuelo  septuagenario  ó  impedido. 
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^a,  — Para  la  excepción  del  servicio  militar,  los  practicantes 
en  los  consultorios  de  la  asistencia  pública,  deben  conside- 
rarse equiparados  á  los  practicantes  de  hospitales  (art.  S6, 
Ley  3318).— T.  79,  p.  379  (a). 

ii%i  —  El  practicante  interno  del  laboratorio  de  la  Casa  de  Ais- 
lamiento, está  comprendido  entre  los  exceptuados  del  servi- 
cio militar  (art.  26,  Ley  3318),  — T.  80,  p.  212. 

123.  —  El  practicante  interno  de  un  hospital,  está  exento  del 
servicio  militar  (art.  26,  Ley  3318).  —  T.  80,  p.  442. 

124.  —  El  practicante  de  medicina  al  servicio  de  los  hospitales 
de  la  Asistencia  Pública,  está  exento  del  servicio  militar  (art. 
36,  Ley  3318,  causa  de  Ocanto). 

125.  — Los  practicantes  de  farmacia  al  servicio  del  Hospital  de 
Clínicas,  se  hallan  e^Lceptuados  del  servicio  activo  mientras 
duren  en  sus  funciones  (art.  26,  Ley  3318  ;  marzo  31  de  1900, 
causa  de  Mollapoli). 

126.  —El  practicante  interno  de  un  hospital,  se  halla  excep- 
tuado del  servicio  militar  mientras  dure  en  sus  funciones 
(art.  26,  Ley  3318 ;  mai-zo  16  de  1901 ,  Peralta  Ramos). 

127.  — El  practicante  en  servicio  déla  farmacia  anexa  á  un  hos- 
pital, se  halla  exceptuado  del  servicio  militar  activo  (art  26, 
Ley  3318;  mayo  19  de  1900,  causa  de  Lancelle). 

128.  —  Los  practicantes  al  servicio  de  los  hospitales,  se  hallan 
exceptuados  del  servicio  militar  activo,  sin  distinción  entre 
internos  y  externos  (art.  26,  Ley  3318  ;  junio  2  de  1900,  cau- 
se de  Lacroze). 

129.  —  No  está  exceptuado  del  servicio  militar,  el  practicante 
honorario  del  consultorio  de  niños  de  la  Asistencia  Pública 
de  la  Capital.  (Junio  i^  de  1901,  causa  de  Capace.) 

130. — Los  ayudantes  empleados  en  servicio  de  los  hospitales, 
no  están  exceptuados  del  servicio  militar  (art.  26,  Ley  3318  ; 
agosto  21  de  1900,  causa  de  Repetto). 

131. — El  practicante  ad  honorem  de  un  hospital,  no  está  ex- 

V 

(a)  La  ley  4031  ha  suprimido  la  excepción  que  la  ley  anterior  acordaba  á  los 
practicantes. 
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ceptuado  del  servicio  militar  (art.  26,  ley  3348  ;  agosto  4^'  de 
4904 ,  causa  de  Cisternas). 

432.  —  £1  practicante  de  farmacia,  al  servicio  de  un  hospital 
está  exceptuado  del  servicio  militar  (art.  26,  Ley  3348;  sep- 
tiembre 45  de  4900,  causa  de  Sil  vera). 

433.  —  No  puede  concedérsela  exención  del  servicio  militar, 
si  no  se  acreditan  por  el  interesado  los  extremos  necesarios. 
—  T.  82,  p.  49. 

SERVIDUMBRE. 

4.  — El  derecho  para  adquirir  una  servidumbre  de  acueducto^ 
en  los  términos  del  articulo  3082,  y  siguientes,  Cód.  Civ.,  no 
equivale  á  la  adquisición  misma  déla  servidumbre.  — T.  67, 
p.  447. 

2.  — Al  demandado  que  sostiene  la  existencia  de  una  servidum- 
bre, corresponde  la  prueba  de  ella  :  al  demandante  le  basta 
probar  su  derecho  de  poseer,  sin  necesidad  de  probar  que 
el  inmueble  no  está  sujeto  á  la  servidumbre  que  se  le  quiere 
imponer  (art.  2523  y  2805,  Cód.  Civ.;  junio  20  de  4901, Ri- 
moldi  V.  Qiralt  de  Aliones). 

SIMULACIÓN. 

1.  —  Si  para  demostrar  la  simulación  de  una  escritura  se  ha 
alegado  que  su  titular  no  podía  disponer  del  dinero  que  apa- 
rece  entregado  al  contado,  no  puede  decirse  que  importe  una 
investigación  general  y  no  se  refiera  á  hechos  concretos,  la 
diligencia  probatoria  por  la  cual  se  pide  informes  sobre  los 
fondos  que  aquel  tuviera  en  los  bancos,  monto  y  fecha  del 
depósito  y  retiro.  (Marzo  34  de  4900,  Ríos  v.  GigenaJornet). 

2.  —  El  haber  agregado  la  sent  encía,  que  declara  revocado  el 
contrato  como  hecho  con  el  propósito  de  defraudar  los  dere- 
chos del  acreedor,  que  el  contrato  es  simulado,  no  puede  dar 
á  la  sentencia,  que  sólo  admitió  la  acción  revocatoria,  el 
efecto  de  darlo  por  nulo  por  vicio  de  simulación,  haciendo 
volver  el  dominio  al  enajenante,  porque  la  revocación  de  los 
actos  del  deudor  ejecutados  en  perjuicio  de  sus  acreedores 
sólo  sirve  para  salvar  el  interés  del  acreedor  y  hasta  donde  * 
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lo  demande  ese  interés,  sin  perjuicio  de  la  subsistencia  del 
acto  en  las  relaciones  del  enajenante  y  adquirente.  (Agosto 
28  de  1900,  Mendaza  en  autos  de  Palma  v.  Piróla). 

3.  —  Es  insuficiente  para  acreditar  la  simulación  del  contrato 
la  prueba  de  testigos  que,  además  de  no  apoyarse  en  contra- 
documento público  ó  privado,  son  interesados  en  el  pleito, 

art.  127,  Ley  Proc;  Ley  18,  tit.  46,  part  3»;  abril  13  de 
i  901 ,  Gaicano  v.  Roca).    . 

SOBREESTADÍAS. 

Véase  :  Presunción 

4.  —  Los  días  de  estadía  convenidos  para  la  descarga,  no  de- 
ben contarse  desde  que  el  buque  estuvo  listo  para  hacerla, 
sino  desde  el  día  en  que  empezó,  si  resulta  que  esto  fué  de- 
bido á  culpa  del  capitán;  y  en  tal  caso  no  habiendo  corrido 
desde  ese  día»  el  número  de  las  estadías  estipuladas  en  la  pó- 
liza, no  puede  haber  lugar  á  reclamación  por  sobreestadías . 
(Abril  17  de  4908,  Mihanovich  v.  Vidal.) 

2.  -^  Contratada  la  descarga  de  un  buque  á  razón  de  60  tone- 
ladas por  cada  día  hábil  como  mínimum,  y  verificada  aquella 
en  un  número  mayor  de  días  del  que  resulta  del  contrato, 
sin  que  la  demora  haya  procedido  de  causas  imputables  al 
buque  ó  sus  encargados,  debe  mandarse  pagar  las  sobrees- 
tadías reclamadas  al  precio  estipulado.  (Noviembre  27  de 
4900,  üellazopa  y  C*  v.  Núnez  y  Cerro.) 

SOBRESEIMIENTO  (a). 

Véase:  Daños  y  perjuicios;  Excarcelación  ' 
4 .  —  Constando  la  existencia  del .  delito,  la  falta  de  pruebas 
contra  el  inculpado  de  él,  autoriza  solacüente  el  sobreseimien- 
to provisional  (art.  435,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  63,  p.  348. 
2.  —  Cuando  se  halla  comprobado  el  delito  y  sólo  no  aparecen 
indicios  suficientes  para  atribuirlo  al  procesado^  corresponde 
el  sobreseimiento  provisional,  y  no  el  definitivo  (art.  435,  inc. 
2o,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  66,  p.  383. 

(a)  Deflnitivo  y  provisional. 
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3.  —  Cuando  no  resulta  con  evidencia,  la  inexistencia  del  de- 
litOy  corresponde  el  sobreseimiento  provisional  y  no  el  de- 
finitivo (art.  435,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  67,  p.  320. 

4.  —  No  procede  el  sobreseimiento  definitivo,  sin  agotar  pre- 
viamente todas  las  diligencias  sumaríales,  y  oir  al  acusador 
y  al  ministerio  fiscal  (art.  441,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  68, 
p.  81. 

5.  —  Corresponde  el  sobreseimiento  definitivo  cuando  las  cons- 
tancias de  autos  no  revelan  ta  comisión  de  un  delito,  ni  exis- 
ten presunciones  sobre  su  existencia  (art.  434,  Cód.  Proc . 
Crím.).  —  T.  69,  p.  5. 

6.  —  Los  indicios  que  resultan  de  los  gastos  desordenados  y 
muy  superiores  á  los  recursos  conocidos  del  procesado,  no 
son  bastantes  para  constituir  en  su  contra  la  prueba  del  de- 
lito de  hurto,  y  procede  el  sobreseimiento  provisional  (art. 
435,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  69,  p.  305. 

7.  —  Cuando  ei  ministerio  fiscal  ha  pedido  el  sobreseimiento 
provisional,  y  el  defensor  del  acusado  el  definitivo,  el  juez 
debe  resolver  sobre  estos  pedidos  y  río  proceder  á  dictar 
sentencia  definitiva  (art.  460,  Cód.  Proc  Crim.).  —  T.  71, 
p.  247. 

8.  —  Pudiendo  adelantarse  el  sumario,  no  debe  dictarse  sobre- 
seimiento (art.  434,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  71,  p.  377. 

10.  —  El  imputado  respecto  de  quien  se  declara  por  sentencia 
de  la  Suprema  Corte,  que  no  hay  mérito  para  la  prisión  pre- 
ventiva, queda  separado  de  la  causa,  y  no  procede  la  decla- 
ración de  sobreseimiento  provisional  ó  definitivo,  que  sólo  se 
refiere  á  los  que  intervienen  en  el  juicio  como  procesados. 
—  T.  73,  p.  414. 

11.  —  Procede  el  sobreseimiento  definitivo  si  de  las  constancias 
de  autos,  no  resulta  mérito  ni  siquiera  para  hacer  presumir 
el  delito  denunciado  (art.  434,  Cód.  Proc.  Crim.)  —  T.  73, 
p.  441. 

12.  —  El  sobreseimiento  provisional  presupone  la  existencia 
en  el  proceso,  de  medios  probatorios,  aunque  insuficientes, 
para  demostrar  la  perpetración  del  delito.  Cuando  no  existen. 
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procede  el  sobreseiruíeato  deñnitivo  (art.  434,  Cód.   Proc. 
Crim.).  —  T.  73,  p.  44Í. 

13.  —  Debe  dictarse  sobreseimiento  definitivo,  cuanda  no  exis* 
te  prueba  de  la  comisión  del  delito  (art.  207  y  434,  inc.  2^, 
Cód.  Proc.  Crim. ;  art.  6%  Cód.  Pen.;  mayo  49  de  1900,  causa 
V.  Perrone). 

14.  —  Debe  sobreseerse  en  la  causa  si  no  consta  de  autos  la 
comisión  de  la  infracción.  (Junio  7  de  1900,  causa  v.  Carrizo 
y  otros.) 

15.  —  El  sobreseimiento  ordenado^  estando  la  causa  en  estado 
de  plenario,  y  con  calidad  de  mandarse  el  expediente  al  ar- 
chivo, debe  considerarse  como  deñnitivo  y  no  permite  la  pro- 
secución del  juicio  (art.  497,  Cód.  Proc.  Crim. ;  junio 21  de 
1900,  causa  v.  Qhigliazza). 

SOCIEDAD. 

Véase  :  Mandato ;  Personería 

1 .  £1  socio  que  ha  quedado  con  el  activo  de  una  compañía,  y 
se  ha  hecho  cargo  de  su  pasivo  desde  una  fecha  dada,  no 
puede  substraer  los  bienes  de  la  misma,  á  la  responsabilidad 
de  las  deudas  sociales  que  aparecen  formar  parte  de  ese  pa- 
sivo, y  pretender  que  se  levante  el  embargo  trabado  sobre 
ellos,  para  asegurar  el  pago  de  dichas  deudas.  Esto  no  im- 
porta privarle  del  derecho  de  contestarlos  créditos  en  que  se 
ha  basado  el  embargo  tanto  en  su  existencia,  como  en  su 
monto  (art.  433,  Cód.  Com.).  —  T.  68,  p.  35. 

^.  —  Para  pedir  la  disolución  y  liquidación  de  una  sociedad, 
no  es  necesario  acompañar  á  la  demanda  el  instrumento 
probatorio  de  la  misma.  (El  art.  296,  Cód.  Com.,  que  declara 
nulos,  paralo  futuro,  las  sociedades  que  no  consten  por  es- 
crito y  cuyo  instrumento  no  se  hubiere  registrado,  admite 
expresamente  sus  efectos,  respecto  al  pasado^  en  cuanto  á 
que  los  socios  se  deberán  dar  respectivamente  cuenta,  según 
las  reglas  del  derecho  común,  de  las  operaciones  que  hayan 
hecho  y  de  las  ganancias  ó  pérdidas  que  hayan  resultado, 
declarando  al  mismo  tiempo  la  procedencia,  á  ese  fin^  de  la 
prueba  testimonia]  y  de  todos  los  demás  medios  de  prueba 

T.  lU  41 
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admitidos  en  materia  comercial.  Análogo  principio  establece- 
el  art.  1663,  Cód.  Civ. ).  —  T.  70,  p.  34 . 

3.  —  Disuelta  la  sociedad  con  la  bual  se  ha  contratado,  no 
puede  negarse  personería  al  socio  que  se  ha  hecho  cargo  de 
su  activo  y  pasivo,  con  quien  se  han  mantenido  relaciones 
de  derecho.— T.  72,  p,  402. 

4.  —  Los  bienes  aportados  por  el  socio  capitalista  ala  sociedad 
de  capital  é  industria,  no  pasan  al  dominio  de  la  sociedad,  si 
en  el  contrato  no  se  ha  hecho  estipulación  expresa  al  res- 
pecto (art.  1705,  Cód.  Civ.).  —  T.  79,  p.  61. 

5.  — El  cesionario  de  nn  miembro  de  la  sociedad  no  puede 
pedir  la  entrega  del  haber  que  á  éste  corresponda,  mientras 
no  estén  satisfechas  las  deudas  sociales  (art.  1777,  Cód.  Civ.; 
art.  442,  Cód.  Com.;  noviembre  3  de  1900,  Igarzábal  en  au- 
tos de  Diaz  v.  Pintos  y  otros). 

6.  —  Es  improcedente  la  condenación  en  daños  y  perjuicios 
contra  un  socio,  por  falta  de  escrituración  de  un  contrato  de 
sociedad,  celebrado  en  instrumento  privado,  si  á  aquél  ni  á 
ninguno  de  los  otros  socios,  se  les  ha  exigido  ó  requerido  el 
otorgamiento  de  la  escritura  pública  (art.  1187^  Cód.  Civ.  ; 
diciembre  11  de  1900,  Oliveira  v.  Quinteros). 

7.  —  £1  contrato  de  sociedad  cuyo  valor  excede  de  mil  pesos,, 
redactado  en  instrumento  privado,  no  da  derecho  alguno  al 
socio  industrial,  contra  todos  ni  contra  alguno  de  sus  coaso- 
ciados, para  el  cobro  de  las  utilidades  que  ha  podido  pro- 
ducir en  un  tiempo  que  no  existía  ya  sociedad  con  aquél,  por 
haberse  formado  otra  con  nuevas  personas  y  con  exclusión 
del  mismo;  y  si  no  se  justifica  que  haya  habido  alguna  utili- 
dad durante  la  existencia  de  la  primitiva  sociedad,  debe  re- 
vocarse la  sentencia  que  las  manda  abonar  (art.  1184,  incisa 
3^  y  1663,  Cód.  Civ. ;  diciembre  H  de  1900,  Oliveira  v.  Quin- 
teros) . 

SOCIEDAD  ACCIDENTAL. 
Las  operaciones  comerciales  hechas  como  apoderado  y  en  nom- 
bre de  otro,  no  puede  obligar  al  que  las  hizo,  aunque  baya 
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tenido  participación  y  haya  sido  socio  accidental  (art.  398, 
Cód.  Com.;  art.  í669,  Cód.  Civ.).  —  T.  74,  p.  413. 

SOCIEDAD  ANÓNIMA. 

4 .  —  Los  representantes  de  una  sociedad  anónima,  aun  encon- 
trándose en  liquidación,  tienen  derecho  y  deber  para  deducir 
acciones  conducentes  á  conservar  los  bienes  de  la  sociedad. 
—  T.  73,  p.33. 

2.  —  Para  la  representación  de  sociedades  anónimas,  son  do- 
cumentos habilitantes  las  resoluciones  consignadas  en  sus 
libros  de  actas,  y,  por  lo  tanto,  es  válido  el  poder  en  que  se 
hayan  transcripto  las  resoluciones  consignadas  en  dichos 
libros,  que  acreditan  la  personería  del  poderdante.  —  T.  77, 
p.  47. 

SOCIEDAD  COMERCIAL  EN  LIQUIDACIÓN. 

Véase :  Ministerio  de  menores 

SOCIEDAD  CONYUGAL, 

El  documento  de  crédito  firmado  á  favor  de  la  mujer,  por  obli- 
gación contraída  durante  el  matrimonio  y  procedente  de 
operaciones  que  él  marido  está  autorizado  á  realizar  en  su 
carácter  de  administrador,  y  convenidas  realmente  por  él, 
pertenece  á  la  sociedad  conyugal  (art.  4254,  4  257  y  4  276,  Cód, 
Civ.;  diciembre  45  de  4900^  Santillán  de  Márquez  en  autos 
de  Jordana  v.  Márquez.) 

SOCIEDAD  EN  COMANDITA. 
El  socio  comanditario  que  se  ha  retirado  de  la  sociedad  antes 
del  plazo  estipulado  en  el  contrato^  por  escritura  que  no  se 
ha  registrado  en  el  domicilio  de  la  sociedad,  no  puede  pre- 
sentarse como  acreedor  en  la  quiebra  de  ésta  (art.  429,  Cód. 
Com.;  noviembre  27  de  4900,  concurso  de  Touriño  y  C*). 

SOLIDARIDAD.  . 

Véase  :  Cosa  juzgada  (á) 
La  solidaridad  estipulada  da  derecho  al  acreedor  para  deman- 
ía) Número  4. 
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dar  el  integro  pago  de  la  deuda  á  cualesquiera  de  los  deudo- 
res (art.  699  y  705,  Cód.  Civ.).  —  T.  67,  p.  32. 

SUCESIÓN. 

Véase:  Competencia;  Cosías 

El  juez  federal  que,  por  sentencia  ejecutoriada,  ha  reconocido 

la  propiedad  de  los  bienes  á  favor  de  una  sucesión,  no  puede 

desconocer  el  derecho  de  ésta,  á  obtener  la  posesión  de  los 

referidos  bienes,  y  debe,  en  consecuencia,  acceder  á  lo  que 

se  solicita  con  ese  fin,  por  su  representante.  —  T.  65,  p. 

121. 

SUELDOS. 
Debe  ser  rechazada  la  acción  por  cobros  de  sueldos  deducida 
por  un  ex  empleado  municipal,  contra  los  miembros  de  la 
corporación  (art.  39  y  42,  Cód.  Civ. ;  septiembre  28  de  1904 , 
Caminos  v.  Resoagli  y  otros). 

SUMARIO, 

Véase:  Falta  de  acción;  Justicia  federal 

1.  —  La  policía  puede  continuar  interviniendo  como  auxiliar 
del  juez,  cuando  éste  se  presente  para  formar  el  sumario, 
siempre  que  él  así  lo  disponga  (art.  185,  Cód.  Proc.  Crim.)— 
T.  76,  p.  325. 

2.  —  Mandado  levantar  up  sumario  sobre  distracción  de  cau- 
dales públicos,  no  corresponde  iniciar  en  él  acción  ejecutiva 
por  cobro  de  la  cantidad  distraída.  —  T.  77,  p.  226. 

SUPREMA  CORTE  (a). 

Véase  :  Pena  (agravación  de) ;  Recurso ;  Tentativa 

Sumario : 


Abogado  (inscripción  de),  23. 
Acción  conjunta  contra  ana  provincia 

y  particulares,  122. 
Actos  ó  leyes  anteriores  á  la  Constitu- 

ción,  39,  49  y  62. 
Acusación  por  varios  delitos,    168   y 

171. 


Apelación  ftiera  de  término.  170. 

Argentino  domiciliado  en  el  extraxyero 
(demanda  de  él  contra  una  provin- 
cia), 121. 

Capítulos  no  resueltos  por  el  inferior, 
153,  155,  160,  162,  165,  166,  169, 
176  y  183. 


(a)  Causas  de  su  jurisdicción  originaria  (art.  1«,  ley  número  48),  sus  faculta- 
des en  la  instancia  de  apelación  y  las  de  superintendencia. 


I 
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Cansa  de  menor  caantía,  152  y  158. 
Causa  pendiente  al  dictarse  la  ley  de 

jurisdicción,  54. 
Causas  de  ó  contra  las  provincias,  36 

á  135. 
Cesión,  73,  78,  97.  118. 
Concurso,  ISO. 
Cónsules,  137  y  138. 
Consultas,  14  y  21. 

Contiendas  de  competencia,  141  á  151. 
Costas  (cobro  de),  95  y  114. 
Cuestiones  abstractas,  4  á  6  y  18. 
Cumplimiento  de  sentencia  de  los  jue- 
ces inferiores,  S2  y  31. 
Declaraciones  generales,  1  y  3. 
Decreto  del  poder  ejecntivo  (ilegalidad 

de),  33. 
Demanda  del   fiscal  de  una  provincia 

contra  vecino  de  otra,  55,  66,  67  y 

76. 
Demandas  de  ó  contra  las  provincias 

a'S  á  125. 
Despojo,  72. 
Diplomáticos  (causas  concernientes  á 

ministros),  126  á  136. 
Ejecnción,  87  y  94. 
Embargo  preventivo,  174. 
Encargados  de  negocios,  126  á  136. 
Estado  de  extranjero  (demanda  contra), 

139  y  140. 
Evicción  (jurisdicción  de  la  Corte  en 

casos  de  citación  de),  102,  105,  106. 

108  y  109. 
Exhorto  (diligenciamiento  de),  142. 
Facultades  del  tribunal  en  la  instancia 

de  apelación,  153  á  184. 
FiscQ  nacional  (tercería  del),  20. 
Fondos  públicos,  70. 
Gestiones  administrativas,  49,  73  y  74. 
Babeas  corpus,  16  y  19. 
Honorarios  de  1*  instancia,  25. 


Impuestos,  32,  63, 115,  133  y  124  (a). 

Interés  de  una  provincia  en  la  causa, 
sin  ser  parte  directa  en  ella,  41,  61, 
84,  85,  86  y  116. 

Interventor,  86. 

Investigaciones,  190. 

Juez  federal  (acusación  contra),  185 
ál87. 

Juez  federal|(corrección  de  faltas  leves), 
188. 

Juez  federal  (ilegalidad  de  su  nombra- 
miento), 21. 

Juez  federal  (injurias  á) ,  17 . 

Juez  interino  (nombramiento  de),  192 
y  193. 

Juez  letrado  (separación  ó  traslación), 
15  y  30. 

Legaciones  extranjeras  (demanda  con- 
tra las  personas  que  compongan  las), 
132  y  136. 

Leyes  provinciales  (interpretación  de), 
2,  7  y  12. 

Litis  contestación,  174  y  184. 

Ministros  diplomáticos  (causas  concer- 
nientes á),  126  á  136. 

Municipalidad  (actos  ú  obligaciones 
de),  81,  82,  88  y  98. 

Naturaleza  de  las  acciones  contra  las 
provincias,  40,  44,  59  y  64. 

Obispo  (demanda  contra  la  provincia 
en  que  está  domiciliado),  56. 

Pena  (reducción  de),  191. 

Personas  extrañas  al  juicio,  13. 

Principios  generales,  1  á  34. 

Prorrogación  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria, 67  y  110  á  112. 

Provincias  (causas  de  ó  contra),  35  á 
125. 

Prueba,  157  y  159. 

Resolución  administrativa,  46  y  59. 

Soberanía  nacional,  9. 


(a)  Sobre  esta  materia  véanse  los  números  83  á  106  y  158  de  Justicia  federal. 


SUP  T-  646 


Sociedad  anónima    (demanda    contra 

provincia),  58. 
Sucesión  (demanda  de),  79. 
Superintendencia,  185  á  193. 


Testación  de  palabras,  180. 
Tierras  públicas,  68. 
Tribunal  local  (ilegalidad  de  su  com- 
posición), 39. 

1 .  Principios  generales  (a).  —  No  corresponde  á  la  Suprema 
Corte  hacer  declaraciones  generales  en  ningún  caso^  y  me- 
nos dictar  reglas  de  procedimientos  á  las  justicias  provincia- 
les, completamente  independientes  en  su  acción,  mientras 
no  infrinjan  la  Constitución  nacional  ó  las  leyes  y  tratados 
sancionados  por  el  Congreso^  —  T.  1,  p.  27. 

2.  —  No  es  de  la  competencia  de  la  Suprema  Corte,  la  interpre- 
tación de  una  ley  provincial  que  no  tiene  conexión  con  las 
instituciones  nacionales.  —  T.  2,  p.  34. 

3.  —  No  puede  pedirse  á  la  Suprema  Corte,  qu&  emita  su  opi- 
nión sobre  una  ley,  sino  aplicándola  á  un  hecho  y  señalando 
al  contradictor.  — T.  í,  p.  254. 

4.  —  La  facultad  de  la  Suprema  Corte,  de  aplicar  é  interpretar 
las  leyes,  se  ejerce  sólo  aplicándolas  á  las  controversias  que 
se  suscitan  ó  traen  ante  ella,  para  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos y  cumplimiento  de  las  obligaciones.  —  T.  2,  p.  254. 

5. —  No  puede  la  Suprema  Corte,  aplicar  las  leyes  sino  á  los 
casos  ocurrentes.  —  T.  2,  p.  254. 

6.  — No  puede  la  Suprema  Corte,  dar  explicaciones  sobre  teo- 
rías que  se  sustenten  cuando  no  hay  casos  prácticos  á  que 
aplicarlas,  porque  el  objeto  de  la  jurisdicción  nacional  es 
decidir  causas  y  no  cuestiones  abstractas  de  derecho.  —  T. 
4,  p.  75. 

7.  —  La  ley  provincial  de  Corrientes,  de  27  de  abril  de  1868, 
prohibiendo  la  introducción  de  ganado,  sin  guía,  para  el 
consumo  de  la  población,  es  una  ley  de  policía,  de  compe- 
tencia puramente  local.  La  nulidad  de  dicha  ley,  asi  como 
los  procedimientos  para  aplicarla,  no  puede  resultar  sino  de 


(a)  Los  principios  generales  que  se  hallan  en  la  palabra  Justicia  federal  son 
también  de  aplicación  á  la  Suprema  Corte,  como  igualmente  las  disposiciones 
de  los  artículos  8,  9,  10,  11  y  12,  Ley  de  Jurisdicción,  y  la  doctrina  establecida 
en  su  mérito. 
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la  interpretación  de  la  Constitución  provincial,  y  la  Suprema 
Corte  no  es  competente  para  juzgarla.  —  T.  1,  p.  373. 

8.  —  De  los  fallos  de  la  Corte,  no  hay  recurso  alguno,  excepto 
e]  de  revisión  en  los  casos  de  jurisdicción  originaria  y  ex- 
clusiva (a).  No  por  eso  puede  con  vertiese  en  poder  arbitra- 
rio.—T.  42,  p.  434. 

9.  —  La  Suprema  Corte  representa  en  la  esfera  de  sus  atribu- 
ciones, la  soberanía  nacional,  y  es  tan  independiente  en  su 
ejercicio  como  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo  en  las  suyas. 
Sus  decisiones  son  finales,  y  no  hay  tribunal  que  las  pueda 
revocar.  Esa  es  la  doctrina  de  la  Constitución,  y  ninguna  le- 
gislación admite  que  pueda  haber  recurso  de  las  decisiones 
del  tribunal  constituido  para  juzgar  en  último  resorte. —^T. 
42,  p.  434. 

40.  ^  No  debe  la  Corte  tomar  conocimiento  de  una  causa,  sino 
cuando  es  provocada  por  parte  legítima  y  en  la  forma  esta- 
blecida por  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  42,  p.  266. 

^4.  —La  Suprema  Corte  no  interviene  en  ninguno  de  los  casos 
en  que  correspondiendo  su  conocimiento  y  decisión  á  la  ju- 
risdicción de  provincia,  no  se  halle  interesada  la  Constitución 
ni  ley  alguna  nacional.  — T.  46,  p.  7. 

42.—  Ni  la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales  autorizan  á  la 
Suprema  Corte,  para  conocer  en  las  causas  que  se  susciten 
sobre  si  las  leyes  provinciales  son  contrarias  á  las  respecti- 
vas Constituciones  locales.  —  T.  26,  p.  440. 

43.  —  La  violación  de  una  resolución  de  la  Suprema  Corte,  sólo 
puede  dar  derecho  á  presentarse  ante  ella,  á  los  que  han  sido 
actores  directos  y  formales  en  el  juicio  relativo,  y  no  á  per- 
sonas extrañas  á  él.  —  T.  27,  p.  35. 

44.  —  No  puede  la  Corte  resolver  consultas  de  los  jueces  infe- 
riores, con  respecto  á  las  causas  sometidas  á  su  resolución. 
—  T.  28,  p.  404. 

(a)  Con  posterioridad  á  esta  resolución,  el  Código  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal (art.  551)  estableció  el  recurso  de  revisión  contra  las  sentencias  pasadas 
•en  autoridad  de  cosa  juzgada,  aunque  hayan  sido  pronunciadas  por  la  Suprema 
Corte  en  grado  de  apelación. 
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15.  —  No  cotresponde  á  la  Suprema  Corte,  conocer  en  un  de- 
creto del  Poder  Ejecutivo  nacional,  destituyendo  á  un  juez 
letrado  de  un  territorio  nacional^  nombrado  en  comisión.  — 
T.34,p.  288. 

16.  —  No  tiene  la  Corte  jurisdicción  originaria  para  conocer  en 
los  recursos  de  habetis  corptM,  interpuestos  por  particulares. 
(Las  razones  de  este  fallo  pueden  verse  en  el  JHgesto,  t.  2<>, 
p.  504,  in  /Ine).  —  T.  32,  p.  120. 

17.  —  El  castigo  de  las  injurias  á  un  juez  federal,  no  pertenece 
á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Ck)rte.  (El  juez, 
ofendido  debe  proceder  á  tomar  por  sí  las  medidas  que  e) 
derecho  sugiera,  por  ser  á  él  directamente  á  quien  corres- 
ponde por  la  ley  verificarlo).  —  T.  34,  p.  443. 

18. — La  Suprema  Corte  no  puede  dictar  resoluciones,  sin  pro- 
ducirse caso  judicial.  —  T.  35,  p.  444. 

19. —  Carece  la  Corte  de  jurisdicción  para  conocer  en  primera 
instancia  y  originariamente,  del  recurso  de  habeas  corpus 
(art.  648,  Cód  de  Proc.  Crim.).— T.  40,  p.  386 ;  t.  62,  p.  239; 
t.  75,  p.  75  y  443  ;  t.  82,  p.  107,  y  causa  de  Román,  fallada 
en  17  de  noviembre  de  4900. 

20.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Corte, 
el  caso  de  tercería  de  dominio  deducida  á  nombre  del  fisco 
nacional,  en  ejecución  seguida  ante  la  justicia  ordinaria.  — 
T.  46,  p.  59. 

21 .  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Supre- 
ma Corte,  la  declaración  de  ser  ilegal  el  nombramiento  de  un 
juez  federal.  —  T.  48,  p.  462. 

22. — No  tiene  la  Suprema  Corte,  la  misión  de  hacer  cumplir 
los  mandatos  de  los  jueces  inferiores :  son  éstos  los  que  de- 
ben hacerlos  efectivos;  y  tratándose  de  desobediencia  de  las 
autoridades  en  recursos  de  hateas  coirpiusy  el  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal,  que  indica  cómo  el  juez  debe 
proceder,  no  autoriza  su  ocurso  á  la  Suprema  Corte.  —  T. 
55,  p.  53  y  149. 

23.  —  Carece  la  Corte  de  jurisdicción  para  conocer  en  la  ges- 
tión por  la  cual  se  pide  la  declaración  de  incostitucionalídad 
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de  un  decreto,  en  la  solicitud  de  inscripción,  en  los  tribuna- 
les locales,  de  un  titulo  de  abogado.  (£1  caso  no  está  com- 
prendido en  los  determinados  por  el  art.  104,  Const.  Nac, 
y  art.  U,Ley  Jurisd.).— T.  62,  p.  270. 

24.  — No  puede  la  Suprema  Corte  evacuar  consultas  de  los  jue- 
ces, en  los  asuntos  sobre  que  deben  expedirse.  —  T.  63,  p. 
313. 

25.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  resolver 
originariamente  sobre  los  honorarios  devengados  en  primera 
instancia.  (Encontrándose  la  causa  en  apelación,  el  abogado 
de  una  de  las  partes  solicitó  regulación  de  sus  honorarios^ 
incluyendo  en  éstos  los  correspondientes  á  los  trabajos  de 
primera  instancia.)  —  T.  66,  p.  285. 

26. -»La  Suprema  Corte  no  puede  entender  en  quejas  que  no 
sean  llevadas  por  alguno  de  los  recursos  legales,  ni  proveer 
sobre  peticiones  generales.  —  T.  72,  p.  302. 

27.  —  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  deben  ser  cum- 
plidas, y  no  son  apelables  para  ante  los  tribunales  locales. — 
T.  78,  p.  252. 

28.  — En  los  casos  que  no  sean  de  superintendencia  ó  de  ju- 
risdicción originaria,  la  Suprema  Corte  no  puede  intervenir 
sino  á  consecuencia  de  recurso  de  apelación.  —  T.  78,  p. 
437. 

29.  —  No  es  caso  de  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte,  ni  de  recurso  á  la  misma,  la  petición  para  que  se  de- 
clare inconstitucional  la  sentencia  de  un  tribunal  superior 
de  provincia,  alegando  haberse  violado  la  constitución  pro- 
vincial en  la  formación  de  dicho  tribunal.  — T.  81,  p.  257. 

30.  — No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte,  resolver  sobre  un  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  dispo- 
niendo la  traslación  del  juez  letrado  de  un  territorio  nacio- 
nal, de  un  juzgado  á  otro  (art.  96  y  101,  Const.  Nac. ;  febrero 
22  de  1900;  recurso  del  doctor  Breard). 

31 .  —  No  entra  en  las  facultades  de  la  Suprema  Corte,  hacer 
cumplir  las  resoluciones  dictadas  por  ios  jueces  inferiores. 
(Abril  30  de  1900,  causa  de  Cáceres.) 
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32.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  facultades  para  impedir  la 
percepción  de  impuestos  fiscales  (Julio  87  de  4904,  Abella  v. 
Inspector  de  Rentas  de  la  provincia  de  Buenos  Aires.) 

33.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Supre- 
ma Corte>  la  demanda  contra  el  Poder  Ejecutivo  de  la  nación 
sobre  nulidad  de  uu  decreto  del  mismo,  relativo  á  la  forma- 
ción de  una  municipalidad  de  territorio  nacional  (art.  104, 
Const.  Nac. ;  febrero  8  de  4902,  demanda  de  Roliino). 

34.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  juzgar  de  la  inconstítucio* 
nalidad  de  una  ley  sino  cuando  sé  trata  de  su  aplicación  á 
los  casos  contenciosos,  entre  los  que  no  se  halla  compren- 
dido la  solicitud  de  un  escribano  pidiendo  se  declare  con- 
traria á  la  Constitución  nacional,  la  ley  que  fija  un  número 
determinado  de  escribanos  de  registro  ;  ni  tal  gestión  autoriza 
el  ejercicio  de  su  jurisdicción  originaria.  (Mayo  34  de  490S, 
demanda  de  V.  J.  Cabral.) 

35.  Causa  de  ó  contra  las  provincias  (a).  —  La  Suprema 
Corte  conoce  originaria  y  exclusivamente,  en  toda  causa  en 
que  una  provincia  es  parte  (art.  401,  Const.  Nac. — T.  4, 
p.  485. 

36.  —  Es  competente  la  Suprema  Corte,  para  conocer  y  juzgar 
las  controversias  que  se  susciten  entre  particulares  y  una 
provincia,  ya  sea  ésta  la  demandante  ó  la  demandada  (art. 
400,  Const.  Nac).  —  T.  4,  p.  485. 

37.  —  La  Suprema  Corte  y  no  los  jueces  de  sección,  pueden 
conocer  de  las  causas  en  que  una  provincia  es  parte  •  —  T. 
2,  p.  94. 

38.  —  No  tiene  jurisdicción  la  Suprema  Corte,  en  las  causas 
que  se  susciten  entre  una  provincia  y  sus  propios  vecinos 
(art.  400,  Const.  Nac).  —  T.  3,  p.  279;  t.  5,  p.  242 ;  t.  48,  p.  23. 


(a)  La  Saprema  Corte  conoce  ea  primera  instancia :  1*  de  las  causas  que  ver- 
san entre  dos  ó  más  provincias,  y  las  civiles  que  versan  entre  una  provincia  y 
algún  vecino  ó  vecinos  de  otra,  ó  ciudadanos  ó  subditos  extranjeros  (art.  I*,  inc. 
1",  Ley  Jurísd.).  El  fuero  federal  creado  por  esta  disposición,  comprende  también 
á  los  vecinos  de  la  Capital  de  la  República  (Ley  1467,  de  18  deC  septiembre  de 
1884). 
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39.  —  No  puede  la  Suprema  Corte  conocer  de  demandas  contra 
los  gobiernos  de  provincia,  por  actos  ó  leyes  anteriores  á  la 
aceptación  de  la  Constitución  general.  En  tal  caso  se  halla  la 
ley  de  tierras  públicas  dictada  en  Buenos  Aires  en  42  de  octu- 
bre de  4858.  —  T.  5.  p.  326 ;  t.  45,  p.  7;  t.  28,  p.  326  y  334 . 

40.  —  El  fuero  creado  por  el  artículo  400  de  la  Constitución 
nacional,  para  las  causas  entre  una  provincia  y  un  ciudada- 
no extranjero,  se  reñere  á  aquellas  que  versan  sobre  acciones 
civiles,  según  se  declara  en  los  artículos  4  y  2  de  la  Ley  de 
Jurisdicción,  esto  es,  sobre  derechos  nacidos  de  estipulación 
ó  contrato,  no  á  las  causas  que  se  promuevan  para  corregir 
con  penas  la  infracción  de  las  leyes  locales,  que  ha  dictado 
una  provincia  en  materia  de  su  exclusiva  competencia,  ni  á 
las  acciones  que  se  intenten  contra  las  sentencias  que  en 
ellas  recaigan,  de  las  cuales  no  podría  conocerse  sin  someter 
á  juicio  los  procedimientos  de  autoridades  independientes  de 
los  poderes  de  la  Nación,  y  que  no  les  deben  cuenta  del  uso 
que  hacen  de  sus  atribuciones  peculiares.  —  T.  7,  p.  373. 

4!.  —  Es  necesario  que  una  provincia  figure  como  parte  en  los 
autos,  para  establecer  en  el  caso  la  jurisdicción  originaria  de 
la  Suprema  Corte.  —  T.  8,  p.  456  (a). 

42.  —  Para  que  la  Suprema  Corte  ejerza  jurisdicción  origina- 
ria en  los  casos  en  que  una  provincia  es  parte  contra  un 
particular,  se  requiere  que  éste  sea  extranjero,  ó  vecino  de 
otra  provincia  (art.  400,  Const.  Nac).  —  T.  8,  p.  486. 

43.  —  Es  incompetente  la  Suprema  Corte  para  conocer  en  una 
cuestión,  en  que  son  interesados  dos  ciudadanos  que  preten- 
den mejor  derecho  á  la  posesión  y  propiedad  de  un  campo, 
por  tener  mejores  títulos  otorgados  por  el  gobierno  de  una 
provincia,  en  uso  de  sus  facultades,  aun  cuando  la  demanda 
se  dirija  contra  ésta.  —  T.  9,  p.  394 .  . 

44.  —  Al  establecerse  en  el  artículo  404  de  la  Constitución,  que 
la  Suprema  Corte  tiene  jurisdicción  originaria  y  exclusiva  en 
los  casos  en  que  una  provincia  sea  parte,  no  se  refiere  á 

<a)  En  análogo  sentido,  t.  38,  p.  78,  93  y  415;  t.  54,  p.  128  y  134. 
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aquellos  en  que  quiera  hacérsele  responsable  de  los  perjui- 
cios que  crean  sufrir  los  ciudadanos  por  los  actos  adminis- 
trativos ó  jurisdiccionales  que  ejerza  dentro  del  circulo  de 
sus  atribucionesi  sino  como  lo  establece  el  articulo  1^  inciso 
1%  de  la  Ley  de  Jurisdicción,  en  las  causas  civiles  que  contra 
la  provincia  promoviese  algún  vecino  ó  vecinos  de  otra,  ó 
subditos  extranjeros.  —  T.  9,  p.  391 . 

45.  —  Cesa  la  jurisdicción  originaría  de  la  Corte,  para  conocer 
en  la  demanda  dirigida  contra  una  provincia,  cuando  resulta 
que  ésta  no  es  parte  en  la  causa.  —  T.  40,  p.  34. 

46.  —  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para  conocer  en  una 
demanda  contra  el  gobierno  de  una  provincia^  tratándose  de 
una  resolución  administrativa  del  Poder  Ejecutivo  de  la 
misma,  no  haciendo  lugar  á  la  conversión  de  un  vale  de 
depósito  en  título  de  renta  pública,  conforme  á  una  ley  pro- 
vincial, no  poniéndose  en  cuestión  esa  resolución  bajo  la 
pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitución  nacional,  ni 
á  los  tratados  ó  leyes  del  Congreso.  —  T.  12,  p.  183. 

47.  —  La  ley  del  Congreso,  por  la  que  una  provincia,  conside- 
rada como  persona  jurídica,  puede  ser  demandada  ante  la 
Suprema  Corte  por  individuos  vecinos  de  otra  provincia  ó 
extranjeros,  no  es  repugnante  ni  á  la  letra  ni  al  espíritu  de 
de  la  Constitución  Argentina ;  no  puede  decirse  depresiva  de 
la  dignidad  y  soberanía  de  las  provincias,  ni  incompatible 
con  la  independencia  de  su  administración  interna,  y  es  obli- 
gatoria en  todo  el  territorio  de  la  nación  para  todas  las  au- 
toridades tanto  nacionales  como  provinciales  (art.  1,  8  y  18^ 

Ley  Jurisd. ;  art.  31  y  101,  Const.  Nac).  —  T.  14,  p.  425. 

48.  —  No  pueden  las  provincias  ser  demandadas  ante  la  justi- 
cia nacional,  por  individuos  particulares.  (La  causa  en  que 
se  dictó  esta  resolución  lo  fué  por  tres  conjueces  y  un  solo 
ministro  de  la  Suprema  Corte,  quien  salvó  su  voto  respecto 
de  la  doctrina  que  en  ella  se  establece).  —  T.  15,  p.  7. 

49.  —  No  puede  la  Corte  juzgar  de  los  actos  y  contratos  de  las 
provincias,  anteriores  á  la  Constitución.  —  T.  15,  p.  7  ;  t.  28, 
p.  326  y  331. 
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50.  —  El  hecho  de  ocurrir  un  particular  al  gobierno  de  una 
provincia  para  cobrar  el  valor  de  terrenos  ocupados  por  un 
ferrocarril,  pidiendo  la  mensura  y  tasación  de  ellos,  no  im- 
porta la  voluntad  de  sujetarse  á  los  tribunales  provinciales 
ni  la  renuncia  de  ningún  derecho.  —  T.  45>  p.  459  (a). 

51.  --Basta  el  solo  hecho  extrínseco  de  que  se  demande  una 
provincia  por  un  extranjero  6  por  un  vecino  de  otra,  para  de- 
ducir que  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  á  la  Su- 
prema Corle.  —  T.  16,  p.  9  y  380. 

52.  —  Son  de  la  competencia  exclusiva  déla  Suprema  Corte, 
las  causas  en  que  una  provincia  es  parte  (art.  101,  Constitu- 
ción uac. ;  art.  1,  inc.  1®,  Ley  Jurisd.).  —  T.  17,  p.  194, 

53.  —  No  tratándose  de  juzgar  los  actos  de  los  poderes  públi- 
cos de  una  provincia^  sino  simplemente  del  importe  de  una 
deuda,  el  caso  puede  ser  sometido  al  conocimiento  de  los 
tribunales.  — T.  17,  p.  343. 

54.  — Habiendo  estado  pendiente  una  causa  entre  el  gobierno 
de  una  provincia  y  un  vecino  de  otra,  ante  los  tribunales 
provinciales,  cuando  se  dictó  la  ley  sobre  jurisdicción  na- 
cional, y  habiendo  continuado  el  juicio  ante  los  mismos  por 
consentimiento  de  las  partes,  la  Suprema  Corte  no  es  com- 
petente para  conocer  del  asunto  (art.  12,  inc.  4<>,  art.  1 4  y  22, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  463. 

55.  —  Debe  ser  interpuesta  ante  la  Suprema  Corte,  la  demanda 
del  fiscal  general  de  una  provincia  contra  un  vecino  de  otra 
(art.  100  y  101 ,  Const.  Nac. :  art.  1,  inc.  1®,  Ley  Jurisd.). — 
T.  20,  p.  102. 

56.  —  La  Suprema  Corte  no  ejerce  jurisdicción  originaria  y 
exclusiva,  sino  en  los  casos  expresamente  determinados  por 
los  artículos  101  de  la  Constitución  y  primero  de  la  ley  de 
jurisdicción  de  1863.  Uno  de  esos  casos  es  cuando  una  provin- 
cia fuese  parte  en  un  juicio  con  una  ó  varias  provincias^  ó 
con  los  vecinos  de  éstas,  ó  con  un  Estado  extranjero,  ó  con 
sus  vecinos ;  pero  no  lo  es  el  caso  de  una  demanda  de  un 

(a)  En  sentido  análogo,  i.  37,  p.  18  y  346. 
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obispo  contra  la  provincia  en  que  está  domiciliado,  siendo 
asiento  de  la  catedral^  del  cabildo  y  de  la  curia  eclesiástica. 
—  T.  20,  p.  487. 

57.  —  £n  todos  los  asuntos  en  que  una  provincia  es  parte,  la 
Suprema  Corte  ejerce  su  jurisdicción,  no  por  apelación,  sino 
originaria  y  exckisivamente  (art.  104,Const.  nac,  y  art.  \^ 
Ley  Jurisd.).  —  T.  21,  p.  287. 

58.  —  No  son  demandables  las  provincias  ante  la  Corte  nacio- 
nal por  los  ciudadanos  vecinos  de  ellas.  Tales  son  reputados, 
á  los  efectos  del  fuero,  las  corporaciones  anónimas  que  ha- 
cen sus  negocios  en  una  provincia  (art.  9,  Ley  Jurisd.  Se 
trataba  de  demandas  por  daños  y  perjuicios,  promovidas  por 
el  Ferrocarril  de  la  Ensenada  contra  la  Provincia  de  Buenos 
Aires).  —  T.  22,  p.  225  y  226. 

59.  —  Las  provincias  son  justiciables  por  los  actos  de  gobierno 
ó  de  administración,  por  los  que  se  violen  los  derechos  par- 
ticulares de  vecinos  de  otras  provincias  ó  de  subditos  ex- 
tranjeros.—  T.  25,  p.  443. 

60.  —  Corresponde  á  la  Corte,  originaria  y  exclusivamente,  el 
conocimiento  y  decisión  de  las  causas  entre  una  provincia  y 
los  vecinos  de  otra  (art.  100  y  101,  Const.  Nac^;  art.  1,  inc.  1**, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  26,  p.  133. 

61.  — Por  más  inmediato  que  sea  el  interés  que  una  provincia 
tenga  en  una  causa,  sí  ella  no  es  parte  directa  en  el  juicio, 
no  procede  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte. 
Un  Estado,  en  el  sentido  de  la  Constitución,  solamente  es 
parte  cuando  aparece  como  tal  en  los  autos,  y  demanda  ó  es 
demandado  en^  su  capacidad  política.  No  es  bastante  que 
pueda  tener  algún  interés  en  una  causa  entre  otras  personas, 
ó  que  sus  derechos,  sus  facultades,  sus  privilegios,  entren  en 
ella  incidentalmente  en  cuestión.  Debe  figurar  como  deman- 
dante ó  demandado^  de  manera  que  la  sentencia  le  sea  obli- 
gatoria, como  en  las  causas  ordinarias  lo  son  sobre  las  par- 
tes litigantes.  —  T.  28,  p.  70,  93  y  415  (a). 

(a)  En  igual  sentido,  t.  8,  p.  156 ;  t.  54,  p.  138  y  134. 
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62.  —  No  puede  la  Corte  conocer  de  demandas  contra  las  pro- 
vincias, por  deudas  anteriores  en  fecha  á  la  Constitución 
nacional.  —  T.  28,  326  y  331  (a). 

63.  —  Una  vez  pagado  un  impuesto  de  herencia  que  se  cree  in- 
constitucional, corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  no  al  juez 
de  la  testamentaría,  conocer  en  el  pleito  sobre  devolución 
que  se  suscita  entre  la  provincia  que  lo  cobró,  y  los  herede- 
ros vecinos  de  otra  provincia,  ó  extranjeros,  que  lo  pagaron 
(art.  1,  Ley  JurisdJ.  —  T.  30,  p.  24. 

64.  — £s  competente  la  Corte  para  entender  en  la  causa  de  un 
extranjero  contra  una  provincia,  en  la  que,  segán  el  actor^ 
las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo,  afectan  derechos  reales 
constituidos  á  su  favor.  — T.  30,  p.  443. 

65.  —  No  tieoe  jurisdicción  originaria  la  Suprema  Corte,  para 
conocer  en  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  particulares, 
respecto  del  alcance  de  sus  sentencias  dictadas  en  uso  de 
dicha  jurisdicción,  una  vez  que  éstas  han  tenido  su  completa 
ejecución.  —  T.  30,  p.  566. 

66.  —  La  demanda  entablada  por  un  procurador  fiscal  de 
provincia,  con  poder  especial  del  gobernador  de  la  misma, 
debe  considerarse  como  entablada  por  la  provincia.  —  T.  31 , 
p.  148. 

67.  —  No  constando  que  un  procurador  fiscal  de  provincia, 
con  poder  especial  del  gobernador  de  la  misma,  demandan- 
do á  un  vecino  de  la  Capital  ante  los  tribunales  ordinarios, 
tuviera  facultad  para  prorrogar  la  jurisdicción  de  éstos,  el 
conocimiento  de  la  demanda  corresponde  A  la  Suprema  Cor- 
te. —  T.  31,  p.  148. 

68.  —  Carece  de  jurisdicción  la  Suprema  Corte  para  conocer  de 
la  nulidad  ó  validez  de  una  resolución  del  Poder  Ejecutivo 
de  una  provincia,  relativa  á  la  distribución  de  sus  tierras 
públicas.  (Los  demandantes  piden  se  declare  nula  la  resolu- 
ción administrativa  del  gobierno,  reconociendo  á  otras  per- 
sonas la  posesión  y  propiedad  de  un  campo  denunciado 

« 

(a)  Ea  sentído  análogo  se  ha  juzgado  en  el  caso  del  t.  5,  p.  326  y  t.  15,  p.  7. 
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como  fiscal.  Tal  demanda  no  importa  otra  cosa  que  traer  á 
la  revisión  lüe  la  Corte  un  acto  de  gobierno,  ejecutado  en  su 
carácter  de  poder  admioistrativo,  y  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones propias  y  de  su  exclusiva  competencia,  cual  es  la 
distribución  de  las  tierras  públicas  de  la  provincia,  con  arre- 
glo á  las  leyes  locales.  La  Corte  carece  de  jurisdicción  para 
rever  tales  casos,  mientras  no  se  produzca  con  ncasión  de 
ellos  un  caso  contencioso  que  dé  mérito  á  una  acción  civil, 
en  que  la  provincia  sea  parte).  —  T.  34,  p.  255. 

69.  —  Corresponde  á  la  Corte  conocer  en  las  acciones  civiles 
deducidas  contra  un  gobierno  de  provincia  porun  vecina  de 
la  capital,  sobre  entrega  de  un  campo  comprado  á  dicho  go- 
bierno {art.  I,  inc.  1»,  Ley  Jurisd.J.  —  T.  31,  p.  270. 

70.  —  No  es  competente  la  Suprema  Corte  para  conocer  en  la 
demanda  deducida  sobre  mejor  derecho  á  un  campo,  contra 
una  provincia  que  no  tiene  sobre  dicho  campo,  derecho 
alguno  de  propiedad  ó  posesión.  —  T.  Zi,  p.  69. 

71.  —  La  adquisición  de  fondos  póbitcos,  crea  una  obligación 
entre  el  gobierno  provincial  que  lo  emite  y  so  tenedor,  y 
somete  á  aquél  á  la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte  en  los 
casos  del  articulo  1",  inciso  i".  Ley  de  Jurisdicción.  —  T.  34, 
p.  U9. 

7S.  —  El  interdicto  de  despojo  es  una  acción  civil,  cuyo 

cimiento  corresponde   ala  Suprema  Corte  originaria- 

:e,  cuando  se  deduce  por  un  extranjero  contra  una  pro- 
a  (art.  4,  inc.  4",  Ley  Jurisd.).  —  T.  35,  p.  284. 
Dado  el  fallo  por  el  que  se  establece  que  no  correspon- 
1a  Suprema  Corte,  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
ivas  á  la  liquidación  de  un  contrato,  no  puede  traerse  á 
jisdicción  el  de  las  cuestiones  que  surgen  de  un  conve- 
[ue,  con  referencia  á  dicha  liquidación,  se  baya  celebra- 
)n  el  cesionariodel  contraíante.  (El  cesionario  no  puede 
;ar  un  fuero  propio  y  personal  distinto  del  de  su  ceden- 
ara  el  ejercicio  de  sus  acciones  como  tal,  con  arreglo  al 
ulo  8,  Ley  de  Jurisdicción,  y  estando  además  él  obligado, 
par  de  su  causante,  por  las  estipulaciones  celebradas 
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por  éste,  quien  fijó  domicilio  especial  para  la  ejecución  del 
contrato  en  el  lugar  donde  ^e  celebró,  por  cuyo  motivo  se 
declaró  en  el  primer  fallo  (t.  49,  p.  203)  la  incompetencia  de 
la  Corte).  —  T.  36,  p.  5. 

74.  —  Las  gestiones  ante  la  autoridad  administrativa  pidiendo 
el  abono  de  un  crédito,  no  importa  un  juicio^  ni  la  pérdida 
del  derecho  de  ocurrir  á  la  autoridad  competente  para  cobrar- 
lo. —  T.  37,  p.  48  (a).     .     . 

75.  —  La  gestión  de  los  interesados  ante  el  gobierno  provincial 
para  el  reconocimiento  de  sus  derechos,  no  importa  una  re- 
nuncia de  las  acciones  civiles  correspondientes,  ante  los 
jueces  competentes,  ni  obsta  al  ejercicio  de  la  jurisdicción 
de  la  Suprema  Corte,  una  vez  denegado  administrativamente 
el  derecho  reclamado.  —  T.  37,  p.  3*6. 

76.  —  La  petición  de  un  fiscal  de  estado,  de  que  se  declare 
nula  la  misión  en  posesión  acordada  por  un  juez  local,  sin 
haberse  deducido  acción  contra  persona  determinada,  sien- 
do extranjero  el  que  obtuvo  la  posesión,  da  á  éste  el  derecho 
de  declinar  de  jurisdicción  é  invocar  la  originaria  de  la  Su- 
prema Corte  nacional  (art.  100  y  104,  Const.  nac. ;  art.  1, 
inc.  lo»  Ley  Jurisd.).  —  T,  41,  p.  306. 

77.  —  Concluido  el  juicio  sobre  mejor  derecho  seguido  con  in- 
tervención de  una  provincia  citada  de  evícción,  no  corres- 
ponde al  conocimiento  originario  de  la  Suprema  Corte,  la 
contestación  sobre  retención  que  se  suscite  después  direc- 
tamente entre  las  partes,  por  razón  de  mejoras.  —  T.  44,  p. 
414. 

78.  —  No  es  competente  la  Corte  para  conocer  en  pleito  civil 
contra  una  provincia,  si  el  título  con  que  actúan  los  deman- 
dantes es  una  cesión  de  derechos,  y  los  cadentes  son  en  su 
mayor  parte  vecinos  de  la  provincia  demandada  (art.  8,  Ley 
Jurisd.).  — T.  45,  p.  17. 

79.  —  Cuando  una  provincia  esparte  demandante,  aunque  la 
demandada  sea  una  sucesión,   el  conocimiento  de  la  causa 

(a)  En  análogo  sentido,  t.  15,  p.  459. 

T.  111  4S 
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corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte 
(art.  104.  Const.  nac).  —  T.  45,  p.  377. 

80.  —  Corresponde  al  conocimiento  originario  de  la  Suprema 
Corte,  la  causa  civil  entre  una  provincia  y  el  vecino  que  re- 
sulta liaber  tenido  y  tener  su  domicilio  real  en  la  capital  fe- 
deral, no  existiendo  en  el  contrato  que  origina  la  controver- 
sia, cláusula  alguna  que  la  haga  de  competencia  especial 
de  los  tribunales  locales  (art.  1,  inc.  1^  Ley  Jurisd.).  —  T. 
47,  p.  24. 

84 .  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  por  demanda  origi- 
naria, en  el  caso  de  un  particular  contra  una  municipalidad: 
el  caso  no  está  comprendido  en  ninguno  delos'que  enumera 
el  articulo  101  de  la  Constitución  nacional.  —  T.  47,  p.  367. 

88.  —  La  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  conocer 
originariamente  en  demandas  que  se  deducen  contra  un  go- 
bierno de  provincia  por  actos  de  una  municipalidad,  en  los 
que  no  tiene  aquél  ninguna  responsabilidad  propia,  y  sólo 
porque  haya  asumido  provisoriamente  su  representación. 
(Los  intereses  municipales  no  se  contunden  con  los  de  la 
provincia,  por  el  hecho  accidental  de  haberse  reunido  en  una 
sola  persona  la  representación  de  la  provincia  y  la  de  la  mu- 
nicipalidad, pues  esta  concurrencia  de  facultades  no  suprime 
ninguno  de  estos  cuerpos,  ni  altera  la  naturaleza  de  las  fun- 
ciones que  el  representante  ó  mandatario  desempeñe  en  uno 
ú  otro  sentido).  —  T.  49,  p.  74;  t,  70,  p.  222. 

83.  —  Son  de  competencia  de  la  Suprema  Corte  las  causas  en- 
tre una  provincia  y  un  vecino  de  la  capital  (art.  101,  Const. 
nac.  ;  art.  1*>,  Ley  Jurisd. ;  ley  de  18  de  septiembre  de  1884). 
—  T.  53,  p.75. 

84.  —  £1  ser  una  provincia  ¡accionista  ó  propietaria  del  banco 
demandado  en  juicio,  no  importa  que  aquélla  sea  parte  di- 
recta en  el  pleito,  y  en  tal  caso  la  Suprema  Corte  no  tiene 
jurisdicción  originaria  para  conocer  en  él.  —  T.  54,  p.  128, 
134  y  550  (a). 

(o)  En  igual  sentido,  t.  8.  p.  156;  t.  28,  p.  78,  93  y  415. 
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85.  —  Para  que  la  jurisdicción  originaria  de  la  Corte  proceda, 
no  basta  que  una  provincia  tenga  interés  en  el  pleito,  sino 
que  es  indispensable  que  la  provincia  misma  aparezca  en  él 
como  parte.  —  T.  54,  p.  550. 

86.  —  El  interventor  en  unh  provincia  no  representa  á  éste  ;  y 
la  controversia  que  se  suscita  con  motivo  desús  actos,  no 
corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte, 
aunque  pueda  versarse  en  ellos  el  interés  de  la  provincia. 
(Veáse  Digesto,  t.  4,  p.  527).  —  T.  54,  p.  550;   t.  55,  p.  192. 

87.  —  Pueden  las  provincias  ser  ejecutadas  para  el  cumpli- 
miento desús  obligaciones  ante  la  Suprema  Corte  (art.  101, 
Const.  nac. ;  art.  1,  inc.  \^,  Ley  Jurisd.).  —  T.  57,  p.  337;  t. 
61,  p.  19. 

88.  —  En  cuestiones  de  expropiación  para  calles  y  obras  de 
embellecimiento  local,  que  son  del  resorte  de  la  municipali- 
dad, la  provincia  no  es  parte,  y  la  Suprema  Corte  no  es  com- 
petente para  conocer  en   ellas  originariamente.  —  T.  58,  p. 

.     333. 

89.  —  Es  competente  la  Suprema  Corte  para  conocer  en  de~ 
manda  interpuesta  contra  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por 
un  vecino  de  la  Capital  federal  (art.  101,  Const.  nac. ;  art.  1, 
inc.  1**,  Ley  Jurisd. ;  Ley  de  18  de  septiembre  de  1884).  —  T. 
59,  p.  73. 

90.  —  Es  de  derecho  constitucional  del  país,  que  las  provin- 
cias son  demandables,  y  debe  ser  rechazada  la  excepción  de 
incompetencia  opuesta  á  una  ejecución  que  se  funda  sobre 
el  principio  contrario.  — T,  61,  p.  409. 

91.  —  Corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte,  la  causa  civil  de  un  extranjero  contra  una  provincia. 
La  Suprema  Corte,  encargada  de  interpretar  la  Constitución 
en  los  casos  judiciales  ocurrentes,  ha  declarado  invariable- 
mente que  las  provincias  son  demandables  ante  ella.  —  T. 
63,  p.  178. 

92.  —  Es  de  su  jurisdicción  originaria,  la  causa  civil  entre  una 
provincia  y  vecinos  de  otra  (art.  101,  Const.  nac:  art.  1,  inc. 
1o,Ley  Jurisd.).  —  T.  63,  p.  351. 
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93.  —  La  Suprema  Corte  no  es  competenle  para  conocer  origi- 
nariamente, en  la  causa  en  que  figura  como  parte  deman- 
dada una  provincia,  si  ésta  no  es,  ni  puede  ser  la  contra- 
parte de]  actor^  por  no  disputar  para  si  la  propiedad  ó  po- 
sesión de  los  inmuebles  á  que  se  refiere'  la  demanda,  la  que 
ha  transferido  á  terceros.  (En  el  caso  se  pedia  la  nulidad  de 
esta  transferencia,  viniendo  así  la  acción  á  poner  en  cues- 
tión el  mejor  derecho  entreel  actor  y  los  terceros).  —  T.  63, 
p.448. 

94.  —  Tiene  jurisdicción  ia  Suprema  Corte  para  conocer  origi- 
nariamente en  el  juicio  ejecutivo  deducido  por  un  extranjero 
contra  una  provincia,  (art.  101,  Const.  nac;  art.  1,  inc.  1«, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  64,  p.  55. 

95.  —  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para  resolver  á  cargo 
de  quién  deban  declararse  las  costas  de  un  juicio  fenecido 
ante  los  tribunales  ordinarios.  (Las  costas  de  un  juicio  son 
esencialmente  accesorio  de  la  cuestión  principal,  y  siendo  la 
Corte  incompetente  para  conocer  de  la  acción  que  fué  ma- 
teria de  aquel  juicio,  tiene  que  serlo  también  de  lo  accesorio). 
—  T.  66,  p.  173. 

96.  —  La  Suprema  Corte  es  competente  para  conocer  origina- 
riamente en  la  demanda  de  un  extranjero  contra  una  pro- 
vincia, y  en  la  decisión  del  pleito  debe  apreciar  las  disposi- 
ciones legales  pertinentes,  ya  emanen  délos  poderes  nacio- 
nales ó  ya  de  los  provinciales  (art.  101,  Const.  nac. ;  art.  1**, 
inc .  1  o,  y  21 ,  Ley  Jurisd . ) .  —  T.  66,  p.  303 . 

97.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  el  conocimiento  de 
la  demanda  promovida  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional 
contra  una  provincia,  por  razón  de  cesión  de  derechos  hecha 
á  él  por  un  argentino  vecino  de  la  misma,  ó  por  razón  de  la 
facultad  de  ejercitar  las  acciones  de  éste,  que  pretende  le 
está  otorgada  por  el  artículo  1196,  Cód.  Civ.  (art.  8,  Ley 
Jurisd.).  —  T.  67,  p.  437. 

98.  —  El  decreto  del  poder  ejecutivo  de  provincia,  asumiendo 
la  administración  municipal,  por  estar  la  municipalidad,  en 
acefalía,  no  puede  alterar  las  reglas  jurisdiccionales   de  la 
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justicia  federal  y  producir  el  fuero  originario  de  la  Suprema 
Corte,  en  los  asuntos  que  corresponden  al  conocimiento  del 
juez  de  sección  y  radicados  en  éste.  —  T.  70,  p.  222.  (En 
análogo  sentido,  t.  49,  p.  74.) 
99.  —  El  articulo  101,  Constitución  nacional,  al  establecer  la 
jurisdicción  originaria  de  la  Corte  en  las  causas  en  que  una 
provincia  sea  parte,  se  refiere  á  los  asuntos  en  que  estuvie- 
sen comprometidos  los  intereses  propios  de  la  misma,  requi- 
riéndose  su  intervención  en  el  juicio  en  ese  mismo  carácter. 

—  T.  70,  p.  222. 

100. —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originariade  la  Supre- 
ma Corte,  la  causa  de  un  ciudadano  contra  la  provincia  de  la 
que  es  vecino  (art.  100,  Const.  nac;  art.  1®,  inc.  1^  Ley 
Jurisd-).— T.  74.  p.  81. 

101.  —  Acreditada  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte,  por  ser  extranjero  el  demandante  y  una  provincia  la 
demandada,  estaño  puede  oponer  laexcepción  de  imcompe- 
tencia fundándola  en  la  naturaleza  de  los  hechos  que  infor- 
man la  demanda,  que  deben  ser  considerados  al  sentenciar 
en  definitiva.  —  T.  80,  p.  219. 

102.  —  Si  la  provincia  citada  de  evicción  manifiesta,  antes  de 
estar  radicada  la  causa^  que  no  tiene  voluntad  de  hacerse  par- 
te formal  en  ella,  cesa  el  motivo  de  la  jurisdicción  originaria 
de  la  Suprema  Corte,  y  deben  volver  los  autos  al  juez  federal. 

—  T.  80,  p.  322. 

103.  —  La  pretensión  de  que  se  obligue  al  Poder  Ejecutivo  de 
una  provincia  á  admitir  que  el  denunciante  de  una  conce- 
sión de  tierra  hecha  indebidamente  por  dicho  Poder  Ejecu- 
tivo, siga  pleito  para  hacerla  declarar  nula,  y  retrovertir  á  la 
provincia  el  dominio  de  la  tierra  concedida,  y  tener,  en  con- 
secuencia, el  derecho  de  comprarla  ó  de  obtener  una  com- 
pensación, no  es  de  las  que  corresponde  conocer  á  la  Su- 
prema Corte,  porque  no  se  trata  de  acción  civil  alguna  (art. 
1,Ley  Jurisd.).  —  T.  81,  p.  132. 

104.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  conocer  en  de- 
manda, cuyos  hechos  no  constituyen  un  casodejur  sdicción 
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originaria.  (Abril  5  de  4900,  Achával  v.  Provincia  de  Santia- 
go  del  Estero.) 

t05.  —  La  citación  deevicción  dfi  una  provincia  en  asunto  ges- 
tionado entre  particulares  y  por  derechos  procedentes  de 
convención  entre  ellos,  no  basta  por  si  sola,  y  aunque  la  pro- 
vincia baya  constituido  apoderado,  para  deferir  la  causa  á  la 
jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte.  Es  necesario  que 
la  provincia  se  haga  parte  en  el  juicio.  (Mayo  \^  de  4900, 
Milessi  y  otros  v.  Mulhall). 

406.  —  La  presentación  de  la  provincia,  citada  de  evicción  al 
contestarse  la  demanda,  pidiéndose  le  dé  participación  en 
la  causa  para  hacer  valer  sus  derechos,  importa  hacerse  par- 
te en  el  juicio  y  da  lugar  á  la  jurisdicción  originaria  de  la 
Suprema  Corte,  si  las  contrapartes  son  extranjeros  y  vecinos 
de  la  Capital.  (Mayo  17  de  1900,  Román  v.  Malbrán  y  otros.) 

107.  —  La  Suprema  Corte  tiene  jurisdicción  para  conocer  en 
juicio  del  Arzobispo  de  la  arquidiócesis  contra  la  provincia 
de  Buenos  Aires  {art.  101,]Const. ;  art.  1«,  inc.  4°,Ley  Jurisd.; 
Ley  de  18  de  septiembre  de  1884  ;  julio  28  de  1900,  el  Ai-zo- 
bispo  V.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

108.  —  Expresándose  por  la  provincia  citada  de  evicción,  la 
voluntad  de  no  ser  parte  en  el  juicio,  cesa  la  jurisdicción 
originaria  de  la  Suprema  Corte  para  entender  en  la  causa, 
sin  perjuicio  del  valor  que  en  derecho  pueda  corresponder  á 
la  citación  de  evicción.  (Agosto  7  de  1900,  Román  v.  Mal- 
brán y  otros.) 

109.  —  Cesa  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte  en 
la  causa  contra  una  provincia,  si  el  citado  de  evicción  por 
ésta  se  hace  parte  en  la  causa,  antes  de  trabado  el  pleito,  y 
no  procede  esa  jurisdicción  por  razón  de  dicho  citado.  (Di- 
ciembre 18  de  1900,  Fragueiro  v.  provincia  de  Córdoba.) 

110.  —  La  disposición  del  artículo  12,  inc.  4^,  Ley  de  Jurisdic- 
ción, en  cuanto  declara  prorrogada  la  délos  tribunales  de 
provincia,  en  casos  de  demanda  contraésta,  promovida  por 
extranjero  ante  los  mismos,  no  es  contraría  á  la  del  articulo 
101 ,  Constitución   nacional ;  porque  la  palabra  exclusiva  que 
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éste  emplea  se  refiere  á  que  la  jurisdicción  de  la  Corte  en 
causas  en  que  una  provincia  sea  parte^  no  sea  prorrogable  á 
los  tribunales  inferiores  de  la  nación  en  el  orden  federal ; 
pero  no  implica  que  se'excluya  la  jurisdicción  provincial  ó 
arbitral,  si  por  ella  optasen  las  partes.  (Marzo  49  de  4904, 
Rodríguez  de)  Busto  v.  Provincia  dé  Córdoba.) 

141.  — La  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte  en 
demanda  de  un  extranjero  contra  una  provincia,  cesa  si  aquél 
ha  ocurrido  ante  los  tribunales  locales  de  ésta  (art.  42,  inc. 
4o,  Ley  Jurisd. ;  marzo  49  de  4904,  Rodríguez  del  Busto  v. 
Provincia  de  Córdoba.) 

443.  —  El  extranjero  que  demanda  á  una  provincia  ante  los  tri- 
bunales de  la  misma,  prorroga  la  jurisdicción  de  ellos ;  y  no 
puede  invocar  después  el  fuero  originario  de  la  Suprema  Corte 
(art.  400  y  404,  Const.  nac;  art.  42,  inc.  4^^,  Ley  Jurisd.;  marzo 
49  de4904,  Rodríguez  del  Busto  v.  Provincia  de  Córdoba). 

443.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Su- 
prema Corte,  la  demanda  de  un  argentino  vecino  de  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  contra  ésta  (art.  lo,  inc.  4®,  Ley  Ju- 
risd.; marzo  30  de  4904,  Celedonio  v.  Provincia  de  Buenos 
Aires.) 

444.  —  La  Suprema  Corte  es  incompetente  para  conocer  en 
demanda  de  un  extranjero  contra  una  provincia,  por  cobro 
de  honorarios  devengados  y  regulados  en  causa  criminal  del 
fuero  común.  (Las  costas  del  juicio  son  accesorio  de  la 
cuestión  principal,  constituyendo  su  cobro  un  incidente  cuyo 
conocimiento  corresponde  á  la  jurisdicción  que  entiende  en 
aquella.  (Abril  43  de  4904,  Riadigos  v.  Provincia  de  Córdo- 
ba. Igual  al  t.  49,  p.  344 ;  t.  34,  p.  49  y  t.  66,  p.  473.) 

415.  —  La  Suprema  Corte  es  competente  para  conocer  enla  de- 
manda promovida  contra  una  provincia,  fundada  en  disposi- 
ciones de  la  Constitución  nacional,  á  fin  de  que  se  declare 
inconstitucional  un  impuesto  establecido  por  ella  y  se  la  con- 
dene á  la  devolución  de  las  sumas  abonadas  por  tal  impues- 
to (art.  400  y  404,  Const.  nac. ;  julio  2  de  4904,  Geddes  y 
otros  V.  Provincia  de  Buenos  Aires). 
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416.  —  El  hecho  de  ser  una  provincia  accionista  ó  propieta- 
taria  de  un  banco,  no  importa  que  ella  sea  parte  directa  en 
el  juicio,  y  en  tal  caso  la  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción 
originaria  para  conocer  en  él.  (Julio  20  de  1901,  Banco  Pro- 
vincial de  Córdoba  V.  Rodríguez  del  Busto.  Igual  al  tS^p. 
156;  t.  28,^  p.  78,  93  y  415 ;  t.  54,  p.  12¡8,  134  y  550.) 

117.  —  Es  competente  la  Suprema  Corte  para  conocer  origina- 
riamente en  la  causa  civil  contra  una  provincia,  promovida 
por  los  vecinos  de  otras  (art.  400  y  101,  Const.  nac;  art.  1, 
inc.  1®,  Ley  Jurisd.;  octubre  i9  de  1901,  Deheza  v.  Provin- 
cia de  Córdoba). 

118.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaría  déla  Su- 
prema Corte,  la  demanda  por  cobro  de  pesos  deducida  por 
un  cesionario,  extranjero,  contra  una  provincia,  siendo  el 
cedente  argentino  y  vecino  de  ésta  (art.  8,  Ley  Jurisd.;  no- 
viembre 21  de  1901,  Crespo  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

119.  —  Es  de  competencia  de  la  Corte  la  causa  de  un  extranjero 
contra  una  provincia,  en*  que  se  reclama  el  pago  de  terrenos 
ocupados  para  caminos  públicos;  sin  que  obste  á  dicha  com- 
petencia el  carácter  administrativo  que  se  atribuya  á  la  de- 
manda, ni  la  constitución  y  leyes  locales  de  la  provincia, 
pues  las  disposiciones  de  este  origen  no  alteran  la  jurisdic- 

-  ción  de  los  tribunales  federales  regida  por  la  constitución  y 
leyes  de  la  Nación.  (Noviembre  23  de  1901,  Arenaza  v.  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires.) 

120.  —  No  es  competente  la  Suprema. Corte  para  conocer  en  el 
juicio  promovido  por  un  concurso  contra  una  provincia, 
estando  éste  radicado  ante  los  tribunales  locales  de  la  misma, 
aunque  el  causante  de  aquél,  fallecido,  hubiere  sido  extran- 
jero. (Diciembre  7  de  1901,  Belleli  v.  Provincia  de  Buenos 
Aires.) 

121.  —  No  corresponde  á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Su- 
prema Corte,  la  demanda  promovida  por  ciudadanos  argen- 
tinos, domiciliados  en  el  extranjero,  contra  una  provincia 
(art.  100,  Const.  nac;  art.  1,  Ley  Jurisd.;  diciembre  7  de 
1901,  La  Roche  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 
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122.  —  En  ]a  demanda  dirigida  contra  una  provincia  y  un  par- 
ticular, la  Suprema  Corte  no  puede  conocer  originariamente 
en  lo  que  respecta  al  último  (art.  404,  Const.  Nac;  art.  4, 
Ley  Jurisd.;  febrero  45  de  4902,  Ramos  de  Castaño  v.  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  y  Delpech). 

123.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  originaria 
para  entender,  por  razón  de  la  materia  ó  de  las  personas^  en 
la  demanda  sobre  validez  de  una  ley  de  impuestos  provin- 
ciales y  de  su  decreto  reglamentario,  que  se  pretenden  re- 
pugnantes á  las  Constituciones  provinciales  y  nacional,  y 
que  resultan  no  haber  sido  abonados.  (Marzo  1^  de  4902, 
Castro  V.  Provincia  de  Buenos  Aires.) 

424.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  de  una  causa  so- 
bre inconstitucionalidad  de  impuesto  provincial,  si  no  hay 
recurso  contra  las  sentencias  de  las  autoridades  locales. 
Tampoco  puede  conocer  por  vía  de  acción,   si  dicho  im- 

'  puesto  no  ha  sido  pagado  (art.  405,  Const.  nac;  marzo  3.  de 
4902,  Solanet  y  otros  v.  Provincia  de  Quenos  Aires). 

425.  —  La  Suprema  Corte  es  competente  para  conocer  en  la 
demanda  de  un  extranjero  contra  una  provincia,  por  cobro 
del  valor  de  un  terreno  de  su  propiedad,  que  dice  habérsele 
tomado  sin  derecho,  con  destino  á  un  puente  y  camino  pro- 
vincial, y  por  daños  y  perjuicios;  sin  que  obste  á  esa  juris- 
dicción las  disposiciones  de  las  leyes  provinciales  sobre 
caminos  (art.  34,  400  y  401,  Const.  nac;  Ley  Jurisd.;  junio 
12  de  1902,  Ruiz  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

42t).  Causas  concernientes  á  ministros  diplomáticos  (a).  — 
La  Suprema  Corte  conoce  originariamente  de  las  causas 
concernientes  á  los  encargados  de  negocios  de  las  naciones 
extranjeras  (art.  4,  inc.  3^,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  30. 

127.  —  No  puede  la  Corte  conocer  de  causas  civiles  contra  los 


(a)  La  Corte  conoce  en  primera  instancia  de  las  causas  concernientes  á  em- 
bajadores, ú  otros  ministros  diplomáticos  extranjeros,  á  las  personas  que  com- 
pongan la  Legación,  á  los  individuos  de  su  familia,  ó  sirvientes  domésticos,  del 
modo  que  una  corte  de  justicia  puede  proceder  con  arreglo  al  derecho  de  gentes 
(inc.  3%  art.  1,  Ley  Jurisd.). 
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ministros  diplomáticos,  sino  en  los  casos  autorizados  por  el 
derecho  de  gentes  (art.  4*»,  Ley  Jurisd.).  —  T.  2,  p.  46. 

iS8.  —  Los  ministros  diplomáticos  están  exentos,  por  el  dere- 
cho de  gentes,  de  la  jurisdicción  del  país  en  que  residen,  á 
menos  que  renuncien  á  este  privilegio  con  autorización  del 
gobierno  que  representan  (arl.  4,  inc.  S®,  Ley  Jurisd.).  —  49, 
p.  408. 

139.  —  Los  encargados  de  negocios  extranjeros,  están  exentos 
de  la  jurisdicción  del  país  en  que  residen.  — T.  22,  p.  490. 

430.  —  No  es  competente  la  Corte  para  conocer  en  demandas 
interpuestas  contra  los  encargados  de  negocios.  —  T.  23, 
p.240. 

434.  —  La  demanda  de  nulidad  de  una  venta  hecha  y  ejecuta- 
da dentro  de  los  límites  jurisdiccionales  de  la  República, 
interpuesta  por  un  ministro  diplomático,  corresponde  al  co- 
nocimiento originario  de  la  Suprema  Corte  (art.  404,  Const* 
nac;  art.  4,  inc.  3»,  Ley  Jurisd.;  art.  4209  y  4245,  Cód.  Civ.). 
—  T.  47,  p.  248. 

432.  —  No  tiene  jurisdicción  la  Corte  para  entender  en  deman- 
das contra  personas  pertenecientes  á  legaciones  extranjeras, 
á  menos  que  se  renuncie  el  privilegio  con  la  debida  autoriza- 
ción. —  T.  48,  p.  349. 

433.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  demandas  con- 
tra un  miniistro  diplomático  extranjero,  por  actos  ejecutados 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  —  T.  55,  p.  328. 

434.  —  Por  el  hecho  de  haber  un  ministro  diplomático  enta- 
blado acción  ante  la  Suprema  Corte,  sobre  rescisión  y  nuli- 
dad de  un  contrato,  debe  entenderse  que  se  ha  sometido  á 
su  jurisdicción  paralas  cuestiones  sobre  dicho  contrato,  que 
participen  del  carácter  de  tercería.  —  T.  59,  p.  279. 

435.  —  El  ejercicio  de  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
Corte^  por  razón  de  atentado  contra  la  persona  de  un  minis- 
tro diplomático,  no  se  produce  si  éste  no  ha  iniciado  gestión 
alguna  por  la  vía  diplomática  con  el  objeto  de  producir  un 
caso  judicial  (art.  401,  Const.  nac;  art.  4,  inc.  3%  Ley  Ju- 
risd.).—T.  65,  p.  229. 
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136.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  conocer 
en  la  causa  civil  contra  un  empleado  de  una  legación  extran- 
jera, sin  el  asentimiento  del  jefe  de  ésta  (art.  4 ,  inc.  3^,  Ley 
Jurisd.)-  —  T.  81,p.  H3. 

r37.  —  Cénsales  (a).  — El  conocimiento*  de  las  causas  en  que 
se  versan  los  privilegios  y  exenciones  de  los  cónsules,  en  su 
carácter  público  corresponde  originariamente  á  la  Suprema 
Corte.  (Tal  es  la  relativa  á  injurias  inferidas  á  un  cónsul  en  la 
oñcina  del  consulado,  con  motivo  del  desempeño  de  sus 
funciones  oficiales,  pues  ellas  afectan  la  libertad  y  seguridad, 
sin  las  que  no  puede  desempeñar  bien  su  mandato.  Esas  in- 
jurias comprometen  además  las  prerrogativas  del  cónsul  en 
su  carácter  público  :  art  1,  inc.  4<>,  Ley  Jurisd.).  — T.  10, 
p.  324. 

138.  —  Cuando  un  cónsul  extranjero  es  demandado,  la  Supre- 
ma Corte  no  ejerce  su  jurisdicción  originaria,  si  no  versa  la 
causa  sobre  ios  privilegios  y  exenciones  del  cónsul  en  su  ca- 
rácter público.  —  T.  12,  p.  437. 

139.  Estado  extranjero  (demanda  contra).  —  No  correspon- 
de á  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte  las  de- 
mandas de  particulares  contra  un  Estado  extranjero  (art. 
101,  Const.  nac;  art.  1,  Ley  Jurisd.).  —  T.  79,  p.  424. 

140.  —  La  causa  promovida  por  un  particular  contra  otro  par- 
ticular, no  puede  corresponder  á  la  jurisdicción  originaria 
de  la  Suprema  Corte,  aun  cuando  el  actor  gestione  y  haga 
valer  derechos  derivados  de  un  gobierno  extranjero.  (Di- 
ciembre 9  de  1899,  Paats,  Roche  y  C»  v.  Testoni,  Chiesa  y  C»). 

141.  Contiendas  de  competencia.  — La  jurisdicción  de  la 
Suprema  Corte  sólo  se  extiende  á  los  casos  expresados  en  el 
articulo  100  de  la  Constitución,  entre  ios  cuales  no  están 
comprendidas  las  cuestiones  sobre  competencia  que  se  sus- 
citen entre  los  jueces  provinciales,  tanto  porque  la  jurisdic- 


(a)  La  Corte  conoce  en  primera  instancia  :  de  las  Fcansas  en  que  se  versen 
los  privilegios  y  exenciones  de  los  cónsules  y  vice-cónsules  extranjeros,  en  su 
carácter  público  (inc.  4<*,  art.  1,  Ley  Jurisd.). 
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ción  que  ellos  ejercen  se  rige  por  el  derecho  común  y  no  por 
la  Constitución,  ni  por  las  leyes  nacionales,  cuanto  porque 
defendiéndola  no  obran  como  partes  litigantes,  sino  como 
autoridades,  que,  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  son  in- 
dependientes de  los  poderes  nacionales.  —  T.  4,  p.  87  (a). 

142.  —  No  es  de  competencia  déla  Suprema  Corte  la  cuestión 
sobre  cumplimiento  de  exhorto  dirigido  por  un  tribunal  de 
provincia  á  otro  también  de  provincia.  (Este  último  negaba 
el  diligenciamiento  del  exhorto,  pomo  contener  los  recaudos 
requeridos  por  la  ley  de  procedimientos  vigente  en  la  pro- 
vincia). —  T.  27,  p.  242. 

U3.  —  No  puédela  Suprema  Corte  resolver,  por  vía  de  cónsul- 
.  ta,  una  contienda  de  competencia,  que  no  se  somete   á  su 
conocimiento  en  forma  legal.  — T.  28,  p.  414. 

\  44.  —  Corresponde  á  la  Suprema  Corte,  la  resolución  final  so- 
bre competencia  de  los  tribunales  federales.  —  T.  59,  p.  389. 

145.  —  La  Suprema  Corte  no  es  competente  para  dirimir  con- 
tiendas de  competencia  entre  jueces  locales  en  juicios  que 
no  sean  de  sucesión  ó  concurso.  (Sólo  á  estos  últimos  se  refie- 
re la  ley  de  3  de  septiembre  de  4878.  En  el  caso  se  trataba  de 
una  contienda  de  competencia  para  conocer  en  un  juicio  de 
divorcio,  promovida  por  el  juez  de  1*  instancia  de  Córdoba  al 
de  igual  clase  de  la  Capital  de  la  República).  —  T.  63,  p.  345 

146.  —  No  corresponde  la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte 
para  decidir  sobre  el  cumplimiento  de  exhortos  de  distintos 
jueces,  mientras  no  haya  contienda  trabada  que  le  corres- 
ponda resolver,  ó  no  se  ocurra  á  ella  por  medio  de  alguno  de 
los  recursos  autorizados  por  la  ley.  —  T.  70,  p.  252.  . 

\  47.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  intervenir  en  un 
conflicto  entre  autoridades  militares  y  locales,  cuando  nada 
hay  en  litigio  que  constituya  una  causa,  en  el  sentido  técni- 
co de  la  palabra.  —  T.  73,  p.  122. 

(a)  Téngase  presente  sobre  esta  materia  que  la  ley  4055,  de  11  de  enero  de 
190-2  (art.  9),  ha  establecido  los  casos  de  competencia  qne  debe  resolver  la  Snpre- 
raa  Corte,  viniendo  así,  á  quedar  sin  efecto,  la  jurisprudencia  fundada  en  las  leyes 
anteriores. 
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H8.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para  dirimir 
contiendas  de  competencia  entre  autoridades  judiciales  de 
diversas  provincias  para  entender  en  asuntos  de  fuero  co- 
mún. —  T.  82,  p.  52  (a). 

U9.  — Carece  la  Suprema  Corte  de  jurisdicción  para  resolver 
la  cuestión  de  competencia  trabada  entre  un  juez  de  la  Capital 
y  un  juez  de  provincia,  en  juicio  particular  de  carácter  civil. 
(Junio  20  de  IflOi,  Wiengreen  y  C*  v.  Davis  y  C»;  diciembre  5 
de  4901 ,  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  con  Furque.) 

450.-^  La  Suprema  Corte  tiene  jurisdicción  para  resolver  la 
contienda  de  competencia  trabada  entre  el  juez  de  la  quie- 
bra de  una  sociedad  y  otro  de  distinta  provincia,  que  pretende 
conocer  en  el  juicio  de  disolución  y  liquidación  de  aquella. 
(Marzo  13  de  1902,  Ley  927  ;  Ley  4055,  art.  9,  concurso  de 
Girotti  y  C»). 

151 .  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  si  á  las  Cámaras 
Federales  de  Apelación,  el  recurso  interpuesto  contra  la  sen- 
tencia del  juez  federal  que  se  niega  á  promover  ó  suscitar  á 
un  juez  del  fuero  común,  la  cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria  presentada  ante  él, porque  en  tal  casóla  contienda 
no  se  encuentra  trabada,  la  que  se  formaliza  cuando  se  han 
cumplido  las  disposiciones  de  los  artículos  51  y  52,  Ley  Proc. 
(art.  9  y  17,  Ley  4055;  febrero  27  de  1902,  Filomena  Martí- 
nez de  Godoy;  marzo  22  de  1902,  Amadey  y  otros,  sobie 
competencia). 

152.  Facultades  del  tribunal  en  la  instancia  de  apela- 
ción (6).  —  Las  observaciones  contra  la  justicia  de  un  auto 
dado  en  causa  de  menor  cuantía,  no  pueden   ser  discutidas 

ante  la  Suprema  Corte  (art.  4,  LeyJurisd.). — T.  6,  p.  413. 

(a)  Por  el  artículo  9,  inc.  d,  de  la  ley  4055,  de  11  de  enero  de  1902,  la  Corte 
tiene  jurisdicción  para  dirimir  las  contiendas  entre  ios  jueces  de  distintas  pro- 
Tincias. 

(¿)  He  creído  conveniente  reproducir  aquí  las  resoluciones  relativas  á  esta  raa> 
ieria,  que  se  encuentran  en  el  tomo  2*  del  Digesto,  porque  la  doctrina  que  esta- 
blecen será  de  aplicación  para  las  Cámaras  Federales  de  Apelación,  creadas  por  la 
Ley  4055.  Sobre  la  misma  materia  puede  verse  en  el  presente  tomo :  Pena  (agrá- 
vacien  de);  Prueba  en  segunda  instancia;  Tentativa ^ y  el  tomo  2,  p. 369, 457 y  460. 
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153,  —  No  puede  la  Corte  modificar  las  sentencias  de  los  jaeces 
de  sección,  sino  en  la  parte  apelada.  — T.  6,  p.  433. 

454.  — No  puede  la^Suprema  Corte  fallar  sobre  capítulos  que  no 
se  hayan  propuesto  á  la  decisión  del  inferior,  sin  que  los 
nuevamente  aducidos  se  hallen  comprendidos  en  las  excep- 
ciones  establecidas  por  el  artículo  224,  Ley  de  Procedimien- 
tos. —  T.  8,  p.  164. 

155.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar,  fuera  de  los  casos 
del  artículo  224  de  la  ley  de  procedimientos,  sobre  capitulo 
alguno  que  no  haya  sido  propuesto  á  la  decisión  del  infe- 
rior. —  T.  10,  p.  12;  t.  11,  p.  47. 

156.  — £n  una  causa  criminal  la  Suprema  Corte  no  puede  fallar 
sobre  un  capítulo  en  que  el  juez  de  sección  se  ha  declarado 
incompetente,  si  el  procurador  general  no  se  adhiere  á  la 
apelación  del  acusado.  —  T.  12,  p.  20. 

157.  —  Puede  la  Suprema  Corte  mandar  practicar  ante  ella  las 
diligencias  probatorias  de  primera  instancia  que  estimare 
viciosas  ó  insuficientes  (art.  222,  Ley  Proc).  — T.  13,  p.  7. 

458. — Es  incompetente  la  Suprema  Corte  para  conocer  de  la 
causa  en  grado  de  apelación,  cuando  son  diferentes  y  de  me- 
nor cuantía  los  créditos  que  se  cobran,  aunque  todos  los 
acreedores  aparezcan  representados  por  un  solo  apoderado. 
T.  21 ,  p.  558. 

159.  —  La  Corte  puede  devolver  al  juzgado  de  su  precedencia 
los  autos  para  que  reciba  la  causa  á  prueba,  cuando  la  es- 
time  necesaria.  —  T.  22,  p.  349. 

160.  —  Cuando  la  sentencia  de  primera  instancia  prescinde  de 
las  varias  excepciones  opuestas  á  la  acción  de  la  demanda,  y 
resuelve  una  sola  de  ellas,  la  Suprema  Corte  debe  ocuparse 
solamente  de  esta  excepción,  una  vez  que  no  ha  sido  tachado 
por  las  partes  el  procedimiento  del  juez  a  quo. — T.  31 ,  p.  21 . 

461.  —  No  puede  la  Suprema  Corte,  sin  petición  de  todas  las 
partes,  fallar  sobre  una  excepción  no  resuelta  por  el 
juez  de  sección,  ni  tomar  en  ponsideración  separadamente 
las  demás  excepciones  no  resueltas  por  el  mismo  (art.  224, 
Ley  Proc).  —  T.  32,  p.  183. 
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162.  —  La  Corte  no  puede  hacer  declaración  alguna  respecto 
de  las  excepciones  contra  una  ejecución,  que  no  hayan  sido 
materia  de  decisión  en  4*  instancia.  —  T.  44,  p,  79. 

163.  La  Suprema  Corte,  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  de 
apelación,  no  puede  resolver  sino  sobre  los  puntos  decididos 
en  1^  instancia.  Para  los  no  decididos  deben  volverse  los 
autos  al  inferior  á  fin  de  que  se  pronuncie  sobre  ellos.  — T. 

46,  p.  372. 

•164.  —  No  puede  la  Corte  conocer  en  las  causas  traidas  por  re- 
curso de  apelación,  mientras  la  resolución  apelada  no  haya 
sido  notificada  á  todos  los  interesados  en  forma  legal.  — T. 

47,  p.  888. 

165.  —  No  puede  la  Suprema  Corte  resolver  sobre  puntos  res- 
pecto de  los  cuales  el  inferior  no  se  ha  pronunciado.  —  T. 
56,  p.  354. 

166.  —  No  puede  ser  tomada  en  consideración  por  la  Suprema 
Corte,  la  petición  que  no  ha  sido  materia  de  la  demanda  ni 
se  ha  hecho  de  ella  contención  en  primera  instancia  (art. 
224,  Ley  Proc).  —  T.  59,  p.  342* 

167.  —  Interpuesto  de  la  sentencia  del  inferior  solamente  el 
recurso  de  apelación,  la  Suprema  Corte  se  halla  habili- 
tada para  dar  fin  al  pleito  apreciando  y  resolviendo  las 
cuestiones  apreciadas  y  resueltas  por  dicha  sentencia.  —  T. 
60,  p.  51 . 

168.  —  Cuando  se  ha  acusado  por  varios  delitos,  y  el  acusa- 
dor no  apela  de  la  sentencia  que  declara  probado  uno  solo, 
é  improbados  los  otros,  la  Suprema  Corte  no  puede  pro- 
nunciarse sobre  estos  últimos.  La  sentencia,  en  esta  parte, 
debe  darse  por  consentida.  —  T.  60,  p.  277. 

169.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  apreciar  en  segunda 
instancia  la  causal  de  nulidad  fundada  en  la  inconstitu- 
cionalidad  de  la  ley  aplicada  por  la  sentencia  recurrida, 
cuando  en  primera  instancia  no  se  ha  suscitado  ni  resuelto 
esa  cuestión  (art.  224  y  233,  Ley  Proc).  —  T.  61,  p.  295. 

170.  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  grado  de  ape- 
lación, de  sentencia  pronunciada  en  el  recurso  de  habeos 
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corpm,  si  ha  sido  apelada  después  del  término  de  24  horas 
de  notificada  (art.  639,  Cód.  Proc.  Crim.  £1  término  para 
apelar  establecido  por  este  artículo,  es  perentorio).  — T.  51, 
p.  273. 
174.  —  Cuando  el  ministerio  fiscal  ha  acusado  por  dos  de- 
litos, y  no  apela  de  la  sentencia  que  declara  solamente  la 
existencia  de  uno,  la  Suprema  Corte  no  puede  juzgar  so- 
bre el  otro  del  cual  el  procesado  ha  sido  absuelto.  —  T.  63, 
p.  441. 

472.  —  Sin  la  existencia  de  los  recursos  de  apelación  legal- 
mente  introducidos  y  procedentes,  no  cabe  la  aplicación  del 
art.  223,  Ley  Proc.  —  T.  63,  p.  445. 

473.  —  Los  autos  dictados  por  la  Suprema  Corte  en  virtud  de 
apelación  concedida  y  no  observada,  no  son  susceptibles  de 
reposición  ni  de  revisión  (art.  7,  ley  16  de  octubre  de  4862). 
—  T.  65,  p.  398. 

474.  —  Puede  la  Suprema  Corte  decretar  el  embargo  preventi- 
vo^ en  los  casos  que  por  ley  proceda,  cuando  se  solicita  en- 
contrándosela causa  pendiente  de  su  conocimiento.  (Se  trata 
de  un  incidente  de  la  causa,  sobre  el  cual  el  tribunal  puede 
y  debe  pronunciarse  con  arreglo  á  los  principios  generales.) 
T.  66,  p.  54. 

475.  —  Trabada  la  contienda  en  el  concepto  de  versar  sobre 
el  cobro  de  un  saldo  en  cuenta  corriente,  no  es  permitido  al 
tribunal  alterar  la  naturaleza  del  crédito  que  se  litiga.  — T. 
66,  p.  418. 

476.  —  La  Suprema  Corte  no  puede  resolver  sobre  las  conse- 
cuencias que  entrañe  la  falta  de  cumplimiento  en  el  plazo 
fijado  para  la  prestación  que  es  objeto  de  la  obligación,  si 
el  inferior  no  se  ha  pronunciado  sobre  ese  punto.  —  T.  67, 
p.  449. 

477.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  entender  en  la 
apelación  de  una  causa  criminal  por  delito  común,  seguida 
ante  el  juez  federal,  por  impedimento  del  juez  letrado  (art. 
22,  inc.  4o,  25,  iac  l^,  y  33,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  67, 
p.  353. 
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478.  —  No  puede  la  Suprema  Corte  pronunciarse  sobi*e  la  sen- 
tencia que  no  ha  sido  notificada  al  procesado.  —  T.  75,  p.  82. 

479.  —  No  corresponde  á  la  Suprema  Corte  la  apelación  en 
causas  criminales  por  delitos  comunes  falladas  en  primera 
instancia  por  los  jueces  letrados  de  los  territbrios  Udcionales 
(art.  23  y  33,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  81,  p.  418  (a). 

480.  —  Corresponde  á  la  Suprema  Corte,  y  no  al  juez  de  sec- 
ción, mandar  testar  las  palabras  incorrectas  empleadas  en 
escritos  presentados  ante  ella.  —  T.  82,  p.  450. 

484.  —  No  habiendo  el  demandante  apelado  de  la  sentencia 
que  acepta  una  suma  menor  de  la  demandada,  la  Suprema 
Corte  no  puede  pronunciarse  sino  sobre  aquella  suma.  (Agos- 
to 9  de  1900^  Padula  v.  Cabana.) 

482.  —  Consentida  la  sentencia,  y  no  siendo  ella  de  lasque  de- 
ben elevarse  en  consulta,  la  Suprema  Corte  no  puede  juzgar 
sobre  la  naturaleza  del  delito  imputado  al  procesado  y  sobre 
la  pena  que  se  le  debe  imponer.  (Agosto  22  de  4901,  causa 
V.  A.  Gómez.) 

483.  ^—  Abandonando  el  apelante  el  recurso  de  nulidad,  en  la 
expresión  de  agravios,  en  la  que  solicita  de  la  Suprema  Corte 
se  pronuncie  sobre  la  cuestión  omitida  por  el  Inferior  y  que 
sería  el  defecto  único  que  pudiera  viciar  la  sentencia,  puede 
el  tribunal  resolver  esa  cuestión,  si  la  parte  contraria  adhiere 
á  dicho  pedido.  (Agosto  29  de  4901,  Mackill  v.  Mac'Dougall.) 

484. — Si  la  sentencia  de  primera  instancia  declara  como  de 
propiedad  del  demandante  una  fracción  del  terreno  deman- 
dando á  la  Nación,  por  haberle  sido  reconocida  por  el  pro- 
curador fiscal  al  contestar  la  demanda,  la  Suprema  Corte  no 
puede  conocer  y  juzgar  en  esa  parte.  Si  e!  procurador  fiscal 
hubiere  apelado  de  la  sentencia,  el  recurso  debe  entenderse 
contra  la  parte  que  le  es  adversa  (art.  13,  Ley  Proc. ;  Leyes  3, 
tít.  46,  47,  tít.  22, 43  y  44,,tít.  23,  part.  3* ;  noviembre  24  de 
1904,  Viso  V.  Gobierno  Nacional.) 


(a)  Por  la  ley  4055,  de  11  de  enero  de  1902,  la  apelación  en  dichas  caasas  co- 
rresponde á  las  Cámaras  Federales. 
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i  85.  Superintendencia  (a).  ^  La  Saprema  Corte  no  puede  co- 
nocer en  las  acusaciones  contra  los  jueces  de  sección,  los 
cuales  son  acusables  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el  Se- 
nado. -^T.  1 ,  p.  302. 

186.  — La  Suprema  Corte  no  puede  conocer,  por  falta  de  com- 
petencia, en  las  acusaciones  contra  los  jueces  de  sección.  — 
T.  2,  p.  94. 

487.  —Aun  enancóla  Corte  viera  ofensa  á  una  de  las  partes  en 
una  sentencia  del  juez  seccional,  debería  abstenerse  de  todo 
pronunciamiento  tendente  á  repararla,  pues  por  el  artículo 
45  de  la  Constitución  nacional,  sólo  el  Senado  puede  conocer 
de  las  faltas  que  cometan  los  jueces  en  el  ejercicio  de  sus 
funcionas.  Menos  puede  mandar  testar  palabras  de  las  sen- 
tencias de  los  jueces  de  sección,  las  cuales  son  instrumentos 
auténticos  que  deben  conservar  su  integridad.  —  T.  8,  p.  466. 

488.  —  La  Suprema  Corte  tiene  facultad  para  reprimir  las  faltas 
leves  que  en  el  desempeño  de  sus  funcione^»  cometan  los 
jueces  de  sección.  — T.  27,  p.  389. 

489.  —  Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte,  dictadas  en  ejer- 
cicio de  su  superintendencia,  no  son  susceptibles  de  revo- 
catoria. —  T.  62,  t.  404. 

490.  —  La  Suprema  Corte  puede  promover  investigaciones  en 
las  denuncias  sobre  irregularidad  de  procedimientos  en  las 
causas  criminales  y  condiciones  de  los  detenidos  (art.  48, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  65,  p.  354. 

4gf .  _  No  está  en  las  facultades  de  la  Suprema  Corte  reducir 
la  pena  impuesta  por  sus  sentencias.  —  T.  76,  p,  270. 

492,  _  No  está  en  las  atribuciones  de  la  Suprema  Corte,  pro- 
veer al  nombramiento  de  juez  para  una  diligencia  judicial, 
por  estar  ausente  el  titular.  —  T.  72,  p.  20. 

493.  —  jVo  está  en  las  facultades  de  la  Suprema  Corte,  el  nom- 
bramiento de  jueces  interinos.  —  T.  75,  p.  469. 


(a)  Sobre  esta  materia  véase  el  art.  11  de  la  ley  número  4055,  de  U  de  enero  de 
1002,  que  establece  y  determina  los  casos  de  saperintendencia  de  la  Suprema 
Corte. 
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SUSTITUCIÓN  DE  PENA. 
Las  leyes  especiales  de  aduana  prohiben  que  las  penas  de  arres- 
to impuestas  por  infracciones  de  ellas,  sean  sustituidas  por 
penas  pecuniarias,  y  no  puede,  por  tanto,  invocarse  con  éxi- 
to las  leyes  generales  anteriores  que  admitan  la  sustitución. 

—  T.  74,  p.  82. 

SUSTRACCIÓN. 
El  empleado  que  sustrae  efectos  de  los  almacenes  de  aduana, 
es  pasible  de  la  pena  de  cinco  á  diez  años  de  trabajos  forza- 
dos (art,  81,  Ley  Pen.).  —  T.  78,  p.  80. 

SUSTRACCIÓN  DE  CAUDAI^S. 
4 .  —  La  sustracción  de  caudales  públicos  existentes  en  poder 
del  reo  por  razón  de  su  cargo,  le  hace  pasible  de  las  penas 
establecidas  en  el  articulo  80,  Ley  Penal.  —  T.  68^  p.  396. 
2.  —  La  pena  de  tres  años  de  trabajos  forzados,  impuesta  al 
empleado  convicto  y  confeso  de  haber  sustraído  caudales 
pertenecientes  á  la  Nación,  es  el  mínimum  de  laque  la  ley 
establece  para  ese  delito  ;  y  no  puede  ser  agravada,  si  la 
sentencia  que  la  impone  no  ha  sido  apelada  por  el  ministe- 
rio fiscal  (art.  80  y  83,  Ley  Pen. ;   art.  693,  Cód.  Proc.  Crim.) 

—  T.  81,  p.  198. 

SUSTRACIÓN  DE  CORRESPONDENCIA. 
La  detención  ú  ocultación  de  cartas  por  un  empelado  de  la  ad- 
ministración de  correos,  es  un  hecho  penado  como  delito 
por  el  articulo  52,  ley  nacional  penal ;  y  la  sentencia  que 
castiga  al  culpable, .  sólo  como  autor  de  tentativa,  no  puede 
ser  modificada  en  perjuicio  del  reo,  si  ha  sido  consentida 
por  el  ministerio  público.  (Junio  12  de  1900,  causa  de  Sa- 
craseig.) 


T 


TACHA. 

4 .  —  Las  relaciones  de  locador  y  locatario  no  fundan  por  sí 
solas,  tacha  legal  para  desechar  el  testimonio  dado  por  el 
uno  á  favor  del  otro.  —  T.  63,  p.  360. 

2.  —  Debe  ser  juzgada  la  tacha  opuesta  á  un  testigo  en  el  acto 
de  la  declaración  y  en  el  día  mismo  señalado  por  el  juez 
para  recibirla,  aunque  éste  se  halle  fuera  del  término  pro- 
batorio. —  T.  79,  p.  464. 

TASACIÓN. 

Véase  :  Juicio  ^ecutivo 
TENTATIVA. 

Véase  :  Actos  preparatorios ;  Sustracción  de  correspondencia 
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4.  —  La  tentativa  del  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de 
curso  lega),  puede  ser  castigada  con  la  pena  de  tres  años  y 
medio  de  trabajos  y  mil  pesos  de  multa  (art.  62,*Ley  Pen.  y 
12  y  13,  Cód.  Pen.).  —  T.  63,  p.  45  y  55. 

2.  —  La  posesión  de  billetes  falsos  de  curso  legal  con  circuns- 
tancias que  (convencen  del  propósito  criminal  del  procesado, 
basta  para  dar  por  averiguada  la  tentativa  de  circulación  é 
imponer  la  pena  correspondiente  (art.  6,  Cód.  Pen. ;  art.  348, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  73,  p.  316  y  350. 
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3.  — *  £1  hecho  de  haberse  encontrado  en  poder  del  procesado, 
cantidad  de  billetes  falsos  de  curso  legal  con  circunstancias 

,  que,  lejos  de  arrojar  una  presunción  contraria  á  la  intención 
criminal,  sirven  á  convencer  que  ésta  ha  existido^  constituye 
tentativa  de  circulación, y  le  hace  pasible  de  la  pena  dedos 
años  de  trabajos  forzados  y  multa  de  4500  pesos  fuertes  (árt. 
6  y12,  inc.  2»,  Cód.  Pen.;  art.  93,  Ley  Pen.).  —  T,  75,  p.  330. 

4.  £1  hecho  de  encontrarse  en  poder  del  procesado  cantidad 
de  billetes  falsos  de  curso  legal,  y  de  no  darse  por  éste  ex- 
plicación satisfactoria  que  sirva  á  excusarlo,  constituye  ten- 
tativa del  delito  de  circulación  y  debe  aplicarse  la  pena  co- 
rrespondiente á  ella  (art.  6  y  \%,  Cód.  Pen.;  art.  62,  Ley 
Pen.).  —  T.76,  p.  485. 

5.  —  Es  jjista  la  pena  de  dos  años  de  trabajos  forzados  y  multa 
de  mil  trescientos  pesos  fuertes,  impuesta  á  la  tentativa  de 
circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal  (art.  6S,  Ley 
Pen.;  art.  42,  inc.  2%  Cód.  Pen.).  —  T.  77,  p.  58. 

6.  — La  tentativa  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  fal- 
sos, hace  pasible  al  autor  de  la  pena  de  dos  años  y  nueve 
meses  de  trabajos  forzados  y  4400  pesos  fuertes  de  multa 
(art.  82  y  93,  Ley  Pen.  arl.  42,  inc.  2^,  Cód.  Pen.).  —  T.  80, 

p.  338. 

7.  ^  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  fal- 
sos, hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de  dos  años  y  nueve  meses 
de  trabajos  forzados  y  multa  de  2500  pesos  (art.  42,  inc.  2**, 
Cód.  Pen. ;  art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  84,  p.  204. 

8.  —  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  fal- 
sos, hace  pasible  á  los  reos  de  la  pena  de  dos  años  nueve 
meses  de  trabajos  forzados  y  multa  de  4  375  pesos  fuertes 
(art.  62  y  98,  Ley  Pen.  —  T.  82,  p.  408. 

9.  — Calificado  el  delito  de  tentativa  de  circulación  de  billetes 
de  curso  legal  falsos,  é  impuesta  al  procesado  la  mitad  de  la 
pena  que  corresponde  al  delito  consumado  en  lo  que  con- 
cierne á  la  condenación  corporal,  debe  observarse  la  misma 
proporción  en  la  imposición  de  la  pena  pecuniaria  (art.  42, 
inc.  2%  Cód.  Pen. ;  art.  62,  Ley  Pen.).  —  T.  82,  p.  252. 
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40.  —  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  de  curso  legal  fal- 
sos, hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de  dos  años  y  nueve  me- 
ses de  trabajos  forzados  y  multa  de  Í375  pesos  fuertes  (art. 
12,  Cod.  Pen.;  art.  6S^  Ley  Pen. ;  diciembre  30  de  4899, 
causa  V.  Rosas). 

44.  —  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  falsos  hace  pasible 
al  reo  de  la  pena  de  dos  años  nueve  meses  de  trabajos  forza- 
dos y  multa  de  4375  pesos  fuertes  (art.  62,  Ley  Pen.;  art.  4S, 
inc.  2**,  Cod  Pen. ;  junio  49  de  4900,  causa  v.  Perotti  y  otros). 

42.  — Probada  la  tentativa  de  circulación  de  billetes  falsos  de 
curso  legal  y  la  reincidencia  en  el  delito,  corresponde  la 
pena  de  cuatro  años^  un  mes  y  quince  días  de  trabajos  for- 
zados, y  multa  de  dos  mi]  sesenta  y  dos  pesos  cincuenta  cen- 
tavos fuertes  (art.  62,  Ley  Pen. ;  art.  42,  Cod.  Pen. ;  julio  7  de 
4900,  causa  v.  Colombo). 

43.  —  La  circulación  de  billetes  falsos  que  ño  se  ha  realizado 
por  motivos  ajenos  á  la  voluntad  del  procesado^  debe  califi- 
carse de  tentativa  y  aplicarse  al  reo  la  pena  de  dos  años  y 
medio  de  trabajos  forzados  y  multa  de  4375  pesos  (art.  42, 
inc.  2»,  Cod.  Pen.;  art.  62,  Ley  Pen.;  septiembre  48  de 
4900,  causa  v.  Bossi  y  otro). 

44.  —  Acreditada,  con  independencia  de  la  confesión,  la  exis- 
tencia en  poder  del  procesado,  de  billetes  falsos  y  no  resul- 
tando presunción  contraria  á  la  intención  criminal,  sin  que 
se  haya  consumado  su  circulación  por  motivos  ajenos  á  su 
voluntad^  debe  aplicársele  la  pena  de  la  tentativa  (art  6, 
Cód.  Pen. ;  art.  62,  Ley  Pen. ;  septiembre  48  de  4900,  causa 
V.  Grifero.) 

45.  —  La  tentativa  de  circulación  de  estampillas  nacionales 
falsas,  hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de  dos  años  nueve  me- 
ses de  trabajos  forzados  y  multa  de  4375  pesos  fuertes  (art. 
62,  Ley  Pen. ;  art.  42,  inc.  2«,  Cód.  Pen.).  —  T.  84,  p.  243. 

46. —  La  tentativa  de  defraudación  al  gobierno  nacional  debe 
ser  castigada  con  la  pena  del  delito  consumado,  reducida 
desde  la  cuarta  parte  á  la  mitad,  pudiendo  aplicarse  el  míni- 
mum dado  el  poco  valor  sobre  que  ha  versado  la  tentativa 


—  679  —  TEX 

y  las  circunstancias  favorables  al  procesado  comprobadas 
en  autos  (art.  65,  Ley  Pen. :  art  12-,  inc.  2*»,  Cód.  Pen.).  —  T. 
65,  p.  422. . 

47.  —  La  tentativa  de  un  delito  contra  la  nación  puede  y  debe 
ser  penada  con  arreglo  á  lo  establecido  por  el  artículo  93, 
Ley  Penal.  —  T.  Tó,  p.  350. 

48.  —  Calificado  el  delito  de  tentativa  de  expendio  de  lotería 
clandestina,  la  pena  á  imponerse  es  ia  de  250  pesos  de  mul^ 
ta,  ó  en  su  defecto  tres  meses  de  arresto  (art.  9  y  10,  Ley 
3143  ;  art.  42,  inc.  2"*,  Cód.  Pen.  El  hecho  tuvo  lugar  á  bordo 
de  un  buque.  Septiembre  6  de  4900,  v.  Benarrosa). 

49. — La  tentativa  de  falsificación  de  billetes  de  banco  debe 
ser  castigada  con  tres  años  de  trabajos  forzados  y  multa  de 
un  mil  doscientos  pesos  (art.  93  y  62,  Ley  Pen. ;  art.  42,  inc. 
2«,  Cód.  Pen.).  —  T.  74,  p.  346. 

20.  —  Los  autores  y  cómplices  de  la  tentativa  de  falsificación 
de  billetes  de  Banco^  son  pasibles  de  pena  y  deben  ser  casti- 
gados con  arreglo  al  código  común :  debe  tenérsela  por  com- 
probada habiéndose  encontrado  en  poder  de  los  procesados 
todos  los  elementos  para  realizarla  y  los  billetes  con  sus  pri- 
meras impresiones  decolores^  inscripciones  y  firmas  respec- 
tivas (art.  62  y  93,  Ley  Pen. ;  art.  42,  inc.  2«,  33,  inc.  S^  y 
34,  inc.  4o,  Cód.  Pen. ;  octubre  42  de  4904,  causa  v.  Fernán- 
dez y  otros). 

21.  —  La  tentativa  de  falsificación  de  moneda  de  níkel  de  cur- 
so legal,  merece  la  pena  de  un  año  de  trabajos  forzados  y  40 
pesos  fuertes  de  multa  (art.  60  y  93,  Ley  Pen. ;  art.  12,  inc. 
2o,  Cód.  Pen.).  —  T.  76,  p.  235. 

22.  —  En  el  delito  de  tentativa  de  falsificación  de  monedas  de 
nikel,  sin  circunstancias  agravantes  y  atenuantes,  la  pena 
aplicable  es  de  22  y  medio  meses  de  trabajos  forzados  y  470 
pesos  de  multa,  que  es  el  término  medio  entre  la  cuarta  par- 
te y  la  mitad  de  la  pena  correspondiente  al  delito  (art.  42, 
52,  Cód.  Pen. ;  art.  60,  Ley  Pen.;  mayo  10  de  1900,  causa  v. 
Figueroa  y  Castro). 

23.  —  La  tentativa  de  circulación  de  falsas  monedan  de   nikel 
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de  curso  legal,  hace  pasible  al  reo  de  la  pena  de  diez  y  ocho 
meses  de  trabajos  forzados  y  437  pesos  fuertes  de  multa  (art. 
60  Ley  Pen.;  art,  32,  Cód.  Pen.).  —  T-  82,  p.  440. 

24.  —  Es  justa  la  pena  de  catorce  meses  de  prisión, 
aplicada  á  la  tentativa  de  robo  con  fractura,  si  no  hay  moti^ 
vos  para  presumir  que  el  robo  intentado  excediera  de  500 
pesos  (art.  42,  inc.  2o,  y  494,  Cód.  Pen.).  — T.  69,  p.  44. 

25.  —  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  de  curso' legal  fal- 
sos, hace  pasible  á  su  autor  de  la  pena  de  dos  años  y  nueve 
meses  de  trabajos  forzados  y  multa  de  4375  pesos  fuertes,  y  á 
los  cómplices  de  la  de  dos  años  de  prisión  (art.  62  y  93,  Ley 
Pen. ;  art.  42,  inc.  2»  y  5^,  Cód.  Pen.)  —  T.  80,  p.  478. 

26.  —  La  tentativa  de  circulación  de  billetes  falsos  es  puni- 
ble con  arreglo  al  articulo  93,  Ley  Penal,  y  debe  aplicársele 
la  pena  del  código  común,  si  aquélla  resulta  probada  por 
haberse  encontrado  en  poder  de  los  procesados  los  billetes 
falsos  y  si  las  circunstancias  particulares  de  la  causa  no  arro- 
jan una  presunción  contraria  á  la  intención  criminal,  sino 
que  sirven,  al  contrario,  para  convencer  que  estaba  existido, 
(octubre  40  de  4904,  causa  v.  Ferro  y  Mari.) 

¿7. — El  autor  de  tentativa  de  circulación  de  billetes  falsos» 
cometida  en  la,  provincia  de  Buenos  Aires,  dos  días  des- 
pués de  promulgada  la  ley  3972,  debe  ser  castigado  con 
la  pena  señalada  en  la  Ley  Penal  de  4863  (art.  2®,  Cód.  Civ.; 
noviembre  30  de  4904,  causa  de  Chini). 
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1*  —  Es  inadmisible  la  tercería  queno  se  funde  en  el  dominio 
de  los  bienes  embargados  ó  en  el  mejor  derecho  para  ser 
pagada  con  su  producto,  y  no  procede  hacer  declaraciones 
que  lo  actuado  en  el  juicio  hace  innecesarias  (art.  304,  Ley 
Proc).  —  T.  80,  p.  49. 
^  2.  —  Si  el  Banco  Nacional  se  ha  sustituido  al  ejecutante,  en 
virtud  de  adjudicación  del  crédito,  la  tercería  deducida  en  el 
juicio  ejecutivo  en  que  se  persigue  el  pago  de  éste,  debe  en- 
tenderse con  dicho  Banco  como  ejecutante,  y  con  el  ejecuta- 
do. (Octubre  46  de  4904,  Aguirre  v.  Zapata  y  Troncoso.) 

3.  —  El  que  no  tiene  titulo  propio,  ni  poder  de  aquel  á  quien 
atribuye  la  propiedad,  no  tiene  derecho  de  tercería  de  domi- 
nio. (En  el  caso,  el  locatario  dedujo  la  tercería  de  dominio, 
fundada  en  el  contrato  de  arrendamiento). — T.  64,  p.  44. 

4.  —  Terminada  la  ejecución  con  el  pago  hecho  por  el  deudor 
al  acreedor  ejecutante,  la  tercería  deducida  sobre  los  bienes 
embargados  queda  sin  objeto  y  hace  improcedente  la  resolu- 
ción que  se  dicte  con  posterioridad.  —  T.  65,  p.  256  (a). 

5.  —  No  probada  la  sociedad,  pero  sí  la  comunidad  en  los  bie- 
nes embargados  al  deudor,  corresponde  se  alce  el  embargo 
respecto  de  la  parte  correspondiente  al  condominio,  y  se  si- 
ga la  ejecución  sobre  la  parte  de  bienes  correspondiente  al 
deudor  (art.  2677,  2688,  2698  y  3452,  Cód.  Civ.).  -  T.  65, 
p.  308. 

6.  —  No  probada  la  posesión  de  largo  tiempo,  en  que  se  funda 
la  tercería  de  dominio,  deba  ésta  ser  rechazada.  —  T.  67, 
p.  24. 

7.  —  Es  procedente  la  tercería  de  dominio  que  deduce  el  man- 
dante, sobre  los  bienes  hipotecados  y  embargados  para  res- 
ponder á  la  ejecución  de  una  deuda  contraída  por  su  man- 
datario á  nombre  propio,  y  para  cuya  garantía,  sin  poder 
especial  al  efecto,  otorgó  la  hipoteca  (art.  4884,  inc.  45^,  y 
4929,  Cód.  Civ.).  —  T.  70,  p.  422. 

8.  —  Cuando  en  el  juicio  de  tercería,  el  ejecutante  afirma  que 

(a)  £a  sentido  análogo,  t.  32,  p.  375. 


TER  —  682  — 

la  cosa  embargada  pertenece  á  un  tercero,  extraño  al  juicio, 
no  debe  recibirse  la  causa  á  prueba  para  que  acredite  el  do- 
minio del  ejecutado  sobre  ellas.  — T.  71,  p.  139. 

9.  —  Probado  el  dominio,  debe  admitirse  la  tercería  fundada 
en  él.— T.  74,  p.  260. 

10.  — Después  de  trabado  por  demanda  y  por  respuesta,  el  jui- 
cio de  tercería  de  dominio,  no  es  permitido  al  tercerista  va- 
riarlo y  pedir  durante  él  el  alzamiento  inmediato  del  em- 
bargo. —  T.  72,  p.  58. 

11 .  —  El  cesionario  del  inmueble  ya  gravado  por  hipoteca,  no 
puede  oponer  tercería  de  dominio  á  la  venta  del  inmueble 
ordenada  en  el  juicio  ejecutivo  contra  el  deudor  cedente(art. 
3162,  Cód.  Civ.).  —  T.  72,  p.  171 . 

42.  —  El  tercerista  por  razón  de  dominio  tiene  derecho  para 
pedir  que  los  bienes  embargados  en  el  juicio  principal,  se 
inventaríen  y  depositen  con  arreglo  á  la  ley.  — T.  73,  p.  453. 

13.  —  La  tercería  de  dominio  deducida  por  el  sublocatario  en 
la  ejecución  seguida  contra  el  locatario,  sólo  procede  res- 
pecto de  los  muebles  que  aquel  acredite  haber  adquirido, 
y  de  los  cuales  se  halla  en  posesión  (art.  2442  y  2444,  Cód. 
Civ.). —T.  74,  p.  214. 

44.  —  Es  improcedente  la  tercería  de  dominio  fundada  en  la 
cláusula  de  la  escritura  de  compra,  por  la  cual  el  comprador, 
después  de  haberla  aceptado  á  su  nombre,  hace  constar  que 
la  efectúa  en  común  y  con  dineros  de  otros,  no  constando  la 
ratificación  de  estos  en  escritura  pública  (art.  4484,  inc.  4%  y 
2304,  Céd.  Civ.).  —  T.  74,  p.  346. 

15.  —  Los  deudores  de  una  letra  no  pueden  dará  embargo  los 
bienes  de  un  tercero,  ni  aún  en  el  caso  de  haberla  suscripto 
por  cuenta  de  éste;  y  es  procedente,  en  consecuencia,  la  ter- 
cería que  deduzca  el  propietario  de  aquéllos  (art.  604,  669, 
735  y  736,  Cód.  Com.).  —  T.  84,  p.  397. 

46.  — Acreditado  el  dominio  por  el  tercerista-,  y  no  habién- 
dose desconocido  los  títulos  presentados,  debe  hacerse  lugar 
á  la  tercería  y  ordenarse  el  levantamiento  del  embargo  tra- 
bado. (Véase  :  Banco  Provincial,  Febrero  17  de  4900,  Banco 
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fmmwcal  de'Smta  Fe  y.  Martínez  Furque  y  dicha  provincia), 

47.  —  No  habiéndose  producido  pruebas  del  dominio  en  que 
se  funda  la  tercería,  debe  ésta  ser  rechazada.  (Abril  5  de  4  900, 
Watteau  v.  Cazón  y  Yadillo.) 

48.  —  Debe  ser  rechazada  la  tercería  de  dominio  deducida  so- 
bre un  inmueble  y  sobre  ganados  existentes  en  él,  si  no  se 
justifica  que  el  tercerista  ha  adquirido  la  propiedad  por  los 
medios  establecidos  en  la  ley  y  resulta,  por  el  contrario^  que 
el  dominio  sobre  aquéllos  pertenece  al  ejecutado  (art.  577, 
M77,  2478  y  2609,  Cód.  Civ.;  septiembre  43  de  1901,  Martí 
en  autos  de  Castaño  v.  González). 

19.  —  Es  improcedente  la  tercería  de  dominio  sobre  inmue- 
bles que  resultan  haber  sido  desembargados  por  acuerdo  de 
partes,  y  entregados  con  todos  sus  accesorios.  (Noviembre 
22  de  1900,  Rabba,  Richard  y  C*  en  autos  del  Banco  Nacio- 
nal V.  Dinkeldein.) 

20.  —  Debe  rechazarse  la  tercería  de  dominio  sobre  bienes 
muebles,  que  no  han  salido  de  poder  del  vendedor  y  no  se 
ha  hecho  tradición  al  comprador,  aunque  aquel,  en  docu- 
mento privado,  declare  haberlos  recibido  en  depósito  y  en  la 
escritura  pública  se  dé  por  desposeído  (art.  2378,  Cód.  Civ.; 
noviembre  22  de  1900,  Rabba,  Richard  y  C»  en  autos  del 
Banco  Nacional  v.  Dinkeldein). 

21.  —  No  puede  clasificarse  como  tercería  de  dominio,  aquella 
en  que  el  tercerista  no  se  atribuye  la  propiedad  del  bien  em- 
bargado (art.  301,  Ley  Proc;  noviembre  27  de  1900,  Lamas 
en  autos  de  Saavedra  v.  Ovejero  de  Lamas). 

22.  —  Debe  ser  desechada  la  tercería  de  dominio  sobre  un  in- 
mueble, fundada  en  un  documento  privado  (art.  4184,  Cód. 
Civ. ;  noviembre  8  de  4900,  Lazarte  v.  Santa  Cruz.) 

23.  —  La  enajenación  en  forma  privada,  de  un,  buque  embar- 
gado por  crédito  comprendido  en  el  inciso  7'',  artículo  4377 
del  Código  de  Comercio,  antes  de  los  tres  meses  contados 
desde  la  fecha  de  la  venta,  no  extingue  el  privilegio  del 
acreedor  (art.  1376  y  1378,  Cód.  Com.;  marzo- 26  de  1901, 
Ghíndeci  v.  Spagnol.) 
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,  24.  —  No  procede  la  tercería  de  mejor  derecho,  fundada  en  un 
privilegio  general  sobre  los  bienes  del  deudor  ejecutado, 
cuando  resulta  que  éste  no  se  halla  concursado.  (Un  tercero» 
fundado  eu  haber  pagado  al  Banco  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  la  deuda  del  ejecutado,  en  €uya  virtud  quedaba 
subrogado  en  los  privilegios  fiscales  de  ese  establecimiento, 
pretendió  el  reconocimiento  de  éstos  deduciendo  tei*ceria  de 
mejor  derecho).  —  T.  64,  p.  176. 

25.  —  Debe  rechazársela  tercería  por  mejor  derecho,  cuando  las 
constancias  de  autps  revelan  la  existencia  de  una  $erie  de 
hechos  que,  en  conjunto,  no  permiten  dudar  que  la  consti- 
tución de  la  hipoteca,  en  que  se  funda,  no  es  un  acto  9erio, 
y  se  ha  formalizado  en  fraude  de  los  acreedores  del  ejecuta- 
do (art.  962  y  968,  Cód.  Civ.).  —  T,  68,  p.  23. 

26.  — En  el  caso  de  dos  embargos  sucesivos,  debe  respetarse  el 
primero  con  preferencia  del  segundo,  cuando  el  acreedor  á 
cuya  solicitud  se  ha  trabado  el  último,  no  tiene  privilegio 
especial  sobre  el  bien  embargado;  y  debe  por  tanto  rechazarse 
la  tercería  promovida  por  el  segundo  embargante.  (Octubre 
I**  de  4904,  Banco  Provincial  de  Córdoba  v.  Banco  Nacional 
y  Vercelli).  (Igual  al  t.  13,  p.  205.) 

27.  —  La  gestión  sobre  entrega  de  un  dinero,  sobre  el  que  se 
alega  mejor  derecho^  depositado  y  embargado  por  orden  del 
juez  titular,  debe  ser  tramitada  y  resuelta  por  éste,  si  la  ju- 
risdicción del  suplente  ha  terminado.  (Octubre  34  de  4904, 
Tamayo  v.  Kemp.) 

28.  —  Reconocido  el  crédito  hipotecario  y  versando  el  litigio 
sobre  su  monto  por  haber  alegado  un  acreedor  simple,  pagos 
á  cuenta  de  aquél,  debe  admitirse  el  que  expresa  la  escritura 
respectiva  si  no  se  justifican  dichos  pagos,  con  los  intereses 
durante  dos  años  y  los  corridos  durante  la' ejecución  seguida 
por  el  acreedor  hipotecario.  Las  costas  y  gastos  judiciales 
del  juicio,  no  tienen  preferencia  si  el  juicio  ejecutivo  segui- 
do por  el  acreedor  hipotecario  ha  llegado  al  estado  de  nom- 
brarse por  el  juez,  el  rematador  de  la  cosa  hipotecada  pro- 
puesto por  aquel  y  el  ejecutado  (art.  3879,  inc.  4<>,  3946,  3934 
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y  3936,  Cód.  Cív. ;  diciembre  5  de  1901,  Nogués  Hermanos 
V.  Banco  NTacional  y  Saavedra.) 

TÉRMINO. 

YéAse:  Apelación;  Prueba 

4.  —  Los  plazos  legales  para  la  interposición  y  mejora  de  los 
recursos  autorizados,  son  de  orden  público.  (Recibido  á  prue- 
ba el  incidente  sobre  revocación  del  auto  de  deserción,  que 
dedujo  el  apelante,  alegando  imposibilidad  de  comparecer, 
el  apelado  manifestó  que  á  fin  de  abreviar  lá  tramitación  de 
la  causa,  no  tenta  inconveniente  en  que  se  dejara  sin  efecto 
dicbo  auto,  admitiendo  como  exactas  las  afirmaciones  del 
apelante).  —  T.  69,  p.  186. 

2.  —  Debe  fijarse  un  término  para  la  prestación  que  es  objeto 
de  la  obligación,  si  resulta  que  no  se  ha  hecho  y  no  hay  pía* 
zo  estipulado  (art.  576  y  1195,  Cód.  Civ.).  — T.  67,  p.  119. 

3.  —  En  los  términos  judiciales  no  se  cuentan  el  día  de  la  no- 
tificación ni  los  feriados  (art.  18  y  19,  Ley  Proc).  —  T.  79, 
p.  120. 

4.  —  En  los  términos  por  horas,  el  término  corre  desde  el  mo- 
mento de  la  notificación ;  y  vencidas  las  24  concedidas  para 
evacuar  el  traslado,  debe  darse  por  decaído  el  derecho  de 
hacerlo  (art.  12,  Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  164. 

TÉRMINO  EXTRAORDINARIO. 

Véase  :  Costas ;  Prueba 
TESTIGOS. 

Véase  :  Apelación  (a);  Locación  de  obras  {b);  Prueba 

Sumario  : 


Admisión,  8,  19,  14,  16,  36,  38,  31,  44. 
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Causa  de  mayor  caantía,  17,  38. 
Causas  criminales,  3,  7,  9.  37,  41,  43. 
Citación,  15. 
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(a)  Números  78  y  139. 
(5)  Número  11. 


Declaraciones  fuera  del  municipio,  33, 

43,  47. 
Dias  inhábiles,  3^. 
Exclusión  por  el  auto  de  prueba,  18. 
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Pama.  41. 

Fuerza  probatoria,  3, 11, 20, 24»  34, 37, 38. 

Identidad,  46. 

Interrogatorio  (reserra  de),  51. 

Juez  delegado,  22. 

Juicio  en  rebeldía,  50. 

Negligencia,  30,  31,  3a,  39,  40,  48. 


Rechazo,  1,  Ü,  4,  6,  10,  13,  19,  21,  25, 

29.  30,  32,  38,  36,  39,  40. 
Repreguntas,  45. 
Testigos  ofrecidos  dentro  de  los  tres 

últimos  días  del  término,  1,  4,  10, 23, 

25,  29,  37,  42,  44. 
Yecinos  de  campaña,  35. 


4  —  No  es  admitida  la  prueba  de  testigos  que  se  presentan  en 
el  último  día  del  término  probatorio  (art.  120,  Ley  Proc).  — 
T.  63,  p.  176. 

%.  —  No  debe  hacerse  lugar  á  la  prueba  de  testigos  que  no  ha 
sido  urgida  en  la  forma  prevenida  por  la  ley  (art.  121,  Ley 
Proc),  sino  después  de  vencido  el  término  probatorio.  — 
—  T.  64,  p.  á47. 

3.  —  El  testimonio  de  las  personas  que  han  provocado  la  co- 
misión del  delito  para  denunciarlo,  ó  que  han  practicado  di- 
ligencias ó  dado  recomendaciones  en  contra  del  procesado, 
no  puede  servir  de  fundamento  para  la  imposición  de  una 
pena  (art.  276,  inc.  10"y  13^  Cód.  Proc.  en  lo  Crim.).— 
T.  65,  p.  136. 

4.  —  No  es  admitible  la  prueba  de  testigos,  cuya  lista  se  acom- 
paña elpeniiltimo  día  del  término  probatorio  (art.  120,  Ley 
Proc).  —  T.  65,  p.  379. 

5.  — Vencido  el  término  de  prueba^  no  es  admisible  la  declara- 
ción de  testigos,  que  no  se  prestó  dentro  de  él  por  no  haber 
la  parte  presentado  en  oportunidad  el  interrogatorio  á  cuyo 
tenor  debían  declarar.  —  T.  65,  p.  401. 

6. — Consentida  la  providencia  que  manda  presentar  por  se- 
parado la  lista  de  los  testigos,  no  es  admisible  la  prueba 
testimonial,  si  dicha  lista  se  presenta  fuera  del  término.— 
T.  65,  p.  406. 

7.  —  En  las  causas  criminales  debe  presentarse  la  nómina  de 
testigos  junto  con  los  interrogatorios,  dentro  délos  primeros 
diez  días  del  término  probatoria,  y  deben  rechazarse  después 
de  ese  plazo  las  declaraciones  que  se  pidan,  aunque  sea  bajo  el 
título  de  informes  (art.  483,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  66^  p.352. 
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8.  —  Pedida  la  prueba  testimonial  y  presentada  la  lista  de 
testigos  en  tiempo,  debe  aquella  ser  admitida,  sin  que  pueda 
perjudicar  á  la  parte  el  hecho  de  haberse  proveído  por  el 
juez,  varios  días  después.  — T.  67,  p.  351 . 

9.  —  En  las  causas  crimínales,  no  es  admisible  la  prueba  de 
testigos  ofrecida  después  de  vencidos  los  primeros  diez  días 
del  término  probatorio  (art.  477  y  483,  Cód.  Proc.  Crim.). — 
T.  67,  p.  371. 

10.  —  Debe  rechazarse  la  prueba  de  testigos,  si  ha  sido  pedida 
dos  días  antes  de  vencerse  el  término  probatorio  (art.  .120, 
Ley  Proc).  —  T.  67,  p.  318. 

11.  —  No  debe  ser  tomada  en  consideración,  la  prueba  testi- 
monial producida  fuera  del  término.  —  T.  67,  p.  424. 

12.  —  Si  los  testigos  no  fueron  citados  por  omisión  de  1^  secre- 
taría, la  parte  tiene  derecho  para  pedir  que  sean  citados  en 
persona  y  se  señale  día  para  su  examen.  —  T.  68>  p.  73. 

13.  —  No  debe  admitirse  la  prueba  de  testigos  cuya  listase  pre- 
senta después  del  término  probatorio,  sin  haberse  urgido 
durante  dicho  término,  el  despacho  de  la  prueba  testimonial 
pedida.  (El  juez  demoró  varios  días  en  proveer  los  escritos  en 
en  que  se  solicitaba  ésta,  sin  que  la  parte  hubiera  hecho  ges- 
tión alguna).  —  T.  68,  p.  342. 

14.  —  Si  el  testigo  presentado  en  tiempo^  no  pudo  ser  citado 
por  haber  cambiado  de  domicilio^  el  juez  debe  fijar  término 
para  que  se  manifieste  su  nuevo  domicilio  bajo  apercibi- 
miento de  prescindirse  de  la  declaración,  pudíendo,  según 
las  circunstancias,  fijar  también  el  de  24  horas.  —  T.  69,  p. 
197. 

1 5.  —  No  procede  la  citación  de  testigos,  que  no  comparecie- 
ron el  día  señalado,  y  que  es  solicitada  varios  días  después 
de  vencido  el  término  de  prueba.  — T.  71,  p.  394. 

16.  —  Aún  después  de  vencido  el  término  debe  fijarse  nuevo  día 
para  el  examen  de  testigos,  que  no  se  haya  practicado  el  día 
señalado  sin  culpa  de  la  parte.  —  T.  72,  p.  164. 

17.  —  En  los  asuntos  mercantiles  que  excedan  de  200  pesos,  no 
es  admisible  la  prueba  teslimonial,  si  no  existe  el  principio 
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de  prueba  por  escrito  á  que  se  refiere  el  articulo  209,  Código 
de  Comercio.  —  T.  73,  p.  193. 

18.  —  Aunque  en  el  auto  de  prueba  se  haya  hecho  exclusión  de 
la  de  testigos,  puede  y  debe  admitirse  la  testimonial  que  se 
solicita  dentro  del  término,  dejando  su  apreciación  para  la 
definitiva.  —  T.  75,  p.  449. 

49;  —  Vencido  el  término  probatorio,  no  es  admisible  la  prue- 
ba de  testigos  que  no  ha  podido  practicarse  dentro  de  él,  por 
culpa  de  la  parte.  —  T.  76,  p.  4S6. 

20.  —  Carecen  de  fuerza  probatoria  las  declaraciones  de  testi- 
gos tendentes  á  probar  la  posesión  tenida  por  el  actor,  cuan- 
do en  contra  de  ésta  existen  sentencias  judiciales  é  instru- 
mentos públicos  de  los  cuales  resulta  que  la  posesión  fué 
tenida  por  otros.  —  T.  77,  p.  77. 

21. — La  indicación  de  los  testigos  por  el  sólo  apellido  y  la 
designación  inexacta  de  domicilio  no  rectificada  en  tiempo 
hábil  y  con  la  debida  diligencia,  autoriza  á  pedir  su  rechazo 
(art.  420,  LeyProc).  —  T.  77,  p.  433. 

22.  —  £1  juez  delegado  no  puede,  sin  estar  facultado  por  el  juez 
de  la  causa,  habilitar  los  días  feriados  para  recibir  las  prue- 
bas encomendadas.  La  parte  interesada  puede  pedir  que  se 
declaren  nulas  y  se  reciban  nuevamente  las  declaraciones 
de  testigos  prestadas  en  días  asi  habilitados  (art.  49,  Ley 
Proc).  —  T.  77,  p.  435. 

23.  —No  debe  admitirse  la  prueba  de  testigos  pedida  dos  días 
antes  de  vencer  el  término  probatorio,  aunque  haya  de  prac- 
ticarse fuera  del  municipio  déla  Capital  (art.  420, Ley  Proc.) 
—  T.  78,  p.  296.  (Igual  al  t.  24,  p.  49.) 

24.  —  La  declaración  del  codeudor  de  la  obligación  cuyo  pago 
se  persigue,  carece  de  valor  probatorio  (Ley  48,  t.  46^  part. 
3-).  —  T.  79,  p.  164. 

25.  —  No  puede  admitirse  la  prueba  de  testigos  pedida  en  el 
último  día  del  término  probatorio,  porque  es  deber  de  la 
parte  ofrecer  y  producir  dentro  de  éste,  la  prueba  que  estime 
conveniente,  en  cuya  regla  no  se  haya  aquel  pedido. — T.79^ 
p.  206. 
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26.  —  Cuando  no  hay  falta  imputable  al  interesado,  deben  re- 
cibirse las  pruebas  ofrecidas  en  tiempo,  que  uo  se  practica-, 
ron  dentro  de  él.  No  hay  falta  imputable  respecto  de  los 
testigos  que,  debidamente  citados  para  el  último  día  del  tér- 
mino, no  comparecieron  á  declarar ;  y  la  hay  respecto  al 
testigo  que  no  fué  citado  por  haber  la  parte  denunciado  un 
domicilio  que  no  era  el  del  testigo.  —  T.  79,  p.  225. 

27.  —  No  debe  rechazarse  el  interrogatorio  presentado  fuera 
del  término,  debido  al  retardo  do  la  providencia  del  juez  y 
de  la  notificación  de  la  misma  (art.  477  y  483,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  79,  p.  424- 

28.  —  Si  el  juez  no  concurrió  al  despacho  el  día  señalado  para 
el  examen  de  los  testigos,  la  omisión  de  la  parte  en  presen- 
tarlos ese  día,  m)  basta  para  invocar  su  rechazo  el  venci- 
miento del  término  probatorio  y  negar,  en  consecuencia,  el 
señalamiento  de  nuevo  día.  —  T.  79,  p.  426. 

29.  —  No  es  admisible  la  prueba  de  testigos  ofrecida  con  sólo 
dos  días  de  anticipación  al  vencimiento  del  término  (art.  420, 
Ley  Proc).  —  T.  80,  p.  487. 

30.  —  La  no  concurrencia  sin  justificativo  de  los  testigos,  y  el 
no  haber  solicitado  las  medidas  del  art.  422  de  la  ley  de 
procedimientos,  máxime  si  el  término  probatorio  se  encon- 
traba vencido,  importa  negligencia  de  la  parte.  —  T.  84 , 
p.  26. 

31.  —  No  existiendo  culpa  ni  apareciendo  negligencia  en  el 
interesado,  debe  señalarse  nuevo  día  para  la  declaración  de 
los  testigos  presentados  en  tiempo.  —  T.  84,  p.  332. 

32.  —  No  es  fundamento  atendible  que  excuse  la  falta  de  pre- 
sentación de  testigos  en  el  día  señalado,  la  enfermedad  del 
secretario  del  juzgado.  —  T.  82,  p.  390. 

33.  —  Vencido  el  término  probatorio,  y  no  habiendo  compare- 
cido los  testigos  el  día  señalado,  el  pedido  de  señalamiento 
hecho  muchos  días  después,  importa  negligencia  y  no  debe 
ser  admitido.  (Diciembre  7  de  4899,  Banco  Hipotecario  Na- 
cional V.  Fragueiro). 

34.  -^  La  declaración  del  testigo,  que  no.da  razón  de  su  dicho, 

T  III.  44 


TES  -.  690  — 

no  tiene  valor  jurídico  (leyes  26  y  30,  tít.  16^  parí.  3»  ;  abril 
3  de  Í900,  Volonteri  v.  Ferrocarril  Sud). 

35.  —  Debe  admitirse  la  prueba  de  testigos,  vecinas  de  la  cam- 
paña, que  haya  sido  ofrecida  en  tiempo  y  con  indicación 
del  nombre,  profesión  y  lugar  de  su  domicilio,  de  manera 
que  pueda  ser  reconocida  su  identidad  y  que  la  parte  con- 
traria puede  usar  de  su  derecho.  (Mayo  22  de  1900,  Paez  v. 
A^uiar). 

36.  —  No  puede  admitirse  la  prueba  de  testigos  que  se  pide  á 
última  hora,  no  dando  lugar  al  término  exigido  por  la  ley 
para  practicarla  en  tiempo  (art.  420,  Ley  Proc,  mayo  3  de 
1900,  Labostomo  de  Grama  v.  La  Carbonera  del  Puerto  de 
Buenos  Aires). 

37.  —  Los  testigos  que,  declarando  sobre  el  importe  de  la  pér- 
dida sufrida  por  el  actor,  'no  dan  otra  razón  que  la  suposi- 
ción  ó  cálculo  qu«.  ellos  hacen,  deben  ser  considerados  coma 
d«  mera  creencia  y  sus  declaraciones  np  revisten  valor  jurí- 
dico (Ley  29,  tít.  16,  part.  3' ;  junio  16  de  1900,  Porterieu  v- 
Ferrocarril  Sud). 

38.  —  La  prueba  de  testigos  es  ineficaz  para  justificar  la  exis- 
tencia de  un  contrato  cuyo  valor  excede  de  doscientos  pesos, 
si  no  se  presenta  documento  público  ó  privado  que  emane 
de  la  contraparte  (art.  1193,  Cód.  Civ. ;  octubre  11  de  1900, 
La  Curumalán  v.  Biga). 

39.  —  Si  las  declaraciones  de  testigos  no  se  recibieron  dentro 
del  término  por  negligencia  imputable  al  interesado,  no  pue- 
den admitirse  después  de  vencido.  (Octubre  18  de  1900,  Ro- 
dríguez V.  Coulin.) 

40.  —  Las  declaraciones  de  testigos  ofrecidos  dentro  del  tér- 
mino, no  pueden  recibirse  después  de  vencido  si  el  intere- 
sado no  ha  urgido  para  su  producción.  (Abril  11  de  1901, 
Ricart  V.  Joñas  y  Ricart.) 

41.  —  Deben  admitirse  las  preguntas  consignadas  en  el  in- 
terrogatorio tendentes  á  acreditar  la  reputación  ó  fama  de 
los   testigos   que   han  declarado  en  el  procesado  (art.   306, 
Cód.  Proc.  Crim.,  julio  11  de  1901,  causa  v.  Expósito). 
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42.  —  La  prueba  testimonial  ofrecida  en  el  antepenúltimo  día 
del  término,  no  debe  ser  admitida,  aunque  alguno  de  los 
testigos  resida  fuera  del  municipio  del  tribunal  (art.  120, 
Ley  Proc;  agosto  3  de  1901,  Dávalos  v.  Provincia  de  Salta. 
Igual  al  tomo  24,  pág.  49  y  t,  78,  p.  296). 

43.  — £n  las  causas  criminales,  la  prueba  de  testigos  debe  ofre- 
cerse dentro  del  término  legal,  acompañándose  el  respectivo 
interrogatorio;  y  si  éste  fuere  presentado  después  de  vencido 
aquél,  no  deben  examinarse  los  testigos  (art.  483,  Cód.  Proc. 
Crim.;  agosto  12  de  1901,  Capra  v.  Muller  y  compañía). 

44.  —  La  prueba  de  testigos  ofrecida  tres  días  antes  de  vencer 
el  término,  debe  ser  admitida,  sin  que  pueda  obstar  para 
ello  el  hecho  de  haberla  proveído  el  juez,  al  día  siguiente  de 
su  presentación  (art.  184,  Cód.  Proc;  agosto  24  de  1901,  Cal- 
vo V.  Municipalidad  de  Posadas). 

45.  — Renunciadas  por  el  querellado  las  declaraciones  de  tes- 
tigos, para  las  cuales  solicitó  el  término  extraorciinario,  no 
puede  el  querellante  pedir  que  se  lleven  á  cabo  las  repre- 
guntas ofrecidas  por  su  parte  al  manifestar  conformidad  con 
la  concesión  de  dicho  término ;  pues  ese  derecho  sólo  existe 
en  caso  de  producirse  las  declaraciones.  (Agosto  31  de  1901, 
Société  Anonyme  des  Filtres  Chamberland  v.   Martegani). 

46.  —  Si  las  circunstancias  de  la  causa  demuestran  que  la 
persona  presente  en  la  audiencia,  es  la  misma  ofrecida  como 
testigo,  debe  ella  ser  examinada.  (Septiembre  28  de  1901, 
González  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba.) 

47.  —  Si  los  testigos  residen  fuera  del  lugar  del  juicio,  deben 
ser  examinados  por  el  juez  de  la  re&pectiva  localidad,  si  el . 
de  la  causa  no  cree  necesario  asistir  en  persona,  sin  per- 
juicio del  derecho  acordado  por  el  artículo  204,  Código  de 
Procedimiento  (art.  322,  Cód.  Proc;  octubre  31  de  1901, 
Hubbord  v.  Noguera  y  Rodríguez). 

48.  —  No  deben  admitirse  á  declarar,  después  de  vencido  el  tér- 
mino, los  testigos  que  no  han  sido  examinados  por  no  haber 
urgido  el  interesado  para  su  citación.  (Noviembre  2  de  1901, 
Real  V.  Covy  Brothers). 
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49.  —  La  prueba  testimonial  rendida  para  justificar  que  los 
adquirentes  no  recibieron  en  realidad  el  inmueble  vendido^ 
no  puede  tener  valor  legal  suficiente  para  destruir  la  resul- 
tante de  los  instrumentos  públicos  y  conferir  derecho  al 
sucesor  de  aquellos  contra  el  enajenante  primitivo  para  de- 
mandar la  entrega  (art.  3270,  Cod.  Civ.;  marzo  20  de  4902; 
Rosas  V.  Provincia  de  Corrientes). 

50.  —  La  prueba  testimonial  es  improcedente  en  el  juicio  en 
rebeldía  (art.  186,  Ley  Proc;  marzo  de  4902,  Rosas  v.  Pro- 
vincia de  Corrientes.  Igual  al  t.  8,  pág.  252). 

51.  —  La  parte  que  otrece  un  testigo  que  debe  declarar  por 
medio  de  informe,  tiene  el  derecho  de  reservar  el  interroga- 
torio respectivo,  sin  que  la  contraparte  pueda  solicitar  su 
exhibición  con  el  fin  de  formular  repreguntas.  (Debiendo 
éstas  tener  lugar,  según  el  art.  H3,  ley  proc,  aplicable  ¿  la 
declaración  de  testigos,  según  el  art.  429,  en  el  acto  de  la 
recepción  de  la  prueba,  no  es  posible  el  ejercicio  de  ese 
derecho  cuando  la  declaración  se  presta  medíante  informe. 
Abril  20  de  1901,  Señorans  v.  Provincia  de  Santa  Fe; 
junio  14  de  1902,  Cogan  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

TÍTULO. 
Estando  para  cumplirse  la  sentencia  que  manda  otorgar  una 
escritura,  no  pueden  devolverse  los  títulos  de  la  propiedad 
que  debe  escriturarse.  (Noviembre  6  de  1900,  Banco  Nacio- 
nal Inmobiliario  v.  Moritan.) 

TÍTUIiO  SUPLETORIO. 
La  sumaria  información  que  acredita  una  posesión  pro  domino ^ 
de  sesenta  años,  aprobada  judicialmente,  con  intervención 
fiscal,  constituye  un  título  supletorio  de  dominio,  bastante 
para  poner  á  cubierto  al  adquírente  contra  las  pretensiones  de 
terceros,  por  razón  de  la  prescripción  treintenaria  que  aque- 
lla acredita,  máxime  cuando  esa  posesión  no  ha  sido  contra- 
dicha formalmente,  ni  mucho  menos  producídose  prueba  que 
la  desautorice.  —  T.  68,  p.138. 
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TRADICIÓN. 

Véase  :  Dominio 

<.  — No  habiendo  tradición  déla  cosa  vendida,  el  vendedor 
conserva  el  dominio  (art.  577  y  2609,  Cód.  Civ.).  —  T.  75, 
p.  44. 

%.  —  La  tradición  del  inmueble  ocupado  por  locatarios,  debe 
juzgarse  hecha  por  el  desistimiento  del  vendedor  de  todos 
sus  derechos  de  propiedad  y  dominio  y  por  la  acepta- 
ción de  este  desistimiento  por  el  comprador,  que  conocía, 
además,  la  ocupación  de  los  inquilinos  (art.  2380,  2383  y 
2462,  inc.  4°,  Cód.  Civ.;  febrero  29  de  1900,  Medina  v.  Banco 
Nacional.) 

TRANSACCIÓN. 

Véase  :  Apelación;  Prescripción 

1 .  —  El  C9nvenio  hecho  para  vender  las  propiedades  embar- 
cadas suprimiendo  trámites  y  fijando  el  precio  para  base 
de  la  venta,  no  importa  transacción ;  y  sí  el  producto  no  al- 
canza á  cubrir  ladeada,  el  ejecutado  queda  deudor  del  saldo 
que  resulte  en  su  contra  (art.  832,  Cód.  Civ.).  —  T.  65,  p.  371. 

2.  —  Convenido  por  transacción,  de  una  parte  el  otorgamiento 
de  una  escritura  de  cesión,  y  de  la  otra  el  pago  de  una  suma 
de  dinero  en  dos  plazos^  debe  al  cumplirse  la  transacción, 
pagarse  la  totalidad  de  la  suma,  si  por  culpa  de  la  última  el 
cumplimiento  de  la  misma  tiene  lugar  después  de  vencidos 
los  plazos.  —  T.  81 ,  p.  445. 

3.  —  Estipulado  en  la  transacción  de  un  particular  con  la  pro- 
vincia de  Córdoba,  que  la  venta  quedaría,  sin  responsabilidlid 
alguna,  resuelta  respecto  á  la  parte  de  tierra  que  dicha  pro- 
vincia no  pudiese  entregar  si  por  el  resultado  de  la  cuestión 
de  límites  con  la  provincia  de  Buenos  Aires,  esa  parte  se  de- 
clarase dentro  de  los.  límites  de  ésta,  y  sucedida  esta  decla- 
ración el  contrato  queda  rescindido  y  los  sucesores  del  com- 
prador no  pueden  demandar  á  la  Provincia  de  Buenos  Ai- 
res el  precio  de  la  tierra  adjudicada  á  ésta  (art.  545,  548, 
85i  y  H95,  Cód.  Civ.;  diciembre  4  de  i 900,  Fernández  y  Gon- 
zález V.  Provincia  de  Buenos  Aires.) 


TRA  —  694  — 

4.  —  Es  improcedente  la  nulidad  de  la  transacción  deducida 
por  una  de  las  partes,  fundada  en  la  falta  de  poderes  del 
mandatario  de  la  otra^  cuando  ésta  ha  pedido  su  ctiinpli- 
miento  en  juicio  (art.  4936,  Cód.  Civ. ;  julio 20  de  1901,  Ban- 
co Provincial  de  Córdoba  v.  Rodríguez  del  Busto). 

TRANSPORTE . 

Véase  :  Competencia;  Ferrocarril;  Prescripción 

Sumario  : 


Agentes  marítimos,  9. 
Avaluación,  7. 
Averías,  13  y  7. 
Cláusula  sin  responsabilidad,  5. 
Devolución  de  flete,  10. 
Duración  de  viaje,  11. 
Ferrocarríles,  14. 
Ferrocarríles  combinados,  1,  2. 


Pasaje,  11  y  12. 

Pérdidas  de  cosas  transportadas,  15y  16. 

Prescrípción,  3. 

Presunción,  17. 

Reconocimiento,  13. 

Renuncia,  10. 

Tiempo  en  que  debe  verificarse,  4, 8. 

Transporte  marítimo,  5,  12,  13,  14. 


4 .  —  Las  empresas  de  ferrocarriles  combinados  deben  conside* 
rarse  como  una  sola  empresa  para  todos  los  efectos  de  la 
contratación  en  materia  de  transportes,  sin  perjuicio  délas 
acciones  que  puedan  corresponder  entre  sf  á  las  empresas. 
—  T.  64,  o.  2<5. 

^.  —  La  empresa  del  ferrocarril,  en  cuya  estación  debia  hacerse 
la  entrega  de  las  mercaderías  remitidas  con  una  sola  carta 
de  porte,  es  responsable  de  éstas,  aunque  se  hayan  perdido 
antes  de  entrar  á  su  línea  (arU  205,  Cód.  Com.;  art.  64,  ley  de 
ferrocarriles).  —  T.  65,  p.  264. 

3.  —  El  tiempo  señalado  para  la  prescripción  por  el  art  855, 
Cód.  Com.,  se  refiere  al  transporte  marítimo  ó  fluvial,  y  no 
al  terrestre.  Respecto  de  éste,  rige  el  art.  846,  cuando  no  se 
establezca  por  disposición  especial  una  prescripción  más 
corta.  —  T.  65,  p.  264. 

4.  —  Los  art.  187  y  188,  Código  de  Comercio,  no  son  inconstitu- 
cionales. (El  Congreso  tiene  facultad  para  dictar  el  Cód.  de 
Com.,  y  al  ejercerla  ha  incorporado  en  el  mismo  las  disposí> 
ciones  sobre  transportes  terrestres  y  marítimos,  materia  propia 
de  la  legislación  comercial.  Existiendo  tal  facultad  en  el  Con- 
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greso,á  éste  corresponde  apreciar  las  ventajas  éinconvenieo- 
tes  de  las  leyes  que  dictare^  siendo  todo  lo  referente  á  la  dís« 
creción  con  que  hubiere  obrado  ajeno  al  poder  judicial,  que 
no  tiene  misión  sino  para  pronunciarse  de  conformidad  á  lo 
establecido  por  la  ley  y  aún  en  la  hipótesis  de  que  se  argu- 
yera ó  pretendiera  que  la  ley  es  dura  ó  injusta.  Está  demos- 
trado que  el  ferrocarril  realiza  los  transportes  á  menudo , 
dentro  de  los  plazos  del  art.  187,  Cód.  Gom.,  lo  que  demues- 
tra además  que  no  le  seria  imposible,  en  absoluto,  efectuar- 
los en  menor  tiempo.  Si  no  es  imposible,' en  absoluto,  la  ob- 
servancia de  dicho  artículo  no  puede  pretenderse  con  é\ito 
que  él  suprímala  industria  ferrocarrilera  y  sea,  por  tanto,  in- 
compatible con  las  prescripciones  de  la  constitución  que  la 
permiten  y  la  recomiendan.  Las  mayores  dificultades  que  las 
empresas  tengan  que  vencer  para  hacer  un  servicio  rápido  y 
regularizado,  de  cuya  oportuna  aplicación  es  único  juez  el 
poder  legislativo,  pudieran  hacer  contestables  su  convenien- 
cia para  buscar  el  remedio  en  la  representación  misma  que 
la  dictó  ;  pero  de  ninguna  manera  hacer  que  los  jueces  se 
consideren  investidos  de  poder  para  anular  una  ley  que  no 
se  demuestra  estar  en  pugna  con  la  Constitución  y  sobre 
cuyo  mérito  intrínseco  no  están  llamados  á  pronunciarse.  La 
imposibilidad  accidental  decumplirconuna  obligación  legal 
puede  dar  motivo  para  discutir  el  hecho  y  sus  consecuen- 
cias en  el  caso  ocurrente;  pero  sin  que  la  circunstancia  de 
acreditarse  la  imposibilidad  en  el  caso,  pueda  afectar  la 
existencia  de  la  ley  misma.  El  art.  188,  («od.  Com.,  contiene 
la  sación  penal  del  que  le  precede).  —  T.  68,  p.  238. 

5.  — La  cláusula  sin  responsabilidad  encaso  de  muerte,  emplea- 
da en  el  contrato  de  transporte  de  animales  no  exime  á  la 
empresa  de  toda  responsabilidad,  sino  que  obliga  al  de- 
mandante á  probar  que  ha  habido  culpa  ó  dolo  de  parte  de 
ella,  ó  de  sus  agentes.  —  T,  72,  p.  151  (a). 

6.  —  Probada  la  culpa,  la  empresa  está  obligada  á  abonar  el 

<a)  En  sentido  análogo,  véase  t.  44,  p.  25. 
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valor  riel  animal  muerto  y  á  devolver  lo  recibido  por  flete  y 
mantención.  —  T.  72,  p.  i51. 

7.  —  La  avaluación  de  mercaderías  que  se  haga  en  virtud  de 
sentencia  que  ha  condenado  á  pagare)  precio  cobrado  por  el 
actor,  y  de  no  ser  aceptado  éste,  el  que  se  determine  por  pe- 
ritos, se  halla  sujeta  á  la  apreciación  del  juez,  siendo  las  cos- 
tas del  incidente  del  cargo  del  demandado.  —  T.  74,  p.  251. 

8.  —  El  decreto  de  10  de  septiembre  de  1894,  por  el  cual  el  Po- 
der Ejecutivo  nacional  fija  el  tiempo  en  que  los  ferrocarriles 
deben  hacer  el  transporte  de  mercaderías,  no  es  contrario 
sino  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  187,  Cód.  Com., 
que  no  limita  lafacultaddel  Poder  Ejecutivo  en  el  sentido  de 
reducir  á  menos  de  diez  kilómetros  el  recorrido  por  hora. — 
T.  76,  p.í84. 

9.  —  Los  que  resultan  haberse  encargado  del  transporte  de 
mercaderías  en  el  carácter  de  comisionistas  y  agentes  marí- 
timos, sin  indicar  que  obrasen  como  mandatarios,  son  per- 
sonalmente responsables  para  con  el  dueño  de  las  mercade- 
rías, de  la  pérdida  de  éstas  y  daños  y  perjuicios  (art.  333, 
Cód.  Com. ;  art.  19Í9  y  1930,  Cód.  Civ.).  —  T.  78,  p.  420. 

10.  — El  pago  liso  y  llano  del  precio  del  transporte,  hecho  por 
el  cargador  sin  reserva  respecto  de  los  derechos  conferidos 
por  el  artículo  188,  Código  de  Comercio,  importa  liquidación 
definitiva  de  cuentas  y  renuncia  de  eso3  derechos  (art.  791, 
iuc.  5o,  Cod.  Civ.;  marzo  1^  de  1900,  Schiariti  v.  Ferrocarril 
Gran  Oeste  Argentino.) 

11.  —  No  habiéndose  garantizado  el  tiempo  de  duración  del 
transporte,  no  es  razón  bastante  para  negar  el  precio,  la  de 
no  haber  llegado  á  tiempo  para  alcanzar  el  objeto  del  viaje, 
aunque  lo  sea  para  no  considerar  temeraria  la  oposición  á  la 
cobranza.  (Marzo  6  de  1900,  Mihanovich  v.  Rivero  y  otro.) 

12.  —  Si  el  transporte  fué  acordado  con  la  intervención  de  un 
tercero,  garantiendo  la  honorabilidad  y  solvencia  del  viajero, 
es  justa  la  sentencia  que  condena  á  aquél  al  pago,  en  el  caso 
de  no  tener  éste  bienes  para  hacerlo.  (Marzo  6  de  1900,  Miha- 
novich V.  Rivero  y  otro.) 
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43.  —  No  es  admisible,  y  debe^  rechazarse,  sin  necesidad  de 
abrir  la  causa  á  prueba,  la  acción  por  falta  en  los  efectos 
transportados,  desde  que  consta  que  no  se  ha  practicado  el 
reconocimiento  que  la  ley  de  comercio  requiere  para  admi- 
tir el  reclanio  (art.  4079^  Gód.  Com. ;  abril  5  de  i 900,  Repet- 
to  y  C"  V.  Samson  y  C»)  (a). 

U.  —  El  artículo  56,  ley  de  ferrocarriles,  sólo  declara  aplica- 
bles á  las  empresas  de  ferrocarriles,  las  disposiciones  de  las 
leyes  generales  sobre  transportes,  cuando  se  trata  de  puntos 
no  previstos  por  aquella  ley.  (Abril  19  de  1900,  Martínez  v. 
Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario.) 

15.  —El  capitán  de  un  buque,  encargado  de  hacer  el  transpor- 
te de  un  yaporcito  como  carga,  en  vista  de  que,  por  su  esta- 
do, no  podía  ser  remolcado  sin  grave  peligro,  es  responsable 
de  su  valor  y  de  los  intereses  de  éste,  si  ha  resultado  perdido 
por  no  haber  hecho  el  transporte  en  aquella  forma.  (Diciem- 
bre 22  de  1900,  Calzada  v.  Godoy.) 

16.  —  Justificado  el  hecho  de  la  muerte  de  los  animales  trans- 
portados, la  empresa  encargada  del  transporte  está  obligada 
á  abonar  el  valor  de  aquellos,  fijado  por  peritos,  teniendo  en 
cuenta  la  calidad  de  los  mismos,  que  resulte  de  autos  (art. 
163,  171  y  179,  Cód.  Com. ;  septiembre  17  de  1901,  Carranza 
v.  Ferrocarril  Central  Córdoba). 

17.  —  No  conteniendo  el  conocimiento  observación  alguna  re- 
lativa á  embalaje  defectuoso  ó  mal  acondicionamiento  de 
la  carga,  se  presumen  que  los  objetos  fueron  cargados  en 
buen  estado ;  y  la  compañía  de  navegación  está  obligada  á 
abonar  el  valor  de  las  averías  que  hubieren  fijado  los  peritos 
y  los  gastos  de  pericia  (art.  175  y  913,  Cód.  Com.;  diciem- 
bre 17  de  1901,  Marescay  C»  v.  Christophersen). 

TRASLADO. 

Véase :  Apelación 

Ordenada  la  suspensión  del  juicio  ejecutivo  en  virtud  de  haber 

sido  deducida  una  tercería  de  dominio,  é  interpuesto  por  el 

(a)  Téase  :  Reconocimiento  en  la  p.  553  y  la  nota  al  pie  de  la  misma. 
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ejecutante  el  recurso  de  revocatoria,  ha  podido  conferirse 
traslado  de  ésta  al  tercerista.  (Julio  2Í  de  4900,  Saavedra  v. 
Ovejero  de  Lamas). 

TRIPULANTE. 
El  individuo  de  la  tripulación  que  estando  en  el  servicio  del 
buque  ha  sido  lesionado,  debido  á  causa  de  fuerza  mayor, 
no  tiene  más  derecho  contra  el  armador,  que  el  de  cobrar 
los  gastos  de  curación  y  convalecencia  y  los  sueldos  hasta  el 
día  en  que  sanó,  con  diez  días  de  convalecencia  (art.  1040, 
4044,  4042  y  4086,  Cód.  Com.;  art.  4073.  4409  y  4433,  Cód. 
Civ.).  —  T.  78,  p.  398. 


u 


USUARIO. 

Véase :  Daños  y  perjuicios  (a) 
USUFRUCTO. 

Véase  :  Embargo  preventivo 

UTILIDADES. 

En  los  contratos  en  que  se  encarga  la  administración  de  un 
establecimiento  rural  mediante  un  tanto  por  ciento  de  las 
utilidades,  sin  determinar  el  modo  de  calcular  éstas,  sin 
estar  sujeto  el  negocio  á  una  liquidación  y  sin  haberse  hecho 
el  inventario  del  capital  entregado  al  administrador,  las  uti- 
lidades deben  calcularse  sobre  el  valor  del  producido  bruto 
de  la  cosa  administrada,  deduciendo  los  gastos  de  salarios  y 
mantención  de  peones.  ^  T.  64^  p.  74. 

(a)  Número  34. 


V 


VENIA  SUPLETORIA.  . 
El  artículo  488,  Cód.  Civ.,  en  cuánto  deterinina  que  el  juez  del 
domicilio  hade  suplir  la  licencia  del  marido,  no  es  aplicable 
al  caso  en  que  la  mujer  casada  es  demandada  en  juicio, 
pues  se  refiere  á  acción  á  intentarse  por  la  mujer.  Por  consi- 
guiente el  juez  que  conoce  en  el  pleito  contra  ésta,  es  com- 
petente para  acordarle  la  venia  supletoria.  —  T.  64,  p.  368. 

VENTA. 

Véase  :  Compraventa 

VERTIENTES. 

Las  vertientes  que  originan  un  arroyo,  que  brota  en  un  campo 
de  propiedad  particular,  foman  con  éste  un  solo  cuerpo,  y 
y  siguen  as(  la  misma  suerte  en  cuanto  al  hecho  de  la  pose- 
sión y  derechos  que  derivan  (art.  2637,  Cód.  Civ.  Véase  %  /n- 
terdicto).  —  T.  63,  p.  290. 

VIOLACIÓN. 
No  existiendo  las  circunstancias  que,  según  el  articulo  127, 
Cód.  Pen.,  caracterizan  el  delito  de  violación  imputado  al 
procesado,  debe  éste  ser  absuelto  de  la  acusación.  —  T.  80^ 
p.  378. 

VIOLACIÓN  DE  CORRESPONDENCIA 

Véase  :  Excarcelación;  Justicia  federal 
i .  —  El  reo  de  violación  de  correspondencia  y  robo  de  valores, 
es  pasible  de  la  pena  de  cinco  años  de  presidio  ;  y  siéndolo 
también  de  substracción  y  destrucción  del  proceso,  es  pasi- 
ble de  la  pena  de  otros  dos  años  de  presidio  (art.  53  y  54^ 
Ley  Penal ;  art.  52  y  85,  Cód.  Pen.).  —  T.  63,  p.  378. 
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2.  —  Al  cómplice  en  primer  grado  del  delito  de  violación  de 
correspondencia  y  robo  de  valores,  corresponde  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  (art.  53,  Ley  Penal ;  art.  34,  inc.  4o, 
Cód.  Pen.j.  —  T.  63,  p.  378. 

3.  —  El  delito  de  violación  de  correspondencia  y  substracción 
de  valores,  cometido  por  un  empleado  de  la  administración 
de  correos,  es  castigado  con  la  pena  de  cinco  años  de  tra- 
bajos forzados  é  inhabilitación  para  obtener  empleos  públi- 
cos (art.  53,  Ley  Pen.).  — T.  65,  p.  322. 

4.  —  La  violación  de  una  carta  y  substracción  de  valores,  come- 
tida por  un  empleado  de  correos,  lo  somete  á  la  pena  san- 
cionada por  el  art.  53  de  la  ley  penal,  aunque  fuere  sin  in- 
tención fraudulenta.  —  T.  69,  p.  74. 

5.  —  La  violación  de  una  carta  y  substracción  de  valores,  co- 
metida por  un  empleado  de  correos,  le  hace  pasible  de  la 
pena  sancionada  por  el  art.  53  de  la  ley  nacional  penal.  — 
T.  69,  p.  i  22. 

6.  —  No  mediando  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,  la 
pena  aplicable  al  delito  de  violación  de  correspondencia  es 
el  término  medio  de  la  señalada  en  el  art.  52,  Ley  Penal.  — 
T.  70,  p.  439. 

7.  —  No  probada  la  culpabilidad  del  procesado,  debe  dictarse 
sentencia  absolutoria.  (Las  presunciones  acumuladas  contra 
el  acusado,  no  reunían  los  requisitos  del  art.  358,  Código 
Proc.  Crim.).  —  T.  71,  p.  51. 

8.  —  La  aplicación  de  la  pena  del  artículo  52  de  ley  nacional 
penal,  al  empleado  de  correos  autor  de  la  violación  de  una 
carta  dentro  de  la  cual  existía  un  billete  de  lotería,  es  favo- 
rable y  no  puede  causar  agravio  al  procesado. — T.  71, 
p.  270. 

9.  —  Siendo  menor  de  edad  el  reo  de  extravío  de  una  carta  cer- 
tifícada,  debe  imponérsele  el  minímum  de  la  pena  estable- 
cida por  los  artículos  14  y  147  de  la  ley  de  correos  de  10  de 
Octubre  de  1876.  —  T.  75,  p.  40. 

10.  —  Corresponde  al  delito  de  substración  y  violación  de  co- 
rrespondencia con  valores,  cometido   por  un  empleado,  la 
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pena  de  cinco  años  de  trabajos  forzados  é  inhabilitación  para 
puestos  públicos,  aunque  se  haya  reintegrado  la  suma 
sustraída  (art.  53.  Ley  Proc).  —  T.  78.  p.  224. 
11  —  El  empleado  de  correos  que  viola  la  correspondencia, 
apoderándose  de  las  sumas  de  dinero  que  ésta  contenía,  de- 
be ser  castigado  con  la  pena  señalada  en  el  artículo  53^  Ley 
Penal.  (Mayo  2  de  4901,  causa  v.  P.  D.  López.) 

42.  —  El  empleado  de  correos  que  viola  una  carta  substrayendo 
el  dinero  que  ella  contenía,  debe  ser  condenado  á  la  pena 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados  (art.  53,  Ley  Pen.;  ma- 
yo 4  de  4901,  causa  v.  R.  J.  Acosta). 

43.  —  La  detención  y  extravío  de  cartas  certificadas  cometidos 
por  el  empleado  de  correos,  la  falta  de  justificación  de  entre- 
ga de  otras,  el  envío  de  correspondencia  sin  franqueo  y  sin 
remitir  su  importe,  le»  hace  merecedor  de  la  pena  acumula- 
da de  4  4  meses  de  trabajos  forzados  y  450  pesos  de  multa, 
con  más  la  pérdida  del  empleo  (art.  85,  Cód.  Pen. ;  art.  52, 
Ley  Pen.;  art.  446,  Ley  de  40  de  octubre  de  4876;  marzo  49 
de  4900,  causa  v.  Rentería.) 

44.  —  El  empleado  de  correos  que  viola  la  correspondencia, 
sustrayendo  los  valores  que  contiene,  es  pasible  de  la  pena 
impuesta  en  el  artículo  53,  ley  penal,  á  la  que  no  es  aplica- 
cable  la  disposición  del  artículo  52,  Cód.  Pen.  (Junio  4  de 
4904,  causa  v.  Güt.) 

45.  —  Resultando  de  los  elementos  acumulados  en  el  proceso, 
duda  sobre  la  responsabilidad  penal  del  procesado  por  ex- 
travío de  correspondencia,  éste  debe  ser  absuelto  (art.  43, 
Cód.  Proc.  Crim. ;  julio  48  de  4900,  causa  v.  Giménez). 

46.  —  El  empleado  de  correos  que  detiene,  oculta  y  abre  car- 
tas en  la  oficina  donde  preáta  sus  servicios,  es  pasible  de  la 
pena  señalada  en  el  artículo  52  de  la  Ley  Penal.  (Diciembre 

4  de  4900,  causa  v.  Cabral.) 
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4.  —  Resultando  que  la  compañía  acusada  por  defraudación  á 
la  renta,  como  sucesora  de  otra,  no  intervino  en  el  despacho 
de  las  mercaderías,  que  se  verificó  á 'nombre  de  la  compañía 
enajenante,  á  cuyo  poder  pasaron,  y  que  la  adquisición,  sin 
gravámenes  ni  responsabilidad  alguna,  tuvo  lugar  con  pos- 
terioridad al  despacho  de  las  mismas,  es  improcedente  la 
acusación  contra  la  primera  (art.  21,  Cód.  Pen.).  — •  T.  84, 
p.l79. 

2.  —  En  las  causas  seguidas  por  defraudación  de  derechos  de 
aduana  contra  una  sociedad  comercial,  el  fallecimient4)  de 
uno  de  los  socios  no  impide  la  continuación  del  proceso.  — 
T.  82.  p.  228. 

3.  —  Las  diferencias  dentro  de  la  tolerancia  acordada  por  las 
Ordenanzas,  no  hace  pasible  al  interesado  de  pena  alguna  ; 
y  el  25  por  ciento  de  las  diferencias  encontradas  que  el  artí- 
culo 67,  Ley  de  Aduana  de  1899,  concede  al  empleado  descu- 

(a)  Comprende  algunas  resoluciones  dictadas  hasta  el  30  de  junio  de  1902, 
que  no  hubo  tiempo  para  colocar  en  su  lugar  respectivo,  y  otras  anteriores,  cuya 
omisión  se  ha  notado. 
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bridor  de  las  mismas,  debe  imputarse  al  impuesto  que  el 
comerciante  paga  por  la  mercadería  encontrada  de  más,  y  que 
debe  abonarse  con  sujeción  al  artículo  434  de  las  ordenan- 
zas y  disposiciones  concordantes  que  gravan  con  impuesto 
la  mercadería  importada;  sin  hacerse,  del  beneficio  conce- 
dido al  descubridor,  un  nuevo  gravamen  para  el  comercian- 
te, con  que  ninguna  ley  lo  recarga,  tanto  menos  admisible 
cuanto  que  importaría  una  pena  que  no  puede  imponerse 
sino  en  virtud  de  ley.  (Noviembre  42  de  4904,  causa  de  Wag- 
nei^y  Compañía.) 

4.  —  No  corresponde  aplicar  la  pena  de  comiso,  si  las  mer- 
caderías «pedidas  á  despacho,  resultan  ser  las  mismas  que 
expresan  las  facturas  en  cantidad  de  bultos,  calidad  y  peso, 
y  habiendo  la  misma  parte  requerido  su  verificación,  aunque 
de  los  manifiestos  consulares  aparezca  un  excedente  en  el 
peso  (art.  32  y  33,  Ley  de  Aduana  de  4899  ;  art.  4070,  Ord.; 
noviembre  42  de  4904,  causa  de  Wagner  y  Compañía). 

5.  —  No  resultando  contra  la  sociedad  demandada,  ni  sus  an- 
tecesores, incorrección  alguna  en  la  compra  de  tabacos 
existentes  en  plaza,  que  los  han  recibido  con  las  guias  corres- 
pondientes extendidas  de  conformidad  á  las  disposiciones 
administrativas,  y  habiéndose  ajustado  alas  reglas  aduaneras 
tanto  en  el  punto  de  embarque  como  en  los  de  destino  de 
los  tabacos,  debe  rechazarse  la  acción  por  cobro  de  los  de- 
rechos fiscales  fundada  en  la  introducción  clandestina  de 
aquéllos.  (Los  compradores,  al  aceptar  las  guías,  no  han  in- 
currido en  responsabilidades  que  no  hubieran  podido  pesar 
sobre  ellos  sino  por  coparticipación  ó  complicidad  en  el 
hecho  de  atribuir  relación  falsa  á  las  guias,  con  tabacos  dis- 
tintos á  los  consignados  en  ellas;  coparticipación  ó  compli- 
cidad que  no  ha  sido  probada  de  manera  alguna  y  que  no 
condice  con  las  presunciones  favorables  á  los  demandados 
resultantes  de  la  causa.  Junio  47  de  4902,  Fisco  v.  Náñez  y 
Gibaja.) 

6.  —  El  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  de  7  de  mayo  de  4894, 
estableciendo  los  requisitos  para  acreditar  que  los  tabacos 
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son  de  producción  nacional,  no  puede  hacerse  extensivo  á  los 
tabacos  existentes  en  plaza,  en  el  año  4893.  (Junio  H  de  1902) 
Fisco  V.  Núñez  y  Gibaja.) 

7.  —  Resultando  comprobada  por  la  confesión  de  los  procesa- 
dos y  demás  elementos  de  autos,  su  participación  en  el  con- 
trabando, debe  ser  condenado  cada  uno  á  una  multa  igual  al 
valor  de  la  mercadería  contrabandeada  (art.  890, 4023,  1024, 
4026  y  4036,  Ord.;  junio  47  de  4902,  causa  v.  Languasco,  pro- 
pietario del  buquejJorcn  Petronila,  y  otros). 

8.  —  No  existiendo  prueba  bastante  de  que  el  buque  de  pro- 
piedad del  acusado  por  contrabando,  haya  operado  la  descarga 
clandestina  de  la  mercadería  á  que  se  re6ere  la  causa,  debe 
absolverse  de  la  acusación.  (Junio  47 de  4902,  causa  v.  Lan- 
guasco, propietario  del  buque  Joven  Petronila^  y  otros.) 


BANCO  NACIONAL. 

4 .  —  No  puede  exigirse  al  Banco  Nacional  la  reposición  del 
papel  común  con  que  ha  actuado  en  juicio  seguido  ante  la 
justicia  federal,  y  que,  por  razón  de  testamentaría^  ha  pasa- 
do á  la  justicia  provincial  (art.  34,  Const.  Nac;  mayo  i^  de 
4902. — Banco  Nacional  v.  Testamentaría  de  R.  Brizuela  y 
Doria). 

2.  —  La  exención  de  impuestos  provinciales^  acordada  al  Ban- 
co Nacional  por  la  ley  de  su  creación^  no  comprende  la  del 
papel  sellado  de  actuación  (art.  5  y  46,  ley  de  5  de  noviembre 
de  4872.  Véase  :  Interpretación^  n®  9.  Mayo  43  de  4902,  Banco 
Nacional  v.  Concurso  de  Dolores  Chirapozu  de  Grossi). 

BUQUE. 

La  enajenación  en  forma  privada  de  un  buque  embargado  por 
crédito  comprendido  en  el  inc.  7°,  artículo  4377,  Cód.  Cora., 
antes  de  los  tres  meses  contados  desde  la  fecha  de  la  venta, 
no  extingue  el  privilegio  del  acreedor  (art.  4376  y  4378,  Cód. 
citado.  Marzo  26  de  4904,  Ghindeui  v.  Spagnol.) 

T  UI.  45 
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CÁMARAS  FEDERALES. 

Véase  :   Recurso 
\.  —  La  contienda  de   competencia  entre  jueces  federales 
sección,  que  no  dependen  de  una  misma  Cámara  federal  de 
apelación,  debe  ser  resuelta  por  aquella  de  quien  dependa  el 
juez  que  primero  ha  conocido  (art.  19,  ley  4055 ;  abril  \^de 
1902,  causa  v.  Calderazzo;  contienda  de  competencia  entre 
el  juez  federal  de  la  Capital  y  el  de  Entre  Rios). 
2.  —  Las  Cámaras  federales  de  apelación  no  tienen  facultad 
para  hacer  nombramientos  de  secretario  interino,  por  razór> 
de  imposibilidad  del   titular;  y  si  el  permiso  á  éste  se  ha 
concedido  dentro  de  los  términos  del  inciso  3°,  art.  41,   ley 
4055,  y  en  ejercicio,  por  tanto,  de  las  facultades  que  él  con- 
,  tiere  á  la  Cámara,  ésta  debe  designar,  en  tales  casos,  al  se- 
cretario del  juzgado  de  sección  (a)  para  que  actúe  en  las  cau- 
sas que  lo  requiriesen,  y,  por  impedimento  de  éste,  nombrar 
para  las  mismas  causas   un  secretario  ad  hoc  (abril  19  de 
1902.  Resolución  recaída    en   la  nota  de  la  Cámara  de  Cor* 
doba  comunicando  el  nombramiento  de  secretario  interino). 

CAPTURA. 
El  exhorto  dirigido  por  un  juez  de  instrucción  de  la  Capital  al 
juez  del  crimen  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  pidiendo 
se  ordene  la  captura  de  una  persona,  no  debe  ser  cumplida 
por  el  último  si  no  se  acompaña,  ni  expresa  siquiera,  que 
se  haya  dictado  contra  ella,  a4ito  de  prisión  ó  sentencia  con- 
denatoria (art.  675  y  676,  Cód.  Proc.  Crim.;  abril  15  de  1902, 
Contienda  entre  el  juez  de  instrucción  de  la  Capital,  doc-' 
tor  Navarro,  y  el  juez  del  crimen  de  La  Plata). 

CESIÓN  DE  DERECHOS. 
Si  el  cedente  de  acciones   y  derechos  á  unos  terrenos,  había 
dispuesto  anteriormente,  mediante  contrato  válido,  de  par- 
te de  ellos,  el  cesionario  no  puede  adquirjr  la   totalidad  de 

(a)  En  el  caso,  el  secretario  del  juzgado  federal  de  sección  solicitó  el  pago  de 
honorarios,  siéndole  rechazada  su  gestión.  (Julio  8  de  1902). 
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los  mismos,  ni  reclamar  del  que  los  posee  en  virtud  de  ex- 
propiación, la  totalidad  del  precio  de  ellos  (art.  3270,  Cód. 
Civ.;  abril  29  de  4902,  M.  T.  de  Cormáus  v.  Provincia  de  Cór- 
doba). 

CIRCULACIÓN  DE  BILLETES  FALSOS. 

Véase  :  Reincidencia 

1.  —  Deben  considerarse  como  autores  principales  del  delito 
de  circulación  de  billetes  falsos,  el  que  instiga  á  otro,  entre- 
gándole un  billete,  para  que  lo  dé  en  pago  del  gasto  que  am- 
bos hacian,  bajo  promesa  de  recompensarle  con  una  parte 
del  cambio  que  en  buena  moneda  obtuviera;  y  el  instigado 
que  lo  entrega  en  pago  y  recibe  la  recompensa  ofrecida.  Al 
primero,  corresponde  la  pena  de  17  años  seis  meses  de  pre- 
sidio y  cinco  mil  quinientos  pesos  de  multa,  y  al  segundo 
diez  años  de  presidio  y  mil  pesos  de  multa,  si  no  resulta  que 
la  ebriedad  que  invoca,  fué  absoluta  é  involuntaria  (art.  6, 
21,  52  y  83,  inc.  i^  Cód.  Pen.;  art.  i  y  16,  Ley  3972;  abril 
29  de  1902,  Causa  v.  Andrade,  Lara  y  Covi). 

2.  —  Siendo  dudoso  el  carácter  de  la  intervención  de  una  per- 
sona en  el  delito  de  circulación  de  billetes  falsos,  la  sentencia 
que  le  impone  la  pena  de  dos  años  de  prisión  como  autor  de 
culpa  grave  por  haber  entregado  los  billetes  á  un  sujeto  que 
recientemente  ha  conocido^  no  le  infiere  agravio  alguno  (art. 
16,  inc.  lo,  Cód.  Pen.;  art.  17,  ley  3972;  abril  29  de  1902, 
causa  V.  Andrade,  Lara  y  Covi). 

3.  —  El  artículo  1,  ley  3972,  no  puede  entenderse  en  el  sen- 
tido de  que  sólo  es  aplicable  á  los  delincuentes  que 
hacen  su  modo  de  vivir  de  la  circulación  de  moneda  falsa; 
porque  dicha  ley  no  establece  distinciones  al  respeto,  y  por- 
que habiéndose  dispuesto  en  el  articulo  16  de  la  misma,  que 
el  Código  Penal  regirá  en  cuanto  no  se  oponga  á  ella,  corres- 
ponde considerar  la  reiteración  ó  reincidencia  como  circuns- 
tancias agravantes  del  delito  previsto  y  penado  por  el  cita- 
do artículo  primero.  (Abril  29  de  1902,  causa  v.  Andrade, 
Lara  y  Covi). 
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r  CIUDADANÍA. 

i'  El  matrimonio  por  si  mismo,  no  es  una  causa  de  adquisición 

i  ó  pérdida  de  la  ciudadanía.  (Junio  12  de   4902.  Pnemáticos 

V.  Broqua). 

COMPETENCIA. 

Sumario : 


Interdicto,  8. 
Mandatario,  7. 
Sucesión,  4  y  6. 


Calumnia,!. 

Expropiación,  3. 

Extradición,  3. 

Impuestos  locales  de  la  Capital,  5. 

1 .  —  El  juez  competente  para  conocer  de  la  querella  por  ca- 
lumnia que  se  dice  cometida  por  la  publicación  en  la  prensa 
de  una  solicitada,  es  el  del  lugar  donde  dicha  publicación  se 
ha  realizado,  aunque  el  autor  de  ella  la  haya  escrito  y  remi- 
tido desde  otro  lugar.  (Abril  32  de  1902,  Matesanz  v.  Po- 
destá). 

2.  —  El  juez  á  quien  corresponde  conocer  del  juicio  de  expro- 
piación es  competente  para  juzgar  sobre  la  desposesión  por 
efecto  de  la  ocupación  previa,  porque  ésta  forma  parte  de 
aquél  y  es  regla  de  derecho  que  la  jurisdicción  sobre  lo  prin- 
cipal comprende  también  sus  incidentes.  En  consecuencia, 
debe  dejarse  sin  efecto  la  sentencia  del  tribunal  superior  de 
provincia  que  ordena  la  desposesión  de  los  expropiados^  sin 
resolverla  cuestión  que  éstos  promueven  sobre  competencia, 
alegando  ser  de  la  justicia  federal.  (Mayo  10  de  1902,  muni- 
cipalidad del  Rosario  v.  Firpo  y  otros). 

3.  —Los  jueces  del  fuero  común  no  son  competentes  para  or- 
denar, á  solicitud  de  autoridades  judiciales  de  otro  país,  las 
medidas  accesorias  de  seguridad  ó  de  otro  orden,  contra  una 
persona  que  va  á  ser  reclamada  por  extradición  (art.  2  y  12, 
Ley  Jurisd.;  art.  100,  Const.  Nac;  art.  647,  652,  656  y  659, 
Cód.  Proc.  Crim. ;  mayo  15  de  1902,.recurso  á  favor  de  Thier- 
nese).  (Véase  :  Extradición^  en  el  apéndice). 

4.  —  La  jurisdicción  sobre  la  sucesión  corresponde  á  los  jue- 
ces del  último  domicilio  del  difunto,  y  por  tal  debe  tenerse 
el  lugar  de  la  disolución  del  primer  matrimonio,  de  su  se- 


■ 


—  709  —  COM 

gundo  enlace  yde  la  casa  habitación,  que  conservó  amuebla- 
da bástala  apertura  de  la  sucesión,  no  obstante  su  ausencia 
de  ella  y  su  residencia  en  otra  localidad^  y  en  el  que  tenía, 
además,  ta  mayor  parte  de  sus  bienes  y  del  que  se  ausentó 
sólo  transitoriamente  (art.  89  y  3284,  ,Cód.  Civ. ;  art.2.  Ley 
de  3  de  septiembre  de  1878;  mayo  M  de  i902,  juicio  suceso- 
rio de  doña  Cristina  Melazo  dé  Martinez). 

5.  —  La  denuncia  sobre  defraudación  de  impuestos  estableci- 
dos exclusivamente  para  la  Capital  y  territorios  nacionales, 
corresponde  á  los  jueces  del  fuero  común ;  y  aunque  aquella 
comprenda  también  la]de  impuestos  para  toda  la  República^ 
nadaobsta^para  que  el  juez  ordinario  continúe  ejerciendo  la 
jurisdicción  que  le  ha  sido  requerida  V  para  que  el  juez  fe- 
deral la  ejerza  igualmente  respecto  de  los  últimos,  si  su 
competencia  le  fuese  también  requerida  (art.  25,  inc.  3o,  Cód. 
Proc.  Crim.;  junio  3  de  1902,  contienda  de  competencia  en- 
tre el  juez  de  instrucción  de  la  Capital  y  el  juez  federal  de  la 
misma). 

6.  —  Aunque  fuera  verdad  que  el  causante  hubiese  tenido  sus 
negocios  en  un  lugar,  teniendo  radicada  su  familia  en  otro, 
éste  último  sería  su  domicilio,  donde  resulta  además  haber 
realizado  su  matrimonio,  que  han  nacido  dos  de  sus  hijos  y  ha 
ocurrido  el  fallecimiento;  y  al  juez  de  ese  lugar  corresponde 
la  jurisdicción  sobre  la  sucesión  (art.  94  y  3284,  Cód.  Civ.; 
art.  2,  L^y  3  de  ^ptiembre  de  1878;  junio  7  dé  4902,  juicio 
sucesorio  de  don  Juan  Sabathé). 

7.  —  El  apoderado  que  ha  recibido  mandato  especial  para  con- 
testar la  demanda  que  se  ha  entablado  contra  el  mandante 
sobre  desalojo,  no  tiene  ¡facultad  para  declinar  de  jurisdic- 
ción; y  es  improcedente  el  recurso  traído  ante  la  Suprema 
Corte  pretendiendo  que  el  conocimiento  de  la  causa  corres- 
ponde ala  justicia  federal.  (Junio  7  de  1902,  Zemborainv. 
Riccio.) 

8.  —  La  acción  que  se  deduce  imputándose  al  demandado  ac- 
tos perturba  torios  de  la  posesión  de  un  inmueble,  correspon- 
de al  juez  del  lugar  de  la  situación  de  éste^  aún  cuando  aquel 
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no  tenga  su  domicilio  en  el  mismo.  (Ley  32,  tit.  2,  part.  3*, 
y  consideraciones  que  surgen  de  la  naturaleza  y  fines  de  la 
acción;  junio  26  de  1902,  Gallino  v.  Alvarenga,  sobre  inter- 
dicto. Contienda  de  competencia  entre  el  jue2  de  i^  instan- 
cia de  Corrientes  y  el  juez  letrado  de  Misiones). 

CONFESIÓN . 

Véase  :  Inconstitucionalidad  (a) 

La  confesión  del  procesado  no  puede  dividirse,  si  el  delito  que 
se  le  imputa  no  está  probado  por  otros  medios  y  no  hay  cir- 
cunstancias que  induzcan  contra  él  una  presunción  contraria. 
(Junio  17  de  1902,  causa  v.  Languasco,  propietario  del  buque 
Joven  Petronita^  y  otros). 

COSTAS. 

Véase  :  Hipoteca  (fe) 

La  petición  de  que  se  deje  sin  efecto  la  condenación  en  costas 
contenida  en  una  sentencia  definitiva  de  la  Suprema  Corte, 
dictada  en  ejercicio  de  su  jurisdicción  originaria,  invocándo- 
se para  ello  que  la  parte  ha  procedido  con  buena  fe,  no  está 
comprendida  en  el  caso  previsto  por  el  articulo  232,  Ley 
Proc,  ni  puede  fundar  el  recurso  de  revisión  á  que  se 
refiere  el  241  de  la  misma  ley.  (Mayo  31  de  1902.,  Villegas  v. 
Provincia  de  Buenos  Aires.) 


DAÑOS  Y  PERJUICIOS. 
1. — No  pesando  sobre  la  provincia  demandada  las  responsa- 
bilidades de  un  contrato  de  locación,  que  no  ha  celebrado, 
ni  tampoco  las  procedentes  de  un  delito,  que  no  ha  cometido, 
no  puede  prosperar  la  acción  de  daños  y  perjuicios  fundada 
en  ellos,  aunque  en  realidad  el  demandante  los  hubiera 
sufrido  por  causa  de  la  cesación  de  la  tenencia  en  que  se 
hallaba.  (Mayo  22  de  1902,  Villegas  v.  Provincia  de  Buenos 
Aires.) 

(a)  Ea  el  Apéndice 

(6;  N"»  3,  en  el  Apéndice. 
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S.  — Acreditado  el  derecho  á  la  indemnización,  pero  nosu  im- 
ponte» procede  deferir  al  juramento  del  actor  la  fijación  de 
éste,  dentro  déla  cantidad  que  determine  él  tribunal  en  mé- 
rito de  las  constancias  de  la  causa  (art.  220,  Cód.  Proc;  Ley  5, 
tít.  11,part.  3";  junio  44  de  4902,  Garcia  Rosado  v.  Provin- 
cia de  Corrientes). 

3.  —  Resultando  que  con  anterioridad  á  la  fecha  del  embargo 
decretado,  el  deudor  había  transferido  á  terceros  en  el  res- 
pectivo expediente  administrativo,  los  derechos  que  ges- 
tionaba, la  escrituración  que  de  los  mismos  hubiere  hecho 
el  Poder  Ejecutivo  de  la  provincia,  no  puede  traer  responsa* 
bilidad  para  ésta(art.  4071,  Código  Civ.;  junio  26  de  4902, 
Dañé  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

DEUTO  DE  IMPRENTA. 

4.  —  El  artículo  32,  Constitución  Nacional^  en  cuanto  prohibe 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  federal  en  materia  de  impren- 
ta, es  inaplicable  á  los  tribunales  de  la  capital  que  ejercen 
una  jurisdicción  distinta  á  aquélla.  —  T.  30,  p.  540  (a). 

^  2.  —  Los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital  son  competentes 
para  conocer  en  el  delito  de  calumnia,  aunque  haya  sido  co- 
metido por  medio  de  la  prensa.  (Ese  delito,  sea  cualquiera 
el  medio  por  el  que  se  lo  cometa,  es  un  simple  delito  co- 
mún ;  art.  24  y  25,  inc.  4«  y  3»,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  54, 
p.  408. 


ENDOSO. 
El  endoso  de  una  letra  de  cambio  que  contiene  todos  ios  re- 
quisitos exigidos  por  el  artículo  626,  Código  de  Comercio,  es 
perfecto  no  obstante  cualquier  convención  adicional  en  que 
se  hubieren  puesto  de  acuerdo  el  endosante  y  endosatario, 
siempre  que  tal  convención  no  afecte  al  lleno  de  los  requisi- 
tos legales,  y  transmite  la  propiedad  de  la  letra,  con  todos  los 

<a)  Véase  pág.  331,  numera  46. 
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efectos  que  la  propiedad  comporta,  no  siendo  asi  aplica- 
ble el  artículo  8,  Ley  Jurisd.  (El  fallo  de  la  Corta,  resol- 
viendo que  no  es  en  blanco  el  endoso  cuando  á  la  firma  del 
endosante  se  anteponen  las  palabras  este  endoso  no  afecta  mi 
responsabilidad,  este  endoso  es  sin  responsabilidad  (a)  no  tiene 
relación  alguna  con  el  presente,  porque  á  diferencia  de  lo 
sucedido  en  el  caso  de  aquél,  se  trata  ahora,  no  de  un  endo- 
so en  blanco^  sino  de  un  endoso,  completo  en  los  términos 
del  art  626,  Cód.  Com.;  art.  628,  id.;  junio  28  de  1902,  Cánepa 
V.  Provincia  de  Santa  Fe). 
2.  — El  endoso  en  que  el  endosante  se  limita  á  poner  su  firma, 
precedida  de  las  palabras  este  endoso  no  afecta  mi  responsabi- 
lidadf  es  imperfecto  porque  no  reúne  los  requisitos  del  artí- 
culo 626^  Cód.  Com.,  ni  se  ha  hecho  con  firma  en  blanco 
en  los  términos  del  artículo  627 del  mismo  Código;  y  no  im- 
porta sino  un  simple  mandato  al  efecto  de  autorizar  al  tene- 
dor, para  exigir  el  pago  ó  hacer  protestar  la  letra,  cuando  no 
ha  sido  hecho  en  el  extranjero,  no  pudiendo^  en  consecuen- 
cia, dicho  tenedor  gestionar  judicialmente  su  cobro  ó  prepa- 
rar los  medios  para  hacerlo  (art.  628,  Cód.  citado;  mayo  3 
de  1900,  Alvarez  v.  Provincia  de  Santa  Fe). 

EXTRADICIÓN. 
La  detención  preventiva  de  una  persona,  solicitada  por  un  juez 
extranjero,  con  arreglo  á  un  tratado  de  extradición,  no  puede 
considerarse  en  otro  carácter  que  el  de  un  acto  preparatorio 
del  pedido  de  ésta;  y  el  conocimiento  de  aquélla  compete 
al  juez  federal  á  quien  corresponde  entender  en  el  juicio  de 
extradición.  (Las  palabras  autoridades  argentinas  y  Tribuna- 
les de  la  República,  empleadas  por  los  art.  664  ;^  671,  Cód. 
Proc.  Crim.,  deben  entenderse  en  el  sentido  de  que  se  refie- 
ren á  los  tribunales  federales  ;  porque,  sin  disposición  legal 
expresa  en  contrario,  el  juez  de  lo  principal  debe  serlo  tam- 
bién de  las  medidas  accesorias  de  segundado  de  otro  orden, 
que  antes  ó  después  de  solicitada  la  extradición,  reclamasen 

(a)  Véase  la  pág.  177,  t«  Endoso,  números  2  y  3, 


I 
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una  resolución  judicial,  dado  que  tales  medidas  deben  juz- 
garse preferentemente  con  arreglo  á  los  tratados  interna- 
cionales, y  son  extensivas  á  ellas  los  graves  motivos  que 
fundan  el  fuero  federal  en  la  materia  de  extradición;  tanto 
más,  cuanto  que  el  Congreso  no  legisla,  en  principio,  sobre 
jurisdicción  y  procedimiento  de  los  tribunales  provinciales. 
Por  otra  parte,  si  hubiera  de  limitarse  el  alcance  de  las  pa- 
labras mencionadas  á  los  jueces  del  fuero  común  de  la  Ca- 
pital federal,  no  se  comprendería  la  razón  de  urgencia  que 
informa  esos  artículos,  désete  que  en  ella  funcibaan  jueces 
federales,  ante  quienes  puede  solicitarse  el  arresto  proviso- 
rio. (Art.  67,  inc.  ^^^  y  100,  Const,  Nac. ;  art.  2  y  12,  Ley 
Jurisd. ;  art.  20, 24,  32,  646, 652,  656  y  659,  Cód.  Proc.  Crim.; 
mayo  15  de  1902,  recurso  á  favor  de  Thiernese). 

s 


GARANTÍA  CONSTITUCIONAL. 

La  resolución  que  se  limita  á  declarar  la  competencia  del  juez 
ante  quien  se  ^ha  llevado  la  demanda,  sin  pronunciarse  en 
cuanto  á  la  responsabilidad  penal  del  demandado,  ni  á  la 
procedencia  de  la  acusación  en  su  fondo,  no  puede  decirse 
que  afecte  en  manera  alguna,  ni  que  viole  la  garantía  con- 
sagrada por  el  art.  18,  Const.  Nac. —  T.  30,  p.  540. 


HABEAS  CORPUS. 
La  resolución  haciendo  lugar  al  recurso  de  habeas  corpus,  debe 
considerarse  insubsistente  en  cuanto  manda  poner  en  liber- 
tad al  detenido,  si  durante  su  substanciación  se  ha  conver- 
tido en  una  contienda  de'  competencia  por  sostener  el  juez 
que  ha  dictado  aquélla  su  jurisdicción  en  el  caso  y  descono- 
cerla el  juez  autor  de  la  detención,  que,  además,  pretende 
tenerla.  (Mayo  15  de  1892,  recurso  á  favor  de  Thiernese). 

HIPOTECA. 

1 .  ^-  Debe  rechazarse  la  tercería  de  mejor  derecho,  cuando 
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las constancias  de  autos  revelan  la  existencia  de  una  serie 
de  hechos  que,  en  conjunto,  no  permiten  dudar  que  la  cons- 
titución de  la  hipoteca,  en  que  se  funda,  no  es  un  acto  serio, 
y  se  ha  formalizado  en  fraude  de  los  acreedores  del  ejecuta- 
do (art.  962  y  968,  Cód.  Civ.).  —  T.  68,  p.  23. 
2.  —  Es  procedente  la  tercería. de  dominio  que  deduce  el  man- 
dante, sobre  los  bienes  hipotecados  y  embargados  para  res- 
ponder á  la  ejecución  de  una  deuda  contraída  por  su  manda- 
tario á  nombre  propio,  y  para  cuya  garantía,  sin  poder  espe- 
cial al  efecto,  otorgó  la  hípbteca  (art.  188^,  inc.  45,  y  1929, 
Cód.  Civ.). —T.  70,  p.  122. 

.  3.  —  Reconocido  el  crédito  hipotecario  y  versando  el  litigio 
sobre  su  monto  por  haber  alegado  un  acreedor  simple,  pa- 
gos á  cuenta  de  aquél^  debe  admitirse  el  que  expresa  la  es- 
critura respectiva  si  no  se  justifican  dichos  pagos,  con  los 
intereses  durante  dos  años  y  los  corridos  durante  la  ejecu- 
ción seguida  por  el  atreedor  hipotecario.  Las  costas  y  gastos 
judiciales  del  juicio  seguido  por  el  acreedor  simple,  no  tie- 
nen preferencia  si  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  acreedor 
hipotecario  ha  llegado  al  estado  de  nombrarse  por  el  juez,  el 
rematador  de  la  cosa  hipotecada  propuesto  por  aquél  y  el 
ejecutado  (art.  3879,  inc.  \%  3916,3934  y  3936,  Cód.  Civ.; 
diciembre  5 de  4901,  Nougués  Hermanos  v.  Banco  Nacional 
y  Saavedra.) 

HONORARIOS. 

La  regulación  de  honorarios  del  procurador,  dirigida  contra  la 
parte  condenada  en  costas  y  practicada  sin  intervención  al- 
guna del  mandante,  es  título  inhábil  contra  éste,  porque  no 
ha  sido  parte  en  la  gestión.  No  puede  sostenerse  que  el 
mandante  haya  estado  representado  en  la  gestión  por  la  per- 
sona que  sustituyó  el  poder,  si  la  intervención  de  aquella 
í'ué  sin  reasumir  el  mandato  y  tenía  por  fundamento  el  in- 
terés personal  que  hizo  valer  conjuntamente  con  dicho  pro- 
curador. (Mayo  34  de  4  902,  Bofíi  v.  Carboni  en  los  autos  sobre 
torcería  de  Sabathé  v.  Carboni  y  Provincia  de  Córdoba.) 
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Sumario . 


Extracción  de  frutos,  3,  7. 
Guías,  1, 

Jurisdicción  administratira,  1 . 
Moneda,  4. 


Posiciones»  2. 

Prórroga  de  jurisdicción,  6. 

Tierras  pái)licas,  5. 


I.  —  La  ley  de  U  de  noviembre  de  1863,  estableciendo  el  pro- 
cediniienlo  que  deben  seguir  los  administradores  de  aduana, 
en  los  casos  de  comiso,  no  es  contraria  al  articulo  95  de  la. 
Constitución  nacional,  porque  aquel  es  meramente  adminis- 
trativo y  queda  á  las  partes  la  facultad  de  ocurrir  á  la  jus- 
ticia federal,  desde  que  la  palabra  apelar  que  dicha  ley 
emplea,  está  usada  en  el  sentido  de  ocurrir.  —  T.  1 ,  p.  309. 

t.  —  Las  posiciones  deferidas  al  procesado  en  una  causa  cri- 
minal, son  contrarias  al  artículo  18,  Constitución  nacional. 
—  T.  1,  p.  350. 

3.  —  La  ley  provincial  de  San  Luis,  de  7  de  julio  de  1862,  im- 
poniendo derechos  á  los  productos  de  Ih  provincia  que  se 
extraen  al  exterior  de  ella,  importa  el  establecimiento  de 
aduanas  interiores  para  la  percepción  de  los  mismos,  y  grava 
ia  circulación  de  los  productos.  Tal  ley  es  contraria  á  la 
Constitución  y  nula  por  consiguiente  (art.  9,  10,  31,  33  y 
104,  Const.  Nac).  —  T.  3,  p.  131  (a). 

4.  —  La  ley  de  Santa  Fe,  de  30  de  julio  de  1868^  que  mandaba 
á  los  bancos  de  emisión  de  la  provincia,  que  pagasen  sus 
billetes  en  moneda  fuerte,  tiene  por  objeto,  ya  que  no  ex- 
cluir de  una  manera  total,  á  lo  menos  limitar  la  circulación 
de  la  moneda  de  plata  boliviana.  Dicha  ley  no  es  invasorade 
ia  atribución  del  congreso,  sino  cooperadora  de  la  ejecución 
que  debe  darse  á  sus  sanciones,  y  no  resulta,  por  tanto,  re- 
pugnante á  la  Constitución  nacional.  Tampoco  lo  es,  en 
cuanto  se  dice  que  altera  derechos  adquiridos  ó  las  obliga- 
ciones de  los  contratos  privados,  por  cuanto  no  se  encuentra 


(a)   Véase  Digesío,  tomo  3*,  página  334,  in  fine,  y  página  441,  v*  Hépett- 
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en  la  constitución  argentina  disposición  alguna,  como  las 
que  contiene  el  párrafo  prinoero,  sección  X,  articulo  primero 
de  la  de  los  Estados  del  Norte,  prohibiendo  expresamente  á 
los  Estados  dictar  leyes  retroactivas  ex  post  facto^  ni  leyes 
que  alteren  las  obligaciones  nacidas  de  los  contratos;  de 
manera  que  la  observancia  de  esas  reglas  de  legislación  uni- 
versal, ha  quedado  confiada  á  la  discreta  sensatez  de  las  le- 
gislaturas  provinciales,  sí,  en  las  respectivas  constituciones 
de  provincia,  no  les  han  sido  impuestas  como  una  limitación 
de  su  poder.  —  T.  10,  p.  427. 

5.  —  La  ley  25  de  octubre  de  4870,  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  autorizando  á  la  municipalidad  del  Baradero,  para 
vender  á  los  colonos  establecidos  en  el  ejido  de  dicho  pue- 
blo, las  áreas  ocupadas  por  ellos,  á  razón  de  300  pesos  mo- 
n  *da  corriente  la  cuadra,  comprendió  los  terrenos  fiscales  y 
no  los  que  resultasen  ser  de  propiedad  particular.  Por  estos 
últimos,  los  colonos  no  pueden  exigir  la  entrega  de  las  áreas 
ocupadas,  por  el  precio  de  la  ley  de  1870;  y  la  ley  de  2 
agosto  de  1883,  que  ordenó  su  expropiación  para  venderlos 
á  los  colonos  por  el  precio  establecido  en  la  misma,  no  afecta 
derechos  adquiridos,  y  no  es  repugnante  á  la  Constitución. 
—  T.  29,  p.  244. 

6.  —  La  disposición  del  artículo  12,  inciso  4®,  Ley  de  Jurisdic- 
ción, en  cuanto  declara  prorrogada  la  de  los  tribunales  de  pro- 
vincia, en  casos  de  demanda  contra  ésta  promovida  por  un 
extranjero  ante  los  mismos,  no  es  contraria  á  la  del  artículo 
101,  Constitución  nacional;  porque  la  palabra  excluntu  que 
éste  emplea  se  refiere  á  que  la  jurisdicción  de  la  corte  en  cau- 
sas en  que  una  provincia  es  parte,  no  sea  prorrogada  á  los 
tribunales  inferiores  de  la  Nación  en  el  orden  federal ;  pero 
no  implica  que  se  excluya  la  jurisdicción  provincial  ó  arbi- 
tral, si  por  ello  optasen  las  partes.  (Marzo  49  de  4904,  Rodrí- 
guez del  Busto  V.  Provincia  de  Córdoba.) 

7.  —  La  ley  de  28  de  septiembre  de  4884,  de  la  provincia  de 
Santa  Fe,  en  cuanto  establece  con  el  nombre  de  guía  de  cam- 
paña, un  impuesto  á  las  tropas  de    ganados,   cueros,  lanas. 
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etc.,  que  se  exporten  fuera  de  la  provincia,  independiente  y 
separado  del  que  la  misma  ha  creado  para  el  consumo  local, 
es  contraria á  los  artículos  9J0  y  correlativos  de  la  Constitu- 
ción nacional,  porque  impone  una  contribución  á  la  salida 
de  frutos  de  la  provincia  y  con  motivo  de  ella.  (Junio  7  de 
4902,  Terrason  y  C»  v.  Provincia  de  Santa  Fe.) 

INHABILIDAD  DE  TÍTULO. 

Véase  :  Honorarios  (a) 

INTERDICTO  (b), 
No  contradicho  por  la  provincia  df^mandada  que  el  actor,  á  la 
época  de  los  hechos  perturbatorios  en  que  funda  su  demanda, 
se  hallaba,  desde  hacía  más  de  un  año.  en  posesión  públi- 
ca y  tranquila  del  terreno  que  se  le  toma  para  camino 
público,  sin  juicio  ni  indemnización  previa,  es  procedente  el 
interdicto  de  despojo,  aunque  el  demudante  le  hubiera  dado 
otra  caliñcación,  pero  no  procede  contra  dicha  provincia  la 
acción  de  daños  y  perjuicios  (art.  43  y  2498,  Cód.  Civ.  No 
obsta  á  tal  resolución  las  facultades  de  las  provincias  sobre 
calles  y  caminos  públicos,  porque  ellas  deben  entenderse  sin 
perjuicio  de  las  garantías  consagradas  por  la  Constitución 
respecto  de  la  propiedad  privada  y  de  la  jurisdicción  creada 
por  aquella  y  las  leyes  nacionales,  según  la  nacionalidad  ó 
vecindad  de  lasjpersonas  cuyos  derechosóintereses,  protegi- 
dos'por  la  Constitución  y  leyes  de  orden  nacional  ó  provin- 
cial, pudieran  ser  afectados  por  resoluciones  de  las  autori- 
dades locales  en  esa  materia  ;  y  porque  siendo  la  interven*- 
ción  de  los  jueces  nacionales  en  tales  casos,  para  la  apre- 
ciación del  valor  del  terreno  destinado  á  camino  público,  la 
acción  délas  autoridades  provinciales  no  queda  restringida, 
pues  conservan  sus  amplias  facultades  para  decidir  sobre  la 
utilidad  ó  necesidad  de  la  expropiación,  oportunidad  y  exten- 
siones de  la  misma,  que  es  lo  substancial  del  punto  de  vista 


(a)  En  el  Apéndice. 

(6)  Véase  :  Competencia,  número  8,  en  el  Apéndice. 
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de  la  autonomía  consagrada  por  el  artículo  105,  Const.  Nac. 
Junio  7  de  1902,  Casal  v.  Provincia  de  Buenos  Aires). 

INTERtEJETACIÓN. 
Para  que  una  ordenanza  municipal  infrinja  una  disposición  de 
la  Constitución  nacional^  es  necesario  que  haya  incompati- 
bilidad entre  una  y  otra,  de  tal  modo  que  el  cumplimiento 
de  aquella  traiga  necesariamente  consigo  la  violación  de 
ésta.  —  T.  23,  p.  37. 


JUSTICIA  FEDERAL. 

Sumario : 


Incidente,  5. 

Nación  (acción  contra  concurso),  9. 
Nación  (ferrocarril  de  la),  10. 
Prorrogación  de  l&  justicia  local,  2. 
Servicio  local  de  la  Capital,  8. 
Tercerías,  7. 


Acto  administrativo  del  gobierco  na- 
cional, 4. 
Causa  regida  por  la  Constitución,  1. 
Concurso,  9. 
Cuestiones  conexas,  6. 
Gestiones  administrativas,  3. 
Impuestos,  6. 

1.  —  La  garantía  de  no  ser  penado  sin  ley  que  defina  y  castigue 
como  delito  el  hecho  materia  de  la  acusación,  si  bien  se  ha- 
lla consagrada  por  la  Constitución,  no  nace  sin  embargo  ex- 
clusivamente de  ella,  ni  sehalla  regida  especialmente  por  la 
misma,  y  uo  constituye,  por  consiguiente,  un  caso  que  haga 
surgir  por  si  sólo  la  jurisdicción  federal  más  de,  lo  que 
pueda  hacerlo  cualesquiera  de  las  otras  garantías  comunes 
al  individuo  y  preexistentes  á  la  Constitución  misma.  —  T. 
30,  p.  540. 

2.  —  En  las  causas  de  jurisdicción  federal  por  razón  de  perso- 
nas, el  convenio  de  las  partes  de  someterse  en  todo  lo  que 
respecta  al  contrato,  á  los  tribunales  déla  Capital,  justifica 
la  competencia  de  éstos  para  conocer  en  la  ejecución  de  di- 
cho contrato.  —  T.  60,  p.  210  (a). 

3.  —  Las  gestiones  administrativas  hechas  por  el  actor  ante  el 

(a)  Análoga  decisión  se  ha  dado  en  la   causa  de  Aubé,  Degoy  y  C*,  y.  Galoto  : 
julio  3  de  1902. 
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gobierno  de  la  provincia,  no  importan  renunciar  al  fuero 
federal,  si  éste  fuese  procedente.  (Junio  7  de  1902,  Casal  v. 
Provincia  de  Buenos  Aires.)  (a), 

4.  —  La  demanda  de  reivindicación  de  un  terreno  donado  por 
el  gobierno  nacional  al  Ferrocarril  Central  Argentino  para 
estación  de  éste,  en  cumplimiento  del  contrato  y  ley  sobre 
construcción  de  la  línea,  corresponded  la  justicia  federal, 
porque  se  pone  en  cuestión,  en  el  pleito,  derechos  deriva- 
dos de  un  acto  administrativo  de  dicho  gobierno.  (£1  Presi- 
dente de  la  República  al  ejecutar  el  acto  niencionado,  obraba 
en  ejercicio  de  la  facultad  constitucional  que  lo  inviste  de  la 
administración  general  del  país  y  que  le  encomienda  la  eje- 
cución de  las  leyes  de  la  nación  :  art.  86,  inc.  1°  y  2®,  Const. 
nac;  art.  2,  inc.  4^,  Ley  Jurisd.;  junio  40  de  4902,  Pinero  v. 
Ferrocarril  Central  Argentino.) 

5.  —  La  acción  civil,  por  daños  y  perjuicios  que  se  dicen  emer- 
gentes de  un  embargo  trabado  en  juicio  criminal  seguido  ai 
actor  ante  la  justicia  federal,  por  denuncia'del  demandado, 
es  un  incidente  de  dicho  juicio  y  su  conocimiento  corres- 
ponde al  juez  del  principal.  (Doctrina  del  art.  472,  Cód. 
Proc.  Crim, ;  junio  40  de  4902,  Róndanini  v.  Trebino.) 

6.  —  La  justicia  federal  no  puede  conocer  de  la  demanda  que 
comprende  dos  cuestiones :  una,  no  ser  aplicable  A  la  indus- 
tria que  ejerce  el  actor,  un  impuesto  provincial,  y  la  otra,  su 
inconstitucionalidad  para  el  caso  de  resolverse  afirmativa- 
mente la  primera.  Aquella  es  ajena  á  la  jurisdicción  federal, 
y  la  segunda  no  ha  sido  traída  por  el  recurso  del  art.  44,  Ley 
Jurisd.,.  ni  en  solicitud  de  devolución  de  un  pago  ya  efec- 
tuado ^  que  se  conceptuara  indebido  (art.  405, Const.  nac; 
junio  28  de  4902,  Ignacio  y  Maresca  v.  Provincia  de  Buenos 
Aires;  Rocca  y  otros  v.  Provincia  de  Buenos  Aires  (5). 

7.  —  El  juez  que  ha  prevenido  én  un  embargo  tiene  jurisdic- 

(a)  En  sentido  análogo  t.  37,  p.  18  y  386  (Digesto,  t  1,  p.  447,  in  /Ine,  y  t.  2, 
p.  13). 

(6)  Yéasd  página  333,  número  106,  donde  se  hallan  algnnos  fundamentos  que 
se  expresan  también  en  esta  reíolación. 
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.  ción  para  continuar  en  la  ejecución  del  bien  embargado^  y 
ante  él  deben  deducirse  las  tercerías  k  que  hubiere  lugar 
(art.  301  y  303,  Ley  Proc).  —  T.  64,  p.  99. 

8.  — Corresponde  á  la  jqsticia  ordinaria  de  la  Capital,  y  no  á 
los  jueces  federales,  la  averiguación  y  castigo  de  delitos 
comunes  cometidos  en  lugares  en  que  el  gobierno  de  la  na- 
ción ejerce  jurisdicción  como  gobierno  local  de  la  Capital  y 
no  como  gobierno  general  (art.  3^  inc.  i"",  LeyJurisd.  £1  he- 
cho á  que  este  caso  se  refiere,  tuvo  lugar  en  el  edificio  de 
las  aguas  corrientes  y  obras  de  salubridad  de  la  Capital).  — 
T.  69,  p.  9  (a). 

9.  —  Corresponde  al  juez  del  concurso,  el  conocimiento  de 
todas  las  acciones  que  se  deduzcan  contra  él,  aunque  se 
trate  de  acciones  fiscales  de  la  nación  (art.  42,  inc.  lo,  Ley 
Jurisd.).  — T.  75,  p.  279. 

10.  —  Las  administraciones  de  ferrocarriles  de  propiedad  de  la 
nación,  son  demandables  ante  la  justicia  federal  sin  nece- 
sidad de  la  venia  previa  del  congreso.  (Se  trata,*  dice  ei.fallo, 
(le  la  aplicación  de  lo  dispuesto  por  los  art.  52  y  53  de  la 
Ley  de  ferrocarriles  de  1872).  —  T.  28,  p.  162  (5). 


MANDATO. 


Véase  :  Hipoteca  (c) 


POSESIÓN. 
Carecen  de  fuerza  probatoria  las  declaraciones  de  testigos 
tendentes  á  probar  la  posesión  tenida  por  el  actor,  cuando 
en  contra  de  ésta  existen  sentencias  judiciales  é  instrumen- 
tos públicos  de  los  cuales  resulta  qne  la  posesión  fué  tenida 
por  otros.  —  T.  77,  p.  77. 

(a)  Véase,  pég.  78,  número  27. 

(6)  Respecto  de  demandas  contra  la  Aduana  é   Intendencia  de  Guerra,  véase 
Digetto,  t.  1,  pág.  35,  y  t.  3,  pág.  275 
(c)  N»  2,  en  el  apéndice. 


—  721  —  ,  PM-TAB 

PRIVILEGIO. 

Véase  :  Buque  (a) 


HEVISIÓN  (RECURSO  DE). 

Véase  :  Costas  (a) 


TABACOS. 

Véase  :  Aduana  (a) 


(a)  Ed  el  apéndice. 
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DISPOSICIONES  LEGALES 


APLICADAS   POR  LA   SUPREMA  CORTE  EN  SUS  SENTENCIAS    («) 


Constitución  Nacional 
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65 

58 

'  86 

81 

281 

17 

67 
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242 

18 

70 

25 

87 

78 

100 

31 

68 

227 

89 

80 

202 

61 

75 

335 

100 

70 

298 

62 

— 

— 
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76 

144 

67 

66 

351 

— 

74 

81 

— 

68 

227 

101 

63 

351 

— 

— 

328 

« 

64 

55 

— 

74 

267 

— 

65 

229 

— 

75 

335 
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66 

303 

— 
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404 
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70 

222 

% 

76 

399 
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79 

124 

— 

79 

280 

105 

76 

144 

i— 

81 

281 

108 

66 

351 

(a)  Los  Aillos  aún  no  publicados  se  expresan  con  los  nombres  de  las  partes. 
Las  cifras  que  se  hallan  á  continuación  indican  las  páginas  y  número  del  presente 
volumen  en  que  están  citados,  donde  se  encontrará  la  fecha  de  la  sentencia  y  la 
interpretación  ó  aplicación  dada  al  precepto  legal. 


—  724  — 

Articulo  Nombres  de  las  partes 

9  O'Coaaor  v.  Provincia  de  Entre  Ríos,  p.  265,  d.  35. 

—  b^Coniior  V.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  37. 

—  López  V.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  Íi7. 

—  Terrasón  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  616,  n.  7.^ 

10  O'Connor  v.  Provincia  de  Entre  Ríos,  p.  265,  a.  35. 

—  O'Connor  v.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  37. 

—  López  V.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  37. 

—  Terrasón  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  616,  n.  7. 

11  O'Connor  v. Provincia  de  Entre  Ríos,  p.  265,  n.  35. 

16  Hardoy  v.  Municipalidad  de  Mendoza,  p.  267.  n.  39. 

17  Gibbs  V.  Municipalidad  de  Lujan  (Mendoza],  p.  266,  n.  38. 

18  Recurso  de  Hernández,  p.  453,  n.  2. 

—  Laserre  v.  Fortes,  p.  577,  n.  128., 

28 ,  Hardoy  v.  Municipalidad  de  Mendoza,  p.  267,  n.  39. 

31  Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Municipalidad  de  ^Vilia  María,  p. 

109,  n.  3. 

—  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro, 

p.  281,  n.  42. 

—  Provincia  de  Buenos  Aires  v.  Ferrocarril  Sud,  Oeste  y  Central  Ar- 

gentino, p.  227,  n.  51. 

—  Banco  Nacional  v.   testamentaría   R.    Brizuela   y  Doria,  p.  705, 

n.  1. 

32  Procurador  Fiscal  v.  Correa,  p.  335,  n.  112. 

67    Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Cervecería  Biecker,  p.  348,  n.  187. 

—  FOntán  v.  Ferrocarril  del  Sud,  p.  348,  n.  188. 

—  Ferrocarril  Central  Argentino  v.  Municipalidad  de  Villa  María,  p. 

109,  n.  3. 

—  Imbrigo  v.  Mauno. 

—  Provincia  de  Buen^^s  Aires  v.  Ferrocarril  Sud,  Oeste  y  Central  Ar- 

gentino, p.  281,  n.  42. 

—  Mongrell  de  Larramendi  v.  Alib.erti,  p.  594»  n.  232. 

86    Malecón  y  Puerto  Norte  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  1R4, 
n.  22. 

—  Causa  V.  Borzone,  p.  250,  n.  3. 

—  Pinero  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  719,  n.  4. 
96    Recurso  de  fireard,  p.  649,  n.  30. 

100    Martínez  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  341,  n.  141. 

—  Levy,  Hayen  y  compañía  v.  Raffo,  p.  112,  n.  1. 


—  725  — 


Artículo  Nombres  de  las  partes 

100    Proviooiade  Buenos  Aires  v.  Ferrocarril  Sud,  Oeste  y  Central  Ar- 
gentino, p.  2^,  n.  51. 

—  Recurso  de  Thiernese,  p,  713. 

—  Mongrell  de  Larramendi  v.  Aleberti,  p.  594,  n.  332. 

—  Gedés  7  otros  ▼.  Prorincia  de  Buenos  Aires,  p.  668,  n,  115. 
uní  Sccurso  de  Breardi  p.  649,  n.  30. 

—  ^hnirfguez  del  Busto  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  663,  n.  112. 

—  Gedés  y  otros  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  663,  n.  115. 

—  Ratnos  de  Castaño  v.  Provincia  de  Buenos  Aires  y  Delpeche,  p.  665, 

n.  122. 

* 

105  fiazitúa  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  333,  n.  105. 

—  laiUts  V.  Municipalidad  de  Lujan  ;Mendoza^  p.  266,  n.  38. 

—  Seaillosa  sobre  inhibitoria,  p.  333,  n.  104. 

—  Itaatúa  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  333,  n.  105. 

—  Castro  v.  Provincia  de  Buenos  -Aires,  p.  333,  n.  106. 

—  Ignacio  y  Maresca  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  719,  n.  6. 

—  Roccá  y  otros  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  719,  n.  6. 
108  O'ConnQr  v.  Provincia  de  Entre  Rios,  p.  265,  n.  35. 

—  O'Cúonor  v.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  37. 

—  LéfíO,  V.  Provincia  de  Corrientes,  p.  266,  n.  37, 
trena  v.  Vásquez,  p.  568,  n.  75. 
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19  Duggan  ▼.  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  611. 

22  Deheza  ▼.  Provincia  de  Córdoba,  p.  530,  n.  63. 

—  Cormaus  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  514. 

36  Villegas  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  458,  n.  17. 

39  Comivos  v.  Resoagli.  p.  644. 

42  Comivos  V.  Resoagli,  p.  644. 

43  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro, 

p.281,n.  42. 

—  Villegas  ▼.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  510,  n.  3. 

—  Biatet  Masé  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  510,  n.  3. 

—  Casal  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  717. 

—  Van  Darame  y.  Provincia  de  Salta,  p.  510,  n.  3. 
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54  Perrocarri!  Buenos  Aires  al  Pacífico  v.  Martínez,  p.  48. 

57  Banco  de  la  Nación  v.  González  Chayes,  p.  247,  n.  38. 

—  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico  v.  Martínez,  p.  48 

58  Banco  de  la  Nación  ▼.  González  Chaves,  p.  247,  n.  28. 

—  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico  y.  Martínez»  p.  48. 

—  Gorostiaga  v.  Escalada  y  Ramayón,  p.  98,  n.  38. 

59  Ferrocarril  Buenos  Aires  al  Pacífico  y.  Martínez,  p.  48,  n.  195. 

—  Banco  de  la  Nación  ▼.  González  Chaves,  p.  247,  n.  28. 

89  Sucesión  de  Manuela  Cuyo,  p.  88,  n.  93. 

—  Sucesión  de  A.  Larrosa,  p.  89,  n.  97. 

—  Sucesión  de  Melazo  de  Martínez,  p.  708,  n.  4. 

90  Agüero  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba,  p.  81,  n.  51. 

—  Sucesión  Alzogaray,  p.  88,  n.  96. 

—  Sucesión  M.  Cuyo,  p.  88,  n.  93. 
93  Sucesión  de  Sabaté,  p.  709,  n.  6. 
97  Sucesión  M.  Cuyo,  p.  88,  n.  93. 
99  Sucesión  M .  Cuyo,  p.  88,  n.  93. 

100  Banco  de  la  Nación  v.  Gómez,  p.  83,  n.  63. 

101  Fernández  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  89,  n.  100. 

102  Frioni  v.  Torando,  p.  89.  n.  101. 
185  Pnemáticos  v,  Broqua,  p.  481. 

232  Peña  de  Lefort  v.  Banco  Hipotecario,  p.  56. 

264  Defensor  de  menores  del  Chubut,  p.  476,  n.  7. 

274  Paulino  v.  Amato,  p.  469,  n.  1. 

305  Paulino  V.  Amato,  p.  469,  n.  1. 

309  Causa  del  menor  F.  Tobías,  p.  476,  n.  6. 

411  Banco  de  la  Nación  v.  González  Chaves,  p.  247,  n.  28. 

491  Causa  del  menor  P.  Tobías,  p.  476,  n.  6. 

493  Gorostiaga  v.  Escalada  y  RamayÓQ,  p.  98,  n.  38 

496  Lubary  v.  Silvero,  p.  4. 

497  Lubary  v.  Silvero,  p.  4. 

500  Bermejo  v.  Mallman,  p.  59. 

501  Bermejo  v.  Mallman,  p.  59. 

—  Dávalos  Y.  Provincia  de  Salta,  p.  155,  n.  6. 

502  Van  Damme  v.  Provincia  de  Salta,  p.  539,  n.  7. 

504  Demarchi,  después  Luro,  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  198,  n.  27. 
505    Del  Campo  v.  Pingitore,  p.  277,  n.  12. 

—  Montilla  V.  Hileret,  p.  461,  n.  13. 
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508  DaDierÍT.  Benica,  p.  138,  o.  15. 
-—    Fiscal  V.  Pietranera.  p.  284,  n.  10. 

—  Preitos  V.  Caeiro,  p.  285,  n.  13. 

509  Freitas  v.  Caeiro,  p.  285,  n.  13. 

—  Fiscal  y.  Pretranera,  p.  284,  n.  10. 

510  Freitas  v.  Caeiro,  p.  285,  n.  13. 

—  fiouza  V.  Fernández,  p.  138,  n.  17» 

513  Allende  y.  Las  Catalinas,  p.  253,  n.  1. 

514  Allende  y.  Las  Catalinas,  p.  253»  n.  1. 
520  Mazzi  y.  Gran  Politeama,  p.  461,  n.  12. 
525  Fernández  y.  Socas,  p.  531,  n.  64. 

528  Espinosa  y.  Proyincia  Buenos  Aires,  p.  106,  n.  3. 

535  Cuidet  y.  Villarverde,  p.  103,  n.  64. 
--  Grané  y.  Gobierno  Nacional,  p.  105. 

536  Grané  y.  Gobierno  Nacional,  p.  105. 

542  Asta  Perrero  y.  Municipalidad  La  Plata,  p.  116,  n.  9. 

545  Fernández  y  González  y.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  693,  n.  3. 

—  Fernández  y  González  y.  Proyincia   de  Buenos  Aires,  p.  693,  n.  3. 
575  Rabba  Richard  y  Compañía  v.  Banco  Nacional  y  Dickeldein,  p.  238, 

ñ.  1. 
577    La  Curumalan  y.  Biga,  p.  168,  n.  7. 

—  Freitas  v.  Caeiro,  p.  230,  n.  3. 
— -    Rossi  y.  Tiallo,  p.  167,  n.  4. 

—  Lubaryy.  SiWero,  p.  4. 

~  Marti  y.  Castaño  y  González,  p.  683.  n.  18. 

583  FreiUs  y.  Caeiro,  p.  230,  n.  3. 

594  Rossi  y.  Tialio,  p.  167,  n.  5. 

596  Fernández  y  González  y.  Buenos  Aires,  p.  607,  n.  40. 

619  Duggan  y.  Banco  de  la  Proyincia  Buenos  Aires,  p.  611. 

—  Fiscal  y.  Pietranera,  p.  284,  n.  10. 

—  Van  Damme  y.  Salta,  p.  510,  n.  30. 
623    Cacace  y.  Williams,  p.  285,  n.  12. 

625  Albertiy.  Samson  y  Compañía,  p.  461,  n.  16. 

—  Fernández  y.  Socas,  p.  531,  n.  64. 

626  Ferrocarril  Central  Argentino  y.  Grande,  p.  461,  n.  15. 
629  Ferrocarril  Central  Argentino,  y.  Grande,  p.  461,  o«  15. 
736  Pene  y.  Laque,  p.  286,  n.  19. 

—  Danieri  y.  Benica,  p.  138,  n.  15. 
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741  Daoieri  v.  Beaica,  p.  138,  d.  15. 

746  Mallo  v.  Garro,  p.  534,  n.  6. 

757  Arguello  v.  Pablet,  p.  102,  n.  62. 

—  Freitas  v.  Caeiro,  p.  285,  n.  13. 

—  Pene  v.  Luqae,  p.  286,  n.  19. 

791  Schiariti  v.  Ferrocarril  Grao  Oeste,  p.  696,  o.  10. 

799  Banco  Hipotecario  v.  Quesada,  p.  306,  n.  125. 

800  '  Bauco  Hipotecario  v.  Qaesada,  p.  306,  n.  125. 
812  Banco  de  Mendoza  v.  Moreno  y  Serpa,  p.  488,  n.  6. 
814  Grajnajo  v.  Banco  Hipotecario,  p.  54,  n.  20. 

851  Fernández  y  González  v.  Provincia  de  Buenost  Aires,  p.  693.  n.  3. 

862  Espinosa  v.  Provincia  Buenos  Aires,  p.  106,  n.  3. 

867  Espinosa  v.  Provincia  Buenos  Aires,  p.  106,  d.  3. 

879  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Roza<,  p.  529,  n   57. 

904  Podestá  de  Bianchi  v.  Banco  de  la  Nación,  p.  140,  n.  3. 

907  Allende  v.  Las  Catalinas,  p.  253.  n.  1. 

919  Romero  v.  Wildemayer,  p.  520,  n.  22. 

921  Volonté  V.  Ferrocarril  del  Sud.  p.  164. 

961  Mendazáv.  Patnia  y  Piróla,  p.  3,  n.  3. 

961  Banco  de  Mendoza  v.  Moreno  y  Serpa,  p.  4,  n.  4. 

975  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino,  p.  487,  o.  5. 

976  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino,  p.  487,  n.  5. 

977  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino,  p.  487,  n.  5. 
979  Arzobispo  v.  Buenos  Aires,  p.  275. 

983  Barra  v.  Laiggi,  p.  290. 

993  Iramainv.  Bazlerrica,  p.  102,  n.  61. 

—  Cuidet  V.  Villa  verde,  p.  103,  n.  64. 

—  Espinosa  v.  Provincia  Buenos  Aires,  p.  103,  n.  64. 

994  Iramaín  v.  Baaierrica.  p.  102,  n.  6. 

—  Cuidet  v.Villaverde,  p.  103,  n.  64. 

995  Espinosa  V.  Provincia  Buenos  \ire8,  p.  106,  n.3 

1003  Wegner  v.  Buena  Esperanza,  p.  467,  n.  14. 

—  Banco  de  Córdoba  v.  Rodríguez  del  Busto,  p.  469,  n.  30. 

1004  Isiquella  y  Pérez  v.  Sepúlveda,  p.  468,  n.  23. 
1026  Rivas  v.  Zoila,  p.  551,  n.  2. 

]029  Banco  Nacional  V.  Day,  p.  609. 

1034  Dellepiane  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  5. 

1035  Dellepiane  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  5. 


—  737  — 

Articulo  Nombres  de  las  partes 

1035  Dellepiaae  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  5. 

—  Recalde  v.  Provincia  Buenos  Aires,  p.  P8,  n.  4. 
1039  Wattine  y  Compañía  v.  Bossio  Polar,  p.  506,  n.  14. 
1047  Molina  Salas  v.  Banco  Nacional,  p.   102,  n.  63. 

1049  Molina  Salas  v.  Banco  Nacional,  p»  103,  n.  63. 

1066  Pasileo  V.  Lamport  y  Holt,  p.  136,  n.  7. 

1067  Del  Valle  V.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.  24. 

—  Whitaker  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139.  n.  25. 

—  Rodríguez  v.  Banco  Nacional,  p.  139,  n.  26. 

1068  Del  Valle  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.  24. 

—  Whitaker  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.  25. 

—  Rodríguez  v.  Banco  Nacional,  p.  139,  n.26. 

—  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous,  p.  142,  n.  49. 

—  Noceti  V.  Ferrocarril  Ensenada,  p.  222,  n.  26. 

1069  Noceti  v.  Ferrocarril  Ensenada,  p.  222,  n.  26. 

—  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous,  p.  142,  n.  49. 

1071  Fanelli  v.  Camera,  p.  135,  n.  2. 

—  Febre  y  Ferreira  v.  Passement,  p.  144,  n.  55. 

—  Dañé  v.  Buenos  Aires,  p.  711,  n.  3. 

1072  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous,  p.  142,  n.  49. 

1073  Pasileo  v.  Lamport  y  Holt,  p.  137,  n.  7. 

—  Reta  V.  Ferrocarril  Trasandino,  p.  612. 
1078  Del  Valle  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.24. 

—  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous,  p.  142,  n.  49. 
1081  Causa  v.  Shaw,  p.  612. 

1083  Dufour  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  142,  n.  47. 

—  Rabbia  Mazzini  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  221,  n 

—  Saavedra  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  221,  n.  23. 

—  Fernández  y  Romero,  v.  Ferrocarril  Central  Norte,  p.  225,  n.  44 

—  Bacifc'alupi  y  Marinon  v.  Brisson,  p.  143,  n.  51. 

—  Albanese  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  143,  n.  50. 

—  Mac*Grath  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  223,  n  34. 

1084  Albanese  v.  Ferrocarril   Oeste,  p.  143,  n.  50. 

—  Mac'Grath  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  223,  n.  34. 

—  Volonteri  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.  23. 

—  Del  Valle  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  p.  24. 

—  Whitaker  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  139,  n.  25. 

—  Noceti  V.  Ferrocarril  Ensenada,  p.  222,  n.  26. 
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1084    Lartirigoyen  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  223,  n,  32. 
1089    Rodríguez  v.  Banco  Nacional,  p.  144,  n.  60. 
1102    LeoDardi  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  220,  n.  12. 

1107  Allende  V.  Las  Catalinas,  p.  231,  n.  1. 

1108  Allende  T.  Las  Catalinas,  p.  231,  p.  1. 

1109  Leonardi  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  220,  n.  12. 

—  Ramayón  v.  Banco  Nacional,  p.  139,  n.  27. 

—  Berthe  é  hijo  v.  Pedeflous,  p.  142,  n.  49. 

—  Rabbia  Mazzíni  ▼.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  221,  n.  20. 

—  Silverio  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  221,  n.  22. 

—  Saavedra  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  221,  n.  23. 

—  Fernández  y  Romero  v.  Ferrocarril  Central  Norte,  p.  225,  n.  44. 
-^  drizar  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  226,  u.  45. 

—  Paz  V.  Charj^eurs  Réunis,  p.  136,  n.  6. 

—  Pasileo  V.  Lamport  y  Holt,  p.  137,  n,  7.  • 

—  Slongo  V.  Ferrocarril  Entre  Rios,  p.  226,  n.  47. 

—  Bruzone  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  222,   n,  27. 

—  Giménez  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  223,  n.  29. 

—  Bacigalupi  y  Marinen  v.  Brisson,  p.  143,  n.  51. 

—  Bartolomé  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  223,  n.  30, 

—  Lartirigoyen  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  223,  n.  32, 

—  Mac'Grath  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  223,  n.34. 

—  Fanelli  v.  Camera,  p.  135,  n.  2. 

1111  López  V.  Ferrocarril  Oeste,  p,  220,  n.  15. 

—  Acosta  V.  Ferrocarril  Central  Córdoba,  p.  222,  n.  24, 

—  Volonté  V.  Ferrocarril  Sud,  p.  222,  n.  25. 

—  Bianchi  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  223,  n.  31. 

—  Abad  V.  Ferrocarril  al  Pacíflco,  p.  224,  n.  35. 

—  Peralta  de  Zuflock  v.  Ferrocarril  Central  Norte,  p.  224,  n.  36. 
1113  Hubert  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p,  220,  n.  13. 

Rabbia  Mazzini  v.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  221,  o.  20. 

—  Silverio,  V.  Ferrocarril  del  Sud,  p.  221,  n.  22. 

—  Urizar  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  226,  n.  45. 

—  Paz  V.  Chargeurs  Réunis,  p.  136,  n.6. 

—  Pasileo  V.  Lamport  y  Holt,  p.  137,  n.  7. 

—  García  v.  Compañía  Hansa  p.  137,  n.  8. 

—  Leonardi  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  220,  n.  12. 

—  Slongo  V.  Ferrocarril  Entre  Rios,  p.  226,  n.  47. 
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1113    Bruzone  y.  Ferrocarril  Oeste,  p.  222.  n.  27. 

—  Bartolomé  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  223,  n.  30. 

—  llfac'Grath  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  223,  n.  34. 

1139  Bechem,  Aodrieuz  y  Compañía  v.  Banco  Nacional,  p.  239,  n.  10. 

1148  Riglos  Cosis  V.  Ravenscroft,  p.  100,  n.  49. 

1161  González  v.  Quinteros,  p.  106,  n.  2. 

1174  Molino  Torres  v.  Mprandé,  p.  160,  n.  3. 

1184  Celiz  V.  Audiben. 

—  Lagarde  v.  Santa  Cruz,  p.  683,  n.  22. 

—  Oliveira  v.  Quinteros,  p.  642,  n.  7. 

1185  Oliveira  v.  Quinteros,  p.  642,  n.  6. 
1187  Oliveira  v.  Quinteros,  p.  642,  n.6. 
1190    Villoldo  V.  DeH'Acqua,  p.  175,  n.  16. 

1193    Banco  de  Santa  Fe  v.  Galíndez,  p.  547,  n.  54. 

—  La  Cururoalán  v.  Biga,  p.  690,  n.  38. 

1195  Fern&ndez  y  González  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  693,  n.  3. 

1197  Bonnard  y  Gofre  v.  Von  Freeden,  p.  89,  n.  102. 

1200  Bossio  V.  Gobierno  Nacional,  p.  116,  n,  8. 

1201  Freitos  V.  Caeiro,  p.  230,  n.  3. 
1204  Danieri  v.  Benica,  p.  138,  n.  15. 

1212  Frioni  v.  Torando,  p.  89,  n.  101. 

—  Mercau  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  83,  n.  60, 

1213  Mercau  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  83,  n.  60. 

—  Frioni  v.  Torando,  p.  89,  n.  101. 

1215  Fernández  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  89,  100. 

—  Mercau  v.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  83,  n.  60, 
1254  S.  de  Márquez  v.  Jordana  de  Márquez,  p.  643. 
1257  S.  de  Márquez  v.  Jordana  de  Márquez,  p.  643« 

1276  S.  de  Márquez  v.  Jordana  de  Márquez,  p.  643. 

1277  Molina  Salas  v.  Banco  Nacional,  p.  102,  n.  63. 
1323  Molina  Salas  v.  Banco.  Nacional,  p.  102,  n.  63. 
1409  Carranza  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  509. 

1423  Van  Damrae  v.  Provincia  de  Salta,  p.  539,  n.  7. 

1424  Van  Damrae  v.  Provincia  de  Salta,  p.  539,  n.  7. 
1442  Dasilva  v.  «  Commercial  Union  »,  p.  61,  n.  4. 
1444  Rossi  V.  Tiallo,  p.  606,  n.  31. 

1458  Rodríguez  v.  Banco  Nacional,  p.  244,  n.  4. 

1459  Castaños  v.  E.  A.  de  Capdevila,p.  61,  n.  5- 
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1465  V  Molino  Torres  v.  Morandé,  p.  60,  d.  3. 

—  Castaños  y.  E.  A.  de  Capdevíla,  p.  61,  d.  5. 
1469  Martínez  v.  Devoto,  p.  607,  n.  37. 

—  Recalde  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  451,  n.  5. 
1474  Recalde  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  451,  n.  5. 
1492  Carranza  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  509. 

1502  Villegas  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  458,  n.  17. 

1556  Pacini  v.  Nebel,  p.  457,  n.  13. 

1572  steiner  v.  Ferrocarril  Oeste  Santafecino,  p.  225,  n.  42. 

1578  Ortiz  Basualdo  v.  Gianoce,  p.  293,  n.  18. 

1627  Administración  de  Alcoholes  v.  Ghiselli,  p.  156,  n.  1  y2. 

1628  Administración  de  Alcoholes  v.  Ghiselli,  p.  156,  n.  1  y  2. 
1632  Alberti  v.  Saroson  y  Compañía,  p.  461,  n.  16. 

1674  Campos  v.  Treloar,  p.  478,  n.  1. 

1777  Izargobal  v.  Diazy  Pintos,  p.  642,  n.  5. 

1870  Villegas  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  458,  n.  17. 

1905  García  González  v.  Pinera,  p.  468»  n.  24. 

—  Banco  Nacional  v.  Moyano,  p.  469,  n.  33. 
1911  Gallardo  V.  Collazo,  p.  285,  n.  17. 

1929  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  468,  n.  27.     . 

1930  Galeano  v.  Roca,  p.  469,  n.  29. 

1931  Dávalos  v.  Alcántara,  p.  97,  n.  37. 

— -  Villegas  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p,  458,  n.  17. 

1934  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  468,  n.  27. 

1935  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires;  p.  428,  n.  27. 

1936  Somaini  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  428,  n.  27. 

—  Rivas  V.  Zoila,  p.  551,  n.  2. 

—  Banco  Provincial  de  Córdoba  v.  Rodríguez  del  Basto,  p.  694. 

1946  Rivas  v.  Zoila,  p.  551,  n.  2. 

—  Galeano  v.  Roca,  p.  469,  29. 

—  Rufener  v.  Banco  Hipotecario,  p.  53,  n.  17. 

1947  Galeano  v.  Roca,  p.  469,  n.  29. 

1948  Castro  V.  Wenk,  p.  469,  n.  31. 

1949  Castro  v.  Wenk,  p.  469,  n.  31. 

1961  Bossio  V.  Gobierno  Nacional,  p.  485,  n.  5. 

1976  Barra  v.  Luíggi,  p.  290. 

1977  Cormaus  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  500,  n.  8. 
1986  Cassels  v.  Repetto  y  compañía,  p.  474,  n.  31. 
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2000  Cassels  v.  Repetto  y  compañía,  p.  474,  n.  31. 

2030  Romero  v.  Widemayer,  p.  227.  d.  4. 

2104  MoDsegurv.  Padilla  y  ílelguerá,  p.  92,  n.  8. 

2106  HoDsegur  t.  Padilla  y  Helguera,  p.  92,  d.  8. 

2107  Monsegur  y.  Padilla  y  Helguera,  p.  92,  d.  8. 

2108  Fragueiro  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  184,  n.  21. 
2185  A.dm¡DÍstración  de  alcoholes  v.  Ghiselli,  p.  156,  d.  1  y  2. 
^03  Allende  v.  Las  Catalinas,  p.  253,  n.  2. 

/  2210  Dávalos  v.  Provincia  de  Salta,  p.  155,  n.  5. 

2224  Administración  de  alcoholes  v.  Ghiselli,  p.  156,  n.  1  y  2. 

2277  Padilla  v.  Barberis,  p.  73. 

2315  Guillermón  v.  Grambach,  p.  481. 

2316  Doncel  v.  Banco  Nacional  y  Oro,  p.  238,  n.  2. 
2322  Guillermón  v.  Grumbach,  p.  481. 

2351  Maldonado  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  606,  n.  30. 

—  Docks  de  Tránsito  v.  Traversaro,  p.  608,  n.  44. 

2352  Docks  de  Tránsito.v.  Traversaro,  p.  608,  n.  44. 
2362  Fabricantes  Ingleses  v.  Arcioni,  p.  608,  n.  41. 

—  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Rozas,  p.  516,  n.  12. 

2377  Rossi  V.  Fiallo,  p.  167,  n.  4. 

—  Marti  V.  Castaño  y  González,  p.  683,  n.  18. 

2378  Rabba,  Richard  y  Compañía  v.  Banco  Nacional  y  Dickeldein,  p.683, 

n.[20. 

2380  Medina  v.  Banco  Nacional,  p.  693. 

2383  Medina  v.  Banco  Nacional,  p.  693. 

2387  Porta  v.  Banco  Nacional  é  Ibertis,  p.  168,  n.  6. 

—  Docks  de  Tránsito  v.  Traversaro,  p.  608,  n  44. 
2389  Monsegur  V.  Padilla  y  Holguera,  p.  92,  n.  8. 
2401  Buchanan  v.  Salas,  p.  279,  n.  28. 

—  Docks  de  Tránsito  v.  Traversaro,  p.  608,  n.  44. 

2411  Docks  de  Tránsito  v.  Traversaro,  p.  608,  n.  44. 

2412  Carol  v.  Reuter  y  Carol,  p.  533,  n.  4. 

—  Fabricantes  Ingleses  v.  Arcioni,  p.  608,  n.  41. 
2427  Duarte  v.  Sánchez  Negrele,  p.  170. 

2435  Reta  v.  Ferrocarril  Trasandino,  p.  612. 

2445  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  516,  n.  11. 

2455  Rossi  v.  Tiallo,  p.  516,  n.  10. 

2462  Docks  de  Tránsito  v.  Traversaro,  p.  608,  n.  44. 
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2462  Medina  v.  Baoco  Nacional,  p.  693. 

2468  Municipalidad  de  Morón  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  282,  n.  49. 

2469  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro, 

p.  281,  n.  42. 

—  Municipalidad  de  Morón  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  282,  n.  49. 
2471  Buchanan  v.  Salas,  p.  279,  n.  28. 

—  Municipalidad  de  Morón  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  282,  n.  49. 
2478  Marti  t.  Castaño  y  González,  p.  683,  n.  18. 

2487  Guerrico  v.  Municipalidad  de  Santa  Fe,  p.  279,  n.  25. 

2488  Samiñan  v.  Lobato,  p.  4. 

—  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  v.  Municipalidad  de  San  Pedro. 

p.  281. 

2490  Tillard  v.  Rodríguez  del  Busto,  p.  282,  n.  47. 

2492  Del  Campo  v.  Pingitore,  p.  277,  n.  12. 

2495  Ojedn  v.  Lapetina,  p.  279,  n.  27. 

2498  Tillard  v.  Rodríguez  del  Busto,  p.  282,  n.  47. 

—  Casal  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  717. 

—  Municipalidad  de  Morón  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  282,  n.  49. 

2499  Casal  v.  Carril,  p.  282,  n.  48. 

2500  ídem,  p.  282,  n.  48. 

2503  Reta  v.  Ferrocarril  Trasandino,  p.  612. 

2510  La  Curumalán  v.  Biga,  p.  159,  n.  22. 

—  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  516,  n,  11. 

2511  Devoto  y  otros  v.  Gobierno  Nacional,  p.  201,  n.  53. 

—  Fisco  V.  Berhocoyrigoin,  p.  201,  n.  55. 

—  Reta  V.  Ferrocarril  Trasandino,  p.  612. 
2513  Zerdan  v.  Márquez,  p.  503. 

—  Freitas  v.  Caeiro,  p.  230,  n.  3. 

—  Fanelli  v.  Camera,  p.  135,  n.  2. 
2516  La  Curumalán  v.  Biga,  p.  159,  n.  22. 

2523  La  Curumalán  v.  Biga      —  — 
— -  Rimoldi  V.  G.  de  Aliones,  p.  638. 

2524  Hernández  v.  Riglos,  p.  607,  n.  39. 

2525  Villoldo  v.  DelFAqua,  p.  135,  n.  16. 
2606  Hernández  v.  Riglos,  p.607,  n.  39. 
2609  Rossi  V.  Tiallo,  p.  167,  n .  4. 

—  La  Curumalán  v.  Biga,  p.  168*  n.  7. 

—  Freitas  v.  Caeiro,  p.  230,  n.  3. 


—  743  — 

Artlcalo  Nombres  de  las  partes 

2609  Marti  v.  CasUño  y  González,  p.  683,  d.  18. 

2653  Casal  t.  Carril,  p.  282,  n.  48. 

2654  Riraoldi  v.  Giralt  de  AlloDes,  p.  502. 
2678  Lagardo  v.  Mafley  y  García,  p.  237. 

2680  Tillard  v.  Rodríguez  del  Basto,  p.  282,  n.  47. 

2728  Club  Social  v.  Recolóo,  p.  475. 

2742  Campos  T.  García,  p.  457,  o.  14. 

2744  Campos  v.  García,      —        — 

2758  Luna  ▼.  Naon,  p.  607,  d.  33. 

—  Hernández  v.  Riglos,  p.  607,  n.  39. 

—  Díaz  Vélez  v.  Abasólo,  p.  608,  n.  42. 
2789  Rossi  V.  Hallo,  p.  606,  n.  31. 

2791  Fernández  y  González  v.  Provincia  Buenos  Aires,  p.  607,  n.  40. 

2800  Reta  y.  Ferrocarril  Trasandino,  p.  612. 

2805  Rimoldi  y.  G.  de  Aliones,  p.  638. 

3110  Rabba,  Richard  y  Compañía  v.  Banco  Nacional  y  Dickeldein,  p. 
238,  n.l. 

—  Doncel  v.  Banco  Nacional  y  Oro,  p.  239,  n.  2. 
3123  Lagardo  v.  Mafley  y  García,  p.  237. 

3129  Banco  Nacional  y.  Fort  y  Zarrasin,  p.  240,  n.  14. 

—  Banco  Proyincial  de  Córdoba  y.  Banco  Nacional  y  Pinto,  p.  240,  n.  15. 
3135  Banco  Proyincial  de  Córdoba  y.  Banco  Nacional  y  Pinto,  p.  240,  n.  15. 
3152  Bechem,  Andrieu  y  Compañía  y.  Banco  Nacional  y  Arrondo,  p.  239, 

n.  10  y  11. 

3187  Banco  de  Mendoza¡y.  Moreno  y  Serpa,  p.  488,  n.  6. 

3269  Rossi  y.  Tiallo,  p.  167,  n.  5. 

3270  Lagardo  y.  Mafley  y  García,  p.  237. 

—  Rodríguez  y.  Banco  Nacional,  p.  244,  n.  4. 

—  Molino  Torres,  v.  Morando,  p.  60,  n.  4. 

—  Rosas  V.  Proyincia  de  Corrientes,  p.  94,  n.  18. 

—  Cormaus  y.  Provincia  de  Córdoba,  p.  706. 
3284  Vela  y.  Buschiazzo,  p.  88,  n.  94. 

—  Sucesión  M.  Cuyo,  p.  88,  n.  93. 

—  Sucesión  Alzogaray,  p.  88,  n.  96. 

—  Sucesión  A.  Larrosa,  p.  89,  n.  97. 

—  Sucesión  Melazo  de  Martínez,  p.  708,  n.  4. 

—  Sucesión  Sabathé,  p.  709,  n.  6. 
3322  Martínez  v.  Devoto,  p.  237. 
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3343  Martínez  v.  Devoto,  p.  607,  a.  37. 

)  3410  Matíenzo  y.  Turner,  p.  245,  d.  16. 

3410  Paulino  v.  Amato,  p.  469,  n.  31. 

—  Lagardo  v.  Mafley  y  García,  p.  ^237. 

3411  Lagardo  t.  Mafley  y  García,  p.  237. 
3417  Martínez  v.  Devoto,  p.  607,  n.  37. 

,  —  Matienzo  v.  Tumer,  p.  245,  n.  16. 

I  ~  Gorostiaga  v.  Escalada  y  Ramayón,  p.  98,  n.  38. 

—  Barriga  v.  Gibbs  y  Palma,  p.  608,  n.  43. 
í                                 3430  Lagardo  v.  Mafley  y  García,  p.  237. 

3565  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  513,  n.  13. 

3879  Nougués  v.  Banco  Nacional  y  Saavedra,  p.  239,  n.  12. 

3916  Ñongues  v.  Banco  Nacional  y  Saavedra,  p.  239,  n.  12. 

3934  Banco  de  Mendoza  v.  Moreno  Serpa,  p.  239,  n.  11. 

3936  Nougués  v.  Banco  Nacional  y  Saavedra,  p.  684,  n.  28. 

3951  Pisco  V.  Altimpergher,  p.  607,  n.  38. 

—  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  523,  n.  12. 

3956  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  522,  n.  4. 

3957  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  522,  n.  4. 

—  Banco  Nacional  v.  Cornielli,  p.  531,  n.  67. 

—  Banco  Nacional  v.  Margara,  p.  531.  n.  67. 

—  Banco  Nacional  v.  Campelin,  p.  530,  n.  60. 

—  Banco  Nacional  v.  Gómez,  p.  532,  n.  75. 

—  Banco  Hipotecario  v.  Agrelo,  p.  524,  n.  18. 

—  Banco  Nacional  v.  Palacios,  p.  533,  n.  77. 
3962  Montilla  v.  Hileret,  p.  526,  n.  28. 

3970  Banco  Nacional  v.  Cornielli,  p.  529,  n.  52. 

—  Banco  Nacional  v.  Margara,  p.  531,  n.  67. 
3980  Banco  Nacional  v.  Gómez,  p.  532,  n.  75. 

—  Banco  Nacional  v.  Furlani,  p.  528,  n.  48. 
3986  Banco  Nacional  v.  Herrera,  p.  527.  n.  38. 

—  Banco  Nacional  v.  Caraballo.  p.  527,  n.  40. 

—  Banco  Nacional  v.  Furlani,  p.  528,  n.  48. 

—  Gómez  V.  Ferrocarril  Oeste,  p.  527,  n.  42. 

—  Municipalidad  V.  Quíntela,  p.  527,  n.  43. 

—  Batilana  v.  Municipalidad,  p.  527,  n.  44. 

—  Fernández  V.  Socas,  p.  529,  n.  53. 

—  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Rozas,  p.  516,  n.  12. 
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3987  Banco  NacioDal  v.  Caraballo,  p.  527,  n.  40. 

~  Banco  Nacional  v.  Cornielli,  p.  529,  n.  52. 

—  Batilana  v.  Municipalidad,  p.  527,  n.  44. 

—  Banco  Nacional  v.  Gabaston,  p.  528,  n,  47. 

—  Fernández  v.  Socas,  p.  529,  n.  53. 

—  Banco  Nacional  v.  Puriani.  p.  528,  n.  48. 

3989  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  532,  n.  72. 

—  Lubary  v.  Sil  vero,  p.  527,  n.  45. 

-—  Banco  Hipotecario  v.  Quesada,  p.  528,  n.  48. 

*  —  Dulom  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  528,  n.  49. 

3999  Fisco  v.  Altinpergher,  p.  607,  n.  38. 

—  Hernández  v.  Riglos,  p.  607,  n.  39. 

—  Martínez  v.  Colonia  Juárez  Celman,  p.  523,  n.  11. 

—  Deheza  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  523,  n,  12. 

—  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Rosas,  p.  523,  n.  13.     i>  ; 

4002  Martínez  V.  Colonia  Juárez  Celman,  p.  532,  n.  73. 

4003  Hernández  v.  Riglos,  p.  607,  n.  39.  \ 

—  Barriga  v.  Gibbs  y  Palma,  p.  608,  n.  43. 
4005  Fisco  V.  Altinpergher,  p.  607,  n.  38. 

—  Barriga  V.  Gibbs  y  Palma,  p.  608,  n.  43. 
4008  Hernández  v.  Riglos,  p.  607,  n.  39. 

—  Martínez  v.  Colonia  Juárez  Celman,  p.  532,  n.  73. 

—  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Rozas,  p.  516,  n.  12. 
4010  Fisco  V.  Altinpergher,  p.  607,  n.  38. 

—  Hernández  v.  Riglos,  p.  607.  n.  39. 

—  Consejo  Nacional  de  Educación  v.  Ortiz  de  Rozas,  p.  523,  n.  13. 

—  Martínez  v.  Colonia  Juárez  Celman.  p.  532,.n.  73. 
4015  Déheza  V.  Provincia  de  Córdoba f  p.  523,  n.  12. 
4017  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  529,  n.  56. 
4019  Marín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  522,  n.  5. 
4023  5larín  v.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  529,  n.  56. 

—  Lubary  v.  Silvero,  p.  522,  n.  6. 

—  Montilla  V.  Hileret,  p.  522,  n.  3. 

4027  Municipalidad  v.  Quíntela,  p.  525,  n.  26. 

—  Fernández  v.  Sosas,  p.  531.  n.  64. 

—  Martínez  v.  Colonia  Juárez  Celman,  p.  523,  n.  8. 
4032  Gaffarotv.  Muro,  p.  246,  n.  20. 

—  Villanueva  v.  Banco  Hipotecario,  p.  524,  n.  19. 
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4035  Rívas  v.  ZolU,  p.  524,  n.  15. 

4037  Gómez  v.  Ferrocarril  Oeste,  p.  525,  n.  22. 

—  Dulom  V.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  525,  n.  23. 
4044  Deheza  v.  Córdoba,  p.  530,  n.  63. 

4051    Maldonado  v.  Ferrocarril  del  Oeste,  p.  606,  o.  30. 

—  Fisco  V.  Dorigoac,  p.  608,  n.45. 
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68  Labeyrie  v.  Tomlison  y  Hayward,  p.  73  n.  3. 

70  Labeyrie  v.  Tomlison  y  Hayward,  p.  73  n.  3. 

88  Adano  v.  Santamaría  y  Compañía,  p.  118. 

121  Zapata  v.  Toro  de  Troncoso,  p.  609,  n.  3. 

122  González  v.  Godoy,  p.  609,  n.  2. 

163  Carranza  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba,  p.  697,  n.  13. 

171  Carranza  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba,  p.  697,  n.  13. 

175  Maresca  y  Compañía  v.  Christophersen,  p.  697,  n.  17. 

179  Carranza  v.  Ferrocarril  Central  Córdoba,  p.  697,  n.  13. 

187  Fontán  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  348,  n.  188. 

188  Fontán  v.  Ferrocarril  Sud,  p.  348,  n.  188. 

205  Fernández  v.  Ferrocarril  Central  Argentino,  p.  89,  n.  100. 

207  Dellepiane  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  5. 

—  Romero  v.  Widmayer,  p.  227,  n.  4. 

218  Zapata  v.  Toro  de  Troncoso,  p.  609,  n.  3. 
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255  Gallardo  v.  Collazo,  p.  205,  n.  17. 

275  Zapata  v.  Toro  de  Troncoso,  p.  609,  n.  3. 

277  Labeyrie  v.  Tomlison  y  Hayward,  p.  73,  n.  3. 

314  González  v.  Godoy,  p.  609,  n.  2. 

315  González  v.  Godoy,  p.  609,  n.  2. 
337  González  v.  Godoy,  p.  609,  n.  2. 
418  Campos  t.  Treloar.p.  478,  n.  1. 
429  Concurso  de  Toariño  y  Conapañía,  p.  643. 
463  Monsegur  v.  Padilla  y  Helguera,  p.  92,  n.  8. 
585  García  Montano  y  Olmos  v.  Banco  Nacional,  p.  610,  n.  3. 
606  Banco  de  la  Nación  v.  Gómez,  p.  83,  n.  63. 
621  Banco  Nacional  v.  Vadillo,  p.  452,  n.  6. 
624  Basaldúa  v.  Obertis,  p.  498. 

—  Renny  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  6. 

626  Kenny  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  6. 

—  Cánepa  v.  Provincia  Santa  Pe,  p.  711. 

627  Rodríguez  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  177. 

—  Alvarez  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  712,  n.  2. 

—  Cánepa  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  711. 
635  Dellepiane  v.  Provincia  Santa  Fe,  p.  178,  n.  5. 

—  Castaños  v.  E.  A.  de  Capdevila,  p.  217,  n.  4. 

663  Vítale  v.  Banco  de  la  Nación,  p.  537. 

664  Vítale  v.  Banco  de  la  Nación,  p.  537. 
676  Wiengreen  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  452,  n.  8. 

—  Kenny  V.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  269.  n.  5. 
685  Duggan  v.  Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  610. 
714  Banco  Nacional  v.  Moran,  p.  451,  n.  4. 

—  Banco  Nacional  v.  Vadillo,  p.  452,  n.  6.  ' 

740  Banco  Nacional  v.  Moran,  p.  451,  n.  4. 

—  Basaldúa  v.  Obertis,  p.  498. 

—  Wiengreen  y  Compañía  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  452,  n.  8. 

—  Kenny  v.  Provincia  de  Santa  Fe,  p.  269,  n.  5. 

741  Basaldúa  v.  Obertis,  p.  498. 
^                                    848  Banco  Nacional  v.  Lacasa,  p.  530,  n.  59. 

—  Banco  Nacional  v.  Gabastou,  p.  60. 
853  Fisco  V.  Piaggio,  p.  526,  n.  31. 
859  Bagalsiaga  v.  Juel  y  otros,  p.  56. 
911  Mihanovich  v.  Tellorini,  p.  49,  n.  7. 
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913  Máresca  y  Compañía  v.  Chrístopherseu,  p.  697,  d.  17. 

1050  SamsOQ  y  Compiñía  v.  Bergen  y  Gurí,  p.  239,  n.  6. 

—  Calcagno  t.  Guastaviao,  p.  618,  n.  2. 
1097,  Ranchero  v.  La  Veloce,  p.  553,  n.  4. 

—  Repelió  V.  Samson  y  Compañía,  p.  697,  n.  13. 
1119  Ranchero  v.  La  Veloce,  p.  179. 

1230  Da  Silva  y.  Commercial  Union  Assurance  C%  p.  619. 

1269  Martin  y.  Samson  y  Compañía,  p.  2,  n.  1. 

—  Orsini  V.  Samson  y  Compañía,  p.  2,  n.  1. 

—  Hulsbach  y.  capitán  remolcador  Krafl,  p.  2,  n.  1. 

1376  Ghíndensi  y.  Spagnol,  p.  683,  n.  23. 

1377  Ghindensi  y.  Spagnol,  p.  683.  n.  23. 

1378  Ghindensi  y;  Spagnol,  p.  683,  n.  23. 
1387  Franco  y.  Ipiña,  p.  550,  n.  2. 

1403  Saint  Hermanos  y.  Lusardi,  p.  550,  n.  1. 

1466  Concurso  de  Touríño  y  Compañía,  p.  105,  n.  4. 

1494  Franco  y.  Ipíña,  p.  550,  n.  2. 

1543  Concurso  de  Touríño  y  Compañía,  p.  105,  n.  4.]' 
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6  Limini,  p.  69,  d.  57. 

—  CampÍDS,  p.  69,  n.  60. 

—  Ferrari  y  otro,  p.  70,  n.  66 

—  Andrade,  Lara  y  Covi,  p.  707,  n.  1. 
16  Asposi  y  otros,  p.  151,  n.  5. 

—  Andrade,  Lara  y  Covi,  p.  707,  n.  1. 
21  Andrade,  Lara  y  Covi,  p.  707,  n.  1. 
23  Cocomer  y  otros,  p.  242,  n.  14. 

26  Marcoti  y  otros,  p.  66,  d.41. 

33  Cocomer  y  otros,  p.  242,  n.  14 
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36  Asposi  y  otros,  p.  151,  d.  5. 

42  Felischeler  y  fifenchaca»  p.  248,  d.  8. 

43  Felischeler  y  Menchaca,  p.  248,  d.  8. 
52  Marcoti  y  otro,  p.  66,  n.  41. 

—  Altucne,  p.  450,  d.  4. 

^  —  García  y  otro,  p.  67,  n.  46. 

—  Ferrari  y  otro. 

—  Andrade,  Lara  y  Covi,  p.  707,  n.  1. 
55  P.  Leguizacnóo,  p.  242,  n.  15. 

8i  Nüñezy  Cerro,  p.  17, *n,  75. 

—  Cocoroer  y  otro,  p.  242,  n.  14^ 

—  Andrade  y  otros. 

—  Rentería,  p.  702,  n.  11. 

84  Brimonti  y  otro,  p.  450,  n.  5. 

—  Ghio,  p,  451,  n.  8. 

—  Pérez  y  Clemente,  p.  248#  n.  7. 

85  Maradez,  p.  70,  n.  64. 
90  Araujo,  p.  525,  n.  24. 

—  Merlo,  p.  533,  n.  78. 

. —  Fisco  V.  Amaya,  p.  531,  n.  68. 

—  Medina  y  Compañía  v.  Christenaen,  p.  531,  n.  69. 

93  Araujo,  p.  525,  n.  24. 

—  Dooley,  p.  242,  n.  17. 

94  P.  Leguizamón,  p.  242,  n.  15 

95  Cocomer  y  otros,  p.  242,  n.  14. 

96  Ramírez,  p.  241,  n.  9. 

—  Pablo  Carra,  p.  242,  n.  13. 

—  Cámara,  p.  242,  n.  16. 

120  Brimonti  y  otro,  p.  450,  n.  5. 

— ^  Causa  V.  Altume,  p.  450,  n.  4. 

—  Revolin,  p.  450,  n.  6. 

—  Ojeda,  p.  450,  n.  7. 

—  Ghio,  p.  451,  n.  8. 

193  Pérez  y  otro,  p.  248,  n.  7. 

—  Felischeler  y  otro,  p.  248,  n.  8. 
202  Seticase,  p.  180. 

—  Shaw,  p.  152,  n.  7. 

—  Araujo,  p.  525,  n.  24. 


—  752  — 


Artículo 

203    Seticase,  p.  180. 
283    Shaw,  p.  152,  n.  7. 
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Artfcalos  309,  312  y  322.  Noviembre  9  de  1901,  causa  de  Campos  v. 
Treloar,  p.  478,  n.  1  y  2. 

Liey  de  f  4  de  septiembre  de*  f  863,  designando 
los  cpímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  los 
tribunales  federales  y  estableciendo  su  pena- 
lidad. 
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Nota.  —  La  ley  3972  de  17  de  noviembre  de  1900,  sobre  represión  de  los  delitos 
de  falsificación  y  circulación  de  moneda,  ha  sido  aplicada  en  las  siguientes  cansas : 
V.Fernandez  (octubre  17  de  1901);  y.  Malaberti  (diciembre  5  de  1901) ;  v.  Horadez 
(diciembre  19  de  1901)  j  v.  Tadey  (diciembre  19  de  1901);  v.  Ferrari  y  otros 
(diciembre  21  de  1901);  v.  Prína  (abril  5  de  1902);  v.  Malioni  ó  Halhorra  (abril  8 
de  190*2);  t.  Andrade,  Lara  y  Covi  (abril  29  de  1909). 
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51  Causa  v.  Arija,  p.  7,  n.  1. 

138  Couzier  y  Compañía,  p.  18,  d.  79. 

—  Wilson  SoDsy  Compañ(a,p.  11,  n.  39. 

—  Olivier  7  Compañía,  p.  15,  n.  60. 
131  Wagoer  y  Compañía,  p.  703,  n.  3. 
148  Fisco  y.  Orsotini,  p.  19,  n.  89. 
351  Pérez  y  Compañía,  p.  18,  n.  80. 
379  Willers,  p.  16,  n.  65. 

430  Pisco  V.  Orsolioi,  p.  19,  n.  84. 

433  Pisco  T.  Orsolini,  p.  19,  o.  84. 

699  Fisco  y.  Orsolini,  p.  19,  n.  84, 

754  Fisco  y.  Orsolini,  p.  19,  n.  84. 

763  Fisco  y.  Orsolini,  p.  19,  n,  84. 

834  Deifíno,  p.  19,n.88. 

836  Faibre,p.  10,  n.  27. 

—  Grand¡neti,p.lO,  n.  37. 

846  Landrini,  p.  31,  n.  103. 

—  Arija,  p.  7,  n.  3. 

—  Riyaille,  p.  31,  n.  99. 

847  Deifíno,  p.  19,  n.  88. 
890    Amoretti,  p.  ]3,  n.  47. 

—  Langtiasco,  p.  705,  n.  7. 

934  Couzier  y  Compañía,  p.  18,  n.  79. 

960  Romero,  Díaz  y  Toresano,  p.  14,  n.  49. 

961  Romero,  Díaz  y  Toresano,  p.  14,  n.  49. 
968  Willers,  p.  16,  n.  65. 

980    CoQzier  y  Compañía,  p.  18,  n.  79. 

1033  Languasco,  p.  705,  n.7. 

1036  Romero,  Díaz  y  Toresano,  p.  14,  p.  49. 

1037  Romero,  Diaz  y  Toresano,  p.  14,  n.  49. 

—  Comelti,  p.  11,  n.  30. 

1038  Romero,  Díaz  y  Toresano,  p.  14,  n.  49. 
1031  Núñez  y  Cerro,  p.  17,  p.  75. 

1034  Sumario  sobre  contrabando  de  alhajas. 
1036  Petit  y  Pina,  p.  13,  n.  43. 

1045    Bigorra  y  Ganuzza,  p.  16,  n.  67. 
1054    Linck,  p.  9,  n,  14. 

—  Nuñez  y  Cerro,  p.  9,  n.  16. 
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1056  Linck,  p.  9,  d.  14. 

1057  Nuñezy  Cerro,  p.  9,  n.  16.. 

1057    Wilson  Sons  y  Compañía,. p.  11,  n.  29. 
1070    Wagner  y  Compañía,  p.  704,  n.  4. 
1072    Linck,  p.  9.  n.  14. 
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1  Rodríguez  v.  provincia  Santa  Fe»  p.  304,  n.  111. 

10  Goppa  V.  Fábrica  de  Dinamita,  p.  513,  n.  44. 

16  Romero  v.  Roca,  p.  26, n.  26;  p.  34,  n.  96. 

26  Banco  de  la  Nación  v.  Saa,  p.  529,  n.  25. 

32  López  y.  Loizoga,  p.  37,  n.  124. 

—  Banco  Nacional  v.  Medina,  p.  87,  n.  123. 
43  Plazaola  v.  Banco  Nacional,  p.  599,  n.  23. 

57  Provincia  Santa  Fe  v.  Brignardello,  p.  147,  n.  8. 

63  Gil  V.  Ledesma,  p.  487,  n.  7. 

—  Sosa  V.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  488,  n.  10. 
71  Sosa  V.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  488,  n.  10. 
74  Morvonais  v.  Aleu,  p.  47,  n.  16. 

91  Campos  v.  Treloar,  p.  544,  n.  33. 

95  Trágery  Compañía  v.  López  Hermanos. 

101  Wateau  v.  Cazón  y  Vadillo,  p.  543,  n.  23. 

110  Raíz  y  Rodríguez  V.  Lanusse,  p.  520,  n.  22. 

111  Sauperin  v.  Aianis,  p.  32.  n.  78. 

115  Romero  v.  Wildemayer,  p.  520,  n.  22. 

117  Gordillo  v.  Ferrocarril  Andino,  p.  494,  n.  45. 

118  Britain  y  Sociedad  Terrenos  PuertoBuenos  Aires  v.  Benzon,  p.  520, 

n.  24. 

119  Zapata  v.  Gobierno  Nacional,  p.  495,  n.  50. 

120  Dávalos  v.  Provincia  Salta,  p.  691,  n.  42. 
129  Qairoga  v.  Amarilla,  p.  277,  n.  15. 

—  Francioni  v.  Francioni,  p.  548,  n.  67. 
139  Irigoyen  v.  Figueroa,  p.  38,  n.  129. 

157  Wateau  v.  Cazón  y  Vadillo,  p.  543,  n.  23. 

177  Allende  v.  Las  Catalinas,  p.  493,  n.  38. 
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186  Rosas  v.  Provincia  de  Corrientes,  p.  552,  n.  7. 

187  Sosav.  Ferrocarril  Gran  Oeste,  p.  553,  n%  10. 
194  :  Banco  Nacional  v.  Villalba,  p.  611,  n.  3. 
^5  Banco  Nacional  t.  Plazaola,  p.  30,  n.  62. 

—  Malbránv.  Román,  p.  37,  n.  126. 

206  '  Banco  Nacional  t.  Plazaola,  p.  30,  n.  62. 

217  Menta  v.  Mendoza,  p.  161,  n.  9. 

219  Wateaii  v.  Cazón  y  Vadillo,  p.  543,  n.  23. 

221  Miranda  v.  Berdeal,  p.  520,  n.  28. 

227  Causa  de  Ponadé,  p.  41,  n.  3. 

232  Villegas  y.  Provincia  de  Buenos  Aires,  p.  710. 

233  Torre  v.  Jorba,  p.  495,  n.  38. 

234  Banco  Nacional  v.  Zapata,  p.  493,  n.  39. 
237  Rufener  v.  Banco  Hipotecario,  p.  496,  n.  56. 
241  Otero V.  Aguirre,  p.  615,  n.  8. 

—  Bialet  Massé  v.  Provincia  de  Córdoba,  p.  616,  n.  13. 

248  Cáceres  v.  Laffont,  p.  555,  n.  55. 

249  Banco  Hipotecario  v.  Leyria,  p.  293,  n,  19. 

'  255  Banco  de  la  Nación  v.  Copello,  p..306,  n.  126« 

—  Banco  de  la  Nación  v.  Solé  y  Rodríguez,  p.  306,  n.  127 

—  Banco  de  la  Nación,  v.  Barrenechea,  p.  306,  n.  126. 
268  Banco  Nacional  v.   Viso,  p.  309,  n.  148. 

270  Banco  Nacional,  v.  Viso,  p.  3(19,  n.  148. 

278  Causa  de  Aphessetche,  p.  615,  n.  9. 

—  Banco  Nacional  v.  Viso,p.  309,  n.  148. 
284  Agrelo  v.  Real  de  Azúa,  p.  311,  n.  168. 

292  Banco  Nacional  v.  Reynoso  y  Lucero,  p.  308,  n.  143. 

301  Lamas  con  Savedra  y  Ovejero  de  Lamas,  p.  311,  n.  163. 

309  Chirino  v.  Mora,  p.  42,  u.  5. 

320  Causa  de  Aphessetche,  p.  42,  n.  6. 

327  Ojeda  v.  Lapetina,  p.  279,  n.  27. 

328  Tillard  v.  Rodríguez  del  Busto,  p.  282,  n.  47. 

—  Wateau  v.  Orliz  y  Herrera,  p.  281,  n.  40. 
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Articulo  Nombres  de  las  partes 

2  RamayÓQ  v.  Banco  NacioDal,  p.  535,  o.  14. 

14  Hahn,  p.  214,  n.  4. 

'  19  Sánchez  Viamonte  v.  Medina,  p.  84,  n.  71. 

20  Thiernese,  p.  713. 

23  Menn,  p.  400,  n.  523. 

—  Fisco  V.  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario,  p.  407,  n.  564. 

—  Secchi  y  otros,  p.  345,  n.  168. 

~  Mallman  v.  Solanilla,  p.  400,  n.  524. 

—  Zannio,  p.  396.  n.  497. 

24  Thiernese,  p.  713. 
32  Thiernese,  p.  713. 

--  Sánchez  Viamonte  v.  Medina,  p.  84,  n.  71. 

34  Iglesias  y  otros,  p.  84,  n.  68. 

—  Bonnemaison,  p.  84,  n.  69. 

75  Castagnino  v.  Aróztegai,  p.  599,  n.  21. 

86  Menn,  p.  529,  n.  22. 

118  Fiscal  y.  Mesa  inscriptora  parroqaia  Victoria  (Tacumán),  p.  479,  n.  3. 
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172  Rondanini  t.  TrebÍDO,  p.  719,  p.  5. 

205  Contienda  entre  el  juez  doctor Constanzó  y  juez  del  Paraná,  p    145 

306  Expósito,  p.  690,  n.  41. 

366  Pérez  y  otros,  p.  536,  n.  16. 

—  Zorrilla,  p.  208,  n.  32. 
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